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CAPITULO  I. 

j»¡i  u  f;Mir9TE9eu  imi  um  coioiioi  tf^oyif aaJKf|« 

i.  1^0  es  QDa  dlserlaeton  teórica  sobre  la  teatltsetoif  áelov 
coDicJot  proYiociales  lo  qae  dos  proponemos  escrfMr^  sIbó  «na 
•spoiidM  sendlla  y  qq  eomeolarlo  razonado  de  lo  qoe  dispo- 
Mo  las  kgres  sd^re  la  materia  que  va  é  oeoparoos. — Los  eoiise-^ 
Jos  provf DcialcB  tieoeo  el  doble  carácter  de  cuerpos  ooosaNhréi 
jf  do  ti  ibonales  ée  admioistraeioo.  <iomo  cuerpos  consultivos,  dair 
AieUiiieiMS  sobre  todas  las  caestiooes  que  se  someten  é  sa  exámctf 
for  la  aotoridad  competente :  como  tribunales  in&troycíl  pleitos; 
Of en  é  las  partes  y  deciden  sobre  sus  pretensiones,  teniendo  sit# 
S^iitcii0ias  la  misma  fuerza  que  los  fallos  de  I09  trlbanalés  do' 
jQStícia. 

2.  ¿  Pero  sobre  qué  materias  deben  ser  eonsnltados  los  ooose^' 
Joo  provinciales?  ¿Que  autoridades  tienen  derecho  para  consultar* 
loa?  Aonqoe  nada  dice  la  ley  de  3  de  abril  de  184&  sobre  las  mate»' 
rias  que  deben  ser  objeto  de  consulta  en  los  consi»fos  provlodales;* 
mm^  lf¥li<iiWf)  que  habiendo  sido  faHtitnidaa  eslaa  oorporaefe- 
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üéa  para  que  eDtkendaD  en  el  régimen  administratiro ,  deben  ler 
eoDtiiltadas  sóbrelos  asuntos qoe^teogan  el  mismo  carácter,  pero 
no  en  todos  los  casos ,  sino  en  las  caestiones  de  alguna  gravedad 
ó  que  puedan  ofrecer  alguna  duda  en  su  resolución.  Cuando  no 
86  trate  sino  de  aplicar  alguna  ley  clara  y  explícita  sobre  coya 
Inteligencia  no\sé  ofrezcan  cuestione^.,  cuando  la  resolución  ad« 
ministrati^lude  quoLao.  trate  mo  se.Teflsra  Á.alfua  interés  de 
eonsideracion ,  es  inútil  oir  el  consejo  provincial.  En  cuanto  á 
las  autoridades  que  pueden  pedirle  su  dictamen,  está  muj  ex* 
plfcita  la  ley.  «Los. conseja  provlupiales ,  dice,  como  cuerpos 
consultivos  y  darán  su  dictamen  siempre  que  el  jefe  político  por 
si  ó  por  disposición  del  gobierno  se  lo  pida ,  ó  cuando  las  le- 
yes, reales  órdenes  y  reglamentos  lo  prescriban.»  De  modo  que 
los  /efes  políticos  pueden  por  s(  y  en  todos  los  casos  en  qo^  lo 
}utgo(Sn  necesario  oir  el  parecer  del  consejo  sobre  los  negocios 
de  so  propia  competencia.  £1  gobierno  puede  también  por  me- 
dio del  jefe  político  exigir  el  dictamen  de  aquella  corporación  so* 
bre  cualquier  negocio  en  que  crea  deber  oírle;  y  por  último,  hay 
muchos  casos  en  que  las  leyes  previenen  expresamente  que  se 
oiga  el  parecer  del  consejo  provincial. 

8..  Entre  loé  varios  casos  en  que  la  ley  exige  que  Jos  Jefes 
políticos  consulten  á  los  consejos  provinciales,  no  podemos  de- 
Jar  de  notar  los  principales  que  son  los  que  se  refiere»  á  las 
•bN)(Aoim  4e  diputado»^  á  cortes ,  d«  los  diputados  provinciales 
y  40Í<llAyvBtaaitentos.  > 

h  La  ley  de  2  de  abril  de  t$4S ,  iio4ió  tatterveneiM  alga-» 
na  i  los  •coDscjios  pcoKiaciales  en  la  rectiflcadon  de  las  Hitas  elee¿ 
tar^^es. :Es)o  er/s  una  verdadera  anomalía,  atendida  la  índole  y. 
fti^to4e  aquellas  corporaciones;  pero  la  ley  electoral  do  18  da 
f^aada  1S49 ,  la  hizo  desaparecer  disponiendo  en  su  art.  a§ 
que  el  jefe,  polílioo ,  oyendo  al  consejo  provincial ,  resuelva  ks 
taelamaoloofs  é  instancias  que  le  presenten  las  personas  que  sa 
ar^aneonderechp  4pedir  la  inclusión  en  las  listas  de  electores^  6 
la  exclusión  de  las  personas  que  no  deban  serlo.  Esta  foeiiítad 
fM  Juego  confirmada  por  la  circular  de  35  tie  Junio  del  mismo 
a^o^i  en  qoe.ae  previno  á  los  jefes  políticos  que  resolvieran  to^ 
das  leaffeelamacioaes  é  instancias  de  los  eleotorea,  oyendo  al 
eo^IfllP.WMfíne^Ba. 
Jh..  j^iM'  aMbuoion  aeose¡{ante  oorrenpondo  ^  tsm  oorporaclo* 
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reipeeto  k  as  listas  de  los  electores  de  ayaDtarolentp.  Para  la  rto^ 
tlllcacioD  de  ellas  deben  tieudir  los  interesados  al  alcaide»  pero  si 
DO  se  conformaren  con  su  decisión ,  pueden  acudir  al  jefe  políti^ 
•o»  quien  las  resolverá  deflnitivamente  oyendo  al  consejo  Jirc- 
vioclal.  (Ley  de  8  de  enero  de  1845,  art.  31.)  . 

III.    También  debe  ser  consultado  el  consejo  por  el  Jefe  por 
lítíco,  para  decidir  sobre  la  validez  y  aprobación  de  las  eleccio- 
D8S  municipales  y  de  los  diputados  provinciales,  así  comp  para 
declarar  la  capacidad  legal  de  los  electos ,  y  admitir  ó  desechar 
809  escusas.  Existe  sin  embargo  una  diferencia  entre  las  eleor 
clones  provinciales  y  las  de  ayuntamientos.  Respecto  á  estas  úl* 
timas,  el  jefe  político  y  el  consejo  provincial  deciden  deflDitiyar 
mente :  respecto  á  las  primeras ,  ordena  la  ley ,  qoe  si  el  Jefe,  po- 
iitíco  y  el  consejo  proviucial  bailaren  nulidades  en, la  elección,  ó 
si  iioblera  reclamaciones  contra  su  validez,  pa$en  todos  los  ii^ 
comentos  con  su  informe  al  gobierno,  el  cual.dbplarará  si  ey  Tár 
iidñ  dicha  elección ,  ó  si  ha  de  verificarse  de  nueyo  en  el  todo  ó 
€0  alguna  de  sus  partes.  El  mismo  jefe  político,  de  acuerdo  cojí 
el  consejo,  decidirá  si  el  diputado  electo  tiene  ó  9^0  la^  ijpalida- 
desqua  para  este  cargo  exije  la  ley,  y  sobre  las  solicitudes  d|i 
exención;  pero  de  estas  resoluciones  podrán  los  interesados  ap9r 
lar  al  gobierno  para  que  resuelva  deflnitivamente.  Esta  inter- 
vención que  conceden  las  leyes  á  los  consejos  provinciales  en  la 
admisión  de  las  escusas  de  los  elegidos  para  cargos  mupicip^* 
les,  no  la  consideramos  derogada  por  la  leal  orden  ds  10  de  ju- 
lio del  presente  año,  en  que  sin  hacer  mención  del  consejo  pro- 
vincial, se  dice  que  corresponde  á  los  Jefes  políticos  el  co- 
nocimiento de  dichas  escusas,  aun  cuando  los  que  las  aleguen 
reúnan  la  circunstancia  de  haber  sido  nombrados  alcaldes  ,,ó  te* 
Dientes  de  alcalde  por  la  corona.  El  objeto  de  esta  disposición 
no  ha  sido  evidentemente  quitar  á  los  con>eJos  provinciales  aque- 
lla atribución,  sino  resolver  las  dudas  de  algunos  jefes  polínicos 
acerca  de  su  autoridad ,  para  admitir  las  escusas  que  aleguen  los 
concejales  que  deban  su  nombramiento  á  la  corona. 

4.  Para  ejofcer  los  consejos  sus  atribuciones  consultivas  no 
tienen  en  la  ley  un  orden  de  proceJer  determinado;  pero  la  prác- 
tica ha  establecido  el  siguiente:  El  jefe  político  oficia  al  consejo, 
sometiendo  á  su  consideración  los  puntos  que  quiere  consultarle, 
y  enviándole  al  mismo  tiempo  los  antecedentes  que  deba  tener  á 
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Gí  VUla  pai^  dur  »li  dlctámeo.  Keaoida  la  corporodon ,  ojre  iás 
¿bóliiMeaéioDés  áé  la  áotorldad ,  y  nombra  á  qqo  da  sus  íodiTl* 
ddoí  paira  que  informa  sobre  el  puato  coosurtado,  y  proponga 
b  reíKAQelon  que  crea  conveniente.  Este  informé  se  discute  des- 
poesen  otra  sesión»  y  aprobado  tal  cual  se  presenta  ó  con  las  mo« 
dtteadone^  que  ke  lé  bacen ,  y  votado  por  mayoría  absoluta  de 
vetos ,  se  cínvia  ál  Jefe  político  con  tos  antecedentes. 

5.  Coftio  tribunales  de  justicia ,  dctuáñ  y  failsn  los  consejos 
provinciales  sobré  todas  las  cuestiones  administrativas  que  tienen 
el  dÉiribter  de  contenciosas ,  y  recaen  sobre  las  materias  sigulen* 
fes:  i.'* tí  dso  y  dilttíbocion  de  los  bienes  y  aprovechamientos 
|li^¿Vlittéta)es  y  contutiáteS.  3.*  £1  repartimiento  y  exención  indi- 
Vfiuid  de  toda  espeélé  de  cargas  municipales  y  provinciales ,  cuya 
Softranifia  bo  cofre  uáida  á  la  de  las  contribuciones  del  £stado. 
11*  El  cumphmlento,  Inteligencia,  rescisión  y  efectos  de  los  contra- 

.  X6i  y  remates  celebrados  con  la  aditoinlstraclon  civil  ó  con  la  pro- 
lillciál  y  municipal  para  toda  especie  de  servicios  y  obras  públl- 
'iaii,  4.*  Él  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por 
fá  €||eeiícÍott  de  las  obras  públicas.  6.^  La  Incomodidad  ó  insa* 
libNdiitt  dé  las  fábricas,  establecimientos^  tallares ,  máquinas 
ú  effidos  y  su  remocioii  á  otros  puntos.  6.^  El  deslinde  de  los 
tértólnlM  correspondientes  á  pueblos  y  ayuntamientos,  cuando 
éalCas  cttéstiones  procedan  de  «loa  disposición  administrativa. 
t,*  fil  deslinde  y  amojonamiento  de  ios  montes  que  perteno- 
Í!^  al  &tado,  é  los  pueblos  ó  á  los  establecimientos  públlcoa, 
reaei'Vando  las  cuestiones  sobre  la  propiedad  á  los  tribunales 
cfbmpetentes.  8.^  El  curso »  navegación  y  flote  de  los  ríos  y  ca- 
nales, obras  hechas  en  sus  cauces  y  márgenes,  y  primera  distri- 
bución de  sus  aguas  para  riegos  y  otros  usos.  9.^  En  todo  16 
Contencioso  de  los  diferentes  ramos  de  la  administración  cítíI, 
para  los  cuales  no  establezcan  las  leyes  Juzgados  especiaíes ,  y 
en' lodo  aquello  á  que  en  lo  sucesivo  «se  extiende  la  Jurisdicción 
de  estas  corporaciones.  (Ley  de  2  de  abril  de  1845 ,  arts.  8  y  9). 
10.  Sobre  reemplazos  del  ejército  y  exenciones  del  servicio  mi- 
litar. (Ley  de  4  de  octubre  de  1846). 

6.  Serfá  obra  diflcil  deslindar  con  toda  exactitud  la  juris- 
dicción contenciosa  de  los  consejos  provinciales.  La  ley  ha  fija- 
do én  globo  las  materias  en  que  estas  corporaciones  cleben  Inter- 
venir ^  que  son  tolas  las  que  dejamos  apuntadas  en  el  párrafo 


FMdwte;  f«r»e«aiiAs  m  4Íeielt»<e  al  lerriM  ito  4ft.  yiéOtoí 
«e  trafléift  MU  üoa  iiMiRit«4  éé  dMMtloM»  4M  offr éoeii  tagir  A 
dada.  Goms^flfde  á  la  Jorispitidaiida  Irlaa  raiolTtaDda,  y  9üm 
tMlaalo  HJareims  algiiaaa  reglaa  que  poadan  aarvir  da  «oriM 
pm  éiddlr  las^asoa  qva  ae  f  raMoiea.  Kagla  I.  Nataala  qai 
li  caenioii  admlniatratíta  «da  qaa  ae  trata,  aa  naiara  maoaaMt» 
te  i  algnaá  da  las  malaríaa  tonteadas  an  el  párrafo  antifilar^  aa 
fÉdispaaoMa  adeaumqua  lo  rasaloclaa  aftela  á  a)g«ao  da  loa 
MtfirMBi  pébHaoa  eooearirféDtei  I  lib  misatoa.  fia  maáa  qoo  ria 
tiála  aonvapMda  á  ffaa  cointojoa  al  eoDoelAilaoto  éé  vm  NHglo 
Nhre  dMHbnelatt  dé  Manea  y  aprovachamlemoa  proirtaataiaaf  é 
iM>re  eovtraliM  efeiabradeis  con  la  a^noíiiilairaeUiii^  é  abbra  iaao^ 
meMdad  6  táaaHibrlAad  producida  por  fábriaaai  átáqiMai,  aie.« 
«a  «aanto  la  dédatan  dé  dicko  Ifttglo  piMa  pei^Mlaar  «I  Wlk* 
rfs  taamú  da  lea  Teetnoa  da  tía  pueMar,  da  toa  liaMiáiiUis  di 
«aa  proTtiiela ,  ó  de  la  admiftistradaiñ  éh  genaiial.  Gaalcflilari 
aira  euaaaiotí  entra  iMHüeitaras  que  no  langa  aaéieJaiM  tMaoan^ 
leaela  eonieaponda  á  loa  trlbanales  da  Jaatlela.  ti.  Na  fk  títio^ 
MaHiiefeité  ladNpeasaíbfa  qaa  la  enaalioo  admintsfralita  aa  rété<> 
ra  á  aIgMa  da'  Ida  ntateriaa  todleadaa  an'  el  pirrMí  antarlA^ 
lasta  qm  langa  aqael  earieiar,  que  sea  eanlenclaaa  y  qna  noaa 
haja  eaUiMeaklo  nn  tribonat  aapeelal  <M  nbjato  da^daaldlr  lotaa 
las  te  an  eapeeie,  para  qna  aea  da  la  eompelancla  dal  «onaa||i 
praflnclal.  IIL  fikin  eneatktteii  «dmitflalratlfaa  lodaa  laa  ^neild- 
Mi  traaédfldaiaia  diraela  élodtraoia  á  laa  InfaroMa  igenaMea 
dafavaeMí^  ó  loa  locales  y  panianlaraa  da  loa  pneUoa  6  pm- 
tlaelaa.  Büaa  eitaaHonaa  adqnIaMi  al  anrAdar  da  ea»lanalnaÉa 
eaaáda  aa  aaraelUn  entra  el  iniaréa  pnMIoo  d  aoafalf  répreakola* 
da  por  In  adMfolatracion  y  él  lalaréa  prlf  ndn  qna  aa  dlaa  pa^n^ 
dhado  por  algnn  acto  M  Ai  mlania,  é  Man  entra  dea  Intaeaada 
partlenlárea  ean  aenalon  da  algnn  o^)eln  da  ioiaréa  ganacal. 

7.  Faro  annqna  no  as  fteil  daalindar  y  claslftaar  tMaa  laa 
aMntaa  an  qna  ejarean  an  Joriadlaaion  loa  eona^  proainalalaa» 
pademéa  axpllaar  con  oan^dara^naa  y  con  ajamploa  laa  aaali* 
ffaa  qna  atHbnya  la  ley  á  la  compalenela. 

I.    SnaeMMa  rraeneatemente  cncatlonaa  aaiira  al  nan  y  ttiairi* 
knekHa  da  loa  aprofeeliamiantos  y  bienaa^onminlaa,  enya  4n- 
tiak»  4!»rrca|ianila,  aagon  laamoa  dicho  artaa^  á  loa  aaaa  q|na  paa 
^rlMMna.  PnrUanaanoaannlna  daban  aünndirna  wmí  laa  da 


praplM»  ioi  Mdtos,  lag  drfies»»  de  paito  coipiQ  y  toáé§  Im 
iasUoadotai  aprovecbainleato  dé  Hm  veeioog  de  oa  pueblo  é 
provincia,  ora  por  -arreodanleoto^  ora  por  dl»t;rlbii€ioo«  Los 
iwtttoaeiqoe  eweieo MiaciUrseeoo  motivo  de ioelUw  bienes»  seré- 
floren  moas  á  4o  ttsoí  por  el  vecloo  é  vaciaos á-^oleo  se  le  faa  eon- 
oedMo^y  okraaá  su  repartioiiento.  En  caanto  ai  uso  poedaa 
Bobrevenir  eottlieofs  camo  las  stguioitea :  El  paeblo  tal  arrendé 
á  Pedro  «oa  debesa  de  sps  propios  y  j  Pedro  en  vez  de  baeer  de 
eHa  el  nso^eonveniente,  destruye  su  arbolado  y  perjadiea  noto- 
riamente al  propietario.  El  paeblo  en  su  oonsecuencia  Je  reela* 
na  ios  daftos  y  perjoteioii  ooasioaados  ea  su  flaca,  y  Pedrocon- 
tesla  'que  no  bay  seni|«Jante  deterioro «  porque  Jos  daños  que  se 
le  ret^aman^  lian  ocarrldo  por  caso  fprtoJdo.  El  consejo  de  la 
ptovioelaeseltri^ueat  Qompet^ote  para  decidir  este  liUgio.— 
UO'paeblo  reparbe  entre  sos  vecinos  las  tierras  de  labor  que  posee 
iMiwiwgto  á  las  leyes  vigentes,  y  uno  de  los  veeinos  agracia- 
dos no  eoKiva  la  porción  de  terrena  que  se  le  reparte :  el  ayw 
tanai^nto  lo apremf a  para  que  lo  verifique,  6  abandone  su  ber^ 
dad»  y  ¿I  se  resiste  á  bacerlo  bajo  cuaiqoier  pretexto.  Ei  conse- 
jo pro vioetal  debe  conocer  de.  este  litigio.  Juan,  dueño  de  una 
ifuinta  y  iMseino  de  tai  pueblo»  que  posee  tierras  de  aprovecba- 
mlentQOomnnes ,  se  qui|{a  4e  que  el  ayuntamiento  no  le  ba  re- 
partido el  lote  que  lo  corresponde  con  arreglo  á  la  ley  y  costum- 
bre: el  eoos^  provioeial  bará  Jnstieia  á  ambos. , 

H.    El^opaMmleoto  y  exaeeion  de  las  cargas  provinciales  y 
mmieipaiés  ^ueeon  la  autoriaaeloo  oorrespondient;  imponen  bus 
iáIpntartoMs  y  los  ayuntamientos ,  y  cuya  cobranaa  no  fuere 
unida  i  la  de  las  eootribnciones  generales,  dan  ocasión  también 
á  nraebos  litigios  de  la  competencia  del  eons^  provinofal.  Pue- 
den cometerse  ii^ustleias  en  el  jieparlá  miento  por  las  diputacio- 
nes proYineioies  é  por  loa  ayuntamientos,  bien  sea  cargando  á 
'QÉiiidividoo.  mayor  cuota  de  la  que  proporclooalmente  le  cor- 
responde, d  bien  omitiendo  aelgoar  á  -algún  contrlbusyente  toda 
la  que  4ebe.  También  puede  dar  lugar  á  redamaciones  la  mane* 
ra  de  exigir  estos  arbitrios  por  parte  de  ios  recaudadorea^  como 
soecderia  si  un  teeaudador  pretendiese  exigir  mayor  cuota  que 
•la  scftalada  á  algún  ^eñlM ,  si  se  eseediese  desús  facultades  para 
■salin»  en  oobro  y  de  otros  varios  modos.  En  todos  estps  casos 
•^ehoireoyirhikel  que  ae  cree  peijodieado  A  le  aotorid^  quu  lu 


knbittra  inferido  el  ^ravio ;  j  do  eieodo  oido  puede  acadir  al 
eoosejo  proviociai. 

IIL  Acerca  del  cumplimiento ,  reseislen  y  efecto  de  Vos  coa- 
tratos  ó  remates  que  se  celebran  con  la  admiolstracion  civil  ^  ó 
con  las  autoridades  moaieipales ,  tienen  los  consejos  una  Jurii- 
diceioo  reconocida  é  indispensable.  Para  bacerla  comprender  me>- 
Jor  la  diiacidaremoa  por  medio  de  ej4>mplos.  (a)  El  ayuntamien- 
to de  oo  pueblo  contrata  con  un  arquitecto  la  reedlflcacioo  de  la 
easa  nmoiolpai ,  que  se  halla  en  estado  de  ruioa ,  conviniendo  en 
que  toda  la  madera  que  se  emplee  en  el  edificio  ha  de  ser  de  enci* 
•a.  Al  entregar  el  arquitecto  su  obra,  observa  el  ayuntamiento 
que  una  parte  de  los  techos  ha  sido  fabricada  con  castaño^. 
Niégase  el  alcalde  á  dar  por  cumplido  el  contrato  por  esta  cir- 
enostanda,  y  el  arquitecto  responde,  que  el  objeto  de  la  cUitt- 
Mla  no  f^é  que  se  empleara  en  la  obra  tal  ó  cual  madera  deter- 
uloada,  sino  una  que  fuese  sólida;  y  puesto  que  el  castaño  no 
es  menos  sólido  que  la  eaclna  ^  debe  darse  por  cumplido  su  con- 
trato. E^ta  cuestión  es  administrativa^  porque  versa  sobre  la  in- 
tdigenela  de  un  acto  administrativo ,  y  entre  un  interés  privado 
y  el  interés  público:  al  consejo  provincial  debe  corresponder 
por  lo  tanto  su  conocimiento,  (b)  En  una  capital  de  provincia 
la  contrata  la  provisión  de  pan  para  su  guarnición:  cuando  ya 
se  ha  entregado  una  parte  del  pan  contratado ,  y  en  el  momen- 
to de  pagar )  desecha  el  contratista  alguna  de  las  condiciones 
establecidas  por  los  reglamentos  de  la  administración  militar  so 
pretesto  de  que  no  son  conformes  con  su  contrata ,  amenazando 
eon  suspender  su  servicio,  si  no  so  accede  á  su  pretensión. 
¿Quién  decidirá?  La  contrata  és  un  acto  administrativo:  eslo 
lauAieo  el  reglamento  de  la  adminiitraeíon  militar.  La  interpre- 
tación de  estos  actos  no  puede  confiarse  á  los  tribunales  de  Jus-* 
Ueia.  El  consejo  proviociai  es  quien  tiene  para  ello  Jurisdicción 
eompetf  ate.  (c)  Si  se  subasta  la  construcción  de  un  camino  en 
cierto  pbso,  y  cumplido  este,  sin  que  apenas  se  hayan  acopia- 
do loa  materiales  necesarios  para  fabricarlo»  la  autoridad  lo  saca 
á  Doeva  subasta ,  exigiendo  del  primer  contratista  la  indemniza- 
do de  los  perjuicios  ocasionados  por  so  tardanza,  puede  este 
quejarse  de  la  providencia  que  le  condena,  alegando  que  no  ha 
estado  en  su  mano  el  hacer  la  obra  en  el  tiempo  convenido  por 
imposibilij^  material  lofnperaMe.  Entáblase  con  este  motivo 
Tomo  n.  t 
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ún  pleito  en  qaa  se  debe  decidir  sobre  la  responáabiHdftd  en  qirt 
bubfere  Incurrido  el  primer  rematante  de  la  obra ,  j  se  dlspntá 
por  lo  tanto  entre  el  Interés  público  y  el  privado  ana  cuestión 
^oe  es  de  la  competencia  esclusiva  del  consejo  provincial. 

IV.  El  resarcimiento  de  los  perjuicios  ocasionados  á  los  par* 
tlcnlares  para  la  ejecocion  de  las  obras  púbiicas,  puede  dAr  lu^ 
gar  á  cuestiones  de  diferente  especie.  Puede  suceder  que  se  ocfi- 
pe  el  edificio  de  algún  particular ,  para  la  ejpcucioñ  de  una  obra 
pública,  que  el  propietario  expropiado  reclame  contra  el  apre- 
cio hécbo  de  su  finca  por  los  peritos ,  j  que  esta  reélamadon  dé 
lugar  á  una  cuestión  contenciosa.  Puede  acontecer  asimismo  qué 
el  propietario  de  una  casa  pierda  ciertas  ventajas  que  poseía, 
como  aprovechamiento  de  aguas^  luces,  ú  otras,  á  consecuen- 
eta  de  alguna  obra  de  utilidad  común, que  emprende  la  adnlf^ 
nlstrádon,  y  que  el  derecho  al  resarcimiento  ó  la  cantidad  -en 
que  este  debía  consistir  dé  lugar  aun  litigio.  Por  lo  tanto,  sieA- 
pre  que  se  trate  de  inderonÍza<iion  á  particulares ,  por  perjo!^ 
dos  que  se  crean  causados  por  ia  constrnccfon  de  alguna  otfrií 
pública,  el  consejo  provincial  es  quien  debe  conocer  del  asánto. 

y.  Toca  á  la  administración  como  encargada  develar  por  la 
salud  pública  y  el  ornato  de  las  poblaciones,  remover  todas  las 
causas  que  puedan  perjudicar  á  la  una  ó  al  otro.  Pero  comoquie- 
ra que  las  autoridades  administrativas  puedan  excederse  alguna 
veas  en  eluso  de  esta  facultad,  pueden  los  particulares  que  fe 
consideren  perjudicados  por  el  uso  de  ella ,  sostener  su  deré^ 
cho  en  justicia.  Si  denunciado  un  edificio  como  ruinoso»  se nte- 
ga  su  dueño  á  derribarlo  fabricándolo  de  nuevo  y  dé  lugar  é  que 
la  administración  tome  providoacias  eficaces  para  hacer  cumplir' 
su  mandato,  puede  entablarse  un  litigio  entre  el  propietario  y 
la  administración,  para  decidir  si  los  peritos  al  declarar  el  esta- 
do de  ruina  obraron  con  conocimiento  de  cansa  y  de  buena  1%. 
Si  la  autoridad  administrativa  manda  trasladar  una  fábrica  át\ 
lugar  en  que  está  á  otro  diferente,  por  temor  fundado  deldafio 
que  puede  causar  á  la  salud ,  puede  el  fabricante  hacer  el  nego- 
cio contencioso ,  para  que  se  decida  si  su  fabrica  era  ó  fio  ver- 
daderamente nociva  á  la  salud,  y  si  la  autoridad  que  dispuso 
su  traslación  obró  dentro  del  límite  de  sus  atribuciones.  Del  Ms« 
roo  género  sería  ía  cuestión  que  se  suscitara  entre  el  ayunta-- 
Menlo  qijto  oM^se  á  conslrttir  de  cl«rto  iteodo  b  tehadt  de  una 
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easa  qoe  estuviese  en  fábrica,  y  el  vecino ,  dueño  de  la  obra^ 
qoe  sostavlese  que  el  ayuntamiento  no  estaba  autorizado  paré 
Imponerle  tal  obligación.  Estas  y  otras  cuestiones  de  la  misma 
natoraleza  son  de  la  competencia  del  consejo  provincial. 

YI.  El  deslinde  de  !os  términos  correspondientes  á  dos  pue- 
blos, puede  dar  logar  á  (cuestiones  judiciales  y  á  cuestiones  ád- 
■linhtrativas.  Guando  dos  pueblos  disputan  entres! la  propiedad 
ée  ciertos  terrenos  qoe  ambos  suponen  corresponderle,  y  el  tri- 
bunal de  justicia  decide  la  controversia;  la  asignación  que  en 
virtud  de  su  fallo  se  haga  de  los  términos  disputados,  puede 
dar  logar  á  cuestiones  que  en  este  caso  tienen  el  carácter  de  Ju- 
diciales, porque  al  tribunal  qoe  pronuncia  la  sentencia  es  á  quien 
corresponde  llevarla  á  eftcto.  Pero  sucede  muchas  veces  qoe  el 
deslinde  de  los  términos  se  veriflca  por  disposición  de  la  autori- 
dad administrativa ,  por  no  haber  precedido  litigio  judicial  en- 
tre las  partes.  En  estos  casos  es  cuando  si  se  originan  cuestio- 
nes de  resultas  del  mandato  de  la  autoridad  administrativa  cor- 
responde el  conocimiento  de  ellas  al  consejo  provincial. 

YII.  Dispútase  á  veces  sobre  la  propiedad  de  ios  montea 
entre  el  Estado,  los  pueblos  y  los  establecimleutos  públicos.  Los 
tribunales  de  justicia  son  los  que  resuelven  este  género  de  cues- 
tlones.  Pero  si  versa  la  disputa  sobre  el  deslinde  y  amojonamien- 
to de  dichos  montes^  sosteniendo  unos  interesados  qué  loi  mo- 
jones deben  dirigirse  por  tal  parte ,  y  otros  por  tal  otra ;  ó  bien 
sobre  cualquiera  otra  cuestión  análoga  y  relativa  al  mismo  des- 
linde, á  nadie,  sino  al  consejo  provincial,  corresponde  deci- 
dirla. 

Vin.  Sobre  el  curso,  navegación  y  flote  de  las  aguas,  asi 
como  acerca  de  su  distribución  y  de  las  obras  practicadas  en  sus 
orillas  pueden  surgir  una  multitud  de  cuestiones  que  es  impo- 
sible clasificar.  Pero  para  saber  si  el  conocimiento  de  alguna 
de  estas  cuestiones  corresponde  al  consejo  provincial,  baste  te- 
ner presente:  l.^  si  versa  sobre  el  curso,  navegación,  ó  flote 
de  los  rios  ó  canales ,  ^obre  las  construcciones  hechas  en  sus 
cauces  ó  márgenes,  ó  sobre  la  distribución  de  sus  aguas;  y 
2.^  si  alguna  de  las  partes  ioteresadas  es  la  administración. 
Guando  falta  alguno  de  estos  requisitos,  no  es  al  tribunal  ad- 
ministrativo á  quien  corresponde  el  fallo,  sino  al  ordinario  ó  á 
algoso  oiro  espeelal.  SI  dos  propietarios  de  terrenos  colindaQtas 
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disputao  sobre  la  dtstríbucfoD  entre  ambos  de  ciertas  aguas  que 
riegan  sus  campos,  sin  que  por  la  decisión  que  se  ponga  á 
esta  controversia,  cualquiera  que  sea,  puedan  resultar  perjudi- 
cados otros  intereses  que  los  de  los  contendientes,  corresponde 
el  conocimiento  y  el  fullo  del  litigio  á  la  autoridad  judiciaf; 
pero  si  de  la  dispula  puede  salir  perjudicada  la  administración, 
esto  es,  el  Interés  común,  al  consfjo  provincial  es  á  quien  cor- 
responde decidirla. 

IX.    En  la  ley  de  2  de  abril  de  1845  que  estableció  la  orga- 
nización y  las  atribuciones  de  los  consejos  provinciales ,  no  se 
dio  á  estos  cuerpos  iutervencion  alguna  en  las  operaciones  para 
el  reemplazo  del  ejercito.  Pero  la  ley  de  4  de  octubre  de  1846, 
en  que  se  decretó  una  quinta  de  25.000  hombres  para  el  reem- 
plazo ordinario  del  ejército ,  ordenó  que  se  conflaran  ¿  los  con- 
sejos provinciales  las  atribuciones  y  facultades  que  por  la  ley 
de  2  de  noviembre  de  1837  correspondían  á  las  diputaciones 
en  la  ejecución  de  los  reemplazos;  conservando  estas  úoicamen- 
fe  la  de  hacer  el  reparto  de  sus  contingentes  respectivos  á  los 
pueblos,  conforme  á  la  de  8  de  enero  de  1845,  y  quedando  sal- 
vo á  los  iuteresados,  el  derecho  de  reclamar  sus  agravios  por  el 
orden  señalado  en  el  real  decreto  de  25  de  abril  de  1844.  En 
virtud  de  esta  disposición  corresponde  hoy  á  los  consejos  provin- 
ciales, (a)  Oir  y  resolver  definitivamente  las  reciamacioQes  que 
hagan  los  mozos  comprendidos  en  los  alistamientos,  sus  padres, 
curadores,  parientes  ó  amos,  contra  los  acuerdos  de  los  ayun- 
tamientos ,  sobre  su  inclusión  ó  esclustoo  de  otros  mozos  en  di- 
cho alistamiento.  Estas  reclamaciones  no  pueden  presentarse 
fuera  de  los  diez  días  siguientes  al  del  acuerdo,  que  dé  logar  á 
la  queja ,  y  el   consejo  las  decide  de  plano  ó  con  instrucción 
de  expediente  según  los  casos,  (b)  Decidir  las  cuestiones  que  se 
originen  entre  dos  ó  mas  pueblos  de  una  provincia,  sobre  in- 
cluir en  el  alistamiento  á  un  mismo  mozo,  si  después  de  pasar- 
se los  mutuos  oficios  no  se  convinieren  de  buena  fé.  (c)  Oir  y  re- 
solver definitivamente  los  agravios  que  expresen  los  quintos  con- 
tra el  acuerdo  del  ayuntamiento  que  los  declaró  soldados;  pero 
ya  en  este  caso  no  se  podrán  oir  reclamaciones  que  no  hayan  (ido 
propuestas  ante  el  ayuDtamie&to,  á  menoi  que  nazcan  de  acci- 
dente posterior,  (d)  Imponer  multas  á  las  autoridades  subalter- 
nas ó  los  facultativos  que  faltan  á  la  observancia  d^  la  ley  de  reem- 


BEL  raOClDIiaX3ITO  ANTl  LOS  COlfSVJOl  PBOTllfCIALtft.      It 

pkzos.  (e)  Disponer  la  indemnización  de  los  perjuicios  ocasio« 
aado6  por  hacer  venir  á  la  capital  individuos  cuya  medida  ó 
reconocimiento  f^e  pidió  sin  motivo  fundado ,  y  coando  esta  fal- 
ta llegare  á  ser  delito ,  mereciendo  por  ella  el  culpable  una  pena 
corporal,  pasar  el  tanto  de  culpa  al  tribunal  correspondiente 
para  su  castigo,  (f)  Confirmar  ó  revocar  las  declaraciones  de 
prófugos  que  bagan  los  ayuntamientos,  cuando  dichos  prófugos 
se  presenten  osean  aprehendidos.  Por  lo  tanto,  las  diputaeio* 
oes  provinciales  no  tienen  hoy  roas  intervención  en  este  asunto, 
que  la  de  hacer  el  repartimiento  del  cupo  entre  los  pueblos  de 
la  provincia. 

CAPITULO  n. 

nm  LA  PLáirrA  di  lm  cohsijos. 

8.     El  consejo  provincial  se  compone  ,  según  la  ley  de  3  de 
abril  de  1845,  del  jefe  político,  sa  presidente  nato ,  tres  ó  cin-* 
eo  vocales,  según  la  importancia  de  la  provincia,  y  algunos  con- 
sejeros supernumerarios,  que  pueden  ser  hasta  en  número  igual 
al  de  los  propietarios,  á  que  deben  reemplazar  ea  ausencias,  en- 
farnaedades  y  casos  de  recusación.  Uno  de  los  mismos  vocales 
propietarios  ejerce  el  cargo  de  vice-presidente  por  nombramien- 
to del  gobierno.  Además  >  según  el  reglamento  de  1.^  de  octubre 
de  1B45,  hay  en  cada  consejo  un  secretario,  que  lo  es  uo  ofi- 
cial del  gobierno  político  respectivo ,  y  dos  ugieres ,  nombrados 
por  el  Jefe  político,  con  acuerdo  del  gobierno.  Por  lo  tanto,  el 
Jefe  político,  los  vocnies  numerarios  y  supernumerarios,  el  se- 

4 

eretario  y  los  ugieres  son  todas  las  personas  que  forman  la  plan- 
ta de  los  consejos.  Veamos  ahora  las  funciones  que  competen  á 
cada  una. 

9.  El  jefe  político  tiene  respecto  al  consejo,  las  atribuciones 
siguientes.:  1.**  lo  preside  cuando  actúa  en  lo  contencioso: 
2.0  designa  el  consejero  supernumerario  que  haya  de  suplir  1p 
falta  del  propietario:  3.<>  nombra  entre  los  ollciaies  de  su  secre* 
tarfa  al  que  haya  de  desempeñar  las  funciones  de  secretario  del 
consejo,  procurando  si  es  posibie  que  el  elegido  sea  letrado: 
4.*  nombra  y  destituye  á  los  ugieres  dando  cuenta  ai  gobierno^ 
eoD  la  circunstancia  d«  no  poder  ejercer  su  derecho  de  destitu» 
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<lfD>  «Ido  mediando  Jaita  ^ansa:  $.^  nombra  vloe-ptt#ldente  Ip- 
(erioo  entre  loa  cocales  del  consejo  á  falta  del  titular :  6.<>  tiene 
á  aa  cargo  el  gobierno  interior  de  la  corporación ,  dirigiendo  las 
disensiones  y  haciendo  guardar  en  ellas  el  orden  debido:  7.®  re- 
cibe 7  despacha  la  correspondencia  del  consejo,  autoriza  sus 
despachos,  y  firma  las  contestaciones  que  no  se  comuniquen 
por  secretaría :  8.<>  decreta  las  providencias  interinas  que  por 
urgentes  se  deben  despachar  sin  demora ,  poniéndolo  ¿  la  mayor 
brevedad  en  conocimiento  del  consejo :  9.°  rubrica  los  aslentoj 
4/el  libro  que  debe  llevar  el  secretario  de  los  consejeros  que  asis- 
tan ¿  la  sesión  de  cada  dia:  10  publica  las  sentencias  definitivas. 
Lasatriboeionesdel  vioe-presidente  son:  l.*  presidir  las  sesio- 
nes cuando  el  jefe  política  no  asista  ^  ellas:  3.*  ocupar  el  primer 
lugar  á  la  derecha  del  jefe  político  coando  este  asista  á  la  sesión: 
3.^  cuidar  del  gobiernp  fbterior  deJ.epnseJa ,  haciendo  guardar 
en  las  discusiones  el  orden  debido ,  cuando  le  corresponda  pre- 
sidir: 4.'  rubricar  en  el  mismo  caso  los  asientos  del  IJbro  de 
asistencias  y  publicar  las  sentencias  definitivas.  Las  demás  atrl* 
bodones  de  los  jefes  políticos  deque  ahora  no  hacemos  mención, 
les  corresponde  privativamente  de  modo  que  nadie  sino  ellos 
pueden  ejercerlas,  y  aunque  los  v ice- presidentes  pueden  alguna 
vez  desempeñarlas^  es  cuando  según  la  ley  de  3  de  abril  de  1846 
hacen  las  veces  del  jefe  político  por  falta  del  propietario.  Si  en 
este  caso  el  yice*presidente  del  consejo  nombra  secretarlo,  ó 
destituye  ogteres,  etc.,  no  obra  como  tal  vice  presidente,  sinp 
eomo  jefe  político  interino.  (Reglamento  de  1.^  de  octubre 

de  1845,  arts.  4.'',  5."^,  lO,  17,  18,  19  y  20). 

1 0.  Las  funciones  de  los  consejeros  pro\ inciales  son :  1  .*  asis- 
tir á  las  sesiones  del  consejo  coando  sean  convocados  por  so 
presidente.  3.*  Tomar  todas  las  resoluciones  en  los  negocios  con- 
tencioso-administrativos  con  la  asistencia  al  menos  de  tres  voca- 
les ,  contándose  en  este  número  el  jefe  político  cuando  asista. 
De  modo  que  cualquier  acuerdo  que  se  tomara  sin  o&te  requi- 
sito sería  nulo.  Uno  de  los  tres  consejeros  asistente^ ha  de  ser 
letrado.  8.*  Elegir  por  mayoría  absoluta  de  votos  un  consejerp 
ponente,  de  cuya  incumbencia  sea  proponer  á  la  deliberación 
del  consejo  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  sobre  que  deban 
recaer  los  fallos  y  redactar  las  providencias  motivadas  que  ^ 
consejo  dictare.  Ningún  vocal  puede  escusarse  de  ser  ponent». 


M^lfoido  imp^iiDeDto  basUMaU  á  jaicio  dfil  mkimp  coot^ 
J0^  4/  Eo  epiuilo  á  las  praeniiaeociaa  y  coosid^atíoow  delii4aa 
á  los  it09Sis|erosproviaciates,  dispone  la  ley  que  ioscoosi^s  teii* 
gan  el  traiamiento  iopersonal,  y  que  los  vocales  ocopeii  sus 
ásfeotos  por  el  órdea  de  la  aotlgüedad  respectiva  de  sus  uom-» 
l^junieatos,  advirti^ndo  que  eu  igualdad  de  fieclias  de  e^tQs  obr 
laiidráii  la  prefereucia  los  consejeros  de  roas  edad ,  7  que  los  su^ 
peroumerarios  se  sentarán  después  de  |os  propUtarios,  e^ardan• 
4o  cutre  sí  el  mismo  orden. 

1 1 .  Hemos  dicho  que  el  consejero  ponente  debe  proj^ner  á 
la  deliberación  del  consejo  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  que 
Si  deban  resolver,  y  redactar  las  sentencias  motivadas,  y  esto 
fieraae  alguna  explicación.  En  todo  litigio  hay  dos  cuestionas 
qae  pesolvar ,  una  de  hechos  y  otra  la  aplicación  de  la  ley  al  ^• 
isfiif  dá  l9g9iX  á  la  disputa.  Sucede  á  veces  ^  que  convinieodo 
aMbaapart^  en  el  hecho  que  dá  oca^ian  al  litigio «  disputan 
(lialpMieiitf . sobre  la  aplicación  del  derecho,  esto  es»  sobra 
la  intellgeocla  de  la  ley  que  se  supone  aplicable  al  caso  de 
qp§  0^  trata.  Por  ejemplo,  el  propietario,  de  un  terreno  con- 
ligpo  á  nna  acequia »  fabrica  sobre  sus  orillas  con  perjuicio  d^ 
IfS  pertíeipes  del  agua  de  la  acequia,  y  conminado  por  la 
autoridad  administrativa  para  que  suspenda  la  obra,  sosti^ 
ne  qae  el  conocimiento  de  este  litigio  corresponde  al  Juez  da 
primera  Instancia,  fundándose  en  que  el  artículo  S*^  de  la  ley  de  1t 
de  abril  coAoede  Jorisdlccign  á  los  consejos  provincial^  sobiíe 
las  es^ones  que  se  originen  con  motivo  de  las  obras  que  se 
bagan  fft  i^  canees  y  márgenes  de  ios  ríos  y  canales ,  pero  ím> 
«1  loa  de  las  uíCfqaias,  La  administraron  por  su  parte ,  asegura 
fue  Uvibiep  la#  acequias  deben  considerarse  comprendidas  en 
didio  artículo,  y  por  lo  tan(o  no  hay  disputa  aciarca  del  hecho 
de  ie  üsbdoaciop ,  sino  sobre  la  aplicación  de  Ja  ley  a(  caso  ^e 
que  se  trata.  Sucede  también  que  ios  litigantes,  eou.yiniendo  en 
la  «editnd  de  |a  aplieacíQo  de  la  ley  al  caso  de  ^ue  tratan, 
difieren  en  cuanto  á  confesar  que  este  caso  haya  llagado  á  veri- 
learse. Y  tfimbien  sucede  por  último ,  que  ni  respecto  al  hecho 
ni  respecto  al  derecho  haya  conformidad  entre  las  partes.  ^ 
por  ip  tanto  de  la  mayor  importancia ,  Gjar  con  toda  exactitud 
la  euestiftp  de  .becho  y  la  da  dcf echo  que  ofrece  cada  lif^le, 
4Wpffriito4rtll»  wt sa. <rrtff  4«  >MWfim  «mjTmdqf •  fff  A^^ 
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choi  probadot>  ora  de  hechos  dadosos  y  {ineatos  ea  tela  de|iMA 
Esto  es  lo  prifnero^  que  toca  hacer  al  consejero  ponente  y  le  t6r- 
mola  apticable  á  todos  los  casos  pocde  ser  esta.  ¿Es  cierto  tal 
hecho?  ¿está  probado?  ¿ha  sido  confesado  por  las  partes?  ¿es 
todavía  dudoso?  ¿siendo  cierto  el  heclio  debe  considerarse  coin*> 
prendido  en  tal  ley  que  dispone  respecto  á  él  tal  cosa?  Por  ejem- 
plo, ¿entró  N  con  sus  ganados  en  la  dehesa  de  tal  pueblo?  ¿son 
suñcientes  las  pruebas  alegadas  por  el  a  juntamiento  para  pro* 
bario?  Siéndolo  ¿debe  ser  castigado  N  con  la  multa  de  tal  ley? 
(Reglamento'  de  1."^  de  octubre  de  1846,  arts.  i ,  3  y  8). 

13.  La  exposición  de  los  puntos  de  hecho  y  de  dereiho  de* 
be  ser  la  base  de  la  sentencia  motivada  que  se  dicte.  Motivar  una 
sentencia  es  citar  la  ley  que  lá  justifica,  j  será  imposible  saber  si 
una  providencia  es  conformé  á  la  ley,  mientras  se  Ignore  el  hecho 
ó  el  caso  á  que  esta  se  apMque.  Por  lo  tanto  ,  una  sentencia  bien 
fundada  debe  comprender  los  puntos  siguientes:  1.*  ka  iiom* 
bres  de  los  litigantes  y  el  asunto  del  litigio:  3.**  los  hechos  conf- 
fesados  ó  probados  que  dieron  lugar  á  éste :  z.^  las  pretensiones 
respectivas  de  las  partes  con  las  razones  en  que  las  fhndao: 
4.®  la  ley,  costumbre  ó  precepto  de  jurisprudencia  quesea  aplica» 
ble  al  caso  en  cuestión :  5.o  el  Mío  ó  parte  dispositiva  de  la  aeo- 
tencta.  ,En  otro  lugar  dlhicidaremos  con  mas  extensión  esta  ma» 
teria. 

13.  Las  funciones  del  secretario  en  lo  contencioso  sea: 
1  .^  dar  cuenta  al  consejo  de  los  escritos  de  la  admlnistraelon  y 
délas  otras  partes  que  comparezcan  en  juioio.  3.^  Autorizar  con  ^ 
au  nombre  y  su  firma^  todos  los  documentos  que  expiéa  el  oon- 
sé}o,  ora  sean  providencias  interlocutorias  ó  definitivas,  ora 
despachos  6  exhortes,  ó  coplas  que  se  manden  franquear  4a 
cualquier  documento  que  obre  en  su  poder.   %.^  Cu^ttodiar 

os  espedientes  bajo  so  responsabilidad.  4.<»  Hacer  la  relación 
de  ios  negocios  en  las  audiencias.  5.»  Llevar  el  libro  de  aaisteo- 
cias  de  que  hemos  hablado  antes.  Por  el  desempeño  de  niogii*^ 
na  de  estas  obligaciones  puede  llevar  el  secretario  derechos  al- 
gunoSy  pues  las  partes  no  han  de  satisfacer  sino  el  papel  sellado 
y  los  demás  gastos  Indispensables  que  se  hicieren  á  so  instan- 
cia, (fiegiameuto  de  1."  deoctobre  de  1846,  arts.  5,  O  y  7). 

14.  Es  obligación  de  los  ugieres  en  los  negocios  contenelosos: 
1.**  ^aeer  los  emplasamientos ,  citaciones ,  notifieaeieaeB  ^ 
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lMiit;<>9  y  demás  diligencias  que  se  practiquen  de  orden  del  con- 
s^¡o  fuera  de  la  audiencia  y  (d^  la .  siecretaría.  2."^  Asistir  á  las 
audiencias ¿  fia  de  hacer  guardar  en  ellas  á  los  concurrentes  el 
orden  y  la  compostura (J«(bidi)Sü  .$•":  ejecutar  las  órdenes  que  el 
presidente  ó  v ice-presidente  dieren  relativas  al  servicio  y  des- 
pacha del  coDSfjo.  Estos  iigieres  deben  ser  pagadas  dol  presu- 
puesto provincial,  coa  el  sueldo  que  según  la  catego,r(a  de  la^ 
provincias  le^  tiene  asignado  el  gubierno ,  y  no  pueden  IJevaí; 
derecho  alguno  á  ia$  partes,  Pero  &i  alguna  vez  tienen  que  sa-^ 
lir  de  la  capital  para,  practicar  diligencias  judiciales,  cobiaulaJif 
dietas  que  ie.señale  previamente  el  Jefe  í>olítico  oido  el  C0DseJ9 
pruviocífll.  (Reglamento id. 9  arts.  9, 10,  ll  y  12). 

U.    No  Doee^itan  las  partea  para  litigar  ante  los  cons<^os  pro- 
itioeiate, servirse  de  ab^ado  ni  procurador.  A^í  es,  que  pue7 
d»  poner  io^  QsisrÁtos.en  «u  propio  nombre,  bablar  en  las  au- 
diencias ^y  Cjj^cer  todas  las  funciones  propias  de  los  procurado; 
res  y  lo^  abogaJos.  cu  los  tribunales  ordinarios.  Habrá,  quien  cx4r 
tíqoeestn. novedad,  suponieudo  que  con  ella  habrán,  ^e  intro- 
ducirse ipil  ijcr^ulaqld^de^  en  los  proeedimieotps»  y  que  perde- 
rán oiiicbo  tief^  los  cousfjQs,  en  oir  escritos  impertinentes. j 
SMd€C«sd^.todp  género.  Siu  emb^o,  la  experiencia  acredi^f 
que  no  su^de  así.  Siendo  facultativo  en  las  partes,  el  seryiise.9 
lio  del  minUterlo  de  los  procuradores  y  ,de  los  abogados ,  acud^ 
á  estos  funcionarios  todos  los  que  no  se  sienten  con  insti  uccio^ 
ó  coD  voluntad  suficiente  para  defender  poc.^i  mismos  sos  dercT 
chos.  Kor  otra  parte,  ^  no  ser  obliaatoria  la  asistencia  de  )os  cu- 
riales á  loafooafgos,  fia  contribuido  bastauteá.  alejar  di^.aus  ac- 
toaciones  ciertas  prácticas  viciosas  de  la  curia. oi  diñarla,  loconif 
patlbl^sceii  la  índole  y. naturaleza  de  la  Justicia. administrativa. 
Y  IMN*  Último,  como  según  veremos  mas  adelanta»  no  se  entre- 
gan nnoc»  á  Jas  partes  los  autos  originales,  no  ^bay  necesidad 
4le  na  /Qte|0Bario  público  que  los  reciba  y  custodie  á  nombre  de 
aqaellasy  que  es  para  ío.  que  principalmente  bricen  falta  en  ios 
tribunales  ordioarios  los  abogados  y  los  procuradores. 


TOKO  iv  t 
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t6.  En  los  tribunales  admiofstrattvol,  así  eomo  en  los  ordi- 
narios 9  osando  hay  faodadas  sospechas  de  qne  nn  Jdei  no  ha 
de  teiier  la  imparcialidad  ó  la  iadependencia  necesaria  pera  fa- 
llar en  Jasttcia ,  puede  ser  recusado;  pero  varían  las  especies  de 
recusación »  sus  causas ,  j  hasta  el  orden  de  proponerlas.  En  lo 
administrativo  00  se  conocen  recusaciones  pardales:  todas  las 
que  se  proponen  y  se  prueban ,  producen  necesariamente  la  se- 
paradoB  total  del  recusado.  El  Jefe  político  no  está  sojeto  á 
ensacion,  y  el  motivo  es  bien  obvio.  Siendo  este  Aincionarto 
te  de  la  administración  además  de  presidente  del  eottsejd  provln* 
eial,  procede  criminalmente  contra  mochas  personas,  y  se  atrae 
liiultitud  de  enembtades  qae  le  expondrían  á  ser  r^usado  en 
easl  todos  los  litigioi  en  que  entendiera.  Por  otra  parte  no  te-* 
niendé  masque  un  voto  el  Jefe  político,  es  imposible  qtfe  triunfe 
lu  pardafldad ,  pues  si  hay  otros  consejeros  igualmente  parcial- 
tés  pueden  ser  récordes.  Tampjco  puede  ser  recusado  el  secrsK 
tariodel  consejo,  pues  aunque  no  lo  dice  terminantemente  la 
)ey,  debe  creerse  así,  en  atención  á  que  la  parcialidad  de  este 
Aincionario  puede  influir  rriuy  poco  en  el  resultado  de  los  negó*» 
cios.  Si  el  secretario  felta  á  sus  deberes ,  bien  sea  dilatando  el 
dar  cuenta  de  los  escritos  de  las  partes,  é  haciendo  la  írclacion 
de  los  negocios  con  inexactitud ,  fácil  es  corregirle ,  denunciando 
al  consejo  su  feita. 

1 7.  PerO  00  basta  para  qne  un  eonsejéiro  se  dé  por  reeosado 
que  alguna  délas  partes  diga  que  le  tiene  por  sospechoso:  es  ne- 
cesario ádeináfs,  que  manlAMe  la  Causa  de  su  soepeclMi)  que  es- 
ta Sea  atguba  de  fas  prevenidas  en  fa  ley ,  y  que  In  i^mebooom* 
patentemente.  La  primera  causa  de  recusaelott  que  reconoce  la 
ley  9  es  el  parentesco  de  conlanguinfdad  ó  afloMod  dentro  del 
eoarto  grado  civil  inclusive  entre  el  consejero  recusado  y  una  de 
las  partes  que  litigan.  Este  parentesco  puede  existir  entre  el  con- 
sejero y  el  particular  que  defiende  sus  intereses  privados,  ó  en- 
tre el  consejero  y  el  funcionario  público  que  defiende  los  Intere- 
ses eoonnes ,  y  en  ambos  casos  es  causa  legitimada  raeQ8aelo&. 


te  modf  que  !•  laisfiio  puede  eer  reetsado  na  eooMjero  porv 
qve  as  pariente  en  oaart»  grado  del  partieslar  qoe  Mtiga  ^  qua 
porque  tiene  Igvil  parentesee  eon  el  alcalde  del  ptttbloqoe  estar 
Me  BQ  iKIgío  con  no  particalar. 

18.    La  srgvnda  eaosa  de  reoosaeiooi  es  baber  seguido  eaVT- 

sa  eriiBlnai  el  consejero  recqsado  eon  alguna  de  las  partes»  sn 

sóaynge»  ó  sos  parientes  oonsangoíneos  ó  aflnes  en  Unen  neolii^ 

MTBprc  qoe  el  iiroeeso  dorare  al  ttenipo  de  la  reoosoclon ,  6  ho» 

blere  existido  dentro  de  toa  tres  soos  precedentes  á  9^^  Dt 

nodo  que  si  el  proceso  ftió  incoado  en  el  espacio  de  diobos  tres 

aiss,  d  si  lo  ftié  antes,  pero  doraba  al  comensar  los  tres  nSoi^ 

anaqne  se  baya  oObduido  al  tiempo  de  entablar  ol  lit^,  f 

csak|oierinipie  baya  sido  el  modo  de  terminarlo,  es  ebnsa  k^fr 

tíma  do  reeosacieB«  También  es  indiierente  el  carácter  con  qne 

k  parto  y  el  consejero  hayisn  tntortonid^  respeeitvaniepte  en  d 

proceso  2  ba^  qoe  nno  ó  sos  consanguíneos  ó  afines  en  Vneo 

reeta  foose  actor  y  otro  reo.  Pero  no  es  snflciento  en  noestri 

concepto,  aonque  la  ley  no  lo  dice,  qoe  siendo  nno  reo  ó  actot 

filoso  ol  otro  JneE,  escribano,  abogado  6  prooorador  respcctlT^r 

ásenlo  do  la  otra  parte,  vi  qne  bayan  intervenido  ambos  ámr 

empeñando  algnnas  de  estas  tinciones.  Nos  fundamos  paro  pen^ 

sar  asi,  en  qoe  siendo  la 'Circonstanela  de  qoe  se  trata  motivo 

do  reensaclon ,  á  cansa  do  las  enemistades  y  rencores  qne  m^ 

dioii  entre  tos  actores  y  reos  en  nn  proceso ,  y  no  siendo  de  sn** 

ponef  los  mif^mos  sentimientos,  sino  entre  los  acotados  y  los 

aeoaodores,  es'daro  qne  00  debe  aioansar  la  cansa  de  la  rocosi^ 

don  á  los  Jaeces ,  abogados  y  coriales.  i  Y  será  motivo  anfldoii^ 

te  de  Tceosadén  el  haberse  segoido cansa  criminal  entro  pin  ayon^ 

tamlénto  á  otra  cérporadon  y  nn  cénsejero?  Tampoco  dico  rada 

la  ley  sébro  este  ptinto ;  pero  oreemos  qoe  fotorpreláiidola  so  peOr 

de  dar  nna  bnena  soindon.  En  el  ejsmplo  propuesto  se  defendlsp 

ffngttir  el  Oaso  en  que  forman  d  aynntnmiento  é  corforacion 

las  mistóos  persémls  qoe  lo  eompontaír  eof  ndq  se  entablé  el^  pro* 

ceso,  é^  nqael  eoqne  sean  personas  distintas:  si  sneedo  Ib  yrl- 

iMto  V  es  Hiiro  que  etlste  la  cansa  de  la  recnsackin :  perO  si  acsA» 

leoe  lo  ie^OOdo  no  hay  ya  motivo  para  ella.  Por  ejemplo t  njso 

qoe  es  lioy  coos^jefo  |>rovlndal  foé  acosado  dds  anos  haoe  4o 

iMlvorfr«dor  por  nn  aytiotaoilento  qne  aeudo  boy  coa  nn  pleito 

sMOÜ  ooawijo  do  qno  forma  pafto:  jol  oihiptamioato  ya  ritti^ 
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tado  por  completo,  y  eompaesto  por  eonslgutenle  de  ponoimí 
distintas, de  las  que  sostuvieron  la  arusacfon,  lo  puede  reensar? 
No  lo  oreemos,  porque  la  causa  de  la  reevsaclo»  que  es  el  re* 
sentimiento  y  la  mala  voluntad ,  no  se  puede  suponer  entre  el 
coosf'jero  y  r\  cuerpo  moral  Mamado  ayuntamiento/  sino  entre 
el  mismo  consejero  y  las  personas  que  componían  la  corpora» 
olOñ  al  tiempo  de  incoarse  ó  de  seguirse  la  cansa.  Podría  ser  re* 
CQsado  el  consejero  cuando  fuese  el  mismo  ayuntamiento  acusa* 
dor  quien  viniese  con  el  pleito  ante  el  consejo* 

19.    La  tercera  causa  de  recusación  es  si  al  tiempo  de  pre- 
ponerla ó  dentro  de  los*  seis  meses  precedentes  buMere  seguido 
pleito  civil  el  consejero  con  alguno  de  los  litrgantes,  ó  so  con*' 
yugCy  ó  parientes  consanguíneos  ó  afines  en  línea  recta,  eon  tal 
de  que  el  pleito  haya  empezado  antes  de  aquel  en  que  se  pro- 
ponga la  recusación.  A>f  como  eo  el  caso  anterior  basta  qoe  el 
proceso  baya  mediado  entre  el  consejero  ó  sns  parientes  dentro  del 
euarto  grado  y  una  de  las  partes,  ó  los  mismos  parientes  de  la  par* 
te  y  el  consejero,  sin  qoe  importe  nada  el  carácter  de  actur  ó  de 
reo  que  baya  tenido  cada  upo,aíí  también  en  el  caso  actual ,  lo 
mismo  puede  recusarse  ai  consejero  cuyo  cdnyuge  ó  paHenieo 
en  línea  recta  han  tenido  pleito  civil  con  un»  de  las  partee,  qoe 
el  consejero  que  ha  sostenido  la*  misma  ei^pecie  de  litigio  eoa 
los  parientes  en  la  misma  línea  de  la  parte.  También ,  y  por  las 
mismas  razones  que  en  el  caso  anterior  debe  limitarse  en  este  la 
eausa  de  recmacioe  á  losconsejerosy  partes  que  bubieneo  Inter- 
venido en  litigios  anteriores  con  el  carácter  de  actores  ó*  de  reos, 
y  no  con  ninguno  otro.  Es  asimismo  aplicable  á  este  caso  la  dls- 
tlDcion  qoe  hicimos  antes  si  se  trata  de  un  ayuntamiento  ó  cor- 
poración ,  que  como  tal  ha  tenido  pleito  civil  con  el  coosejc^ro 
qve  pretende  recusar  porque  militan  idénticas  razones..  Si  el  pla< 
so  qoe  en  el  caso  anterior  era  de  tres  años  se  limita  en  este  á 
seis  meses,  es  porque  la  ley  supone,  y  con  razón,  que  los  odios 
y  reseotimiestos  que  producen  entre  los  partes  los  proeeaos  etU 
mínales ,  son  mucho  mas  duraderos  que  los  que  oeaslonaQ   los 
plenos  civiles.  El  motivo  de  exigir  que  el  pleito  que  sirva  de  oao* 
sa  6  la  recusación ,  haya  empezado  antes  de  aquel  ea  que  esta 
se  proponga,  es  evitar  que  se  abuse  de  esta  circonstaocia «  poes 
rt  para  reeusar  á  on  consejero  bastirá  tener  con  él  an  pleito, 
flMI  sería  é  eoralfoler  litigante  ineapadlar  é  aquellos  do  fus 
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^  ajra  i^ecttliid  no  hubiere  podido  doUar  en  so  provecho. 

20.  La  eoo/ta  y  álU  ma  eaosa  de  rcoosaiiien ,  consUte  eo  qoe 
d  eoDseJero  sea  tutor ,  curador  ó  defensor  de  alguna  de  las  patr 
tes,  ó  admiobtrador  de  un  e&tablecin»iento  ó  compañía  que  aBfí 
parte  en  et  litigio.  Drben  eoteoderse  comprendidos  en  e:|ta  foca* 
paddad  todos  ios  tutores  y  curadores  de  cualquier  especie  qne 
sean,  ora  testamentarios 9  ora  lef>ítimos,  ora  dativos*  Entre  ios 
defensores  debemos  eootar  no  solamente  á  los  que  vayan  á  serlo 
de  algQoa  de  las  partes  ante  el  consejo  en  el  litigio  que  dé  Ingwr 
i  la  reeosacioQ ,  sino  también  los  que  sean  patronos  ó.  tengitt 
bajo  sos  aospícios  6  dependencia  á  alguno  de  los  litigantes  ipnei 
sanqoe  la  ley  nomeneíoaa  é  estos  últimos,  parérenos  qiue  bipq 
pisden  con^renderse  b^^jo  la  denominación  de  defensores.  En* 
treh»  que  admiaistran  un  eatablecimieoto  .ó  compañía  interesaf 
ái  sa  el  litigio  que  dé  lagar  á  la  recusación «  no  nos  atrevemos 
i  eamprender  ¿  todos  los  accionistas  aunque  hay  machas  raze^r 
acs  para  incapacitarlos  de  .fdllar  en  los  negocios  en  que  tiene 
parte  la  compañía  á  que  pertenecen,  pero  sí  á  todos  los  que  com- 
ponen la  Junta  directiva  de  la  mi^ma ,  ó  la  de  gobierno ,  y  á  cuan* 
tos  de  cualquier  modo  se  mezclen  en  su  administración.  La  ley 
Bo  menciona  otras  causas  de  recusación ,  y  como  dice  por  otra 
parte  que  los  consejeros  «no  podrán  ser  recusados»  sino  por  las 
que  van  dichas,  paiéccüos  que  no  deben  tenerse  por  legítimas 
Biogonas  otras  por  mas  que  sean  análogas  y  semejantes ,  ó  á  los 
ojos  de  la  equidad  suficientes, 

21.  Besta  ahora  saber  cuándo  y  en  qué  forma  debe  propo« 
nerse  la  recusación.  Si  los  hechos  en  que  ésta  se  fonda  son 
anteriores  al  pleito,  debe  proponerse  antes  de  contestarse  la 
demanda,  ó  de  deducirse  la  excepción  dilatoria,  á  menos  que 
el  litigante  que  haya  de  pedirla  no  supiere  ios  tales  hechos 
hasta  después  de  conte>tado  el  pleito.  En  este  caso  y  cuando  el 
hecho  que  diere  motivo  á  la  recusación  ocurriere  durante  el 
litigio ,  deberá  esta  proponerse  desde  que  se  supiere  que  hay 
fjodamento  para  pedirla.  El  litigante  que  faltare  á  la  verdad 
suponiendo  no  liaber  llegado  á  su  not'cia  la  causa  de  la  roen-* 
sacien  ,  deberá  ser  castigado  correcclonalmente  por  el  consejo, 

33.  El  incidente  de  recusación  debe  seguir  los  siguientes 
trámites.  El  recusante  ó  su  apoderado  la  propone  por  escrito 
Armado  da  so  puño,  en  que  alega  .todas  las  causas  en  que  se  ftin* 


4», 'QftatféMtMé  á  pvobartai  tn  euo  tmMul^  &to  om^üo  tf 
cMimlca  al  rtensado,  el  caal  por  eierito  6  4e  palabra  olaDiflista 
qMseéonformia  ó  ma  con  la  reeosaeiou.  Si  secoaforttay  ol  coDseJa 
aoovkne  en  ello,  se  dé  por  recusado  separándose  del  coaocimien- 
to  del  aegocio.  Si  no  se  conferoia ,  ó  si  el  consajo  ao  admite  aa 
aeiaferinldad ,  debe  decidir  e^te  mismo  si  las  eauMs  alegadas  son 
da  las  que  rconoce  la  U'y^  y  si  siéndolo  se  está  en  el  caso  de 
proceder  á  la  pruetm.  Si  las  eausaa  alegadas  no  son  legitimas ,  al 
eonsejo  debe  negar  al  reearso  sin  permitir  que  pase  adelante.  Si 
lo  fberea,  yel  consejero  recusado  no  conviniese  en  ia  verdad  da 
las  hechos  qae  se  alegan,  debe  abrirse  la  prueba.  Hecha  esta  por 
los  mMios  ordlaaríos  en  el  mas  breve  tiempo  que  sea  posible  y 
Oído  el  k^casado ,  el  consejo  debe  follar  definitivamante  deadf 
laego )  sin  qno  pueda  tomar  parta  en  la  votación  al  mismo  com<* 
aejero  de  coya  recusación  se  trate.  Contra  eata  providencia  no 
la  éa  nlterlar  recorso. 


(ifr  coilifAliard). 
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Hftmia  ^lltlco  de  losMrliaroii  con  lo^pacblos  TencUoA.— CoralMen- 
cM  ém^^técMétom^nfi  j  «el  «er«eli6  gerniAalco.— InmotnMii*  ««  111 
Itf  p^oMMMi  j  yrtfgrtflM  éñ  la  ley  «AmMalca.— Borle*  uminé  th  prl^ 
merleglftlador.— Lo  que  contenta  tu  cddigo  --Pasión  de  las  do»  raia« 
y  de  las  doA  letiMacloneM.— Binettliadeii  de  la  e  «preui  de  Eiirfc««^ 
IMflcpdd  m  ftteHa  eaira  %m  vartea  flHiaitoi  ««e  wlaltr«ui  *  ^mmt^ 
ivlr  ana  larde  ti  derfclio  eaf  aikpl. 


ViüAüBolot  MrfanrofM  apoderaren  del  Im^rSo  dd  OflQid«ntO| 
Bo  deitroyirMí  iil  ettarmiBarou'  loa  raioos  que  eonqafstaban,  «1 
abnirtleraB  á  la  etelavitad  á  ana  pobladares,  sino  qud  6e  U«»4Uh 
ron  á  tomar  para  sf  el  gobierno  y  loa  dea  tercios  de  las  tierrea^ 
dfj^Ddo  á  lea  vencidas  «I  tercio  reatante ,  sos  costumbres  y  el 
Mo  de  ana  prapiaa  leyes.  Asi  es,  que  con  el  estaMeelmiepto  de 
lea  visigodos  eo  nuestra  península,  vivieron  en  eiia  unidos,  pero 
sin  eoofoodlrsa,  por  espacio  de  mochos  aioa  doa  nacíonea  dia- 
Untoa  en  origen  ^  eo  osos ,  eo  costembr^es  y  en  leyes*  Los  espor* 
ialea  romar.oi  á  la  sazón  >  se  goternabaa  por  laa  eonstüodonea 
de  loa  antigoaa  eaaporadorea:  ba  visigodos^  por  laaooatonibrea 
9  Ima  M»  psoHlBft  ^  ^onaarvaiot  jrtraaaslHdaa  por  bJeatteloB 
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díttde'qaé  ábábAoñaron  los  bosques  de  lá  OeritfaíATfnfttBbicar 
entre  nosotros  uoa  tierra  mas  rica  y  un  clima  mas  benigno. 

No  es  fáeii  esplicar  esta  tolerancia  de  los  vencedores  con  los 
vencidos.  Ella  es  común  á  todos  los  bárbaros  qne  cayeron  en  el 
siglo  IV  sobre  el  imperio  de  Occidente.  ¿Procede  como  quieren 
algunos  del  amor  á  la  libertad  que  erd  propio  de  los  germanos? 
Se  concibe  que  los  veneedoies  conservaran  su  derecho,  guiados 
por  esa  pasión ,  pero  con  ella  no  se  esplica  al  mismo  tiempo  que 
permitiesen  el  uso  del  suyo  á  los  pueblos  conquistados.  ¿Nace 
de  sentimientos  de  humanidad  y  filantropía?  Los  germano»  mi- 
raban al  extranjero  como  una  presa  propia  del  primer  ocupante, 
y  esta  costumbre  se  compadece  mal  con  aquel  sentimiento  filan- 
trópico. Fe^o  la  necesidad  y  las  ideas  untversalmente  recibidas 
entre  los  pueblos  germánicos,  esplican  hasta  cierto  ponto  el  fe- 
nómeno. Los  bárbaros  permitieron  ¿  los  romanos  el  uso  de  sus 
leyes  y  de  siis  costumbres ,  porque  así  facultaban  su  estableci- 
miento sobre  el  territorio  que  iban  conquistando,  ^  porque  así 
como  en  las  naciones  modernas  el  derecho  se  determina  por  el 
territorio «  entre  ellos  se  determinaba  por  el  origen  y  condición 
de  las  personas  que  habian  de  usarlo.  El  dereciio  no  era  patrimo- 
nio de  oada  tierra,  sino  de  cada  tribu  ó  renniob  de  hombres 
qvie  tenían  comunidad  de  origen ,  y  que  hfiblaban  una  mlsnha 
Lengua.  Donde  quiera  que  la  tribu  fuese  lo  llevaba  consigo «  sin 
qlie  partle^ran  de  él  ios  extranjeros  que  laadmltM  en  so  tar- 
ritorío^  ó  los  que  la  buscaban  en  el  suyo  para  ingerirse  en  ella. 
En  suma  y  el  derecho  se  consideraba  entre  los  bárbaros  como 
personaiy  á  diferencia  de  hoy  qne  es  mirado  en  todas  partes  c<e 
mo  tenrlto^ial.  En  los  primeros  siglos  de  ln  edad  media  se  vlvli 
biRjo  una  ú  otra  iey^  según  el  origen  y  condición  de  eidá  mo^  j 
DO  según  el  territorio  en  que  se  moraba.  Posteriormente,  eadn 
uno  ha  vivido  conforme  a  la  ley  del  pafs  en  qne  faabiea,  tufil;* 
Quiera  qne  fílese  su  condición  ó  su  origen.  €n  este  supuesto  ¡¿fué 
Cieñe  de  eitraAo  que  los  visigodos  coiisidera<>en  nnture^  y'hasta 
de  justicia  estricta  el  permitir  á  los  espaiotes  el  mamesos  cm^ 
tnmbres  y  de  sus  leyes?  Los  visigodos  trajeron  como  fmn&i9at%%. 
propio  derecho,  y  como  personal  aotoNzafon  el  que  á  la  snfton 
estaba  rigiendo  en  laPeninsola.  Veamos  ahora  la  soerle  qne 
eorrieroo  ambos  desde  que  empelaren  í  vivir  ínotae»    «    ■ 

Lftl^tslaelQn  «o  paeátperiB«Qeeereitiieiona¡ria,  porqu^d^ 


■ « 
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to  «l'VtlIiliKdtlas  neeésMadM ,  ele  las  eostmibres »  y  de  Us  Ideas 
de  cada  época,  tieoe  qne  aeguhr  todas  tas  trasformaelooes  y  vl« 
cisHades  de  las  Ideas,  de  las  eostumfbres  y  de  las  oeeesfdades. 
Por  «so  comido  los  vtsigodés  se  establecteroo  sobre  la  parte  me- 
rUlooal  de  Francia  y  «(a  septentrional  de  nnestra  Penfosnla ,  pa- 
sando aU  de  Ja  condiftion  de  tribu  errante  á  la  de  naelon  eoa- 
fsistadora,  asentada  sobre  nn  territorio,  debieren  variar  soa 
eostambres,  crecer  sos  necesidades »  y  por  consigniente  anmen-' 
tarsa  el  número  y  n^odififarse  la  calidad  de  sus  leyes.  De  aqof 
sedediícrn  dos  consecuencias:  una  qae  debió  ser  precise  refer*» 
mar  la  legisiacton  aotlgoa,  nacida  de  no  estado  sociaf ,  diferen- 
te y  apropiada  d  necesidades  distintas:  otra  que  no  estando  es« 
frita  esta  legislación ,  la  memoria  y  la  tradición  de  los  hombres 
aa  ora  ya  depdsita  seguro  para  ella.  La  historia  concuerda  exac" 
(umole  eon  esta  deducción.  San  Isidoro  y  todos  ion  historia- 
dores postcfiores  aseguran  queEurico,  que  reinó  en  el  última 
farde  del  siglo  V,  fué  el  primero  que  dfó  leyes  escritas  á  los  go* 
des,  loa  eaalea  se  haMan  regido  hasta  entonces  por  costumbres 
y  leyea  no  escritas  (t).  Esta  recopilación  es  la  mas  antigua  de 
qie  tcMmos  memoria. 

Ban  anpoesto  algunos  historiadores  que  Eurleo  no  fué  sola* 
aiente  el  prhnor  eortifillador  de  leyes  escritas,  sino  el  primer 
legialadar  de  los  visigd  los.  Ne  es  necesario  que  nos  detengamos 
■wsrtM»  en  retatar  unti  opinioü  que  carece  de  todo  ñindameoto. 
TodkM  les  puebles  de  la  tierra  antes  de  teúer  código  han  tenido 
leyes  no  escritas,  trasmitidas  de  unas  generaciones  á  otras  por 
ki  tradición.  ¿Por  qué  hablan  de  esceptuarse  los  godos'  de  esta 
ley  eomnn  ¿  la  homanidad  ?  SI  Eurito  hubiera  sido  el  primer  te- 
gMador,  de  seguro  no  habría  sido  el  primero  que  escribiese  las 
leyes  de  su  pueblo. 

Pero  dicen  los  escritores  que  refutamos :  «San  Isidoro  afirma 
qve  los  fjoAos  se  regían  antes  de  Enrice  tan  sofo  por  costumbres 
y  naos-,  morihtís  eicéñsaeiaditie:  luego  hasta  so  tiempo  no  hubo 
lej-es.»  Interpretación  errónea,  según  ha  demostrado  con  mucho 
jMlelo  el  aeñer  Lardisabalan  su  dlsenrao  preliminar  al  Fuero- 


(t)   Sob  lioc  reae  legum  stttau  in  seriptts  habere  Meperanl ,  nam  antea' 
laatam  moribos»  et  coniueladioe  regebantur.  S.  laidcM^,  hlst.  OoCh.  la 
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Jiffgo.  (4a palabra  imim ^  i^an  el  mlBoio Sm bMafaMivs rtf^ 
mohgia»^  qaiere  deelr  if/  /to  tf#<;/vM  i  eosloabr»  iolrodoaida  «tea* 
de  ta  antigüedad  (1)  y  coni^  no  habla  de  darle  el  tanto  oaaslg^ 
nifieacton  distinta  en  en  kisu^ria  de  hs  godos j  no  puede  dadaf* 
86  de  qne  en  el  teato  citado  aludiera  á  las  tejes  no  «aeritils^ 
Esle  era  por  otra  parte  el  uso  de  las  naciones  bárbni^s ;  cuando 
la  tradieton  era  insuficiente  para  conservar  y  traamitir  cus  le-» 
yes  I  las  reducían  á  escritura.  A»i  índice  Botar!,  rey.  de  les  bMH. 
gob^rdos  en  el  epilogo  de  sa  edicto:  «legos  patrnni  nostrotnai 
qoascriptflsoonerat  GondMUoius.»  Y  por  último,  San  Isidoro, 
haUaodo  Ae  Leoviglldo,  dice,  que  reformó  la  leglsUeioDy  Inacr 
tando  muchas  leyes  que  babian  sido  omitidas  por  Eurico  a  lo 
cnal  prueba  qu»  este  monarca  recopiló  y  escribió  mwhaa  leyes 
Tigentes,  pero  omitiendo  algunas  que  estaban  también  en  us*  (9)« 

Algunos  autores  han  asegurado  q^  esta  compllaoion  at <de^ 
cretó  en  9na  asamblea  de  setenta  prelados ,  entfe  los  cvalee  sa 
hallaba  San  Severo,  obispo  de  Barcelona.  Mas  para  eo^venoev 
se  de  la  falsedad  de  esta  opinión ,  basta  notar  que  en  iionipo  de 
Eurico  no  habla  en  España  tal  número  de  obispoa ,  aonfue  so 
cuenten  entre  ellos  todos  los  arríanos  (3).  Es,  por  otra  |«fteint 
dudable  que  aquel  monarca  vivió  en  grande  enemlatad  isofi  los 
prelados  cristianos «  como  lo  prueba  la  casia  qoo  escribid  oenira 
él  al  papa  Bonifacio  el  obispo  Sidonio  ApeKnar,  ODoten^portneo 
suyo,  y  como  no  pudo  menos  de  ser  atendida  lapersecnelon  qoo 
en  su  tiempo  padiecieron  los  católicos.  Euricfi  era  arriano;  ¿ha- 
bla de  consultar  sai  leyes  con  los  preladoa  católicos?  San  $eve« 
TO,  si  existió,  lo  cual  dieta  mocho  de  ser  cosa  averignadateit 
obispo  católico:  ¿habla  de  concurrir  con  loa  j^ft^  de  ut^  secta 
herética  á  la  formación  de  las  leyes? 

Si  lo  que  hizo  Eurico,  según  San  Isidoro,  fué  reducir  iaa 
leyes  á  esciUura,  es  claro  que  lo  que  debió  contener  su  oolecr 
cion,  eran  los  usos  y  costumbres  de  los  gpdos.  Valémosoos  de 
eíltoft  argumentos  de  inducción ,  porque  la  historia  no  nos  ha 


(1)  Voi  vero  esi  vslaitsts  probatt  ccasuelnaa  stvs  les  non  toripls, 
S.  Itid,  EUmol.  cap.  S  » lib.  10. 

(t)  lo  legibus  quoque  ea  qii«  ab  Earico  incondile  cooitiiata  vidsban* 
tor  corrcftll,  plurimis  Isgeg  pr^ternUta»  t^iiciau,  plaraqos  sopeiflaai 
aarmni •  Ió«  UiiL  Gdih¿  ín  IisofiglUo. 

(i)    Plana,  Bspaaa8a|raila,t.ie,  tratad.  Oi.sap.  4.» 
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twtwlMQ  soIMft^  «igMoadiBi  cimtaDida  da  aitc^  código ,  14  ^(|f. 
fnerilor  antiguo  al  nu^Aetno  que  diga  baberlo  leid^.  T«a  «acar" 
sp«  Bolidas  teaemo»  de  la^  co&tumbres  de  loa  godo»  priiniüvo^. 
qae  es  iiyiyosible  formar  00a  idea  cabal  de  lo  que  cootendria  l^ 
eompilacioii  de  Eoriee.  Sin  embargo,  de  dos  especies  á.e  fuentes 
pod«ino9  tomar  algunas  <|oe  nos  deo  luz  sobre  e)  punta  q/a# 
tmtaflios  de  averiguar,  ii  saber:  las  bihtorJas  particulares  ¿9 
íes  godos,  que  escribieron  Jordán*  obii4)o  de  Bávena  y  Juaa 
liagDo,  y  loa  escritos  de  Julio  César  y  GoroeUo  Xécilo.  Seguid 
Jordán*  ios  reyes,  pootíñces  y  caudillos  de  los  godos  debían  Hf 
«Gtt^idoa  preeiaaineole  eotre  las  dos  familias  de  los  Jtnalpf  y 
de  loo  Sétliau  £t  rey  Borolsta  did  á  la  oacioo  el  titulo  é^caif^-, 
IMs,  porque  el  cabello  largo  era  un  signo  de  noblem  que  loa 
giftáe»  celebraban  eon  mullilod  de  versos  y  de  canciones* 

jcgnu  Juan  Magno»  las  mujeres  goJas  se  acestumbraban 
dude  ans  prHneros  años  al  manejo  de  las  ara^ ,  marcbaban 
éeaballn  ala  guerra,  y  estaban  siempre  tan  dispueatasá  serviría 
lie  la  tueca  coaao  de  la  espada.  Exorkábanse  mutuamente  aoMa 
de  entrar  en  loa  combales,  é  inflamaban  el  ánimo  de  sus  maridaa 
pa^a  qne  acodiescn  á  la  gnerra.  Los  godos  aeostombrabah  \ñc* 
mat  «■•  majerca  y  manos  para  el  regalo  de  sus  cuerpos ,  que 
pam  qno  fueaon  sos  compañeras  de  fistigas.  El  marido  era  quien 
dabnin  doto-á  la  mi^cr ,  á  fia  de  que  esta  no  pretendiese  ava» 
sallilrla,  Hada  jen  la  neo^idad  qoa  lóala  de  sus  riquesas. 

Ln  qne  eoenlan  TAdlo  y  Julio  César  de  las  eoslombrea  da  loft 
asinanaei  eo  apUeriile  también  á  los  «odop ,  como  qne  foema* 
bnn  pnrlade  afOella  nadon*  Segnn  el  primero  de  eslos  bisloria* 
donaa^loa  germanos  pasaban  an  vida  ocupados  en  la  eaaa  y  loa 
^oicieiAn  do  la  milicia:  desde  niños  se  aoostombraban  á  los  Urah 
bi^«iaadQfoa..ilatimabairen  mneho  el  celibato,  porque  oreian 
que  anmentalia  la,  eslatnca  y  daba  vigor  al  enerpo.  •  Deseooa» 
oaD  la  agrienltuffa^  eenUnóa  el  bisloriador ,  y  la  propiedad  de 
tierras:  asidos  que  ios  magistrados  y  prfadpes  seftalaa  todoa 
anoB  ia  tierra  y  logar  que  ba  de  ocupar  cada  familia.  Cuan-» 
d»  opa  eiadad  ofende  d  ae  defiende  en  una  gaerra ,  eügsn  ana 
llloa  eo«  poder  da  vida  y  muerte.  En  tiempo  de  pai  no  so 
niagntt  magistrado  eamoo ,  y  las  pidlos  se  deciden  por 
lea  principes  é  jefts  de  loe  pagos.  Se  repata  laudable  el  rabo  he* 
aba  lÉhni  de  leaiínill«i  di  «na  dudad  aaMq  ajerdeita  «tteaoada 


fé  EL  BtlEtÜO  «OOBUIé.  '        - 

para  dtemiaalf  la  iDaoeion  de  los  Jóvenes.  lios  que  na  signen  a 
h  gaerra  al  eaadlllo  son  considerados  como  t^iidores  y  pierden 
el  dereého  de  t^stiflcfir.  E%  infame  el  que  viola  la  hospitalidad, 
porqae  la  persona  de  nn  huésped  se  tiene  por  sagrada. » 

Oígamus  ahora  á  Cornelio  Tácito.  «  Los  germanos  eligen  sns 
reyes  entre  los  Dob^es :  sos  ¿auditlos  entre  los  valientes.  Los  re» 
yes  no  ejercen  la  potestad  absoluta.  Solo  los  saeerdnies  tienen 
derecho  de  reprender,  citar  y  azotar,  y  esto^no  como  pena  im* 
pnesta  por  el  caudillo,  sino* suponiendo  que  ios  dioses  lo  orde- 
nan asi.  Creen  que  en  las  mojeres  hay  algo  divino  y  providen* 
dal,  y  por  eso  respetan  sns  consejos  y  oyen  eon  interés  ana  re§^ 
pnestas;  tienen  fé  en  los  auspicios  y  la%  snertes ,  y  consultan  el 
vuelo  de  las  aves  y  aun  los  presagios  y  avisos  de  los  caballos* 
Loi  asuntos  políticos  de  poca  Importancia  se  tratan  entre  los  pro- 
ceres: los  graves  entre  todos  los  hombres  libres.  Asisten  armados 
á  las  Juntas  nacionales,  y  ios  sacerdotes  son  los  que  imponen 
silencio  en  ellas;  El  rey  y  ios  proceres,  mas  bien  aconsfcjao  qoe 
mandan  en  estas  renniones.-^Los  traidores  y  los  prófbgos  son 
ahorcados:  los  cobardes  y  los  infames  snnaergidos  en  el  cieno. -«• 
Los  de  it09  graves  se  castigan  ooo  multas  que  se  aplican  á  fsr 
vor  del  rey ,  de  la  ciudad ,  del  qaerellante^  ó.  de  ios  parientes* 
Los  príncipes  que  adminit'tran  Juaicia  en  cada  paga,  son  «legi«* 
dos  en  tos  concilios  ó  Juntas  nacionales.  Estos  jueces  son  asl»li«* 
dos  por  cíen  conopañeros  elegidos  entre  la  plebe  con  eonsejo  y 
autoridad.  Los  Jóvenes  no  toman  las  armas  hasta  que  lo  ciudad 
loa  deeiara  idóneos  para  ello.— ^Eaiste  entro  los  eompafteaoa  nnt 
gran  emulación,  y  es  vergonzoso  pora  ellos  nolgoalar  en  valor 
al  prfnelpe  á  quien  acompañan ,  así  como  sobrevivlrle  JtMrén** 
doee.  Se  repnta  cobardía ,  adquirir  con  el  sudor  de  la  frente  lo 
q«e  poele  ganarse  con  la  sangre;  y  así  es ,  que  loa  mas  belieo*^ 
sos  encargan  el  cuidado  del  campo  y  de  la  casa  alas  majerea, 
tos  vfajos  y  los  enfermos.— -Son  severos  en  sos  matrimonios:  se 
contenftsa  con  una  sola  mujer,  escepto  algunos  pocos  que  no  por 
livlaniad>  sino  por  noblesa ,  celebran  muchos  n»atritt0ttias.«^ 
El  marido  es  el  que  dá  la  dote  y  no  la  mujer.— 'El  padre  y  los 
parientes  aproaban  las  donaciones  esponsalieias,  qna  se  baoen 
generalmente  ofreciendo  el  masido  á  la  mujer  algunas  'ganadoa^ 
y  esta  é  su  marido  algunas  armas  y  un  oaballo.  En  la  ceremo-^ 
ttia  ee  advlarta  á  la  nM||ar|  da  quans  ia  eaoipftUM.  da  traliKfoa  f 


íMgM' de  to..iiitrido,  por  medio  dt  onsl migólo,  qie  ««miiiUr 
m  la  prawBUcloo  do  dos  bueyes  oDOidof ,  qd  ciaba  Uo  fojaexiidoi 
y  Im  armaa  atrci^rba  para  coinb«tir.*^lj)a  v^aridoa  raMigan  á 
las  mvjeroa  adúlteras^  coitándoles  el  caballo ,  d6eimdá«dp!aS| 
cebándolas  de  ui  pasa  á  presencia  de  loa  parie^Us,  y  azotando* 
lasco  público. — Mo  se  conoce  la  testameotilacclon,  por  lo  que 
sea  bcrederos  forzosos  de  los  que  mueren  sua  bijos  y  parientes* 
•—La  pesa  del  borolcidio  consiate  en  pagar  á  la  familia.del  moer* 
to  cierto  námero  de  cabezas  de  ganado.— Los  siervos  no  se  em* 
pisan  ea  loa  oficios  doméslicos  de  las  ea.^as ,  sino  las  mojares 
7  las  bijot.  Rara  vez  azotan  á  los  esclavoa ,  y  si  alguna  vez  los 
Mtan  9  oa  en  un  momento  de  ira.  No  conocen  el  «préstamo  é 
Witaés.» 

Béaqoi-loa  principios  ca  qne  debió  fundarse  el  código  Eori- 
dtm.  Seguramente  se  hallaron  on  él  mochas  de  las  costumbres 
fas  benaos  referido,  puesto  qoe  alguoos  sig'os  mas  tarda ,  volva* 
■as  á  encontrarlas  en  las  leyes  de  hi  monarquía  goda.  Lo  qutf 
diee  Táeilo  sobre  la  dota,  el  adulterio»  la  pena  de  ia  decalvaeioo, 
Instmldorea  y  prófugos,  son-  leyes  de  nuestro  Forum  Judkum* 
AIgmas  otras  de  las  costumbres  referidas,  son  con  ciertas  mot 
dJlIcacioDea»  el  fundamento  de  leyes  mas  recientes  que  se  hallan 
ce  el  mlsnio  libro:  y  por  óllimo ,  aqu tilas  costumbres  de  que 
peateriormente  no  se'  hallan  vestigios,  ó  no  fueron  escritps  por 
Eorleo,  ó  se  perdieron  después  en. las  tra^foroiaciones  que  su- 
frió la  leglsbie^on. 

Béetanoa  tracar  ahora  del  objeto  aocial  y  político  qoe  se  pro- 
peso probaUeasente  £urlco  al  escribir  su  có1igo«  Asi  como  dos 
pueblas  no  pueden  vivir  mocho  tiempo  juntos  sin  uniformar  sus 
enaluoabrea ,  asi  tampoco  dos  kgisiaciones  pueden  regir  largo 
tiempo  ea  en  mismo  territorio  sin  confundirse  y  mezelatse»  unl<^ 
laroaindoae también.  Per  lo  tanto,  desde  el  momento  en  q^e  se 
iatrodoje  ea.Bspaña  el  derecho  germánico,  debieron  notarse síur 
toeaaa  de  aprozlmacion  entre  él  y  el  derecho  romano,  así  como 
beba  teodeocias  é  fundirse  en  una  aola  las  dos  razas  que  babi- 
labao  la  Península.  El  pensamiento  de  esta  fusión  es  casi  tan 
anilgoe  conso  hi  mooarqoia  goda,  y  ai  bien  no  llegó  á  realizarse 
beata  loe  áltlmoa  aftos  de  ella>  de  so  existencia  dan  aolemne  tea«- 
tlosanlo  la  historia ,  las  leyes  y  los  decretos  de  loa  concilios.  I^ 
eea^latadera  experUaeotó  muy  Inogo  el  inflijo  de  la  ew^ 


ti  DftÉtCÉO  MlUMé¡  ^  ' 

y  Mntf  muditi  dé  nos  eo«tiitiíbrtt ,  y  wmtMáé  ratM^ 
to  modo  á  ftn  elvnfzacioo.  En  esta  cfrconfitancis  eoBTlenen  ^aM' 
todas  las  trfbcrs  bárbaras  qoe  arranearon  la  Roropa  del  poder  dé 
los  romanos.  El  progreso  de  aqnella  époea  eonsisthi  en  adoptar 
los  elementos  qiae  había  aprovechables  en  la  dvilisacion  ro-* 
mana,  j  á  la  cabeza  de  este  progreso  marchaban  por  lo  coman 
los  reyes.  Asf  es  que  la  reino  Amalasnnta  fné  insoltada  de  sos 
subditos»  porque  hacia  educar  á  la  romana  é  so  htjo  Atalarfcxy, 
herédete)    del  trono  de  Italia.  El  rey  Slgerico  faé  asesinado 
bh  4íé,  por  Suponérsele  afecto  á  los  romanos;  y  ann  podlém-* 
Iteos  citar  otros  ejemplos  en  comprobación  de  la  misma  verdad^ 
91  poes  la  tendencia  hácfa  la  ftislon  existía,  y  tos  reyes  aoliañ 
ser  los  primeros  en  alentarla ,  nada  de  patticnlar  tiene  que  En-» 
rico  procurase  los  medios  de  reaüearfa.  Entre  eUos  ninguno  tan 
poderoso  comb  la  abolición  dé  Jos  derechos  persolkales  y  el  cfsta- 
blecItAiefito  de  litia  legislación  uniforme.  Tal  vet  Bórico ,  de»- 
pues  dé  bdher  arrojado  á  los  romanos  de  España  y  extendfdéf 
sus  dominios,  aspiró  como  los  ostrogodos  á  convertir  en  on  so- 
to derMIhd  territorial  los  do)  derechos  pei^onales,  sedíteldo  'por 
la  esperanza  de  hacer  una  sola  naelon  dé  todos  sn^  vasallos,  y  i^ai- 
eniaodo  que  esta  empresa  contribuiría  á  su  gloria  tantoeomo  sus 
conquistas.  Mas  este  proyecto  no  podía  concebirse  sino  de  uno  Ao 
estos  dos  modos:  ó  fundit^ndo  ambas  legislaciones,  de  manera 
que  en  la  mezcla  no  predominase  ninguna:  ó  dando  decMIda-^ 
mente  la  preferencia  á  alguna  de  las  dos.  Lo  primero  era  impo** 
sibie,  porque  ninguno  de  los  dos  pueblos  habría  consentido  en 
désp<Sjarse  de  la  mitad  de  sus  costumbres :  lo  segtitdb  no  era  f^ 
ell,  porque  ninguno  de  dios  tampoco  habría  contenido  en  Sa- 
erfttcar  al  pueblo  enemigo  el  todo  ó  la  mayor  parte  de  M  legis* 
lacTon.  Así,  pues,  aunque  dos  legislaciones  cuando  rigen  |ímiis 
tf endeh  ^necesariamente  á  confundirse,  y  esta  tendefteta  existía  éé 
hecho  éü  nuestra  Petiínsufá,  la  empresa  de  unilbrmarlaa  o»  bn 
iot8  cddigo,  era  prehiatura  y  no  podfa  haenns  de  Mcasar. 

Veamos  ahora  si  la  historia  tiene  en  apoyé  de  esta  eon-^ 
Jetuda. 

fiemos  atudido  anteriormente  á  unas  palabras  de  S.  Isidoro^ 
de  tas  cuales  se  dc'uc'en  para  nuestro  p^^opósito,  Mnseeveneiaii 
itiuy  Importantes.  Dice  el  santo  obispo,  que  LeotigUde»  laorrigié 
las  fnalas  \é^4  de  Ebrfco ,  ri^táblédA  tas^nHtfiÉas  pdr  %mm  1M^ 


\y  y  MpHWItf  íbéehAs  íq|v«  ertá  iüpéiffdair.  Sé^  «ém^wlM. 
de  fteUmenta,  qae  leyes  que  eran  necesarias  en  tiem(K>  de  Etttl^ 
eSj  Itaeeen  sopérflnas  eo  el  de  Leovigildo.  ¿f  eh^qné  noCWé  pu- 
de tener  áqnel  principe  para  omttir  las  qae  nü  sétalnetité  ésffa^ 
bao  rigentes  ev  sn  tiempo ,  sino  que  se  reputaron  necMarlás  en 
el  dé  Leotigffdo?  Hé  aquf  lo  que  no  dice  la  historia ,  pero  iiobr% 
loqiiesepdede  raefoeinar  con  alguna  probablNdad  tfe  acierte'. 
Snpooer  qne  estas  omisiones  nacieron  del  arMtrio  rt  del  otvldd  de 
leiéompiladores»  no  es  nada  probable,  porque  no  j^afeoe  posi^ 
Me  qw  en  nn  código  tan  encinto  como  no  pudo  menos  de  Sé^  el 
de  Bnrfcd;  pnes  todo  él  cabria  en  üb  solo  pergamino ,  se  ol^idA- 
11  teeerlar  Anchas  leyes ,  y  que  nadie  se  hubiera  üeerdaén  de 
tefira^  éttlH  omisiea  hasta  cien  «iños  mas  tarde.  Preciso  es  M- 
poaer  por  lo  tanto»  que  estas  omisiones  debieron  sCr  nna  eenee- 
waMia  del  prhicipie  é  slslema  qoe  presidió  á  la  redacele«  de  lá 
éAra «  ^e  me  fté  accidental  y  y  k|ae  debld  atfr  ufta  de  sns  dreune- 
taaeias  características.  La  supresión  debió  hacerse,  poes,  ópe^ 
que  las  leyes  que  comprendí*  no  estaban  de  acuerdo  con  lae 
edstofabres  ó  los  Intereses  de  los  que  hablan  dts  obi^eeeHas>  6 
perqna  m- acomodaban  af  Sdbdratío.  Pío  parece  posible  que  liss 
Isyts  suprimidas  chocaran  con  los  hábitos  y  costumbres  de  los 
ittigodeei  pwntn  que  ó  continuaron  en  uso,  ó  Tolfleron  á  estar- 
Jo  por  lo  meno*  un  sfgto  mas  tarde,  y  las  leyes  que  se  derogaa 
por  no  eslir  eo  armootá  con  la  clti1isaclo6 ,  no  se  restabléeeh 
aiao  eoo  soma  dlftcttl^d  y  nunca  al  caba^  de  cien  aüós.  Si  los  go- 
dos doqneffan  ya  cetas  leyes  en  tlemjpo  de  Eurice^  ¿cómo  ha*- 
Miui  de  loletortas  en  Ifem^io  de  Leolrtgildo?  Tanbpoeo  puede  s«- 
pottomeqee  oooBottiodáraa  al  extenso  poder  á%  iBorieo  lasle*- 
yes  qoe  eo^üilé,  po^ue  si  asi  ftieee,  mucho  mettos>  hat^tao 
agradado  á  otro  monarca  mas  poderoso  que  él  y  no  menos  celoso 
de  eo  soberanía.  Pensar  qoe  por  demasiado  id? orables  á  la  po- 
testad rea!  íheran  suprimidas,  seria  asimismo  error  grave,  pues 
Eorioo,  que  fué  uno  de  los  monarcas  qoe  mas  fortalecieron  aque- 
lla autoridad,  no  habia  de  despojarse  gratuitamente  de  los  me- 
dios de  consolidarla.  Si  los  godos  hallaban  buenas  estas  leyes, 
otros  serian  los  que  no  las  Juzgaban  aceptables,  y  estos  otros, no 
podieroa  ser  sino  Jos  españoles.  Luego  es  harto  probable,  qoe 
la  omisión  á  que  nos  referimos «  asi  como  las  otras  leyes  qae 
LooflglMo  Joigé  necesarto  laprlmlr  por  sopérfloas,  tuvieran  por 
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P«ra  copsegjDirto ,  debió  darse  cabida  en  i^a  cpleccioo  /k  nqit 
cbaa  leyes  romaoas,  suprldiiéodose  algunas  godas.  Es4as  mu- 
,éfiíaa%  DQ  podían  satUfacer  á  los  godos  ni  á  los  españoles:  de 
donde  debió  resaltar  que  el  nuevo  código  no  llegara  á.  catar  en 
observancia  entre  estos  últimos ,  como  se  inflere  de  habérseles 
dado  ea  el  reinado  siguiente  una  nueva  iecopiia<;Lon..de  sus  pro* 
pias  lejes.  Por  eso  al  tratar  Leovigildo  de  rtformar  la  legislaciipni 
Jialbuido  ijpie  \o$  españoles  se  reglan  por^  un  códigp  .propio 9. y 
proponiéndose  tan  solo  mejorar  el  vigente  entre  los  godos,  ju»- 
gó  oportuno  restablecer  las  leyes ,  qne  co»  objeto  de  aconiodar 
s«  código  á  los  españoles  habla  suprimido  su  antecesor  Eurico» 
Luego  si  algo  poede  deducirse  dp  (aa  escüsas  noticias  histórica^ 
qu«  poseemos  del  tiempo  de  que  varaos  tratando,  ea  la /verdad 
de  Aoestra conjetura ,  a  saber,  que  Bórico  se  propuso  sujetar  é 
mas  mismas  leyes  á  todos  sus  vasallos.  ^ 

Héaqui  el  origen  de  la  lucha  entre  los  elementos  constita* 
tivosdel  derecho  en  el  primer  período  de  su  historia*  Ixw  puo- 
irfos.qne  viven  unidos  tienden  á  confundirse :  las  leyes  qne  ^i- 
gen  Juntas  tienden  á  uniformarse.  Las  costumbies  góticaa  poft- 
aan  por  absorber  las  leyes  romanas,  y  para  consegolrio  no  co- 
dea al  principio  sino  una  parte  pequeñísima  de  sus  püetepslooeai 
esto  os  f  las  pocas  leyes  que  consintió  Eurico  en  no  escribir  en  ao 
oódigOy  y  que  mas  tarde  restableció  Leovigildo,  y  las  (|ueagre^ 
gó  de  las  extrañas  que  el  mismo  monarca  declaró  anpéi  floas. 
Con  una  concesión  tan  meiquiqa  la  fftiloa.  no  era  posible,  y  par 
eso  no  se  realizó.  Tiempo  vendrá  después  un  que  las  ee^lumbres 
gétieatsean  menos  exigentes,  y  seré  distinto  el  rcMittado. 
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(Heal  decreto  de  i  de  Jomo  de  este  aflo). 


ü, 


'ho  de  los  puntos  mas  diffelles  é  intriocados  de  la  admiols* 
tracion,  es  el  establecer  reglas  generales  j  seguras  para  decidir 
los  conflicto;)  de  Jurisdicción  y  atribuciones  entre  las  autorida- 
des Judiciales  y  las  admini;>trativas.  Las  leyes  no  pueden  dar 
tobre  este  asunto  mas  que  principios  generales:  la  Jurispruden- 
cia es  la  que  con  el  tiempo,  y  resolviendo  innumerables  casos 
de  competencia ,  puede  llegar  á  fijar  las  reglas  que  deben  regir 
en  la  materia. 

Esta  Juribprudencla  comenzó  á  crearla  el  gobierno  en  virtud 
del  decreto  de  6  de  Junio  de  1844 ,  por  el  cual  se  dispuso,  que 
cuando  ocurrieran  conflictos  de  Jurisdicción  y  atribuciones  entre 
ios  Jefes  políticos  y  las  autoridades  Judiciales,  remitiesen  cada 
uno  respectivamente  sus  autos  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
y  al  de  In  Gobernación,  y  que  los  decidieran  reunidos  los  minis- 
tros de  estos  ramos ,  o  bien  el  consejo  de  ministros  cuando  no 
hubiere  avenencia  entre  aquellos.  Ademas  se  señalaron  en  este 
decreto  plazos  brevísimos  para  que  las  autoridades  entre  quie- 
nes ocurría  el  conflicto,  tomasen  todas  las  providencias  á  él  con- 
cernientes, y  se  dejó  en  completa  libertad  á  todos  los  funciona- 
rios que  ejercían  Jurisdicción  para  provocar  por  sí  mismos  tales 
competencias^  luego  que  oQciado  el  Jefe  político  les  comunicaba 
sa  resolución  de  no  inhibirse  del  conocimiento  del  negocio.  Es- 
Tono  n.  i 
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taUisMo  #1  MM^o  real  prosiguió  la  obra  eomoo^ada  por  el  go^ 
bieroo»  eoriqaeciendo  iiaestra  jarisprud<ncía  admlnUtrativa  con 
multitod  de  consultas  que  servirán  en  adelante  de  norma  para 
resolver  muchos  casos  de  competencia  que  puedan  ocurrir  en  la 
práctica. 

Pero  las  dhpoMclones  del  decreto  de  6  de  junio ,  sobre  la  ma* 
ñera  de  entablar  y  de  seguir  e^tos  recursos^  ofrecian  graves  incon- 
venientes. Rn  primer  lugar,  de  recorocer  en  todas  las  autorida* 
des  la  ficultad  de  provocar  competencias,  resultaba,  que  sien- 
do por  regla  general  todos  los  Jueces  magi*>fra(lo$  y  fundo- 
naribs  admÍni>trativos  celosos  en  demasía  de  sti  Jurisdicc!on, 
suscitaban  coiiflictes  entre  sí  por  motivos  frivolos  é  infunda- 
dos, lo  cual  embarazaba  en  grao  manera  la  acción  adminis- 
trativa, y  producía  una  multitud  de  litigios  inmotivados.  Y  co- 
mo la  formación  de  la  competencia,  da  lugar  necesariamente  á 
la  paralización  del  p'^oceso  porque  huspende  la  Jurisdicción  del 
Juez,  los  DCgocios  contenciosos  de  la  admln¡^tracion,  en  cuyo 
pronto  resoltado  estaba  comprometido  el  interés  públ  co  queda* 
bao  á  merced  de  la  Justicia  ordinaria.  En  vano  serfd  liabcr  separa- 
do esta  especie  de  Ju>t  ida  de  la  ain)ini^tratlva,  si  la  primera 
habla  de  poder  embarazar  el  curso  de  la  segunda.  Uno  de  los 
principales  fundamentos  de  esta  separación,  consiste  en  que  de- 
biendo ser  la  Justicia  administrativa  mas  rápi  la  en  ^u  acción, 
roas  sujeta  en  su  ejercicio  á  los  cálculos  de  la  conveniencia  pú- 
blica, y  mas  libre  en  sus  procedimientos  que  la  ordinaria,  no 
debe  confiarse  su  administración  á  unos  mismos  tribunales,  ni 
regirse  por  unas  mismas  leyes.  Pues  bien:  si  aunque  la  Justi- 
cia ordioaiia  no  entienda  en  lo  contencioso  de  l.t  administracioo, 
tiene  en  su  mano  el  impedir  á  e»ta  que  obre  conforme  á  la  conve- 
niencia púbüca  provocan  lo  coi.flictos  de  Jurisdicción,  es  claro  que 
DO  se  coosi  guii  ían  las  ventajas  que  se  buscan  m  parando  ambas  Ju- 
risd  cciones.  Supongamos  que  el  consejo  provincial  empieza  á 
conocer  de  un  negocio  cuya  resolución  ha  de  ii  fluir  conhidrra- 
blemétite  en  ta  salubridad  de  un  putbio,  porque  se  trate  por 
ejempto  de  trasladar  una  fábrica  donde  se  conservan  materias 
contrarias  á  la  salud.  ¿Quién  será  mejor  Juez  para  decidir  de  la 
urgencia  de  tomar  sobre  este  punto  uua  lesoiucion,  el  Juez  de 
primera  instancia  ú  el  Jefe  político  á  quien  esté  encomendado  el 
ramo  de  sanidad  ?  La  respuesta  es  obvia ;  y  sin  embargo ,  reco- 
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iMdendo  en  el  ]opz  la  facultad  de  promover  la  competeoela, 
eqa¡valdria  á  autorizarlo  para  qtie  suspendiera  la  reáOloclOD  qda 
babfa  de  tomarse  éo  un  asunto  de  interés  'público  tan  apre« 
miante. 

Por  eso  dice  el  gobierno  en  la  expos'clcn  que  precede  al 
real  decreto  de  4  de  Junio. 

■  En  el  df>rreto  de  6  de  junio,  si  bien  se  desii^naron  los  trámi- 
tes que  delii^ran  se{;tnr  las  rompptf^ncíüs .  no  se  previeron  los  ma- 
1^  que  resu'tarían  de  que  todas  las  autoridades  se  rre%efen  con 
dererbo  de  entabiarias ,  sucediendo  que  las  adniini&trativ'as  se  en- 
cuentran y  pueden  verse  embarazadas  continuamente  en  fus  fun« 
dones  mas  interesantes  .  cuando  la  naturaleza  de  estas  mismas  ñirt^» 
eioaes  exíje ,  para  producir  el  bien ,  que  se  ejerzan  con  rapidez  y 
libertad «  al  paso  que  la  teodei)c¡a  instmtiva  de  todos  los  empleados 
á  fQsaorliar  el  círculo  de  sus  facultades  arrastra  á  los  de  la  admi* 
ms^ríon  n  suscitar,  fundados  en  inducciones  y  argumentos  de  ana- 
hps  ma<»  ó  meaos  atendíales ,  conflictos  que  paralizan  el  curso  4^ 
ijjuítícia.  ^  _ 

En  el  decreto  de  G  de  junio  v  para  abreviar  las  dilaciones  qoe 
ofreeeo  por  lo  comuo  en  los  pleitos  todas  las  competencias ,  se 
señalaron  á  veces  té  minos  tan  c  rtos  para  dictar  las  resoluciO'- 
oes  concernientes  ¿  ePas»  que  en  muchos  casos  era  imposible  á 
lus  jueces  ó  á  las  autoriJades  aJmiui^t*  ativas  pronunciar  sus  fa* 
Nosc<»n  pleno  conocimiento  de  cau.'^a.  De  aquí  resultaba  ,  que  ó 
los  derfch  n  mas  sagrados  se  sact  ifl.'aban  ¿  la  brevedad  por  ios 
desacieitod  que  se  cometían  en  Jas  providencias  que  se  dictabáo'i 
i  que  se  dejaban  pasar  los  términos  8<'ñalados  en  la  ley  p  sin  dar 
eampllraiento  á  sus  disposiciones.  Asi  dice  el  gobierno  en  la  ex- 
posición antes  citada. 

«Las  innovaciones  aducidas  en  la  tramitación  de  las  eompeten- 
cías  re«pecto  dt>  lo  que  se  determina  acerca  de  ella  por  el  real  de- 
creto da  6  de  juni«^,  son  una  garantía  de  que  ningún  derecho  que- 
da abandonado  f  y  de  que  no  sé  les  sacrifí'^a  á  la  brevedad,  aunque 
tan  indi  pensable  en  estos  juicios,  así  como  es  también  prenda  de 
acierto  pañi  las  resoluciones  de  V.  M  la  consulta  que  ha  de  ejevar 
el  concejil  real  p'eno,  después  de  oir  el  dictamen  de  su  sección  de 
Gracia  y  Jus .icia.» 

Otro  de  los  inconvenientes  del  decreto  del  6  de  Junio,  éon- 
sistia  en  hacer  que  caJa  una  de  las  autoridades  eut'-e  quienes  se 
SQsritaba  la  competencia  ,  enviaran  respectivamente  sas  a^i'O)  lil 
ministerio  de  la  ¡Grobernacion  y  al  de  Gracia  y  Justicia.  Esta  cfr-> 
constancia  quitaba  unidad  á  la  sustancíaclon  al  mismo  tiempo 
cpe  ia  dilataba  inútilmente.  Quitábale  nnldad ,  porqne  «bteaidM. 
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do  en  ella  dos  min&stros,  cada  ano  para  sostener,  según  en  la 
práctica  se  observaba,  las  pretensiones  de  su  subordinado,  veíase 
con  frecuencia  reproducirse  entre  los  consejeros  de  la  corona  el 
mismo  cooflicto  que  se  trataba  de  decidir  entre  las  autoridades 
inferiores.  Dilataba  su  curso  y  porque  mientras  pasaban  los  ex- 
pedientes por  todos  los  trámites  de  las  respectivas  secretarías, 
hasta  llegar  á  las  mesas  de  los  ministros ,  mientras  se  preparaban 
las  resoluciones,  mientras  que  los  ministros  se  juntaban  y  se  po- 
nían de  acuerdo  en  la  resolución  que  babia  de  dictarse,  y  ma- 
cho mas,  si  se  llevaban  el  negocio  al  consejo,  pasaba  largo  tiem- 
po. De  modo  que  todo  el  que  se  ganaba  á  costa  del  acierto  mu- 
chas veces  en  la  brevedad  de  los  términos  señalados  á  las  auto- 
ridades Inferiores,  se  perdia  dfspues  en  las  larguísimas  dilacio- 
nes que  hallaban  los  negocios  en  los  ministerios.  £1  gobierno  en 
la  exposición  ya  citada ,  se  hace  cargo  también  de  esta  dificultad 
cuando  dice: 

«  Finalmente ,  siendo  necesario  dar  mas  unidad  á  la  sustancia- 
don  de  las  competencias  para  imprimirles  mayor  rapidez,  se  deter- 
mina que  todos  los  contendiente:»  remitan  sus  autos  á  una  misma 
secretaría  del  despaclio,  y  no  cada  cual  á  la  de  su  ramo,  como  se 
está  practicando  con  injustiticables  dilaciones;  y  sin< embargo,  se 
ha  eonciliado  que  ios  mmístros  no  coufonnes  con  la  004  ulta  del 
consejo  real  puedan  enterarse  cumplidamente  de  sus  fundamentos, 
y  adquirir  todos  los  que  arrojen  las  actuaciones  para  coníbatirla,  y 
para  someter  los  de  su  propia*  opinión  al  consejo  de  ministros,  á 
quien  en  tales  casos  ha  de  oír  V^  M.» 

Estos  males  que  acabamos  de  enumerar  exigían  pronto  reme- 
did ,  y  para  ponérselo  se  ha  expedido  el  decreto  de  4  de  junio. 
El  objeto  principal  de  sus  disposiciones  ha  sido  proteger  los  in- 
tereses públicos  del  menoscabo  que  sufrían  cuando  la  autoridad 
judicial  embarazaba  provocando  competencias  la  acción  adminis- 
trativa. A  esta  medida  importante  sirven  de  complemento  las  re- 
glas que  han  de  seguirse  en  la  sustanciacion  de  aquellos  recor- 
sos. Pero  examinemos  y  expliquemos  el  texto  de  sus  disposicio- 
nen.  Dice  así  el 

Artlcalo  i  .^     «Corresponde  al  rey  en  uso  de  las  pre-' 
rogativas  constitacionales  dirimir  las  competencias  de  ju- 
risdicción y  atribuciones  que  ocurran  entre  las  autorida- 
des administrativas  y  los  tribunales  ordinarios  y  espe- 
ciales^Y 

La  Justicia  se  administra  en  nombre  del  rey,   según  la 
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eonatitaeion,  y  por  eso  el  monarca  es  la  única  fuente  de  to- 
da autoridad  y  jurisdicción.  En  él  reside  la  prerogativa  da 
castigar  y  de  perdonar ,  la  de  mantener  á  todos  sos  subditos  en 
el  libre  ejercicio  de  sus  dereclios,  y  la  de  con&ervar  y  proteger 
los  intereses  públicos.  Toda  justicia  emana  del  rey,  y  por  eso  es 
OQ  sueño  la  fantástica  creación  del  poder  judicial^  imaginada  por 
algunos  publicistas:  al  rey  corresponde  la  conservación  y  protec- 
don  de  los  intereses  públicos,  y  como  jefe  del  poder  ejecutitolos 
adaiinistra,  y  como  fuente  de  toda  jurisdicción,  no  puede  menos 
de  serlo  también  de  la  llamada  administrativa.  Inútil  nos  pa- 
rece ahora  entrar  en  la  cuestión  de  si  la  jurisdicción  adminis- 
trativa es  como  la  ordinaria  simplemente  deUgada  del  monar- 
ca, é  es  retenida  por  este;  ó  en  otros  términos ,  si  el  rey  puede 
ejercer  por  s(  mismo  toda  la  jurisdicción  administrativa »  ó  tie- 
ne Deeesldad  de  delegarla  eomo  la  ordinaria  en  las  autoridades 
isiMores;  pues  aunque  creemos  esto  último «  porque  lo  contrario 
sería  caso  de  responsabilidad  para  los  ministros  que  lo  autoriza- 
sen, basta  dejar  establecido  para  nuestro  propósito  qne  el  mo- 
narca es  el  único  depositario  de  una  y  otra  jurisdicción. 

Es  regla  de  derecho  además  de  serlo  de  sentido  común ,  que 
las  competencias  entre  dos  autoridades  debe  decidirlas  el  jefe 
superior  de  ambas:  por  eso  de  las  que  se  suscitan  entre  dos  jue- 
ces Inferiores  de  un  territorio ,  conoce  la  audiencia  de  él ;  por 
eso  también  de  las  que  se  entablan  entre  dos  jueces  de  territorios 
distintos  conoce  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  ¿Y  quién  es 
d  snperior  comnn  de  dos  autoridades  de  Índole  distinta  como  lo 
son  DO  funcionario  admini^^trativo  y  otro  de  justicia?  ¿Quién  es 
el  superior  común  á  un  juei;  de  primera  instanchi  y  un  alcalde? 
No  lo  es  el  jefe  político:  no  lo  es  tampoco  la  audiencia:  es  preet- 
so  remontarse  mas  alto  y  llegar  hasta  el  rey ,  fuente  de  toda  ju- 
risdicción y  de  donde  emana  toda  justicia.  Héaquí  por  qué,  se- 
gnn  noestra  constitución  y  según  las  máximas  de  nuestro  dere- 
cho, corresponde  al  rey  dirimir  las  competencias  que  se  susci- 
tMi  entre  las  autoridades  administrativas  y  los  tribunales  ordi- 
narios y  especiales. 

Art.  2.^  a  En  las  cuestiones  de  atribución  y  jurís^ 
dicción  qac  se  originen  entre  estas  aatoridades,  solo  los 
jefes  políticos  podrán  promover  contienda  de  competen- 
cia. Únicamente  la  suscitarán  para  reclamar  los  negocios 
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coyo  oonocimiento  corresponda ,  ea  virtud  de  disposición 
expresa,  á  los  mismos  jefes  poUiicos,  alas  autoridades 
qne  de  ellos  dependan  en  sus  respectivas  provincias  6.  i 
la  administración  civil  en  general ,  consiguiente  á  lo  de- 
terminado en  el  art.  9/  de  la  ley  de  2  de  abril  de  1845. 

Las  partes  interesadas  podrán  deducir  ante  la  auto- 
ridad administrativa  las  declinatorias  que  creyeren  'con- 
venientes, o 

Los  fundamentos  de  esta  disposición  los  hemos  manifestado 
al  prineiplo  de  este  artfcolo.  La  novedatl  Iniportante  que  por  él 
se  introduce  en  nuestro  derecho ,  consiste  en  atribuir  exelosiva- 
mente  á  los  Jefes  políticos  la  facultad  de  promover  competencias. 
Así  lo  exijen  los  buenos  principios  administrativos  y  la  buena 
gestión  de  los  Intereses  públicos. 

La  adminlstracioQ  se  compone  de  dos  partes,  la  deliberación 
y  la  acción.  Para  la  primera  están  los  cuerpos  consultivos  des* 
de  los  ayuntamientos  hasta  el  consejo  real :  para  la  segunda  es« 
tan  los  jefes  de  la  administi  ación  y  los  funcionarlos  subat* 
tornos  de  ella.  La  acción  para  ser  eficaz  es'  preciso  que  sea  >'á« 
pida  y  enérgica ,  y  sabido  es  que  no  puede  tener  ninguna  de 
estas  circunstancias ,  sino  coando  parte  de  la  voluntad  de  una 
sola  persona  autorizada  competentemente  y  responsable.  La 
acción  administrativa  se  reduce  en  súina  á  la  ejecución  de 
actos  administrativos:  luego  para  la  ejecución  de  todos  los 
actoi  de  esta  especie  no  debe  haber  mas  que  una  so*a  perso- 
na encargada  de  ella  exclusivamente  9  porque  de  otro  modo  la 
acción  admnlstrativa  sería  lenta,  embarazosa  é  insoílciente  en 
mochas  ocasiones  para  proteger  ios  intereses  públicos  puestos  á  su 
cuidado.  ¿Qué  sería  de  un  pueblo  si  al  aparecer  en  los  campos 
la  langosta ,  no  pudiese  la  autoridad  administrativa  acudir  á  re- 
mediar este  mal  en  su  origen  por  tener  qne  ponerse  de  acuerdo 
con  otro  funcionario  de  la  administraciqp  ?  Que  la  plaga  se  pro- 
pagaría ,  y  cuando  la  acción  de  la  autoridad  se  dejase  sentir  ya 
no  sería  tiempo  de  remediarla. 

Ahora  bie0|  la  provocación  de  una  competencia  entre  la  au« 
toridad  judicial  y  la  admíoi&tratlva  ¿qué  especie  de  acto  es?  Í>o 
seguro  no  corresponde  la  deliberación ,  e.^  pues,- un  acto  emi* 
n^ntemente  adiuiniatrativo.  En  ejTecto,  la  jprqypcai^iQn.  de  upa 
competencia  entre  la  autoridad  Judlciaí  y  la  administrativa»  slg* 
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Diflca,  qae  halláDdose  en  pugna  por  noa  parte  el  interés  P^U* 
co,  y  por  otra  el  interés  privado  y  y  pretendiendo  á  la  vez  díri» 
mir  la  contienda  los  jef(*s  de  la  administración  y  los  fuqciOr 
tarios  de  la  justicia  ordina'ia,  dicen  aqufllos  ó  estos  que  se 
EQsp^ndan  todos  los  procedimientos  míeDtrns  decide  la  autop- 
dad  conr.p^tente  si  es  cierto  q  le  el  interés  |  úb'ico  tiene  parte  (sp 
este  litigio.   Y   suspender  los  procedimientos  adnrjui&tra^ivps» 
mandar  que  dejase  de  llevarse  á  efc^cto  una  providencia  de  la  miiir 
mi clase,  por  ejemplo,  ordenar  a  un  ayuntamiento  que  nq  in- 
tente disfrutar  los  pastos  que  en  su  concepto  le  correspopo^en  j 
que  OD  vecino  le  usurpa,  ¿es  mas  que  un  acto  puro  y  slmi^le  de 
administración?  Ybiéudelo,  ¿dtbe  ser  su  ejecución  obra  de  mp- 
cbos  6  de  uno  solo?  Según  los  principios  anteriormente  estable- 
cidos, es  claro  que  si  esta  ejecución  ha  de  ser  tan  pronta  y  €nér* 
gicñ  como  para  su  eficacia  necesita ,  no  puede  menos  de  corres- 
ponder á  uno  solo. 

¿Pero  á  quién  se  debe  dar  la  preferencia  para  confiarle  la 
ejecución  de  estos  actos,  á  la  autoridad  ju  iicial  ó  á  la  admlola- 
tiativa?  La  respuesta  n»  puede  ser  dudosa.  La  ejecución  de  Ips 
actos  administ'atíx  os  no  puede  corresponder  por  su  naturalepi 
sino  á  la  misma  administración.  Por  otra  parte  ¿quién  será  |i|e- 
Jor  Juez  para  decidir  si  el  interés  público  consie;ite  que  tales  pro- 
ceiimientos  administrativos  se  suspendan ,  que  es  á  lo  queejqQl- 
vale  según. dijimos  la  provocación  de  la  competencia,  el  Juez, 
que  ni  por  obligación  ni  por  habito  puede  tomar  en  cuenta  cm 
sus  dtcisioces  las  exigencias  del  interés  público»  ó  el  fupclooa- 
río  de  la  administración  que  dtbe  fundar  en  este  interés  la  no^- 
ma  de  su  conducta  ?  ¿Qjién  apreciará  mejor  la  posibilidad  ..da 
suspender  una  obra  pública,  ó  de  no  llevar  á  efecto  una  fnedida 
de  la  admioistracion ,  el  juez  que  tai  vez  no  tiene  noticia  de  fa 
obra  ó  de  la  medida  administrativa,  ó  el  funciondrio  que  tal 
vez  ha  dictado  ésta,  ó  de  cuya  orden  ó  bajo  cuya  inspección  pp 
esta  construyendo  aquella?  Luego  según  los  buenos  principie^ 
administrativos,  no  debe  hiber  mas  que  una  sola  autoridad  á 
guien  competa  elevar  contiendas  de  Juri^dicclon  y  atribución^ 
ientre  los  funcionarios  de  la  administración  y  los  de  lajjusticia 
ordinal ia;  y  según  también  los  mismosptincipiosy  loquedemai;; 
da  la  conveniencia  pública,  esta  autoridad  no  deba  ser  la  jadldal 
^loo  la  admioistrativa. 
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Paro  no  á  toda  aatoridad  «iroiobtratlTa  se  le  concede,  esta 
facultad «  sIdo  á  aquellas  que  directamente  se  pueden  entender 
con  el  gobierno,  y  que  por  su  posición  elevada  y  por  la  mayor 
garantía  de  suílciencía  y  de  rectitud  que  ofrecen  se  les  puede 
C0i)íiar  la  ejecución  del  acto  administrativo  que  supone  la  provo- 
cae  00  de  una  competencia.  NI  los  alcaldes  ,  ni  los  consejos  pro- 
Tiieia'es,  ni  ninguna  otra  autoiidad  administrativa  fuera  del  je- 
fe poUtlco  tienen  semejante  facuftad.  Si  el  conflicto  ocurre  entre 
dos  autoridades,  subalterna  una  del  Jefe  político,  debe  acudir  á 
ese,  el  cual  si  lo  estima  necesario  eleva  la  compirtencia  al  go- 
bierno. ¿Pero  cuáles  son  las  autoridades  administrativas  en  las 
provi.ieias  que  deben  acudir  al  jtfe  político  en  el  caso  en  cues- 
tión? Los  alcaldes  y  los  consejos  provinciales.  ¿Y  se  puede  in- 
ferir del  artículo  que  comentamos,  que  los  intendentes  están  su* 
jetos  también  á  la  misma  obligación?  Nuestra  viciosa  organización 
administrativa  en  la  parte  que  conserva  á  aquellos  funcionarios 
como  en  el  régimen  antiguo,  puede  resistir  esta  Interpretación.  El 
intendente  es  una  autoridad  que  no  depende  para  nada  del  Je- 
fe político,  que  se  entiende  directamente  con  el  gobierno  en  to- 
do k)  concerniente  á  su  ramo ,  y  que  ejerce  al  mismo  tiempo  ju- 
risdicción administrativa,  ¿cómo  ha  de  acudir  al  jefa  político 
caando  crea  deber  sostener  su  jurisdicción  para  que  éste  decida 
si  conviene  ó  no  provocar  la  competencia  ?  No  hay  en  efecto  con- 
secuencia' entre  hacer  Independiente  al  Intendente  del  jefe  polí- 
tico, y  obligarle  despnes  á  acudir  á  este  funcionario  cuando  quie- 
re  sostener  su  Jurisdicción  contra  las  invasiones  de  la  autoridad 
Judicial.  ¿Pero  qué  orden  ó  sistema  administretivo  es  posible 
mientras  subsista  dividida  la  alta  dirección  administrativa  de 
las  provincias  entre  los  Intendentes  y  los  Jefes  políticos?  La  uni- 
dad de  acción ,  que  tan  indispensable  es  en  toda  administración 
bien  o  ginizada,  no  podrá  conseguirse  mientras  subsista  aque- 
lla anomalía;  y  la  consecuencia  de  esto  es  que  en  algunas  oca- 
siones no  se  atiende  el  servicio  administrativo  con  la  prontitud 
necesaria  para  su  buen  desempeño. 

Pero  el  decreto  de  4  de  junio  dicen  algunos  ha  debido  que- 
rer que  también  acudan  los  intendentes  al  jefe  político  cuando 
les  ocurra  sostener  sus  atribuciones  y  juri:  dicción,  cuando  dice 
en  el  artículo  de  que  ahora  tratamos,  que  este  funcionario  sus- 
citará competencia  « para  reclamar  los  negocios  cuyo  conocí- 
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miento  corresponde ¿la  administradon  civil  en  general,  coa- 

siguiente  á  lo  determinado  en  el  artículo  9."  de  la  ley  de-  3  de 
abril  de  1815.»  A^(  debia  ser  en  efecto:  siempre  que  se  tratara 
de  negocios  cuyo  conocimiento  correspondiera  d  ia  administración 
d?il  en  general ,  y  cualquiera  de  sus  ramos  Jo  mismo  en  el  de 
rentas  que  en  el  de  policía,  nadie  sino  el  jefe  político  debía  pro* 
rocar  la  contienda  ante  ei  gobierno.  Esto  mismo  dirían  las  pa* 
labras  del  artículo  que  acabamos  de  citar,  si  no  fuese  por  su 
última  fi  ase  que  limita  coniiiderablemente  el  sentido  de  las  ante* 
fiares.  Los  jefes  políticos  deben  reclamar  el  conocimiento  de  los 
aegoclos  que  correspondan  á  la  administración  civil  en  general, 
pero  no  en  todos  los  ramos  de  ella ,  sino  en  lo  « consiguiente  al 
aiUealo  9.^  de  ia  ley  de  2  de  abril  de  1845.»  Esta  ley  es  la  orgá- 
aiea;  de  atribuciones  de  los  consejos  provinciales,  y  su  ártica- 
¡09,*  dice  así:  «  Entenderán  por  último  los  consejos  provincia- 
fes  en  todo  lo  contencioso  de  los  diferentes  ramos  de  la  adminis- 
tración civil  para  los  cuales  no  establezcan  las  leyes  juzgados  es- 
peciales y  en  todo  aquello  á  que  en  lo  sucesivo  se  extienda  la  ja- 
risdiccioo  de  estas  corporaciones. » Luego  si  los  jefes  políticos  no 
han  de  entablar  competencias  sino  para  reclamar  ei  conocimiento 
de  los  negocios  que  correspondan  á  la  administración  civil  en  ge- 
neral conforme  al  citado  artículo,  es  claro  que  los  negocios  cuyo 
conocimiento  pueden  reclamar,  son  lo4  coi.tencioso-administrati- 
vos  para  los  cuales  no  se  bayan  establecido  juzgados  especiales.  Es 
así  que  los  negocios  de  rentas  y  contribuciones  tienen  su  juzgado 
especial  en  la  intendencia;  luego  las  competeucias  que  ocurran 
sobre  ella  y  los  tribunali's  ordinarios,  no  cor  responde  provocarlas 
al  jefe  poUtico.  Los  buenos  principios  admini^trí^livos  dicen  sega- 
rameóte  otra  cosa ;  pero  la  ley  ¿  cuyo  texto  debemos  atenernos, 
no  paede  en  nuestro  concepto  ofrecer  lugar  á  dudas.  Resulta  de 
aqaí,  el  grave  mal  de  dividirse   la  acción  administrativa  en 
cuanto  á  la  provocación  de  las  contiendas  de  jurisdicción  y  atri- 
bociooes  cuyas  consecuencias  hemos  manifestado  anteriormente, 
pero  este  es  defecto  de  nuestra  organización  administrativa,  y  no 
del  decreti)  que  analizamos.  A^í  que  desaparezcan  los  intenden- 
tes, y  reuban  los  jefes  políticos  con  los  consejos  provinciales  el 
conocimiento  de  todos  los  negocios  contenciosos  sobre  recauda- 
ción de  rentas  y  contribuciones,  dejará  de  haber  para  ellos  juz- 
gados especiales;  por  consiguiente  según  el  tenor.del  artículo  3.o 

T#iio  n.  • 
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<et  decreto  de  4  de  Jonto,  y  del  artículo  0.«  de  la  ley  de  S  de  abril 
de  1845»  corespotiderá  á  los  miMnofi  Jf  fes  po'ít'cos  suscitar  todas 
las  competencias  que  se  originen  sobre  uegocios  eo  que  se  halle 
interesada  la  hacienda  pública. 

Pero  esta  facultad  exclusiva  de  los  jefes  políticos  tiene  gran- 
des  limitaciones,  que  proceden  unas  de  la  especie  j  cate^oiíade 
las  autoridades  entre  quieues  ocurre  el  conflicto  :  otr^s  de  la  na- 
turaiezadel  litigio  en  que  se  ocasiona :  otras  del  estado  en  que 
este  mismo  liiipio  se  halla  al  promoverse. la  competencia,  y  otras 
por  áltimo  de  la  filta  de  cumplimiento  de  cieitas  formalidades. 
Pero  examinemos  por  paites  cada  uno  de  e.^tos  puntos. 

SegUD  el  attículo  3.^  que  vamos  explicando,  los  Jefes  políti- 
cos DO  poedeo  suscitar  competencias  sino  para  reclamar  los  ne- 
gocios cuyo  conocimiento  corresponde  á  los  roi>mos  Jefes»  á  las 
autoridades  que  dependen  de  ellos  en  sus  respectivas  provincias, 
y  á  la  adminiíttracion  civil  en  general  con  arreglo  al  art.  9.^  de 
la  ley  de  3  de  abril  de  1845.  É^te  artículo  dice,  según  hemos 
visto  antes,  que  los  consejos  provinciales  deben  conocer  de  lo 
contencioso  de  ti>dos  los  ramos  de  la  administración,  para  los 
cuales  no  hiya  Juzgado5  especiales.  De  modo  que  los  Jifts  polí- 
ticos DO  deben  provocar  competencias  sino  en  asuntos  en  que 
deban  conocer  ellos,  los  alcaldes,  como  funcionarios  administia- 
Uves  y  los  consejos  provinciales.  Los  que  se  formen  entre  estas 
autoridades  y  las  Judiciales,  son  las  que  pueden  provocar  los  Je* 
fes  políticos. 

Pero  no  basta  que  estos  funcionarios  crean  que  los  negocios 
en  que  tratan  de  promover  contienda  de  Jurisdicción,  son  de  so 
eompetencla  ó  de  la  de  las  autoridades  antes  citadas:  es  necesa- 
rio además  que  esto  conste  por  disposición  expresa.  Así  se  ha 
establecido  »íd  duda  para  evitar  los  abusos  que  pudieran  come- 
ter los  mismos  Jefes  políticos  celosos  en  demasía  alguna  %ez  de 
su  Jurisdicción.  Así  lo  dice  terminantemente  la  exposición  que 
precede  al  decreto  que  examinamos  en  las  siguientes  palabras: 
#pero  imponiéndoles  (i  los  Jefes  po'iticos)  la  condición  para  que 

« 

DO  abucen  de  tan  impjrtante  deecho  (el  de  promover  contien- 
das de  Jurisdicción)  de  proceder  siempre  en  virtud  de  disposición 
expresa,  y  de  citarla  en  los  oficios  ó  exortos  en  que  reclamen 
la  inhibición.» 

No  se  nos  ocultan  laa  diflcollades  que  puede  ofrecer  en  íá 


1 


MMBLáM  PA£A  BiamiR  LAB  COMFETSIIGIAS  BB  lUlUDIGCION,  4S 

práctica  esta  condicioD.  Hay  por  ejemplo  ana  múltitad  de  negó* 
cios  cuyo  coQocimiento  corresponde  á  los  consejos  provlociales, 
no  por  disposicioQ  expresa ,  pero  sí  por  la  recta  interpretación 
de  la  ley.  ¿Qué  se  deberá  liacer  en  este  caso?  ¿Provocará  única- 
mente la  competencia  el  Jefj  político?  ¿  Podrá  provocarla  tam- 
bién el  rmcionario  dojusticia?  La  cuestión  está  en  decidir  loque 
sigoínca  «disposición  expresa.»  Unos  entenderán  que  no  pnedé 
corresponder  á  ana  antofidad  el  conocimiento  de  un  negocio 
sino  cuando  la  ley  diga  que  todos  los  de  su  especie  corresponden 
i  tal  autoridad.  Tomando  otros  en  mis  lato  sentido  aquellas  pa- 
labras,  dirán  que  siempre  que  por  interpretación  puede  consi- 
derarse comprendido  un  caso  en  el  texto  terminante  de  la  ley, 
luy«dispo>lcion  expresa  respecto  á  él.»  Nuestro  parecer  entre  es- 
^aj  dos  opiniones,  se  inclina  roas  á  la  primera  que  á  la  segunda^ 
pero  sin  aceptar  tampoco  aquella  en  toda  su  extensión.  Creemos 
quedan  negocio  corresponde  á  la  Jurisdicción  de  tal  autoridad, 
DO  solamente  cuando  la  ley  menciona  por  su  nombre  la  especie 
á  qae  dicho  negocio  corresponde,  sino  cuando  por  interpretación 
clara  y  directa  de  la  misma  ley,  no  puede  menos  que  lufetírse 
que  el  texto  de  ella  ha  aludido  ni  negocio  de  que  se  trata.  Cree- 
mos en  suma,  que  cuando  se  habla  de  disposición  expresa,  no 
debe  admitirse  la  interpretación  legal  en  toda  su  latitud,  pero  sí 
en  todo  aquello  que  se  necesite  para  que  la  disposición  de  la  ley 
no  resalte  absurda  ó  contradictoria  por  atenerse  rigorosamente 
al  sentido  literal  de  lan  palabras.  Un  ejemplo  pondrá  mas  en  cla- 
ro esta  doctrina.  Dice  la  ley  de  2  de  abril  de  IS45  en  «u  art.  8.% 
5.  S.**,  que  corresponde  á  los  concejos  provinciales  el  conocimien- 
to de  los  asuntos  coatenciososque  se  originan  sf)bre  el  curso,  nave- 
gación y  flote  de  los  ríos  y  canales,  y  obras  hechas  en  sus  cauces  j 
márgenes.  Pues  í)¿;utémonos  que  se  promueve  un  htigio  acerca  aé 
la  demolición  de  una  obra  ejecutada  en  la  margen  de  an  arroyado, 
qoe  DO  es  rio  ni  canal:  la  aatorida  I  judicial  empieza  á  entenier  en 
cae  negocio,  y  el  Jefe  político  reclama  ai  mismo  tiempo  su  co- 
nocimiento. ¿Se  dirá  que  e^te  funcionario  no  puede  elevar  la 
competencia  exclusivamente,  porque  la  ley  no  dice  que  corres- 
ponde también  al  consejo  provincial  el  conocimiento  de  los  asun- 
tos contenciosos  qoe  se  promuebao  sobre  las  obras  que  se  cons* 
tmyan  en  las  márgenes  de  los  arroyoelos?  Esto  haria  absurdo 
•1  texto  de  la  ley,  y  por  consigaieote  debe  considerarle  ¿oáio 
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de  disposlcio  ü  expresa  el  que  los  consejos  proviociales  entiendan 
en  esta  ciase  de  lítÍL;ios.  Hé  aquí  ahora  otro  caso  cuya  solución 
no  es  ta*i  obvia.  Un  propietario  es  arrojado  de  su  fluca  por  un 
detentidor,  y  acude  al  juez  de  primera  Instancia,  interponien- 
do el  iaterdícto  posesorio  que  le  corresponde:  pero  al  mismo 
tiempo  reclama  el  Jefe  político  el  conocimiento  de  este  negocio, 
fundado  en  el  art.  4.0,  §•  s.**  de  la  ley  de  2  abril  para  el  go- 
bierno de  las  provincias  que  dice  corresponde  á  los  jefes  po- 
líticos protejer  las  personas  y  las  propiedades.  Pero  de  aquí  no 
se  deduce  del  mismo  moJo  que  en  el  caso  anterior,  que  los  Jue- 
ces ordinarios  no  deben  conocer  ya  de  los  interdictos  posesorios, 
y  por  consigi)iente,  si  por  un  caso  de  esta  especie  se  promovie- 
ra contienda,  no  sería  exclusivamente  el  J(fe  político  quien  po- 
dría provocarla.  Sabemos  bien  que,  á  pesar  de  estas  explicacio- 
nes, la  inteligencia  del  artículo  que  examinamos  ha  de  ofrecer 
dudas  y  de  dar  motivo  á  conflictos  entre  las  autoridades,  ¿pero 
qué  sucedería  si  quedasen  auti)rizados  los  jefes  políticos  para  pro- 
mover toda  clase  de  competencias?  Si  los  tiibunales  suelen  ser 
celosos  de  su  autoridad,  no  suelen  serlo  menos  de  la  suya  los 
funcionarios  do  la  administración;  y  para  no  dar  en  un  escollo 
por  huir  de  otro,  para  no  ocasionar  las  invasiones  de  la  autori- 
dad administrativa  en  la  judicial,  por  impedir  las  de  la  autori- 
dad Judicial  en  la  administrativa,  «era  indispensable  que  ambas 
tuvieran  cortapisas  y  limitaciones.  Las  diflcultades  de  la  prácti- 
ca se  vencerán  sin  duda  con  el  tiempo  y  con  la  experiencia. 

Sirve  también  de  garantía  á  las  partes  interesadas  contra  los 
abusos  que  pudieran  cometer  las  autoridades  administrativas,  su 
dereoho  á  deducir  ante  las  mismas,  las  declinatorias  de  Jurisdic- 
ción que  crean  convenientes,  y  á  elevar  al  gobierno  supre> 
mo  recursos  de  queja  contra  ellas ,  segan  veremos  despuen. 
Así  és  que  por  una  parte  las  reclamaciones  de  los  particulares 
pueden  hacer  conocer  á  las  autoridades  administrativas  la  nin- 
guna razón  que  les  asiste  para  entrometerse  en  asuntos  que  cor- 
responden á  Sa  autoridad  judicial,  y  por  otra  servirá  de  freno  á 
aquellas  mismas  autoridades  el  temor  de  la  queja  que  pueden 
llevar  al  gobierno  los  interesados. 

Art.  S.""  Los  jefes  poUlícos  no  podrán  suscitar  con- 
tienda de  coDopetencia : 

Primero.     En  Ips  juicios  criminalM  t  i  no  ser  que 
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el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado  por  la 
ley  á  los  funcionarios  de  la  administración ,  ó  cuando 
en  virtud  de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  auto- 
ridad administrativa  alguna  cuestión  previa,  de  la  cual 
dependa  el  fallo  que  los  tribunales  ordinarios  ó  espe- 
ciales hayan  de  pronunciar. 

Segundo.  En  los  pleitos  de  comercio  durante  la  pri- 
mera instancia ,  y  en  los  juicios  que  se  sigan  ante  los 
alcaldes  como  jueces  de  paz. 

Tercero.  En  los  pleitos  fenecidos  por  sentencia  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Cuarto.  Por  no  haber  precedido  la  autorización  cor- 
respondiente para  perseguir  en  juicio  á  los  empleados 
en  concepto  de  tales. 

Quinto.  Por  falta  de  la  que  deben  conceder  los  mis- 
mos jefes  políticos  cuandQ  se  trate  de  pleitos  en  que  liti- 
guen  los  pueblos  ó  establecimientos  públicos. 

Sin  embargo,  en  los  dos  casos  precedentes  quedará 
expedito  á  los  interesados  el  recurso  de  nulidad  á  que 
paeda  dar  margen  la  omisión  de  dichas  formalidades. 

Hemos  dicho  que  otra  de  las  cansas  que  limitaban  la  facul- 
tad del  Jefe  político  para  promover  competencias,  era  la  natu- 
raleza del  proceso  que  daba  lugar  á  ella.  Asi  es  que  por  regla 
^neral  en  las  causas  crlmioalas,  no  es  lícito  á  aquellos  fuocio- 
narlos  sascitar  contieodas  de  jurisdicción  y  atribuciones,  para 
que  como  dice  la  exposición  que  precede  al  decreto  que  anaíl- 
samos  «  Dose  demore  el  castigo  de  los  delitos.»  Si  se  admitieran 
semejantes  competencias  en  los  procesos  criminales «  no  solamen- 
te quedaría  expuesta  la  sociedad  á  no  ver  castigados  los  delitos 
qoe  la  ofenden  eon  la  prontitud  necesaria  para  su  seguridad  y  para 
que  las  penas  sean  eficaces,  sino  qoe  hasta  el  inocente  que  tuvie- 
ra la  desgracia  de  verse  envuelto  alguna  vez  en  un  proceso  de 
aquella  clase ,  tardaría  mucho  en  Justificar  su  inocencia,  j  po- 
dría ser  víctima  de  injustas  delaciones  sin  medio  alguno  de  im- 
pedirfas  ó  remediarlas. 

Hay  iHn  embargo  procesos  criminales  en  que  sería  absurdo  y 
poco  conveniente  prohibir  é  los  jefes  políticos  qoe  provocasen 
aompeteaclas ,  como  to  son  aquellos  el»  qoe  se  trata  de  nn  delito 
eoyo  castigo  eorresponde  imponer  á  la  autoridad  administrativa. 


46  BL  DnUECHO  XODUIIO* 

j  los  c|ueDo  paedeo  Incoarle  sin  qoe  la  niisma  autoridad  ded^a 
alguna  cüestioo  previa,  de  la  cual  depende  el  fallo  qoe  hayan 
de  dictar  los  tribunales.  A<ií  que,  si  un  jefe  político  forma  expé* 
diente  contra  alguno  de  sus  suboidinados  por  dt'sacato  cometido 
contra  la  religión,  la  moral  ó  la  decencia  pública,  ó  por  cuaN 
quier  falta  de  obediencia!  y  respt>to  á  su  autoridai,  si  un  Juez 
ordinario  pretende  mezclarse  en  este  negocio,  puede  el  jefe  po« 
lítico  promover  la  competencia,  porque  se  tr{)ta  de  un  delito 
cuyo  castigo  corresponde,  según  la  ley  de  2  de  abril  de  18Í5 
para  el  gobierno  de  las  provincias,  á  la  nutoridhd  adminlstrati- 
va.  Si  por  el  contrario,  el  proceso  se  hubiese  formado  por  un  de- 
lito, cuyo  castigo  no  perteneciere  á  dicha  autoridad  según  ley  ter^- 
ml'nante,  ya  no  será  lícito  promover  la  contienda.  El  motivo  de  'a 
diferencia  es  obvio.  Los  delitos  cuyo  castigo  corresponde  según 
la  ley  á.  la  autoridad  administrativa ,  son  loá^ys  leves,  y  por  con- 
siguiente la  tardanza  de  la  absolución  ó  de  la  pena,  nt  traeá  la 
sociedad  males  de  considerpcion,  ni  al  individuo  proce^ado  gra- 
ves padecimientos.  No  así  los  delitos  cuyo  castiga  corresponde  á 
lói  Jueces  ordinarios,  que  siendo  graves  por  lu  común  ,  no  pue* 
de  menos  de  producir  consecuencias  deplo.ables  la  dilación  del 
procedo  que  se  farmí  sobre  ellos. 

Hállanse  en  el  mismo  caso  las  cau«as  criminales  que  no  pue- 
den Incoarse  sin  que  la  auto  idad  administrativa  dedda  alguna 
eoestion  previa  que  deba  influir  en  el  filio,  porque  de  otro  mo- 
do se  daría  lugar  á  las  invasiones  de  los  tribunales  ordinarios  en 
el  orden  administrativo.  Estas  cuestiones  p  évias  de  que  habla 
elattfcolo  que  vamos  explicando»  son  por  lo  común  aquellos  li* 
llgtos  administrativos  de  cuya  decisión  puede  resultar  culpable 
é  Inocente  alguna  persona ,  que  después  deba  ó  no  ser  procesa- 
da por  los  tribunales  ordinarios.  Por  ejemplo,  dos  ayuntamien- 
tos tienen  entre  sí  una  cuestión  de  límites,  sosteniendo  uno  que 
han  sido  alterados  los  de  su  territorio,  y  otro  que  uo  bao  sufil* 
do  ninguna  mudanza :  al  mismo  tiempo  es  acabado  un  vecioo 
de  haber  alterado  ciertos  límites  de  dicho  pueblo,  con  objeto  de 
usurpar  una  parte  de  sus  tierras  a  un  propietario  co-iindanCe. 
De  la  primera  cuestión,  conoce  el  consejo  provincial:  de  la  se- 
gunda ,  ei  Juez  ordinal  lo;  pero  como  mientras  no  se  decida ,  si 
activamente  ha  habido  la  variación  de  limites ,  no  se  pue4a 
Habar  si  el  vecino  acnsado  intentó  ea  efaeto  oinrpar  terreno  al 
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Otro  propietario  9  do  se  ^ebe  fttilar  el  proceso  crímioat»  fH  jeSi 
político  puede  suscitar  la  conipeUncia.  Pudiéramos  citar  otro4 
varios  ej»*mplos  como  este,  de^fiicidos  todos  de  esta  regia  gene- 
raí:  coaLdo  la  administración  deba  decidir  alguna  cuestión  pré* 
via,  qae  influya  en  la  providencia  que  deban  dictar  en  las  eau- 
sas  criminales  los  jueces  ordinarios,  puede  provocar  el  jefe  po- 
lítico la  competencia. 

Tampoco  es  lícito  á  este  funcionario  e*evar  el  mismo  recurso 
eo  los  pleitos  de  comercio  dorante  la  primera  instancia ,  pero  ai 
durante  la  segunda  que  se  sigue  en  las  au  llénelas.  La  razón  de 
esta  diferencia  consiste  en  que  no  Cbtando  representado  eo  loi 
tribunales  de  comercio  el  mini>terio  fiscal ,  no  hay  quien  coa 
arregfo  al  artículo  5.»  del  decreto  de  que  tratamos»  interponga 
de  ofteio  la  declinatoria  ante  el  mismo  tribunal,  ó  lo  avise  al  je» 
tt político  encaso  de  ser  denegada  aquella.  No  sucede  así  en 
bs  segundas  instancias  de  los  pie  tos  de  comercio ,  porqoe  cono- 
eiVndo  de  eílas  la  audiencia  del  territorio,  el  fiscal  de  la  ml>ma 
poeJe  proponer  la  declinatoria  en  cue  tion ,  y  hacer  to  lo  lo  que 
se  dispoQe  en  dictio  artículo  S.*^  Por  lo  tanto,  durante  Ij  primera 
instancia  de  estos  pleitos.  sñ\\o  los  reours'^s  que  pueden  interpo- 
ner las  paites,  no  debe  p  avocar  conpet^ncias  la  adminlstra- 
cíoD ,  pero  en  la  segunda  instancia  puede  eimendarse  cualquier 
i.  re«nilaridad  que  en  la  primera  haya  podido  cometerse. 

Por  razones  di^^tintas  no  deben  tampoco  los  jefes  potiticoa 
suscitar  contiendas  de  jurisdicción  y  atiibuciones  en  los  juicios 
que  se  sigan  ante  los  alcaldes  como  jueces  de  piz,  esto  t»,  en 
los  juicios  verbaie:).  Enten  lemos  que  e^ta  limitación  es  asimismo 
aplicable  á  ios  juicios  verbales  que  se  tengan  ante  los  joecea  de 
p  Imera  instancia  también  como  jueces  de  paz.  El  motivo  de  es» 
ta  excepción,  s*$gun  div'e  la  exposición  que  p'^ecede  al  decneto 
que  analizimos ,  es  el  corto  valor  del  objeto  que  se  litiga,  y  co- 
mo este  vabr  suele  no  va  lar  porque  sea  el  alcalde  ó  el  juez  jke 
primera  instancia  qu^en  entienda  en  el  negocio,  parece  no  debe 
haber  diferencia  en  cuanto  á  la  prohibición  de  elevar  recursos 
de  conupetencia.  Por  lo  tant  j  no  es  lícito  suscitar  c^tos  recursos 
en  lo^  juicios  verbales  que  se  celebre  i  ante  loi  alcaldes  como 
Jiifecesde  paz  y  ante  los  jueces  de  primera  iristancia. 

Por  razón  del  estado  del  litigio  no  pueden  los  jefes  político^ 
soidtar  oompetencias  en  los  pleitos  fenecidos  por  sentencia  pa* 


4é  til  DimiCHO  MODBMO. 

sada  eü  autoridad  de  cosa  Juzgada.  Así  es ,  qae  aunque  un  Juex 
ordinario  haya  conocido  incom pacientemente  de  algún  asunto  cor* 
respondiente  á  la  administración ,  su  sentencia  es  Arme  y  vale  - 
dera,  y  ni  aun  para  obtener  una  declaración  general  que  sirve 
de  norma  para  otros  casos  análogos,  se  paeüe  provocar  la  com* 
patencia.  Así  lo  exije  el  respeto  debido  á  la  verdad  legal. 

La  última  causa  que  enunciamos  como  límite  de  la  autori- 
dad del  Jefe  político  para  prom,over  contiendas  de  Jurisdicción, 
era  haber  faltado  alguno  de  ios  requisitos  que  según  la  ley  de- 
ben preceder  á  ciertos  litigios.  E>tos  requisitos  los  expresa  la 
misma  ley  en  el  artículo  del  decreto  de  que  tratamos ,  y  son: 
1.0  la  autorización  que  deben  conceder  los  Jefes  políticos,  cuan- 
do se  trate  de  pleitos  en  que  litiguen  los  pueblos  ó  estableci- 
mientos públicos  con  arreglo  aj  art.  74,  $.  10,  de  la  ley  de  ayun- 
tamientos: 2.<*  la  autorización  que  también  se  necesita  para  pro- 
ceder judicialmente  contra  los  empleados  públicos,  en  concepto 
de  tales.  Los  ayuntamientos  y  establecimientos  públicos,  no  pue- 
den litigar  sin  autorización  del  Jefe  político ;  por  lo  tanto,  cuan- 
do lo  hicieren  sin  esta  circunstancia,  no  Iny  oeccíidad  de  que 
aquel  funcionario  eleve  coinpetencia  al  gobierno,  pues  es  nulo 
ipsojureendinio  se  hiciere.  Los  empleados  y  corporaciones  dé* 
pendientes  de  la  autoridad  administrativa,  no  pueden  ser  pro- 
cesados por  hechos  relativos  al  ejercicio  de  sus  fundones,  sin 
autorización  del  Jefe  político:  si  contra  esti  disposición  termi- 
nante fueren  encausados,  serán  nulos  los  proces<is  que  contra  ellos 
seftigan.  Luezo  en  uno  y  otro  caso  hay  otro  recurso  mas  pronto 
y  adecuado,  para  que  qoeien  á  salvo  los  intereses  de  la  admi- 
nistración que  el  de  la  competencia  ,  á  saber:  el  recurso  de  nuli- 
dad. Por  su  medio,  sin  suscitar  conflictos  de  Jurisdicción,  se  con- 
sigue detener  el  curso  de  tas  actuaciones  ile,i;aieSy  y  por  lo  tanto, 
serla  una  redundancia  inúlil  y  embarazosa  el  autorizar  en  este 
caso  la  competencia. 

Art.  4.^  Asi  los  jueces  v  tribunales ,  oido  el  minis- 
terio fiscal ,  ó  á  excitación  de  esle ,  como  los  jefes  po- 
líticos ,  oidos  los  consejos  provinciales,  se  declararán 
incompcieuies,  aunque  no  intervenga  reclamación  de 
autoridad  extraña ,  siempre  que  se  someta  á  su  decisión 
algún  negocio  cuyo  conocimiento  no  les  pertenezca* 

Sabidos  ya  los  casos  en  que  los  Jefes  polftieos  poeden  ó  no 
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provocar  competencias,  debemos  exponer  y  examinar  las  re- 
0as  para  sustanciarlas. 

Cnando  se  somete  á  un  juez  ordinario  ó  á  una  autoridad  ad- 
ministrativa el  conocimiento  de  un  negocio  que  no  le  corres* 
ponde  ,  ó  el  mismo  Juez  ó  autoridad  advierte  que  dicho  negocio 
no  es  de  sn  competencia,  ó  lo  advierte  el  ministerio  fiscal,  ó  la^- 
autoridad  á  quien  legítimamente  corresponde  el  conocimiento, 
ó  la  parte  á  quien  indebidamente  se  le  pretende  sujetar  á  una  ju- 
risdicción que  no  es  la  suya.  Si  la  demanda  se  propone  ante  un 
jaez  ó  tribunal  ordinario  que  advierte  que  no  le  corresponde  co  - 
nocer  de  ella,  debe  oir  el  dictamen  del  ministerio  fiscal,  é  in- 
bibirse  en  segoida  declarándose  incompetente.  El  dictamen  fis- 
cal puede  servir  de  apoyo  á  la  opinión  del  juez  ó  tribunal  que 
estime  no  corresponderle  el  negocio  de  que  se  trate ,  pero  aun 
sIezHfo  contrario  á  esta  opinión ,  se  puede  declarar  la  inhibición. 
ion  sin  que  el  tribunal  ó  juez  consulten  al  ministerio  fiscal>  pue- 
de este  excitarle  á  que  se  inhiba  del  conocimiento  del  negocio, 
y  sn  excitación  es  fundamento  bastante  para  que  se  promueva 
y,  si  hubiere  razón  para  ello,  se  declare  la  incompetencia.  Si  se 
propone  la  demanda  ante  un  jefe  político ,  puede  este  Inhibirse 
sin  excitación  de  nadie,  y  oyendo  meramente  al  consejo  provin- 
cial eoyo  dictamen  no  es  de  manera  alguna  obligatorio.  Los  jue- 
ces y  autoridades  administrativas  están  en  la  obligación  de  proce- 
der as(  sin  aguardar  á  ser  excitados  para  inhibirse  del  conoci- 
miento de  los  negocios  que  no  les  corresponden.  La  única  forma- 
lidad que  tienen  que  cumplir  siendo  jueces  ó  tribunales ,  es  oir  al 
ministerio  fiscal:  y  siendo  jefes  políticos  al  consejo  provincial. 

Art.  5."^  El  ministerio  fiscal,  asi  en  la  jurisdiccioa 
ordinaria  como  en  las  especiales  »  y  en  todos  los  grados 
de  cada  una  de  ellas ,  interpondrá  de  oficio  declinatoria 
ante  el  juez  ó  tribunal  respectivo ,  siempre  que  estime 
que  el  conocimiento  del  negocio  legitimo  pertenece  ¿  la 
administración.  Guando  el  juez  ó  tribunal  no  decretare 
la  inhibición  en  virtud  de  la  declinatoria,  el  ministerio 
fiscal  lo  advertirá  asi  al  jefe  político ,  pasándole  sucin- 
ta relación  de  las  actuaciones  y  copia  literal  del  pedi- 
mento de  declinatoria. 

El  articKio  anterior  decia  cómo  debe  proceder  el  juez  ó  auto- 
Toxo  II.  7 
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ridad  administratiYa^  cuando  advierten  qae  el  negocio  qne  se 
propone  ante  él  no  es  de  su  competencia:  este  artículo  dispo- 
ne lo  qae  debe  hacer  el  fiscal  cuando  es  él  el  primero  que  se 
apercibe  de  la  falta  de  Jurisdicción  del  tribunal  ó  juzgado  á  qne 
pertenece.  El  fiscal,  cualquiera  quesea,  ora  de  audiencia,  ora  de 
jQZgado,  ora  de  alguna  jurisdicción  especial,  debe  en  el  caso  di- 
cho 9  proponer  la  declinatoria  ante  la  misma  audiencia ,  juzgado 
ó  jurisdlc<*.ipn  especial,  tanto  por  ser  éste  el  camino  mas  corto 
para  llegar  á  la  solución  que  se  apetece ,  cuanto  porque  nada  es 
mas  natural  sino  que  el  representante  del  ministerio  público  ha- 
ga sus  reclamaciones  ante  la  misma  autoridad  á  cuyo  lado  se 
haUa. 

Pero  sucede  muchas  veces,  que  celoso  en  demasía  el  tribu- 
nal ó  juzgado  de  sus  propias  atribuciones,  no  accede  á  la  decli- 
natoria ¿qué  es  lo  que  debe  hacer  el  fiscal  en  este  caso?  En  él 
hay  ya  cuando  menos  motivos  para  sospechar  que  no  correspon- 
de al  tribunal  en  cuestión  el  conocimiento  del  negocio  de  que  se 
trata ,  puesto  que  el  ministerio  público  lo  ha  creído  así  propo- 
niendo la  declinatoria,  y  por  consiguiente  justo  es  que  al  menos 
sepa  la  administración  el  asunto  que  se  ventila  ante  la  autoridad 
Judicial,  para  que  examine  y  decida  si  en  efecto  procede  el  re- 
curso de  competencia.  Por  eso  dispone  el  artículo  que  vamos  ana- 
lizando, que  cuando  á  pesar  de  la  declinatoria  el  juez  ó  el  tribu- 
nal no  decrete  la  inhibición,  lo  participe  al  jefe  político  el  mi- 
nisterio fiscal,  pasándole  sucinta  relación  de  las  actuaciones,  y. 
copia  literal  del  pedimento  de  declinatoria.  Sucinta  relación  de 
las  actuaciones^  porque  basta  para  que  la  adminisjtraoiQn  se  enteH. 
re  de  los  trámites  seguidos  en  el  recurso:  y  copia  literal  del  pe- 
dimento, porque  es  indispensable  que  él  Jefe  político  conozca  to- 
das Las  razones  que  tuvo  el  ministerio  público  para  reclamar  la 
Inhibición. 

Art.  6."  El  jefe  político  que  comprendiere  pértene- 
cerle  el  conocimiento  de  un  negocio  en  que  se  halle  en- 
tendiendo un  tribunal  6  juzgado  ordinario  ó  especial, 
lo  requerirá  imediatamente  de  inhibición ,  manifestando 
las  razones  que  le  asistan ,  y  siempre  el  texto  de  la  dis- 
posición en  que  se  apoye  para  reclamar  el  negocio. 

Guando  ni  el  tribunal  ó  juzgado  ordinario  ó  especial  advíer- 
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toque  el  negocio  que  ae-sonieteá  sujorisdiccion  no  es  de  m  com- 
petencia ,  pero  sí  la  autpridad  administrativa  á  quien  corref pon-^ 
de ,  si  esta  es  el  mismo  jefe  político,  debe  oficiar  de  inhibición  á 
dicha  tfifbanal  ó  Juzgado,  citando  el  tetitto  de  la  ley,  y  exponien- 
do las  razones  en  cuya  virtad  crea  corresponderle  el  conocimien- 
to del  negocio.  SI  la  aatorídad  administrativa  qne  crea  deber 
leclamarlo  no  fuere  el  mismo  jefe  político ,  pero  sf  una  corpora* 
dott  ó  autoridad  subalterna ,  so  debe  dirigir  á  dicho  jefe,  maní- 
iBfitando  ladrazónes  que  le  asisten  para  entablar  su  pretensión. 
Si  el  Jefe  poKtieo  las  halla  convincentes  ^  hace  suyo  el  recurso  y 
oficia  en  los  términos  antes  dichos  al  tribunal  ó  juzgado  incom- 
petente, siguiendo  después  á  su  nombre  todo  el  procedimiento; 
li  juzga,  por  el  contrario ,  no  ser  fundada  la  pretensión  de  la  au- 
toridad subalterna ,  debe  desecharla  sin  que  se  pueda  dar  un  pa- 
so mas  para  obtener  la  declaración  de  incompetencia  >  salvo  los 
que  quieran  dar  por  sí  las  partes  interesadas  por  la  via  de  la  de- 
clinatoria ordinaria, 

Art.  7.^  El  tribunal  6  juzgado  requerido  de  inhi- 
bición ,  luego  que  reciba  el  exhorto ,  suspenderá  todo 
procedimiento  en  el  asunto  k  que  se  refiera  ,  mientras  no 
ae  termiine  lá  contienda  por  desistimiento  del  jefe  poli- 
tíéo  6  por  decisión  mia,  so  pena  de  nulidad  de  cuanto 
después  sé  actuare. 

La^^posie^on  del  recurso  de  incompetenciay  noa  vez  ad- 
mitido por  el  juez  ó. autoridad  ante  qolep  se-  presenta,  suspende 
la  jarisdlocíon  del  tribunal  «juzgado  6  autoridad  que  eiatá  cono- 
denda  del  negocio,  origen  dediebo  recurso.  Este  es  el  motivo 
por  qné  9»í  que  el  jue?  ó  tribunal  requerido  recibe  el  oficio  ó  ex* 
IkOf  to  que  le  requiere  de  inhibición^  debe  suspender  todas  las  ac* 
toaclpaes  referentes  al  negocio  de  que  se  trate,  ora  acceda  á  di- 
cho req|uerifnient^  y  ora  lo  resista.  Si  aceede,  la  suapension  de  Jas 
aetuaciones,  es  coosecuencia  necesaria  de  haber  conocido  su  in- 
«omp^ncla:  si  se  resiste  qu^da  en  duda  la  suflciencia  do  sq  ju- 
risdicción ,  y  mientras  esta  duda  se  resuelve  no  puede  hacerse 
nada,  porque  s|  el  recurso  procediera  sería  nulo  cuanto  se  hi- 
ciese en  el  negocio  principal.  Para  no  tener  en  adelante  que  ha- 
cer esta  declaración  gastando  tiempo  y  dinero  en  procedimientos 
inútiles^  dispone  el  artículo  de  que  tratamos^  que  se  suspendan  to* 
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das  las  actuaciones  comenzadas ,  quedando  en  el  estado  que  tu- 
vieren al  recibir  el  juez  requerido  el  exhorto  de  inhibición. 

Art.  S.""  En  seguida  ayisará  el  requerido  el  recibo 
del  exhorto  al  jefe  político,  y  lo  comunicará  al  minis- 
terio fiscal  por  tres  dias,  á  lo  mas»  y  por  igual  término 
á  cada  una  de  las  partes. 

Art.  9.^  Citadas  estas  inmediatamente  y  el  ministe- 
rio fiscal ,  coa  señalamiento  de  dia  para  la  vista  del  arti- 
culo de  competencia ,  el  requerido  proveerá  auto  motiva- 
do declarándose  competente. 

Cuando  el  juez  ó  tribunal  que  conoce  de  nn  negocio  recla- 
mado por  la  administración,  recibe  el  oficio  ó  exhorto  del  jefe 
político,  debe  acusar  inmediatamente  el  recibo  de  él  á  fin  de  que 
se  sepa  el  estado  en  que  han  debido  quedar  las  actuaciones  á 
consecuencia  de  la  interposición  del  recurso.  Si  el  requerido  fue- 
se juez  de  primera  instancia,  debe  dar  traslado  de  dicho  exhorto 
al  promotor  fiscal,  si  fuere  audiencia  al  fiscal  de  la  misma,  y  si 
fuere  otro  tribunal  especial  al  que  desempeñare  en  él  las  fiíncio- 
nes  del  ministerio  público.  £1  fiscal  debe  evacuar  el  traslado  den-' 
tro  de  tres  dias  contados  desde  aquel  en  que  se  le  confiere,  di- 
ciendo categórícamente  si  corresponde  ó  no  á  su  jurisdicción  el 
negocio  de  que  se  trate.  Hecho  así^  se  confiere  igual  traslado,  así 
como  del  dictamen  fiscal  y  por  el  mismo  término  á  cada  una  de 
las  partes  en  el  litigio,  las  cuales  deben  también  decir  lo  que  se  les 
ofrezca  sobre  la  competencia  suscitada,  bien  sea  para  sostener 
la  jurisdicción  del  juez  ante  quien  litigan,  ó  bien  para  contra- 
riarle defendiendo  la  de  la  autoridad  administrativa.  Evacuados 
todos  estos  traslados,  se  cita  dia  para  la  vista  del  artículo,  en  la 
cual  deben  ser  oídos  de  palabra  el  ministerio  fiscal  y  las  partes. 
Después  de  esto  pronuncia  el  juez  su  fallo  definitivo,  declarán- 
dose incompetente  ó  competente.  Pero  este  auto  debe  ser  moti- 
vado   esto  es ,  ha  de  expresar  las  razones  de  hecho  y  de  dere- 
cho que  se  funde ,  en  la  misma  forma  en  que  hoy  lo  hacen  el 
consejo  real  y  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Art.  10.  Cuando  un  juez  6  tribunal  de  primera  ins- 
tancia dicte  este  auto  (el  que  declara  su  competenciaj,  si 
las  partes  ó  el  ministerio  fiscal  apelaren  de  él ,  se  sus- 
tanciará el  articulo  en  segunda  instancia  con  los  mi^ 
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mos  términos  y  por  los.  mismos  trámites  que  en  la  pri- 
mera, y  el  definitivo  que  recayere  no  será  susceptible 
de  ulterior  recursp.  Tampoco  lo  será  el  que  se  dictare 
en  la  segunda  ó  tercera  instancia  cuando  el  jefe  poli- 
tico  suscitase  en  ellas  la  contienda  de  competencia  por 
no  haberla  deducido  en  las  anteriores. 

Si  el  auto  motivado  declarare  la  competencia  del  Jaez  6  tri- 
bunal requerido ,  pueden  apelar  de  él  las  partes  ó  el  mipisterio 
fiscal,  7  si  lo  hicieren  se  debe  sustanciar  la  segunda  instancia  en 
los  mismos  términos  y  por  los  mismos  trámites  que  la  primera. 
Es  elaro  que  tal  apelación  no  puede  tener  lugar  sino  cuando  se 
bnbiere  interpuesto  el  recurso  de  incompetencia  ante  un  juzgado 
6  triboial  que  tuviere  superior  para  enmendar  sus  fallos  por  es« 
ta  fia.  De  modo  que  es  apelable  la  providencia  dictada  sobre  esr 
l9  asunto  por  un  Juez  de  primera  Jpstancia  ó  por  un  juzgado 
especial  del  mismo  grado  como  el  de  minas,  el  militar  ú  otro, 
pero  no  las  que  pronunciaren  las  audiencias  en  las  segundas  Ins- 
tancias de  que  conocen.  Si  una  de  estas ,  requerida  de  inhibi- 
ción por  el  jefe  político,  se  declara  competente,  contra  su  fallo, 
no  queda  otro  recurso  que  el  de  nulidad.  Asilo  dice  expresamen- 
te el  art.  10  que  acabamos  de  citar.  Y  debemos  advertir,  que  las 
palabras  de  este  articulo :  «  cuando  el  jefe  político  suscitase  en 
éUas  (la  segunda  ó  tercera  instancia) ,  la  contienda  de  competen- 
cia,/^or  no  haberlas  deducido  en  las  anteriores ,  »  no  es  una  li- 
mitación de  la  regla  general  quo  impide  la  apelación  de  que  tra- 
tamos. Cualquiera  que  sea  el  motivo  por  el  cual  el  jefe  político 
suscite  la  competencia  en  segunda  ó  tercera  instancia,  no  proce- 
de la  apelación  porque  este  recurso  no  puede  llevarse  sino  al  tri- 
bunal superior  Inmediato,  y  los  de  segunda  y  tercera  instancia 
no  lo  tienen  para  este  efecto  en  nuestra  organización  judicial.  Por 
k)  que  hace  á  los  trámites  de  la  segunda  instancia  en  las  compe- 
tenciaSy  nada  tenemos  que  advertir  después  de  haber  dicho  los 
que  del)en  seguirse  en  la  primera. 

£1  fallo  que  en  esta  recaiga  no  es  susceptible  de  ulterior  re- 
curso dice  el  mismo  artículo,  por  lo  cual  entendemos  que  no  se 
puede  suplicar,  pero  sí  interponer  el  recurso  de  nulidad.  Nos 
fundamos  en  que  este  recurso  cuando  procede  no  se  niega  ni  aun  . 
eoatra  las  sentencias  de  revista,  y  sería  absurdo  que  se  negase  ^ 
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•íi  el  caso  á  qa%  aladimós  contra  una  sentencia  de  vista.  £1  ob- 
jeto de  la  ley  en  esta  parte,  ha  sido  cerrar  la  pnerta  á  toda  es- 
pecie de  recursos  excepto  el  de  nulidad. 

.  Art.  i^..  M  El  requerido  que  se  hubiere  declarado  in- 
competente por  sentencia  firme ,  remitirá  los  autos  den- 
tro de  segundo  dia  al  jefe  poUtico ,  haciendo  poner  al  es- 
cribaüo  actuario,  en  un  libro  destinado  á  este  objeto ,  un 
sucinto  extracto  de  ellos  y  certificación  de  su  remesa. 
Art.  12.  Cuando  el  requerido  se  declare  competente 
por  sentencia  firme ,  exhortará  inmediatamente  al  jefe 
politico  para  que  deje  expedita  so  jurisdicción ,  6  de  lo 
6>ntrar¡o  tenga  por  formada  la  competencia.  En  el  ex- 
horto se  insertarán  los  dictámenes  deducidos  pút  el  mi- 
nisterio fiscal  en  cada  instancia,  y  ios  autos  motivados 
con  que  eñ  cada  una  se  baya  terminado  el  articulo. 

Si  en  el  auto  motivado  se  declarare  iacompetente  el  Juez  ó 
tribunal  requerido,  debe  remitirlos  autos  al  Jefe  político,  hacien- 
do lo  demás  que  dispone  el  artículo  U.  Parece  que  en  este  ca- 
so no  debe  haber  lugar  á  la  apelación  por  tres  razones:  !.•  por- 
que el  decreto  de  que  tratamos  solamente  hace  mención  de  di- 
cho recurso  coando  el  juez  ó  tribunal  de  primera  iustaocia  dicta 
auto  declarándose  competente:  2."  porque  al  hablar  el  mismo 
decreto  de  la  providencia  contraria ,  dispone,  como  se  acaba  de 
ver»  que  se  remitan  los  autos  al  jefe  político  dentro  de  segundo 
dia,  sin  hacer  mención  de  otro  recurso,  y  3.*  porque  cuando  no 
hay  desavenencia  entre  la  autoridad  administrativa  y  la  judicial 
acerca  del  conocimiento  de  un  negocio ,  debe  ser  tan  clara  la  ley 
que  lo  atribuye  á  una  de  ellas  que  no  se  necesiti^  dilacidarle  de 
nuevo  en  una  segunda  instancia. 

Pero  si  la  autoridad  judicial  después  de  una  ó  dos  instancias 
se  declara  competente ,  y  su  sentencia  es  firme  é  irrevocable,  de« 
be  exhortar  de  nuevo  al  jefe  político  para  participárselo  en  la 
forma  que  previene  el  art.  12,  y  se  tiene  por  formada  la  com- 
petencia. El  motivo  de  insertarse  en  este  exhorto  los  dicta- 
menes  ^presentados  por  el  ministerio  fiscal  en  cada  instancia, 
así  como  los  autos  motivados  que  hubieren  terminado  el  ar-> 
tfculo,  es  para  que  el  jefe  político  tenga  presente  todas  las  razo- 
nes que  han  movido  al  Juez  ó  tribunal  á  dietar  su  fallo,  y  de- 
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eida  coD  pfeno  coDodmieDto  de  causa ,  si  debe  ó  no  insistir  6n 
su  pretensión. 

Art.  13.  El  jefe  politico  ^  oído  el  consejo  provincial, 
dirigirá ,  dentro  de  los  tres  dias  de  haber  recibido  el  ex- 
horto ,  nueva  comunicación  al  requerido ,  insistiendo ,  6 
DO  9  en  estimarse  competente. 

Art.  14;  Si  el  jefe  político  desistiere  de  la  competen'* 
cía,  quedará 9  sin  mas  trámites ,  expedito  el  ejercicio  de 
SQ  jurisdicción  al  requerido ,  y  proseguirác oneciendo  del 
negocio.  . 

Art.  15.  Si  insistiere  el  jefe  politico,  ambos  conten- 
dientes remitirán  por  el  primer  correo  al  ministro  de  la 
Gohernacion  las  actuaciones  que  ante  cada  cual  se  hubie* 
ren  instruido ,  haciendo  poner  al  oficial  público  á  quien 
respectivamente  corresponda  esta  diligencia  un  extracto 
T  certificación  en  los  términos  prevenidos  por  el  art.  11, 
j  dándose  mutuo  aviso  de  la  remesa ,  sin  ulterior  proce- 
dimiento. 

Lo  primero  que  debe  hacer  el  jefe  político  después  de  recibir 
d  Duevo  exhorto  del  Juzgado  ó  tribunal ,  es  reunir  al  consejo 
provincial  para  consultarle  el  caso ,  j  con  su  dictamen,  que  noe3 
de  manera  alguna  obligatorio,  dirigir  nueva  comunicación  al 
juez  requerido.  En  esta  comunicación,  el  jefe  político  ó  desiste 
de  la  competencia  en  vista  de  las  nuevas  razones  alegadas,  ó  in- 
siste de  ella.  En  el  primer  caso  se  declara  incompetente,'  j  debe 
prevenir  al  juez  requerido  que  queda  expedita  su  Jurisdicción  á 
fin  deque  proceda  en  el  negocio  como  si  no  se  hubiera  suscitado 
tal  recurso.  l5n  el  segundo  caso  debe  anunciar  el  jefe  político  que 
insiste  en  defender  su  jurisdicción ,  previniendo  al  juez  que  en- 
víe sus  autos  al  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino.  Otro 
tanto  debe  hacer  con  los  suyos  aquel  funcionario,  avisándose 
ambos  mutuamente  del  dia  en  que  los  ponen  en  el  correo^;  En 
la  secretaría  del  gobierno  político ,  así  como  en  la  del  juzgado  ó 
tribunal ,  deben  quedar  respectivamente  dos  extractos  circuns- 
tanciados de  los  expedientes,  á  fin  de  que  si  los  autos  llegaren 
á  extraviarse  no  haya  necesidad  de  seguirlos  de  nuevo  para  que 
tenga  término  el  recurso. 

Art.  16.     Mi  ministro  déla  Gobernación  acosará^  los 
contendientes  el  recibo  de  los  autos  que  le  hubiereii  re- 
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mitido ;  y  dentro  de.  los  dos  días  de  recibidos  los  respec-- 
tivos  á  cada  ddo  ,  los  pasará  al  consejo  real. 

Art.   17.     El  consejo  real ,  oyendo  ¿  la  sección  A,e  Gra- 
cia y  Justicia ,  y  previa  la  instrucción  que  esta  crea  ne-  . 
cesaria,  me  consultará  la  decisión  motivada  que  estime, 
dentro  de  dos  meses ,  contados  desde  el  dia  en  que  se  le 
pasen  las  actuaciones. 

Art.  18.  £1  consejo  real  me  elevará  la  consulta  ori- 
ginal por  conducto  de  mi  ministro  de  la  Gobernación» 
acompañada  de  todas  las  diligencias  relativas  á  la  con- 
tienda. Al  mismo  tiempo  dirigirá  el  consejo  real  copia 
literal  de  la  consulta  al  ministro  6  ministros  de  quienes 
dependan  los  otros  jaeces  y  autoridades  con  quienes  se 
hubiese  seguido  la  competencia. 

Estos  artículos  necesitan  poca  explicación.  El  aviso  que  de- 
be dar  el  ministro  de  la  Gobernación  de  haber  recibido  los  autos, 
tiene  por  objeto  que  las  autoridades  contendientes^  sepan  á  tiem- 
po que  sus  actuaciones  no  han  sufrido  extravio,  para  en  caso 
contrario  remitir  copia  de  los  extractos  de  que  hablamos  en  el 
párrafo  anterior. 

La  instrucción  que  debe  dar  el  consejo  real  á  estos  negocios  es 
la  establecida  en  su  reglamento^  y  de  que  no  creemos  indispen- 
sable tratar  ahora. 

Art.  19.  Guando  mi  ministro  de  la  Gobernación  ó 
cualquiera  otro  de  mis  secretarios  del  despacho ,  en  el 
caso  de  que  habla  el  artículo  anterior »  no  estuviere  con- 
forme con  la  decisión  consultada ,  el  primero  de  ellos  la 
someterá  para  la  resolución  conveniente  á  mi  consejo  de 
ministros.  Antes  de  verificarlo ,  el  ministro  ó  ministros 
que  no  estuviesen  conformes  podrán  reclamar  los  autos 
originales  que  hayan  sido  objeto  de  la  competencia^  á  fin 
de  instruirse  y  sostener  las  atribuciones  de  su  ramo. 

Art.  20.  La  decisión  que  yo  apruebe  á  propuesta  de 
mi  ministro  de  la  Gobernación  ó  de  mi  consejo  de  mi- 
nistros será  irrevocable ;  se  extenderá  motivada  y  en  for- 
ma de  real  decreto  refrendado  por  dicho  mi  secretario 
de  la  Gobernación ,  y  para  su  cumplimiento  se  comuni- 
cará á  los  contendientes  dentro  de  un  mes ,  contado  des- 
de la  fecha  de  la  consulta. 
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Art.  21 .  Los  términos  señalados  en  este  decreto  se- 
rán improrogables. 

La  disposición  de  este  articulo  no  se  aplicará  á  las 
contiendas  que  están  ya  pendientes  de  mi  decisión. 

Art.  22.  Queda  derogado  mi  decreto  de  6  de  junio 
de  1844  y  cualesquiera  otras  disposiciones  que  sean  con- 
trarias á  la  presente. 

Las  consultas  del  consejo  real  no  son  obligatorias  para  el  go- 
bierno como  todos  saben,  pero  si  algún  ministro  no  estuviere 
conforme  eon  la  que  dicho  consejo  propusiese,  no  puede  dictar 
por  sí  la  resolución,  sino  que  debe  someterla  al  consejo  de 
ministros  donde  debe  votarse  por  mayoría  como  cualquier  otro 
negocio.  Por  eso  las  consultas  del  consejo  real  sobre  estos  nego- 
cios, tienen  fuerza  de  reales  decretos ,  y  deben  servir  de  regla 
eo  todos  los  casos  análogos  á  aquellos  que  deq^den. 


Tono  n.  8 
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¿EL  QÜB  POR  nEDl(M)K  TESTIGOS  PRUEBA.  SEUBUb  r^ATÜRAL  OB  UNA  MUJER 
QUE  LE  HA  PRETERIDO  EN  SU  TESTAMENTO,  NOMBRANDO  OTRO  HEREDERO 
Y  DECLARANDO  QUE  NO  LO  TIENE  FORZOSO ,  PUEDE  RECLAMAR  LA  NULIDAD 
DE  DICHA  INSTITUCIÓN  Y  CONSIDERARSE  CON  DERECHO  A  LA  HERENCIA? 
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NA.  de  las  causas  porque  se  iuvalidan  los  testamentos  según 
nuestro  derecho,  es  haber  sido  preteridos  los  herederos  forzosos. 
Son  herederos  forzosos  respecto  á  las  mujeres,  además  de  los  hi- 
jos legítimos  y  legitimados,  los  naturales  y  aun  los  espúreos;  y 
de  aquí  parece  se  debe  deducir  á  primera  vista  que  el  que  prue- 
be ser  hijo  natural  de  una  mujer  que  muere  sin  hijos  legíti- 
mos,  tiene  derecho  para  invalidar  su  testamento  si  le  pretiere. 
Pero  examinando  la  cuestión  mas  detenidamente «  se  advertirá 
que  los  hijos  naturales  no  los  tiene  por  tales  la  ley ,  sino  cuan- 
do son  reconocidos  por  sus  padres »  ó  cuando  los  tribunales,  por 
sentencia  pasada  en  autoridad  de  qosa  juzgada  les  conceden  es- 
ta cualidad.  Ahora  bien :  ¿  debe  hacer  un  tribunal  esta  declaración 
cuando  el  que  se  supone  hijo  natural  no  ofrece  en  su  abono  sino 
una  débil  prueba  de  testigos ,  en  contradicción  abierta  con  la 
declaración  hecha  por  su  pretendida  madre  en  la  hora  de  su 
muerte,  y  por  un  testamento  solemne?  Creemos  que  no.  La  prue- 
ba de  testigos,  poco  segura  siempre  de  suyo,  cuando  se  trata 
del  reconocimiento  de  estado,  lo  es  mucho  menos  cuando  se  ha- 
ce sin  audiencia  de  la  persona  á  quien  se  pretende  atribuir  la 
cualidad  de  padre.  Muerta  esta  es  muy  fácil  á  cualquiera  presen* 
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tar  testigos  qae  digan  que  él  es  su  hijo  natural ;  y  coma  se  tra- 
ta del  hecho  propio  de  una  persona  que  ya  no  puede  defender- 
se,  6s  muy  diílcil  qiie  haya  quien  tenga  del  hecho  mismo  conor 
dmiento  bastante  para  contradecir  con  fruto  aquella  prueba.  Por 
otra  partes  eotre  la  declaración  solemne  de  una  madre,  hecha 
en  el  momento  supremo ,  y  la  aseveración  de  una  persona  in- 
teresada, que  se  apoya  nada  mas  que  en  el  dicho  de  otras  inte- 
resadas tal  vez  como  ella,  creemos  que  el  convencimiento  debe 
inclinarse  mas  del  lado  de  la  primera  que  de  la  segunda.  De 
modo  que  se  puede  establecer  por  regla  general,  no  ser  suficien- 
te la  prueba  de  testigos  en  favor  del  que  pretende  ser  hijo  natu- . 
ral  de  otro  difunto ,  para  que  se  haga  esta  declaración ,  cuando 
aquel  á  quien  se  quiere  declarar  padre  ha  manifestado  no  serlo 
en  so  última  voluntad. 

Esta  regla  es  aun  mas  segura  é  infalible  cuando  tratándose, 
de  la  herencia  de  una  mujer,  su  llamado  hijo  natural  prueba 
ánieamente  con  testigos  la  Aliacion ,  pero  no  el  carecer  de  todas 
las  circunstancias  que  privan  á  estos  hijos  de  su  derecho  á  he- 
redar. Sabido  es  por  ejemplo,  que  los  hijos  de  dañado  y  puni- 
ble ayuntamiento  y  los  sacrilegos  no  pueden  ser  herederos ;  por 
consiguiente  aun  en  el  caso  de  valer  la  prueba  de  testigos  en  la 
forma  que  llevamos  dicha ,  sería  necesario  extenderle  á  justiíl- 
ear  que  el  hijo  en  cuestión  era  natural  propiamente  dicho ,  esto 
es,  ilegítimo  pero  de  los  que  tienen  derecho  para  suceder  á  sus 
madres,  y  deben  considerarse  como  sus  herederos  forzosos  á 
íhlta  de  legítimos.  Cuando  nada  de  esto  resulta,  es  evidente  que 
el  llamado  h^o  natural  no  puede  invalidar  el  testamento  de  su 
madre. 

Tal  es  la  doctrina  establecida  por  sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo'de  Justicia»  publicada  en  10  de  julio  de  18-16  (Gaeeta, 
número  4819).  La  cuestión  que  dio  lugar  á  este  fallo  fué  la  si- 
guiente: 

Falleció  Doña  María  Trigoso»  nombrando  en  se  testamen** 
%o  por  heredero  oniversal  á  Francisco  Alvaírado,  y  asegurando 
que  tío  los  teoiaforzjpsos  y  podía  disponer  llbremepte  de  todos 
tus  bienes.  Pero  al  poco  tiempo  se  presentó  Valentina  Igle* 
fias ,  diciendo  que  no .  era  válida  la  institución  hereditaria  de 

« 

Fraoeisco  Alvarado,  porque  ella  era  hija  de  la  testadora,  y 
babia  sido  preterida.  I^ara  justificar  su  filiación  no  hizo  mas 
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prueba  qae  la  de  testigos ;  y  para  espliear  en  cierto  modo  el  ol- 
vido de  la  que  llamaba  su  madre,  alegó,  apoyada  también  en 
el  dicho  de  algunos  testigos ,  que  la  InteDclon  de  la  testadora  faé 
dejarle  la  herencia  por  medio  de  un  fideicomiso.  La  pretensión 
por  lo  tanto  de  Valentina  Iglesias  se  limitaba  á  que  se  declarase 
nula  la  institución  de  heredero ,  y  cuando  menos  se  considerase 
como  fideicomisaria. 

El  heredero  nombrado  Francisco  Alvarado  sostuvo  la  validez 
del  testamento ,  alegando  que  la  prueba  de  filiación  hecha  por 
la  actora,  se  hallaba  contradicha  por  la  declaración  expresa  del 
testamento  en  que  dijo  María  Trigoso  que  no  tenia  herederos 
forzosos  y  y  que  la  existencia  del  pretendido  fideicomiso  estaba 
también  desmentida  por  la  cláusula  de  institución  de  que  antes' 
hicimos  mérito.  Nada  mas  se  dijo  ni  se  intentó  probar  :  nada 
86  dijo  contra  la  autenticidad  y  circunstancias  legales  del  testa- 
mento :  nada  sobre  ser  ó  no  Valentina  Iglesias  hábil  para  here- 
dar por  no  estar  comprendida  en  las  escepcioaes  de  la  ley  reía* 
tivas  á  la  aptitud  hereditaria  de  los  hijos  naturales.  La  audien- 
cia de  Cáceres  por  sentencia  de  vista  hubo  de  declarar  la  nulidad 
de  la  institución  hecha  á  favor  de  Francisco  Alvarado,  puesto 
que  la  misma  audiencia  supliendo  y  enmendando  dicho  fallo  en 
sentencia  de  revista ,  declai'ó  al  djcho  Francisco  Alvarado  ab  - 
suelto  de  la  demanda. 

Valentina  Iglesias  interpuso  entonces  recurso  de  nulidad^  y 
el  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  logar  á  él  por  los  funda- 
mentos siguientes : 

«Considerando  que  la  parte  de  prueba  de  testigos  por  la  que 
sé  pretende  acreditar  ^ue  Valentina  Iglesias  es  hija  de  María  Tri- 
goso ,  se  halla  contradicha  por  la  declaración  expresa  de  esta  últi- 
ma en  su  testamento  otorgado  en  19  de  noviembre  de  1843 ,  en 
que  asegura  no  dejar  herederos  forzosos  y  estar  en  libertad  de 
disponer  de  sus  bienes  á  su  voluntad ; 

Considerando  que  la  parte  de  dicba  prueba,  que  tiende  á  de- 
mostrar que  la  intención  de  la  Trigoso  fué  dejar  su  herencia  á  la 
Valentina  por  medio  de  un  fideicomiso ,  está  terminantemente  des- 
mentida por  la  oláusula  de.  institución  de  heredero  del  referido 
testamento ,  en  que  nombra  pura  y  simplemente  por  tal  á  Francis- 
co Alvarado ; 

Considerando  que  nada  se  ha  alegado  sobre  falsedad  6  suplan- 
tación del  referido  testamento,  6  falta  de  requisitos  6  formalida- 
des prescritas  para  su  firmeza ,  ni  sobre  incapacidad  mental  .ú  otra 
en  que  hubiese  podido  hallarse  la  Trigoso ; 

Considerando  que,  aunque  la  prueba  suministrada  se  hubiese 
tenido  por  bastante  para  reconocer  á  la  Valentina  por  bija  de  la 
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Triffoso,  esta  prueba  no  se  ha  estendido  á  acreditar  que  á  la  cali- 
dad de  hija  reúne  la  de  no  estar  comprendida  en  las  escepciones 
de  la  ley  misma,  y  única  en  que  se  funda  el  recurso  de  nulidad 
interpuesto.» 

Luego  e)  que  pruebe  por  medio  de  testigok  ser  hijo  natural 

de  una  mujer  que  le  ha  preterido  en  su  testamento  nombrando 

otro  heredero  y  declarando  que  no  lo  tiene  forzoso ,  no  puede 

reclamar  por  eso  la  nulidad  de  dicha  institución  ni  considerarse 

con  derecho  á  la  herencia. 


n. 

¿SE  CONSIDERAlT  COMO  INDECISOS  LOS  DERECHOS  QUE  SE  LmOAN  ANTB  CN 
TUBUKAL  CUANDO  ESTENO  LOS  DECIDE  POR  FALTA  DE  LEYES  GENERALES,  Y  HAY 
TOH  OTRA  PARTB  LEYES  ESPECIALES  PARA   DECIDIRLOS? 

Es  doctrina  recibida  en  el  foro  y  sancionada  muy  particu- 
larmente en  las  leyes  2.^  y  5.'^,tít.  22  de  la  P,  3.^^,  que  las  sen- 
tencias defloitivas  han  de  poner  fin  al  litigio ,  y  fijar  los  dere- 
chos respectivos  de  los  interesados ;  de  lo  cual  se  infiere  habrán 
de  ser  nulas,  las  que  omitiendo  esta  esencial  condición  dejen 
indeciso  el  punto  controvertido ;  sobre  todo  en  el  caso  de  poder 
decidirse  el  punto  cuestionable  por  una  legislación  particular. 

Así  lo  ha  resuelto  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  un  ca- 
so reciente  (l). 

D.  José  Moratilla  y  Manuel  y  María  Peña  y  consortes»  litiga- 
ban sobre  mejor  derecho  á  los  bienes  que  á  su  fallecimiento  dejó 
D.  Ramón  Sánchez.  La  petición  del  primero  se  fundaba  en  un  tes« 
tAinento,  declaración  de  pobreza,  otorgado  enl.^de  noviem- 
bre de  1808 ,  ante  el  escribano  Juan  Raya;  los  segundos  en  un 
papel  autógrafo  del  mismo  D.  Bamon  Sánchez  estendido  en  28  do 
octubre  de  1838  y  qoe  se  reconoce  es  en  efecto  de  su  puño  y 
letra. 

La  cuestión  que  habia  de  resolverse  versaba  sobre  la  validez 
ó  nulidad  de  ambas  disposiciones :  no  solo  con  arreglo  al  dere- 
cho común ,  sino  también  á  las  leyes  militares. 

D.  José  Moratilla,  entre  otras  razones ,  espuso  que  aun  en  la 
hipótesis  de  que  se  diese  la  preferencia  al  papel  autógrafo,  como 
quiera  que  en  este  el  testador  solo  dispuso  á  favor  de  sos  pri- 

(1)   Sentencia  publicada  en  6  de  octubre  de  1845  (fifacela  de  8  de< 
oilfiiio)* 
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mos  4c  ciertos  y  determinados  objetos,  sin  instito^lon .de  h^^ 
redero  ñi  cláusQÍa  geqeral  que  pudiera  ser  esteoáiva  á  la  vñir- 
v^rsaitdad  de  sus  bienes^  siempre  le  eorresponderfa  como  here- 
dero instituido  en  la  primera  disposición ,  todos  aquellos  bienes 
de  que  el  testador  do  había  dispuesto  especialmente. 

Manuel  y  María  Peña  y  consortes  alegarían  la  posterioridad 
del  papel  autógrafo. 

La  audiencia  de  Madrid  falló  en  sentencia  de  revista  que 
DO  eran  últimas  voluntades  espresadas  con  arreglo  alas  leyes  co- 
munes, las  contenidas  en  dichas  dos  disposiciones ,  sin  adju- 
dicar ni  negarla  herencia  á  ninguna  de  las  partes  contendientes. 

£1  Tribunal  Supremo  de  Justicia  declaró  haber  lugar  al  re- 
curso de  nulidad  deducido  por  parte  de  Moratilla ,  y  man- 
dó en  su  consecuencia  que  se  devolvieran  ios  afttos  á  la  audien- 
cia de  Madrid  para  los  efectos  que  determinan  los  artículos  18 
y  20  del  real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838,  alzando  la 
caución  prestada'. 

Al  fundat*  su  sentencia  dijo  el  tribunal. 

á Considerando  que  Moratilla  y' Andrés  espuso  que  aun  en  el 
caso  de  prevalecer  la  segunda  disposición,  por  la  que  Sánchez dis- 
''pusoá  favor  desús  primos  de  ciertos  y  determinados  objetos,  sin 
institución  de  heredero  ni  cláusula  general  que  pudiera  ^er  es- 
tensivá  á  la  universalidad  de  sus  bienes,  todavía  le  correspon- 
dería como  á  heredero  instituido  en  la  primera  todo  lo  demás 
&é  que  el  testador  no  habla  dispuesto  legalmente....» 

Esta  razón  es  muy  plausible ,  toda  vei^  que  en  el  papel  au- 
tógrafo se  limitaba  el  testador  á  disponer  de  bienes  determina- 
dos, no  habiendo  sido  su  voluntad  variar  en  lo  demás  su  fPTi- 
initiva  di-^posicion ;  pues  en  este  caso  hubiera  nombrado  nuevo 
heredero;  y  no  haciéndolo,  es  claro  que  permanecía  en  el  ínis- 
tao  designio  que  manifestó  al  estender  su  primera  disposición; 
y  que  la  segunda  solo  debia  considerarse  como  una  adición  ó 
modificación  de  aquella,  que  no  menoscababa  el  derecho  del 
i'¿^tituÍdo  lieredero,  pues  únicamente  se  cenia  á  disponer  de  una 
parte  de  los  bienes  que  en  tal  concepto  habia  de  recibir. 

Mas  concluyente  es  todavía  la  razón  qué  se  alega  en  el  se- 
gundo; «considerando,  dice  el  tribunal,  que  ninguno  de  estos 
puntos  queda  decidido  por  la  sentencia  de  que  se  ha  interpuesto 
el  recurso ,  que  limitándose  á  dedarac  que  qo  son  últimas  vo- 


llHlt^4Qf ,  apresada»  €on  arreglo  á  las  ieyea  comniittl,  Us  eon^ 
teDidaa  ea  dicbas  des  disposicioiMs,  na  det^mina  el  Yirior  qM> 
pueden  tener  con  arreglo  á  las  leyes  eailitarea,  la  '«dijtidlea,  j\i 
niega  la  herencia  ni  eo  todo  ni  en  partei  ios  <|Qe  la  hablan  pe*, 
dldo »  sin  embargo  de  que  Sanehea  era  al  tiemptí  de  sa  íallett-; 
■ñeato  vn  oficial  del  ejército,  retirado  con  sueldo....^    P 

EbeliTaroenie ,  coiífornie  á  las  leyes  de  Partida  qoe  dejamna 
eiladasy  ya  qne  las  úMmas  dispeaiciones  mencloBAdiisno  podian 
oonaidetarse  ^omo  óltiroas  tolantades  eoa  arreglo  á  las  leyes  cop- 
mnnes,  debió  determinarse  el  valor  qne  debian  tener,  según iai 
leyes  mlUtares,  puesto  que  militar  era  el  te^tiulor;  y  no  habla 
motivo  para  dejar  indecisa  la  ouestion  controvertida  «n  el  11*! 
tigio. 

Hubo  de  ítandar  la  audiencia  esta  omisión  en  cierta  provi» 
deaeia  anterior  que  recayó  en  u^  incidente  de  los  miamos  autos 
/efatíva  á  la  competencia  suscitada  por  el  juzgado  militar. sobre 
conocimiento  del  negocio ;  pero  en  el  tercer  considerando  ob* 
serva  el  tribunal  «que  la  omisión  cometida  por  la  audiencia  no  se 
subsana  por  creer  virtualmente  decidida  la  nulidad  de  ambos  tes- 
tamentos como  militares,  en  la  providencia  en  que  el  Tribunal 
Supremo  dirimió  en  favor  de  la  justicia  ordinaria  la  competen- 
cia suscitada  por  el  juzgado  militar  sobre  el  conocimiento  de  es- 
tos autos;  providencia  que  en  el  hecho  de  recaer  concreta  y  ais- 
ladamente sobre  el  ponto  de  jurisdicción ,  no  podia  deducirse  de 
ella  un  fallo  sobre  el  fondo  del  litigio.» 

Todo  esto  es  muy  arreglado  á  las  sanas  doctrinas  del  de- 
recho. Las  controversias  suscitadas  acerca  de  la  competencia  pa- 
ra conocer,  en  lo  mas  mínimo  afectan  al  fondo  de  la  cuestión 
materia  del  litigio.  Sea  que  se  decidan  en  favor  del  fuero  ordi- 
nario,  ó  de  alguno  privilegiado,  habrá  de  ventilarse  y  resolverse 
del  mismo  modo:  la  diferencia  consiste  en  que  en  vez  de  ser 
nn  Juez  sea  otro  el  que  entienda  y  falle. 

Sánchez  en  la  época  de  su  fallecimiento  era  un  oficial  retirado 
con  goce  de  sueldo:  la  ley  8.",  tít.  18*  N.  R.  ordena  sea  válida 
y  tenga  fuena  de  testamento  la  disposición  que  hiciere  todo  mi-- 
litar ,  escrita  de  ^u  letra  ó  en  cualquier  papel  que  la  haya  eje- 
catado  ijr  á  la  que  se  hallare  se  dará  enteru  fé  y  exacto  cumplí* 
miento  ,  bien  la  haya  hecho  en  guarnición ,  cuartel  ó  marcha.  La 

sentencia  dictada  por  la  audiencia  se  fundó  en  la  falta  de  valí* 
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d«z  de  las  disposiciones  testamentarias  en  qne  se  apoyaban  los 
litigantes  con  arreglo  á  las  leyes  comnnes:  pero  no  tuvo  presen- 
te que  tratándose  de  nn  militar  variaba  de  aspecto  la  cuestión; 
pues  el  testamento  y  el  papel  autógrafo  qne  carecían  de  los  re- 
quisitos que  la  ley  exige  en  los  casos  ordinarios,  podían  ser  vé* 
Udos  p^T  la  calidad  de  la  persona  que  los  habiá  otorgado :  de 
suerte  que  la  audiencia  debió  determinar  el  valor  que  habiá  de 
dárseles  conforme  á  las  leyes  militares,  adjudicando  ó  negando 
la  herencia  á  los  que  la  hablan  pedido ;  y  no  dejar  indeciso  el 
litigio. 

La  decisión  del  Tribunal  Supremo  deja  ftiera  de  toda  duda 
la  doctrina  que  en  forma  dubitativa  presentamos  al  principio  de 
estas  líneas.  No  pueden  los  Jueces  y  tribunales  por  punto  gt^ne- 
ral  dejar  indecisos  los  litigios,  alegando  falta  de  leyes  genera- 
les I  en  el  caso  de  haber  leyes  especiales  acerca  del  punto  con* 
trovertido. 
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[OS  tratado  deteDidamente  en  nuestra  Rbyista.  ,  de  caai  to« 
das  las  dispoaicionea  iiqportantes  tomadas  por  el  gobierno  y  pot 
las  eortes  en  el  presente  año  y  en  una  parte  del  anterior :  pero 
pifB  llenar  bien  nuestro  objeto  no  debemos  omitir  otras  muchaS| 
que  aunque  de  menor  importancia,  son  sin  embargo  de  grande 
atilidad  y  deben  quedar  cocsignadas  en  este  periddieo.  Para  lle« 
nar  eomplidamente  esta  omisión ,  insettaremos  desde  hoy  una 
Crónica  legiskitíva  mensual ,  tomándola  desde  prioelpios  del  ano 
que  corre.  En  esta  Crónica  teodrán  cabida  en  extracto  ó  textual* 
mente  según  su  Impoitancia,  todas  las  disposiciones  del  gobier- 
no que  sean  de  interés  general ,  sin  peijaício  de  comentar  y  ex- 
plicar detenidamente  en  otra  parte  aquellas  que  lo  merezcan  por 
sus  circunstancias.  Se  dividirá  por  materias,  para  que  de  este 
modo  sea  fácil  á  cualquiera  enterarse  de  las  innovaciones  que  se 
Tan  haciendo  en  la  legislación  correspondiente  á  cada  ramo  del 
gobierno,  y  al  fin  del  año  reasumiremos  en  una  especie  de  es-. 
tadistiea  los  progresos  y  alteraciones  que  ha  tenido  cada  ramo 
de  la  administración. 

■ 
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CÁMIROS; 

ClBCüLAB   DB   e  DB  BNBBO. 

Por  las  reales  órdenes  de  19  de  mayo  y  6  de  Junio  de  1846, 
se  destinaron  á  completar  todo  el  sistema  de  carreteras  genera- 
les las  sumas  necesarias  procedentes  del  empréstito  autorizado 
con  este  objeto  por  la  ley  de  9  de  junio  de  1845.  El  gobierno 
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atendió  primero  á  esta  clase  de  camfpos ,  porque  siendo  los  que 
conducen  desde  Madrid  á  la  generalidad  de  las  provincias  y  á 
las  costas  marítimas ,  son  también  los  qoe  facilitan  la  comunica- 
ción directa  entre  todos  los  puertos  y  ciudades  principales  con 
la  capital  del  reino.  Hecho  esto,  queiabau  dos  necesidades  á  que 
atender,  ambas  á  cual  mas  urgentes:  tales  eran  reparar  al- 
gunas carreteras  antiguas  que  se  hallan  en  malísimo  estado,  pa- 
ra cuya  recomposición  se  hablan  destinado,  sumas  insuficientes,  y 
^nelplar  lasoneyas  comunicaciones  transversales,  por  cuya  falta 
yacen  en  la  pobreza  las  provincias  mas  feraces ,  que  ni  pueden 
dar  salida  ¿  sus  frutos ,  ni  acaso  cambiarlos  por  los  que  necesi- 
tan de  lajs  confinantes.  Considerando  sin  duda  el  gobierno  que 
la  mas  apremiante  de  estas  necesidades  era  la  de  abrir  nuevos 
caminos  transversales,  cuya  falta  esteriliza  muchos  esfuerzos  y 
ahoga  muchos  gérmenes  de  riqueza  y  puesto  que  las  antiguas  car- 
reteras, aunque  mal  conservadas  satisfacen  en  cierto  modo  sa 
ebjeto,  dispuso:  l.®  Que  de  los  productos  del  empréstito  para 
caminos  votados  por  las  cortes,  se  apliquen  30  millones  á  las  car- 
reteras que  indicaremos  después.  2.^  Qae  el  director  general  de 
caminos,  pidiendo  á  los  Jefes  políticos  de  las  provincias  que  con 
sus  recursos  han  dado  principio  á  dichas  carreteras  ios  datos 
«cecsados,  propusiese  ja  distribución  particular,  que  como  au- 
xUio  se  podían  asignar  á  las  obras  de  cada  una  de  las  mismas 

Srovincias.  3.^  Que  el  mismo  director  propusiese  los  medios  y 
isposiciones  conducentes  á  la  roas  pronta  habilitación  de  las  pro- 
pias carreteras.  4.^  Que  se  formáian  por  la  dirección  general  los 
pcoyectos^  presupuestos  y  pliegos  de  condiciones  particulares  de 
las  carreteras  expresadas  que  aun  no  se  hubiesen  estudiado. 
5.^  Que  las  cuotas  de  auxilios  que  se  determinen  para  cada 
provincia,  de  las  que  no  tengan  aplicados  recursos  propios  al 
caminó  que  les  corresponda,  no  se  hagan  efectivos  hasta  tanto 
fue  arbitren  y  propongan  a  la  aprobación  de  S.  M,  los  que  se 
consideren  suficientes. 

Hé  aquí  las  carreteras  á  que  se  refiere  esta  real  orden  y  iaa 
cantidades  que  se  les  asignaron. 
A  la  carretera  de  Tarragona  á  Pamplona  para 
auxiliar  la  conclusión  de  la  parte  comprendida 
desde  el  i.®  de  dichos  puntos  á  Huesca.    •    •      6.000,000 

ídem  de  Yalladolid  ¿  Gaiatayud 5.500,000 

Mem  de  Soria  á  Navarra  por  Agreda.     .    .    .      1.500,000 

ídem  de  Córdoba  á  Anteqoera 3.000,000 

ídem  de  las  (Correderas  á  Baeza  y  übeda.    .     .    .      2.000,000 

A  la  que  debe  cruzar  el  Maestrazgo 4.500,000 

A  la  que  desde  Rivadesella,  ó  une  de  los  puertos 

cercanos,  se  dirija  á  Castilla 6.000,000 

A  los  caminos  principales  de  las  Islas  Baleares,      l. 500,000 

ao.000,000 


^ 
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BlÁL  OBD  BH  BB  11   BB  FBBBEBO* 

CoQ  motivo  de  la  carestía  que  se  experimentaba  eo  Madriá 
en  este  tiempo ,  á  causa  de  la  incomuDícacioQ  en  que  3e  iialia*^ 
ba  esta  capital ,  por  ios  rigores  de  la  estacioo,  con  los  pueblof 
qne  enviaban  sos  frutos  para  abastecerlo ,  mandó  el  gobierno  al 
director  general  de  caminos,  que  tomara  las  providencias  con- 
yeoientes,  á  fin  de  que  diaria  é  incesantemente  se  practicarán 
reconocimientos ,  y  se  bicieran  las  obras  precisas  en  las  carrete- 
ras generales ,  y  en  todas  las  que  tienen  comunicación  con  la 
corte. 

Real  obdbn  bb  6  bb  febbbbo. 

Por  ella  nombró  el  gobierno  una  comisión ,  compuesta  de  sie- 
te-personas >  que  examinara ,  discutiera  é  informara  lo  que  le 
pareciese,  con  presencia  de  las  concesiones  de  caminos  de  hierra 
hechas  hasta  entonces,  sobre  los  puntos  siguientes,  1.^  Si  consi* 
deía  llegado  el  caso  de  que  los  recursos  del  Estado  se  apliquen 
mas  directamente  á  las  empresas  de  caminos  de  hierro  de  Esp»- 
na.  2.®  En  qué  forma  convendrá  facilitar  á  las  mismas  dichos 
recorsos,  ó  la  cooperación  y  auxilios  equivalentes,  ó  si  será  mas 
coDveDlente  garantir  el  interés  de  los  capitales  efectivos  que  se 
inviertan  en  ios  caminos  de  hierro ;  y  3.^  Cuál  deba  ser  en  tal 
caso  el  interés  mínimo,  y  cuáles  las  seguridades  y  condiciones 
con  que  el  gobierno  haya  de  ofrecer  su  concurrencia  y  partici-^ 
pación  en  este  género  de  empresas. 

Id.    bb  la  UfSALA.  FECHA.. 

Por  ella  se  nombró  una  comisión  de  siete  personas  que  exa- 
minaran ,  discutieran  y  propusieran  el  plan  general  de  los  puer* 
tos  mercantes  de  la  Península  é  islas  adyacentes,  clasificándolos 
en  el  orden  que  merezcan  la  preferente  atención  del  gobierno,  ya 
ee  consideren  con  relación  á  la  escala  en  que  nuestro  sistema  eco- 
nómico los  designa  como  puntos  de  importación  y  esportadon, 
ó  de  solo  cabotage ,  ya  las  circunstancias  locales  y  demás'  que 
eo  cada  uno  de  ellos  concorren  á  favorecer  el  mayor  desarrollo 
de  los  intereses  generales;  ya  en  fin,  el  fomento  que  de  justi- 
cia merecen  las  pesquerías  y  otras  industrias,  en  cuyo  ejercicio 
se  adiestran  ios  hombres  de  mar.  También  se  dispone  en.  esta 
real  orden  que  la  misma  comisión  examine  los  impuestos  y  ar- 
bitrios que  se  satisfacen  en  los  mismos  puertos ,  con  destino  á 
su  conservación  y  mejoras,  y  proponga  el  mejor  sistema  que  en 
so  concepto  se  podría  adoptar  en  esta  parte. 
Real  obdbn  bb  5  be  MáBzo. 
'    Por  esta  real  orden  pidió  noticias  el  gobierno  á  los  Jefes  po* 
Uticos,  sobre  los  pontos  sigoientes:  ].<>  las  tierras  de  riego  y  de 
secano  y  sus  productos  respectivos,  para  promover  en  su  con- 
secuencia los  riegos  donde  mas  convenga:  2.°  los  molinos  harine- 
ros que  existen  y  sus  productos ,  con  el  número  de  Cemegas  de 
granos  que  salen  cada  año  de  la  respectiva  provincia,  para  pro- 
mover  en  su  vista  la  construcción  de  fábricas»  y  que  quede  aií 
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tu  el  peii  prodaetor  la  utilidad  de  la  fiabricacfon :  8.<>  loe  piee  y 

Íralgadas  cúbicos  qae  recibe  cada  caDal  ó  acequia,  los  saltos  de 
os  molinos  y  so  consumo:  4.^  las  primeras  materias  que  pro- 
duce cada  provincia  y  so  cantidad,  sos  precios,  la  cantidad  de 
ellas  que  se  esporte  y  su  oso  en  las  fábricas  donde  ingresa. 

GlfiCULAB   OE   O   DB   JUNIO. 

Escita  el  celo  de  los  ingenieros  en  Jefe  de  las  proylndaí 
para  que  vigilen  y  activen  las  obras  puestas  á  su  cuidado. 
Estado  publicado  en  17  de  jumo  de  lks  obbas  de  nue« 

Tá  COIÜSTBUCCION  Y  DB  BEPABACIOM  QUE  SE  EJECUTAN  CON  LOS 
lONDOS  DEL  BÜPBESTITO  DE  200  MILL0:<iES  EN  LAS  CABEETEBAS 
GBNEBALES   DE  LA   PENÍNSULA   E    ISLAS  ADYACENTES. 

Divídanse  en  carreteras  y  obras  contratadas ,  de  las  cua- 
les unas  son  de  nueva  construcción  ,  otras  de  reconstruc- 
ción y  otras  de  reparación ,  comprendiéndose  en  cada  una 
de  las  carreteras  el  Importe  de  sus  presupuestos ,  la  fecha  de 
80  adjudicación ,  el  valor  de  esta  y  el  nombre  del  contratista. 
Esta  primera  división  contiene  44  líneas ,  algunas  de  ellas  de  sa- 
na Importancia.  Siguen  las  obras  que  están  pendientes  de  su- 
bastas; las  que  penden  del  examen  que  de;  ellas  ee  está  hacien- 
do para  subastarlas ,  las  que  se  costean  con  fondos  del  Estado 
y  de  las  provincias,  y  las  carreteras  trasversales  de  gran  co- 
municación ,  á  las  que  el  gobierno  auxilia  con  cantidadea  asig- 
nadas del  empréstito. 

Los  presupuestos  de  las  líneas  de  construcción  ascienden  á 
116.992,634  rs.  y  se  han  adjudicado  en  118*578,150. 

Los  de  reconstrucción  importan  2.988,467  y  se  han  adjudi- 
cado en  2.691,003.  Los  de  reparación  importan  13.118,200  y 
se  han  adjudicado  en  12.489,201. 

Los  presupuestos  de  las  obras  que  se  costean  con  fondos  del 
Estado  y  de  las  provincias,  ascienden  á  24.796,084,  habiendo 
sidq  adjudicados  en  20.010,729,  y  las  cantidades  que  debe  abo- 
nar el  gobierno  suben  á  18.668,552. 

Los  presupuestos  de  las  carreteras  y  obras  pendientes  de  su- 
basta importan  27.558,536 >  y  el  auxilio  que  facilita  el  Esta- 
do 13.759,267. 

Las  carreteras  trasversales  de  gran  comunicación  á  las  que 
el  gobierno  auxilia  con  cantidades  asignadas  del  empréstito,  tie- 
nen de  presupneiito  la  suma  de  27.785,101 :  su  valor  eo  adjudi- 
cación es  de  25.672,499 ;  las  cantidades  que  abona  el  Estado  as- 
cienden á  10.036,294.  Las  carreteras  pendientes  de  subasta  es- 
tán presupuestadas  en  10.612,093:  el  auxilio  que  facilita  el  go- 
bierno importa  8.750,000. 

Las  carreteras  cuyo  estudio  se  está  yerifícando  tienen  asig- 
nada por  auxilio  del  gobierno  la  suma  de  20.500^000  rs. 

RbAL  DXCBBTO   DE   1.^  DB  ^LIO. 

Este  decreto  organizó  el  cuerpo  de  ingenieros»  de  ca- 
minoSy  canalesy  puertos  en  la  forma  siguiente:— Eite  cuerpo  de- 
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be  componerse  por  ahora  de  dos  iospectores  generales,  con  el 
sueldo  de  -áO^OOO  rs.  anuales,  seis  inspectores  de  distrito  con  el 
de  30,000,  diez  ingenieros.  Jefes  de  1.*  clase,  con  el  de  24,000, 
qnince  iagenieros,  jefes  de  2."*  clase ,  con  el  de  18,000 ,  treinta 
y  seis  iagenieros  primeros  con  el  de  12,000,  cuarenta  y  seis 
ingenieros  segundos  cod  el  de  9,000,  diez  aspirantes  primeros 
eoD  el  de  6,000,  y  Quince  aspirantes  segundos  con  el  de  5,000* 
•—Estas  plazas  deben  ocuparlas  por  el  orden  riguroso  de  antigüe« 
dad ,  los  individuos  de  que  en  la  actualidad  se  compone  el  caer- 
po  ,  y  las  vacantes  que  resulten  en  la  última  clase,  losaspiran» 
tes  por  el  orden  en  que  salp;ao  aprobados  de  la  escuela  especial. 
— ^Los  que  resalten  beneficiados  en  su  sueldo  por  este  decreto, 
no  disfrutarán  el  beneficio  hasta  que  sea  aprobado  el  presupuesto 
por  las  cortes. 

Real  uecaeto  de  la.  misma  fecha. 
Por  él  se  establece  una  nueva  división  del  territorio  déla 
Peniosula ,  con  respecto  á  las  obras  públicas  en  la  forma  si- 
gnjeote: 

1.^  «La  Península  se  dividirá ,  para  el  servicio  propio  de  los  in- 
^nieros  de  caminos ,  canales  y  puertos ,  según  los  reglamentos  é 
instrucciones  vigentes ,  en  los  doce  distritos  que  siguen :  Madrid, 
Burgos ,  Zaragoza ,  Barcelona «  Valencia ,  Murcia ,  Granada ,  Sevilla, 
Cáceres,  Valladolid,  León  y  Orense.  El  primero  de  dichos  distri* 
tos  comprenderá  las  provincias  de  Avila ,  Ciudad-Real ,  Guadalaja- 
ra ,  Madrid ,  Segovia  y  Toledo :  el  segundo  las  de  Álava ,  Burgos, 
Guipúzcoa ,  Logroño ,  Navarra ,  Santander ,  Soria  y  Vizcaya :  ei 
tercero  las  de  Huesea ,  Teruel  y  Zaragoza :  el  cuarto  las  de  Barcelo* 
na ,  Gerona,  Lérida  y  Tarragona :  ei  quinto  las  de  Castellón  de  la 
Plana,  Cuenca  y  Valencia:  el  sesto  las  de  Albacete,  Alicante  y 
Murcia:  el  sétimo  las  de  Almería,  Granada,  Jaén  y  Málaga:  el  octa- 
vo las  de  Cádiz,  Córdoba,  Huelva  y  Sevilla:  el  noveno  las  de  Ba- 
dajoz y  Cáceres:  el  décimo  las  de  Palencia,  Salamanca,  Valladolid 
L  Zamora  r  el  undécimo  las  de  León  y  Oviedo :  y  el  último  las  da 
Corana,  Lugo,  Orense  y  Pontevedra. 

2.»  Independientemente  de  los  referidos  distritos  se  destinará 
nn  ingeniero  á  las  islas  Baleares  y  otro  á  las  Canarias  para  atender 
al  mismo  servicio,  comunicándose  directamente  con  la  dirección 
general  de  obras  públicas.» 

Real  orden  de  3  de  jdlto. 

Para  llevar  á  efecto  la  nueva  división  dé  distritos  estableci- 
da por  el  decreto  anterior^  se  dispuso  en  esta  real  ófden :  1.^  Qoe 
los  límites  de  los  doce  distritos  en  que  se  divide  la  Penínrala 
para  la  ejecución  de  las  obras  públicas ,  se  determinen  por  los 
de  las  provincias  que  se  asignan  a  cada  uno ,  excepto  en  los  ca- 
sos en  que  para  la  mayor  facilidad  del  servicio,  sea  conveniente 
alterar  e^ta  regla  á  juicio  de  la  dirección  general.  3.^  Qoe  el  ser* 
vicio  de  cada  provincia  se  distribuya  entre  los  Ingenieros  snbaN 
temos  destinados  al  mismo ,  según  el  námero  de  provincias  que 
comprenda  y  del  modo  que  determine  el  Jefe  respectivo.  8.<»Qae 
la  división  de  las  carreteras  generales  que  haya  en  cada  distrttO| 
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tsoonlbriqe  á  la  extensión  de  estos ,  considerándose  dividida  ea- 
á  una  en  tantas  secciones  como  provincias  atraviese  cualquiera 
qjiie  sea  so  longitud ;  y  cuando  por  el  límite  de  una  provincia 
con  otra  se  halle  cortada  una  legua ,  corresponderá  toda  entera 
á  la  provincia  en  que  resulte  bailarse  la  mayor  parte:  4."  Que 
estas  secciones  se  enumeren  correlativa  é  independientemente 
desde  Madrid ,  ó  desde  el  punto  que  haya  en  l8s  mismas  mas 
próximo  á'h  capital.  5.^  Que  los  ingenieros  en  jefe  del  distrito, 
gubdividan  cada  sección  en  trozos,  oyendo  al  subalterno  á  quüen 
corresponda  y  con  sujeción  á  las  instrucciones  que  reciba  de  la 
dirección  general. 

Ebal  oecbbto  de  10  de  junio. 

Por  él  se  disuelve  el  establecimiento  nacional  á  cargo  del  Es- 
tado j  conocido  con  el  nombre  de  Empresa  de  Lorca ,  se  hace  el 
deslinde  y  distribución  de  los  diferentes  objetos  y  obras  perte- 
D.ecientes  al  Estado  y  á  la  provincia  comprendidos  en  dicha  em- 
presa,  y  se  establece  una  nueva  forma  para  administrarlos. 
Real  decbeto  de  15  de  julio. 

Manda  sacar  á  subasta  en  renta  por  el  término  de  30  años^ 
^I  canal  de  Manzanares  con  todos  sus  enseres  y  pertenencias. 

BeAL  OADEN   de   8   DE  JULIO. 

Aprueba  el  programa  con  arreglo  al  cual  deben  ser  admiti- 
dos los  akimnos  en  la  escuela  de  iugenieros. 

Real  obdsn  de  16  de  julio. 

Manda :  i  /'  Que  se  publiquen  la  memoria ,  planos  y  demás  do- 
cumentos facultativos^  concernientes  al  proyectado  canal  lateral  del 
Guadalquivir,  á  fin  de  que  con  conocimiento  de  causa  bagan  sus 
proposiciones  los  que  quieran  tomar  á  su  cargo  aquella  empresa: 
\.^  Que  se  redacte  el  pliego  de  condiciones ,  bajo  el  cual  pueda 
adjudicarse  esta  obra :  3.<>  Que  verificada  la  adjudicacioa  sepre- 
•qntfi  á  la9  cortes  convertida  en  proyecto  de  ley :  4.^  Que  se  pu- 
bliquen los  resultados  del  reconocimiento  practicado  eñ  el  Gua- 
dalquivir, para  examinar  la  posibilidad  de  navegado:  S.^Quese 
Todaete  un  pliego  de  condiciones  bajo  el  cual  pudieran  adjudicar- 
se las  obras  necesarias  para  la  habilitación  de  dicho  rio. 

tKGlSLACIOH  COMERCIAL .  INDUSTRIAL  Y  AGRÍCOLA 

Real  becbbto  db  25  de  diciembre. 

Por  él  se  establece  en  Cádiz  un  banco  de  descuentos ,  prés- 
tamos, giros  y  depósitos  con  la  denominación  ñt  Banco  de  Cádiz. 
Fijase  su  capital  en  loo  millones,  pudiendo  emitir  una  cantidad 
igual  en  billetes  al  portador  de  4,000,  2,000,  1,000  y  ¿00  rs. 
'&te  Banco  puede  establecer  cajas  subalternas  en  otras  poblacio- 
nes importantes  de  Andalucía,  cuando  las  necesidades  lo  exijan 
y  se  le  autorice  para  ello. 

Real  orden  de  11  de  febbeeo. 

Manda  al  jeCB  politieo  de  Madrid  que  oyendo  al  consejo  pro- 
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▼iBdal,  Informe  a)  gobierno  sobre  las  caosas  da  la  aaaaie»  dt 
Mbaiateiiclas  y  los  medios  de  remediarla. 

BbaL  ORDBIf  DB  9   DE  FBBBBBO. 

Ordena  á  los  tribunales  de  comercio  que  interinamente  y 
hasta  que  las  cortes  aprueben  un  proyecto  de  ley  sobre  socieda- 
des  anónimas  suspendan  el  conceder  su  autorización  para  lalór^ 
macioo  de  ninguna  de  aquellas. 

KEAI.  OBDBN   OB   8   DE   FEBBEBO. 

•  Nombra  un  agente  Industrial  en  las  capitales  de  Franda,  In- 
glaterra y  Bélgica,  que  trasmita  al  gobierno  cnantoa  datos  y  no- 
ticias pueda  adquirir  sobre  las  mejoras  y  adelantamientos  hei^boi 
6  que  se  hagan  en  las  eieociaa  y  artes  iadustriales, 

GimCULAB  BB  11  DB  PBBBBBO. 

Pide  á  loe  Jefes  políticos  noticias  sobre  el  estado  de  la  eose- 
día  y  la  existenda  de  cereales  en  cada  profincta. 

¿BAL  OBDEN  DB   19   DE  FEBBEBO. 

Permite  la  introducción  de  lus  tubos,  máquinas  y  demás  úti- 
les necesarios  para  el  alumbrado  de  gas  con  un  derecho  de  5 
porlOO  sobre  el  valor  de  feetura ,  su  tercio  por  coBsnmo,  y  6 
por  100  de  arbitrios. 

ASAI*  DECBETO  DB  18  DB  FEBBEBO ,  OBOANTZATfDO  BL  MUflfl- 
TBB10     DB   COMRBCIO,  iNSTBUGGtON   Y    OSBAS  PUBLICAS.    (VéaSO 

el  tomo  1»^  de  esta  Revista,  pág.  287). 
Real  dbcbbto  db  18  de  febbbbo. 
Establece  un  nuevo  sistema  de  cambios  de  las  especies  amo- 
nenadas  con  el  extranjero,  en  la  forma  siguiente: 
^  Artículo  1 .»  «Los  cambios  de  España  con  el  extranjero  se  arregla* 
rán  al  tipo  de  un  peso  fuerte  de  20  rs.  vn.  por  la  cantidad  variable  de 
tantos  francos  y  céntimos  sobre  Bélgica,  tantos  bajocos  sobre  los  Esta- 
dos Pontificios,  tantas  libras  nuevas  sobre  ios  Estados  sardos ,  tan- 
tos francos  y  céntimos  sobre  Francia ,  tantos  dineros  de  gros  sobre 
Haraborgo ,  tantos  florines  y  céntimos  sobre  Holanda ,  tantos  granos 
sobré  ^ápoies,  tantos  reis  sobre  Portugal ,  tantos  copeches  sobre  Ru- 
sia y  tantos  peniques  sobre  Inglaterra.  Si  en  los  países  extranjeros 
bobiese  alguna  variación  de  monedas ,  6  se  abriesen  en  Espafta  nue- 
vos cambios  sobre  alguno  de  aquellos ,  los  colegios  de  agentes  de 
cambios  y  corredores  adoptarán  el  sistema  provisional  que  pareciese 
oías  conveniente  sobre  el  tipo  constante  del  peso  fuerte ,  hasta  la  fe- 
solucisa  de  la  consulta  que  dirigirán  al  gobierno  por  el  ministerio 
eompetente. 

Art.  %^  Las  notas  de  precios  que  se  publican  por  corredores  de 
las  plazas  se  arreglarán  á  la  moneda  efectiva  de  reales  vellón  por 
el  número ,  pesas  ó  medidas  españolas  como  está  mandado  por  la 
ley  de  ?6  de  enero  de  1801 ,  que  es  la  5.^  del  libro  9.®,  tít.  9.^  déla 
Novísima  Recopilación* 

Art.  3.°  Los  efectos  públicos  y  acciones  industriales  que  se  nc" 
goeien  en  todas  ias  plazas  del  remo  se  cotarán  al  tanto  por  ciento 
efectivo  en  reales  vellón  de  su  valor  nominal. 

Art  4.<>  El  sistema  principiará  á  regir  desde  t.o  de  abril  práxi- 
mo ,  anunciándose  con  anticipaeion  y  circulándose  en  las  plazas 
extranjeras  por  medio  de  los  enviados ,  ednsnles  y  demás  agentes 
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dil   jB^obiemo  qa«  reeomradarán  la  adopción  de  asta  arreglo  da 
eambíos. 

Art.  S.^  £1  agente  de  cambios  6  corredor  que  autorice  los  eon-^ 
tratos  6  en  ellos  intervenga ,  6  los  que  publiquen  nota^  de  cambios 
6  precios  corrientes  en  contravención  de  las  antecedentes  disposicio- 
nes ,  sufrirán  la  multa  de  una  cantidad  igual  á  la  de  los  derechos 
2ue  por  aquel  contrato  debieran  devengar,  6  ^1  importe  en  venta 
e  la  impresión  según  el  caso ,  siendo  ademas  de  su  cargo  los  gas- 
tos hasta  que  se  realice  el  pago.» 

BeaL  DBGBBTO  DB  25   OB  FEBRBaO  PA.BÁ  LA  BBUNIOll   DB  L08 

Bangos  ob  San  Febfiando  b  Isabel  II. 

Dos  grandes  Bancos  en  una  mi^íma  plaza ,  establecidos  bajo 
los  auspicios  del  gobierno  y  rivales  entre  sf ,  eran  una  anomalía 
«n  la  historia  de  las  instituciones  de  crédito.  El  Banco  de  San 
Fernando,  ocnpado  en  sus  negocios  con  el  gobierno,  no  satisfa- 
cía todas  las  necesidades  del  comercio  de  Madrid ,  y  por  eso  en 
1844  se  autorizó  el  establecimiento  de  uno  nuevo,  bajo  la  de- 
Dominacion  de  Banco  de  Isabel  II.  Pero  entonces  se  tocaron 
otros  Inconvenientes ,  porque  si  bien  el  comercio  se  halló  mejor 
auxiliado  en  ocasiones ,  otras  veces  fué  víctima  de  las  rivalidades 
entre  aquellos  establecimientos ,  los  cuales  poseyendo  acumu- 
lado un  capital  mayor  que  el  de  cualquier  comerciante,  ha* 
dan  sentir  en  todas  partes  los  efectos  de  su  desavenencia.  Apa* 
recio  la  crisis  monetaria «  comenzaron  los  desastres  causados 
por  el  espíritu  de  asociación  llevado  al  estremo,  y  entonces 
se  agravó  el  peligro  de  la  coexistencia  de  los  dos  Bancos.  Con- 
cibió el  gobierno  el  pensamieijto  dereunirlos,  y  para  verifí'' 
car  esta  unión ,  expidió  el  decreto  cuyo  texto  insertamos  en 
seguida.  ,     . 

«Art.^  1.0  Los  Bancos  de  San  Femando  y  de  Isabel  11  reunidos 
formarán  un  solo  Banco  con  la  denominación  de  Banco  español  de 
San  Fernando. 

Art.  2.<>  El  nuevo  Banco  se  ocupará  de  descuentos,  giros,  prés- 
tamos ,  cuentas  corrientes ,  depósitos  y  demás  operaciones  autori- 
zadas en  los  actuales  estatutos  del  de  San  Fernando,  bajo  las  con- 
diciones que  en  ellos  y  en  sus  reglamentos  se  fijan ,  y  sin  que  el 
establecimiento  quede  nunca  en  descubierto. 

Art.  3.<>  £1  capital  del  Banco  se  fija  en  400  000,000  de  reales 
en  efectivo ,  representados  por  200,000  acciones  de  á  2000  rs.  cada 
una.  Para  la  formación  de  este  capital  llevará  el  Banco  de  San  Fer- 
nando 100.000,000  de  reales,  y  otra  suma  igual  el  de  Isabel  II. 
Los  200.000,000  restantes  hasta  completar  los  400  los  ir^lin  entre- 
nzando los  accionistas  á  medida  que  las  operaciones  del  Banco  lo  exi- 
jan ,  y  en  la  proporción  que  los  reclame  su  junta  de  gobierno  con 
-  mi  real  aprobación. 

Art.  4.<»    £1  Banco  estará  esclusivamente  autorizado  en  Madrid 
para  emitir  billetes  pagaderos  al  portador  y  á  la  vista  en  su  caja 
.  por  una  cantidad  igual  á  la  de  su  capital  efectivo.  Para  emitir  una 
,  cantidad  mayor  sera  necesaria  mi  real  autorización. 

El  importe  de  cada  billete  no  podrá  esceder  de  10,000  reales  ni 
bajar  de  500>  Me  reservo  sin  embargo  autorizar  la  circulación  de 


• 
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billetes  de  ¿  300  n.  hasta  la  cantidad  que  tenga  á  bien  fijar  cuan- 
do lo  considere  de  utilidad  pública. 

Los  billetes  que  actualmente  tienen  en  circulación  los  dos 
Bancos  que  se  reúnen  seráo  recogidos  y  cambiados  por  los  nuevos 
gue  han  de  emitirse  dentro  de  un  breve  plazo  que  el  Banro  se- 
ñalará, cuando  tos  segundos  estén  disponibles,  quedando  después 
sin  curso  los  primeros. 

Art.  5.<*  El  Banco  podrá  establecer  con  mi  real  aprobación  ca* 
'as  subalternasen  los  puntos  en  que  se  crean  convenientes,  y  con 
as  condiciones  que  yo  tenga  á  bien  aprobar,  oido  el  consejo  real. 
En  dichos  puntos  podrán  circular  los  billetes  del  Banco  pagaderos 
en  las  cajas  allí  establecidas ,  si  no  existe  en  ellos  otro  Banco  de 
emisión  competentemente  autorizado.  Esto  no  se  entenderá  respec- 
to de  la  sucursal  de  Cádiz  creada  por  el  Banco  de  Isabel  II ,  la 
eaaí  continuará  bajo  la  dependencia  del  Banco  español  de  San  Fer- 
nando ,  debiendo  someterse  inmediatamente  sus  estatutos  y  regla- 
mentos á  mi  real  ^aprobación. 

Art.  €.<>  Regirán  por  ahora  en  el  Banco  los  estatutos  y  regla- 
mentos del  de  San  Fernando,  procediéndose  inmediatamente  por 
las  actuales  administraciones  de  los  Bancos  reunidos  á  su  revisión 
para  hacer  en  ellos  las  correcciones  y  mejoras  que  convengan,  y 
sometiéndolos  á  mi  real^  aprobación.  Entretanto  las  referidas  admi- 
nistraciones Unidas  harán  la  lic^uidacion;  y  concluida  esta,  se  reu- 
nirá la  junta  general  de  accionistas  para  hacer  las  elecciones  cor- 
respondientes de  oficios. 

Art.  7.^  La  duración  del  Banco,  con  la  facultad  de  emisión, 
será  de  25  años,  si  no  se  acuerda  su  prorogacion  en  la  forma  com- 
petente, V  sus  estatutos  se  revisarán  del  modo  que  en  los  mismos 
se  prescriba. 

Art.  8.°  Mi  gobierno  ejercerá  en  el  Banco ,  por  medio  de  un 
comisario  regio ,  la  inspección  ordinaria  en  la  forma  que  determi- 
nan ó  en  adelante  determinaren  los  estatutos  y  reglamentos,  pu- 
diendo.  cuando  lo  tenga  por  conveniente,  nombrar  una  comisión 
especial  para  examinar  la  situación  y  operaciones  del  estableci- 
miento. 

Art.  9.<>  De  los  beneficios  Uc^uidos  que  produzcan  las  operacio- 
nes del  Banco ,  después  de  cubiertos  todos  sus  ^tos ,  se  destina- 
rán desde  luego  6  por  100  para  el  pago  de  los  intereses  del  cani* 
tal  efectivo ;  y  de  los  beneficios  que  queden  después  de  satisfecno 
este  dividendo  se  aplicará  la  mitad  á  los  accionistas ,  y  la  otra  mi- 
tad á  la  formación  de  un  fondo  de  reseña  hasta  que  este  se  eleve 
á  8  por  100  del  capital  efectivo  del  Banco.  En  llegando  la  leserva  á 
este  limite  podrán  repartirse  íntegramente  á  los  accionistas  los  be- 
neficios de  las  operaciones. 

Art.  10.  Los  resultados  de  las  cuentas  del  Banco,  tales  como 
aparezcan  de  las  memorias  que  debe  redactar  en  los  períodos  fija- 
dos por  los  reglamentos ,  se  publicarán  en  la  Gaceta  del  gobierno, 
sin  perjuicio  de  publicar  también  su  situación  en  períodos  mas  cor- 
tos, según  lo  determinen  los  mismos  reglamentos. 

Art.  II.    Mi  gobierno  presentará  á  las  cortes  un  proyecto  de  ley 

para  que  sean  confirmados  al  Banco  español  de  San  Fernando  los 

derechos  y  facultades  que  se  le  conceden  por  el  presente  decreto.» 

Bbal  sbcabto  db  8  db  uabzo. 

Bisponji*  1*^  Qne  b  dtf«oeloQ  del  ramo  de  la  erla  caballar  le 

Tomo  n«  tO 
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componga  de  qd  director  ]general  y  de  una  Junta  consnftivay 
bajo  la  inmediata  dependencia  del  ministerio  de  ta  Gobernación. 
^.'*  Que  el  director  sea  el  encargado  de  ejecutar  las  órdenes  del 
gobierno,  concernientes  á  su  ramo,  de  llevar  la  corresponden- 
cia con  los  delegados  de  la  dirección  en  las  provincias,  y  de 
proponer,  oyendo  á  la  Junta  consultiva,  las  disposiciones  nece« 
sarias :  i  para  conocer  el  número  y  recursos  de  los  criadores: 
II  clasificar  las  razas:  III  averiguar  el  estado  de  los  pastos  y 
mejoras  de  que  son  susceptibles:  IV  ensayar  nuevos  forrages  y 
la  aclimatación  de  plantas  gramíneas  y  exóticas:  Y  formar  pra- 
dos artificiales:  VI  conocer  las  relaciones  entre  el  ganado  ca- 
ballar y  la  agricultura:  YII  investigar  las  causas  de  las  epizo- 
tías:  VIII  aclimatar  las  razas  extranjeras  y  promover  su  era- 
zamiento  y  procreación :  IX  la  exportación  é  importación  de  los 
productos  de  este  ramo,  y  fijar  los  derechos  protectores:  X dia- 
tribuir premios  y  estímulos:  XI  facilitar  puntos  de  consumo: 
XII  adquirir  caballos  padres  para  el  Estadc.  8.»  Que  haya  en 
cada  capital  de  provincia  ó  punto  en  que  se  crea  mas  oportuno, 
on  subdirector  que  cuide  de  ejecutar  las  órdenes  d^  la  dirección 
general^  de  inspeccionar  los  depósitos  particulares  y  de  interve- 
nir en  los  del  Estado. 

Real  dbcreto  de  4  db  mabzo. 

Crea  una  Junta  llamada  de  información  compuesta  de  per- 
sonas nombradas  por  el  gobierno ,  y  de  un  individuo  nombrado 
por  cada  Junta  de  comercia,  y  otro  por  cada  sociedad  econó- 
miea.  Esta  Junta  deberá  contestar  á  un  interrogatorio  que  le  pre-* 
sentará  el  gobierno  sobre  las  cuestiones  que  interese  resolver 
relativas  á  la  importación  de  tegidos  de  algodón ,  de  cereales  y 
de  otros  artículos. 

ClBCULAR  DE   8  DE  MABZO. 

Encarga  á  los  Jefes  políticos  el  cumplimiento  del  real  decreto 
de  10  de  abril  de  1844 ,  y  del  de  6  de  Julio  de  1845,  en  que  se 
adoptaron  disposiciones  para  evitar  la  circnlacion  y  venta  de  li- 
bros y  estampas  contrarios  á  la  religión  ,  á  la  decencia  pública 
y  é  las  buenas  costumbres. 

Real  obdbn  db  14  de  mabzo  prohibiéndola  extracción 

DR  CBBEALBS,   en   LA  FORMA   SIGUÍ BNTB  : 

«1.*  Queda  prohibida  la  esportacion  por  mar  y  por  tierra  del  tri- 
go ,  maíz,  cebada ,  centeno ,  harinas ,  arroz  y  patatas  en  toda  la  Pe- 
nínsula y  las  Baleares. 

2.*  Se  permite  la  importación  de  los  granos  extranjeros,  con 
arredo  al  real  decreto  de  29  de  enero  de  1834,  cuando  el  pre« 
cío  del  trigo  llegue  á  70  rs.  la  fauega. 

3.*  Con  arreglo  al  real  decreto  ae  29  de  enero  de  1834  se  de- 
claran los  granos  y  semillas  alimenticias  libres  de  todo  derecho, 
real,  provincial  6  municipal,  arbitrios  ó  impuestos,  de  cualquier 
clase  o  denominación. 

4>  Con  arreglo  á  lo  que  previene  el  párrafo  6.<>,  ley  11,  y  el 
S.'*,  ley  18,  título  10,  libro  T.»  de  la  Novísima  Recopilación,  se 
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prohibe  que  ninguna  sociedad  mercantil  comercie  en  granos  ni  otras 
sostánoias  alimeAtieias  46  cualquiera  especie,  quedando  acarea  de 
los  jefes  políticos  llevar  á  efecto  esta  disposición  con  respecto  a  las 
sociedades  actualmente  existentes. 

5  *  Los  granos  acarreados  por  los  tragíneros  se  conducirán  di- 
rectamente ai  mercado  para  el  surtido  de  panaderos  y  otros  con- 
sumidores, sio  permitir  que  compren  los-  revendedores  hasta  que 
hayan  pasado  las  horas  del  mercado.  < 

6.*  Se  mantendrá  espedita  y  sin  trabas  de  ninguna  especie  la 
circulación  de  granos  en  todo  el  reino,  dispensándoseles  por  las 
autoridades  administrativas  la  mas  eficaz  protección. 

7.*  Las  medidas  que  aquí  se  ^previenen  se  mantendrán  en  oh* 
servancia  basta  que  S.  M.  tenga  á  bien  modificarlas  ó  suspenderlas.» 

ClBCVLAR  DE   23    OB   MABZO. 

Modifica  las  disposiciones  del  decreto  anterior  en  la  forma 
signiente. — La  prohibición  de  esportar  trigo  fuera  del  reino  solo 
tendrá  iup:ar  cuando  llegue  su  precio  á  70  reales  en  los  raerca^ 
dos  litorales  desde  el  cabo  de  Greus  hasta  el  de  Gata:  á  60  des- 
de este  á  las  bocas  del  Guadalquivir:  á  55  desde  las  bocas  del 
Mino  hasta  las  del  Vidasoa:  á  60  en  toda  la  línea  de  la  frontera 
db Francia,  7  á  45  en  las  de  Portugal. — Para  esportar  el  maiz, 
d  centeno,  la  cebada  y  la  harina  de  trigo,  es  preciso  que  su  pre- 
cio en  las  zonas  dichas  no  llegue  á  los  siguientes  valores:  el  maíz 

y  centeno  á  ^  del  precio  del  trigo,  la  cebada  á  §  del  trigo  y  el 

quintal  de  harina  á  50  por  1*00  mas  del  precio  de  la  fanega  de 
trigo.^La  prohibición  do  se  estiende  á  las  esportaclones  que  se 
bagan  para  las  islas  Baleares ,  para  los  puertos  de  la  Península 
Di  para  Cuba. 

Real  decreto  de  25  db  mabzo. 

Completa  la  organización  del  ramo  de  la  cria  caballar,  dl9-> 
poniendo :  t  .^  que  se  establezcan  nnevos  depósitos  de  caballos 
padrea,  dehesas  comunales  con  destino  á  la  cría  de  potros,  y 
recompensas  para  los  criadores :  2.^  que  los  depósitos  se  divi- 
dan en  dos  grandes  secciones ,  una  que  comprenda  las  provin- 
eías  del  mediodía  y  otra  las  del  norte :  la  primera  comprenderá 
las  provincias  de  Cádiz,  Sevilla,  Córdoba,  Málaga,  Jaén,  Va- 
lencia^ Badajoz,  Murcia^  Toledo  y  Madrid:  la  segunda,  todas 
las  demás:  3.^  qne  se  establezcan  por  ahora  depósitos  en  Jerez 
de  la  Frontera,  Sevilla,  Córdoba,  Ecija,  Don  Benito,  Toledo, 
Madrid ,  Zaragoza  ,  León ,  Oviedo  y  Orense :  4.^  que  á  las  pro- 
vincias de  la  sección  del  mediodía  se  de^tinen  caballos  árabes ,  á 
las  del  norte  caballos  ingleses  de  media  sangre  y  normandos, 
habiendo  en  cada  depósito  lo  menos  un  caballo  de  buena  raza 
española':  S.**  que  la  dotación  de  cada  depósito  conste  por  lo  me- 
nos de  cinco  caballos,  los  cuales  mientras  se  proporcionan  los 
'extranjeros  podrán  ser  españoles:  6.^  que  en  los  depósitos  del 
norte  se  introduzcan  algunas  yeguas  alemanas:  7.^  que  los  par- 
ticnlares  qne  concurran  con  tos  yeguas  á  los  depósitos,  pa- 
guen osa  retrlboeioA  de  40  rs.  M  se  valen  de  eaballoi  españoles, 
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y  &0  empleaodo  los  extraDjeros:  8.<»  que  las  dehesas  se  estables- 
esD  eo  los  pontos  roas  á  propósito,  tanto  en  terrenos  de  propios 
como  en  los  pertenecientes  al  Estado;  pero  que  no  se  apliquen 
á  este  servicio  los  terrenos  de  los  ayuntamientos,  sino  cuando 
carezcan  de  una  apiicadoo  especial ,  ó  no  sean  absolutamente 
necesarios  para  col)r(r  otras  atenciones :  9.*'  que  aunque  los  apun- 
tamientos puedan  administrar  por  sí  las  dehesas  potriles,  sé  su» 
Jeten  en  su  establecimiento  y  régimen  á  las  instrucciones  dej  go« 
bierno ;  y  cuando  no  se  quieran  encargar  de  su  administración, 
el  gobierno  lo  haga,  adquiriendo  de  ellos  diciios  terrenos  en  ar- 
rendamiento: 10  que  se  conviertan  en  dehesas  potriles  todos  los 
baldíos  y  realengos  que  convenga  dcfitinar  á  este  objeto:  1 1  que 
donde  no  haya  terrenos  del  Estado  ni  de  los  pueblos  adecuados 
á  este  objeto,  se  adquieran  de  ios  particulares:  12  que  se  esta* 
bipzean  además  en  Andalucía  tres  dehesas  destinadas  esclusiva- 
raenteá  la  cria  de  yeguas:  13  que  no  se  admitan  al  pasto  de 
las  dehesas  el  ganado  mular,  lanar  y  cabrío,  pero  sí  el  vacuno, 
cuando  haya  abundancia  de  yerbas :  14  que  todos  los  particu- 
lares puedan  aprovecharse  de  las  dehesas  potriles,  mediante 
la  retribución  que  se  establezca :  15  que  se  adjudiquen  todos  los 
años  seis  premios  de  primera  clase  y  seis  de  segunda  á  los  cria- 
dores que  ofrezcan  mejores  productos. 

Real  obden  db  27  du  m^bzo. 

Dispone  que  los  frutos  coloniales  y  mercancías  extranjeras 
que  se  ¡leven  á  la  Habana  y  Puerto-Rico  en  buques  extranjeros, 
si  se  trasportan  á  la  Península  en  españoles,  paguen  además  del 
derecho  señalado  á  la  bandera  nacional^  la  mitad  del  recargo 
impuesto  á  la  extranjera. 

RbaL  DBGBBTO  de  9  DB  ABBIL. 

Establece  un  consejo  de  agricultura  y  comercio  compuesto 
del  ministro  de  este  ramo,  presidente,  un  vice-presidente ,  el  di- 
rector general  de  comercio  y  catorce  vocales.  Este  consejo  debe 
dar  su  dictamen  sobre  las  cuestiones  que  el  ministro  de  Comercio 
le  proponga,  y  averiguar  los  hechos  cuyo  conocimiento  sea  nece» 
sario  para  resolverlas. 

Real  obobn  de  10  db  mayo. 

Declara  permitida  la  importación  del  BBufre  extranjero,  mO'* 
diante  el  pago  de  ciertos  derechos. 

Real  oboein  de  10  de  mayo. 

Adiciona  el  artículo  184  de  la  real  instrucción  de  3  de  abril 
de  XS4Z  con  la  cláusula  deque  las  libranzas  que  entreguen  los 
adeudantes  de  derechos  de  aduana  en  pago  de  sus  créditos  sean 
pagaderas  en  Madrid. 

Real  decbeto  de  31  de  hayo  sobbb  el  abbbolo  db  la 
MONEDA  (Véanse  el  texto  y  observaciones  mas  adelante). 

Real  obdbb  de  4  de  junio. 

Confirma  lo  dispuesto  en  la  real  drdett  de  6  de  mayo  de  184jl 
lobre  la  libertad  de  la  vendimia,  disponiendo  qoe  el  qoe  haya 
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d«  veodlfüiar,  dé  aviso  á  la  autoridad  municipal  con  cuarenta 
y  ocho  lloras  de  anticipación. 

Beal  decr£to  db  10  db  junio. 

Dispone  que  el  cambio  de  España  sobre  Hamborgo  se  arre* 
gle  ai  tipo  de  un  peso  fuerte  de  20  rs.  por  la  cantidad  varia- 
ble de  tantos  cheliioes  banco,  en  lugar  de  tantos  dineros  que 
señalaba  el  art.  1.^  del  decreto  de  18  de  febrero  de  este  año. 

BbAL  OEDBII  de   30  DE  JUNIO. 

Ordena  que  pase  al  Juzgado  ordinario  de  Santiago  de  Cuba 
d  conocimieuto  de  los  negocios  mercantiles  cuando  no  hubiere 
cónsules  ni  sustitutos  hábiles  para  entender  en  ellos »  ni  pue« 
dan  ser  llamados  á  conocer  los  cónsules  propietarios  de  biennio 
anterior  con  arreglo  á  la  real  orden  de  6  de  mayo  de  1834. 

fiSAL  OBOEN  DE   14  DE  JULIO. 

Beclara  libre  de  derechos  la  introducción  del  mástico  asfáltico. 

Bbal  obobn  de  10  de  julio. 

Dispone  que  no  se  verifique  ningún  precinto  y  sello  de  efec- 
tos que  se  dirijan  á  cualquier  punto  de  lo  interior ^  sin  que  pre- 
viamente se.  reconozcan  y  adeuden ,  esceptuando  los  que  por  real 
concesión  vengan  á  la  corte,  los  cuales  deberán  ser  escrúpulo* 
sámente  registrados  en  la  aduana,  y  pagarán  el  derecho  antes 
de  ser  entregados  á  sus  dueños. 

Beal  obdeh  de  Í9  db  julio. 

Para  evitar  los  inconvenientes  del  tránsito  del  antiguo  al 
nuevo  sistema  monetario  9  y  las  especulaciones  que  pudieran  fun* 
darse  en  el  acaparamiento  de  ciertas  especies  de  moneda  de  pla- 
ta,  que  retiradas  de  la  circulación  ó  estraidas  del  reino,  podrían 
producir  conflictos  en  las  operaciones  mercantiles,  prohibe  la  es- 
traccion  de  toda  clase  de  plata  amonedada ,  labrada  ó  en  pasta, 
escepto  la  procedente  de  las  minas  de  la  Península ,  que  lleve  el 
sello  de  haber  satisfecho  el  5  por  100  por  el  derecho  de  benefi- 
cio establecido  por  la  ley  de  minería.  Esta  prohibición  durará 
hasta  que  introducida  la  nueva  moneda  y  establecido  el  curso 
natural  de  las  respectivas  especies,  convenga  modificarla. 

Bbal  obden  db  31  de  jul^o. 

Declara  que  la  prohibición  de  estraer  moneda  contenida  en 
la  real  orden  anterior ,  no  alcance  al  oro  amonedado,  sino  á  la 
plata  coando  se  trate  de  esportar  como  mercancía,  y  que  aun 
de  esta  puede  estraer  cada  viajero  3000  reales  para  atender  é 
sus  gastos. 

Beal  obden  de  20  de  julio. 

Adiciona  el  aitículo  103  de  la  instrucción  de  aduanas  en  la 
forma  siguiente : 

«Cuando  en  los  reconocimientos  resulten  efectos  de  menos  en 
cantidad  que  exceda  de  un  5  por  100  en  el  comercio  extranjero, 
y  de  un  8  por  100  en  el  de  América,  se  exigirán,  en  vez  de  la 
multa  que  señala  el  párrafo  S.«  del  art.  103  de  la  instrucción ,  los 
derechos  k  la  totalidad  de  la  partida  como  si  estuvieran  presentes 
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y  completas  las  mercadsrías,  escepto  en  los  casos  en  que  por  cíT" 
cunstancias  partíeulares  y  en  los  cargamentos  á  grane)  d  ño  embar^^ 
cados  maníflesten  los  despachantes  y  ofrezcan  justificar  coa  atesta- 
dos de  nuestros  cónsules  en  el  término  que  la  administración  les 
prefije  que  quedó  sin  embarcar  alguna  parte.» 

RbaL  OBOEN  DB  23  DE  JULIO* 

Habiendo  cesado  ya  en  esta  fecha  la  escasez  de  subsfstenefas 
que  dio  lugar  á  las  reales  órdenes  de  14  y  23  de  marzo,  prohi- 
biendo la  estraccion  de  cereales  fuera  del  reino ,  se  vuelve  esta  á 
permitir;  se  autoriza  también  su  importación  con  arreglo  al  real 
decreto  de  29  de  enero  de  1^34,  y  se  mandan  exigir  en  todo 
el  reino  ios  derechos  que  antes  gravitaban  sobre  los  granos  y 
semillas  alimenticias. 

AÜHIHISTRACION  DB  JUSTICIA  CIVIL  Y  ADMUÍISTRATIVA. 

Rbal  obdbit  DB  13  de  fbbbebo,  declaba^ndo  la  fdebza 

DB  LAS  GOTVSULTAS  DEL  CONSEJO   BBAL. 

Dice  así:  «El  carácter  de  las  consultas  que  el  consejo  real  eleva 
al  gobierno  en  los  casos  y  negocios  de  su  cometido,  como  también 
las  en  que  propone  la  competeucia  de  jurisdicción  en  ios  conflic- 
tos entre  la  contenciosa  y  la  administrativa ,  ^cuyas  consultas  des- 
pués de  aprobadas  por  S.  M.  toman  el  carácter  de  resoluciones 
generales  y  de  reglas  que  deben  fijar  la  jurisprudencia  para  casos 
análogos,  exigen  que  se  autoricen  de  una  manera  conveniente  á 
los  efectos  que  deben  producir.  Por  otra  parte  el  decoro  del  eleva- 
do cuerpo  de  que  emanan  las  consultas  reclama  también  que  la 
autorización  con  que  se  comuniquen  al  consejo,  jefes  políticos  y 
•demás  autoridades  administrativas ,  sea  la  del  ministro  del  ramo. 
^n  so  consecuencia  S.  M.  se  ha  dignado  mandar  que  sus  reales  re- 
soluciones por  consulta  del  consejo  ó  de  sus  secciones  se  comuni- 
quen é  inserten  con  la  firma  del  ministro  de  la  Gobernación  del 
reino,  y  que  solo  los  traslados  ó  copias  se  autoricen  por  el  subse- 
cretario de  este  ministerio. 

Real  obden  de  6  de  mabzo. 

Nombra  un  oficial  del  ministerio  de  la  Crobernacion ,  que  se 
traslade  á  Inglaterra ,  Francia  ,  Bélgica  y  Suiza  para  estudiar 
los  sistemas  penitenciales,  y  reunir  los  datos  necesarios  para  pro- 
poner su  establecimiento  en  España, 

Real  decbeto  de  12  de  mabzo  sobbe  el  hodo  db  hacee 
CFEcnvAS  LAS  deudas  DE  LOS  PUEBLOS.  (Véasc  cl  tomo  l.o  de 
^sta  Revista,  pág.  227). 

Id.  de  la  misma  fecha. 

Manda  que  por  el  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino  se 
forme  la  colección  legislativa  de  que  trata  el  real  decreto  de  6  de 
mar^o  de  1846,  sin  que  intervenga  lá  sección  de  Gracia  y  Jus- 
ticia del  consejo  real. 

RB^L  decbeto  de  4  DE  JUNIO  DANDO  BEGLAS  PABA  SENTEN- 
CIAB  T  DIBIMIB  LAS  COMP&TENGIAS  DB  JUBISDICGíON  Y  ATfilBD- 
GIOUBS  ENXBIt  LAS  AUTORIDADES  JUDICULBS  Y   LAS    ADMINISTRA- 

TTVAS  (Véanse  el  texto  y  comentarios  en  esta  entrega). 
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DlGBBTO  BE  9  DB  JUNIO. 

Declara  el  UDlforme  que  deben  usar  los  eoDseJeros  reales  y 
demás  dependientes  del  consejo. 

Real  dbgheto  i>£  la  misma  fecsa. 

Contiene  el  reglamento  p«ra  las  casas  de  corrección  de  ranje- 
res  del  reino ,  y  establece :  i  .^  que  estas  casas  sean  administra- 
das por  el  director  general  de  presidios !  ).<>  que  se  establezcan 
en  Barcelona,  Bargos^  Badajoz,  la  Coruña,  Cartajena,  Grana- 
da j  Madrid ,  Sevilla ,  Valencia ,  Valladolid ,  Zaragoza ,  Santa 
Crac  de  Tenerife,  Palmada  Mallorca,  y  si  fuese  necesario  Pam- 
plona y  Oviedo:  3.o  que  vayan  á  cada  una  de  estas  casas  las 
niQjeres  eesteneiadas  por  ia  audiencia  de  so  territorio ,  éscepto 
las  de  Zaragoza  y  la  Coruña  que  recibirán  también  las  proce- 
dentes de  Pamplona  y  Oviedo:  4.o  contiene  el  orden  y  régimen 
interior  de  estas  casas  que  no  oreemos  indispensable  insertar 
por  lo  largo  y  minucioso. 

Kbal  obben  be  13  nE  julio. 

Manda  denunciar  los  impresos  en  que  se  ponga  en  cuestión 
el  derecho  á  suceder  á  la  corona  de  la  infanta  Doña  Luisa  Fer- 
nanda. 

CiBCULAB  nB  26  BE  Julio. 

Anuncia  haberse  abierto  el  tribunal  de  la  Rota  de  la  Nun- 
ciatura. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA. 

Reales  becbetos  be  28  be  enero,  18  be  febbsbo  y  10 
bb  mabzo  sobbe  la  gbe.4ci0n  y  organización  be  los  líinis* 
teri08  be  comercio  ,  instrucción  y  obras  publicas  y  gober- 
NACIÓN BEL  BBiNO.  (Véase  el  tom.  !.<>  de  esta  Revista,  pág.  269). 

Real  orben  be  ü  be  febrero. 

Nombra  una  comisión  qae  proponga  las  mejoras  de  que  es 
susceptible  el  plan  de  estudios  decretado  en  17  de  setiembre 
de  1845. 

Real  becreto  be  25  be  febbebo. 

Reorganiza  las  academias  Española  y  de  la  Historia  en  los 
términos  siguientes. 

«Artículo  l,^  Las  reales  academias  Española  y  de  la  Historia 
eonstarán  en  adelante  de  treinta  y  seis  individuos  de  número  cada 
una,  quedando  suprimidas  las  categorías  de  supernumerarios  y  bo- 
norarios.  Lo  serán  sin  embargo  de  esta  última  clase  los  extranjeros 
á  quienes  las  academias  concedan  tal  distinción. 

Art.  2.<>  Pasarán  desde  luego  á  ser  académicos  de  número  los 
supernumerarios  y  honorarios  españoles  que  lo  sean  en  el  dia.  Los 
que  faltaren  para  completarlo  serán  inmediatamente  nombrados 
por  las  academias  en  la  forma  de  costumbre. 

Art.  3.<>  En  adelante  estará  siempre  lleno  el  número  de  plazas 
de  las  dos  academias.  Cada  vacante  se  proveerá  en  ei  térmmo  de 
dos  meses. 

Art  4.^  Será  pnbKco  el  acto  de  recepción  de  los  académicos.  Sis 
leerá  en  él  un  discurso  por  el  académico  entrante,  y  le  contestará 
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•1  presidente «  ei  lo  tuviere  á  bien  ,4  en  su  defecto  otro  aeadémi« 
00  nombrado  por  él  mismo. 

Art.  5.<»  Serán  también  públicos  los  actos  de  adjudicación  de  pre- 
mios en  los  concursos  que  las  academias  continuarán  proponiendo 
como  hasta  aquí. 

Art.  6<>  Cada  una  de  las  academias  tendrá  precisamente  reu* 
nion  pública  una  vez  alano ,  en  dia  que  me  reservo  íljar «  para  dar 
cuenta  de  sus  trabajos  durante  los  doce  meses  auteriores. 

Art.  7.^  Los  individuos  de  la  academia  Española  y  los  de  la 
academia  de  la  Historia  usarán  en  los  actos  públicos  de  las  mis- 
mas, y  en  los  demás  á  que  asistieren,  el  uniforme  y  distlDcion 
que  se  determine  para  cada  uno,  y  cuyo  modelo  se  presentará  in- 
mediatamente á  mi  aprobación. 

Art.  8.^  Luego  que  estén  completamente  reorganizadas  lasaca« 
demias  con  el  oúmero  de  individuos  que  señala  este  decreto,  me 
propondrán  las  variaciones  que  creyeren  oportunas  en  sus  estatu- 
tos, á  fln  de  llenar  mas  cumplidamente  el  objeto  de  su  institución.» 
Real  decreto  de  la  mísha  fecha. 
Crea  la  real  academia  de  Ciencias  exactas ,  físicas  y  natura- 
les del  modo  siguiente : 

«Artículo  l.o  Se  crea  en  Madrid  una  academia  real  de  Ciencias 
exactas ,  físicas  y  naturales ,  que  declaro  igual  en  categoría  y  pre- 
rogativas  á  las  academias  Española ,  de  la  Historia  y  ae  San  Fer- 
nando. 

Art.  2.0  Declaro  suprimida  la  actual  academia  de  Ciencias  na- 
turales de  Madrid. 

Art.  Z.^  La  real  academia  de  Ciencias  exactas,  físicas  y  natu- 
rales se  compondrá  de  tremta  y  seis  académicos ,  número  que  ha 
de  tener  siempre  completo,  proveyendo  cada  vacante  que  ocurra 
en  el  término  improrogable  de  dos  meses. 

Art.  4,^  Por  esta  sula  vez  nombraré  yo  la  mitad  del  número  de 
académicos  prefijado  en  el  artículo  anterior,  los  cuales,  reunidos 
bajo  la  presidencia  de  aquel  que  yo  tenga  á  bien  señalar,  proce- 
derán á  elegir  ios  diez  y  ocho  académicos  restantes.  Mi  ministro 
de  Comercio ,  Instrucción  y  Obras  públicas  procederá  á  instalar  la 
academia  luego  que  se  halle  completa. 

Art.  5.0  En  lo  sucesivo  la  academia  elegirá  siempre  los  indivi- 
duos que  hayan  de  completarla. 

Art.  6.<*  La  academia  real  se  ocupará  inmediatamente,  después 
de  su  instalación ,  en  iormar  sus  estatutos ,  que  someterá  á  mi  real 
aprobación. 

Art.  7.^  Se  incluirán  en  el  presupuesto  de  Instrucción  pública 
que  ha  de  someterse  á  la  deliberación  de  las  cortes  las  cantidades 
necesarias  para  que  la  real  academia  de  Ciencias  pueda  cumplir  de« 
bidamente  con  los  objetos  de  su  instituto.» 

BbAL  OBOEN   de   ].''  DE  líABZO. 

Dispone :  1.**  Que  los  cirujanos  mayores  de  los  hospitales  qne 
tuvieren  constantemente  mas  de  100  enfermos,  los  primeros,  se- 
gundos y  terceros  de  los  que  tuvieren  mas  de  300 ,  y  ios  regen- 
tes de  primera  clase  de  la  facultad  de  medicina ,  no  puedan  en- 
señar privadamente  á  los  que  aspiren  al  título  de  sangrador  alo 
la  autorización  del  rector  de  la  unlveraidad  de  sn  distrito,  ü.""  Qne 
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ios  drojanos  así  autorízalos  den  cuenta  al  rector  de  cada  uno 
de  sus  discípulos  y  así  como  de  su  aprovechamiento  y  circunstan- 
cias, a.^  Que  no  se  dé  el  título  de  sangrador  á  los  que  no  ha- 
yan hecho  dos  años  e^tos  estudios  con  aprovechamiento.  Esta 
real  orden  contiene  otras  disposiciones  transitorias  de  menos  im- 
portancia. 

Real  obdbn  de  2  dk  habzo. 

Contiene  el  e:»calafon  de  la  antigüedad  de  varios  profesores. 

RbAL  DBCBETO   de   7   DB  ABBIL. 

Suprimeia  junta  de  centralización  de  ios  fondos  de  instruc- 
ción pública  y  sus  dependencias  en  la  corte  y  la  de  la  extingui- 
da dirección  general  de  caminos ,  y  crea  una  dirección  de  con- 
tabilidad que  desempeñe  las  atribuciones  generales  de  cuenta  y 
razoD,  de  los  ramos  de  instrucción  y  obras  públicas,  agricultu- 
ra y  eomercio ,  é  igualmente  una  tesorería  del  ministerio  de  Co- 
mercio para  las  atenciones  de  sus  ramos. 

BSAL  OBDBN   DB   1 1    DB  ABBIL. 

Dispone :  1  r  Que  los  colegios  privados  de  segunda  ensefian- 
a,  eomplan  para  el  próximo  curso  de  1847  á  48  los  requisitos 
exigidos  en  el  título  2.**  de  la  sección  2.»  del  plan  de  estudios, 
en  la  sección  7.*  del  reglamento  decretado  para  su  ejecución  y 
en  la  real  orden  de  80  de  setiembre  de  1845.  2.^  Contiene  otras 
disposiciones  transitorias  de  poca  importancia. 

BbAL  OBDBIf  DB  24   DB  JUNIO. 

Establece  reglas  para  la  distribución  entre  los  profesores  de 
las  categorías  de  entrada ,  ascenso  y  término. 

ClBCULAB   DB    t  .^   DB   JULIO. 

Dispone  que  los  que  publiquen  en  Madrid  alguna  obra^  en- 
treguen un  ejemplar  en  el  archivo  del  ministerio  de  Comercio, 
y  dá  reglas  para  llevar  con  la  formalidad  debida  los  registros  de 
los  ejemplares  que  el  gobierno  adquiera  por  este  conducto. 

BbAL  DBCBBTO  de   8   DE  JULIO. 

Contiene  el  plan  de  estudios  reformado  á  propuesta  de  la 
eomision  nombrada  para  que  lo  revisase ,  y  cuyas  disposiciones 
son  las  siguientes. 
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SECCIÓN  PRI] 

DE  LAS  DISTINTAS  CLASES  DE  ENSEÑANZA. 


Artículo  l.o  La  enseñanza  en  los  establecimientos  de  instrue^ 
cien  pública  del  reino  comprenderá  cuatro  clases  de  estudios,  á 
saber  :^1.>  Estudios  de  secunda  enseñanza.— 2.*  Estudios  de  £ft- 
cQltad.--3.^  Estudios  superiores.— 4.*  Estudios  especiales. 
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%7  BL  DBHEGHO  MODERNO. 

TITULO  I. 

DB  LA  FACULTAD   DB  SEGUNDA  EHSBÑAKZA. 

Árt.  2.°  La  segunda  enseñanza  es  contínuacioa  de  la  instruc- 
ción primaría  elemental  completa.  Se  dará  en  cinco  años,  y  com- 
prenderá las  materias  siguientes: — Reliíjion  y  moral.— Lengua  es- 
8 ancla. — Lengua  latina.— Retórica  y  poética  — Elementos  de  geoi^a- 
a.— Elementos  de  historia  general  y  particular  de  España.— Ele- 
mentos de  matemáticas.—-ldem  de  psicologia,  ideología  y  iógica.-r- 
idem  de  física  experimental  y  nociones  de  química. — Nociones  de 
historia  natural. — Lenguas  vivas.— Dibujo.— Gimnástica. 

TITULO  IL 

DB  L09  ESTUDIOS     DB  FACULTAD, 

Art.  Z.^  Los  estudios  de  facultad  son  los  que  habilitan  para 
ciertas  carreras  y  profesiones  que  están  sujetas  á  \m  orden  rigoroso 
de  grados  académicos. 

Habrá  cinco  (acuitadas,  á  saber: — La  facultad  de  Glosofía.— La 
facultad  de  teología.— La  facultad  de  jurisprudeucia.— La  ¿acuitad 
de  medicina.— La  facultad  de  farmacia. 

CAPITULO  PRIMERO. 

De  la  facultad  de  Jilosofia. 

Art.  4.^  La  facultad  de  filosofía  abrazará  las  materias  siguien- 
tes, sin  perjuicio  de  aumentarlas  cuando  convenga. — Lengua  griega.  . 
—Lengua  hebrea.— Lengua  árabe.— Literatura  y  composición  lati- 
nas.—Literatura  española. — Filosofía  con  nn  resumen  de  su  histo- 
ria.—.Economía  política.— Administración. — Cálculos  sublimes.— Me« 
canica  racional. — Ampliación  de  la  física. — Astronomía  física. — Quí- 
mica general. — Mineralogía.— Botánica.— Zoologia. 

Art.  5°  No  todos  los  establecimientos  donde  haya  facultad  de  fi- 
losofía abrazarán  el  conjunto  de  materias  enumeradas  en  el  artículo 
anterior,  sino  solamente  las  que  permitan  los  recurso^  y  bastea 
para  las  necesidades  de  la  enseñanza. 

Art.  6.°  Será  bachiller  en  f¿o^qfiae\  qnehaya  cursado  académi- 
camente jos  cinco  años  de  la  sei;unda  enseñanza,  y  salga  aprobado 
en  los  exámenes  que  para  este  grado  se  establezcan. 

Art.  7°  Para  los  demás  grados  se  dividirá  ésta  facultad  en  ías  sec- 
ciones siguientes  : -1.-^  Sección  de  literatura.- 2.»  Sección  de  cien- 
cias filosóficas  —3.*  Sección  de  ciencias  físico-matemáticas.— 4.«  Sec- 
ción de  ciencias  naturales. 

Cada  sección  exigirá  para  la  licenciatura  tres  años  de  estudios   . 
posteriores  al  gradó  de  bachiller  en  filosofía :  estos  estudios  se  de- 
terminarán por  el  reglamento. 

Será  licenciado  en  letras  el  que  se  examine  en  cualquiera  de 
las  dos  primeras  secciones ,  y  licenciado  en  ciencias  el  que  lo  hi- 
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dere  en  afgana  de  las  otras ;  pero  su  tíhilo  expresará  la  sección  en 
que  se  haya  examinado. 

CAPITULO  11. 

De  la  facultad  de  ieologia. 

Art.  8.<*    Para  ser  admitido  al  estudio  de  la  teología  se  necesita: 

1.^    Estar  graduado  de  bachiller  en  fllosoOa. 

2.^  Haber  estudiado  y  probado  en  un  año  por  lo  menos  y  en 
ana  facultad  de  filosofía  las  materias  siguientes:— -Literatura  y  oom« 
posición  iatiDas.— Literatura  española.— FilosoOa  y  su  historia. 

Art.  9.°  £1  estudio  de  la  teología  abrazará  las  materias  siguientes, 
distribuidas  eu  siete  años  académicos:— Fundamentos  de  la  religión. 
—Lugares  teolócicos.— Teología  dogmática ,  especulativa  y^  práctica. 
—Teología  moral.— Historia  y  elementos  del  derecho  canónico  uni* 
Tersal  y  particular  de  España.— Historia  y  disciplina  general  de  la 
Iglesia  y  la  particular  de  España. — Sagrada  Escritura, ^Teoría  y 
pnetica  de  la  oratoria  sagrada.— Lengua  griega. — Lengua  hebrea. 

Art.  10.  £1  (^uc  pruebe  ios  siete  anos  de  este  estudio  podrá  to* 
mar  el  título  de  licenciado  en  teología^  debiendo  antes  graduarse 
oportunamente  de  bachiller  en  la  misma  facultad,  según  cuspongail 
los  reglamentos. 

CAPITULO  UL 

« 

De  la  Jacultad  de  jurisprudencia, 

Art.  11.  Para  ser  admitido  al  estudio  de  la  jurisprudencia  se 
mecesita : 

l.«    Estar  graduado  de  bachiller  en  filosoGa. 

2.<»  Haber  estudiado  y  probado  en  un  año  por  lo  menos  y  en  una 
fiíeultad  de  filosofía  las  materias  siguientes  .'—Literatura  latina. — Li« 
teratura  española. — Filosofía  y  su  historia. 

Art.  12.  El  estudio  de  la  jurisprudencia  abrazará  las  materias 
siguientes  distribuidas  en  siete  años  académicos:- Prologómenos 
del  derecho.— Derecho  romano. — Historia  y  elementos  del  derecho 
cini ,  comercial  y  criminal  de  España.- Códigos  españ6les:->-H¡sto- 
ría  y  elementos  del  derecho  canónico  universal  y  particular  de'És- 
paña. — Historia  y  disciplina  general  de  la  Iglesia  y  particular  de  la 
de  España. — Economía  política.— Derecho  publico  y  derecho  adni[i- 
nistrativo  español.— Teoría  de  los  procedimientos.— Práctica'  foren- 
se.— ^Elocuencia  forense. 

Art.  13.  £1  que  pruebe  los  siete  años  de  este  estudio  podrá  to- 
mar el  título  de  licenciado  en  jurisprudencia ,  debiendo  antes  gra^ 
duarse  oportunamente  de  bachiller  en  la  misma  facultad ,  según  dis- 
pongan Tos  reglamentos.  Con  aquel  título  quedará  autorizado  para 
ejercer  la  profesión  de  abogado  en  toda  la  monarquía. 
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CAPITULO  rv. 

De  la  facultad  de  medicina, 

Art.  14.  Para  ser  admitido  al  estudio  de  la  medicina  se  ne- 
cesita : 

l.o    £star  graduado  de  bachiller  en  filosofía. 

2.<>  Haber  estudiado  y  probado  en  dos  años  por  lo  menos  y  en 
una  facultad  de  filosofía  las  materias  siguientes :  -  Química  general. 
-«Mineralogía. — Zoologia.— Botánica. 

Art.  t5.  El  estudio  de  la  medicina  abrazará  las  materias  siguien- 
tes distribuidas  en  siete  años  académicos: — Rudimentos  de  griego. 
-«Física  y  química  médicas.— Historia  natural  médica.— Anatomía 
humana  general  descriptiva.— Fisiología. —  Patotogia  general.— Ana- 
tomía patológica.— Higiene  privada  v  pública  — Tera péu tica. —Mate- 
ria médica. — Arte  de  recetar.— Prtoío^ia  quirúrgica.— Anatomía  qui- 
rúrgica.— Operaciones. — Vendajes.— Patología  médica.— Obstetricia. 
—Enfermedades  de  niños  y  áe  mujeres.— Clínica  de  patología  ge- 
neral.—Clínica  quirúrgica.— Clínica  médica.— Clínica  de  partos  y 
de  enfermedades  de  niños  y  de  mujeres.— Medicina  legal  y  toxico- 
logia.— Moral  médica. 

Art.  16.  £1  que  pruebe  los  siete  años  de  este  estudio  podrá  to- 
mar el  título  de  licenciado  en  medinna ,  debiendo  antes  graduarse 
oportunamente  de  bachiller  en  la  misma  facultad ,  según  dispongan 
los  reglamentos.  Con  aquel  título  quedará  autorizado  para  ejercer  la 
profesión  de  médico  y  cirujano  en  toda  la  monarquía. 

Art.  17.  El  reglamento  señalará  las  condiciones  bajo  las  cuales 
80  podrá  autorizar  para  ejercer  la  sangría  y  demás  operaciones  de 
la  clrujía  menor  ó  minitraote  á  los  que  desempeñaren  o  hubieren 
desempeñado  el  cargo  de  practicantes  en  los  hospitales. 

CAPITULO  V. 
De  la  Jaculad  de  farmacia. 

Art.  18.    Para  ser  admitido  al  estudio  de  farmacia  se  necesita: 

l.o    Estar  graduado  de  bachiller  en  filosofía. 

3.«  Haber  estudiado  y  probado  en  un  año  por  lo  menos  y  en 
una  facultad  de  filosofía  las  materias  siguientes: -Química  gene- 
ral.—Mineralogia.— Zoología.— Botánica. 

Art.  19.  El  estudio  de  la  farmacia  comprenderá  las  materias  si- 
guientes, distribuidas  en  cinco  años  académicos: — Mineralogia, 
zoologia  y  botánica  aplicadas  á  la  farmacia.— Materia  farmacéutica 
correspondiente  a  cada  una  de  las  anteriores  ciencias. — Química  in- 
orgánica.—Química  orgánica.— Farmacia  químico -operatoria  corres- 
pondientes á  estas  ciencias. -Practica  de  todas  las  operaciones  far- 
macéuticas y  urincipios  de  la  análisis  química. 

Art.  20.  El  que  pruebe  los  cinco  años  de  este  estudio ,  y  ademas 
otros  dos  posteriores  de  práctica  hechos  en  un  establecimiento  far- 
macéutico ,  podrá  tomar  el  título  de  licenciado  en  farmacia ,  de- 
biendo ant«8  graduarse  oportunamente  de  bachiller  en  la  misma  fií- 
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cuitad,  según  dispongan  los  reglamentos.  Con  aquel  tftnlo  quedará 
autorizado  para  ejercer  la  profesión  en  toda  la  monarquía. 

TITULO  III. 

DI  LOS  BSTÜD10S  8UPBRIOSB8. 

Art.  21.    Son  estudios  superiores  los  que  sirven  para  obtener  el 
grado  de  doctoren  las  diferentes  facultades,  ó  bien  para  períeccio-- 
narse  en  los  varios  conocí mientos  humanos. 

Art.  22.    Por  ahora  se  e<<tablecerán  las  siguientes  asignaturas,  sin 
perjuicio  de  aumentarlns  canudo  lo  permitan  los  recursos  del  Esta* 
do: — Literatura  antigua. — Literatura  moderna  extranjera.— Litera- 
tura española.— Historia  general.— Historia  de  España.— Ampliación 
de  la   fílosoQa. — Legislaciou  comparada.— Derecho  iniernacional. — 
btudios  apologéticos  de  la  religión  cribtiana. — ^Bibliografía  é  histo- 
ria de  las  ciencias^  eclesiásticas. — Ampliación  de  la  química. — Aná« 
liñsquíoiica  y  práctica  de  medicina  lei;al.— Bibliografía ,  historia  y 
literatura  médicas. — Física  matemática. — Astronomía  matemática  y 
de  observación. — Anatomía  comparada. — 2^o'oeia,  vertebrados. — 
Zoología,  invertebrados.— Geología.— Organograua  y  íSsiología  bo- 
tánicas. — ^Pedagogia ,  ó  métodos  de  enseñanza. 

Art.  2S.  £1  grado  de  doctor  exigirá  uno  6  dps  años  de  estudios 
superiores  después  de  la  licenciatura,  según  se  prescriba  en  ios  re- 
glamentos. 

TITULO  IV. 

DB  LOS  BSTÜDIQ6  B8PBCIÁLBS. 

Art.  24.  Son  estudios  especiales  tos  que  habilitan  para  carreras 
y  profesiones  que  no  se  hallan  sujetas  á  la  recepción  de  grados  acá- 
déinieos. 

Reglamentos  también  especiales  determinarán  las  escuelas  de  es- 
ta clase  que  haya  de  haber ,  como  igualmente  el  orden  y  duración 
de  sus  enseñanzas. 

TITULO  V. 

AB  LA    fimUClOB  ABL  CÜB80 »  HE  LOS  BXimilIBfl  T  DBL  MBTODO  DB  BRSbAáIIZA. 

Art.  25.  Los  reglamentos  determinarán  las  materias  que  ha  de 
abrazar  cada  curso  y  el  orden  en  que  deban  estudiarse. 

Art.  2^.  Los  cursos  se  abrirán  en  los  establecimientos  de  ense- 
ñanza el  i.o  de  octubre,  y  durarán  hasta  el  i,^  de  junio,  (en  cuyo 
día  príncipiarán  los  exámenes. 

Art.  27.  Nadie  podra  pasar  di  un  curso  á  otro  sin  haber  sido 
examinado  y  aprobado  en  todas  las  materias  que  comprenda  el  an- 
terior. Los  exámenes  serán  públicos. 

ArL  2<s.  Se  concederán  premios  h  los  alumnos  mas  sobresalien- 
tes en  la  forma  que  dirá  el  reglamento. 

Art.  29.  Habrá  entre  los  estudiantes  conferencias  6  academias  en 
la  forma  y  orden  que  prescriba  el  mismo  reglamento. 

Art..  iO,  Los  libros  del  texto  se  elegirán  por  los  catedráticos  de 
entre  los  comprendidos  en  la  lista  que  al  efecto  publicará  todos  los 
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afkoú  el  gobierno,  y  en  la  cual  se  designarán  á  lo  mas  seis  para  ca- 
da asignatura.  Se  exceptúan  de  esta  regla  los  estudios  superiores ,  en 
los  que  tendrá  facultad  el  profesor  de  elegir  el  texto  que  quiera ,  6 
de  no  sujetarse  á  ninsuno ,  siempre  bajo  la  inspección  del  gobierno. 
Art.  31.  Se  prohibe  toda  simultaneidad,  abono,  permuta  y  des- 
pensa de  años  ó  cursos,  bajo  ningún  motivo. 

Se  escceptuan  los  estudios  necesarios  para  los  grados  de  licenciado 

Íf  doctor  en  la  facultad  de  filosofía ,  que  podrán  simultanearse  con 
es  de  otras  facultades. 

Árt.  33.  Los  reglamentos  determinarán  las  circunstancias  que 
deberán  exigirse  á  los  que  hayan  obtenido  títulos  en  las  escuelas  ex- 
tranjeras para  su  revalidación  en  España. 

SECCIÓN  SEGVXniA. 

DE  LOS  ESTABLECIMIENTOS  DE  ENSEÑANZA. 

Art.  33.  Los  establecimientos  de  enseñanza  serán  públicos  ó 
privados, 

TITULO  I. 

DB  LOS  BSTABLBCOIIBHTOS. 

Art.  34.  Son  establecimientos  públicos  de  enseñanza  aquellos 
que  en  todo  ó  en  parte  se  sostienen  con  rentas  destinadas  á  la  ins- 
trucción pública  y  están  dirigidos  exclusivamente  por  ei  gobierno. 

Art.  35.    Se  consideran  como  fondos  de  instrucción  pública:  ^ 

1.°  Los  bienes  que  posea  cada  establecimiento  con  destino  á  la 
enseñanza. 

2.0  Los  impuestos  y  repartimientos  provinciales  o  municipales 
que  para  el  sostenimiento  de  la  enseñanza  fueren  aprobados. 

Z,^  Los  créditos  que  con  aplicación  á  instrucción  pública  vota- 
relí  las  cortes  en  el  presupuesto  general  del  Estado. 

'4.®  Las  cuotas  ó  retribuciones  que  por  razón  de  matnculas ,  exá- 
menes, pruebas  de  curso,  incorporaciones,  grados,  títulos  ú  otras 
consideraciones  académicas  se  exijan. 

Art.  36.  No  es  público  ninsun  establecimiento ,  aun  cuando  se 
sostenga  en  todo  ó  en  parte  cdn  rentas  procedentes  de  los  pueblos, 
It  no  estar  dirigido  exclusivamente  por  el  gobierno. 

^Art.  37.  Los  establecimientos  públicos  de  enseñanza  se  dividi- 
rán en  institutos ,  universidades  y  escuelas  especiales. 

CAPITULO  I. 
De  los  ifiíHitutos. 

Art.  38.  Se  llamarán  institutos  los  establecimientos  en  que  sedé 
la  segunda  enseñanza. 

Los  institutos  serán  provinciales  y  locales, 

Art.  39.  Cada  provincia  tendrá  un  instituto  provincial  colocado 
en  la  capital ,  aunque  mediando  razones  especiales  podrá  establecer- 
se en  otro  punto  de  la  misma  provincia. 

^rt.  40.    Los  institutos  provinciales  darán  los  cinoo  años  de  la  se« 
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gunda  enseñanza ;  mas  para  esto  habrán  de  estar  provistos  de  cuan- 
tos medios  materiales  sean  necesarios  al  efecto:  sin  este  requisito 
indispensable  solo  se  les  autorizará  para  los  años  que  puedan  ense- 
ñar (iebidameute.  ^ 

Art.  41.  Podrán  establecerse  institutos  locales  en  pueblos  que 
tengan  2,000  vecinos ;  pero  estos  institutos  no  extenderán  su  ense- 
ñanza mas  aüá  de  los  tres  años  primeros. 

Exceptúase  el  caso  de  que  se  sesteo gan  exclusivam«tnte  con  ren- 
tas propias ,  en  el  cual  podrán  dar  también  los  años  cuarto  y  quinto, 
si  dichas  rentas  alcanzaren  para  ello. 

Art.  42.  Los  iustitutos ,  así  provinciales  como  locales ,  se  cos- 
tearán.* 

1 .°    Con  el  4)roducto  de  las  matriculas. 

2.*»  Con  las  rentas  de  memorias,  fundaciones  y  obras  pias  que 
paedan  aplicárseles. 

3.°  Con  las  cantidades  que  se  incluyan  en  los  presupuestos  mu- 
nicipales ó  provinciales,  como  gasto  obligatorio,  cuando  aquellos 
arbitrios  no  basten. 

Art.  43.    Para  poder  establecer  instituto  local  se  necesita  además: 
^  í.**    Que  en  el  pueblo  donde  se  coloque  se  halle  establecida  de- 
bidamente la  enseñanza  primaria  elemental  completa,  y  el  todo  ó 
parte  de  la  superior. 

2.<'  Que  estén  cubiertas  las  atenciones  de  policía ,  beneficencia 
y  demás  cargas  que  la  ley  incluve  en  la  categoría  de  gastos  obliga- 
torios dfl  pre*upuí>sto  municipal. 

3.**  Que  el  aumento  que  con  la  creación  del  instituto  hade  re- 
sultar en  el  presupuesto  municipal  no  í^rave  al  pueblo  con  arbitrios 
ó  repartimientos  imposibles  do  sostener ,  observtíndose  para  la  apro- 
bación de  este  aumento  lo  dispuesto  en  el  art.  105  de  la  ley  de  8  de 
enero  de  1845. 

Art.  44.  La  proyocia  donde  hubiere  universidad  tendrá  obliga- 
ción de  costear ,  coma  todas  las  demás ,  el  instituto  que  le  corres- 
ponda; pero  el  gobierno  se  encarsjará  de  satisfacer  sus  gastos,  siempre 
que  la  misma  provincia  se  convenga  en  entregará  los  fondos  de  ins- 
tmccion  pública  una  cautídad  alzada  praporcionada  á  dichos  gastos. 

Art.  45.  Habrá  en  los  institutos ,  así  provinciales  como  locales: 
^Alumnos  pensionistas-internos. — Alumnos  medio-pensionistas. — 
Alumoos  externos. 

Art*  46.    Los  alumnos  internos  serán  de  tres  clases : 

1.*    Pensionistas  sostenidos  por  sus  propias  familias. 

2.3  Pensionistas  sostenidos  poK  el  gobierno  con  beca  entera  6 
inedia  beca ,  cuyo  importe  se  incluirá  en  el  presupuesto  general  del 
Estado,  previa  aprobación  de  las  cortes.  Kstas  becas  se  concederán 
solo  en  los  institutos  provinciales,  y  á  huérfanos  de  militares,  de 
funcionarios  públicos  ó  de  personas  que  hubieren  hecho  servicios  ex- 
traordinarios á  su  patria ,  debiéndose  presentar  nota  de  ellas  todos 
los  años  á  las  mismas  cortes. 

3.^  Pensionistas  sostenidos  a  costa  del  establecimiento  en  virtud 
de  convenios  hechos  con  los  patronos  de  las  fundaciones  qae  se  agre- 
garen al  instituto. 

Art.  47.  Donde  el  local  del  instituto  no  tuviere  bastante  am« 
plitud  para  admitir  internos ,  habrá  una  casa  pensión  lo  mas  cerca* 
na  que  sea  posible  al  establecimiento ,  bien  por  empresa  particulafi 
bien  por  cuenta  de  la  provincia  ó  del  ayuntamiento. 
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CAPITULO  II. 

D€  las  universidades. 

Art.  48.  Los  estudios  de  facultad  se  harán  so16  en  las  universi- 
dades, y  solo  en  estas  se  podrán  conferir  los  grados  académicos ,  de 
cualquier  clase  que  sean. 

Art.  49.  Las  universidades  del  reino  serán  10 ,  colocadas  en  los 
p  untos  siguientes :  Barcelona ,  Granada ,  Madrid ,  Oviedo ,  Salaman- 
ca, Santiago,  Sevilla,  Valencia ,  Valladolid  y  Zaragoza. 

Art.  50.  Las  facultades  de  íilosoOa  y  jurisprudencia  existirán  en 
todas  las  universidades. 

La  de  teología  en  Madrid,  Oviedo,  Sevilla,  Valladolid  y  Za- 
ragoza. 

La  de  medicina  en  Madrid,  Barcelona,  Santiago,  Valencia  y 
Cádiz,  formando  parte  esta  última  de  la  universidad  de  Sevilla. 
La  de  farmacia  en  Madrid  y  Barcelona. 

Art.  51.  Solo  en  la  universidad  de  Madrid  se  conferirá  el  gra- 
do de  doctor  y  se  establecerán  los  estudios  necesarios  para  obtenerlo. 

CAPITULO  III. 

De  las  escuelas  especiales. 

Art.  52.    Las  escuelas  especíales  serán  aquellas  en  que  se  ha- 

San  los  estudios  del  mismo  nombre :  su  clase ,  número  y  pueblos 
onde  se  hayan  de  colocar  se  determinarán  en  los  respectivos  re- 
glamentos. 

Art.  53.  Los  estudios  de  segunda  enseñanza  hechos  por  los  alum- 
nos internos  en  estas  escuelas  serán  admitidos  en  los  institutos  ,  pre- 
vio examen  por  asignaturas  sueltas. 

Art.  54.  £n  el  caso  del  artículo  anterior  estarán  los  mismos 
estudios  de  segunda  enseñanza  hechos  en  los  seminarios  concilia- 
res por  alumnos  también  internos ,  pero  solo  hasta  el  cuarto  año 
inclusive. 

Art.  53.  Los  estudios  de  los  cinco  años  primeros  de  teología 
hechos  en  los  mismos  seminarios  serán  incorporables  en  las  uni- 
versidades para  recibir  el  grado  de  bachiller  en  la  misma  facultad. 
Sí  en  dicLos  seminarios  se  establecieren  las  cátedras  de  sexto  y 
séptimo  año  de  teología  que  se  ex'jen  para  el  grado  de  licenciado,  y 
se  confiaren  á  prebendados  de  oficio  ó  a  otros  sugetos  de  acreditado 
saber ,  serán  también  admitidos  sus  estudios  en  las  universidades  pa- 
ra recibir  dicho  grado. 

La  gracia  concedida  en  este  artículo  se  limita  á  los  seminaristas, 
á  los  fámulos  y  a  los  pensionis  as  con  beca  ó  sin  ella,  con  tal  que 
vivan  en  los  seminarios,  y  sujetos  á  su  disciplina  interior. 

~  Será  también  requisito  indispensable  que  el  plan  literario  de  los 
estudios  teológicos,  las  asignaturas  de  cátedras,  matrículas,  exáme- 
nes y  duración  del  curso  sean  los  mismos  que  en  las  universidades. 
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TITULO  II. 

DB  LOfl  MTABtlCiaiIIITOf  miTADOf . 

Árt.  56.  Son  establecimientos  privados  aquellos  coya  enseñanza 
se  sostiene  y  dirige  por  personas  particulares ,  sociedades  6  corpo- 
neiones,  sea  cual  fuere  su  clase,  con  el^tftulo  de  colegios ^  liceos 
ú  otro  cualquiera.  Ninguno  de  ello^^  podrá  usar  el  de  instituto, 

Art.  57.  Los  estudios  de  segunda  enseñanza  que  se  hagan  en 
estos  establecimientos  son  los  únicos  que  tendrán  validez  académi<^ 
ca  mediante  incorporación :  los  correspondientes  á  facultad  deben 
hacerse  en  los  establecimientos  públicos  dirigidos  por  el  gobierno, 
sin  lo  cual  no  serán  validos  para  la  carrera. 

Art.  58.  Los  establecimientos  privados  de  segunda  enseñanza  se 
dividirán  en  tres  categorías : 

Colegios  de  primera  oíase  que  abrazarán  los  cinco  años  de  la  se- 
gunda enseñanza. 

Colegios  de  segunda  clase  que  abrazarán  solo  dos ,  tres  6  cuatro 
aiíos  de  la  segunda  enseñanza. 

Casas-pension  que  se  limitarán  á  admitir  alumnos  internos  con 
oUigacion  de  asistir  á  los  cursos  del  instituto ,  y  pudiendo  solo  te- 
ner dentro  del  establecimiento  repasos  de  dichos  cursos. 

Art.  59.  Para  abrir  un  establecimiento  [)rivado  de  segunda  en- 
señanza es  indispensable  que  el  empresario  ó  dueño  del  mismo  re- 
ona  las  circunstancias  siguientes: 

1.*    Ser  mayor  de  25  años. 

2.*  Haber  obtenido  autorización  especial  del  gobierno,  oido  pre- 
viamente el  consejo  de  instrucción  pública. 

3.*  Depositar  la  cantidad  de  6,000  rs.  si  ef  establecimiento  fue- 
re colegio  de  primera  ciase,  y  3,000  si  fuere  de  segunda  ó  casa- 
peosinn. 

Si  el  establecimiento  perteneciere  á  una  sociedad ,  será  el  geren- 
te de  ella  quien  baya  de  cumplir  con  estas  condiciones ;  en  la  in- 
teligencia ^e  que  la  misma  sociedad  ha  de  estar  autorizada  por  el 
gobierno  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  M.  Para  obtener  la  autorización  deberá  el  empresario  6  ge- 
rente presentar  al  gobierno : 

f .«    Su  fé  de  bautismo. 

3.<>  ün  testimonio  de  buena  conducta  dado  por  el  alcalde  y  el 
cura  párroco  de  todos  los  pueblos  donde  hubiere  tenido  su  domicilio 
durante  los  tres  últimos  años. 

3.^  F.I  programa  de  las  enseñanzas  que  han  de  darse  en  el  es- 
tablecimiento, acompañado  del  ref^lamento  interior  del  mismo. 

4.<*  ^  Las  señas  del  local  donde  mtente  colocarlo  para  que  se  pro- 
ceda á  su  reconocimiento. 

5.<*    l]na  nersoQa  aue  haga  de  director. 

6.®  Justificación  de  tener  todos  los  medios  materiales  necesarios 
para  las  enseñanzas  que  intenta  establecer. 

Art  61.  Para  ser  director  de  un  establecimiento  privado  de  se- 
gonda  enseñanza  se  requiere: 

í.^    Ser  español  y  mavor  de  25  años. 

3.<»  Acreditar  sn  moralidad  y  buena  conducta  en  la  forma  pre- 
venida para  loe  empreeariof  • 
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3.<>  Haber  recibido  el  grado  de  doc|or  en  cualquiera  de  las  seccio- 
nes de  la  facultad" de  filosofía,  si  es  el  colegio  de  primera  clase,  el 
de  licenciado,  siendo  de  segunda ,  y  ei  de  bachiller  en  la  misma  fa- 
cultad para  pensión  solamente. 

Art.  63  Podrá  ser  director  el  mismo  empresario  siempre  que  re* 
una  las  circunstancias  que  el  anterior  artículo  requiere» 

Art.  63.  Los  empresarios  y  directores  de  los  establecimientos  pri- 
vados que  actualmente  existen  con  autorización  del  gobierno  se^ui« 
rán  sin  necesidad  de  sujetarse  á  la  condición  del  grado  académico, 
pero  deberán  tenerla  necesai  lamente  los  que  lleguen  á  reempla* 
zarlos. 

Art.  64.  Nadie  podrá  enseñar  en  establecimiento  privado  una 
asignatura  académica  cualquiera  siu  tener  para  la  misma  el  corres- 
pondiente titulo  de  regeLte  de  segunda* ciase.  Se  exceptúan  los  licen- 
ciados en  letras  ó  ciencias. 

Se  permite  en  estos  colegios  que  un  solo  maestro  enseñe  dos 
asignaturas,  pero  no  mas,  con  tal  de  que  tenga  título  para  ca- 
da una. 

Art.  65.  Los  profesores  y  demás  empleados  en  los  establecimien- 
tos privados  deberán  tener  el  certificado  de  moralidad  y  buena  con- 
ducta que  se  exige  á  los  empresarios  y  directores ,  y  tanto  para  es- 
tos como  para  aquellos  cargos  quedan  excluidos  los  que  en  virtud 
de  sentencia  judicial  hubierfn  sufrido  penas  corporales,  aflictivas  6 
infamatorias  por  delitos  comunes,  aun  después  de  obtenida  rehabi- 
litación. 

Art.  66.  Los  establecimientos  privados  de  segunda  enseñanza  se 
sujetarán ,  en  cuanto  á  los  estudios  académicos ,  al  mismo  orden  y 
combmacion  de  asignaturas  que  se  prescriba  para  los  institutos,  y  no 
podrán  adoptar  otros  libros  de  texto  que  los  autorizados  por  el  go- 
nierno  para  los  establecimientos  públicos. 

Art.  67.  Los  cursos  de  segunda  ensefiaoza  hechos  en  establrci- 
miento  privado  no  producirán  efectos  académicos  sino  después  de 
obtenida  su  aprobación  respectiva ,  previo  examen  especial  en  la  for- 
ma que  establecerá  ei  reglamento,  y  pago  de  las  correspondientes 
matrículas. 

Art.  68.  La  incorporación  de  los  colegios  privados  solo  se  hará 
en  los  institutos  provinciales. 

Art.  69.  Los  establecimientos  privados  están  bajo  la  vigilancia 
del  gobierno ,  el  cual ,  mediando  causas  graves ,  y  oido  el  consejo 
de  instrucción  pública,  podrá  suspender  ó  cerrar  cualquiera  de 
ellos. 

Art.  70.  Las  corporaciones  permitidas  por  las  leyes  que  quieran 
fundar  algún  establecimiento  de  segunda  enseñanza  deberán  obte- 
ner para  ello  autorización  expresa  del  gobierno ,  el  cual  exigirá  los 
requisitos  que  estime  convenientes,  con  arreglo  á  lo  que  en  este 
plan  se  prescribe. 
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8EGGI0II   TiaCBBA. 

DEL  PROFESORADO  PUBLICO. 
TITULO  L 

&B    LAS    DIFBREMTBS  CIISBS    DB    PR0FBS0BE8. 

Art.  71.  Los  profesores  dedicados  á  la  enseñanza  en  estableci- 
mientos públicos  se  dividirán  en  eaiedrálicos  y  agregados^ 

Art.  72.  La  plaza  de  catedrático  se  obtiene  por  real  nombramien- 
to ,  previa  oposición. 

Las  oposiciones  para  cátedras  de  facultad  se  harán  precisa- 
mente en  Madrid ,  y  para  cátedra  de  instituto  en  la  universidad  del 
atrito. 

Art  73.    Para  hac^r  oposición  á  cátedra  de  facultad  se  necesita; 

I.**   Ser  español. 

S.".   Tener  24  años  cumplidos. 

3.^  Haber  recibido  el  grado  de  doctor  en  la  facultad  respectiva: 
en  la  de  GiosoGa  basta  el  de  licenciado. 

Art.  74.    Para  liacer  oposición  á  cátedra  de  instituto  se  necesita; 

1.**    Ser  español. 

2.<>    Tener  21  años  cumplidos. 

Z.^  Ser  bacbílter  en  filosoGa ,  y  tener  el  grado  de  regente  de  se- 
gunda clase  para  la  asignatura  que  se  pretenda. 

A  los  profesores  de  lenguas  vivas  les  bastará  la  edad  y  el  título. 

Art.  75.  Sin  necesidad  de  oposición  podrá  'el  gobierno  conceder 
cátedras  con  o[>cion  á  todos  sus  derechos;  pero  solo  en  los  casos  si- 
guientes ,  y  teniendo  los  interesados  los  grados  necesarios : 

t'°  Los  autores  de  alguna  obra  original  sobre  la  asignatura  á  que 
pertenezca  la  cátedra ,  y  qtie  el  consejo  de  instrucción  pública  haya 
ealificado  antes  de  la  vacante  de  eqmvalente  á  un  ejercicio  de  oposi- 
ción ,  podrán  ser  nombrados  catedráticos  de  entrada. 
,  2.0  £1  mismo  derecho  tendrán  los  agregados  que  en  dos  opo- 
siciones hubieren  sido  incluidos  en  la  terna  sin  obtener  el  nombra- 
miento. 

3.<»  Los  catedráticos  de  entrada  y  ascenso  propuestos  también  dos 
veces  en  terna  para  la  categoría  mmediatamente  superior  podrán 
ser  promovidos  a  la  misma. 

4.^  Los  prebendados  é  individuos  de  los  tribunales  que  hubieren 
servido  sus  plazas  8,  16  ó  24  años;  los  médicos  y  farmacéuticos  que 
lleven  igual  tiempo  en  destino  de  su  facultad  y  de  real  nombra- 
miento ,  para  el  cual  se  necesite  el  grado  de  doctor ,  podrán  obtener 
cátedra  de  entrada ,  ascenso  6  término  respectivamente,  á  juicio  del 
gobierno,  con  tal  de  que  á  dichas  cualidades  reúnan  la  circunstan- 
cia particular  de  extraordinario  mérito  cientíGco  y  general  repu- 
tación. 

Art.  76.  El  destino  de  catedrático  es  incompatible  con  cualquier 
otro  empleo  de  real  nombramiento. 

Art.  77.  T^ingun  catedrático  podrá  ser  privado  de  su  cátedra  si- 
no en  Tirtttd  de  expediente  gubernativo  que  se  formará  oyéndole  sus 
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descargos  y  precediendo  el  dictamen  del  consejo  de  instrucción  pú- 
blica. 

Art.  78.  Las  plazas  de  agré§adosse  obtienen  solo  por  real  nom** 
bramiento. 

Art.  79.  Habrá  en  las  facultades  é  instituto^  el  número  de  agre- 
gados que  se  estime  oportuno. 

Art.  80.    Para  ser  agregado  en  una  facultad  se  requiere: 

I.»    Ser  español. 

2.<>    Tener  21  años  cumplidos. 

3.°    Presentar  el  título  de  regente  de  primera  clase. 

Art.  81.     El  titulo  de  regente  de  primera  clase  se  obtiene: 

1.^  Siendo  doctor  en  la  facultad  respectiva:  en  la  de  fílosofia 
basta  ser  licenciado. 

2.<>    Haciendo  en  una  universidad  los  ejercicios  correspondientes. 

Art.  82.    Para  ser  agregado  en  instituto  se  necesita : 

l.o    Ser  español. 

2.0    Tener  21  años  cumplidos. 

3.®    Presentar  el  título  de  regente  de  segunda  clastt. 

Art.  83.  El  título  de  regente  de  segunda  ciase  se  obtiene  ha- 
ciendo en  una  universidad,  para  la  respectiva  asignatura  los  ejerci- 
cios correspondientes. 

Art.  84.  Las  atribuciones  de  los  agregados  se  determinarán  en 
los  reglamentos. 

Art.  85.    Para  la  jubilación  de  los  catedráticos  servirán  las  re- 

f;las  establecidas  en  la  1*7  de  26  de  mayo  de  1835  6  las  que  en  ade- 
ante  se  dieren.  El  tiempo  de  servicio  empezará  á  contar  desde  el 
nombramiento  de  agregado. 

TITULO  H. 

DBL  SUELDO  DB  LOS  PBOFESORBS. 

Art.  86.  Los  profesores  de  los  establecimientos  públicos  de  ense* 
ñanza  se  dividirán,  con  respecto  al  sueldo,  en  catedráticos* de  insti- 
tuto y  catedráticos  de  facultad.  ^    , 

Art.  87.  El  sueldo  de  los  catedráticos  de  instituto  no  bajara 
de  5,000  rs  ,  ni  pasará  de  12,000,  según  la  asignatura  que  desem- 
peñen y  la  población  en  que  se  halle  el  estable  imiento. 

A  los  10  años  de  enseñanza  optarán  estos  profesores  á  una  cuar- 
ta parte  mas  de  su  sueldo ,  y  á  una  mitad  |}asados  los  20. 

Art.  88.  Los  catedráticos  de  facultad  se  inscribirán  todos  en  un 
cuadro  general  formando  escala ,  y  en  el  cual  irán  subiendo  y  ga- 
nando sufldo  por  dos  conceptos  distintos: 

1.®    Antigüedad  en  la  enseñanza. 

2.®    Categoría  en  la  carrera. 

Art.  89.  La  escala  de  antigüedad  se  dividirá  del  modo  siguien- 
te :— 20  catedráticos  á  20,000  rs.  de  sueldo  cada  uno.— 40  idem 
á  18,000  rs.—fiO  idem  á  16,000  rs.— 80  idem  á  14,000.— Todos  los 
demás  á  12,000  rs. 

Esta  escala  sin  embargo  no  se  llevará  á  efecto  hasta  que  la  aprue- 
ben las  cortes ,  siguiendo  entretanto  la  actualmente  establecida* 

Art,  90.  La  categoría  en  la  carrera  se  constituirá  dividiendo^ 
l08  profesores  en  catedráticos  de  entrada^  acenso  y  término. 
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A  los  át  entrada  corresponderán  las  tres  sextas  partes  de  los  ca- 
tedráticos de  cada  fecaltad. 

A  los  de  ascenso  las  dos  sextas  partes. 
A  ios  de  término  la  otra  sexta  parte. 
Art.  91.    £1  sueldo  total   de  los  catedráticos  se  fijará,  anadián- 
dose al  que  les  corresponda  en  la  escala  de  antigüedad ,  las  cantida- 
des Anuientes ¡—^ ,000  rs.  al  catedrático  de  ascenso.-- 8,000  rs.  al 
catedrático  de  térniino. 

En  Madrid  todo  catedrático  de  facultad  disfrutará  4,000  rs.  ade- 
mas de  lo  que  le  corresponda  por  antigüedad  y  categoría. 

Art.  92.  AscenderáD  los  catedráticos  en  categoría  por  oposición, 
segan  disponga^  el  reglamento. 

No  se  podrá  pasar  á  plaza  de  catedrático  de  ascenso  sin  haber 
servido  tres  años  en  una  de  entrada ,  ni  á  la  de  término  sin  llerar 
igual  numero  de  años  de  catedrático  de  ascenso. 

Art.  93.    £1  ascenso  en  categoría  no  llevará  consigo  variación  de 
cátedra.  El  profesor  permanecerá  siempre^  en  la  misma  asignatura; 
y  »  alguno  desease  mudar  de  enseñanza  ó  de  universidad ,  lo  soli- 
citará del  gobierno ,  el  cual  decidirá ,  oído  en  el  primer  caso  el  con- 
sejo de  instrucción  pública. 

Art.  94.  Los  eclesiásticos  que  fueren  catedráticos  disfrutarán, 
además  de  la  renta  de  su  prebenda ,  la  mitad  del  sueldo  que  como 
catedráticos  les  corresponda. 

Ed  el  caso  de  que  la  renta  del  prebendado  no  equivalga  á  la 
mitad  del  sueldo,  se  le  abonará  lo  que  falte  basta  completar  el  suel- 
do entero. 

Art.  95.  Los  agregados  de  facultad  tendrán  de  8,000  á  3,000  rs. 
de  sueldo,  según  la  escala  que  se  establezca:  dentro  de  cada  fa- 
cultad optarán  todos  á  estos  sueldos  por  antigüedad  rigorosa. 

Los  agregados  de  instituto  disfrutarán  el  sueldo  que  en  cada  es- 
tablecimiento se  les  Hcñale  con  arreglo  á  los  recursos. 

Art.  96.  Los  catedráticos  y  agregados  percibirán ,  además  de  su 
saeldo ,  la  parte  que  les  concedan  los  reglamentos  en  los  derechos 
declamen  por  curso  anual  y  grados  académicos. 

TITULO  IIL 


DI  LA  BSCOBLA  HOBIIAL. 

Art.  97.  Habrá  en  Madrid  una  escuela  normal  con  el  número  de 
alumnos  internos  que  el  gobierno  juzgue  conveniente  admitir  para 
cada  sección  de  la  facultaií  de  filosofía. 

Art.  98.  En  cada  universidad  se  abrirá  un  concurso  para  man- 
dar á  la  escuela  normal  el  número  de  alumnos  que  se  le  señale,  ha- 
ciendo solo  oposición  los  que  sean  bachilleres  en  filosofía. 

Art.  99.  El  alumno  de  la  escuela  normal  que  fuere  aprobado  go- 
zará de  las  ventajas  siguientes : 

l.«  Ser,  sin  mas  ejercicios,  licenciado  en  su  sección  respectiva 
y  regente  de  primera  clase ,  entregándosele  ios  títulos  con  exención 
de  derechos. 

X*^  Tener  dorante  los  tres  años  siguientes  un  sueldo  de  5,000  rs., 
á  no  ser  que  se  coloque  antes  en  enseñanza  con  otro  iguaJ  por  lo 
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nieno3 ;  pero  lo  perderá  si  abandonase  la  carrera  del  pcofetorado, 
'6  íió  áditiítiese  la  colocación  que  le  dé  el  gobierno. 

Art.'  100.  Para  obtener  cátedras  deberán  los  alumnos  de  la  escue* 
la  normal  sujetarse  á  oposición  en  concurrencia  con  los  que  se  pre- 
senten adornados  de  las  circunstancias  al  eíecto  prevenidas, 

8EGGI0N  GUilRTA. 

DEL  GOBIERTfO  DE  LA  INSTRUCCIÓN  PL^LICA. 

TITULO  I. 

ApMtRISTRlGIOlf    GBMBRIL. 

I 

Art.  101.  La  dirección  y  gobierno  supremo  de  la  instrucción  pú- 
blica en  todos  los  ramos  corresponde  al  rey  por  el  ministerio  de 
Comercio ,  Instrucción  y  Obras  Públicas. 

Art.  102.  Habrá  un  consejo  de  instrucción  pública ,  cuya  orga- 
nización se  determinará  por  un  decreto  es|)ecidl. 

Art.  103.    El  consejo  de  instrucción  pública  dará  su  dictamen: 

1.^  Sobre  creación ,  conservación  ó  supresión  de  establecimientjoa 
de  instrucción  pública. 

2.°    Sobre  los  métodos  de  enseñanza  y  libros  de  texto. 

3.**    Sobre  los  reglamentos  de  toda  clase  de  escuelas. 

4.^    Sobre  provisión  de  cátedras. 
F.  5.0    Sobre  la  antigüedad  y  clasificación  de  los  profesoi^es. 
g  6.°    Sobre  remoción  de  los  catedráticos  propietarios. 
I    7.0    Sobre  las  cuestiones  que  se  susciten  relativas  al  gc^bierno  in- 
terior de  los  establecimientos ,  su  disciplina  y  administración  eco« 
nómica. 
'   B,^    Sobre  los  demás  puntos  relativos  á  la  enseñanza   en  que  el 

Sobieroo  tenga  por  conveniente  oirle ,  ó  que  prescriban  los  regla- 
lentos. 
I  Art.  104.  Para  la  visita  de  los  establecimientos  de  enseñanza, 
asi  públicos  como  privados,  nombrará  el  gobierno  inspectores,  cu- 
yos sueldos  ó  dietas  se  pagarán  de  la  cantidad  que  con  este  objeto 
se  incluya  en  el  presupuesto  general  del  Estado. 

Art.  105.  Los  jefes  políticos,  en  virtud  de  la  facultad  que  les 
concede  el  párrafo  l  .<>  del  art.  4>  de  la  ley  de  2  de  abril  de  1845, 
tendrán  también  el  derecho  de  inspei^cionar  sobre  todos  los  estable- 
cimientos de  instrucción  pública  de  sus  respectivas  provincias ,  pero 
no  tomarán^nunca  por  sí  medida  alguna  que  tenga  relación  con  la 
enseñanza  ó  el  régimen  interior  de  las  escuelas,  Rmitándose  su  au- 
toridad á  aconsejar  á  los  rectores. cuanto  crean  conveniente,  parti- 
cipar al  gobierno  los  vicios  y  abusos  que  observen ,  proponer  las  re^ 
formas  que  estimen  oportunas,  y  tomar  en  los  asuntos  de  drden  pú- 
blico las  disposiciones  que  estén  en  sus  facultades. 

Arl.  106.  Para  4a  incorporación  de  los  institutos  y  otros  estable- 
cimientos de  enseñanza ,  y  para  los  demás  efectos  conducentes  al 
buen  orden  y  gobierno  de  la  instrucción  pública ,  se  dividirá  el  ter- 
ritorio de  la  monarquía  en  un  número  de  distritos  igual  al  de  las 
universidades ,  siendo  cabeza  de  cada  uno  la  universioad  respectivajr 
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TITULO  II. 

OBI.  UfiQlEBr  I1ITBU0^  DB  LOS  ESTieLBCOlIBlITOS    PüBUCOff. 

.  Art.  107.  £1  gobiecno  y  admioistracion  de  las  universidades  es- 
tarán á  cargo  de  los  rectores  respectivos,  cuyas  órdenes  obedecerán 
todos  los  profesores  y  empleados  en  ellas. 

Art.  108.    Los  rectores  serán  nombrados  directamente  por  el  rey, 
y  tendrán  los  sueldos  que  el  real  decreto  de  2  de  abril  de  1846  les 
señala.  En  adelante  haoráu  de  ser  elegidos  en  la  clase  de  doctores. 
Todo  profesor  que  fuere  nombrado  rector  dejará  de  ser  cate- 
drático. 

Art.  109.  Al  frente  de  cada  facultad  habrá  un  decano  que  nom- 
brará el  rey  á  propuesta  dd  rector  cada  cuatro  años,  pudiendo  ser 
reelegido.  Será  atribución  del  decano  dirigir  la  facultad  bajo  las  ór- 
denes del  rector. 

Art.  110.  Los  catedráticos  reunidos  de  cada  facultad  formarán 
el  claustro  de  la  misma ,  que  solo  entenderá  en  los  negocios  que 
tengan  relación  con  las  ciencias  y  la  enseñanza.  Estos  claustros  se- 
fáfi  convocados  y  presididos  por  el  rector,  y  en  delegación  suya 
por  el  decano. 

Art.  111.    La  reunión  de  los  doctores  de  todas  las  facultades  re- 
sidentes en  el  pueblo  donde  exista  universidad  formará  el  claustro 
Í general  de  la  misma ,  sea  cual  fuere  el  establecimiento  de  que  aque- 
Í06  procedan. 

£1  rector  convocará  el  claustro  general  para  los  actos  solemnes  j 
demás  casos  que  prevengan  los  reglamentos. 

Art.  1 12.^  Habrá  un  secretario  general  de  la  universidad  que  es- 
tará á  las  órdenes  del  rector :  este  cargo  será  retribuido ,  y  deberá 
recaer  en  persona  que  sea  por  lo  menos  licenciado  en  alguna  fa- 
cultad. 

Art.  113.  Cada  facultad  tendrá  también  su  secretario',  que  lo  se- 
rá un  agregado  de  la  misma ,  elegido  por  el  rector. 

Art.  114.  Los  institutos  tendrán  un  director  nombrado  por  el  go- 
bierno ,  pudiendo  serlo  uno  de  los  catedrátifos. 

Art.  115.  La  reunión  de  todos  los  catedráticos  de  instituto  for- 
mará el  claustro  del  mismo. 

El  catedrático  mas  moderno  ó  un  agregado  hará  de  secretario. 

Art.  116.  Una  junta  inspectora,  nombj^ada  por  el  gobierno,  vi- 
gilará el  instituto  en  la  parte  gubernativa  y  económica. 

Art.  117.  Habrá  en  cada  universidad  é  instituto  un  consejo  de 
disciplina  para  imponer  las  penas  académicas  en  que  incurran  ios 
profesores  y  alumnos. 

Art.  118.  Cada  cdiGcio  destinado  á  la  instrucción  pública  tendrá 
un  conserje,  y  ademas  los  necesarios  bedeles,  porteros,  mozos  y 
sirvientes,  nombradas  todos  del  modo  que  se  dirá  en  el  reglamento. 

DISPOSICIONES  GENERALES. 

Art.  119.  El  reglamento  de^22  de  octubre  de  1845  se  reformará 
inmediatamente  con  sujeción  á  las  disposiciones  de  este  decreto  y 
resultados  de  la  experiencia. 
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Art.  120.    Quedan  derogados  todos  los  decretos,  reglamentos  y 
reales  órdenes  que  se  opongan  á  lo  dispuesto  en  el  presente  arreglo. 

BbAL  OBDEN   DB    15   de  JULtO. 

Dispone  que  los  aspirantes  al  título  de  agrimensor,  consignen 
después  del  examen  en  la  depositaría  del  distrito  universitario 
los  derechos  de  su  título :  que  la  dirección  general  de  instrucción 
pública  se  lo  expida  en  vista  del  expediente  original  que  se  le  re- 
mita ai  efecto,  y  que  los  jefes  políticos  prohiban  continuar  ejer- 
ciendo la  profesión  de  agrimensor  á  los  que  carezcan  de  título. 


(La  conclusión  en  la  entrega  inmediata). 


CROHICi  LEGISUmi 
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(Conclusión). 


ADMINISTRACIÓN  DE  LA  HACIENDA  PUBLICA 


Real  decreto  de  19  de  mábzo. 

PoDe  á  cargo  de  una  sola  administración ,.  la  de  contribodo- 
oes  iodírectas ,  los  ramos  de  contribuciones  indirectas  y  de  ren- 
tas estancadas  en  las  provincias  y  limita  las  atribuciones  de  la 
dirección  de  rentas  estancadas  á  entender  en  la  adquisición  de 
las  primeras  materias,  su  elaboración  y  trasporte  de  los  efectos 
ya  elaborados. 

ClBCULAR   DE   ai  DE  MAEZO. 

Sobre  los  medios  de  comprobación  que  deben  adoptarse  para 
el  reconocimiento  é  indemnización  de  las  rentas  de  los  parí/cipes 
legos. 

Dice  así  estareal  orden  dirigida  al  presidente  de  la  Junta  de 
liquidación  de  créditos  de  partícipes  legos. 

«  He  dado  cuenta  á  la  reina  (que  Dios  guarde)  de  la  comunica- 
ción de  y.  S.  de  2  de  enere  del  presente  año ,  proponiendo  los 
medios  de  comprobación  que  esa  junta  considera  indispensable  se' 
adopten  para  ef  reconocimiento  é  indemnización  de  las  rentas  de 
los  partícipes  legos  en  diezmos  al  formarse  en  las  provincias  las  11- 
quídaciones  respectÍYas  á  sus  créditos,  así  como  exponiéndola  con- 
veniencia de  utilizar  para  el  servicio  de  la  misma  los  conocimientos 
y  cooperación  de  las  personas  que  forman  la  de  calificación  de  los 
títulos  de  aquellos. 

Enterada  S.  M.,  y  considerando  que,  sejun  Y.  S.  manifiesta, 
admitida  por  la  ley  la  prueba  de  la  posesión  mmemorial,  procuran 
evitar  los  partícipes  la  presentación  de  títulos ,  y  prevaliéndose  de 

(1)  Errata  importante.  En  el  epígrafe  de  la  primera  parte  de  esta 
cmiea ,  Inserta  en  la  entrega  anterior,  se  poso  por  un  yerro  do  impren- 
U  1846  en  logar  de  1847. 
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S(  ttttolúiía  y  IS  da  la  íxistruccion »  se  limitan  en  sus  justi^cio' 
s  a  declaraciones  de  testigos ,  que  no  obstante  llenar  las  formu- 
las legales ,  son ,  y  no  pueden  menos  en  lo  general  de  ser ,  inexac- 
tas, trayendo  en  su  caso  grandes  perjuicios  al  erario,  ha. tenido  á 
bien  disponer,  con  el  objeto  de  remediar  este  mal,  y  evitar  taro- 
bien  á  los  interesados  el  de  la  paralización  de  sus  expedientes,  que 
no  podrían  resolverse  sin  grave  dificultad ,  para  no  recargar  indebi^ 
damente  al  Estado ,  que  se  lleven  á  efecto  las  medidas  siguientes. 

1.^  Que  para  la  debida  uniformidad  y  regularizacíon  de  los  tra- 
bajos ,  la  junta  de  califícáeion  de  títulos  ejerza  sus  funciones  bajo 
la  autoridad  y  dirección  de  V.  S. ,  que  recibirá  y  dará  curso  á  los 
eiMdientfls ,  utilizando  para  las  operaciones  de.liijuidacion,  harto 
dincilea  y  complicadas,  a  los  dependientes  de  la  misnia  en  cuanto 
no  sean  precisos  en  ella ,  y  refundiéndose  en  una  las  dos  secretarías 
con  la  asignación  que  dicha  junta  disfruta;  de  modo  que  esta  y  la 
que  y.  S.  preside  vengan  á  formar  como  dos  secciones  de  una  so- 
la ,  si  bien  separadas  e  independientes  entre  ellas ,  y  en  el  concep- 
to de  que  esta  medida  no  ha  de  alterar  la  práctica  seguida  hasta 
ahora  de  calificarse  previamente  los  derechos  ae  los  partícipes  en  los 
términos  aue  establecen  la  ley  de  20  de  marzo  é  instrucción  de  28 
de  mayo  ael  año  anterior ,  no  quedando  dispensados  de  dicha  for- 
malidad los  que  invocaren  la  prueba  de  la  posesión  inmemorial, 
cuyo  valor  ha  de  apreciarse  en  igual  forma ,  ni  procediéndose  tam- 
poco á  liquidar  ningún  crédito  de  diezmos  sin  haberse  llenado  es- 
ta prelímmar  y  necesaria  condición. 

3.^  Que  los  intendentes,  al  nombrar  personas  que  con  arreglo 
al  art.  2,^  de  la  instrucción  intervengan  en  la  prueba  de  la  pose- 
sión de  que  se  ha  hecho  mérito  de  los  citados  derechos,  y  ^on 
arreglo  ai  12  del  valor  de  la  renta  del  año  común  de)  decenio,  se 
val^n  de  las  que  merezcan  toda  su  confianza  y  desempeñen  su  co- 
metido con  celo  y  sagacidad ,  no  por  mera  fórmula ,  y  que  en  mi 
consecuencia  hagan  las  convenientes  preguntas  v  repreguntas  á  los 
testigos,  reclamen  compulsorios,  informes  ó  justincacion^s,  ya  sobre 
las  i;emtas,.va  sobr«  los  precios,  ya  sobre  las  cargas,  sin  dejarlas 
al  cuidado  de  los  interesados. 

3.*  Que  los  mismos  representantes  de  la  hacienda  pública  pidan 
y  verifiquen  cuando  parezca  conveniente  contra  inlormaciones  y 
probaiízas  para  neutralizar  en  lo  justo  las  dadas  por  los  interesados, 
procurando  siempre  que  resulte  en  el  proceso  la  parte  alieiK>ta  que 
percibían;  el  método  de  recaudación  en  el  decenio;  los  precios  de 
frutos;  el  importe  total  y  las  cargas,  compulsando  al  efecto  libros, 
escrituras  y  arriendos ;  pidiendo  informes  y  declaraciones  á  los  co- 
partícipes, autoridades,  corporaciones  6  personas  particulares  que 
puedan  darlas;  consignando  igualmente  las  contribueiones  civiles  y 
eclesiásticas  que  por  ellos  satisfarían  con  la  base  de  sus  reparti- 
mientos y  ejecución  ,  y  practicando  las  demás  diligencias  oportunas 
para  aclarar  la  verdad,  las  cuales  se  harán  por  todos  de  oficio,  y 
servirán  de  mérito  á  los  empleados  que  intervengan  en  su  buen  des- 
empeño. '  ' 

'  4.*^  Qqe  los  intendentes  examinen  también  por  su  parte  los  expe- 
dientes, oyendo  i  sus  asesores;  y  si  no  hallasen  bastante  justifica- 
dos Ws  extremos t  espéoialmente  de  cantidad  de  frutos,  sus  valores 
y  pavamends»  pidan  informaciones  y  los  datos  conducentes  é  los 


obispos  6  cabildos,  á  los  aleald^  de  los  respectivos  nusMoSt  i  los 
coras  párrocos,  á  Jas  personas  o  cprporaeiones  qae  d^n  tener  co- 
nocimiento y  dar  razón  de  estos  hechos ^  y  .que  al  remitir  después 
aquellos ,  extiendan  asirnismo  su  parecer  explícito  sobre  la  indem- 
nización y  su  cuantía. 

5.*  Que  si  á  pesar  de  todas  estas  diligencias  se  presentasen  ex- 
pedientes en  que  no  sea  dable  fijar  la  opinión  con  probabilidad  dé 
acierto,  haya  convicción  moral  de  quesoí^  exajgerado^  los  datbS|  ó 
fundadas  dudas  sobre  su  importancia  y  resolución.,  queda  aultoriÉa- 
da  esa  junta  para  arbitrar  sobre  ellos,  de  convenio  coqIos  intere- 
sados ,  sometiéndolo  á  la  aprobación  d^l  gobierno ,  y  decidirlos  i^or 
equklad ,  conciliándose  de  este  modo  en  lo  posible  sus  intereses  con 
los  del  público. 

Y  6.'  Que  nó  se  proceda  á  entregar  á  los  partícipes  los  docu- 
mentos de  su  iodemoizacipn  sin  qué  en  los  respectivos  expedientes 
conste  su  cíonformidad  y  absoluto  apartamiento  de  reclamar  en  tiem- 
po alguno  contra  la  operación  é  indemnización  consiguiente ,  re- 
nunciando en  la  forma  mas  solemne  á  todo  ulterior  derecho,  pe  real 
orden  lo  comunico  á  V.  S.  para  su  inteligencia  y  efectos  correspon- 
dientes.» 

Bkai.  decreto  de  15  db  abril.. 

Crea  ana  comisión  que  forme  un  proyecto  de  ley  para  el  ar« 
reglo  de  la  deuda,  invitando  á  los  acreedores  del  Estado  á  que 
por  clases  nombren  representantes  qne  expongan  á  la  ebmislón 
sos  reclamaciones. 

RE4L   decreto   de   8   DE  MAYO. 

Manda  llevar  á  efecto  la  centralización  eú  el  tesoro  general 
de  todos  los  fondos  pertenecientes  al  Estado ,  y  que  pasen  é  iíer 
dependencias  del  tesoro  todas  las  ofícinas  que  entiendan  en  la 
recaodacion  y  la  distribución. 

Circular  de  .11  db  mayo. 

Habiéndose  erigidoen  la  forma  competente  diferentes  tenen- 
cias qne  ayudaran  a  los  párrocos  en  la  administYacIbn  del  pasto 
espiritual  con  la  dotación  de  2)200  rs.  anuales  si  ^rman^cen  én 
'a  iglesia  matriz,  y  2,500  coando  residen  en  los  anejos,  y  Sien* 
do  conveniente  regular  estas  cuotas  por  las  que  percibían  los  ¿m- 
tecesores  eú  los  tenientes  actuales,  se  dispone:  1.^  Que  las  comi- 
siones erigidas  en  las  diócesis  hagan  las  ioaagáciones  oportunas 
para  apurar  la  renta  que  percibieron  en  1 883  los  servidores  n«i- 
tuales  de  teneiicias  ^  6  en  ÍS32  si  la  tebeneiade  que  se  trate  hd- 
biere  estado  vajeante  en  el  otro  nta:  2.^  Qcre  !a  catrtldftd  dé  2,20b 
ó  3,600  rs.  no  se  acredite  á  los  tenlenles  amovibles,  sino  cuan- 
do háblese  sido  superior  la  que  percibieron  en  1833 :  3.^  Qne  si 
la  asignación  del  teniente  en  dicho  año  hqblere  sido  menor,  no 
se  le  acreditard  sino  otra  igual  a  la  que  hubiere  perelbido  del 
párroco  en  renmner^cion  de  su  trabajo:  4.^  Que  si  )a  tenencia 
hubiese  sido  creada  én  un  territorio  ^  qne  no :  existía  c^mQ»**. 
tor  en  1833,  fijen  los  diocesanos  la  dotación  que  hubiere  de  per- 
cibir su  servidor^  teniendo  en  cuenta  la  que  fué  señalada  en 
aqnel  periodo  á  otros  eclesiásticos  de  circunstancias  análogas. 
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RSAL  0BCKITO  DB  11   DB  JUNIO. 

Nueva  organización  del  ministerio  y  de  la  administración  cen* 
tral  de  la  hacienda  pública^ 

Art.  I.*'  La  dirección  universal  de  la  hacienda  pública,  en  sus 
cuatro  divisiones  esenciales  de  administración ,  contanilidad ,  recau- 
dación y  distribución,  y  deuda  pública,  estarán  en  adelante  á 
cargo: 

La  l.<^  de  la  secretaría  de  este  ministerio. 

I^a  7.^  de  la  dirección  general  de  contabilidad. 

La  3.*  del  tesoro  público. 

La  4.»  de  la  dirección  de  la  deuda  pública. 
Art.  3.<>  La  dirección  de  loterías,  su  sección  de  contabilidad  y 
tesorería  general ,  la  contaduría  v  tesorería  de  correos,  las  de  cru- 
zada ,  la  sección  de  contabilidaa  del  ministerio  de  la  Gobernación, 
la  de  instrucción  pública ,  la  dirección  de  liquidación  de  la  deuda 
pública,  la  caja  de  amortización,  la  junta  de  venta  de  bienes  na- 
cionales, la  de  reclamaciones  de  créditos  procedentes  de  tratados 
con  potencias  extranjeras,  la  sección  de  atrasos  del  suprimido  real 
giro ,  las  secciones  dle  liquidación  de  créditos  de.  Guerra  y  Marina 
y  la  comisión  de  reemplazos  de  Cádiz ,  quedan  suprimidas ,  y  los 
negociados  en  que  entienden  distribuidos  en  aquella  de  las  referi- 
das cuatro  únicas  oGcinas  generales  á  quienes  por  su  naturaleza  cor- 
respondan, á  saber: 

Todo  lo  que  sea  relativo  á  la  direcdon ,  administración  y  per- 
sonal á  la  secretaría. 

Lo  de  contabilidad  á  la  dirección  de  la  misma. 
,  Lo  de  recaudadon  y  pago  al  tesoro. 

Lo  concerniente  á  reconocimientos ,  liquidación  ó  declaración  de 
derechos  contra  el  Estado  ó  pngo  de  deudas  creadas  ó  por  crear  á 
la  direccioü  de  la  deuda. 

Art.  3.°  En  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior 
pasarán  al  ministerio  de  Hacienda  para  la  resolución  todos  los  asun- 
tos pendientes  en  la  dirección  de  loterías  y  los  referentes  á  la  ad- 
ministración de  la  renta :  á  la  dirección  de  contabilidad  los  de  las 
contadurías  de  loterías  y  correos ,  y  los  de  las  secciones  de  conta- 
bilidad ,  de  gobernación  y  de  instrucción  pública :  al  tesoro  los  de 
las  tesorerías  generales  de  correos  y  loterías ^  los  del  giro,  y  los  que 
de  las  secciones  de  contabilidad  de  los  ministerios  de  la  Goberna- 
ción é  Instrucción  Pública  correspondan :  los  de  liquidación  de  la 
deuda,  junta  de  bienes  nacionales  y  demás  comisiones  de  liquida- 
ción á  ía  dirección  general  de  la  deuda. 

Art.  4.0  Pasarán  desde  luego  á  cada  una  de  las  oficinas  gene- 
rales expresadas  los  empleados  existentes  en  la  actualidad  que  des- 
pachen los  negociados  respectivos ,  y  continuarán  á  la  orden  de  los 
nuevos  jefes  hasta  que  se  verifique  el  arreglo  general  conforme  al 
presente  decreto. 

Art.  S.^  Las  direcciones  de  contribuciones  directas,  indirectas, 
estancadas  y  aduanas  quedan  embebidas  en  la  secretaría  de  Hacien- 
da, y  los  negociados  en  que  entienden  pasarán  á  las  respectivas 
secciones  creadas  por  este  decreto. 
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D€  la  secretaria. 

Art.  6.*   La  seeretaria  de  Hacienda  se  dividirá  en  nneve  secciones, 
á  saber: 
t."*    T(egociado  general. 
2.*    Be  contribuciones. 
S.*    De  impuestos. 
4*    De  aduanas. 
5.*    De  tabacos. 
6.*    De  sales. 

7.*    Sello  y  timbre ,  correos ,  portazgos,  montes  y  fincas,  contri- 
buciones extinguidas ,  atrasos  y  vario. 
8.*    Ultramar. 
9.*    Estadística  y  archivo. 

Art.  Z.»  Cada  sección  constará  de  un  jefe  director ,  subsecreta- 
rio en  la  misma ,  y  los  empleados  necesarios  conforme  á  las  plan- 
tillas. 

Art.  8.<>  Estos  jefes  despacharán  por  sí  y  bajo  su  responsabili- 
dad todos  los  negociados  en  los  trámites  de  sustanciacion  y  en  los 
casos  que  sean  de  mera  aplicación  de  leyes ,  órdenes ,  reglamentos 
ó  disposicioues  vigentes,  y  propondrán  y  acordarán  con  el  ministro 
las  resoluciones  definitivas  y  las  que  conveagan  en  todos  los  asun- 
tos graves. 

Art.  9.»  En  la  calidad  de  subsecretario  tendrán  también  estos  je- 
fes cada  uno  en  los  asuntos  de  su  competencia  la  tirma  de  las  ór- 
denes y  traslados,  y  el  nombramiento  hasta  la  clase  de  oficiales 
cuartos  de  hacienda  pública. 

Art.  10.  Corresponde  i  la  primera  sección  el  despacho  de  los 
negociados  siguientes: 

Personal  central  y  provincial  de  todos  los  ramos  y  dependencias 
de  la  hacienda  pública. 

Superintendencia  é  indultos ,  casas  de  moneda  y  bancos. 
Correspondencia  con  los  demás  ministerios  y  oGeinas  del  Es- 
tado, y  todo  lo  que  expresamente  no  se  halle  agregado  á  otra 
sección. 

A  la  segunda  pertenece  la  dirección ,  administración  general  de 
la  contribución  territorial ,  6  sea  de  inmuebles ,  cultivo  y  ganadería, 
con  los  trabajos  estadísticos  respectivos  á  ella ;  la  contribución  de 
subsidio  industrial  y  de  comercio ,  é  impuestos  sobre  grandezas  y 
títulos. 

A  la  tercera  la  administración  y  dirección  general  de  los  impues- 
tos de  consumos ,  puertas ,  10  por  100  de  partícipes ,  hipotecas  y  ar- 
bitrios existentes,  con  aplicación  al  Estado,  de  cualquier  clase  que 
fuere. 

A  la  cuarta  la  dirección  general  de  la  renta  de  aduanas  y  aran- 
celes y  sus  incidencias. 

A  la  quinta  la  dirección  geiíeral  de  la.  renta  del  tabaco. 
A  la  sexta  la  de  la  renta  de  la  sal. 

A  la  sétima  la  del  papel  sellado,  timbre,  documentos  de  giro, 
de  seguridad  pública ,  loterías  y  todas  las  que  en  adelante  se  su- 
jeten al  timbre  para  su  mas  fácil  administración ,  la  correspondien- 
te á  la  renta  de  correos,  portazgos  y  montes  y  plantíos,  p^sitoii 
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minas,  fincas  del  Estado ,  regalía  de  aposento,  renta  de  población, 
todo  lo  correspondiente  á  atniSM  dé'  contribuciones,  impuestos  y 
arbitrios  suprimidos,  y  lo  concerniente  á  pólvora,  salitre,  bolla  de 
nwiljftü»  expedición  de  títulos  y  todos  los  incidentes  de  estos  ne- 
gociados. 

Las  operaciones  mecánicas  del  ramo  de  loterías  eftarán  á  cargo 
de  una  administración  especial  dependiente  de  esta  sección. 

A  la  octava  todo  lo  correspondiente  a  las  posesiones  de  ul- 
tramar. 

A  la  novena  el  archivo  general  del  ministerio  en  todos  sus  ra- 
mos y  la  redacción  de  la  estadística  de  impuestos ,  contribucrones, 
oon|nbuy«i)t$s ,  oíaterta  imponible,  movimiento  y  bajanza  mercan- 
til con  todos  los  datos  que  arrojen  ios  documentos  de  las  diferen- 
tes secciones  y  demás  que  convenga  reclamar  y  obtener. 

Art.  11.  Las  secciones  de  ministerio,  eada  un»  ensa  ramo,  lie- 
vaca  eoA  independencia  de  la  contabilidad  resúmenes  de  estados  y 
JMtieias  de  los  productos  comparativos  de  las  diferenjtes rentas,  con- 
tribuciones é  impuestos ,  así  para  conocer  el  movimiento  y  produc- 
ios de  la  administración,  como  su  fomento  y  decadencia:  y  reuni- 
ría Jas  noticias  necesarias  para  conocer  de  antenano  los  sumas  que 
doben  producir  imiy  especialmente  en  la  rento  de  aduanas,  en  cuya 
adflWistraoion  centval  se  abrirá  el  eargo  á  cada  punto  por  los  ma- 
níiestos  quennis  cónsules  ien  el  extranjero  remitisn  ó  la  misma  de  los 
cargamentos  en  sus  puertos  con  destino  á  los  de  la  Península. 

Art.  13.  Constituida  ^ue  se  halle  la  nueva  administracroivcefntral, 
4M  procederá  por  el  ministerio  de  Haeienda  á  la  revisión  de  los  re^ 
glamientosé  instrucciones  de  cada  contribución,  renta,  impuesto  ó 
arbitrio  existente,  para  que  se  hagan  en  eUas  las  m^oras  conve- 
nlemes,  y  se  propongan  á  las  cortes  las  que  deban  verificar  las 
leyes. 

Efrta  revisión  será  propuesta  por  cada  uno  de  los  tres  jefes  supe- 
riores de  la  administr-acion  y  los  nueve  de  las  secciones  del  ministe^ 
rio,  los  cuales  formanan  una  junta  presidida  por  el  ministro,  en  la 
qiie  "será  aquella  examinada  a  fin  de  que ,  aprobada  que  sea ,  se  so- 
meta á  mi  resolución. 

La  misma  junta  formará  las  demás  instrucciones  y  reglamentos 
necesarios  para  el  exacto  cumplimiento  de  este  decreto. 

De  la  dirección  de  contabilidad. 

Art.  13.  La  dirección  de  contabilidad  del  reino  constará  de  un 
director  general ,  tres  contadores  y  los  demás  empleados  necesarios 
conforme  á  plantilla. 

-  Art.  14.  La  primera  contaduría  intervendrá ,  llenará  y  exami- 
nará las  cuentas  concernientes  á  los  valores,  recaudación  y  admi- 
ñístracimí  de  las  rentas,  contribuciones,  impuestos  ó  ingresos  de 
cualquier  clase:  la  segunda  las  respectivas  á  los  gastos  públicos;  y 
la  tercera  llevará  la  intervención,  y  contabilidad  ue  la  inversión  y 
distribución  de  todos  los  productos  pasados  ni  tesoro. 

Art.  16.  La  subdivisión  de  negociados  de  la  dirección  general 
de  eontabílidad  guardará  analogía  con  la  del  ministerio  y  tesoro ,  y 
as  cnentas  que  se  abran  la  guardarán  con  los  capítulos  y  artículos 
del  presupuesto. 
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Art  16.  Ninguna  cantidad  podrá  recaudarse  ni  Terificarse  nía- 
gan  pago  por  cuenta  del  erario  público  sin  la  intervenci<>n  de)a  di* 
reccioa  general  de  contabilidad  ó  sus  subalternas,  y  ninguna  perso- 
na que  recaude  ó  administre  fondos  de  la  bacienda  pública  dejará  de 
rendir  cuenta  de  la  administración  á  la  misma  dirección. 

Art.  17.  Toda  Ganza  que  deba  prestarse  en  responsabilidad  iñ 
destino  ó  de  cargo  de  la  hacienda  púbüca  ,  habrá  de  ser  examinadn 
antes  de  su  admisión  por  Ja  dirección  general  de  contabilidad  ó  >U8 
dependencias  de  intervención  á  que  correspondan  ios^  ramos  porque 
se  presta  la  Ganza ,  y  ninguna  podrá  ser  cancelada  ó  devuelta  sin 
previa  conformidad  de  las  mismas  oGcinas. 

Art.  18.  La  dirección  de  contabilidad  no  ejercerá  funciones  eoft? 
sultivas ;  pero  dará  al  ministerio  y  al  tesoro  los  informes  t[ue  se  le 
pidan  sobre  los  heclios  que  tengan  referencia  con  sus  asunlíos. 

Art.  19.  La  dirección  de  contabilidad  pasará  al  ministerio  para 
ser  publicados  los  estados  de  la  Tecaudacion  y  distribución  relativos 
al  mes  anterior. 

Arl.  20.  £1  director  general  de  la  contabilidad  nombrará  los  em- 
pleados de  este  ramo  hasta  la  clase  de  cuartos  de  hacienda  pá- 
biíea. 

Del  tesoro. 

Art.  21.  La  dirección  del  tesoro  constará  de  un  director  ge; 
ñera!,  dos  subdiiectores  y  los  empleados  necesarios  con  arreglo  á 
plantilla. 

Art.  22.  La  primera  de  estas  secciones  entenderá  en  todo  lo 
concerniente  á  la  recaudación  de  fondos :  la  segunda  en  lo  relativo 
a  su  distribución  é  inversión  con  arreglo  á  los  presupuestos. 

Art.  23.  Los  negociados  de  recaudación  guardarán  analogía  con 
los  de  las  secciones  del  ministerio  y  los  de  distribución ,  con  el  ¿r* 
den  establecido  en  la  ley  de  presupuestos. 

Art.  24.  Todo  producto  de  contribución ,  arbitrio,  renta,  ó  curi"* 
<]uiera  otra  cantidad  que  pertenezca  al  erario  público,  ha  de  tenev 
ingreso  en  el  tesoro ,  eon  intervención  de  la  dirección  general  de 
contabilidad;  y  todo  pago  que  se  haga  de  obligaciones  públicas, por 
cualquier  concepto  qoe  fuere,  ha  de  veriGcarse  por  ¿raen  del  teso- 
ro con  igual  intervención. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  los  produetos  de  bienes  nacio- 
nales ,  y  loe  intereses  de  la  deuda  nacional  que  han  de  recaudarse 
y  satisfacerse  por  la  dirección  general  de  la  misma,  con  arreglo  al  pra- 
sente  decreto. 

Art.  25.  £1  tesoro  público  en  sus  operaciones  bilaterales  eon  los 
particulares  estará  en  adelaote  sujeto  á  las  leyes  comunes ;  los  eon«> 
tratos  y  giros  que  luciere  desde  la  fecha  del  presente  decreto  serán 
cumplidos  como  los  del  individuo  con  quien  tratare  ;  ^  en  las  res*^ 
ponsabllídades  en  que  pueda  incurrir  como  librador  o  librado,  na 
gozará  privilegio  teniendo  que  someterse  á  las  leyes  vigentes  ooitao 
ei  sugeto  que  sea  portador  de  sus  endosos  6  aceptaciones. 

Esta  disposición  no  deroga  sin  embargo  las  atribuciones  del  eon- 
sejo  real  con  respecto  á  los  negocios  contencioso-adminlstrativos, 
ni  mucho  menos  la  pr^oion  que  á  los  créditos  á  favor  del  Estado 
tieaen  establecida  las-  leyes  en  eoncunencia  con  otros  eréditns  par- 
ticulares. 
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Art  S6.  El  tesoro  tendrá  en  las  provincias  comisionados  ó  agen- 
tes con  la  debida  xesponsabilidad  y  garantía  que  recauden  los  fon- 
dos del  Estado  y  los  distribuyan  conforme  á  las  disposicione»  de 
la  dirección.  Sus  relaciones  y  contabilidad  con  estos  agentes  será 
llevada  mercantilmente  y  por  el  método  de  partida  doble ,  sin  per- 
juicio de  documentar  las  cuentas  que  por  separado  han  de  pasarse 
á  la  dirección  general  de  contabilidad  con  sujeción  á  las  instruc- 
ciones vigentes. 

Art.  37.  ínterin  exista  contrato  con  el  Banco  español  de  San 
Fernando  se  observarán  puntual  y  religiosamente  todas  las  estipu- 
laciones convenidas  ó  que  se  convÍDÍeren,  llevándose  por  el  tesoro 
en  la  forilia  mas  aproximada  la  doble  ementa  de  recaudación  y  dis- 
tribución y  la  corriente  con  dicho  establecimiento. 

Art.  28.  El  director  del  tesoro  y  el  de  la  contabilidad  del  reino 
formarán  mensualmente  y  presentarán  al  ministerio  de  Hacienda 
un  presupuesto  de  las  atenciones  que  hayan  de  cubrirse  en  el  si- 
guiente con  presencia  de  los  particulares  que  habrán  formado  las  di- 
ferentes secciones  de  la^  secretaría  de  los  reproductivos  y  demás ,  y 
el  ministro  determinará  los  pagos  y  la  forma  de  cubrirlos  ,.acordan- 
do  también  los  medios  de  llenar  cualquier  déficit  que  pudiera  resul* 
tar  accidentalmente. 

Art.  29.  Corresponde  al  director  del  tesoro  el  nombramiento  de 
empleados  de  su  ramo  hasta  la  clase  de  oficiales  cuartos  de  hacien- 
da pública. 

De  la  dirección  de  la  deuda  pública, 

Art.  30.  En  lugar  de  la  real  caja  de  amortización ,  de  la  direc- 
ción general  de  liquidación  de  la  deuda,  de  la  administración  ge- 
neral dé  bienes  nacionales,  de  la  junta  de  venta  de  los  mismos  y 
demás  oQcüías  análogas  suprimidas  por  el  art.  2.<> ,  se  establece  una 
dirección  general  de  la  deuda  del  Estado.  Esta  oficina  superior  se 
compondrá  de  un  director  general ,  un  contador,  un  tenedor  del  gran 
libro,  una  junta  directiva  y  un  fiscal  con  Ibs  empleados  subalternos 
necesarios. 

Art.  81.  La  dirección  estará  subdividida  en  tres  secciones  á  car- 
go de  tres  jefes  con  el  carácter  de  subdirectores,  que  serán : 

1.*    De  liquidación. 

2.<^    De  amortización. 

3.*    De  bienes  nacionales. 

Art.  32.  La  contaduría  se  subdividirá  igualmente  en  tres  sec- 
ciones que  intervengan  las  operaciones  de  la  dirección. 

Art.  33.  La  junta  directiva  se  compondrá  de  un  presidente  nom- 
brado por  mí  á  propuesta  del  consejo  de  ministros ,  el  director  ge- 
neral ,  el  contador,  el  presidente  del  tribunal  mayor  de  cuentas,  el 
director  general  de  la  contabilidad  del  reino,  el  del  tesoro,  el  pre- 
sidente o  el  comisario  regio  del  Banco  español  de  San  Fernanao  y 
el  fiscal. 

Art.  84.  Los'  subdirectores  ejercerán  el  car^o  de  secretarios  en 
cada  uno  en  los  ramos  de  su  competencia ,  y  el  de  amortización  en 
los  que  no  pertenezcan  á  determinada  sección  y  generales  de  la 
junta. 

Art.  35.  La  sección  de  liquidación  examinará  los  documentos 
que  se  presenten  para  ser  elevados  á  cualquiera  de  las  categorías 
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de  los  eréditoi  d«l  Estado ,  y  preparados  debidamente  para  la  reso- 
lucioD,  los  pasará  al  fiscal ,  este  emitirá  su  dictamen ,  y  la  junta  di- 
rectiva resolverá  con  arrtglo  á  las  leyes  y  disposiciones  vigentes  que 
citará  en  su  acuerdo.* 

Art.  36.  Si  la  resolución  de  la  junta  pfoduiese  agravio  á  la  par- 
te interesada  ó  al  fiscal,, el  recianiante  o  el  fiscal  podrán  deducir 
SQ  acción  ante  el  consejo  real ,  quien  decidirá  conforme  á  derecho. 
Si  por  el  contrarío  hubiere  conformidad ,  ó  el  consejo  real  de- 
cidiese la  declaración  del  crédito  contra  el  Estado,  se  verificará 
la  expedición  del  título  correspondiente  por  la  sección  de  amor- 
tización. 

Art.  37.  La  sección  de  liquidación  pasará  á  la  dirección  general 
de  contabilidad  notas  mensuales  de  los  créditos  presentados ,  los  li- 
quidados y  las  resoluciones  de  la  junta  directiva. 

Art.  38.  £1  pago  de  los  intereses  de  la  deuda  pública  y  la  amor- 
tización prevenida  por  las  leyes  se  verificará  por  acuerdo  de  la  jun- 
ta directiva  con  entera  independencia  del  ministerio  de^  Hacienda. 

Art.  39.  La  misma  junta  en  igual  forma  determinará  el  empleo 
de  todos  los  fondos. que  resultaren  sobrantes  de  los  aplicados  por  el 
l^esupuesto  á  la  deuda  del  Estado  en  la  compra  y  amortización  de 
títulos  de  la  misma,  dando  cuenta  al  ministerio  y  á  la  dirección  ge- 
neral de  contabilidad  de  los  títulos  amortizados. 

Art.  40.  Con  igual  independencia  procederá  la  junta  en  los  sor- 
teos» conversiones  ó  cualesquiera  otras  ventajas  que  las  leyes  vigen- 
tes concedan  á  los  acreedores  del  Estado. 

Art.  41.  La  dirección  de  la  deuda  pública  administrará  los  bie- 
nes aplicados  á  la  misma, 'conservando  sus  productos  para  pago  de 
intereses  ó  amortización  en  su  caso. 

Art.  42.  La  junta  directiva  acordará  las  condiciones,  plazos  jr 
fonna  de  los  arrendamientos ;  las  obras  y  reparos  de  las  fincas,  y  to- 
das las  reglas  á  que  deba  atenerse  la  dirección  para  la  mejor  admi- 
nistración de  las  mismas. 

Art.  43.  De  la  misma  manera  corresponde  á  la  dirección  la  ena- 
genacion  de  fincas  y  derechos  con  esta  aplicación  conforme  á  las  le- 
yes; y  á  la  junta  directiva  dictar  las  reglas  que  deben  observarse 
para  la  forma  de  la  enagenacion. 

Art.  44.  La  dirección  dará  cuenta  mensual  mente  á  la  dirección 
general  de  contabilidad  ,  así  de  los  arrendamientos  como  de  los  pro- 
ductos de  los  mismos,  de  las  enagenaciones  y  de  los  pagos,  expre- 
sando las  cabtida^es ,  los  plazos  y  las  especies  de  papel  del  Estado 
ó  del  metálico  en  que  hubiere  de  verificarse  el  pago. 

Art.  45.  La  dirt'ccion  publicará  en  la  Gacela  del  gobierno  los 
documentos  de  la  deuda  publica  que  se  hayan  amortizado  en  cual- 
quier concepto,  expresando  en  los  que  lo  fueren  por  pago  de  com- 
pras de  bienes  nacionales  las  fincas  de  que  procedan. 

Art.  46.  Todo  documento  de  crédito  amortizado  se  cancelará  ta*- 
ladrándolo ,  y  se  procederá  á  su  quema  con  las  formalidades  estable- 
cidas en  el  .real  decreto  de  13  de  marzo  de  1837  ante  la  misma  jun- 
ta en  lugar  de  la  establecida  en  aquel ,  que  queda  suprimida. 

Art.  47.  £1  fiscal,  como  representante  del  gobierno ,  recibirá  las 
instrucciones  del  ministro  de  Hacienda  y  promoverá  en  la  dirección, 
en  la  junta  y  ante  los  tribunales  competentes  cuanto  sea  convenien- 
te  á  los  derechos  del  interés  público. 

ToMt  ti.  14 
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Art.  49.  Niuguna  cantidad  puede  ser  declarada  crédito  del  Es- 
tado en  cualquiera  de  las  categorías  establecidas  ó  que  en  adelante 
se  establecieren  por  las  leyes ,  sin  que  sea  oido  mi  fiscal ,  y  mien* 
tras  no  fuese  ejecutoriada  ó  consentida  por  el  mismo  la  declaración 
en  que  tal  se  decidiese. 

Art.  49.  £1  üscal  de  la  deuda  pública  será  elegido  por  el  minis- 
terio de  Hacienda  entre  los  jurisconsultos  de  la  categoría  de  magis- 
trados cesantes  ó  jubilados  con  goce  de  pensión  en  uno  de  los  dois 
conceptos,  ó  entre  los  abogados  que  hayan  ejercido  su  profesión  en 
audiencias  6  tribunales  supremos  por  10  años  á  lo  menos. ^ 

Art.«  50.  El  director  general  y  contador  de  la  deuda  pública  no 
podran  ser  separados  de  sus  destinos  sino  por  causa  gubernativa- 
mente justiGcada,  ó  á  juicio  del  consejo  de.  ministros. 

Art.  51.  El  ministró  de  Hacienda  asegurará  cada  foraños  por 
medio  deí  un  contrato  con  el  Banco  de  San  Fernando  la  entrega  á 
la  dirección  de  la  deuda  pública  de  la  cantidad  asi|3;nada  en  el  pre- 
supuesto á  tan  sagrada  obligación  ,  deducido  de  su  importe  el  pro- 
ducto de  los  bienes  nacionales ;  y  t-sta  suniu  entrará  directamente 
desde  el  Banco  á  la  caja  de  la  dirección  para  invertirse  en  el  obje- 
to á  que  está  destinada  con  absoluta  independencia  del  gobierno  y 
respondiendo  á  la  nación  de  su  inversión,  conforme  á  lo  prescrito  en 
las  leyes  y  al  presente  decreto. 

Art.  52.  Si  hubiera  de  verificarse  algún  empréstito ,  se  habrá  de 
contratar  por  la  dirtccion  general  de  la  deuda  pública,  quien  en  ca- 
so de  subasta  admitirá  las  proposicioni  s  en  pliego  cerrado ,  prefirien- 
do en  igualdad  de  circunstancias  el  nacional  al  extranjero. 

Art.  53.  El  gobierno  presentará  á  las  cortes  un  proyecto  de  ley 
para  el  nombramiento  de  cuatro  inspectores  de  la  dirección  de  la 
deuda,  nombrados  dos  por  el  Senado  y  dos  por  el  Congreso,  cuyo 
cargo  durará  los  cinco  años  de  la  diputación ,  v  los  cuales  celarán 
el  exacto  cumplimiento  de  las  leyes  referentes  '¿  la  deuda  pública; 
asistiendo  cuando  gusten  á  la  junta  directiva  y  dirección ,  pudíendo 
pedir  los  datos  y  noticias  que  crean  convetiiintes,  dando  cuenta  á 
las  cortes  de  cuanto'  juzguen  oportuno,  y  haciendo  presente  al  go- 
bierno lo  que  consideren  útil  y  conveniente  á  la  mejora  y  consoliaa- 
cioo  del  crédito  público. 

Disposiciones  generales, 

Art.  54.  Los  directores  generales  de  la  contabilidad,  del  tesoro  y 
de  la  deuda  despacharán  con  el  ministro  los  expedientes  que  en  su 
respectiva  dependencia  necesiten  mi  resolución. 

Art.  55.    Después  de  elegidos  los  empleados  que  deben  llenarlas 

Slantillas  aprobadas,  los  respectivos  directores  remitirán  al  ministro 
e  Hacienda  uua  nota  expresiva  del  nombre  y  circunstancias  de  las 
personas  que  por  efecto  del  nuevo  arreglo  deban  quedar  sin  ocupa- 
ción, á  fin  de  que  con  toda  preferencia  sean  atendidos  á  medida 
que  resulten  vacantes  proporcionadas  á  su  clase  y  méritos  contraidos. 
Real  d£Cbeto  de  11  be  jumio. 
Reforma  el  derecho  de  hipotecas. 
Artículo  1  .<*    En  las  ventas  de  bienes  inmuebles  se  exigirá  por  de- 
recho de  hipotecas  el  2  por  100  del  valor  de  la  propiedad  vendidat 
aunque  el  contrato  se  verifique  con  la  cláusula  de  retrocesión  e^  lu- 
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fíw  del  S  por  100  que  se  fijo  en  la  base  4.'  de  las  que  con  la  letra 
£.  acompañaron  á  la  ley  de  23  de  mayo  de  1S45*  Y  si  la  retrocesión 
se  verifica  derengará  esta  el  derecho  de  dos  tercios  de  real  por  100 
en  vez  del  uno  señalado  en  dicha  base  4.*^ 

Art.  2.^  En  las  permutas  de  bienes  inmuebles  en  la  forma  que 
establece  la  base  5.»  de  la  referida  ley ,  solo  se  cobrará  el  2  por  100 
y  DO  el  8  que  en  ia  misma  se  fijó. 

Art.  Z.°  Eq  las  herencias  de  hijos  naturales  legalmente  declara- 
dos, y  en  las  de  marido  a  mujer  y  de  mujer  a  marido ,  de  que  tra- 
ta la  ba«!é  O.*^  de  las  mencionadas,  se  exip;¡rá  el  1|8  por  lOO ;  en 
las  entrecolaterates  de  tercer  grado  ol  3  por  100 ,  y  de  hijos  natu- 
rales no  declarados  le^almente  ,  el  2  por  100. 

Art.  4.0  Las  pensiones  alimenticias,  tengan  ó  no  tiempo  limita- 
áo,  qnedan  exentas  del  derecho  de  hipotecas,  pero  no  lo  estarán 
de  su  inscripción  en  el  registro. 

Art.  6.®  En  los  arriendos ,  subarriendos ,  subrogaciones ,  cesio- 
nes ó  retrocesiones  de  arriendo  de  fíncas  urbanas  á  que  se  refiere  la 
base  13.^ ,  se  exigirá  un  décimo  de  real  por  100  de  la  cantidad  to- 
tal que  haya  dé  pa;;arse  en  todo  el  período  de  la  duración  del  con- 
trato; y  si  este  no  se  limitase  á  un  período  fijo,  dos  décimos  de 
real  por  100  del  importe  de  la  renta  anual. 

Art.  6.<»  Las  disposiciones  de  este  decreto  tendrán  efecto  des- 
de I.**  de  julio  próximo,  y  se  aplicarán  á  los  actos  ó  contratos  que 
se  verifiquen  desde  c.quella  fecha. 

Art.  7.^  Los  tribunales,  jueces  y  autoridades  á  ({uieues  competa 
observarán  y  cu nnplirán  exacta  y  puntualmente  las  disposiciones  con- 
tenidas en  los  artículos  desde  él  40  al  50  inclusives  del  rea)  decre- 
to de  23  de  mayo  de  ISIo,  circulado  en  15  de  junio  del  mismo  año, 
y  cuyo  tenor  es  el  siguiente: 

Art.  40.  «Todo  título  ó  documento  que  estando  sujeto  al  regis- 
»tro  de  hipotecas  apnrezca  sin  la  nota  correspondiente  que  acredite 
•estar  registrado,  será  nulo  y  de  ningún  valor  en  juicio  y  fuera 
»de  él. 

Art.  41.  «Los  individuos  que  en  los  plazos  arriba  lijados  no  pre- 
«senten  al  registrólas  escrituras  y  documentas  sujetos  á  él,  pagarán 
»la  fliuüa  de  un  doble  derecho,  si  lo  presentan  dentro  de  un  térroi- 
»no  igual  al  ya  vencido.  Si  exoeden  de  esta  término ,  la  multa  se 
«elevará  al  cuadruplo  del  derecho  ademas  de  las  costas  del  apremio, 
»si  es  menester  emplearlo  para  obligar  á  la  presentación.  En  los  ca- 
nsos de  no  devengar  derechos  se  estimará  este  para  la  fijación  de 
»la  multa  el  í|2  por  100  del  valor  de  la  íinca  ó  fincas  no  regis- 
»tradas. 

Art.  42.  «Los  que  para  el  registro  de  los  contratos  privados  pre- 
»senten  un  documento  en  que  el  valor  ó  precio  de  la  rosa  contra  ta- 
jada se  halle  disminuid)  de  un  décimo,  pagarán  cuadruplo  del  de- 
■recüo  que  á  su  contrato  corresponda.  Si  la  di'ííninucion  del  precio 
•excede  del  décimo,  l\  multa  será  doble  á?  la  anterior,  sin  perjui- 
•cio  de  las  demás  penas  que  las  leyes  comunes  señúlen  á  los  reos 
»de  semejantes  ocultaciones. 

Art.  43.  aJ^s  jueces  ó  autoridades  que  en  juicio  o  fuera  de  él 
•admitan  un  documento  no  registrado,  cuando  sea  de  los  sujetos  á 
í'csta  formalidad ,  incurrirán  por  primera  vez  en  la  pena  de  suspen- 
»8ion  de  empleo  por  dos  meses  y  en  la  multa  del  duplo  del  dere- 
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»eho  defiraudado ;  y  en  la  misma  multa  y  destitución  de  empleo  si 
vreineidíeren. 

Art.  44.  »Efl  iguales  penas  incurrirán  los  escribanos  que  actúen 
«diligencias  de  cualquiera  especie  por  virtud  de  un  documento  su* 
»jeto  al  registro  y  no  registrado. 

Art.  45.  «Los  escribanos  que  de  cualquier  modo  alteraren  en  los 
«instrumentos  que  deben  (presentarse  al  registro  el  verdadero  valor 
•sujeto  al  derecho ,  pagarán  la  multa  de  500  á  1 ,000  rs. ,  según  la 
«gravedad  de  la  falta ,  sm  perjuicio  de  la  pena  que  les  corresponda 
»en  la  causa  que  se  les  formará  por  falsificación. 

Art.  46.  «Los  escribanos  que  en  el  mes  de  enero  de  cada  año  no 
«hayan  remitido  á  la  oficina  del  partido  la  relación  anual  de  los 
«actos  sujetos  a|  registro,  pagarán  una  multa  de  200  rs. ,  sin  per- 
«juicio  de  que  á  costa  de  los  morosos  envié  la  oficina  comisiona* 
«dos  que  formen  la  relación. 

Art.  47.  «Los  alcaldes  y  jueces  que  no  presten  á  los  agentes  de 
«la  administración  los  auxilios  que  reclamen  para  obligar  á  la  pre- 
«sentaeion  de  los  documentos  sujetos  al  registro ,  sufrirán  la  multa 
»de  200  rs.^  sin  perjuicio  de  las  penas  que  les  correspondan,  si 
«formándoseles  causa  aparece  de  su  resistencia  á  la  prestación  de 
«los  auxilios  reclamados  connivencia  en  algún  fraude  ú  ocultación. 

Art.  48.  «Las  multas  que  se  señalan  en  los  seis  artículos  ante- 
«riores  han  de  recaudarse  con  separación  de  las  que  deben  sufrir 
«los  que  no  hayan  presentado  al  registro  los  actos  sujetos  a  esta 
«formalidad. 

Art.  49.  «Para  la  exacción  de  los  derechos  defraudados ,  y  de 
«las  multas  impuestas  á  los  defraudadores,  se  precederá  ejecutiva- 
«mente  por  los  juzgados  especiales  de  hacienda  como  en  las  deíxau- 
«daciones  de  las  demás  contribuciones  y  rentas  del  Estado. 

Art.  50.  «A  los  mismos  juzgados  de  hacienda  corresponde  el  co- 
«nocimiento  de  los  delitos  de  defraudación  del  derecho  de  hipóte- 
«cas,  y  de  los  de  connivencia  con  los  defraudadores.» 

Art.  8."  Estas  disposiciones  se  someterán  á  la  aprobación  de  las 
cortes. 

Real  decreto  pb  l4  misma  fecha. 

Ordena  la  venta  de  los  bienes  de  maestrazgos  y  encomiendas 
de  las  cuatro  órdenes  militares  y  de  S.  Jnan,  vacantes  ó  que 
▼acaren  con  los  requisitos  siguientes:  i.^  Que  se  publique  una 
relación  exacta  de  las  Ancas  y  censos  perteneciecttes  á  dichas 
encomiendas ,  sin  perjuicio  de  la  cual  se  saquen  desde  luego  á 
venta  todos  los  bienes  que  se  soliciten  por  particulares  ó  que  el 
gobierno  determine,  debiendo  tener  efecto  la  subasta  á  los  40  dlaa 
del  anuncio.  2.''  Que  las  pensiones  vitalicias  que  tengan  dichas 
fincas  queden  á  cargo  del  Estado.  3.^  Que  en  un  mismo  día  se 
celebre  un  remate  en  Madrid  y  otro  en  la  capital  de  la  provin  - 
da  donde  la  finca  radique.  4."  Que  el  precio  del  remate  se  sa« 
tísfaga  en  títulos  al  3  por  100  con  el  cupón  corriente  en  tres  en- 
tregas iguales,  una  al  contado,  otra  á  un  año  y  otra  á  dos  años. 
5.®  Que  los  gastos  de  subasta  y  escritura,  sean  de  cuenta  del  re- 
matante. 6.^  Que  las  fincas  vendidas  queden  hipotecadas  á  la  se- 
guridad del  pago  del  precio.  7,<*  Que  los  productos  líquidos  de 
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loi  bienes,  mientras  no  se  veadao,  se  apliquen  á  pagar  al  Banco 
de  San  Fernando  su  crédito  contra  la  hacienda.  8.0  Que  se  hi- 
potequen para  el  mismo  efecto  los  bienes  de.  maestrazgos  y  en- 
comiendas de  las  cuatro  órdenes  militares.  9.^  Que  el  mismo  Ban- 
co cobre  el  precio  de  estas  ventas  y  conserve  los  títulos  del  3 
por  100  que  por  ellas  reciba  en  garantía  de  su  crédito.  19.  Que 
se  puedan  redimir  I0&  censos  sobre  dichas  fincas,  en  la  misma 
forma  en  que  se  hace  su  venta. 

Real  obobi»  db  26  de  junio. 

Establece  las  reglas  para  llevar  la  cnenta  y  razón  á  los  comi- 
sionados del  tesoro. 


IDMimSTRACIOH  MUNICIPAL  Y  PROVINCIAL.  SANIDAD  PUBLICA .  CORREOS  Y  OTROS 

RAMOS  DS  LA  ADMINISTRACIÓN  CIVIL. 


Real  decbsto  db  17  oe  mabzo. 

Nueva  organización  del  ramo  de  sanidad. 

Artículo  i."*  Queda  suprimida  la  junta  suprema  de  sanidad  del 
reino. 

Art.  2.<*  Quedan  igualmente  suprimidas  las  actuales  juntas  pro- 
vinciales y  municipales  de  sanidad  en  la  Península  é  islas  adya- 
centes. 

Art.  3.<>  La  dirección  general  de  sanidad  residirá  en  el  ministe- 
rio de  la  Gobernación,  del  reino. 

Art.  4.^  Habrá  un  consejo  de  sanidad  con  atribuciones-  pura- 
mente consultivas ,  agregado  al  ministerio  de  la  Gobernación  del 
reino. 

Art.  SJ^  £1  consejo  de  sanidad  del  reino  se  compondrá  del  mi- 
nistro déla  Gobernación  del  reino,  presidente;  de  un  vice-presiden* 
te :  del  jefe  director  de  los  ramos  de  corrección ,  beneflcencia  y  sa- 
nidad en  el  mismo  ministerio;  de  otros  18  vocales  numerarios;  y 
de  ocho  supernumerarios  nombrados  por  mí,  á  propuesta  del  minis- 
tro de  la  Gobernscion  del  reino. 

Art.  B.^"  Los  vocales  del  consejo  de  sanidad  del  reino  se  nom- 
brarán entre  las  personas  que  mas  se  hayan  distinguido  en  las  di- 
versas carreras  del  Estado.  Siempre  que  no  haya  inconveniente,  las 
plazas  se  distribuirán  en  esta  forma:  una  para  cada  una  de  las  carreras 
de  guerra,  marina,  hacienda,  diplomacia  ó  consular,  magistratura,  y 
dos  para  la  administración.  Los  otros  seis  vocales  numerarios  serán' 
Demorados  entre  las  personas  que  se  hayan  distinguido  por  sus  co- 
nocimientos en  las  ciencias  médicas ,  naturales  6  guímicas. 

Art.  7.<>  El  consejo  de  sanidad  del  reino  podra  llamar  a  su  se- 
no ios  vocales  supernumerarios  que  tenga  á  bien  en  los^  casos  y 
circunstancias  que  lo  creyere  conveniente. 

Cuando  concurran  los  supernumerarios  al  consejo ,  tendrán  voz 
y  voto  como  los  numerarios. 

Art.  8.<*  El  cargo  de  viee-presidente  y  los  de  vocales  del  conse- 
jo serán  honorificos  y  gratuitos. 

Art.  9.<*  £1  vice-presidente  y  los  vocales  de  número  que  hubie- 
sen estado  empleaoos  seis  años  en  este  consejo  6  en  la  suprimida 
junta  suprema  de  sanidad ,  tendrán  la  categoría  de  jefes  supenores 


lio  BL  DBBSCHO  KODVUIO* 

\  .... 

del  cuerpo  de  administración  civil.  Los  deroas  vocales  de  número 
gozarán  de  la  de  primeros  jefes,  y  los  supernumerarios  la  de  se- 
gundos jetes. 

Art.  io.    Habrá  en  el  consejo  un  secretario  con  sueldo  de  nom- 
bramiento real,  que  auxiliará  ademas  el  despacho  de  los  negocios 
del  ramo  en  el  mmisterio. 
Art.  11.    £1  consejo  de  sanidad'  será  consultado : 
I.''    Sobre  las  reformas  ó  mejoras  que  hayan  d^^  hacerse  en  la  or- 

Í;ánizac¡on  y  servicio  de  la  poficÍB  sanitaria  exterior ,  y  en  espeda- 
idad  de  la  marítima ,  á  tin  de  poner  esta  parte  importante  del  sis- 
tema sanitario  en  consonancia  con  el  estado  de  los  conocimientos 
científicos  y  con  los  adelantamientos  hechos  en  las  demás  naciones, 
para  que  pueda  llenar  cumplidamente  el  objeto  de  permitir  á  las 
comunicaciones  comerciales  toda  la  libertad  que  sea  compatible  con 
la  conservación  de  la  salud  pública. 

^.^  Sobre  el  establecimiento  de  un  sistema  ordenado  de  policía 
sanitaria  interior,  dirigido  á  la  preservación  de  contagios,  epidemias 
y  ei)izootias,  á  la  conservación  de  la  salubridad  pública  y  á  la  re- 
presión eficaz  de  las  infracciones  de  las  leyes ,  reglamentos  ó  dis- 
posiciones gubernativas  pertenecientes  ¿  la  policía  sanitaria  y  á  la 
médica. 

3. o  Sobre  todo  lo  relativo  al  ejercicio  de  los  diversos  ramos  de 
la  ciencia  de  curar  y  á  los  establecimientos  de  aguas  minerales. 

4.**  Sobre  la  importación,  elaboración  y  venta  de  las  sustancias 
venenosas  y  medicamentosas. 

Dará  también  su  dictamen  cuando  se  lo  pida  el  gobierno  ,  sobre 
los  demás  asuntos  que  tenjs^an  relación  con  la  sanidad  marítima  y> 
terrestre,  policía  de  salubridad  y  policía  médica. 

Art.  12.  Podrá  el  consejo  elevar  al  gobierno  las  exposiciones  que 
crea  convenientes  sobre  reformas  6  mejoras  en  los  diferentes  ser- 
vicios i  que  se  reOere  el  artículo  anterior. 

Art.  13.  Corresponde  á  los  jpfes  políticos  la  dirección  superior 
del  servicio  de  sanidnd  en  sus  respectivas  provincias  bajo  la  mme- 
diata  dependencia  del  ministerio  de  la  Gobernación. 

Art.  14.  Se  establecerán  juntas  provinciale'i  de  sanidad  agrega- 
das al  gobierno  político  en  cada  capital  de  provincia ;  juntas  de 
partido  en  cada  capital  de  partido,  y  juntas  municipales  en  los  puer- 
tos de  mar  que  no  sean  capitales  de  provincia  ó  de  partido. 

Art.  15.  Las  juntas  provinciales  de  sanidad  se  compondrán  del 
presidente ,  que  será  el  jefe  político  d  el  que  hiciere  sus  veces ;  del 
alcalde,  y  de  otros  cinco  vocales,. debiendo  ser  tres  de  estos,  á  lo 
menos ,  profesores  de  medicina  6  farmacia ,  y  desempeñando  el  car- 
go de  secretario  un  oficial  de  la  secretaría  del  gobierno  político  á 
elección  del  jffe. 

La  junta  provincial  de  Madrid  constará  del  presidente,  del  al- 
calde y  de  siete  vocales,  entre  los  cuales,  ademas  de  los  profeso- 
res de  medicina  y  farmacia ,  habrá  uno  d^^  veterinaria,  que  será  siem- 
pre un  catedrático  del  colegio  de  esta  facultad. 

Art.  10.  Las  juntas  departido  se  compondrán  del  alcalde,  pre- 
sidente, y  de  cuatro  vocales,  siendo  uno  de  estos  profesor  de  medi- 
cina y  otro  de  farmacia.  Los  secretarios  de  los  ayuntamientos  ¡ole- 
rán también  de  estas  juntas. 

Art.  17.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  art.  !.<»  y  en  los  dos 
anteriores ,  las  juntas  de  sanidad  4e  Ikm  puertoi  de  jmar  qnodmn 
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con  la  misma  organización  y  número  ae  vocales  qu«  tienen  actual-  > 
mente  hdsla  que  se  proceda  á  su  reforma;  pero  en  los  puertos  .que 
fueren  capitales  de  proviacia  y  tuviesen  en  el  día  úo&  juntas ,  una 
provindal  y  otra  munieipal,  se  refundirán  en  una  que  se  titulará 
provincial.  En  los  puertos  que  no  faesen  capitales  de/provincia  sub* 
sistírán  las  juntas  de  sanidad  con  su  actual  organización  por  ahora^ 
Hamsuidose  juntas  de  partido  las  de  los  puertos  que  fueren  capitales 
de  partido. 

Art.  18.  Por  el  ministerio  dala  Gobernación  del  reino  se  dispon- 
drá en  casos  extraordinarios  el  aumento  de  vocal<*s  en  las^  juntas 
provinciales,  de  partido  y  municipales,  y  el  eetablecimiento  de  es- 
tas últimas  en  las  poblaciones  que  no  las  tengan. 

Art.  19.  Los  vocales  de  las  juntas  provinciales  de  sanidad  serán 
nombrados  por  el  ministro  de  la  Gobernación  del  reino ,  i  propues- 
ta de  los  jetes  políticos,  y  estos  nombrarán  i  los  de  las  juntas  de 
partido  y  municipales. 

Alt.  20.  Los  cargos  de  vocales  de  todas  las  juntas  de  sanidad 
serán  honoríficos  y  gratuitos ;  pero  los  facultativos  y  secretarios  d^ 
las  de  los  puertos  de  mar  continuarán  con  los  sueldos  que  aiiora 
disfrutan,  hasta  <]ue  se  publique  la  nueva  organización  del  servicio 
de  sanidad  mantima. 

Art^  ^\.  Los  vocales  de  las  juntas  provinciales  de  sanidad  ten*- 
drán  la' categoría  de  segundos  jefes  de  la  administración  civil  cuan- 
do hayan  desempeñado  su  cargo  durante  tres  años  con  laboriosidad 
y  distinción ;  y  así  á  estos  vocales ,  como  á  los  de  las  juntas  de  par- 
tido y  municipales ,  \qí>  servirá  de  recomendación  muy  especial  pa- 
ra ser  ascendidos  en  sus  carreras  el  mérito  que  contrajeren  eh  el  des- 
enspeno  de  sus  respectivos  cargos. 

Art.  22.  Las  atribi  clones  de  las  juntas  provinciales  y  de  partí- 
do  y  de  las  municipales  que  cita  el  art.  Í8  serán  puramente  con 
sultivas,  residiendo  et)  sus  presidentes  la  dirección  y  gobierno  de 
todo  lo  perteneciente  al  ramo  de  sanidad.  Pero  las  de  los  puertos 
de  mar  seguirán  desentpeñando  por  ahora  las  .visitas  de  buques  y 
demás  obligacíoues  relativas  á  la  sanidad  marítima  que  han  estado 
y  están  actualmente  á  cargo  de  las  juntas  de  los  mismos-  puertos. 

Art.  23.  Las  academias  de  medicina  y  cirugía,  en  la  parte  d^ 
sus  atribuciones  que  tiene  relación  con  la  policía  sanitaria ,  con  el 
ejercicio  de  las  prolesiones  médicas  y  demás  ramos  de  higiene  pública, 
dependerán  inmediatnniente  del  jefe  político  áh  la  capital  donde  se 
hallaren  establecidas.  Podrán  sin  embargo  todos  los  jefes  políticos  de 
las  provincias  comprendidas  en  el  distrito  de  cada  academia  consul- 
tarlas cuando  lo  tuvieren  por  conveniente  acerca  de  cualquier  pun- 
to relativo  á  dichos  ramos. 

Art.  24.  Los  subdeleg:ddos  de  medicina  y  cirugía  y  los  de  far- 
macia y  veterinaria  sesuirán  desempeñando  las  atribuciones  que  les 
están  señaladas  por  reglamentos  y  reales  órdenes;  pero  dependerán 
inmediatamente  del  jefe  político  los  de  los  distritos  en  la  capital  de 
cada  provincia  y  su  partido,  y  dtl  presidente  de  la  respectiva  junta 
subalterna  los  que  residan  en  los  demás  partidos ,  entendiéndose  di- 
rectamente con  estas  autoridades  en  todos  los  casos. 

Art.  25.  Mientras  no  se  haga  el  arreglo  general  de  policía  médi- 
ca ,  los  subdelegados  de  medicina  y  cirugía  y  los  de  fannacia  y  ve- 
terinaria serán  nombrados  por  los  jefes  políticos,  debiendo  desem- 
peñar los  vocales  facultativos  de  las  juntas  de  partido  los  cargoe 
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respectivos  de  subdelegados  de  medicina  y  cirugia  y  de  Carmacia  en 
el  territorio  de  dicho  partido. 

Art.  26.  Los  establecimientos  de  aj;uas  minerales  estarán  bajo 
la  dependencia  inmediata  del  jefe  político  de  la  provincia  donde  se 
bailen  situados ,  continuando  sus  directores  por  ahora  con  las  atri> 
buciones  mismas  que  les  señala  su  reglamento  especial ,  y  enten- 
diéndose, por  medio  de  su  jefe  respectivo,  con  el  ministerio  en  los 
casos  en  que  por  reglamento  debían  hasta  ahora  entenderse  con  la 
junta  suprema  de  sanidad.  Cuando  estos  directores  residiesen  ordi- 
nariamente en  la  capital  de  la  provincia  donde  se  hallen  situados 
los  establecimientos  que  dirigen ,  serán  considerados  como  vocales 
agregados  á  las  juntas  provinciales ,  con  las  mismas  obligaciones  y 
derechos  que  los  vocales  de  número. 

Art  27.  Las  plazas  de  directores  de  aguas  minerales  serán  pro- 
vistas por  el  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino ,  precediendo 
Srecisamente  oposición  en  el  modo  y  forma  que  se  señalará  en  ca- 
a  caso.  Se  conserva  sin  embargo  el  derecho  de  los  directores  para 
•er  trasladados  de^un  establecimiento  á  otro  sin  previa  oposición; 
pero  ninguno  podrá  ser  trasladado  de  esta  manera  si  no  ha  servido 
personalmente f  al  menos  durante  tres  años,  el  destino  de  director 
de  un  establecimiento  en  clase  de  propietario;  sí  no  ha  publicado  una 
memoria  sobre  el  mismo  establecimiento  que  baya  creído  digna  de 
premio  el  consejo  de  sanidad ,  y  por  último ,  si  no  pidiese  su  trasla- 
ción dentro  de  los  dos  meses  siguientes  á  la  publicación  de  la  va- 
cante. 

Art.  28.  Continuarán  por  ahora  la  organización  y  régimen  inte- 
rior que  tienen  los  lazaretos  con  dependencia  de  la  autoridad  supe- 
rior civil  del  punto  donde  se  hallen  situados. 

Art.  29.    Quedan  darogadas  todas  las  disposiciones  anteriores  so- 
bre el  ramo  de  sanidad  contrarias  á  lo  prevenido  en  este  decreto. 
Real  obdbn  db  30  db  mábzo. 

Reduce  á  50  reales  el  precio  que  pagan  por  arroba  de  fran- 
queo las  publicaciones  periódicas. 

ClBGULAR   db    16   DB   ABEIL. 

*  Contiene  algunas  disposiciones  para  que  los  jefes  políticos 
lleven  á  ejecuclou  en  la  parte  que  les  compete  el  real  decreto  de 
17  de  marzo  sobre  el  ramo  de  sanidad. 

RbAL  DBCBBTO   de   1."   DE  MAYO. 

Contiene  la  nueva  organización  y  planta  de  la  secretaría  de 
Estado. 

Real  iNSTkucciON  db  8  db  junio. 

Reglas  para  la  imposición  y  cobranza  de  los  repartimientos 
j  arbitrios  destinados  al  pago  de  los  presupuestos  municipales 
y  provinciales. 
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CAPITULO  I- 

Disposiciones  generales, 

Art.  l.<>  Todo  déficit  que  resulte,  en  cualquier  presupuesto  de 
gastos  municipales  ¿^  provinciales  deberá  cubrirse  : 

l.o  Por  recargo  á  los  repartimientos  de  la  contribución  territo- 
rial ,  ó  sea  sobre  el  producto  líquido  de  los  bienes  inmuebles ,  cul* 
tivo  y  ganadería. 

^J^  Por  adición  á  las  cuotas  de  la  contribución  industrial  y  de 
comercio. 

3.^  Por  arbitrios  ó  recargos  sobre  especies  de  consumos  com- 
prendidas en  la  tarifa  de  los  derecbos  de  este  impuesto. 

4,^  Por  imposición  de  derecbos  sobre  las  demás  especies  de  con- 
sumo que  no  se  afectan  por  la  hacienda. 

5.^  ^  Y  finalmente ,  por  gravámenes  sobre  otros  objetos  especiales 
sean  o  no  ^e  consumo ,  que  con  la  competente  autorización  se  es- 
tablezcan á  dicho  fin. 

Art.  2.^  Aunque  los  cinco  medios  expresados  en  el  artículo  pre- 
cedente son  aplicables  al  déficit  de  ambos  presupuestos  municipa- 
les y  provinciales ,  sin  embargo  se  procurará  en  lo  posible  echar 
mano  solamente  respecto  del  déficit  pasa  los  últimos ,  ó  sean  los 
provinciales,  de  los  comprendidos  en  los  casos  l.<^  y  2.o,  confor- 
me á  lo  establecido  en  el  art.  65  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1846. 
La  derrama  ó  repartimiento  entre  los  distritos  municipales  de 
cada  provincia,  que  en  estos  casos  tenga  lu^ar,  habrá  de  verifi- 
carse precisamente  como  recargo  y  adición  a  los  respectivos  cupos 
de  las  contribuciones  territorial  é  industrial ,  6  bien  de  una  de  ellas 
únicamente,  en  ios  términos  que  mas  adelante  se  dirán,  pero  no 
bajo  ninguna  otra  base  discrecional. 

Art.  Zj*    Cualquiera  de  los  medios   señalados  en   los  artículos 
anteriores ,  6  todos  6  parte  de  ellos   a   la  vez ,  podrán  adoptarse 
respectivamente  para  llenar  el  déficit  de  los  presupuestos ,  ya  mu- 
nicipafes,  ya  provinciales,  expresando  en   el  segundo   caso,   al 
proponerlos ,  la  parte  alícuota  de  dicho  déficit  que  haya  de  cubrir- 
se por  cada  uno  de  los  medios  que  se  elijan  para  ello.   Las  pro- 
puestas de  medios  para  cubrir  el  déficit  de  los  presupuestos  muni- 
cipales ,  se  acompañarán  á  los  mismos  presupuestos  al   tiempo  de 
remitirlos  al  gobierno  político.  En  dichas   propuestas,  además  de 
justificar  que  la  administración  de  los  fondos  comunes  está   arre- 
glada y  no  es  susceptible  de  mas  valores ,  se  expresará  :  i  .<>  Si  exis- 
ten débitos  realizables  en  primeros  ó  segundos  contribuyentes ,  y 
la  cantidad  á  que  asciendan.  2.^  £1  importe  parcial  y  total   de  les 
recargos  y  arbitrios ,  calculado  respecto  de  estos ,  con  la  posible 
aproximación,  según  los  datos  que  puedan  proporcionarse  los  apun- 
tamientos. Y  3.°  La  contribución  o  contribuciones ,  especies  u  ob- 
1'etos  sobre  que  han  de  tener  efecto,  6  la  parte  proporcional  que 
laya  de  imponerse  sobre  cada  uno,  teniendo  presente  lo  preveni- 
do en  el  art.  105  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  según  el  cual, 
para  toda  propuesta  de  repartimiento  con  destino  á  gastos  volun- 
tarios, deberá  agregarse  al  ayuntamiento  un  número  de  mayores 
contribuyentes  igual  al  de  concejales ,  cuya  circunstancia  se  hará 
"VoHt  n.  15 
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constar  en  el  expediente  por  certificación  del  secretario ,  con  re* 
ferencia  al  acta  de  la  sesión  ó  tesiionee  á  que  dichos  asociados  hu- 
bieren concurrido. 

En  las  propuestas  de  medios  para  cubrir  el  déficit  de  los  pre- 
supuestos provinciales ,  que  también  deberán  acompañar  á  los  mis- 
mos presupuestos ,  se  hará  constar ,  en  la  forma  que  arriba  queda 
dicho t  la  baena  administración  de  los  fondos  déla  provincia,  y 
se  expresará  si  existen  ó  no  débitos  realizables ;  el  importe  de  los 
recargos  y  arbitrios  que  se  propongan;  la  contribución  6  especies 
sobre  que  deban  recaer ;  y  la  cuota  con  que  cada  pueblo  ó  distri- 
to municipal  haya  de  contribuir  para  este  objeto. 

Art.  4.<»  Mientras  se  fija  por  una  ley  el  máximum  de  la  canti- 
dad con  que  pueda  ser  recargado  el  cupo  de  cada  pueblo  por  con- 
tribución territorial  para  atender  á  los  gastos  de  interés  común,  se- 
Sun  se  dispone  por  el  art.  9.®  del  real  deoieto  de  38  de  mairo 
e  1845,  se  prohibe  todo  recargo  que  con  destino  á  cubiir  el  dé- 
ficit de  cualquier  presupuesto  de  obligadoiMt  municípaleii  exceda 
de  la  cuarta  parte  del  cupo  del  pueblo  por  dicha  contribución,  así 
oomo  que  pueda  pasar  de  la  décima-  parte  de  los  cupos  totales  de 
la  provincia ,  6  sea  del  10  por  100  del  respectivo  á  cada  pueblo, 
el  recargo  que  se  imponga  para  obligaciones  del  presupmesto  pro- 
vincial. 

Uno  y  otro  recargo  se  entienden  tomando  por  basa  Im  cupos 
correspondientes  al  tesoro  público,  sin  los  demás  recargsv  autori- 
zados, excepto  en  el  primer  caso,  cuando  el  déficit  proraia  esclu- 
lívamente  de  gastos  voluntarios  votados  con  arregto  a  los  artículos 
100  y  10&  de  la  ley  de  ayuntamientos. 

Dichos  recargos  tendrán  efecto,  comprendiéndolos  coa  la  dis- 
tinción conveniente ,  en  el  repartimiento  que  se  forme  por  la  ha- 
cienda del  cupo  ó  cuota  {>rincipal  de  esta  contribución. 

Art.  5.<>  Tampoco  podrá  esceder  la  cantidad  adiciona)  que  baya 
de  recargarse  en  la  contribución  industrial  y  de  comercio  para  el 
déficit  del  presupuesto  municipal,  de  la  cuarta  parte  del  importe 
de  la  matríeula  oe  cada  pueblo,  ni  de  la  décima  parte  h  respec- 
tiva al  del  presupuesto  provincial ;  esto  sin  contar  oon  los  demás 
recargos  autorizados,  los  cuales  se  adicionarán  á  las  matrículas 
oon  la  debida  distinción. 

Art.  B.<*  £1  máximum  de-  recargo^sobre  las  especies  do  consumo, 
comprendidas'  en  la  tarifa  adjunta  á  la  ley  de  presupuestos  de  23 
de  mayo  de  1845,  con  destino  al  presupuesto  municipal,  tampoco 
podrá  esceder  de  una  cantidad  igual  á  la  del  derecho  correspon- 
diente al  tesoro  público ,  como  se  dispone  en  el  art.  7.^  del  real 
decreto  de  igual  fecha  respectivo  al  citado  impuesto. 

Guando  para  objetos  o  servicios  del  presupuesto  provincial  se 
concedan  arbitrios  por  recargo  á  los  derechos  de  las  especies  de 
la  misma  tarifa,  se  tendrán  presentes  los  arbitrios  existentes  ya 
para  atenciones  municipales  sobre  las  mismas  especies,  á  fin  de  no 
conceder,  mas  que  la  diferencia  hasta  el  límite  que  autoriza  la  es- 
presada ley. 

Art.  7.^  Los  jefes  políticos ,  al  dar  curso  á  los  espedientes  en 
solicitud  de  nuevos  arbitrios ,  al  afvobar  ios  presupuestos  aninici- 
poles  entre  cuyos,  ingresos  ordinarios  figuren  algunes,  y  al  remi- 
tir al  gobierno  los  presupuestos  provinciales ,  ó  los  municipaües 
cuy»  apeotarion  compiele  a  éste  9¿gm  h  ley*,  cptidMa»  muy  |«r- 
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tículaírménte  de  oue  los  arbitrios  en  elloá  compreAdídos  y  tp»e  afec- 
ten Ids  especies  ae  consumo  que  marca  la  tarifa  de  2S  de  mayo 
de  1845,  se  reduzcan  á  los  límites  que  prefíja^el  artículo  aáterier. 
A)  decto  se  tomarán  en  cuenta  todos  los  gravámenes  ^a  con  dis- 
Ntiotos  objetos  tuvieren  en  cada  pueblo  6  distrito  municipal  las  in*- 
dicadas  especies. 

Art.  8."  Autorizados  los  jefes  políticos  (según  dispone  el  artícu- 
lo 31  de  esta  Instrucción)  para  aprobar  por  sí  las  propuestas  de 
repartimientos  destinados  á  cubrir  el  déOcit  de  aquellos  presupues- 
tos municipales  cujos  ingresos  ordinarios  no  lleguen  á  200,000 
reales ,  y  siendo  atribución  del  gobierno  de  S.  M.  autorizar  las  <pAé 
se  reñeran  á  todos  los  demás  presupuestos s  tanto  provinciales ,  co- 
mo municijpales ;  los  jefes  políticos  por  sf ,  y  los  intendentes  por 
su  parte ,  impedirán  la  etaccion  de  todo  repartimiento  qiié  no  se 
halle  revíHtido  de  la  competente  autorización  ,  ó  no  esté  conforme  ' 
con  las  disposiciones  de  esta  Instrucción. 

Art.  9.«  Impedirán  iguafmente  la  exacción  de  todo  arbitrio  nue- 
vo que  dnsde  la  fecha  ae  esta  Instrucción  no  haya  sido  solicitado 
y  concedido  con  arrecio  á  las  disposiciones  de  la  misma;  y  res- 
peeto  de  Ijñ  arbitrios  íegalmente  establecidos  con  anterioridad ,  im- 
pedirán ttmbien  su  exacción,  en  el  caso  de  que  bavan  dejada  de 
ngurar  sjía  productos  entre  los  ingresos  ordinarios  ael  presupues- 
to respefQivo ,  hasta  que  recaiga  nueva  autorización  de  S.  M. 

Art  IP.  Toda  concesión  de  repartimiento  por  recargo  á  las  coiK 
tríbuciones  directas  se  entiende  vigente  solo  por  el  ano  á  que  el 
presupuesto  de  gastos  corresponda,  debiendo  en  su  censeceencT^ 
Tos  ayuntimientos  y  diputaciones  provinciales  solicitarla  de  nuevo 
en  el  siguiente,  aun  cuando  para  llenar  el  déficit  de  sns  respec- 
tivos presupuesto?  sea  necesaria  igual  cantidad  que  en  el  anterior. 

Art.  11.  Toda  concesión  de  arbitrios  hecha  para  cubrir  el  dé- 
ficit de  algún  presupuesto  sé  entenderá  caducada  en  Si  de  diciem- 
bre del  ano  en  que  deba  regir  dicho  presupuesto,  y  no  podrán 
continuar  exigiéndose  aquellos  arbitrios  después  de  la  citada  fecha, 
á  no  ser  en  el  caso  que  establecen  los  artículos  54  y.  72  de  esta 
rnstrrrccion. 

Art.  12.  Aquellos  arbitrios  que  formen  parte  de  los  ini^esos 
ordinarios  del  presupuesto  municipal,  y  losjegalmente  estableci- 
dos por  tiempo  indeterminado  para  objetos  ó  servicios  de  los  pre- 
supuestos provinciales,  podrán  continuar  exigiéndose  desde  l.^de 
enero  con  destino  á  los  gastos  del  nuevo  presupuesto  basta-  qtre 
recaiga  la  aprobación  del  mismo ,  si  esta^  por  cualquiera  cansa  no 
se  hubiese  recibido  en  31  de  diciembre,  á  no  ser  que  hayan  deja- 
do de  figurar  como  tales  ingresos  ordinarios  en  el  presupuesta  de 
álgun  año ;  pues  debiendo  en  este  caso  considerarse  caducados,  se- 
gún dispone  la  regla  2.«  de  la  real  orden  circular  de  29  de  oeíu- 
6re  de  1846,  necesitarán  ser  concedidos  de  nuevo  para  ^e  pue- 
dan volverse  a  exigir ,  sin  mas  escepcion  que  la  establecida  en  el 
artículo  precedente. 

Art.  13.  £n  lo  sucesivo  los  jefes  políticos  no  darán  corso-á  pro- 
puesta a1g[ima  de  arbitrios  especiales  para  objetos  determinados 
como  caminos,  carreteras,  institutos  ú  otros  servicios  analcos, 
puesto  que  debiendo  figurar  dichas  atenciones  en  el  J*esnectívo  pre- 
supuesto ordinario ,  cuando  se  apruebe  este  y  se  concedan  los  me- 
dios de  cubrirle,  se  proveerá  con  c41os  al  paga  de  toáiM  h»  atc«t- 
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dones  que  comprenda;  y  en  el  caso  de  que,  con  posterioridad  # 
su  aprobación,  se  autorizase  aleun  otro  gasto  adicional ,  el  impor- 
te á  <}ue  este  ascienda  se  considerará  como  un  aumento  al  déficit 
del  primer  presupuesto ,  y  los  medios  para  llenarle  deberán  propo- 
nerse por  los  mismos  tramites  establecidos  para  aquel. 

Art.  14.  Los  jefes  políticos  no  daráu  curso  á  propuestas  de  ar- 
bitrios sobre  artusulos  de  primera  necesidad,  tales  como  el  pan 
elaborado ,  él  trigo ,  maíz ,  harinas ,  patatas ,  leña ,  carbón  y  otros 
análogos,  que  constituyen  el  consumo  iudispensable ,  y  algunas 
veces  único ,  de  la  clase  indigente ,  sino  cuando  no  haya  otros  ar- 
tículos que  puedan  sufrir  este  gravamen ,  ni  otro  medio  de  evitarlo. 

Art.  15.  Tampoco  darán  curso  á  propuestas  de  arbitrios  aue 
consistan  en  el  restablecimiento  total  6  parcial  de  alguna  de  las 
contribuciones  6derech9s  suprimidos,  como  son  los  de  ferias,  cor- 
reduría ,  fiel  medidor  ó  almotacén ,  alcabalas  de  todas  clases ,  y 
demás  que  se  hallen  en  este  caso ,  según  previene  la  regla  ^^  de 
la  citada  circular  de  29  de  octubre  último. 

Art.  16.  Deberá  también  evitarse  en  lo  posible  que  las  especies 
que.  se  introduzcan  para  el  consumo  en  un  pueblo  ó  distrito  mu- 
nicipal se  graven  con  mayor  impuesto  que  las  de  igual  clase  pro* 
ducidas  en  la  misma  localidad. 

Art.  i7«  Al  proponer  los  arbitrios  para  obligaciones  municipales 
ó  provinciales  no  se  reunirán  en  el  mismo  espediente  de  propues- 
ta actuaciones  algunas  respectivas  á  la  subasta  para  su  arriendo, 
á  no  ser  en  aquellos  casos  en  que,  por  falta  absoluta  de  datos  con 
que  calcular  el  producto  de  dichos  arbitrios ,  se  emplee  este  medio 
para  conocerle ,  á  fin  de  que  el  gobierno  pueda  con  mas  acierto 
determinar  la  concesión  que  se  solicitare. 

Art.  18.  Debiendo  ingresaren  las  arcas  del  tesoro,  al  mismo 
tiempo  que  el  importe  de  las  contribuciones  directas,  todos  los  re- 
cargos que  sobre  ellas  se  impongan  para  gastos  de  interés  común, 
la  cobranza  de  los  recargos  á  que  se  refieren  los  casos  primero  y 
segundo  del  art.  l.^*  se  hará  en  todas  partes  por  los  encargados  de 
la  de  dichas  contribuciones  y  a  los  mismos  plazos  que  estas ;  pro- 
cediéndose  acto  continuo  por  la  hacienda  á  librar  y  pagar  puntual- 
mente en  los  propios  plazos  á  los  ayuntamientos  y  diputaciones 
la  parte  de  los  recargos  que  en  cada  uno  se  haya  becho'  efectiva, 
sin  necesidad  de  esperar  nunca  para  ello  orden  previa  del  tesoro, 
como  está  prescrito  en  el  art.  10  de  la  real  Instrucción  de  cobran- 
za de  5  de  setiembre  de  1845. 

Para  evitar ,  no  obstante,  á  los  avuntamientos  el  riesgo  de  la 
conducción  á  la  capital  de  los  caudales  respectivos  á  los  recargos 
con  destino  á  los  presupuestos  municipales,  se  les  releva  del  ma- 
terial ingreso  de  so  importe  en  las  arcas  del  tesoro ,  aunque  no  de 
Sresentar  á  la  administración  de  la  hacienda  los  oportunos  recibos 
e  los  depositarios  municipales  para  que  se  verinque  la  formali- 
zacion  de  entrada  y  salida  de  estos  caudales,  se  espidan  las  cor- 
respondientes cartas  de  pago ,  y  se  lleve  la  cuenta  formal  que  cor- 
responde. 

Los  arbitrios  que  se  recauden  en  unión  con  los  derechos  del 
tesoro  se  entregarán  á  dichas  cornoraciones  en  los  términos  que  se 
espresarán  mas  adelante ;  y  los  nemas  recursos ,  que  fuera  de  es- 
tos casos  se  apliquen  á  los  presupuestos  de  que  se  trata ,  ingresa- 
rán directamente  en  las  arcas  municipales  ó  provinciales. 
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Art.  19.  Las  oficinas  de  hacienda  pasarán  mensualmente  á  los 
jefes  polítieos  relación  de  las  cantidades  entregadas  á  cada  deposi- 
tario municipal  ó  provincial  por  cuenta  de  los  recargos  concedidos 
para  cubrir  el  déficit  de  los  respectivos  presupuestos ;  y  los  jefes 
políticos  con  vista  de  estos  documentos ,  se  harán  cargo  del  retra- 
so ó  puntualidad  con  que  la  recaudación  de  los  recargos  se  veri- 
fique ,  reclamando  de  la  hacienda ,  en  su  caso ,  la  remoción  de  los 
ol^táculos  aue  la  entorpezcan.  Además  de  las  espresadas  relacio- 
nes mensuales ,  los  jefe^  políticos  reclamarán  de  la  hacienda  en  el 
mes  de  enero  de  cada  año  una  certificación  auténtica  de  la  can- 
tidad total  que  durante  el  anterior  hubiere  sido  entregada  en  po- 
der de  cada  depositario ,  para  que  sirva  de  comprobante  en  el  car- 
go de  la  cuenta  respectiva. 

Como  la  recaudación  de  estos  recargos,  y  la  cuenta  que  se  11^- 
ve  de  .ellos,  debe  ser  independiente  de  la  parte  que  corresponda  al 
tesoro,  los  ayuntamientos  serán  responsables  á  los  recaudadores 
de  la  hacienda,  y  esta  ante  la  administración  civil,  de  la  exacta 
cobranza  de  los  recargos  espresados. 

CAPITULO  IL 

De  los  recargos  y  arbitrios  para  gastos  municipales» 

SECCIÓN  PBIMBRA. 
*    De  tos  repartimientos  sobre  las  contribaciones  directas. 

Art  20.  Para  llevar  á  efecto  cualesquiera  recargos  sobre  las  contri- 
buciones territorial  é  industrial  con  destine  á  obligaciones  muni- 
cipales ,  deberá  previamente  estar  fijada  la  cantidad  de  su  impor- 
te ,  ooñ  arreglo  a  lo  establecido  en  el  art.  S.»  de  esta  Instrucción. 

Art.  21.  Luego  que  los  jefes  políticos  aprueben  los  presupuestos 
municipales  cuyos  ingresos  ordinarios  no  lleguen  á  200,000  reales, 
conforme  al  artículo  98  de  la  lev  de  ayuntamientos  de  8  de  enero 
de  1845,  y  sea  conocido  el  verdadero  déficit  que  haya  de  llenarse 
por  recargo  á  las  contribuciones  directas,  pasarán  la  propuesta 
del  ayuntamiento  al  intendente  de  la  provincia  para  querías  ofici- 
nas Áe\  ramo  manifiesten  si  la  cantidad  del  recargo  escede  ó  no 
del  máximum  fijado  en  los  artículos  4.°  y  5.°  de  esta  Instrucción, 
á  fin  de  que  en  el  primer  caso  se  devuelva  la  propuesta  por  el  jefe 
político  al  ayuntamiento  ó  ayuntamientos  respectivos  para  que  la 
rectifiquen  con  sujeción  á  dicho  tipo ,  sirvienoo  de  base  para  ello 
el  cupo  ó  cupos  que  por  las  contribuciones  directas  estuvieren  ri- 
giendo en  él  mismo  año ;  hecho  lo  cual  podrá  precederse ,  sin  ne- 
cesidad de  solicitar  la  previa  aprobación  del  gobierno ,  á  adicionar 
los  cupos  de  las  contribuciones  de  cada  pueblo  de  los  (¡ue  se  ha- 
llen en  este  caso ,  aunque  con  obligación  los  jefes  políticos  de  po- 
nerlo en  conocimiento  del  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino, 
y  los  intendentes  en  el  de  la  dirección  general  de  contribuciones 
ilirectas  para  los  efectos  que  convengan. 

Al  remitir  estas  noticias  los  jefes   políticos,  lo  ejecutarán  por 
medio  de  un  estado  igual  al  modelo  que  acompaña  a  esta  instruo- 
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0¡cm»  HñfiWo  ppn  el  núin.  3.<>,  variando  iviQdiVaehU  4  ^  aDoabe- 
zamiento,  en  el  eual  se  citará  el  presente  üf líenlo  en  w  i  del  qve 
le  menciona  en  el  modelo .-  dicho  estado  debe  venir  tÁi  sumav, 
y  se  incluirán  en  él ,  además  de  los  ayuntamientos  cuyos  presu- 
j^estos  apruebep  los  jefes  políticos ,  todos  los  demás  de  la  provin- 
cia ,  dejando  en  blanco  las  cantidades  respectivas  á  los  que  aprue- 
ba el  gobierno  para  que  puedan  llenarse  de  la  roanora  conve- 
niente. 

Art.  22.  Cuando  la  suma  de  los  ini^esos  ordinarios  isceda  de 
900,000  reales ,  y  deba  remitirse  por  consiguiente  á  la  lyrobacion 
del  gobierno  el  presupuesto  municipal ,  los  jefes  polítioos  cuidarán 
de  hacerlo  con  la  mayor  anticipación  posible  al  20  de  octubre  pre- 
fijado en  el  art.  108  del  reglamento  de  16  de  setiembre  de  1845 
para  la  ejecución  de  la  citada  ley  de  ayuntamientos,  á  fín  deque 
el  i^bierno  pueda  comunicar  oportunamente  la  resolución,  y  se 
conozca  también  el  verdadero  aéfícit  de  estos  presupuestos  antes 
del  15  de  diciembre,  en  que,  con  arreglo  al  art.  107  cilel  propio 
reglamento ,  deben  estar  aprobados  por  nichos  jefes  políticos  los  de- 
más presupuestos  cuyos  ingresos  no  lleguen  a  los  200,000  reales 
espresados. 

Art.  23.  Como  el  déficit  de  todo  presupuesto  municipal ,  aun 
de  aquellos  cuya  aprobación  corresponde  al  gobierno,  debe  ser 
ya  conocido  antes  del  15  de  diciembre ,  según  lo  dispuesto  en  los 
dos  artículos  anteriores ,  procurarán  los  jefes  ^líticos  tener  dada 
ya,  si  es  posible,  para  el  1.®  de  dicho  mes  noticia  exacta  á  los  in- 
tendentes de  la  cantidad  fija  de  los  respectivos  recargos  que  en 
cada  pueblo  han  de  sufrir  las,  contribuciones  y  derechos  del  tesoro 
para  lienar  e(  espresado  déficit. 

Art.  24.  Si  por  cualquiera  causa  no  se  hallase  aprobado  el  nue- 
vo presupuesto  municipal  antes  del  !.<>  de  diciembre,  ep  qae  la 
administración  de  contribuciones  directas  debe  tener  hecho  el  re^^ 
partimiento  del  cupo  de  la  provincia  respectivo  al  año  inmediato 
por  la  contribución  territorial,  ó  los  ayuntamientos  no  hubiesen 
vectífieado  para  entonces  su  propuesta ,  consiguiente  á  lo  diwues- 
1o  en  el  art.  21 ,  el  jefe  político  pasará  al  intendente  nota  de  los 
pueblos  que  se  hallen  en  semejante  caso ,  con  objeto  de  que  la 
administración  adicione  al  cupo  de  cada  uno,  á  buena  cuenta,  la 
misma  cantidad  con  que  hubiere  sido  recargado  en  el  año  ante- 
rior p^ra  cubrir  el  déficit  de  su  respectivo  presupuesto  de  gastos. 
Art.  25.  Como  que  al  comunicar  á  los  pueblos  las  oficinas  de 
hacienda  los  cupos  principales  de  la  contribución  territorial ,  lo  han 
de  verificar  también  de  la  cantidad  de  recargo  que  sobre  la  mis* 
ma  contribución  se  imponga  para  acudir  al  oéficit  del  presupuesto 
municipal ,  los  ayuntamientos  procederán  en  la  derrama  individual 
con  entera  sujeción  á  las  disposiciones  contenidas  en  las  instruc- 
ciones de  hacienda ,  distinguiendo  empero  en  los  repartimientos  los 
cupos  de  los  recargos,  según  en  las  mismas  se  halla  determinado. 
Art.  26.  Como  del  recargo  que  se  imponga  sobre  la  contribu- 
ción territorial  con  destino  á  gastos  municipales  están  exentos  los 
propietarios  que  residen  fuera  del  pueblo ,  siempre  que  el  objeto 
tt  objetos  á  que  se  apliquen  no  interesen  á  la  conservación  o  me- 
jora de  sus  fincas ,  con  arreglo  á  lo  declarado  en  el  artículo  9.^ 
del  real  decreto  de  23  de  mayo  de  1845 ,  deberá  distribuirse  sola- 
mente el  imporU  total  del  recsurgo  sobre  los  demás  contriboyen* 
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k«a  dtl  -  §4klo  por  Alm  oontríbacioiit  y  sobre  los  dtBaaáhaetBda- 
d06  y  pi^^ktanoe  iafttteros  que  teogaa  casa  abierta  en  el  pueblo 
eon  aepeuaientes,  artefactos  o  labor  de  so  cuenta,  á  quienes  no 
alcanza  la  exención «  con  arreglo  á  la  real  orden  de  20  de  febrero 
áe  1846. 

Los  ayuntamientos ,  al  proponer  los  medios  de  cubrir  el  défi*  ' 
cic  de  sil  respectivo  presupuesto  municipal ,  tendrán  presente  la 
exención  ¿e^pago  que  en  los  recargos  de  la  misma  contribución 
se  concede  á  los  hacendados  forasteros ,  á  fin  de  elegir  los  medios 
ó  artMtríC4i  mas  conducentes  para  hacerles  contribuir  en  los  pue* 
Uos  donde  residan,  á  los  gastos  de  que  personalmente  reporten 
en  ellos  alguna  utilidad,  comodidad  o  ventaja. 

Cuando  el  objeto  á  que  se  aplique  el  recargo  6  parte  de  él,  in- 
terese de  algún  modo  á  la  conservación  de  las  nncas  de  los  haeen* 
dados  forasteros,  los  ayuntamientos  respectivos,  en  unión  con  Ictt 
peritos  repartidores,  de  los  cuales  deberán  ser  dos  al  menos  tales 
propietarios  forasteros,  fijarán  previamente  la  parte  alícuota  con 
oue  estos  deben  concurrir  á  llenar  el  importe  del  recargo ,  tenien- 
do presente  para  ello  la  mayor  ó  menor  utilidad  que  del  presu- 
puesto de  gastes  6  de  alguna  de  sus  partidas  reporten  evidente- 
mente  ó  pudieren  reportar  las  citadas  fincas. 

Art*  274  Debiendo  estar  formadas  las  matrículas  de  la  contribn- 
eton  industrial  t  y  cotizados  los  contribuyentes  á  ella  antes  de  !•« 
de  diciembre,  en  que  las  oficinas  de  hacienda  han  de  tener  ctíbo- 
ctelento  de  la  cantidad  de  recargo  oue  se  imponga  sobre  esta  con- 
tribución oon  destino  á  llenar  el  déficit  del  presupuesto  munidpali 
los  intendentes,  al  aprobar  dichas  matrículas,  espresarán  el  impor- 
te total  del  recargo  y  la  proporción  en  que  para  cubrirle  denen 
ser  aumentadas  las  cuotas  individuales ,  á  fin  de  que  en  su  con- 
formidad, y  al  formar  las  listas  cobratorias,  se  comprenda  en  es- 
tas la  cantidad  del  recargo  con  la  debida  distinción  de  la  cuota 
principal  de  contribución.  Se  entenderá  aplicable  también  en  los 
recargos  sobre  esta  contribución  la  disposición  que  respecto  á  los 
de  la  territorial  contiene  el  art.  24. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 
De  las  propuestas  de  arbitrios. 

Art.  28.  Para  llevar  á  efecto  cualquier  arbitrio  que  se  proponga 
sobre  artículos  de  consumo  con  destmo  al  presupuesto  municipal, 
ya  sea  por  un  año  6  meses  en  que  haya  de  regir,  se  habrá  pre- 
viamente calculado  su  importe ,  y  fijado  en  la  propuesta  de  medios 
á  que  se  hace  referencia  en  el  artículo  Z.^  de  esta  Instru^ion. 

Art.  29.  Cuando  los  jefes  políticos  reciban  la  propuesta  de  ar- 
bitrios hecha  por  algún  ayuntamiento ,  la.  pasarán  desde  luego  al 
intendente  de  rentas  de  la  provincia  para  que,  oyendo  el  parecer 
de  la  administración  de  contribuciones  indirectas ,  devuelva  infor- 
mada dicha  propuesta  al  gobierno  político. 

Art.  30.  Si  el  informe  de  las  oficinas  de  rentas  no  fuere  favo- 
rable á  la  propuesta,  y  el  jefe  político  le  creyese  fundado,  devol- 
verá aquella  al  ayuntamiento  oara  que  la  rectifique ;  hecho  lo  cnal, 
se  pasará  de  nuevo  á  informe  oe  dichas  oficinas,  y  con  los  dos  dic- 
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támenes  de  estas,  ó  bien  con  el  primero  únicamente ,  si  no  se  juz- 
gare necesaria  la  rectificación,  remitirá  desde  luego  el  jefe  políti- 
co al  gobierno  el  espediente,  informando -también  por  sü  parte  lo 
que  crea  oportuno.  Para  facilitar  la  resolución  del  gobierno  res- 
pee^  de  estas  propuestas,  agregarán  los  jefes  políticos  á  cada  ana 
dé  ellas  la  nota  que  previene  la  real  orden  circular  comunicada  i)or 
el  ministerio  de  la  Gobernación  en  24  de  marzo  de  1846,  suje- 
tándose en  su  redacción  ai  adjunto  modelo  número  i,^ 

Art.  31.  Cuando  el  informe  de  las  oficinas  de  rentas  sea  favo- 
rable ,  dirigirá  sin  dilación  el  jefe  político  al  gobierno  la  propuesta 
del  ayuntamiento ,  acompañando  la^  nota  que  previene  la  real  or- 
den de  24  de  marzo  de  1846;  y  al  verificarlo,  como  igualmente 
al  remitir  los  espedientes  de  que  habla  la  disposición  anterior ,  ma- 
nifestará: l.o  Los  gastos  obligatorios  del  presupuesto  aprobado: 
i.^  Los  voluntarios;  3.<^  £1  total  de  unos  y  otros :  4.^  La  suma  de 
los  ingresos  ordinarios  y  estraordinarios:  5.»  Si  la  parte  destinada 
i  gastos  voluntarios  (caso  que  los  haya)  ha  sido  votada  en  unión  ^ 
con  los  mayores  contribuyentes :  6.®  Si  está  conforme  con  lo  es- 
puesto por  el  ayuntamiento  acerca  de  la  buena  administración  de 
los  fondos  comunes  y  demás  que  espresa  el  artículo  Z,°:  7.**  Si  los 
débitos  realizables  (caso  de  que  existan)  se  han  comprendido  entre 
los  ingresos  del  presupuesto;  y  finalmente  los  objetos  ó  servicios 
que  den  motivo  a  los  gastos  voluntarios  que  se  hayan  propuesto. 

Art.  32.  De  la  aprobación  de  los  arbitrios  se  dará  conocimien- 
to al  ministerio  de  Hacienda  por  el  de  la  Gobernación.  Los  jefes 
políticos  luego  que  la  reciban  la  comunicarán  á  los  ayuntamientos. 

SECCIÓN  TEBGEBÁ. 
De  la  recaudación  de  los  arbitrios  en  general. 

Art.  83.  La  recaudación  de  los  arbitrios  municipales,  ya  sean 
los  concedidos  con  arreglo  á  las  disposiciones  anteriores  para  cu- 
brir el  déficit  del  presupuesto ,  ya  los  que  formen  parte  de  los  in- 
gresos ordinarios  del  mismo,  se  verificará  por  la  hacienda  públi- 
ca ó  por  los  ayuntamientos  en  la  forma  que  determinan  los  artí- 
culos siguientes. 

Art.  34.  En  los  pueblos  administrados  por  cuenta  de  la  hacien- 
da, en  ^ue  se  halle  establecido  el  impuesto  sobre  consumos,  se 
recaudarán  por  los  empleados  de  la  misma  los  arbitrios  que  re- 
caigan sobre  especies  comprendidas  en  la  tarifa  unida  á  la  ley  de 
23  de  mayo  de  1845:  se  recaudarán  también  por  aquellos ,  en  las 
capitales  y  puertos  habilitados  en  que  haya  derechos  de  puertas, 
no  solamente  los  arbitrios  que  graviten  sobre  los  propios  artículos 
que  estos,  sino  los  que  se  mipongan,  independientes  de  aduanas, 
sobre  géneros  extranjeros  y  coloniales,  y  cualquiera  otro  que  aun- 
que no  devengue  derechos  de  puertas  deba  pagar  el  arbitrio  á  su 
utroduccion  en  el  pueblo. 

Cada  mes  se  entregará  puntualmente  por  las  oficinas  de  hacien- 
da al  depositario  municipal  la  cantidad  líquida  que  los  arbitrios 
produzcan,  y  las  cartas  de  pago  del  10  por  100  de  administra- 
ción y  5  por  100  de  amortización  que  en  su  caso  devenguen,  pa- 
ra que  le  sirvan  de  data  en  su  cuenta.  Las  mismas  oficinas  pasa* 
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rán  al  jefe  político  en  todo  el  mes  de  enero  de  cada  año  certifi' 
cacioQ  del  producto  que  los  arbitrios  hubiesen  rendido  durante  e> 
anterior,  y  de  lo  aue  se  haya  entregado  cada  mes  al  ayuntamien- 
to para  que  sirva  cíe  cnrgo  en  las  cuentas  respectivas.  Cuando  es- 
tas sean  de  las  que  deben  venir  á  la  aprobación  del  gobierno ,  re- 
mitirá con  ellas  el  jefe  político  la  mencionada  certificación. 

Art.  35.  En  aquellos  puntos  donde  la  exacción  de  los  derechos 
del  tesoro  sobre  fas  especies  de  consumo  que  comprende  la  tari* 
fa,  no  se  ejecute  por  empleados  de  la  hacienda,  recaudarán  los 
ayuntamientos  los  arbitrios  municipales  al  mismo  tiempo  que  los 
derechos  del  tesoro  impuestos  sobre  dichas  especies.  . 

Art.  S6.  Los  ayuntamientos  ejecutarán  también  la  recaudación 
de  los  arbitrios  que  graviten  sobre  la^  demás  especies  que  no  com- 
prenda dicha  tarifa ,  ó  que  no  se  hallen  en  el  caso  del  art.  34. 

SBCCION  GUAHTA. 

De  la  Subasta  (i«  los  arbitrios. 

Art.  37.  Para  llevar  á  efecto  la  recaudación  de  que  hablan  los 
dos  artículos  precedentes ,  se  subastarán  todos  los  años  los  arbitrios 
según  disponen  los  artículos  que  siguen. 

Art.  38.  Si  los  arbitrios  recaen  sobre  especies  sujetas  á  los  de-, 
rechos  que  marca  la  tarifa  de  consumos,  servirá  de  base  para  el 
rennate  la  cantidad  en  que  se  gradúe  el  producto  de  dichos  arbi- 
trios proporcionalmente  con  los  derechos  del  tesoro ,  calculándola 
en  la  forma  que  dispone  el  art.  103  del  real  decreto  de  23  de  ma- 
yo de  1845 ,  publicado  para  el  establecimiento  de  la  ley  de  con- 
sumos ;  y  en  este  caso  se  subastarán  \ps  arbitrios  al  mismo  tiempo 
que  los  derechos  del  tesoro,  aunque  con  distinción  unos  de  otros. 
Pero  si  la  aprobación  de  los  arbitrios  se  demorase  por  cualquiera 
causa  en  términos  que  no  sea  posible  dar  por  fenecida  la  subasta 
para  el  l.o  de  octubre,  se  rematarán  los  derechos  del  tesoro  úni- 
camente ,  y  cuando  aquellos  fueran  aprobados  se  hará  cargo  de  su 
recaudación  el  mismo  rematante  que  lo  sea  de  los  derechos  del 
tesoro ,  en  los  términos  prevenidos  por  la  real  orden  de  6  de  ju* 
nio  de  1846  que  se  menciona  en  el  art.  51. 

Art.  39.  Si  los  arbitrios  recaen  sobre  otras  especips ,  servirá  de 
base  para  la  subasta  la  cantidad  en  que  el  ayuntamiento  hubiere 
calculado  al  hacer  la  propuesta  el  importe  de  aquellos. 

Art.  40.  No  se  admitirá  como  licitadores  á  la  subasta  de  los 
arbitrios  :  i.^  A  los  individt  os  de  ayuntamiento  que  estéu  ó  deban 
estar  en  ejercicio  durante  el  año  en  que  haja  de  regir  el  remate: 
2.«  A  los  deudores  por  cualquier  concepto  á  los  fondos  públicos  ó 
municipales:  3.<>  A  los  que  se  hallen  encausados  por  interdicción 

1'udlcial:  4.»  A  los  menores  de  edad:  5.°  A  los  declarados  en  quie- 
bra :  Y  6.<»  A  los  extranjeros  que  no  renuncien  para  este  caso  los 
derechos  de  su  pabellón. 

Art.  41.  La  subasta  de  los  arbitrios  se  anunciará  al  público 
con  ocho  dias  de  anticipación ,  y  constará  de  dos  remates  con  el 
intervalo  de  ocho  dias  de  uno  a  otro.  En  el  primero  se  admitirán 
las  proposiciones  que  escedan  de  la  cantidad  señalada  por  base 
para  la  subasta,  y  en  el  segundo  las  que  mejoren  en  un  10  por  lOO 
Toxo  II.  16 
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por  lo  menos,  La  suma  en  que  hubiere  quedado  ¥  aot^rm.  Los 
actos  de  la  subasta  serán  presididos  por  el  alcalde  con  asistencia 
del  ayuntamiento. 

Art.  42.  Si  en  el  primer  remate  no  se  bui)iere  hecho  proposi- 
ción que  esceda  á  la  cantidad  señalada  por  base ,  se  anunciará 
el  segundo  como  primero ,  admitiéndose  proposiciones  que  cubran 
las  dos  terceras  partes  de  aquella.  En  este  concepto ,  el  tercer  re- 
mate será  anunciado  como  segundo  paralas  mejoras  del  10  por  100  ^ 
sobre  la  cantidad  en  que  hubiere  quedado  el  anterior. 

Art.  43.  Estas  subastas  han  de  estar  concluidas  y  cerradas  pa- 
ra el  dia  l.<>  de  octubre  de  cada  año,  v  deberán  remitirse  antes 
del  15  del  propio  mes  á  la  aprobación  del  intendente  de  rentas  ó 
subdelegado  de  partido ,  en  el  caso  de  que  los  arbitrios  recaigan 
sobre  especies  sujetas  á  los*  derechos  de  consumo  que  señala  la 
tarifa  de  23  de  mayo  de  1845 ;  v  cuando  racaigan  sobre  otras  es- 
pecies ,  á  la  del  jefe  político.  £i  intendente  ó  subdelegado  de  ren- 
tas darán  conocimiento  al  jefe  político ,  tan  luego  como  aprueben 
algún  remate  de  arbitrios ,  de  la  cantidad  á  que  ascienda ,  para 
que  sirva  este  dato  de  comprobante  al  examinar  las  cuentas  res- 
pectivas. 

Art.  44.  Si  el  intendente  ó  subdelegado,  ó  en  su  caso  el  jefe 
político^  desaprobasen  la  subasta  hecha,  se  procederá  inmediata- 
mente a  celebrar  otra  en  un  solo  remate  anunciado  con  ocho  dias 
de  anticipación ;  pero  podrá  omitirse  esta  nueva  subasta  cuando  el 
ayuntamiento  y  el  último  rematante  se  convengan  en  la  supresión 
ó  modiñcacion  de  las  condiciones  ilegales  que  antes  hayan  sido  ad- 
mitidas, y  hubieren  dado  lugar  á  la  desaprobación  de  la  ante- 
rior; debiendo  en.  uno  y  otro  caso  remitirse  el  espediente  con  las 
nuevas  diligencias  á  la  aprobación  de  la  autoridad  respectiva :  esta 
le  aprobará  6  desaprobara ,  comunicando  su  resolución  con  el  tiem- 

Eo  necesario  para  que  llegue  precisamente  antes  del  31  de  diciem- 
re  á  poder  del  ayuntamiento ,  á  fía  de  que  se  ^  ponga  en  pose- 
sión ai  rematante  desde  l.<*  de  enero  siguiente,  ó^e  administre  en 
su  caso  desde  dicho  dia  por  la  municipalidad,  según  mas  adelan- 
te se  dispone. 

Art.  45.  En  el  caso  de  que  no  se  hubieren  presentadlo  licitado- 
res  á  la  subasta ,  continuara  esta  abierta  hasta  el  23  de  diciembre 
para  la  admisión  de  las  posturas  que  cubran  las  dos  terceras  par- 
tes de  la  cantidad  señalada  por  base ;  y  si  durante  este  plazo  se 
presentase  alguna ,  servirá  de  base  para  la  celebración  de  un  solo 
remate  que  tendrá  lugar  á  los  ocho  días. 

Art.  46.  Cuando  llegue  el  23  de  diciembre  sin  haberse  presen- 
tado licitación  alguna ,  dará  cuenta  el  alcalde  de  esta  circunstan- 
cia ai  jefe  político ,  y  esta  autoridad  dispondrá  que  se  administren 
los  arbitrios  por  el  ayuntamiento  en  la  forma  que  considere  mas 
ventajosa ,  exigiendo  cada  mes  un  certiGcado  del  importe  á  que 
asciendan  ,  espedido  por  el  secretario  del  ayuntamiento  con  el 
V.o  B.<>  del  alcalde ,  cuyo  documento  se  unirá  al  respectivo  presu- 
puesto que  debe  obrar  en  el  gobierno  político ,  á  fín  de  que  sirv^ 
para  comprobar  en  su  dia  el  cargo  de  las  cuentas  respectivas,  y 
para  que  durante  el  curso  del  ano  ^ueda  el  jefe  político  adoptar 
las  disposiciones  convenientes  con  objeto  de  mejorar  la  administra- 
ción ,  si  observase  en  ella  algún  defecto  que  necesite  corrección  6 
enmienda. 
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Art.  47.  Si  de  resultas  de  haberse  presentado  licitadores  en  el 
plazo  que  marca  el  art.  45 ,  es  decir ,  hasta  el  23  de  diciembre ,  se 
hubiere  verificado  el  remate  definitivo  antes  de  31  del  mismo,  o 
en  dicho  día ,  el  ayuntamíeAto  podrá  poner  en  posesión  del  arrien- 
do al  rematante  en  1.»  de  enero,  siempre  que,  al  tiempo  de  veri- 
ficarlo ,  esté  ya  remitido  el  espediente  á  la  aprobación  de  la  auto- 
ridad respectiva.  Todo  arriendo  que  fuera  de  este  caso  se  Heve  á 
efecto  sin^  dicha  aprobación ,  será  declarado  nulo ,  y  el  ayunta- 
miento que  lo  ejecute  pagará  una  multa  de  quinientos  reales  y 
será  responsable  además  de  los  perjuicios  que  se  originen  al  pueblo. 

Art  48.  La  posesión  de  que  habla  el  artículo  precedente  se  le 
dará  al  rematante  bajo  la  espresa  condición  de  que,  si  fuese  des- 
aprobado el  espediente  de  subasta  por  la  autoridad  respectiva,  se 
entenderá  caducado  el  contrato  desde  el  dia  en  que  se  notifique 
al  mismo  la  desaprobaeion ,  continuando  desde  aquella  fecha  el 
ayuntamiento  en  la  admmistracion  de  los  arbitrios  en  los  términos 
que  dispone  el  art.  46. 

Art.  49.  Será  condición  indispensable  de  todo  remate  de  arbi- 
trios que  la  duración  del  arriendo  haya  de  contarse  desde  1.^  de 
enero  nasta  31  de  diciembre.  Pero  si  los  arbitrios  que  se  rematen 
no  fueren  de  los  comprendidos  entre* los  ingresos  ordmarios  del  pre- 
supuesto ,  sino  de  los  qué  se  concedan  por  una  vez  para  cubrir  el 
déficit,  el  arriendo  rlurará  desde  el  dia  en  aue  se  comunique  al 
renaatante  la  aprobación  del  espediente  de  suoasta  hasta  el  31  de 
diciembre. 

Art.  50.  El  alcalde  cuidará  de  que  Jos  rematantes  de  los  arbi- 
trios entregueb  en  la  depositaría  del  ayuntamiento  el  importe  de 
la  subasta  al  vencimiento  de  los  plazos ,  y  será  responsable ,  Jun- 
tamente con  el  secretario  del  ayuntamiento ,  de  los  perjuicios  áque 
su  descuido  en  esta  parte  diere  lugar. 

SECCIÓN   QUINTA. 

fiegias  para  la  recaadacíou  de  los  arbitrios  concedidos  para  cubrir  el  défi- 
cit del  presupuesto. 

Art.  Sí.  £n  el  caso  que  menciona  el  art.  49,  es  decir,  cuan- 
do los  arbitrios  sean  de  los  concedidos  para  cubrir  el  déficit  de 
algún  presupuesto,  y  recaigan  además  sobre  especies  sujetas á  los 
derechos  de  consumo  que  marca  la  tarifa  de  23  de  mayo  de  1845, 
DO  se  Terificara  la  subasta  si ,  á  la  fecha  en  que  se  aprueben  los 
arbitrios,  estuvieren  ya  subastados  los  derechos  del  tesoro,  y  el 
rematante  de  estos  se  encargará  desde  luego  de  la  recaudación  de 
los  arbitrios  de  que  se  trata  ,  entregando  al  ayuntamiento  la  par- 
te Droporcional  al  tiempo  y  á  la  cuota  de  cada  uno,  según  previe- 
ne la  real  orden  espedida  por  el  ministerio  de  Hacienda  en  6  de 
junio  de  1846,  y  comunicada  á  los  jefes  políticos  en  28  del 
mismo. 

Art.  52.  Cuando  dichos  arbitrios  no^recaigán  sobre  las  especies 
que  menciona  el  artículo  precedente,  6  cuando,  aunaue  recaigan 
sobre  ellas,  no  estuvieren  rematados  k)s  derechos  del  tesoro  im- 
puestos sobre  las  mismas ,  se  procederá  á  la  subasta  con  arreglo 
a  los  artículos  88,  3(^,  40,  41  y  42  de  la  prosenco  Instrucción 
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tan  pronto  como  el  ayuntamiento  reciba  la  orden  de  concesión, 
y  deberá  remitirse  el  espediente  á  la  aprobación  de  la  autoridad 
respectiva  antes  que  trascorran  30  dias  desde  el  recibo  de  dicha 
orden. 

Art.  53.  Sin  perjuicio  del  resultado  que  ofrezca  la  subasta ,  y 
de  poner  al  rematante  en  posesión  del  arriendo  tan  luego  como 
recaiga  la  aprobación  del  espediente  ,  procederá  el  ayuntamiento 
á  administrar  los  arbitrios  de  que  se  trata  en  cuanto  se  le  comu- 
nique la  orden  de  concesión ;  y  si  el  espediente  de  subasta  no  fue- 
se aprobado,  continuará  administrándolos  ,  conforme  dispone  el 
art.  46  de  esta  Instrucción ,  hasta  el  31  de  diciembre ,  con  arre- 
glo á  las  órdenes  que  para  ello  le  comunique  el  jefe  político. 

Art.  54.  Si  llegare  el  31  de  diciembre  sin  estar  aprobado  el 
nuevo  presupuesto ,  el  ayuntamiento ,  cerrando  en  dicho  dia  la 
cuenta  de  los  arbitrios,  continuará  administrándolos  desde  l.<>  de 
enero  con  destino  á  los  gastos  del  año  entrante ,  hasta  el  dia  en 
que  reciba  la  aprobación  del  presupuesto  y  de  los  medios  de  cu- 
brir el  déficit  que  en  él  resulte. 

Art.  55.  Las  cuestiones  que  se  promuevan  sobre  pago  de  de- 
rechos ó  formalidades  administrativas  entre  los  arrendatarios  y  con- 
tribuyentes ,  serán  resueltas  por  el  alcalde  del  distrito  municipal, 
con  apelación  á  la  autoridad  que  hubiere  ^probado  la  subasta. 

CAPITULO  III. 

De  los  recargos  para  gastos  provinciales . 

SECGlOIf   PBIMEHA. 

I 

De  los  repartimientos  por  recargo  á  las  contribucioacs  direcias. 

Art.  56.  Los  recargos  para  cubrir  por  las  contribuciones  terri- 
torial é  industrial  cualquiera  déficit  en  los  presupuestos  provincia- 
les, estarán  previamente  determinados,  con  arreglo  á  los  artícu- 
los 3.°,  4.»  y  5.°  de  esta  Instrucción,  el  1.»  de  diciembre  del  año 
anterior  al  en  que  deba  regir  el  presupuesto  provincial. 

Art.  57.  Para  que  al  formarse  por  las  administraciones  de  conn 
tribuciones  directas  el  repartimiento  del  cupo  de  la  provincia  por 
contribución  territoral  y  las  matrículas  de  la  industrial»  puedan, 
después  de  aprobados  aquel  y  estas,  incluirse  las  cántidaoes  adi- 
cionales con  que  el  cupo  de  cada  pueblo  haya  de  ser  recajrgado 
para  cubrir  el  déficit  del  presupuesto  provincial ,  formalizará  su  pro- 
puesta la  diputación  con  la  anticipación  necesaria,  á  fin  de  que 
recaiga  oportunamente  la  aprobación  del  gobierno ,  espresando  en 
ella  la  contribución  ó  contribuciones  sobre  que  ha  de  tener  efecto 
el  recargo,  ó  la  parte  que  de  él  haya  de  repartirse  sobre  la  de  in- 
muebles y  la  industrial,  y  la  cuota  que  corresponda  á  cada  uno 
de  los  distritos  municipales. 

Art.  58.  Antes  de  que  los  Jefes  políticos  remitan  al  ministerio 
de  la  Gobernación  del  reino  el  presupuesto  para  obligaciones  pro- 
vinciales, en  el  q^ue  ha  de  constar  el  recargo  que  se 'proponga  pa- 
ra cubrir  su  déficit  sobre  las  contribuciones  territorial  é  industrial, 
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oirán  al  intendente  de  la  provincia  para  que  por  su  conducto  es- 
ponga la  administración  de  contribuciones  directas  si  encuentra  el 
recargo  arreglado  á  lo  prescrito  en  loa  artículos  4.^  y  5.<>  de  esta 
Instrucción. 

Art.  59.  Cuando  la  administración  de  contribuciones  directas 
observe  que  el  recargo  escede  del  máximum  por  ahora  prefijado, 
se  devolverá  al  jefe  político  la  propuesta  de  la  diputación  provin- 
cial ,  con  la  correspondiente  demostración  del  esceso ,  para  aue  ha- 
ga se  rectifique  por  dicha  corporación  con  sujeción  al  artículo  4.<> 

Art.  60.  El  jefe  político,  al  remitir  al  gobierno  para  su  apro- 
bación la  propuesta  de  la  diputación  provincial,  acompañará  tam- 
bién el  informe  de  las  oficinas  de  hacienda  espresado  en  los  artí- 
culos anteriores,  manifestando  además  por  su  parte  lo  «que  crea 
conveniente. 

Art.  61.  Si  por  cualauiera  causa  no  se  hallase  aprobado  el  nue- 
vo presupuesto  antes  dei  i.»  de  diciembre  en  que  ^e  debe  tener 
formado  el  repartimiento  del  cupo  de  la  provincia  respectivo  al  año 
inmediato  por  la  contribución  territorial ,  el  jefe  político  pasará  al 
intendente  nota  de  la  cantidad  con  que  el  cupo  de  cada  pueblo 
hubiere  sido  recargado  en  el  año  anterior  para  cubrir  el  déficit 
del  presupuesto  provincial ,  con  objeto  de  que  la  administración  la 
tenga  presente  al  tiempo  de  circular  el  espresado  repartimiento,  y 
pueda  adicionar  con  arreglo  á  ella  los  cupos  municipales,  á  fin  de 
que  no  se  paralice  el  servicio  por  falta  efe  recursos ,  ínterin  recae 
la  aprobación  de  S.  M. 

Art  62.  £1  recargo  que  sobre  el  importe  de  las  matrículas  de 
cada  pueblo  por  la  contribución  industrial  y  de  comercio  se  halle 
aprobado  para  llenar  el  déficit  del  presupuesto  provincial ,  se  con- 
signará por  los  intendentes  al  aprobar  las  matrículas  en  los  mismos 
términos  y  para  el  propio  objeto  que  queda  prevenido  en  el  art.  27 
respecto  al  presupueste  municipal,  y  con  la  distinción  espresada 
en  el  último  párrafo  del  art.  4.® 

Art.  63.  Los  recargos  que  en  los  repartimientos  de  la  contribu- 
ción territorial  se^  incluyan  con  destino  á  los  presupuestos  provin- 
ciales, se  satisfarán  por  todos  los  contribuyentes  comprendidos  en 
los  repartimientos  de  los  pueblos ,  sin  escepcion  alguna  de  vecinos 
ni  hacendados  forasteros ,  en  proporción  á  la  cuota  que  cada  uno 
deba  satisfacer  por  dicha  contribución.  Lo  mismo  sucederá  en  los 
que  se  adicionen  á  las  cuotas  de  la  contribución  industrial  y  de  co- 
mercio ,  salvo  en  ambos  casos  cualquiera  escepcion  que  se  establez- 
ca al  aprobarlos. 

Art.  64.  £k  reparto  individual  y  la  cobranza  de  estos  recargo  a 
se  verificará  por  los  encargados  del  de  las  mismas  contribuciones 
territorial  é  industrial ,  y  en  unión  con  los  cupos  de  ellas  según 
queda  establecido  en  el  art.  18  de  la  presente  Instrucción. 

SECCIÓN    SEGUNDA, 

De  los  arbitrios  provinciales. 

Art.  65.  Los  arbitrios  que  estén  concedidos  para  objetos  o  ser- 
vicios del  presupuesto  provincial ,  se  exigirán  en  la  misma  forma 
que  los  destinados  á  los  presupuestos  municipales. 
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Art.  66.  Eaias  localidades  donde  la  hacienda  pábltea  tenga  es- 
tablecidos empleados  para  recaudar  los  derechos  del  tesoro  sobre 
especies,  géneros  ó  artícolos  sujetos  al  de  consumos,  ó  á  los  de 
puertas  donde  los  haya ,  se  recaudarán  también  por  los  empleados 
de  la  hacienda  los  arnitrios  provi aciales  que  graviten  sobre  Jos  mis- 
mos objetos  6  sobre  ios  que  se  indican  en  el  art.  34  al  tratar  de 
los  arbitrios  municipales. 

Art.  67.  las  oficinas  de  rentas  entregarán  merísualmente  en  la 
depositaría  provioícial  el  importe  de  dicha  recaudación  previos  los 
descuentos  correspondientes,  pasando  al  jefe  político  certificacio- 
nes de  la  cantidad  a  que  ascienda  la  recaudación  en  cada  distrito 
municipal ,  v  de  lo  que  se  entregue  en  depositaría  para  la  com- 
probación *ael  cargo  de  las  respectivas  cuentas  de  fondos  provin- 
ciales. 

Art.  68.  En  los  puntos  donde  la  hacienda  no  administre  los 
derechos  del  tesoro,  los  ayuntamientos  sacaran  anualmeute  á  su- 
basta, con  sujeción  á  los  artículos  38,  39,  40,  41,  42,  43,  44, 
45  y  49  de  la  presente  Instrucción ,  los  arbitrios  provinciales ,  pre- 
via la  orden  especial  que  el'iefe  político  deberá  comunicarles  en 
todo  el  mes  de  agosto  de  cada  año;  y  si  llegare  el  23  de  diciem- 
bre sin  haberse  presentado  lícitadores,  dará  cuenta  sin  dilación  el 
alcalde  de  esta  circunstancia  al  jefe  político,  quien  dispondrá  que 
por  el  ayuntamiento ,  ó  de  otro  modo  si  lo  creyere  mas  ventajoso, 
se  administren  desde  principio  del  año  siguiente  bs  arbitrios  de 
que  se  trata. 

Art.  69.  Verificados  por  los  ayuntamientos  los  remates  de  que 
trata  el  artículo  precedente,  y  aprobados  por  quien  corresponda, 
según  disponen  los  artículos  43  y  44  de  esta  Instrucción ,  pondrá 
el  alcalde  en  1 .°  de  enero  al  rematante  en  posesión  de  su  arrien- 
do, que  con  arreglo  al  art.  49  ya  citado,  deberá  durar  única- 
mente hasta  31  de  diciembre,  y  dará  en  seguida  conocimiento  al 
jefe  político. 

Art.  70.  £1  Jefe  político  cuidará  de  que  por  la  sección  inter- 
ventofa  de  los  fondos  provinciales  se  abra  la  cuenta  correspondien- 
te á  cada  rematante  por  la  cantidad  á  que  ascienda  su  arriendo, 
y  de  que  este  se  haga  efectivo  en  la  depositaría  provincial  al  ven- 
cimiento de  los  plazos. 

Art.  71.  También  dispondrá  que  por  la  misma  intervención  se 
lleve  cuenta  á  la  hacienda,  á  los  ayuntamientos  ó  á  cualesquiera 
otros  encargados  de  administrar  los  arbitrios  donde  no  se  hayan 
rematado,  exigiendo  para  formar  el  cargó  de  dicha  cuenta  certifi- 
caciones mensuales  del  rendimiento  que  tengan ,  y  cuidando  de 
que  ingrese  sin  retraso  en  la  depositaría  pronncial. 

Art.  72.  Si  llegare  el  31  de  diciembre  sm  estar  aprobado  el  nue- 
vo presupuesto,  que  debe  principiar  á  regir  en  1.»  de  enero  del 
año  siguiente ,  podrán  contmuarse  exigiendo  desde  dicho  dia  con 
destino  á  los  gastos  del  mismo ,  según  dispone  el  art.  12 ,  los  ar- 
bitrios que  en  él  se  mencionan  y  hubieren  figurado  entre  los  in- 
gresos ordinarios  del  presupuesto  anterior.  Podrán  también,  de 
conformidad  con  lo  prescrito  en  el  art  11  y  el  54,  continuar  exi- 
giéndose con  el  mismo  objeto,  y  hasta  la  aprobación  del  muevo 
presupuesto  y  medios  de  cubrir  su  déficit ,  los  arbitrios  que  para 
llenar  el  del  íinterior  hubieren  sido  concedidos  en  el  año  prece- 
dente. 
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Los  jefe9  poKtieos  emdarán  de  hi  aplieacion  ée  este  articulo  en 
tes  easos  que  ocurran ,  para  qae  el  íervíeió  no  sufra  retraso  ni 
entorpedmieñtos. 

CAPITULO  IV. 

IHiposiciones  transitorias. 

Art  !•  Queda  sin  efecto  el  art.  14  de  la  presente  Instrucción 
mientras  subsista  vigente  la  regia  3.*  de  la  real  orden  eirculat  de 
14  de  marzo  del  corriente  año^  espedida  por  el  ministerio  de  la 
Gobernación  del  reino. 

An.  ).<>  Estando  circulados  ya  á  los  pueblos  los  repartitntentos 
de  la  contribución  de  inmuebles  del  presente  año,  y  aprobadas  sus 
matrículas  de  la  industrial  y  de  comercio,  y  no  pudiendó  por  Con- 
siguiente tener  efecto,  en  la  forma  que  se  dispone  por  esta  Ins- 
trucción ,  los  recargos  que  sobre  ellas  se  hayan  propuesto  y  deban 
concederse  para  cuorir  el  déficit  de  los  presupuestos  municipales 
y  proYÍnciafes  del  mismo  año  actual ,  se  faculta  á  los  jefes  políti- 
cos para  que  oyendo  álos  intendentes,  aprueben  los  recargos  que, 
con  destino  á  cubrir  el  déficit  de  dichos  presupuestos  municipales, 
competentemente  aprobados  también  de  antemano,  se  propongan 
por  los  ayuntamientos,  siempre  que  no  escedan  de  los  tipos  6  má- 
ximum establecidos  por  los  artículos  4.<> ,  5.<>  y  6.<>  de  la  misma 
Instrucción. 

Art.  S.""  El  jefe  j^olítico,  así  que  reciba  la  propuesta  del  ayun- 
tamiento ,  la  pasara  al  intendente  de  la  provincia  para  que  la  ad- 
nimstracion  de  contribuciones  directas ,  en  vista  del  cupo  del  pue- 
blo por  contribución  territorial ,  sin  los  demás  recargos  autoriza- 
dos ,  y  de  su  respectiva  matrícula  del  subsidio ,  manifieste  si  el  im- 
porte del  repartimiento  excede  ó  no  del  máximum  señalado ,  y  en 
qué  proporción  está  con  dichas  contribuciones ,  ó  el  tanto  por 
eiento  que  estas  sufren  de  aumento  en  sus  respectivos  cupos  por 
efecto  del  recargo  que  se  propone. 

Los  mismos  trámites  se  observarán  respecto  de  las  propuestas 
qftie  hagan  kis  diputaciones  provinciales  para  cubrir  el  déficit  del 
presupuesto  de  la  provincia  por  recarsos  á  las  contribuciones  indi- 
eadas;  pero  estas  propuestas  habrán  ae  someterse  á  la  aprobación 
del  gobierno  de  S.  M. ,  remitiéndolas  al  efecto  los  jefes  políticos 
al  miüBterío  de  la  Gobernación  del  reino,  por  quien  se  dará  co- 
ifoeimiento  al  de  Hacienda  de  la  resolución  que  recayere,  la  cual 
en  ningún  caso  alterará  los  tipos  de  recargos  que  quedan  estable- 
cidos. .    . 

Art.  4^  ^Cuando  el  recargo  ó  repartimiento  que  se  proponga  es- 
ceda del  máximum  prefijado ,  se  hará  por  la  amninistracion  de  la 
hadada  la  demostración  correspondiente,  en  cuya  virtud  el  jefe 
político  devolverá  al  ayuntamiento  ó  diputación  provincial  la  pro- 
puesta para-  quo  la  rectítíque ,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  los 
^^fflículos  21  V  59,  y  proponga  al  mismo  tiempo  por  separado  el 
arbitrio  ó  arbitrios  que  juzgue  necesarios  para  cubrir  la  diferencia 
que  aparezca  entre  el  importe  del  repartimiento  y  el  déficit  del 
presupuesto  de  gastos ,  en  cuyo  caso  se  remitirá  la  indicada  pro* 
puesta  de  arbitrios  á  la  aprobación  del  gobierno  por  conducto  del 
ministerio  de  la  Gobernación. 


130  SL  DBBSGHO  ICODBBNO. 

'  Art.  5.0  Rectíficada  la  propuesta  por  el  ayuntamiento  ó  diputa- 
ción en  su  caso ,  y  obtenida  la  aprobación  del  recargo ,  se  dará  de 
él  conocimiento  por  el  jefe  político  al  intendente,  para  que,  co- 
municándose por  este  al  alcalde  del  pueblo  ó  i)ueb]os  que  corres- 
ponda, procedan  los  ayuntamientos  al  repartimiento  individual  de 
su  importe ,  asociados  con  un  námero  de  mayores  contribuyentes 
igual  al  de  concejales ,  tomando  por  base  las  cuotas  señaladas  en 
las  contribuciones  territorial  é  industrial  del  corriente  año  á  cada 
uno  de  los  contribuyentes  que,  con  arreglo  á  lo  prevenido  eo  los 
artículos  26  y  63  de  esta  Instrucción,  deben  concurrir  respectiva* 
mente  al  pago  de  los  repartos  municipales  y^  provinciales. 

Este  repartimiento  adicional  se  arreglará  al  modelo  adjunto  nú- 
mero 3.0 ;  debiendo  remitirse  por  triplicado  para  su  aprobación  al 
intendente ,  quien  antes  de  darla  deberá  asegurarse  de  si  los  in« 
dividuos  comprendidos  en  estos  repartimientos  adicionales ,  son  so- 
lamente aquellos  que  deben  contribuir  a  los  mismos ,  conforme  á 
lo  establecido  en  los  artículos  citados. 

Art.  6.°  Los  ayuntamientos,  después  que  tengan  hecbos  estos 
repartimientos  adicionales,  tos  espondrán  ai  público  para  oir  y  re- 
solver las  reclamaciones  de  agravios  según  corresponde ,  dejando 
espedito  á  los  contribuyentes  que  no  bayan  sido  atendidos  en  ellas, 
el  derecbo  de  reclamar  ante  los  intendentes  para  que  estos  acuer- 
den lo  que  proceda  sobre  sus  quejas. 

Art.  7.°  Luego  que  el  intendente  reciba  los  tres  ejemplares  del 
repartimiento  adicional  que  debe  remitirle  el  alcalde,  conforme  i 
lo  dispnesto  en  los  dos  artículos  anteriores ,  pasará  uno  de  ellos  á 
la  administración  de  contribuciones  directas,  para  que  manitíeste 
si  está  arreglado  al  de  la  contribución  de  inmuebles ,  cultivo  y  ga- 
nadería ,  ó  a  la  matrícula  del  subsidio  industrial  y  de  comercio  del 
pueblo,  según  que  ambas,  ó  solo  una  de  ellas,  sean  la  base  de  la 
operación. 

Art.  8. o  Aprobado  por  el  intendente  el  rt'partimiento ,  lo  devol- 
verá al  alcalde  del  pueblo  para  su  ejecución  y  cobranza  en  los  tér- 
minos que  se  baile  establecida  la  de  las  contribuciones  respectivas, 
dejando  un  ejemplar  en  la  administración  de  contribuciones  direc- 
tas para  los  unes  conducentes ,  y  remitiendo  el  otro  al  jefe  políti- 
co con  objeto  de  que  unido  al  respectivo  presupuesto  municipal  ó 
provincial,  sirva  de  comprobante  al  examinar  la  cuenta  á  que  cor- 
responda. 

Art.  9.®  Los  jefes  políticos,  así  que  estén  concluidos  todos  los 
presupuestos  municipales  de  la  provincia,  y  designados  los  recar- 
gos respectivos  para  cubrir  el  déOcit  de  ellos  en  este  año ,  forma- 
rán V  remitirán  al  ministerio  de  la  Gobernación  un  estado  por 
pueblos ,  arreglado  al  modelo  número  ^.^ ,  en  que  aparezca :  1 .°  el 
importe  total  de  los  gastos  aprobados  en  el  presupuesto:  2.<>  la  suma 
de  los  ingresos  ordinarios  y  estraordinarios :  3.<»  el  déOcit  ó  parte 
de  él  que  deba  cubrirse  por  repartimiento :  4.<>  la  cantidad  para 
ello  señalada  sobre  cada  una  de  las  contribuciones  territorial  é  in- 
dustrial; y  5.<>  la  parte  de  dicho  déficit  que,  en  su  caso,  baw 
de  cubrirse  por  arbitrios.  . 


ASIIHISTRACION  MILITAR  Y  MARÍTIMA. 

Real  dbgbbto  dx  81  db  xabzo. 

Contiene  la  nueva  planta  del  ministerio  de  Marina. 

Id.  db  15  dx  junio. 

Fija  en  70  el  número  de  tenientes  generales,  en  102  el.de 
los  mariscales  de  campo,  y  144  el  de  brigadieres;  y  fija  reglas 
para  proveer  en  tiempo  de  paz  las  vacantes  que  ocurran. 

RbáL  dbgbbto  db   31    DÍA  MATO. 

Contiene  la  nueva  organización  del  caerpo  de  estado  mayor 
del  rjército. 

RbAL  DECBBTO  db  23  DB  JUNIO. 

Contiene  la  noeva  organización  del  cuerpo  del  ministerio  de 
Marina,  llamado  hoy  «cuerpo  administrativo  de  la  armada.» 

lo.   DB   30  DE  JÜKIO. 

Dispone  que  los  colegios  de  San  Telmo  de  Málaga  y  Sevilla 
queden  á  cargo  del  ministerio  de  Comercio. 

Id.   db   5   DB  IULI0« 

Determina  los  sueldos  que  han  de  disfrutar  los  oflcíafes  del 
ejército  que  hayan  sido  retirados  del  seryicio  sin  solicitarlo. 
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DEL  DERECHO 


Articulo  %.•  (1). 


Bfiaio  ^1  tercclM  romaBO  en  BímA*  en  «1  niofli«Bto  4c  la  trr«»< 
ctoD  4e  kM  Mrtarot. 


Hemos  ^isto  en  nuestro  anterior  artículo  el  origen  de  las  eos- 
tambres  germánicas^  su  introducción  en  nuestra  Península,  y 
los  primeros  pasos  de  su  historia,  hasta  que  Eurico  las  recopi- 
ló en  un  código  de  leyes.  Ahora  nos  corresponde  hacer  este 
mismo  examen  sobre  el  elemento  romano ,  segundo  manantial 
de  nuestro  derecho.  Por  fortuna  respecto  á  él  no  escasean  como 
en  el  anterior  los  datos  históricos,  y  no  tendremos  que  acudir  á 
conjeturas  para  esplicar  ciertos  hechos  importantes ,  como  nos 
sucedía  en  el  último  artículo.  Cúmplenos  averiguar  por  lo  tanto 
el  estado  del  derecho  romano  en  España ;  asi  como  el  del  dere- 
cho canónico  en  el  momento  de  la  irrupción  de  los  bárbaros, 
antes  de  seguirlos  en  su  desarrollo,  y  de  examinar  su  influencia 
reciproca,  sus  combinaciones  y  su  fusión  definitiva. 

La  introducción  en  España  del  derecho  romano  data  desde 
su  conquista  por  Roma.  Pero  el  derecho  romano  no  fué  siem- 
pre el  mismo:  dlstíngoeose  en  él  tres. períodos  diferentes ,  y  es 
preciso  saber  en  cuál  de  ellos  se  hallaba  cuando  los  bárbaros 


(I)   Yésie  la  tnlrcft  anterior. 
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ioTadieroD  nuestra  Penfusula.  Gomo  noi  proponemos  examinar 
SQ  competencia  con  el  derecho  germánico  ^  debemos  hacer  pa- 
tente lo  que  era  en  el  momento  de  comenzar  la  lucha.  En  el 
primer  período  se  distingue  el  derecho  romano  por  su  carácter 
aristocrático,  religioso  y  formulario:  en  el  segundo  por  sú  caráb- 
ter  filosófico :  en  el  tercero  por  su  carácter  cristiano.  Esplicare* 
mos  lo  que  significa  cada  una  de  estas  calificaciones. 

El  derecho  romano  primitivo  es  obra  de  un  patriciado  reli- 
gioso;  militar  y  político, que  aspirando  á  la  dominación  univer- 
sal, lo  consideraba  y  establecía  únicamente  como  un  medio  de 
poder  y  de  conquista.  La  Justicia  y  la  equidad  se  sacrificaron 
en  él  á  los  intereses  políticos.  Este  derecho  no  tenia  por  objeto 
hacer  á  los  hombres  Justos,  sino  ciudadanos  útiles  al  Estado. 
Así  es,  que  hablaba  siempre  en  nombre  de  la  autoridad,  en  vex 
de  hacerlo  en  el  de  la  Justicia :  se  dirigía  á  la  imaginación  de 
los  hombres  por  medio  de  formas  materiales ,  en  vez  de  dirigir- 
se á  la  inteligencia  por  medio  del  razonamiento :  y  exigía  que  el 
hombre  sometiera  su  voluntad  y  su  razón  al  conjunto  de  crea- 
ciones artificiales  y  fórmulas  arbitrarias  que  lo  constituían ,  en 
vez  de  requerir  la  obediencia ,  apelando  á  los  sentimientos  de 
Justicia. 

Hé  aquí  las  pruebas  de  esta  verdad.  El  origen  y  fundamento 
de  la  familia ,  no  era  precisamente  la  relación  natural  que  hay 
entre  un  ascendiente  y  sus  descendientes ,  sino  la  declaración 
arbitraria  de  la  ley  que  puso  bajo  la  potestad  de  un  hombre  á 
otros  que  debían  reconocerle  por  Jefe.  Así  es  que  no  bastaba  ser 
hijo  para  estar  bajo  la  potestad  del  padre,  ni  esposa  para  estar- 
lo bajo  la  del  marido,  al  paso  que  muchas  personas  que  no  te- 
nían ninguna  de  estas  circunstancias  estaban  á  veces  bi\Jo  la  mis- 
ma potestad.  No  pertenecían  á  la  familia  los  que  no  eran  na- 
cidos de  Justas  nupcias ,  ni  los  emancipados ,  ni  los  que  sufrían 
la  capitis  disminución ;  pero  sí  estaban  en  ella  los  arrogados,. los 
descendientes  de  segundo  y  posteriores  grados^  y  ios  hijos  de 
la  mujer  del  padre.  Las  justas  nupcias  no  Imstaban  para  que  la 
mujer  entrase  en  la  familia  de  su  marido,  pues  por  ellas  solamen- 
te quedaba  en  la  suya  propia  biyo  el  nombre  de  matrona,  Pero 
si  al  matrimonio  seguía  un  año  de  posesión  de  la  mujer  por  el 
marido ,  6  a\  habla  sido  celebrado  aquel  con  la  ceremonia  reli- 
giosa de  la  confarreaclon ,  ó  con  la  fórmula  de  una  venta  flc- 
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ticia,  la  mujer  pasaba  al  poder  de  lu  marido  y.ae  hacia  mater 
familias.  La  autoridad  del  padre  do  era  privada  y  doméstica  co- 
mo parece  exigirlo  el  vínculo  de  la  generación  y  el  del  cariño, 
sino  pública  y  absoluta ,  según  era  consecuencia  forzosa  de 
la  ficción  legal  que  consideraba  á  los  hijos  como  cosas  de  sus 
padres.  De  aquí  el  derecho  de  vida  y  muerte  de  estos  sobre  sus 
descendientes ,  sobre  su  mujer  y  sobre  todas  las  personas  que 
estaban  en  su  familia ;  su  dominio  sobre  las  cosas  que  aquellas 
adquirían ,  y  su  facultad  de  darles  tutor  para  después  de  su 
muerte.  Pero  no  todos  los  hombres  eran  capaces  de  este  dere- 
cho; ni  los  esclavos,  ni  los  libertos,  ni  los  extranjeros  goza- 
ban de  la  patria  potestad ,  sino  los  ciudadanos ,  esto  es ,  la  aris- 
tocracia. 

Si  de  las  personas  pasamos  á  las  cosas ,  hallaremos  que  el 
dominio  verdadero,  que  era  el  quiritario ,  no  existia  sino  sobre 
aquellas  cosas  que  en  los  tiempos  primitivos  de  Roma  se  consi- 
deraron dignas  de  ser  poseídas  como  los  fundos  rústicos  y  urba- 
nos ,  los  fondos  itálicos^  los  esclavos  y  los  cuadrúpedos  que  pue- 
den emplearse  en  el  servicio  del  hombre.  Estas  cosas  se  llamaron 
mancipi ,  y  nadie  podía  adquirirlas  sino  el  ciudadano  romano, 
ni  enagenarlas  sin  ciertas  solemnidades;  y  el  que  sin  ellas  las 
compraba ,  no  tenia  derecho  á  la  eviccion ,  ni  se  hacia  dueño 
de  las  mismas,  mientras  no  las  usucapiera.  Pero  todas  las  de- 
más  cosas  no  conocidas  ó  no  apreciadas  en  los  orígenes  de  la 
eivillzacion  se  trasmitían  de  unos  á  otros,  si  no  con  tanta  segu- 
ridad con  menos  solemnidades.  La  tradición  natural  era  suficien- 
te para  hacerles  mudar  de  dueño. 

En  los  contratos ,  lo  que  obligaba  al  hombre  no  era  la  con- 
dénela ni  la  justicia >  sino  la  palabra:  uti  lingua  nuncupassit 
itajus  est,  dicen  las  Doce  Tablas. 

La  facultad  de  heredar  se  consideraba  como  una  consecuen- 
cia de  la  patria  potestad ,  y  como  esta  no  se  estendia  sino  so- 
bre los  agnados ,  y  en  ellos,  con  esclusion  de  todos  los  demás 
parientes,  debia  recaer  la  herencia. 

Pero  con  el  engrandecimiento  de  la  república  y  el  progreso 
de  la  ciyilizacion ,  crecieron  las  necesidades ,  se  multiplicaron 
los  Intereses ,  y  por  consiguiente  no  podian  satisfacer  á  unas  qi 
á  otros  la  estrechez  y  rigorismo  del  derecho  antiguo.  La  intro- 
ducción de  la  filosofía  epicúrea  produjo  la  Incredulidad  religiosa; 
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la  introducción  de  la  filosofía  estoica,  contribuyó  con  sus  ten-* 
denqias  espiritualistas  al  descrédito  de  las  fórmulas  materiales 
y  groseras  que  tomaban  la  voz  de  la  justicia ,  y  ambas  sectas 
proclamaron  la  equidad  como  la  ley  suprema  del  Estado.  Estas 
doctrinas  yariaron  la  faz  del  derecho ,  el  cual  desde  esta  época 
perdió  el  carácter  religioso  que  le  distinguía  en  la  anterior ;  pero 
conservando  aao  en  gran  parte  su  carácterclvil,  y  admitióla 
equidad  como  suplemento  de  la  ley,  y  con  ella  llegó  á  formar* 
se  en  poco  tiempo  una  legislación  casi  nueva.  Este  derecho  que 
por  oposición  al  antiguo  se  llamó  no  estricto ,  representaba  la 
noción  de  la  justicia,  aplicada  á  los  negocios  de  la  vida,  pres- 
cindiendo del  interés  político  é  individual  del  Estado. 

Así  es,  que  en  este  período  se  estendió  el  derecho  de  ciuda- 
danía i  todos  los  subditos  libres  del  imperio,  lo  cual  acabó  con 
el  carácter  aristocrático  de  la  legislación.  Concluyeron  las  ce~ 
remonias  civiles  y  religiosas  del  matrimonio ,  siendo  suficiente 
el  consentimiento  de  los  cónyuges  para  perreccionarlo  y  que  pro- 
dujera todos  sus  efectos :  se  concedieron  á  los  casados  priy^ile- 
gios  numerosos^  con  el  fin  de  multiplicar  la  especie ,  y  sin  con- 
sideración acaso  á  los  intereses  de  la  familia.  Se  permitió  á  los 
ingenuos  el  matrimonio  con  las  mujeres  libertas;  se  obligó á  los 
padres  á  consentir  en  el  matrimonio  de  sus  hijos;  se  limitó  la 
libertad  del  repudio ,  y  se  autorizó  el  concubinato.  Los  derechos 
de  la  patria  potestad  se  redujeron  al  de  corregir  el  padre  mode- 
radamente á  sus  hijos.  El  derecho  de  testar ,  reservado  en  un 
principio  á  los  padres  de  familia,  se  estendió  á  los  hijos.  Ala 
íbrma  antigua  del  testamento  per  ees  et  Ubram ,  se  sustituyó  la 
forma  pretoria ;  la  cual  si  no  daba  la  herencia,  daba  la  bonorum 
possessio.  El  padre  pudo  preterir  á  sus  hijos,  pero  el  pretor  en- 
tonces suponia  que  estaba  loco  y  daba  á  estos  la  posesión  de  los 
bienes.  Para  librarse  de  las  fórmulas  rigorosas  de  la  institución 
de  heredero  y  de  los  legados,  se  inventaron  los  codicilos  y  los 
fideicomisos.  Las  cosas  ma/icy?/ conservaron  todavía  sus  antiguos 
privilegios,  pero  las  nec  mancipi  favorecidas  por  el  pretor  lle- 
garon á  poseerse  casi  con  las  mismas  ventajas :  al  lado  de  la 
usucapión  que  protegía  á  las  primeras ,  se  levantó  la  prescrip- 
ción que  aseguraba  la  propiedad  de  las  segundas^  sin  mas  dife- 
rencia que  la  de  exigir  mayor  tiempo  de  posesión.  Conociendo 
los  jurisconsultos  que  era  necesario  remontarse  á  una  justicia  abs- 
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trscta  superior  á  las  palabras ,  admitieron  es  Ea  interpretación 
de  los  contratos  la  circanstancia  de  la  baena  fé«  A  las  únicas 
flientes  de  las  obligaciones ,  los  contratos  y  los  delitos  clasifica- 
dos y  formulados  en  términos  rigorosos,  se  agregaron  otras foen- 
tes  nuevas  y  nacidas  de  la  equidad,  como  ninguno  se  puede  ew 
riquecer  en  perjuicio  de  otro^  etc. ,  y  á  los  delitos  y  los  contra- 
tos se  Juntaron  los  casi  contratos  y  los  casi-delitos.  A  las  accio* 
nes  de  ley  con  sus  fórmulas  simbólicas ,  sus  ademanes  determi- 
nados y  sus  palabras  sacramentales,  sucedieron  fórmulas  mas  sen- 
cillas y  menos  estrecbas. 

En  estas  circunstancias  apareció  el  cristianismo  sobre  la  tier- 
ra predicando  una  doctrina  mas  pura,  mas  perfecta  y  roas  in- 
teligible que  la  de  los  estoicos  y  la  de  los  platónicos,  aunque 
eon  la  misma  tendencia  espiritualista.  Esta  coincidencia  espiica 
por  qué  mucbos  paganos  profesaban  sin  saberlo  algunas  doctri- 
nas del  evangelio ;  y  por  qué  bizo  el  cristianismo  tan  rápidos  pro- 
gresos en  el  mundo.  Séneca  hablaba  de  Dios  como  pudiera  ha- 
cerlo un  cristiano^  y  enseíiaba  que  habla  entre  todos  los  hom- 
bres una  especie  de  parentesco  natural ,  muy  parecido  á  la  fra- 
ternidad universal  de  los  discípulos  de  Jesús.  Ulpiano>  que  hacia 
crucificar  á  los  cristianos ,  hablaba  muchas  veces  su  lenguaje  cre- 
yendo espresarse  en  el  de  los  estoicos.  La  esclavitud,  decia  Flo- 
rentino, es  «uña institución  del  derecho  de  gentes,  por  la  cual 
se  sujeta  un  hombre  al  dominio  de  otro  contra  la  naturaleza** 
Alejandro  Severo  adoraba  á  Jesucristo  al  lado  de  Abraham  y  de 
Orfeo»  y  sin  ser  cristiano  tenia  siempre  en  la  boca  esta  máxima 
evangélica  «no  hagas  á  otro  lo  que  no  quieras  para  tí» :  pala- 
bras que  hizo  grabar  en  las  paredes  de  los  edificios  públicos,  y 
en  las  de  su  propio  palacio.  Los  platónicos  alejandrinos  del  Orien- 
te no  podían  menos  de  simpatizar  con  el  esplritualismo  brillante 
y  simbólico  de  San  Juan  Evangelista :  los  estoicos  de  Occidente 
no  podían  menos  de  admirar  las  máximas  conformes  á  sus  Ideas 
que  hallaban  en  las  epístolas  de  San  Pablo  y  el  desprecio  con 
que  los  cristianos  miraban  el  dolor  y  la  vida.  Así  fué  tan  rá- 
pida en  una  y  otra  parte  la  propagación  de  lafé,  aun  éntrelas 
personas  que  mas  se  distinguían  por  su  saber  y  su  ilustración. 
El  cristianismo  predicaba  la  igualdad  de  todos  los  hombres,  ofre- 
cía consuelos  á  todos  los  desgraciados,  y  hablaba  el  lenguaje  del 
^razon  en  ves  de  hablar  el  de  la  flioeofia ;  por  eso  candió  tan 
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^j|^Bt^^^^t4p^Íp.j¡|r  4^,AQ^  nacida  en  uno  de  loe 

lipQoí^e^^i^'pscarQi.del  mondo^  pip^dlcpda  por  doce  hombrea 
49  li^  jcli^.mas  íoñíAa  de  la  sociedad  >  $e  levanta  en  poco  tiem- 

.  pescare  las.  rqioas  del  imperio  npas  ciilto  y  poderoso  de  la  tier- 
ral { admirable  ventaja  la  de  uqa^reJigipn  que  tan  fácilmeote  se 
haee.aq^pjtar.  de  los  sabios  eoroo  c(ynpreoder  de,  los  igaorantesl 

Pero  el  espíiUa  del  cristianismo  estaba  eo  contradicción  con 
el  aotigoo  derecho  civil;  sos  principios  de  fraternidad  universal 
y.  de  buscar  la  Justicia  antes  en  el  corazón  que  én  las  acciones 
de  lo»hombr^,  no  se  avenian  con  el  carácter  aristocrático  jr 

.iormolario  de  la  legislación;  del  cual  á  pesar  de  las  reformas 
iotroduoidas  por  los  edictos  de  los  pretores ,  quedaban  todavía 
vestigios  numerosos*  El  cristianismo  debia,  pues  ^luchar  con 
al  dereeho. antiguo,  y  como  este  se  hallaba  considerablemente 

,  debUitado  por  la  incredulidad  que  le  babia  quitado  su  prestigio 
religioso»  y  por  la  filosofía  que  lo  habla  despojado  de  las. for- 
mas solemnes  que  lo  conservaban^  debia  ser  el  menos  fuerte  en 
•I  combato  y  sucumbir  al  cabo.  Así  es  que  en  el  seguudo.  periodo 

,  el  principio  de  la  equidad  vive  al  lado  del  priucipio  rigorista  j 
formulario  del  derecho  civil  sin  tocarlo  en  la  apariencia  ^  y  am* 

.  boa  sin  confundirse  ni  embarazarse  entre, sí., Pero  en  el  tercer 
..período,  la  religión  del  crucificado  sube  al  trono ^  la  equidad  fl- 
losáfica^e  convierte  en  Justlcia,cristlana  >  J  aunque  esta  hace  el 
oicio^^  antes  desempeñaba  aquella,  ea  ensanchando  conside- 
rablemente la  esfera  de  su  acción ,  penetrando  ea  el  terreno  del 

.  íu$  quirUarium  y  combatiéndolo,  modiflcánddo  y  obligándole  á 
transigir  en  los  puntos  mas  esenciales  de  su  dogma.  Esta  modi- 
flcfcioB  del  d|?recbo  civ)l  por  el  cristianismo « y  la  transacción  i 

..  veces  entre:amboS|  son  las  circunstancias  que  distinguen  j^rinci* 
palmente.al derecho  romano  en.su  tercera  época,  que  empieza 
eoala  conversión  de  Constantino. 

Obra  mas.  perfecta  hubiera  sido  la  de  acomodar  desde  liie« 
go  el  derecho  i  todas  las  máximas  y  tendencias  de  la  .nueva  re* 
ligion;  pero  esto  no  era  posible  en  aquellas  circunstancias,  por* 
j^Msi  blaiei  paganismo  estalla  desacreditado  como, culto,  so 

'  epna^rvfba  en  laa  costumbres,  y  enJaapreQcupaeionei  del  pue- 

.  b\a\  y  e^mblar  lea  hábüos  de  un  pai9  es  mucho  mas  dificil  que 
.fari«r  Ji^  fiWfV^*  y  trastorniar  \^  iustiíuciones.  Pop  otra  par* 
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te  la  Iglesia  no  tenia  aan  la  organización  fuerte  j  vigorosa  qne 
algunos  siglos  roas  tarde  le  dio  el  imperio  absoluto  del  mundo. 
Tenia  que  vivir  bajo  el  amparo  del  poder  tempon^l;  y  este  vín- 
culo la  sujetaba  á  veces  y  embarazaba  sus  movimientos.  Lashe- 
regías  turbaron  muy  pronto  su  reposo ,  y  la  obligaron  á  cuidar 
antes  del  establecimiento  y  consolidación  del  dogma  que  de  la 
eorreccton  de  las  costumbres  por  medio  de  la  reforma  del  dere- 
cho. Por  eso  transigió  el  cristianismo  en  tiempo  de  Constantino^ 
por  lo  menos' con  algunas  prácticas  de  la  antigua  legislación  que 
DO  eran  conformes  enteramente  con  su  doctrina  y  su  espíritu. 

Veamos  ahora  cómo  ejerció  su  ^nflujo  la  nueva  religión  so- 
bre las  principales  instituciones  del  derecho.  Los  cristianos  en 
los  siglos  de  su  persecución  por  no  someterse  á  la  autoridad  de 
los  tribunales  gentiles  9  tomaban  á  los  obispos  por  arbitros  de 
sus  diferencias ,  y  estos  las  decidían  atendiendo  mas  á  la  buena 
fé  que  á  la  letra  de  la  ley,  mas  á  la  equidad  que  á  los  precep- 
tos del  derecho  estricto.  Tan  general  llegó  á  hacerse  esta  cos- 
tumbre ,  que  los  obispos  solían  pasar  todo  el  día  conciliando 
disensiones,  y  aun  muchos  gentiles  acudían  é  su  tribnnal  según 
refieren  los  escritores  de  aquella  época.  Ademas  los  obispos  eran 
los  defensores  de  las  personas  miserables  ó  débiles :  como  tales 
mediaban  entre  los  señores  y  los  esclavos ,  el  padre  y  sus  hijos» 
y  tomaban  bajo  su  protección  á  los  menores  y  á  las  viudas.  Sus 
decisiones  fueron  poco  á  poco  introduciendo  en  las  costumbres 
la  nueva  Jurisprudencia  cristiana,  y  así  cuando  Constantino  su-' 
bió  al  trono,  halló  preparados  á  los  pueblos  para  recibir  sus  re- 
formas. 

El  cristianismo  halló  al  matrimonio  envilecido  en  las  leyes 
dadas  por  Augusto  para  la  propagación  de  las  familias  y  en  las 
eostumbres  que  lo  consideraban  como  negocio  de  interés.  £n 
efecto  >  Augusto  para  acabar  con  la  corrupción  y  el  celibato  ha- 
bla concedido  á  los  casados  privilegios  exhorbitantes :  tales  co- 
mo el  de  un  sitio  preferente  en  los  teatros ,  que  el  cónsul  que 
tenia  mas  hijos  era  el  primero  qué  tomaba  las  fasces ,  que  el 
padre  que  tenia  tres  hijos  en  Roma,  cuatro  en  Italia  y  cinco  en 
las  provincias ,  quedaba  exento  de  cargas  personales :  que  las 
mujeres  ingenuas  que  tenían  tres  hijos,  y  las  libertas  que  te- 
nían cuatro,  quedaban  libres  de  la  tutela  perpAua  á  que  fes  eon- 
deaaba  la  ley  antigua :  que  los  esposos  que  tenían  tres  )ilJos  po* 
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dian  dejarse  por  so  roaerte  la  totaliclad  de  sos  bienes :  que  los 
célibes  Qo  pudiesen  pereibír  nada  por  el  testamento  de  un  ex- 
traño, y  los  casados  sin  iiijos  nada  mas  que  la  mitad  de  lo  que 
se  les  dejase ,  y  otras  prerogativas  que  sería  prolijo  enumerar. 
Pero  lo  cierto  es  que  con  ellas  se  hizo  intervenir  al  fisco  j  sus. 
delatores  en  los  negocios  privados  de  las  familias,  y  se  convir- 
tió el  matrimonio  en  una  esp^ulacion  vil,  en  un  infame  tráfico. 
«Gásaose  los  romanos ,  escribía  Plutarco,  y  procuran  tener  hi- 
jos, no  para  tener  herederos,  sino  para  tener  herencias.»  £1 
cristianismo  que  elevó  el  matrimonio  á  sacramento,  y  no  lo 
autorizó  sino  como  el  resultado  de  la  libre  voluntad  del  hombre, 
no  podía  transigir  con  esta  degradación ,  y  Constantino  derogó 
todas  las  leyes  dadas  contra  los  célibes,  sustituyendo  á  las  nup- 
cias fondadas  en  la  codicia,  las  que  únicamente  eran  compatibles 
con  la  moral  del  evangelio,  las  de  la  libre  elección.  Teodosio 
el  joven  fué  mas  lejos  aun ,  y  convencido  de  que  el  mejor  me- 
die de  favorecer  la  propagación  de  las  familias ,  es  dejar  desar- 
rollarse libremente  los  sentimientos  de  la  ternura  recíproca >  de- 
rogó también  las  leyes  que  fijaban  la  cantidad  que  podían  de- 
jarse mutuamente  los  esposos  según  el  número  de  hijos  que  tu- 
viesen. 

£1  cristianismo  halló  también  el  divorcio  tan  arraigado  en 
las  costumbres  que  no  pudo  desterrarlo  de  la  sociedad ,  sino  al 
eabo  de  muchos  años  de  combate.  En  los  tiempos  en  que  la  mu- 
jer era  propiedad  del  marido ,  era  muy  natural  que  tuviese  este 
derecho  de  repudiarla,  y  no  solamente  lo  hacia,  sino  que  las 
costumbres  no  repugnaban  que  el  marido  prestase  su  mujer  á 
otro  hombre  con  el  objeto  de  proporcionarse  un  heredero.  Catón 
prestó  su  mujer  Porcia  por  cierto  tiempo  á  su  amigo  Hortensio, 
conformándose  en  esto,  según  dicen  Estrabon  y  Plutarco>  con  los 
usos  antiguos.  Cicerón  repudió  á  su  mujer  Terencia  a  fin  de  ca- 
sarse con  otra  rica  que  pagase  sps  deudas.  Augusto  recibió  Á  Lir 
vla  de  mano  de  su  esposo  estando  embarazada  de  seis  meses. 
Paulo  Emilio  al  repudiar  á  su  hermosa  mujer,  dijo:  «  mis  za- 
patos son  nuevos,  están  bien  hechos,  y  sin  embargo  tengo  ne- 
cesidad de  mudármelos:  nadie  mas  que  yo  sabe  donde  me  lia- 
een  daño.»  Gomo  el  marido  ganaba  la  dote  cuando  el  divorcio 
se  verificaba  por  colpa  déla  mujer,  sucedía  con  mucha  frecuen- 
da,  que  hombres  sin  honor  y  sin  fortuna,  se  casaban  con  mu- 
Tono  XI.  19 
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Jáés  ricas  pero  de  tdrpto  tMa  tmta  wt^dlarlaa  luego  y  despojar- 
aOkar  de  sQ^jhadeada.^Si  e^cáadaio  {>or  ótliiiitr  M^J  tt^^Mpo, 
-fUoiUzodeeinirSéReca.ea  el  tratado  de  ios  bentífteies.  .«(¿(^é 
'^flMjer  piiede  ya  avergonzarse  de  pedir  el  divorcio  euaDdo^,<|lgii- 
.  Bas  muy  ilustres  no  caentan  los  aoos  por  el  número  deloajcén- 
'•  sales  siáo  por  el  de  sus  maridos  ? » 

Para  cortar  estos  abusos  ^  trató  aunque  iDÜtilmente  Augusto 
de  imponer  restricciones  al  divorcio*  £1  cristiapi&mo  filé; quien 
los  combatió  de  frente  declarando  indisoluble  y  perpetuo  el  yin« 
culo  del  matrimonio^  aunque  al  trasladar  esta  máxima  á  la  legisla- 
'  Clon  civil  no  lo  hizo  bruscamente ,  sino  poco  á  poco  y  traosiglea- 
.  do  en  cierto  modo  con  las  costumbres.  Constantino  no  se  atre* 
f  Tió  á  condenarlo  de  nna  manera  absoluta,  y  la  Iglesia  misma  no 
desaprobó  su  conducta.  Lo  que  hizo  aquel  emperador  fué  qni- 
^  tBi*  á  los  esposos  todo  pretexto  frivolo  para  divorciarse,  man- 
f' dando  1  \.^  que  la  mv^er  no  se  separara  de  su  marido  sino  cuan- 
do  éste  era  homicida,  mágico  ó  violador  de  sepulcros,  so  pena  de 
tpcrder  su  dote^  sus  donaciones  esponsalicias  ^  y  ser  desterrada  á 
una  isla :  2.^  que  el  marido  no  pudiera  repudiar  á  sa  mi^er, si- 
no coando  era  adúltera  ó  hechicera,  ganando  en  ambos  casos  su 
dote^  y  pudiéndose  volver  á  casar.  Honorio  concedió  esta  facul- 
tad al  marido  aun  por  faltas  ligeras  de  la  mujer,  pero  entonces 
no  ganaba  aquel  sino  la  donación ,  ni  podia  volverse  á  casar 
'  hasta  dentro  de  dos  años.  Hemos  dicho  que  la  Iglesia  no  debió 
desaprobar  esta  conducta  de  los  emperadores  cristianos»  porque 
ella  mfsroa  no  se  atrevió  alguna  veza  ordenar  la  indiaola|)l)idad, 
contentándose  con  aconsejarla.  £1  concilio  de  Arles  de  314,.di- 
ce  en  uno  de  sus  cánones:  «A  los  maridos  jóvenes  que  apren- 
den á  sus  mujeres  en  adulterio,  debe  aconsejárselea  en  ou^to 
sea  posible,  que  mientras  aquellas  vivan  no  tomen  otrM» »  Así 
transigieron  al  pronto  las  antiguas  costumbres  que  miraban  ^1 
matrimonio  como  un  mero  contrato  consensual  y  la  nueva. re- 
ligión que  lo  establecía  como  vínculo  indisoluble  superior  á  los 
caprichos  y  antojos  de  los  hombres.  Pero  las  kyes  de  Goostanti- 
'noy  Honorio  fiíeron  un  progreso  inmenso  en  el  sentido  de  las 
nuevas  doctrinas  espiritualistas.  iQaé  difereocia  tan  profiinda 
-  entre  e(  matrimonio  disoluble  por  ei  solo  consentimiento  muloo 
^  y  e(  metriáionio  (|ue  dura  perpetuamente:,  mientiae  «iM^iite 
moy^gNif e  de  los  cónyuges  Im  lo:  dlsiiei:^»!  Si  slggMMMi  ta 
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historia  de  esta  institarbo ,  yeríamos  c<inio  bajo  los  emperaaorea 
posteriores  á  Honorio  adelantó  aun  macho  rúñú  la  dó^étrlná  éváii- 
géllea,  pero  esto  sucedió  cuando  las  constituciones  Imperiales  no 
Tenían  ya  á  España ,  y  no  hace  á  nuestro  propósito.  / ' 

El  concubinato  autorizado  por  Augusto ,  elevado  á  la  condi- 
ción de  unas  nupcias  de  segundo  orden ,  era  la  plaga  de  Ib  1^-* 
eledad  romana.  Sin  ehiba*-go ,  tan  arraigado  en  las  costumbres 
como  el  divorcio,  el  cristianismo ' no  lo  combatió  desde  luego 
cuerpo  á  cuerpo ,  pero  le  Impuso  trabas  poderosas.  Constantino 
para  convertirlo  en  matrimonio,  dispuso  que  los  hijos  nacidos 
de  él  fuesen  legitimados  por  el  solo  hecho  de  casarse  sus  padres, 
y  para  diflcoltarlo  mandó  que  los  hijos  ilegítimos  no  heredaren 
nada  por  testamento,  y  que  no  fuesen  elevados  á  ninguna  dig- 
nidad los  hombres  que  tuviesen  concubinas. 

Coando  él  cristianismo  subió  al  trono,  halló  ya  muy  limita- 
dos los  derechos  de  la  patria  potestad ,  pero  todavía  eran  exce- 
sivos y  no  conformes  con  la  máxima  de  San  Pablo,  que  esM- 
blondo  á  los  colosenses  les  deda ;  « vosotros  los  que  tenéis  hi- 
jos no  aséis  de  rigor  con  ellos  ni  los  tratéis  de  manera  que  se 
lleguen  á  irritar  y  ser  de  ánimo  apocado. »  I)e  acuerdo  con  és- 
tos principios^  Constantino  mejoró  la  cocdicton  de  los  hfjos,  con- 
eedléndoles  la  propiedad  de  los  bienes  procedentes  dé  la  heren- 
cia niaterna ,  y  reservando  al  padre  nada  mas  que  el  usufruto, 
y  eso  mientras  no  pasase  á  segundas  nupcias,  y  a^mllando  los 
bienes  adquirido^  por  el  hijo  en  el  servicio  del  palacio  del  pi^ín- 
cipe,  á  los.de  su  peculio  castrense  sobre  los  coales  tenia  pleno 
dominio.  Pero  como  aun  las  costumbres  no  estaban  enteramente 
de  acuerdo  con  estas  saludables  Innovaciones,  todavía  se  conser- 
Yó  al  padre  el  derecho  de  dictar  sentencia  contra  sus  hijos  con 
la  Hiterveneion  del  magistrado ,  y  el  de  venderlo  cuando  esthba 
en  la  lactancia. 

La  sucesión  en  la  antigua  Roma,  era,  según  digimos  antes» 
propia  de  los  agnados,  porque  ellos  solamente  componían  la  fa- 
milia. El  cristianismo  que  proclamó  el  imperio  de  la  equidad  so- 
bre el  rigorismo  de  las  leyes  civiles,  no  podía  aceptar  esta  con- 
seenencia  de  la  organización  de  la  antigua  familia  romana,  así 
como  el  principio  de  donde  se  deducía.  Constantino  concedió  á 
la  madre  qu^  no  gozare  el/us  Uberorum^  esto  es,  el  dereebo  de 
baredar  á  sus  hijos  cuando  llegaba  á  tener  elerto  nómeró  da 
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ellos  >  la  facultad  de  heredar  la  tercera  parte  del  caudal  de  tus 
hijos  en  compañía  de  los  tios  agnados,  sus  hijos  y  oietos,  ex- 
cluyendo á  los  otros  agnados  mas  remotos.  Valentiniano  llaipó 
á  los  hijos  á  la  sucesión  de  su  abuelo  materno  en  unión  con  los 
herederos  suyos  de  éste,  reservando  sin  embargo  la  cuarta  parte 
de  la  herencia  para  los  agnados*  El  mismo  emperador  dispuso 
que  la  madre  fuese  preferida  en  la  herencia  ¿  los  hermanos  con- 
sanguíneos de  su  hijo,  en  el  caso  de  que  fuesen  emancipados.  Así 
luchaba  la  equidad  natural  con  los  vestigios  del  derecho  civil  en 
él  período  que  transcurrió  desde  Constantino  hasta  Justiniano, 
que  fué  quien  acabó  deflnitivamente  con  aquellos  recuerdos. 
Guando  éste  emperador  dio  á  sus  vasallos  el  famoso  sistema  de 
las  sucesiones  que  aun  se  conserva ,  ya  se  hablan  hecho  en  el 
mismo  sentido  grandes  y  trascendentales  reformas.  La  religión 
cristiana  no  hacia  diferencia  entre  agnados  y  cognados  >  por- 
que el  vínculo  del  parentesco  era  sagrado  igualmente,  cualquie- 
ra que  fuese  su  oWgen,  y  ñrme  en  su  espíritu  de  igualdad! ,  borró 
las  distinciones  que  existían  entre  personas  que  debían  profesar- 
se el  mismo  afecto.  Pero  la  ley  civil  aunque  animada  del  mismo 
espíritu,  no  rompió  desde  luego  con  todas  las  tradiciones  antiguas, 
sino  que  transigió  con  ellas  hasta  que  Jnstiniano  vino  al  mundo 
para  borrarlas  completamente  de  los  códigos. 

Hé  aquí  el  estado  del  derecho  romano  cuando  los  bárbaros 

.  introdujeron  en  nuestra  España  su  derecho  consuetudinario,  y 
cuando  Eurico  quiso  probablemente  sujetar  á  los  españoles  á  su 
nueyo  código.  En  el  derecho  romano  entonces  luchaban  esforza- 
damente el  elemento  cristiano  y  progresivo  con  el  elemento  pa- 
gano y  estacionario.  Aun  no  habla  vencido  completamente  el 
primero,  pero  sí  llevaba  ya  la  mejor  parte  en  la  contienda,  cuan- 
do ocurrió  la  invasión  de  los  godos,  vándalos,  alanos  y  suevos, 
los  cuales  trtjeron  consigo  los  gérmenes  de  un  nuevo  derecho, 

.  quo  ocupando  en  la  lucha  el  lugar  del  elemento  pagano,  perpetuó 
la  contienda  aun  por  algunos  siglos. 

Eurico  después  de  haber  extendido  sus  conquistas  sobre  una 
parte  de  Francia  y  la  mayor  de  España,  quiso  poner  el  sello  á 
su  dominación  con  un  nuevo  código  de  leyes.  Enemigo  acérri- 
mo de  los  imperiales ,  perseguidor  encarnizado  de  los  cristianos, 
trató  de  sujetarlos  á  un  nuevo  derecho  público,  civil  y  penal  sin 
tener  bastante  en  cuenta  sus  costumbres,  sos  tradiciones  y  sus 
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intereses.  Esta  mudanza  tendía  á  cambiar  de  pronto  y  radical^ 
mente  las  relaciones  entre  el  gobierno  y  sos  subditos ,  la  organi- 
zación de  las  familias,  la  condición  civil  de  las  personas,  la  ad< 
ministracion  de  la  Justicia  y  hasta  las  ideas  de  lo  Justo  y  lo  in- 
justo. En  efecto  i  qué  diferencia  tan  profunda  entre  el  derecho 
romano,  producto  de  una  civilización  adelantada,  de  la  filosofía 
y  del  G|.'islianismo ,  y  el  derecho  bárbaro  obra  informe  de  un 
pueblo  que  apenas  habia  pasado  del  estado  de  tribu  al  de  nación! 
Ei  derecho  germánico,  según  puede  conocerse  por  los  escritos 
de  César  y  Tácito^  tenia  con  el  romano  primitivo  muchos  pun- 
tos de  semejanza.  Aunque  no  aristocrático  y  formulario  como 
él,  era  igualmente  religioso.  Producto  de  un  pueblo  educado  pa- 
ra la  guerra  y  la  conquista,  sacrificaba  como  el  derecho  romano 
la  equidad  y  la  justicia  á  los  intereses  políticos,  y  como  él  pug- 
naba con  el  estado  de  civilización  en  que  se  hallaba  el  imperio, 
aunque  no  siempre  pnr  las  mismas  causas.  El  padre  de  familias 
germano  era  un  pequeño  rey  en  su  casa:  el  padre  de  familias  ro- 
mano no  tenia  ya  mas  derechos  que  los  de  corregir  moderada- 
mente á  sus  hijos:  la  esclavitud  en  Gerroania  se  reduela  al  de- 
recho del  señor  para  percibir  un  canon  del  producto  de  la  indus- 
tria de  su  siervo:  los  señores  de  esclavos  en  Roma,  aunque  ya 
sin  derecho  de  vida  y  muerte,  tenian  dominio  pleno  sobre  ellos.' 
Aunque  los  germanos  se  contentaban  con  una  sola  mujer ,  habia 
algunos  poderosos  que  tenian  muchas  por  lujo:  la  poligamia  era 
condenada  expresamente  entre  los  romanos.  Los  germanos  no 
conocían  la  testamentifaccion,  en  el  imperio  era  este  uno  de  les 
derechos  mas  apreciados.  En  la  Germania  el  medio  casi  único 
de  adquirir  el  dominio  era  la  conquista  y  la  permuta:  en  Roma 
las  ganancias  de  la  guerra  eran  ordinariamente  para  el  Estado, 
y  se  conocían  otros  medios  diferentes  para  adquirir  el  dominio. 
Según  el  derecho  romano,  la  pena  casi  única  para  todos  los  de- 
litos era  la  composición  pecuniaria,  y  la  venganza  personal  el  re- 
medio para  evitarlos  en  lo  sucesivo :  el  derecho  romano  habia  ya 
establecido  una  Justicia  verdaderamente  penal  en  la  acción  pú- 
blica que  se  daba  contra  la  mayor  parte  de  los  delitos ,  y  en 
vez  de  autorizar  la  venganza  privada ,  la  consideró  como  moti- 
vo para  que  quien  la  ejercitase  cayera  de  su  derecho.  Ahora 
bien ,  obligar  al  pueblo  que  vivía  bajo  estas  condiciones  que  re- 
velan una  civilización  adelantada  á  cederlas  repentinamente  por 
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laiCfUn»  propias, tan  solo  déla  infancia  de  la  sociedad :  oMIgar- 
It  á  qi|e  deje  las  leyes  caltas  por  las  de  ana  tribu  errante,  era 
an  acto  inaudito  de  tiranía,  qoe  el  mismo  Eorico  no  se  atrevió 
tal  vez  á  llevar  á  cabo  cuando  conoció  todos  sus  peligros. 

^  Si  los  españoles  hubieran  cambiado  las  leyes  romanas  por 
la)), costumbres  góticas,  habrían  hecho  un  retroceso  eu  la  mar- 
cha  de  su  civilización.  Verdad  es  que  algunas  de  aquellas  cos- 
tumbres eran  mas  conformes  con  el  espíritu  del  cristianismo  qoe 
el  antiguo /tfi"  quirítanum.  La  condición  de  la  mujer  y  la  consti- 
tqicion  d<s  la  familia,  eran  roas  conformes  con  la  nueva  Jurispru- 
dencia cristiana,  que  con  el  espíritu  del  antiguo  derecho  romano, 
n^afpor.eso  mismo  sobrevivieron  á  la  contienda  entre  estos  dife- 
rei^t^  derechos.  El  romano  modificado  y  transformado  por  el 
cristianismo  representaba  el  porvenir:  el  germánico,  tal  cual 
£ur|co  pudo  presentarlo  en  su  código,  era  para  los  españoles 
imagen  de  lo  pasado  y  de  un  pasado  extraño  á  ellos  mismos. 
Nuestros  pi^dres  lo  resistieron  por  esta  razón  y  porque  la  ocasión 
escogida  por  el  rey  visigodo  era  inoportuna.  Desde  esta  época 
el  derecho  romano  siguió  en  cada  pais  una  suerte  distinta.  En 
Qriente  siguió  los  impulsos  del  cristianismo,  poniéndose  al  ca- 
bo ei»  perfecta  concordancia  con  él :  en  España  signió  también 
la  suerte  del  cristianismo,  pero  pasando  antes  por  muchas  vici- 
situdes^ 
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DEL  PROCEDIMIENTO 

me  LOS  mm  provinciales; 


(C<«tinueioo)  (I). 
CAPITULO  V. 

DB  UT  DUARDA. 

»  f 

..9a«*  .  Juos  pleitos  administrativos  poedeii  entablarse  ó  ¿instan* 
da  de  la  ^dmlnistracioo,  ó  á  soücitod  de  algan  particular,  £n  ^1 
priiper  caso  tiene  principio  la  demanda  por  una  memoria  ó  escrítcj 
fimiaAo  á  nómbrelo  la  autoridad  ó  corporación  administriitiva 
qpe  jtroTOCft  el  litigio.  En  el  segundo  caso  se  Incoará  de  dem^nr 
da  por  OD  escrito  4  nombre  del  interesado  y  Armado  dei$a  pufip. 
Al  escillo dedemairda,  cualquiera  que  sea. quien  la  interpojDg;a^ 
deba  acompañar  copla  simple^  íntegra  jr  literal  de  los  documen- 
toa  eo  qae  se  funde.  Para  redactar  este  escritp  cod  la  claridad 
jrpMdsion  coavenientes,  deberá  contener:  1.^  el. resumen  d^  los 
piiDtoa  de  hecho  distribuido  en  tantos  párrafos  numerados  cuan- 
tos sean  dichos  puntos:  2.^  el  resumen  de  los  puntos  de  derecho^ 
diitril|iilda  también  en  .párrafos  enumerados  como  et  anterior: 
íl^  la. pretensión  eu  que,  consista  la  deai;inda;  4.'^  la  dedatacipa  de 
la  casa  en.  que  «e  hayan  de;  hacer  las  notiflcadone^  I^o  S0  necesi- 
ta ea  «feo  J'tigios,  el  -  auxilio  de  procurador  ni  de  abogado, 

(1)   TéMs  la  pég.  S  de  «ie  icgiiado  tena. 
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aunqae  las  partes  pueden  valerse  de  ellos  cuando  \o9  estimen 
necesarios.  ") 

24.  Hemos  dicho  en  el  párrafo  anterior  que  al  escrito  de  de- 
manda debe  acompañar  copia  literal  de  los  documentos  en  que  se 
kinde^  y  esto  ejecutado  literalmente  en  todos  los  casos  puede 
dar  lugar  á  dispendios  tan  cuantiosos  como  inútiles.  Si  las  es- 
crituras en  que  se  apoye  la  demanda  fuesen  tantas  ó  tan  exten- 
sas que  la  copia  literal  de  ellas  fuese  muy  costosa ,  ¿será  absolu- 
tamente preciso  sacarlas  para  unirlas  á  los  autos?  En  el  reglamen- 
'  to  de  l.^"  de  octubre  de  1845  no  hay  excepción  para  este  caso, 
pero  creemos  que  pT)dria  hacerse  en  él  lo  que  dispone  el  regla- 
mento sobre  el  modo  de  proceder  en  el  consejo  real  de  80  de  di- 
ciembre de  1846.  Según  este  reglamento,  si  en  las  demandas 
que  se  interponen  ante  el  consejo  real  ocurre  la  presentación  de 
documentos  ó  escrituras  que  exceden  de  25  pliegos ,  bastará  que 
el  original  si  no  tuviere  matriz  se  ponga  de  manifiesto  en  la  se- 
cretaría del  consejo ,  y  si  la  tuviere  le  entregue  bajo  recibo  á  |ía 
parte  contendiente.  De  este  modo  se  evita  un  gasto  cuantioso, /y 
se  aseguran  los  documentos  cuya  conservación  importa.  Y  co- 
mo el  procedimiento  ante  el  consejo  real  se  funda  en  lo^  mismos 
principios  que  el  de  los  consejos  provinciales ,  no  vemos  razón 
ninguna  que  se  oponga  á  que  estas  corporaciones  adopten  aque- 
lla disposición.  Tampoeo  dice  nada  el  reglamento  de  qne  trata- 
mos sobre  el  caso  en  que  las  escrituras  fueren  posteriores  á  la  de- 
manda ó  llegaren  después  de  entablada  esta  á  noticia  del  actor. 
Pero  creemos  que  para  este  caso  y  aun  con  mas  razón  que  en  el 
anterior  se  debe  adoptar  otra  disposición  del  reglamento  del  con- 
sejo real.  Esta  disposición  es  que  el  actor  debe  producir  desde 
luego  dichas  escrituras ,  ú  ofrecer  entregarlas  ó  exhibirlas  según 
fuere  su  extensión,  incurriendo  en  una  multa  el  qne  retrasare 
maliciosamente  su  presentación.  Esto  mismo  se  observa  en  los 
tribunales  de  justicia,  y  los  consejos  provinciales  no  podrán  roe- 
nos  de  ejecutarlo  so  pena  de  incurrir  en  la  gravísima  Injusticia 
de  desestimar  la  eficacia  de  los  documentos  que  no  se  hubieren 
podido  presentar  al  tiempo  de  la  demanda. 

25.    Si  el  que  comparece  en  juicio  no  fuera  el  mismo  actor 
ó  reo ,  deberá  acreditar  su  personalidad  según  fuere  la  naturale- 
za de  su  representación.  SI  fuese  tutor,  albacea,  ect.,  deberá 
.justificar  documentalmente  su  personalidad  según  lo  dispone  el 
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reglameatv  del  consejo  real ;  si  fliere  mero  apoderado ,  bastará 
qoe  se  haga  su  Dfttbramieiito  en  las  mismas  actoaeioDes  por  di-* 
ligeneiaqne  aatoriee-el  secretario  del  consejo  ante  testigos»  Cree- 
mos también  qoe  deben  desterrarse  de  los  escritos  en  los  nego- 
cios administrativos^  los  Jaramentos  que  son  de  rigor  énlos  tri- 
banales  ordinarios.  En  las  actuaciones  ante  el  consejo  real  están 
prohibidos  expresamente,  y  aunque  el  regii^roento  de  los  conse- 
jos provinciales  nada  dice  sobre  ello,  parécenos  que  esto  no: 
obstante  debe  alcanzarles  también  aquella  .prohibición ,  porque 
sobre  ser  e|  tal  Juramento  un  verdadero  anacronismo  en  un  pro« 
cedimlento  fundada  sobre  los  buenos  principios ,  no  hay  razón- 
ninguna  para  que  se  use  ante  los  consejos  provinciales,  no  debien- 
do emplearse  ante  el  consejo  real.  ¿  Siendo  una  misma  la  rason, 
por  qqé  no  habla  de  ser  idéntica  la  disposición  de  derecho  ? 

26.  Bebe  presentarse  el  escrito  de  demanda  al  Jefe  político 
respectivo,  entregándola  el  mismo  demandante  en  persona  d  por* 
medio  de  su  apoderado  en  la  secretaría  del  gobierno  polítleo.  El 
Jefe  ai  recibirla  deba  examinar ,  si  el  asunto  que  la  motiva  es  en- 
efecto  de  la  competencia  del  consejo  provincial  ó  de  la  suya  pro- 
pia. Si  creyere  lo  primero «  mandará  desde  luego  que  se  dé  coen* 
ta  á  aquella  corporación  enviando  el  escrito  á  la  secretaría  de  la 
misma  con  un  decreto  que  así  lo  disponga.  Pero  si  el  JefepoUti* 
co  estimare  que  el  asunto  de  queso  trata  es  de  su  exclusiva  com- 
peleDcla,  lo  resolverá  desde  loego  gul)ernativamente  por  sí,  co- 
mnoieando  su  resolución  al  demandante.  Si  el  Jefe,  político  du- 
dare acerca  del  carácter  gubernativo  ó  contencioso  del  asunto, 
podrá  consultar  su  dada  con  él  mismo  conseja  provincial,  deci- 
diendo después  lo  que  le  pareciere.  Mas  si  I4  parte  interesada 
insistiere  en  que  se  someta  el  negocio  al  consejo  provincial,  poe* ' 
de  recurrir  al  ministerio  de  la  Gobernación  en  queja  derjefe  po- 
lítico para  que  decida  á  quién  corresponde  conocer  del  negodo.- 
El  ministro  pasa  la  reclamación  al  consejo  real ,  y  con  su  acuer- 
do y  dictamen  adopta  la  providencia  que  cree  mas  Justa.  Mien- 
tras esto  se  decide  creemos  que  el  Jefe  político  no  debe  llevar  á 
ejecodon  su  provideneia  gubernativa ,  pues  aonqae  nada  dice  la 
ley,  lo  contrario  haría  inútil  en  muchos  casos  la  queja  al  miois- 
tro  de  la  Gobernación.  ¿De  qué  serviría  esta  en  efiscto  «i  ona  vea 
qac^ada  k  procidencia  gubernativa  del  Jets  político  no  se  poe« 
den  reponer  las  cosas  al  estado  que  teoian  antes  ?  Si  esta  es^ 
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peéto  da  apélackm  no  hdRehi^de  tiéiAirWecto  SQspensivo,  la  ley 
QOipoéiaJBkaoBt  d^rdedorio,  poritiiQ'par  rcfgla  gtnmt  todtolis 
afebttifii^^Jb^ÜfeneQ' excito ácpieli»  qneiBStaii «xj^restowM 
eiíeettiíadaft. 

Modelo  de  una  memoria  ó  escrito  de  demanda» 

F«...  vecino  de  XA  parte  y  de  tal  proíMon,  aute  el  conwjo 
pcovincial  efpone: 

.  1.?  :Qae  contrató  con  el  ayontamiento  de  B....  el  reparo  de 
la  cfisa  monicf pal 9  mediante  la* inma  ^e  5O;0OQ  r0.,^oott  la 
oondicion  de  que  habiade  ser  eonforme  dicha  obra  al  pltina  pre^ 
84p)ulo  para  ¡a  miama ,  aegun  ae  acredita  por  la:  escittora  'ñá- 
melo i  A: 

2.^  Qne  posterioEmente  se  convino  con  dicho  ayantamiento 
en  hacer  ifüertas  alteraciones  en  et  odiflclov  anmentado  para  ello 
eir  presnpnealq  déla  obra  en  la  suma  dé  5.000  m^v  wgqir  séisofe- 
dtta»d<{  la  copia  d«l  4icfta  de  la  sesioá  celebrada  p0r  el  ayonta- 
QientD  en  t^  de  M|ieaibrftde  estf  año;  Documento  nám*  i;^: 

.lü^?.  <íae  'habiendo  campado  el  plazo  del  pago  no4ia  satiM- 
cho  «1  ajBQAtanlento  al  exponeate  loa  ^iOOO  re»  de  ezeeto  iobre 
la  cantidad  pviinMvainenlo  estelada )  so  pretexto  de  tfo  Mar 
indaidp  Bita  dualidad.  mt\  pvesupQcstO)  y  en  no  sor  confiiMne 
la  obra» con: el  plano  preseiMdo« 

.  J^Orcoomo  quiera'  que  la  obra  ejecutada  es  en  un  todo  con- 
forme, ídoa  el  plano. de  su-  cooBtracelon  j  ienfendo  en  coaata: 

l^«n  '  Qae  segnü  el  %^  x^,  art.  os  de*  la  1^  de  a  do  ooero 
de  1045,  aonobligalKMBlosloa  gastota  nocesaHos  para  cónsorTcñri» 
flibcaa  «del  honran ,  y  los  rephros  ordinarios  e|i  las  cafas  cénits- 

tf'  Qae  siendo  el  reparo  de  que  se  trata  de  los  ordinarios, 
pues  ha  lenldo  por  objeto  evitar  la  roino  de  la  casa  conalslortal> 
y  baUeodO'debidoserhKlnido  en  presupuesto,  con  «rtegloial 
arUonid  citado  de  la  ley  de  a  de  enero. 

i:3«?  Qoe  siendo  iniüspensahle  el  gasto  de  los  5.000  rs.  y  no 
habiéndose  inoiu|do  en  el  presupuesto  ordinario/  s#  lia  .d^ldá 
coopnspder  en  el  adleioaal^  con.  arreglo  al  artícelo  IOS  do  lá  cir 
toA»  ley  de  8  de  enero» 

4k^*  :>QQe  aiotido iodo  esto  así  no  puede  el  áJKmtaniiento  de. 
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B....  resistirse  l^almflti^  yigcud94i^(eailtldad  qoe  se  le  r^iá- 

m.l  elesHllBOleí*»;">tí"-  .ií  a  tí?/  '»r  it  '»•.'«!' r*   rr/  ri  Mí  •í>'t  - 

•  Sttpiioaill  úDiut^í  se  sirva  cee^SMur  e!  ayontefnienlQ  de  B»«« 
al  pega df  ba 6^ead ia¿ «as ie dtto^ yoreueD 4a eUra^qse^a^ 
ne  4|{eíMldaM(le  elsa  ceiwMtfial^  porsefsjailirla  4Mpida  mm 

costas.  .»•/:/      :  .    l*        .:-.:%     ■,'-•.*;  I  •. '^ 

r>  (Kcosf  diee:  q«e  l^s  natlfleadoaes  se  podrán  hacer  al  expo- 
Beiit9:e»eii}iMisiBbebiiaflleiki  laliatle  »-Dta>«t^  de^.  (Kegtawentg 
derii"  de>ortn|tBDASiiii*4^>itícpiofAi  ^aa^aayflá ,  a^t^Qf  mH 

CAPITULO  VI. 

37.  Presentada  la  demanda ,  se  eqsplaia  al  reo  para  que  com« 
pateca  v^msdla  de  Ma;oédsda  que  saenlyegftai  ngáabd^ealH 
sqls^'-ü  ebemplnado  ÜaesetQn^piirtie&lafiiüuaiide'.iar^aiandvee 
dirige  contra  la  administración  se  <pása*al  jefe'  polMeer^  .al.^enal 
hk^ABvaeké  eeÉtetfada  si  i9eipsc|o.^La  cédqla"de\eáaplazamlÉnto 
de^jceÉteneS;.l.P.>eliMMntin  del  c9nse|sit  Si*"  eMla  syialadaífaaa 
la  eoospÉrpooBdar  ai^eaf4a«llletalde  la  dceiandas  4;^  noa  itU^ 
don  espr^aa  dé  loa-^oeomentoa  psesentadee  ea  sn.  apo|K>  ,*á 
Um  la  «atetada  enfercgar  i^  poaet  demanMstto  aqueUaa  qne  né 
paedin.  pwy»at(IHBa  €mk  estaaaétMaaneqniadá'ya-iinarar  fei 
CÉQ  «lüsoBteola  qne  ee  tratá<,  y  aarpuede  proveer  desA»  luego  de 
tndoa  bs  niedioa#  deCsnsaupia  neoesüa.  ^l  táiaiiiui^inaslea  qnt 
pneáeíafl&alapseÁeftet'dtapacl^O'd' cédala  nt^daiie' pasar  •noM»  da 
aneferfUasiy  unameaporioada^  cinqoiegoaa^da  diflanci»ile.ia 
eanital.de/la  pso^neia^alrlogÉf'daLdearieiUod^ldeÉiipdadn^al 
hlsb  e»jesta  ultima  easo  pnede  medfitmasa  el  t^railno  evando  «I 
ertado  doJosícamiBos  y  de.lsfr cetwmleaeiooes  Dopeimilieff^ 
e«0pUrlos  clgOBOfameate.  Por>lo  t^nto».  cuattdael  rfaestavteca 
en  Ja  misma  capital  dando  reside  e|eonsi|fov4^  á  meno&éftci»» 
ce  Icgnaa  (le  dtetqBda^  m  poedeescedee  de  nneve  días  el  lérm^ 
Bo  del  emjplag^mieiito.  Gaaodoel  ceoeslaviece  á  dneo'é'niaa 
leBoaa  ^b  distaaola  gp  eSlnwienm  espedltaa  lea  eemanlmMdODsai 
pqtofc  esteadeqior  dkio  ttérmfcMma  dki üaa  por  eada  eioeo*!^ 
gaa^  js^uandoal  níalestadq  daJoaeaariaes  lo  e»lgtor»,'el«n» 
a^lipiiaiasiitalBH  paaiaiiilaliisaiíai  01-  plaao^dn  ¿qaeHtodt  Airee 
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la  coDtMtaeioD.  Cuando  la  misBoa  administradon  ftieie  kt  em- 
placada  >  y  se  pase  por  consiguiente  la  demanda  al  Jefe  politicoi 
debe  este  devolverla  contestada  á  la  mayor  brevedad  posible ,  y 
nunca  fuera  de  los  treinta  dias  siguientes  á  la  notificación.  (Re* 
glamento  Id.  artículos  37,  28  y  29). 

28.  De  la  diligencia  de  emplazamiento,  asi  como  de  toda  el* 
laeion  ó  notificación ,  debe  el  ugier  estender  una  cédula  original 
para  la  parte  que  la  promueve,  y  una  ó  tantas  copias  del  origi« 
nal  como  fueren  las  partes  que  hayan  de  ser  citadas  ó  notifica- 
das. Esta  cédula  debe  contener:  I.®  su  fecha:  2.»  el  nombre, 
apellido,  profesión,  domicilio  ó  residencia  del  actor  y  del  citado 
ó  notificado ,  y  cualquiera  otra  circunstancia  que  facilite  el  co- 
nocimiento de  ellos  y  sea  notoria:  3.®  ei  lugar  en  que  se  deje 
la  copia :  4.^  la  persona  á  quien  se  entrega  con  la  firma  de  la 
misma  si  esto  fuere  posible^  ó  la  de  un  testigo  á  su  ruego :  &.^  el 
nombre^  apellido  y  firma  del  ugier  que  la  autoriza:  6.o  la  pro- 
videncia literal  que  se  notifica  (art.  32). 
•  80«  La  cédula  original  firmada  por  el  notificado  ó  el  testigo 
se  ane  al  espediente  después  que  la  devuelve  el  ugier :  la  copia 
de  ella  se  lee  y  entrega  en  propia  mano  á  la  persona  á  quien  con* 
déme;  no  hallándose  esta  en  casa,  al  dueño  de  la  misma,  en  su 
defedo  á  ios  Individuos  de  la  fan^lia,  y  faltando  estos  también 
á  loo  criados.  Guando  faltaren  todos  los  medios  ya  dichps  de  ha- 
cer la  notificación,  el  reglamento  de  f.®  de  octubre  no  dice  lo 
que  debe  proveerse ,  pero  nosotros  creemos  que  en  tal  caso  se 
ddiería  hacer  lo  que  para  los  análogos  dispone  el  reglamento  dd 
consejo  real;  á  saber :  l.»  que  si  el  ugier  no  hallare  pariente  ni 
edado  á  quien  dejar  la  cédula^  debe  entregarla  á  un  vecino ,  y 
én  su  defecto  al  promotor  fiscal  mas  antiguo :  2.^  cuando  se  ha* 
ya  de  hacer  la  notificación  á  una  persona  ausente ,  se  le  debe 
comunicar  por  medio  de  despacho  al  juez  del  pueblo  de  su  do^ 
midlio:  3.®  si  la  persona  á  quien  se  busca  se  hallare  en  los  do- 
mhiios  españoles  de  Indias,  se  dirigirá  el  despacho  por  medio 
del  ministro  de  Ultramar,  y  por  el  de  Estado,  si  la  persona 
que  ha  de  ser  citada  se  hallare  en  ei  extranjero :  4.^  y  por  últi*> 
mo  I  si  se  ignorare  d  paradero  de  la  persona  á  quien  se  dirige 
la  notificación^  deberá  Ihimársele  por  medio  dd  Boletín  oficial 
de  la  provioda  y  de  la  Gaceta  del  gobierno.  Son  nulas  tedas  tai 
notiflcadones  de  que  no  se  estiende  una  cédula  original  y  una 
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copia  para  cada  una  de  las  partes;  las  qoe  no  se  hicieren  en 
la  casa  elegida  por  el  notificado  en  su  persona,  y  en  defecto  en 
la  del  daeño  de  la  casa ,  los  individnos  de  la  familia  y  criados, 
todos  por  el  orden  en  que  se  espresan ;  las  qoe  carecieren  de  la 
(Irma  de  la  persona  á  quien  se  entregue  la  copia  ó  la  de  un  tes* 
tigo  á  su  ruego,  y  las  que  no  contuvieren  literalmente  la  pro- 
videncia notificada.  Decimos  que  son  nulas  las  notificaciones  en 
qoe  se  omita  alguno  de  dichos  requisitos,  porque  ellos  son  loa 
únicos  qoe  se  mencionan  en  el  reglamento  de  1.^  de  octubre. 
Los  demás  que  hemos  enumerado,  aunque  son  también  iodis^ 
pensable »  no  se  hallan  en  el  mismo  caso ,  puesto  que  no  los  exi« 
ge  espresamente  la  ley.  £1  reglamento  citado  declara  nnlas  las 
notificaciones  en  que  no  se  guarde  la  forma  prescrita  en  el  ar- 
tículo 82,  y  esta  forma  consiste  en  guardar  los  requisitos  que 
últimamente  hemos  mencionado;  por  lo  tanto  la  falta  de  los  otros 
de  qne  también  hemos  hecho  mérito  no  deben  producir  nulidad. 
30.  Para  todas  las  notificaciones  debe  buscarse  al  litigante 
con  la  casa  que  hubiere  elegido  con  este  objeto,  la  cual  d^he 
señalarla  el  actor  en  el  escrito  de  demanda  j^  y  el  reo  en  el  de 
contestación.  Cuando  alguna  de  las  partes  no  eligiere  casa,  ó 
mientras  no  la  elige »  deben  hacérsele  en  los  estrados  las  notifi- 
caciones que  le  conciernan.  Ningún  emplazamiento  ó  notificación 
se  puede  hacer  en  dias.  feriados  á  menos  que  el  consejo  los  ha- 
bilite espresamente,  en  cuyo  caso  creemos  que  debería  insertar- 
se en  la  cédula  el  auto  de  habilitación,  para  qoa  llegue  desda 
loego  á  conocimiento  del  citado.  Así  se  hace  en  el  consejo  real 
y  es  práctica  en  los  tribunales  ordinarios.  Tampoco  se  debe  en- 
tregar ttingana  cédula  antes  de  salir  ni  después  de  ponerse  el 
sol,  según  es  costumbre  en  los  tribunales  de  justicia.  Los  ayun- 
tamientos son  emplazados  en  la  persona  del  alcalde  con  arreglo 
á  la  ley  de  8  de  enero  de  1845,  que  dispone  que  los  alcaldes 
sean  los  que  representen  en  juicio  á  los  ayuntamientos:  las  so- 
ciedades industriales  ó  corporaciones  de  otra  especie,  son  emr 
placadas  en  sns  Jefes  y  directores  (art,  31). 
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CAPITULO  VU. 

l»l  LA0  BMSPOKmM  DlUTOMAJ. 
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• '  €f>é  •  (}alf<l#€»lé  ({de  Bii  tos lartfoinafes olrdiiifftti^MíllaiBMí  éf - 
«IpolimM  dllsloria$,  y  ^r  ^  tMlo  «reéoMB- Jtaúltt  aspoBer  la 
M^a  tfe  éllas^,^  y  haeér  fo  éiitiinéraclotí^  Kh^  los  «ooscjM  pro?IÉ- 
Mas  MMtdtnliMi  como'dilatdrlaii  maaque  dtffti0la5«ide«»ij^ 
ékPiw^  puaa  aonqftetodftslaa  otras  áaadnütitiitáAMeii,  na  aiMh 
.  fieorária  «1  (íftfso  da  IrttccióD  j^riaalpM.  Xak^iíléas  eacepdoaas 
qae  llctta  <^te  privilegia  áon :  í.*^ la  dis  iMdmpacaiieM  >M  éóiisa- 
>ci'PNN1d«tal^  \\!^  lá'4lta  de  peraóíMtKdad  éa  el  demaMaii^  3^ 
^inr  careeer  dé  las  éttftlidádésáa^iekdrítts  |^á  campirdé^  ati  Jb(- 
él4»v  jpá  p^  ñor  a^feditdf  debi^attSenté  d  cáviém  é  f é^rett^nm- 
ékHÉ  edn*4ué  réefotiia-.  PdrM'tMIdv  ^ña  Teií-¿mpla£Mo  <él^  reo 
fiaada'álé^r  calJitQieír  escéptiod  4ae'clie&  ttsüitiriei  pefo  iiiiigii- 
«a  üitto^  las  'nvencioBádas  logrdrír  saspeaáei'  el  eiivs^^' éél  jaitM. 
Aun  ba^maBí^  y  és  ^t  para  abreviar  ciüÁHttt  é^  ^sflSl^  üSC^ 
Átáetottés,  dispone  fia'  tey  qna  tMás  iá^  ^sééflcléneil  Afttoi'iás 
qatB  ikto}^ñ  dé  ahijarse vsé  prolongan  y  sustancien  jan^ií;  Hiíy 
cMia  taida  ¿^ávli^ina»  qué Jastifica  está  difereácia  entre  k  ^oea* 
dfmiéttMJtidiéfBl  >  et^iministratlva.  El  primero  edastente  íSriüás 
ilttr  leMáay  telge  mayores  gárántí&a  ea  ftitór  dé  Ids  psfrfica- 
nteáqae  Rtígan ,  pórqtta  aán  (ñteresed indWldaale»  fosr  ^ila^e 
Aspütan^  d'  sagonda  requiere  formas  mas  bretes ,  y  ánénoi^  é^- 
rMXs»  eh  íkfiSt  dier  lok  particulares;  porque  el  interés  {rfibileo 
¿tfns^rtfiAeeidó'eA  estos  üti^ios  no  sfaéié  sólstenérse  cdú  tattto  ca- 
idr  éoníd  hs  j^reteoístones  de  los  indivitltiós.  De  liáda  séeM  ába- 
iarséfaato  cfá  el  fora  eoma  da  la  facultad  da  opbnér  jescepcló- 
iíéa  dilatorias;  y  seria  altamenta  peligróse^  para  la  admáii^ra- 
eton,  él  coñ^nítif  ^tle «taál^tilérá  que  litigftsé  eW  allá  tai^lese  á 
au  disposición  tantos^  láetfios  tóMi^loa  qfid  tífyieMik  fá^  ésSI^j^- 
nes  dilatorias  en  los  juicios  ordinarios,  para  dilatar  y  bacer  in- 
terminables los  pleitos*  (Reglamento  de  1.®  de  octubre » artícu- 
los 33,  34  y  35). 

39.  La  snstadbiadon  de  estos  incidentes  difiere  algo  también 
da  la  que  se  usa  en  los  tribunales  de  Justicia.  Ta  hemos  dicho 
qua  todas  las  aseepdonas  da  que  tratamos  daban  proponerse  y 
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t«g«irse4  jevez;  lo;Cual  no  se  aoMtümbra  tu  él  féro^.y-es  cml 
lade  que.  96  QterniceD.ntiQchoB  pleUos.. Sabiendo  él  actor  desdé 
tacgo  todas  las  escusas  del.  reo ,;  se  prepara  de  nnsí  vez  para  qon^ 
tesiarla^i  j  el  tribunal  decide  íobre  todas' á  na  riiismo  |ieifaj|Hi. 
Si  las  esc^epcione^  de  qae.se  trata  no  son  de  Jas  reednoddafs^to- 
ibo  dilatorias  en  el  reglamento  de  t.^áe  qetobre,  debe  proponer- 
las el  reo ,  en  la  contestación  á  la  dexhandá  principal  ^  y  por  mgh 
dio  de  otrosíes.  Otra  diferencia  del  procedimiento  ordinario ,  es 
que  sobre  las  escepciones  no  se  pnede  presentar  mas  qne  uü  oi»- 
crito  por  cada  parte  y  aboliendo  así  la  antigua  regla  qaé  exigia 
infaliblemente  cuatro  escritos  para  poner  uña  proTidencia ,  «|pi 
distinguir  de  negocios ;  como  si  todos  los  pleitos:  necesitasen  ja 
misma  discnsioa ,  y  todas  las  pretensiones  el  mismo  número  de 
alegatos.  l<as  escepciones  dilatorias  que  se  fundan  en  asenreCir 
un  becho  sencillo  ^  como  tal  negocio  no  corresponde  á  la  juria- 
dkdon  del  eonsejo  provineial ,  6  tal  peirsonatiro  es  apta  i^ara  pre- 
sentarse enjuicio,  tienen  sobrada  dilucidaclob  con  la  qiie  Énpo- 
aen  4os  escritos,  uno  por  cada  parte.  Con  elloa  v  pues ,'  debe  dar 
al  consigo  por  terminada  la  cuestión  y  deddiria;  (Id. ,  arik  .t6). 
Para  esto{  asi  como  para  todos  loa  demás  eserltol,  debe  adoptar- 
se la  misma  forma  que  para  el  wirito  de  demanda. .  Las  memo*- 
vías  ó  escritos  qne  se  hagan  á  noQíá>re  de  la.  adroinistraeion  $  d(B- 
ben  ir  autor{?ados  por  el' jefe  político,  é  por  el  encargado  do 
la  dependencia  administrativa  á  que  corresponda  la  cuestión  con 
el  yisto  bueno  del. Fplsmo  jefe  político  (art;  80  y  ft7).       .  r  * 
aa.    Acerca  de  la  naturaleza  y  circunstapciais  de  las  eaoep- 
dones  dilatorias ,  que  son  admisibles  en  los  negocios  adminia^ 
trativos,  debe  tenerse  presente  lo  que  hemos  dicho  en  el  eaptti- 
lo  de  la  competencia  de  los'  consejos  proviqciales ,  y  lo  quediar 
pone  el  derecho  común  sobre  la  personalidad  para  comparew^r 
en  juicio.  Las  mismas  personas  que  son  aptas  para  presentarse 
ante  los  tribunales  ordinarios ,  lo  soq  igualmente  para  eompar 
rccer  ante  los  consejos  provinciales.  No  hay  mas  diferencia  sobre 
este  punto ,  sino  que  según  el  derecho  común ,  son  indispensftr 
bles  los  procuradores ,  y  ante  los  rconsejos  provinciales  pnedi»p 
las  partes  interesadas  litigar  en  su  propio  nombre,  f  quo;  loa 
apoderados  en  los  pleitos  civiles  necesitan  ser  autorizados  por  un 
poder  en  toda  forma,  y  en  los  consejos  provinciales  no  necesitan 
mas  sino  que  su  nombramiento  conste  del  espediente  por  dtU- 
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géñéla  Afinada  por  el  secretarlo  del  eoníejo  en  ptesenda  de  dos 
testigos.  De  modo  qae  cualquier  escepcion  que  se  pusiese  por  fri- 
ta de  personalidad  en  el  actor  se  destruiría  probando  este  la  su- 
ya, con  arreglo  á  las  leyes  comunes,  ó  haciéndola  constar  del 
modo  que  acabamos  de  decir  si  fuere  apoderado.  El  término  para 
contestar  al  escrito  en  que  se  proponga  escepcion  dilatoria ,  así 
oomo  cualquiera  otra  pretensión  incidental  no  puede  esceder  de 
iois  dias  ni  bi^ar  de  dos.  (Id.^  arts.  26  y  29). 

34*    Pero  la  novedad  mas  importante  introducida  en  este  pro- 
-oedimiento,  es  que  no  se  entregan  los  autos  á  las  partes ,  según 
puede  inferirse  de  los  trámites  esplicados  hasta  ahora.  La  entre- 
ga de  los  autos  en  los  pleitos  ordinarios ,  es  origen  por  lo  común 
'de  todas  las  dilaciones  y  entorpecimientos  que  se  notan  en  ellos. 
Gomo  no  hay  medio  de  seguir  el  Juicio  cuando  una  de  las  partes 
tiene  en  su  poder  el  espe4iente  y  demora  el  devolverlo,  no  hay 
tampoco  medios  hábiles  para  impedir  que  la  malicia  de  alguno 
-de  los  litigantes  dilate  el  negocio  casi  indeíinidamente.  Usanse  es 
-verdad  los  apremios,  acúsase  la  rebeldía,  pero  los  que  conocen 
nuestro  foro  saben  bien  cuánta  es  la  ineficacia  de  estas  amo- 
nestaciones. Ni  aun  las  multas  que  se  imponen  á  los  procura- 
dores cuando  demoran  la  entrega  de  los  autos ,  son  bastantes  á 
veces  para  lograrla ,  porque  sucede  con  frecuencia  que  á  un  liti- 
gante perjudica  menos  el  pequeño  desembolso  de  la  suma  de  la 
multa,  que  dejar  seguir  al  negocio  el  curso  que  le  corresponde. 
Todos  estos  inconvenientes  cesan  coando  no  se  entregan  los  au- 
tos á  las  partes :  cada  uca  de  estas  puede  enterarse  perfectamen- 
te de  las  providencias  que  le  conciernen ,  y  de  lo  que  actúe  su 
contrario  por  las  cédulas  de  notificaciones  que  los  ugieres  dejen 
(sn  su  poder,  y  por  el  examen  que  puede  hacer  del  espediente 
original,  que  está  siempre  de  manifiesto  en  la  secretaría  del  con- 
sejo ,  para  que  los  litigantes  saquen  de  él  los  apuntes  que  les 
convengan  (art.  40).  Pero  al  mismo  tiempo  es  imposible  á  nln- 
-guno  de  aquellos  detener  á  su  antojo  el  curso  del  Juicio ,  porque 
»i  pasado  el  término  que  se  le  concede  para  contestar  á  algún 
escrito ,  no  lo  hace  sin  apremios  ni  acusaciones  de  rebeldía  ,  si-< 
gue  adelante  el  litigio ,  y  la  falta  de  contestación  solo  perjudica 
é  la  parte  morosa. 
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CAPITULO  VIII. 

DI  lit  MORBA*. 

85.  Después  que  el  consejo  ha  decidido  sobre  las  escepcio- 
nes  dilatorias,  y  que  cada  una  de  las  partes  ha  presentado  uno 
é  dos  escritos ,  según  la  naturaleza  dei  negocio  lo  exigiere,  se  dá 
por  terntinada  la  discDsion  escrita ,  y  se  nombra  ei  consejero 
ponente  que  ha  de  proponer  la  resolución  que  convenga.  Estia 
consejero  debe  elegirse  por  mayoría  absoluta  de  votos ,  sin  que 
ningOD  vocal  pueda  escusarse  de  serlo ,  sino  mediando  impedí* 
mentó  legítimo,  á  juicio  del  mismo  consejo.  En  este  estado  del 
negocio;  corresponde  decidir  bien  que  se  señale  dia  para  la  vista  j 
fiíllar  el  litigio ,  ó  bien  recibir  el  pleito'á  prueba  y  determinan*  ' 
do  lo  que  para  ella  haya  do  hacerse.  Bebe  resolverse  lo  prime- 
ro cuando  no  hay  ningún  hecho  controvertido  y  que  convenga 
esclarecer  ó  demostrar,  porque  en  este  caso  se  reduce  er pleito 
á  ana  mera  cuestión  de  derecho  para  cuya  decisión  basta  tener 
presente  la  ley  que  le  es  aplicable.  Pero  cuando  el  litigio  versh 
sobre  hechos  controvertidos  entre  las  partes,  y  cuya  verdad  por 
lo  tanto  es  necesario  esclarecer,  se  debe  recibirá  prueba  el  ne* 
godo ,  haciendo  todas  las  que  exij^a  su  naturaleza.  Por  eso  él 
consejero  ponente  después  de  examinados  los  autos  debe  propo- 
ner al  consejo  una  de  estas  resoluciones,  según  el  caso,  y  sien- 
do la  de  que  se  admita  á  prueba,  debe  proponer  al  mismo  tiem- 
X>o  las  diligencias  que  se  deban  practicar  para  verificarla ,  y  el 
término  que  se  puede  conceder  para  ella.  Este  término  no  puede 
esceder  nunca  de  treinta  días.  No  nos  atrevemos  á  decir  lo  que 
debería  hacerse  en  el  caso  en  que  fuese  indispensable  practicarr 
en  el  extranjero  ó  en  América  alguna  diligencia  de  prueba,  y  né 
bastare  el  término  de  30  dias,  pues  la  ley  parece  inflexible  acer- 
ca de  este  ponto*  £1  gobierno  debería  dar  sobre  ello  alguna  acla- 
ración. (Id. ,  art.  38). 

36;  La  prneba  que  proponga  el  consejero  ponente  puede  con- 
sistir en  que  las  partes  ó  alguna  de  ellas  juren  posiciones,  ó  en  que 
se  practique  información  de  testigos,  reconocimiento  de  peritos, 
lospeociOD  ocular  4  cotejo  de  documentos  y  cualquiera  otra  dill- 
geoda  protNitoria  que  sea  conducente  al  descolñrimiento  de  la 
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verdad.  £stas  diligencias  .{^juedeo.  practicarse  ante  el  Consejo  á 
faera  de  él.  £q  el  primer  caso  deben  hacerse  en  sesión  públícaí 
salvo  cuando  el  consejo  esjtime  necesaria  la  reserva.  Cuando  las 
diligencias  de  prueba  se  practicaren  fuera  de  la  audiencia ,  se 
harán  ante  el  vicepresidente  del  consejo » á  menos  que  estejuzgue 
cónf  enieote  asistir  á  algún  reconocimiento  ó  vista  ocular.  Perp 
si  fuere  necesario  practicar  lai?  pruebas  fuera  déla  capital ,  pue- 
de el  consejo  comisionar  para  que  las  reciba  á  los  jueces  de  prir 
ipefra  instancia  ó  los  alcaldes  de  los  pueblos.  No  es ,  sin  embar- 
go, necesario  que  tales  ditigeistias  se  practiquen  por  jueces  de- 
legados; pues  el  mismo  coxsejo  ó  su  vice-presidente  las  pueden 
ejecutar  en  persona,  siempre  que  lo  crean  necesario ,  y  á  veces 
ocurren  casos  arduos  en  que  conviene  se  boga  así.  Pero  cuando 
tos  jueces  de  primera  instancia  ó  los  alcaldes  obren  como  de- 
legados de  los  consejos ,  deben  sujetarse  en  sus  procedimientos 
á  las  disposiciones  del  reglamento  de  ].^  de  octubre  (art*  99). 

37.  Sabemos  ya  en  lo  que  puede  consistir  y  ante^iüénes  se 
deben  practicarlas  pruebas  en  los  negocios  administrativos:  aho- 
ra diremos  los  requisitos  y  solemnidades  con  que  eo  general  con- 
viene que  se  verifiquen.  En  toda  providencia  sobre  prueba  que 
haya  de  evat^uarse  ante  el  consejo ,  se  debe  señalar  el  dia  y  hi 
hora  en  que  aquella  debe  verificarse.  Este  señalamiento  deberá  ha- 
cerse co|ii  la  anticipación  que  el  consejo  estime  conveniente ,  á 
flú  dé  que  las  partes  se  preparen  para  asistir  provistas  de  los 
medios  que  necesiten  para  hacer  valer  su  derecho.  Todas  las  di- 
ligencias de  prueba  se  deben  hacer  saber  á  las  partes  eo  la  for- 
ma prescrita  por  el  reglamento  de  1 .«  de  octubre ,  esto  es,  por 
notificación  y  sin  aguardar  á  lo  que  en  los  Juicios  ordinarios  se 
Uáma  publicación  de  probanzas ;  porque  según  los  buenos  prin- 
cipios de  enjuiciamiento^  no  debe  ni  na  momento  ocultarse  á  un 
litigaute  lo. que  hace  el  otro  para  probar  la  Justicia  de  su  pre^ 
tensión.  Así  es  que  en  los  negocios  administrativos  pueden  las 
partes  enterarse  en  la  secretaría  del  consejo  de  todas  las.  actua- 
ciones de  prueba  que  hubiere  hecho  la  contraria »  para  promo- 
ver en  su  vista  las  actuaciones  necesarias  para  coritradecirla  ó  qui- 
tarla su  fuerza.  Si  la  providencia  de  prueba  se  dictare  en  rebel- 
dia,9,piiede  la  parte  á  q^uien  perjudica  solicitar  su  rescisión  en  la 
forma  y  términos  qae  se  dirán  n)a9  adelante* 

S8.    Hemos  enumerado  en  el  párrafo  86  las  diferentes  clases 
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4^  pfflBlM^4«e  Itofide.  proponer  el  consejero  poM|ito,  pero  solo 
pifr  itift  éi^^jenpid,  y  bo  porqoo  sean  ellas  las  únicas  que  pue- 
dan adoptarse.  En  el  foro  oirilaarlo  )asa  la  l^y  los  medios  de 
pratam  v  ^  ^^^^  ^^^  ^  Imposible  eo  la  práctica ,  á  menos 
d#eoaietfr  á  sabiendas  lejuslicias  de  gran  buho,  no  seobserra 
OÍ  lot  trilmnaies.  Como  ¡  no  eai^riUmoa^  filosofía  del  enjuicia- 
aiieiklía«  iro  no^  dejbenemos  á  demostrar  que  ta  tasación  de  la 
prceba  et  taa  d6  las  easas  mas  absurdas  é  impracticables  que 
han  Inventada  lo^legisladores*  Tasar  las  pruebas  quiere  decir 
^escribir  las  reglas  que  deben  guiar  i  los  Jueces  para  conocer 
la  verdad  délos  hecbos  ^quO  se  someten  á  su  JuioiOi  El  mejjsr 
compendió  éé  estas  reglas,  sería  un  tratado  de  l^ca.  Luego 
m  tratado-  de  efta  ciencia  sería  lo  ánioo  que  deberían  contener 
fulejés  que  tesbieran  de  tasar  las  pruebas ;  lo  cual,  como  se  yo, 
osabanrd*.  Porla  tante(^  el  reglamento  de  1."  de  octubre  no  tie- 
«fe  en  esta  parte  las  mismas^  pretensiones  que  las  leyes  de  Par* 
Mda,  y  se  limita  á-  habiaf.de  pruebas  en  general >- sin  decir  nun- 
ca en  Ib  qde  deban  consistir  estas.  El  reglamento  del  consejo 
9ét4  és  mas  explícito,  pues  ennaiera  los  principales  medios  de 
probanza,  acostumbrados  én  el  foro  ordinario)  pero  no  pone lí- 
lüité  é  ta  facultad  del  consejo  para  admitir  todas  las  diligencias 
probatorias  qoé  puedan  cóndodr  al  descubrimiento  de  la' verdad, 
ni  le  dá  regla  alguna  para  decidir  cuándo  debe  codsiderarse 
probad»  nn  béckm.  Así  débia  ser,  puesto  que  no  eaben  reglas 
generales  sobré  esta  materia ;  así  sucede  dé  hecho  en  h>s  tribu- 
Baleado  Jnstielat  y  así  es  hoy  de  derecho  en  lo»  tribonafes 
ádtoiéistratfwi.  Pero  esto  no  obsta  para  4ue  la  ley  é  la  jo- 
lisprtidenola  exija  ciertas  precaudones  y  re^isitos  en  el  uso  de 
los  medios  mss  comunes  de  probanza.  £1  reglamento  de  los  con* 
sejós-pnivinéiales  guarda  silencio  áobre  este  punto;  pero  no'  así 
•i  del  consejo  real ,  y  sus  prevenk^iooes  diebemos  Considerarlas 
eomó'  la  norma  más  segura  de  la  Jurisprudencia  que  boy  se  está 
ilímMmdi>en  loa  consejos  de  provindau  En  efecto  ¿qué  orden 
deberán  edtob*  guardar  en  la  admisión  de  las.  pruebas  mas  asna- 
léi  D0¡  didendo  nada  so  reglamento?  ¿El  de  his- tribunales  de 
JnSticinf  Asi  débeiser  en  muchos  casos^  eato:  es^  cuando  las  te- 
yea  adaitnlstttflvaa.ñp  éMpongan-otnií  éosa  con  arregianl'irtieo- 
tac- rr  441  inl80C<f6|^moiito«  tBero  mas^propio  y  ndttnndbi  nos 
pareee  el  dd  consejo  real  que  es  un  tribunal  de  la  misma  naturale* 
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ZB  que  tos  cóndeJosproTlticlales,  y  cu}'o  procedí  intento  se  ftinda 
en  mejores  príodplos  que  el  de  los  tribunales  ordinarios.  Hé 
aqni,  paes,  las  prevenciones  qae  deben  tener  presentes  diclM 
consejos  para  admitir  las  pruebas  en  los  litigios. 

39.  Las  posiciones  son  una  de  las  clases  de  probanzas  mas 
frecuentes.  Los  litigantes  pueden  pedirlas  despuea  de  contestada 
la  demanda  y  antes  de  verse  el  pleito  en  definitiva,  siempre  que 
se  refieran  á  hechos  concernientes  al  punto  litigioso.  También  se 
pueden  pedir  posiciones  antes  de  contestar  á  la  demanda ,  pero  es 
cuando  conducen  á  cerciorarse  el  demandado  de  la  aptitud  del  actor 
para  presentarse  en  juicio,  ó  delcarácter  ó  representación  con  que 
haya  de  litigar.  El  motivo  de  esta  diferencia  es  obvio:  mientras  no 
se  conoce  bien  el  punto  del  litigio,  y  esto  no  se  verifica  sino  después 
de  la  contestación ,  no  puede  saber  el  juez  si  las  preguntas  que 
comprenden  las  posiciones  conducen  ó  no  al  esclareciraiento  de 
la  verdad  que  se  busca.  Y  como  no  deben  admitirse  mas  posi- 
ciones que  las  que  tengan  esta  circunstancia»  es  claro  que  los 
consejos  no  podrán  conocer  si  las  que  presentan  los  litigantes 
son  pertinentes  mientras  no  haya  sido  contestada  la  demanda. 
Como  las  posiciones  que  se  refieren  á  la  personalidad  del  ^ctor 
no  se  hallan  en  el  mismo  caso,  pueden  pedirse  antes.  Así,  pues, 
no  se  pueden  pedir  posiciones  sino  sobre  hechos  concernientes 
al  punto  del  litigio  ó  la  personalidad  del  actor.  Tampoco  se  pue« 
den  pedir  otras  nuevas  sobre  hechos  que  hayan  sido  ya  objeto 
de  ellas ,  según  se  practica  en  los  tribunales  ordinarios. 

40.  Sabidos  ya  los  puntos  sobre  que  se  pueden  pedir  las  po- 
siciones, y  el  tiempo  en  que  se  pueden  solicitar,  veamos  ahora 
la  forma  en  que  deben  darse.  El  que  haya  de  ser  interrogado  debe 
ser  citado  con  la  debida  anticipación ,  la  do  un  dia  por  ejemplo, 
y  bajo  apercibimiento  deque  se  le  podrá  estimar  confeso,  si  no 
asistiéndole  justo  motivo  dejare  de  comparecer  á  declarar.  En  el 
consejo  real  es  práctica  que  la  parte  que  no  quiere  consignar  en 
escrito  las  posiciones,  reservándose  manifestarlas  en  el  acto  del 
interrogatorio,  puede  hacerlo  pidiendo  que  la  contraria  sea  cita- 
da al  efecto.  Guando  así  se  verifica ,  manifiesta  el  interesado  á 
ia  sección  de  lo  contencioso  en  el  mismo  dia  señalado  para  el  In- 
terrogatorio, las  posiciones  que  piensa  hacer:  la  seecion  enton- 
ces las  manda  escribir  é  interroga  sobre  ellas  si  son  pertiaenles 
y  admisibles.  Esta  práetiea  que  pudiera  adoptarse  eo  loa  eonse- 
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Jet  provinciales^  tiene  rail  ventajas  sobre  la  antigua.  Cuando  seco- 
monican  á  ia  parte  por  escrito  las  posiciones  sobre  que  ha  de  con* 
tMtar,  tiene  sobrado  tiempo  para  inventar  respuestas,  que  eludan 
tal  intención  de  las  preguntas ,  ó  que  frustren  el  objeto  de  la  po* 
tícion.  Pero  cuando  el  litigante  ignora  el  punto  sobre  que  vé  á 
ser  interrogado,  ven  el  momento  de  saberlo  no  tiene  tiempo  su- 
fleíCDte  para  preparar  la  contestación ,  ó  consultar  sobre  ella  á 
m  letrado,  es  mucho  mas  fácil  arrancar  ia  confesión  de  la  ver* 
dad.  Para  mas  esclarecerla^  debe  el  que  interroga  examinar  á  la 
parte ,  no  solamente  ai  tenor  literal  de  la  posición ,  sino  inda- 
gando todas  las  circunstancias  que  sean  conducentes  para  averi- 
guarla* Ei  Interrogado  debe  contestar  de  palabra  á  cada  pregua« 
ta ,  sin  que  se  le  permita  valerse  de  niagun  borrador  de  respues- 
ta ,  y  á  presencia  de  la  parte  contraria  si  esta  quisiese  asistir. 
No  haciéndolo,  y  no  siendo  conformes  las  posiciones  con  las  res- 
puestas ,  puede  celebrarse  careo  entre  ambos.  También  pueden 
las  mismas  partes  hacerse  las  preguntas  j  observaciones  recípro- 
cas que  Juzguen  convenientes  con  permiso  y  por  medio  del  con- 
sefero  que  presida  el  acto ,  pero  sin  atravesar  la  palabra  ni  in- 
terrumpirse. Concluida  la  diligencia,  debe  el  secretario  leer  su  de- 
claración ala  parto,  preguntándole  si  persiste  en  ella  é  tiene  algo 
que  añadir  ó  variar ,  y  si  añade  ó  varía  algo,  se  extisnde  á  con- 
tiauacion,  expresando  en  todo  caso  la  circunstancia  de  haber 
rahnsado  ó  no  podido  firmar  el  declarante. 

41.  ¿Y  qué  deberá  hacerse  cuando  sin  motivo  Justo  no  compa- 
Mciere  la  parte  que  lia  de  ser  interrogada,  ó  compareciendo  rehu- 
sare responder^  ó  respondiere  de  una  manera  evasiva  ó  ambi- 
goa?  Coando  esto  sucede  en  el  consejo  real ,  puede  este  estimar- 
la  confesa,  pero  no  creemos  que  los  consejos  provinciales  ten- 
gao  la  misma  facultad  no  habiéndosela  dado  expresamente  la  ley. 
La  Jorisprudencla  puede  introdueir  prácticas  de  mera  tramita- 
don»  pero  no  confiere  atribuciones  de  tanta  trascendencia  como 
la  á  que  aludimos.  Por  lo  tanto,  cuando  el  caso  propuesto  se  ve- 
rüiqtte,  el  consejo  lo  tendrá  en  cuenta  para  Juzgar  de  la  buena 
fé  de  ia  parte  que  se  negó  á  declarar ,  y  en  cuanto  á  lo  demás 
dabea  tenerse  por  no  hechas  las  posiciones.  Pero  si  la  parte  no 
eompareeiere  por  achaque  ó  enfermedad  grave  que  se  lo  impida, 
pwde  trasladarse  á  su  casa  el  consejero  que  liaya  de  interrogar- 
la acompañado  de!  secretario ,  y  recibir  la  declaración  en  pre- 
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seúda  ó  ftiera  de  la  priBéeñ'cfiBi'dé  fá  parte  contraria,  Mgaalo 
aeooscijarea  Ib8  drcvnstanoias.  SI  al  trariadarea  el  «oMflfeqo^á 
casa  de  la  parte,  averiguare  que  ha  podido  .compaÑoer;'  qau 
engañó  al  icensejo  pretestatido  enfermedad,  deberá  diferirse  el 
interrogatorio  para  otro  dia ,  y  el  litigante  qae  aaí  felta  á  la 
verdad  puede  ser  condenado  en  una  tpulta.  Si  el  litigante  qoe 
há  de  ser  interrogado  residiere  fuera  de  la  capital ,. debe: U> 
brarBÓ  despacho  con  los  insertos  neeesarios,  paca  que  e|  joesd 
el  alcalde  del  pueblo  en  que  se  hallare  haga  el  interrogalDiiff. 
Los  funcionarios  públicos  que  representen  á  la  admlnlsIrtoiMt 
deben  contestar  á  las  posiciones  por  via  de  infera».  . 

'42.  Para  ejecutar  coa  el  debhlo  «cierto  la  prueba  de  tes- 
tigos, debe  expresar  la  provldetícia  en  que  se  admitaios  hetíboi 
precisos  y  conducentes  sobre  qne  debe  recaer.  De  este  mede  .se 
evitan  diKgenclas  inútitesv  y  no  se  pierde  el  tiempa  en  averigua»: 

* 

clones  Impertinentes.  También  convendría  que  cQp  la«debidiK.aa- 
ticipacion  se  pusiese  de  manifiesto  en  la  secretaría  una  lista  ea» 
presiva  délos  nombres^  profesión  y  demicliiode  ios  testigos 
presentados  por  las  partes,  á  fin  de  que  cada  soa  de  eilas  ppoda 
desde  luego  averiguar  las  tachas  queí tengan. loa  de  la  coi|trai¡iiiy 
las  pueda  alegar  en  tiempo.  El  testigo  que  se:  niega  i^. declarar 
puede  ser  obligado  á  ello  con  penas  arbitrarias*  Ea  el  eonsiyá 
real  no  son  admitidos  como  testigos  los  ascendientes»  desee^t 
dientes,  hermanos,  cónyuges,  ttos  y  sobrinos  por  ponaan^oinel^ 
dad  ó  afinidad  de  alguna  délas  partes;  pero  toi  consejas pF04[ÍB- 
crales  deben  atenerse  en  esta  parte  á  lo  que  dlspoqe  él  dereeho 
común,  sin  peijuich) de  caHflcar  después,  segott  las  rf)glas4e^la 
sana  crítica,  las  circunstancias  conducentes  á  corroborar^  dlsWU 
nuir  la  fuerza  probatoria  da  sus  declaraoioaes.  .  :> 

48.  El  día  señalado  para  el  «xáoseode  Ios-testigos  debe  leer 
el  secretario  en  audiencia  pubiiéa,  pero  no  en  presencia'  de* lea 
mismos  testigos,  él  auto  de  prueba  en  que  se  expresan*  loe  be^ 
chos  sobre  que  han  de  recaer  las  declaraciones  ^  á'fln<  ée  i|ue  las 
partes  den  si  pueden  sobre  ellos  las  explicadenes  quase  estimen 
hecésarias.  Be  este  modo^  ni  al  público  ni  á  los  Jueces  debeipie» 
dar  duda  alguna  sobre  la  intención  de-ias  preguntas  qu^  se.  li»* 
gan  á  los  testigos ,  y  pueden  }oEgar  con  mas  acierjto  de  la  ftiena 
y  valor  de  sus  eontestacienesé  Los  testigps  deben  ser  examina^ 
dos  en  seguida  separada-^y  3ueeBlvame«te^  empesanda  por  Ih 
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del  actor  ó  los  de  la  parte  que  sastentare  los  hechos  controver- 
tidos, j  ootieluyendo  por  los  que  piegaen  ó  ro'odifiauep  ^^tq^ 
hcebos.  Cada  testigo  debe  ser  preguntado  primero)  po^.  so  oono- 
bre^  apellido,   edad,  estado,  profesfon  y  domicilio:  Ihcj^^  si 
es*  pariente,  y  en  qué  grado  j  de  alguno  de  los  litigantes: ^^Sr 
pues  y  si  es  criado  suyo  ó  doméstico ,  ó  si  es  acreedor  ó  jj^o^r 
suyo,  oblen  si  tiene  alguna  otra  relación  con  alguno  de  ellof ,  jr 
últimamente  por  los  hechos  que  spn  objeto  del  litigio.  Tampor 
cb  debe  permitirse  á  los  testigos  que  ^e  valgan  para  conteajaf  4^ 
ntngtiD  borrador  de  respuesta.  Las  partes  les  puedei^  baqer  1^ 
preguntas  y  obseryaciones  que  juzguen  convenientes,  p^ro  i{in  in« 
terrampirlos  y  eon  el  permiso  y  por  roe4iQ  dej  que  pre¿4e  el 
acto.  Ck>iiclnida  la  declaración  debe  leerla  el  secretario  ai  testir 
go,  preguntándole  si  tiene  algo  que  añadir  ó  VEiri^r,  y  variép- 
dolo  6  añadiéndolo  en  la  foripa  que  dijimos  al  l^ahlar  de  las  p()« 
sfciooes.  Los  testigos  cuyas  declaraciones  parezcan  contradicto- 
rias, podrán  carearse  eq  el  acto  ó  después.  Los  qpe  fueren  citf* 
dos  para  nn  dia  ^  no  se  les  pueda  tomar  declaración  ffí  él,  (|^- 
ben  ser  Interrogados  en  el  inrnediato,  sin  necesida4  d§  ni|eya4^- 
tacion.  Los  que  sé  halleq  en  peligro  de  muerte  <S  ^  P^otq  ó^e  as- 
sentarse  á  tierras  lejanas ,  pueden  ser  examinados  aun  antc^  que 
se  proponga  la  demanda ,  y  aun  sin  citación  pontrari^i  si  i||])^ii3- 
re  peligro  en  laderfiora.  Cuando  convenga  examin^if  9:1  testigo  ^n 
d  ñiismo  lugar  á  que  se  refiere  su  testimonio,  debe  sfur  cqndur 
cido  á  él  é  interrogarlo  en  presencia  de  íos  logares  á  qqe  se  ri- 
flera. Si  él  testigo  estuviere  enfermo,  puede  ser  examtqado  en 
sQ  casa  y  y  si  ausente,  por  medio  de  despacho,  todo  en  la  f9rqa4 
y  términos  prescritos  paralas  posiciones.  Cuando  se  provfio  aif^o 
mandando  exhortar  á  un  juez  ó  alcalde  p^r^^  que  to(ae  uqa  d^^* 
elaradon^  pueden  la^  partes  designar  personas  dqmi^ji^^s  q|i 
el  logar  é  donde  se  dirige  el  despacho  p^fa  qne  la^  ''cprffWtflB 

en  las  actuaciones  que  hayan  de  seguirse.  

44  i  Ordénase  la  prueba  de  peritos  siempre  que  hay  que  re- 
conocer áígun  objeto  del  cual  no  pueda  juzgarse  con  aeJefU)  ^^ 
la  ayuda  de  ciertos  conocimientos  especiales.  En  ^te  c^j  d^t^ft 
el  eonsejodesignar  con  toda  precisión  el  objeto  sobre  eteml  ht^i 
db  recaer  el  reconocimiento  facultativo.  En  los  trib^pajffi  ^¿ir 
Darlos,  cuando  se  manda  hacer  esta  clase  de  prue^,  e§4a  m^ 
de  las  partes  notnbni  up  perito,  y  si  hyibier9  ^itlfo^dlQ  ^re4|^ 
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dos  nombrados^  se  elige  udo' tercero  que  la  dirima  por  acuer- 
do de  las  mismas  partes.  Este  nuevo  procedimieato  podría  evi- 
tarse ganando  tiempo  y  aiiorrando  gastos,  si  desde  luego  nom- 
brasen las  partes  tres  peritos  ó  uno  solo,  para  que  ó  no  baja 
discordias  en  sus  pareceres,  ó  si  la  bay  la  dirima  desde  luego 
la  mayoría.  Cuando  las  partes  no  iiacen  este  nombramiento,  de- 
be el  consejo  bacerio  de  un  solo  perito  si  el  objeto  litigioso  foe« 
se  de  poco  valor,  y  de  tres  si  fuese  de  un  valor  considerable. 
Los  peritos  nombrados  por  las  partes  no  pueden  ser  recusados 
sino  por  causas  posteriores  á  sus  nombramientos:  los  que  nom- 
bra el  consejo  se  pue'den  recusar  también  por  causas  anteriores. 
Las  causas  legítimas  para  recusar  á  los  peritos,  deben  serlas 
mismas  que  se  admiten  en  los  tribunales  ordinarios. 

45.  Los  peritos  pueden  dar  su  dictamen,  ó  eQ  el  acto  mis- 
mo del  reconocimiento  ó  después  de  él,  según  fuere  el  objeto 
examinado.  Si  sucediere  esto  último,  debe  ser  examinado  el  pe- 
rito acto  continuo  del  reconocimiento,  á  fin  de  que  no  olvide  las 
especies  que  baya  podido  aprender ,  y  en  la  misma  forma  pres- 
crita para  los  testigos  en  los  §§.  42  y  43.  £1  consejo  es  quien 
debe  decidir  en  nuestro  concepto,  si  se  ba  de  dar  de  palabra  ó 
por  escrito  el  informe  pericial;  y  para  resolver  lo  uno  ó  lo  otro, 
basta  que  tenga  en  cuenta  la  naturaleza  del  objeto  reconocido. 
Deben  exigirse  informes  verbales  siempre  que  sean  posibles  pa- 
ra evitar  de  este  modo  el  abuso  que  hoy  cometen  muchos  peri- 
tos eludiendo  las  respuestas  categóricas  que  se  les  piden ,  y  ellos 
pueden  darlas,  por  no  indisponerse  con  las  partes.  El  informe 
escrito  se  presta  mucho  mas  que  el  oral  á  la  conservación  de  es* 
te  deplorable  abuso.  Pero  como  quiera  que  en  muchos  casos  es 
necesario,  deben  tomar  los  consejos  las  precauciones  convenien- 
tes para  que  exprese  fielmente  la  opinión  del  que  lo  dá ,  y  sea  lo 
mas  acertado  posibie.  Por  eso  los  peritos  no  deberían  extender 
su  dictamen  sino  después  de  haber  conferenciado  entre  sí :  es- 
te dictamen  debe  comprender  su  juicio  motivado,  y  en  caso  de 
discordia  el  de  cada  uno  por  separado.  Cuando  un  perito  disiente 
déla  mayoría,  puede  si  quiere  extender  aparte  su  dictamen  de  su 
puño  y  letra.  El  de  la  mayoría  ó  el  de  todos,  debe  extenderlo 
uno  de  los  mismos  peritos,  y  si  ninguno  de  ellos  pudiere,  el  se- 
.cretario  del  consejo.  La  diligencia  de  la  entrega  del  dictamen  pe* 
ridal  f  debe  ser  firmada  por  el  perito  que  la  haga  y  por  el  secre- 
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tario.  Eldictámeo  deben  firmarlo,  si  saben,  todos  los  peritos  qne 
lo  den.  Cuando  el  consejo  lo  estime  necesario,  puede  hacer  com- 
parecer á  los  peritos  para  que  den  explicaciones  verbales  acerca 
de  su  informe  escrito ,  y  puede  ordenar  asimismo  nuevos  reco- 
nocimientos siempre  que  los  estime  conducentes. 

46.    Las  escrituras  auténticas  y  los  documentos  reconocidos^ 
hacen  plena  fé  siempre  que  son  útiles  para  la  decisión  del  nego- 
cio y  la  parte  á  quien  perjudican  no  los  redarguye  de  falsos.  Eo 
los  tribunales  ordinarios  se  cotejan  y  compulsan  todas  las  escri- 
turas que  se  presentan  y  han  sido  sacadas  sin  citación  de  la  par- 
te contraria,  aunque  esta  no  ponga  en  duda  su  autenticidad.  Se- 
mejante diligencia  es  inútil  á  menos  que  suceda  una  de  estas 
tres  cosas:  1.*  que  una  de  las  partes  sostenga  la  falsedad  de  la 
escritura:  3.*  que  tratándose  de  un  documento  privado,  la  par- 
te á  quien  se  atribuye  niegue  la  firma  y  letra;  3.»  que  una  de  las 
pa'rtes  no  reconozca  como  escrito  6  firmado  de  puño  de  su  cansante 
ó  de  un  tercero  el  documento  privado  que  á  uno  de  ellos  se  atribu- 
ya. Pero  cuando  nada  de  esto  sucede,  ¿qué  necesidad  hay  de  gas- 
tar tiempo  y  dinero  en  cotejos  y  comprobaciones  innecesarios? 
Si  el  documento  que  se  presenta  en  unos  autos  tiene  algún  de- 
fecto que  le  quita  su  fuerza ,  ¿  no  tendrá  buen  cuidado  de  mani- 
festarlo la  parte  á  quien  perjudica?  Pero  si  uno  de  los  litigantes 
sostuviere  que  los  documentos  presentados  por  su  contrario  se 
hallan  en  alguno  de  los  tres  casos  expresados  arriba ,  y  el  que 
los  presentó  Insiste  en  servirse  de  ellos  como  auténticos ,  enton- 
ces debe  mandar  el  consejo  al  acosador,  que  explique  los  funda- 
mentos que  le  inducen  á  argüir  de  falso  el  documento  ó  no  re- 
conocerlo por  auténtico,  y  qué  cíase  de  falsedad  es  la  que  le  atri- 
boye.  Haciéndolo  así ,  debe  entregarse  el  documento  en  cuestión 
al  secretario  para  que  lo  custodie,  y  aun  convendría  que  antes  lo 
reconociese  el  consejo  haciendo  constar  por  diligencia  el  estado 
material  en  que  se  encuentre,  las  enmiendas,  entrerrenglonadu- 
ras y  raspados  que  en  él  se  adviertan ,  y  rubricando  todas  ¡tos 
hojas  el  ponente  y  las  partes  ó  sus  apoderados.  Hecho  esto  de* 
be  mandar  el  consejo  que  las  partes  produzcan  los  documentos 
y  articulen  los  hechos  conducentes  para  probar  la  autenticidad 
ó  falsedad  del  impugnado,  y  que  señalen  las  escritoras  que  pue- 
dan servir  para  el  cotejo.  Traídos  al  consejo  todos  los  documen- 
tos concernientes  al  asunto  de  que  se  trata,  y  tomados  ios  iofor- 
Tomo  n.  ai 


mes  necesarios,  dá  su  dictamen  sobre  ellos  el  ponente,  y  el  consejo 
en  audiencia  pública,  oyendo á  las  partes  si  lo  cree  necesario,  y 
teniendo  á  la  vista  todos  los  documentos ,  pronunciará  en  favor 
ó  én  contra  de  la  autenticidad  del  impngqado,  admitiéndolo  ó 
desechándolo  del  proceso.  Si  las  partes  no  hubieren  estado  con* 
formes  en  la  designación  délos  documentos  que  hubieran  deser- 
vir p£(ra  el  cotejo ,  el  ponente  con  aprobación  del  consejo  seña- 
lará como  indubitados  para  la  comprobación  los  documentos  au- 
ténticos, los  privados  reconocidos  por  las  partes  y  aun  el  mis- 
itao  iippggnado  en  la  parte  en  que  no  hubiera  sido  argüido  de 
falso.  K  falta  de  documento  con  que  hacer  el  cotejo  la  parte  é 
quién  se  atribuya  lo  escrito  en  el  impugnado,  ó  la  firma  que  U 
autorice,  debe  Fcr  requerida  por  el  ponente  á  escribir  en  el  acto 
lo  que  se  le  dictare ,  y  si  se  niega  á  hacerlo,  bien  se  le  puede  te- 
nei'  por  confesa.  Guando  estos  medios  de  comprobación  no  pn* 
dieren  emplearse  ó  no  fueren  suficientes,  pueden  osarse  cuales- 
quiera otros  que  se.  estimen  conducentes,  como  prueba  de  testi- 
gos, examen  de  peritos  nombrados  de  oficio  y  cualquier  otro  gé* 
ñero  de  probanza.  Si  de  estas  diligencias  resultaren  indicios  acer- 
ca de  los  autores  ó  cómplices  de  |a  falsedad,  y  estos  vivieren  y 
jfüere  necesaria  de  decisión  previa  del  expediente  criminal  para 
fallar  el  proceso  civil ,  debe  suspenderse  su  curso  bástala  termi- 
nación de  aquel.  En  todo  caso  debe  pasarse  al  jvez  cooop^tcpte 
el  ianto  de  culpa  que  resulte  de  las  declaraciones  sobre  la  <ai- 
sedad. 


(Se  continuará^. 
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Lák  orgaoizadoD  dada  ai  ministerio  fiscal  por  los  deeretos 
de  1844,  fué  sin  dada  un  gran  paso  en  la  sienda  de  Ta  refbrmá 
Judielal.  Aquellos  deeretos  dieron  ciertamente  ác&te  ministerio  la 
«Bidad  qoe  necesita  para  uniformar  la  administración  de  Justicia, 
7  eomunicarle  una  acción  mas  rápida  y  constante ,  pero  no  le  re-^ 
Yistieron  de  toda  autoridad  qoe  eiigia  en  una  buena  organización 
judicial.  Por  eso  d^sde  entonces  se  han  dictado  medidas  diferen« 
tea,  eon  objeto  de  ensanchar  cuanto  era  posible  las  atribocionds 
fisesJea;  pero  como  para  que  estas  ta  vieran  toda  la  extensión  in* 
dispeosaUe  y  se  necesitaba  variar  completamente  así  lás  otras 
partes  de  la  organización  Judicial  como  el  sistema  de  procedi- 
mientos ,  las  refdrmas  que  hasta  ahora  se  han  hecho  sobre  este 
punto  han  sido  insuficientes.  Mientras  que  los  promotores  iOs- 
eales  no  tengan  una  intervención  directa  y  forzosa  con  los  su- 
marlos de  las  causas ,  y  no  se  adopten  las  providencias  qué  son 
d  resultado  de  la  aplicación  de  este  principio,  no  se  habrá  llegado 
al  grado  de  perfección  que  cabe  en  este  punto. 

Pero  como  este  no  puede  hacerse  mientras  no  varíe  radical- 
mente todo  el  sistema  de  nuestros  procedimientos,  todo  lo  mas 
á  que  puede  aspirarse,  es  á  que  el  mioisterio  fiscal  procure  por 
medios  no  muy  eficaces  que  están  á  su  alcance ,  la  correcciop  de 
ciertos  abusos  que  se  nbtau  en  la  administración  de  Justicia. 
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Tal  68  el  objeto  de  la  circular  que  en  26  de  agosto  ha  dirigido 
el  fiscal  del  Tribanai  Supremo  álos  fiscales  de  las  audiencias.  Es 
de  elogiar  ciertameate  el  celo  de  aquel  ilustrado  funcionario,  pero 
por  desgracia  lo  que  ha  hecho  no  es  bastante  para  corregir  todos  ios 
abusos  que  se  deploran.  Con  una  mala  organización  judicial,  con 
un  pésimo  sibtema  de  enjuiciamiento  y  con  curiales,  que  por 
Interés ,  por  ignorancia  ó  por  indolencia  se  oponen  á  toda  in- 
novación y  á  todo  lo  que  no  sea  conservar  lo  existente,  ¿qué 
pueden  valer  el  celo  y  la  actividad  de  unos  pocos  funcionarios  sin 
la  autoridad  necesaria  para  enmedar  envejecidos  yerros?  Por  eso 
no  nos  hacemos  ilusiones  acerca  del  resultado  que  ha  de  dar  á 
la  administración  de  justicia  la  circular  de  que  tratamos;  mas 
no  se  infiere  de  aquí  que  la  creemos  sin  ninguna  importaocia, 
ni  mucho  menos  que  desaprobamos  el  pensamiento  que  la  ha 
dictado.  Medidas  de  esta  clase  son  siempre  útilísimas,  porque 
si  no  remedian  todo  el  mal  lo  combaten  y  extirpan  una  parte  ai 
nenos. 

Hé  aquí  los  principales  abusos  cuya  corrección  tiene  por  ob* 
Jeto  la  circular  de  que  tratamos : 

1.^  Como  ia  organización  de  nuestra  policía  dista  mucho  de 
la  perfección  de  que  es  susceptible  y  que  ha  alcanzado  en  otros 
países ,  la  noticia  de  ios  delitos  que  se  cometen  no  llega  siempre 
á  los  jueces  con  ia  prontitud  necesaria,  para  que  aprovechen  to? 
dos  los  medios  de  indagación  que  ofrece  un  hecho  en  el  momen- 
to en  que  se  ejecuta,  ó  poco  tiempo  después.  De  aquí  resulta,  que 
cuando  el  Juez  comienza  las  diligencias  del  sumario ,  han  des- 
aparecido los  autores  del  crimen,  tomando  las  precauciones  con- 
venientes para  impedir  la  averiguación  de  la  verdad ,  es  difícil 
hallar  los  testigos^  y  quizá  se  ha  ocultado  también  el  cuerpo  del 
delito.  Para  obviar  estos  inconvenientes,  dispuso  .ei  reglamento 
de  los  Juzgados  de  primera  instancia  en  su  artículo  34 ,  que  los 
síndicos  de  ios  ayuntamientos  noticiaran  á  los  promotores  fiscales 
cualquier  hecho  criminal  de  que  tuvieran  conocimiento,  bien 
por  ciencia  propia  ó  por  haber  oído  hablar  de  él.  Pero  esta  dis- 
posición apenas  se  observa  en  ninguna  parte,  porque  aunque  los 
síndicos  tienen  muchos  medios  de  saber  los  delitos  que  se 
cometen  en  sus  respectivos  pueblos,  consideran  como  cosa 
odiosa,  y  á  veces  como  ocasión  de  peligro  para  sus  personas,  el 
revelarlos»  No  recibiendo  por  otra  parte  retribución  alguna  del 
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desempeño  de  su  cargo,  ni  tienen  interés  en  mostrarse  celodos 
sobre  este  punto ,  ni  tiay  tampoco  medios  adecuados  de  obligar- 
les á  que  lo  sean;  de  todo  lo  cual  resulta  que  el  medio  ideado 
por  el  reglamento  de  ios  juzgados  para  promover  el  decubrimien- 
to  de  los  delitos ,  es  completamente  ilusorio.  Para  lograr  que 
los  síndicos  cumplan  con  esta  obligación ,  dispone  la  circular  que 
los  promotores  fiscales  les  admitan  partes  verbales ,  les  prome- 
tan guardar  reserva  siempre  que  la  pidieren,  y  simplifiquen 
cuanto  sea  posible  su  correspondencia  secreta.  ¿Será  esto  reme* 
dio  suficiente  ?  Mucho  lo  dudamos.  Parte  por  preocupaciones  ' 
infundadas,  parte  por  un  temor  muy  legítimo,  liay  entre  nos- 
otros ana  aversión  decidida  á  declarar  lo  que  se  sabe  en  las  can' 
sas  criminales.  Esta  aversión  no  se  vencerá ,  por  mas  que  se  pro- 
meta á  los  síndicos  guardarles  el  secreto ,  aunque  la  circunstan- 
cia  de  admitirles  partes  verbales  decidirá  á  muchos  á  revelar  he- 
chos  criminales  que  tal  vez  no  habrian  manifestado  nunca  por 
escrito  y  bajo  su  firma.  Esta  es  la  ventaja  que  esperamos  de  la 
segunda  disposición  de  la  circular. 

2.^    Cuando  los  jefes  políticos  ó  los  alcaldes  tienen  noticia  de 
algún  hecho  criminal ,  practican  las  primeras  diligencias  para  su 
averiguación ,  y  lo  comunican  al  juez  de  primera  instancia  resr 
pectivo.  Este  forma  el  sumario,  y  antes  de  concluirlo  lo  pasa  al 
promotor  fiscal  para  que  diga  si  conviene  practicar  alguna  dili- 
gencia omitida.  BesoUa  de  aquí,  que  habiendo  muchas  diligen- 
cias que  no  pueden  practicarse  sino  poco  después  de  la  perpe- 
tración del  delito,  si  el  juez  omite  alguna  de  estas ,  ya  el  fiscal 
DO  puede  pedir  su  ejecución  cuando  recibe  el  proceso.  De  este 
modo  el  examen  que  hace  el  fiscal  del  sumario  antes  de  su  con^ 
clusion,  no  conduce  sino  á  que  se  practiquen  las  diligencias  omi- 
tidas que  pueden  verificarse  en  todo  tiempo,  pero  no  aquellas  que 
no  se  pueden  ejecutar  sino  en  una  época  dada,  como  la  autop* 
sia  de  un  cadáver  y  otras  semejantes.  En  Madrid  no  esiste  del 
todo  este  mal,  porque  el  jefe  político  remite  paite  diario  al  mi- 
nisterio fiscal  de  los  excesos  ó  delitos  que  se  cometen,  con  cuya 
noticia  pueden  los  promotores  activar  la  formación  de  causas 
y  pedir  en  su  día  las  diligencias  que  estiman  convenientes.  El 
fiscal  del  Tribunal  Supremo  encarga  por  eso  á  los  fiscales  délas 
audiencias  que  exciten  el  celo  de  los  jefes  políticos ,  para  que 
ellos  en  las  capitales ,  y  los  comisarios  en  los  distritos ,  comunl- 


1^  i¿  SiilcAo  vimÉál^o. 

4ttMi  (Mkrt^  dé  Wk  delitos  (fué  éé  cometan  á  tos  fisciiteá  it  aú- 
diéúdáts  ré&jiefétlvos  ó  á  lóíi  ^roxnotoires  eá  su  caHO.  Asi  podrán 
éátos  eta  todái  partea  promover  la  formación  de  cansa  por  todo 
delito  6  letcé^ó  que  lo  feqoletá,  y  daodo  conocimiento  de  elloá 
roa  flscraleft ,  jr  listos  al  dd  Trfbnnal  Supremo ,  ejercer  este  la  alta 
üíBpeécion  qué  ló  eHá  encomendada  sobre  la  administración  de 
JUálSda  en  todio  d  reino. 

3..^  Los  alcaldes  son  por  to  cOmon  <úsSos  instructoreis  áe  pro- 
éitods.  íio  estando  retribuidos  pók*  el  desem(»eño  de  éita  obliga- 
cTOD ,  f&Uaiés  ano  de  loé  motivos  que  podrían  ftespiertar  su  celo. 
ErtAndo  áderiiás  relációnadés  con  todas  las  personas  dé  sú  pue- 
ílo,  sobré  todo  si  es  corto  su  vecindario,  tienen  en  mucbas 
cicartottes  rasónos  poderosas  para  ser  negligentes ,  ora  por  el 
tebor  qué  les  inspiran  los  criminales  que  pueden  tomar  mas 
taíriie  vebgsínzá  de  ellos ,  ora  'poir  la  comparslon  que  dlspeu- 
stíá'  á  perdonas  qué  conocen  y  t^on  quienes  estíin  telactonados. 
Tfklmdtmütíté ,  ios  aléaFdes  no  sfefndo  letrados  por  io  geñeVaf ,  ca- 
recen de  los  conocimientos  necesarios  para  instruir  acertadamen* 
té  uá  phiíeesó.  Y  cómo  las  i[>rimera^  diligencias  de  un  sumario 
suelen  ier  \ú  mas  importantes ,  porque  deciden  al  cabo  del  re- 
sullEado  del  Juicio,  la  tnala  instrucción  que  le  dan  los  alcaldes, 
Viene  i  ser  dé  una  trascendencia  perniciosa.  Este  mal  no  se  re« 
lAediafá  por  completo  basta  qué  Vatiaudo  nuestra  orgautzacíon 
JttJMefal  is6  prive  á  los  alcaldes  de  las  atribuciones  Judiciales  que 
líOy  éjer^éb;  ptro  étftretanlo  el  único  modo  de  disminuirlo  es 
procurar  que  los  procesos  obren  en  áqueílos  funcionarios  legos 
d  ftfeflM  ttómpo  que  sea  posible ,  y  se  pasen  pronto  á  los  Jueces 
de  priáíérainaítancia.  Con  este  objeto  encárgala  circulará  los  fls- 
cáM^  qué  hagan  que  los  promotores  por  todos  los  medios  que  estén 
áisu  alcance  exciten  el  celo  de  ios  Jueces  para  la  pronta  reclama- 
el  Jñ  de  las  causaa,  jr  en  las  de  gravedad  para  la  trasTaclon  de  los 
itelsmcf^ál  ttf^ar  dónde  se  hubiese  cometido  el  delito.  Y  como  ios 
(romotofes  no  tienen  por  la  ley  toda  la  intervendon  que  debieran 
eñlós  Btfmariós,  resultando  de  aquí  que  cuando  los  reciben  no  pue- 
deir  enmendar  todos  los  yerros  cometidos,  les  encarga  la  circular 
quesecOníStítdyan  al  lado  de  los  jueces  cuaudo  estos  vayan  al  higaf 
d^l  Sélfto,  auxiliándoles  con  sos  consejos  si  se  ios  pidieren ,  y 
éí^trodátido  directamente  á  la  acción  judicial ,  con  la  interpdsi- 
ctdn  dé  su  ministerio,  fota  especie  de  intervendon  no  enmeo* 


GtBCULAR  DEt  FISCAL  DBt  TRIBUNAL  SUPBVMO.        Wé 

dará  por  completo  el  defecto  qué  se  nota  en  está  parte  de  nuestro 
orden  de  enjuiciar,  porque  los  promotores  no  pueden  dar  con- 
sejos á  los  jueces  sino  cuando  estos  se  los  piden ,  ló  cual  jsignifl- 
ca  qué  no  pueden  reclamar  formalmente  la  práctica  de  ninguna 
diligencia  hasta  que  esté  á  punto  de  terminarse  el  sumario^  pero 
abre  al  menos  un  camino  para  asegurar  el  acierto  de  los  jueces, 
y  prepara  el  que  conduce  á  la  reforma  que  ha  de  dar  interven- 
ción legítima  ¿I  ministerio  fiscal  en  todos  los  actos  del  proceso. 
4. o    En  cumplimiento  de  lo  que  está  mandado  por  real  orden 
de  6  de  febrero  y  otras  disposiciones  posteriores ,  los  fiscales  de 
las  audiencias  envian  al  del  Supremo  una  comunicación  especial 
sobre  cada  uno  de  los  delitoís  cuya  averiguación  promueven  ellos 
ó  los  promotores  fiscales.  Esta  manera  de  dar  los  partes  dificulta 
los  trabajos  de  clasificación  que  debe  hacer  el  fiscal  del  Supremo, 
para  juzgar  del  estado  de  la  administración  de  justicia.  iPara  fa- 
eUitarlos  sin  duda  dispone  la  circular  que  en  vez  cíe  una  comuni- 
cación para  cada  caso  ó  delito  envíen  los  fiscales  tres  estados  los 
dias  10,  20  y  último  de  cada  raes  ,  y  en  que  por  partidos,  ob;; 
servéndosp  en  la  relación  de  estos  el  orden  alfabético  ,^  se  expre- 
sen sncintaroeñte  los  partes  de  los  promotores  sobre  delitos  co- 
metidos 6  causas  formadas  durante  dichos  períodos,  ó  de  no  ba- 
bér  ocurrido  novedad.  De  esta  regla  se  exceptúan  los  incidentes 
nota1>le^  ó  decisiones  finaleá  de  las  causas ,  los  cuales  se  deben 
comunicar  desde  luego. 

6.*  También  intervienen  los  fiscales  en  los  pleitos  dé  Incor- 
poración y  reversión ,  los  relativos  á  mostrencos,  tanteos  de  ofi- 
cios enagenados,  capellanías  colativas  de  sangre,  y  en  toftóé 
aqufillos  en  cuya  decisión  se  interesa  directamente  el  Estado,  tls 
Igualmente  prolijo,  dando  lugar  á confusión ,  el  dar  partes  espe- 
ciales de  cada  uno  de  estos  pleitos ;  por  lo  ctíal ,  salvo  los  Inci- 
dentes notables  y  las  resoluciones  definitivas  que  deben  comuni- 
carse desde  luego,  dispone  la  circular  que  sean  mensuales  los 
partes  que  se  den  de  estos  negocios.  ^ 

6.«*  Como  los  promotores  fiscales  están  autorizados  para  ha- 
cer consultas  verbales  ó  por  escrito  á  los  fiscales  de  quienes  de- 
penden ,  sucede  á  veces  que  si  cometen  una  falta  en  el  segui- 
miento de  un  proceso,  se  disculpan  con  el  fiscal  que  se  la  Acon- 
sejó, y  este  á  su  vez  descarga  sobre  ellos  su  responsabilidad.  íaA 
que  en  todo  tlenipo  conste  quién  es  el  responsable,  deten  lo6  flsélí- 


íl^  pgMfc^  ^^^fribansl  Supremo  las 

^  fiffíf^^^JlrtMfal&r  hubieren  hecho  i 

S'  ^^^^'^^f'^i^^^^jljtífusasáeqxieáen  cuenta 

f  ^^^  ^Z^''^^^  ''''rJ^de^^os  de  nuestro  enjuicia^ 

^ar^^^  los  ^^^  ^^safteú  las  causas.  Pero  no  siem- 

^^'^  ^Tdil»^^'^ ^^A^áe\ flí'S'"^ sistema  de  enjuiciar,  sino 

ip^^l^e  ^^  '^"^^iaeces  ó  de  la  malicia  de  los  curiales.  En 

p^  ^^^ig^^^  ^^rt^  y  ^^  '**  causas  en  que  hay  acusador, 

^^^i  Jt^  ^^A  ^5íie/e  ser  correctivo  suficiente  de  estos  abusos; 

^' ^ter^  ^"^Üeesos  eo  qo©  uo  hay  mas  interés  particular  que  el 

^¿3  ei^  ^^  ^  asado»  sin  recursos  para  denunciar  las  injusticias 

je  /ii^^'^^  '  se  cometen,  no  es  tan  fácil  el  remedio.  Uno  esta- 

aac  ^^  ^  0/«r  ^Q^  °^^  ocupa  que^  aunque  indirecto,  podrá  ser 

Iflee»  ^    ggult^áo.  Tal  es  que  en  el  parte  de  la  determinación 

^e  ^'^"   crasas  y  pleitos,  expresen  los  fiscales  el  tiempo  inver- 

íli^  ^ ^da  uoa  de  sus  instancias,  y  si  este  fuere  considerable, 

^^^ifíesten  los  motivos  de  la  dilación,  número  de  hojas  de  los 

'"^^^s  y  ^^^^  ^^^  circunstancias  que  el  Tribunal  Supremo  debe 

f  ner  presente  para  decidir  si  debe  reclamar  los  autos  con  objeto 

de  exigir  la  respoosabilidad  á  quien  convenga. 

8.^  ¿Eq  qué  consiste  que  en  algunas  causas  de  mucha  con- 
sideración  no  resulta  aplicada  la  mayor  pena  establecida  por  la 
ley  para  tales  casos?  ¿Por  qué  se  sobresee  ó  pone  auto  de  abso- 
lución en  favor  del  que  es  acusado  de  un  grave  delito?  ¿  Cómo  es 
que  entre  las  sentencias  de  las  diversas  instancias  hay  una  dife- 
rencia tan  notable  como  la  de  imponerse  en  una  la  última  pena, 
y  en  otra  se  absuelva  de  la  iustaucia?  Todos  los  dias  se  ven  ca- 
sos de  estos  en  el  Tribunal  Supremo,  el  cual  si  pide  en  todos  ellos 
los  autos  fenecidos  para  ver  si  hay  alguna  responsabilidad  que 
exigir,  se  expone  á  gastar  mucho  tiempo  inútilmente,  porque  en 
el  estado  de  desorden  en  que  se  halla  nuestra  legislación,  deben 
ser  muy  repetidos  aquellos  fenómenos ,  y  si  no  pide  los  autos 
se  expone  también  á  dejar  impune  algún  abuso  grave  cometido 
por  los  funcionarios^  de  la  justicia.  Para  proceder  con  algún  co- 
nocimiento de  causa ,  y  no  ordenar  la  remisión  de  autos  sino 
cuando  haya  algún  motivo  grave  de  sospecha,  ha  dispuesto  el 
fiscal  del  Tribunal  Supremo  que  los  de  las  audiencias  cuando 
ocurriere  alguno  de  los  tres  casos  expuestos  al  comenzar  este 
párrafo,  rasonen  su  parte  de  la  determinación  final  de  la  causa. 
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expresando  ademas  si  esta  determioacion  ha  sido  ó  do  conforme 
con  lo  pedido  por  el  ministerio  fiscal  en  tas  varias  instancias.  De 
este  modo  los  razonamientos  del  fiscal  serán  suficientes  para  co- 
nocer si  hay  ó  no  motivo  fundado  para  pedir  la  remisión  de 
autos. 

9.0  Como  nuestro  sistema  carcelario  es  tan  defectuoso,  uno 
de  los  mas  grandes  males  de  nuestra  administración  de  justicia 
consiste  en  la  facilidad  con  que  dejan  de  cumplir  sus  condenas 
mochos  delincuentes.  Nuestras  cárceles  >  mal  construidas  y  peor 
custodiadas,  dan  lugar  á  frecuentes  evasiones  de  presos.  La  in- 
fidelidad de  ios  carceleros,  permite  en  ocasiones  á  los  detenidos, 
y  aun  á  los  incomunicados ,  el  trato  con  personas  de  afuera,  que 
son  sus  agentes  criminales.  Hay  condenados  á  presidio  que,  bajo 
pretextos  frivolos  y  livianos,  cumplen  en  las  cárceles  sus  conde- 
nas, ó  que  una  vez  en  los  establecimientos  presidíales,  burlan 
también  el  objeto  de  su  sentencia.  Y  aunque  algunos  de  estos 
abusos  no  son  tan  frecuentes  en  el  dia,  quedan  sin  embargo  mu- 
chos para  descrédito  de  nuestra  administración  de  justicia.  ¿Qué 
remedio  se  puede  oponer  contra  estos  escándalos?  El  único 
eficaz  sería  una  reforma  radical  en  nuestro  sistema  carcela- 
rio. Pero  el  fiscal  del  Tribunal  Supremo  no  puede  hacer  otra 
cosa  sino  encargar  á  sus  subordinados  que  le  den  parte  de  los  abu- 
sos que  noten,  y  que  reclamen  contra  ellos  en  cuanto  se  lo  permi- 
tan sus  atribuciones. 

ÍO.  Otros  abusos  denuncia  y  quiere  corregir  la  circular  de 
qae  tratamos,  tales  como  la  impunidad  de  los  duelistas  y  de  los 
blasfemos ,  la  negligencia  de  algunos  jueces  en  buscar  aquellos 
antecedentes  de  los  acusados,  que  dan  á  conocer  si  son  ó  no  reln- 
cidentes,  la  frecuencia  con  que  las  bandas  armadas  entran  en  al- 
ganos  pueblos  y  abren  las  puertas  de  las  cárceles  para  engrosar 
sus  filas  con  los  presos  que  hay^en  ellas :  los  crímenes  que  se  per- 
petran á  la  sombra  de  la  política  en  medio  de  los  trastornos  po- 
pulares ,  las  ilegalidades  innecesarias  que  cometen  algunas  auto- 
ridades t>ajolos  auspicios  ñ§\  estado  de  sitio,  la  lijereza  con  que 
algunos  promotores  fiscoles  opinan  por  el  sostenimiento  ó  la  de- 
clinatoria de  la  jurisdicción  en  las  contiendas  de  competencia,  y 
la  omisión  de  algunos  fiscales  en  denunciar  abusos  graves  por  en- 
contrar peligrosa  fa  via  ordinaria  de  la  correspondencia  oficial. 
El  remedio  contra  la  mayor  parte  de  estos  males  se  halla  en  las 

TOKO  IX.  3) 


\efe$^  y  poi*  eso  el  fiscal  del  Tribanai  Sopf  emo  se  limita  á  réco- 
mendar  so  observancia.  Por  ío  áemas  todo  io  qne  puede  hacer 
este  füDcionario  es  tomar  precauciones,  que  no  siempre  pueden 
ser  eficaces.  Por  eso  encarga  que  los  promotores  fiscalles,  cuando 
hubiere  peligro  de  que  sean  invadidas  las  cárceles  de  su  distrito, 
propongan  con  la  debida  anticipación  las  medidas  necesarias  para 
la  custodia  y  seguridal  de  los  presos:  previene  que  cuatido  se 
cometa  algún  crimen  en  medio  de  las  revueltas  populares,  loa 
mismos  promotores  traten  desde  luego  de  su  averiguación ,  á  fin 
de  que  restablecido  el  imperio  de  la  fey  pueda  cumplirse  la  Jus- 
ticia :  manda  á  los  fiscales  y  promotores  que  procuren  el  cnm- 
plimiento  de  la  ley  aun  en  tiempo  de  estado  excepcional >  dando 
cuenta  al  I^ribunal  Supremo,  ó  al  fiscal  en  su  caso,  de  las  ilega- 
lidades que  se  cometan :  encarga  á  los  promotolres  que  en  los  ca- 
sos graves  y  dudosos  de  competencia  se  pongan  de  acuerdo  con 
el  fiscal  antes  de  asentir  á  la  inhibición  ó  de  oponerse  á  ella;  y 
permite,  por  último,  á  los  fiscales  y  promotores  denunciar  de 
una  manera  reservada  ó  confidencial  los  abusos  de  la  adminis- 
tración de  Justicia  cuando  crean  peligroso  hacerlo  oficialmente. 

Concluiremos  repitiendo  que  si  bien  es  do  elogiar  el  celo  que 
manifiesta  el  fiscal  del  Tribunal  Supremo,  es  de  sentir  y  de  aver- 
gonzarse que  después  de  catorce  años  de  reformas,  sea  necesario 
acudir  á  paliativos  insuficientes  y  á  remedios  ineficaces  para  iiá- 
eer  mas  llevaderos  los  abusos  de  la  administración  de  Justicia. 

Hé  aqui  el  texto  de  la  circular. 

fiscalía  del  supremo  tribunal  de  justicia. 

Ci7xular. 

Honrado  por  S.  M.  con  el  grave  cargo  de  fiscal  del  Supremo 
Tribunal  de  Justicia ,  mi  primer  éeseo  fué  el  dirigimve  á  la  res- 
petable clase  que  con  tanta  gloria  para  ella  y  utilidad  del  país» 
auxiliada  por  la  celosa  y  benemérita  de  los  promotores,  desempeña 
este  serio  deber  en  las  audiencias. 

Pero  yo  debia  esperar  á  conocer  t^a  la  extensión  y  todas  te 
dificultades  del  imponente  ministerio  que  se  me  confiaba,  y  la  efi- 
cacia de  los  medios  que  la  ley  pone  á  mi  disposición  para  superarlas. 

El  tiempo  transcurrido  y  mi  constante  observación  aplicada  á  este 
objeto,  me  han  convencido  de  que  ia  organización  del  uiinieterio 
fiscal,  que  tan  buenos  resultados  ha  producido  hasta  el  presente,  es 
susceptible  todavía  de  algunos  grados  de  perfección  en  ciertos  pontos; 
del  celo ,  actividad  y  esmerada  cooperación  déla  rf^etéMe  y  Iworíoitá 
oíase  fiscal  en  las  audiencias  y  juzgados,  y  por  últuno  de  la  (mpviaba 
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y «orfi^lfeadaí^ilréft  qvé  abtQmiii  toé  iadívrdcíos  Aelamiíma,  ¿)*apor 
una  necesidad  fúttdada  en  la  naturaleza  de  la  iíistítueíon  áe  cualquier 
uaodo  que  se  organice,  siendo  ineTitable  el  sostener  una  constante  y 
prolija  correspondfncia  que  empieza  en  los  síndicos  de  los  poe^losy 
acaba  en  la  fiscalía  de  este  Supremo  Tribunal » ora ,  por  desgracia,  por 
la  asombrosa  desmoralización,  siempre  en  aumento,  ejpecto  ae  nuestras 
pasadas  desgracias ,  y  de  aun  no  concluidos  disturbios. 

En  cuanto  á  lo  primero  me  be  propuesto  exponer  oportunamente 
i  8.  M.  lo  que  aprenda  como  mas  conveniente:  respecto  de  lo  segun- 
do, los  fiscales  del  Tribunal  Supremo  no  tienen  mas  que  utilizar  y 
dírif^r  con  tino  el  celo  y  esmerada  actividad  de  la  clase  benemérita 
y  i:el09B  con  que- están  en  relación;  y  en  cuanto  á  lo  tercero,  nunca 
se  cotfsultarán  demasiado  las  mejoras  que  vaya  acreditando  la  ex- 
periencia para  aligerar  y  hacer  tan  útil  como  pueda  serlo,  tan  pe- 
nosa tarea. 

Para  consesiuírlo,  los  dignos  señores  fiscales  que  me  han  precedido 
dietaron  sucesivamente  y  con  los  mas  ventajosos  resultados  aquellas 
disposiciones  que  íes  aconsejó  su  ilustrado  celo.  Nueras  complicacio- 
nes y  nuevos  hechos  hacen  necesarias  también  nuevas  determina- 
ei<>ne8.  Por  otra  parte,  dictadas  aq^ueilas  en  diversos  tiempos,  esta 
circunstancia,  junta  con  la  variación  inevitable  en  el  personal  de 
las  fiscalías,  hacen  cpie  alguna  vez  sea  no  tan  exacto  ni  tan  uniforme 
su  cumplimiento. 

En  tal  supuesto,  deseando  facilitar  el  penoso  desempeño  del  car* 
go  fiscal  coDcHiado  todo  con  la  mayor  uniformidad  y  exactitud  po- 
sible, así  en  su  intervención  en  lo  judicial,  como  en  su  prolija  y 
reefproea  correspondencia,  he  creido  indispensable  dirigirme  á  ios 
señores  fiscales  en  las  audiencias,  de  cuyo  celóme  prometo  que  ob- 
sem'arán  j  harán  observar  con  la  mayor  exactitud  la  presente  cir- 
cular, úntca  á  que  por  ahora  deberán  atenerse  en  sus  relaciones  y 
eorrespoudencia  con  esta  fiscalía  de  mi  cargo: 

í.^  Siendo  indudable  gae  en  una  gran  parte  de  los  deíitos  deja 
de  procederse,  ó  se  procede  tardiamente,  por  falta  de  noticia  cierta 

Ír  eportuna  de  su  perpetración ,  como  asimismo  que  los  síndicos  de 
09  pueblos,  por  su  mayor  contacto  y  conocimiento  personal  con  sus 
eeirvecinos ,  se  hallan  siempre  mas  en  disposición  de  asesorar  esta 
base  del  procedin^iento  que  los  mismos  promotores ,  los  nscales  de 
S.  M.  procurarán  que  por  estos  últimos  se  haga  observar  con  inal- 
terable exactitud  lo  dispuesto  en  este  punto  en  el  art.  34  del  regla- 
mento de  juzgados. 

2.0 .  La  correspondencia  escrita  con  los  promotores  de  parte  de 
irnos  funcionarios  que  no  tienen  asignación  del  Estado ,  y  la  odio* 
sidad  6  riesgo  á  que  al^na  vez  expone  á  los  mismos  su  propia 
correlación  con  sus  convecinos ,  son  las  causas  constantes  del  menos 
exacto  cumplimiento  de  la  mencionada  determinación  por  parte 
de  los  síndicos.  Los  fiscales  de  S.  M.  procurarán  por  tanto  que  la 
correspondencia  de  estos  con  los  promotores  sea  lo  mas  sencilia 

Ír  menos  dispendiosa  posible ,  como  también  que  cuando  aquéllos 
o  crean  ifecesario  para  su  seguridad ,  se  les  reciban  parles  verbales, 
y  en  su  caso  se  les  prometa  y  guarde  con  severa  religiosidad  la  re- 
serva ^ne  los  mismos  creyeren  necesaria,  en  cuanfto  fuere  todo  com- 
patible con  el  objeto  y  ctfmplimtento  de  la  citada  real  determinación. 
S.«  Al  mismo  hnpertante  *fin  contribuiría  sobremanera  el  que  los 
fbei^'deli.  M.  se  pultierau  fle  aeuerdo  eoü  iosjefbs  pcrtfticos ,  para 
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qae  por  sí  en  las  capitales,  y  por  los  comisarios  en. los  partidos  se 
pasase  una  nota  ó  parte  diario  al  ministerio  iiscal  de  los  excesos  ó 
delitos  cometidos  en  el  distrito ,  á  cuyo  servicio  encarecido  y  no 
exigido  no  se  negarán  dichos  funcionarios  por  el  mejor  y  sobrema- 
ñera  importante  servicio  que  en  ello  prestarían  á  S.  M.  y  á  la  mas 
eficaz  y  segura  administración  de  justicia ,  y  como  con  utilidad  de 
la  misma  y  honra  de  ios  altos  funcionarios  que  en  ello  intervienen, 
se  está  con  loable  celo  practicando  de  poco  tiempo  á  esta  parte  en- 
tre el  jefe  político  de  esta  corte  y  el  fiscal  de  S.  M.  en  la  audiencia. 

4.®  Conforme  á  la  real  orden  de  6  de  febrero ,  y  como  ya  se  man- 
dó en  ejecución  y  cumplimiento  de  la  misma  en  circular  de  esta 
fiscalía  de  17  de  abril  de  1844,  los  fiscales  de  S.  M.  harán  auecon 
toda  puntualidad  los  promotores  fiscales  promuevan  y  activen  la  com- 
petente formación  de  causa  para  todo  delito  ó  exceso  que  lo  requiera, 
conforme  á  la  ley,  dando  de  ello  conocimiento  á  dichos  señores  fisca- 
les, como  estos  Jo  verificarán  á  esta  fiscalía  de  mi  car^o,  que  no  de 
otro  modo  podrá  ejercer,  ni  procurar  que  el  Tribunal  Supremo  ejer- 
za la  suprema  inspección  que  le  está  encomendada  sobre  la  admi 
nistracion  de  justicia  en  todo  el  reino. 

5.°  Es  indispensable ,  y  está  mandado,  que  los  alcaldes  preven- 
gan y  dirijan  las  primeras  dili£;encias  en  muchos  casos;  pero  tam- 
bién es  cierto  que  por  causas  independientes  de  la  voluntad  de  los 
^  mismos,  y  otras  veces  por  motivos  excusables  de  localidad,  el  pro* 
cedimiento  se  resiente,  y  precisamente  en  la  parte  mas^  crítica  y 
perentoria  del  proceso.  Los  señores  fiscales  de  S.  M.  estarán  persua- 
didos ,  como  el  que  suscribe ,  de  que  el  tiempo  que  se  pierde  en  el 
principio  de  un  sumario  no  se  recobra  nunca ,  y  que  un  momento 
de  error,  de  inactividad  ó  de  disimulo  decide  del  resultado  de  una 
causa.  Los  fiscales  de  S.  M.  harán  por  lo  tanto  que  los  promotores, 
por  todos  los  medios  que  autoriza  la  ley  y  el  celo  aconseja,  procu* 
ren  obviar  dicho  inconveniente  excitando  el  celo  de  los  iueoes  para 
la  pronta  reclamación  de  las  causas,  y  en  las  de  gravedad  para  la 
traslación  de  los  mismos  al  punto  en  que  hubiese  ocurrido  el  hecho, 
medio  único  muchas  veces,  y  siempre  el  mas  eficaz,  de  asegurar 
los  resultados.  En  tales  casos  los  promotores  deberán  constituirse  al 
lado  de  los  jueces,  coadyuvando  con  su  consejo,  si  se  k>  pidieren, 
y  auxiliando  directamente  la  acción  judicial  con  la  poderosa  inter- 
posición y  cooperación  de  su  ministerio, 

6°  La  disposición  inevitable  de  los  artículos  4. <>,  7.o  y  12,  oca- 
siona una  correspondencia  por  necesidad  complicada  y  prolija.  Para 
simplificarla  en  lo  posible ,  en  vez  de  una  comunicación  especial  da 
cada  caso  6  delito,  como  hasta  ahora  se  verificaba,  los  fiscales  de 
S.  M.  remitirán  tres  estados  ó  par\es  mensuales  el  10,  20  y  último 
dia  de  cada  mes,  en  el  que  por  partidos,  observándose  en  estos  el 
(Srden  alfabético ,  se  expresen  sucmtamente  los  partes  de  los  promo- 
tores sobre  delitos  cometidos  ó  causas  formadas  durante  dic»o  pe- 
ríodo, 6  de  no  haber  ocurrido  novedad. 

Los  partes  sobre  incidentes  notables  en  las  causas,  y  sobre  la 
determinación  final  de  las  mismas ,  se  darán  en  comunicación  sepa* 
rada  como  hasta  aquí. 

7.0  Asimismo  al  fin  de  cada  mes  darán  parte  los  fiscales  de  S.  M. 
de  los  [)leitos  de  incorporación  6  reversión  que  se  promovieren  con- 
forme á  la  ley  de  2G  de  agosto  de  1837,  de  los  relativos  á  mostren- 
cos y  vacantes  Y  tanteos  de  oficios  enajenados,  capellanías  oolativas 
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de  sangre ,  y  de  cualquier  otros  en  que ,  ¡nterponiéodose  el  interés 
del  Estado,  haya  debido  intervenir  el  ministerio  fiscal  en  los  juzga- 
dos, y  en  su  caso  en  las  subdclagaciones;  todo  sin  perjuicio  del 
parte  especial  sobre  incidente!»  en  dichos  pleitos,  y  de  la  determi- 
nación hnal ,  como  en  las  causas  criminales. 

8.*>    En  la  comunicación  á  que  se  reüeren  los  artículos  4.°  y  6.» 
expresarán  los  señores  fiscales  de  S.  M.  las  prevenciones  que  en 

{general  ó  en  especial  hubiesen  hecho  á  los  promotores ,  atendidas 
as  circunstancias  y  naturaleza  del  caso. 

9.^    En  el  parte  de  la  deterniínacion  final  de  las  causas  y  plei- 
tos se  expresaría  el  tiempo  invertido  en  cada  una  de  sus  instancias. 

Cuando  dicho  tiempo  fuese  tan  considerable  que  deba  llamar  jus- 
tamente la  atención,  se  expresarán  asimismo  los  motivos  reales  ó 
existimados  de  ello,  el  volumen  de  los  autos,  número  de  reos  y  pie- 
zas formadas,  diligencia  6  negligencia  en  la  representación  fiscal, 
con  todo  lo  denias  que  á  juicio  de  los  señores  fiscales  de  S.  M. 
eonduzca  á  que  el  de  este  Supremo  Tribunal  se  halle  en  el  caso  de 
juzgar  si  conviene  ó  no  raclamar  los  autos ,  una  vez  ya  fenecidos, 
para  el  examen  de  los  mismos ,  y  pedir  en  su  caso  los  que  conven- 
ga contra  quien  haya  lugar  conforme  á  la  ley. 

Los  fiscales  de  S.  M.  en  estos  casos  fijarán  especial  y  detenida- 
mente su  atención  en  las  omisiones ,  error  ó  negligencia  aue  pueda 
haber  habido  en  el  sumario  al  tenor  de  lo  expresado  en  el  art.  5.<», 
no  perdiendo  nunca  de  vista  que  cuando  quiera  que  por  I  a  opinión 
ó  por  este  Tribunal  Supremo  hubiera  de  hacerse  cargo  de  negligen- 
cia á  los  que  intervienen  en  la  administración  de  justicia ,  y  en  la 
instrucción  sobre  todo  de  un  sumario ,  el  cargo  mas  lamentable  se- 
rá el  de  la  representación  fiscal. 

'  10.  Con  el  fin  antes  indicado,  cuando. en  las  causas  de  alguna 
consideración  no  resultare  aplicada  la  mayor  pena  establecida  por 
la  ley  para  tales  casos;  en  los  de  sobreseimiento  ó  absolución;  y 
cuando  en  las  diversas  seutencias  hubiere  una  disonancia  notable, 
coftio  la  de  imponer  en  una  la  última  pena  ó  la  inmediata ,  y  ab- 
solver en  otra  de  la  instancia  ó  de^  la  demanda ,  y  viceversa ,  el 
parte  de  la  determinación  final  será  razonado ,  expresando  ademas 
los  fiscales  de  S.  M.  si  dichas  determinaciones  han  sido  conformes 
ó*  contrarías  á  lo  pedido  por  el  ministerio  fiscal  en  las  diversas  inss 
tancíAs. 

Lo  propio  se  observará  en  los  pleitos  de  que  habla  el  art.  7.<>, 
ademas  de  lo  prevenido  respecto  de  los  mismos  en  la  real  orden  de  20 
de  dleiembre  de  1846. 

11.  Una  de  las  cosas  que  mas  inutiliza  el  celo  y  los  esfuerzos 
del  ministerio  fiscal ,  y  desacredita  la  administración  de  justicia  des- 
aotorízanulo  á  los  tribunales ,  es  la  frecuencia  con  que  son  eludidas 
las  condenas  por  ellos  impuestas,  ya  por  la  negligencia  con  que  son 
eust^díados  los  reos  en  las  cárceles  y  presidios ,  fugándose ,  y  á  ve- 
ces hasta  saliendo  de  ellos  durante  su  detención  a  cometer  nuevos 
crímenes,  ya  por  el  punible,  y  por  desgracia  frecuente  abuso  de 
detener  a  los  rematados  en  las  cárceles  con  leves  y  meros  pretextos, 
en  vez  de  dirigirlos  sin  detención  á  cumplir  sus  condenas,  habien- 
do rematado  que  extingue  la  suya  de  muchos  años  sin  haber  ido 
á  so  destino ;  ydi  rebajándolos  ó  contemplándolos  hasta  el  punto  de 
redocirse  la  prisión  o  el  presidio  á  una  mera  fórmula;  ya  en  fin  por 
otros  medios  semejantes ,  contra  los  que  justamente  reclama  la  opi- 
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nion;  pero  qoe  mal  pueden  ser  corregidos  por  qntra  coi»feofa,  si 
no  son  eo  toda  forma  denunciados  y  conocidos.  Los  fiscales  de  S.  M. 
pues ,  ya  por  sí ,  ya  por  medio  de  sus  subordinados ,  teniendo  pre* 
senté  lo  dispuesto  por  el  art.  37  del  reglamento  de  jugados  y  real 
orden  de  28  de  marzo  de  1845,  por  los  muchos  medios  que  la  ley 
pone  i  su  alcance ,  procurarán  conocer  y  combatir  sin  cooterpplaeion 
este  abuso,  encargando á  los  promotores  la  mayor  vigilancia  sobre r<»- 
matados  prófugos,  rebajados  ó  abusivamente  disimulados,  ya  ejer* 
ciéttdola  por  st  en  las  cárceles  y  presidios  peninsulares  ó  eorreccio* 
nales  hasta  donde  alcancen  sus  atribuciones  y  les  sugiera  su  celo, 
haciendo  proceder  en  justicia  en  los  casos  que  así  lo  autorice  iaJey« 
y  en  los  que  no  ,  exponiendo  sin  dilación  áesta  fiscalía  cuanto  crean 
(conducente  sobre  el  abuso,  sus  causas ,  autores  y  medios  de  eomba* 
tir  aquel,  para  que  todo,  por  conducto  de  la  misma,  llegue,  como 
con  toda  seguridad  llegará,  al  debido  conocimiento  deS.  M.,  eonfer* 
me  4  la  citada  real  orden. 

12.  Con  el  mismo  propósito  los  Gseales  de  S.  M. ,  reencargando 
á  lea  promotores  el  exacto  cumplimiento  del  citado  artículo  87  del 
reglamento  de  juzgados ,  y  dándoles  sobre  ello  las  instrueeiones  que 
creyeren  oportunas,  contmuarán  reniitienda  el  estado  meoaual  de 
los  fugados  de  presidio  qbe  hubieren  sido  aprehendidos,  y  de  los 
rem  atados  que  por  las  causas  indicadas  ú  otras  no  se  bailen  cinQ'- 
pliendo  sus  condenas,  como  ya  se  habia  prevenido  en  la  oireular 
de  3  de  abril  de  1846.  Dichos  estados,  en  vez  de  las  tres  casillas 
con  que  hasta  ahora  encabezaban ,  contendrá  las  siguientes:  Parti« 
do  judicial.  —Nombre  del  reo. — Vecindad  á  natura&za.— Delito.r- 
Condena.—Fecha  de  la  sentencia  y  motivos  del  no  oumplimienlo. 

Este  estado  expresará  con  separación  v  en  primer  lugar  los  fu- 
gados de  presidio  que  hubiesen  sido  aprebendiaos:  en  segundo  los 
rematados  que  no  se  hallaren  cumpliendo  sus  condenas :  y  per  úl< 
timo  los  qiie  detenidos  ó  disimulados,  como  queda  dicho,  hubieren 
a)  fin  salido  para  sus  destinos,  expresando  en  este  caso,  como  en 
el  primero,  cuando  e|  resultado  se  haya  conseguido  por  gestión  ó 
iniciativa  del  ministerio  fiscal ;  y  en  la  comunicación  con  que  se 
acompañe  el  estado  las  diligencias  y  gestiones  practicadas  y  los  obs- 
táculos y  dificultades  halladas  por  dicho  ministerio  para  la  consecu- 
ción del  expresado  fin, 

C'iando  no  hubiera  ocurrido  ninguno  de  ios  casos  á  que  debe 
ser  extensivo  el  estado  mensual ,  se  dará  parte  de  eso  mismo. 

13.  Cuando  quiera  que  se  forme  en  E^ña  una  estadlstiea  cri- 
minal en  el  estado  actual  de  la  legislación,  se  ofasorvaráB  dos  cor- 
sas: un  aumento  progresivo  y  pasmoso  en  el  número  de  delitos,  y 
tal  vez  por  desgracia  en  el  de  casos  de  impunidad ;  y  el  que ,  mien^* 
tras  en  muchos  de  aquellos  se  salva  el  principio  de  la  reprobacioA 
sobial  y  iudicial ,  instruyendo  constantemente  el  oportuno  procedi- 
miento, la  perpetración  de  otros  de  no  menor  trascendencia,  |we8 
que  atacan  el  principio  mas  vital  y  sagrado  de  la  sociedad ,  á  juz- 
gar por  la  infrecuencia  de  su  persecución  y  castigo ,  parece  cuando 
menos  tolerada.  En  ese  caso  se  encuentran  entra  otros  ios  duelos* 
que  diariamente  se  llevan  á  cabo  y  publican  con  alarde ,  como  si 
no  hubiera  leyes  que  los  reprueben,  ni  tribunales  encargados  de  eje- 
cutarlas: la  vagancia,  el  juego,  los  escesos  mas  lamenlabies  ceoi- 
tra  la  honestidad  y  las  costumbres,  y  un  desborde  en  fin  indisimu- 
lable  y  no  menos  general  0b  iQaterw  religieits.  Apeftás  tof  un^  li'- 
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«•0  MM  toitendído  qM6  ei  execrable  de  la  Uaa&mia^no-te  puede 
Air  sin  dolor  y  sin  «sciodalo  el  ienguaje  babitiial  de  las  clases ,  aun 
desde  la  mas  tierna  edad;  y  sin  enobargo,  según  la  correspondencia 
del  ministerio  fiscal ,  una  sola  causa  sobre  blasfemia'  pende  en  los 
tribunales  del  reino. 

£1  que  sascribe  tiene  su  juicio  formado  sobre  cada  una  de  estas 
cosas.  Puede  opinar  que  sobre  muchas  de  ellas  sena  mas  eficas  una 
iurisprudeneía  correccional  y  ejecutiva,  y  pnedem  también  opinarlo 
los  señores  fiscales  de  S.  M.;  pero  la  opinión  individual  no  entra 
áqui  por  nada.  Mientras  las  leyes  estén  escritas ,  el  deber  del  minis- 
terio .fiscal  es  pedir  y  procurar  su  cumplimiento ;  y  aobre  ello  el  que 
suscribe  ezdia  el  oeío  reconocido  de  los  fiscales  de  S.  M. ,  que  tam* 
bien  se  servirán  hacerlo  del  de  sus  subordinados. 

14.  £1  resoltado  inevitable  de  la  impunicted  es  la  reincidencia, 
que  siempre  ha  fijado  profundamente  la  atención  de  nuestros  legis- 
ladores, y  mas  cuando  se  verifica  con  abuso  y  menosprecio  de  la  real 
demencia.  En  una  época  reoienie  los  reales  indultos  se  concedían  por 
lo  cómun  en  calidad  de  no  r£i»cidir ,  pues  en  tal  caso  se  reputaba 
no  concedida  la  r«al  gracia.  Las  circunstancias  singulares  de  astucia 
ó  atrocidad  que  acom;>añan  á  los  crímenes  de  algún  tiempo  á  esta 
parto ,  como  la  de  desollar  las  victimas  y  otros  medios  igualmente 
feroces  de  librarse  infaliblemente  el  criminal  de  un  testigo,  revelan 
el  avesamieato  en  el  crimen,  6  la  escuela  de  los  presidios  y  de  las 
cárceles ;  y  por  consiguiente  la  reincidencia.  liOs  señores  fiscales  pues 
harán  los  mas  eficaces  encargos  á  los  promotores  para  que  en  causas 
de  tal  índole  fijen  de  un  modo  especial  su  atención  en  este  punto, 
procorando  hacer  ve  jir  á  los  autos  cuantos  testimonios  de  resultan- 
cia en  causas  anteriores ,  y  de  iudulto  en  su  caso ,  puedan  ser  posi- 
bles^ y  que  dando  á  conocer  al  rectal  cual  es,  puedan  hacerse  efec- 
tivas condenas  eludidas,  y  las  penas  de  reincidencia  encorecidas  por 
las  leyes  y  nunca  mas  atendibles  que  al  presente. 

16.  £1  estado  de  inquietud  en  que  se  encuentran  algunas  provin- 
cias complica  hasta  un  punto  indecible  la  correspondencia  fiscal ,  si 
como  hasta  aqui  se  ba  de  dar  parte  de  las  entradas  de  facciosos  en 
caalquíer  panto.  Por  k>  tanto ,  y  pues  ademas  se  dá  de  todo  noticia 
éinctanieiite  al  gobierno,  las  comunicaciones  sobre  facciosos  (|ue  se 
diriian  á  esta  fiscalía  se  limitarán  al  descubrimiento  de  oonspiraci^ 
nes;  á  la  aparición  de  nuevas  facciones ,  ¿  los  crímenes  ó  exceoes  que 
estas  cometan ,  v  á  la  negligencia  ó  ^ponnivéncia  de  auloi^ades  y 
fiHMáonarios  páluioos ,  sobre  todo  del  orden  judicial  si^  lo  que  no  ee 
de  esperar,  sucediese  este  caso. 

10.  En  cuanto  á  este  puttto ,  y  pues  en  tales  situaciones  son  tan 
de  temer;  y  como  se  vé  tan  firecuentes  los  casos  de  eioapeolacion  de 
parte  de  las  bandas  armadas  para  aumentar  sus  filas;  de  los  reos  pa- 
ra eludir  el  justo  castigo  de  sus  crimines ;  los  señores  fiscales  de  las 
au^endaa  harán  á  los  promotores  las  prevenciones  roas  eficaces  pa»- 
ra  que  con  la  debida  anticipación  pidan  y  propongan  cuanto  creye- 
ren noeasarío  para  la  mt- jor  custodia  y  seguridad  de  los  reos ,  y  en 
caso  para,  la  traslación  de  los  mismos  por  cárcel  secura. 

17.  Cuando  una  pi*ovincia  se  halla  sometida  a  los  lam^tables 
excesos  4e  la  guerrra  civil,  es  común  de  pacte  de  los  insurrectos  la 
perpetración  de  todo  género  de  crímenes  á  la  sombra  d^  la  política 
qnc  invocan.  Y  pues  hay  crímenes  á  que  en  ningún  caso  aloanaán, 
m  Iaftamiiiitias,iii  los  indultos,  los  promotores  Iscales  pnscnraráa 
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y  pedirán  constantemente  en  ules  caeos  el  oportuno  procedknieBftOt 
porque  constando  siempre  el  crimen  y  su  perpetrador,  siempre  tam- 
bién ,  restablecido  el  imperio  de  la  ley ,  pueda  ser  inexorable  y  ejem- 
plarmente cumplida  la  justicia. 

18.  Cuando  por  las  mismas  deplorables  circunstancias  se  hallase 
una  provincia  declarada  en  estado  de  sitio ,  y  abocado  exclusivamen- 
te el  conocimiento  de  ciertas  causas  por  la  autoridad  militar,  ios 

f promotores  sin  embargo  emplearán  todo  su  celo  y  diligencia  en  que 
a  ley  sea  cumplida,  dando  conocimiento  de  los  hechos  ú  omisiones, 
llamando  sobre  ello  la  atención  de  quien  convenga;  y  dando^  noticia 
y  exponiendo  lo  necesario  á  los  flscales  de  S.  M.,  y  estos  á  su  vez 
á  esta  Gscalía  de  mi  cargo,  á  fin  de  que  aun  en  tales  situaciones  ex- 
cepcionales quede  cumplido  por  el  ministerio  fiscal  en  lo  que  de  eí 
pende  «1  obleto  de  la  ley,  y  lo  dispuesto  expresamente  por  la  ya  ci- 
tada real  orden  de  6  de  febrero  de  1844. 

19.  En  las  contiendas  de  competencia  procurarán  los  fiscales 
de  S.  M.  se  observe  coa  ia  mayor  puntualidad  la  práctica  saludable 
de  consultarse  con  las  audiencias  los  autos  de  inliibioion ,  haciendo 
sobre  ello  á  los  promotores  las  prevenciones  oportunas ,  siendo  muy 
conducente,  ya  para  el  sostenimiento  de  la  jurisdicción  que  están 
encargados  de  defender,  ya  para  no  sostener  competencias  indebidas, 
el  que  dichos  funcionarios  en  casos  graves  y  dudosos,  antes  de  asen- 
tir á  la  inhibición,  ú  oponerse  á  ella,  consulten,  siendo  posible,  á 
los  fiscales  deS.  M.  y  reciban  sus  instrucciones. 

30.  Como  el  fin  y  principal  encargo  del  ministerio  fiscal ,  es  la 
pronta  y  segura  administración  de  justicia,  sin  perdonar  medio  ni 
fatiga  dentro  del  círculo  desús  atribuciones,  cuando  para  denunciar 
abusos  6  reclamar  auxilios  contra  los  obstáculos  que  a  ello  se  opon- 
gan,  hallaren  pelií^rosa  la  via  ordinaria  de  la  correspondencia  oficial, 
recurrirán,  si  no  hubiese  otro  medio,  y  por  ello  hubiere  de  sufrir  la 
administración  de  justicia,  á  la  reservada,  y  hasta  á  la  confidencial, 
seguros  de  hallar  siempre  en  este  ministerio  de  mi  cargo ,  todo  el 
apoyo,  reserva  y  decisión  que  el  caso  requiera  y  que  las  ley^s  per- 
mitan. 

21 .  La  activa  y  constante  correspondencia  que  los  fiscales  de  S.  M. 
tienen  que  sostener  con  esta  fiscalía ,  requería  ser  contestada  con  no 
menos  proligidad ,  si  no  habia  de  parecer  que  no  era  debidamente 
apreciado  tan  esmerado  celo.  Mas  como  esto  mismo  agravaría  las 
atenciones  multiplicadas  é  ínescusables  de  dicho  cargo,  haciendo  aun 
mas  embarazosa  y  prolija  esa  correspondencia,  sin  utilidad  espeeial 
del  mejor  servicio,  es  conveniente  y  muy  conforme  á  la  consideración 
justamente  debida  á  dicha  respetable  magistratura  el  poner  á  su  al- 
cance, que  por  regla  general ,  y  con  el  fin  de  no  agravar  mas  las  im- 
portantes tareas  de  la  misma,  esta  fiscalía  limitará  su  contestación  á 
los  casos  en  que  hubiese  que  hacer  prevenciones  á  los  señores  fiscales 
de  S.  M.,  llamar  su  atención  sobre  algún  punto  ó  circunstancia ,  6 
satisfacer  á  consultas  de  los  mismos. 

Últimamente ,  la  estadística  criminal ,  tan  necesaria  entre  otros 
fines  para  el  de  ilustrar  y  dirigir  la  acción  fiscal  y  ia  superior  ins* 
peccion  cometida  por  las  leyes  á  los  tribunales  superiores ,  y  muy 
especialmente  á  este  Supremo  de  Justicia ,  es  ya  una  exigencia  del 
orden  judicial  que  no  admite  dilación;  y  nadie  tal  vez  mejor  que  el 
ministerio  fiscal  puede  contribuir  á  este  propósito ,  que  ya  ocupa 
hace  tiempo  la  atención  del  gobierno  de  S.  M.   A  este  fin  el  que 
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nsopibe  dirigirá  eoD  tiempo  las  instroeeiones  oportonat  ¿  loi  safio- 
res  fiscales  para  que  la  correspondencia  ordinaria  en  el  año  entrante 
se  ordene  y  dirija  de  manera  que  al  propio  tiempo  se  consiga  este 
doble  objeto ,  y  este  es  uno  de  los  fines  á  que  se  encamina  la  presente 
eireular.  Como  preliminar  |Miva  ello ,  los  fiscales  de  S.  M.  dispon- 
drán desde  luego  lo  conveniente ,  para  que  sin  fatiga  suya  ni  desús 
subordinados ,  puedan  á  fin  del  presente  año  remitir  y  remitan  á  esta 
fiscalía  un  estaoo  por  partidos  y  clasificado  de  las  causas  crimínales^ 
pleitos  de  reversión  y  demás  indicados  en  el  art.  7.»  que  queden 
pendientes,  con  expresión  del  estado  en  que  se  encuentran  y  tiem« 
po  de  su  duración. 

Como  ninguna  disposición  ni  prevención  puede  ser  eficaz  sin  el  ce- 
lo y  «operación  de  los  señores  fiscales  de  S.  M.  y  de  sus  subordinados. 
á  él  recurre  el  que  suscribe  seguro  del  resultado «  y  de  que  en  el 
ánimo  ilustrado  v  porte  pundonoroso  de  la  beneménta  dase  fiscal, 
no  podrá  menos  dEe  dominar  una  idea  cardinal ,  y  es  que  sí  bien  una 
necesidad  de  ejecución  ha  establecido  en  ella  diversas  categorías^ 
wna  e$  la  kuiUucian  y  uno  «tf  /tu ,  y  en  nada  pueda  resaltar  mas 
esa  unidad  qne  en  la  armonía ,  ooncierto  y  unánime  decisión  de 
todos  los  individuos  de  la  misma. 

El  que  suscribe,  concluye  manifestando  á  los  señores  fiscales  de 
S.  M.  qne  recibirá  con  gusto  y  aprecio  -cuantas  observaciones  se 
dignen  dirigirle  sobre  el  contenido  de  la  presente  circular ,  con  todo 
lo  demás  que  se  les  ofresca  y  parezca  páralos  fines  y  objeto  principal 
de  la  misma ,  que  no  es  otro  que  el  mejor  servicio  de  S.  M.  con  el 
menor  gravamen  posible  de  la  respetable  clase  encargada  de  pres- 
tarle. 

Madrid  agosto  36  de  1847.— -Lorenzo  Arrasóla.*-^,  fiscal  de  la 

audiencia  de...« 
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LEGISLACIOH  COMERCIAL.  mUSTRlAL  T  AGRÍCOLA. 


Á^kh  DECRETO  DE    1.®   DE    AGOSTO. 

^aprensión  de  las  aduanas  interiores, 
r  Art.  1>    La  circulación  y  yenta  de  los  géneros,  frutos  y  efectos, 
j^st  extranjeros  como  coloniales  ,  quedará  completamente  libre  y  des- 
embarazada de  toda  foroialidad,   pesquisa  y  reconocioiiento  en  lo 
iQterior  del  reino  desde  1.^  de  octubre  del  presente  año. 

Art.  2  <>  Papa  que  así  pueda  verííioarse  sin  menoscabo  de  los  in- 
tereses de  la  hacienda  pública,  se  replegaran  todas  las  fuetzas  de 
carabineros  á  las  costas  y  fronteras,  formando  dos  lineas  de  cifr- 
cunvalacion ,  una  en  los  puntos  extremos  que  boy  ocupan  para  im- 
pedir todo  alijo,  descarga  ó  introducción  ilegal,  y  otra  mas  inte- 
rior para  perseguir  y  aprehender  cuanto  haya  burlado  la  vigilancia 
de  la  primera. 

Art.  Z.^  El  territorio  comprendido  entre  ambas  líneas ,  que  no 
bajará  de  una  tegua  ni  excederá  de  cinco,  según  lo  permita  la  na- 
turaleza del  terreno  ó  lo  reclam  \  el  servicio ,  será  la  zona  encomen- 
dada al  resguardo  de  costas  y  fronteras  para  ejercer  ampliamente 
sus  atribuciones. 

Art.  4.®  En  via  recta  desde  las  aduanas  para  lo  interior,  y  al 
terminar  la  zona,  se  establecerán  puntos  fijos  de  confrontación  al  car- 
go de  oficiales  de  carabineros ,  que  cotejando  y  hallando  conformes 
el  peso ,  marca  ,  sellos  y  precintos  de  los  fardos  ó  bultos  en  que  se 
comprendan  los  géneros  con  las  guias  de  las  aduanas,  y  recogien- 
do est'is,  permitirán  continuar  libremente  aquellos  para  donde  mas 
convenga  á  los  introductores.  Una  vez  pasada  la  zona  no  podrán 
ser  perseguidas,  detenidas  ni  aprehendidas  las  mercaderías,  sea  cual 
fuere  el  motivo  que  para  ello  so  alegue. 

Art.  h.^  Al  expedirse  las  guias  de  introducción  por  las  aduanas 
coD  los  requisitos  y  circunstancias  necesarias  para  precaver  toda 
defraudación  y  alejar  dudas  ó  motivos  de  detención  a  los  conduC' 
teres ,  se  marcará  en  ellas  las  ruta  que  habrán  de  llevar  los  géne- 
ros ,  y  el  término  absolutamente  preciso  para  atravesar  la  zona,  pre- 
cintándose y  sellándose  los  bultos ,  cargas  ó  carros  en  la  forma  po- 


siUe»  poif^e  d»  lo  ésAtravia,  notaaioiftakiiiK^  Mf^lltti  -^n  ^««•^ 
quiera  sentido,  qoedaoráü  si^tm  fifneNoi  á  Nm  fM^qtiS&ifl  d^l  T6d- 
gn^réo..  En  los  oubM  do  confrontación  MiovantMrán  M  j(rr«cint<Mi^ 
y  80  reeogerán  las  gmas. 

Art.  0.«  La  mpeodon  de  oarabineros  destinará  fi  09A1  j^trn-^ 
da  de  costa  ó  de  frontera  la  laerjoi  que  cí6ncéptáe  teeéebaria  -para 
reforzar  ios  :liueas  y  eobrír  au  t«rvicio  eoQ  la  ..que  defa^  'léfl^htané 
en  las  dei  iolcrior,  aplicándolo  6  reorgonteándola  si  ftie^eprédlío 
de  manera  qno  so  so  aumante  el  presopuésto.  Los  intéitKleotes ,  eo 
junta  con  los  comandanios  de  caralnneros  y  demás  jefeií  '09  l^ácien^ 
da ,  oubrirán  so  costa  i  froniera  con  la  ou^  sé  lee  destín^  <íoino  mas 
convenga  al  servicio  y  bajo  su  re^ponsaDitidad.  * 

Art.  9J>  Para  que  las  Dsnbs  estaueadae  y  nenias  q^i^  per  %u  na- 
turaleza espacial  pueden  sofnr  de^ieos  en  4o  tfitefior  (ffiMndMá^ 
el  auilio  do  los  carabineros)  iko  expÍMimente  por  esta  pauMr  eftofp^* 
cimientos  ni  periuicioa ,  se  reforsárán  con  los  qué  fueren  ttecesanos^ 
á  propuesta  de  fas  respectivas  üreetfiones. 

Art  8.<^  Subsistirá  por  ahora  <  ylinsta  que  la  administceelop  h- 
terior  obtenga  las  «ij^ras  y  reformas  eóiOvenieniies,  ona  i^cefoii  de 
aduanas  en  la  administración  de  impuestas  de  Madrid  pm  d^pá* 
ebar  loo  efectos  extranjeros  4|0jb,  precintedó9  f  selladla  sin  áwir 
ni  nconoedr,  vengan  paro  mi  real  casa  y  para  el  cuerpo  dlploiná- 
tieo  en  uso  de  sus  franquicias. 

Art.  0.<»  También  subsístiráD ,  por  eonsideraciones  importantes 
del  servicio ,  la  comandapcia  de  carabineros  de  ModtM ,  por  a^- 
ra ,  V  las  de  Burgos  y  liOgroáo,  conservando  e$tas  fa  libee  actttal 
del  Ébro  para  iflipe4ir  qae  la  sal  y  el  tabaco  (lÁ»res  eq  lai  Vátréón- 
gadas)  vengan  á  perjudicar  dénde  se  biíllán  eMneados  áibbos  át- 
enlos. 

.  Art.  10.  Las  formalidades  que  tiabrán  de  obsettar  Ha  ádnanvs  al 
expedir  ias  gutast  al  prec»tar  y  sellar  los  bultos,  y  OA  oiia  vola« 
Clones,  tanto  con  la  dirección  del  ramo  jsomo  bon  m.eaaablaetoa>y 
jefes  de  los  puntos  de  confrogt^on;  i^s.oj^r^HíicíiiqoP'y  fs^iijyQ^ 
que  tendrá  el  resgjotisjrdo  d^Ptro  4e  la  Tpn?  i|if(^ifl^(;  pü  eMi(t|de- 
berá  ejercerla^  ^  y  cual  será  sv  cQipportaQiientp ;  la^  |pi^^iflad^  |i 
que  habrin  de  suletarse ,  tauto  los  conductores  4o  ¿én^rps  AC^ 
qtie  raeiban  las  gotas  basta  traspasar  la  segunda  1/nea ,  ¿onif^  iQS.bj^* 
bitantes  y  pueblos  situados  dentro  de  la  zona  al  traficar  cOñ  éjjos, 
al  llevarlas  al  interior,  ó  al  devolverlas  per  eaal^uier  éétfsa,t' to- 
do lo  demás  que  tiene  reladoft  don  es^  serviola,  sé  detbniiotfra'por 
una  instrucción  que  someterá  mi  ministro  de  Baeienda  d  osi  real 
aprobación. 

Real  obdbn  db  30  oís  julio  publicada  en  ^  de  igualo»  .  . 
Contiene  los  estatutos  que  han  de  regir  en  el  Banco  de  cir- 
colación  y  descuentos ,  fundado  09  (Gádis  por  decreto  de  25  do 
diciembre  de  1846. 

BBAL  DECBSTO  db  8  9B  AGOSTO. 

Modificación  déi  derecho  dé  puertas. 

I."»  Se  suprimen  ios  derechos  de  puertas  que  se  C6)>ran  eU  va- 
rias capitales  de  provincia  y  puertos  habfUtadqs  del  reino. 

:l^  GontimiarJO  cobrándose  éá  las  mismas  espítales  y  jpéértoh 
li^biMtados  loa  devechoa  de  ooasumo  sobre  las  bspéctos  de  ^&i 
aguardiente,  licores,  carne ,  sidra  y  chacolí ,  cerveza  y  ^  ~ 


IfO  11*  DKBXOHO  XaDUIlO. 

díQt  por  la  le;  de  )3  de  mayo  de  1845 ,  y  establecidos  ya  con  tu* 
Jecion  á  la  tarifa  uoída  á  la  misma  desde  aquel  año. 

8.<>    Por  consecueDcia  de  los  dos  artículos  precedontes ,  quedan 
libres  de  todo  derecho  nacional ,  municipal  y  de  cualquiera  otra  de- 
nominación  que  sea  en  su  introducción  en  las  citadas  capitales  y* 
puertos  habilitados  los  demás  artículos,  géneros,  frutos  ó  efectos 
comprendidos  en  las  actuales  tarifas  de  derechos  de  puertas. 

4.^  Estas  disposiciones  no  se  entienden  de  modo  alguno  con  el 
derecho  que  por  consumo  y  arbitrios  adeudan  los  géneros,  frutos  y 
efectos  extranjeros  y^  coloniales  á  su  introducción  en  el  reino,  los 
cuales  seguirán  cobrándose  en  las  aduanas  de  primera  entrada  con 
sujeción  al  arancel  vigente. 

6.^  Los  arbitrios  concedidos  por  mi  gobierno  para  cubrir  con 
su  producto  obligaciones  municipales ,  objetos  de  beneficencia ,  ins* 
truccion,  obras  públicas  ó  cualquiera  otro  fin  análogo,  continuarán 
cobrándose  en  la  cantidad  que  se  halle  autorizada  sobre  las  espe- 
cies de  consumo  mencionadas  en  el  art.  2.o,  siempre  que  no  exce- 
dan de  la  cantidad  que  se  cobra  para  el  Estado;  declarándose  ca- 
ducados los  que  graven  otros  artículos,  géneros  ó  efectos  de  los 
comprendidos  en  las  tarifas  anuladas. 

6.°  £1  déficit  que  resulte  en  los  presupuestos  provinciales,  mu- 
nicipales 6  de  establecimientos  públicos  por  efecto  del  artículo  ante- 
rior ,  se  cubrirán  por  otros  medios  que  adoptará  mi  gobierno  antes 
de  I.""  de  octubie,  oyendo  á  las  diputaciones,  consejos  provinciales 
y  ayunJtamientos. 

7.<>    Esta  disposición  empezará   á  regir  en  todas  las  capitales  j 
puertos  habilitados  el  día  1.^  de  octubre  próximo,  y  d€^  ella  se  dará 
cuenta  á  las  cortes  para  su  aprobación  luego  que  se  hallen  reunidas. 
Real  orden  de  7  de  agosto. 

Dispone  que  las  bayetas  estampadas  que  sirven  para  cubrir 
los  pavimentos,  adeuden  á  su  entrada  en  el  reino  por  las  parti- 
das 1384  á  138S  del  arancel. 

RVAl  DECRETO  DE  18  DE  AGOSTO. 

Contiene  el  reglamento  orgánico  de  la  escuela  de  Ingenieros 
de  montes  y  plantíos ,  creada  por  real  decreto  de  18  de  noviem- 
bre de  1846.  [Véase  la  Gaceta  núm,  4730,  del  27  de  agosto 
de  1847). 

Real  orden  de  25  de  agosto. 

Permite  la  introducción  de  las  bebillas  de  fiferro  charolado 
ó  estañado  ^  y  otras  piezas  del  mismo  género  para  correages  de 
caballerías  con  el  15  por  100  de  derecho,  y  tercio  diferencia!,  va- 
lorándolas á  8  rs.  libra* 

LEGISLACIÓN  MILITAR. 

Real  decreto  de  so  de  julio,  publiqado  en  3  de  agosto. 

Declara  que  todo  el  que  en  lo  sucesivo  abrace  la  carrera  de 
las  afmas,  se  considerara  sujeto  en  cuanto  á  los  goces  de  retiro, 
al  real  decreto  de  3  de  junio  de  1828,  y  no  á  la  ley  vigente  de 2 8 
do  agosto  da  1841 ,  aalvas  las  modiñcadones  que  establezca  la 
lejr  da  .rttirof.^ 


CBÓNICi  LBOISLiTIVá/  ÜSl 

BSAL  DEGEKTO  DI  7   DE  AGOSTO. 

GoDtidDe  el  reglamento  del  cuerpo  de  sanidad  de  la  armada. 

[yéase  la  Gaceta  de  tO  de  agosto  y  niim.  4713). 
Real  j>ecbeto  de  la  misma  fecha. 
Declara  los  limites  del  distrito  de  la  capitanía  general  de  Va- 
lencia, en  los si<7Uientes  términos: 

Artículo  1 J*  El  distrito  de  la  capitanía  general  de  Valencia  ten- 
drá por  límite  septentrional  el  curso  del  Ebro  desde  8»  confluencia  - 
con  el  Guadalupe  basta  su  deseini)oeadura  en  el  mar:  al  Poniente, 
la  línea  divisoria  de  este  distrito  con  el  de  Aragón  i;erá  el  rio  Gua* 
dalupe  desde  su  confluencia  con  el  Ebro  hasta  Alcañiz:  seguirá  por 
la  cima  que  desde  enfrente  de  Alcañiz  y  á  la  orilla  izquierda  del  rio 
Guadalupe  divide  las  aguas  del  rio  Martin  de  las  del  rio  Galanda, 
dejando  a  Estercuel  en  el  distrito  de  Aragón,  y  á  Julve  en  el  de  Va- 
lencia :  continuará  por  las  cimas  que  conducen  á  Son  del  Puerto  y 
(bañada  Vellida,  quedando  el  primero  de  dichos  pueblos  en  la  ca- 
pitama  general  de  Aragón ,  y  el  secundo  en  la  de  Valencia :  corre- 
rá por  la  cordillera  desde  encima  de  Cañada  Vellida  á  Alcalá  de 
la  Selva ,  quedando  en  el  distrito  de  Aragón  las  vertientes  ídél  rio 
Alfambra ,  y  en  el  de  Valencia  las  del  valle  de  Xarque,  así  como 
el  vnlle  que  corre  desde  Fortanete  á  Aliaba  ,  dejándose  á  Alcalá  de 
la  Selva  en  el  distrito  de  Aragón  y  á  Mosqueruela ,  Valdelinares  y 
Linares  en  el  de  Valencia.  Desde  la  cima  que  separa  Alcalá  de  la 
Selva  de  Valdelinares  se  dirigirá  la  línea  divisoria  de  Norte  á  Sur 
á  la  Puebla  de  Arenoso ,  desde  cuyo  último  punto  se  mantiene  la 
actual  división  de  distritos. 

Art.^3.0  Para  la  determinación  de  los  puntos  intermedios  comi- 
sionarán los  capitanes  generales  de  Aragón  y  Valencia  los  oficiales 
de  estado  mayor  que  hayan  de  trazar  los  pormenores  de  la  línea 
divisoria  en  la  frontera  de  Poniente  para  mi  real  aprobación. 

Art.  3.0  Los  efectos  de  este  decreto  en  nada  alterarán  la  subdi- 
TÍsion  civil  ni  la  judiciaF. 

LXSTBÜCCION  DE   18  DE  AGOSTO. 

Prescribe  las  reglas  y  formalidades  que  deberán  observar,  tanto 
las  aduanas  como  los  resguardos  de  costas  y  fronteras  en  el  terri- 
torio interlineal  establecido  por  real  decreto  de  !.<>  de  agosto  de  1847, 
para  qae  pasando  á  lo  interior  del  reino  las  mercaderías  extranjeras 
y  frutos  coloniales,  quede  completamente  libre  su  tráfico  y  circula- 
ción como  por  el  mismo  se  previene.  (Véase  la  Gacela  de  28  de 
agosto  núm.  47S6). 

Real  decbeto  de  16  de  agosto. 

Nueva  organización  del  arma  de  infantería  y  su  reserva. 

Artículo  l.o  La  infantería  del  ejército  se  divide  en  permanente 
y  de  reserva. 

Art.  3.<>  El  inspector  de  ambas  tomará  en  lo  sucesivo  la  denomi- 
nación de  director  general  de  infantería,  y  tendrá  las  mismas  atri- 
buciones que  señalan  al  primero  las  ordenanzas  generales  del  ejér- 
dto ,  y  las  demás  que  se  le  hayan  posteriormente  concedido  por 
órdenes  especiales. 


fnfatUeria  pcmanenU. 

,^rL  ^.'  t.a  ¡inftBt»^  pieriiiátiente  constará  por  abora  de  15  re- 
fjímjeñtos  de  línea  de  á  tres  batallones,  80  de  á  dos,  ;  dé  tfi  batallo- 
Bes  sueltos  3e  cazsclüreB. 

Art.  4."  Cada  b.iiallon  constará  de  seis  compañfas,  de  las  que 
lina  será  de  grnaaderos,  oCradé  cazadores  y  las  restaateü  d«l  centro 
de  fustieros.  £q  los  [«tallones  de  cazadores  no  tendrán  otra  distin- 
ción que  la  de  su  número  i'espectivo.  Las  seis  compañías  podrün 
aumeOI'a^se  hasta  ocho  en  cada  uno  de  los  batallones  cuando  las 
circtiú'sCíncias  lo  requieran. 

ÍTÍ  i."  Las  planas  ^mavorea  de  los  regimientos  de  tres  i  dos 
bt^toIltÍDes  se  compondrán  ae  un  coronel,  un  teniente  coronel,  un 
taniSór  mayor,  un  maesfrii  sasire  y  oLro  zapatero.  La  de  cada  ba- 
tallad de  un  primer  esmandante,  un  segundo  comandante,  un  aj^u- 
daoU  teniente,  un  abanderado  subteniente,  uü  capellán,  un  ciru- 
jano, uri  ina<fStro  armero,  ún  cabo  de  tambores  ó  cornetas  y  ia  es- 
cuadra de  un  cabo  y  ocho  gastadores. 

Ari.^  G.°  La  plana  mayor  en  los  batallonci  dé  cazadores  sera 
isu'al  á  la  de  los  demás  señalada  en  el  artículo  anterior,  excepto 
el  primer  Jefe,  que  podrá' ser' de  la  clase  de  teniente  coronel  o 
IJrirríet''  comandante,  á  elección  del  gobierno. 

Art.  7."  Cada  conipañ^  se  compondrá  fíi  todos  los  cuerpos  de 
UD  capitán,  un  teñirte,  dos  subtenientes,  un  sargento  primero, 
^es  ae^^imdoi,  vinca  cabos  nrimeros,  cinco  segundos,  un  tambor  y 
uñ  cometa  J  73  soldados.  Las  de  preferencia,  en  vez  de  bimbory 
Olrnét^,  tendráii  dos'  de  esta  última  clase.  En  tiempo  dé  ^erra 
pÜdrá  au^eótarsn  la  fuerza  de  las  compañías  hasta  el  número  de 
1^9,  blazaf ,  y  en  este  casó  se  aumentara  un  teniente  y  eV  número 
qué  convenga  de  S3r|;entos  y  cabos. 

Art.  8.°    No  obstante  lo  prevenido  en  el  artículo  anterior,  con- 

"  — --  '~i;ido9  temantes  que  existen  en  cada  compañía  hasta  que 

■■-    '■'  --  ¿'proveyéndose  las  vacantes  que  vayan  resultando 

_.  j.ede  reducida  á  los  términos  que  se  establecen,  en 

éijyá  C4SÁ  léjdra  lugar  qI  aumento  de  otro  suDteniente. 
'  Jm.  9.'  Entre  tanto  que  sé  determina  por  una  ley  el  dt-deu  que 
t^yii  de,'  rej^r  para  Jos  asceiisos  de  todas  las  clases  de  la  infaolerfa, 
GonUnu'aiTRtí  rigien'do  en  esta  parte  los  r^lamenuis ,  ¿rdenes  é  ins- 
trucciones vigentes  con  las  adiciones  que  se  expresan  en  los  artícu- 
los 37,  38  y  ». 

Alt',  fo:  Los  13  regimientos  mas  anlicuos  que  eiisten  en  el  dia 
éiitíieM^Sa  sil  nombre,  númefti  y  b&tairones  de  que  constan:  de 
los  demás  se  formarán  hasta  el  número  respectivo  los  ÍT  priniOTOS 
ét!  A'  obf'bilüaltones ,  conservando  asimismo  los  liombres  y  números 

SoenSvatt:  I6s'l3  restaiftesbásta  (í'45  tomarán,  cun  stl  numeraeiotí 
írrelátlrt,  los  nombrts  sÍí;uieoles:  regimiento  núm.  33  Sevitla,  34 
AVanadfi,  IS^  l^>leao,  te  Bül'gos,  97  Murcia,  38  Lcon;  S9'ObU- 
bria,40  Málaga,  41  Jaén,  42  V¡toría,43  SanQuintfD,  44  AMoffa 
y  4S  San  Marcial. 

Art.  II.  Los  13  batallones  de  cazadores  ya  formados  tomarán, 
con  el  número  que  tieneti,  los  nombres  siguientes:  1  Cataluña,  3 
Tarragona,  s  Barcelona,  4  Barbattro,  iTalavera,  6  Tarifa,  TOil* 


tíii^rá|i.  \m  do»  temen 
ninii^niénté,  y  no  pro 
én  diCaá  dase ,  quede  r 


•Ima,  9  Ffgaet^9, 1^  Ckidtfd-AodHgó,  íO  A\H  de  Tortfiétf,  |1  Afa^fl^ 
jf'  13  Baza.  Los  cuatro  restantes  de  nueva  creación  toihapria,  cotí  éT 
número  que  Ée  les  señale,  la  deoomiDacÍQn  siguiente:  18  Sfa^ancía^, 
Í4  Las  Kavas,  15  Antequera  y  16  Versara. 

Art.  la.  Reducidos  por  esta  organización  los  ákimós  17  regi- 
mientos existente^  á  dos  batallones,  y  á  seis  el  número  de  las  eóiñ- 
pañías  de  todos,  con  los  batallones  y  compañías  sobrantes  se  fórnoa-' 
ráñ  los  13  regimientos  de  á  dos  batallones  y  los  cuatro  batallones 
de  cazadores. 

Art.  13.    Los  capitanes  y  subalternos  qne  á  resultas  de  esta  nue- 
va organizaciun  quedan  sobrantes,  serán  los  prinieranciente  éoloca*'  * 
dos  por  el  ¿rden  de  su  antigüedad  en  kis  vacantes  qué  ocurran  eí^ 
sos  respectivas  clases ,  y  entre  tanto  quedarán  de  supernumerarios' 
en  los  cuerpos  con  el  sueldo  por  entero. 

Art.  C4.  £t  batallón  fijo  de  Ceuta  conservarcá  por  ahota  su  actual 
organización. 

Infantería  de  reaerva. 

Art  15.    La  infantería  de  reserva  se  compondrá  de  49  batallones  - 
sueltos.  .. 

Art.  16.  Cada  batallón  constará  de  ocho  compañías,  de  las  cuales 
uísa  será  de  granaderos,  otra  de  cazadores  y  las  restantes  del  eeii- 
tro  de  fusileros. 

Art.  17.  La  plana  mayor  del  batallón  se  compondrá  de  un  láe- 
nieate  coronel  ó  primer  comandante,  jefe;  de  un  segando  coman- 
dante, un  ayudante  teniente,  un  abanderado  subtrniente,  un  cape-* 
llwi,  un  cirujano  un  maestro  armero^  un  tambor  mayor,  un.eabo 
de  tambores  o  cometa  y  la  escuadra  de  un  cabo  y  ocho  gastaéereSi. '- 

Art.  18.  Las  compañías  tendrán  el  mismo  numero  de>dfíriales^< 
sarsentos,  cabos,  y  demás  individuos  que  par»  eí  tiempo  de  pea 
y  ¿e  guerra  queda  señalado  en  el  artículo  6  para  la  infantería. 

Art.  10.    Los  batallones  de  ia  reserva  son  locales,- y  en'* virtud 
de  este  principio  las  planas  mayores,  los  demás  oficiales  é  indivi-"- 
dúos  que  correspondan  á  cada  uno ,  residirán  dentro  de  éus  ¡Irovifl- 
cias  ó  demarcaciones  respectivas  cuando  no  estén  sobre  las*  enpar; . 

Art.  20.    Estos  batallones  toniarán  tos  nombres  y  núrtieros  si- 
guientes: 1  Jaén,  2  Badajoz,  3  Sevilla,  4  Burgos,  5Lng[0,  6  Gra^»! 
nada,  7  León,  8  Oviedo,  9  Córdoba,  10  Murcia,  11  Cácenes,  13 
Cádiz,  13  Ecija,  14Logroí)0,  15  Cuadalajara.  16  Zamora,  17  Sa«- 
ria,  18  Santander,  IDOrense,  20  Santiago,  21  Pontevedra,  32  Tuy« 
33  Málaga,  24  Cuenca,  25  Salamanca,  26  Albacete,  27  Vallado- 
lid,  28  Mondoñedo,  29  Toledo,  30  Ciudad-Real,  Si  Avila,  33  Se- • 
govja,  33  Corona ,  34  Mallorca ,  35  Madrid,  36  Palenda,  37  Hueiva, 
88  Almería,  89  Barcelona,  40  Valencia,  41  Lérida,  42  Alicáhtev 
43  Tarragona,  44  Castellón,  45  Pamplona,  46  Huesca,  47  Zara- 
goza ,  48  Teruel  y  49  Gerona. 

Art.  3f.  El  reemplazo  de  los  batallones  de  la  reserva  se  efec- 
tuará .* 

1."  Con  los  hombres  de  la  infantería  pennanente  coitespondfea- 
tes  á  los  reemplazos  mas  antiguos  que  mi  gobierno  disponga ,  eS' 
cada  casó  especial ,  bayaii  de  pasar  á  dichos  batallonel. 

3.«  Cdn  el  número  conveniente  de  quintos-  qne  resoAten:  necesa- 
rios para  eompletar  eon  los  soldados  yeteranos  la  fUerzs  á»  iregki^ 


1B4  ^^  IMttlCHO  MQUUO. 

jDeato ;  y  eftoi  quIalosBe  tomarán  del  reempi«£0  oirdinario  de  la  de. 
marcacioa  de  cada  batalion. 

Art*  31.  Los  quintos  que  sean  destinados  desde  luego  á  los  ba« 
tallones  de  la  reserva  senrirán  10  años;  pero  por  el  tiempo  que 
estén  sobre  las  armas  se  les  aumentará  una  cuarta  parte  de  abono 
del  mismo  para  que  no  llegue  nunca  el  caso  de  que  sirvan  mas  de  8 
años  en  esta  situación. 

Art.  23.  Cuando  mi  gobierno  lo  juzgue  conveniente  podrá  llamar 
á  servir  en  las  fitas  de  la  infantería  permanente  á  los  nombres  que 
desde  su  ingreso  en  el  servicio  hubiesen  sido  destinados  á  la  reserva, 
en  cuyo  caso  entrarán  en  las  condiciones  generales  de  los  que  sirven 
en  la  infantería  permanente ,  si  bien  con  sujeción  para  el  abono  de 
su  tiempo  de  servicio  al  que  hayan  estado  en  la  reserva ,  según  lo 
prevenido  en  el  artículo  anterior. 

Art.  34.  Cuando  los  batallones  de  la  reserva  no  estén  sobre  las 
armas ,  tendrán  en  la  capital  de  la  demarcación  correspondiente  un 
destacamento  continuo,  compuesto  de  la  tercera  parte  efe  los  sargen- 
tos y  cabos  primeros  señalados  por  ralamente ,  con  el  tambor  ma* 
yor ,  cabo  de  tambores  y  cometas.  Éste  destacamento  se  relevará 
cada  cuatro  meses ,  y  su  obligación  será  el  cuidado  de  los  efectos 
correspondientes  á  so  batallón  y  la  instrucción  de  las  clases,  bajo 
la  dirección  de  sus  respectivos  jefes  y  ayudante. 

Art.  25.  La  plana  mayor  de  cada  batallón  residirá  en  la  capital 
de  la  provincia  correspondiente  á  su  demarcación. 

Art.  26.  £1  ascenso  en  las  clases  de  tropa  hasta  la  de  sargento 
primero  se  verificará  bajo  las  mismas  reglas  que  rigen  para  la  infein- 
terfa  permanente. 

Art.  27.  La  clase  de  subtenientes  de  la  reserva  se  nutrirá  dando 
la  tercera  parte  de  las  vacantes  á  los  sargentos  primeros  en  sos  res- 
pectivos batallones  que  cuenten  al  menos  dos  años  de  antigüedad 
en  su  empleo ,  y  reúnan  las  demás  circunstancias  que  se  requieren: 
las  otras  dos  terceras  partes  se  cubrirán: 

l.<*  Por  los  cadetes  del  colegio  general  que  al  ser  promovidos  lo 
soliciten. 

-2.«  Por  los  sargentos  primeros  de  infantería  que  lo  deseen^  siem- 
pre que  tengan  las  cualidades  necesarias. 

Y  S.«  Por  paisanos  que  reúnan  los  requisitos  que  se  prefijarán 
por  drdenes  especiales. 

Art.  28.  £1  ascenso  desde  subteniente  hasta  cdj^itan  inclusive 
será  por  antigüedad  encada  uno  de  los  batallones,  sm  perjuicio  de 
lo  cual  la  mitad  de  las  vacantes  corresponde  á  los  capitanes  y  su- 
balternos de  infantería  que  voluntariamente  quieran  pasar  en  sus 
clases;  si  de  estos  no  los  hubiere,  á  los  que  de  las  inferiores  res- 
pectivas lo  soliciten ;  y  si  aun  no  bastasen  se  cubrirán  al  ascenso  por 
los  oficiales  de  la  reserva,  perdiendo  entonces  la  infantería  perma- 
nente el  número  de  vacantes  que  no  haya  podido  reemplazar.  Las 
vacantes  que  por  esta  causa  queden  en  la  mfantería  permanente  serán 
reemplazadas  por  oficiales  de  la  reserva  de  la  clti^e  respectiva  que 
lo  soliciten. 

Art.  29.  Las  vacantes  de  segundos  comandantes  que  ocurran  en 
los  cuerpos  de  la  reserva  se  darán :  la  tercera  parte  al  ascenso  de 
les  capitanes  de  infantería  permanente,  bajo  las  bases  establecidas 
por  los  reglamentos  que  ngen  para  dicha  arma;  y  las  otras  dos, 
ooo  90  jeeioa  á  los  mismos  re(;lament06 ,  á  los  capitanes  de  la  reser- 


?a  en  eseala  general  de  todos  loe  batallones  de  la  misma. 

Art.  30.  También  se  permitirá  el  pase  mutuo  de  una  á  otra  in- 
fimtería  empleo  por  empleo. 

Art.  84.  Declarados,  como  lo  están,  de  infantería  los  jefes  per- 
tenecientes á  la  reserva ,  podrán  los  de  uno  y  otro  instituto  ser  indis* 
tintamente  colocados  en  ambos  y  en  sus  empleos  respectivos. 

Art.  32.  Los  primeros  jefes  de  los  batallones  de  la  reserva  dis- 
frutarán en  provincia  la  mitad  de  su  sueldo  y  la  gratiGcacion  por 
entero  señalada  á  este  mando:  los  segundos  comandantes,  ayudan- 
tes y  abanderados,  así  como  los  demás  individuos  que  componen  los 
destacamentos  continuos,  gozarán  siempre  por  entero  los  sueldos, 
haberes,  gratificaciones  y  raciones  que  á  sus  respectivas  clases  cor- 
responden :  los  capitanes ,  cuando  no  estén  sobre  las  armas  ó  en 
asamblea,  disfrutarán  la  mitad  de  su  sueldo,  y  por  entero  en  aque- 
llas dos  situaciones:  los  subalternos  en  provincia  tendrán  los  tres 
quintos  de  su  haber,  y  el  completo  sobre  las  armas  y  en  asamblea, 
eon  el  aumento  en  estas  dos  situaciones  de  los  100  rs.  que  se  con- 
eedíeron  á  estas  clases  por  la  ley  de  20  de  mayo  de  1845.  Los 
sargentos  y  cabos  primeros  no  destacados  percibirán  la  mitad  de 
so  haber. 

Art.  3S.  £1  ministro  de  la  Guerra  queda  encargado  de  circular 
todas  las  dbposiciones  necesarias  para  la  ejecución  del  presente 
decreto. 

Art.  84.  Mi  gobierno  presentará  oportunamente  á  las  cortes  este 
decreto  para  su  aprobación  en  la  parte  que  sea  necesaria. 

RBAL  DECBBTO  de  23  DE  AGOSTO. 

Manda  pasar  á  todos  los  cuerpos  del  ejército  revistas  anuales 
por  inspectores  nombrados  por  S.  M. 

ADMIHISTRACIOK  DE  JUSTICIA  CIVIL  Y  ADMIIISTRATIYA. 


RbaI  DECBBTO^  DE  3  DE  AGOSTO. 

«Consiguiente  á  lo  preceptuado  en  los  artículos  IS,  19  y  20  de 
mí  real  decreto  de  4  de  junio  próximo  anterior  sobre  conflicto  de 
jurisdicción  y  atribuciones  entre  las  autoridades  judiciales  y  admi« 
nistrativas,  y  á  fin  de  no  traslimitar  el  término  que  por  el  último 
de  ellos  se  establece,  he  venido  en  decretar  que,  transcurridos  15 
días  desde  que  el  consejo  real ,  en  cumplimiento  de  lo  prevenido  en 
el  artículo  18,  hubiere  pasado  copia  de  su  consulta  al  ministro  ó 
ministros  de  quienes  dependan  los  jueces  y  autoridades  que  dispu- 
ten con  la  administración  sobre  competencia ,  sin  que  se  haya  hecho 
al  de  la  Gobernación  del  Reino  la  reclamación  que  permite  el  ar- 
tículo i9,  se  entienda  que  el  expresado  ministro  6  ministros  están 
conformes  con  el  dictamen  del  consejo  real.» 

CiBCVLAB  DE  :  1  DE  JULIO  publicada  en  7  de  agosto. 

llanda  se  dé  curso  á  los  expedientes  que  se  formen  para 
obtener  títulos  de  ejercicio  de  las  escribanías  públicas  y  nume- 
rarias de  propiedad  particular ,  reservándose  decidir  lo  conve- 
niente sobre  las  del  Ebtado. 

Real  obden  de  27  de  julio  publicada  en  8  de  agosto. 

Declara  á  las  audiencias  de  la  Ula  de  Cuba  tribunales  coni« 
pétenles  para  conocer  de  las  apelaciones  y  consultas  en  las  ean* 
Tomo  ii.  24 


186  th  BtaUSCHO  m&ilM. 

sas  de  vagM ,  .maii¡il£»<io  qite  conoicftii  en  primoa  iiMncia  da 
estas  cautas  ai  capitán  general  de  aquella  i&la  y  los  gobernado- 
res de  la  misma  con  real  nombramiento. 

GlBCülAR  BE  7f2  DE  AGOSTO. 

Dispone  qtre  en  los  expedientes  sobre  adjudicación  de  cape- 
llanías de  sangre  á  los  parientes  de  los  fundariot  es ,  se  oiga  á  los 
promotores  fiscales  como  representantes  del  Estado. 

RbAL  OBDEN   de  24   DB  AGOSTO. 

Artículo  1.^  Se  autoriza  á  las  juntas  de  gobierno  de  los  colegjos 
de  abogados  para  hace^*  efectivas  las  cantidades  que  se  aprueben  por 
láis  juntas  generales  de  los  mismos  con  el  obieto  de  atender  á  sus 
gastos,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  artículo  81  de  los  estatutos 
vigentes. 

2.<>  Si  algún  colegial  dejare  de  pagar  la  cuota  que  le  coresponda 
satisfacer ,  se  le  concederá  por  la  junta  de  gobierno  respectiva  un 
plazo  de  15  días  para  que  lo  veriGque,  y  no  iiaciéndolo  será  ex- 
cluido del  colegio  y  borrado  de  sus  listas. 

3.<*  Todos  los  individuos  de  los  colegios,  siempre  que  muden  de 
domicilio  ó  se  trasladen  de  una  casa  a  otra ,  deberán  ponerlo  en 
conocimiento  de  las  juntas  de  gobierno:  á  los  que  no  lo  bicieren, 
se  les  recordará  por  medio  de  los  boletíues  oCciales  de  la  proviocía 
el  cumplimiento  de  esta  obligacioon,  concediéndoles  al  efecto  íi 
dias;  y  si  transcurridos  no  lo  hubiesen  verifícado,  serán  excluidos 
en  igual  forma  del  colegio  á  que  correspondan  y  borrados  de  sus 
listas. 

Real  decbeto  de  25  de  agosto. 
Dispone: 

Art.  1.0  Habrá  en  Madrid  tres  cárceles  modelos :  una  para  presos 
pendieutes  de  causa  ^  otra  para  sentenciados ,  y  otra  para  mujeres. 

Art.  2.0  £n  las  cárceles  de  las  capitales  de  provincia  se  observará 
y  cumplirá  el  reglamento  adjunto :  las  de  Madrid  se  sujetarán  al  mis- 
mo en  la  parte  que  á  cada  una  corresponda. 

REOXiAWBMrTO 

PAHA  LAS  CÁRCELES  DE  LAS  CAPITALES  DE  PROVINCIA. 


CAPITULO  PRIMERO. 

Del  edificiOé 

Art.  1.0    Se  distribuirá  en  la  forma  siguiente: 
l.o    Departamento  para  hombres,  subdivídido: 
Primero.     En  sección  de  acusados  por  delitos  leves. 
Segundo.    En  sección  de  acusados  por  delitos  graves. 
Tercero.     En  sección  de  sentenciados  por  delitos  leves. 
Cuarto.       En  sección  de  sentenciados  por  delitos  graves. 
Quinto.       En  sección  de  incomunicados. 
Sexto.        En  seecioü  de  los  jóvenes  que  no  lleguen  á  la  edad 
de  15  aftos. 


#.<*  IbéptíttMmámú  ptrtf  mifjeret ,  irubdltidMo  etf  U»  mHMM  tér- 
mnio»^érwd{^h()imbrélf,  separando  dé  tá&áduHas  ll£r  dfté  ñd  H^úfü 
á  1«  edad  dé  do«é  aflód; 

S.**   Eníévméyfa. 

4.<»    Capilla. 

S,^    Sola  pera  dei^laraeíoaes  y  careos. 

•.<>    Habffacíones  del  director  y  dependientes. 

7.0   Local  para  talleres  y  demás  oflctnas  del  establecimiento. 

CAPITULO  U. 
Del  personal. 
Art.  2.«    Se  compondrá : 

StTSLnO  ANÜIL. 


Capitales        En  las  de-> 
(1  Que  Hay      tms  eap' 
audiencia.         '  tale^. 


Madrid.        en  oue  Hay      ima  eapi-^ 
idr  -  - 


l.«    De  UQ  director 16000  12000  10000 

2.»    De  00  ayudante 6000  5000  4000 

3.0    De  un  facultativo 5000  4000  SfOOO 

4.«    Dé  un  capellán SOOO  250Ó  2000 

5.<>    De  una  inspectora. SOOO  2500  2000 

6."    Del  número  de  dependien- 
tes necesarios  con  la  asignación 

cada  uno  de 3000  2500  20OO 

Art.  9.**    La  plaza  de  director  se  proveerá  por  S.  M.  á  propuesta 
en  tierna  áe\  \m  político  respectivo.  En  igualdad  dé  circubstanciái 
será£  preferioos  para  este  destina  ün  individuo  del  ejército  ó  arma- 
da que  tenga  á  lo  menos  el  grado  de  comandante. 
£1  Jefe  poUtieo  proveerá  las  demás  plazas. 

CAPITULO  ni. 

Del  gobierno  interior. 

Art.  4.*  El  jefe  político ,  como  delegado  del  gobierno  y  responsa- 
ble del  drdén  público  de  la  provincia ,  es  el  jefe  superior  inmediato 
del  establecimiento. 

Bajo  la  dependencia  de  esta  autoridad  corresponde  exclusivamen- 
te al  ak'édtor  et  gobierno  interior  de  la  cárcel. 

CAPITULO  IV. 

Del  director, 

JM.  &•    Ha  dé  vivir  preovsamente  dentro  del  éstaUeemiiento. 

Art.  6.°    Reúne  el  doble  carácter: 

^.^  Dtf  ageütedela  adntñiiitiiadoii. 

2.»    De  oependiente  de  la  aUtoHdlid  judfciál. 

: 


.1^8  BL  0BA1CHO  MODUmO. 

* 

.  Gomo  agente  de  la  administración,  si  es  -miUtar,  no  disfinitará 
de  fuero  en  ningún  acto  ni  caso  en  que  se  interese  el  servicio  de  la 
cárcel ,  y  será  responsable,  asi  de  la  ioromunicacion  y  seguridad  de 
los  encarcelados,  como  de  la  exacta  observancia  de  cuanto  en  este 
reglamento  se  prescribe. 

Como  dependiente  de  la  autoridad  judicial  está  obligado  á  cum- 
plir las  órdenes  de  los  tribunales  y  jueces  respectivos  en  lo  concer- 
niente á  la  prisión ,  incomunicación  y  soltura  de  los -presos  con  cau- 
sa pendiente. 

Art.  7.0  No  le  servirá  de  descargo  la  omisión  6  descuido  de  los 
empleados  subalternos,  á quienes  podrá  suspender  desús  funciones 
siempre  que  lo  juzgue  conveniente,  dando  de  ello  conocimiento  al 
jefe  político  para  la  resolución  que  corresponda. 

Art  S,^  No  admitirá  ningún  preso  sin  orden  por  escrito  de  au- 
toridad competente,  en  que  se  exprese  el  nombre, ^apellido,  profe- 
sión y  vecindad  del  reo,  y  el  motivo  de  su  prisión  o  arresto. 

Si  falta  cualquiera  de  estos  requisitos,  detendrá  la  admisión  del 

f^reso ,  y  dará  cuenta  al  jefe  político  y  al  juez  ó  autoridad  de  quien 
a  orden  proceda. 

Art.  9y  Dará  parte  diario  al  ¡efe  político  de  las  novedades  que 
ocurran  en  el  establecimiento  y  de  los  presos  que  reciba ,  conservan- 
do para  su  resguardo  las  órdenes  originales  de  que  trata  el  artículo 
anterior,  y  también  las  que  dispongan  la  salida  de  los  presos. 

Art.  10.  Una  vez  al  dia  por  lo  menos  visitará  á  toaos  los  presos 
para  consolarlos,  oir  sus  reclamaciones  en  cuanto  al  comportamien- 
to de  los  empleados  subalternos ,  y  siendo  fundadas  proveerá  á  su 
remedio. 

Art.  U.  Cuando  visitare  el  departamento  de  mujeres  irá  acompa- 
ñado de  la  inspectora  del  mismo. 

Art.  12.    Para   poder  informar  sobro  la  conducta  de  los  presos 
^durante  su  encarcelamiento,  tendrá  un  libro  cuyas  hojas  estaran  nu- 
meradas y  rubricadas  por  el  jefe  político ,  y  en  él  anotará  sus  nom- 
bres y  las  observaciones  que  vaya  haciendo  respecto  de  cada  uno 
de  ellos. 

CAPITULO  V. 

Del  ayudan  le. 

Art.  13.    Sustituirá  al  director  en  ausencias  y  enfermedades. 

Art.  14.  A  diferentes  horas  visitará  todos  los  días  la»  oGcinas 
del  establecimiento  y  el  departamento  de  hombres,  dando  aviso  al 
director  si  observa  (jue  en  alguno  de  ellos  no  reina  el  mayor  orden 
y  limpieza. 

Art.  U.  Vigilará  si  los  demás  empleados  y  dependientes  cumplen 
con  sus  deberes,  y  comunicará  al  director  el  resultado  de  sus  ob- 
servaciones. 

Art.  16.  Tendrá  un  libro  de  inventarios,  en  que  constarán  to- 
dos  los  muebles,  enseres  y  demás  efectos  que  haya  en  el  esta- 
blecimiento. 

Todas  las  hojas  en  este  libro  estarán  numeradas  y  rubricadas  por 
el  director. 

Art.  17.  Para  el  registro  general.de  los  presos  tendrá  otro  libro 
en  folio  arreglado  al  modelo  adjunto* 


Taml^Q  estarán  numeradas  y  rubricadas  por  el  director  todas 
las  hojas  de  este  libro. 

Art.  I  a.  Para  poder  probar  en  todos  tiempos  y  circunstancias  la 
identidad  délos  presos  estenderá  su  filiación  en  otro  libro  que,  por 
medio  de  los  números  de  las  órdenes  de  entrada ,  corresponderá 
eon  el  del  reii^istro  general. 

Art.  19.  Tendrá  ademas  á  su  cargo  la  contabilidad  del  estable- 
cimiento, bajo  las  bases  que  se  fijaran  en  un  reglamento  separado. 

CAPITULO  VI. 

Del  facultativo. 

Art.  20.    Ha  de  ser  precisamente  médico-cirujano. 

Art.  21.  Su  destino  es  incompatible  con  cualquiera  otro  cargo 
público. 

Art.  22.  Cuidará  de  que  no  pasen  á  la  enfermería  sino  los  pre- 
sos que  realmente  lo  necesiten ,  y  de  que  no  permanezcan  en  ella 
mas  tiempo  que  el  indispensable  para  recobrar  su  salud. 

Art.  23.  Visitará  á  todos  los  presos  una  vez  a)  día  y  dos  á  los  en- 
fermos ,  y  tan  luego  como  observe  en  alguno  síntomas  sospechosos 
de  contagio  dará  cuenta  al  director. 

Art.  24.  Reconocerá  semanalmentc  todas  las  habitaciones  del 
establecimiento,  y  hará  presente  ai  director  el  estado  de  salubridad 
en  que  se  encuentren. 

Art.  25.  En  un  libro,  que  quedará  siempre  en  el  establecimien- 
to como  propiedad  de  él,  anotará,  asi  la  naturaleza  de  las  enferme- 
dades á  que  estén  mas  propensos  los  encarcelados ,  como  los  medios 
que  haya  empleado  para  su  curación ,  y  el  resultado  que  hubiese 
conseguido. 

CAPITULO  VII. 
Del  capellán. 

Art.  26.  Reunirá  á  una  sólida  instrucción  los  sentimientos  de 
humanidad  y  el  celo  religioso  que  distinguen  su  sagrado  ministerio. 

Art.  27.  Los  domingos  y  días  festivos  celebrará  misa  en  la  ca- 
pilla del  establecimiento. 

ArL  28.  En  los  mismos  días  hará  por  la  tarde  una  plática,  asi 
en  el  departamento  de  hombres  como  en  el  de  mujeres,  leyendo  uu 
eetracto  del  Evnngelio  del  dia  con  su  explicación  moral. 

Ejercitará  ademas  á  los  jóvenes  de  ambos  sexos  en  el  Catecismo 
de  la  doctrina  cristiana. 

Art.  29.  Todas  las  noches,  antes  de  recogerse  a  sus  dormitorios 
los  presos  de  ambos  sexos,  les  dirigirá  la  palabra  en  una  breve  plá- 
tica al  alcance  de  su  comprensión  sobre  las  consecuencias  del  vicio 
y  las  ventajas  de  las  acciones  virtuosas,  demostrando  la  convenieo* 
cia  propia  de  proceder  bien ,  y  el  premio  que  lleva  siempre  consigo 
la  honradez. 

Art.  30.  Visitará  á  los  enfermos  para  suministrarles  los  consue- 
los espirituales  que  le  dicte  hu  celo ,  y  les  administrará  los  Sacra- 
mentos cuando  el  facultativo  lo  juzgue  conveniente. 


CAPITULO  VIH. 
De  la  inspectora, 

Art.  31.    Ha  de  ser  de  edad  madura,  y  Bolteraó  viuda. 

Art.  32.  Ha  de  vivir  precisamente  dentro  de  la  cárcel ,  y  po  .po- 
dra salir  del  edificio  sio  permiso  del  director. 

Art.  33.  Ejercerá  la  mayor  visilancia  en  el  departamento  de  mu- 
jeres, y  cuidará  bajo  su  responsabilidad  de  que  en  todas  las  seccio- 
nes se  guarde  y  observe  el  silencio  y  el  orden  establecidos ,  debien- 
do dar  inmediatamente  avisQ  al  director  de  cualquiera  novedad  que 
ocurra. 

Art.  34.  No  permitirá  á  niii^gQnp  de  los  empleados  ni  dependien- 
te la  entrfi^a  ^  f\  4iepártarhe'iito  sin  previo  permiso  de)  director ;  y 
cuando  estén  autorizados  paradlo,  los  acompañará  basta  que  salgan. 

CAPITULO  IX. 

De  loe  dependientee, 

Art.  35.  El  portero  ha  de  ser  casado ,  y  deberá  vivir  precisameQ- 
te  en  el  eJ(^blecimiento,  no  pudiendo  salir  de  él  sin  permiso  del 
director. 

No  observará  mas  instrucciones  que  las  que  reciba  de  e$te  per- 
sonalmente, ó. del  ayudante  cuando  baga  sus  veces. 

Art.  36.  Lo$  llaveros  lian  de  vivir  también  en  el  establecimiento, 
y  no  podrán  salir  de  él  sin  permiso  del  director. 

TampocQ  observarán  jnas  instrucc¡one3  qoe  las  que  reciban  del 
mismo  personalmente,  o  del  ayudante  cuando  ocupe  su  lugar  por 
ausencia  ó  enfermedad. 

CAPITULO  X. 

Del  régimen  interior, 

Art.  37.  A  to^ue  de  fampana  y  al  amanecer  eh  todae  las  époeaa 
del  afto  se  alitiocidrá  á  los  presos  la  hora  de  levantarse  j  é  inmedia- 
tamente bajarán  á  los  patios  con  sus  camas  ó  petates  para  qóe  "pue- 
da hacérsela Ifmpfbaa  de  fas  habitaciones.  En  tos  patios  se  lavarán 
y  se  pasará  la  primera  lista  y  la  revista  de  aseo ,  volviendo  en  se- 

Suida  á  los  departamentos  respectivos,  donde  tendrá  lugar  la  visita 
¡cría  del  facultativo. 
Si  no  hay  patios  diferentes  para  todas  las  secciones ,  tos  presas 
de  cada  uria  Imjarán  sucesivamente. 

Art.  W^  If e  ae  comprenden  en  este  número  los  presos  incMnü- 
oicadoa,  á  quienes  el  director  hará  cambiar  ftecaentemente  de  cel- 
das ,  ferllleándose  la  ventitacion  y  limpieza  de  estas  de  auote  qée 
la  iDeomttOieacion  no  se  interrumpa. 

Art.  39.    A  las  siete  en  los  meses  de  abril  á  setiembre  íneliiatVe, 
Y  lat  ocho  en  los  demás  del  afto,  empernan  los  trabajoi  eá  los  ta- 
lleres, cesando  á  las  diez  en  la  primera  época ,  y  á  fas  oníre  en  fa 
segunda. 
Art.  40.    A  las  diez  ó  las  once  respectivamente  comerán  su  pri- 


CBÓNTGÁ  LieiSLAllTA.  1ÍÍ 

9 

mer  rancho  los  presos  pobres,  y  á  las  mismas  horas  se  permitirá  la 
entrada  de  almuerzos  para  los  demás  encarcelados. 

Art.  41.  A  las  doce  en  la  se^ndd  época  y  á  la  una  en  la  pri- 
mera empezarán  de  nuevo  los  trabajos ,  durando  respectivamente 
basta  las  cuatro  y  las  seis. 

Art.  42.  De  cuatro  á  cinco  fn  la  segunda  época  y  de  seis  á  siete 
en  la  primera  podrán  visitar  á  los  presos  en  comunicación: 

J.*»    Sus  defensores. 

S.^*    Sus  parientes. 

3.»    Las  personas  con  especial  permiso  por  escrito  del  jefe  noKtico. 
Pío  se  entenderá  por  parientes  mes  que  los  esporos,  padres,  hi- 
jos y  hermanos. 

Las  visitas  tendrán  lugar  por  medió  de  dos  rejas. 
Los  defensores  podrán  conferenciar  con  los  presos  en  la  sala  de 
declaraciones. 

Art.  43.  Desde  las  cinco  á  las  siete  respectivamente  comerán  e\ 
segundo  rancho  los  presos  pobres,  y  se  permitirá  la  entrada  de  co- 
midas para  los  demás  encarcelados. 

Art.  44.  A  las  seis  en  la  segunda  época  y  á  Ia$  ocho  en  la  Kt- 
mera  se  cerrarán  las  puertas  del  exterior,  se  pasará  la  segunda  Ji^- 
ta,  se  rezará  el  rosario  en  todos  los  departamentos,  tendrá  lug^r  la 
plática  dé  que  trata  el  art.  29,  y  respectivamente  á  las  ocho  y  á  las 
nueve  se  tocará  á  EÜencio. 

Art.  4S.  En  los  dias  festivos  se  observarán  las  misnaas  horas,  con 
la  áíferencia  de  que  la  mañana  se  destinará  á  oir  misa  y  a)  descan- 
so,  y  la  tardé  á  los  actos  religiosos  de  que  trata  el  art.  ^S. 

CAPITULO  XL 

Ds  la  polkia  de  salubridad. 

Art.  46.  Está  fundada  en  la  ventilación,  la  limpieza  del  edificio 
y  el  aseo  de  los  presos. 

Se  consigue  la  primera  teniendo  abiertas  las  habitaciones  una 
hora  por  la  mañana  y  otra  por  la  tarde,  y  echando  cubos  de  agua 
en  los  comunes;  lo  segundo  barriendo  y  regando  djariamente  las 
habitadores  y  tos  corredores ,  y  lo  tercero  cuidando  de  que  los  pre* 
S03  se  laven  todos  los  días  y  cambien  de  ropa  interior  toaas  las  se- 
manis ,  lavando  la  puesta  si  no  tienen  otrtf  psVa  mudarse. 

Art.  47.  A  los  presos  pobres  que  no  lengan  ropa  cop  que  cubrirse 
ni  cama  en  que  acostarse,  se  les  facilitará  un  vestido  limpio,  un 
gergon,  un  cabezal,  y  en  invierno  una  manta.  Mientr89  lavan  la 
ropa  puesta  se  les  facilitará  un  ropón. 

Ak-t  48..  La  limpieza  del  edificio  se  hará  por  los  presos  socorridos 
como  pobres. 

CAPITULO  XIL 

De  la  policía  de  seguridad. 

Art.  49.  Para  la  seguridad  de  la  cárcel  habrá  una  guardia  con 
la  (uerza  propsoccionada  al  número  de  presos  y  exclusivamente  des- 
tipa<(a  ^  su  ci]|Modia  y  i  auxiliar  ^  director  cuando  este  lo  reclame. 

Art.  50.  Para  precaver  1¡|  fuga  hará  el  direetjar  qtt^  sexq  regis- 
trados á  su  eptraaa  <MÍ  la  cárcel,  á  fin  de  cerciorarse  de  que  no 
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ocultan  ningún  arma ,  lima ,  cuerda  y  demás  que  pudiera  facilitar 
•u  evasión. 

Art.  51.  También  hará  recooocer  escrupulosamente  á  presencia 
del  conductor  cuanto  de  fuera  se  introduzca  para  los  presos,  ya  sea 
comida ,  ropa  ú  otros  efectos. 

Si  apareciere  alguna  cosa  cuya  introducción  está  prohibida ,  de- 
tendrá al  conductor ,  dando  cuenta  al  jefe  político  para  la  resolución 
que  corresponda. 

Art,  52.  Practicará  ademas  el  director  cuantos  reconocimientos 
crea  necesarios,  y  adoptará  cuantas  precauciones  juzgue  conve- 
nientes á  fin  de  evitar  la  fuga  de  los  presos. 

CAPITULO  XIII. 
De  la  polUia  de  orden, 

Art.  53.  Se  prohibe  á  los  presos  el  uso  del  vino,  aguardiente, 
licores  y  demás  bebidas  espirituosas. 

Art.  54.    Se  les  prohibe  también  toda  clase  de  juegos. 

Art.  55.  Del  mismo  modo  se  prohiben  disputas,  gritos,  cantares 
deshonestos ,  blasfemias,  imprecaciones  y  cuanto  es  contrario  á  la  de- 
cencia y  a  la  moral.  ,  , 

Art.  5G.  Se  prohibe  igualmente  á  los  presos  manchar  o  desmoro- 
nar las  paredes  y  destruir  los  efectos  del  establecimiento  ó  de  los 
otros  presos. 

Art.  57.  Se  les  prohibe  por  último  conservar  en  su  poder  ningún 
dinero ,  debiendo  depositar  en  la  caja  del  establecimiento ,  bajo  reci- 
bo ,  la  cantidad  que  posean  á  su  entrada 

Este  depósito  les  será  devuelto  el  dia  de  su  salida ,  6  tendrá  el  des- 
tino que  señala  el  art.  71. 

Art.  58.  Desde  el  momento  en  que  los  presos  entren  en  la  cár- 
cel se  procurará  intruirlos  de  sus  deberes ,  y  de  los  castigos  a  que 
estarán  sujetos  por  faltas  de  disciplina. 

CAPITULO  XIV. 

De  las  correcciones. 

Art.  59.  Las  amenazas ,  injurias ,  violencias,  escalamientos,  frac- 
tura de  puertas  ó  ventanas ,  y  cualquiera  otra  infracción  del  regla- 
mento por  parte  de  los  encarcelados ,  se  castigará  según  las  cir- 
cunstancias: 

l.o    Prohibiendo  al  reo  la  comunicación  con  su  familia. 

).*>    Encerrándole  en  un  calabozo. 

3.°    Poniéndole  á  pan  y  agua. 

4,^    Descontándole  en  favor  del  establecimiento  una  parte  de  lo  que 
le  haya  correspondido  ó  corresponda  en  lo  sucesivo  por  su  trabajo. 
Los  castigos  de  encierro  en  calabozo  y  régimen  de  pan  y  agua  no 
podrán  exceder  de  cinco  dias. 

Art.  60.  Siempre  que  el  director  aplique  los  castigos  de  que  trata 
el  artículo  anterior,  lo  pondrá  en  conocimiento  del  jefe  f)olítico, 
quien ,  si  considera  que  las  faltas  cometidas  merecen  menor  ó  mayor 
pena,  disminuirá  el  castigo  en  el  primer  caso ,  6  mandará  en  el  se- 
gundo aplicar.hierros ,  ó  dará  ,  en  fin ,  parte  á  los  tribunales  de  jus- 
ticia para  que*  obren  con  arreglo  á  las  leyes. 

(5e  continuará.) 
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((k>ociusion  de  la  del  mes  de  agosto.) 

AÜMIIÍISTRACION  DE  JOSTICIH  CIVIL  Y  ADMIKISTRATIYA. 

CAPITULO  XV. 
De  la  enfermería. 

Art.  6f .    Se  establecerá  en  el  sitio  que  designe  el  facultativo. 

Art.  62.  Tendrá  dos  departamentos  independieotes  entre  si ,  uno 
para  los  hombres  y  otro  para  las  mujeres. 

En  ambos  departamentos  habrá  un  local  separado  para  los  in- 
comunicados. 

Art.  63.  £1  suministro  de  alimentos  y  medicinas  se  rematará  en 
pública  subasta. 

Art.  64.  El  facultativo  recetará  siempre  por  escrito ,  y  en  los 
mismos  términos  prescribirá  el  régimen  que  ha  de  observarse  con 
los  enfermos. 

CAPITULO  XVI. 

De  ¡os  talleres  y  de  los  beneficios  que  corresponden  á  los  presos 

por  tu  trabajo, 

Art.  65.  En  cada  sección  habrá  un  cuarto  6  sala  destinado  para 
Uller. 

Art.  66.  Los  talleres  estarán  regidos  por  un  reglamento  especial 
que  el  jefe  político  someterá  á  la  aprobación  del  gobierno. 

Art.  67.  En  el  reglamento  de  talleres  se  fijarán  las  manufactu- 
ras que  han  de  elaborarse ,  procurando  sean  de  las  de  fácil  consamo 
y  construcción. 

Quedarán  excluidas  aquellas  que  constituyan  una  industria  es- 
pecial del  pais. 

Art.  68.  Para  la  enseñanza  de  oGcios  y  dirección  de  los  trabajos 
procurará  el  jefe  político  la  asociación  de  sociedades  filantrópicas. 

Art.  69.    El  trabajo  en  los  talleres  ha  de  ser  solamente  obllgatorío 

{^ara  los  presos  sentenciados  socorridos  como  pobres ;  pero  ni  estos  ni 
os  demás  presos  sentenciados  que  quieran  trabajar  podráa  hacerlo 
Tomo  n.  S6 
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por  su  caenta.  Únicamente  á  las  horas  de  descanso  se  les  permUirá 
componer  la  ropa  de  su  uso. 

Art.  70.  En  la,  caja  del  establecimiento  se  impondrá  ¿  cada  sen- 
tenciado la  mitad  del  producto  lí(]uido  de  su  trabajo  para  entregársela 
por  terceras  partes ,  una  á  su  salida ,  y  las  otras  dos  á  los  tres  y  seis 
meses  si  no  reincide  ó  comete  nuevo  delito. 

En  el  caso  de  reincidir  ó  cometer  nuevo  delito ,  quedará  á  benefi* 
cío  del  establecimiento  la  suma  retenida* 

Si  durante  la  prisión  observasen  los  encarcelados  buena  conduc> 
ta ,  podrán  disponer  hasta  de  la  mitad  de  su  pecuUo  en  favor  de  sus 
familias,  pero  justificando  previamente  la  absoluta  pobreza  de  estas, 
á  quienes  en  tal  caso  se  hará  directamente  la  entrega  por  mano  del 
director,  precediendo  orden  por  escrito  del  jefe  político. 

Art.  71.  Los  presuntos  reos  podrán  dedicarse  á  toda  especicf  de 
trabajos  compatibles  con  la  seguridad  y  orden  del  establecimiento. 
Su  producto  les  corresponderá  por  completo ,  y  ó  dispondrán  de  él 
á  favoi*  de  sus  familias ,  6  les  será  entregado  á  su  excarcelación  si 
resultan  absueltos. 

En  el  caso  de  ser  sentenciados  á  presidio ,  se  librará  á  la  caja 
del  establecimiento  á  que  vayan  destinados.  Si  fueren  sentenciaiios  á 
muerte,  se  entregará  a  sus  herederos  ó  á  las  personas  que  designen. 

CAPITULO  XVIL 

De  loi  ingresos  y  gastos. 

Art.  72.  En  el  presupuesto  del  establecimiento  figurará  como 
ingreso  el  producto  líquido  que  rinda  al  mismo  el  trabajo  de  los 
presos. 

Art.  73.  Los  gastos  de  material  y  personal  serán  de  cuenta  del 
Estado. 

Art.  74.    El  suministro  de  pan  y  rancho  de  los  presos  pobres  se 
rematará  en  subasta  pública,  y  su  importe  será  satisfecho  de  los. 
fondos  provinciales,  así  como  los  gastos  que  en  la  enfermería  ocasio- 
nen los  mismos  presos. 

La  cantidad  de  los  alimentos ,  su  calidad  y  la  de  las  medicinas 
ha  de  ser  conforme  á  lo  detallado  en  los  reglamentos  aprobados  para 
los  presidios  en  5  de  setiembre  de  1844. 

Art.  75.  Los  gastos  que  los  demás  presos  ocasionen  en  la  en* 
fermería  serán  de  su  cuenta. 

CAPITULO  XVIII. 

Disposiciones  generales, 

Art.  76.  Queda  prohibido  que  los  empleados  y  dependientes  com- 
pren ,  cambien ,  vendan  6  alquilen  ningún  efecto  á  los  encarcelados. 

Art.  77.  Igualmente  se  prohibe  que  los  empleados  y  depen- 
dientes hagan  trabajar  á  los  presos  en  cosas  de  su  uso  ó  servicio 
particular. 

Art.  78.  Se  prohibe  también  la  existencia  de  cantinas,  y  que  ios 
empleados  y  dependientes  faciliten  á  los  presos  ningún  género  de  be- 
bidas ó  alinlentos. 

Art,  79.    Se  prohibe  del  mismo  modo  que  los  encarcetedoi  ven- 
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dan  ó  eambm  entre  sí  gu  radon  ni  la  ropa  necesaria  para  tu  uao. 

Art.  80.  Se  prohibe  asimismo  toda  clase  de  derechos  ¿  impues- 
tos carcelarios ,  ya  sean  los  que  se  cobran  por  alquiler  de  habita* 
cienes  y  los  conocidos  con  el  nombre  d^  entre  puertas ,  de  grillos 
y  demás  de  su  clase ,  ya  sean  los  que  acostumbran  á  exigir  los  pre- 
sos á  loe  nuevos  encarcelados  con  fa  denominación  de  entrada  o  de 
bienvenida. 

Art.  81.  Finalmente,  se  prohibe  que  los  empleados  y  dependien- 
tes admitan  de  los  presos  ^  ni  de  sus  parientes  y  amigos ,  ninguna 
etpede  de  gratificación,  presente  ni  recompensa  bajo  pretexto  al- 
guno. 

OBRAS  PUBLICAS. 

Rbal  obdbn  de  14  de  agosto. 

Dispone :  i  .o  Que  los  ingenieros  de  distrito  estén  á  las  órde- 
nes  del  Jefe  político  respectivo  en  todo  lo  concerniente  á  recono* 
cimientos,  planos  y  presupuestos  facultativos,  prestando  su 
cooperación  á  las  obras  públicas  que  tengan  á  bien  encomen- 
darles. 2.^  Que  cuando  los  ingenieros,  por  estar  empleados  en 
otros  trabajos ,  no  puedan  ocuparse  en  los  que  el  Jefe  político  les 
encargue  de  nuevo ,  dé  este  cuenta  al  gobierno  con  su  informe, 
cuidando  también  de  hacerlo  la  jefatura  del  distrito  por  conduc- 
to de  la  dirección  de  obras  públicas.  3.^  Que  cuando  el  Jefe  po- 
lítico se  convenza  de  que  el  ingeniero  no  pueda  desempeñar  él 
trabajo  que  le  encarga ,  quede  en  libertad  de  designar  arquitecto 
de  su  confianza  que  la  veriflque. 
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Rbal  dbcrsto  db  19  d£  agosto. 

Aprueba  el  nuevo  reglamento  para  la  ejecución  del  plan  de 
estadios,  {f^éase  la  Gaceta  de  22  de  agosto  ^  núm.  4725.) 

ADMffllSTRACIOH  MUlílClPAL  Y  PROVINCIAL.  SANIDAD  PUBLICA .  CORREOS  Y  OTROS 

RAMOS  DE  LA  ADMINISTRACIÓN  CIVIL. 

Bbal  obdbn  de  13  db  agosto. 

Manda  hacer  una  Visita  por  los  inspectores  de  correos  á  todas 
las  postas  de  las  líneas  generales,  á  fin  de  que  se  corrijan  las  fal-- 
tas  qae  se  hallan  en  ellas. 

Real  dbcbbto  de  26  db  julio  publicado  en  1.^  de  agosto. 

Organiza  las  órdenes  Reales  civiles  en  los  términos  si- 
gnientes; 

Art.  l.o  Las  órdenes  Reales  de  España,  en  la  esfera  civil,  se- 
rán en  adelante  las  que  se  expresan  á  continuación ,  y  que  son  las 
mismas  que  en  el  dia  existen. 

La  ínmgne  óriten  del  Toisón  de  Oro. 
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Ls)  de  San  Juan  de  Jerusaleo,  sus  lenguas  de  Aragón  y.  de 
Castilla. 

La  Real  y  distinguida  de  Carlos  III. 

La  americana  de  Isabel  la  Católica. 

Art.  a.""  Continuará  como  hasta  aquí ,  rigiéndose  por  sus  anti- 
guos estatutos,  la  del  Toisón  de  Oro.  Permanecerán  los  mismos  que 
en  el  día  sus  distintivos ,  y  el  número  de  sus  caballeros. 

Art.  3.»  Se  conservará  como  un  recuerdo  histórico ,  tradición  de 
las  glorias  nacionales ,  la  de  San  Juan  de  Jerusalen.  Se  compondrá 
únicamente  de  caballeros ,  extinguiéndose  por  muerte  de  los  que 
las  poseen  todas  las  demás  categorías. 

Art.  4.°  £1  número  de  los  caballeros  en  cada  una  de. las  lenguas 
de  esta  orden  será  el  de  100,  ó  sea  el  de  200  en  las  dos.  Mientras 
hubiere  en  la  orden  ma^or  número  que  el  señalado  en  el  presente  de- 
creto ,  no  se  proveerá  smo  una  plaza  por  cada  tres  vacantes. 

Art.  5,"^  Es  condición  para  ser  nombrado  caballero  de  esta  orden 
pertenecer  á  alguna  de  las  categorías  siguientes: 

Ser  ó  haber  sido  Senador  ó  Diputado ,  ó  hijos  de  estos. 

Tener  capacidad  para  ser  nombrado  Senador ,  ó  ser  hijo  de  quien 
la  tuviere. 

Ser  título  ó  hijo  de  título  de  Castilla. 

Ser  dignidad  ó  canónigo  de  alguna  iglesia  catedral. 

Ser  ó  haber  sido  por  dos  veces  diputado  de  provincia. 
.    Ser  ó  haber  sido  conseiero  provincial. 

Ser  ó  haber  sido  por  dos  veces  alcalde  en  población  de  mas  de 
30,000  almas. 

Ser  coronel  ó  de  ahí  arriba  en  los  ejércitos  de  tierra  y  mar. 

Ser  ministro  residente,  encargado  de  negocios ,  jefe  político,  in- 
tendente  fiscal  de  mis  tribunales  ó  ministro  toiíado  de  los  mismos. 

Ser  ó  haber  sido  oficial  en  las  secretarías  del  Despacho. 

Ser  individuo  de  las  academias  nacionales. 
Art  6.0    Continuarán  las  mismas  que  hasta  aquí  las  insignias  de 
la  orden  de  San  Juan  de  Jerusalen ,    usando  los  caballeros  la 
placa  bordada  de  blanco. 

Art.  7.0  La  Real  y  distinguida  orden  de  Carlos  III  es  la  gene- 
ralmente destinada  para  premio  de  méritos  y  servicios  en  la  ^fera 
civil. 

Art.  8.0    Se  compondrá  esta  orden  de  cuatro  categorías  ó  erados- 

l.«    £1  de  caballeros.  ® 

2.»    El  de  comendadores. 

3.*    El  de  comendadores  de  número. 

4.*    El  de  grandes  cruces. 

Será  insignia  de  todos  ellos  la  cruz  en  el  ojal .  pendiente  de  la 
cinta  que  hoy  se  usa.  Los  comendadores  la  llevaran  ademas  al  cue- 
llo ;  los  comendadores  de  número  usarán  la  placa ,  y  los  grandes  cru- 
ces la  placa,  la  banda  y  el  collar  en  su  caso,  como  en  el  dia. 

Las  placas  serán  bien  bordadas,  ó  de  acero,  de  plata,  ó  de  pe- 
drería, e  iguales  en  un  todo  á  las  que  hoy  se  usan. 

Se  conservarán  como  actualmente  las  insignias  de  los  ministros  de 
la  Orden. 

Art,  9.®  Ningún  español  podrá  pertenecer  á  una  categoría  de  wta 
Orden  sin  haber  correspondido  á  todas  las  precedentes. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  los  que  fueren  ó  hubieren  sido 
miniítros  de  la  corona,  presiaentes  de  los  cuerpos  c;>legisladores,  ca- 
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pltanes  generales  de  ejército  y  armada ,  embajadores  y  presidentes 
del  tribanal  supremo  de  justicia. 

Es  también  excepción  de  la  misma  regla  la  que  se  determinará  en 
elart.  13. 

Los  extranjeros  podrán  asimismo  obtener  desde  luego  cualquier 
grado  de  la  orden. 

Art.  10.  Las  categorías  de  caballeros  y  comendadores  son  ilimi- 
tadas en  número ;  la  de  comendadores  de  número  no  podrá  pasar 
del  de  800:  la  de  grandes  cruces  tampoco  deberá  pasar  de  1 20. 

Art.  11.  Habiendo  en  el  dia  un  número  mayor  de  grandes  cruces 
que  el  Gjado  en  el  artículo  precedente,  no  se  podrá  conferir  masque 
una  porcada  tres  vacantes. 

Art.  12.  Quedan  declarados  comendadores  de  número  los  200  ca- 
balleros pensionistas  que  existen  en  la  actualidad.  La  pensión  que- 
da suprimida  para  lo  sucesivo.  Hasta  cumplir  el  término  de  un  mes 
de  Hi  fecha  del  presente  decreto  se  podrán  crear  los  100  comen- 
dadores de  número  restantes  en  personas  que  sean  simples  caba- 
lleros. 

Art.  13.  Los  caballeros  supernumerarios  á  quienes  por  privilegio 
se  ha  concedido  en  varias  ocasiones  el  uso  de  la  placa  no  están  obli- 
gados á  dejarla ;  pero  no  podrán  ascender  en  la  orden  sin  pasar  por 
el  grado  de  comendadores,  en  cuyo  caso  trocarán  aquella  por  la  cruz 
al  cuello ,  distintivo  de  su  categoría. 

Art.  14.  Se  prohibe  absolutamente  conferir  por  privilegio  en  ade- 
lante  el  uso  de  cualesquiera  insignias  que  no  sean  las  del  grado  que 
se  posee. 

Art.  15.  La  Real  orden  de  Isabel  la  Católica  queda  esclusiva- 
mente  destinada  para  premio  de  los  servicios  prestados  ó  que  se 
prestaren  en  Ultramar. 

Art.  16.  Tendrá  el  mismo  número  y  denominación  de  categorías 
que  la  de  Carlos  HI,  y  regirán  para  ella  las  mismas  reglas ,  no  pu- 
oiendo  pasar  de  200  sus  comendadores  de  número ,  ni  de  80  sus 
grandes  cruces.  •    , 

Art.  17.  Los  comendadores  actuales  de  esta  orden  serán  en  ade- 
lante sus  cx>mendadores  ordinarios.  La  clase  que  en  ella  se  crea  es 
la  de  comendadores  de  número  con  el  distintivo  de  la  placa,  que 
será  conforme  al  modelo  adjunto  é  igual  en  el  tamaño  á  la  de  ios 
comendadores  de  número  de  la  orden  de  Carlos  III. 

Art.  18.  El  collar  y  los  colores  de  esta  orden  serán  los  mismos 
que  en  el  día. 

Art.  19  Quedan  suprimidas  en  todas  las  órdenes  Reales  á  que 
se.  reüere  el  presente  decreto  la  condición  y  pruebas  de  .nobleza. 

Art.  20.  Los  trages  de  ceremonia  de  todas  las  órdenes  se  fijarán 
por  los  modelos  que  acompañan  al  presente  decreto. 

Art.  21.    Los  derechos  de  título  en  las  órdenes  Reales  de  Car- 
los III  é  Isabel  la  Católica  serán  los  siguientes : 
Por  el  de  gran  cruz  3,000  rs.  vn. 
Por  el  de  comendador  de  número  2,000. 
Por  el  der comendador  1,500. 
Por  el  de  caballero  1 ,000. 

Se  suprime  todo  otro   gasto  en  la  concesión  de  estas  conde" 
coraciones.  .      . 

Art.  22.  Toda  elección,  nombramiento  ,  jiscenso  ó  gracia  dp  cual- 
quiera clase  en  las  órdenes  Reales  habrá  de  ser  publicado  en  lá'Ga- 
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^utío  DB  2  DB  SBTIBMBEB  amnistiando  á  los  eml- 

gradot  P^^  ^os  representantes  de  mi  gobierno  en  ]os  paises  extran- 
^'^^ijacederán  pasaporte  para  España  á  cuantos  emigrados  poli- 
i!¡^ lo  soliciten^  sin  mas  requisito  que  exigirles  juramento  de  fidc- 
rSad  á  mi  real  persona  ^  a  la  constitución  de  la  monarquía. 

Art.  2.**  Se  sobreseerá  desde  luego  en  todas  las  causas  pendien- 
tes por  delitos  políticos,  sin  mas  escepcion  que  la  de  las  que  se  enla- 
^0  con  la  rebelión  á  mano  armada  en  la  actualidad. 

Art.  3.**  Los  comprendidos  en  el  presente  decreto  que  hubieren 
férvido  en  las  filas  del  ex-infante  D.  Carlos  no  podrán  residir  sin 
autorización  especial  de  mi  gobierno  en  los  distritos  militares  de  Ca- 
taluña, Aragón,  Navarra  y  provincias  Vascongadas. 

Rb^  obdbn  de  8  DE  SETIEMBRE  modlfícando  la  ley  de  li- 
bertad de  imprenta. 

Art.  !•<>  Se  prohibe  la  impresión  y  publicación  de  todo  escrito 
en  que  se  trate  de  la  vida  privada  de  S.  M.  la  reina  nuestra  seño- 
ra,  6  de  su  matrimonio ,  ó  de  su  augusto  feal  consorte. 

Art.  2.»  El  periódico  que  infrinja  lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior será  suprimido,  perdiendo  el  depósito  necesario  para  su  pu- 
blicación. Si  un  folleto  contraviniere  á  lo  aquí  dispuesto ,  será  re- 
cogido ,  y  BU  editor  ó  impresor  incurren  en  la  multa  de  60,000  rea- 
les vellón. 

Art.  3.<>  La  sanción  penal  establecida  en  el  artículo  anterior  se 
entiende  sin  perjuicio  de  las  demás  penas  impuestas  por  las  leyes 
á  los  delitos  contra  la  real  persona  y  su  augusta  familia. 

Real  degbbto  db  10  de  sbtiembbb  sobre  la  antigüedad  de 
los  magistrados  del  tribunal  supremo. 

Art.  l.o  La  antigüedad  ^de  los  masistrados  del  tribunal  supre- 
mo de  Justicia  principiará  á  contarse  desde  la  toma  de  posesión  de 
las  plazas  del  mismo  o  desde  la  fecha  del  título  ó  nombramiento 
{Mira  ellas  en  los  casos  y  términos  que  fija  la  regla  5.»  de  la  real 
orden  de  6  de  eneso  de  1844. 

Art.  2.**  Esta  determinación  no  producirá  efecto  retroactivo,  y 
los  aotuales  ministros  del  expresado  tribunal  continuarán  disfrutan- 
do de  la  antigüedad  que  respectivamente  tuvieren  en  virtud  de  las 
disposiciones  vigentes  hana  el  dia. 

Art.  $•   Lo  preceptuado  en  la  regla  4.^  de  la  citada  real  orden 


CHORICi.  LBGI8LiTI\A.  ÍM 

tendrá  aplicación  en  su  caso  á  los  magistrados  del  tribunal  supre- 
mo de  Justicia. 

Art.  4,^  Queda  derogada ,  en  la  parte  que  fuese  contraria  á  este 
decreto,  la  regla  2.^^  de  la  real  orden  de  5  de  enero  de  1844. 

Real  decbeto  de  30  de  setieubbe  dando  fuerza  obligato- 
ria á  las  operaciones  á  plazos  becbas  en  la  bolsa.      * 

Art.  í.^  Las  operaciones  á  plazo  sobre  efectos  públicos  no  ten- 
drán fuerza  civil  de  obligar ,  a  no  ser  que  se  haga  el  depósito  de 
los  efectos,  en  cuyo  caso  adquirirán  fuerza  ejecutiva. 

Art.  2.<>    El  plazo  de  las  operaciones  no  pasará  de  50  dias. 

Art.  3.^    £1  dia  de  la  liquidación  será  á  voluntad. 

Art.  4.^    Los  agentes  son  responsables  en  las  operaciones  al  Con- 
tado y  en  las  á  plazo ,  cuando  hubiese  depósito  de  los  efectos. 
Real  ceden  de  16  de  sbtiembbe. 

Recuerda  las  de  28  de  febrero  de  1838,  28  de  enero  de  1841 
y  36  de  mayo  de  1844  para  que  no  se  dé  curso  en  la  secretaría 
de  Gracia  y  Justicia  á  las  instancias  correspondientes  á  ella  que 
no  vengan  por  conducto  de  las  audiebcias,  ni  á  las  que  á  estas 
se  dirigieren,  mientras  los  peticionarios  empleados  en  otro  punto 
del  reino  se  hallen  et  la  corte  disfrutando  de  licencia  temporal. 

ADMIÜISTRAGION  DE  Li  HACISKDi  PUBLICA. 

Real  deceeto  de  3  de  setiembbb» 

Manda  que  desde  1.^  de  enero  de  1848,  rija  para  la  exacción^ 
y  cobranza  de  la  contribución  industrial  y  de  comercio,  el  pro- 
yecto de  ley  presentado  á  las  cortes  por  el  gobierno  en  17  de 
marzo  de  este  año^  y  las  tarifas  á  él  adjuntas  (í). 

Real  obden  db  15  de  setiembbe.  / 

Permite  la  introducción  del  papel  que  se  usa  para  conservar 
los  alfileres  siempre  que  venga  en  hojas  sueltas  y  con  destino  á, 
fábricas  de  los  mismos  con  el  derecho  de  5  por  100,  tereio  dife- 
rencial y  tercio  de  consumo  sobre  el  valor  de  4  rs.  libra. 

Reaí  obden  de  la  misma  fecha. 

Permite  la  introducción  del  hongo  de  haya  para  fabricar, 
yesca  con  el  derecho  de  15  por  100 ,  tercio  diferencial  y  tereio 
de  consumo  sobre  el  valor  de  30  rs.  arroba. 

Real  obden  de  la  misma  fecha. 

Permite  la  introducción  de  una  docena  de  mechas,  como 
complemento  de  cada  quinqué  que  se  introduzca. 

Real  obden  de  16  de  setiembbe. 

Declara  que  en  la  real  orden  de  9  de  julio  anterior  que  per- 
mite la  introducción  con  5  por  100  de  todos  los  útiles  aplica- 
bles á  la  canalización  y  alumbrado  de  gas,  no  están  compren- 
didos los  objetos  que  no  sean  de  aplicación  exclusiva  para  dicho 
alumbrado. 

Real  obden  de  15  de  setiembbb. 

Permite  la  Introducción  dé  los  efectos  de  madera  Tabrada 

(t)    Le  iloblkaMmoft  efi  ttoa  de  las  entrega!  lomedfafár. 
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con  adornos  de  terciopelo  ó  metales,  como  neceseres,  estuches 
y  otros  con  el  30  por  100  sobre  avalao,  tercio  diferencial,  y 
tercio  de  consumo. 

Hñkh  DBGRBTO  DE  22  DE  SETIEMBRE,  rebajando  el  precio 
del  tabaco. 

Art.  !.<>  "Los  tabacos  que  se  administran  por  cuenta  de  la  Ha« 
Cienda  pública  se  venderán  desde  el  día  16  de  octubre  próximo  á  Jos 
precios  que  se  expresan  á  continuación : 

Polvo  sin  envases  á  32  rs*  vn.  la  libra. 

Rapé  Ídem  á  24  rs.  libra. 

Cigarros  habanos  de  media  regalía  ¿  705  rs.  y  30  mrs»  el  millar, 
6  sea  24  maravedís  cada  cigarro. 

Cigarros  peninsulares  de  primera  á  60  rs.  libra  nominal ,  ó  10 
maravedís  cada  cigarro. 

Tabaco  habano  picado  á  18  rs.  y  28  mrs.  libra,  ¿40  mrs.  cada 
paquete  de  una  onza* 

Tabaco  picado  mixto  de  habano  y  filipino  á  16  rs.  libra ,  ó  un 
real  cada  paquete  de  una  onza. 

Tabacos  picados  misturado  de  filipino  y  Virginia ,  de  solo  filipioo 
y  de  solo  Virginia  á  9  rs.  y  14  mrs.  libra ,  ó  10  mrs.  cada  paquete 
de  una  onza. 

Tusas  de  Goatemala  á  86  rs.  libra. 

Tusas  peninsulares  á  52  rs.  y  24  mrs.  libra  de  32  cajetillas ,  ó 
14  cuartos  cada  una  de  estas. 

Cajetillas  de  cigarrillos  de  papel  construidas  en  la  Habana  á  12 
cuartos  cada  una» 

Cajetillas  de  cigarrillos  de  papel  con  tabaco  habano  de  30  cada 
una  elaboradas  en  la  península  a  9  cuartos  cada  una. 

Cajetillas  de  cigarrillos  de  papel  de  tabaco  virg|inia ,  kentuncky 
y  filipino  de  24  cada  una  á  4  cuartos,  6  sean  6  cigarrillos  por  un 
coarto. 

Art.  2.»  Los  cigarros  habanos  de  regalía ,  los  de  marca  común, 
los  peninsulares  de  segunda,  los  mixtos,  los  comunes  y  las  caje- 
tillas de  cigarrillos  de  papel  de  tabaco  mixto  de  habano  y  filipino 
seguirán  vendiéndose  por  ahora  á  los  precios  establecidos ,  fijándose 
el  de  los  cigarros  filipinos  de  las  islas  en  proporción  del  costo  y 
clase  de  cada  remesa. 

Art.  8.^  £1  tabaco  en  rama  para  la  elaboración ,  ya  se  adquiera 
por  contrata  ó  por  comisión  y  de  cuenta  del  gobierno,  será  de  pri- 
mera calidad  en  sus  respectivas  clases :  las  condiciones  en  el  primer 
caso,  y  las  instrucciones  en  el  segundo,  serán  tan  expresas  y  ter- 
minantes que  no  admitan  interpretación  alguna  acerca  de  las  cir- 
cunstancias que  ha  de  reunir  el  género ,  y  los  funcionarios  encarga- 
dos de  recibirlo  en  los  establecimientos  de  fabricación  responderán 
de  la  menor  tolerancia  que  tengan  en  esta  parte  del  servicio. 

Art.  4.<*  En  ningún  tiempo ,  ni  por  causa  alguna  ,  por  plausible 
que  parezca,  podrán  relajarse  ni  modificarse  las  condiciones  de  los 
contratos ,  una  vez  solemnizados ,  en  calidad ,  precio  y  épocas  de 
entrega. 

Art.  5.<>  La  elaboración  de  las  difererttes  clases  de  tabaco ,  así 
délas  conocidas  en  el  día,  como  de  las  que  se  establezcan,  será 
perfecta  y  esmerada,  sin  que  en  esta  parte  se  admita  disculpa  á  los 
jefes  de  las  fábricas,  así  como  se  cuidará  por  los  de  la  administra* 
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cíon  de  que  en  todos  los  puntos  de  expendicíon  haya  constantemen- 
un  abudaote  y  variado  surtido. 

Art.  6.0  Las  disposiciones  contenidas  en  el  presente  decreto  se 
someterán  á  la  aprobación  de  las  cortes  en  su  primera  reunión. 

Real  decbeto  de  24  de  setiembre. 

Aplica  al  pago  de  los  intereses  del  3  por  1 00  el  producto  de 
todos  \o&  bleoc»  nacionales ,  el  de  los  azogues  y  los  sobrantes 
de  las  cajas  de  Ultramar :  y  manda  celebrar  un  contrato  con  el 
Banco  de  S.  Fernando ,  por  el  cual  se  comprometa  este  estable- 
cimiento durante  10  años  á  pagar  dichos  intereses. 

ÜRGAHIZACIOIÍ  DE  LOS  TEATROS  DEL  REIHO. 

Realdecaeto  db  30  de  agosto  publicado  en  9  de  setiembre. 

TITULO  I. 

De  la  autoridad  administrativa  en  r$laeioneonlos  íeairo»  públicoi. 

Art.  t.°  La  inmediata  m<?peccion  y  vigilancia  de  todos  los  teatros 
del  reino ,  su  protección  y  fomento  corresponden  al  ministerio  de 
la  Gobernación. 

Art.  2.<»  Ningún  teatro  podrá  establecerse  f  n  lo  sucesivo  sin  pré- 
fía  autorización  real ,  espeaida  por  el  ministerio  de  la  Gobernación 
del  Reino. 

Art.  3.<*  Queda  á  juicio  del  gobierno  disminuir  el  número  de 
teatros  donde  la  concurrencia  ,  lejos  de  fomentar ,  perjudica  el  ar- 
te dramático. 

Art.  4.^'  Como  delegados  del  gobierno  en  las  provincias,  los  je- 
fes políticos  concederán  ó  denegarán  á  las  empresas  el  permiso  para 
dar  al  público  funciones  teatrales  por  on  tiempo  determinado. 

Art.  S,^  En  el  examen  y  aprobación  de  las  contratas,  los  jefes 
políticos  exigirán  de  las  empresas  las  suficientes  garantías  para  ase- 
gurar el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  contraigan  con  el 
Súblico  los  actores  y  los  poetas  dramáticos ,  procurando  por  los  ine- 
íos  que  la  ley  les  concede  sean  fielmente  observadas  las  condicio- 
nes estipuladas,  y  las  que  exige  el  reglamento. 

Art.  6.«  Cuando  lo  creyese  oportuno ,  el  gobierno  podrá  sus- 
pender la  representación  de  aquellas  obras  dramáticas  que  en  su 
concepto  perjudiquen  á  las  buenas  costumbres ,  ó  contengan  alu- 
siones que  puedan  comprometer  el  orden  público ,  ó  mas  ó  menos 
directamente  contraríen  las  instituciones  y  los  actos^  del  gobierno 
establecido ,  6  zahieran  á  determinadas  autoridades  ó  persona*:. 

Art.  7.^  En  casos  determinados ,  y  si  la  tranquilidad  púbtira 
lo  exigiese,  podrá  el  í;obitírno  cerrar  los  teatros. 

Art.  8.*>    Correspondi»  á  los  jffes  políticos : 

1.»  Celebrar  las  contratas  con  las  empresas  teatrales,  6 con  los 
directores  de  las  compañías  dramáticas. 

i.°  Exigirles  las  correspondientes  garantías  de  que  cuentan  con 
los  recorsos  necesarios  para  cumplir  las  obligaciones  que  contrai- 
gan con  el  público  los  actores  y  los  poetas  dramáticos. 

3.<*    Presidir  las  funciones  teatrales ,  y  dictar  las  disposiciones 

Tomo  ii.  ^6 
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convenientes  para  conservar  en  ellas  el  orden  público  y  la  debida 
compostura. 

4.''  Fijar  el  precio  de  las  localidades  y  de  las  entradas  en  las 
funciones  dramáticas,  y  determinar  la  hora  en  que  deben  empe- 
zarse, como  parte  esencial  de  las  contratas  que  celebren  las  em- 
presas. 

é.^  Evitar  el  monopolio  en  la.  expendicion  de  billetes,  y  bacer 
que  á  las  horas  señaladas  se  vendan  al  público  sin  escepciones  de 
ninguna  clase. 

6.0  La  formación  del  reglamento  de  policía  que  debe  observar- 
se en  estos  espectáculos. 

7.^  Evitar  en  ellos  toda  incomodidad  al  público,  y  las  faltas 
de  orden  y  decoro. 

8.°^  Prevenir  cuidadosamente  los  incendios  en  el  teatro ^  y  atf  n- 
der  á  su  seguridad  y  solidez  inspeccionando  oportunamente  su  es- 
tado de  conservación. 

9»^  Corregir  los  abusos  y  faltas  de  los  actores  en  el  ejercicio 
de  su  profesión. 

10.*'  Concederles  el  certificado  de  su  buen  desempeño  y  arre- 
glada conducta ,  si  le  mereciesen ,  y  denegarle  en  caso  contrario. 

il.°  Crear  las  juntas  de  censura,  de  que  habla  el  art.  29,  y 
auxiliarlas  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

lü.^  Suspender  la  representación  de  aquellas  obras  dramáticas 
que,  aunque  comprendidas  en  los  repertorios  da  los  teatros  de  Ma- 
drid, y  aprobadas  por  las  juntas  de  censura,  no  pudieran,  por  cir- 
cunstancias especiales  de  la  localidad ,  ponerse  en  escena  en  sus  res- 
pectivas provincias  sin  graves  inconvenientes. 

13.0  Vigilar  el  exacto  cumplimiento  de  las  condiciones  estipu- 
ladas por  las  empresas  y  directores  de  teatros. 

14.^  Proteger  los  derechos  adquiridos  por  las  empresas,  los  ac- 
tores y  los  poetas  dramáticos. 

Art.  9.°  En  los  pueblos  de  provincia,  donde  no  residiese  el  jefe 
político,  las  atribuciones  que  se  le  designan  en  el  artículo  anterior 
corresponderán  al  alcalde. 

Art.  10.  Habrá  en  cada  teatro  un  palco  principal  destinado  es- 
elusivamente  á  la  presidencia  y  los  de  órdeu  señalados  en  el  real 
decreto  de  20  de  julio  de  1838. 

Art.  11.    £u  los  teatros  de  Madrid  se  destinará  el  palco  princi- 

Eal  para  SS.  MM.,  y  lo  mismo  en  los  de  las  provincias  donde  se 
aliase  la  corte. 

Art.  Í2.  No  entrará  jamas  la  fuerza  armada  en  el  local  desti- 
nado á  las  funciones  teatrales.  Únicamente  le  ocupará  por  órdeu 
espresa  de  la  autoridad  gubernativa  á  quieu  corresponda  la  presi- 
denc'a,  cuando  así  lo  exigiese  la  conservación  del  orden  público, 
y  fuesen  ya  insuficientes  Tas  amonestaciones. 

Art.  13.  Los  ayuntamientos  no  tendrán  otra  intervenciou  en  los 
teatros  que  la  que  diga  relación  al  arriendo  de  los  que  son  de  su 
propiedad  particular. 
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TITULO  11. 
De  ios  te/Uros  en  geaeraL 

Art.  14.  Ei  DÚmero  de  teatros,  su  orgaBÍzacion  y  sus  funetones^ 
•e  fijarán  por  el  gobierno ,  tanto  en  Madrid  como  en  las  proTineras. 

Art*  15.  Pío  se  representarán  como  hasta  aquí  en  todos  los  tea- 
tros indistintamente  las  diversas  composiciones  dramáticas  de  nues- 
tra escena,  sino  que  convenientemente  clasificados  á  cada  uno  de 
ellos  se  designarán  las  que  han  de  constituir  el  objeto  esencial  de 
sos  funciones  y  formar  su  r^ertorio. 

Art.  16.  £1  repertorio  de  un  teatro  no  podrá  adoptarse  en  otro 
de  distinta  clase  y  categoHa. 

Art.  17»  £1  teatro  que  verificase  la  representación  de  una  obra 
dramática  no  correspondiente  á  su  clase,  perderá  el  producto  de 
sos  entradas,  adjudicándose  estas  íntegramente  al  que  haya  sido 
defraudado. 

Art.  18.  £n  Madrid  habrá  cuatro  teatros  públicos,  tres  en  Bar* 
eelona  y  Sevilla,  y  en  las  demás  capitales,  ciudades  y  cabezas  de 
partido  de  las^  provincias  los  que  existen  actoalmense.  Todos  los 
demás  quedarán  suprimidos  después  que  hubiesen  concluido  las 
contratas  eiistentes  de  las  administraciones  que  actualmente  los 
tienen  á  su  cargo. 

Art.  19.  La  designación  de  les  teatros  que  han  de  permanecer 
se  verificará  por  el  ministerio  de  la  Gobernación  del  Reino. 

Art.  20.  Para  todos  los  teatros  del  reino  serán  unas  mismas  las 
atribuciones  de  la  autoridad  gubernativa ,  la  policía  de  las  funcio- 
nes teatrales  y  las  obligaciones  de  la  junta  de  censura. 

Art.  21.  Quedan  abolidas  todas  las  cargas  de  beneficencia  que 
gravitaban  sobre  los  teatros  del  reino. 

Art.  22;  Las  diputaciones  provinciales  6  los  ayuntamientos  eon« 
signarán  en  sus  respectivos  presupuestos  las  cantidades  necesarias 
para  indemnizar  á  los  establecimientos  de  beneficencia ,  según  fue- 
sen, provinciales  ó  municipales,  de  las  pensiones  que  los  teatros 
les  satisfacen. 

Art;  23.  Contratados  libremente  los  actores  en  las  compañías 
dramáticas ,  podrán  los  principales  tomar  parte  en  sus  empresas ,  per* 
cibiendo ,  para  el  completo  de  su  dotación ,  la  décima  parte  del 
valor  de  las  entradas,  deducida  únicamente  la  porción  que  de  ellas 
se  designe  á  los  poetas  dramáticos  cuyas  obras  se  representen  en 
el  mismo  teatro. 

Art.  24.  Para  que  la  deducción  de  esta  décima  parte,  corres- 
pondiente á  los  pnncipales  actores,  se  verifique  á  su  satisfacción, 
tendrán  una  intervención  directa  en  la  recaudación  y  las  cuentas 
de  ingreso. 

Alt.  25.  Los  jefes  políticos  procurarán^que  el  repartimiento  de 
los  productos  de  los  teatros  se  verifique  con  la  posible  exactitud 
entre  sus  partícipes ,  oyendo  sus  reclamaciones  y  mediando  para 
evitarlas. 


' 
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De  las  juntas  de  lectura. 

Art.  36.  En  cada  teatro  habrá  una  junta  de  lectura  para  elegir 
las  piezas  de  su  repertorio  que  con-  mas  ventajas  de  los  interesa- 
dos y  del  público  puedan  ponerse  en  escena,  y  examinar  las  nue- 
vas que  sean  presentadas  á  la  empresa  por  sus  autores ,  y  deban 
sujetarse  i  la  caliGcacion  de  la  junta  de  censura. 

Art.  27.  Se  compondrán  estas  juntas  de  dos  actores  asociados 
á  la  empresa,  y  dedos  individuos  nombrados  por  ella  que  rennan, 
á  una  reconocidía  honradez  y  buen  juicio,  conocimientos  especiales 
en  la  poesía  dramática. 

Art.  28.  Los  dictámenes  de  esta  junta  pasarán  á  la  de  censura 
con  las  obras  á  que  se  refieran,  y  que  hayan  de  sujetarse  á  la  ca- 
lificación. 

Juntas  de  censura, 

Art.  29.  Para  los  teatros  de  sus  respectivas  provincias  forma- 
rán los  jefes  políticos  juntas  de  censura,  nombrando  los  tres  indi- 
viduos que  deben  componerlas. 

Art.  80.  El  nombramiento  de  censores  habrá  de  recaer  en  per- 
sonas acreditadas  por  la  rectitud  de  sus  costumbres ,  su  buen  celo 
por  el  lustre  *de  la  escena  española,  su  inteligencia  en  la  poesía 
dramática  y  en  las  artes  que  tienen  relación  con  el  teatro. 

Art.  81.  Será  gratuito,  honorífico  y  voluntario  el  cargo  de  in- 
dividuo de  la  junta  de  censura ,  y  durará  tres  años. 

Art.  82.  Los  individuos  de  la  junta  de  censura  tendrán  asien- 
to gratuito  en  el  palco  de  la  presidencia  ó  luneta  de  preferencia, 
si  esta  localidad  les  pareciese  mas  conveniente. 

Art.  33.    Corresponden  á  la  junta  de  censura: 

1.°  Examinar  si  las  obras  dramáticas  adoptadas  por  la  empresa 
corresponden ,  según  su  género  ,  al  repertorio  del  teatro  donde  han 
de  representarse. 

2.^  Si ,  aun  admitidas  en  los  rfpertorios  de  los  teatros  de  Ma- 
drid ,  pueden  ó  no  ser  representadas  sin  ioc<mveniente ,  atendidas 
las  circunstancias  de  la  localidad. 

3.<>  Dar  su  dictamen  razonado  sobre  las  nuevas  obras  dramáti- 
cas que  los  autores  presenten  á  las  empresas ,  manifestando  si  de- 
ben ser  ó  no  admitidas. 

4.^  Devolver  á  sus  autores  las  que  en  su  concepto  necesitan  al- 
gunas rectificaciones,  6  son  susceptibles  de  mejora,  por  si  convi- 
niesen voluntariamente  en  estas  reformas. 

Art.  34.  No  atenderá  solamente  ia  junta  de  censura  al  mérito 
literario  de  las  obras  sometidas  á  su  examen :  es  preciso  que  nías 
particularmente  tome  en  consideración  el  fin  moral  á  que  se  diri- 
gen, la  enseñanza  que  al  público  procuran,  y  el  honesto  recreo 
que  lleva  por  objeto  Isucorreccion  del  vicio  é  instruir  deleitando. 

Art.  85.  Además  de  las  sesiones  ordinarias,  para  las  cuales  de- 
signará dia  la  misma  junta,  se  reunirá  siempre  que  en  casos  urgen- 
tes la  convocare  el  jefe  político. 

Art.  36.  Dos  dias  antes  de  precederse  á  la  lectura  de  una  obra 
dramática  nueva ,  quedará  esta  sobre  la  mesa  de  la  presidencia  en 
la  sala  de  sesiones  de  la  junta ,  para  que  sus  individu  os  puedan 
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examinarla ,  y  juzgar  después  con  mas  conocimiento  en  las  discu- 
aiones. 

Art.  37.  Antes  de  acordar  so  censura,  oirá  la  junta  al  autor 
de  la  composición  dramática  sometida  a  su  examen ,  si  este  lo  so- 
licitase y  tomando  en  consideración  sus  observaciones  ya  sea  sobre 
la  parte  moral ,  ó  ya  sobre  la  literaria  de  su  producción. 

Art.  88.  Los  acuerdos  de  la  junta  se  verificarán  á  pluralidad  de 
votos. 

Art.  39.    No  serán  calificadas  por  la  junta  de  censura  las  pro- 
ducciones nuevas  que  no  se  ie  presenten  por  la  empresa,  acompa- 
nadas  del  permiso  de  su  autor,  para  ponerlas  en  escena 
,  ^^\:^^^'.  En  el  término  de  ocho  dias  la  junta  de  censura  hará 
la  calificación  de  las  piezas  que  se  som^lieren  á  su  examen 

Art.  41.    La  junta  de  censura  pasará  sus  calificaciones  razona- 
das, juntamente  con  la  obra  quejas,  produjo ,  al  jefe  político,  quien 
bajo  su  responsabilidad  las  aprobará  ¿  desaprobará ,  negando  ó  con- 
cediendo el  permiso  para  poner  en  escena  la  pieza  censurada ,  seeun 
lo  creyese  oportuno.  '     ^ 

-^ÍÍ!2:¿„^L,^l.l^t^'í"i®  TP*  '^  ^""**  y  '«>«  g»»*^»  q"«  ocasione 
eonreran  por  cuenta  del  gobierno. 

TITULO  IIL 

De  los  autores  dramáticos. 

Art.  43r-  Sin  la  previa  licencia  de  sus  autores  ninaun  teatro  oo- 
dra  poner  en  escena  sus  producciones  dramáticas. 

Art.  44.  Los  autores  son  libres  para  contratar  con  las  empresas 
y  compañías  dramáticas  sejun  les  conviniere,  la  cesión  de  sus 
composiciones  y  el  derecho  de  representarlas.  La  autoridad  admi- 
nistrativa  vigilará  el  cumplimiento  de  sus  contratas 

Art.  45.  Aprobada  ya  por  la  censura  previa  una  obra  dramáti- 
ca,  el  autor,  durante  su  vida,  percibirá  un  tanto  por  ciento  de 
las  entradas  que  produjese  su  representación  en  todos  los  teatros 
donde  se  pusiese  en  escena. 

-  ^A  i&  J^A  ^^}^  P^l  ^í®"*°  establecido  en  el  teatro  real  espa* 
nol  ^de  Madnd  a  favor  de  los  autores  dramáticos ,  que  se  determi- 
nara  por  el  gobierno,  servirá  de  base  para  el  que  hayan  de  obte- 
ner  proporcionalmente  en  todos  los  teatros  de  España  donde  se  re. 
presenten  sus  composiciones. 

Art.  47.    Para  la  percepción  del  tanto  por  ciento  designado  á  Ina 
autores  dramáticos,  se  dividirán  sus  obras  en  cuatro  clases    com 
prendiéndose  en  la  primera  las  de  cuatro  ó  mas  actos :  en  la   H. 
gunda   as  que  consten  de  tres;  en  la  tercera  las  de  d¿s    v  en  la 
cuarta  las  de  uno  solo.  '  ^        ^ 

Art.  48.    Señalado  por  el  gobierno  el  tanto  por  ciento  de  la  orí- 
mera  clase,  se  pagaran  las  cuatro  quintas  partes  de  su   valor  wr 

u.^'íJf  "•^1°''' '  '"'.  í«s,q"'^^^s  Partes  per  el  de  la  tercera,  y 
las  dos  quintas  por  el  de  la  cuarta.  '^twjtn,   y 

Art.  49.    El  segundo  teatro  de  declamación  de  Madrid    de  oha 
trata  el  art.  63,  satisfará  á  los  autores  por  las  obras  d"  la  nriSip 
ra  clase  la  mitad  del  tanto  por  ciento  que  para  las  mLas  ^X. 
ogne-ai  teatro  real  español.  El  tercero  Je  declamaci^Z  ¿^1^ 
parte ,  y  Ja  misma  cantidad  el  de  la  ópera  italiana 
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Art.  50.  Los  teatros  de  primer  orden  de  las  provincias  y  ios 
ds  aquellas  capitales  donde  haya  solo  uno ,  satisfarán  á  los  auto- 
res ,  cuyas  obras  dramáticas  pongan  en  escena  y  formen  parte  del 
repertorio  del  teatro  real  español ,  las  dos  terceras  partes  del  tan* 
to  por  ciento  que  en  este  se  perciba  con  el  mismo  destino. 

Art.  51.  Por  las  piezas  estrenadas  en  el  segundo  teatro  de  de- 
clamación de  Madrid  pagarán  los  de  las  provincias ,  donde  hayan 
de  representarse ,  las  dos  terceras  partes  del  tanto  por  ciento  que 
este  satisfaga. 

Art.  52.  Todas  las  empresas  teatrales  de  España  tienen  derecho 
5  representar  las  producciones  dramáticas  estrenadas  en  el  teatro 
real  español  de  Madrid,  pagando  á  su  autor  el  tanto  por  ciento  de- 
terminado por  el  gobierno,  y  con  arregla  á  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos anteriores. 

Art.  53.  £1  autor  de  una  obra  dramática  tendrá  derecho  á  re- 
formarla después  de  puesta  en  escena ;  pero  sin  que  por  eso  se 
interrumpan  las  representaciones  que  tenga  dispuestas  la  empresa. 

Art.  54.  Se  pronibe  á  las  empresas ,  tanto  de  Madrid  como  de 
las  provincias ,  cambiar  ó  alterar  en  los  anuncios  ios  títulos  de  las 
piezas  dramáticas ,  y  hacer  variación  alguna  en  el  texto.  Las  que 
contraviniesen  a  esta  disposición  perderán  el  valor  de  los  ingresos 
obtenidos  en  la  representación  de  las  obras  alteradas. 

Art.  55.  Por  via  de  adelanto  la  empresa  del  teatro  real  español 
entregará  al  autor  de  la  obra  dramática  que  por  primera  vez  se 
ponga  en  escena  una  cantidad  equivalente  al  tanto  por  ciento  que 
pueda  corresponderá  en  seis  entradas  llenas;  pero  este  anticipo 
se  tendrá  en  euenta  de  la  parte  que  debe  tener  en  los  rendimien- 
tos de  las  representaciones  sucesivas.  Lo  mismo  se  veriGcará  en  el 
segundo  teatro  de  declamación  de  Madrid. 

Art.  56.  En  los  demás  teatros  del  reino ,  también  como  un  an- 
ticipo y  á  reintegrar  en  las  primeras  representaciones ,  las  empre- 
sas entregarán  ai  autor  de  una  obra  puesta  en  escena  por  prime- 
ra veas,  y  al  siguiente  dia  de  su  representación ,  una  cantidaa  eqai- 
valente  ai  tanto  por  ciento  que  le  correspondería  en  dos  entradas 
llenas  de  sus  respectivos  teatros. 

Art.  57.  Los  autores  dramáticos  cuyas  obras  formasen  ya  parte 
del  repertorio  dramático  de  nuestros  teatros ,  v  que  por  su  distin- 
guido mérito  contribuyesen  á  su  lustre  y  esplendor ,  tendrán  en 
ellos  una  luneta  libre  de  todo  pago. 

Art  58.  Las  empresas  de  los  teatros  de  Madrid  tendrjn  dere- 
cho á  representar  en  ellos  las  piezas  que  se  hayan  estrenado  en 
ios  de  las  provincias ,  según  el  diverso  género  á  que  correspondan, 
pagando  á  su  autor  el  tanto  por  ciento  estipulado,  pero  sin  los  an- 
ticipos de  (fue  habla  el  art.  55. 

Art.  59.  Los  autores  de  óperas  españolas  estrenadas  en  el  tea- 
tro de  Madrid,  por  cada  vez  q^ue  se  ejecuten,  percibirán  durante 
sn  vida  un  tanto  alzado  que  determinará  el  fjobierno,  debiendo 
reeibir  dos  terceras  partes  el  compositor  de  lá  música  y  una  el  poe- 
ta dramático. 
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TITULÓ  IV. 
Teatros  de  Madrid. 

Art.  60.  Los  cuatro  teatros  que  deben  existir  en  Madrid  serán: 
el  primero  de  declamación ,  ó  sea  el  tedtro  real  español ,  creado 
por  real  decreto  de  esta  misma  fecha :  el  segundo  de  declamación: 
el  tercero  de  declamación ,  que  se  destinara  indistintamente  á  re- 
preseotaeiones  dramáticas  y  á  otras  clases  de  espectáculos;  y  el 
de  la  ópera  y  bailes  escénicos. 

Art.  61.  Con  «tríeglo  al  real  decreto  de  esta  fecha  ya  citado, 
se  representarán  únicamente  en  el  teati-o  real  español ,  y  forma- 
ráa  su  repertorio,  las  comedian  de  enredo  y  de  capa  y  espada  de 
Doestro  antiguo  teatro ;  tas  de  costumbres  y  de  carácter ;  el  verda- 
dero drama ,  tal  como  Carlos  el  Hechizado ,  Lo#  Amanles  de  Te- 
ruel ,  etc. ;  la  tragedia  clásica  y  la  del  teatro  moderno. 

Art.  62.  £1  objeto ,  la  organización  y  las  circunstancias  espe- 
ciales del  teatro  real  español  se  designan  en  el  real  decreto  ya  ci- 
tado. 

Art.  63.  £1  segundo  teatro  de  declamación  se  destinará  á  los  me- 
lodramas ,  las  comedi«(s  de  figurón  y  de  gracioso ,  las  de  magia,  los 
dramas  de  aparato  y  la  ópera  cómica  española. 

Art.  64.  Tanto  el  aparato  escénico  y  el  servicio  del  teatro ,  co- 
mo los  emolumentos  de  sus  autores,  corresponderán  al  lugar  que 
ocupa  en  la  categoría  de  nuestros  teatros. 

Art.  65.  Los  autores  principales  del  segundo  teatro  de  decía* 
maeíon  se  interesarán  en  su  empresa  percioiendo  á  cuenta  de  sus 
dotaciones  respectivas  la  décima  parte  de  los  ingresos ,  en  los  mis- 
mos términos  que  los  del  teatro  real  español. 

Art.  66.  No  disfrutarán  de  jubilación  fos  actores  del  segando  tea- 
tro de  declamación ;  pero  habrá  para  los  mas  sobresalientes  cuatro 
beneficios  sin  ningún  género  de  descuento  en  cada  año  cómico. 

Art.  67.  La  junta  <(e  cepsura  del  teatro  real  español  formará 
también  el  repertorio  del  segundo  teatro  de  declamación ,  y  califi- 
cará las  piezas  nuevas  (|ue  en  él  hayan  de  ponerse  en  escena. 

Art.  68.  Podrán  darse  en  este  teatro  dos  funciones  en  un  mis- 
mo dia ,  una  por  la  tarde  y  otra  por  la  noche. 

Art.  69.  Su  empresa  será  arbitra  de  ordenar  las  fnnciones  con 
las  pieaas  de  su  repertorio  que  bien  le  pareciese,  cualquiera  que 
sea  su  eénero  y  duración,  siempre  que  todas  ellas  basten  á  ocu- 
par las  horas  de  costumbre. 

Art.  70.  £1  tercer  teatro,  que  pudiera  llamarse  de  Variedades, 
será  indistintamente  empleado  en  la  representación  de  diversas  pie* 
zas  dramáticas ,  y  en  otra  clase  de  espectáculos  públicos.  Forma- 
rán su  repertorio  dramático  las  comedias  de  magia  no  de  grande 
aparato,  los  juguetes  cómicos,  los  saínetes,  las  piezas  ligeras  en  ua 
acto  y  las  farsas  escénicas;  pero  servirá  también  para  las  [>antomi* 
mas,  los  juegos  de  física  y  los  de  manos,  los  ejercicios  gimnástí* 
eos,  los  volatines,  las  figuras  de  movimiento  y  demás  espeotácu- 
los  que  con  estos  tengan  analogía. 

Art.  71.  En  el  tercer  teatro  de  declamaeion  ni  se  concederán  be* 
neficioe  ni  jubilaciones  á  sus  actores. 
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Art.  72.  Con  las  representaciones  dramáticas  de)  tercer  teatro 
podrán  alternar,  á  voluntad  de  la  empresa,  cualesquiera  de  los  es- 
pectáculos designados  en  el  art.  70. 

Art.  73.  Las  piezas  que  se  pou^an  en  escena  en  el  tercer  teatro 
de  declamación,  se  someterán  al  examen  de  la  junta  de  censura 
nombrada  por  el  jefe  político. 

Art.  74.  Como  el  segundo  teatro  de  declamación ,  podrá  el  ter- 
cero dar  funciones  por  la  tarde  y  por  la  noche. 

Art.  75.  La  empresa  que  tomase  á  su  cargo  el  teatro  de  la  ópe- 
ra italiana  y  de  bailes  escénicos  quedará  obligada  á  dar  por  lome- 
nos  tres  óperas  nuevas  en  cada  año  cómico. 

Art.  76.  En  igualdad  de  circunstancias,  los  cantantes  españolea 
serán  preferidos  a  los  italianos  en  cl  tc>atro  de  la  ópera. 
,  Art.  77.  Cuidará  la  empresa  muy  particularmente,  y  será  ex- 
presa la  condición  de  su  contrata,  que  el  aparato  escénico,  los  co- 
ros ,  las  decoraciones  y  los  trajes  correspondan  por  su  brillantez  á 
la  visualidad  y  inagniGcencia  del  espectáculo. 

TITULO  V. 

De  los  teatros  de  provincia. 

Art.  78.  En  las  capitales  de  provincia  de  primer  orden  donde 
hubiese  dos  teatros,  ambos  destinados  á  la  representación  de  obras 
dramáticas ,  el  repertorio  del  primero  será  el  del  teatro  real  espa- 
ñol de  Madrid ,  y  el  del  segundo  se  compondrá  de  las  piezas  se- 
ñaladas á  los  teatros  de  segunda  y  tercera  clase  de  la  misma  ca- 
pital. 

Art.  79.  Si  fuesen  tres  los  teatros  de  una  capital  de  provincia 
de  primer  orden,  se  destinará  el  tercero  á  la  ópera  y  los  bailes  es- 
cénicos. 

Art.  80.  Cuando  fueren  dos  los  teatros  de  ana  capital  de  pro- 
vincia, y  se  desainase  uno  de  ellos  á  la  ópera  y  el  baile,  en  el  otro 
por  lo  menos  la  mitad  de  las  piezas  puestas  en  escena,  pertenece- 
rán á  los  géneros  del  teatro  real  español  de  Madrid. 
^  Art.  81.  Asi  en  las  capitales  de  provincia  como  en  las  ciudades 
ó  villas  donde  haya  solo  un  teatro ,  las  dos  terceras  partes  del  nú- 
mero total  de  funciones  serán  de  declamación,  perteneciendo  la 
mitad  por  lo  menos  al  género  del  teatro  real  español  de  Madrid, 
y  el  resto  al  segundo  y  tercero  de  la  misma.  La  otra  tercera  par- 
te podrá  ser  de  ópera  ó  baile  escénico. 

Art.  82.  Aquellas  empresas  serán  preferidas  en  el  teatro  de  la 
ópera  de  las  capitales  y  ciudades  de  provincia  que,  á  imitación  de 
las  de  Madrid  y  en  igualdad  de  circunstancias ,  pongan  en  escena 
durante  el  año  cómico  tres  óperas  nuevas. 

Art.  83.  Las  compañías  extranjeras  solo  obtendrán  licencia  para 
dar  funciones  por  dos  meses  en  las  capitales  y  ciudades  de  provin- 
cia, pudiendo,  terminado  que  sea  este  plazo,  obtener  otro  igual, 
dado,  caso  de  que  entonces  no  se  .presentasen  compañías  espa- 
ñolas, las  cuales  en  igualdad  de  circunstancias,  serán  preferidas. 

Art.  84.  Con  arreglo  á  lo  prescrito  en  la  ley  12 ,  2.»  del  título  83, 
libro  7.°  de  la  Novísima  Recopilación,  se  prohiben  las  compañías 
Ambulantes;  pero  no  se  tendrán  por  tales  las  que  se  contratan  á 
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la  vez  por  temporada  con  diferentes  pueblos,  cuando  no  basta  uno 
solo  á  su  sostenimiento  durante  el  ano  cómico. 

Art.  85.  Los  ayuntamientos  de  los  pueblos ,  euyos  teatros  per- 
tenecen al  patrimonio  de  sus  propios ,  quedan  obligados  á  conser- 
▼arlos  en  buen  estado  y  á  renovar  sus  enseres  cuando  sea  necesa* 
rio ,  de  manera  que  se  hallen  siembre  servibles  y  en  disposición  de 
ser  aprovechados  ^por  las  empresas  ó  compañías  que  los  soliciten. 

Art.  86.  Podrán  contratar  los  ayuntamientos  el  arriendo  de  los 
teatros  de  su  pertenencia  estipulando  con  las  empresas  las  condicio- 
nes que  creyesen  oportunas;  mas  no  tendrán  acción  i  rehusarles 
estos  locales  si  hubiesen  obtenido  de  la  autoridad  competente  la  au- 
torización para  dar  funciones  teatrales.  Cuando  en  el  convenio  es- 
tuviesen discordes  las  dos  partes,  peritos  nombrados  por  ellas  rerí- 
Gcarán  la  tasación  de  los  alquileres;  y  si  discordasen  en  sus  fallos, 
resolverá  un  tercero  en  discordia  nombrado  por  el  juez  de  primera 
instancia  del  partido. 

Art.  87.  Los  particulares  dueños  de  teatros  son  libres  para  ve-> 
rificar  sus  arrienaos  á  las  empresas  ó  autores  de  compañía  según 
á  sus  intereses  conviniere ;  mas  ya  como  empresarios ,  6  ya  como 
directores  de  compañía,  no  podrán,  sin  la  previa  autorización  del 
gobierno,  destinarlos  á  representaciones  publicas;  y  estas  serán 
siempre  según  la  clase  á  que  el  teatro  pertenezca  en  el  pueblo  don- 
de  se  halle  situado. 

TITULO  VL 

De  la  junta  superior  consultiva  de  los  teatros  del  reino, 

Art.  88.  Habrá  una  junta  superior  encargada  de  inspeccionar 
los  teatros  del  reino ,  de  procurar  su  fomento  y  mejora ,  de  promo- 
Ter  sus  intereses ,  de  hacer  presentes,  al  gobierno  las  faltas  que  ad- 
virtiese en  su  organización ,  y  de  ilustrarle  sobre  todos  los  puntos 
relativos  al  buen  régimen  de  la  escena ,  y  á  los  adelantos  y  perfec- 
ción de  los  diversos  ramos  del  arte  dramático. 

Art.  89.  £1  teatro  real  español  sobre  todo  será  objeto  especial 
de  sus  tareas. 

Art.  90.  Serán  nombrados  los  individuos  de  esta  junta  por  el 
ministerio  de  la  Gobernación  del  Reino ,  y  sus  cargos  honoríficos, 
gratuitos  y  voluntarios. 

Art.  91.  Se  compondrá  la  junta  superior  consultiva  de  dos  in- 
dividuos de  la  academia  de  la  lengua,  desoíros  dos  literatos  de 
crédito ,  y  de  uno  de  nuestros  poetas  dramáticos  mas  distinguidos. 

Art.  93.  El  presidente  y  secretario  de  la  junta  se  elegirán  por 
ella  misma  á  pluralidad  de  votos. 

Art.  93.    Informará  la  junta  superior  consultiva  al  gobierno : 

1."  Cuando  sea  necesario  hacer  alteraciones  en  el  tanto  por  cien- 
to designado  á  los  actores  y  á  los  poetas  drama  tiros. 

t.^  Cuando  se  medite  una  variación  esencial  en  los  diversos  gé- 
neros de  composiciones  dramáticas  designadas  á  cada  teatro. 

3.<*  Cuando  se  verifique  la  adjudicación  de  los  beneficios  de  pre- 
mio que  el  gobierno  tiene  á  su  disposición  en  el  teatro  real  es* 
pañol. 

4.^  Cuando  haya  de  crearse  un  nuevo  teatro  ó  suprimirse  alguno 
de  los  existentes. 

Tomo  ix.  tí 
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6.0    Cuando  se  introduzca  una  reforma  en  la  escena. 

6.<»  Cuando  se  trate  de  valuar  los  méritos  contraidos  por  los  ac- 
tores dramáticos. 

7.0    Cuando  varíe  el  personal  del  teatro  real  español. 

Art.  94.  Quedará  á  cargo  de  la  junta  inspeccionar  )a  educación 
artística  y  literaria  de  los  actores »  y  proponer  los  medios  de  mejo- 
rarla. 

Art.  95.  De  sus  atribuciones  será  también  indicar  al  gobierno 
las  mejoras  que  pueda  recibir  el  Conservatorio  de  música  y  decla- 
mación en  sus  métodos  y  enseñanza. 

Art.  96.  Tanto  las  juntas  de  censura  y  las  de  lectura  de  las  empre- 
sas teatrales,  como  los  jefes  políticos,  suministrarán  é  la  superior 
consultiva  cuantos  datos  y  antecedentes  le  exigiese  para  el  mejor 
desempeño  de  sus  funciones ,  evacuando  sus  informes. 

Art.  07.    £1  local  y  ios  gastos  que  ocasione  la  junta  superior  con- 
sultiva correrán  por  cuenta  del  gobierno. 
Real  deceeto  de  la  misma  fecba. 

Art.  l.o  Subvencionado  y  dirigido  por  el  gobierno ,  bajo  la  in- 
mediata dependencia  del  ministerio  de  la  Golbernacion  del  Reino, 
^  establecerá  en  Madrid  un  teatro  de  declamación  que  sirva  de 
nádelo  á  los  demás  de  su  clase ,  y  donde  puedan  formarse  actores 
inteligentes,  que,  perfeccionando  el  arte  dramático,  generalicen 
sus  buenas  máximas,  y  den  nuevo  lustre  á  la  escena  española. 

Art.  2.0  Con  el  nombre  de  Teatro  Real  Español  se  planteará  en 
el  del  Príncipe ,  mientras  se  le  procura  un  local  mas  conveniente 
y  espacioso. 

Art.  3.0  El  gobierno  entrará  en  negociaciones  coq  el  ayunta- 
miento de  Madrid ,  á quien  corresponde  el  teatro  del  Príncipe,  para 
destinarle  al  objeto  propuesto. 

Art.  4.0  Solo  podrán  representarse  en  el  teatro  real  español  las 
comedías  de  enredo  y  de  capa  y  espada  de  nuestro  antiguo  teatro; 
las  de  costumbres  y  las  de  carácter;  el  verdadero  drama,  tal  como 
Carlos  el  Hechizado ,  Los  amantes  de  Teruel^  etc. ;  la  tragedia 
clásica  y  la  del  teatro  moderno. 

Art.  5.0  Serán  originales  las  piezas  dramáticas  que  se  represen- 
ten en  el  teatro  real  español ,  y  únicamente  las  traducciones  de  un 
sobresaliente  méiito  tendrán  en  él  cabida,  aunque  en  igualdad  de 
circunstancias  se  dará  siempre  la  nreferencia  á  Tas  originales. 

Art.  6.0  Para  los  entreactos  y  la  terminación  de  las  representa- 
ciones dramáticas  habrá  en  el  teatro  real  español  bailes  nacionales. 

Art.  7.0    No  se  darán  funciones  por  la  tarde  en  el  teatro  real. 

Art.  8.0    Quedan  en  él  prohibidos  los  beneficios  de  contrata. 

Art.  9.0  Ún  comisario  regio  se  encargará  de  la  parte  administra- 
tiva y  económica  del  teatro  real. 

Art.  10.  El  comisario  regio  llevará  la  cuenta  y  razón  de  los  gas- 
tos é  ingresos  del  teatro ;  hará  las  contratas  que  exija  su  mejor  ser- 
vicio ;  cuidará  del  decoro  y  propiedad  en  los  trajes  y  decoraciones, 
y  en  todo  el  aparato  escénico;  verificará  los  ajustes  de  los  actore«; 
de  acuerdo  con  los  directores  de  la  compañía  procurará  cuanto  sea 
necesario  para  la  mejor  ejecución  de  las  representaciones,  é  inspec- 
cionará y  autorizará  los  repartos  de  ingresos  entre  sus  partícipes. 

Art  11.  A  cada  seis  meses  el  comisario  regio  rendirá  cimenta 
documentada  de  los  gastos  é  ingresos  del  teatro  al  ministerio  de 
la  Gobernación  del  Reino. 
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Di  los  actore^^ 


Art.  13.  £1  míní^erio  de  la  Gobernación  del  Reiooproc^rari:p8r 
ra  el  teatro  rea|  español  los  actores  mas  acreditados  per  sii  miento 
artístico ,  ya  sea  asignándoles  mayores  dotaciones  que  las  que  tn 
otros  teatros  puedan  obtener,  o  ya  asurándoles  qna  ji^bltscion  pro- 
porcionada á  SI)  clase  y  á  los  sejrviciós  que  hubiesen  prestado^ 
.  Art.  19.  Ningún  actor  será  admitido  en  él  teatro  real  e8()anpl 
sin  que  en  otros  del  reino  se  haya  acreditado,  y  se  someta  i  im 
«samen  previo. 

Art.  14.  Sa  interesará  á  los  actores  principales  4fi\  leátro  rea 
en  80  administración,  ligando  con  ella  sus  propios  intereses,  y  con 
aiderándolos  como  sopios  adictos. 

Art.  15.  Todos  los  demás  actores  quedaran  simplemente  contra^ 
tados  á  sueldo  de  la  administración. 

Art  1^.  Del  producto  íntegro  de  las  eptradas ,  dfspueá  de  de- 
ducir únicamente  el  tanto  por  ciento  que  se  designara  á  ]o9  áí|to« 
res  dramáticos ,  ctiyAs  obras  fupsen  representadas  en  el  teíatro  reát, 
se  separara  la  décima  parte  paif{^  repartirla  entrf  Ips  sóciof  adictos. 

Art.  17.  Calculado  el  valor  de  1^  parte  de  ingresos  divisible  eor 
tre  los  socios  a4ictQs ,  se  tendrá  este  én  cuenta  para  determinar  la 
dotación  flja  que  han  de  percibir  durante  su  contrata. 

Art.  18.  £i  gpbíerno,  según  las  circunstancias  particulares  i^ 
la  administración  del  teatro  real,  aumentará  9  disminuirá  el  Í0 
por  100  de  \gff  ingresos  repartible  entre  los  socios  adictos  como  par> 
te  de  su  dotación. 

Art.  19.  Para  los  actores  que  mas  se  distingan  habrá  cuatro  be- 
neficios,  libres  de  todogasto,  durante  el  año  cómico,  mas  singue 
se  estrene  ninguna  nueva  coinpesicioq  dramática  con  este  niofivo. 

Art.  20.  Quedan  autorizadas  las  jubilaciones  para  los  actores  del 
teatro  real  que  en  su  servicio  se  inutilizaren ,  sean  6  no  contrata* 
dos  en  los  teatros  de  Madrid  con  anterioridad  á  la  real  orden  de  11 
de  setiembre  de  183$. 

Art.  21,  A  los  actores  no  racionistas  que  ingresaron  despuef 
de  1835  en  los  teatros  de  la  Cruz  y  del  Príncipe,  se  considerarán 
como  devengados  para  la  jubilación  los  años  que  trabajaron  enello^ 
siempre  que  se  sometan  á  las  mismas  obligacioues  oue  impon®  ^ 
los  nemas  jubilados  el  convenio  de  transacción  por  eílps  celebrado 
con  el  ayuntamiento  de  Madrid  el  18  de  marzo  de  1842. 

De  la  Junta  de  lectura, 

Art.  22.  Habrá  para  el  teatro  real  una ^un(a  de  lectura,  com* 
puesta  del  director  de  la  compañía  dramática ,  de  uno  de  los  so- 
cios adictos,  y  de  tres  literatos  acreditados  nombrados  por  el  go- 
bierno. 

Art.  23.    Será  de  las  atribuciones  de  la  junta  de  lectura: 

1."*  Escoger  del  repertorio  dramático  del  teatro  las  píezM  qU4 
han  de  ponerse  en  escena. 

2.<*  Arreglar  las  funciones  dramáticas ,  combinando  las  dSfereti«> 
tes  partes  de  que  deben  componerse. 

'z.^  ftesolvér  cuándo  utia  oomposiciou  dramática  se  halla  suticten- 
tementt  ensayada  para  ponerse  en  escena. 
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4  o  Vigilar  el  servicio  de  la  escena ,  procurando  en  ella  la  pro- 
piedad y  la  exactitud. 

5.<>    Examinar  á  los  actores  que  han  de  ingresar  en  el  teatro. 

6.<^  Calificar  las  nuevas  obras  dramáticas  que  sus  autores  pre- 
senten á  la  administración  del  teatro. 

7.0  Remitir  su  juicio,  acompañado  del  manuscrito  original  que 
le  produjo,  á  la  junta  de  censura,  dado  caso  de  que  le  crea  digno 
de  ser  admitido  por  la  administración. 

S.^"  Pasar  con  su  informe  á  la  junta  de  censura  nota  de  aquellas 
piezas  que  en  su  concepto  deben  formar  parte  del  repertorio  dra* 
mático  del  teatro. 

Art.  24.  En  el  examen  de  las  nuevas  piezas  presentadas  á  la 
jhanta  de  lectura,  oirá  esta  á  sus  autores,  si  lo  solicitaren ,  ó  si  ha- 
llándose en  Madrid,  creyese  oportuno  atender  í  sus  observaciones. 

Art.  25.  Procederá  la  junta  en  sus  acuerdos  á  pluridad  de  vo- 
tos,  y  se  reunirá  siempre  que  la  administración  lo  tuviese  por  con- 
veniente. 

Art.  26.  El  presidente  y  secretario  serán  nombrados  por  la  mis* 
ma  junta. 

Art.  27.  Podrá  el  comisario  regio  concurrir  sin  voto  á  las  sesio- 
nes de  la  junta  de  lectura ,  y  consultarla  sobre  el  mejor  servicio  de 
la  escena  y  el  buen  desempeño  de  los  espectáculos. 

Art.  28.  El  cargo  de  individuo  de  la  junta  de  lectura  durará  tres 
años,  será  honorfooo,  y  los  que  le  desempeñen  recibirán  anual- 
mente del  gobierno  una  gratificación ,  teniendo  ademas  luneta  libre 
de  pago  en  el  teatro. 

De  la  junta  de  cetisura. 

Art.  29.  Se  formará  exclusivamente  una  junta  de  censura  para 
el  teatro  real  español ,  compuesta  de  cinco  individuos  nombrados  to- 
dos por  el  ministerio  de  la  Gobernación  del  Reino.  Dos  de  ellos  se- 
rán socios  adictos  al  mismo  teatro ,  y  los  otros  tres  literatos  ó  poetas 
dramáticos  de  reconocido  mérito  y  probidad. 

Art.  30.  La  organización  y  las  funciones  de  las  juntas  de  censu- 
ra serán  las  que  designa  á  las  de  su  clase  el  reglamento  ceneral  para 
todos  los  teatros  del  reino ,  aprobado  por  real  decreto  de  esta  mis- 
ma fecha. 

Art.  31.  Formará  ademas  el  repertorio  del  teatro  real,  exami- 
nando cuidadosamente  las  obras  que  deben  componerle,  y  remitién- 
dole después  al  ministerio  de  la  Gobernación  del  Reino  para  su  apro- 
bación y  circulación  á  todos  los  teatros  del  reino. 

Recursos  del  teatro  real. 

Art.  32.  Con  arreglo  al  art.  21  del  reglamento  general  de  tea- 
tros de  esta  misma  fecha,  no  gravitará  sobre  el  teatro  real  espa- 
ñol ni  pensión  ni  carga  de  ninguna  especie  en  favor  de  los  estableci- 
mientos de  beneficencia. 

Art,  33.  Para  contribuir  al  sostenimiento  del  teatro  real  espa- 
ñol ,  el  gobierno  acudirá  á  las  cortes  proponiendo  un  crédito  anual 
proporcionado  á  sus  recursos  y  atenciones. 

Art.  34.  Los  empresarios  de  cualquiera  espectáculo  que  no  sea 
puramente  escénico,  tanto  en  Madrid  como  en  las  provincias,  con- 
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earrirán  al  teatro  real  español  con  un  tanto  por  ciento  de  sus  entra- 
das ,  el  cual  será  determinado  por  el  gobierno. 

Art.  36.  Las  licencias  obtenidas  por  las  empresas  teatrales  para 
dar  funciones  por  un  tiempo  determinado ,  devengarán  un  módico 
derecho,  que  fijará  el  gobierno  á  favor  del  teatro  real. 

Art.  36.  Los  dueños  ó  administradores  de  las  casas  en  que  se  eje* 
cuten  comedias  de  afíciouados ,  si  estas  no  fuesen  gratuitas  para  el 
público ,  concurrirán  al  teatro  rea!  con  el  8  por  100  de  sus  entradas. 

Art.  37.  Se  verificará  la  recaudación  de  los  pagos  de  que  hablan 
los  tres  artículos  anteriores  por  cuenta  de  las  mismas  empresas:  y 
para  cerciorarse  del  importe  de  los  ingresos,  serán  estos  interveni- 
dos por  la  administración  pública. 

INSTRUCCIÓN  PUBLICA. 

BbaL  DHGBBTO    de    13    DE   SBTIBMBBB. 

£stablece  el  archivo  general  del  ministerio  de  Comercio,  Ins- 
Iruccion  y  Obras  Públíoaa,  formado  sobre  la  base  de  los  pape- 
les correspondientes  á  dicho  ministerio  que  obran  eu  el  de  la 
Oobernaclon,  los  do  la  extinguida  dlrecclan  de  caminos  y  el  ar- 
chivo de  la  inquisición. 

Real  bbobeto  bb  28  db  sbtibmbbb  organíBando  la  instme* 
clon  primaría. 

TITULO  L 
Del  sueldo  de  los  maestros. 

Art.  1 .»  £1  mínimo  de  la  dotación  fija  de  los  maestros  de  (nstruc- 
cion  primaria  será  para  lo  sucesivo : 

Dos  mil  reales  en  los  pueblos  de  100  á  400  vecinos. 
Tres  mil  reales  en  los  pueblos  de  400  á  1000  vecinos. 
C«atro  mil  reales  en  los  pueblos  de  1000  á  2000  vecinos. 
Cinco  mil  reales  en  los  pueblos  de  2000  y  mas  vecinos ,  excepto 
en  Madrid. 

Art.  2.<»    Esta  dotación  se  compondrá: 

l.«  De  los  productos  de  obras  pias,  fundaciones  ú  otros  recur- 
sos destinados  á  instrucción  primaria. 

2.<'  De  consignaciones  sobre  el  presupuesto  municipal  cuando 
aquellos  recursos  no  existan  ó  no  alcancen  á  cubrir  la  dotación  se- 
ñalada. 

Art.  3.<>  Los  maestros,  ademas  de  su  dotación  fija ,  cobrarán  las 
retribuciones  que  diesen  los  niños  que  no  sean  verdaderamente  po- 
bres. 

Art.  4.<>  Los  pueblos  menores  de  100  vecinos  aue  establezcan 
escuela  elemental  completa  señalarán  á  su  maestro  la  dotación  mas' 
aproximada  que  puedan  á  2000  rs. ,  con  arreglo  á  su  población  y 
nqneza. 

Art.  St.°  Los  maestros  de  escuela  superior  tendrán  una  tercera 
parte  mas  de  las  dotaciones  indicadas. 

Art.  6.0    Las  dotaciones  de  las  maestras  serán  respectivamente  da^ 
una  tercera  parte  menos. 

Art.  7.^    Sin  perjuicio  de  lo  dispuesta  en  los  artículos  ánteríoresi 


tiempra  que  loi  pueblos  posean  recursos  suficientes,  aumentarán  la 
dbtáeíofi  Djá  de  sus  malestros  cuanto  sea  posible  sobre  él  órfuimo  se- 
ñalado, p^ra  proporcionarles  una  eiistencia  decorosa. 

TITULO  IL 

Del  modo  de  hacer  efectivas  las  dotaciones. 

Art.  S.^  Las  comisiones  superiores  de  instrucción  primaria  pro- 
déderán  inmediatamente  á  dividir  los  pueblos  de  su  provincia  en 
las  clases  que  prescribe  el  título  anterior.  Hecha  esta  clasificación, 
se  formato  para  cada  pueblo  un  expediente ,  á  fin  de  averiguar  los 
recursos  que  tiene  y  los  medios  de  cubrir  las  dotaciones  que  les  cor- 
respondan para  las  escuelas  de  ambos  sexos. 

Art.  9.»  Se  oirá  con  este  objeto  al  ayuntamiento  y  á  la  «omisión 
local  de  instrucción  primaria  del  pueblo :  si  hubiere  discordia  entr^ 
dichas  corporaciones  y  la  comisión  superior,  informará  el  consejo 
provincial ,  y  pasará  el  asunto  h  la  resolución  del  gobierno. 
'  Art»  10.  Cnaddo  en  algún  pueblo  no  fiíeee  dable  de  modo  algu- 
no, (lor  falta  de  recursos,  dotar  al  maestro  con  el  mínimo  señala- 
do«  se  podfá  completar  por  los  m^ios  siguientes: 

l.<>  Con  una  subvención  sobre  el  presupuesto  provincial,  qu^ 
ajurobará  el  gobierno,  oyendo  previamente  á  la  diputación  y  al 
consejo.' 

2.0  Con  un  suplemento  sobre  el  presupuesto  general  del  Estado 
que  propondrá  el  gobierno  á  I9S  cortes. 

Art.  11.  La  mejora  de  dotación'  de  que  habla  este  decreto  no 
se  hará  efectiva  desde  luego ,  sino  al  paso  que  ocurran  las  vacan- 
tes de  las  escuelas .  y  sé  provean  del  modo  aue  se  dirá  mas  abajo. 
Los  maestros  actuales  continuarán  cobrando  los  sueldos  que  hubie- 
ren aceptado'  al  ti'en^po  de  obtener  sus  plazas ,  sieudó  estos  sueldos 
los  únicos  que  se  incluirán  en  el  presupuesto  nlunicrpal  hasta  el 
nombramiento  de  nu^vo  nt^^strp. 

Art.  12.  So  obsíáñte,  si  aJkuno  de  los  maestros  ahora  existen- 
tes quisiere  optar  á  la  mejora  ae  dotación ,  la  solicitará  de  la  coini- 
¿fblí  superior,  sujetándole  á  un  examen  extraordinario  ante  el  tri- 
bunal oe  censura,  de  que  se  hablará  después,  para  las  oposiciones. 
Si  el  candidato  fuere  aprobado,  se  remitirá  el  expediente  ai  gobier- 
nd ,  ^ne  cti  id  vista  resolverá  si  ha  lugar  ó  no  á  la  mejora  pedida. 

TITULO  in. 

Del  nombramienio  de  los  maestros. 

Art.  ti.  Las  vacantes  de  las  escuelas,  coya  dotación  fija  no  de- 
ba llegar  á  SOOO  rs.  ^  se  proveerán  del  modo  establecido  en  la  real 
átátúééTB  dé  febrero  de  1846. 

'  Art.  1.4.  Las  vacantes  de  las  escuelas ,  cuya  dotación  fija  deba 
ser  de  SOOO  rs.  vn.  6  mas,  se  proveerán  precisamente  por  medio  de 
oposición. 

;  Art.  15.  Estas  oposiciones  se  barán  en  las  capitales  de  provin- 
eia  ante  un  tribunal  compuesto  de  siete  jueces  en  la  forma  ngoien- 
té:  dos  individuos  de  la  comisión  superior  elegidos  por  ella ;  un  pro- 
fesor del  instituto  nombrado  por  el  jefe  político;  los  dos  maestros  de 
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la  escuela  normal ,  ó  el  de  la  superior,  si  aquella  no  existiese ;  el 
inspector  ó  inspectores  de  la  provincia ,  completándose  el  número 
con  maestros  de  primeras  letras  dé  reconocido  mérito ,  nonibrados 
también  por  el  jefe  político ,  que  deberá  preferir  los  de  escuela  so^ 
períor  á  los  de  elemental.  Si  por  faltar  alguno  de  los  expresados  es- 
tablecimientos ó  funcionarios,  ó  por  otras  causas,  no  pudiese  nom- 
brarse el  número  suüciente  de  jueces ,  se  reducirán  estos  á  cinco. 

Art.  16.  Presidirá  el  acto  el  individuo  mas  antiguo  de  la  comi- 
sión, á  no  ser  que  quiera  hacerlo  el  jefe  político,  quien  sin  embar- 
go no  tendrá  voto  en  las  decisiones. 

Art.  17.  Las  oposiciones  se  verificarán  dos  veces  al  año,  á  saber: 
en  mayo  y  noviembre ,  y  se  anunciarán  al  público  con  30  dias  de 
anticipación  por  lo  menos ,  expresándose  en  las  convocatorias  las  es- 
cuelas que  estuvieren  vacantes  y  sus  dotaciones,  cpnforme  al  nuevo 
arrecio. 

Art.  18.  Para  que  esto  se  haga  con  exactitud,  los  ayuntamientos 
darán  aviso  á  las  comisiones  superiores  cuando  vaquen  las  escuelas 
de  sus  pueblos  respectivos ,  después  de  proveer  por  medio  de  sustitu- 
tos á  la  enseñanza  para  que  esta  no  quede  interrumpida. 

Art.  19.  Antes  de  publicar  ninguna  vacante ,  las  comisiones  ex^- 
ioinarán  si  la  dotación  de  la  escuela  es  la  que  le  corresponde  según 
el  nuevo  arreglo ;  y  si  no  lo  fuese ,  procederá  á  señalarla  por  las. re- 
glas establecidas;  en  la  inteUgenoia  de  que  los  trámites  que  exija 
este  negocio  no  han  de  retrasar  la  provisión  de  la  vacante  mas  tiem- 
po del  que  medie  entre  las  dos  épocas  señaladas  para  las  oposiciones. 

Art.  20.  Las  listas  de  las  vacantes  se  publicarán ,  no  solo  en  el 
Boletín  oficial  de  las  respectivas  provincias ,  sino  también  en  los  de 
todas  las  provincias  del  distrito  universitario ,  á  cuyo  efecto  las  co- 
misiones superiores  remitirán  la  correspondiente  nota  á  las  redaccio- 
nes de  dichos  periódicos. 

Art.  21.  Los  opositores  se  inscribirán,  con  seis  dias  por  lo  me- 
nos de  anticipación,  en  la  secretaría  de  la  respectiva  comisión  pro- 
vincial. A  este  efecto  presentarán  los  documentos  siguientes: 

1.°  Su  fé  de  bautismo  para  acreditar  que  tienen  21  años  por  lo 
menos  de  edad. 

2.<*    £1  título  que  tengan  ó  una  certificación  legalizada  del  mismo. 

3.^  Certificación  del  ayuntamiento  y  cura  párroco,  de.su  domi- 
cilio .  en  la  que  acrediten  su  buena  conducta. 

£stos  documentos  se  reconocerán  escrupulosamente  por  la  comi- 
sión superior,  y  no  será  admitido  al  concurso  ninguno  que  no  la 
tenga  en  regla. 

Tampoco  será  admitido  ninguno  que  tenga  defecto  corporal  que 
pueda  dar  ocasión  al  ridículo  ó  desprecio  del  maestro. 

Art.  22.  Los  ejercicios  de  oposición  se  harán  conforme  al  pro- 
grama que  publicará  oportunamente  la  dirección  general  de  instruc- 
ción pública. 

Art.  23.  Concluidos  dichos  ejercicios ,  se  formará  una  lista  nu- 
merada en  que  cada  opositor  ocupe  el  lugar  que  merezca  según  la 
aptitud  y  los  conocimientos  que  hubiere  probado ;  pero  incluyéndo- 
se únicamente  á  aquellos  cuyos  actos  merecieren  ser  aprobados  y 
puedan  recatar  una  escuela  con  provecho  de  la  enseñanza :  los  que 
no  se  hallen  en  oste  caso  deberán  quedar  excluidas. 

Art.  24.^  Se  formará  i jualmeiite  otra  lista  de  las  escuelaé  vacan* 
tes  en  é)  óváéti  die  mayor  á  menor  de  sus  respectivas^  dotaciones. 
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Art.  36.  Hechas  estas  listas  se  farniará  una  terna  con  los  tres 
opositores  que  ocupen  los  tres  primeros  lugares ,  y^  se  remitirá  al 
ayuntamiento  del  pueblo  que  tenga  el  núm.  l.<^,  á  fm  de  gue  en 
uso  de  sus  atribuciones ,  y  en  el  preciso  término  de  cinco  dias  ha- 
ga la  elección,  extendiéndose  del  nombramiento  acta  formal,  que 
ae  remitirá  á  la  comisión  superior  para  que  proponga  su  aprobación 
al  jefe  político. 

Art.  36.  Provista  la  vacante  del  pueblo  núm.  1.»  se  formará 
otra  terna ,  en  que  se  incluirán  los  dos  candidatos  que  quedaron 
de  la  primera,  ocupando  el  tercer  luear  el  cuarto  de  los  opositores, 
y  se  remitirá  al  ayuutamiento  del  pueolo  número  ^.^  para  que  se  ve- 
rifique el  nombramiento  en  los  términos  que  previene  el  artículo 
anterior. 

Art.  27.  La  misma  marcha  se  observará  en  la  combinación  de 
las  demás  ternas ,  cuidándose  siempre  de  incluir  en  la  última  que 
se  forme  los  dos  candidatos  desechados  en  la  anterior,  y  de  aue 
ocupe  el  tercer  lugjr  t*]  opositora  quien  corresponda ,  según  el  ornen 
riguroso  de  la  lista. 

Art.  28.  Para  la  formación  de  la  lista  de  candidatos  se  tendrá 
presente  que  en  igualdad  de  circunstancias  ha  de  darse  la  prefe- 
rencia á  los  que  tuvieren  título  de  escuela  superior  y  á  los  que  ya 
hubieren  enseñado. 

Art.  39.  Las  plazas  de  maestras  se  proveerán  del  propio  modo 
que  las  de  los  maestros ,  debiéndose  componer  el  tribunal  de  cen- 
sura, en  los^casos  de  onosicion,  e^  decir,  cuando  la  dotación  sea 
de  3000  rs.  ó  mas,  de  ¿os  individuos  de  la  comisión  superior,  un 
profesor  y  dos  maestras  acreditadas  elegidas  por  el  jefe  político. 

Art.  30.  Hasta  la  edad  de  24  años  los  hombres  y  de  22  las  mu- 
jeres nndíe  obtendrá  plaza  de  maestro  ó  maestra  sino  con  calidad 
de  interino :  en  cumpliendo  aquellas  edades ,  los  agraciados  queda- 
rán de  hecho  propietarios. 

TITULO  IV. 

Del  número  de  escuelas  y  de  ttis  diferentes  clases. 

Art.  Si.  Las  comisiones  superiores  de  instrucción  primaria  cui- 
darán de  que  en  todos  los  pueblos  haya  siempre  el  número  suficien- 
te de  escuelas  elementales  completas:  las  incompletas  no  se  permi- 
ten sino  en  pueblos  menores  de  100  vecinos. 

Art.  82.  En  las  poblaciones  de  crecido  vecindario  ha  de  haber 
siempre  una  escuela  elemental  completa  de  niños  y  otra  de  niñas 
por  cada  500  vecinos  entre  públicas  y  privadas;  la  tercera  parte  por 
lo  menos  deberá  ser  de  la  primera  especie. 

Art.  83.  Cuando  en  los  distritos  formados  por  la  reunión  de  va- 
rias aldeas  ó  caseríos  no  permita  la  naturaleza  del  terreno  que  los 
niños  asistan  diariamente  á  una  ef&cuela  común,  se  podrá  estable- 
cer que  los  maestros  se  trasladen  por  meses  ó  temporadas  á  cada 
una  de  las  poblaciones  componentes  del  distrito,  las  cuales  tendrán 
dispuesta  una  pieza  bastante  capaz  para  que  se  hospede  el  profesor 
y  pueda  dar  sus  lecciones. 

Los  f;ast98  que  ocasione  la  instrucción  primaria  en  los  distritos 
se  repartirán  entre  toáoslos  pueblos  que  los  compongan,  proporcio- 
nalmente  á  su  vecindario  y  riqueza :  esta  repartición  se  hará  por  ia 
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combion  superior,  aprobándola  el  jefe  político,  quien  oirá  con  este 
objeto  al  consejo  provincial. 

Art  $4.  Las  comisionbs  superiores  procurarán  que  se  establez- 
can Ciruelas  superiores  en  todos  los  pueblos  donde  p)r  la  ley  deba 
haberlas,  y  en  su  defecto  harán  que  á  la  elemental  se  le  dé  en  al- 
gunos establecinuenios  toda  la  extensión  po.^ibl¿. 

Art.  35.  Los  ayuntamientos  podrán  establecer  clases  de  noche, 
ó  en  los  dios  festivos,  ya  para  los  niños  que  no  puedan  asistir  de 
día,  ya  para  los  adultos  cuya  instrucción  esté  descuidada  6  no  quie- 
ran olvidar  lo  que  aprendieron.  En  estos  casos  se  dará  al  niaestio 
una  gratificación  proporcionada,  que  también  se  incluirá  en  el  pre- 
supuesto municipal. 

Art.  36.  En  ios  pueblos  de  corto  vecindario ,  donde  sea  preciso 
consentir  escuela  incompleta ,  podrán  las  funciones  de  maestro  agre- 
garse á  las  de  cura  párroco,  secretarlo  de  ayuntamiento,  organis- 
ta ú  otras  compatibles  con  la  enseñanza;  pero  donde  haya  escue- 
la elemental  completa  no  se  permitirá  semejante  agregación,  á  no 
ser  con  especial  autorización  del  gobierno,  que  la  podrá  conceder 
coando  el  sueldo  Gjo  sea  menor  de  2,500  rs.;  pero  nunca  cuando 
pase  de  esta  suma. 

TITULO  V. 
De  los  gastos  materiales  de  las  escuelas, 

Art.  37.  Con  arreglo  alo  prevenido  en  el  art.  13  de  la  ley  de  21 
de  julio  de  1838,  los  ayuntamientos  deberán  dar  a  todo  maestro, 
ademas  del  sueldo  fijo , 

l.<>    Casa  ó  habitación  sufícíente  para  sí  y  su  familia. 

2.^  Local  para  ia  escuela ,  con  sujeción  á  las  instrucciones  que 
circule  la  dirección  general  de  Instrucción  pública. 

3.°  Menaje  y  ios  útiles  necesarios  á  la  enseñanza,  conforme  á 
las  mismas  instrucciones. 

4,^  Papel,  plumas  y  libros  para  los  niños  absolutamente  po- 
bres. 

Art.  38.  La  habitación  y  escuela ,  siempre  que  se  pueda ,  debe- 
rán  ser  propias  del  ayuntamiento;  y  las  comisiones  superiores  pro- 
curarán con  la  mayor  eficacia  que  así  se  verifique,  excitando  el  celo 
de  los  alcaldes  para  que  los  pueblos  adquieran  6  construyan  edificios 
con  este  objeto,  ó  reparen  los  antiguos,  acomodándolos  á  los  fines 
á  que  están  destinados.  Si  los  ayuntamientos,  teniendo  recursos  bas- 
tantes ,  no  cumplieren  con  esta  obligación ,  deberán  las  comisiones 
acudir  al  jefe  político  para  que  de  oficio  incluya  en  los  presupuestos 
municipales  las  cantidades  necesarias  al  efecto ,  oyendo  préviamen* 
te  al  consejo  provincial,  y  acudiendo  en  su  caso  al  gobierno  para  ob- 
tener la  autorización  com[>etente. 

Art.  39.  Si  los  recursos  municipales  no  alcanzasen  de  modo  al- 
guno por  sí  solos  para  la  construcción  de  la  escuela ,  podrán  ser  los 
ayuntamientos  ayudados  por  la  provincia  respectiva  ó  el  Estado,  del 
modo  que  para  los  sueldos  fijos  se  establece  en  el  art.  10. 

Art.  40.  En  todas  las  escuelas,  así  públicas  como  privadas,  de- 
berán celebrarse  anualmente  exámenes  presididos  por  mdividúos  de 
las  comisiones  superiores  6  locales,  ó  por  delegados  de  ellas,  pu- 
blicindose  su  resultado  en  los  Boletines  qfteiales. 

Tomo  n.  2$ 
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£q  las  escuelas  públicas  se  repartirán  p;^iDíos  por  cuenta  del 
ayuntamiento  á  los  niños  mas  aprovechados :  estos  premios  consisti- 
rán en  medallas  de  plata  ó  cobre ,  libros  de[  educación  primaria  ó 
certificaciones  honoríficas. 

Art.  41.  Todos  los  anos  repartirá  también  el  gobierno  premios  i 
los  profesores  de  instrucción  primaría  ()ue  mas  se  hayan  distinguido 
en  cada  provincia.  Estos  premios  consistirán  tn  medallas.  Una  ins- 
trucción particular  determinará  las  diferentes  clases  de  estas  meda- 
llas y  el  modo  de  adjudicarlas  y  repartirlas. 

Árt.  42.  £n  el  local  de  las  escuelas  deberá  escribirse  el  nombre 
de  los  hombres  ilustres  que  haya  producido  el  pueblo  ó  de  los  que 
le  hubieren  hecho  algunos  beneficios ,  con  un  resumen  biográfico  pa» 
ra  instrucción  y  ejemplo  de  los  niños. 

TITULO   VI. 

Del  modo  de  asegurar  el  pago  de  las  dotaciones  de  los  maestros 
y  gastos  de  las  escuelas. 

Art.  43.    Los  jefes  políticos  cuidarán  dé  aue  se  incluya  en  el 

f presupuesto  municipal  de  cada  pueblo  la  cantioad  que  le  está  seña- 
ada  para  el  sueldo  fijo  del  maestro  ó  maestros.  Si  el  ayuntamiento 
no  lo  hiciese ,  lo  verificará  aquella  autoridad  de  oficio ,  como  gasto 
obligatorio. 

Art.  44.  Se  iocluirá  también  en  el  presupuesto  municipal  la  can- 
tidad necesaria  para  conservación  de  la  escuela  y  del  menaje ,  ó  para 
su  alquiler ,  si  uo  fuese  propia  del  pueblo ,  y  también  lo  que  se  ha- 
ya de  dar  al  maestro  para  plumas ,  papel  y  demás  objetos  que  se 
deban  suministrar  á  los  niños  pobres. 

Art.  45.  A  ütí  de  que  tenga  efecto  lo  prevenido  en  los  artículos 
anteriores,  las  comisiones  suprriorelb  remitirán  anualmente  al  jefe 

f eolítico ,  un  mes  antes  de  que  proceda  al  examen  y  aprobación  de 
os  presupuestos  municipales,  una  lista  de  todos  los  pueblos  y  de 
las  cantiaades  que  deban  satisfacer  para  instrucción  primaría. 

Art.  46.  Lo  mismo  harán  res[>ecto  de  las  subvenciones  que  estén 
concedidas  sobre  los  fondos  provinciales  para  que  también  figuren 
en  los  respectivos  presupuestos. 

Art  47.  Las  comisiones  superiores  llevarán  un  registro  exacto 
de  todas  las  escuelas  que  existan  en  so  respectiva  provmcia ,  con  el 
sueldo  que  á  cada  una  le  esté  señalado. 

Art.  48.  Cada  tres  meses  el  alcalde  del  pueblo  deberá  remitir 
á  la  comisión  un  parte  de  estar  satisfecho  el  sueldo  del  maestrb',  acom- 
pañando un  duplicado  de  los  recibos  de  este. 

Art.  49.  Si  15  dias  después  del  trimestre  no  hubiese  el  alcalde 
remitido  el  expresado  parte ,  lo  pondrá  la  comisión  en  noticia  del 
jefe  político  para  que  exija  á  dicha  autoridad  la  correspondiente 
multa.  , 

Art,  id.  En  el  segundo  mes  de  cada  trimestre  la  comisión  superior 
deberá  pasar  á  la  dirección  general  de  Inbtra:;cion  Pública  iin  esta- 
do de  los,  (^agos  hechos,  con  arreglo  al  modelo  qu2  circulará  la  mis- 
ma dírec'cion. 

Art.  51.  Si  en  el  indicado'  térmiuo  la  com¡sio.i  no  remitiese  el 
astado  que  prescribe  el  artículo  anterior,  sedará  cuenta  para  laré- 
aolucion  eorrespokidiente. 


{ 
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TITULO  VIL 
De  la$  academias  de  profesores  de  instrucción  primaria. 

Art.  52.  En  cada  capital  de  provincia  se  formará  una  academia 
Je  profesores  de  instrucción  primaria.  Las  comisiones  superiores 
promoverán  la  creación  de  estas  corporaciones,  y  propondrán  al 
lüObierno  los  estatutos  ó  reglamentos  que  se  formen  para  su  apro* 
kacíon. 

Art.  53.  Los  estatutos  de  las  academias  existentes  en  la  actúa* 
lidad  se  revirarán  por  las  mismas  en  el  término  de  tres  meses  9  y 
se  remitirán  a  la  aprobación  del  gobierno. 

Art.  54.  Estas  academias,  de  acuerdo  con  los  ayuntamientos  y 
comisión  superior ,  procurarán  formar  bibliotecas  (copulares,  las  0ua- 
les  estarán  á  cargo  de  los  maestros  que  la  comisión  designe,  y  se 
abrirán  á  disposición  del  público  por  tas  uodies,  6  en  los  días  fes- 
tivos. 

TITULO  VIIL 

¿>tf  las  eseuslas  normales  y  de  los  inspectores, 

Art.  55.  Se  procurará  reducir  las  escuelas  normales ,  seminarios 
de  maestros  de  instrucción  primaria ,  á  las  que  sean  puramente 
precisas  y  estén  mejor  situadas  para  las  necesidades  de  la  ense- 
ñanza. 

Att.  56.  Las  provincias  que  se  queden  si»  escuela  normal  teñ- 
eran obligaeion  de  sostener  á  su  costa,  en  la  mas  iaoiediata,  el  nú- 
mero á»-  pensionados  que  se  estimen  necesarios  para  que  no  lleguen 
á  fifltae  los  buenos  maestros. 

Art.  57.  Las  capitales  de  las  mismas  provincias  babrán  de  te- 
ner precisamente  escuela  superior ,  formada  sobre  la  base  de  la  que 
baya  sido  escuela  práctica  normal,  y  sostenida  por  los  fondos  mu- 
nicipales. 

Art.  58.  Los  directores  y  maestros  de  las  escuelas  normales  que 
se  supriman  quedarán  de  inspectores  de  escuelas  en  sus  respecti- 
vas provincias ,  con  los  mismos  sueldos  que  en  la  actualidad  disfru- 
tan y  pagados  de  la  propia  manera. 

Art.  59.  El  gobierno  establecerá  en  las  demás  provincias  los  ins- 
pectores que  juzgue  necesarios ,  pagados  de  los  fondos  que  las  cor- 
tes concedan  para  este  objeto. 

Art.  60.  Los  gastos  de  visita  serán  satísfecbos  por  las  respecti- 
vas provincias. 

OBRAS  PUBLICAS. 

RSAL  DEGBETO   DB    1 3   BE   SBTIEMBAE. 

Establece  un  plan  general  de  alumbrado  marítimo  de  las  eos* 
tas  y  puertos  de  España. 
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ADMIIÍISTRACIOK  MILITAR. 

RP.AL  OBDEüf  DE   O   DE  SETIEMBRE. 

Dispone  que  los  soldados  procedentes  del  reemplazo  de  1841, 
obtengan  sus  liceoeias  absolutas  al  cuonptlr  ii>s  siete  añcs  deser- 
vicio. 

Real  decreto  db  15  de  setiembre. 

Suprime  la  dirección  y  mayoría  generales  de  la  armada  y  la 
Junta  de  dirección  creando  otra  con  el  nombre  de  junta  directi- 
va y  consultiva  de  la  armada. 

Real  decreto  de  16  de  setibmbbe. 

Establece  la  organización  del  regimiento  íijo  de  Ceuta. 

Real  obden  db  20   de  setiembbe. 

Determina  el  destino  que  lia  de  darse  á  los  quintos  del  actual, 
y  rezagos  de  los  anteriores  reemplazos.  (Gaceta  del  21  de  setiem* 
bre^  niim.  4755). 

Real  decbeto  de  21  de  setiembre. 

Establece  la  nueva  organización  del  arma  de  caballería.  (6<i- 
ceta  del  24  de  setiembre  y  núm,  4758). 

NOTA. 

Los  reales  decretos  de  8  i  de  mayo  sobre  el  arreglo  do  la  mo- 
neda, de  25,  26  y  29  de  setiembre  sobre  la  enagenaeion  de  bie- 
nes de  propios  y  de  beneficencia  y  el  arreglo  déla  administración 
civil,  han  sido  suspendidos  hasta  consultarlos  con  las  cortas  que 
se  reunirán  en  15  de  noviembre  próximo. 
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(ContinuadoD)  (1). 
CAPITULO  IX. 

DI    LA  TISTA  DEL   PftOCSflO. 

47.  £jfn  los  tribunales  ordinarios,  cooclulda  ¡aprueba  y  becha 
poblicadoD  de  probanzas,  se  entregan  los  autos  sucesivamente  á 
las  partes  para  que  aleguen  de  bien  probado.  En  los  consejos  pro- 
vinciales se  omiten  todas  estas  actuaciones,  pues  evacuada  la  prne* 
ba  ó  terminada  la  discusión  escrita,  sino  se  hubiere  articulado 
aquella,  se  señala  día  para  la  vista.  La  omisión  de  los  alegatos 
de  bien  probado  nos  parece  Justificada  por  dos  razones :  l  .*  por* 
qne  habiendo  de  verse  el  pleito  en  audiencia  pública ,  en  ella 
pueden  las  partea  hacer  las  consideraciones  que  les  convenga 
sobre  el  resultado  de  las  probanzas ,  y  no  hay  necesidad  ningu* 
na  de  que  estas  mismas  consideraciones  se  repitan  dos  veces,  una 
en  largos  escritos ,  otra  de  palabra.  3.*  Porque  ahorra  á  los  liti- 
gantes un  gasto  de  consideración ,  pues  casi  siempre  lo  es  el  de 
los  tales  escritos ,  y  economiza  mucho  tiempo.  Lo  que  de  lai 
pruebas  resulta  pueden  verlo  los  consejeros  sin  necesidad  de  que 

(i)    YéiM  la  pag.  U3  de  este  segundo  tomo. 
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los  litigantes  m  lo  adviertan ,  y  si  conviene  hacer  sobre  las  mis- 
mas alguna  reflexión ,  para  eso  es  la  vista  del  proceso.  (Regla- 
mento de  1.^  de  octabre  de  1845,  art.  41). 

48.  Veamos  ahora  la  forma  en  qne  esta  vista  debe  verificarse. 
Exige  primeramente  la  ley  que  sea  á  puerta  abierta ,  porque  la 
publicidad  es  «garantía  de  rectitud  y  de  acierto  en  los  actos  de 
los  magistrado ,  así  como  en  los  de  todas  las  personas  que  des- 
empeñan un  cargo  público.  Pero  cuando  el  consejo  creyere  que 
de  verse  un  pleitO'^*  P^^icrta:  abierta  puedo  seguirse  una  grave 
perturbación  en  el  orden  público,  puede  acordar  que  se* verifi- 
que la  vista  á  puerta  cerrada.  Sobre  este  punto  no  se  pueden 
prescribir  regftSi  ñi  la  ley  l^s  prescribe,  y  por  lo  tanto  á  la 
prudencia  y  buen  juicio  de  tos  consejos  toca  el  decidir  en  qué 
casos  debe  temerse  ó  no  que  la  vista  pública  de  una  causa  in- 
fluye en  la  alteración  del  orden  (art.  42). 

49.  De  cualquier  modo  que  se  dslebre  la  audiencia,  debe  co- 
menzar  la  vista  haciendo  el  secretario  relación  del  expediente,  en 
la  forma  en  que  acostutnbrhn  haeeHo  los  relatores  de  los  tribu- 
nales  ordinarios.  En  seguida  deben  exponer  las  partes  ó  sus  de- 
fensores verbaimente  lo  que  crean  «ondueente  á  su  defensa,  es< 
to  es ,  hacer  de  palabra  el  alegato  de  bien  probado.  Decimos  las 
partes,  porque  como  en  la  primera  iustancia  de  los  pleitos  ad- 
ministrativos no  es  indispensable  la  intervención  de  letrados, 
pueden  los  litigantes  defenderse  á  sí  mismos,  sieíñpre  que  né 
prefieran  buscar  un  defensor  que  lo  baga  por  ellos.  El  deseo  dé 
simplificar  todo  lo  posible  el  enjuiciamiento  administrativo,  fué 
lo  que  movió  sin  duda  á  los  autores  del  reglamentó  de  i.^  dé 
octubre  á  dejar  al  arbitrio  de  las  partes  el  servirse  ó  no  de  abo- 
gados para  so  defensa.  ¿  Pero  quién  hablará  en  nombre  de  iá. 
administración  cuando  sea  ella  parte  en  una  causa?  El  ministé- 
rio  fiscal  no  tiene  representantes  en  los  consejos  provinciales: 
¿se  seguirá  de  aquíí  que  cuando  un  particular  litigue  con  la  ad- 
ministración, el  prirtiero  se  defenderá  á  sí  propio  en  lá  vista 
del  procedo,  y  la  segunda  no  hallará  una  voz  que  se  levante  en 
Su  defensa?  De  ningún  modo,  pues  el  jefe  político  siempre  que 
lo  estime  conveniente  puede  nombrar  un  defensor  que  sostenga 
to^s  derechos  de  la  administración,  ó  autorizar  para  que  le  nom- 
bre á  las  corporaciones  ó  funcionarios  administrativos  sobre  cu- 
yos actos  verse  la  controtersla.  Sígnese  de  aqut^,  que  fas  aotori- 
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dades  ó  Jefes  de  las  corporaciones  que  en  representación  de  la  ad- 
ministración litigan  con  los  particulares,  no  se  pueden  defen* 
der  verbalmente  á  sí  mismos,  sin  duda  porque  no  seria  decoro* 
io  para  la  autoridad  ei  sostener  dispotas  de  esta  especie  con  los 
particnlares.  En  negocios  de  poca  entidad  ó  de  una  Justicia  evi- 
dente no  deben  los  jefes  políticos  autorizar  el  nombramiento  de 
defensores  de  la  administración  (arts*  43  y  44). 

50.  Sucede  á  veces  que  después  de  la  vista  del  proceso  echan 
de  menos  los  jueces  el  conocimiento  de  alguna  circunstancia  im- 
portante para  la  decisión.  La  práctica  de  los  tribunales  ordinarios 
autoriza  en  estos  casos  los  autos  llamados  para  mejor  proveer. 
En  los  consejos  provinciales  se  puede  con  el  mismo  objeto  pedir 
informes  é  mandar  practicar  cualquier  diligencia  de  prueba  que  no 
sea  la  de  testigos.  Por  eso  digimos  antes  que  la  prueba  no  queda- 
ba deñnitlvamente  cerrada  coocinido  el  término  concedido  para 
ella ,  pnes  lo  que  esto  significa  es  que  las  partes  no  pueden  vol- 
ver á  abrirla  á  su  arbitrio,  ni  intentarse  de  nuevo  la  de  testigos, 
pero  no  que  se  prive  al  consejo  del  derecho  de  mandar  hacer  la 
que  estime  conducente  para  ilustrar  su  Juicio  j  dictar  una  acer* 
tada  sentencia.  Si  se  excluye  de  este  caso  la  prueba  testiflcal, 
es  por  lo  embarazoso  de  so  ejecución ,  las  dilaciones  que  ocasio- 
ne y  el  resultado  que  amenudo  ofrece  (ait.  45). 

CAPITULO  X. 

nC  LA  SniTKICU  DUIHITITA. 

I 

51 .  Dentro  de  los  siete  días  siguientes  á  aquel  en  (pie  hubiere 
eoncluido  para  definitiva ,  debo  dictar  el  consejo  su  sentencia 
ñnal.  Así  es,  que  termioada  ia  vista  y  en  su  caso  las  diligencias 
para  mejor  proveer  que  se  hubieren  mandado  practicar,  se  da 
por  concluso  el  pleito ,  y  solo  le  falta  ia  providencia  final.  Exijo 
la  ley  que  se  dicto  esta  previdencia  á  la  mayor  brevedad  posi^ 
ble  después  de  la  vista  de  la  causa  con  dos  objetos :  i ."  para 
que  las  partes  no  tengan  tiempo  de  trabajar  con  los  jueces  con 
el  propósito  de  arrancarles  una  decisión  injusta ,  y  2.^  para  que 
los  mismos  jueces  al  pronunciar  su  fallo  no  hayan  olvidado  las 
especies  que  oyeron  el  dia  de  la  vista.  Por  eso  el  dar  la  senten* 
cia  en  nn  breve  plazo  es  garantía  de  rectitud  y  de  acierto  (artí- 
culo 46). 
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62.  Veamos  ahora  la  forma  en  que  deben  proceder  los  consejos 
para  dictar  sentencia.  El  consejero  ponente  debe  redactarla  expo- 
niendo en  párrafos  separados  y  con  toda  claridad  los  pontos  de  he- 
cho y  de  derecho  que  fe  sirven  de  fundamento.  Los  pantos  debe^ 
cho  son  los  mismos  que  han  dado  ocasión  al  litigio,  hállense  ó  no 
cuestionados  éntrelas  partes.  Los  puntos  de  derecho  son  las  leyes 
ó  doctrinas  legales  aplicables  al  caso  de  que  se  trata  y  que  jas- 
tiOcan  el  fallo.  Cerrada  la  puerta  del  tribunal,  el  consejero  po- 
nente debe  ir  sometiendo  sucesivamente  á  la  deliberación  del 
consejo  cada  uno  de  dichos  puntos «  y  el  consejo  debe  ir  deci- 
diendo sobre  ellos  por  el  mismo  orden  en  que  se  les  propon- 
ga con  di&cusion  ó  sin  ella«  Aprobados  estos  puntos  que  son 
los  preliminares  del  fallo,  se  pasa  por  último  á  la  votación  de 
éste,  la  cual  debe  verlQcarse  votando  primero  el  ponente  y  des- 
pués los  demás  consejeros  por  el  orden  inverso  de  su  preceden* 
eia  y  concluyendo  por  el  presidente.  Ya  hemos  dicho  que  los  coose- 
jeros  deben  sentarse  en  el  siguiente  orden ;  á  la  derecha  del  jefe 
político  el  vice-presidente,  y  en  seguida  los  vocales  por  el  orden 
de  la  antigüedad  respectiva  de  sus  nombramientos,  advirtien- 
do que  en  igualdad  de  fechas  de  estos  deben  obtener  la  preferen- 
cia los  de  mas  edad»  y  que  los  supernumerarios  deben  sentar- 
se después  de  los  numerarios.  Este  mismo  orden  inverso  de- 
Be  «egairse  en  la  votación  de  las  sentencias ,  de  modo  que  des- 
pués de  haber  votado  el  ponente  lo  bagan  los  supernumerarios, 
luego  los  numerarios  según  la  antigüedad  de  sus  nombramien- 
tos, y  por  último,  el  presidente.  Guando  hubiere  discusión  de- 
be hacer  el  presidente  un  breve  resumen  de  ella  antes  de  la  vo- 
tación final.  Guando  los  pareceres  andan  divididos  prevalece  el 
de  la  mayoría ,  y  lo  que  ésta  decide  eso  es  la  sentencia  defini- 
tiva. Deben  firmarla  esta  todos  los  vocales  que  asisten  á  la  vis  - 
ta,  aun  aquellos  que  hubieren  sido  de  opinión  contraria,  por- 
que la  verdad  legal  escuna  después  de  pronunciado  el  fallo,  y 
perjudicaría  mucho  al  respeto  que  se  le  debe  el  hacerla  aparecer 
contradicha  por  alguna  de  las  personas  que  han  debido  pronun- 
ciarla. Para  conciliar  este  principio  con  la  necesidad  que  tendría 
el  magistrado  de  hacer  ver  cuál  fué  su  opinión  en  caso  de  exi- 
gir la  responsabilidad  al  tribunal  de  que  hace  parte  por  el  mis- 
mo fallo  en  que  él  no  estuvo  conforme ,  se  lleva  en  los  consejos 
de  provincia,  así  como  en  los  tribunales  ordinarios,  un  libio  re- 
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senrado,  €D ^  eoal  salvao  sa  voto  los  magistrados  ó  consejeros 
que  firmaron  una  seotencia  á  pesar  de  haber  votado  contra  ella. 
Los  consejeros  provinciales  no  pueden  salvar  su  voto  de  este  mo- 
do fuera  de  las  24  horas  siguientes  á  aquella  en  que  lo  dieron. 
El  misma  plazo  tienen  el  presidente  y  secretario  para  firmar  la 
sentencia  dictada,  á  cuyo  margen  debe  anotar  el  mismo  secre- 
tario los  nombres  de  los  consejeros  que  asistieron  á  la  vista  y  la 
pronunciaron.  Cuando  asiste  el  Jefe  político  tiene  voto  decisivo 
en  caso  de  empate:  cuando  discordaren  los  consejeros  y  no  re- 
sultare mayoría,  se  debe  volver  á  ver  el  negocio  por  mas  con-' 
tejeros,  votándose  de  nuevo  la  sentencia  por  unos  y  otros.  Estos 
nuevos  consejeros  deben  ser  los  propietarios  que  no  hubieren 
asistido,  y  á  falta  de  ellos  los  supernumerarios,  llamándolos  por 
el  orden  de  su  precedenciia  (aKs.  48 ,  50,  51 ,  52  y  53).  Es  nu- 
la la  sentencia  que  se  dicte  por  menos  de  tres  vocales  según 
hemos  dicho  en  el  !^.  10. 

53.  Sucede  á  veces,  que  cuando  se  vá  á  fallar  un  pleito  no  se 
halla  ley  que  le  sea  aplicable,  ó  las  que  se  encuentran  son  tan  os-' 
curas  é  incompletas  que  no  se  puede  hacer  uso  de  ellas  para  e^ 
caso  que  se  cuestiona.  Faltas  de  esta  especie  deben  notarse  con 
mas  frecuencia  en  los  pleitos  administrativos  qae  en  los  ordina- 
rios, porque  la  administración  civil  no  puede  estar  sujeta  á  re-^ 
gias  tan  invariables  como  la  de  justicia.  ¿Qué  deben  hacer  los*' 
consejos  provinciales  en  estos  casos?  ¿Dejar  indeciso  el  litigio? 
La  ley  lo  prohibe  expresamente.  Cuando  falten  leyes  escritas 
aplicables  á  las  cuestiones  que  se  disputan ,  deben  decidirlas  lot 
consejos  por  las  doctrinas  que  se  puedan  deducir  de  los  textos^ 
ó  for  razones  de  equidad ,  las  cuales  son  aun  mas  aplicables  á 
los  procesos  administrativos  que  á  cualesquiera  otros  (arl.  47). 

54.  Todas  las  providencias  deíUiitivas  y  las  interlocatorlas  de 
alguna  gravedad  deben  fundarse  en  los  términos  que  hemos  di- 
cho en  los§§.  1 1  y  52.  El  fundamento  de  las  sentencias  es  pren- 
da segura  casi  siempre  de  su  rectitud ,  y  de  que  los  jueces  al  dic- 
tarla han  procedido  con  el  suficiente  conocimiento  de  causa.  Pro* 
nunciar  un  fallo  sin  dar  razón  de  él  es  cosa  bien  fácil,  pero  muy 
ocasionada  á  injusticias:  pronunciarlo  diciendo  los  motivos  en 
que  se  ñinda ,  es  cosa  que  no  se  puede  ejecutar  sin  estudiar  bieo 
el  negocio  en  que  recae,  y  que  limita  considerablemente  la  arbi- 
trariedad de  los  tribunales.  El  Juez  que  tiene  que  declarar  loi 
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hechos  qpe  eoBsidera  ciertos ,  para  que  sirvao  de  fundamento  á 
80  ctecisfon,  y  las  leyes  coa  arreglo  á  las  cuales  Juzga,  oo  pue- 
de abusar  tan  fácilmente  de  su  Jurisdicción  como  el  que  no  tie- 
ne que  dar  razón  ninguna  de  su  fallo.  Una  providencia  bien  mo« 
tlvada  debe  ser  el  resumen  de  todo  el  pleito;  por  eso  debe  con- 
tener :  1  ,^  las  pretensiones  de  las  partes  con  las  razones  princi- 
pales en  que  se  apoyen:  3.^  los  heehos  ciertos  probados  ó  no 
contestados  que  dieron  ocasión  al  litigio:  3.^  las  leyes  y  doctri- 
nas legales  aplicables  á  la  cuestión  que  se  disputa ,  y  4.^  la  deci- 
sión terminante  do  los  derechos  y  obligaciones  de  cada  una  de 
¡as  partes  que  litigan.  Por  ejemplo ,  F.  demandó  al  ayuntamien- 
to deB*  con  tal  objeto,  fundándose  en  tales  razones  :  y  d  ayun- 
tamiento de  B.  contestó  eludiendo  la  demanda  por  tales  motivos. 
—Considerando  que  de  los  autos  resulta  probado  tal  hecho.  — 
Considerando  que  también  es  cierta  tal  cosa. — Teniendo  presen- 
te la  ley  de  3  de  abril  de  1845  ,  que  en  su  artículo  tantos  man- 
da tal  cosa. — Y  la  ley  de  8  de  enero  del  mismo  año ,  que  en  su 
articulo  tantos  manda  cual  cosa. — ^Fallamos  que  el  ayuntamien- 
to de  B.  está  obligado  á  tal  cosai  y  que  debe  pagar  las  costas 
del  proceso.  Queda  al  arbitrio  de  los  consejos  el  decidir  cuáles  pro- 
videncias interlocutorias  deben  fundarse  y  cuáles  no  necesitan 
este  requisito,  porque  no  seria  fácil  designarlas  previamente. 
Nuestra  opinión  es  que  se  deben  fundar  todas  las  qne  resuelven 
algún  artículo  interlocutorio,  ó  pueden  causar  á  las  partes  al- 
gún gravamen  de  consideración.  En  el  consejo  real  debe  motivar- 
se toda  providencia  interlocutoria  en  que  se  conceda  ó  niegue  re- 
posición de  otra  (art.  49). 

55.  Pueden  ocurrir  en  la  práctica  algunos  casos  no  previstos 
por  la  ley  y  de  que  vamos  á  hacer  mención,  proponiendo  la  solución 
que  nos  parece  mas  equitativa.  ¿El  consejero  que  asistió  á  la  vis- 
ta pública  del  proceso  pero  no  á  la  deliberación  y  votación  puede 
dar  su  voto?  Según  el  reglamento  del  consejo  real ,  eí  consejero 
que  se  halla  en  este  caso  no  puede  votar  á  menos  que  su  au- 
sencia hubiere  sido  ocasionada  por  enfermedad  ó  algún  impedi- 
mento legítimo  y  que  no  quede  número  competente  de  conseje- 
ros. Del  mismo  modo  no  puede  tomar  paite  en  la  deliberación 
el  consejero  que  no  ha  asistido  á  la  vista  pública  del  proceso. 
En  el  primer  caso  debe  el  consejero  dar  su  voto  por  escrito  y 
motivado.  Esta  disposición  nos  parece  aplicable  á  los  consi;|os 
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provinciales ,  y  que  podria  autorizarse  por  lá  Jurisprucleocía,  y.á 
que  la  ley  no  dice  nada  acerca  del  caso  que  resuelve. 

56.  ¿Qué  deberá  hacerse  cuando  empezado  á  ver  un  negocio^ 
ó  visto  ya  y  no  votado  enfermare  ó  se  imposibilitare  de  cualquier 
modo  alguno  de  los  vocales  concurrentes?  ¿Se  suspenderá  Ja  sen- 
tencia ó  se  procederá  á  nueva  vista?  La  ley  de  los  consejos  pro- 
vinciales no  dice  nada  sobre  esto,  pero  la  del  consejo  real  re- 
fuelve  el  caso  de  un  modo  que  nos  parece  aplicable  también  ál 
procedimiento  de  que  tratamos.  En  el  consejo  real,  si  á  pesar  ^e 
la  ausencia  del  consejero  imposibilitado  queda  número  suficiente 
de  vocales ,  no  se  suspende  la  vista ,  pero  si  no  quedare  número 
bastante >  se  procede  á  nueva  vista  ó  votación  ea  su  caso,  citai^: 
do  á  los  que  hubieren  faltado  á  la  vista  anterior.  Es.  máxínoia  esta 
bleeida  en  todos  los  tribunales  que  una  vez  comenzada  la  vo- 
tación no  puede  interrumpirse  Mno  por  impedimento  insu- 
perable. 

57.  Sucede  alguna  vez  en  los  pleitos  algo  compíicadok  por  f¿- 
zon  de  discutirse  en  ellos  varias  cuestiones,  que  se  pueden  deci- 
dir definitivamente  en  unos  puntos  antes  que  en  otros.  ¿  Qué 
deberá  hacer  el  consejo  6n  este  caso^  aguardar  á  que  todos  los 
puntos  estén  dilucidados  para  decidirlos  á  un  tiempo ,  ó  irlos  fa- 
llando sucesivamente  y  á  medida  que  estuvieren  en  estado  de 
sentencia  ?  Sería  aventurado  dar  sobre  ésto  una  regla  general 
porque  habrá  casos  en  que  convenga  hacer  lo  oho  y  casdá  éü  4^e 
deba  hacerse  lo  otro ,  según  la  reidcion  inas  ó  níéáós  estrecha 
que  tengan  dichos  puntos  entre  sí.  El  consejo  real  j  según  sü  re- 
glamento ,  es  libre  para  adoptar  una  ú  otra  reébloclon-  segtin  lo 
crea  mas  conveniente  para  el  acierto  en  el  ifallo ,  ó  para  lá  cele- 
ridad del  litigio.  Los  consejos  provinciales  deben  serlo  también 
porque  militan  respecto  á  ellos  las  mismas  consideraciones. 

58.  Ni  una  palabra  hallamos  en  todo  el  reglamento  de  l.^de 
octubre  acerca  de  la  reposición  de  las  providencias.  ¿Quiere  ésto 
decir  que  semejante  procedimiento  no  debe  usarse  ante  los  conse- 
jos provinciales?  No  lo  creemos,  porque  el  remedio  de  la  reposición 
usado  con  economía,  puede  servir  en  muchas  ocasiones  para  en- 
mendar en  su  origen  y  apoca  costa  las  faltas  que  se  corAeten  ][)or 
los  jueces.  Según  el  art.  77  del  mismo  reglamento  de  l.^  dé  oc- 
tubre, en  todos  los  incídehtes  y  casos  no  previstos  éh  61,  ^ehen 
atemperarse  los  consejos  á  la  legislación  y  jttrÍ8prodén¿ia  édüiiíi- 
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ne«,  en  cuanto  su  aplicación  es  compatible  coa  el  rápido  curso 
de  las  cuestiones  contencioso-adndioistrativas ,  y  con  la  letra  y 
espíritu  de  la  ley  orgánica  de  los  consejos  provinciales  y  de  su 
reglamento.  El  remedie  de  la  reposición  liace  parte  de  la  Jurispru- 
dencia común ,  es  conforme  con  la  naturaleza  del  procedimiento 
administrativo,  puesto  que  se  halla  expresamente  adoptado  en 
el  reglamento  del  consejo  real;  luego  no  hay  razón  ninguna  para 
que  se  lé  destierre  de  los  consejos  provinciales.  Lo  que  sí  cree- 
mos es  que  debería  usarse  con  gran  sobriedad  y  de  modo  que 
no  se  hiciera  de  él  un  abuso  tan  grande  como  el  que  hacen  los  li« 
tigantes  en  los  tribunales  ordinarios.  Por  eso  en  el  consejo  real 
no  se  puede  pedir  reposición  de  una  providencia  sino  en  los  tres 
días  inmediatos  á  su  notificación :  se  decide  este  recurso  con  cé- 
dula previa  de  emplazamiento  y  un  solo  traslado  ,  y  de  la  pro- 
videncia confirmatoria  ó  revocatoria  que  en  él  recae ,  no  puede 
pedirse  nueva  reposición.  Así  no  es  posible  dilatar  muchp,  aun- 
que se  quiera,  la  suslanciacion  de  estos  artículos. 

CAPITULO  XL 

01  US  AGTDACIOSBS  IN  BIBBLDIA. 

69.  Hemos  examinado  todos  los  trámites  del  procedimiento 
administrativo  suponiendo  que  el  actor  y  el  demandado  se  en- 
cuentran uno  frente  á  otro :  ahora  nos  toca  averiguar  el  pro- 
cedimiento que  debe  seguirse  coando  el  reo  ó  el  actor  no  com- 
parece, y  por  lo  tanto  hay  que  sustanciar  el  proceso  en  re- 
beldía. Siempre  que  habiendo  sido  debidamente  emplazada  ó 
citada  alguna  de  las  partes  no  acudiera  •  á  esponer  sos  defen- 
sas, debe  el  consejo  decidir  el  asunto  en  rebeldía.  Pero  las 
actuaciones  de  esta  especie  no  deben  comenzar  sino  á  instan- 
cia de  parte ,  si  bien  con  una  diferencia  de  lo  que  se  practica  en 
los  tribunales  ordinarios.  En  ellos,  como  es  sabido,  hay  necesi- 
dad en  todo  caso  de  que  la  parte  que  comparece  al  juicio  acuse 
la  rebeldía  á  la  contraria;  y  que  se  siga  después  un  procedí* 
miento  larguísimo:  en  los  consejos  provinciales,  cuando  es  la 
administración  la  que  no  acude  á  esponer  sus  defensas ,  debe  la 
parte  contraria  acusarle  la  rebeldía ;  pero  cuando  sucede  lo  con- 
trario ,  esto  es ,  cuando  el  particular  que  litiga  no  acude  al  lia- 
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mamiento ,  se  procede  en  rebeldía  sia  qoe  la  admiDistraciOD  lá 
acuse  espresamente,  pues  basta  que  el  secretario  exponga  al  con- 
sejo y  certifique  eo  el  expediente  haber  pasado  el  término  seña* 
lado  para  la  comparecencia.  Hecho  esto  se  tiepe  la  rjebeldfa  por 
acosada ,  y  se  procede  en  los  términos  que  diremos  luego.  No 
es  difícil  de  comprender  el  motivo  de  esta  diferencia*  El  interés 
individual  es  siempre  bastante  activo  para  solicitar  cuando  le  con- 
venga el  procedimiento  deque  tratamos;  pero  la  administración, 
piór  bien  representada  qoe  se  halle  en  sus  cuestiones  con  los  par- 
ticulares, no  debe  suponerse  en  general  tan  bien  defendida,  y 
necesita  por  lo  tanto  una  protección  especial.  Los  consejos  pro- 
vinciales han  sido  creados  particularmente  para  velar  por  sus  in- 
tereses; no  son  como  los  tribunales  ordinarios  en  los  pleitos  ci- 
viles que  no  pueden  obrar  nada  sino  á  instancia  de  las  partas, 
pues  muy  al  contrario  deben  hacer  todo  lo  que  sea  conveniente 
para  poner  á  cubierto  los  intereses  administrativos ;  de  lo  cual 
se  deduce^  no  solamente  que  es  acertado,  sino  conforme  tam- 
bién á  la  naturaleza  de  los  tribunales  contenciosos  de  la  admi- 
nistración el  proceder  sin  instancia  de  esta  en  rebeldía  contra 
los  particulares  que  litigan  con  ella  (art.  S4). 

60.    El  procedimiento  en  rebeldía  en  los  negocios  administra- 
tivos es  mucho  mas  breve  que  en  los  ordinarios;  porque  si  es  la  ad- 
ministración la  interesada  en  seguirlo^  no  hay,  como  hemos  vis- 
to antes,  necesidad  de  acusarla ,  y  si  es  la  parte  contraria  puede 
hacer  esta  acusación  de  palabra  ó  por  escrito ,  según  le  convi- 
niera. Eo  el  primer  caso  se  estiende  por  diligencia  en  el  espe- 
diente firmándola  el  secretario  y  el  acusante.  Acusada  la  rebel- 
día, ó  el  consejo  se  cree  con  suficiente  conocimiento  de  causa 
para  fallar  el  pleito  ó  no  :  en  el  primer  caso  debe  decidirlo  des- 
de luego  condenando  al  rebelde  si  fuere  el  demandado ,  ó  absoU 
viéndolo  do  la  demanda  si  fuese  el  actor.  Pero  si  el  consejo  no 
se  creyere  con  la  instrucción  necesaria  para  pronunciar  senten- 
cia puede ,  para  mejor  proveer,  mandar  practicar  la  prueba  que 
estime  conveniente  con  tal  de  que  no  sea  la  de  testigos.  Esclúye- 
se  esta  última  especie  de  probanza  por  lo  aventurado  que  sería 
el  decidir  por  declaraciones  que  se  den  sin  conocimiento  de  ambas 
partes,  y  por  testigos  que  si  tienen  alguna  tacha  que  les  inhabilite 
para  serlo,  no  hay  nadie  interesado  en  manifestarla  (arts.  55  y  56). 

01.    Pero  hay  casos  en  que  no  debe  declararse  la  rebeldía, 
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aunqiie  9I  litigai^te  acusado  de  ella  no  comparezca.  Si  la  cédula  de 
empji|zamieDto  fuese  nula  por  faltarle  alguno  de  los  requisitos 
es€|^cial^9 4^  C|ue  luirnos  hecho  mención  anteriormente,  no  se  de- 
be deelar^r  contumaz  al  emplazado,  sino  emplazarlo  nuevamente. 
Upa  c^fj^iÚBL  áp  emplazamiento  nula  np  obliga  al  emplazado ,  y 
P^i;  .qoi^sif  uiento  no  puede  producir  e|  efecto  de  la  rebeldía.  ¿De- 
berá hacerse  lo  mismo  cuando  por  fuerza  mayor  y  notoria  no  pu« 
df^ra  algun^i  de  las  partes  comparecer  en  el  término  que  se  le 
cita?  ^1  fe^lamepto  de  l."*  de  octubre  no  provee  este  caso, 
piero  la  jurisprudencia  cpniun  y  el  reglamento  del  consejo  real  lo 
deciden  cada  uno  en  su  caso  de  una  manera  e^náloga^  mandan* 
do  que  se  vuelva  á  emplazar  al  litigante  detenido  por  fuerza  in- 
superable sin  que  le  cause  perjuicio  su  detención.  Esta  determi* 
nitflon  es  justa,  porqi^e  si  bien  el  caso  que  supone  no  puede  ser 
muy  frecuente ,  cuando  ocurre  sería  inhumano  dejar  caer  sobre 
qn  inocente  tan  dpra  responsabilidad.  Y  puesto  que  los  consejos 
provincial^  deben  adoptar  las  prácticas  de  la  jurisprudeocía 
común  cuando  no  hallaren  establecida  ptr^  en  sú  reglamento, 
no  yernos  inconveniente  alguno  en  que  reciban  la  de  que  trata- 
mos, que  ha  sido  adeipás  st^icionada  recientemente  por  el  regla- 
mento de^  9<>QS.ejo  real.  Del  inismo  tomados  otra  decisilon  para 
otro  ^aso  no  previsto  tampoco  en  el  reglamento  de  í  .<>  de  octu- 
bre. ¿Qué  se  hará  por  ventura  cuando  fundándose  la  demanda 
(fj^  nct  mismo  título  y  teniendo  un  mismo  objeto  contra  diferen- 
te^  personas  i  las  unas  incurren  en  rebeldía  y  las  otras  no?  ¿Fa- 
llará el  consejo  desde  luego  contra  los  contumaces ,  siguiéndolo 
ep  cuanto  á  los  ^emás  litigantes?  ¿suspenderá  su  decisión  hasta 
pronunciar  defiaitlva  respecto  á  todos  los  demandados?  Casos 
Habrá ,  ño  muchos,  en  que  sea  posible  hacer  lo  primero:  casos 
en  que  lo  segundo  sea  inevitable.  Por  eso  el^consejo  real  es  Ü- 
pte  de  hacer  lo  uno  ó  lo  otro,  según  las  circunstancias  de  la  de- 
n)^nda,  y  la  mayor  ó  menor  posibilidad  de  dividir  el  fallo, 
dándolo  antes  respecto  á  unos  que  respecto  á  otros. 

62.  Es  del  mayor  interés  dar  toda  la  publicidad  posible  á  la 
SjS.ptencia  pronunciada  en  rebeldía,  á  fln  de  que  llegue  pronto  á 
n9ticia  del  contumaz  y  pueda  reclamar  contra  ella,  si  tuviere  de- 
recho de  hacerlo.  Con  este  fin  no  solamente  se  debe  notificar  di- 
cha sentencia  por  cédula  ó  despacho,  siempre  que  es  posible, 
iM^o  qae  9»  debe  fijar  una  copia  de  ella  en  la  sala  de(  consejo. 
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insertarla  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  y  acreditar  est^ 
Inserción ,  uniendo  al  espediente  un  ejemplar  del  Boletín  y  la  fi- 
jación por  diligencia  del  secretario. 

$3 .  Contra  la  sentencia  de  la  declaración  de  rebeldía  da  un  re- 
medio la  ley ,  que  consiste  en  pedir  su  rescisión  ante  el  mismo 
consejo  que  la  ha  dictado,  y  si  este  no  surtiera  efecto,  el  ordina- 
rio de  la  apelación  ó  la  nulidad  ^  cuando  respectivamente  pro- 
eedieren  en  los  términos  que  diremos  mas  adelante.  Debe  inter- 
ponerse el  recurso  de  rescisión ,  siempre  que  se  dé  la  sentencia 
de  rebeldía  contra  lo  dispuesto  en  el  reglamento  de  1.^  de  oc- 
tubre ó  lo  establecido  por  la  práctica  para  el  procedimiento  que 
debe  seguirsie  antes  de  pronunciarla ,  ó  bien  cuando  el  deman- 
dado tratara  de  acreditar  que  ha  estado  ausente,  enfermo  de  gra- 
vedad ,  ó  que  por  cualquier  motivo  no  ha  podido  tener  noticia 
de  la  demanda  ni  de  la  sentencia.  Guando  no  hubiere  causa  le- 
gítima que  Justifique  la  contumacia  sería  inútil  intentar  este  re- 
curso (art.  58). 

64.  Debe  interponerse  la  demanda  de  rescisión  dentro  de  lof 
quinee  dias  contados  desde  !a  publicación  de  la  sentencia  de  rebel- 
día; pero  si  la  parte  contumaz  estuviere  ausente  de  la  provincia, 
puede  señalarle  el  consejo  en  la  misma  sentencia  un  plazo  rom  lar- 
go para  que  pueda  soKcitar  su  rescisión.  El  motivó  de  conceder- 
se este  breve  plazo ,  es  la  necesidad  de  que  queden  pronto  flriMs 
y  estables  las  sentencias ;  y  muy  particularmente  aquellas  que 
afectan  ¿  la  administración ,  cuyos  intereses  mas  que  ningunos 
necesitan  amparo.  Como  el  procedimiento  administrativo  necesi- 
ta ser  mas  rápido  que  ninguno  otro,  el  recurso  de  reaeislon  de 
que  tratamos  no  suspende  por  regla  general  la  ejecudon  de  b 
senteneia.  No  debe  dejarse  al  arbitrio  de  cualquier  litigante  que 
quiere  hacerse  contumaz ,  el  dilatar  la  ejecudon  de  providencias 
que  pueden  afectar  á  los  intereses  generales  de  la  administra* 
clon.  Pero  como  puede  haber  sentencias  en  pleitos  administra^ 
tivos,  de  cuya  suspensión  no  se  siga  ningún  grave  perjuicio^  puede 
el  consejo  al  dictarlas,  si  io  hace  en  rebeldía,  ordenar  que  se  sus- 
penda su  ejecución  mientras  se  sustancia  el  recurso  de  rescisión. 
Esto  no  obstante,  la  ejecución  de  la  sentencia  debe  entenderM 
siempre  sin  perjuicio  de  la  rescisión  que  pueda  intentarse :  por 
lo  cual  se  llevará  á  efecto,  previa  oportuna  lanza,  siempre  que 
el  consejen  creyere  conveniente  exigirla.  Est«  fla&^á  nene  ^  eü* 
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Jeto  asegarar  á  la  parte  perjudicada  por  la  aenteocla ,  qae  si 
esta  se  rescindiere  se  le  resarcirán  todos  los  perjnicios  que  de 
su  ejecución  puedan  sobrevenirle.  Creemos  que  por  regla  gene* 
ral  no  debe  exigirse  ñanza  cuando  la  sentencia  en  rebeldía  fae- 
re  favorable  á  la  administración ,  porque  esta  puede  en  todo  ca- 
so responder  de  la  obligación  que  contraiga  por  ello.  Admitido 
el  recurso ,  se  ojeo  las  defensas  y  se  recii>en  las  pruebas  del  que 
lo  Interpuso,  concediéndole  para  ello  á  lo  sumo  la  mitad  del 
término  ordinario;  esto  es,  quince  dias.  Oidas  así  á  las  partes, 
.pronuncia  el  consejo  la  sentencia.  El  que  por  segunda  vez  fuere 
condenado  en  rebeldía  no  puede  entablar  el  recurso  de  rescisión 
en  el  mismo  negocio.  Si  se  rescinde  la  sentencia  debe  continaar 
la  actuación  desde  el  punto  en  que  se  hallaban  antes  del  inciden- 
te de  rebeldía  (arts.  69 ,  60 ,  61  y  03). 

CAPITULO  XII. 
DBL  iicoaso  ra  unnaFiBTACioR. 

66.  Contra  las  sentencias  definitivas  de  los  consejos  provincia- 
les se  dan  tres  especies  de  recursos»  el  de  interpretación  de  que  va- 
mos ¿  bablar,  y  el  de  apelación  y  el  de  nulidad  deque  trataremos 
en  los  capítulos  siguientes.  Guando  la  parte  dispositiva  de  la  sen- 
tencia fuere  contradictoria ,  ambigua  ú  oscura  en  sus  cláusulas, 
debe  interponerse  ante  el  mismo  consejo  que  le  hubiere  dictado 
el  recurso  de  interpretación.  Tiene  este  recurso  por  objeto  hacer 
que  el  consejo  proviocial  aclare  y  explique  las  frases  oscuras, 
ambiguas  ó  contradictorias  que  hubiere  en  su  providencia,  pues 
siendo  uno  de  los  requisitos  indispensables  de  ésta  el  fijar  los 
derechos  y  las  obligaciones  de  las  partes  contendientes ,  mal  po- 
dría esto  conseguirse  mientras  estas  obligaciones  y  derechos  fue* 
sen  objeto  de  disputa.  Pero  cuando  la  ambigüedad  ii  oscuridad 
estuviere  no  en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  sino  en  sus 
fundamentos,  esto  no  perjudica  á  la  exacta  fijación  de  las  obli- 
gaciones que  se  Imponen  á  ios  litigantes ,  y  por  lo  tanto  no  pro- 
cede el  recurso  (art.  68). 

66.  £1  término  para  interponerlo  no  puede  pasar  de  cinco  dias 
contados  desde  la  notificación  de  la  sentencia;  porque  conviene  que 
esta  quede  firme  y  estable  euanto  antes,  y  porque  no  se  necesita 
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mas  tiempo  para  saber  si  hay  ó  no  oscuridad  ó  contradicción  en 
ella.  Por  el  mismo  motivo  y  para  evitar  que  la  malicia  retarde  in- 
definidamente la  ejecución  de  las  providencias  que  interesan  á  la 
administración,  no  se  suspende  por  regla  general  la  ejecución 
de  aquellas  contra  las  cuales  se  interpone  este  recurso.  Pero 
como  puede  haber  casos  en  que  de  la  ejecución  de  una  senten- 
cia oscura  ó  ambigua  se  sigan  perjuicios  de  consideración ,  en 
ellos  puede  el  consejo  sobreseer  en  la  ejecución  del  todo  ó  par- 
te de  dichas  sentencias  hasta  su  aclaración.  Si  el  consejo ,  oidas 
las  partes»  estima  procedente  el  recurso,  interpreta  su  sentencia 
dirimiendo  la  contradicción ,  ambigüedad  ú  oscuridad  de  que  ado- 
leciere: si  cree  que  el  recurso  no  procede  porque  la  sentencia  es 
ciara,  la  confirma  sin  interpretación.  Esta  providencia  debe  dic- 
tarse dentro  de  tercero  día.  Kl  recorso  á  que  se  refiere  no  pro- 
cede contra  la  sentencia  una  vez  interpretada,  ni  contra  la  mis- 
ma providencia  de  interpretación  (arts.  64 ,  66,  66  y  67). 

CAPITULO  XIII. 

DIL  RBCCB80  DI  APBLACtOlf. 

67.  Cuando  el  litigante  perjudicado  por  la  sentencia  definitiva 
creyere  hal>erlo  sido  injustamente ,  puede  interponer  el  recurso 
de  apelación.  De  las  apelaciones  de  los  consejos  provinciales  co- 
noce el  consejo  real,  menos  cuando  la  apelación  recayere  en 
pleito  de  alcance  de  cuentas  de  algún  ayuntamiento,  de  la  cual 
debe  conocer  ei  tribunal  mayor  de  cuentas  con  arreglo  al  ar- 
tículo 109  de  la  ley  de  ayuntamientos.  No  se  puede  apelar 
por  regla  general  de  las  providencias  que  recaen  en  litigios  cuyo 
interés  ó  valor  de  la  demanda,  pudiendo  sujetarse  á  apreciación 
material,  no  llegue  á  2,000  rs.  Resulta  de  aquí,  que  como  en  la 
mayor  parte  de  los  casos  es  difícil  esta  apreciación ,  no  puede 
desecharse  la  apelación  por  falta  de  cuantía  en  la  demanda ,  si- 
no coanlo  notoriamente  no  importare  esta  los  2,000  rs.  Tampo- 
co procede  la  apelación  contra  las  sentencias  interlocutorias ,  por- 
que si  tal  sucediese  se  harían  interminables  las  cuestiones  admi- 
nistrativas, y  porque  si  el  agravio  que  se  causa  por  ellas  es  de 
suma  consideración,  ha  lugar  al  recurso  de  nulidad  según  veré- 
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mos  luego )  y  al  fuere  de  menos  cuantía  puede  repararse  en  la 
apelación  que  se  interponga  de  la  sentencíH  definitifa. 

68.  La  apelación  debe' interponerse  en  el  plazo  de  diez  dias, 
contados  desde  la  fecha  de  la  notificación  de  la  sentencia.  Seguo 
este  procedimiento,  lo  mismo  que  en  el  ordinario,  la  parte  que  no 
apele  puede  adherirse  á  la  apelación  interpuesta  por  la  contraria 
hasta  el  dia  de  la  vista  exclusive.  Este  recurso  debe  interponer- 
se para  ante  el  consejo  real,  salvo  el  caso  exceptuado  en  el  pár- 
rafo precedente.  Por  él  no  se  suspende  la  ejecución  de  la  sen* 
tencia  á  ño  de  que  no  se  perjudiquen  con  la  tardanza  de  dicha 
ejecución  los  intereses  administrativos  á  que  la  misma  sentencia 
ae  refiere;  pero  siempre  que  el  consejo  lo  estime  conveniente 
puede  a(  admitir  la  apelación  mandar  suspender  la  ejecución  del 
auto  deílnitivo.  De  modo  que  las  apelaciones  délas  sentencias  de 
los  consejos  provinciales  se  admiten  por  regla  general  solo  en  un 
efecto ,  y  no  se  admiten  en  ambos  sino  cuando  dichos  tribunales 
juzgan  que  así  e^  conveniente. 

09.  Admitida  por  el  consejo  provincial  la  apelación  en  el  plazo 
de  dos  meses,  contados  desde  el  traoscurso  de  los  diez  dias  oon- 
cedidos  para  apelar,  y  de  tres  si  la  alzada  se  interpusiere  en 
Canarias,  debe  presen^tarsc  el  apelante  ante  el  consejo  real,  para 
mejorar  el  recurso,  deduciendo  la  demanda  de  agravios  por  me- 
dio de  abogado ,  apoderado  debidamente ,  ó  en  su  caso  por  el 
representante  de  la  administración  y  de  las  corporaciones  que  es- 
tán bajo  su  tutela.  A  esta  demanda  de  agravios  debe  acompañar: 
1.^  certificación  de  haber  intespuesto  el  recurso  y  haberse  notifi- 
cado al  apelado  en  tiempo  y  forma:  2.®  certificación  sacada  con 
citación  de  la  sentencia  apelada  y  de  la  probanza  sobre  que  esta 
hubiere  recaído.  En  el  mismo  término  de  dos  ó  tres  meses  y  con 
poder  bastante  para  representarle  en  Juicio,  se  debe  presentar  al 
consejo  real  el  abogado  del  apelado.  Si  el  apelante  no  mejora  la 
apelación  en  dicho  término,  debe  declararse  por  desierta  á  ins- 
tancia de  la  contraria  después  de  haberle  acusado  una  sola  vez 
la  rebeldía.  Si  es  el  apelado  quien  deja  de  comparecer,  se  sigue 
el  recurso  en  rebeldía.  Si  el  consejo  provincial  no  hubiere  pro- 
veído eo  la  primera  instancia  la  ejecución  interina  de  la  senten- 
cia definitiva  ^  la  sección  de  lo  contencioso  del  consejo  real  pue- 
4e  acordarla  desde  el  primer  dia  que  se  le  dé  cuenta  del  nego- 
cio, á  instancia  del  apelado.  En  U  misma  época ,  pero  á  instan* 
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cte  4^  asel|i^$^  poede  4ichft  «eocion  prol^iUc  ^  sofA^^Q^^r  h 
ejécacion  ínterii^ft  deer^tadíi  por  el  kiferior  y  é  bien  oíaadar  fue 
preste  fianza  el  apelado  de  estar  á  las  resaltas  del  recurso  si  el 
consejo  provineiid  no  le  hubiere  impuesto  esta  obligación  •  Pero 
la  sección  de  lo  eontencipso  no  debe  acceder  á  utngnpa  4^  ^- 
tas  pretensiones,  sino  cuando  lo  creyere  conveniente,  atendidas 
la  especie  de  la  demanda  y  la^  circanstancias  de  los  litigantes. 
(Reglamento  del  consejo  real,  arts.  353,  258,  354,  255,  356 
y  257). 

70.  Los  trámites  de  asta  segunda  instancia  son  loe  mismos  que 
los  de  la  primera ,  aunque  con  las  modificaciones  que  vamos  ¿ 
decir.  f!n  primer  lugar  no  debe  admitirse  en  dicho  recorso  nin- 
gUDa  pretensión  ni  excepción  nueva,  salvo  aquellas  que  no  se 
hajan  podido  proponer  en  primera  instancia.  En  segundo  lugar 
no  se  pueden  hacer  roas  diligencias  probatorias  que  aquellas  que 
se  hubieren  practicado  ante  el  inferior  de  una  inanera  viciosa  ó 
insuficiente,  ó  que  se  hubieren  omitido  apte  el  mismo.  Por  últi^ 
mo,  con  prij^ebas  ó  sin  ellas,  pero  después  que  las  partes  han  he- 
cho sus  defensas,  pronuncia  el  consejp  real  sq  definitiva^  con- 
firniando  ó  i^evocando  eUu^o  apelado  en  todo  ó  en  parte.,  y  pro- 
veyendo de  nuevo  siempre  quQ  revocare.  Y. si  la  apelación  no 
hobiei[e  recaído  mas  que  sobre  un  incidente,  e|  consejo  provee 
tan  solo  acerca  de  él,  reservando  al  inferior  la  decisión  de  lo  prin- 
eipal ,  menos  cuando  todas  tas  partes  le  pidan  también  sobre 
dio  su  decisión ,  en  cuyo  caso  debe  darla ,  si  su  sentencia  sobre 
el  incidente  fuere  revocatoria.  Hay  tres  casos  en  que  puede  el 
copsejo  fallar  sobre  capítulos  de  la  demanda  que  no  hayan  sido 
propuestos  ¿  la  decisión  del  inferior,  y  son:  f .®  Cuando  se  trata 
de  compensación  por  causa  posterior  á  la  definitiva  de  primera 
instancia,  v.  g.,  si  no  habiéndose  podido  proponer  la  copnpen- 
saelon  del  crédito  que  ocasiona  la  demanda  ante  el  inferior  por 
no  ser  líquida  la  deqda  con  que  habla  de  compensarse,  se  líquida 
esta  después  de  la  definitiva ,  y  se  pide  en  la  segunda  instancia 
que  se  compense.  2.^  Coando  se  trata  de  intereses  de  capitales  y 
cualesquiera  otras  prestaciones  accesorias  vencidas  después  de 
la  definitiva.  3.o  Cuando  se  trata  de  daños  y  peijuiclos  causados 
después  de  su  pronunciamiento.  (Id.  arts.  258,  i59,  3S0,  261, 

262,  263  y  264). 

71.  FaUado  en  segunda  instancia  el  litigio,  el  secretario  del 
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consejo  real  remite  al  del  inferior  certificación  del  real  decreto  que 
contiene  la  sentencia  de  revista  dentro  de  la  semana  en  que  se 
publique  en  ei  consejo.  Al  recibirla  el  secretario  del  consejo  pro- 
vincial la  pone  con  la  minuta  de  la  definitiva  en  primera  instan- 
cia extendiendo  al  pié  ó  margen  de  ella  la  nota  oportuna.  (Id.  365). 

CAPITULO  XIV. 

DU  UCOMO  DI  IVUDAB  PABl  AMTI  EL  COIVIJO  IIAL. 

72.  Hay  otro  medio  de  lograr  la  revocación  de  las  sentencias 
defínitivasdictadas  por  ios  consejos  provinciales,  y  es  la  interposi- 
ción del  recurso  de  nulidad.  No  procede  este  recurso  contra  las  sen- 
tencias iaterlocutorias,  porquecualquier  nulidad  que  se  cometiera 
dictándolas,  sería  reclaraable  después  de  la  definitiva»  Pero  no 
en  todos  casos  se  puede  hacer  uso  de  este  remedio  >  sino  sola- 
mente en  aquellos  en  que  el  vicio  de  la  nulidad  fuese  noto- 
rio y  de  trascendencia.  Y  para  que  no  pueda  cometerse  arbi- 
trariedad sobre  este  punto,  señala  la  ley  con  toda  precisión 
los  casos  en  que  debe  admitirse  el  recurso.  Son  estos:  t,^  Cuan- 
do el  asunto  decidido  por  el  consejo  no  fuere  de  la  competencia 
de  la  jurisdicción  administrativa.  2.""  Cuando  no  hubiere  dicta- 
do la  sentencia  el  número  de  consejeros  ordinarios,  esto  es,  tres, 
siendo  uno  de  ellos  letrado.  Z.^  Cuando  la  sentencia  fuere  con- 
traria en  su  tenor  al  texto  expreso  de  las  leyes,  reales  decretos 
j  órdenes  vigentes,  por  lo  cual  no  basta  que  se  ataque  una  sen- 
tencia como  contraria  en  su  espíritu  al  texto  de  la  ley,  ó  co- 
mo contraria  en  su  tenor  al  espíritu  de  la  misma  ley,  pues  es 
necesario  que  la  contradicción  sea  evidente  y  notoria.  4.*^  Cuan- 
do alguna  de  las  partes  careciere  de  poder  bastante  ó  de  capa- 
cidad para  litigar,  pues  las  sentencias  no  obligan  sino  á  los  liti- 
gantes,  y  no  lo  pueden  ser  aquellos  que  no  se  pueden  presen- 
tar en  juicio.  Una  sentencia  que  no  obliga  es  claro  que  no  pue- 
de ser  válida.  5.o  Cuando  alguna  de  las  partes  no  hubiere  sido 
emplazada  en  tiempo  y  forma,  porque  siendo  el  emplazamiento 
una  parte  esencial  del  juicio,  es  nulo  el  que  se  haga  sin  los  re- 
quisitos que  anteriormente  hemos  mencionado.  6.^  Cuando  no 
se  hubiere  citado  á  alguna  de  las  partes  para  prueba  é  sentencia. 
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7. o  Cuando  ae  hubiere  denegado  ia  prueba  necesaria  para  dictar 
justa  sentencia.  Fuera  de  estos  casos  ea  nlpjuoo  otro  procede  el 
recurso  de  nulidad.  (Reglamento  de  K^  de  octubre,  art.  78).    . 

73.  Hay  nulidades  que  pueden  reclamarse  después  de  la  pri* 
mera  instancia  y  otras  que  se  deben  reclamar  precisamente  durante 
ella,  de  modo  que  sin  esto  requisito  no  aproveche  la  reclama- 
clon  posterior  que  so  haga.  Siempre  qiie  la  nulidad  se  cometa  en 
la  mi^ma  sentencia  deflnitiva  ó  proviniere  de  la  incompetencia 
de  jurisdicción,  puede  reclamarse  en  ia  segunda  instancia:  cuan* 
do  la  nulidad  debiere  forzosamente  llegar  á  conocimiento  de  las 
"  partes  durante  la  primera  instancia,  es  forzoso  reclamarla  en 
ella.  Así  es  que  proceded  recurso  de  nulidad ,  por  incompeten- 
cia, falta  en  el  número  de  los  consejeros  que  dictaron  el  fallo  ó 
contradicción  de  éste  con  las  leyes ,  aunque  no  se  haya  reclama- 
do en  primeva  instancia.  Pero  no  es  admisible  sin  este  requisito 
el  recurso  que  se  entable  por  incapacidad  de  los  litigantes,  fal- 
ta de  emplazamiento  ó  de  citación  para  prueba  ó  sentencia ,  y 
por  denegación  de  la  prueba  necesaria.  (Id.  art*.  74). 

74*  La  forma  de  proceder  en  este  recurso  es  la  siguiente.  Si  se 
trata  de  un  negocio  de  mayor  cuantía  en  que  procede  la  apela- 
clon,  no  puede  intentarse  por  separado  de  este  el  recurso  de  nu- 
lidad ;  lo  cual  tiene  la  ventaja  de  que  si  el  uno  no  triunfa  por 
exigir  condiciones  nins  rigorosas ,  puédese  con  el  otro  alcanzar 
|o  que  se  desea.  Pero  cuando  se  trata  de  un  negocio  de  menor 
cuantía  en  que  no  procede  la  apelación,  dcbeintc^rponerse  por  te- 
parado  el  de  nulidad.  Uno  y  otro,  así  como  el  de  interpretación 
cuando  se  trata  de  «entencías  gravosas  para  la  administración, 
debe  interponerlos  el  jefe  político  (arts.  75  y  76). 

75.  Los  demás  trámites  de  este  recurso  así  como  sus  térmi- 
nos son  los  mismos  que  hemos  explicado  para  el  de  apelación:  se 
interponen  para  ante  el  consejo  real,  y  dentro  de  los  diez  dias 
signientes  á  la  notiñcacion  de  la  definitiva.  Pero  el  fallo  del  con* 
sejo  real  es  dl&tinto  según  los  casos.  Si  la  nulidad  procede  de 
falta  en  el  número  de  consejeros  que  dictaron  la  senteocia  de 
vista,  ó  de  ser  esta  contraria  á  leyes  terminantes,  el  consejo  real 
debe  fallar  desde  luego  el  proceso  en  deflnitiva,  devolviéndolo  al 
inferior  pera  que  ejecute  su  resolución.  Si  la  nulidad  procede  de 
falta  de  competencia ,  y  el  consejo  real  lo  declara  así,  dispone 
que  se  baga  saber  su  decisión  á  las  partes  para  que  acodan  don» 
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dé  6diiveuga.  Y  si  lá  oulidad  trae  su  orfged  de  la  ineapacldad 
legal  dé  algntia  de  las  páirtes ,  de  la  falta  de  emplazamiento  ¿  dé 
eitaciOD  para  prueba  ó  sentencia ,  ó  de  haberse  denegado  la  prae* 
ba  necesaria  y  él  cottséjo  real  repone  el  proceso  ai  estado  que  te- 
Ala  adtes  de  causarse  la  nulidad  y  lo  devuelve  al  inferior  qué  lo 
hubiere  formado  para  que  lo  eobtinúe  y  sustancie  con  arreglo  á 
las  leyes  (árt.  75  y  reglamento  del  consejo  real,  aHs.  267  y  268). 
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BEinSTA 

DE  LA  JiniDEllA  CIVIL. 


I. 


^Las  corporaciones  6  particulares  que  peretbian  una  porción  del 
diezmo  f  ó  disfrutaban  bienes  declarados  hoy  nacionales ^  con  ob' 
jeto  de  atender  á  ciertas  obligaciones^  pueden  ser  apremiados 
al  emmplimiento  de  estas  ^  no  gozando  ya  las  rentas  que  le 
estaban  destinadas? 


E 


L  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ha  resuelto  esta  euestfon  d6« 
gatiTani«ate  por  su  aenteneia  del  s  de  febrero  de  este  año.  Hé 
aquf  el  caso  que  dio  lugar  á  su  decisión. 

Los  seroioarlos  conciliar  y  episcopal  de  Pamplona  demanda- 
ron al  ayuntamiento  de  la  villa  de  Alio ,  para  que  les  pagase  los 
réditos  Tcncldos  y  el  capital  de  un  censo  tomado  por  el  patro- 
nato de  la  iglesia  parroquial  de  dicha  villa,  é  Impuesto  sobre  una 
finca  de  la  misma  iglesl^n,  en  virtud  de  contrato  celebrado  en  1 81 7, 
entre  los  citados  seminarios  y  tres  concejales  del  ayuntamiento 
de  Alio,  como  individuos  de  la  Junta  administradora  del  piítro- 
nato  de  su  iglesia.  Apoyábase  está  demanda:  i.^  en  que  habién^ 
dése  ftindado  el  censo  por  tres  concejales  de  la  villa,  estaban  afee* 
tosa  so  pago  todos  los  bienes  de  ella:  }.o  en  que  habiéndose  inver- 
tido el  capital  del  censo  en  costear  y  concluir  la  iglesia  de  Alio, 
lo  cnalj  sfgun  los  cánones ,  era  una  obligación  del  vecindario, 
debían  considerarse  afectos  á  so  cumplimiento  todos  los  bienei 
del  pueblo. 

El  demandado  objeto :  t.<>  que  los  tres  concejales  que  inter* 
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vinieron  en  la  fandaclon  del  censo ,  lo  hicieron  como  indÍTÍdao3 
de  la  junta  administrativa  del  patronato  de  la  iglesia  parroquial 
de  la  villa ,  y  no  como  tal  ayuntamiento ,  ni  eoroo  represeotan- 
tes  del  coman  de  vecinos;  por  lo  cual,  si  este  pagase  los  réditoSi 
quedarían  obligadas  personas  estrañas  á  aquellas  que  contraje- 
ron :  2.0  que  ai  pagó  de  dichos  réditos  quedaron  obligadas  las 
primicias  y  rentas  espeeiales  y  generales  de  la  iglesia ;  pero  de 
ningún  modo  los  propios  y  bienes  de  la  iglesia :  3.<>  que  la  obli- 
gación canónica  de  reparar  las  Iglesias  por  sus  respectivos  ve- 
cindarios es  subsidiaria  y  en  defecto  de  bienes  fie  la  misma  igle- 
sia: 4.0  que  habiéndose  adjudicado  al  Estado  los  bienes  eclesiás- 
ticos, toca  al  gobierno  decidir  por  qué  medios  han  de  satisfacer- 
se las  cargas  que  pesaban  sobre  ellos. 

Por  el  fallo  de  primera  instancia  se  declaró  que  el  referido 
ayuntamiento,  y  en  su  defecto  los  vecinos  con  sus  bienes  pri- 
vados, eran  responsables  legalmente  al  reintegro  de  los  capitales 
censuales  y  réditos  tomados  por  el  patronato  de  la  iglesia  par- 
roquial de  Alio ;  y  en  su  consecuencia  fué  condenado  el  mismo 
ayuntamiento,  y  el  vecindario  en  su  caso ,  al  pago  de  8686  rea- 
les fuertes ,  de  réditos  vencidos  en  favor  del  seminario  eonelliar, 
y  de  6080  de  la  misma  moneda,  por  los  pertenecientes  al  epis- 
copal, y  los  q(.ue  sucesivamente  se  fuesen  devengando  hasta  su 
total  reintegro.  También  se  declaró  en  esta  providencia  que  en 
el  caso  de  devolverse  por  el  gobierno  al  patronato  de  la  iglesia 
de  Alio,  eq  cumplimiento  de  las  leyes  vigentes,  la  casa  propia 
útí  mismo ,  al  tiempo  de  la  constttacion  del  censo ,  según  resul- 
taba del  espediente,  debería  la  parte  actora  perseguir  neceaa- 
riameate  dicha  Anea  como  afecta  á  la  hipoteca  getterai  con  pre* 
ferenda  á  los  bienes  de  la  villa  y  patronato  de  Alio ,  cnya  res- 
ponsabilidad en  este  caso,  tan  solo  sería  subsidiaria  si  el  valor  de 
aquella  no  bastase  á  cubrir  la  obligación  pendiente. 

Apeló  el  ayuntamiento  de  esta  sentencia^  y  por  la  de  vista 
la  audiencia  de  Pamplona  le  declaró  absueito  de  la  instancia. 
Pero  el  actor  entonces  interpuso  el  recurso  de  suplica^  y  por  la 
.sentencia  de  revista  se  enmendó  y  revocó  la  anterior,  confir- 
mando la  de  primera  instancia.  £1  ayuntamiento  interpuso  de 
este  fallo  d  recurso  de  nulidad ,  y  el  Tribunal  Supremo  declaró 
haber  lugar  iélj  de  ningún  valor  ni  efecto  la  referida  sentencia 
de  revista  9  por  los  fundamentos  siguientes  : 
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Visto,  Goosiderando  que  de  las  escrituras  de  t4  dt  nOYÍembre 
de  1817  y  22  de  mayo  de  1819,  en  que  los  seminarios  conciliar 
y  episcopal  de  Pamplona  fundan  su  derecho,  resulta  que  eí  ayun- 
tamiento de  la  villa  de  Alio  no  fué  parte  contratante  en  ellas ;  que 
úuicameote  lo  fueron  tres  concejales  en  el  concepto  de  individuos 
d<5  la  junta  administradora  del  patronato  de  la  iglesia  parroquial, 
y  no  como  tai  ayuntamiento,  ni  con  el  carácter  Je  representan- 
tes del  común  de  vecinos: 

Considerando  que  de  las  precitadas  escrituras  aparece  asimis* 
mo  que  solo  se  obligaron  al  pajino  de  los  ^réditos  de  los  censos  y 
reintegro  del  capital  las  primicias  y  demás  bienes  y  rentas  espe- 
ciale.4  y  generales  de  la  iglesia,  y  de  ningún  modo  los  propios  ni 
los  bienes  particulares  de  los  vecinos : 

Considerando  ^ue  la  sentencia  de  que  se  interpone  el  presenta 
recurso  condena  a  ia  satisfacción  de  las  obligaciones)  consignadas 
eo  las  referidas  escrituras  á  personas  estrañas  á  las  que  las  contra- 
jeron ,  V  de  quienes  no  son  ni  sncesoras  ni  causa  habientes,  y  de- 
clara aiectos  a  responder  de  los  mismos  bienes  sobre  los  que  no 
pesa  nr  ha  pesado  nunca  aquella  responsabilidad : 

Considerando  que  el  priucipal  fundamento  que  espone  la  sala 
para  jnstiticar  su  providencia  es  que  los  vecmos  do  Alto  tenian 
obligación  en  1817  de  costear  y  concluir  la  obra  de  su  iglesia,  lo 
eual  solo  puede  sostenerse  t^n  virtud  de  la  disposición  eaoónica  y 
civil  que  cita  como  una  obligación  subsidiaria  en  defecto  de  bie- 
nes de  la  misma  ii^lesia  y  de  todos  los  partícipes  de  sus  frutos: 

Consideraado  que  por  disposiciones  legislativas  dichos  bienes 
fueron  adjudicados  ai  Kstado,  y  suprimidos  ios  diezmos  y  prími* 
cías  que  eonstituian  la  dotación,  tanto  de  dicha  iglesia,  como  de 
sus  partícipes:  .  , 

Y  por  ultimo,  considerando  que  al  gobierno  toca,  por  los  me- 
dios correspondientes ,  decidir  el  modo  en  que  han  de  satisfacer- 
se las  cargas  que  pesaban  sobre  dichos  bienes  y  derecLos  supri- 
midos. 

De  cuyas  razones  se  Infiérela  decisión geoeíalslgniente:  «las» 
corporaciones  ó  particulares  que  percibían  una  porción  del  diez- 
mo, ó  disfrutaban  bienes  declarado^  hoy  nacionales  con  objeto 
de  atender  á  ciertas  obliga«?iones,  tío  pueden  ser  apremiados  al 
cumplimiento  de  estas ,  por  no  gozar  ya  de  las  rentas  que  les  es- 
taban destinadas.» 

II. 


if  Las  bienes  desmembrtidos  de  los  mayorazgos  en  la  época  consti" 
ttícional  de  1820  d  1823  sin  la  correspondiente  tasación,  y 
en  virtud  de  contrato ,  por  el  cual  se  obligara  el  vincuHsta  á 
indemnizar  de  una  manera  licita  á  aquel  á  quien  trasladaba 
tUehos  bienes  desmembrado^^  si  mas  adelante  se  anulaba  su 
enagenacion^  deben  hoy  restituirse  ^  en  virtud  de  ia  legislaciOH 

Tomo  n.  ti 
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yigunte^  al  que  ios  adquirió  en  la  citada  época  de  1820  <i/  28, 
y  hs  perdió  después  de  este  tiempo  ,  á  consecuencia  de  las  nue* 
vas  leyes ,  habiéndosele  indemnizado  su  pérdida  con  arreglo  á 
la  escritura  de  enagenadon  ? 

Hay  dos  razones  poderosísimas  para  resolver  esta  coestion 
negativamente.  Una  ,  qne  la  ley  de  19  de  agosto  de  1841 
no  revalidó  mas  enagenaciones  de  las  verificadas  en  la  segunda 
época  constitQcional ,  que  las  que  se  hicieron  con  las  formali- 
dades prevenidas  en  la  ley  de  27  de  setiembre  de  1820  y  acla- 
ratorias posteriores^  y  entre  las  principales  formalidades  se  con- 
taba la  tasación  y  división  de  todos  los  bienes  pertenecientes  ai 
vínculo  respectivo.  Otra  razón  es,  que  cuando  se  subroga  una  obll" 
gaeion  en  otra,  cumplida  esta  última,  queda  estingulda  la  pri- 
mera j  y  habiendo  tenido  por  objeto  las  leyes  que  ordenaron  la 
restitución  dé  los  bienes  vinculados  enagenadosen  la  época  cons- 
titucional«  el  cumplir  las  obligaciones  procedentes  de  dichas  ena- 
genaciones, y.qvio  no  hablan  sido  satisfechas  con  hart^  injus- 
ticia ,•  eá  claro  que  una  vez  cumplidas  estas  dir^ta  ó  indirec- 
tamente no  tietten  aplicación  dichas  leyes. 

Así  lo  ha  creído  también  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia ,  en 
el  caso  que  vamos  á  refarir.  El  marqués  de  Peñaflor ,  padre  de 
D.  Femando  Pérez  Barradas,  actual  marqués  de  Cortes  de  Grae- 
na  y  de  Peñaflor  por  escritura  pública  de  22  d()  octubre  de  1822 
y  22  de  abril  de  1828 ,  en  uso  de  las  facultades  que  le  conce- 
día la  ley  de  27  de  setiembre  de  1820,  prometió  desmembrar  y 
de  hecho  desmembró  por  donación  irrevocable  inter-vivos  y  en- 
trega efectiva,  el  vínculo  nominado  de  Cortes  de  Graena,  de  que 
era  poseedor ,  á  fin  de  dotar  con  parte  de  sus  bienes  á  su  hija 
Doña  María  de  Jesús,  por  razón  del  matrimonio  convenido  enn 
tre  esta  y  D.  Francisco  Sanz  de  Tras,  obligándose  además  al 
saneamiento  de  dichos  bienes  con  las  siete  duodécimas  que  la 
correspondían  del  caudal ,  dejado  por  muerte  de  la  condesa  de 
Peñaflor  su  madre.  Fué  condición  espresa  de  ambas  escrituras, 
'que  si  los  bienes  donados  volvían  á  recobrar  la  calidad  de  vin- 
^plares,  se  reduciría  la  obligación  del  donante  á  permitir  duran- 
te sn  vida  el  percibo  por  parte  de  la  donataria ,  de  los  rendimien- 
tos líquidos  de  dichos  bienes,  ó  á  entregarle  22.000  reales  anua- 
l$»f  y  200,000  por  anu  sola  vez  pagaderos  eA4os  años.  I^a  desmem- 
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^'.w.uv.  ,fl  hi^Ko  en  efecto;  pero  sin  que  precediera  la  díVíslon  y 
tasación  de  los  biene.,  ..^^  ..t.^á  mandado.  Cambia  pl  gibier- 
no  en  1823,  y  entonces  el  marqués  de  Penanor  «náp^ni^  á  si 
hija  de  los  perjuicios  qué  la  ocasionara  la  devolución  que  tuvo 
que  hacer  á  su  padre  de  lofe  bienes  vinculares  qué  Babia  adqui- 
rido. ^ 

Restablecidas  las  leyes  de  desvincuiactoh  del  gobierno  cons- 
titucional, y  publicadas  con  el  mismo  objeto  las  de  9  de  junio 
de  1835  y  19  de  agosto  de  184  i ,  D.  Francisco  Sanz  de  Tras 
como  marido  de  Doña  María  de  Jesús,  hija  del  difunto  mar- 
qués de  Peñaflor,  deáandó  al  heredeiro  dé  sü  Vínculo ,  para  que 
le  restituyera  los  bienes  Vinculares  que  su  mujer  habla  réiíbidd 
en  dote  de  sa  padre  en  1822  y  habla  tenido  que  devolver  en  1823. 
Fundábase  esta  pretensión  en  lar  leyes  de  1835  y  1841-  que  he- 
mos citado,  por  las  euales  se  dio  fuerza  y  vigor  á  todas  las  ena- 
génaeiones  verificadas  á  consecuencia  de  la  ley  de  27  de  setiem- 
bre de  1820  y  aclaratorias  posteriores,  fel  marqués  dé  teñaflor 
se  residió  á  la  demanda,  fundándose:  i.*>  en  qiTe  la  ley  de  9 
de  junio  de  1835  en  que  se  mandó  reintegrar  á  los  com^raáores 
de  bienes  vinculados ,  no  es  aplicable  al  caso  presente,  porque 
trata  solo  de  bienes  comprados  y  n6  reiiitegradosí  2.*'  qile  la 
ley  de  19  ¿e  agosto  de  1841  dio  fuerza  á  las  enagenácíóneb  que 
hablan  sido  hechas  en  la  segunda  época  constitucional ;  pero  cop 
la  condición  de  que  se  hubiesen  verificado  con  las  formalidad 
des  exigidas  en  la  ley  de  27  de  setiembre  de  1820.  Era  tina  dé 
estas  formalidades  la  división  y  tasación  previa  de  los  bienes 
vinculados ;  y  habiéndose  omitido  una  cosa  y  otra  en  el  cirso  de 
que  se  trata,  es  claro  que  no  le  es  aplicable  la  disposición  de  di'- 
cha  ley:  J.°  que  habiendo  sido  condición  del  contrato  celebra- 
do entre  el  difunto  marqués  de  Peñaflor  y  su  hija,  que  s!  diéhos 
bienes  volvian  á  recobrar  la  condición  de  vinculares ,  abandona- 
ría el  donante  á  la  donataria  los  rendimientos  líquidos  de*  ellos  6 
la  entregaría  22.000  reales  anuales  y  200.000  reales  de  untf  vlt 
eumplída  esta  obligación  debia  considerarse  caducada  la  primitil 
va,  como  subrogada  en  la  segunda,  acerca  de  cuyo  cabal  cum^l 
(iHmiento  no  se  hizo  reclamación  ninjguna. 

.En  consecuencia  de  estas  razones.,  la  audiencia  de  Sevilla 
l^ronunció  sentencia  de  revista,  absolviendo  de  la  demanda  ál 
marqués  de  Peñaflor.  La  parte  contraria!  recfamó  lá  nulidad  y 
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d  Tribunal  Supremo  en  providencia  de  17  de  junio  de  J«^'  ^^ 
claró  no  haber  lugar  al  recurso,  fundan^—  fuinsmzones  que 
hemos  alegado  p»«*  -c^uiranecir  la  proccdencin  de  la  demardo, 
lluego  «ios  bienes  desmembrados  de  los  mayorazgos  en  la  se* 
gunda  época  constitucional  sin  la  correspondiente  tasación ,  y  en 
virtud  de  contrato ,  por  el  cual  se  obligara  el  vinculista  á  in- 
demnizar de  una  manera  lícita  al  que  adquirió  dichos  bienes  des- 
membrados en  caso  de  que  volvieran  á  la  condición  de  vircufa- 
res ,  no  deben  restituirse  hoy  al  que  los  adquirió  en  la  citada 
época^constitueional ,  y  ios  perdió  después  á  cousecuencía  de  las 
nuevas  leyes  áobre  vinculaciones,  si  se  le  ha  indemnizado  su 
pérdida,  con  arreglo  á  las  escrituras  de  enagenaclon.» 

m. 

r'  Corresponde  d  la  jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento  de  los 
asuntos  sobre  fondos  no  pertenecientes  d  las  cajas  de  la  Hacien- 
da pública^  aunque  correspondientes  á  otras  dependencias  de¿ 
Estado? 

.  Por  punto  general,  á  la  jurisdicción  civil  ordinaria  corres- 
ponde conocer  de  todos  los  asuntos  civiles  y  elimínales:  las  es- 
.cepciones  de  este  principio,  para  que  puedan  amenguar  su  esfera, 
es  menester  que  se  encuentren  espresadas  terminantemente;  de 
otra  manera,  el  espíritu  de  las  leyes  y  las  razones  de  derecho  es- 
tán en  favor  de  aquella  Jurisdicción ,  cuya  amplitud,  centralizan- 
do, digámoslo  así,  la  administración  de  justicia,  impide  que  es- 
ta sefubdlvida,  y  disminuye  por  consilguiente  los  conflictos  ne- 
cesarios entre  jurisdicciones  distintas,  de  que  se  siguen  graves 
msles  á  los  individuos  y  al  Estado. 

Pero  ¿no  son  una  escepcion  de  ese  principio  general  los  ne- 
gocios pertenecientes  á  los  fondos  de  cualesquiera  dependencias 
del  Estado?  ¿No  corresponde  el  conocimiento  de  todos  ellos  á 
los  Juzgados  de  rentas?  Sobre  esto  ha  decidido  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  por  su  sentencia  de  4  de  jurio  último  [Gom 
ceta  de  13  de  junio  núm.  4654).  Según  la  misma,  solo  cuando 
se  trata  de  fondos  correspondientes  á  las  cajas  ni^cionales,  es 
cuando  los  Juzgndos  de  rentas  deben  conocer  y  proceder.  G^ta 
resolución  fué  motivada  á  consecuencia  de  las  reclanaaciones  d- 
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viles  hechas  por  el  ministerio  fiscal  en  el  Juzgado  de  Falencia 
contra  D.  Tomás  Montoya  y  Chacou,  vecino  de  la  misma  ,  por 
la  estraccíon  de  varios  fondos  de  la  depositaría  de  policía  de 
aquella  ciOciad  y  provincia,  correspondientes  á  dicho  ramo  y 
otros.  Contirmada  en  los  espiesados  autos  la  providencia  del  in* 
íérior  por  las  iie  vista  y  revista  de  la  audiencia  territorial  de  Ya- 
lladolid  y  interpuso  Montoya  ei  recurso  de  nulidad  de  la  última 
providencia,  alegando  entre  otros  vicios  de  que  el  juicio  pudiera 
adolecer,  la  incompetencia  del  juzgado  de  Falencia  para  cono- 
cer en  un  asunto,  de  que,  según  él,  debia  entender  el  juzgado 
de  rentas.  Fero  el  Tribunal  Supremo,  vistos  los  autos  y  exami- 
nada larazoo  alegada  en  favor  de  la  nulidad,  declaró  que  no  habla 
logar  á  ella  por  dos  fundamentos,  que  consignó  en  el  primer  con- 
siderando de  su  fallo.  Primero :  que  las  reales  órdenes  de  28  de 
marzo  de  1835  y  30  de  julio  de  1836 ,  que  se  alegaron  paraapo« 
yar  la  nulidad  por  iucompetencia  de  jurisdicción  ,  fueron  espe- 
didas por  ti  ministerio  de  Hacienda^  sin  que  fueran  ni  se  hicie- 
sen después  estensivas  á  los  demás  ministerios.  Y  segundo:  que 
el  juez  de  primera  instancia  de  Falencia  conoció  con  arreglo  á 
derecho  en  vi«tud  de  otra  disposición  posterior  á  las  citadas, 
emanadas  del  ministerio  de  la  Grobernacion  de  quien  dependía 
Montoya. 

£o  efecto,  habiéndose  espedido  las  espresadas  reales  órdenes  de 
1835  y  1836  por  el  ministerio  de  Hacienda  para  casos  Aetermina* 
dos,  que  solo  tenian  relación  con  aquel  ministerio,  preciso  era  po* 
ner  en  tortura  su  contesto  literal,  para  darles  aplicación  al  negocio 
de  que  se  ha  ocupado  el  Tribunal  Supremo.  No  es  posible  hallar 
semejanza  entre  el  motivo  de  aquellas  disposiciones  y  el  que  pro. 
dojo  el  espediente  contra  Montoya :  allí  se  trataba  de  robos  de 
fondos  y  caudales  de  la  Hacienda  pública:  aquí  de  unos  fon- 
dos especiales ,  recaudados  sin  intervención  de  las  autoridades 
de  rentas  y  con  destino  y  aplicaciones  estrañas  absolutamente 
á  las  atenciones  que  cubren  los  fondos  de  la  Hacienda  públi- 
ca. Si  la  preteijdida  equiparación  se  concediera ,  preciso  sería 
también  conceder  que  los  tribunales  de  rentas  comprendían  en  su 
jurisdicción  contenciosa  y  criminal,  toda  reclamación  pertene- 
ciente á  los  caudales  de  las  diferentes  dependencias  del  gobierno, 
porque,  t:u  último  caso,  todos  son  fondos  del  Estado.  Y  hé  ahí 
por  qué  sin  duda  el  Tiibunal  Supremo  ha  consignado  muy  termi- 


i^f^smfipte^  sf^.coDsUeran'^o,  «que  las  reales  órdeoei;  cUad^ 
por  Montoya  se  ha^if 9  espedido  solo  por  el  ministerio  de  Uacien- 
da»  sin  hacerse  después  estensi vas  á  los  demás;»  cuya  circunstan- 
cia hubiera  sido  precisa  para  qve  el  principio  ^r.'^^ral  se  hubiese 
modificado.  Por  último ,  una  dis|)osiciou  particular  se  cita  en  la 
espresada  sentencia^  que  coDÍ]irma  mas  y  mas  el  dictamen  del 
Tribuaal  Supremo.  Al  hacerse  mérito  de  ella,  no  se  hace  con^ 
toda  la  claridad  posible,  pero  de  sus  palabras  se  colige,  que  ha- 
biendo acudido  Montoya  al  ministerio  de  la  Gobernación  de 
qu^n  dependía  con  alguna  prehensión,  recayó  una  real  órden« 
que  precisamente  obrará  en  autos ,  determinándose  que  al  juez 
de  primcgra  instancia  correspondía  el  conocimiento  de  aquel 
asunto,  Lo  que  no  hubiera  sucedido  ciertamente,  si  esa  clase  de 
negocios  cayeran  bajo  otra  Jurisdiccioif,,  que  no  fuera  la  ordi- 
naria. 

La  cuestioi) ,  pues,  propuesta  al  principio ,  está  resuelta  afir- 
mativamente en  términos  generales  por  I^  decisión  de  un  tribu- 
nal^  cuyas  seqtencias.  son  verdaderas  reglas  de  derecho. 

Qtra  cuestionas!  así  puede  llamarse,  se  desprende  también 
de  la  sentencia  que  hemos  analizado. 

¿Procede  I0  nulidad  por  no  haberse  practicado  la  prueba  ar^ 
ticuiada ,  aunque  esta  no  pudiera  aprovechar  al  que  la  proponía? 

E^\  Tribuna^, Suprenoo  de  Justicia  ha  resuelto  en  su  citada  sen- 
tencia q^e  no  proced^^. 

La  justa  defensa  que  las  leyes  permiten  á  los  que  son  part^ 
ep  un  litigio :  el  sagrado  derecho ,  que  cada  cual  tiene  para  jus- 
tiflcs^r  su  inocencia  ó  loa  títulos  en  que  sostiene  sus  pretensio- 
nes.^ exigen  aue  no  se  pongan  óbices  ni  coartaciones  indebidas, 
copudo  se  trata  de  las  pruebas  articuladas  con  arreglo  á  lo  ale- 
gado por  las  partes.  Pero  hay  casos,  no  obstante  esto ,  en  que 
sufre  una  restricción  esa  garantía,  la  cual  está  justificada  ya 
por  razones  legales,  ya  por  la  disposición  misma  á  que  Mon^ 
toya  se  acoge.,  ya  últimamente ^  por  la  resolución  del  Tribu- 
nal  Supremo  en  la  sentencia  que  nos  ocupa.  Gomo  otro  fun- 
damento para  denegar  la  nulidad,  interpuesta  por  Montoya  se  leen 
en  el  s^^undo  considerando  las  siguientes  palabras :  « Y  que  por 
lo  tocante  á  no  haberse  empleado  la  prueba  de  IVJontoya  por  fal* 
ta  de  las  certificaciones  é  informe  pedido  por  él .  consta  de  autos 
que  djclias  diligencias^  esliraadas  y  evacuadas  en  su  mayor  par- 
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ta,  versan  aebre  pantos  que,  auD  probados,  no  podían  secviil 
para  Jibecfcar  á  Montoya  de  sa  respoosabiüdad  inmediata  y  di- 
recta: fallamos,  etc.» 

Ahí  se  encuentra  consignado  el  caso  de  la  limitación ,  caso 
previsto  ya  por  el  artículo  4,^  del  citado  decreto  de  i8S8,  qnede- 
termina  proceder  la  nolidad  ^empre  que  ^  ó  no  se  redbe  el  plei«- 
to  á  prueim,  debiendo  recibirse,  ó  no  se  hes  permite  á  las  par- 
tes hacer  la  que  les  convenga ,  pero  con  la  condición  de  que 
aquella  sea  conducente  y  admisible.  La  protección »  que  tan  fran- 
sámente  dispensan  las  leyes  para  la  defensa  de  los  derechos  y  do 
las  personas,  puede  dar  ocasión  ó  dilaciones,  que  e^  necesa- 
rio evitar,  ora  para  que  no  se  entorpezca  el  rápido  curso  cte  lo9 
negocios ,  ora  para  que  no  so  causeo  perjuicios  á  los  deinus  que 
son  pacte  en  ellos.  Obligados  están  por  esto  los- tribunales  á  n<y 
admitir  sino  las  pruebas  que  crean  pertinentes  -,  y  por  rechazar 
aquellas ,  que  practicadas  no  pueden  aprovechar  al  que  las  pro^ 
pone,  no  se  conculcan  sus  derechos.  Sin  perjudicarle,  se  cotísi'- 
gue,  8Í  9  un  resulto  ventajoso  por  los  litigantes  y  por  la  admi- 
nistración de  justicia.  ¿Cómo  pues,  pudiera  estimarse  esto  mm- 
ca  raaon  de  nulidad  ?  Pues  bien ,  esa  doctrina  e»  la  qoo  acaba  de 
eonfirraar  el  Tribunal  Supremo  en  las  palabras  de  su  ceasideÉan- 
do;  y  por  lo  tanto  la  cuestión  propuesta  quedn  resuelta  negati- 
vamente* 

XV. 

iUa  lugar  á  la  restitución  in  integrum  contra  las  sentencias  pro* 
nuneiadas  pof  el  antiguo  consejo  de  CasHUa? 

Esta  es  otra  cuestión  resuelta  por  el  Supremo  Tribunal  de 
Justicia  en  su  sentencia  de  33  de  junio  (Gaceta  de  27  de  Junio  nú- 
mero  4669).  Siguiéronse  autos  entre  D.  Manuel  de  Navia  y  Omh 
rio ,  marqués  de  Santa  Cruz  de  Marcenado  y  D.  Juan  Gonsalez 
Gienfuegos  como  marido  de  doña  Maria  Ana  de  Navia  Osoriov 
condesa  de  Marcei  de  Peñslba,  sobre  nuUdad  ó  validiBZ  del  le^ 
gado  vincular  dejado  al  marqués  de  Santa  Cruz  de  Maroenado 
por  su  tia  doña  María  Antonia  de  Navia  y  Osorio;  en  cuyos  au-^ 
tos  recayeron  dos  sentencias^  una  de  la  chancUlería  de  Valla- 
dettd  y  otra  d»  la  sala  de  mil  y  quinientas  del  consejo:  de  Gasti- 
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lla«  con  feahas  19  de  abril  de  1896  y  32  de  mayo  de  1S36.  Re- 
clamóse en  ellos  posteriormente  la  restitoeion  in  Uttegntm  i  or  el 
marqués  de  Santa  Cruz  de  i\íarcenado  aole  la  audlanciu  territo- 
rial de  Oviedo,  y  después  de  di(*tarse  In^  provitlrnelas  de  vista  y 
revista,  entabló  el  marqués  de  Santa  C'uz  el  recursj  de  nulidad 
de  la  última^  por  la  cual  la  sala  segunda  de  aquella  audiencia 
suplió  y  enmenJó  la  de  vista,  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
medio de  la  restitución  in  integrum  solicitada. 

El  Tribunal  Supremo  ha  decidido  no  haber  lugar  al  recorso 
interpuesto,  Aindándose  en  que  las  leyes  5,  título  ?3  ,  y  2.«,  tí« 
tulo  18,  libro  (1  de  la  Novísima  Recopilación  deniegan  el  bene. 
flclo  de  la  restitocion  en  todos  y  cualesquiera  negocios  en  que» 
conforme  á  las  leyes »  no  ha  lugar  á  suplicación  ni  iHilidad  de 
las  sentencias ;  en  cuyo  caso  se  halla  la  del  consejo  de  Gastilta 
de  as  de  agosto  de  1836 ,  que  confirmó  en  grado  de  segunda  su- 
plicación la  de  la  chaneillería  de  (Yalladolid  de  10  de  abril 
de  1825,  que  declaro  corresponder  los  bieucs  del  indicado  lega* 
do  al  cunde  de  Marcel  de  Peoalba ,  en  concepto  de  marido  de 
doña  Miaría  Ana  de  Navia  y  Osorio,  paítente  mas  inmediato  de 
la  testadora»  con  los  frutos  y  rentas  desde  la  litis-contestaclon.» 

Los  menores,  es  verdad,  han  gozado  y  gozan  del  privilegio 
de  desvirtuar  lo  juzgado  y  sentenciado »  restituyendo  las  cosas  al 
estado  que  tenian  antes  de  sufrir  el  perjuicio^  pero  esta  concesión 
tan  amplia  á  su  debilidad  é  iuesperiencia ,  está  restringida  cuan- 
do  Iji  ley  la  estima  suficientemente  [garantida  por  una  casi  impo. 
sibiltdad  de  que  puede  aburarse  de  ella.  Ademas ,  parece,  que  el 
rei^peto  y  alta  consideración  que  hasta  nuestros  dias  ha  llegado, 
y  en  que  eran  tenidos  ciertos  tribunales,  no  permitía  que  contra 
sus  fallos  se  hablase :  lo  que  caía  bajo  sus  Jecisionei  estaba  co* 
mo  santificado*  Por  eso  las  leyes  citadas  en  el  considerando  de 
la  sentencia  de  2S  de  junio,  determinaron  qoe  no  hubiese  su- 
plicación ni  nulidad  de  las  providencias  del  consejo,  cuando  re* 
cayesen  dos  conformes,  y  ampliaron  la  disposición  de  la  ley  2/, 
titulo  18,  libro  11  de  la  Novísima,  con  la  5.*  del  título  i 3, 
por  la  cual  se  declaró  que  la  re!>titucioa  in  integrum  no  procedie* 
se,  así  como  no  procedía  Id  nulidad,  cuando  no  hubiese  lugar 
á  segunda  suplicación. 

Fundado  y  pues^  en  ellas  ha  decidido  el  Supremo  Tribunal 
«n  punto  que  parecía  cuestionable»  atendida  la  divergencia  que 
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M  advierte  en  los  faUos  pronanciados  por  las  salas  de  la  audien- 
ela  de  Oviedo;  sin  embargo  de  que  á  mas  de  las  disposiciones 
eltadas,  existe  otra  acomodada  al  prtseote  caso,  por  la  cual  se 
determlca  que  en  los  negocios  sobre  bienes  amayorazgados ,  ni 
aun  fueran  uecssarias  las  dos  sentencias  conformes ,  para  que  la 
segunda  suplicación  no  tuviera  lugar  de  las  providencias  del  con- 
sejo, y  por  consiguiente  ni  la  nuMdad,  ni  la  restitución  tn  in- 
tegra m» 


V. 


¿Ei  decreto  de  las  caries  de  8  de  fumo  de  1813  restablecido  en  G 
de  setiembre  de  1 836 ,  por  el  cual  se  declaró  á  los  dueños  de 
tierras  el  tlereeho  de  disfrutarlas  libre  y  exclusivamente^  ha  abo- 
tido  la  servidumbre  que  de  tiempo  inmemorial  pesa  sobre  alf^U" 
nffs  terrenos ,  mediante  la  cual  pertenece  la  propiedad  de  los 
mismos  á  un  particular  y  su  arbolado  y  aprovechamientos  ai 
común  de  vecinos? 

Por  el  decreto  citado  de  s  de  junio  fie  1813  se  <}{sposo  «  que 
todas  las  dehesas,  iierodadps  y  deroas  tierras  de  cnfilquiera  cla- 
se pefteuecientes  a  d<'mÍnio  particular,  se  considerasen  cerradas 
y  aeotaüas  perpetuamente,  pudientJo  cercarl»;»  sus  dueños  y  pf>- 

8e«i<ioros,  sin  perjuicio  de  iascaüaüas,  abrevfiderot»,  cnminos, 

• 

travesíhd  y  servidumbres,  disfrutarlas  libre  y  exclusivamentei  o 
d« rendarlas  eomo  mejor  li^s  parezca,  y  destinarlas  á labor  6* pas- 
to ó  ¿  planiíü»  o  al  uso  que  mas  les  acomode;  derogándose  pbr 
oonslgoiente  cualesquiera  leyes  que  prefijen  la  clase  de  disfrute 
é  que  deban  destinarse  estas  fincas ,  pues  se  ha  de  dejar  entera- 
mente al  arbitrio  de  sus  dueños. »  En  mochos  pueblos  hay  here* 
dadcs  cuya  propiedad  se  halla  dividida,  perteneciendo  ¿  unos  la 
del  sacio  y  á  otros  \<a  del  arbolado,  sito  sobre  el  mismo.  Ahora 
bien  ¿es  compatible  esta  costumbre  con  lo  dispuesto  en  el  cita- 
do decreto  para  que  los  dueños  de  las  tierra»  las  disfi  ulon  Ubre 
y  exclusivamente  ^úejaüáo  á  su  arbitrio  la  claí^e  de  disfrute  á  que 
deban  destinarse?  £1  Tribunal  Supremo  de  Jnslicia  ha  resuelto 
esta  cuestión  afirmativamente,  declarando  que  el  citado  decre- 
to de  8  de  jnoio,  no  tiene  por  objeto  conferir  al  que  es  solamen- 
te dueño  de  un  terreno,  la  propiedad  de  su  arbolado  que  otro 
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poiee  con  titulo  legitimo  >  sino  ampUar  el  ejercicio  de  los  dere* 
chos  de  propiedad  derogando  los  abusos  y  prácticas  que  sin  obli- 
gación especial  lo  limitaban^  en  la  suposición  siempre  de  existir 
la  refbrida  propiedad. 

Hé  aquí  el  caso  que  ba  dado  lugar  á  esta  decisión.  £1  vecin- 
dario de  Yillamantilta  disfrutaba  de  tiempo  inmemorial  los  apro- 
vechamientos y  frutos  de  un  arbolado  sito  en  un  terreno  propio 
de  D.  Manuel  Ruiz  de  Moosalve,  antiguo  poseedor  del  señorío 
'  jurisdiccional  de  dicho  pueblo.  Declarada  libre  la  propiedad  de 
las  trabas  que  la  oprimían  por  el  citado  decreto  de  8  de  junio 
y  otros  posteriores,  demandó  Ruiz  de  Monsalve  al  ayuntamien- 
to de  YÜIamantlUa ,  par&  que  se  abstuviera  de  aprovecharse  del 
arbolado  y  demás  productos  de  los  terrenos  que  corresponden  á 
aquel  en  plena  propiedad  ,  reservándosele  el  derecho  para  recla- 
mar por  separado  el  importe  de  ios  carboneos ,  cortes  de  leña  y 
demás ,  que  los  ayuntamientos  de  años  anteriorea  hablan  disfra- 
tado  shd  la  autorización  competente. 

Esta  pretensión  se  fundaba  en  la  cláusula  que  hiMnos  copia- 
do antes  del  decreto  de  1813.  Según  ella,  los  dueños  de  hereda- 
des y  tierras  las  deben  disfrutar  libre  y  exclusimmente^  estando 
á  su  arbitrio  el  disfrute  á  que  hayan  de  destinarse;  y  disponían-, 
do  el  pueblo  de  Yillamaotilla  del  arbolado  que  era  objeto  del  li- 
tigio,  es  claro  que  Ruiz  de  Monsalve,  dueño  de  la  tierra^  no  podía 
disponer  de  ella  exclusivamente,  y  destinarla  al  disfrute  que  me- 
jor le  pareciese. 

Contra  esto  alegó  el  demandado:  i.»  que  habla  estado  cons- 
tantemente en  posesión  de  los  frutos  correspondientes  al  arbola? 
do  que  se  dispotaba:  2.®  que  el  actor  no  habia  g'ercído  nanea 
ei  mismo  derecho ,  ni  de  las  escrituras  de  adquisición  del  torre* 
no  constaba  que^  le  tuviese:  3.^  que  por  lo  tanto  na  se  trataba  de 
una  propiedad  gravada  con  áargas  injustas  y  abusivas,  únicas  que 
abolió  el  decreto  de  8  de  junio ,  sino  de  un  terreno  cuya  propie- 
dad pertenecía,  á  uno  y  cuyo  arbolado  era  propio  de  otro. 

Por  sentencia  de  primera  instancia  y  de  vista ,  fué  condena* 
do  el  ayuntamiento  de  Yillamantilla  según  lo  pidió  Ruiz ;  pero  por 
la  providencia  de  revista  fué  absuelto.  £1  actor  interpuso  contra, 
ella  el  recorso  de  nulidad  y  el  Tribunal  Supremo  declaró  no  ha- 
ber lugar  á  él  por  los  fundamentos  siguientes: 
i.^    Que  en  muchos  pueblos  hay  heredades  cuya  propiedad  se  ha- 


Ha  dividida  I  perteneciendo  á  unos  la  del  suelo,  y  á  otrof  \bí  M  9^* 

bolado  áñCo'^sobPe  él  mismo:  ' 

2."^  Qoe  k^  referido  se  aerifica  en  vniamantiiia  según  aparece  jus- 
tificado: 

3.^  Que  D.  Manuel  Ruiz  de  Monsalve  ninguna  justifícacipn  ha 
presentado  de  haber  ejercido,  ni  durante  el  tiempo  que  tuvo  el  se- 
Doríb  jurísdieeioDal  del  poehlo  ni  después,  actos  algunos  de  propie- 
dad del  arbolado  que  se  iitjiga ,  ni  consta  de  las  escrituras  de  adqui- 
sición del  terreno  expresión  alguna  de  aquel : 

4.**  Que  el  ayuntamiento  de  Víllamantilta  ha  justificado  por  f\ 
contrario  la  posesión  en  que  siempre  se  lía  hallado  de  todos  ios  fru- 
tos y  disfrutes  correspondientes  á  la  propiedad  de  dicho-  arholajdo: 

S,°  Que  f!  decreto  dft  8  de  junio  de  1813  y  demás  que  se  ci- 
tan por  notz  Monsalve  no  wn  de  manera  alguna  aplicables  á  ju^ 
tificar  la  propiedad,  pjites  se  limiUn  á  ampliar  el  ejercicio  de  los 
derechos  de  ella ,  derogando  los  abusos  y  prácticas  que ,  sin  obliga- 
ción especial ,  lo  limitaban,  pero  siempre  en  la  suposición  de  exis- 
tir la  referida  propiedad : 

6««  Que  la  generalidad  en  que  está  concebida  la  absokicioa  de 
la  demanda  que  contiene  la  providencia  de  revista  no  puede  perju- 
drear  en  modo  alguno  el  derecho  de  propiedad  del  D.  Manuel  Kniz 
lA^nsaAve  ti  suelo  y  su  completo  y  exclusivo  disfruie,  coa  arreglo 
al  mencionado  decreto  de  9  de  junio  de  1818 «  y  sin  perjuicio  del 
arbolado,  por  haberse  limitado  solo  á  este  la  contienda  y  oposi- 
ción del  ayuntamiento ,  que  constantemente  ha  reconocido  la  pro- 
piedad de  diekM^  suelo  al  9.  Manuel  Ruiz  Monsalve ;  lo  cual  se  ha* 
lia  igualmente  conforme  con  lo  informado  sobre  la  Justicia  de  la  pro- 
videncia por  los  ministros  de  la  sala  que  la  dictaron. 

Luego  la  servidumbre  que  de  tiempo  antiguo  pesa  sobré  al- 
gunos terrenos  mediante  la  cual  pertenece  á  un  particular  la  pro- 
piedad de  los  mismos,  y  su  arbolado  y  aprovechamientos  al  co- 
mnn  de  vecinos ,  no  ha  sido  abolida  por  el  decreto  de  8  de  Ju- 
nio de  1818,  que  declaró  á  los  dueños  de  tierras  el  derecho  dé 
disfrutarlas  libre  y  exclusivamente. 


VI. 


¿Qué  numero  de  magistrados  debe  decidir  en  tercera  instancia 
cuando  esta  se  interponga  de  dos  sentencias  conformes? 

S^un  ei  art.  74  del¿  reglamento  provisional  para  la  adminis* 
traeion  de  justicia,  tres  solos  ministro»  forman  sala  y  dictan  sen- 
tencia definitiva ,  sin  que  sea  preciso  distinguir  las  terceras  ins- 
tan^af.qne  r^aen  sobre  dos  providencias  conformes  de  la^  que 
carecen  de  este  requisito.  Por  el  artículo  285  de  la  Goos^itncloa 
de  1.8/2.  reatablecidq  como  ley  ei^  1887 ,  cuando  la  Udco^  ins-< 


262  SL  DRRBCHO  KOOBRNO. 

tancia  se  interpone  de  dos  sentencias  conformes ,  el  número  de 
jaeces  que  haya  de  decidirla  dobe  ser  mayor  qae  el  que  asistió  á 
la  vista,  en  la  forma  que  disponga  la  ley.  No  se  lia  establecido 
ley  alguna  que  determine  el  número  de  ministros  que  han  de 
asistir  á  las  terceras  instancias  que  recaigan  sobre  dos  providen- 
cias conformes :  ¿cuántos  deben  ser,  pues,  estos?  Tenemos  enten- 
dido que  la  prácticH  de  la  mayor  parte  de  las  audiencias  es  la 
misma  que  se  observaba  antes  de  publicarse  la  Constitución 
de  1812,  á  saber ,  que  en  las  revistas  interviniese  al  menos  el 
número  de  magistrados  necesarios  para  h?)cer  sentencia  sin  dis- 
tinción de  casos,  según  el  artículo  citado  del  reglamento  provi- 
sional. Esta  práctica  ha  sido  confírmada  por  una  ssntencia  del 
Tribuna!  Supremo  dictada  en  el  caso  siíi^uiente. 

Siguiéronse  autos  entre  dona  Francisca  Trull  y  su  hijo  Don 
Francisco  Coogost  y  Truii,  con  D.  José  Mateu  y  Trull  sobre  la 
propiedad  de  unos  bienes  que.  fueron  de  doña  Fraacisca  Trutl 
y  Rovira.  En  prímera'y  secunda  instancia  se  declaró  á  Mateu 
la  propieJad  de  dichos  bienes,  fundándole  en  la  validez  de  un 
testamento  que  se  derla  otorgado  en  1817  por  doña  Francisca 
Trull  y  Rovira.  Pero  habiendo  interpuesto  la  parte  contraria  re- 
tainAí  de  súplica ,  se  dociaró  nulo  dicho  testamento ,  y  en  su  con- 
'Secuencia  de  los  bienes  procedentes  do  la  herencia  dd  ia  supues- 
ta  testadora  se  adjudicaron  á.D.  José  MatcU  y  Trull  losquepro- 
yeniaa  de  su  abuela  Isabel Pingen  y  Trull,  con  arreglo  ¿  lo  dis- 
puesto por  la  misma  en  su  testamento  de  2  de  setiembre  de  1796; 
y  los  demás  bienes  correspondicíUs  á  ia  misma  herencia,  pero 
de  origen  distinto,  se  aiijiidicaroa  por  mitad  al  referido  Mateu 
"J  á  Francisco  Con^o^t  como  hijo  y  heredero  ablotcstato  de  su 
madre  Francisca  Trull.  Esta  dc^ciaraciou  se  hizo  sin  perjuicio  de 
una  concordia  celebrada  en  1838  eutre  Maieu  y  Teresa  Rovira  y 
Trull ,  y  sin  perjuicio  también  de  cualquier  otro  heredero  de  la 
misma  clase. 

La  madre  é  hijo  Tiull  y  Congoit  leclaman  contra  la  validez 
de  esta  sentencia,  fundándose  en  que  siendo  conformes  las  dos 
anteriores  no  había  sido  dictada  por  mayor  númeto  de  ministros 
que  la  de  vista  según  dispone  el  art.  285  de  la  Coustítuciou 
de  1812,  y  en  que  era  ademas  contraría  á  la  ley  4.  ,  Ut.  13, 
partida  6.* 

El  Tribunal  Supremo  decidió  uo  habct  lugar  al  recurso  fun- 


REVISTA.  BV   LL  JUBTSPBDDCHGAI  CIVIL.  353 

dándose:  1."*  Eii  que  no  habitando  dhpuesto  nada  la  ley  aeerea 
del  número  de  ministros  que  han  de  fallar  las  terceras  InstaU'* 
das  que  recaen  sobre  dos  senteocias  conformes ,  á  pesar  de  lo 
que  promete  el  artículo  citado  do  la  Constitución ,  la  audiencia 
de  Barcelona  ha  debido  seguir  la  pi  ácuea  que  se  observaba  antes 
del  establecimienti  de  ?a  Goniti-ncion;  p  r-que  si  bien  esta  exije 
mayor  número  do  mi  i'sií;)s  pa: a  I  •  'ii  I »».  tareeras  instancias 
qoe  recaigan  sobre  dos  sentencias  conformes ,  lo  exigen  « en  la 
forma  que  disponga  la  ley.»  2,^  En  que  la  referida  sentencia  de 
revista  que  adjudicó  á  Malju  ioo  bi;^..  s  procedentes  de  la  he- 
rencia de  su  abuela  Isabel  Fingen  y  que  pertenecieron  después 
á  Francisca  Truli  y  Rovira,  y  por  mitad  ?  i  ini^mo  Matea  y  á 
Congo^t  los  que  Liabieodo  si  Jo  de  la  refc/ida  Fi uiicisca  Trull 
traían  sin  embargo  distinto  origen,  declarando  nulo  el  testamento 
que  se  suponia  otorgado  por  la  misma  persona,  no  era  contraría 
á  la  citada  ley  4.*,  tft.  13 ,  partila  C,  en  la  cual  se  dispone  lo 
siguiente :  «Guando  acaesciere  que  ei  lijo  muera  sin  testamentO| 
non  dejando  fijo,  nin  nieto  que  heredasse  lo  suyo,  nin  habien- 
do hermaoj ,  nin  liermaiwi :  i|<ie  enict  ce  t  i  [)<u1r(:  é  la  mad^e  de- 
ven heredar  egualmente  todos  los  bienes  de  su  fijo.  E  si  herma- 
nos oviese,  entonce  deven  ellos  con  el  padre  e  con  la  naMl{^ 
partirlo  por  cabezas.  E  mngü:r  cv'cse  avuelo  ó  avuela  non  fae^ 
redara  ninguno  de  ellos  ninguna  cosa  en  los  bienes  do  tal  de- 
fancto.  Mas  si  aquel  que  muriese  sin  testamento  non  dexasse 
heredero  ninguno  que  descendiese  de  él,  nin  ovies>se  hermano, 
nlu  hci'mana,  niu  paJie,  hin  inadie,  si  oviero  abuelos ,  quier 
sean  de  parte  de  su  pa<U'e ,  qu.tr  do  parlo  de  su  madre,  ellos  he- 
redaran egualmente  todos  los  bienes  de  su  üi;;Co.  E  si  por  aveu* 
tara  de  parte  de  su  padre  ó  de  :íu  mado,  oviere  un  avuelo  so- 
lo, é  de  la  otra  dos,  entonce  aquel  solo  a\ra  la  meytad  de  to- 
dos los  bienes,  é  los  dos  qae  fuesscn  de  la  utra  parte  la  otra  mey- 
tad. E  si  acaesciere  qu3  este  que  assi  finó  avia  avuelos  é  her- 
manos que  le  pcitcnezcaa de  padro  é  de  ínaire,  eiitonce  hereda- 
ran todos  ios  bienes  que  fiucaron  del,  partiéndoloi  entiesi  por 
cabezas  rgualmeote.  Ebso  .nismo  seria  bi  ti  finado  dexasse  fijos 
de  tales  hermanos.» 

Como  la  sentencia  que  hemos  analizado  no  dice  todas  las 
relaciones  de  parente:>co  quo  existían  eutic  las  varias  personas 
citadas  en  ella ,  no  podemos  saber  la  eonexlon  que  hay  entre 


dlcba  ley  J  lo  dispuesto  en  la  providencia  dé  revUta.  Pero  una 
7  otra  las  damos  al  público^  si  bien  én  la  persuasión  de  que  el 
único  punto  de  jurisprudencia  fijado  claramente,  es  que  ¿apesar 
de  to  dispuesto  en  el  art.  285  de  la  Constitución  de  1812 ,  es  vá- 
lida Ih  sentencia  de  revista  que  recae  sobre  otras  dos  coníbrmes, 
aunque  se  pronuncie  por  el  mismo  número  de  ministros  que  áe 
requiere  en  los  casos  ordinarios.» 
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DEL  DERECHO  ESPAÑOL. 


EXAMEN  CRITICO  Y  FILOSÓFICO 

DEIi  BREVIARIO   Ae   AXiARlCO, 


Articnlo  3.< 


H, 


«líos  expuesto  en  el  último  artículo  que  henfod  dedicado  á  este 
asunto  (I),  el  estado  en  que  se  hallaba  el  derecho  romano  en  Espa- 
ña al  tiempo  de  la  invasión  de  los  bárbaros:  le  hemos  visto  en  bi- 
cha abierta  con  el  cristianismo,  pero  siempre  perdiendo  terreno  y 
¿  punto  de  ceder  por  completo  á  su  influencia.  El  derecho  germá- 
nico toma  parte  entonces  en  la  contienda:  Enrico  escribe  sq  có- 
digo éon  objeto  de  establecer  sn  predominio :  los  españoles  lo 
resisten  por  amo^  á  sus  costumbres  y  á  sus  instituciones  antiguas^ 
y  el  rey  probablemente  no  se  atreve  á  insistir  en  su  propósito* 
Gomo  ya  no  venían  á  España  las  constituciones  de  los  empera- 
dores de  Constantinopta ,  el  derecho  romano  queda  estacionario 
y  no  sigue  progresando  en  el  sentido  de  la  nueva  civilisacion  in- 
troducida por  el  cristianismo.  Faltándole  la  voz  viva  de  la  anto- 

(t)   Véase  la  pág.  180. 
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rilad  que  lo  pooia  en  ejercicio,  cMi¿)íü¿a(i  á  cicr  eo  desuso algu* 
oas  de  sus  ¡prácticas.  Por  otra  parte,  i»!  nuevo  derecho  gótico 
autorizado  por  !a  ley  escrita,  debía  servir  de  subterfii[;:o  á  aque- 
llos á  qoients  no  fdVíjrocl-Ta  el  djiecho  romano.  Este  mismo  se 
conap.)iú¿i  de  fuentes  lau  diversas  y  á  vec^s  tan  c  jutradictorías, 
que  n*)  ora  fácil  direa  muchos  casus  litigiosos  cgu  la  decisión  de 
ia  le}.  Regían  entonces  a  la  vez  entre  los  españoles  los  códigos 
Gregoriano,  Hermogeniano  y  Teodosiano,  y  las  sentencias  de  Pau- 
lo, Papiniano,  Gayo,  Mo.lestino,  Ulpiano  y  otros  Jurisconsul- 
tos :  de  modo  que  en  Occidente  así  co:no  en  Constantlnopla  exis- 
tia  aquella  carga  de  muchos  camellos  que  dijo  Justinlano  podía 
formarse  con  las  leyes  recogidas  para  la  formación  de  las  Pan- 
dectas. De  aquí  una  confusión  lamentable  en  ia  Jurispradencia, 
la  inseguridad  de  todos  los  derechos,  la  infracción  de  los  debe- 
res mas  sagrados  y  el  desorden  en  la  sociedad. 

En  estas  circunstancias  subió  al  trono  Alarico  II ,  rey  pacífi- 
co-y  liada  aficionado  al  tumulto  de  las  J^tallas ,  desgraciado  en 
ellas  cuando  para  su  mal  tuvo  que  aceptarlas  del  enemigo,  pero 
justo  y  tolerante  con  sns  vasallos ,  amigo  de  los  cristianos  aun- 
que él  na.  lo  fadse,  y  partidario  de  la  civilización  romana.  Co- 
lAcíendo  este  monarca  que  era  imposible  imponer  á  los  espa&o- 
les.-y  á  los  franceses  sujetos  á  sn  dominio  ia  ley  de  sa  antecesor, 
temiendo  por  el  descontento  de  las  nuevas  provincias  francesas 
que  el  mismo  Eurico  había  agregado  á  la  corona,  y  deseando  po- 
ner t^mino  á  la  oonfasion  del  derecho ,  concedié  expresamen- 
.te  ájof  romanos  el  oso  del  sayo  propio,  refundiéndolo  en  un 
Hdkyo'Sááx^^  y  reduciéndolo  á  preceptos  claros  y  terminantes. 
Para  efectuarlo  t>rdenó  á  una  comisión  de  jurisconsultos  que  son 
eriicuerdo  de  personas  escogidas  dei  clero  y  la  nobleza ,  recogie- 
sen y  recopilasen  las  leyes  romanas  á  ñn  de  quitar  de  ellas  to- 
do motivo  de  oscuridad  y  confusión,  y  evitar  las  cuestiones  y  dis* 
putas  que  alargaban  y  entorpecían  los  pleitos.  Hiciéronlo  así  los 
jnrlsconsultos,  y  terminada  su  obra  fué  sometida  á  la  aprot>a- 
eton  de  los  obispos  y  de  algunos  nobles  legos  romanos.  Aniano, 
ninistro  del  rey,  la  refrendó ,  el  conde  Goyarico  la  promulgó  (I), 

(I)  9avigiiy  cree  qae  Goyarico  debió  ser  también  el  conde  de  palacio  qoe 
presidia  la  comisión  de  jurísconsuUos  encargada^e  formar  el  código,  ftindáo- 
dose  en  una  frase  qae  se  halla  en  varios  códices  que  dice  así  a  ordinanli  in- 
lastri  viro  Goyarico.» 
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y  eo  Mgtfrida  fué  enviada  á  los  goberaadores  de  las  pratlücia» 
para  que  fuese  el  únleo  código  que  rígiem  en  sus  tribunales  ' ' 
Bé  aqaí  el  decreto  ó  conrnoaiterío  qae  dirigió  AInrIco  al  coa* 
de  Timoteo  tA  envtarVe  e«  breíriario.  Como  este  docsmeoto  en-» 
derra  casi  todas  las  ootielas  que  poseemos  acarea  d(i  ta  finroui^ 
clon  de  este  código ,  nos  hemos  decidido  á  Insertarlo  íntegro  trm«t 
dncldo  exactamente  de  la  copia  qne  pabliró  Qodofredo  (l).  cBa 

(i;    lU  »i\ui  el  teilo  original  ron  U»  Tariant^s. 

AtAMici  ■■«»  ÉiinpLjs  AOTOirrAtia. 

«In  hoc  corporc  contÍn(;titar  Icges  síve  »?>ecles  jürig  tf^  Thf^Offosiftné  él 
dlverais  tibris  electa  ,  el  sicat  preceptum  eat  exptnnata .  oaao  XKII ,  rég*- 
■anfe  domino  Alarico  Rege,  on&tnsBte  vicoi  inlqUri  GoUrko  Gcmii^,  |£&^f|i- 
pUr  Auctiinlatis.CominoQit'triuiii  Timotffo  ¥.  S.  Gpniií  (a). 

ülilttates  populi  nostri  propiiia  dívinitatn  traclaales  hoc  qaoqae,  quodfñ 
legibos  yidebatur  (bj  iniqufquum  ,  mcliori  dellberatione  corrigímas  ot  om- 
nit  fe)  legam  roinaiiarufn  el  aiUiqui  Jurí«  obscnrífas,  adtffblHs  atcerdoCibos 
ac  nobiübus  riris  (d)  iu  luetm  ioteügeali»  rneKorts  dodurta  regplaadeai «  ai 
■kkil  habealar  (o)  arobiguuai ,  iini(e  se  diuiuran  aut  divarsf  ||ifgfialiai|i  ia»« 
pagnet  objectio.  Qoibui  omnibu»  eáucleütis  «ique  in  iihum  li|>ruin  pradea- 
Uum  clectiooe  colectís,  hsc  (t)  qus  exirerpta  sunl ,  vel  chríori  Intffpre- 
latíone  composita ,  venerabllium  Bpfscoporom  »  vrl  electorum  provIttelaHaái 
noslroriim  robora yU  (g)  adaensus.  K|  ideo  aobscríptiini  IÍbWni/(|li)  ítfUbp»» 
Hs  habetnr  eaHectot,  Goyarlce  (b)  eonaUi  pro  dlatrlaarndia  a?«otli  iKflfi|i 
J^ít  denianlia  deaUa^rl ,  iit  jaxla  ej^aa  ff riem  univ|(6a  ca,u.Yraq9  a(Hiialqir 
ÍDieatio :  nac  aliud  cuiübet  (i)  aiil  de  legibus  (J)  aul  de  Jure  fíceat  in  cfiscep- 
laMonem  proponere(k),  nialquod  directi  libri  ersubséripti  (I)  viri  apcctabífía 
Aniani  mana,  alroi  jofaimus «  ordo  eorapleétilor.  Profidere  érgé^teoén^Miili 
aiin  foro  taonnlla  alia  leí  neitoe  jurít  formula  pmfivrí  «d 'jfoípf^iiMH 
nalor.  Qnod  ai  faclum  fortaaaa  oonfititfriti  ^n\  M  peri4;ulani  capil|»%i .  anl 
ad  diapendium  (uaram  noverís  facullalum.  (lanc  vero  priBC^lionflQf^^y»Cr! 

(a)  Edlc.l5a6,l$8«.— Edlc.  I5t7. 'In  Cristi  nomine  i iiclplt  prsfafio  legam  romananim. 

Aacl#rltttAlarictRacli.»U«<UclODaol9aoo*]«»i|ia  eMiivlsk*^.  S.  4»  IHIaír  4iMfWi<fH 

álarici  ñegi»  {JtáiU  lo  demás),'Bl  de  CariuUa  Áutorita$  Satarici  fte^íi  f«Jic\tv  Ualta  )9 

danés), 
(h    Edic.  IS17 ,  nso  ,  ISM.— lo  Itfre  ftabebatiir.— M.  S.  de  Mlláú  in  JÉr0  AoMMInr. 

(O    Me.  de  15M  7  M.  S.  MU.  0ffM#4 

(d)   U  palabra  vifis  falta  en  la  edie.  da  19<7. 

(«)   91.  &  de  MU.  el  miptr  MnMatur. 

(O    Edic.  de  1517,  prudentiuM. 

{¿   Edie.  de  I5IT ,  MC. 

(h)    Bdie.de  1517,  roóororeríl. 

íl)  Edlc.  de  1517 ,  qui  ín  tké9aurt$  heUtetur  obUtíum  (jotarici— E  llc.  de  1366  ,  1566  al 
nárgen :  (¿ui  in  the$auris  nottrii  habeUr  oblatum  tibi  prp.— U  cdleioa  de  1566  añade  ^ú- 
tmtiendit.  M.  S.  de  MU.  Ideo  lecandum  subecrlptum  íiftrum,  etc.  M<  S.  CarlqUa  Eotirieo. 

(n    Edtc.  de  «17 ,  «nítr«r«arttm. 

(kl    Edlc.  de  «17 ,  cttícttii7ii«. 

en   M.  S.  de  MU.  •«(  («0«6»S' 

Tomo  ii.  *• 
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«Bte  libro  se  eoniien^n  leyes  y  especies  de  derecho  sacadas  del  de 
Teodosiano  y  otros  varios  libros^  explicadas  según  lo  mtiDló  el  rey 
Alarico  el  año  XXII  de  su  reinado,  por  intermedio  del  ilustre  va- 
ron  el  conde  Goyarfco. — Copia  oficial, — Conmonitorio  ai  conde 
Timoteo. — Trabajando  con  el  favor  de  Dios  en  provecho  de  nues- 
tros pueblos,  hemos  determinado  corregir  con  mejor  deliberación 
las  cosas  injustas  que  se  hallan  en  el  derechi:  y  tomado  el  pa- 
recer de  ios  sacerdotes»  y  personas  de  la  nobleza ,  queremos  disi- 
par la  oscuridad  del  derecho  antiguo  y  de  las  leyes  romanas  de 
modo  que  no  quede  en  ellos  ninguna  disposición  antigua  que  sea 
origen  de  disputas  diarias  y  de  una  multitud  de  pleitos.  Decla- 
rados estos  puntos  y  recopiladas  en  un  libro  por  varios  joriscon- 
Sfiltos  las  leyes  escogidas  é  interpretadas  con  toda  claridad ,  lian 
merecido  el  asentimiento  de  los  venerables  obispos  y  de  los  no- 
bles romanos  de  las  provincias  elegidos  por  Nos.  Suscrito  el  li- 
bro tuvimos  á  bien  enviarlo  al  conde  Goyarico  para  que  lo  pu- 
siese en  observancia,  á  fin  de  que  con  arreglo  ¿  él  se  decidan 
todas  las  cansas  que  se  ofrezcan,  puet  es  nnestra  voluntad  que 
ningún  otro  texto  de  leyes  ó  de  derecho  pueda  citarse  en  los  plei- 
tos,  sino  este  que  remitimos  firmado  de  nuestra  orden  por  eí 
etpeeiahle  Aniano.  Mandárnoste ,  pues,  cuidar  de  que  en  los  tri- 
bunales de  tu  jurisdicción  no  se  presente  ni  admita  ninguna  otra 
leynl  fórmula  de  derecho,  bajo  pona,  M  no  fo  hicle^^es  así,  de 
moerte  ó  confiscación  de  tus  bienes.  Y  para  que  todos  tengan 
presente  nuestra  voluntad  y  sepan  la  pena  en  que  incurren  los 
desobedientes,  hemos  mandado  incluir  nuestro  decreto  en  todos 
los  ejemplares  que  enviamos  de  este  libro. — Aniano,  varón  es- 
pectable, por  mandado  del  gloriosísimo  rey  Alarico  nuestro  se- 

lis  Ubrii  JosBimaf  oohsrere  (llj  ut  universos  ordinatiooís  nostr»  et  disciplina 
teneal  et  pena  constrlsgat. 

Anianuí  vír  specUbilis  ex  pr^ceptione  D.  M.  gloriosíss  (m).  Alarici  Ee- 
gis  hanc  codicem  de  Theodoslanl  legibus  atque  sententiis  (o)  juris  vel  di- 
▼ersis  líbris  electum  Áduris  anno  XXIf  eo  regnanle,  eHidi  atque  subH^ripsi. 
Reeognivimoi.  Dat.  Sub  die  IV.  Non.  Feb.  anno  XXH  Alarici  Rpgis  To* 
los»  (ñ).  Et  íteram  anno  XX  regnante  Karolo  Rege  Francomm  et  Longo- 
bardorum  el  patricio  romanorum.» 

(U)    Edfc.  d«  1517,  dlscepUtion«  prieponer«. 

(m)   EdlcdelSI?,  infrascriptl. 

(o)   Edio.  de  1517,  adheriré, 

(ñ)   Edic.  de  1517,  yíonoíí. —Edlc.  -Ir.  ir>;,o ,  ex  pr««.  AUr. 
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ñor»  ba  dado  y  firmado  este  código  cocopue^tto  en  Aduris  (1)  da 
iaa  leyes  de  Teodosiano,  de  las  seotencias  del  derecho  y  de  otros 
varios  libios  en  el  año  XXII  de  dicho  rey. ^-Cotejado. — ^Dado 
ea  Tolosa  á  2  de  febn  ro  del  año  32  del  rey  Ainrieo.  » 

Esta  compilación  se  ilamai>a  en  su  tiempo ,  unas  veces  Lex 
romana^  Otras  Lex  Theodossii^  sin  dada  porque  SU  parte  mas  im- 
portante ;  sa  pi  incipio  habian  sido  sacados  dftl código  Teodosfaoo. 
Hasta  el  siglo  XVI  no  se  la  díó  el  nombre  de  Breviarium  ó  Bre^ 
viarítítn  Alaricianum,  Savigiiy  observa  coo  Cate  motivo,  que  el 
aotorroas  aottgao  que  le  llama  de  esta  manera  e¡^  Gontio,  qoe  es-^ 
cribió  en  1^66,  y  después  los  correctores  del  decreto  de  Graeiano^ 
en  una  nota  alG.  2i.  G.  ),  Q.  9.  La  copia  mas  completa  que  se 
eoooce  del  código,  es  la  publicada  eu  Basilea  por  Juan  Sicardo 
en  1528,  y  se  intitula  de  e^ta  manera  :  Codicís  Tkeotlosiani  A'. 
bri  XVI.  Un  códice  mano:»crito  de  antigütfdad  remotísima,  qoe 
vió  Juan  Danivl  Ritter ,  editor  y  ^notador  del  código  Teodosia*- 
Qo,  tenia  una  inscripción  de  escritura  mas  moderna  que  deeia 
asi:  Originalia  ¡egum ,  pero  como  ie  faltaban  las  primeras  y  las 
últimas  hojas,  no  se  sabe  cuál  sería  su  título  primitivo. 

£1  conmonitorio  copiado  arriba  ^  ocupa  en  casi  todos  los  ma- 
nnscritos  el  principio  del  código  y  el  refi-eodo  al  fln.  El  códiee 
qoe  poseía  Sirmondo,  otro  que  e^te  mismo  autor  cita  de  la  Bi- 
blioteca real  de  París,  y  el  de  la  misma  Biblioteca  consultado 
por  Savigny,  lo  insertan  de  dicho  modo.  Pero  Riiter  dice  que 
después  de  la  palabra  constringat  del  conmonitorio,  sigue  el  tex- 
to del  código  y  después  de  él  las  palabras  Anianus  vir^  etc. 

Igoóranse  los  nombres  de  los  jurisconsultos  que  tomaron 
parte  en  la  formación  de  esta  obra;  pero  no  es  cierto,  como  se 
ha  creído  en  otro  tiempo,  que  fuese  Antaño  uno  de  los  principa- 
les. Aniano,  como  ministro  y  gran  refrendatario  del  rey,  fué 
quien  C0tejó  y  suscribió  todos  los  ejemplares  qoe  se  enviaron  á 
los  condes,  dándoles  así  carácter  oficial.  Los  que  han  supuesto 
k  este  funcionario  colaborador  principal  del  código ,  se  fundan 
en  las  palabras  de  suscripción  Anianus,...  hunc  codécem,,,,  edi" 
di ,  sin  advertir  que  edere  era  el  término  sacramental  empleado 
en  aquel  tiempo  para  certificar  las  copias  auténticas  de  cualquier 

(f)  Creemos  con  Savigny,  que  Aduris,  llamada  hoy  Aire  en  U  Gaacu- 
fia ,  no  es  el  lugar  donde  Aniano  autorizó  el  código,  atno  el  en  que  le  reu* 
Dieron  los  jurtscoíisultos  para  formarlo. 
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rescripto.  Tampoco  se  infiere  del  coomonitorio  qiieGoyarico  tn* 
bajase  materialmente  en  la  compilación  de  las  leyes.  Tal  vck  ba- 
Joto  dirección  lo  harían  los  jariscoosoltos  encargados  especial- 
mente de  la  obra :  ¿  pero  cómo  habla  de  ser  un  godo  capaz  de 
mas  prolija  tarea?  La  ivstracoion  Jarídlca  que  manifleitan  ios 
autores  del  Breviario  no  era  propia  en  aquellos  tiempos  sino  de 
Jurisconsultos  romanos. 

Mandó  Alarico,  según  se  ha^isto^  insertar  e^te  eonroosi- 
torio  en  todas  ias  copias  de  so  libro,  y  sin  embargo,  la  mayor 
parte  de  las  que  han  llegado  hasta  nosotros  carecen  de  eHa ,  así 
como  de  la  suscripción  de  Antaño.  ¿Gónso  explicaremos  esta  fal- 
•jta?  ¿AcaséBoson  dichos  manuscritos  copias  fieles  del  Brevia- 
|t|o7  Esto  no  puede  suponerse.  El  con  monitorio  se  conserva  en 
UQ  eódioe  antiquísimo  de  aquel  código  que  poseyó  ei  famoso  Ra* 
Naonato ,  presidente  del  parlamento  de  París  ^  y  aunque  no  lo 
coDtenian  los  cuatro  que  tuvo  á  la  vista  Sícardo  en  so  edieion 
del  Breviario  hecha  en  1528,  lo  copian  otros  mochos,  si  bien 
las  mas  veces  abreviado  y  desfigurado,  y  el  alemán  Hanel  (t)  a 
quien  cita  Savigny,  asegura  haberlo  hallado  en  veinte  y  cuatro 
manuscritos  de  aquel  código.  La  omisión ,  sin  embargo,  de  los 
domas  eódiees ,  puede  e:» pilcarse  por  varias  causas.  Gomo  el  coo- 
monitorio  j  el  refreado  eran  las  eircunstaoelr.s  quedaban  carsc- 
ler  oAciat  á  los  ejemplares  del  Bi*eviario,  no  lo  nece^itabaD  sino 
Aquellos  que  habian  de  estar  en  uso  eu  ios  tribunales:  todos  los 
demás  que  se  sacaran  para  el  servició  privado  de  ios  particu- 
lares no  hablan  menester  aquellos  requisitos,  y  los  eopiantes  pa« 
ra  abreviar  su  trabajo  hubieron  de  omitirlo.  El  número  de  las 
copias  auténticas  debió  ser  mucho  menor  que  el  de  las  privadas: 
luego  no  es  extraño  que  de  estas  últimas  se  conserven  mas  qae 
de  las  primeras.  Por  otra  parte  se  nota  que  casi  todos  los  códi- 
ces que  omiten  el  conmonitorio  traen  su  origen  de  Alemania  y 
Francia ,  y  fueron  escritos  en  tiempo  en  que  ya  los  reyes  visi- 
godos hablan  perdido  la  mayor  parte  de  sus  dominios  en  este 

(1)  Este  srudUo  Jarisconsnllo  ba  viajado  muchas  silos  por  Aiemsoia* 
'  Suiza  y  Ilalia,  Frairaia^  España  é  Inglalcrra,  cqtí  e|  objeto  (fe  Inrostif^ar  las 
fuentes  del  derecho  romano,  y  particularmente  del  código  (eodosiano  y  el  Bre- 
viai^  risigoio.  Ha  puUlia*do  recienlenicnle  algunas  obras  que  soo  el  fruto 
de  sus  descube  I  mieo  tos,  y  entre  ellas  una  titulada  «Prsterniíssa  ad  Dre- 
viariom  41ariclanuro.» 
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« 

pftis\  es  deüir,  ciidndo  ni  el  conin3nftodo  ni  la  iduseripcion  da* 
batí  fuerza  ó  autoridad  alguna  á  las  leyes  eootenldais  en  ellos, " 
Un  año  después  do  promulgar  su  código  perdió  Alarico  el  trono 
y  la  vida,  sin  que  sus  sucesores  volvieran  á  recuperar  nunca  laá  ' 
provincias  de  Franiia  que  él  habia  poseído,  excepto  la  que  llevó 
despurs  el  non  bre  de  Languedoc.  Be  aquí  debió  resultar  que  el 
Breviario  perdiera  su  autoridad,  como  obra  del  únonarca  godo,  en 
uua  gr?n  parle  del  territorio  en  qne  antes  la  tenia ,  aunque  to- 
davía la  conservasen  sus  leyes  por  el  origen  respetable  dé  que 
emanaban.  Siendo  esto  así,  el  conmonitorio  y  el  refrendo  hablan 
cadncado,y  no  es  de  extrañar  por  lo  tanto  que  los  desechasen  los 
copiantes. 

Aparece  del  edicto  que  los  compiladores  recibieron  el  encargo  ' 
de  corregir  y  enmendar  las  leyes  de  los  romanos  y  el  derecho  an- 
tiguo, esto  63,  qne  habian  de  sacar  sus  textos  de  dos  fuentes  dis- 
tintas, á  saber,  las  constituciones  de  los  príncipes,  que  era  lo  ' 
qué  en  aquel  tiempo  se  entendía  por  leyes,  y  los  escritos  de  los 
jarisconsuHos,  que  era  á  la  sa*on  el  derecho  {jus).  Por  efco  en  el 
epígrafe  copiado  arriba  que  precede  al  conmonitorio,  se  lee  lb- 
GES  aive  species^j\jKi%^  y  en  el  conmonitorio  mismo  legum  rv 

manarum  ct  aniiqui  JUBIS  obscurisias:  mas  adelante :  nulla  alia  lex 
ñeque  JOBIS  Jormula  y  en  la  suscripción  de  Theodosiani  LEGIBU0 

atque  sentenciis  jufiís.  El  desempeño  de  la  obra  concuerda  exac- 
tamente con  este  encargo.  £n  ella  ocupan  el  primer  lugar  las  le-» 
yes  que  son  las  constituciones  sacadas  del  código  Xeodoslano  y 
las  novelas  de  Teodosio,  Yaleotiniano,  Mayoriano,  Marciano  y 
Severo.  Después  siguen  los  escritos  de  los  Jurisconsultos,  esto 
es,  e\jas  antiquum^  al  cual  pertenecen  los  fragmentos  de  la  Ins^  * 
titula  de  Gayo ,  las  sentencias  de  Paulo,  los  fragmentos  del  có- 
digo Gregoriano  y  el  Hermogeniano,  que  eran ,  según  diremos  ' 
luego,  obras  sin  autoridad  pública,  y  una  sentencia  de  Papi- 
niano. 

Han  d;5putado  largamente  los  eruditos  sobre  si  eran  estas 
las  únicas  leyes  y  especies  de  derecho  contenidas  en  el  breviario 
primitivo ,  ó  bien  si  habia  algunas  mas  que  no  aparecen  en  la 
mayor  parte  de  las  copias  que  han  llegado  hasta  nosotros.  Sa-  • 
vigny  ha  sostenido  que  las  materias  indicadas  eran  las  únicas 
que  formaron  el  Breviario  original,  y  el  orden  en  que  las  hemos 
apuntado,  el  seguido  por  los  compiladores.  Fbndase  eü  tpt  to- 
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dos  los  imiQU9cr]tos  qoe  se  cobservan  de  épocas  may  cercanas  á 
la  formación  del  código,  conví,  uen  exactamente  en  cuantía  so 
contenido,  y  no  es  de  presumir  que  los  copiantes  se  atreviesen  á 
omitir  una  parte  considerable,  cuando  era  ley  vigente,  aunque 
por  negligencia  ú  otras  causas  suprimiesen  algunos  conceptos 
que  creían  repetidos  ó  mejor  espresados  en  la  interpretación. 
Los  cuatro  manuscritos  que  sirvieron  para  la  edición  de  Sicar- 
do,  presentan  no  pocas  omisiones  parciales^  pero  en  cuanto  al 
fondo  y  orden  de  las  materias  concuerdan  perfectamente.  Esta 
misma  conformidad  se  observa  entre  los  índices  ó  tablas  de  los 
títulos  y  materias  de  todos  los  códices ;  y  si  se  hubieran  perdido 
algunos  fragmentos ,  es  imposible  que  dejaran  de  mencionarse 
en  algunos  de  los  dichos  índices. 

Los  que  sostienen  la  opinión  contraria  se  fundan  en  que  el 
comentario  del  código  Teodosiano  se  remite  algunas  veces  á 
textos  que  no  se  hallan  en  la  colección,  como  sucede  en  la  in- 
terpretación de  una  ley  sobre  dotes,  que  alude  á  un  pasaje 
de  Paulo  que  no  se  halla  entre  sus  sentencias  (i).  No  puede  su- 
ponerse que  estas  leyes  estaban  vigentes,  aunque  no  se  hallasen 
en  el  Breviario;  porque  el  conmonitorio  prohibió  alegar  ningu* 
na  no  contenida  en  él :  luego  faltan  algunos  fragmentos  en  los 
manuscritos  qge  se  conoeen.  Para  contestar  Savigny  á  este  ar- 
gumento ,  supone  que  los  diversos  joriscoBSultos  que  trabajaron 
en  la  redacción  del  Breviario,  dividieron  entre  sí  la  tarea,  to- 
mandóse  cada  uno  la  de  examinar  y  escoger  una  parte  deter- 
minada de  la  obra;  y  que  alguno  hizo  referencias  á  otros  en 
lo  qoe  redactaba  antes  de  conocer  el  trabajo  de  los  demás.  La 
esplicacion  es  ingeniosa,  pero  no  satisface  completamente;  y  así 
es  que  el  mismo  Savlgay  se  ha  visto  precisado  á  confesar  que  por 
lo  menos  es  probable  se  haya  perdido  una  parte  del  fragmento 
de  Papiniano.  En  efecto ,  apenas  se  concibe  que  habiendo  pues- 
to á  contribución  á  este  jurisconsulto,  nno  de  los  mas  famosos  en 
aquellos  tiempos^  y  de  los  que  mas  libros  ha  escrito,  no  se  to- 
mara de  todos  ellos,  sino  una  sentencia  de  tres  líneas.  Savig- 
ny hace  varias  hipótesis  para  ésplicar  esta  circunstancia,  tal 
por  ejemplo,  como  la  de  que  pudieron  ser  interrumpidos  los  com- 
piladores antes  de  concluir  su  trabajo,  ó  la  de  que  creyendo  con- 

(1)    L.  In  dote  reddenda,  Ut.  IS,  lib.  S.« 
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cluida  SU  tarea ,  no  Insertaroo  este  fragmento,  simo  por  respeto 
al  Domhíe  de  Papiniano;  pero  estas  csplicacioDes  no  son  mas 
satisfactorias  que  ia  anterior.  Nosotros  creemos  en  vista  de  loft 
argumentos  referido» ,  que  efectivamente  no  contribuyeron  á  la 
formación  del  Breviario  mas  leyes  que  las  del  Teodosiano  y  las 
Novelas )  ni  mas  jurisconsultos  que  los  citados;  pero  al  mismo 
tiempo  nos  parece  probable  que  se  baya  perdido  alguna  parte  de 
las  materias  sacadas  de  dichas  fuentes.  Esta  pérdida  >  sin  em- 
bargo, ba  debido  ser  de  poca  monta,  puesto  que  ni  se  nota  por 
los  índices ,  ni  se  advierte  mas  que  por  un  solo  pasage  de  la  in- 
terpretación. 

En  este  supuesto,  podemos  considerar  como  casi  completo  el 
eódigo  Alariciano  que  poseemos ;  y  siendo  la  edición  de  Sícardo 
la  mas  fiel  de  sus  copias,  según  el  parecer  de  todos  los  eruditos 
que  han  consultado  los  originales,  espondremos,  con  arreglo  á 
ella,  el  orden  y  análisis  de  sus  materias.  El  código  Teodosiano 
es  el  principio  y  base  esencia}  del  Breviario.  Redactóse  aquel  oó*< 
digo  como  es  sabido,  en  el  año  de  438,  de  orden  del  emperador 
Teodosiolí,  por  una  comisión  de  ocho  Jurisconsultos.  £1  objeto  de 
BU  formación  fué  sacar  del  olvido  las  leyes  de  los  emperadores,  res- 
tituirlas á  su  texto  genuino,  purgándolas  de  los  errores  con  que  las 
hablan  viciado  los  copiantes,  y  abreviarlas  en  lo  posible,  reductén* 
dolas  á  un  solo  libro.  Los  jurisconsultos  encargados  déla  obra,  to^ 
marón  por  norma  el  código  Gregoriano,  el  cual  habia  sido  coni« 
puesto  á  su  vez  por  el  método  del  edicto  perpetuo,  y  dividiéndolas 
en  libros,  títulos  y  leyes,  recopilaron  casi  todas  las  constitocionts 
de  los  emperadores  cristianos  desde  Constantino  hasta  Teodo^io* 
Pero  no  son  los  diez  y  seis  libros  completos  del  código  Teodosiano 
los  que  se  hallan  en  el  Breviario,  sino  algunos  títulos  de  cada  libro 
y  una  parte  de  las  leyes  de  cada  título.  Así  es  que,  del  libro  pri- 
mero se  hallan  29  leyes,  cuando  en  el  código  Teodosiano,  según 
lo  ha  publicado  Godofredo,  habia  87  ;  del  segundo  82, tenien- 
do, según  la  edición  citada  ,  93  :  del  tercero  50 :  del  cuarto  89: 
del  quinto  23 :  del  sesto  2  :  del  sétimo  i  :  del  octavo  20: 
del  noveno  72:  del  décimo  16;  del  undécimo  29:  del  duo- 
décimo 11:  del  décimo  tercio  8 :  del  décimo  cuarto  l :  del 
décimo  quinto  4,  y  del  décimo  sesto  13.  Son  pocos  los  títulos 
que  comprenden  mas  de  dos  ó  tres  leyes  y  frecuentes  los  que 
contienen  una  sola.  En  el  principio  de  cada  título  hay  un  epí-! 
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gMé «obre  la  matarlo 4e  qne  trata:  en  el  de  cada  ley,  el  noiih 
fete  de  9a  aQt«r  y  el  del  m.i  ^i^ado  á  ^Qlen  foé  dlrígMa ;  y  ai 
lo  la  ñséha  4e  su  promulgaefoD.  Como  4os  compiladores  se  pro* 
asieren  al>revlar  la  mma  de  las  leyes,  sin  nUerar  el  sentide 
dolos  textos,  réprodugeron  ficír^enieen  esta  p.ite  lasconettta- 
eloiies  que  Insertaron ,  como  puede  vtsrse,  confrontándolas  con  el 
redigo  Teodosiano.  Y  ll^v^aron  hasta  tal  punto  su  escrupulosidad 
(fue  por  DomutHar  ulfigiina  ley.  insertaron  completas  algunas,  de 
lüs  cuales  solo  estaba  vigente  una  parte,  advirticndoio  así  en  la 
M«rpretacioQ  (I),  Alguna  vtz,  sin  emba'-sro ,  faltaron  á  estft 
sistema,  abreviando  la  ley ,  ó  suprimiendo  alguna  parte  de  fila, 
eomo  se  observa  ccmfirontando  la  qae  empieza  adulíerU  acusatio* 
n^i  según  el  texto  del  Breviario,  con  la  cita  de  la  misma  ley  en 
h  CaUatio  legum  Romanarum  et  Mosaicarum  ^  t.  5.<*,  $.3.^;  y 
eomo  lo  advierte  la  interpretación  de  la  ley  Christianorum  ad 
émi9 ,  diciendo  que  se  omite  Ka  parte  que  trata  de  los  maniqueos 
per  hallarse  mejor  tratado  este  punto  en  las  Novelas.  Pero  estas 
esoefk^oes  de  la  regla  geberal  son  rarisfmas  y  se  espHcan  por 
\k  cireuiístitDCia  de  haber  siio  varios  los  jurisconsultos  que  eoif- 
tflbuf oriNS  á  la  formadon  de  la  obra. 

Siguen  lo^o  once  leyes  nuevas ,  6  Novelas  del  empersddf 
Teodoslo,  dl^ribuidas  rn  diez  tttulos,  cada  uno  con  su  epígra« 
fs  tsorrespondieote  sobre  diversos  puntos  de  derecho  administra- 
^fOf  eifil  y  peoal.  Después  se  insertau  doce  Novelas  del  empe« 
radet  ValéDliniaDO,  divididas  en  otros  tantos  títulos  bajo  la  mis- 
■M  íórma  «pie  las  anteriorrs,  tratando  tanbieo  de  materias  io^ 
oonexás.  T)n  8P|[Uldn  eínco  Noveins  de  Marciano ,  dos  de  Mayo- 
rianb^  ^\íxí^  de  Severo  An^^nsto,  todas  dispiir?;trs  bajo  el  mis-* 
mo  nnétodo  i\nñ  llevamos  dicho.  Etítns  rnevtis  l?yes  fueron  pro- 
mulgadas despn*s  del  coligo  Tooc^osinoo,  esto  es,  desde  isa 
basta  465  ea  que  murió  el  emperador  Severo;  en  cuyo  tiempo 
España  y  Francia  dejnroo  de  ohcdecer  á  los  emperadores  roma- 
nos, y  Eurico  dio  á  una  y  otra  su  código  de  leyes.  Y  como  las 
Novelas  de  Mayoriano  y  Severo  son  las  constituciones  roas  mo- 

(1)  Asi  dkefa  inlerpreUicion  de  la  ley  Si quit  agers,  tít.  i,  Hb.  i.® 
Atrcma  pars  laftls  isUo^  idfo  non  htl^elur  seripla  (en  la  interpretacioQ) 
t^  exppiita  <|aia  Nofelia  iege  calcatur.»  Y  la  de  la  ley  SiaU  in  rtm 
tpeéiaUi  empieza  asi:  «lúse  les  liuet  lin  reiiqujs  rebus  fuerll  abrógala^  prop* 
uAr  l^o¿  *UiMli  iH  'pdilel'etur  oporiiilt ,  qufs  de  irícennio  loquitur .» 
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dernas  (fqe  se  enctientrxin  en  el  Hreviario,  oreemos  que  la^i  leyes 
da  lo^  emperadores  siguieron  \iDirn<lo  á  España  hasta  al^nnds 
aaos  después  de  mediado  el  siglo  Y ,  en  coja  época  perdió  Roma 
sos  domJDios  eo  la  Peoíoftula,  dividiéndose  esta  entre  los  godos^ 
los  vándalos  j  Iob  nuevos. 

Pero  no  se  crea  qne  las  Novelas  recopiladas  por  Alarico  ed 
•Q  código,  son  torlas  laitque  prom0'<!aron  los  emperadores  des^* 
de  fa  publicaclcn  del  Teodosiano  h  sta  el  reinado  de  Severo* 
Ijos  autcrcs  lU'l  Breviario  hicieron  c<;n  las  le>es  nuevas,  lo  mis*- 
mo  qne  con  la  obrn  de  ronrlo^ií};  (sto  (s,  ei^tresacar  aquellas 
di?f.osi.ioriCs  que  á  aii  juicio  debían  conseí  vaise  ^n  práctica,  des* 
echando  todas  li^  que  no  Íes  parecieron  eonveniextes ;  y  no  sa* 
bemos  si  para  desgracia  ó  foituiui  ds  ios  españoles,  del  cúmulo 
ínmenFO  de  Icjes  publicadas  en  aquel  tiempo^  fueron  poquísi-» 
mas  las  que  merecieron  los  honores  de  la  inserción  en  el  nuevo 
éédtgo. 

Después  de  las  iVovelas  insertó  Álaiico  en  su  código  los  dos 
prinneros  libros  4e  la  Instituta  de  Gayo,  Jnrisc<msulto  que  floré- 
elo é  ñnes  del  siglo  segundo  de  la  era  cristinna,  y  cuya  fama 
lia  llagado  hasta  nosotros  por  ios  fragmentos  de  Ja^  obras  qne 
Incluya  Triboniano  en  el  Digesto.  Ti  ata  el  primero  de  estos  li- 
bros del  estado  civil  de  las  personas;  y  el  sejL^un  io  de  las  cosas: 
pero  no  se  insertaron  completos ,  conio  puede  observarse ,  com- 
parándolos con  las  lnstitu<.*iones  de  dicho  junscunsoito,  encon- 
tradas po<;os  años  hace  en  la  bibtintcca  de  Veruna  ,  y  publicadas 
ya  en  Empana.  Es  dígao  do  notarse  que  ti  jurisconsulto  eucar- 
ga']o  de  recopilar  istf  fragmento,  siguió  un  sistema  distinto  del 
de  sos  colaboradores ;  pues  en  lugar  de  reproducir  fielmente  el 
texto,  espticándolo  ó  mojiñcandolo  después  con  la  interpretación^ 
JQzgó  preferible  ¿dterar  el  texto  mismo,  insertando  en  él  sus 
propias  sentencias,  ó  nnitilándolo  cuando  lo  juzgaba  convenien- 
te. Por  eso  es  este  el  único  fitigiiento  que  carece  de  comentario 
al  pie. 

Vienen  en  seguida  los  cinco  libros  de  las  sentencias  recibi- 
das de  Julio  Paulo,  jurisconsulto  no  menos  famoso  que  el  an- 
terior, cuyos  escritos  ilustraron  la  ciencia  del  derecho  en  la  pri- 
mera mitad  del  siglo  te.xero.  Escribió  Paulo  esta  ob:  a  para  la 
Instrucción  de  su  hijo;  y  tal  fué  el  crédito  que  adquirió  con  el 
tiempo,  que  tuvo  fuerza  obligatoria  en  todos  ios  tribuoatos  del 
Toxo  n.  S4 
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imperio  romauo ,  y  Triboaiano  iuclujó  uoa  parte  coDsiderablc 
de  etla  en  el  Digesto.  Los  compiladores  del  Breviario  la  aprove* 
charon  casi  toda ;  de  modo  que  este  fragmento  y  los  del  código 
Teodoéiano,  componeo  la  mayor  parte  de  dicho  libro.  Hemos 
confrontado  la  edición  comentada  que  hizo  Guyacio  de  las  sen  - 
teocias  de  Paulo  con  la  del  Breviario  de  Aoíano  ;  y  si  se  escep- 
tuan  algunas  muy  pocas  de  dichas  sentencias  ,  que  no  se  hallan 
en  este  código,  y  sí  en  el  jurisconsulto  francés,  concuerdan  en 
todo  lo  demás,  así  en  la  redacción  como  en  el  orden  en  que  es- 
tán dispuestas  las  materias.  Las  sentencias  de  Paulo >  son  disposi- 
ciones breves  del  derecho  romano,  escritas  con  admirable  preci- 
sión sobre  casi  todas  las  materias  del  derecho  civil  y  penal. 

Tomaron  también  los  redactores  del  Breviario  varios  frag- 
mentos de  cinco  libros  del  código  Gregoriano ,  obra  privada  de 
un  jurisconsulto  del  siglo  cuarto ,  qire  no  tuvo  nunca  como  tal 
código ,  autoridad  en  los  tribunales ,  aunque  no  careciesen,  de 
ella  las  leyes  qae  contenía  por  emanar  de  los  emperadores.  To- 
do lo  que  se  conoce  de  este  libro  es  la  paite  que  se  halla  en  el 
Breviario;  y  e¿ta  se  reduce  a  una  ley  del  libro  primero,  pro- 
mulgada por  el  emperador  Gregoriano:  cuatro  del  segundo,  dis* 
tribuidas  en  tres  títulos,  y  que  se  atribuyen  á  los  emperadores 
Valeriano,  Filipo,  Gaiieno  y  Alejandro:  once  leyes  del  tercer 
libro,  divididas  en  cinco  títulos,  en  los  cuales  se  leen  los  nom- 
bres de  Diocleciano,  Constantino,  Gordiano,  Maximiano  y.  Va- 
leriano :  cinco  leyes  del  tercero  y  una  del  décimo-tercio ,  atri- 
buidas también  a  varios  de  los  dichos  emperadores.  Nada  mas 
se  sabe  del  código  de  Gregorio  ó  de  Gregoriano,  que  debió  teoe^ 
en  su  tiempo  alguna  importancia ;  pues  de  los  fragmentos  que 
han  llegado  hasta  nosotios,  se  infiere  que  hubo  de  ser  una  obra 
de  legislación  bastante  completa.  Sin  embargo,  tanta  ha  sido  su 
desdicha ,  que  ni  Triboniano  incluyó  en  el  Digesto  ningún  frag- 
mento de  ella,  ni  se  sabe  el  nombre  de  so  autor  á  ponto  fijo. 

Después  de  este  fragmento  siguen  en  el  Breviario  dos  lejes 
del  código  Hermogeniano.  Esta  obra  se  debió,  como  la  anterior, 
al  estudio  privado  ¿e  un  jurisconsulto,  y  no  tuvo  tampoco  mas 
autoridad  en  los  tribunales  que  la  particular  que  correspondie- 
se á  cada  una  de  las  leyes  que  contenia.  Su  autor  fué  sin  duda 
el  jurisconsulto  Hermogeniano,  que  floreció  probablemente  á  fi- 
nes del  siglo  segunda  ó  principios  del  tercero.  Hállanse  en  el 
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Bigesto  algunos  fiagmentos  de  este  JarUconsulto,  pero  de  otras 
obras  que  escribió  y  no  de  su  código. 

Uitimameote,  coocluye  el  Breviario  con  una  sentencia  de  Pa- 
piniano,  jurisconsulto  del  siglo  tercero,  cuyos  escritos  contribu- 
yeron en  gran  manera  á  la  obra  del  Digesto.  Es  esta  sentencia 
bre\e  y  concisa  el  único  fragmento  que  se  halla  en  nuestro  có- 
digo de  aquel  Juriscoosulto  famoso.  Ci.n  ella  se  cierra  la  obra, 
■in  roas  nota,  firma  ni  fecha,  según  la  edición  deSicardo;  pero 
en  otros  manuscritos  hay  una  nota  que  dice  así :  <^ExpUcit  Uber 
jttritícus  ex  diversorum  sententiis  elucidatiis»  ,  y  en  los  otros  có- 
dices citados  anteriormente,  se  hnlla  en  este  lugar  el  refrendo  y 
soscricion  de  Aniano. 

Perotoios  los  fragmentos  del  derecho  romano  que  heñios  ci- 
tado no  componen  sino  la  mitad  de  nuestro  código.  Acompaña 
á  ellos  la  interpretación, que  según  dijo  Alarico  en  su  conmoni- 
torio, habia  mandado  escribir  á  los  compiladores^  dándole  igual 
autoridad  queá  las  leyes.  No  puede  dudarse  de  que  e^ta  interpreta- 
ción sea  la  misma  á  que  se  reñrióAlarioo,  porque  así  se  deduce  de 
irarios  lugares  de  ella.  Citaremos  entre  otros  el  que  está  al  pie  de 
la  ley  Teodosiana,  que  dá  fuerza  obligatoria  á  los  escritos  de  varios 
Jurisconsultos.  Dicen  así  les  intérpretes.  « Hemos  elegido  de  los 
códig(s  Hermogeoiano  y  Gregoriano,  y  de  los  escritos  de  Ca}0, 
Papiniaoo  y  Paulo,  todo  lo  que  es  necesario  para  decidir  las  cau- 
sas en  los  tiempos  piesentes. »  No  puede  decirse  de  un  modo 
mas  expreso  que  eran  unos  mismos  los  compiladores  y  los  in>  * 
térpretes. 

l^sla  interpretación  tenia  la  misma  autoridad  que  el  texto 
interpretado^  porque  ademas  de  ser  auténtica  se  la  habia.  dado 
expresamente  el  monarca  visigodo  en  su  conmonitorio.  « Quibus 
omnibas  enucleatis,  dice  este  documento,  ea  quse  excerpta  sunt, 
veiclarío'i  interpretatione  composita....»  y  mas  a:)elante,  «Juxta 
ejus  seriem  universa  causarum  sopiatur  intentio.»  De  modo  que 
la  interpretación  hacia  parte  integrante  del  código.  Como  hecha 
para  aclarar  ó  explicar  las  disposiciones  de  sus  leyes ,  antes  de- 
bía estarse  en  casj  de  duda  á  ella  que  al  texto.  Si  aiguna  vez 
DO  habla  conformidad  entre  ambos,  la  decisión  de  los  intérpretes 
debía  ser  preferida  á  la  voluntad  de  los  legisladores.  Las  leyes 
Insertas  en  el  Breviario  docian  lo  que  la  interpretación  declaraba^ 
y  así  no  habla  que  cansarse  en  estudiarlas  para  penetrar  su  sen* 
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tido  ó  la  intención  de  su^  autores.  Los  joeoes  para  sentenciar  los 
pleitos  debían  acudir  antes  á  la  interpretación,,  y  solamente  en  el 
caso  de  que  esta  fuese  nauda,  tenian  necesidad  de  consultar  el 
texto  de  la  ley  romana  (1). 

La  forma  ordinaria  de  la  interpretación  es  esta.  En  seguida 
de  cada  constitución  ó  sentencia  de  derecho  escriben  los  compi- 
ladores interpretatio y  y  debajo  un  párrafo,  en  el  cual ,  salvas  las 
ocasiones  en  que  sea'tera  ó  mndifíca  el  sentido  del  texto,  supri- 
miendo los  fundamentos  que  surten  servir  de  introducción  á  las 
leyes  y  particularmente  á  las  NovcIbs,  se  repite ,  parafrasea  y 
explica  en  estilo  vulgar  la  disposición  que  precede.  Por  lo  co- 
mún es  mas  breve  la  interpretación  que  la  ley ,  excepto  cuando 
explica  los  términos  legales  usados  en  esta  ,  como  sucede  en  lo 
que  tratando  de  la  vaiidez  de  las  donaciones  y  de  las  que  se 
hacen  por  causa  de  muerte,  entrevivos  y  bajo  condición,  los 
intérpretes  explican  con  este  motivo  lo  que  son  tales  donacioDes, 
y  los  casos  en  que  tienen  ó  no  fuerza  las  cláusulas  condiciona- 
les (2).  Pero  de  esto  hay  poos  ejemplos,  porque  lo  mas  frecuen- 
te  es  que  la  interpretación  contenga  en  frases  breves  y  palabras 
'  precisas  la  misma  doctrina  de  la  ley  precedente ,  empezando  al- 
gunas en  estos  términos :  «  bsec  lex  dicit  ó  haec  lex  praecipit.» 
Muchas  veces  juzgando  los  compiladores  que  la  ley  era  suficien- 
temente clara ,  no  la  interpretaron  y  pusieron  á  continuación  de 
ella  esta  nota:  «haee  lex  íntcrpretallone  non  eget. »  Aunque  en 
verdad  no  sien>pre  tuvieron  razón. 

Cúmplenos  examinar  ahora  el  pensamiento,  espíritu  y  ten- 
dencia que  presidieron  á  la  redacción  del  Breviario. 

Hemos  visto  en  el  artículo  último  el  estado  en  que  se  halld'^ 
ba  el  derecho  romano  en  España  después  de  la  iotroduccion  del 
cristianismo.  Los  godos  lo  encontraron  en  lucha  con  el  espirita  • 
aristocrático,  pagano  y  rigorista  del  derecho  antiguo:  lo  halla-  * 
ron  además  viciado  en  la  práctica  por  la  confusión  de  sus  doc- 
trinas, el  cúmulo  Inmenso  de  sus  orígenes,  y  la  dificultad  que 
para  saberlo  y  hacerlo  observar  encontraban  los  nuevos  magis- 
trados. ;Eii  este  supuesto  pudo  Alarico  seguir  uno  de  estos  tres 

(1)  Fueron  Un  célebres  eitlas interpretacionrs  eo  la  edad  media,  qae  al- 
gUDoa  copiantes  del  mismo  (lempo  omitieron  en  el  Breviario  las  leyes  á 
que  se  referían,  inserUndo  únicamente  su  inscripción  y  su  fecha. 

(9)    Lex  DonaHo  sioe  direela,  (it.  5.**.  iib.  S."  Cód.  Tbeod.  loi. 
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camlDos:  hacer  ana  nueva  recopilacioD  cootrarfa  á  la  tendencia 
del  derecho  moderno  y  favorable  á  la  del  antiguo:  hacerla  tá* 
trodiieiendoen  ella  el  elemento  germánico  mezclado  con  el  roma- 
no, 7  redactarla  en  el  mismo  sentido  de  la  nueva  influencia  cris- 
liana  que  ya  predominaba  en  el  derecho. 

£1  primero  de  estos  sistemas,  ni  cabía  en  la  cabeza  de  un 
^odo,  ni  se  acomodaba  con  las  necesidades  de  la  civilización.  La 
éodedad  romana  habia  desechado  el  culto  pagano ,  los  empera- 
dores hablan  acabado  con  ta  aristocracia,  y  la  filosoña  y  et  cris- 
tianismo hablan  desacreditado  las  fórmulas  y  el  rigorismo  de  la 
antiguo  juf  ísprodeocia.  Los  godi^s  <  ran  completamente  extraños  á 
las  tradicioDcs  que  hf'ibian  mantcnMo  la*;;os  siglos  este  carácter 
eo  el  derecho.  No  habia  pues  motivo  alguno  para  que  este  retro- 
cediera de  su  estado  bajo  el  ci  istianlsmo  al  que  tenia  en  tiempos 
de  la  república. 

£1  segundo  de  los  sistemas  enunciados^  fué  sin  duda  el  que 
siguió  Eurico  al  escribir  su  código,  y  ya  hemos  visto  cómo  su- 
eombió  y  los  motivos  (fue  hob  >  pa  a  que  los  españoles  lo  de- 
secharan. Proponiéndose  Aiarico  hacer  un  código  para  estos  úni- 
camente y  amaestrado  con  la  experiencia  de  su  antecesor  habría  si- 
do absurdo  seguir  el  mismo  camino.  L^or  eso  el  Breviario  fué  un 
verdadero  cuerpo  de  derecho  romano ,  en  cuya  composición  no 
ejerció  apenas  influjo  alguno  el  derecho  germánico.  Guyacio  es** 
eribiendo  áFranconeto.  presidente  del  parlamento  de  París,  sos- 
pechaba que  Aiarico  bubi(.'se  impuesto  á  los  romanos  bajo  la  for- 
ma de  interpretaciones  de  su  onllguo  deieeho,  la  misma  juris- 
prudencia gótica,  corrompieado  y  viciando  para  ello  la  doctrioa 
de  la  legislación  romana.  Pero  esta  sospecha  carecía  de  funda^ 
mentó.  Verdad  es  que  algunas  veces ,  según  diremos  mas  ade- 
Mete ,  modificaron  los  intérpretes  el  sentido  de  los  textos,  pero 
eatas  modiñcaciones  ó  no  eran  eseuciales  ó  se  hacían  en  el  espí- 
ritu del  nuevo  derecho  romaco.  El  único  rastro  algo  visible  del 
derecho  germánico  que  hallamos  en  todo  el  código,  es  una  inter- 
pretación sobre  los  homicidas  que  se  refugian  á  las  iglesia^ ,  y 
otra  ¡obre  los  días  feriudcs.  Es  notabilísima  la  primera,  porque 
los  romanos  no  ndmilii>n  I;  composición  como  pena,  y  sin  em^ 
bargo,  en  medio  de  un  código  de  leyes  romanas  se  halla  esta  que 
es  eminentemente  bárbara.   Entre  los  germanos  cada  hombre 
tenia  su  precio ,  cada  daño  su  estimación ,  y  aunque  los  godos 
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fueron  muy  tolerantes  con  los  vencidos,  no  quisieron  llevar  tu  to- 
lerencia  hasta  el  ponto  de  absolverlos  de  pagar  el  precio  del  ho- 
micidio. Por  eso  después  de  uoa  novela  de  Yalentiniaoo  que  tra- 
ta del  iioroicidio  voluntario  y  de  su  interpretación ,  añaden  los 
compiladores  otra  interpretación  que  dice-a^yí.  « Acerca  del  pre- 
cio del  hombre  muerto  debe  aguardarse  la  voluntad  del  sobera* 
no;  y  porque  sobre  estu  nada  dispuso  la  ley  romana,  mandó 
nuestro  señor  Teodorico,  rey  de  los  francos,  que  si  un  ingenuo 
mata  á  otro  y  se  acoge á  la  iglesia,  quede  esclavo  de  los  parien- 
tes del  muerto,  y  pierda  todos  sus  bienes,  la  mitad  en  favor  de 
los  mismos  parientes ,  y  la  otra  mitad  para  sus  herederos.  El  que 
tomando  asilo  en  la  iglesia  se  defendiere  con  armas ,  será  trata- 
do como  dispone  ki  ley  Teodosiaüa ,  lib.  9.'*....  Si  un  ingenuo  ma- 
ta á  un  siervo  y  toma  asilo,  pagará  según  fueren  las  circunstan- 
cias del  muerto^  esto  es,  si  es  cómico  ó  platero  100  sueldos; 
si  sirve  á  la  mesa  60,  si  es  herrero  50»  si  carpintero  40,  y  si 
trabajador  del  campo,  pastor  ó  tiene  otro  oficio  30.  El  homici- 
da voluntario  hallado  fuera  de  la  iglesia  debe  ser  condenado',  ora 
sea  ingenuo  ó  siervo,  y  siendo  esto  último,  si  toma  asilo, in- 
dultada la  vida  por  aquel  á  quien  él  mismo  mata.  »  (Aquí  faltan 
también  algunas  palabras,  por  b  cual  no  es  bastante  claro  el 
sentido  de  esta  última  frase).  Este  mismo  texto  se  halla  copiado 
exactamente  en  el  Papiano  ,  colección  de  leyes  que  dieron  las 
borgoñones  á  sos  subditos  romanos  entre  517  y  534,  y  con  al- 
gunas variantes  en  la  ley  borgoñona  dada  en  517  á  la  nación 
del  mismo  nombre.  Como  uno  y  otro  código  son  posteriores  al 
Breviario  y  tomaron  de  él  una  gran  parte  de  sus  doctrinas,  es 
probable  que  la  citada  sobre  el  homicidio  se  sacara  de  la  misma 
fuente.  ¿  Pero  no  es  también  posible  que  fuese  intercalada  por 
ios  copiantes  del  Breviario  muchos  años  después  de  su  promul' 
gacion ,  tomándola  de  la  ley  borgoñona  ó  del  Papiano?  Esta 
duda  es  irresoluble. 

La  interpretación  citada  arriba  sobre  los  dias  feriados ,  reve- 
la también  de  una  manera  indudable  el  influjo  de  las  costumbres 
góticas.  El  código  Teodosiano  ordenaba  que  hubiese  en  cada  año 
dos  meses  de  vacación  en  los  tribunales,  uno  en  verano  y  otro 
en  otoño.  Los  intérpretes  fijaron  los  dias  en' que  debian  empezar 
dichas  vacaciones,  añadiendo  que  el  príncipe  podia  variarlos  se- 
gún su  voluntad  y  las  circunstancias  de  cada  provincia.  Tal  era  en 
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ffecto  la  costumbre  entre  loi  godos,  pues  Reccs\toto  en  la  ley  del 
For.  Jnd.  que  determinaba  celebrar  las  vacaciones  de  verano  des- 
de  el  XV  de  las  kalendas  de  agosto  hasta  igual  fecha  de  las  de 
setiembre,  dispuso  que  en  la  provincia  de  Cartagena  se antici* 
pasen  dichas  ferias ,  celebrándolas  desde  el  XV  de  las  kalendas 
de  julio  hasta  el  mismo  dia  de  la^  de  agosto. 

Pero  lo  cierto  es  que  estas  pequeñas  diferencias  no  bastan 
para  asegurar  que  A.larico  pretendiera  corromper  en  su  interpre- 
tación el  sentido  de  los  textos ,  ni  menos  imponer  á  los  roma- 
nos el  derecho  germánico.  Era  el  Breviario  una  le;  romana  tn 
toda  la  extensión  de  la  palabra,  con  la  circunstancia  de  conocer- 
se en  algunos  de  sus  pisages  que  habla  sido  recopilada  de  ór* 
den  de  un  monarca  visigodo  y  para  un  pu<íblo  que  no  vivía  ya 
bajo  la  dominación  de  Rorod. 

No  quedaba  pues  mas  sistema  acertado  y  posible  que  el  de 
redactar  el  nuevo  código  baj'^  l«)s  auspicios  de  la  nueva  influen- 
cia cristiana  que  dominaba  ya  en  el  derecho  desde  mucho  tiem- 
po antes,  siguiendo  el  impulso  que  le  habian  dado  Constantino 
y  sus  sucesores.  Ya  hemos  vtstvi  lo  que  crn  el  derecho  romano 
en  su  tercera  época:  pues  bien  ,  conservándolo  del  mismo  modo 
y  despojándolo  aun  mas  de  los  vestigios  del  jus  qumtarium,  era 
eomo  únicamente  podía  ser  ^.ceplable  para  las  nuevas  sociedades 
cristianas.  Alarico  lo  comprendió  así,  del  mismo  modo  lo  enten- 
dieron los  jurisconsultos  á  quienes  encomendó  su  obra,  y  en  su 
consecuencia  el  Breviarínm  sin  añadir  nada  al  derecho  romano 
por  los  fragmentos  do  i  I  que  contenia  y  por  los  que  desechó,  fué 
una  verdadera  reforma  de  aquel  derecho  con  la  misma  tendencia 
de  las  que  antes  habiao  acometido  los  emperadores  cristianos.  El 
pensamiento  que  dominó  pues  en  la  formación  de  este  código 
fué:  1."  despojar  ei  derecho  de  ios  vestigios  que  aun  todavía 
conservaba  del  carácter  pagano ,  aristocrático  y  rigorista  de  la 
jurisprudencia  antigua :  2.^  reducirlo  en  cuanto  era  posible  á  las 
doctrinas  y  preceptos  que  lo  habian  reformado  y  alterado  bajo 
el  influjo  de  la  religión  cristiana :  3.*'  acomodarlo  á  la  situación 
creada  por  la  calda  del  imperio  romano  y  la  conquista  de  los 
bárbaros :  4.^  ponerlo  al  alcance  de  los  nuevos  jueces  que  tenían 
el  encargo  de  aplicarlo  y  de  hacerlo  observar ,  y  no  habian  ad- 
quirido sin  embargo  la  instrucciou  necesaria  paradlo.  Estas  cua- 
tro proposiciones  quedarán  demostradas  analizando  las  principa- 
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les  materias  conteoidas  en  el  Breviario,  comparáodalas  coa  las 
desechabas  por  los  eompHadores,  y  examinando  el  espíritu  y  ca- 
rácter general  de  la  interpretación. 

BMerecho  nuevo  estaba  contenido  todo  en  el  código  Teodo* 
iiaivo  y  las  Novelas  le  los  enni^eradores:  el  derecho  aotígao  en  los 
escritos  de  ios  antiguos  Jurisconsultos.  Por  lo  cual  si  se  quería  que 
én  el  Breviario  predominara  el  derecho  nuevo  sobre  el  antiguo,  era 
Dteesario  tomar  mueho  de  aquel  y  muy  poco  de  este.  Así  lo  hi- 
elerOQ  en  efecto  los  compiladores:  la  base  y  principio  del  Bre- 
viario es  el  código  Teodosiano  y  las  Novelas :  las  seotenelas  de 
Paulo,  la  Instituto  de  Gayo  y  demás  materiales  que  lo  compo- 
nen y  no  son  mas  que  su  complemento.  Diez  y  seis  libros  com- 
prendía el  código  Teodosiano ,  y  de  todos  ellos  hdy  fragmentos 
en  el  Breviario,  al  paso  que  de  Gayo  no  contiene  masque  dos 
libros  mutiladísimos,  del  Gregoriano  cinco  leyes,  y  de  Papinia- 
no  una  sola  sentencia,  omitiendo  al  mismo  tiempo  sacar  mate* 
ríales  del  cúmulo  inmenso  de  libros  de  Jurisprudencia  que  exis- 
tían á  la  sazón,  la  mayor  parte  de  los  cuales  tenían  autoridad.  De 
Paulo,  que  era  el  jurisconsulto  mas  moderno,  contiene  el  tratado 
íntegro  de  sus  sentencias:  de  Gnyo  y  HermogeniaUo  que  florecie- 
ron en  el  siglo  II  fragmentos  mas  escasos.  Así  es  que  del  elemen< 
le  antiguo  poco  ó  nada  quedó  en  el  Breviario,  al  paso  que  el 
nuevo  elemento  tuvo  cabida  en  él  cumplidamente» 

Los  emperadores  cristianos  hablan  declarado  indisoluble  el 
,  matrimonio  con  muy  raras  escepciones,  y  como  asunto  de  libre 
elecclétt  entre  los  cónyuges.  Gayo  todavía  hablaba  como  de  estar 
en  uso  en  su  tiempo  el  matrimonio  por  confarreadon  y  por  co- 
empcion :  distinguía  en  tres  las  nupcias  y  el  cro/r/7//6/¿///?:deciaqnd 
era  licito  el  matrimonio  con  la  hija  del  hermano ,  y  sostenía 
otras  doctrinas  del  derecho  antiguo.  Pero  los  compiladores  su- 
primieron toda  la  parte  de  su  Instituta  que  trataba  del  matiimo- 
nlo,  y  tomaron  las  leyes  del  coligo  Teodosiano  que  lo  declara- 
ban Indisoluble  excepto  en  tres  casos  que  referimos  en  el  anterior 
artículo:  las  que  to  prohibían  entre  patlentes  dentro  del  4.<> gra- 
dó, entre  personas  de  distinta  religión  y  entre  bárbaros  y  ro- 
manos; las  que  declaraban  nulos  los  esponsales  contraidos  por 
coacción  y  las  quo  prohibian  soliciiar  del  príncipe  que  mandara 
casarse  á  alguno  con  persona  determinada.  Una  sola  sentencia 
tomaron  de  Papiniano ,  y  era  contraria  al  espíritu  del  derecho 
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antiguo:  á  sffber^  qae   las  donaciones  entro  marido  y  mur 
J«r  se  constituyen^  do  solo  por  las  palabras ,  sino  por  la  to« 

loDtad. 

En  los  libros  de  los  jnnstconstiltos  se  leían  aun  doetrinas  fit-* 
▼orabres  á  la  antigua  patiia  potestad  ,  pero  Aiarico  desechando» 
las  escogió  las  leyes  imperiales  roas  contrarias  á  ella.  £n  su  con- 
secaencia  se  declaró  nula  la  venta  que  hiciera  el  padre  de  su  hi- 
jo ;  se  concedió  á  los  hija?  naturales  la  facultad  de  heredar  la  do- 
zava paite  del  CHudal  del  padre  concorriendo  con  hijos  legítimos: . 
se  pp>rmitió  á  los  hijos  que  habian  siijo  vendidos  ppr  sos  padres 
en  la  infancia  reclamar  su  liDCrtad  criando  llegaran  a  la  mayor 
edad:  se  limitó  eonsidrrablemeote  esta  facultad  de  los  padres 
para  vender  á  sus  hijos,  y  se  tomaron  otras  providencias  favora* 

bles  á  es^os. 

También  subsistía  aun  en  el  derecho  romano  la  antigua  di- 
ferencia entre  los  libertinos ,  según  la  cual  unos  eran  dediticios^ 
otros  latinof  janianoa  ó  otros  ciudadanos.  Asimismo  se  conser- 
vaban muchas  restricciones  de  la  manumisión.  Pero  los  autores 
del  Breviario,  sigaiando  el  e^pír^iu  del  cristianismo,  contrario  á 
la  esclavitud ,  adoptaron  todas  las  leyes  hechas  con  esta  misma 
tendencia ,  y  recopilaron  las  que  permitían  la  manumisioo  en  Jat 
iglesias;  la  que  declaró  que  no  debia  ponerse  en  cuestión  el  estado 
de  nquel  que  hasta  los  16  años  habla  sido  tenido  por  lil^re: 
la  que  previno  que  los  lib-rtos  ingratos  para  con  sus  patro- 
nos no  volviesen  á  la  esclavitud  de  los  herederos  dy  estos ,  y  la 
que  prohibió  á  los  Judíos  tener  á  su  servicio  siervos  cris- 
tianos. 

Con  las  conquistas  del  Imperio  se  había  creado  una  nueva  ca- 
péele de  servidumbre ,  en  la  cual  vino  á  convertirse  al  cabo  de 
algunos  siglos  la  antigua  esclavitud.  Hablarnos  de  los  colonos  de 
las  tierras,  los  cuales  seguían  siempre  la  suerte  del  campo  que 
cultivaban ,  y  con  el  cual  se  enagenaban  haciendo  parte  de  su  va- 
lor. Los  hijos  de  los  colonos  pertenecían  también  al  señor  de  la 
tierra  que  trabaj-^ba  su  padre,  con  la  diferencia  respecto á  los  es- 
clavos, de  que  si  ¡os  padres  de  este  hijo  pertenecían  á  señores 
distintos ,  el  señor  del  padre  tenia  los  dos  tercios  de  su  propie- 
dad y  el  de  la  madre  el  tercio  restante.  Eran  ademas  lo^s  colonos 
objeto  de  prescripción,  y  la  mujer  libre  qoe  se  casaba  con  4lg«? 
DO  de  ellos  se  hacia  de  su  co&dieion.  Esta  iaistltpc)oo ,  qoe  por 

Tomo  ii.  ^ 
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QQli  farte  ^a  e^foi'nid  cdn  las  antlgons  co8tambre«  germáDicas, 
y  f^r  oim Itaé  la  transición  de  la  esdavlttid  á  la  libertad  de  los 
hombres,  no  podia  menos  de  ser  favorecida  por  nn  legislador 
gerhano;  y  qóe  'pretendía  c^ntionar  en  el  derecho  el  movimien* 
to  iñ  progreso  á  ((ae  hablan  dado  impulso  los  emperadores 
erllitfanos. 

feft  lok  libros  de  los  Jurisconsultos  y  aun  en  Ids  edictos  de  los 
enceradores  se  conservaban  muchos  vestigios  de  la  teistamentifac- 
eion  antigua.  Hallábase  en  ellos  el  remedio  de  la  honorum  posses' 
sh  ^Bltt  ftiVorecer  á  los  hijos  contra  las  Injusticias  de  la  ley,  el 
rij^sYno  supersticioso  de  la  unidad  de  contexto,  y  de  otras  fór- 
rA&tfdMes  de  que  hablamos  en  él  capítulo  precedente.  Los  c6m- 
pitáflorés  del  BrevIaHo,  prescindiendo  de  todaá  tasfórmnlis,  in- 
sertaron la  ley  teodoslana  que  abolla  la  bonorum  possessio,  decía- 
rabdo  qbé  el  padre  heredaba  á  su  hijo ,  así  como  el  hijo  á  su 
padre:  )á  k{ue  declaró  que  la  unidad  de  cohtesto  en  los  testamen- 
tos ,  no  habla  de  entenderse  tan  rigorosamente  como  la  compren- 
da los  tMtijíniíós :  la  que  abolla  la  antigua  costumbre  de  dejnr 
alguna  máV^dá  á  los  emperadores  en  todos  los  testamentos:  la 
que  p^rniltltt  testar  íru  favor  de  la  Iglesia  á  las  personas  dedica- 
dito  á  Mía,  y  otras  leyes  y  prácticas  Jurídicas  dictadas  por  el  mis- 
^ó  espíritu. 

Él  mismo  sistema  siguió  el  Breviario  respecto  á  las  socrsíores 
itltébtftdfts.  También  se  hallaban  en  los  libros  de  los  Jurisconsultos 
ViSstIíglos  numerosos  de  la  antigna  sucesión  de  los  agnados ;  pe- 
ro los  compiladores  los  desecharon  casi  todos,  admitiendo  úni- 
camente el  sistema  de  sucesión  de  los  emperadores  cristianos. 
La  madi^  por  tsonsiguiente  heredó  á  sus  hijos  en  el  tercio,  aun  - 
(}tlb  hb  thvlese  Jus  liherorum:  6  la  hija  emancipada  sus  hijos :  á 
fó^  abilbios  sos  hijos  y  nietos ,  hijos  de  hija  difunta ,  perdiendo 
éMb'S  'él  terció  en  ftivor  de  sus  abuelos  y  tíos  carnales  :  los  cón- 
yfij^és  entre  sí  no  teniendo  hijos :  la  Iglesia  al  clérigo  :  al  mili  • 
ttfr  él  regimiento,  y  por  falta  de  todos  el  fisco. 

Los  compiladores  tomaron  del  derecho  antiguo  las  obligacio* 
i'éi  Turbales,  pero  introduciendo  en  los  contratos  el  principio  de 
la  e^tildad  y  la  buena  fé ,  y  admitiendo  como  fuente  de  obliga- 
Cton  hi  voluntad  manifiesta  de  obligarse.  En  bu  conáecbéncia  re- 
¿Bpiikroñ  la  ley  que  daba  fuerza  á  los  pjBictos;  la  que  liblraba  de 
t88a  tüljpodskbinttiid  al  deudor  que  hacia  cesión  de  sus  bienes, 
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cüciodo  habla  perdido  parte  d^  m  haelfíitla  por  ««».  ^•m^r^^  j^m 
irolontaria :  la  que  declaró  nalos  los  contratos  que  validos  tk  en 
poder  arrancaran  á  los  provinckiles  las  personas,  qne  ííonipoQlala 
comitiva  de  los  gohernador€f^:.  la  qoe  consideró  la.  buena  fi 
como  el  único  principio  rf^uiddor  de  la  acceMon  f  otraa  leyes 
promulgadas  con  el  mismo  fio. 

Del  enjaiciamieoto  antiguo  nada  tomaron,  los  avlores  del  Br«« 
vlario.  El  4.<*  libro  de  la  Instituía  de  Gayo  de^tio&db  áiesta  me^ 
teria,  no  figura  para  nada  ni  aun  mutilado  ea  aquel  4HMKg9^ 
y  en  cambio  las  disposiciones  del  código  Teodosiatto  son  las  que 
contribuyeron  casi  exoiasivamente  é  formar  fcsta. parte  de  la  obrfb' 
Se^on  el  derecho  antiguo  toda  causa  necesitaba  un  acusador;  toda 
acción  una  formula  y  la  pena  solía  ser  trastnisible  á.  los. sucesores 
del  delincuente.  El  Breviaiio  siguiendo  las  eoastituciooes  de  los 
emperadores  ^  mandó  que  ios  jueces  aseguraran  al  Criminal  aun-^ 
que  no  se  presentase  acnsador :  que  las  causas  de  las  iglesias,  de 
los  menores,  de  los  devalidos  y  las  de  posesión ,  no  se  sv^talen 
á  fórrmtlas;  que  las  penas  no  alcanzasen  sino  á  \o^  reos:  que  no 
se  trasladaran  á  los  podt^roios  las  aficiones  que  se  hubieran  de 
ejercitar  contra  los  desvalidos:  que  no  se  creyese  al  réotiue  acu- 
sara á  otro  en  el  tormento:  qué  los  dondingos  saliesten  los  presoa 
de  Ins  cárceles  á  recibir  tos  consuelos  de  tos  cristianos,  que  en  Pas^ 
cua  se  diese  libertad  á  lo!i  pnesos  por  causas  leves:  ^e.se  éon^ 
cediese  el  privilegio  del  asilo  á  los  delinieútes  que  se. refugia- 
ban á  las  iglesias:  que  los  lacerdeCes  no  foeseti  {Htéfttos  á  ior-i 
mentó :  que  los  obispos  no  fuesen  acosados  ante  los.  jaeces  le- 
gos, y  otras  disposiciones  qoc  revelan  e^tno  ésta  la  iiIfltrtDCla  be«* 
néfica  del  cristianismo  sobre  \%  legislación. 

La  organización  Judicial  sufrió  las  ArodMebcíéneK^oiiaigaieni 
tes  é  la  nueva  organizat^idn  política,  intródotida  per  la  oo*qvfs<- 
ta.  Sin  embargo,  se  conservaron  aqtiellasitístltvcioiieS  del  dere-^ 
cho  romano ,  que  eran  mas  favorables  á  la  igualdad  cristiaaui 
y  i  la  protección  de  los  débiles  contra  los  poderoaos.  En  su  g»d^ 
secuencia  se  conservaron  los  defensorios  civitaUs^  elégidl»  po^«* : 
larmente  con  el  encargo  de  defender  los  iatereses  de  la  McáH^: 
dad  contra  las  invasfoiies  de  la  fuei  «a ,  y  aentenelar  los  So- 
litos leves.  Asimismo  se  conservó  la  ley  que  mandaba  resi- 
denciar á  los  jueces  concloid9  el  ^empff  de  su  Judicatura ;  jf 
la  que  ordenó  que  estos  mismos  fuMionarios  se  acompaña- 
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ran  i>^*««^^  oombres  buenos  para  conocer  de  hi  causan  cri- 
mioales. 

Todas  las  leyes  que  hemos  citado  pertenecen ,  confio  se  ve,  á 
la  nueva  era  en  que  entró  el  derecho  romano  desde  la  aparición 
del  cristianismo.  En  tiempo  de  Alarlco  tenían  autoridad ,  como 
puede  verse  en  una  ley  Teodosíaoa,  los  escritos  de  Ulpiano,  Mo* 
destino,  Papinlano  y  otros  jurisconsulto»  pertenecientes  al  segun- 
do período  de  la  historia  del  derecho.  Sin  embargo ,  (os  redactores 
del  Breviario  no  tomaron  de  estas  obras ^  sino  lo  que  estaba  en 
armonía  con  las  constituciones  imperiales;  luego  se  propusieron 
despojar  el  derecho  de  los  vestigios  de  la  jurisprudencia  aritigua, 
reduciéndolo  á  los  preceptos  y  doctrinas  que  lo  hablan  reforma-r 
do  bajo  el  influjo  de  la  religión  cristiana. 

La  misma  tendencia  se  obse^-va  en  la  interpretación  del  tex- 
to, en  la  cual  se  altera  á  veces  en  parle  la  disposición  de  1.^  ley 
por  seguir  el  espíritu  de  equidad  contra  el  rigorista.  Así  sucede 
en  la  ya  citada  antes  sobre  la  autoridad  de  los  libros  de  los  ju- 
risconsultos:  dice  el  texto  que  en  adelante  tendrían  autoridad  le- 
gal los  jurisconsultos  Gayo,  Papinlano,  Paulo,  Ulpiano»  Scevola, 
iSabibo ,  Juliano  y  Marcelo;  y  como  esto  era  incompatible  con  el 
propósito  de  despojar  al  derecho  de  los  vestigios  de  la  jurispru- 
dencia antigua  que  se  hallaban  en  abundancia  en  las  obras  de 
aquellos  jurisconsultos,  los  Intérpretes  declararon  que  no  tendrían 
autoridad,  sino  los  fragmentos  de  (rayo .  Paulo «  Hermogentaro, 
Gregorio  y  Papinlano,  recopilados  en  el  Breviario.  A  la  ley  que 
llama  á  la  sucesión  de  las  mujeres  é  los  nietos  nacidos  de  la  hi- 
ja emancipada ,  añaden  los  intérpretes  que  este  derecho  es  es- 
tensivo  á  los  nietos  nacidos  de  hijo  emancipado  (l) ,  dando  en 
ello  un  testimonio  de  que  la  antigua  diferencia  entre  agnados  y 
cognados  era  en  su  Juicio  vana  y  estéril.  La  ley  que  concedía  al 
patrono  la  herencia  del  liberto,  cuya  condición  padecía  menos- 
cabo y  se  aplicó,  según  la  interpretación ,  únicamente  á  aquellos 
libertos  gue  sufriesen  este  perjuicio  por  culpa  propia ,  esto  es, 
por  ingratitud  (2) :  lo  cual  fué  un  nuevo  y  no  despreciable  favor 
á  la  libertad ,  á  costa  de  los  derechos  de  los  señores. 

Pero  la  conquista  produjo  también  mudanzas  materiales  en 


(1)    L.  ubi  afAarum,  til.  1 ,  lib.  5.  Int. 

(B>   U  Si  quW  dignUatB ,  til.  B9,  Hb.  %•  Inl. 
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el  pab:  con  ella  cambió  la  forma  del  gobieroo,  la  admiDlstrft» 
don  pública,  Ja  orgaolzacioQ  de  los  tribunales,  y  era  preciso 
acomodar  á  estas  variaciones  el  derecho  civil.  Ya  no  habia  pro-. 
cónsules ,  ni  co  ;v cutos  Jurídicos:  las  curias  no  se  conservaron 
sino  coQ  modillcaciones  considerables:  el  senado  no  daba  ja  de« 
cretos:  los  juicios  públicos  hablan  dejado  de  estar  en  práctica,  y 
por  consiguiente  las  leyes  que  hablan  sido  escritas  en  el  supues* 
to  de  existir  todas  estas  instttociones ,  necesitaban  modiflcarseat 
Para  obviar  este  iocon veniente  los  redactores  del  Breviario  su* 
primierou  aquellas  leyes  que  tenían  relación  mas  Inmediata  con 
la  organización  judicial  y  ^administrativa  del  Imperio  romano  ,,y 
así  es  que  desecharon  el  libro  4.<>  de  Gayo  que  trataba  de  las  ac- 
ciones, y  la  mayor  parte  de  las  leyes  del  código.  Teodósiano ,  re- 
Itttivas  al  derecho  público.  Con  el  mismo  objeto  alteraron  en  la 
Interpretación  el  sentido  de  algunas  leyes»  modificaron  otras,  y 
machan  las  explicaron,  prescindiendo  de  las  doctrinas  que  evi- 
dentemente las  hablan  servido  de  fundamento.  Así  es,  que  una 
ley  hecha  para  Gonslantinopla  mandaba  que  los  testamentos  cer« 
rados  se  abriesen  ante  los  oficiales  del  censo ;  pero  corooentiem-» 
po  de  Alaríco  no  existían  ya  semejantes  funcionarios,  los  intér- 
pretes del  Breviario  concedieron  aquella  autoridad  á  la  curia  res- 
pectiva de  cada  pueblo  (i).  Los  Jefes  superiores  del  real  patri« 
mo:  io,  solían  en  aquel  tiempo  proteger  á  los  agentes  del  flsoo 
que  delinquían ;  y  por  eso  á  la  ley  que  mandaba  á  los  Jueces 
castigar  con  graves  penas  á  estos  funcionarios  coando  abusaban 
de  so  autoridad ,  añadieron  los  intérpretes  que  lo  hicieran  así, 
aunque  pretendieran  impedírselo  los  administradores  principa- 
les del  real  patrimonio  (2).  Según  la  antigua  organización  roma* 
pa,  los  gobernadores  de  las  provincias  no  conocían  sino  de  las 
causas  graves,  porque  las  leves  las  sentenciaban  otros  magistra- 
dos inferiores  j  pero  como  estos  hablan  desaparecido  de  la  nue- 
va orgauízaclon  judicial,  dispusieron  los  intérpretes  que  en  las 
causan  menores  entendieran  los  asertares  y  los  defensores  de  las 
ciudades  (3).  Así  se  esplica  también  la  diferencia  que  se  halla 
entre  el  texto  lie  la  ley  que  señala  los  dias  feriados  y  su  inter-^ 


(I)    L.  TestarMnta  wnniwn,  tlt.  4,  Üb.  4.*  InU 
(5t)    Judicei  provinciarum ,  Ut.  1 ,  lib.  %*^  Int. 
(3)    L.  Cautas  piuritni,  tit.  t,  lib.  S.<»  Inl. . 
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pretacioD.  Aquel  ge  hizo  erando  el  imperio  celebraba  las  ka- 
l^bdásáe  enefo^Wantveí salios  deTas  TúndadoDes  de  Roma  y 
CoostantiDopia  j  los  édmpleafiús  de  losemperadoies:  estacaan- 
do,  segUD  Costumbre  iütrbdtchfa  po»  Tos  godo-^ ,  los  reyes  flja- 
fián  cin  arreglo  á  tas  cWcübsbncfas  de  eáda  pruviocia  los  dos 
liases  dé  va^dones,  déstibadbs  a  recoger  la  cosecha,  caando 
Tofi  preéeptos  de  lá  Iglesia  éxfgian  la  santificación  del  domin- 
go y  ¿tras  fiestas,  y  cnando  debtan  celebrarse  asimismo  los  na;* 
fellcios  áJB  Ibs  reyes  y  los  aniversarios  de  la  fandacion  de  la  mo- 
ttiárqni)!.  Por  eso  ésta  interpretación  con^^uerda  menos  que  otras 
¿OB  sa  ley  respecdva ,  y  es  una  de  las  pocas  en  que  se  nota  da* 
rbimátiiente  el^  inflamó  dé  las  ieostombres  germánicas  (f).  Dispo- 
áé  una  ley  del  éódígb  Teodosiáno,  que  el  que  tome  parte  en  las 
depredaciones  de  los  bárbaros  contra  los  rornlmos ,  sea  quemado 
^i?o.  í^ero  cuando  ésta  ley  sé  insertó  en  el  Breviario ,  no  eran 
ya'bs  birbáros  los  qde  se  entregaban  al  pillaje  contra  los  roma- 
nos, ni  éstos  los  que  hácianTéyes  contra  ios  bárbaros:  estos  eran 
rós^  vencédbrés  y  aquellos  los  vencidos;  por  lo  que  tos  intérpre- 
tes tradujeron  la  dicha  ley  en  la  furma' siguiente  «el  que  ayu- 
de á  los  éneiTifigos  éb  sus  devastaciones  será  condenado  á  la  ho- 
guera (1).» 

*  *Pero  como  una  de  las  mayores  dificultades  que  tenia  la  apli- 
cación' del  Herecho  romano ,  era  hacerlo  comprender  á  los  go« 
bernádoi^és  godos,  gente  tuda  en  letras,  y  poco  apropósito  para 
cóm^tedder  una  ciencia  complicada,  Atarico  se  propuso  t&m- 
biéii  yinfípllficarlo  á  fin  de  ponerlo  á  su  alcance.  La  Interpreta- 
cioB  llenaba  cumplidamente  este  objeto ,  y  por  eso  son  frecuen- 
ta en  ella  las  descripciones ,  défitoicioni»  y  esplicactones  de  al- 
^uiíias  palabras  y  firases  del  texto*  Por  e&o  dicen  los  intérpretes 
lo  que  es  adhino ,  pérdei^  el  derecho  de  agnación ,  reconocer  la 
%*ohtHtad  eiel  difunto  ,  ahogados  ihl  fisco ,  asesores  ^  hijos  adopti» 
¥OSj  ealumniattor  ^  cognitor^  fianzas  comisorias^  dolo  maiOj  do* 
nación^  fus  liberoruní,  hijos  uterinos  y  otra  multitud  de  frases  y 
términos  jurídicos.  Pero  es  de  advertir  que  estas  esplicaciones 
tiendcrn  sieñopre  á  un  fin  práctico  y  de  utilidad  inmediietta,  me- 
nos que  á  ostentar  erudición.  Por  eso  se  dice  en  ell¿ts  casi  sicm- 


(I)    L.  Omnet  dÍ9$ ,  Ift.  8,  Hb.  f.«  Int. 
(1)    L.  Si^^hwrharUt  fib.  t.» 
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pre  lo  qoe  es  la  cosa  definida  en  el  tiempo  en  que  m  üeriba 
ó  segon  tí  estado  del  derecho  romaou  >  y  no  ki  que  ftié  tík  épocts 
anteriores  y  con  arreglo  á  leyes  no  con^repdtdas  en  la  liUe^a 
compilación.  Cuo  el  mismo  objeto  declaran  en  oeaffiones  los  iy- 
térpietes  la  doctrina  del  texto  con  ejemplos  y  casos,  como  anee- 
de  en  las  leyes  sobre  la  reistltucion  in  integrUm^  y  solire  los  car- 
gos públicos  que  no  pueden  ejercer  losjslérigo».TodQestoyáan 
mas  era  necesario  para  que  comprendiesen  el  derecho  ronsatelbs 
nuevos  magistrados  encargados- de  aplicarlo. 

Ei  Breviarium ,  á  pesar  de  todo  ñié  una  obra  do  gran  d«ea- 
dencia.  Revela  ciertamente,  segon  se  acaba  de  ver,  un  pensa- 
miento de  progreso  en  la  civilización,  esto  es,  acomodar  el  de- 
recho al  espfrittt  del  cristianismo  y  á  las  necesidades  creadas  por 
él ;  per»  al  mismo  tiempo  descubre  en  sus  autores  Mía  do  oiéa- 
cía  y  de  erndiclon.  Eran  Jurisconsultos  romanos,  y  sin  omfeit- 
go,  mostiaron  á  veces  uoa  ignóiancia  indisculpable  del  devo« 
cho  de  Roma.  Su  obra  es  un  hacinamiento  de  leyes  y  esp^eíts 
de  derecho  redactadas  sin  método  y  sin  mas  sistema  que  el  qile 
llevamos  espue»to  en  los  párrafos  aoteriores.  La  interpretáOllNA 
manifiesta  á  veces  que  sus  autores  no  entendieron  las  leyes  áque 
se  referían.  Podemos  citar  entre  otras  la  que  trata  de  los  oMk- 
pos,  en  la  cual  por  sínodo  diocesano  entienden  los  intérprUés 
presbíteros  diocesanos  (1) ,  la  que  esplicando  la  ley  que  mandftiía 
que  muerto  el  procurador  después  de  contestado  el  pleito,  no  'pá- 
sóran  sus  derechos  al  heredero,  dice  puntualmente  lo  oontl^a- 
rio  (2),  y  algunas  mas  que  no  recordamos  por  no  ser  demasia- 
do prolijos.  '  > 

Veamos  ahora  cuál  ha  sido  la  autoridad  de  este  código. 

Uno  de  ios  primeros  historiadores  de  nuestro  dereché'ha  pre» 
tendida  demostrar  que  el  Rreviaiio  se  hizo  para  que  obligase  igllal- 
meute  á  ios  godos  que  á  los  romanos  (3);  pero  aunque  otras  ra^ 
zones  no  hubiera ,  la  circunstancia  de  ser  una  ley  puramente  ro- 
mana, conveiiéería  de  que  dicho  código  se  formó  para  el  uso 
particular  de  los  españoles  y  de  los  firanceses  sujetos  á  la  domi^ 
ñaeiou  visigoda.  ¿Cómo  era  posible  qoe  Alarieó  pretendiesii  bor- 


(1^   L.  Qui  fuof  é$t ,  itt.  1 ,  \\h.  16.  Int. 

(i)    L.  Si  Me  eotiiéitata,  tít.  IS.  lib.  S.«  Int. 

(3)    Mesa.  Arte  iiiftórico-legsl. 


980.  . '  tb  011BC&O  Moovftao. 

'  car  «B  na  dia  las  tradiciones  de  su  naeloo ,  despojarla  da  tod'^s  sas 
Qostarobres ,  y  abolir  el  código  de  leyeg  que  pocos  años  uotes  le 
habla  dado  su  antecesor?  Tan  ioseijísto  proyecto  habría  sido  im« 
practicable,  así  oonu  lo  fué,  aunqiu*  con  mcnt>^  inútivo ,  el  de 
Enrico  coando  qolso  sujetar  á  los  romauos  á  las  costumbres  y  le- 
yes de  los  gedos.  Si  Alarico  hubiera  deseado  que  rigieran  unas 
mismas  leyes  entre  tod^s  sus  subditos ,  siu  duda  habría  Intro- 
docldo  entre  las  romanas  muchas  de  los  godos,  como  para  tran- 
sigir con  los  españoles  lo  hicieron  sus  sucesores  Chindasvinto  y 
ReeesYinto  cuando  uniformaron  la  legislación. 

Pero  además  de  estas  razones  hay  otros  hechos  que  prueban 
haberse  promulgado  el  Breviario  para  los  subditos  romanos  del 
monarca  godo.  Los  germanos  permitían  a  los  pueblos  vencidos 
el  nso  de  sus  leyes ,  porque  respetaban  la  sabiduría  conttnida  en 
ellas  y  por  consideración  á  los  mismos  emperadores  romanos,  con 
cuyo  consentimiento  se  establecieron  en  muchos  ten  itorios ,  y  en 
España  partieularmentr^;  pues  según  asegura  Jornaodés,  eiicri- 
tor  contemporáneo,  permitió  Honorio  á  los  vi^j^odo;»  posesionarse 
4e  la  Península  y  de  alguoas  provincias  de  Francia,  con  lacondi- 
eiou  de  tributar  á  la  república  romana  los  auxilios  que  eran  de  cos- 
tumbre (!)•  Pero  ai  mismo  tiempo  que  \on  reyes  godos  respeta- 
bim  el  derecho  de  los  pueblos  vencidos ,  conservaban ,  aumenta- 
ban y.  perfeccionaban  su  propia  legislacíün.  No  hay  noticia  aigu* 
.  na4e  que  se  derogasen  las  leyes  de  Eurico;  antes  al  contrario, 
sabemos  por  San  IsUoro  que  subsistían  eu  tiempo  de  Leovigii- 
do>  puesto  que  este  monarca  agregó  á  la  colección  de  ellas  mu- 
chas que  hasta  entonces  no  habían  sido  e^ci  itas. 

Pero  con  la  publicación  del  Breviario  ¿no  quedaron  deroga- 
das estas  leyes?  ¿Las  palabras  del  ctumoaitorio  que  prohiben 
alegar  en  los  tribunales  ningún  código  mas  que  el  Breviario  no 
son  aplicables  también  á  las  leyes  visigodas?  Así  parece  a  pri- 
mera vista ;  pero  no  cuando  se  examitmn  los  documentos  de  la 
época ,  y  se  penetra  en  el  contenido  del  mismo  Breviario,  álari- 
ce  se  proposo  recopilar  y  enmendar  las  leyes  romanas  (constitu- 
Hofies)  y  el  derecho  antiguo  [Responsa  prudenuim)^  según  consta 
del  mismo  conmonitorio,  y  no  las  leyes  góticas:  mandando  en 

(f)    Ut  sus  solatia  RomanaB  Reipoblic»,  nli  usus  fxigeret,  uon  deiie- 
aareat.  Dt  r#6tM  <re(.  c.  31. 
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SU  coDsocoencia  que  Dingaoas  otias  lejes  ó  escrito)  dejuriaeon* 
•ttltos,  no  conteotdos  en  su  recopilacon,  estavieran  en  uso.  Por 
consiguiente,  lo  que  de  aquí  se  iofiere  es  la  abolición  de  Jas  I^ 
jes  romanas  na  recopiladas,  y  de  ninguna  manera  la  de  ias  le* 
yes  góticas,  cuyo  examen  y  corrección  no  se  habla eucomendodo 
á  los  jurisconsultos  redactores  del  Breviario.  Asi  es  que  Alarico 
prohibe  presentar  en  los  tribunales  ningún  otro  libro  de  lejes  ó 
de  derecho  :  ñeque  aliuU.,,,  (librum)  autde  /egíbus  aul  dejare  /t* 
ceat  in  dtsceptaiionem  propon  ere  dice  d  edicto:  y  mas  adelanto 
nuiía  alta  It'x  ñeque  juris  formula.  Para  que  estas  frases  fueran 
aplicables  á  las  leyes  de  Curico,  sería  necesario  en  primer  lugar 
que  estas  compusiesen  un  libro  y  lo  cual  es  imposible;  porque 
aquel  monarca  se  limito  á  escribir  algunas  costumbres  de  sa  na* 
eion  ,  omitiendo  muchas,  según  afirma  San  Isidoro;  y  porque  si 
todo  el  código  de  loá  visigodus  no  formaba  en  el  siglo  VIII 9  des- 
pués que  se  había  enriquecido  con  ias  leyes  romanas  y  las  de 
los  reyes  sucesoifs  de  Eu  ico,  mas  que  un  cuaderno  poco  volu- 
minoso, mal  podia  merecer  el  nombie  de  libro  en  su  forma  pii- 
roitivD.  Necesitábale  en  segundo  lugar,  que  en  los  pocos  per- 
gaminos que  conteudrian  probableinenre  todu  la  legislación  £uii* 
ciana  se  encerraban  algunas  constituciones  imperiales  (leges]  es- 
critos de  jurisconsultos  (jus)  ó  fónnulas  de  derecho;  y  delirio 
sería  imaginar  siquiera  que  en  un  código  bárbaro  pudieran  com- 
prender^'c  e^tos  elementos  especiales  y  esclusivoi^  del  «ierecho  ro- 
mano. Luego  lo  que  del  conmonitorio  se  deduce  es,  que  el 
legislador  quiso  der;^gar  una  parte  de  la  legislación  romana, 
sin  aludir  nunca  para  nada  ni  aun  remotamente  á  las  leyes  gó- 
ticas. 

Esto  es  lo  que  resulta  del  conmonitorio :  veamos  ahora  lo  que 
se  deduce  del  mismo  Breviario.  Dicen  los  intérpretes  en  el  títu- 
lo citado  del  homicidio  voluntarlo  que  ^aunque  la  ley  lomana 
no  contiene  disposición  alguna  sobiC  el  precio  de  los  homici- 
dios^ el  rey  Teodorico  habla  establecido,  etc.  :»y  mas  adelante: 
«al  que  refugiado  en  la  iglesia  se  defendiera  con  armas ,  aplí- 
quédele  lo  establecido  en  la  ley  Teodosiana;  pero  si  el  siervo 
fuese  muerto,  etc....»  Luego  las  leyes  de  Teodorico  estaban  en 
observancia,  y  do  debían  aboliise  por  el  Breviario;  porque  de 
otro  modo  ro  las  hubieran  citado  los  intéipretes  como  derecho 
vigente  que  debía  6U['lir  una  falta  del  romano.  )Por  otra  parte, 
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loi*  escritores  de  la  época  suponen  que  los  godos  dejaban  á  los 
pueblos  vencidos  .el  uso  de  s.^s  leyes ,  y  no  que  se  sometieran  á 
ellas  los  mismos  vencedores:  una  circunstancia  tan  insólita  no 
Dodian  baberta  pasado  en  silencio  los  bistoriadores ,  y  está  en 
contradicción  manifiesta  con  las  palabras  de  San  Isidoro  que 
suponen  vigeptes  en  tiempo  de  Leovigildo  las  leyes  dadas  por 
j^urico.  ' 

¿Pero  quién  era  este  Teodorico  autor  de  la  ley  citada  por 
los  iptérpreies?  No  pudo  ser  Teodorico  bijo  de  Clodoveo  porque 
ño  se  cuenta  de  él  que  hiciera  leyes ;  tampoco  Teodorico  I  rey 
de  los  visigodos,  porque  no  fué  legislador.  El  único  Teodorico 
de  quien  se  sabe  que  hizo  leyes  fué  el  rey  de  los  ostrogodos,  y  ese 
nunca  dominó  á  tos  francos^  y  aunque  gobernó  en  Espaúa  do- 
rante la  menor  edad  de  su  nieto  A  malárico,  fué  sin  salir  nunca 
de  Italia ,  y  algunos  anos  después  de  haberse  escrito  el  Breviario. 
Es  de  presumir  que  las  palabras  «nuestro  señor  Teodorico  rey 
de  los  francos»  hayan  sido  intercaladas  por  algún  copiante  del 
Breviario;  ya  que  no  se  suponga  tomado  todo  el  texto  de  la  ley 
borgoñona  ó  del  Papiano.  En  efecto,  solamente  en  |a  edición 
del  Breviario  hecha  por  Sicardo ,  se  encuentra  aquella  frase.  En 
todas  las  demás,  y  en  los  varios  textos  del  Papiano  y  la  ie}^  de 
los  borgoñones,  donde  según  hemos  dicho,  está  copiada  exac- 
tamente toda  la  interpretación,  no  se  hallan  sin  embargo  serne- 
Jantes  palabras.  Pero  siempre  sería  digno  de  saberse  de  qué  fuen- 
te sacaron  bs  intérpretes  la  ley  de  que  tratamos.  Sidonio  Apoli- 
nar, obispo  francés  contemporáneo,  esciibiendo  contra  Serénate 
prefecto  de  las  Galiasi  decia  de  éi  que  «•  favorecía  á  los  godo»  é 
insultaba  á  los  romanos....  infringiendo  las  leyes  Teodpsianas 
y  anteponiendo  4  ellas  las  TcodoHcianasn  (i).  Gomo  Sereoato 
gobernaba  en  un  pais  en  que  no  regia  el  edicto  de  Teodorico,  no 
pudo  acosarle  Apolinar  de  anteponerlo  algunas  veces  a  las  le- 
yes romanas :  y  como  TeoJorico  I  no  fué  legislador ,  según  el 
testimonio  de  San  Isidoro,  tampoco  pudo  hablar  de  sus  leyes  el 
santo  obispo.  Pero  Eurico  había  mandado  escribir  las  leyes  góti- 
qa^x  se^un  hemos  dicho,  las  coales  estaban  en  uso  en  la  Juris- 
dicción de  Serenata  cuando  escribía  Sidonio :  ¿  no  es  pues  pro- 

(1>    ^ii^ltaQs  Gojtbís.  insultaos  Rooianip....  I^et  Theodotlinas  ci^lcanfi 
Theodoricitnaiqiic  proponeos  (epist.  11,  f.; 
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bable  qoe  aludiese  aquel  obispo  á  estas  leyest  y  st  las  que  re-; 
glao  en  coiitraposicioD  del  código  Teodosíaoo  eran  las  dc^^Surf- 
eo  ¿DO  es  también  de  creer  que  fuese  de  este  moiiarcá  hi  de 
que  vaimos  tratando?  ba  fuerza  también  á  estasupostcfotila  cir- 
cunstancia de  que'Burico  se  llamó  también  Teodorico  como  prue- 
ba Savaron  en  sos  notas  á  Sidonio ,  y  que  tomó  el  primero  dé 
estoi  nombres  para  significar  que  habla  sido  legislador,  porque' 
ieguo  Grocfo  (f)  la  palabra  gérmárlca  EsHtrix  é  ÉtvaHcch  i 
JÍvarieusse  compone  dé  ewá  gue  quiere  decir  iejr  'j  rix  ó  HceA 
que  significa  eminente  ó  poderoso.  Savi^ny  espllcañdo  este  pá- 
sage  dice  lo  si^o!ente.  «Áauí  las  palabras  léges  Teodoridance 
aluden  con  Íoda  evidencia  al  derecho ' gótico  inápuesto  á  los'  ro- 
anano».  En  vei  de  aplicarse  esta  espresion  á  un'réy  ó  á  un  có- 
digo particular,  comprende  géoératmeote  á  todos  los  reyes  visi- 
godos,  muchos  de  los,  cuales  én  esta  época  se  llamaron  Teodo- 
rico. Además ,  e^^tas  palabras  no  deben  considerarse  como  üná 
Jéeueion  usual,  slínó  como  ón  antítesis  pueril  sobre  las  leges  Theo» 
€Íasian€t.9  Por  la  misma  razón  ño  sería  extraño  aue  ios  que  In- 
trodujeron en  el  texto  del  Breviario  la  frase' en  cuestión,  para 
aludir  al  derecho  gótico  ya  establecido,  citaran  una  ley  de  Teo- 
dorico ó  de  Eurico. 

Queda  la  segunda  dificultad,  á  saber,  <}ue  el  Teodo<íco  que 
citan  los  intérpretes ,  era  rey  de  los  francos ,  y  estos  no  habián 
tenido  entonces  ningún  monarca  legislador  que  se  llamara  así. 
Fiaro  está  circunstancia  confirma  nuestra  opinión.  Eurico,  aun- 
que no  era  franco,  sujetó  al  pueblo  que  llevaba  este  nombre ,  do- 
mihó  sobre  una  parte  considerable  de  él «  y  reinó  en  todo  el  me- 
diodía def  rai^cjfií.  ^9  cQi[^^ecuen9Jia  de  ^tp  fyi  r^y  4<^  los  yi- 
ligpdos  y  4^9  los  frap<^  4  quieno^  venció;  ¿qué  tieáa  de  «iLtra*- 
ño  que  ios  intérpretes  expresasen  estas  dos  circunstancias  por 
aquellas  palabras  Theodorícusi,,,  dominas  noster  fes  decir,  se- 
ior  de  los  VÍ9Ígo4os]  ^  el  rex  Francorum^  (esto  e^»,  ^euor  del  pue« 
b(9  fraq^4'q^i¿n  i;^bi^  anjeado  V>P  las  arma^Ü)  ^  ^mm9r 
^f^  bfiy  &iqrik  4a  Ias  (raucos  >  á  quien  puede  convenir  en  cier* 
to  OMdo  este  último  título,  es  Eürico:  luego  ó  «1  pasaje  citado 
alude  á  él ,  ó  es  menester  suponer  q^ue  los  jjuriscQnsiiltós  redac- 
tores del  Breviario  ignoraban  que  |ós  fr^ijcQi^  ^(^  l)if|ljiiV^  ^^^^1)1 

(\)    Hisi.  Gvih. 
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niogQQ  moDarca  legislador  llamado  Teodorico,  lo  cof  I  do  püeJe 
imaginarse  por  absurdo. 

Bástanos  tratar  ahora  de  |os  diferentes  textos  del  Breviario 
que  han  llegado  hasta  nosotros  (1).  Los  hay  de  diferentes  espe- 
cies: unos  son  compo^icioaes  cottiramente  nuevas,  formadas  so- 
bre la  base  de  aquel  código  en  forma  de  compendios  ó  simples 
extractos,  otros  reproducen  el  Breviario  textualmente,  y  otros 
omiten  una  parte  de  él.  De  la  primera  clase  Savigoy  cita  los  si- 
guientes: \n^  Summas  legum^  cuaderno  impreso  en  París  en  1517, 
que  es  ua  simple  compendio  de  las  interpretaciones,  entre  las, 
cuales  se  mezcla  y  confunde  á  veces  el  texto  de  las  sentenciáis 
de  Paulo  y  alterando  en  alguna  ocasión  su  sentido.  Suprime  las 
inscripciones  y  suscripciones  de  las  leyes  y  el  fragmento  de  Pa- 
piniano,  así  como  todos  los  pasages  relativos  al  derecho  políti- 
co y  administrativo ,  lo  cual  prueba  haberse  escrito  la  obra  en 
un  país  y  tiempo  en  quj  habia  desaparecido  la  constitución  ro- 
niaoo-gótlca.  Ea  una  ocasión  inserta  un  texto  de  Ju^tiniano  en 
lugar  de  otro  del  código  Gregoriano  (2):  2.^  £1  extracto  de  un 
manuscrito  de  Wolfenbutei  diferente  del  anterior,  reducido  tam- 
bién á  las  interpretaciones  (3) :  3."  Otro  extracto  de!  mismo  gé- 
nero hecho  en  el  siglo  XVI  por  un  monge,  de  orden  de  su  abad, 
y  precedido  de  un  prefacio  (4):  4.'^  Ei  Breviario  lombardo,  com- 
]}uestoá  fin  del  siglo  IX  ó  principios  dd  X,  que  es  una  especie  de 
refundición  del  Breviario  de  Alarico,  así  del  texto  como  do  la 
interpretación,  y  contiene  el  derecho  publico  y  privado  de  los 
romanos  bajo  la  dominación  de  los  lombardos,  esto  es,  con  mo- 
dificaciones considerabicst  (5):  5.  "Extracto  inédito  i-scritoeu  In- 

(I)  En  esta  parte  reproducimos  exactamente  las  noticias  publicada!*  bace 
pocos  años  por  Sflvi^ny,  que  es  sin  duda  el  autor  que  las  ba  tenido  mas  copio- 
sas sobre  el  Breviario.  Historia  del  derecho  romano  en  la  edad  media,  h  i.^ 

[%)  Es  un  lomo  en  folio  impreso  en  Ambcrea,  ululado  así :  «Summft  siv(i 
argumenta  legum  diversorum  imperalorum,  fx  corpore  Divi  Theodosii ,  No- 
yellis Divi  Vateotiniani ,  Augus.  Marliani ,  Mayorianl ,  Severi,  prstprea Ca- 
i\  et  Julil  Pauli  Sententüj,  etc.»  Su  editor  fué  Pedro  JE%M\o,  Se  conser- 
van en  las  bibliotecas  extranjeras  una  mulliluil  de  manuscritos  de  esta  obra. 

(3)  Asi  empieza  este  estrado  «I.  Legca  síne  die  el  consolé  non  valere. 
II.  Leges  ignorare  nulli  permlssum ,  etc. 

(4)  Este  prefacio  ba  sido  publicado  por  Godofredo  en  sus  Prologómeoos 
al  código  Teodosiaoo ,  t.  I .«  p.  S2i. 

(h)  Se  halla  Impreso  con  el  título  de  Lex  romana  en  la  colección  de  las 
leyes  bárbaras  derianciani. 
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glaterra  por  Guillermo  de  Malmegiburi  en  1143.  Es  un  compen- 
dio del  derecho  romano^  sacado  en  parte  del  Breviario  y  eo  par- 
le  def  código  Teodosiano  original.  Contiene  mas  novelas  que  el 
Breviario  y  los  escritos  de  Paulo  y  Gayo  sin  alteraciones ,  fal- 
tándole los  demás  fragmentos  que  se  hallan  en  la  obra  -de  Ala- 
rico  (1). 

De  los  textos  mutilados  asegura  el  alemán  Hanel  haber  vis* 
to  hasta  veinte  y  seis  en  manuscrito,  y  entre  ellos  veinte  y  uno 
abreviados  sistemátfcamen|6 ,  y  cinco  de  una  manera  arbitraria. 
Las  abreviaciones  sistemáticas  consisten  en  suprimir  el  texto  de 
las  leye<  y  novelas  que  no  llenen  comeiiMrio,  conservando  úni- 
camente la  inscripción  y  h  suscripción  de  dichas  le} es,  su  co- 
mentario, el  texto  de  aquellas  leyes  que  carecen  de  interpreta- 
ción ,  y  los  escritos  de  Gayo  y  Paulo  con  una  exactitud  escru- 
pulosa. Hállanse  ademas  diferentes  fragmentos  del  Breviario  en 
varias  ediciones  del  código  Tcodosiano  (2). 

El  mismo  Hanel  dice  haber  visto  hasta  diez  y  nueve  códi- 
ces maooscritos  del  Breviario  complcfo;  pero  la  única  edición 
separada  y  completa  que  existe  de  este  libro,  es  la  que  hizo  Si- 
cardo  en  1528,  bajo  el  título  de  Coflicis  Theodosiani  libri  XFI 
quibus  sunt  ipsorum  Principum  auctoritate  adjectas  Novelice ^^.^  y 
aquí  siguen  los  nombres  de  ios  diversos  fragmentos  que  compo- 
nen el  código. 

Hé  aquí  todas  las  noticias  que  podemos  dar  de  la  primera 
colección  de  leyes  hecha  pnra  R^^pañaque  ha  llegado  hasta  nos- 
otros. Rila  ha  sido,  com^  verem  )S  mas  a  le  ante,  ia  base  principal 
de  nuestra  legislación  desde  el  siglo  V  ha<»ta  la  promulgación  de 


(I)  En  este  manuscrUo  hay  una  ñola  á  manera  de  preracio  ,  que  Iradu* 
eida  del  latín  dice  asi :  «Hemos  procurado  no  omitir  nada  de  lo  que  henioa 
iMlfado  de  los  príncipes  de  Italia  y  Roma.  Es  conveniente  añadir  las  leyes 
de  ios  romanes,  pero  no  las  que  hizo  Justioiano »  {«orque  este  siria  un  tra- 
li«jo  inmenso,  sino  las  que  recopiló  Teodosio  el  menor. »  Sigue  la  enumera- 
•ctoii  de  las  Novelas  y  continua  «pero  como  hay  algunas  mas  oscuras  rn  las 
leyes  de  los  emperadores,  liemos  añadido  para  su  iotrligcncia  los  libros  de 
las  Instituías  de  Gayo  y  los  de  Paulo,  jurisconsultos.; 

iS)  Cod.Theod.  por  Tilius.'-Parfs.  1550.— Ood.  Theod.  por  Guytcio,  Ini 
ediciones  de  1566,  1586  y  I59J,  en  León.— Cod.  Theod.  1586,  Ptris.— La* 
dos  edicioDes  del  cod.  Theod.  de  Godofredo,  la  última  anotada  por  Ritter.— > 
Jusrrrile  Antejustlnianum ,  BeroUni ,  1815. 


^ 
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las.Paftlda«.  El  derecho  romano  de  Jastinfaoo  poede  declru  aoe 
no  fu/ó  eQnocid9  ea  E»pa&a  hasta  el  siglo  Xltid  XlYf  pero  ea 
eamhio  el  derecho  roraano.  seatku  existía  en  tiempo  de  Teodosio, 
ftjefció  un  influjo  poderosísimo  sobre  todos  los  progresos  7  mu- 
dansas  que  han  experimentado  nuestras  leyes. 
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CnfESTIOMfES  BE  GOMPISTBinSIA  JBJNTJUB    aJL 
ABMnrisvBAOzoir  ir  la  áutoílidáb  jvDUÚLftki. 


k. 


^£tftf  cuestiones  que  se  suscitan  sobre  el  uso  que  hace  un  particular 
de  sus  bienes ,  con  perjuicio  de  los  aprovechamientos  comunes 
de  los  pueblos  y  corresponden  ri  la  jurisdicción  administrativa  ó 
á  la  ordinaria?  (Consulta  del  cansejo  real  de  30  de  enero  de  1 847). 


dsGc.x  el  artículo  6.<» ,  párrafo  1  .^  de  la  ley  de  organÍka«f 
clon  y  atribuciones  de  los  consejos  provinciales ^  correspoüde  á  ! 

estas  corporaciones  conocer  de  los  litigios  que  se  susciten ,  relar 
tlvos  al  uso  y  distribución  de  los  bienes  y  a|[>rovechamieDt08  pro- 
vinciales y  comunales.  De  aquí  se  infiere  necesariamente  que 
las  cuestiones  que  se  originen  sobre  el  uso  que  se  haga 
de  dichos  bienes  ó  aprovechamientos  son  de  la  Jorísdiceién  del 
consejo  provincial.  ¿  Pero  sucede  lo  mismo  cuando  la  cuestión  no 
versa  diréCliihienté  sobre  tales  puntos,  y  sí  de  una  manera  in- 
directa como  sucedería  cuando  ^e  tratase  del  perjuicio  ocasio- 
nado á  los  aprovechamientos  de  un  pueblo,  por  razón  del  oso 
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que  hiciera  un  vecioo  de  sti  propiedad  ?  También  en  este  caso 
corresponde  el  conocimiento  del  negocio  vi  consejo  provincial, 
según  lo  ha  decidido  el  consejo  real  en  nn  caso  reciente. 

D.  Matías  Gual ,  doeño  del  monte  de  Guberes ,  por  haberlo 
rematado  como  de  bienes  nacionales,  dispuso  uoa  corta  de  ma- 
dera luego  que  tomó  posesión.  El  alcalde  de  E^pluga  y  Soldoga, 
fundado  en  que  estos  pueblos  tenian  el  derecho  de  artigar ,  pas- 
tar jr  cortar  madera  para  su  uso  áe\  espresado  monte,  mandó 
ante  dos  testigos  la  suspensión  de  trabajos  á  los  operarios  de 
Gual.  Reclamada  por  el  mismo  esta  providencia  ante  el  juez  de 
Sort,  la  revocó  este  oponiéndose  al  cumplimiento  del  despacho 
librado  en  consecuencia  por  el  dicho  alcalde,  considerando  in- 
competente al  Juez.  En  este  estado,  instruido  espedienle  en  la 
intendencia  de  la  provincia,  se  declaró  en  él  que  Gual  debía  res- 
petar los  derechos  reservados  en  la  escritura  á  algunos  pueblos, 
y  en  especial  los  de  pastar  y  cortar  madera  en  favor  de  Soldu- 
g^  y  Espluga.  Desestimada  por  el  Juez  la  inhibición  propuesta 
por  el  jefe  político ,  resultó  la  competencia. 

El  consejo  real  la  decidió  en  favor  de  la  administración,  fun- 
dándose: 1.®  en  que  el  art.  6.0,  párrafo  1.0  de  la  ley  orgánica 
de  los  consejos  provinciales,  citado  arriba,  es  aplicable  al  caso 
4e  que  se  trata:  2.»  en  que  lo  que  menoscaba  un  aprovecha- 
miento comunal ,  perjudica  á  su  uso;  y  por  Ib  mismo  la  cuestión 
á  que  esto  da  lugar,  es  de  las  relativas  al  uso  de  los  aprovecha- 
mientos de  los  pueblos  de  que  habla  dicho  artículo :  3.*  en  que 
la' cuestión  que  se  ventilaba  era  de  esta  clase,  puesto  que  no  se 
trataba  de  la  existencia  de  la  propiedad  ni  del  derecho  respec- 
tivo del  comprador  del  monte  de  Guberes  y  de  los  vecinos  de 
fispluga  y  Solduga ,  sino  de  si  el  uso  que  aquel  hacia  de  la  pro- 
jHiedad  que  estos  no  le  disputaban ,  perjudicaba  ó  no  el  uso  del 
aprovechamiento  que ,  según  la  declaración  de  la  intendencia,  se 
lea  reservó  en  la  escritura  de  enagenacion  de  dicho  monte. 

'.   Por  consiguiente ,  toda  cuestión  que  directa  ó  indirectamen- 
te afecte  al  uso  de  los  aprovechamientos  comunales ,  es  de  la 

competencia  de  la  jurisdicción  administrativa. 

{S0  contínuaní). 
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O  llega  ana  ciencia  al  estado  de  madurez  y  perfección  que  ne- 
cesita para  ser  universalmente  reconocida  por  tai ,  mientras  que 
sus  verdades  fundamentales  no  pueden  encerrarse  en  fórmulas  sen- 
cillas^ aplicables  á  los  hechos  particulares  y  al  alcance  de  todas 
las  inteligencias.  Los  peritos  en  el  derecho  administrativo  han 
intentado  muchas  veces  establecer  principios  que  sirvan  de  base 
general  y  definitiva  á  la  competencia;  mas  á  pesar  del  mérito  de 
sus  esfuerzos  y  de  la  impoi  tanda  de  los  servicios  que  con  ello 
han  hecho  á  la  ciencia,  todavía  nos  parece  que  no  handado];K>r 
resultado  los  elementos  exactos  de  una  fórmula  verdaderamente 
cientffica. 

En  este  supuesto  nos  atrevemos  á  ofrecer  al  público  el  resu- 
men de  nuestras  meditaciones  sobre  una  materia  tan  diflcil ,  sin 
perder  nunca  de  vista  la  teoría  y  sus  aplicaciones;  y  si  no  he- 
mos hallado  la  fórmula  definitiva  que  todos  buscan,  tal  vez 
habremos  ofrecido  algún  medio  para  llegar  á  ella. 

La  jurisdicción  administrativa  se  funda:  I.®  en  la  separación 
constitucional  entre  la  autoridad  judicial  y  la  autoridad  admi- 
nistrativa: 2.®  en  la  naturaleza  propia  y  suigenerís  de  lo  conten- 
cioso-ad  ministrati  vo. 

La  jurisdicción  es  el  derecho  de  juzgar:  lo  contendaso-admi* 
nistratíxH)  es  la  materia  que  debe  juzgarse :  la  competencia  ad» 
minlstrativa  es  la  aplicación  del  derecho  de  juzgar,  encerrado 
dentro  de  sus  verdaderos  límites. 
'    Teme  n*  S7 


00  0t0ff^por<l^^  competencia  y  con- 

•  ^^    J^'^^iÜ-'^^'^^^  ^^  **'  condiciones  elemen- 

^^^fX^^'''^'  ^  "^^^  consiguiente  las 
^^^^c/^^aoírse^^  cada  negocio,  para  que 
^^^^  T^  ^^pf^  ^'  ^  hagan  puedan  seguir  la  vía 

^  '^«í  ^^»^  especial  ó  un  hecho  particular  de  la 

^MU^^^'^iAiDñcion  contra  este  acto  se  Ainde  en  un  de^ 

^0  ^^^  ¿|.|«  le^tomaeioii  $e  refiera  á  id  interés  del  orden 

^^'gnLL.^^Frimera  condición :  ^irtf  Aa/a  i/n  acto  «j/'e'i 
^^lA  un  htcko  partícular  de  lu  administración. 

fio  iodos  los  actos  de  la  administración  pueden  ofrecer  ma* 
yg^l^  paf«  lo  contencioso  y  aini»  que  es  preciso  hacer  la  siguiente 
^stinfiipn  tojmada  de  las  atribuciones  administrativas  y  de  la  na- 
turaleza de  las  cosas.  Hi^  aci,os  que  emanan  de  la  administra- 
eion  en  virtud  de  su  derecho  ;general  y  constitucional  á  proveer 
las  dibrenleB  necesidAdes  de  la  sociedad ,  de  la  policía  y  de  los 
difereotts  ramos  de  la  organización  administrativa.  Estos  actos 
podrían  Uamarjie  de  mero  imperio.  Hay  otros  que  proceden  de 
una  potestad  arbitraria  y  facultativa  confiada  á  la  administra- 
ción en  favor  del  interés  colectivo  de  La  agricultura^  la  industria 
y  el  comeroio.  Nace  esta. potestad  del  deber  general  que  tiene 
la  ariminlstraeion  de  vigilar  y  proteger  á  los  administrados.  As( 
los  aotos  que  proceden  del  mero  imperio  como  de  la  potestad  ar- 
bitraria y  facultativa  no  caen  bajo  la  jurisdicción  contenciosa. 
Si  hubiéramos  de  «spresar  este  principio  por  una  fórmula,  di- 
riamos:  ea  quce  sunt  MBaí  ihpzrii  ce/  facultátis  non  sunt^v^ 

HUOICnOHlS. 

Por  esta  razón  no  pueden  ser  objeto  de  la  vía  contenciosa: 
1.^  los  tratados  del  gobierno  con  las  potencias  extranjeras  y  las 
cnestionei  relativas á  las  convenciones  diplomáticas:  3.®  los  de- 
cfotoi.,  ¿vdenes  y  reglamentos  que  prescriben  medidas  de  admi- 
nistración pública,  de  policía  y  de  organización  ó  división  ad- 


mioistratlva:  3.*^  los  reglamentos  concernientes  á  los  intereses 
a»IeetiY«»  de  la  agriealtAra ,  la  iodastria  y  d  coonercio ,  tales  por 
ejemplo ,  como  los  qoe 9(9  reflara^  al  us»  de  las  aguas ,  ate. :  4.f»  )os 
actos  correspondientes  á  la  potestad  arbitraria  de  la  adpaini^tra- 
cion ,  qujB  puede  menoscabar  intereses  sin  perjudicar  los  derechos 
adquiridos  j  como  las  concesiones  para  establecer  ciertas  fábricas, 
y  otras* 

Sjbccion  sseuifDA. — Segunda  condición:  'que  las  reclamptcíones 
se  /anden  en  un  derecho  adquirido. 

No  todo  el  que  se  considera  perjudicado  en  sus  intereses  por 
no  acto  de  la  administración  puede  reclamar  contra  él  por  la  Tía 
contenciosa;  pues  es  indispensable  que  además  pueda  apocarse 
ep  un  derecho  adquirido,  ó  que  se  pueda  convertir  en  derecho 
formal  y  positivo.  Entonces  la  sentencia,  as(  en  materia  admi^ 

Ílstrativa  como  en  |a  civil,  es  declarativa,  y  tiene  por  base  un 
echo  y  un  derecho :  el  hecho  es  el  acto  de  la  admíDistracion  ^ 
de  su  agente :  el  derecho  es  la  causa  legal  y  preexistente  qpe  re^ 
clama  contra  el  procedimiento  de  la  administración.  £1  derecho 
del  ciudadano  es  pues  correlativo  con  una  obligación  especial  de 
la  admlaistracion. 

^,  Deben  entenderse  jpor  der^hos  adquiridos  los  derechos  ,cier- 
tos  y  de  índole  en  la  actualidad  ir/evocable  que  nacen  de  una 
ley  administrativa^  de  un  decreta  vigente,  de  un  contrato  ad^ 
ministrativo  ó  de  ^na  ley  civil. 

Pero  no  siempre  que  la  reclamación  se  fonda  en  un  derecho 
violado,  ^s  necesariamente  la  base  de  un  litigio  administrativo. 
Si  por  ejemplo,  el  derecho  en  cuyo  nombre  se  reclama  es  el  de 
propiedad^  y  ha  sido  violado  directamente  y  está  fuera  de  las 
atribuciones  legales  de  la  administración,  no  es  de  la  competen- 
1c1a  de  la  autoridad  adn^nistrativa  sino  de  1^  civil.  Es  indispon* 
sable  por  lo  tanto ,  no  solamente  que  se  funde  la  acción  sobi^ 
un  derecho  ^d^Qhr^dp ;  sino  que  ademj^  se  redera  á  un  interés 
del  orden  administrativo. 
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Siocioiv  TKKCEtik,^^  Tercera  condición :  que  la  reclamación  se  re* 
fiera  á  un  interés  del  orden  administrativo» 

Al  establecer  esta  condición  hemos  tenido  en  cuenta  las  di- 
versas clases  de  intereses  qoe  entran  en  la  esfera  de  la  jurisdlo- 
don  administrativa. 

Es  nn  principio  general  á  toda  organización  judicial  qae  la 
competencia  se  determjna  por  la  naturaleza  de  los  intereses  sobra 
los  cuales  se  debe  decidir;  y  sobre  este  principio  descansa  tam- 
bién la  competencia  de  la  jurisdiccinn  administrativa.  Los  inte- 
reses en  su  relación  posible  con  la  administración ,  son  de  mu- 
chas clases ;  pero  se  pueden  distribuir  en  las  seis  siguientes: 

1.0    Intereses  nacidos  de  las  circunstancias  políticas  de  la  re- 
volución. 

2.^    Intereses  de  naturaleza  administrativa  ó  de  orden  pura- 
mente administrativo. 

8."    Intereses  de  arden  real  6  concernientes  á  la  propiedad» 
los  derechos  reales  y  la  posesión. 

4.^    Intereses  relativos  al  disfrute  de  pensiones >  rentas  ú  otfOf 
aprovechamientos. 

5.^    Intereses  mistos. 

$*®  Intereses  de  orden  constitucional,  penal  y  civil. 
Las  dos  primeras  clases  de  intereses  forman  generalmente  lo 
contencioso-administrativo.  Las  demás  pertenecen  á  la  jurisdic- 
ción de  los  tribunales  civiles  con  algunas  escepciones,  así  como  las 
materias  de  orden  constitucional  y  penal.  Los  negocios  admi* 
nistrativos  concernientes  á  alguna  de  dichas  últimas  claseSi 
se  sujetan  á  las  reglas  generales  y  constitutivas  de  lo  conten- 
cioso. 

Determinemos  ahora  el  objeto  de  las  diferentes  clases  de  in- 
tereses para  decir  luego  por  qué  y  cómo  abrazan  las  dos  piime- 
ras  la  generalidad  de  lo  contencioso-administrativo. 

1.   Db  las  DIFEBSIITES  CLÁSBS  DB  IRTEBBSES. 

Pbikbba  clasb.— //?ie/vj¿x  nacidos  de  las  circunstancias  poliii'- 
cas  de  la  revolución» 

Esta  primera  clase  comprende  las  cuestiones  concernientes  á 
los  bienes  nacionales,  como  las  que  se  refieren:  i.^  al  cumplí* 
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miento  dé  las  cargas  que  pesan  sobre  ellos:  2.®  á.  las  reclama- 
doDes  acerca  de  su  propiedad  y  posesión :  3.®  la  naturaleza  j 
eirconstancias  de  dichos  bienes:  4.o  su  cabida  y  límites,  y  á 
todo  lo  que  pueda  afectar  el  derecho  que  el  Estado  tiene,  sobre 
ellos  antes  de  su  adjudicación  á  los  particulares. 

De  todas  estas  cuestiones  conocen  los  intendentes  como  sub- 
delegados de  rentas  con  apelación  á  las  audiencias ;  aunque  se- 
gún los  buenos  principios  deberían  conocer  los  consejos  provin- 
ciales. Pero  el  atribuirse  este  conocimiento  á  la  administración 
especial,  escluyendo  á  los  Juzgados  ordinarios,  procede  del  in- 
terés político  y  nacional  que  exige  que  la  administración  cubra 
con  su  acción  protectora  los  vicios  de  que  tal  vez  pueden  ado- 
lecer las  adquisiciones  hechas  por  el  Estado  en  medio  de  las  tur- 
bulencias políticas.  La  severidad  de  la  Justicia  ordinaria  no  se- 
ría conveniente  en  muchas  ocasiones  en  que  apareciera  un  con- 
flicto entre  el  interés  privado  y  el  interés  público.  Así  es  que 
desde  el  momento  ei  que  el  Estado  pueda  no  tener  interés  es 
esta  especie  de  litigios ,  porque  no  afecten  á  sus  rentas  ni  al  do- 
minio público,  cesan  las  atribuciones  de  la  administración  y 
comienzan  las  de  los  Juzgados  ordinarios. 

Segunda  clasb. — Intereses  de  naturaleza  administrativa  ó  de  dr- 
den  puramente  administrativo. 

Esta  segunda  clase  comprende  un  gran  número  de  objetos  y 
(le  cuestiones,  y  constituye  propiamente  hablando,  lo  contencio* 
so-administrativo,  A  ella  corresponden; 

1.^  Las  cuestiones  concernientes  á  los  bienes  del  dominio 
público,  y  por  consiguiente  todo  lo  que  tiene  relación  con  la 
construcción ,  conservación  y  reparación  de  los  caminos  públicos: 
lo  qoe  interesa  á  la  navegación  interior  ó  á  las  comunicaciones 
por  rios  y  canales  navegables  y  flotables  :  las  cuestiones  relati- 
vas á  las  servidumbres  de  utilidad  pública  como  la  de  paso  por 
ciertas  heredades,  las  alineaciones  de  calles  y  caminos,  la  ocu- 
pación temporal  de  algún  terreno,  y  la  estraccion  de  materiales 
para  la  construcción  y  reparación  de  caminos  ó  canales:  los  da- 
nos y  perjuicios  causados  por  el  hecho  personal  de  los  empresa- 
rios de  obras  públicas :  las  obras  de  utilidad  pública  para  me- 
jorar los  rios  y  canales  en  cuanto  al  peijuicio  que  pueden  su- 


tttí  p&r  kUñé  las  ohrhi  (;otostrüidai  ett  ííúé  orltlaé :  la  prohibición 
io  ¿dnstrulr  én  los  terrenos  militares ,  y  los  comprendidos  den- 
tro da  las  Iftaeas  de  defensa,  y  en  general  todas  las  cuestiones  qoe 
ion  Ae  lá  Coiüpeteticia  dé  los  consejos  provinciales. 
,  2.®  Las  cuestiones  relativas  ál  benefició  dé  las  minas;  pues 
iiütíqoe  tddaVía  subsiste  para  ellas  una  Jiirisdiccfóii  especial^  es- 
tá Jdzgá  admlnl^ratiVAtneñté  y  i»in  sujetarse  á  las  reglas  del  pro- 
cédíihláíitó  c¿nion. 

3.®  Lái  c6ntésIác1obes  Sobre  la  dlsecadion  de  pantanos  en- 
Oré  los  prdplieítftriós  y  lós  enipresarlos  de  las  obras  sobre  el  cum- 
t»1IrñleAto  dé  laS  condiciones  de  la  concesión  ^  las  indemnizado* 
iies  debidas  á  Tos  perjudicados  por  dichas  obras  y  sobre  otros 
pontos  áttálogos  á  estos. 

4«^  La  tnlerpiretacion  de  los  acios  admímstraih'oí  alegados  en 
úh  likigib  dé  qaé  éonoce  otra  jurisdicción ,  Cuando  Sé  suscitan  do- 
ÁÁk  graves  Sobre  hn  Inteligencia.  Es  del  interés  de  la  buena  ad* 
liiiñfstr'ácion  que  se  ápHquéñ  stís  ftctoó ,  Según  el  í^nsamiento 

2'"ue  los  há  dictado;  y  asi  es  que  tratándose  de  los  actos  de  la  ad- 
linlstracion  inferior,  debería  interpretarlos  el  consejo  provin- 
cial que  los  ordenara ,  y  tratándose  dé  actos  de  la  admíbistra- 
clon  superior»  como  resoluciones  del  gobierno,  correspondería 
sii  interpretación  al  consejo  real. 

5.^  Las  cuestiones  relativas  á  las  concesiones  hechas  á  título 
oneroso  ó  lucratiyo  en  favor  de  las  provincias ,  los  pueblos  ó  los 
'estal)tecimientos  públicos.  Así  és,  que  cuando  se  suscitan  con- 
troversias entré  el  Estado  y  las  provincias  ó  pueblos  concesiona- 
rios, coi|  motivo  de  la  aplicación  del  decreto  d  real  órdén  que 
ijontiéne  la  concesión ,  el  consejo  real  debería  decidirlas. 

6,^  Los  pleitos  que  se  suscitan  con  motivo  de  los  graváme- 
nes que  pesan  sobre  ciertos  bienes  del  dominio  público  á  favor 
dé  Otros  servicios  administrativos.  Proviniendo  estas  obligacio- 
nes de  resoluciones  del  gobierno,  corresponde  al  consejo  real  co- 
nocer sobre  ¿fias,  siempre  que  S.  M.  lo  acuerde  así  previamen- 
te con  arregló  al  párrafo  2.^ ,  art.  l.o  del  reglamento  de  dicho 
consejo. 

7.^  Las  reclamaciones  de  pehsiones  y  créditos  debidos  por 
el  Estado  y  sobre  la  liquidación  de  lá  deuda  pública.  No  puede 
gravarse  et  tesorb,  sino  por  un  acto  administrativo,  y  en  las 
cuestiones  dé  ()ue  trátai^oa  corresponde  este  áctd  á  la  Jutíádis- 
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clon  del  tfinistro  de  Bacienda  qm  es  tsmkfeft  a^mlnlftfathra. 

8.^  Las  caestfODes  sobre  eontablMad  púbHea,  ya  sea  del 
Estado,  de  las  provincias,  de  los  pueblos  ó  de  los  estábteelmfett- 
tos  públicos.  Estas  caestioDcs  corresponden  por  lo  generirl  al  ti4« 
,  bunal  mayor  de  cuentas ;  pero  especialmente  y  en  primera  Ins- 
tancla  son  de  la  competencia  dé  los  consejos  provinciales  las 
que  se  refieren  á  las  cuentas  de  los  ayuntamientos. 

9."  Las  cuestiones  relativas  al  repartimiento  y  ebcaecion  de 
las  cargas  provinciales  y  municipales  que  con  la  antorifeaei(yn 
correspondiente  imponen  los  ayuntamientos  y  dlputacienes  pro- 
vinciales, y  cuya  cobranza  no  va  unida  á  la  de  las  contribu- 
ciones generales^  son  de  la  competencia  del  consejo  provincial. 
Pero  si  la  contestación  versare  sobre  las  contribuciones  genera- 
les ,  ya  toca  conocer  al  intendente.  Difersnda  absurda  que  se 
conserva  todavía  en  nuestra  legislaeion ,  á  pesar  de  todas  las 
reformas  intentadas  últimamente. 

10.  Las  reelatoattiones  sobre  el  cumpUmlenüo »  mcision  y 
efectos  de  los  ooAtratos  celebrados  con  la  administración  clvU  ó 
eon  las  autoridades  monicipales.  Si  la  cuestión  que  se  susdta 
versa  sobre  un  contrato  celebrado  oon  la  admioistraeion  interior) 
oonooe  de  ella  el  consejo  provincial :  si  procede  de  ^ 9  contrato 
celebrado  con  el  gobierno  ó  algnna  dirección  general  1  ewm» 
el  consejo  real. 

Tercsba.  dLXSi&.'^Iattreses  de.  orden  reala  concernientes  d  la  pro* 
piedad ,  Jos  derechos  reales  y  la  posesión. 

Como  el  derecho  atdiaiatetralivo  esté  limitado  por  al  dore- 
cfao  civil,  la  jurlsdieeiOB  adiní^istrativa  no  es  competente  res* 
pecto  á  las  enestiones  d«  propiedad ,  derechos  realas  y  pei^iov. 
La  propiedad  se  halla  tan  bieo  colocada  bajo  la  pr^ccioB  del 
derecho  cemun^  que  ios  bienes  del  Estadp,  es  d^^fi  los  que 
este  posee  por  título  singular  y  como  propietario,  se  someten  á  la 
competencia  de  los  tribunales  civiles,  así  como  los  de  los  paf- 
ticulares.  Pero  cuando  se  trata  de  las  concesiones  de  estos  bienes 
hechas  por  el  Estado  á  las  provincias  ó  á  los  pueblos,  como  ta- 
les concesiones  no  han  podido  verificarse  sino  con  un  fin  admi- 
nistrativo >  no  les  es  aplicable  la  regla  general,  y  se  someten  á 
la  competencia  de  la  administración. 
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En  enaiito  á  los  derechos  realas  (la  servidumbre  y  el  derecho 
hipotecario)  debe  admitirse  una  escepcion  de  la  regla  que  los 
sujeta  á  la  Jurlsdiccioii  civil.  Tal  es  la  que  somete  á  la  admi- 
Distraeioo  las  cuestiones  relativas  ¿  las  servidumbres  de  utilidad 
pública  y  cuya  existencia  y  ejercicio  tienen  por  objeto  un  inte- 
rés social  confiado  á  la  vigilancia  esciusiva  de  la  administra- 
ción. 

Las  cuestiones  posesorias  son  de  la  competencia  de  la  auto- 
ridad judicial,  pero  no  pueden  suscitarse  cuando  el  acto  que  las 
■  ocasiona  procede  del  acuerdo  de  un  ayuntamiento  ó  de  la  re- 
solución de  otra  autoridad  administrativa,  siempre  que  aquel 
ó  esta  procedan  en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones. 

Cuarta  clasb,— //i^rerej  relativos  al  disfrute  de  pensiones ,  rert' 
tas  ú  otros  aprovechamientos. 

Los  contratos  que  tienen  por  objeto  el  disfrute  de  los  bienes 
del  dominio  público  por  medio  de  arrendamientos,  censos,  ser 
vidumbres,  etc.;  y  por  regla  general  todos  los  celebrados  con 
la  administración ,  que  no  tienen  un  fin  inmediato  y  directo  de 
'  utilidad  pública ,  son  de  la  competencia  de  la  autoridad  judi- 
cial. Fúndase  esta  regla:  1.^  en  que  los  bienes  del  Estado  se 
asemejan  á  los  de  los  particulares  en  todo  aquello  en  que  no  se 
interesa  directamente  un  servicio  administrativo:  2.^  en  que  en  las 
cuestiones  en  que  no  hay  un  interés  de  «sta  especie  comprome- 
tido, no  hay  motivo  para  que  intervenga  la  Jurisdicción  admi- 
nistrativa: 8.^  en  que  interpretando  en  diferentes  casos  el  con- 
sejo real  el  pirrafo  4.*^,  art.  9.^  de  la  ley  orgánica  de  los  con- 
sejos provinciales ,  que  dice  corresponde  á  estos  cuerpos  el  co- 
nocimiento  de  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  el  cumpli- 
miento, inteligencia,  rescisión  y  efectos  de  los  contratos  que  se 
celebren  con  la  administración  para  toda  especie  de  servicios  y 
obras  públicas ,  ha  decidido  que  no  es  aplicable  dicho  artículo  á 
los  contratos  que  no  tengan  por  objeto  directo  é  inmediato  «uoa 
obra  ó  un  servicio  público. » 
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Quinta  CLk%ii,^^Intereses  mistos. 

Llamamos  intereses  mistos  los  que  eDCierrao  aquellos  litigios 
que  se  suscitan  con  ocasión  de  nn  titulo  administrativo,  como 
una  adjudicación  nacional ;  pero  que  necesitan  además  un  roe* 
dio  de  Justificación  ó  de  prueba  distinto  del  titulo  administrati- 
vo. Asi  es  que  las  cuestiones  relativas  ¿  los  bienes  nacionales 
después  de  su  adjudicación  á  los  particulares,  y  en  que  se  dis- 
pute, bien  sea  sobre  la  propiedad^  ó  bien  sobre  servidumbres  ú 
otro  cualquier  becbo,  coya  justificación  estribe  en  el  título  de 
la  venta  y  en  otros  títulos  mas  antiguos  ó  en  costumbres  loca- 
les, son  de  la  competencia  de  la  autoridad  judicial.  El  carácter 
misto  de  estos  intereses  consiste  en  que  por  una  parte  es  admi- 
nistrativo el  título  en  que  se  fundan;  por  otra  es  puramente 
civil  el  título  que  los  garantiza.  Es  objeto  de  duda  en  nuestros 
tribuDsles  el  determinar  la  época  en  que  comienzan  á  ser  de  la 
competencia  de  la  autoridad  judicial  los  litigios  concernientes  á 
los  bienes  nacionales ;  pero  creemos  mas  acertada  la  opibion  de 
aquellos  que  fijan  dicha  época  en  el  momento  en  que  se  otorga 
la  eseritura  de  venta,  y  entrega  el  comprador  la  quinta  parte  del 
importe  de  la  subasta  correspondiente  al  primer  plazo.  Desde  en- 
tonces tiene  ciertamente  interés  la  administración  en  mantener 
la  validez  de  estas  eoagenaciones ;  pero  este  interés  no  es  bastan- 
te para  que  predomine  sobre  el  interés  civil  que  requiere  las  for- 
mas del  procedimiento  ordinario  en  las  cuestiones  que  se  susci- 
ten sobre  dichos  bienes. 

Sbxta  QhkSiL.-^Intereses  del  orden  constitucional^  civil  y  penaL 

Los  Intereses  del  orden  constitucional,  civil  y  penal  son  ex- 
traños á  los  del  orden  puramente  administrativo. 

El  derecho  adminii»trativo  tiene  por  objeto  determinar  la 
acción  y  la  competencia  de  la  administración  central  y  de 
las  administraciones  locales  en  sus  relaciones  con  los  admi- 
nistrados. Se  apoya  sobre  el  derecho  público  constitucional 
para  arreglar  los  pormenores  de  la  ejecución  á  los  principios 
de  la  ley  fundamental.  La  administración ,  ya  sea  activa »  ya 
contenciosa ,  no  puede  ocupar  el  lugar  de  los  poderes  orga- 
Tomo  h.  Si 
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nizados  por  la  constitución,  ni  mezclarse  eo  sus  atribuciones 
constitucionales.  Por  otra  parte  el  derecho  administrativo  está 
limitado  en  cuanto  á  su  objeto  por  el  derecho  civil  que  arre- 
gla los  intereses  privados  do  las  personas  y  de  las  familias,  y  por 
el  derecho  penal  que  obra  directamente  y  como  sanción  pública 
sobre  la  libertad,  el  honor,  la  vida  y  la  fortuna  de  los  dudada* 
nos.  Así,  pues,  la  Jurisdicción  administrativa  por  su  naturaleza 
propia,  y  como  encargada  de  aplicar  el  derecho  administrativo 
é  lo  contencioso,  debe  ser  extraña  á  los  objetos  del  derecho  po- 
lítico, civil  y  penal.  Por  eso  el  consejo  real  no  es  nunca  juez 
competeúte  de  la  validez  de  la  elección  de  un  diputado  ó  de  la 
responsabilidad  de  un  ministro,  ó  de  la  concesión  de  un  funcio- 
nario público.  El  orden  constitucional  tiene  sus  Jueces  en  las  cor- 
tes; el  orden  civil  y  penal  en  la  Justicia  ordinaria,  y  el  orden  ad- 
ministrativo en  los  tribunales,  ora  comunes,  ora  especiales  que 
tienen  el  mismo  carácter.  La  competencia  se  determina ,  pues, 
por  la  naturaleza  de  los  intereses  que  han  de  Juzgarse. 

n.    POB    QtJE    Y  CÓMO  LAS  DOS  PBIMEnAS  CLASES   DE  IflTBBBSBS 
ABBAZANLAOBNBRALIDAD  DB  LO  CONTENGlOSO-ABlflNISTBATIVO. 

Estas  dos  primeras  ciases  contienen,  como  se  lia  visto,  ob- 
jetos diversos ,  aunqus  sin  excluir  otros  análogos  que  también 
podrían  enumerarse;  pero  lo  que  importa  observar  para  la  solu- 
ción del  problenia  de  la  competencia,  es  que  esta  clasificación  no 
es  arbitraria,  puesto  que  se  funda  en  la  naturaleza  de  los  objetos 
de  las  cuestiones  y  de  los  pleitos.  Sin  embargo ,  é^tos  objetos  di- 
ferentes, estos  litigios  diversos  tienen  una  relación  esencial  y  una 
naturaleza  (Somun  sobre  un  punto  fundamental ,  y  es  que  todos 
corresponden  al  orden  administrativo  sin  contradecir  el  dereeho 
constitucional  de  la  administración  á  dictar  providencias  en  el 
Interés  general  de  la  sociedad  ó  en  el  colectivo  de  la  agricultura, 
la  industria  y  el  comercio,  y  á  ejecutar  los  actos  que  hemos  lla- 
mado de  mero  imperio  6  facuUatiiH>s,  Bajo  esta  condición  común, 
es  como  forman  intereses  de  naturaleza  administrativa,  y  esta 
es  la  razón  por  que  entran  stricto  sensu  en  el  orden  puramente 
administrativo,  y  por  qxjb  son  capaces  de  constituir  ia  materia 
de  tó  cobtencioso. 

¿  Pero  ttmo  y  en  qué  circunstancias  entran  estus  objetos  en 
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el  Orden  admlnistratiYo?  Hé  aquf  el  nudo  de  la  dificultad.  SI  se 
puede  deeir  cómo  sucede  esto  y  sistematizar  lógicaitaente  dichas 
circunstancias,  se  habrá  dado  con  la  solución  de  las  últimas 
cuestiones  de  la  competencia. 

Los  varios  hechos  y  objetos  que  hemos  enumerado  como  ma- 
teria de  lo  contencioso ,  entran  en  el  orden  y  en  lo  contencioso 
de  la  administración  por  una  de  estas  tres  circunstancias.  Pbi- 
liEBi.  Porque  los  contratos ,  los  actos  ó  los  derechos  proceden 
de  la  misma  administración  :  así  sucede  á  las  cuestiones  relati- 
vas á  los  bienes  nacionales,  tas  concesioneii  de  bienes  hechas  á 
las  provincias  ó  i  los  pueblos  para  objetos  de  utilidad  pábllca, 
las  concesiones  de  minas  y  de  disecaciones  de  pantanos ,  los  ac- 
tos adáslnistrativos  susceptibles  dé  interpretación,  las  pensiones 
y  créditos  contra  el  Estado,  la  coutabilidad  pública,  la  reparti- 
ción de  los  impuestos,  los  contratos  celebrados  con  la  admlñls- 
tracTob,  etc.  "todos  estos  objetos  nacen  del  mismo  órSén  admt- 
bistrativo,  y  además  la  administración,  en  vista  del  Interés  pú- 
blico, ha  contraído  respecto  á  ellos  expresa  ó  tácitamente  obli- 
gaciones especiales  ^  y  los  derechos  de  los  ciudadanos  son  corre- 
lativos con  estas  obligaciones.  Segunda.  Otra  (Circunstancia,  por 
ta  cual  muchos  de  dichos  objetos  entran  en  el  6fáeú  y  en  lo 
cobtenefoso  de  la  administración ,  es  que  la  ley  los  entrega  al 
cuidado  y  vigilancia  de  la  misma ,  en  vista  del  interés  público 
que  ío  bxige  así.  Tales  son  aquellos  bienes  públicos,  cuyo  uso 
correspoirde  á  todos,  pero  que  están  bajo  los  auspicios  de  la  ad- 
ministración á  fin  de  que  cada  individuo  pueda  dIsft'utarToS  libre- 
mente. Respecto  á  ellos  no  ejerce  solamente  dicha  adtaoiñistra- 
ción  nna  jpptestad  arbitrarla  y  facultativa ,  sino  qoe  tiétie  una 
obligación  especial  que  corresponde  al  derecho  de  que  gozan 
todos  los  miembros  de  ta  sociedad  sobre  las  cosas  públicas.  Es- 
ta obligación  procede  de  la  ley  que  ha  puesto  al  cuidado  de  la 
administración  los  bienes  del  dominio  público ,  y  del  derecho  in« 
dividual  de  usar  de  ellos  que  tiene  cada  ciudadano:  hay,  pues, 
aquí  también  una  obligación  y  un  derecho  correlativos.  Tebcb- 
B\.  La  última  eircunstancia  de  las  que  enumefamos,  consiste  en 
que  Ta  administración  activa  halla  mochas  veces  eh  el  ejercicio 
de  sus  atribuciones  derechos  particulares  que  menoscaba  en  in- 
terés común ,  temporal  ó  perpetuamente :  y  así  las  servidumbres 
de  tmtldad  ^blica  {Tara  lá  defensa  del  E^addú  p)M  laili«}iorade 
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las  comuDicaciones,  afectan  y  menoscaban  el  derecho  pr(vado  de 
la  propiedad  territorial.  La  administración  que  procede  por  ac- 
tos particulares )  en  nombre  del  interés  público  y  por  medio  de 
sus  agentes,  no  niega  ni  destruye  este  derecho  de  propiedad  que 
es  anterior  y  superior  ¿  ella ,  pero  lo  Umita  en  su  libre  ejercicio, 
y  lo  grava,  ya  con  cargas  y  servidumbres  militares  sobre  terre- 
nos comprendidos  en  ciertas  zonas ,  por  alineaciones  de  calles, 
por  la  construcción  de  caminos ,  por  obras  que  afectan  ¿  las  cor- 
rientes de  las  aguas ,  por  la  extracción  de  materiales  de  cons- 
trucción, etc.,  y  entonces  el  propietario,  amenazado  en  su  de- 
recho privado  por  estos  actos  especiales  de  la  administración,  re- 
clama por  la  via  contenciosa  ó  la  revocación  del  acto  ó  una  in- 
demnización proporcionada.  Hay  aquí  pues  un  derecho  particu- 
lar, el  de  propiedad ,  y  una  obligacioo  especial  en  la  administra- 
ción, ya  de  cumplir  exactamente  las  leyes  y  decretos  que  han 
establecido  sus  atribuciones,  ó  ya  de  resarcir  el  daño.  El  dere- 
cho y  ia  obligación  son  también  por  lo  tanto  correlativos.  Por 
consiguiente  las  circunstancias  en  que  ha  de  verificarse  el  acto 
que  dé  materia  á  lo  contencioso -administrativo  son:  O  que  el  ac- 
to en  cuestión  nazca  del  orden  puramente  administrativo,  crean- 
do una  obligación  especial  para  la  administración  y  un  derecho 
para  otro;  ó  que  la  cosa  litigiosa  haya  sido  puesta  por  la  ley  ba- 
jo el  cuidado  y  vigilancia  de  la  administración  especialmente 
obligada  á  procurar  á  cada  uno  el  libre  disfrute  de  ella;  ó  que 
d  acto  de  la  administración,  sin  negar  el  derecho  de  propiedad, 
haya  gravado  ó  menoscabado  el  libre  ejercicio  de  ella.  O  en  otros 
términos. 

Obiobn  en  el  orden  puramente  administrativo  de  un  acto  que 
imponga  á  la  administración  una  obligación  especial. 

VIGIL4NCU  especial  sobre  las  cosas  que  todos  tienen  derecho 
á  usar. 

EjBRGicio  sobre  la  propiedad  privada  del  derecho  temporal 
ó  perpetuo  de  servidumbre  de  utilidad  pública. 

Tales  soif  las  tre^  circunstancias  lógicas  y  legales  en  que  de- 
be verificarse  el  acto  administrativo  para  que  sea  materia  de  lo 
eontencloso.  Todos  los  demás  actos  contingentes  no  previstos  que 
se  verifiquen  en  alguna  de  dichas  tres  circunstancias ,  pertenecen 
á  lo  contencioso  y  á  la  competencia  de  la  Jurisdicción  adminis- 
trativa. La  razón  es  porque  en  cualquiera  de  ellas  hay  siempre 
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por  motivos  de  interés  público  ó  administrativo,  obligación  espe- 
cial por  parte  de  la  administración  y  derecho  correlativo  en  h- 
vor  de  los  ciudadanos.  La  Jurisdicción  administrativa ,  como  di* 
ce  M.  Vivien,  no  se  mezcla  en  ninguna  cuestión  que  no  afecte 
mas  ó  menos  á  la  cosa  pública. 

Tal  es  la  solución  que  en  nuestro  Juicio  responde  á  las  difi- 
coltades  del  problema  que  nos  hablamos  propuesto  sobre  la  na- 
turaleza de  lo  contencioso  y  la  aplicación  de  la  Jurisdicción  ad- 
ministrativa. Siguiendo  el  pensamiento  de  Montesquieu  sobre  las 
relaciones  necesarias  que  se  derivan  de  la  naturaleza  de  las  co- 
sas y  qne  deben  ser  el  fundamento  de  las  leyes,  diremos  que  las 
leyes  de  la  competencia  administrativa  en  la  teorfa  que  dejamos 
expueta,  se  funda  sobre  la  naturaleza  de  las  cosas  ó  de  los  //i/^* 
reses  y  sobre  las  relaciones  necesarias  entre  las  diferentes  Juris- 
dicciones del  orden  constitucional ,  civil  y  administrativo. 
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URQUE  lo»  historiadores  no  hacen  mención  de  nuevas  lejes 
desde  el  reinado  de  Alarico  hasta  el  de  Leovigildo,  no  parece 
probable  qoe  los  siete  monarcas  que  gobernaron  á  España  en 
este  largo  período  dejaran  de  hacer  algunas.  Pero  si  bien  ei 
illencio  de  loa  cronistas  es  prueba  insuficiente  de  qae  la  legisla- 
clon  no  se  aumentase  en  todo  aquel  tiempo,  indica  por  lo  me- 
nos que  ninguno  de  los  dichos  monarcas  se  distinguió  por  sus 
leyes ,  pues  cuando  alguno  se  hizo  ñimoso  por  este  concepto ,  los 
historiadores  contemporáneos  tuvieron  buen  cuidado  de  notarlo. 
Asi  se  cuenta  de  Leovigildo,  según  hemos  visto  anteriormente» 
que  reformó  las  leyes  malas  de  Eurico,  añadió  las  omitidas  por 
este  monarca  y  suprimió  muchas  que  le  parecieron  superfinas. 
Leoviglldo,  después  de  haber  unido  á  su  corona  el  reino  de  6a- 
liela  que  estaba  en  poder  de  los  suevos ,  y  de  arrojar  de  An- 
dalacia  á  los  griegos  que  la  ocupaban ,  trasladó  su  corte  i  To- 
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Mo ,  aomentó  y  eograndeció  el  oficio  pal^ttino ,  vistió  la  púrpu* 
ra  real  jr  se  dio  todas  las  aparieacias  de  monarca  d^  una  nación 
enlta  (f).  ¿Qué  ocasión  mas  oportuna  para  llevar  también  é  las  le- 
yes la  mano  de  la  reforma?  Los  reyes  godos  ^oe  le  precedieron^  ha- 
blan sido  mas  bies  que  reyes  los  caudillos  de  fina  tribu  goerrera. 
Yestian  como  sus  vasallos,  no  tenian  palacios  suntuosos,  nitrono^ 
ni  el  aparato  real  que  parece  inlierente  á  la  soberanía  (2).  Pero 
desde  Leovlgildo  tuvieron  los  reyes  godos  un  trono  en  qi|e  sentar- 
se» nn  erario  cuantioso,  una  servidumbre  numerosa  j  brillante, 
condes  de  las  escancias  ó  servicio  de  la  mess^  condes  de  los  tesoros 
ó  de  la  hacienda  pública,  condes  del  patrimonio  real,  condes  de  los 
notados,  condes  délos  espatarios,  ó  jefes  de  la  guardia  real,  con- 
des de  la  cámara,  y  condes  de  Jas  caballerizas,  sin  contar  los 
duques  y  Jefes  militares  de  las  provincias  que  exiftian  desde  el 
origen  de  la  monarquía  y  otros  oficios  mas  humildes.  Tal  ve;E 
algunos  de  los  citados  se  crearan  posteriormente,  perp  la  ma- 
yor parte  provienen  sin  duda  de  aquel  monarca^  porque  son  cp- 
mo  la  consecuencia  necesaria  dei  establecimiento  de  la  corte  y 
del  ceremonial  que  la  servia  de  regla.  Su  sucesor  Recaredo  tomó 
ya  el  pronombre  de  Fiavio  que  no  hablan  usado  hasta  entonces 
sino  los  emperadores  romanos  (3).  Un  duque  de  provincia  servia 
de  camarero  á  Sisebuto,  que  reinó  como  es  sabido  24  años  des- 
pues  (4) :  y  si  hemos  de  dar  crédito  al  concilio  de  Narbona,  en 
el  ano  589  existia  completo  el  oficio  palatino  (5). 

Estas  grandes  innovaciones  introducidas  porLeovigildo,  prue- 
ban que  los  aumentos  de  la  legislación  dcbierQU  ser  considera- 
bles. Mas  de  na  siglo  habia  pasado  desde  que  £urico  publicó  su 
código*  y  nioguna  variación  Importante  se  habia  hecho  en  él, 
puesto  que  los  historiadores  no  hacen  memoria  en  todo  este  tiem- 


(1)  Era  B.  G.  e  X  ani||^  regno  leogoyalloXVnr.'GaDÓ  mucha  tierra  é 
teoeló  machas  Batallas  é  mejoró  el  libro  de  las  lerss-  Cfimiean  ds  CanMki. 

CS)  JErariom  queque  ac  fiíonni  ptinivs  isla  avíjlM  ,  ^rinasqvje  etíw  Ín- 
ter sues  regali  veste  opertus  Id  solio  resedit.  Nain  ante  eum  ^X  hahitns,  et 
censessas  commupis  ut  populo  ita  et  regibus.  San  isidor,  histor.  Gothor. 

(S)    Cangius  in -disserla.  de  inferioris  &vis  nomismatlbus,  $.  36. 

(i)   Blchirensfs  Cron. 

(S)  Ea^te  eoDcilio  se  condenó  á  los  adivinos  «n  seis  oiBas  decore  .|iam 
loa  censes  de  las  ciudades»  loscual^s»  eoaio  es  sabido,  famnaMn  ||#rte  fiíA 
oflciQ  i^Utino.  ColUe.  Canonum  Bekiim  ffkpoñm. 


304  BL  DBRtCHO  K0DB&90. 

pó  de  ningUD  monarca  legislador.  Si  es  cierto  además  que  el  có- 
digo de  Eorico  se  hizo  con  el  objeto  de  que  obligase  á  los  es- 
pañoles,  segnn  parece  probable,  y  no  los  obligó  como  es  cierto, 
debia  parecer  muy  defectuoso  á  los  godos,  únicos  entre  quie- 
Bes  estaba  vigente.  Los  nuevos  territorios  que  ¿  la  sazón  se  unie- 
ron á  la  corona ,  debieron  multiplicar  las  relaciones  sociales  y 
aumentar  la  necesidad  de  nuevas  leyes.  La  época  en  que  fué  roas 
poderoso  el  trono  era  también  la  ocasión  mas  oportuna  de  dar- 
las. Por  otra  parte,  el  asiento  de  la  corte,  en  una  gran  ciudad, 
el  establecimiento  de  dignidades  y  categorías  que  ligaban  al  tro- 
no con  las  últimas  clases  del  pueblo,  manteniéndolo  al  mismo 
tiempo  á  la  distancia  conveniente  al  prestigio  de  la  autoridad, 
aon  hechos  que  suponen  un  cambio  importantísimo,  en  el  orden 
social..  ¡Cuánto  no  se  diferencia  en  efecto  esta  monarquía  de 
aquella  primitiva  en  que  los  reyes  godos  no  eran  mas  que  los  je- 
fes electivos  de  una  tribu  militar ,  que  no  se  distinguían  de  sos 
subditos  por  ningún  signo  exterior  como  no  fuera  el  servirse  de 
mejores  armas,  que  residían  unas  veces  en  Francia,  otras  en  Es- 
paña, un  año  en  Sevilla,  el  siguiente  en  Toledo,  y  que  andaban 
mezclados  y  confundidos  con  sus  subditos!...  ¿Cómo  hablan  de 
acomodarse  á  este  nuevo  estado  social  las  leyes  del  primitivo?  Si 
Leovigildo  quiso  poner  en  armonía  la  legislación  con  las  costumbres 
de  su  pueblo,  ¡cuántas  y  cuan  importantes  variaciones  necesita- 
ría hacer  en  el  código  recopilado  por  Eurlco  I  Este  código,  com- 
puesto tal  vez  en  su  mayor  parte  de  ios  usos  y  costumbres  pri- 
mitivas de  la  nación,  ¿cómo  habla  de  aplicarse  con  acierto  á  una 
sociedad  diferente  de  aquella  para  la  cual  habla  sido  hecho? 

*  Esto  es  todo  lo  que  podemos  decir  acerca  de  la  naturaleza  é 
importancia  de  la  segunda  colección  de  leyes  de  la  monarquía 
goda :  conjeturas  semejantes  á  las  que  hicimos  de  la  primera, 
pero  fundadas  en  hechos  que  le  dan  notable  verosimilitud.  Igno- 
ramos»  pues,  si  Leovigildo  hizo  este  código  por  sí  solo  ó  bien 
con  el  consejo  y  acuerdo  del  oficio  palatino,  aunque  esto  último 
parece  mas  probable  atendida  la  costumbre  de  sus  sucesores.  Tam  - 
poco  se  sabe  lo  que  se  mandó  por  estas  nuevas  leyts ,  porque  la 
colección  Leovigildiana  no  existe,  ningún  escritor  dá  noticias 
eireuBstanciadas  de  ella,  y  si  algunas  leyes  del  Fuero  Juzgo  pro- 
ceden de  la  misma,  lo  cual  es  presumible ,  no  se  sabe  cuáles 
sean.  Temeraria  sería  por  lo  tanto  la  empresa  de  asignar  á  Leo- 
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viglldo  aigami  de  las  leyes  gdtlcas  que  se  han  conservado  has-^ 
ta  nosotros,  paes  se  expondría  quien  la  acometiese  ¿  incurrir  eá 
los  mismos  errores  que  Viiiadiego ,  el  cual  atribuye  á  aquel  mo- 
narca todas  M  leyes  que  en  la  edición  castellana  del  Fuero  Juz- 
go tienen  la  nota  de  antiguas  j  sin  mas  razón  para  eilo  que  la 
de  decir  que  siendo  cierto  que  en  este  código  hay  muchas  leyes 
de  Leovigildo  y  de  Eurico ,  y  teniendo  sus  autores  todas  las  de-* 
mas  excepto  las  que  no  tienen  nota  ninguna  y  él  atribuye  al 
colector  del  dódigo  Sisenando ,  es  claro  que  todas  las  notadas 
de  antiguas  pertenecen  á  alguno  de  aqueltos  dos  príncipes.  Ra- 
zonamiento falsísimo  como  ha  probado  el  Sr.  Lardizabal ,  porque 
las  leyes  que  en  unos  códices  del  Fuero  tienen  la  nota  de  anti- 
guas ^  en  otros  no  tienen  nota  ni  autor ,  y  por  el  contrario,  mn- 
chas  que  en  uoos  aparecen  sin  autor  ni  nota ,  se  escriben  en 
otros  con  la  de  aotigoas.  ¿A  cuál  de  estas  variantes  nos  atendre- 
mos? ¿Por  qué  se  ha  de  dar  mas  fé  en  esta  parte  á  nnos  códi- 
ces qne  á  otros ,  cuando  las  variantes  resultan  entre  mánuscri» 
tos  muy  autiguos  y  muy  ñdedignos,  como  suceJe  por  ejemplo  ron 
ei Toledano  gótico,  el  £milíaneose,  el  de  Cardona^  el  Complu*^ 
tense  y  el  de  S,  Juan  de  los  Reyes?  ¿Y  á  que  quedará  reduci- 
da la  aserción  de  Villadiego  si  se  prueba»  como  lo  haremos  luO'* 
go,  que  todos  las  leyes  góticas  que  en  el  Fuero  Juzgo  tienen  no- 
ta de  antiguas,  proceden  del  derecho  romano?  Sin  duda  existen 
en  el  Fuero  Juzgo  muchas  leyes  de  Leovigildo  tal  vez  entre  las 
que  no  tienen  nota  ni  autor ,  quizá  eotre  las  atribuidas  errada- 
mente á  autores  determinados»  ¿pero  quién  es  capaz  de  seña- 
larlas? 

Tampoco  puedo  decirse  con  seguridad  que  las  leyes  de  Leo- 
vigildo se  hicieron  únicamente  para  los  godos,  do  constando  ex- 
presamente de  ulogun  documento ,  aunque  esto  parece  lo  roas 
probable,  puesto  que  entre  los  españoles  estaba  á  la  sazón  vigen- 
te el  Breviario  de  Alarico,  y  no  se  sabe  que  Aiese  derogado  bas- 
ta el  reinado  de  Ghiodasvinto,  esto  es,  cerca  de  un  siglo  maá 
tarde.  Si  pues  el  derecho  romano  estaba  en  práctica  entro  los  es^ 
pañoles,  y  lo  siguió  estando  muchos  años  después ,  es  claro  que 
Leovigildo  legisló  únicameote  para  los  godos,  así  como  Alarico 
lo  hizo  tan  solo  para  los  españoles. 

Entre  los  autores  que  han  pretendido  descubrir  los  orígenes 
de  la  legislación  gótica,  unos  han  supuesto  que  Reoaredo  revecé 
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bi«  Ipyfli  da  Leo  vigilo  |>or  coniUfirarbii  m  «u  nmyor  i^rte  im^ 
pías  (i):  otro9  negando  esta  aserción  han  «segurado  ^e  oo  ba| 
documento  alguno  que  compruebe  que  aquel  monarca  hiciera  al- 
gunaa  leyes  (2) ;  y  ^trod  le  atribuyea  un  Breviario  d  recopilación 
de  lai  leyes  antigoM  co%  ^tras  nunebas  modernas  dioladas  por 
sn  soberanía  (8)^  Si  |^f  a  decidir  entre  «stas  conlrarias  dpinio- 
nes  alendemos  á  las  rúbricas  y  notas  de  las  leyes  gótieas  qtie  le 
eonstrran  en  los  antiguos  códices  manuscritos'  del  Fnero  iuzgo, 
nos  hfdinremos  en  un  laberinto  i  o  menso  de  contradiodones,  por- 
que es  muy  rara  la.  ley  reipecto  á  cuyo  autor  coneuerdan  todos 
los  dichos  códices*  La  primera  difleoltad  que  se  mtouentra  e(  la 
de  expiioar  las  abreviatnras  con  qne  los  copistas  solían  indiear 
|<^  nombres  de  los  reyes*  Así  la  nota  RGI>S,  que  se  baUa  sobre 
muchas  leyes,  lo  mismo  puede  significar  Recaredus  que  Ikce$^ 
v¿nd$u,  Pero  aun  prescindiendo  de  este  inconveniente,  si  por  les 
mencionados  códices  pretendemos  venir  en  oonocimientp  de  las 
leyes  de  Recaredo ,  hallaremos  que  algunos  no  le  atribdjep  oin« 
guna ,  al  paso  que  otros  le  c;oneeden  siete  ú  ocho.  ¿  A  cuál  texto 
daremos  en  este  caso  mas  fé  siendo  todos  auténticos  7  Es  pred'* 
É0  pnas  renunciar  á  este  medio  de  investigación  y  acudir  é  oirás 
fueHtas  paca  saber  lo  qne  ae  desea. 

La  ^nv^raion  de  Recaredo  á  la  lé  católica  Até  un  accrntecl'- 
flsienlo  de  suma  trasoendeocla  para  la  nación ,  y  que  vá  á  ezpli- 
narnts  la  porte  que  debió  tomar  aquel  monarca  en  la  relbrroa  y 
mejftra  délas  leyes.  Tan  importante  debió  ser  este  socrso,  qaek 
historia  legal  del  pueblo  gótico  podía  dividirse  en  dos  épocas,  una 
que  termina  en  Leovigildo  y  se  distingue  por  el  carácter  pora- 
mente  civil  del  derecho ,  y  otra  que  comienza  en  Recaredo  y  se 
dlCorencia  notablemente  de  la  anterior  por  el  cará<4er  emioeote- 
xnentir  ecieeiástico  de  sus  leyes.  Lss  que  rigieron  ka^  este  úl- 
Ijmo  monarca  I  deUeron  ser  poco  ÍATorables  á  los  cristianos,  ce- 
m^  lo  pmeban  por  nna  parte  las  perseeuciones  que  estos  safriis- 
jron ,  y  la.  enemistad  que  la  mayor  parle  de  los  obispos  católieos 
pr0feinron  á  kv  monarcas  godos  (4).  De  aquí  se  Infiere  que  to« 

(i)  fildoQio  AfolInsrObMmf.  Jur.  r^m.  lib.  5.%  cap.  t.« 
{%)    Ltrdiiabal ,  discurso  citado. 
{%)    Lttcts  de  Tey.  Cronic.  orandi,  anno  SSd. 

(S)    Bl  OMapo  ádralo  ApoUnar  escrttila  al  papa  Boniracío  confra  Eurico 
le  illileaisi  «<Hm  Bnrico  fbHaado  é  los  trafados  letraga  7  ampUOqae  ra 


Carado  eosverttdo  ti  crístlnnltmo,  no  |Ki4o  coDientlr  qiM  coott^ 
nn^sea  rlglando  muctias  da  lat  «leyts  actigaas^  y  por  lo  taolo 
ft  iiai^  fbaVftda  la  o^nlon  4e  aifuellos  qne  atriboyen  á  esto 
Ipladoio  «Roaarea  aúa  rañiriiiácon9KUrii|>te  do  Jalegislficioii.  Asi 
lo  osogurafon  el  Tudease ,  Ambrosio  de  Morales  y  'Ciconlo :  al 
priaftofo ,  escritor  del  siglo  Xlil ,  el  segundo ,  apoyándose  qoije^ 
tú  »\  dicho  del  antei^lor ,  y  ésteáltlmo  ea  el  canon  XVI  deleo&* 
cilio  lll  toled|iao ,  aoa({oe  coa  escaso  fundamento.  Peto  cono 
de  qaa  an  historiador  escoja  con  poco  acierto  las  pruebas  áe  ifioÉ 
asorolooiea  no  so  sigua  neoesarlamenie  la  falsedad  da  astas,  da 
que  fiirooto  se  equivocase  fundando  en  d  iogpr  citado  la  derogar 
cion  bocha  por  Recaredo  de  mviehas  l^yes  do  I^eovSgjldo,  no  sa 
debe  dedadr  en  bueaa  légica  qae  aqoel  monarca  |io  tpeaaa  á  la 
legfal^clett  anUgüa,  si  pueden  alegarse  otras  pruebas  que  Jostlfl* 
quen  m  dicho. 

Roearedo  noandé  «eiobrar  al  principio  de  su  reinado  ^1  con«> 
cilio  lU  de  Tokdo ,  en  el  cnal  did  fueraa  do  leyes  á  las  oánonoa 
ya  eatahloeldos ,  y  decretales  recibidos  de  los  pontiMo(s*  Omite 
quod  ¡trisúorum  canlonum  autoriia^  ptohikei  sit  Fvsur^^ente  disct^ 
plúiA  inhibilum^  et  agatar'  om/te  qvod  prmcepH /ierí  x  nunfsnmt 
in  sao  vigore  coneüiorum  omnium  coñstítuta  simul  ^t  tyñoMcm  fanc^ 
tomm  pro^tulum  ñomanorum  epistoke^  ¿Y  Cuáles  eran  y  qné  éla- 
pjolan  estos  concilios  y  epístolas  de  los  romanos  pontífices?  Loa 
coQíCtlIoo  eran  aquellos  coyas  constituciones  formaban  parto  del 
deraobo  canónico  de  España ;  y  las  epístolas  eran  las  dirígidas 
por  ios  papas  anteriores  á  varios  prelados  para  el. arreglo  de  |a 
disciplina  eclesiástica^  y  la  reforma  de  las  costumbres»  Entre  los 
oonciHos ,  se  cuentan  los  de  Calcedonia ,  Iliberi ,  Arles ,  Ancyra, 
Gapadocia,  Nlcea,  Constaiitinopla,  Zaragoza,  Cartago,  Efeso, 
Orange  (Araustcano) ,  Orleans  ,  Braga,  Cartago  y  otros  muchos: 

'  reine  por  d  derecho  de  las  armas,  ni  á  nosotros  pecadores  nos  es  perniidáo 
aeaswk) ,  ai  k  voeslra  Sanlidad  jazgarlo.  Al  contfarlo,  pensando  Meo ,  of- 
tá  en  el  orden  que  esie  rico  briUe  con  la  poporo  coando  Léwf  V^rt  l^s 
heridas  7  la  lepra.  Está  en  el  orden,  prosiguiendo  la  alegoría » (^ue  el  gUano 
Faraón  ande  con  corona  y  el  israelita  con  el  fardo.  Está  en  el  ór«len  que  ar- 
damos nosotros  en  el  horno  de  esta  figurada  Babilonia,  suspirando  perla 
.  lerottlen  asplrllual » Mlenlras  qae  Altor  püotsa  cmi  foiufe  raailo^  loi^- 
groifo....  U)  gue  ai(^  a^  dupto  9  qae  49dit  «u  praüMrr^M  /9o  ^  ir^(f<^s 
j  eu  sus  coo«^jQs  la  n^iij^^e  al  arriaalsmQ  cafado  np  es.mai  .q|i«  m^  iql|f|'« 
dad  mundana.»  Sidon.  Apoll.  lib.  T.^epfst.  S.* 
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SOS  eonsUtneloiies  eomprendlan  una  parte  muy  Importante  de  la 
l^lslacioD,  si  biea  no  sancionada  aun  con  penas  temporales  por 
haber  sido  e>tableelda  darante  las  perseenelones  de  la  Iglesia; 
pero  las  bases  de  la  ley  penal  y  del  enjaielamiento  se  encuentran 
en  los  cánones  de  estos  concilios  y  en  las  decretales  de  los  pa^ 
pas.  El  concilio  Niceno  prohibió  la  usura.  El  Arausicano  con^ 
denó  el  adulterio,  el  estupro,  la  bestialidad ,  el  concubinato,  el 
homicidio  y  el  incesto.  El  Neocesariense  fulminó  penas  contra  la 
bigamia,  el  incesto  y  el  coito  sacrilego.  El  Sardicense  estable^ 
eió  la  manera  de  enjuiciar  á  los  obispos.  El  Antioqneno  prohibió 
á  los  clérigos  comparecer  ante  los  emperadores  sin  licencia  de 
tu  prelado,  condenó  la  bigamia ,  la  usura,  el  matrimonio  en- 
tre hereges  y  cristianos , '  el  celebrado  en  tiempo  de  cuaresma, 
y  las  fiestas  desordenadas  en  las  bodas.  El  Caloedonense  prohi* 
bió  ¿  los  clérigos  arrendar  predios  y  abogar  en  los  tribuaaies  es- 
cepto  por  los  desvalidos ,  estableció  la  forma  dé  proceder  en  los 
negocios  civiles  de  los  clérigos,  condenó  las  conjuraciones  y  d 
rapto,  y  prohibió  admitir  sin  ciertas  formalidades  las  acusaciones 
4M>ntra  los  obispos.  El  Cartaginense  l  •<>  ratificó  la  prohibición  de 
abogar  á  los  eclesiásticos ,  y  prohibió  acusar  á  ningún  clérigo  ¿ 
Jos  que  estaban  procesados.  El  Cartaginense  s.»  prohibió  á  los 
clérigos  provocar  Juicios  públicos,  y  ratificó  las  disposiciones 
anteriores  sobre  la  usura  y  los  clérigos  negociantes.  El  Gaitagi- 
nense  4.o  prohibió  á  los  obispos  litigar  por  cosas  temporales  y  pro- 
aunciar  sentencia  contra  ios  ausentes:  mandó  que  los  delitos  en 
que  fuera  acusador  el  obispo  se  probaran  ante  el  sínodo  provin- 
dal :  condenó  á  los  hermanos  que  acusaran  á  sus  hermanos :  de- 
claró sospechosa  la  deposición  de  los  que  litigaban  frecuentemen- 
te: condenó  á  los  sediciosos,  á  los  que  litigaran  ante  jueces  in- 
fieles, á  los  agoreros ,  á  los  opresores  de  los  pobres,  y  á  las  viu- 
das que  no  guardaran  la  castidad  que  profesaban ;  y  mandó  que 
en  los  Juicios  be  tuviera  en  cuenta  la  religión  que  profesaban  el 
acosador  y  el  acusado.  El  Cartaginense  S.""  prohibió  compeler  á 
Mos  clérigos  para  que  testificasen,  y  les  mandó  proteger  á  los  dé- 
biles contra  los  poderosos.  El  Cartaginense  7.^  declaró  inhábiles 
para  acusar  á  los  excomulgados,  infames,  histriones,  heregesi  pa- 
ganos ,  Judias  y  falsM  acusadores «  excepto  en  las  causas  propias: 
y  para  ier  testigos  i  ios  mooores  de  14  anos,  á  los  comensales 
'  del  acusador ,  y  á  los  toeapacltados  para  acusar.  El  Arelaien- 
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M  !.^  pr^hlé  laa simadas  Mpcias  al  que  abaadoMba  á $«  niiii> 
Jar  por  adállera ,  y  «oadeiió  é  loa  aeoaadoraa  falaot.  El  Areláis 
laase  8.°  coadeaé  á  los  bfgamos  y  ioa  qae  ropodiaban  á  ava 
mojares.  El  Araosieano  establcjeld  el  asilo  de  las  Iglesias  «o  fa«- 
Tor  de  loa  éeHnettantes  y  de  los  esclavos.  El  Vaseose  l  .^  deora»- 
ió  que  00  se  oyera  é  los  aeosadores  de  faltas  letes,  y  que  se  for- 
mara eaosa  «obre  las  graves.  El  Agatheose  mi^  té  al  oonociiiileír 
to  de  los  obispos  las  cansas  de  divorcio,  auuidóqQe  laa  Igleslaa 
defeBdienuí  á  los  libertos ,  repitió  á  los  dérleos  la  problbleioo  de 
éoroparaoer  aote  los  tribonalea  clvilea  sio  lieenela  del  obispo^  vol- 
vid  á  condenar  á  los  bomioldas  y  testigos  CMsos »  dedard  auloa 
los  malriraoDloa  loeestoosos ,  coadead  á  los  señores  que  mataba» 
á  sus  siervos ,  y  repklé  otras  disposieioBes  de  los  anteriores  coa» 
eilios.  El  Aorellanense  I  .<»  ratificó  la  inmunidad  local  de  los  tem* 
plos,  eitendió  so  protección  á  los  raptores  que  se  acogían  á  laa 
fiestas  con  las  mn^jeces  robadas ,  y  á  los  siervos  que  hnlan  da 
sos  señores.  El  Anreüanense  3.o  repitió  muchas  conatitociones 
de  laa  dichas,  y  prohibió  á  los  Judíos  tener  siervos  cristianos*  El 
Eliberitano  condenó  el  homicidio  aun  involontario ,  el  adulterio, 
la  bigamia ,  el  lenocinio ,  la  prostitución ,  la  usura  i  el  Inceatq, 
la  sodomía ,  ios  libelos  infamatorios ,  el  falso  testimonio  y  loa 
Juegos  de  tablas.  El  Tarragonense  t .«  prohibió  actuar  en  los  tri- 
•bunules  los  días  tetivos.  El  Ilerdense  condenó  el  aborto.  Laa 
epístolas  de  S.  Hilario  y  S.  Gelasio ,  y  la  de  S.  luocenclo  á  Ek- 
uperio,  obispo  de  Tolosa ,  confirmaron  muchas  de  estas  disposi- 
clonea.  La  de  S.  Celestino  á  los  obispo^  de  las  Gallas,  estableció 
varias  regUs  sobre  el  uso  que  debían  hacer  de  su  autoridad  loa 
Juecea  arbitros ,  y  la  de  S.  Gregorio  á  Becaredo  contenia  máxi- 
mas aaludables  sobre  los  deberes  de  los  priocipes  para  con  sus 
subditos.  Tales  eran  los  cánones  que  el  primer  monarca  católico 
sancionó  con  so  autoridad  dándoles  fuerza  de  leyes  y  castigan- 
do su  infracción  con  las  penas  temporales*  de  multa  y  destierro. 
Pero  aun  hay  mas :  el  mismo  concillo  III  de  Toledo  contiena 
disposiciones  terminantes  sobre  la  manera  de  proceder  en  las  cau- 
sas^ de  infanticidio,  sobre  la  superintendencia  de  los  obispos  en  la 
administración  de  Justicia  y  coqtra  los  clérigos  que  se  sometían 
.á  la  jorisdfoeion  secular. 

Todas  estas  leyes  ó  nomo-cánones  debieron  producir  en  la  an- 
tigua legislación  esenciales  mudaosas.  Al  principio  obligaban  ip- 


tffttnénM  Í6ú  jotras  «l>irlti]üle0 :  y  \ts  léyea  et^rfles  eá  mueM 
ptlDtnÉ(  da  ttMM  ttil  tez  áíB  «c(ref^0  dt^rieHofy  pQMtaqtié  elw^n» 
iMdéilio  ft.^  dn»^,  ^tfe  MUehds  babiali  caM»  jm  4ctfiifo  yér  loa 
ifáí^érWS9  de  h  g«efr45r  ef  liitajo  peniteldso  da  Im  baregiai  (i^ 
Y^  téi&lf  Ji^Mteéb  íB»  pehs^tíbuw  «0  eaÉ?Mt«rM:-c9  pro* 
Wsmá  dtéüIMtf ,  las  teyaft  de  la  Igteala  focroB  taminSñi  le^cii  dd 
ÉMdd,  Iti^  ébiiétltclíéfotM  da  m  antigooii  c^odMoa  que  lifíim 
AMbddflátto  NfefttMrna  la  aaa«i«fl  da  laa  fcán  t^tbpomiaa  ^  j  d 
1$dtiélllVé  *Éétédaik>  i<^  eoiiva«ldt)  7  ooafltéad&por  aqodimmar* 
M ;  imc  ét  fila  htany  esta  rtívalueioa  impimaiilíatoa  ea  di  érdeii 
db  lái  Rljr)^.  Bá^n»  iMkfft  oaiiacer  la  fññé  qua  twa  Braare«r 
iM  eífi  B^dlHi  MüiíaiÉit  lé^f  aa  «dl«ro  «a  eMirmeaioA  da  di» 
^o  caneWé;  Itesip^ies  de  refetlr  él  príoelftéjos  mottvoa  y  ol^iM 
ée  áü  édn Vbitoéiób  ^  máada  á  todos  aÓK  aáMUos  qat  idjedeséaa 
HdütMlttMIiiré  IM  d«éreto8  del  sfioodo:  eit  afgliiéá  iotetta  atM 
'íhim  IrrifVMiMi  dé  aada  bflo  dé  aquaito^^  aoira  los  éaáles  está 
tomó  ^  úk  presQiViir ,  él  qoe  eéafiritia  las  dlsposleloiies  eandiil-" 
Mi  áétf^atf ',  k'efátfiasf  á  les  d«!liles  y  el  efvflílaiémieBta  ortmlntl, 
j^  edoHajf^H  éi»i  eátfti  natalilea  pdlabraa.  Siqttis  ergo  tteHtíui  atu 
tá\cut  híEá-áYA  sanetf&Uam  ohedtérts  esse  noUfení\^i  €ph<íopus  pfti' 
hfter  ifáéóntik  nht  úferietís /^erú  áb  omrfí  eo/tsfffó  exeú^iUWkath' 
ifr  síiBfi^éht'  éi  pero  láfcas  fimtit  ét  hd^Morft  ioéi  fietlíéM  M 

ti^f AtATák  HcOLlÁtov  flüAílüü  AlliTTAt  Fi^f  tníltos  ttoft- 
¥oaxir;  si  i^h  InjfííHóHs  lúciptnoká  est,  AÉi^siONa  Aftavit  anA- 
tlt)i  iükít.t'rtri  iN  «?tTLi««  barutatoa.  Bé  modo  que  láf  di»- 
jy^leiotiM  dé  ta  tgfésfd  feratiVas  á  \ú^  délltdsy  a  los  jtffdo»  iflia- 
MHití  sJrttHbdádiis  desdé  entoncoé  «oti  penas  de  cottflséardoa  i 
'9%  BtáíMib.  Todo  esté  habla  hecho  yá  Récarédo  el  éuarto  A¿t> 
dé  M  Mntñó :  ¿  no  parecerá  ahora  Increíble  qae  haya  qníeü 
tftríé  i[úe  esté  Mióhárca  aumentaré  y  vaHára  la  antigua  legfsla- 
Üitítí  f  iSé  úébésita  rhüs  (jué  Ib  dicho  para  tener  á  esta  pribclpe 
por  ddd  fia  los  más  notables  legisladores  de  España?  ¿Paésqué 
bd  fñ^rett  esté  tftulo  él  monarca  qóe  Idefttlficó  en  cttabto  ert  po- 

(1)  El  capfuito  l.**  de  este  concilio  se  füada  psrt  coafiriaar  los  <áaooes 
aaliíttoi  éa  que  ^  fionMuZüf  v$l  kmre»iivel  $entaiiaiit  ñ$iméiutt9  per 
Bi$pa^fum  Eceluias  canonicm  prítierminut  eit  ordo,,..  Colleo,  Ca- 
non, Errlet,  üitpan. 
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•ni»,  ti  MhHi  ehü  em  él  edeMllieo,  ét  «Hido  cM  te  IghiM^* 
pottieftd»  á  áiftpoiliHoii  d*  esta  úHIfaia  las  ftierzai  y  pédefk»  dUI 
primera)  áttida  é  ambot  un  legislador  eaúim ,  y  poi»letiáo  ilo  i 
I»  Mieonliih 4«« haMa  axisUdo  basta  «atmees  eatw  «noy  otro? 
TMoa  M  at^gÍMaoioa  dal  aoñor  LaWllaaiial  para  pmhtíf  ^  no 
ié  sálM  tí  Baeai^edo  eiMbt^dé  anetraa  teyaa,  aorrigiendo  \éM  im^ 
tlgnaa^  so  MNiom  á  daetr  qoa  alando  al  heého  élorto,  Saá  Iál-> 
doro  no  hablara  dejado  da  referirlo ,  y  qoa  da  loa  eódhM  toa* 
MIMtoa  datfaaro  Jaago  eonaaltadoa  por  Ur  Aeadeiüla)  Éola* 
maiifoetaao  alrlbayeB  algonaa  layes  á  aqael  principe,  y  di  tcM» 
doa  los  rallantes  do  se  encoeatra  nlagoan  nota  saya.  Pero  d  il^ 
fenicio  de  San  Iddoro  sería  i^y  slgnMIeátfvo,  si  nohM^lam  Mraa 
ratoiies  poMÜVas  eontrarlas  á  la  opfaton  qoe  se  ftiAda  en  A.  Qné 
Becanrdo  hico  IMü  leyes  del  eoncffio  ÜI  Toledano ,  nadie  ha  pó^ 
dido  dodarlo.  Qae  las  eonttitnciones  de  esto  eoneilfo  no  podtt* 
estar  en  eontonanda  ean  maehas  leye*  aotignai  heOhas  UJo  Ni 
domlnacfoto  arHaaa ,  y  «ciando  la  doetrhia  de  la  Iglesia  no  eirÉ 
admitida  por  d  Estado ,  es  también  nn  heebo  qna  á  prior!  ^ae* 
de  ftsegorarse.  Lne^a  6  deáde  la  pnbHeaeion  dd  dtado  éoMHto 
debieron  quedar  ün  ohservanela  maehas  de  las  «Mignak  toyai^ 
é  las  eonstitodones  de  aqael  no  se  pasieron  en  vso :  esto  MHhio 
no  ea  eiéito ,  Inago  lo  primero  debe  ser  evidente. 

Maa  ann.  Bi  bdlar  qoe  nao  d  düs  eMHeés  atrlbaydi  Mi  ley 
i  un  MiaiDO  mOÉaita,  no  es  eiertaoientto  rason  bafctanle  paHí 
tenedá  por  anya  eoando  otros  eédiees  de  igaal  autoridad  la  sd* 
ponen  á»  origen  distinto.  Pero  eaaado  la  notn  de  nn  eédiaé  eaii 
apoyada  po»  oiroa  dacamaotos  de  ranotialma  aatígOédod ,  an- 
terioras 4ftíÉk  al  eddieo  mismo,  ó  enando en  d  lent^  do  alguna 
ley  se  Inca  menelon  de  so  autor,  ya  no  se  pueda  dudar  da 
^  nutantlddad  da  la  notlela.  Edo  sueede  predsaraente  con  al* 
ganas  Irye^  dd  Fuero  Jaago  qae  d  séftor  Lardlzabal  no  ha  que- 
rido alribalr^  Becaredo.  La  ley  so,  tlt.  2.^,  Ilb.  4.^  da  dieko 
eódigo  qae  Lladetobrogio  arrlbuye  á  aqad  prinelpe,  y  qué  airea 
eédiees  notan  con  suma  variedad,  es  indudablemente  suya,  por- 
que a^ta  ley  ae  dta  y  copia  en  parte  enmo  de  Reearedo  en  una 
escritora  otorgada  en  el  año  962  (t).  En  este  mismo  doeumeli- 
to  se  cita  la  foy  o,  tit.  a.**,  lib.  5.».  Y  hi  ley  is ,  tít.  3.*»,  II- 

(t)    Flurc 1 1  Espsft.  Sagrad. ,  t.  N ,  p.  tSf  J  aSO. 


bro  12 1  dice  ternokiaiiteiii^ote  que  la  .aaterior  «d  écd«a  {oédft* 
4a  por  «quel  monarca  (l)«  L«fgo  a«a  8iü  haeor  cavo  de  laaao- 
0s  de  los  códices,  cuja  aotoridad  po  invoeamos  por  sus  eoa-' 
tradkciooes,  prcttclndieodo  de- las  iooovacioBes  ii9|^octwitiiiaBes 
iolroducidas  en  la  Jegisleeion  por  el  eoncUio  JCoiedaoa  III ,  toda- 
vía es  iodudable  qae  nuestro  primer  monarea  ealélico  estabkeU 
nuevas  leyes ,  y  hay  docemeatos  fidedlgaos  eoo  que  probar  e^ 
ta  asercioD. 

Bebatidas  las  opioiooes  de  aquellos  qae  han  negado  i  unesi' 
.  tro  prineipe  el  titulo  de  le^slador «  pasamos  á  baeemos  eacfo  del 
carácter  é  importancia  de  sos  leyes. 

^     La  primera  y  roas  importante  mndanaa  iotrodoeida  per  Re- 
iCdredo,  fué  la  de  conceder  á  los  concilios  la  iacoAad  de  hacer 
leyes.  Sabido  es  que  ios  gímanos  tenían  sus  jontae  peiiódleasi 
en  las  cuales  trataban  los  asuntos  graves  del  teiao.  También 
iparece  cierto  que  ios  visigodos  celebraron  algunos  concilios  para 
decidir  sobre  los  negocios  importantes;  pero  estece  últimas, do 
debieron  ser  muy  frecuentes  ni  famosas  cuando  ios  historia - 
4ores  no  nos  han  dc^do  noticias  mas  circunstanciadas  de  ellas» 
Lo  que  sí  parece  indudable  es  que  los  monarcas  godos  cónsul* 
jtaban  con  sus  proceres  y  señores  principies  da  la  nobleza  las 
leyes  que  daban  á  su  pueblo;  bien  fuese  porque  los  magnates 
intervinieran  por  derecho  propio  en  tales  asuntos ,  é  bifo  por* 
»que  ios  reyes  desearan  algunas  veces  oir  su  opinión  para  asega- 
.rarse  ipas  del  acierto.  Convertidos  Becaredo  y  su  naeion  ai  ca* 
•toiicismo,  era  natori^l  que  el  Estado  y  la  Iglesia  se  aliacao  pam 
el  gobierno  de  la  nación ,  tanto  porque  en  los  eelesiásticos  re- 
sidia  entonces  todo  el  saber  del  tiempo ,  cuanto  porque  los  cá- 
nones y  doctrina  de  la  Iglesia  encerraban  principios  saludables 
y  máximas  adecuadas  al  bnen  régimen  de  la  monasqula.  fil 
.abad  de  Valclara,  historiador  contemporáneo  de  aquel  príncipe} 
dice  que  siguiendo  el  ejemplo  de  Constantino  que  mandó  ce* 
Jehrar  el  sínodo  de  Nicea  después  de  su  conversión,  Becsredo 
convocó  después  de  la  suya  el  concilio  III  de  Toledo.  Esta  es- 
plicaclon  parece  mas  satisbctoriaque  lado  algunos  historiadores 
modernos;  los  cuales  pretendiendo  buscar  ios  orígenes  dejiocs* 

(t)    Dice  aif  la  iej  tS.  1hii4¡am  lata  coniUtutionU  auethoritas  á  Do* 
mino  et  prmdieuwrm  B»ear§do  reg$. , 
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tras  coitPB  en  la  aotlf^ijedad  mas  remota,  suponen  que  estas  fue* 
fm  una  eontlnvadon  d«  los  eonoflios  Toledanos ,  así  como  estos 
lo  hablan  sido  de  las  Juntas  de  les  tribus  germánicas.  Estos  eon*" 
grasos  en  eflselo,  no  se  paredan  en  nada  á  nuestros  conelllos  na* 
elonaleB,  y  Recaredo  cuando  mandó  reunir  el  de  que  tratamos, 
es  probable  tuviera  mas  presente  el  sínodo  de  Nfcea ,  cuyo  sfm- 
bofo  acababa  do  abrszar ,  que  las  crostombres  de  sus  mayores  en 
ios  bosques  de  la  Germania.  Animado  por  sus  nuevas  creenelas, 
Heno  de  respeto  hácYa  las  tradiciones  de  la  Iglesia  y  y  ambicio-» 
nando  la  gloria  que  otros  monarcas  hablan  alcanzado  ftivoreeién^ 
éoiei  Recaredo  se  propaso  ser  el  CSonstantlno  de  la  fé  católica  en 
Espada. 

€oñ  este  objeto  convocó  en  589  el  concilio  Toledano ,  en  el 
cual,  Juntamente  con  su  mujer,  una  multitud  de  señores  godos  y 
algunos  obispos  recién  convertidos,  abjuró  la  doctrina  arriana» 
y  coafasó  el  simbolo  católfeo.  Pero  la  disciplina  eclesiástica  y 
itts costumbres  públicas  neccsllsban  reformas;  porque  según  he« 
moa  dieho  antes,  todo  lo  había  Inñdonado  la  herrgía.  Al  conci<» 
No  toeid»  dtspoo>er  lo  necesario  para  mejorar  el  orden  eelesiáiti* 
eo ,  y  al  rey  dar  leyes  civiles  que  pusieran  en  armonía  á  la  Igle- 
sia con  el  Estado;  pero  Recaredo  confiando  en  la  sabiduría  do 
loa  padrea  del  eonellio,  hallando  entre  ellos  á  las  personas  mas 
dtalfagoldaa  de  la  monarquía ,  les  encomendó  también  la  forma* 
eloD  do  las  leyes  que  eran  de  su  esclusiva  competencia.  A*(  re^ 
salto  de  sus  palabras:  de  ceetero  autem  pro  ínhíbendis  insolen'- 
'tímm  morfbui,  mea  vobis  consenthnte  ele  mentía^  sen  ten  ti  h  termi' 
natB  t^trieUofihus  ^  ei  finnioH  disciplina  quee  faciendo  non  sunt 
prokibitej  etea  quof  fieri  d^nt  immobiii  eonstUutione Jítmate  (I). 
Se  taflere  de  aquí :  i .®  que  el  concilio  decretando  sobre  la  re* 
forma  de  las  costumbres  no  obraba  por  autoridad  propia ,  sino 
por  el  consentimiento  y  mandato  del  soberano;  y  por  eso  se  ob- 
serva que  todos  los  cánones  que  tratan  de  dicho  asunto,  contie- 
nen la  cláusula  contenHente  domino  Recaredo  ,  annuente  domino 
nostro  Recaredo  ú  otras  sem^antes :  7.^  que  este  príncipe  auto- 
rizó al  eoBCilio  para  establecer  leyes  civiles,  á  fin  de  que  tuvie- 
sen la  doble  sanción  del  Estado  y  la  Iglesia ,  y  se  asegurara  por 
esto  mismo  su  observancia  firmiori  disciplina  qum  facienda  non 

(f)  GolleeC,  Can,  Eclef.  Hispan. 

Tomo  u.  40 
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gHntprobite^  ete. ,  pues  Juagaba  y  cOa  raion,  qve  la  Wy  hedbi 
M  QD  cinefilo  haMa  de  ftr  mas  reapdáda  que  las  q«e  emanaaeii 
almpleraaÉte  de  la  autoridad  real. 

TeaianMM  averigoados,  puiea,  el  motivo  y  el  ehifete  de  ana 
de  las  naes  importantes  variaciones  hechas  por  Reearedo  en  el 
orden  lega).  Algunos  eseritorts  y  purlieularmetle  d  üfta»  Me» 
Pina  (I)  se  han  emp^ado  en  demeetrar  qne  loe  eoAcHlM  Tdedih 
nos  eran  onas  verdaderas  cortes,  con  la  potestad  legfslellva,  «la 
ties  brazos ,  nnblesa ,  clero  y  pueblo ,  y  demás  etffeuasl&oolas 
de  nuestros  eongresos  de  la  edad  media.  Las  pnlibrts  eltadaa 
últimamente  del  concilio  iil  tmsian  para  hacer  ver  la  Msedad 
de  esta  aserción.  Según  se  vé  en  dicho  condKo,  el  rey  exorté  É 
los  padres  á  que  dispusieran  lo  necesario  para  el>  buen  régtmen 
de  la  Iglesia ;  pero  raspéete  á  las  costumbres  y  negeeios  elvlesf 
lea  dio  una  autorizad én  especial ;  y  por  eso  en  loa  eapftniea  que 
tratan  del  primer  asunto «  habla  el  sínodo  en  su  nombre  cornti^ 
tmit  Sfnodus  (!2) ,  y  en  los  que  Se  manda  algo  rdatli^o  d  aefsm- 
dD>  habla  el  cóndilo  en  neanbrd  del  soberano  (a).  I^ngD  su  pe* 
testad  legidativa  era  meramente  delegada  y  muy  áüarelrte  pof 
lo  tantd  de  la  que  algunos  dglos  después  cjerdao  nuestras  cortes 
cuando  btdrgabau  tributos  y  hadan  pdldones  al  aoberano.  Si  la 
virtud  de  estos  eongresoa  coudetta,  como  dice  Márlnn»  en  pe** 
aer  un  dique  aldespotiemo  de  les  iisyee,  ¿eómo  habla  deeett» 
segukse  esto  no  ejerciendo  los  concttfos  una  autoridnd  propia ,  d 
mandando  nada  en  el  orden  dvU  i  sino  co»  d  beneplédto  dd 
soberano f  Por  otra  parte,  los  reyes  godos  ^readadkm  eomple* 
tamente  de  los  concilios  siempre  que  querían  peoasulgar  leyes 
sin  eonsuHarlos;  puesto  que  hay  muchas  en  d  Fuero  Juago  que 
emanen  de  la  sda  autoridad  de  loa  príndpes,  ¿ddnde  edá»  pues, 
la  decantada  garantía  de  loa  condlios^nadenaies?  Eran  titos  dar* 


(1)    téoHs  üt  tas  corltí  (íé  Lcort  t  CiiiUilá.  Pirl.  f.",  cap.   f. 

[%)  Asi  «mpiezá  el  tkWtm  ?.«  i)Mí  maMjl  ^u^  eo  la  mesa  M  obtlfHi 
«a  lasa  las  tandas  tseriuins;  l*m  rtveramrfo  l>0<  tarardéfHM  M  Mift«r. 
MI  MMida  fonflIMl  tyfM^. 

(8)  Bl  canoa  18  tiene  dos  partes:  la  primera  que  manda  relebrarcoa- 
clltos  proTlftciales  do»  Teces  al  año;  comienza  csí :  Praseeyit  hcec  sánela 
«I  tmetabtíu  i^n^ul:  y  II  ^gúñttíi  (i«fe  manda  k  fbl  juérél  i  actere> 
del  Oseo  que  concurran  á  estos  concilios ,  dice  que  lo  (JIspoRe  a5f :  eor  de- 
Cf9t9  ghriot9ÍMtmi  domfni  noslri. 
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(ainmift  ué Crtet)  aHaqvQ  qq  dmij  seguro «  para  los  reyes;  pera 
Mí  el  ttem  4e  ia  arbtoeracia  ui  el  del  ¿ueblo ,  sino  el  de  la  re* 

EL  cottdHo  III  de  Toledo  k>  suscríbeo  únicamente  el  rey  y 
Ak  i^tipos  (I);  pero  como  algunos  de  los  posteriores  aparecfD 
flMMaáoa  «dfiíiás  por  vark>a  ooblea  y  .proceres  ^  y  aun  se  hace 
sMMMn  enclertoaeánoiitadel  coosentimieuto  del  pueblo,  esto 
bá  ieriri4o  de  fiíodaineoto  para  asegurar  que  aquellos  congresos 
Kfiroietttiban  á  los  tres  braao»  del  Estado » la  nobleza,  el  clero 
y  el  fieMo.  E»  cnanto  á  ^ue  el  clero  estsba  aili  digna  y  útil* 
liMfle  repfweitadOyDo  cabe  la  menor  duda;  pero  no  sucedía  lo 
ffttaiivo  reipteto  al  pueblo  y  la  nobleza.  Diez  y  seis  miembros  de 
^üsMIina  asiatleroii  al  oobcíIío  oviavo y  llrniaroo  las  actas:  cua- 
tro it  luí  qalBet  al  duodécimo;  veinte  y  seis  al  decimotercio:  diez 
y  slelt  al  déetmoqttiato,  y  diea  y  seis  al  decimosexto ;  pero  ni 
ésta  lo  batían  por  derecho  propio  é  en  representación  de  su  cla- 
sey  n\  la  eosSitmbre  áe  suscrtUr  algunos  legos  las  actas  de  los  con- 
cttiaé  IM  obaervaHa  coaataotemente  en  todos  ellos.  Estos  do- 
Miá  etao  Wú9k  Bspeeie  de  comisarios  que  enviaba  el  rey  á  los  sí- 
BodeSy  Ud  Tea  para  que  los  informaran  en  su  nombre  de  los 
asuntos  reglares  qué  se  debían  Uatari.y  para  que  aprendiesen 
eft  «•»  diiMialiees.  Praébese  esto  eon  las  mismas  actas  de  los 
eooeillDs*  Sfgun  ollas  sa  dirigía  primero  el  rey  a  los  padres»  á la 
ifárnMaddélúi  o¿/iy)o/ cuando  eaoomendaba  la  formación  de  algu* 
tey  ea  ^  y  déspota  á  los  oondea  y  duques  que  estaban  presentes, 
^ekifidaipot  la  teremdud  ó  por  la  sublimidad  del  rey, 
é  i^r  él  aula  firfd^  eacargandolea  que  no  disintieran  del  parecer 
de  las  primadas.  Asi  dreia  HeceavUito  en  el  concilio  YIIL  In 
e^mmuné^am  ¥obis  cuneéis  tt  ex  divino  euUa  ministris  idoneis  et 
€»  éiOa  rufgia  tectovibus  dectniér  eiectis.,.,  Y  en  Otro  lugar :  Fos 
e^nt  ÍHU9ir^  vitos ^  qvos  ex  ófjkio  paíaíiao  huie  sancHe  sjnodo 
Mt^rMri»  stíof  prímétpasoirtfnuit,,,.  adjktatfsobtestort,t4  uiadiarf» 
at  v^iafiá  aú  dlxeñstioais  juítissimie  J^rmulam  ita  animes  diri» 
gátfs  tít  ^SAU  a  cofisensu  pnBStntfúM  prnirum ,  iiWMionim  qat  vtm 
rorum  aliorum  meniis  dueentes  obtntum^  etc..,.  Si  los  noUea  bu* 

(í)  La  dci'lararíon  de  la  fé,  con  h  cua!  empieza  el  coorlWo,  áparectf 
firmada  por  muchos  noble5  y  señoreí  qae  abjuraron  con  R<k:arédo  d  ar- 
ríaDiflno;  pero  los  einonés  oslan  9usfn(os  fmicaVnonle  por  el  rtj  y  sc- 
lenta  y  ocho  obispos. 
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bierao  intervenido  en  aquellas  deliberaciones  con  el  misiiiocaiée^ 
ter  que  los  obispos  ¿  es  posible  que  ei  rey  los  colocara  e&  iCigar  Utt 
secuadario?  También  dá  peso  á  esta  reflexión  la  circanstanda  de 
no  baber  asistido  los  proceres  á  ninguno  de  los  conellios  cele- 
brados antes  del  VIII ,  ni  al  X ,  ni  al  XI  >  ni  al XiV ,  ni  al  XYll, 
porque  si  esta  clase  ó  sos  representantes  tenían  derecho  á  con- 
currir á  aquellas  asambleas,  no  es  de  presumir  q«e  lo  renuQ-* 
ciasen  generosamente,  ó  que  no  nsárnn  de  él  cuando  nin* 
gun  motivo  se  sabe  que  tuvieran  para  ello.  Es  aalmismo  dig* 
no  de  notarse  el  escaso  número  de  nobles  que  aslfitian  compara- 
do con  el  de  obispos ,  abades  y  presbíteros  que  firmaban  (t),y 
tampoco  es  probable  que  si  la  grandeza  hubiera  ejercido  on  de- 
recho propio  se  habría  satisfecho  cootan  limitada  representaden. 
De  modo  que  la  ponderada  intervencicn  de  la  noUeía  en  los 
concilios  Toledanos  queda  reducida  á  haber  asistido  á  seis  de 
ellos  unos  pocos  condes  con  ei  carácter  de  comisarios  regios  para 
corroborar  la  opinión  de  los  chispos.  ¿DeliberalMiD  co»  dh)S? 
Parece  probable  que  lo  hicieran ,  y  que  no  fuesen  meros  testi- 
gos como  algunos  escritores  suponen ;  pero  de  nquí  no  se  sigue 
que  representaran  á  la  nobleza,  ni  que  su  inflijo  en  aqudlas 
asambleas  contrapesara  nunca  el  de  los  prelados. 

Aun  tiene  menos  fandamento  la  supuesta  representación  del 
pueblo  en  nuestros  cóndilos  nacionales.  Sucedió  en  algunos  de 
estos  que  deseando  los  padres  dar  mayor  autoridad  a  ciertas  re- 
soluciones, invitaban  al  pueblo  que  por  casualidad  habla  coneur- 
rido  á  la  sesión  á  que  dijese  amen  cuando  las  pubilcabaa.  Esto 
se  hizo  en  el  concilio  IV  al  decretar  el  capitulo  75  que  trata  de 
la  elección  del  monarca.  Dijo 'el  concilio  si  piacet  omnüms  qm 
adestis  hasc  tertio  reitérala  senté ntia  vestnv  vocis  eam  consensufif' 
mate,  Ab  universo  clero  vel  populo  dictum  esti  Qui  contra  kanc 
vestram  definitiÓnem  prtesumpserit  anathema.,.,  sit*  jimen,  B»" 
pitlóse  este  ejemplo  con  otra  ley  del  mismo  concilio  que  condena- 
ba los  delitos  de  infidelidad,  en  el  concilio  YIII  y  en  f  I XVI,  cuan- 
!do  fueron  privados  de  sus  dignidades  los  nobles  que  hablan  sl- 

(1)  En  el  concilio  VIII  hubo  diez  y  seis  legos  j  setenta  j  cuatro  preU- 
dos  entre  obispoi»  vicarios  y  abades:  en  el  IX  cuatro  procciores  y  veinte 
y  cinco  eclesiásticos.  En  el  XIH  veinte  y  seis  varones  Ilustres  y  ochenta 
y  tres  obispos  abades  y  vicarios ;  y  por  esle  mismo  órJen  en  todos  les 
demás  concilios  á  que  asistieron  los  oficiales  palalluos. 
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4o  Ínfleles  á  Egica.  Hé  aquí  toda  la  interveocion  del  pueblo  en 
loseonellitos  Toledanos .  ¿Se  deiueirá  de  estos  hechos  que  aque- 
llas asambleas  no  podiaa  decidir  de  ningún  asnnto  grave  sin  el 
consentimiento  del  pueblo?  Delirio  nos  pa  ece  imaginatlo.  ¿Pues 
qué  los  padres  de  Toledo  en  sus  18  aoQcilios  no  resolvieron  mas 
negocios  graves  que  los  tres  referidos?  Y  si  la  ceremonia  de  de- 
cir amen  el  pueblo  hubiera  sido  un  requisito  necesario  para  la 
resalueioD  de  esta  especie  de  asuntos  ¿no  se  haría  mención  de  elia 
en  otros  muchos  lugares  de  las  actas?  Y  aunque  así  no  fuese, 
¿bastaría  la  aprobación  de  las  personas  que  asistían  como  especta- 
dores á  aquellas  deliberaciones,  para  creer  que  el  pueblo  estaba 
soflcientemente  representado  y  habla  consentido  en  los  decretos 
que  se  promulgaban  en  bu  presencia? 

Fueron  pues  nuestros  concilios  nacionales  unas  asambleas 
político  religiosas  que   los  príncipes  solían  convocar  en  los 
principios  de  sus  reir.ados  para  afirmar  su  autoridad,  cuando 
.querían    Introducir  en  el  orden  político  é  civil  alguna  mu* 
danza  considerable,  en  las  calamidades  públicas»  y  en  su* 
ma,  siempre  que  juzgaban  necesario  fortalecer  su  gobierno 
con  el  apoyo  de  la  Iglesia.  En  ellos  se  declaraban  y  confir- 
maban los  artículos  déla  fé,  se  daban  las  disposiciones  con- 
venientes para  mantener  el  vigor  de  la  disciplina  eclesiástica,  se 
establecían  leyes  penales  y  políticas,  y  se  sentenciaban  ¿  veces 
las  causas  religiosas  y  políticas  de  los  altos  funcionarlos  públicos 
seculares  ó  eclesiásticos.  £1  rey  que  los  convocaba  señalaba  anti« 
cipadamente  en  un  escrito  llamado  tomo  regio  ^  los  asuntos  en 
que  debían  ocuparse,  y  particularmente  Us  relativos  al  orden  ci* 
vil :  con  su  anuencia  decidían  sobre  ellos ,  y  sus  decisiones  eran 
luego  oonflrmadas  y  suscritas  por  el  mismo  soberano.  Así  es  que 
su  potestad  legislativa  en  el  orden  eclesiástico  era  propia,  en  el 
civil  delegada.  De  el<a  emanó  en  lo  sucesivo  una  parte  muy  con- 
siderable del  derecho  gótico,  según  veremos  mas  adelante.  Esta 
confusión  de  las  dos  potestades  civil  y  eclesiástica,  dio  á  la  le- 
gisiacion  ua  carácter  eminentemente  teocrático,  que  es  el  que  la 
distingue  en  la  época  que  analizamos.  Esta  famosísima  institu- 
éion  de  los  concilios  nacionales  que  no  tiene  ejemplo  en  otro  pais 
ninguno,  empezó  en  el  concilio  III.  Reoaredo  convocando  este 
sínodo  y  autorizándolo  para  legislar  en  materias  profiíoas,  fué 
iotor  de  una  reforma  importantísima  en  nuestro  derecho  páblico* 
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Otra  áe  lai  innovaciones  de  Recaredo  fué,  segttn  hemos  dicbo 
antes,  sancionar  con  penas  temporales  y  dar  foerza  de  leyM  á 
lüs  cánones  admitidos  en  España  hasta  su  tiempo.  Gomo  estos 
cánones  trataban  moy  particularmente  de  la  reforma  de  las  €os« 
tambres^  conteoian  un  catálogo  eopiosísimo  de  deilCos  y  penas, 
lo;s  cuales  formaban  casi  un  pequeño  código  penal ,  fuente  abun- 
dantísima de  nuestro  derecho  del  mismo  nombre.  Ya  hemos  itt* 
dicadp  arriba  las  materias  de  derecho  penal  de  que  trataban  les 
capones  confirmados  por  Recaredo,  y  esta  simple  enumeración 
basta  para  comprender  la  importancia ,  resuHados  de  esta  inno- 
vación. 

La  última  en  fln  se  contiene  en  los  mismos  capítulos  del  eon* 
cilio  Ilt,  y  es  también  de  gravedad  suma.  Rn  este  sínodo  se  con- 
firió á  la  Iglesia  una  parte  de  la  potestad  Judicial  ijne  ftié  orf|en 
de  la  que  posteriormente  tuvieron  los  obispos  en  monarquía  go* 
d|i.  Ordenóse  que  estos  prelados  conociesen  Juntamente  con  los 
jueces  seglares  de  los  delitos  de  infanticidio,  j  lo  que  es  mas  ne- 
table  ann ,  que  dichos  Jueces  asistieran  todos  los  silos  ai  conci- 
lio provincial  de  su  territorio,  juntamente  con  tos  administrado* 
res  del  fisco ,  para  que  si  se  averiguase  que  abusaban  de  sus  fií- 
eultades  ú  oprimían  á  los  pueblos ,  los  obispos  los  amonestaren 
y  corrigiesen  9  y  si  su  autoridad  no  surtia  efecto,  diesen  cuenta 
al  prfneipe.  Así  la  pptestad  legislativa,  las  leyes  penales  y  h  po- 
testad Judicial  de  heréticas  que  eran ,  se  convirtieron  en  teocrá  • 
ticas.  La  facultad  de  hacer  las  lejes  que  residía  en  los  princi- 
pes ^  se  trasladó  en  parte  á  los  concilios:  los  cánones  se  transíbr- 
marón  en  leyes,  y  los  obispos  interviDleron  en  su  aplicación  J 
se  reservjsron  la  facultad  de  vigilar  y  corregir  á  los  encargados 
especialmente  de  ella.  Tan  importante  mudanza  experimentó 
nuestra  legislación  al  convertirse  Recaredo  al  cristianismo. 
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cT  Cuando  ei  consejo  reni  es  instado  d  decidir  sobre  unú  cof/ipeten' 
da  que  no  ha  sido  promovida  por  f  /  JeA  ffolUico  en  calida^ 
de  tal,  y  si  coino  presidente  del  conujo  prorin^mly  debp  deci* 

dir  sobre  el/a7  (coQsulta  de  SO  de  enero). 


Aptes  de  publicarse  el  real  decreto  de  4  de  Junio  de  e&te  año 
que  establece  reglas  para  dirimir  Ia3  competencias  entre  las  au- 
toridades Judiciales  y  las  admijiistrattvas,  regia  otro  decreto  de  6 
de  Junio  de  1844,  según  el  cual  tocaba  esclusivamente  á  los  Je- 
fes políticos  promover  competencias  á  los  tribunales^  cuando  es* 
taban  entendiendo  en  negocios  que  correspondían  ¿  la  autoridad 
administrativa.  Rigiendo  todavía  este  decreto ,  promovió  una 
c<»mpetencia  el  Jefe  político  de  Granada  como  presidenta  del  con- 
sejo provincial  con  ei  Juez  de  primera  Instancia  de  Onadix  so- 
bre baber  sido  amparado  por  este  el  marqués  de  Cortép  ^  la  po- 
•esioD  del  término  de  Graena  j  sus  terrenos  collndanlit  eon  los 
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de  Pesa,  y  haberse  negado  á  sa  ctimpHinieDlo  ei-elcatde  de  esle 

pueblo. 

Esta  competencia  no  h»bia  sido  promovida  en  forma,  por- 
que el  consejo  provincial  ni  su  presidente  podían  suscitar  con- 
flictos de  Jurisdicción  ,  habiéndose  reservado  esta  facultad  á  los 
Jefes  políticos  en  calidad  de  tales  por  el  citado  decreto  de  6  de 
Junio  de  18M.  Y  auDquo  el  Jefe  político  y  el  presidente  del 
consejo  provincial  son  una  misma  persona ,  cuando  obra  con 
este  último  carácter  no  debe  verse  en  él  al  funcionario  del  go- 
bierno agente  de  la  administración,  sino  al  mi^mo  consejo  pro- 
vincial procediendo  por  conducto  de  su  pressidente:  por  lo  cual, 
si  se  permitiera  provocar  competencias  al  jefe  político ,  presiden- 
te del  consejo  provincial,  no  podría  negarse  al  consejero  vicepre- 
sidente del  mismo  consejo ,  j  que  hace  las  veces  del  Jefe  político 
en  su  ausencia.  El  decreto  de  6  de  Junio,  concediendo  al  jefe 
político,  esto  es,  al  agente  de  la  administración  la  facultad  es- 
clusiva  de  provocar  tales  competencias,  daba  una  garantía  efica- 
císima ¿  la  independencia  y  libeitad  del  poder  judicial ;  garan- 
tía que  desapareóla  en  el  momento  eb  que  dicha  facultad  se  hi- 
cíese  estensiva  á  otros  funcionarios  ó  autoridades  de  inferior 
rango. 

Por  estas  razones,  declaró  ei  consejo  real  no  haber  lugar  á 
decidir  la  competencia  ilegalmente  entablada ,  mandando  devol- 
*veT  respectivamente  el  espeiiente  y  los  autos  al  Jefe  político  de 
Grranada  y  al  juez  de  primera  instancia  de  Guadíx,  mandándose 
al  primero  qué  la  promoviese  de  nuevo,  si  la  juzgaba  proce- 
dente, con  arreglo  á  dicho  real  decreto.  Por  ló  tanto ,  deben  con- 
siderarse nulas  las  actuaciones  de  competencia  que  se  promuevan 
por  una  autoridad  distinta  del  Jefe  político ;  y  en  su  consecuen- 
cia el  consejo  real  no  debe  decidir  el  recurso. 

Esta  regla  X  en  vez  de  derogarse ,  ha  íido  confirmat^a  por  el 
decreto  de  4  de  junio  de  este  año^  sobre  el  modo  de  entablar 
las  competencias  entre  la  autoridad  Judicial  y  la  administrativa. 
El  principio  de  que  solamente  compete  á  los  Jefes  políticos  la  pro- 
yocacion  de  competencias  con  las  autoridades  judiciales,  ha  sido 
plenamente  sancionado  en  este  decreto.  Por  lo  tanto,  si  cuando 
regia  el  de  6  de  junio  de  1844  debían  considerarse  nulas  las 
actuacii>nes  sobre  competencias  no  provocadas  por  la  autoridad 
complétente,  del  mismo  modo  deben  reputarse  hoy  que,  según 
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htdmo9  mención  al  priocipio,  no  es  aplicable  al  presente  caso; 
porqae  en  él  do  se  trata  de  determioar  los  efectos  del  remate 
celebrado  con  la  admíDistracion  por  D.  José  Ortiz  de  la  Torre, 
sino  los  del  contrato  particular ,  y  á  todas  luces  de  interés  pa- 
ramente privado,  que  celebró  roas  adelante  con  la  indicada  so- 
ciedad anónima  D.  Remigio  Angoitia:  3.^  que  el  párrafo  4.°  de 
la  misma  ley ,  citado  también  al  principio ,  no  tiene  tampoco 
aplicación  al  debate  actual;  porque  se  concreta  al  resarcimiento 
de  los  daños  y  perjuicios  que  se  causan  con  la  material  ejecu* 
cion  de  las  obras  públicas  á  propietarios  que  no  tienen  interven- 
ción en  ellas ,  y  no  puede  estenderse  á  la  responsabilidad  pe- 
cuniaria, derivada  de  contratos  entre  particulares  como  el  espre- 
sado. Por  lo  tanto,  las  cuestiones  que  se  suscitan  entre  los  em- 
presarios de  obras  públicas  y  los  particulares  que  concurren  á  su 
ejecución,  con  motivo  de  los  contratos  que  para  la  misma  cele- 
bran entre  sí,  son  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  ordina- 
ria ,  siempre  que  no  puede  comprometer  8i|  resaltado  los  inte- 
reses públicos. 

vin. 

l^  que  autoridad  corresponde  conocer  de  las  cuestiones  que  se 
susciten  entre  ios  pueblos  sobre  mancomunidad  de  pastos? 

Las  cuestiones  sobre  mancomunidad  de  pastos  pueden  ser 
contencioso-administrativas  ó  judiciales,  según  sea  la  naturaleza 
del  punto  que  se  litigue.  Si  dos  pueblos  disputan  entre  sí  la  pro- 
piedad de  unos  pastos  á  que  ambos  pretenden  tener  derecho, 
corresponde  el  conocimiento  del  negocio  á  los  tribunales  ordlna* 
rios ,  y  la  cuestión  es  judicial.  Si  la  disputa  de  los  pueblos  tie- 
ne por  objeto  la  posesión  de  dicho  pasto  en  so  estado  actual ,  la 
cuestión  es  administrativa  y  corresponde  conocer  de  ella  al  con- 
sejo provincial.  Fúndase  esta  diferencia  en  la  real  orden  de  17 
de  mayo  de  1838 ,  y  en  el  articule  a.""  de  la  ley  de  2  de  abril 
de  1845. 

Según  las  disposiciones  1.',  2."*  y  3.>  de  la  citada  real  orden, 
los  jefes  políticos  deben  hacer  entender  ¿  los  ayuntamientos  que 
las  demarcaciones  de  límites  entre  provincias ,  partidos  ó  térmi- 
nos municipales  no  alteran  los  derechos  de  mancomanidad  de  los 
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pueblos  en  los  prados,  pastos,  abrevaderos  y  demás  usufructos 
que  siempre  han  poseído  en  común ;  que  ínterin  no  se  promul- 
gue ía  ley  que  anuncia  el  real  decreto  de  división  territorial  de  30 
de  noviembre  de  1833,  se  mantenga  la  posesión  de  los  pastos 
públicos  y  demás  aprovechamientos»  de  una  sierra  ó  tierra  de 
ciudad  9  ó  villa ,  ó  sexmo ,  ó  de  otro  distrito  común  de  coalquie- 
ra  denominación  tal  como  ha  existido  de  antiguo  y  hasta  que  al- 
guno de  los  pueblos  comuneros  ha  Intentado  novedades  en  per- 
juicio de  los  demás ;  y  finalmente ,  que  al  ayuntamiento  de  cual- 
quiera de  t^les  pueblos  que  pretenda  corresponderle  el  usufructo 
privativo  para  sus  vecinos  en  el  todo  ó  parte  de  su  término  mu- 
nicipal, se  le  reserve  su  derecho  de  que  podrá  usar  en  el  tribunal 
competente ,  pero  sin  alterar  la  tal  posesión  y  aprovechamiento 
común  hasta  que  Judicialmente  se  declare  la  cuestión  de  propie- 
dad. £1  mantener  á  los  pueblos  en  el  disfrote  de  sus  pastos  co- 
munes con  arreglo  á  esta  real  orden ,  y  decidir  las  controversias 
que  se  susciten  sobre  la  posesión  de  los  mismos ,  es  pues  incum- 
bencia de  la  administración ,  y  como  esta  no  puede  tampoco  al- 
terar en  nada  la  posesión  existente ,  lo  único  que  le  correspon- 
de es  declararla^  y  hacer  todo  lo  necesario  para  mantenerla. 

Según  el  art.  9.^  de  la  ley  antes  citada  de  2  de  abril  deben 
entender  los  consejos  provinciales  en  todo  lo  contencioso  dé 
los  diferentes  ramos  de  la  administración ,  para  los  cuales  no  es- 
tablezcan las  leyes  juzgados  especiales.  Las  cuestiones  relativas 
á  la  posesión  y  disfrute  de  los  pastos  comunes ,  son  administra- 
tivas según  hemos  visto  que  lo  declara  la  real  orden  de  1838:  la 
ley  no  ha  establecido  ningún  Juzgado  especial  que  conozca  de 
ésta  especie  de  litigios :  luego  son  de  la  competencia  de  los  con- 
sejos provinciales. 

Esta  es  una  excepción  de  los  buenos  principios  administra- 
tivos,  según  los  cuales,  todas  las  cuestiones  posesorias  deben 
ventilarse  ante  los  Juzgados  ordinarios,  siempre  que  no  se  sus- 
eitén  sobre  providencias  dictadas  por  las  autoricfades  administra-^ 
tlvas  en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones.  Pero  consideraciones  de 
interés  público  nacidas  de  las  circunstancias  obligaron  sin  duda 
al  gobierno  á  promulgar  la  real  orden  de  1838  que  hemos  tqt 
ferido ,  y  el  consejo  real  ha  confirmado  la  doctrina  contenida  en 
ella  en  los  dos  casos  siguientes. 
,     En  16  de  marzo  dé  1846 ,  el  alcaide  de  Goscojneía  de  Font¿« 
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nova  pidid  al  juez  de  prjmera  instancia  de  Barbastro,  en  nom- 
bre de  su  vecindario,  que  amparase  á  este  en  la  posesión  de 
ciertos  pastos  del  monte  de  Hoz  en  que  iba  á  ser  turbado  por 
los  vecinos  de  este  pueblo.  Hecha  la  información  correspondien- 
te dictó  dicho  juez  el  auto  de  amparo ,  librando  despacixo  al  al- 
calde de  Hoz  para  su  cumplimiento ;  pero  este  acudió  entonces 
al  jefe  político ,  y  después  de  haber  reqlamado  directamente  el 
consejo  provincial  el  conocimiento  del  pegoclo^  se  formó  la  com- 
petencia« — El  consejo  real » teniendo  en.  cuenta  las  razones  que 
hemos  manifestado^  decidió  á  jfavor  de  la, administración.  (Con- 
sulta de  23  de  febrero  de  1847,  Gaceta  QÚm.  4552), 

Algunos  vecinos  de  los  pueblos  de  la  Milla  y  Huergadel  Rio, 
prendieron  dentro  de  los  términos  do  ambos  pueblos  á  los  pasto- 
res que  guardaban  los  ganados  del  pueblo  de  Ármaliada,  el  cual, 
pretendiendo  tenar  con  aquellos  y.  el  de  Quiñones  de  tiempo  in- 
memorial mancomunidad  de  pastos ,  se  consideró  turbado  en 
su  posesión,  y  propuso  en  5  ^  mayo,  último  el  interdicto  pose- 
sorio ante  el  juez  de  primera  instancia  de  Asteria;  y  habiendo 
proveído  este  el  auto  de  amparo,  el  jefe  político  de  León  inier? 
yaso  la  competencia.  Siendo  la  questiojg^  idéntica  en  este  .caso  á 
la  del  anterior,  el  consejo  real  la  decidió  de. la  misma  manera  y 
con  iguales  motivos.  (Consulta  de  1 8  de  agosto  dé  1847,  Gace- 
ta núm.  4729). 

Son  también  contencioso-administrativas  l^s  cuestiones,  so- 
bre mancomunidad  de  pastos  que  fe  originen  con  motivo  de  los 
acuerdos  que  tomen  los  ayuntamientos  sobre  el  npismo  asunto  con 
arreglo  á  la  facultad  que  les  concede  para  ello  el  ]()árrafo  S.^j,  ar- 
tículo 80  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845.  Seguo  este  párrafo, 
corresponde  á  los  ayuntamientos  el  arreglo  de  los  pastos  y  de- 
mas  aprovechamientos  comunales.  Si  algún  particular  ó  corpora- 
ción se  sintiese  agraviado  á  consecuencia  de  este  arregle,  no  pue- 
de interponer  la  acción  posesoria  porque  lo  prolúbe  la  real  orden 
de  8  de  mayo  de  1839,  según  la  cual  no  proceden  los  interdictos 
que  tienen  por  objeto  dejar  sin  efecto  1^  providencia  de  algún 
ayuntamiento  sobre  cosa  que  esté  a(  alcance  de  sus  atribuciones. 
Perp  sí  precede  la  via  contencioso-administrativa  pnte  la  autori- 
dad competente ,  k  menos  que  se  tratare  de  la  c)iestiQn  0e  pro- 
piedad, pues  en  este,casOi  cpmo  sei  l^^.dichoanteS)  debe  Uevarsi 
la  reclamación  ante  los  tribunales  de  justicia. 
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t  Por  eso  el  consejo  real  ha  decidido  á  favor  de  la  administra- 
ción la  competencia  suscitada  entre  el  Jefe  político  de  Teruel  y  el 
juez  de  primera  instancia  de  Calamocha  con  motivo  de  la  cues- 
tión siguiente.  El  referido  juez  amparó  á  varios  vecinos  y  gana- 
deros de  Calamocha  en  la  posesión  del  disfrute  de  pastes  man- 
comunadamente  con  los  vecinos  de  Tormos  en  la  Cañada ,  Ma- 
driguera y  otras  partidas  del  término  de  aquel  pueblo.  Sabedor 
el  ayuntamiento  de  esta  providencia ,  y  juzgándola  contraria  á 
varios  acuerdos  suyos  anteriores,  mandando  que  solo  se  permi- 
tiese el  uso  del  aprovechamiento  en  cuestión  á  loa  vecinos,  acu- 
dió al  jefe  político,  que  promovió  la  competencia. 

¿Pero  y  si  el  ayuntamiento  se  excede  de  sos  atribuciones  en 
las  providencias  que  dicte  para  el  arreglo  de  pastos  y  aprovecha- 
mientos comunes  procede  la  via  ordinaria  ó  la  contencioso-ad- 
ministrativa  ?  Aun  en  este  caso  corresponde  el  conocimiento  del 
negocio  ¿  la  administración  y  no  á  la  autoridad  judicial.  Hé  aquí 
una  decisión  del  consejo  real  que  confirma  esta  doctrina. 

Con  objeto  de  ocurrir  á  las  dificultades  que  ofrecía  el  modo 
con  que  siempre  se  habla  disfratadode  los  pastos  y  rastrojeras  de 
las  villas  de  Yébenes  y  Consuegra,  porque  estrechados  con  ter* 
renos  de  propios  los  de  pertenencia  particular ,  tenia  cada  cual 
para  llegar  al  suyo  que  hacer  tránsito  por  los  de  los  demás, 
perjudicándose  con  ello  todos  mutuamente»  convinieron  los  la- 
bradores de  ambas  villas  en  proponer  al  ayuntamiento  úe  la  pri- 
mera, como  lo  hicieron  en  la  sesión  pública  de  1 7  de  abril  de  1 843, 
un  medio  de  conciliar  todos  los  intereses.  Este  medio  consistía  en 
formar  un  cuerpo  de  dichos  terrenos  particulares  y  de  propios, 
dividirlos  en  quintos  para  arrendarlos  y  proratear  entre  los  res- 
pectivos dueños  el  producto  y  nombrándose  para  entender  en  las 
diferentes  operaciones  que  esto  exigia  dos  juntas  presididas  siem- 
pre por  el  alcalde  de  Yébenes ,  la  una  para  lo  relativo  á  esta  vi- 
lla,  y  la  otra  para  lo  tocante  á  la  de  Consuegra.  Acogida  por  el 
ayuntamiento  esta  propuesta,  y  consignada  como  acuerdo  en  el 
acta  de  la  referida  sesión,  juntamente  con  la  manifestación  que 
hizo  en  la  misma  B.  Fructuoso  López ,  uno  de  los  interesados 
en  el  asunto,  de  no  querer  tomar  parte  en  esta  mancomunidad^ 
he  llevó  desde  luego  á  efecto  lo  acordado.  Pero  continuando  Ló- 
pez en  el  disfrute  aislado  de  los  pastos  de  su  pertenencia ,  de* 
terminó  el  ayuntamiento,  en  unión  con  la  junta  de  labradores. 
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en  4  de  agosto  del  mismo  año,  que  se  le  prohibiese,  dándole  en 
cambio  do  sos  terrenos  otros  iguales  en  cabida  y  calidad,  com- 
prendidos en  dos  quintas  que  aun  no  se  hablan  arrendado  y  que 
por  su  situación  permitían  sin  inconveniente  el  disfrute  indivi- 
dual  que  apetecia  López.  Resistido  también  por  este  el  nuevo 
acuerdo,  y  proveída  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Orgaz 
la  restitución  que  solicitó  como  despojado,  se  dio  lugar  á  la  com- 
petencia. 

N  Es  de  advertir,  que  cuando  se  suscitó  esta  cuestión  estaba 
todavía  vigente  la  ley  de  8  de  febrero  de  1823,  que  encargaba 
á  los  ayuntamientos  en  su  art.  49  cuidasen  muy  particular- 
mente de  fomentar  la  agricultura ,  la  industria  y  el  comercio,  re- 
moviendo todos  los  obstáculos  y  trabas  que  se  opusieran  á  sus 
mejoras  y  progresos.  Por  lo  tanto,  habia  dos  puntos  que  deci- 
dir; uno,  si  la  medida  tomada  por  el  ayuntamiento  respecto  á 
López  por  tender  á  facilitar  el  disfrute  de  los  pastos ,  y  por  con- 
siguiente á  fomentar  la  industria  pecuaria ,  debía  considerarse 
autorizada  por  el  art.  49  antes  citado  de  la  ley  de  9  de  febrero: 
otro ,  si  en  el  caso  de  haber  abusado  el  ayuntamiento  de  sus  fa- 
cultades obligando  á  López  á  cambiar  sus  tierras  por  otras  de 
Igual  calidad  y  cabida,  podía  corregir  este  abuso  el  Juez  de  pri- 
mera Instancia  admitiendo  un  interdicto  posesorio.  Respecto  á  lo 
primero  declaró  el  consejo  real  que  siendo  el  acuerdo  del  ayun* 
tamiento  de  Yébenes  una  medida  para  fomentar  la  industria  pe« 
caaria ,  estaba  en  sus  facultades  con  arreglo  á  dicho  art.  49  de 
la  ley  de  3  de  febrero :  y  respecto  á  lo  segundo  dijo  el  mismo 
cuerpo :  que  si  la  utilidad  de  esta  medida  patente  en  su  objeto 
y  en  la  circunstancia  particular  de  haber  sido  propuesta  espon- 
táneamente por  los  labradores  de  Yébenes  y  Consuegra ,  y  la  no- 
toria  equidad  del  temperamento  á  que  se  ocurrió  de  cambiar  siú 
pérdida  alguna  los  terrenos  deD.  Fructuoso  López  por  otros  cu« 
ya  situación  conciliaba  sus  deseos  con  el  provecho  común  de  to- 
dos los  demás  interesados,  no  bastasen  á  Justificar  los  acuerdos 
de  aquel  cuerpo ,  solo  se  seguiría  de  ello  que  abusó  de  sus  facul- 
tades, pero  de  ningún  modo  que  pudo  corregir  este  abuso. el 
juez  de  primera  instancia  admitiendo  á  este  fin,  contra  la  prohi- 
bición expresa  tle  la  real  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  un  in^ 
terdicto  restitutorio. — Son  pues  contencioso-administrativas  to- 
das las  euesti<mes  que  se  susciten  sobre  maneomunldad  de  paa« 
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tos^  cualesquiera  que 'sean  su  naturaleza  y  origen,  con  tal  de  que 
dá'téñgati  p<'^'(9)JMdTéntilar  la  propiedad.  (Consulta  de  26*  de 

lüarzo  de  1 847 /Gaceta  dúíd.  4588). 

•  ■»••-  • 

IX. 

¿Deben  considerarse  como  judiciales  ó  como  contencioso- adminis-» 
tráthas  las  cuestiones  que  se  suscitan ,  sobre  el  cumplimiento  de 
ios  contratos  celebrados  con  los  administradores  de  los  bienes 
que  en  virtud  de  leyes  posteriores  lian  pasado  á  estar  bajo  el 
cuidado  y  vigilancia  de  la  administración  ? 

Son  dos  las  condiciones  que  se  requieren  para  que  entienda 
la  administración  en  las  cuestiones  que  se  susciten  con  motivo 
áe'tos  contratos  que  se  celebren  con  la  misma:  una  que  sea  ver- 
daderamente la  administración  uno  de  los  contratantes:  otra  que 
dicho  cohtráto  tuviera  por  objeto  una  obra  pública,  ó  un  servi- 
cio dé  la  misma  especie.  Guando  falta  alguno  de  estos  requisitos^ 
lá  cuestión  es  meramente  judicial  siguiendo  la  regla  común  que 
somete  á  fa  competencia  de  los  tribunales  ordinarios  los  litigios 
sobre  cumplimiento  de  contratos  cualesquiera  que  fuesen  los  con- 
trayentes. T  la  razón  es  obvia :  cuando  la  administración  contra- 
ta con  un  particular,  no  obra  en  virtud  del  imperio  que  le  cor- 
responde sobre  los  administrados,  sino  que  estipula  como  otro 
cualquier  individuo  sujetándose  al  derecho  común :  para  que  es- 
to último  deje  de  suceder ,  se  necesitan  motivos  poderosos  de  in- 
terés público,  y  estos  motivos  son  según  la  ley  que  el  coLtrato 
tenga  por  objeto  directo  é  inmediato  alguna  obra  pública  ó  ser- 
^iricíó  de  la  misma  clase. 

Ahora  bien  ^  los  contratos  celebrados  con  los  administradores 
de  los  bienes  que  en  virtud  de  leyes  posteriores  se  hallan  bajo  el 
cuidado  inmedTátó  de  la  administración ,  como  son  los  de  patro- 
natos y  fundaciones  piadosas,  carecen  de  ambas  condiciones.  No 
son  contratos  celebrados  con  la  administración,  porque  se  esti- 
pularon antes  que  dichos  bienes  se  pusieran  bajo  el  cuidado  de 
la  misma:  no  pueden  tener  por  objeto  ninguna  obra  ni  servicio 
publico,  porque  los  administradores  particulares  de  los  bienes 
á  quealudiiüos  no  estaban  autorizados  á  contratar  para  tales  fi- 
nés :  de  donde  rigorosamente  se  deduce  que  deben  considerar- 
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se  como  jadiciales  las  cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  (}el 
cumplimiento  de  tales  contratos.  Así  lo  ha  declarado  el  consejo 
real  en  su  caso  reciente. 

Habiéndose  encargado  la  Junta  de  beneficencia  de  Anover  del 
Tajo,  por  encargo  de  la  diputación  provincial  de  Toledo,  de  la 
admiolstracioii  de  una  obra  pia,  fundada  por  el  licenciado  Jjiaf- 
rero ,  administrada  hasta  entonces  por  los  curas  párrocos  de  la 
misma  villa,  acordó  renovar  en  público  remate  los  arriendos. 
Reclamado  este  acuerdo  por  los  arrendatarios  como  perjudicial 
al  derecho  de  continuar  en  sus  respectivos  arriendos  ,  el  uno  por 
reconducción  tácita  y  j  el  otro  en  virtud  de  un  contrato  que  pre- 
sentó, y  desestimadas  por  la  junta  estas  reclamaciones,  acudie* 
ron  los  interesados  al  juez  de  primera  instancia  de  Illescas  inter- 
poniendo el  interdicto  de  amparo,  lo  cual  dio  motivo  á  la  com- 
petencia. La  cuestión  por  lo  tanto  se  reduela  á  saber  si  los  arrien- 
dos hechos  por  los  administradores  anteriores  de  la  obra  pia  de- 
bían considerarse  comprendidos  en  el  párrafo  3.^  del  art.  8.**  de 
la  ley  de  2  de  abril  de  1845,  que  atribuye  á  los  consejos 
provinciales  el  conocimiento  de  las  cuestiones  relativas  al  cum«- 
plimiento  de  los  contratos  celebrados  con  la  administración  para 
toda  especie  de  servicios  y  obras  públicas.  El  consejo  real  ha 
decidido  negativamente  fundándose :  1.^  en  que  dichos  arriendos 
no  se  celebraron  con  la  administración  sino  con  los  administrado- 
res de  la  obra  pia:  2.^  en  que  no  tenian  ninguno  de  los  objetos 
indicados  sino  solo  el  de  asegurar  con  la  renta  el  cumplimien- 
to de  los  fines  del  fundador.  (Consulta  de  23  de  febrero  de  1847, 
Gaceta  núm.  4652). 

X. 

iCuándo  son  contencioso'administrativas  y  cuándo  judiciales  lag 
cuestiones  que  se  susciten  sobre  el  cumplimiento  de  ¡as  leyes 
protectoras  de  la  ganadería  ? 

Entendemos  aquí  por  leyes  protectoras  de  la  ganadería  todas 
aquellas  que  establecen  servidumbres  pecuarias,  como  lo  son  todas 
las  relativas  al  libre  uso  de  las  cañadas,  cordeles,  abrevaderos 
y  demás  servicios  para  facilitar  el  tránsito  y  aprovechamiento 
común  de  los  ganados  de  todas  esfecies.  ]£1  coacejo  de  la  Mesta 
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estuvo  encargado  hasta  su  supresión  en  1835  del  conocimiento 
de  todos  los  asuntos  así  gobernativos  como  contenciosos,  relati- 
vos á  la  ganadería.  Suprimido  este  cuerpo  pasaron  sus  atribucio- 
nes contenciosas  á  las  audiencias  y  Jueces  de  primera  instancia, 
y  las  gubernativas  y  económicas  á  la  asociación  general  de  ga- 
naderos del  reino.  Para  que  estas  últimas  se  ejerciesen  en  ias 
provincias  de  una  manera  adecuada  y  conveniente ,  dictó  el  go- 
bierno Ja  real  orden  de  13  de  octubre  de  1844,  encargando  á 
los  jefes  políticos  cuidaran  con  todo  el  esmero  y  vigilancia  posi- 
bles de  la  observancia  y  cumplimiento  de  todas  las  disposlcio- 
ñes  que  declaran  á  fdvor  de  la  ganadería  el  libre  aso  de  las  ca- 
ñadas, cordeles,  abrevadores  y  demás  servidumbres  pecuarias 
establecidas  para  el  tránsito  y  aprovechamiento  común  de  los 
ganados  de  toda  especie ,  impidiendo  por  todos  los  medios  que 
estén  al  alcance  de  su  autoridad  que  las  locales  ni  otra  persona 
pongan  obstáculos  de  ninguna  especie  para  el  goce  de  los  dere- 
chos declarados  á  esta  importante  industria.  En  virtud  de  esta 
real  orden  pasaron  á  los  Jefes  políticos^  esto  es»  á  la  administra- 
ción civil  todas  las  atribuciones  indispensables  para  hacer  que  se 
cumplan  las  leyes  que  tienen  por  objeto  inmediato  el  fomento  de 
la  ganadería.  Esto  se  consigue  unas  veces  con  providencias  me- 
ramente gubernativas ,  pero  otras  es  necesario  emplear  las  con- 
tencioso-administrativas ,  porque  resultan  derechos  que  se  dicen 
perjudicados,  sobre  los  cuales  es  preciso  decidir  por  la  via  con- 
tenciosa. De  modo,  que  ó  la  real  orden  de  13  de  noviembre  no 
ha  de  llenar  su  objeto,  ó  es  menester  convenir  en  que  atribuye 
á  la  administración  la  Jurisdicción  contencioso-administrativa  so- 
bre las  cuestiones  relativas  al  cumplimiento  de  las  leyes  pro- 
tectoras de  la  ganadería,  imponiendo  las  penas  correccionales  que 
las  mismas  designan  á  sus  infractores.  Be  lo  contrario  sería  ioú- 
til  encargar  á  los  Jefes  políticos  el  cumplimiento  de  dichas  leyes. 
¿Quiere  esto  decir  que  cuando  se  mezcla  en  tales  cuestiones 
algún  incidente  sobre  propiedad,  posesión  ó  servidumbre  ó  algún 
otro  punto  que  corresponde  por  regla  general  á  la  Jurisdicción 
ordinaria,  sea  también  de  la  competencia  de  la  administración? 
De  ningún  modo.  La  regla  establecida  en  la  real  orden  de  1844, 
tiene  su  límite  en  la  naturaleza  de  lo  contencioso-administrativo, 
la  cual  excluye  como  es  sabido  las  cuestiones  sobre  derechos  rea- 
les. Por  lo  tanto  son  eonteucfioso-adminlstrativas  las  cuestiones 
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relativas  al  compUmiénto  de  las  leyes  protectoras  de  la  ganade- 
ría, en  taoto  qae  no  versan  sobre  la  propiedad  ó  algon  derecho 
real  no  sujeto  á  las  condiciones  de  lo  contencioso-admioi&trati* 
vo:  son  judiciales  diclias  cuestiones  desde  el  momento  en  que 
versan  sobre  tales  derechos. 

Esta  doctrina  se  deduce  también  de  una  consulta  del  consejo 
real  sobre  la  competencia  suscitada  entre  el  jefe  político  de  To- 
ledo y  el  jaez  de  primera  instancia  de  Orgaz  con  motivo  de  la 
cuestión  siguiente.  A  instancia  del  procurador  fiscal  de  la  asocia- 
ción general  de  ganaderos  del  reino  en  el  partido  de  Orgaz ,  se 
procedió  por  el  expresado  juez  en  noviembre  de  1B46  al  reco- 
nocimiento y  deslinde  del  camino,  cordel  de  los  ganados  estan- 
tes ,  como  se  habla  practicado  respecto  á  los  trashumantes  con 
anterioridad ,  á  solicitud  del  imismo  procurador.  Noticioso  el 
jefe  político  de  esta  operación  por  la  consulta  que  lé  hizo  el  ayun- 
tamiento de  Yébeaes,  interesado  en  ella ,  relativamente  ¿  la  con- 
ducta que  debería  observar  en  este  negocio ,  ageno  á  su  parecer 
de  las  atribuciones  judiciales,  resultó  la  competencia.  £1  consejo 
real ,  fundándose  en  que  en  el  encargo  que  hace  ¿  ios  jefes  polí- 
ticos la  real  orden  citada  de  13  de  noviembre  de  1844,  de  cum« 
plir  y  hacer  cumplir  las  leyes  protectoras  de  la  ganadería  debe 
considerarse  comprendida  la  facultad  de  hacer  reconocimientos 
y  deslindes  de  los  caminos  destinados  á  la  misma ,  decidió  que 
corresponila  al  jefe  político  y  no  á  la  autoridad  judicial  la  di- 
ligencia pedida  por  el  procurador  fiscal  de  la  asociación  de  ga^ 
naderosy  y  que  por  lo  tanto  que  la  administración  y  no  el  juez 
de  primera  instancia  habla  tenido  razón  en  la  contienda.  (Con« 
salta  de  as  de  febrero,  Gaceta  núm.  4552). 

XI. 

¿Cuándo  deben  considerarse  como  judiciales  y  cuándo  como  con* 

tendoso^adminstrativas  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  las 

indemnizaciones  que  se  hicieron  en  virtud  del  real  decreto  de  24 

de  setiembre  de  1835,  cotí  los  bienes  propios  de  los /acidiosos,  á 

favor  de  los  que  recibieron  daños  de  estos?    - 

Guando  ardía  con  mas  fuerza  entre  nosotros  la  guerra  civll^ 
y  apenas  le  habia  consumado  una  revolución  que  modificó  pro« 
Tille  n,  44 
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fandámente  la  forma  del  gobierno ,  se  publicó  un  decreto  (34  de 
setiembre  de  1836) ,  en  cuyos  artículos  15,  16  y  17,  se  estable- 
ció el  modo  de  verificar  los  Jefes  políticos  la  indemnización  de 
daños  causados  por  los  facciosos  al  invadir  los  pueblos,  haciéndo- 
la recaer  sobre  los  desafectos  al  gobierno  legítimo ,  en  los  casos 
especiales  de  imponer  aquellos  contribuciones  á  los  pueblos  in- 
vadidos y  repartirse  con  exceso  á  los  defensores  de  la  libertad, 
de  causar  á  los  mismos  en  sus  bienes  daños  efectivos,  y  de  mal- 
tratarlos de  hecho  ó  quitarles  la  vida.  Al  llevar  á  ejecución  estas 
disposiciones,  se  cometieron,  como  no  podía  menos  de  suceder, 
graves  injusticias  que  después  han  ocasionado  reclamaciones  y 
pleitos,  suscitándola  cuestión  de  á  quién  correspondía  conocer 
de  ellos. 

No  cabe  duda  en  que  correspondía  privativamente  al  jefe  po- 
lítico entender  en  los  expedientes  relativos  á  estas  indemnizacio- 
nes ,  y  ^or  lo  tanto  en  las  reclamaciones  que  se  hiciesen  con- 
tra ellas;  pero  una  vez  verificadas  y  trasladado  de  unas  perso- 
nas á  otras  el  dominio  de  los  bienes  que  sirvieron  para  llevarlas 
á  efecto,  puede  disputarse  su  legitimidad,  y  en  este  caso  corres- 
ponde hacer  una  distinción :  ó  se  trata  de  decidir  de  la  validez 
del  acto  administrativo  de  la  indemnización  ó  de  la  legitimidad 
del  título  que  ella  puede  dar  á  un  tercero  para  poseer  las  co- 
sas que  han  servido  para  hacer  el  resarcimiento.  Si  sucede  lo 
primero,  es  de  rigor  la  vía  contencioso-administrativa,  porque 
á  la  administración  es  á  quien  corresponde  interpretar  y  enmen- 
dar sus  propios  actos :  si  sucede  lo  segundo ,  debe  seguirse  1^ 
Via  ordinaria,  porque  ya  no  se  trata  tanto  de  corregir  un  acto 
administrativo,  como  de  decidir  una  cuestión  de  propiedad  en- 
tre personas  privadas.  Hé  aquí  la  confirmación  de  esta  doc- 
trina. 

En  1  .**  de  mayo  de  1 837 ,  el  alcalde  de  Miguelturra ,  en  cum- 
plimiento de  la  orden  que  le  dirigió  el  jefe  político  de  Ciudad- 
Real  ,  formó  expediente  para  indemnizar  á  Ramón  Sánchez  Es- 
cobar del  daño  que  le  causaron  los  facciosos  José  González  y  Ge- 
rónimo Sánchez,  robándole  en  compañía  de  otros  una  jaca  y 
una  carga  de  ropa.  Recibida  información  sobre  ello»  hecha  por 
los  testigos  valuación  de  lo  robado ,  y  justipreciadas  las  ñocas 
que  en  vista  de  sus  resultados  se  embargaron  á  los  expresados 
González  y  Sánchez,  quedaron  rematadas  en  pública  subasta  á 
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Ibvor  de  Miguel  Corral ,  mandándose  que  con  su  producto  se  hi- 
ciese efectiva  la  indemnización  á  Escobar ,  sin  que  resulte  otra 
cosa  del  expediente.  Eo  1843 ,  muertos  ya  los  insinuados  faccio- 
sos, Mariana  Céspedes,  viuda  del  primero^  y  Ramona  Sánchez, 
hermana  del  segundo ,  comparecieron  ante  el  juzgado  militar  de 
Ciudad -Real,  reclamando  dichos  bienes  de  que  Escobar  estaba 
en  posesión,  fundando  su  solicitud:  1.^  en  el  indulto  último  de 
aquella  época :  2.°  en  que  lo  robado  á  aquel  fueron  géneros  de 
contrabando:  3.o  en  que  su  importe  se  exajeró  en  la  valuación, 
y  4.°  en  que  era  falso  que  uno  de  los  indicados  facciosos  hubie- 
re concurrido  al  hecho  por  no  haber  tenido  en  éi  mas  que  una 
intervención  puramente  pasiva.  Reclamado  el  expediente  á^  in- 
demnización al  Jefe  político  en  consecuencia  de  esta  solicitud  no 
pudo  obtenerse,  y  habiéndose  inhibido  luego  el  juzgado  militar» 
remitió  al  de  primera  instancia  los  autos  en  los  cuales  manifes- 
tó Escobar  que  disfrutaba  de  los  bienes  en  cuestión  en  virtud  de! 
insinuado  expediente.  Reclamado  este  de  nuevo  por  el  Juez  se 
formó  la  competencia.  Este  negocio  encerraba  por   lo  tanto  dos 
cuestiones:  una  el  de  la  validez  del  acto  administrativo  de  la  in- 
demnización concedida  á  Escobar:  y  otra  la  del  deret;ho  que  ale« 
gabán  tener  á  las  fincas  Mariana  Céspedes  y  Ramona  Sánchez; 
la  primera,  propia  do  la  competencia  de  la  administración,  y  la 
segunda,  de  la  autoridad  judicial.  Por  eso  el  consejo  real  ha  de- 
cidido la  primera  en  sos  fundamentos^  declarando  que  el  real 
decreto  de  24  de  setiembre  antes  mencionado  ,  no  pudo  legiti^ 
mar  la  indemnización  de  que  se  trata  ^  porque  la  base  que  para 
ella  se  adoptó  era  la  nota  pública  de  desafección  al  gobierno  le- 
gítimo,  y  la  que  debió  y  debe  servir  para  la  del  presente  caso, 
es  una  obligación  Individual  emanada  de  un  hecho  ilícito  que  no 
puede  establecerse  ni  calificarse  legalmente  como  es  indispensa- 
ble para  dicho  fin  ,  sino  mediante  un  juicio  contradictorio.  Una 
vez  decidido  este  punto,  la  cuestión  que  quedaba  por  resolver 
era  la  del  mejor  derecho  de  los  aspirantes  á  los  bienes  litigiosos, 
y  la  decisión  del  consejo  real  ha  sido  en  esta  parte  favorable  á 
la  autoridad  judicial,  como  no  podía  menos  de  suceder  tratán- 
dose de  negocios  de  derecho  común.  (Consulta  de  26  de  marzo 
de  1847,  Gaceta  núm.  4588). 
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ZII. 


¿Qué  autoridad  debe  conocer  de  las  causas  que  se  formen  sobre 
daños  causados  en  los  montes  de  ios  pueblos? 

Según  el  tít.  5.o  de  las  ordenanzas  de  montes  de  1833 ,  y  el 
real  decreto  de  3  de  abril  de  1835 ,  corresponde  á  la  Jurisdicción 
ordinaria  el  conocimiento  de  tas  causas  que  se  formen  sobre  da- 
ños causados  en  los  montes.  Esta  disposición  no  debe  conside* 
rarse  derogada  por  las  posteriores  que  han  puesto  este  ramo  de 
la  riqueza  pública  bajo  el  cuidado  especial  de  la  administración. 
Ni  habla  motivo  tampoco  para  que  así  sucediera^  no  concurrien- 
do  en  dichas  causas  sobre  daños  las  circunstancias  que  podrían 
darle  el  carácter  de  contencíoso-administrativas. 

Así  lo  ha  decidido  el  consejo  real  en  la  competencia  suscitada 
contra  el  jefe  político  de  Cádiz  y  el  juez  de  primera  instancia  de 
Medina-Sidonia.  Formadas  diligencias  por  el  alcalde  de  Alcalá 
de  Gazoles^  en  virtud  de  denuncia  del  guarda  mayor  de  los 
montes  de  aquel  término,  relativa  á  los  daños  causados  en  el  si- 
tio llamado  de  los  Tallones ,  y  embargados  bienes  á  Manuel  Mar* 
tinez ,  presunto  reo^  se  mandó  en  27  de  diciembre  de  184.5 ,  re- 
mitir al  jefe  político  el  expediente ;  pero  reclamado  por  el  refe- 
rido juez  y  remitido  al  mismo  por  el  alcalde  se  promovió  la 
competencia.  Al  decidirla  el  consejo  real  á  favor  del  jaez,  ha 
declarado  que  considera  vigentes  el  título  5.^  de  la  ordenanza 
de  montes  de  1833  ,  y  el  real  decreto  de  2  de  abril  de  1835 ,  que 
atribuye  á  la  jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento  de  las  cau- 
sas sobre  daño  hecho  en  los  montes.  (Consulta  de  24  de  marzo 
de  1847,  Gaceta  núm*  469d), 

ZIZI. 

¿Corresponde  á  los  ayuntamientos  por  la  /acuitad  que  tienen  de 
conservar  las  fincas  pertenecientes  al  común  ,  el  derecho  de 
decidir  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  antiguas  usurpado^ 
nes  de  terrenos  que  se  suponen  de  la  misma  pertenencia? 

El  artículo  €9  párrafo  4.''  de  la  ley  de  14  de  julio  de  1840, 
mandada  publicar  por  real  decreto  de  30  de  diciembre  de  1841, 
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puso  á  cargo  de  los  alcaldes ,  bajo  la  vigilancia  de  la  administra- 
cioD  superior,  el  procurar  la  conservación  de  las  fincas  pertene- 
cientes al  común.  Lo  mismo  dispuso  el  art.  74  párrafo  2.*  de  la 
ley  de  ayuntamientos  vigente  de  8  de  enero  de  1845.  ¿Estas 
disposiciones  autorizan  á  los  ayubtamientos  para  recobrar  por 
sí  los  terrenos  comunes  que  encuentren  usurpados  y  mediante 
un  simple  acto  de  renovación  de  mojones  ?  Atendiendo  al  espí- 
ritu de  los  citados  artículos,  y  á  la  verdadera  significación  de  la 
palabra  «  conservar»  es  doctrina  ya  establecida  que  los  ayunta- 
mientos están  en  su  derecho  mientras  que  los  actos  que  practi- 
quen para  recuperar  los  terrenos  usurpados ,  lo  sean  de  verda- 
dera conservación;  pero  que  al  contrario  abusan  de  sus  atribucio- 
nes, y  procede  contra  sus  providencias  el  interdicto  posesorio, 
cuando  no  son  actos  de  conservación  los  que  ejecutan.  Se  dice 
que  procuramos  conservar  la  posesión  cuando  resistimos  á  los 
que  pretenden  turbarnos  en  ella,  bien  sea  impidiéndoles  que  nos 
despojen ,  ó  bien  recuperándola  inmediatamente  una  vez  despo- 
jados. Si  dejamos  tranquilamente  que  una  propiedad  nuestra  pa- 
se ¿  manos  de  otro,  y  no  nos  acordamos  de  reclamarla  sino  al 
cabo  de  muchos  años»  hablaríamos  muy  impropiamente  si  di- 
jéramos que  obrando  así  practicábamos  un  acto  de  conservación 
de  nuestra  propiedad.  De  lo  cual  se  sigue,  que  autorizando  la 
ley  á  los  ayuntamientos  para  «procurar  la  conservación»  de  las 
fincas  pertenecientes  al  común,  los  autoriza  para  resistir  á  los  que 
intenten  turbarles  en  la  posesión  de  las  mismas ,  y  á  recuperar 
inmediatamente  aquellas  de  que  fueren  despojados ,  pero  no  para 
'  decidir  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  propiedad  ó  pose- 
sión de  terrenos  que  se  supongan  usurpados  desde  antiguo  á  sos 
pueblos  respectivos.  La  recuperación  de  terrenos  recientemente 
usurpados  y  cuya  posesión  puede  probarse  fácilmente ,  puede  ser 
objeto  de  los  actos  de  conservación  comprendidos  en  las  leyes  ci« 
tadas;  pero  na  la  de  terrenos  usurpados  desde  antiguo,  y  que  por 
esta  circunstancia  exigen  un  apeo  formal. 

Así  ha  interpretado  el  consejo  real  la  disposición  citada  de  la 
ley  de  ayuntamientos  en  dos  cuestiones  análogas.  £i  alcalde  de 
Alcalá  de  Henares ,  á  consecuencia  de  habérsele  denunciado  la 
usurpación  de  varios  terrenos  comunes  hechos  en  estos  últimos 
años,  y  teniendo  á  la  vista  la  copia  del  apeo  general  de  1792  con 
otros  documentos,  mandó  en  26  de  abril  de  1844,  se  procediese 
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for  perUos  á  la  renovación  de  los  mojones  ^  citándose  ante  diem 
á  los  dueños  de  los  terrenos  colindantes,  con  prevención  de  que 
en  el  término  de  tercero  dia  le  presentasen  las  escrituras  de  pro* 
piedad  los  que  entre  ellos  se  creyesen  perjudicados  para  la  rec- 
tificación que  correspondiese.  Ejecutado  este  acto  recurrió  Don 
Manuel  Ibarra ,  uno  de  dichos  dueños ,  al  juez  de  primera  ins- 
tancia de  Alcalá  de  Henares,  y  suponiéndose  despojado  pidió  la 
oportuna  restitución^  acordada  la  cual,  promovió  la  competen- 
cia el  jefe  político  de  Madrid.  Fundámloáe  dicho  ayuntamiento 
en  que  sus  providencias  para  recuperar  los  terrenos  usurpados  al 
común  en  estos  últimos  años  eran  actos  de  mera  conservación, 
no  solamente  pretendía  decidir  sobare  derechos  antiguos  que  están 
bajo  la  protección  de  las  leyes  comunes,  sino  que  quería  imponer 
é  los  que  llamaba  usurpadores  las  penas  de  lOOO  mrs.  por  primera 
vez,  y  doble  por  la  segunda,  y  16  días  de  cárcel  además  de  pagar 
los  daños  y  perjuicios  con  que  castiga  la  ordenanza  municipal  de 
Alcalá  á  los  que  rompen  las  lindes  de  las  heredades,  sendas ,  ca- 
minos ,  cañadas ,  abrevaderos ,  ejidos  y  otros  términos  públicos 
y  de  dehesas  de  la  misma  ciudad,  Pero  el  coi;sejo  real  ha  de- 
clarado que  el  párrafo  y  artículo  citados  de  la  ley  de  ayunta- 
mientos de  1840,  vigente  en  la  época  de  que  se  trata,  no  auto- 
rizó al  ayuntamiento  para  dictar  la  providencia  que  dio  lugar 
al  litigio ;  que  siendo  este  así  no  habia  lugar  á  la  represión  de 
que  hablan  las  ordenanzas,  y  que  por  último  procedía  contradi- 
cha providencia  el  interdicto  posesorio,  porque  no  entrando  eo 
el  círculo  de  las  atribuciones  del  ayuntamiento,  no  le  es  aplica- 
ble la  real  orden  de  8  de  mayo  de  1839  que  prohibe  admitir 
Interdictos  restitutorios  contra  las  medidas  que  dicten  las  auto- 
ridades administrativas  en  el  uso  de  sus  facultades.  (Consulta 
de  24  de  marzo  de  1847 ,  Gaceta  núm.  4593). 

Ni  produce  escepcion  de  esta  regla  la  circunstancia  de  ser  tos 
terrenos  que  se  suponen  usurpados  de  aprovechamiento  común 
cuyo  arreglo  y  disfrute  correspende  á  los  ayuntamientos  según 
elart.  80,  párrafos.»  de  la  ley  de 8  de'enero  de  1845.  Siempre 
que  un  ayuntamiento  decida  sobre  la  propiedad  ó  posesión  d^ 
terrenos  usurpados  desde  antiguo,  aunque  estos  terrenos  sean 
de  aprovechamiento  común,  no  se  limita  á  remover  un  estorbo 
opuesto  al  disfrute  de  terrenos  y  aprovechamientos  comunales, 
para  lo  cual ,  por  ser  cosa  que  pertenece  manifiestamente  al  ar* 
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reglo  de  estos  disfrutes,  se  hallan  facultadas  dichas  corporacio- 
nes, sino  que  resuelve  una  grave  cuestión  de  derecho  común, 
incompatible  por  su  naturaleza  con  la  de  lo  coutencioso-admlnis- 
trativo.  Por  lo  cual ,  tanto  en  este  caso  como  en  el  anterior  se 
requiere  un  apeo  formal  ageno  de  las  atribuciones  de  los  ayun- 
tamientos, y  procede  el  interdicto  posesorio.  Hé  aquí  la  cooíir- 
macion. 

Habiendo  tenido  noticia  el  ayuntamiento  de  Herrera  de  que 
diferentes  vecinos  y  terratenientes  se  hablan  intrusado  en  los 
términos,  terrenos  comunales,  arroyos  y  rios  pertenecientes  al 
común ,  nombró  para  la  comprobación  y  remedio  de  estos  abu- 
sos en  20  de  abril  de  184G ,  dos  perito-visitadores  según  de  in- 
memorial se  acostumbraba  hacer  cada  año^  y  en  uso  de  las  facuU 
tades  que  le  atribuye  el  art.  80,  párrafo  2.°  de  la  ley  de  8  de 
enero  de  1845.  Dieron  cuenta  los  visitadores  de  su  reconocimien* 
to  en  10  de  mayo  siguiente^  manifestando  que  entre  otras  usur- 
paciones hablan  descubierto  y  señalado  la  que  en  el  Rio  Chico, 
á  la  parte  de  la  carretera  habla  realizado  Isidro  Aylagas,  mudan* 
do  el  cauce  á  distancia  de  mas  de  CO  pasos  y  reduciendo  la  tier- 
ra á  cultivo.  Entonces  acudió  Aylagas  al  juez  de  primera  instan- 
cia  del  Burgo  del  Osma,  exponiendo  que  habla  mas  de  14  años 
se  hallaba  como  dueño  en  posesión  de  un  molino,  término  de 
Herrera  junto  al  mencionado  rio  con  algunas  tiem^as  contiguas, 
y  entre  ellas  una  pieza  como  de  seis  celemines  sembrada  enton- 
ces de  aluvias ,  de  la  que  le  habia«  despojado  el  ayuntamiento 
amojonándola  sin  citación  ni  conocimiento  suyo,  como  igualmen- 
te de  un  pedazo  de  la  presa  del  indicado  molino,  arrancando  un 
pedazo  de  pared  que  cerraba  otra  Anca  de  su  pertenencia.  Ha- 
biéndose justificado  todos  estos  hechos  proveyó  el  juez  la  resti- 
tución solicitada ,  y  el  jefe  político  de  Soria  provocó  la  compe- 
tencia. 

La  cuestión,  pues,  en  este  caso  abrazaba  tres  puntos,  á  sa- 
ber: 1.0  si  la  providencia  tomada  contra  Aylagas  por  el  ayunta- 
miento de  Herrera  puede  considerarse  como  un  acto  de  conser- 
vación de  la  pieza  de  tierra  de  seis  celemines  y  la  presa  del  mo- 
lino de  que  el  mismo  Aylagas  estaba  en  posesión  hacia  14  años: 
3.^  si  ya  que  no  se  considere  dicha  providencia  como  un  acto 
de  conservación,  podia  dictarla  el  ayuntamiento  ccmo  encami- 
nada al  arreglo  del  disfrute  de  aprovechamientos  comunes  qne 
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era  la  calidad  que  se  atribaia  á  los  terreDos  disputados:  3.«  si  en 
cualquier  caso  procedía  el  interdicto  restitutorio.  El  consejo  real 
ha  decidido  el  primer  pnuto  negativaroeute  por  tratarse  de  una 
usurpación  antigua:  el  segundo  lo  ha  resuelto  también  en  el  mis- 
mo sentido  porque  el  acuerdo  en  cuestión  no  tenia  por  objeto  di- 
recto remover  simplemente  un  estorbo  opuesto  al  disfrute  de  ter- 
renos y  aprovechamientos  comunales :  y  respecto  al  tercero  ba 
declarado  que  no  es  aplicable  la  real  orden  que  prohibe  admitir 
interdictos restitutorios  contraías  providencias  de  los  ajuntamien- 
tos,  decidiendo  por  consiguiente  la  competencia  en  favor  de  la 
autoridad  Judicial.  (Consulta  de  26  de  marzo  de  1847,  Gaceta 
núm.  4593). 


M 


CROnCi  LEGISUmA. 


Octal^re,  i8t7. 


ADMimSTRACIOH  DE  JUSTICIA  CIVIL  Y  ADMIÍISTRAÍIVl. 


Rbal  decreto  de  8  DE  OCTUBBB  mandando  presentar  á  lai 
próximas  cortes  un  proyecto  de  ley  sobre  responsabilidad  ó  in* 
movilidad  de  los  magistrados. 

Tenieado  en  consideración  las  ratones  que  me  ha  exjjaesto  mi 
ministro  de  Gracia  y  Justicia,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Art.  U^  En  puntual  cumplimiento  de  los  artículos  67 ,  69  y  70 
de  la  Constitución  del  Estado,  mi  ministro  de  Gracia  y  Justicia 
someterá  á  mi  aprobación ,  y  presentará  á  la  de  las  cortes  en  las 
primeras  sesiones  de  la  próxima  legislatura,  un  proyecto  de  ley  que 
fije  definitivamente  las  circunstancias  y  requisitos  necesarios  para 
ser  m  mbrado  juez  ó  magistrado,  los  casos  de  responsabilidad  de  es- 
tos y  su  inamoYílidad ,  conforme  á  los  citados  artículos  constitu- 
cionales. 

Art.  2.0  En  las  propuestas  que  para  fiscales,  jueces  y  mag¡stra« 
dos  tuvieren  lugar  hasta  la  promulgación  de  dicha  ley,  se  observa- 
rá inalterablemente  lo  dispuesto  en  el  decreto  de  39  de  diciembre 
de  1838  Ci). 

Real  obdbn  db  l4  uisua  fecha  encargando  ¿  la  comisión 
de  códigos  la  redacción  del  proyecto  de  que  trata  el  decreto  an- 
terior. 

Excmo.  Sr. :  Para  el  mas  acertado  cumplimiento  del  real  decre- 
to de  este  dia  sobre  responsabilidad  é  inamovilidad  de  los  jueces, 
del  que  acompaña  copia ,  S.  M.  se  ha  dignado  mandar  que  la  co- 
misión de  códigos,  con  preferencia  á  otros  trabajos,  teniendo  pre- 
sente la  organización  actual  de  los  tribunales,  y  lo  que  aun  po- 
dria  tardar  en  presentarse  y  aprobarse  por  las  cortes  la  que  pueda 
creerse  mas  conveniente  y  está  sometida  á  esa  comisión,  formu- 
le y  remita  á  este  ministerio  el  proyecto  de  ley  que  crea  mas  á  |)ro- 
pósito  para  que  se  realicen  cumplidamente  las  saludables  miras 
de  S.  M.  consignadas  en  el  mismo. 

Dicho  proyecto  de  ley  deberá  contener  las  bases  y  resolver  loa 
puntos  siguientes: 

!.<>  Circunstancias  y  requisitos  indispensables  para  ser  nombra* 
do  jaez  6  magistrado. 

Tomo  lu  4$ 
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a.«  Los  neceiaríos  OBimisnio  para  los  ascensos  graduales  7  j^ 
mociones  en  la  carrera. 

d.o  Las  causas  que  autoricen  la  suspensión ,  traslación  y  jubila- 
ción de  un  juez  y  magistrado. 

4.^  Los  casos  de  responsabilidad  y  forma  de  exigirla  coi  la  cor- 
respondiente escala  penal. 

S.^  Lo  relativo  k  la  ina^nmvilidad  con^ti^ui^ioQal  4i&  jueces  y  ma« 
gistrados. 

6.<'  Si  impuesta  por  sentencia  á  un  juez  ó  magistrado  la  pri?a- 
eion  de  oficio,  habrá  lugar  á  la  rehabilitación,  y  en  su  caso  la  for- 
ma y  circunstancias  para  que  tenga  efecto. 

Con  todo  lo  demás  que  á  la  comisión  se  la  ofrezca  y  parezca 
para  conseguir  los  fioes  mdicados  en  el  real  decreto ,  extendiendo 
en  dictamen  separado  y  raaonado  lo  qae  no  fuese  objeto  de  ley, 
y  no  siendo  extensivo  su  informe  á  los  fiscales  y  promotores,  por 
corresponder  lo  que  á  ellos  pertenece  á  la  organización  especial  de 
dicho  mini^frío  público  (11). 

Real  orden  de  9  be  ogtubbe  nombrando  una  comisión 
que  proponga  un  proyecto  de  decreto  mejorando  la  organización 
dd  ^inist^io  fís,ce(|. 

L^  experiencia  ha  demostrado  las  grandes  ventajas  obtepidasen 
la  administración  de  justicia  por  la  nueva  organización  del  ministe- 
rio fiscal,  y  ella  misma  aconseja  las  mejoras  que  aun  reclama,  y 
puede  recibir  es^a  vigorosa  institución,  en  ja  que  entre  otras  cosas 
todaví^no  ejstan  bien  deslindadas  la  categoríf^  y  atribuciones  de 
jas  diversas  clases  corresijondíentes  á  la  misma,  ni  la  correlación 
necesaria  entre  el  ministerio  fiscal  y  las  autoridaaes  políticas  y  jue« 
ees  dé  primera  Instancia. 

En  ota  atención  S.  M.  se  ha  dignado  mandar  que  una  comi- 
sión, compuesta  del  presidente  y  fiscal  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  de  los  vicepresidentes  de  las  secciones  de  Gracia  y  Justi- 
cia, y  de  lo  contencioso  del  consejo  real,  6  de  un  individuo  de 
cada  una  de  ellas  designado  por  los  mismos ,  del  regente  y  fiscal 
de  la  audiencia  de  Madrid  y  del  presidente  de  la  comisión  de  có- 
digos, con  vista  de  las  disposiciones  vigentes  sobre  lá  «rganizacioQ 
del  ministerio  fiscal  y  de  los  antecedentes  que  obran  en  este  de 
mi  cargo ,  que  se  pasarán  á  la  misma ,  consulte  cuanto  se  lá  ofrez- 
ca y  parezca  sobre  las  mejoras  de  que  aun  sea  susceptible  la  or? 
ganizacion  de  didio  ministerio  público,  formulando  el  decreto  é  ins- 
trucciones que  al  indicado  fin  creyeren  necesario ,  y  en  los  cuales 
se  fijen  y  determinen  con  precisión  las  atribuciones  y  correlación 
de  los  promotores  fiscales  de  hacienda  ,  fiscales  de  las  audiencias  y 
del  Tribunal  Supremo  con  lo  relativo  h  la  categoría  y  ascensos  eo  la 
earrera  y  salida  natural  de  los  mismos  á  la  de.  juzgados  y  de  la 
magistratura ;  el  rerdadero  carácter ,  deberes  y  atribuciones  del  fis- 
cal ,  ora  cumo  abogado  del  rey ,  ora  como  mero  representante  de  la 
Uy;  la  categoría,  consideraciones  y  ventajas  de  los  abogados  fisea* 
lea;  las  relaciones  entre  el  ministerio  fiscal,  síndicos  de  los  pueblos 
j  autoridades  políticas ,  provinciales  y  locales ;  y  lo  propio  con  loi 
jueces  de  primera  instancia  para  el  oportuno  conocimiento  y  nolicia 
en  sus  respectivos  casos  de  los  delitos  que  se  cometen ,  de  ia  for* 
macion  de  causa ,  y  de  les  primeros  pasos  y  resultados  áel  sumario; 
la  int6r?enoton  que  en  lo  relativo  á  su  oargo  pueda  convenir  al  JPi- 
pisterio  fiscal  en  las  cárceles ,  presidios ,  galera  %   oaaai  de  cene** 
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CÍ0A  para  el  úoico  qU®^  ^  fue  las  penas  y  eoiidenaf  intjBuestas 
^er  \ok  trtbúDa/les  se  eumptán  y  sea  rff^urosaaieiíte  qébtftadr  1^  hfy 
con  tpda  |o  deíAas  qq^  át  juicio  de  dicha  ¡lustrada  comíSsttíiii  {^tiéSá 
asegurar  el  mejor  desempeño  y  ventajas  del  ministerio  pébKcb,  j 
elevarle  á  la  altura  y  perfección  en  que  se  halla  en  otrai  países,  y 
fue  su  tnaporlanfia  reelama. 

RE^f.  oBDB^  DS  LA.  K|8HA  FECHA  66tableQÍendo  ea  In  cortd 
un  fiscal  especial  de  imprenta. 

Las  denuncias  de  la  jecuta  periódica  eo^^ar^ádas  k  loa  promotor 
res  fiscales,  entre  otros  incoaveoieatea  que  fj^cjlmente  ae  eompcfih 
émy  producen  fA  inevitable  del  entocpecinii(iV)  y  relrf^o  fniaad- 
mioistrj^civui  de  justicia ,  preelsamente  e^  la  p^rte  9ias  perenitoria  da 
¿la  4  cual  es  la  oriaiinal.  #. 

En  esta  atención  S.  M. ,  deseando  conciliar  uno  y  Qtrp  extremo 
ednao  cumple  ai  mejor  servicio  público ,  se  lia  dignado  aiao^ar  se 
nombre  en  la  corte  uq  Qscal  especial  de  íipprenta  giie ,  subordina- 
do al  de  S.  M.  en  Ya  audier^cia ,  tenga  á  su  áclusívd  cargo  Itís  de- 
nuncias  de  ía  prensa  periódica  y  el  de  sostenerlas  ^h  el  joradd. 

£1  fiscal  de  inxprfnta ,  sobre  suii  derechos  confórthé  í  aránc^, 
gozará  de  SO,Ooá  rs.  de  asignación,  que  por  ahora  se  cargárín  al 
imprevisto  de  este  ministerio  de  mi  cargo,  nafta  que  ^clia  cantidad 

Íiueda  ser  adicionada  al  presupuesto  y  som^ti^a  a  \j3^  aprp^aciou  ^ 
as  cortes  en  la  próxima  legislatura. 

HbAL  QHSBlf  DS   14    DB  OCTUBai.   . 

Manda  so|)reseer  sin  ulterior  rebultado  ea  lodat  laa  OftQsan 
pendientes  por  denuncias  de  oficio  sobre  deiitos  ¿e  iiliertod  di 
ioiprenta.  (Gaceta ^  nám.  47$a). 

K£4t  OBQBN  PE  16  DE  ocTUBBE  encafgaodo  al  TribOD^I  Si|« 
premu  que  consulte  al  gobierno  sobre  si  debe  alzársela  prohibí - 
eioD  que  hoy  existe  de  dar  los  honores  de  la  toga. 

Exeme.  Sr. :  Por  la  Constltueion  del  Et^tado  compete  á  la  coro- 
va  la  facultad  de  conceder  distinciones  y  honores,  y  ni  conviene 
reducir  el  circulo  de  estos,  ni  tampoco  prodie[%rio* >  inutiAizando  en 
uno  y  otro  caso  el  medio  de  remunerar  senaJadoa  s.er^iBios  y  da 
estimular  á  prestarlos  sin  gravamen  del  Estada. 

Razones  de  consideración  dictaron  el  real  decreto  de  19  de  se- 
tiembre de  1845  prohibiendo  la  concesión  de  Ioj|  honores  de  la  toga; 
pero  hay  casos  sin  duda  en  que  esa  distinción  saría  mas  análoga 
que  otra,  como  premio  de  hechos  y  servicios  notables  en  el  orden 
Oe  iü  administración  de  justicia. 

En  esta  razón,  S.  M.  se  ha  dignado  mandar  que  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  consulte  lo  que  se  le  ofrezca  y  parezca  sobce  la 
continuación  de  los  honores  de  la  toga,  y  determine  en  su  caso  las 
circunstancias  y  requisitos  para  su  concesión ,  sin  rebajar ,  y  antes 
realzando ,  el  prestigio  de  ella. 

Rejll  oaden  de  16  de  octueee  mandando  publicar  los  to- 
mos de  decretos. 

ínterin  se  remueven  los  obstáculos  que  han  impedido  basta  aho^ 
r^i  la  públijsacion  de  la  Cokccion  legislativa  española ,  para  ocurrir 
a  to«  iQcoBvettientes  que  por  tal  motivo  se  expeirim^ntan,  en  la  ^d* 

Siois^japiOft  de  justicia ,  8.  M.  se  ha  dignadQ  roaador  se.  progiada 
«i«4i%Km»9to  k  U  pvbllQ«cipn ,  en  la  lann»  afioatwhrMftt  df I 


tomo  de  decretos  correepondiente  al  año  de  1846 ,  y  á  bu  tiempo 
del  de  1847. 

RiAt  OBDEN  DB  20  DB  OGTUBBB  dirigida  al  preaidcote  del 
Tribanal  Sapremo  de  Justicia. 

£xc:no.  Sr.:  S.  M.  la  reina  se  ha  dignado  mandar  que  la  sala 
de  Indias  informe  cuanto  se  la  ofrezca  y  parezca  sobre  la  convenien- 
cia de  aplicar  á  nuestros  dominios  de  Ultramar  la  ley  de  10  de  ju- 
nio del  presente  año  sobre  propiedad  literaria ,  propoiiiendo  en  su 
caso  las  modiGcaciones  que  deba  sufrir,  ó  aclaraciones  que  necesi- 
len  los  artículos  19,  20  y  24  de  la  misma. 

Real  obdbn  db  25  de  octubre  aclarando  las  dadas  de  al- 
gQDOs  intendentes  sobre  si  la  legislación  penal  de  hacienda  vigen* 
te,  ha  sufrido  alguna  alteración  por  el  real  decreto  de  l.<»  de 
agosto  último. 

.  Habiendo  consultado  á  este  ministerio  el  intendente  de  Madrid, 
con  inotiTO  de  una  aprehensión  de  géneros  de  algodón  de  Ilícito  co- 
mercio  verificada  en  las  puertas  de  esta  capital ,  si  procedería  coa 
arreglo  á  la  ley  penal  de  contrabando ,  ó  habían  caducado  sus  dis- 
posiciones por  consecuencia^  del  real  decreto  de  1.»  de  agosto  y  ór- 
denes posteriores  relativas  á  la  libre  circulación  de  géneros  y  efec- 
tos por  lo  interior  del  reino;  y  remitido  también  el  intendente  de 
Valencia  otra  consulta  en  el  mismo  sentido  que  le  había  dirigido  el 
administrador  de  aduanas  en  vista  del  escandaloso  trafico  de  géne- 
ros prohibidos  á  comercio  que  circulan  públicamente  eñ  aquella  pro- 
vincia, á  consecuencia  ,  dice,  del  citado  real  decreto,  hedadocuen^ 
ta  de  todo  á  la  reina  (Q.  D.  G.)i  y  de  conformidad  con  el  consejo 
de  ministros,  con  lo  manifestado  por  la  sección  de  hacienda  del  con- 
sejo real,  á  quien  se  dignó  consultar,  y  con  lo  propuesto  por  la  di* 
reccion  general  de  aduanas,  se  ha  dignado  S.  M.  resolver  que  los 
géneros  y  efectos  de  contrabando  de  primero  y  segundo  grado,  6 
sean  los  estancados  y^los  prohibidos  á  comercio,  no  pueden  intro- 
ducirse ni  circularen  ningún  punto  del  reino;  deben  ser  aprehen- 
didos donde  se  encuentren ,  y  castigarse  este  delito  conforme  á  la 
legislación  vigence,  que  no  ha  sufrido  alteración  alguna  por  el  real 
decreto  de  1.°  de  agosto  de  este  año  y  órdenes  posteriores  contraí- 
das  á  los  géneros  de  lícito  y  permitido  comercio. 

LE6ISLAGI0H  COMERCIAL .  INDUSTRIAL  T  AGRÍCOLA. 

Beál  decbbto  de  7  DB  OGTUBBB  Completando  la  organiza- 
ción del  consejo  real  de  agricultura,  industria  y  comercio. 

Axt.  X.^  £1  consejo  de  agricultura  y  comercio  creado  por  mi 
real  decreto  de  9  de  abril  último,  se  denominará  en  adelante  Con- 
sejo Real  de  agricultura,  industria  y  comercio. 

Art.  2.°  El  Consejo  Real  de  agricultura  ,  industria  y  comercio 
constará  de  los  individuos  que  actualmente  lo  componen;  de  los 
que  componen  la  junta  consultiva  de  la  cría  caballar,  y  de  18  pas 
que  me  dignaré  nombrar. 

Art.  Z.*^  La  junta  consultiva  de  la  cria  caballar  queda  refundí* 
da  en  el  Consejo  Real  de  agricultura ,  industria  y  comercio. 

Art.  4.^'  Queda  extinguida  la  dirección  de  la  cria  caballar  y  su 
lecretaria.  Los  subdirectores ,  con  el  nombre  de  delegados f  se  en* 
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tenderln  directamente  con  la  dirección  de  agricultura  r  industria  y 
comercio. 

Art.  5.<>  El  Consejo  Keal  de  agricultura ,  industria  y  comercio 
se  dividirá  en  tres  secciones,  que  se  denominarán^  una  de  agricul^ 
tura ,  otra  de  industria  y  otra  de  comercio. 

Art.  6.<>  En  cada  una  de  las  secciones  del  Consejo  habrá  un  vi» 
cepresidente  nombrado  por  mf. 

Art.  T.o  Las  secciones  serán  convocadas  junta  6  separadamente, 
según  lo  disponga  mi  miaistro  de  Comercio,  Instrucción  y  Obras  pú- 
blicas, que  sera  presidente  nato  de  cada  una.  El  director  general  de 
agricultura ,  industria  y  comercio  será  individuo  nato  de  todas  las 
secciones ,  las  cuales  tendrán  por  secretarios  los  respectivos  jefes  de 
negociado  del  mismo  ministerio. 

Art.  8.<*  Mí  ministro  de  Comercio ,  Instrucción  y  Obras  públicas 
me  propondrá  el  nombramiento  dé  inspectores  que  considere  conve* 
Dientes  para  el  buen  desempeño  de  las  atribuciones  del  Consejo. 

Art.  9.^    Queda  vigente  el  real  decreto  de  9  de  abril  de  este  año 
en  cuanto  sus  disposiciones  no  se  opongan  á  las  del  presente  (iii). 
Rbal  decbeto  de  l4  misma  fecha  aumentando  el  número 
y  fijando  las  atribuciones  de  las  juntas  de  comercio. 

Art.  '!.<>    Ademas  de  las  20  juntas  de  comercio  que  existen  en  la 
actualidad,  se  establecerán  desde  luego  en  los  siguientes  puertos 
'  habilitados:  Cartagena,  Ferrol ,  Gijon  y  Mabon. 

Art.  2.0  También  se  crearan  en  cualesquiera  otros  puntos  cuya 
importancia  mercanti'  lo  reclame.  Su  instalación  en  estos  puntos  se 
veriGcará  por  disposición  del  gobierno  á  instancia  de  los  principa- 
les comerciantes,  apoyada  por  el  Jefe  político,  y  siempre  que  lle- 
gue á  50  el  número  d.e  los  que  aparezcan  matriculados. 

Art.  Z.^  Las  juntasen  lo  sucesivo  se  compondrán  de  11  indivi-* 
daos  en  las  plazas  donde  haya  tribunal  de  comercio  de  primera  cla- 
se; de  nueve  en  las  que  le  tengan  de  segunda ,  y  de  siete  en  las  res- 
tantes. 

Art.  4.®.  £1  nombramiento  de  los  individuos  de  las  juntas  se  ve- 
rificará por  elección  del  modo  siguiente:  para  las  de  primera  clase 
serán  convocados  80  comerciantes  matriculados  que  sean  los  prime- 
ros cootríbuyentes  por  el  subsidio  de  comercio;  para  las  de  segun- 
da 40  que  sean  del  mismo  modo  primeros  contribuyentes ,  y  para 
las  de  tercera  30  de  iguales  conoiciones.  También  serán  convoca- 
dos los  comerciantes  que  contribuyan  con  una  cuota  igual  á  la  mas 
baja  que  se  deba  pagar  para  ser  elector  con  arreglo  á  la  anterior 
escala. 

Art.  5.<^  Para  que  haya  elección  en  la  primera  reunión  que  se 
celebre  deberán  tomar  parte  en  ella  por  lo  menos  41  «lectores  en 
las  plazas  de  primera  clase ,  31  en  las  de  segunda  y  16  en  las  de 
tercera.  Caso  de  que  no  se  completase  el  número  designado,  se 
convocará  para  segunda  reunión ,  en  la  cual  se  verificará  definiti- 
vamente la  elección ,  cualquiera  que  sea  el  número  de  electores  que 
concurra. 

Art.  ^o  £ii  las  plazas  donde  no  se  paga  dicha  contribución  de! 
subsidio ,  serán  electores  los  comerciantes  mas  pudientes  en  el  nú- 
mero que  expresa  la  anterior  escala,  á  juicio  del  jefe  político,  oyen- 
do al  tribunal  de  comercio. 

Art.  7.0  Serán  electores  para  las  juntas  de  comercio  los  directo- 
res 6  gerentes  de  las  sociedades  mercantiles ,  con  tal  que  estas  por 


su  n  biHScfli)  intDttRa. 

Ih  comrtbuciftii  qui  Utisfiígan  se  eticueairén  totré  ti  número  de 
tMyotet  canüIbuyeDteB  qua  deben  concurrir  it  la  eltcoiou  de  lai 
juntas. 

Art.  $.*  Loi  individuos  i}é  fas  Juntas  aeran  nomltrado's  preciaa* 
menta  de  entre  los  iricmáÉ  eifctores. 

Art.  9.*  A  lo)  dosaAosd^eJerciclD  s«  ríttOvara  la  Wayofra  abio- 
luta  de  la  junta ;  al  fia  da  loa  doi  qut  |i|;ueQ  \A  HhootIí  ,  y  agf 
riacesÍTsmente.  Los  iadividuüa  saliente)  pueüen  ser  reelegidns. 

eArt.  it).  Lo)ier>«  poütiro^,  ó  ea  su  defecto  los  alcaldes  en  lo» 
leblos  nú  eapitaiei  ifi  provjneia ,  aeran  presidentes  natos  de  las  jun- 
a  df  oometcío. 

Art.  )1.  LáiJuntíS  elegirán  un  Vicepresidente  ;  unsecratario  de 
U1U4  lus  initH|]os  individuos. 

Art.  13.  Las  fijinciones  de  vicepresidente,  secretario  y  demás  T0< 
«iíé*da  lai  juntas  serán  hauorílicas  ^  gratuitas. 

i.r\.  U^.  Las  atribuciones  de  laí  juntas  de  comercio  conslitirán 
ifi  fraeuar  lú  informes  qué  Ifs  pida  el  gobierno  ó  el  jefe  político,  j 
éh  proponer  loa  medidaa  que  juzguen  oportuna)  i  favor  del  c«- 
nercró. 

Serin  upecialrnéntí  consultadas : 

i-*    Soite  las  alteracioneií  ó  reformas  qtte  ■(  proyecten  en  la  le- 
iialacton  lúéreantil. 
>.*    Sobre  la  creación  de  nuevas  ¡untas  y  trifaatiales  da  comercíd. 
t.^    Sobrt  ettablecl miento  de  Bmsas ,  agebtes  de  cambio  y  Cbr> 

1|>  Sobre  loi  aranceles  ó  tarifas  de  corretaje  y  de  cualquier  otro 
■trvfelA  itifrcatitil  sujetó  6  que  coaviuiere  sujetar  ti  tarifa. 

i,"    9¡)bti  creación  de  Bancos  Incalas. 

Is.'  Sobre  los  proyectos  de  obras  públicas  locales  qde  tengan  r«- 
ládotí  con  et  comercio. 

Art.  14.  tas  juntas  establecidas  en  puenes  habilitados  tebdrío 
la  atribución  peculiar  de  aconrejar  cuanto  crean  conveniente  reS- 

Eeclo  a  la  rnmpra  y  fooservaciott  de  utensilios  para  socorro  de  los 
uques ,  linipia  y  reparación  de  los  puertos  y  gastos  de  vigías  y  fa- 
ros. Las  3ut¡)ri(jádes  y  demás  funciooartoa  li  qUiedes  corresponda 
proporcionat-itt  6  aquellas  todos  los  dalos  que  necesiten,  y  permi- 
tirán á  !us  comisionados  se  enteren  del  estado  de  los  ahiaoenes, 
progresión  de  1^  obras  y  demás  (Jue  tengan  reláclot)  con  el  íervi- 
cín  maríiimo,  a  on  de  qu6  acerca  de  élpuedan  dar  in  beneficio 
del  coniei-cio  los  informes  que  el  gobierno  las  pida,  ó  presenta  fe 
^Ite  las  obsHTacipnea  qne  consideren  oportunas. 

Ar^  *^-  Ihis  juntas  celebrarán  áus  sesiones  én  el  saloil  del  tri- 
duúbI  de  óopiércio ,  en  el  de  la  diputación  provincial  ¿  en  las  casaa 
<^nsi¿ti)ría)'eb. 

Ai't.  16.  tas  juntas  nombrarán  para  su  servicio  un  oficial,  cu- 
ybíueidú  fao.tia  de  eiCeder  Ab  8,000  rs.  anuales  en  las  de  primera 
Chae ,  de  6,00b  en  las  de  segunda  y  de  5,000  en  las  de  tercera. 
.  Art.  17.  Se  abonaránademasparanaEtosdetodaespecie  4,000ra. 
Bpuales  i  las  de  primera  clase,  3,000  á  las  de  segudda  y  2.QCKI  1 
bu  de  tercera. 

Áít,  18.  El  Sueldo  •!  gastos  designados  en  los  dos  artículos  ante- 
riores- se  inclu|rán  en  el  presupuesto  proviacíal. 

Ajt.  tííJ  LosieRs  polliicoS  disponwán  lo  conTéniente  paca  que 
■I  dn  I.*  tfe  toeri)  pv^ííuó  U  ¡úitalen  las  buívaí  jutitál  de  comer- 
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eio;  tanto  én  Tas  id  plazas  donde  las  hay  actuaimente»  cómo  %n  Io« 
otros  puertos  habititados^en  que  van  á  establecerse.  En  el  mismo 
din  cesarán  en  sus  funciones  las  actuales  j*jntas  de  dichas  plazas. 

kri.  20.  Continuarán  por  ahora  las  escuelas  de  comercio  tal  co- 
mo se  encuentran ,  y  aun  se  extenderán  á  los  demás  puntos  maríti- 
mos donde  se  creyere  conveniente.  Para  la  debida  uniformidad  de^ 
penderán  de  la  dirección  general  de  Instrucción  publica;  tendrán 
por  director  inmediato  al  vicepresidente  de  la  junta,  y  por  conse- 
jo de  disciplina  á  la  junta  misma. 

Art.  21.  No  se  comprenderán  en  el  presupuesto  provincial  los 
gastos  de  estas  escuelas  ni  las  cargas  d^  justicia  de  los  consulados, 
sino  que  se  satisfarán  por  el  Estado  como  en  equivalencia  de  los 
ái^tiguos  arbitrios  refundidos  hoy  en  el  6  por  100  sobre  los  dereif 
<ifaog  áñ  importación  que  con  tal  objeto  se  cobran  en  todas  las  adua- 
nas del  reino  (iv). 

ORGANIZACIÓN  ADMINISTRATIVA. 

Rbal  decreto  db,  30  iiB  OGTUBHB  Organizando  nuevamente 
el  ministerio  de  la  Gobernación. 

Art.  i.o  La  secretaría  del  despacho  de  la  Gobernaeion  del  Rei" 
no  se  compondrá  de  la  aubseeretaría  y  de  cuatro  direcciones  qoe 
i«  denominaren ;  la  1.*  de  gobierno;  la  2.^  de  administración  gé^ 
neral;  \ú.  8.*  de  ben^fficencia ,  corrección  y  sanidad;  la  4.*  de  pro- 
supuestos y  de  contacílidad  municipal  y  proVÍDcial. 

Art.  2.»  Cada  una  de  las  direcciones  constará  de  un  director, 
de  un  subdirector ,  de  oficiales  de  secretaría  y  de  auxiliares.  Que% 
da  suprimida  la  clase  de  supernumerarios  y  la  de  agregados. 

Art.  a.^*  Los  oficiales  során  dB  1.*,  3.«  y  S.°  elase:  habrá  uno 
de  3.*  clase  para  la  subsecretaría ,  uno  nara  cada  dirección  de  la 
clase  de  primeros,  otro  de  la  de  segundos  y  otro  de  la  de  terce- 
ros ,  resultando  cuatro  primeros,  cuatro  segundos  ?  cinco  térce* 
ros.  Estos  oficiales  se  oistribuiran  sin  embargo  en  lae  direcciones 
como  mas  convenga  al  servicie. 

El  número  de  auxiliares  será  de  80,  divididos  en  seis  clases. 

Art.  4,^  £1  subsecretario  gozará  el  sueldo  de  50,000  rs.,  los 
directores  de  40,000  cada  uno,  los  subdirectoiTei  de  36,000,  los 
oficiales  de  1.°  clase  de  33,000,  los  de  2*  30,000,  los  de  Z^ 
26,000,  y  los  auxiliares,  según  su  clase  respectiva,  de  18,  16, 14, 
12.  10,  y  9000  rs. 

Art.  5.^  El  ministro  de  la  Gobernación  oel  Aeíno  podrá  dele- 
gar en  el  subsecretario  tas  atribuciones  que  para  la  mas  rápida  es^ 
pedirion  de  los  nec;ocíoj(  juzgue  necesarias  en  cuanto  al  despacho 
y  firma  de  los  expedientes,  de  liiéra  aplicación  de  leyes,  decretos, 
reales  órdenes  y  reglamentos,  ó  de  cualesquiera  otros  que  en  ello 
no  ofrezcan  diffóukad. 

Art.  6.0  Los  directores  adoptaren  por  sí  todas  las  providencias 
que  éxijá  Té  insli'urciofi  ñé  fós  fp^iK^riíeS,  y  ejercerátt  éáeáiés  las 
atritmeíones  que  les  correspondan  por  los  reglamentos  y  dtáposl^ 
eiOttes  vigentes  eB  sus  negociados  respectivo^. 

El^  ministro  de  la  Gobernación  formará  á  la  mayor  h^fféásé  ñh 
Teg\BtH¡é\^b^ueá^x<errñint  de  un  modo  general  f  ufiifbifine  las  atri- 
buciones de  los  directores. 

Art.  7.^    Los  subdirectores  reemplazarán  i  los  directores  respee- 
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tivos  en  cato  de  anfermedad ,  autencia  6  vacante.  A  ñilta  de  lab* 
director  se  designará  de  real  orden  la  persona  qoe  baya  de  fjer« 
cer  interinamente  el  car^o  de  director,    p 

Art.  S,^  Queda  suprimida  la  dirección  general  de  presidios.  To« 
dos  los  negociados  relativos  á  este  ramo  pasarán  i  la  dirección 
tercera  de  la  secretaría  del  despacho  de  la  Gobernación  del  reino 
para  formar  parte  del  negociado  de  corrección. 

DISTIIBUGION  DE   NEGOGIiDOS. 

Subiecretaria. 

Personal  del  ministerio  y  sus  dependencias.— Distribución  de 
trabajos.— Registro.-  Despacho  con  S.  M.— Firma ,  cierre  y  sello. 
— Gooíerno  interior  de  la  secretaría. 

!.• 

V 

Direcdwí  de  Gobierno. 

1 .«  Nombramientos  de  senadores  y  elecciones.  (Diputados  á  cor- 
tes ,  diputados  proviociaJes  y  concejales).  3.<^  Imprenta.  (Examen 
d  e  periódicos,  lesislacion  y  policía  de  este  ramo).  8.<*  Orden  pú- 
blico. (Policía  política ,  reuniones  públicas ,  estados  escepcionales, 
telégrafos  y  correos).  4J*  Gobernación  de  Ultramar. 

a.* 

Dirección  de  administración  general, 

l.«  Consejo  real,  en  sus  atribuciones.— Consejos  provinciales  en 
id.— Diputaciones  provinciales  en  id. — Ayuntamientos  en  id.— Com- 

f^etencias.— Propios  y  comunes  de  los  pueblos. — Pósitos.  2."  Po- 
ieía  administrativa. — Se  guridad  pública  y  personal.— Guardia  civil. 
—  Guardias  municipales. — Funciones  públicas. — Policía  urbana. 
8.<>  Quintas. — Alojamientos ,  bagajes ,  cargas  y  servicios  públicos. 
4.<*  Disensos. — Secuestro?. — Indemnizaciones. — Conservación ,  repa- 
ración y  obras  de  los  edificios  de  los  cuerpos  colegisladores.— 
Estadística  general.— División  territorial.— Cartas  geográficas  y  to- 
pográficas.—Indiferente.  6.*  Montes.— Baldíos  y  aprovechamientos. 
—Policía  rural.— Minas. 

8.* 

Dirección  de  henefieeneia^  corrección  y  sanidad, 

l.«  Hospitales.— Hospicios.— Casas  de  refugio  y  de  socorro.— 
Casas  de  maternidad.— Establecimientos  de  dementes  y  sus  análogos. 
—Montes  pios.— Limosnas  y  socorros  públicos.- Cajas  de  auor- 
ros. — Calamidades  públicas.  2.<>  Presidios.— Casas  de  corrección.-* 
Céreolet.  8.«  Sanidad.— Policía  sanitaria.— Baños  minerales. 
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Dirección  de  fresupualos  y  de  contabilidad  municipal  y  pro- 
vincial. 

!,•  Presupuesto  general. — Clai^s  pasivas.  2.<*  Presupuestos  pro* 
Tincia1e8.^Iaero  municipales.  3.<*  Suministros.— Arbitrios ,  repar- 
timientos y  contribuciones. 

Rbal  dbcebto  db  28  DB  ocTUBBB  estableciendo  el  cargo  de 
gobernador  de  palacio. 

Art.  l.«  Se  establece  un  jefe  superior  de  la  real  casa  y  patri- 
monio con  el  título  de  gobernador  de  palacio. 

Art.  2.<»  El  gobernador  de  palacio,  como  jefe  superior,  será  el 
único  conducto  por  donde  se  comunicarán  las  ordenes  que  To  ten- 
ga á  bicQ  dictar  en  todos  los  negocios  relativos  á  mi  real  casa  y 
patrimonio,  y  por  donde  se  me  propondrán  los  nombramientos  que 
crea  conveniente  hacer  para  la  servidumbre  y  toda  especie  de  em« 
picados  de-  palacio  y  sus  dependencias,  cualquiera  que  fuere  su 
clase  y  denominación. 

Art.  3.®  Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  que  sean  con- 
trarías al  presente  decreto. 


ADKinSTRAGIOI  DE  U  HAGIEIDA  PUBLICA.    • 

RkAL  OBDBIf  DB  28    DB  SBTIBUBBB^   publIcada  CD  2    dC  OC- 

tobre. 

Permite  la  introducción  de  las  cortezas  de  alcornoque ,  enci- 
na ,  roble  y  demás  maderas  que  sirvan  para  curtidos ,  adeudan- 
do un  5  por  100  en  bandera  nacional,  y  6  por  100  en  extran* 
jera  sobre  el  valor  de  20  reales  quintal. 

Otba  db  la.  misma,  fecha. 

Permite  la  introducción  de  los  mapas  de  España  en  relieve, 
adeudando  3  por  100  en  bandera  nacional»  cuarto  de  aumento 
en  extranjera  y  dos  tercios  de  consumo  sobre  avalúo. 

RbAL  DECBBTO  db   10   db  OCTUBBB. 

Manda  suspender  la  ejecución  del  real  decreto  de  23  de  se- 
tiembre último  sobre  venta  de  bienes  nacionales  pertenecientes 
á  hermandades,  ermitas  y  cofradías  hasta  que  las  cortes  pue* 
dan  ocuparse  de  este  asunto. 

OtBO  db  19  DB  ogtubbb. 

Dispone  que  desde  l.^  de  noviembre  Inmediato  vuelvan  á  re- 
caudarse los  derechos  de  puertas  y  los  arbitrios  sobre  artígulos 
sujetos  á  estos  derechos,  verificándose  la  recaudación  en  lasmia- 
mat  capitales  y  puertos  habilitados ,  y  en  los  mismos  térmi* 
nos  qne  se  hacia  antes  de  la  supresión  de  ios  mendonadot  dere- 
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chos ,  hasta  qoe  las  cortes  puedan  resolver  lo  mas  conveniente. 

Otbo  de  20  DE  OCTUBRE  qoe  dfspone  lo  siguiente: 

1.<^  Se  suspende  la  farultad  de  iinci^r  nombramientos  liasta  la 
cíate  ñe  oficiales  cuartos  de  Hacienda  publica  concedida  á  tos  je- 
fes y  directores  de  este  rainíRterio  por  los  artículos  9 ,  20  y  29  uel 
real  decreto  de  11  de  junio  último. 

a.^  Estos  Jefes  y  directores  se  líinitarán  en  ló  sucesivo  á  propo- 
ner, en  la  forMa  aee^taitlbr&da ,  las  personan  que  hafau  de  ociH 
par  las  vacantes  que  ocurran  (Je  destinos  edmlderado^  ct)thb  &é 
real  nombramiento  basta  el  decreto  de  S.  M.  de  23  de  inayo  de  1845. 

3.*  Mo  ée  ddrá  (^ftbidá  én  Ids  propuestas  n>as  que  á  cesantes  con 
baber  de  clasificación ,  y  los  cuales  reúnan  además  todas  las  coú- 
sideredoBes  de  capacidad ,  honradez  y  demás  necesarias. 

Y  4.*  Toda  vez  que  no  se  hallasen  eesantes  de  las  circuostan- 
eías  indicadas ,  ó  se  creyese  conveniente  al  servicio  seguir  la  es- 
cala de  ascensos  <te  Ifts  réspeetives  dependeñeias,  se  hará  así  pre- 
sente .al  gobierao^  á  fin  d¿  que  con  vista  de  todo  se  resuelva  lo 
mas  acertad»,  mitnlras  Se  establece  uñ  sistema  general  de  nom- 
bramientos y  prduiodoneé  h  loa  destinos  dé  Hacienda,  acomodado 
á  las  ñtecesnladis  de  lA  adioiinistracion  y  én  cdbsonáncia  con  los 
buenos  principios. 

IHSTRÜCCION  PUBLICA. 

Eral  obdbn  bé  2é  db  úctvnu^  mfthdattdd  establecer  bi- 
bliotecas nailitares. 

1.*^  En  tudas  las  capitales  de  provincia  dende  exista  bibliote* 
eh  pública,  ya  sea  provincial,  ya  de  corporaciones  ó  de  estable^ 
cimientos  de  enseñanza,  se  formará  un  departamento  para  el  uso 
dé  los  míTitareá,  ré\iniif»ndo  en  él,  no  solo  las  obras  que  sean  es- 
peciales de  los  difeireiites  raitins  de  la  prof*»siofa  militar,  Fino  tam- 
bicn  las  hist^rítas  y  cleát^ñcas  que  puedan  servirla  de  auxiliares. 

2.«  Si  fuera  de  la  camtal  etistiese  en  la  provincia  alguna. otra 
biblioteca,  se  llevarán  a  aquella  las  obras  de  la  clase  referida  que 
haya  en  esta  para  completar  el  caudal  de  la  biblioteca  militar. 

a."»  Los  jefes  políticos  cuidarán  de  que  se  lleven  á  efecto  estas 
dispt^sinHoDés,  haciendo  que  Itfs  bibliotecarios  les  d^en  cuenta  cdda 
quince  dias  difl  estado  ^h  qiie  se  encuentre  la  formación  del  de- 
partamento militar  basta  su  instalación  definitiva,  y  prestaran  to- 
dos los  auxilios  que  estén  de  su  parte  para  remover  los  obstácu* 
les  que  paedüd  oíVecerie.  , 

4*»  Luego  que  estért  reunidas  todas  laí  obras  rfíilitáres  (joe  hu- 
biere eA  cada  brbtforeca,  se  formará  un  índice  de  ellas,  remitién- 
dose copia  á  este  ministerio  de  mi  cargo ,  á  fin  de  qoe  cotejado 
con  el  catálogo-modelo  que  se  formará ,  pueda  el  gobierno  adop- 
tar las  medidas  oportunas  para  que  Se  Complete. 

*.*  Los  bifeHotet*ai-k)s  Informarán  sobre  los  rardioS  de  facilitar 
á  los  militares  la  asistencia  á  la  biblioteca ,  y  las  horas  en  qüs 
pueda  viepiflcarsé,  baciéadola  compatible  con  el  servicio. 

WRAt  ttÜIÍÉÍf  ÜE  1?5  DE   dtítubkÉ.  1^  I 

htv^  ^  Amtít^  m6  él  j^es^atb  aSto  eiksMHr  jr  Mk»  ia 


orfütcá  LtomjLTtyA»  %w 

iMtviadbn  4«  las  dos  escuelas  subalternas  de  vetérioHilh  que  han 
éé  (^eftn^  ét,  taragoza  y  Córdoba ,  continúen  loa  subdelegados 
de  TéteHoaria  dé  fas  provincias  admitiendo  á  exátoen  de  al- 
béitares  y  de  albéítares  herradores  á  todos  los  que  lo  soliciten 
en  la  forma  hasta  el  día  acostumbrado  y  previa  la  remisión  del 
respectivo  espediente  á  la  dirección  general  de  instrucción  pú- 
blica^ para  su  examen  y  aprobación  (Gaceta  ^  numero  4793). 


LEGISLACIOH  MIUTAH. 

Bbal  obden  de  28  de  ogtubhb. 

Con  motivo  de  varios  escesos  cometidos  por  oficiales  del  ejér- 
cito con  algunos  guardias  civiles ,  encarga  á  los  capitanes  y  co- 
mandantes generales,  gobernadores  de  plazas  y  jefes  de  cuer- 
pos que  reprendan  y  castiguen  á  aquellos  de  sus  subordinados 
que  se  propasen  á  cometer  semejantes  escesos  y  tropelías  (Ga- 
ceta, número  4794). 

CORREOS. 

Real  obden  de  19  de  ogtdbbe  adoptando  medidas  para 
evitar  el  atraso  de  los  correos. 

i,**  Que  los  jefes  políticos  dicten  las  medidas  oportunas  para 
que  en  IOS  cammos  se  faciliten  los  auxilios  necesarios,  á  fin  de 
evitar  en  lo  posible  entorpecimientos  que  encuentren  los  conduc- 
tores de  Ja  correspondencia  pública,  independientes  de  su  vo- 
luntad. 

2.0'  Que  las  mismas  autoridades ,  dando  el  encargo  á  sus  dele- 

gados  en  los  pueblos  del  tránsito,  procuren  averiguar  por  medio 
e  los  viajpros  que  conducen  las  sillas-correo  los  verdaderos  mo- 
tivos que  ocasionen  los  retrasos ,  castigando  desde  luego ,  si  les  es 
posible,  las  faltas  de  los  dependientes,  y  dando  cuenta  á  este  mi- 
nisterio para  los  efectos  que  convengan. 

Z.^  Que  dichos  jefes  políticos  hagan  cumplir  las  condiciones  de 
los  contratos  relativos  al  servicio  de  que  se  trata ,  pidiendo  al  efec- 
to á  los  administradores  principales  de  correos  cuantas  noticias  ne- 
cesiten. 

4.^  Que  estos  y  los  inspectores  obliguen  á  los  administradores 
subalternos,  contratistas,  conductores,  maestros  de  postas,  ma* 
yorales  y  postillones  á  llenar  sus  respectivos  deberes,  imponién- 
doles, si  así  no  lo  hicieren,  las  penas  establecidas  en  los  regla- 
mentos, instrucciones  y  órdenes  videntes ,  ú  otras  discrecionales 
proporcionadas  á  las  faltas  que  cometan. 

5.°  Que  en  los  vayas  se  esprese  cuanto  está  prevenido  sobre 
las  horas  de  llegada  y  salida  de  los  correos,  motivo  de  los  retra- 
sos y  demás  circunstancias  indispensables  para  dar  á  conocer  en 
qué  ha  consistido  la  detención. 

6.0  Que  los  administradores  respectivos  den  parte  á  los  jefes 
políticos  siempre  que  ocurra  retraso  en  la  llegada  de  los  correos, 
eoii  espresion  de  las  causas  que  lo  produzcan ,  como  se  mandó  en 
real  orden  de  26  de  marzo  ae  1846. 
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T  7.«  Qne  ásimitmo  lo  den  á  este  miiiitterio ,  etoiido  loi  lUMh 
bres  de  los  dependientes  encargados  del  serficio  en  la  respeetifs 
espedicion,  el  grado  de  culpabilidad,  sí  lo  hubiere,  las  penas  im- 
puestas y  los  demás  pormenores  que  Juzguen  oportuooi,  acompa- 
ñando además  los  vayat  originales  cuando  se  nalie  termiiiado  si 
servicio  á  que  se  refieren. 
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NOTAS  Y  ACURAMES 


«B  ÁLOÜHOS  DIGBBT08 


COMPRENDIDOS  EN  LA  CRÓNICA  LEGISLATIVA- 


I. 


Condiciones  de  aptitud  que  se  requieren  en  los  que  aspiran  é 
las  funciones  judiciales. 


jLiL  real  decreto  de  29  de  diciembre  de  188S,  aunqne  nó  ht 
sido  derogado  nunca  espresamente ,  estaba  ya  olvidado  y  faera 
de  la  práctica.  Gomo  ahora  se  voelve  á  recomendar  sn  ejecacion 
en  la  parte  qae  trata  de  los  nombramientos  de  fiscales,  Jae- 
ces y  magistrados ,  nos  parece  conveniente  recordar  sns  dispo- 
siciones. Segnn  estas ,  para  ser  promotor  fiscal  se  necesita  tener 
alguna  de  las  circanstancias  siguientes :  1.*  haber  ejercido  dos 
años  la  abogacía  con  estudio  abierto  y  reputación;  lo  cual  debe 
acreditarse  oyendo  al  tribunal  en  que  los  aspirantes  hubieren 
ejercido  dicho  encargo:  3.*  haber  desempeñado  igual  tiempo  en 
propiedad ,  sustitución  ó  comisión  ,  una  relatorfa ,  agencia  fis< 
cal,  asesoría  de  rentas  ú  otros  cargos  semejantes:  8.*  haber  es- 
plicado  por  igual  tiempo  alguna  cátedra  de  derecho  en  estable- 
cimiento aprobado.  Pero  si  no  se  presentare  para  alguna  promo- 
torfa  vacante  ninguna  persona  con  tales  requisitos,  puede  ei  go- 
bierno elegir  aquel  que  mas'  se  aproxime  á  tenerlos.  Y  para  alen- 
tar á  los  letrados  que  tuvieren  alguna  de  las  circunstancias  di- 
chas  á  desear  el  cargo  de  promotor  fiscal ,  se  declaró  que  au  dee* 
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de  mérito  para  obteaer  judicaturas. 

Para  ser  nombrado  juez  de  primera  instancia  de  entrada 
se  requieren ,  como  es  natural  y  condiciones  mas  rigorosas^  Ta- 
les son :  1  .*  haber  servido  por  dos  anos  con  buena  nota  una 
promotoría  fiscal:  2.*  haber  desempeñado  por  espacio  de  cua- 
tro  años  algujao  de  los  ^rgos  ú  ^jercioíos  que  por  el  tiempo  de 
dos  se  exigen  á  los  que  aspiran  á  las  promotorías  fiscales. 

Para  los  juzgados  de  ascenso  debeü  ser  propuestos  por  or- 
den de  preferencia.  í.«  Los  que  hayfm  servido  tres  años  en  ju- 
dicatura de  entrada.  2.^  Los  que  hayan  desempeñado  cinco  años 

proi|^f)|tpfÍ9S  0i)efl^9«  (^^  1^9^  C|u&  liajraQ  d«99Jv^e9a49  99F  ^pa- 
ció de  ocho  años  alguno  de  los  cargos  ó  ejercicios  que  se  exi- 
gen por  tiempo  de  dos  años  á  los  que  espiran  á  promotorías 
fiscales.  4.0  Los  que  durante  siete  años  han  ejercido  con  crédi- 
to la  abogacía  en  los  tribunales  superiores. 

Para  los  juzgados  de  término  no  pueden  ser  propuestos  á 
S.  M<  9Íno  lo0  qufi  Vengan  algttsa  de  las  ^irennitaQcia^slgqieQ^ 
tes.  1 .'  Haber  servido  dos  años  en  juzgados  de  {«c«»80  ó  cinco 
en  los  de  entrada.  2/  Haber  servido  siete  años  promotorías  fis- 
cales. 8."  Haber  desempeñado  diez  años  alguno  de  los  cargos 
qf^e  por  dps  tan  110I9  s«  exige  á  los  qi^e  aspiran  ^  prQmQtojrías 
fiscales.  4.''  Hs^er  ej^r^ido  nueve  añod  con  biiOJOia  r^fiuta^íon  la 
9bogacía  en  los  tri))anales  superiores.  Para  completas  el  númer 
ro  de  años  qxjUB  respectivamente  se  exije  resj>ecto  á  cada  ujpia  de  laf 
circoQsjtaoci^s  enpoci^daii,  pueden  compjQLtarsi&  los  servicias  cq 
^ada  upo  de  109^  cargas  expresados ,  y  los  de  ejerjcicio  de  |;bl  ab(V 
gacía>  ob8|6rv4n49;9e  la  preferencia  señalada :  1.^  de  losañjps^P 
jttdici^tqca:  2.0  de  los  aervidos  en  promotorías,:  3.^  ei^  los  de- 
mas  iiargos  y  profesiones  por  el  orden  an|es  indicado. 

Para  ser  nombrado  ministro  de  cualquiera  audieneia,  se  re- 
quiere además  de  haber  cumplido  30  años  de  edad ,  tener  algu- 
no de  los  requisitos  siguientes.  1.^  Haber  servido  judicatura  de 
pringara  instancia  por  lo  menos  seis  años  de  los  cuales  dos  ha- 
yan sido  en  juzgados  de  ascenso  ó  uno  en  los  de  térmico.  2.®  Ha^ 
ber  servido  igu^l  número  de  ^j^os  en  piromotortas  ó  ^no  m/mof 
si  los  cinco  restantes  hubie^eB  sido  en  juzgados  de  (érrolnOf 
(«^  Qaber  des^peñado  largos  y  señalados  trabajos  en  ^  for* 
0^^on  de  Igis  códigos  ú;  otro  enear^  semejante  q¡9f  aupip]^  9ih 
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importante  sobre  dichas  materias.  6.^  Haber  esplicado  4#i;ff^^ 
con  buen  crédito  en  alguna  universidad  ó  establecimiento  apro- 
bado por  lo  menos  diez  años ,  ó  ejercido  del  mismo  modo  y  por 
igual  tiempo  la  abogacía  con  crédito  en  los  juzgados  inferiores, 
éfor  nueve  años  en  los  superiores* 

No  pueden  ser  nombrados  míniitros  ni  fiscales  ée  la  audien* 
(4a  de  Madrid,  los  que  además  de  tener  les  80  añes  de  edad 
DO  hayan  servido  cuatro  años  como  magistrados  en  al^na  de 
las  demás  ó  tres  como  fiscales,  en  atención  al  ímprobo  trabajo 
que  ofreoe  el  desempeño  de  este  ministerio. 

Los  que  aspiran  á  ser  nombrados  fiscales  de  fas  demás  au- 
diencias ,  deben  tener  las  siguientes  condiciones :  1  ^  haber 
cumplido  98  años  de  edad:  3.^  haker  desempeñado  alguno  de 
ios  cargos  ó  profesiones,  cuyo  ejercicio  se  exije  de  los  que  ha- 
yan de  ser  prepuestos  para  ministros  de  las  audiencias  del  rei- 
no, escepto  de  la  de  Madrid;  pero  bastando  la  tercera  parte  de 
los  affos  que  respectivamente  se  señalan ,  á  fin  de  dejar  mas  es- 
pedita  la  acción  del  gobierno  en  la  elección  de  unos  funcionarios 
que  requieren  circunstancias  especiales.  De  modo  que  puede  ser 
nombrado  fiscal  de  audiencia  el  que  ha  desempeñado  dos  años 
Judicaturas  de  primera  instancia  ó  promotorías  fiscales,  ó  el  que 
durante  tres  años  y  tercio  ha  esplicado  una  cátedra  de  derecho 
6  ejercido  la  abogacía  en  juzgados  inferiores ,  ó  el  que  por  tres 
años  ha  desempeñado  la  misma  profesión  en  los  tribunales  supe- 
rio£;ps,  ó  el  que  ha  escrito  alguna  obra  notable  de  derecho,  ó 
bien  ha  contribuido  con  algnn  trabajo  importante  á  la  formación 
de  los  códigos.  Los  que  de  fiscales  de  una  audiencia  pasan  á  minis- 
tros de  la  misma  ó  de  otra  de  igual  categoría  y  gozan  de  la  anti- . 
güedad  correspondiente  á  su  título  de  fiscales. 

El  que  haya  de  ser  propuesto  para  ministro  del  Tribupal  Su- 
premo  de  Justicia  necesita  haber  cumplido  40  años  de  edad  y 
llevar  cuatro  por  lo  menos  de  juez ,  ó  tres  de  fiscal  de  la  au- 
diencia de  Madrid,  ú  ocho  de  ministros  ó  seis  de  fiscal  en  lajs 
demás. 

Los  propuestos  para  regentes  y  para  la  presidencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia ,  deben  hacerse  guardando  la  mayor 
analogía  posible  con  lo  disj^u^sto  respeqto  á  los  otros  caraos  de 
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la  magistratura ;  sin  perjuicio  de  tener  en  cuenta  las  razones  de 
política  9  de  justicia  y  de  conveniencia  que  aconsejen  cada  nom- 
bramiento. 


Dificultades  que  hoy  ofrece  el  hacer  una  buena  ley  sobre  las  con* 
diciones  de  aptitud  de  los  aspirantes  á  las  funciones  judiciales, 
y  sobre  la  inamovilidad  y  responsabilidad  de  los  Jueces  y  ma* 
gistrados. 

La  resolución  de  los  puntos  contenidos  en  esta  real  orden 
está  tan  íntimamente  enlazada  con  la  organización  judicial  y 
con  la  forma  del  procedimiento,  que  creemos  imposible  hallar- 
la satisfactoria ,  mientras  que  las  dos  últimas  cuestiones  no  se 
resuelvan  como  conviene  á  los  progresos  de  la  civilización  y 
de  la  ciencia.  Quiere  el  gobierno ,  que  con  arreglo  á  la  or- 
ganización judicial  hoy  vigente,  y  por  lo  tanto  con  arreglo 
también  á  la  forma  actual  del  procedimiento,  se  resuelvan  es- 
tas tres  cuestiones  importantes:  1.»  la  de  las  garantías  de  sufi- 
ciencia y  rectitud  que  se  debe  exigir  de  los  que  aspiren  á  la  Ju- 
dicatura: 2.**  la  de  la  responsabilidad  judicial:  3.*  la  de  la  ina- 
movilidad  de  la  magistratura.  Veamos  las  graves  dificultades  que 
ofrecen  la  organización  Judicial  y  la  forma  de  proceder  que  hoy 
rigen  para  resolver  con  acierto  aquellas  cuestiones  importantí- 
simas. 

PbIUBBÁ  CUBSTION. 

Supuesto  el  sistema  actual»  los  que  aspiren  á  la  judicatura  no 
pueden  ofrecer  mas  pruebas  de  su  aptitud  que  las  siguientes: 
1.*  el  título  de  abogado  que  supone  los  estudios  necesarios:  2.*  el 
ejercicio  durante  cierto  tiempo  de  la  abogacía;  8.*  haber  des« 
empeñado  el  ministerio  fiscal :  4.»  haber  regentado  una  cátedra 
de  derecho :  S.*^  haber  dado  alguna  prueba  estraordínaria  de  su- 
ficiencia ,  escribiendo  obras  de  derecho ,  etc.  Ahora  bien ,  ¿son 
estos  hechos  garantía  suficiente  de  aptitud  para  el  desempeño 
de  las  funciones  judiciales?  Vamos  á  verlo. 

£1  título  de  abogado  ó  los  estudios  que  este  supone ,  es  cier- 
tamente una  circunstancia  esencialísima^  y  quizá  la  mas  aten- 
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dible  de  todas  caantas  pueden  probar  la  aptitud  del  aspirante 
á  las  fuDciooes  judiciales;  pero  ella  sola  es  insuficiente,  y  así 
lo  ha  reconocido  el  gobierno,  en  el  hecho  de  exigir  otras  de 
las  personas  que  haya  de  proponer  para  la  judicatura.  Por  lo 
tanto ,  esta  circunstancia  adoptada  por  todos ,  está  fuera  de 
cuestión. 

No  sucede  lo  mismo  respecto  al  ejercicio  de  la  abogacía  por 
espacio  de  cierto  tiempo.  Hay  quien  cree  que  este  ejercicio  es 
una  escelentc  preparación  para  la  judicatura :  nosotros  sostene- 
mos todo  lo  contrario  por  razones  que  nacen  unas  de  la  naturale- 
za misma  de  la  profesión,  y  otras  de  la  ineficacia  del  medio  para 
probar  lo  que  se  desea.  £1  ejercicio  de  la  abogacía  produce  hábi- 
tos de  entendimiento  poco  adecuados  para  el  buen  desempeño 
de  las  funciones  judiciales.  El  abogado  se  acostumbra  sin  que- 
rer  á  estudiar  y  juzgar  los  pleitos  con  prevenciones  favorables 
hacia  sus  clientes:  los  examina,  no  para  saber  sisón  justas  las 
pretensiones  que  se  le  encomiendan,  sino  para  saber  si  son  defen- 
dibles. Este  ejercicio  repetido  por  mucho  tiempo,  produce  en  el 
entendimiento  del  letrado  el  hábito  de  examinar  todas  las  cues* 
t«ooes  contenciosas  bajo  este  último  aspecto ;  de  modo ,  que  si 
como  juez  toma  conocimiento  de  un  pleito,  se  espone  mucho  á 
decidirse  desde  el  principio  en  favor  de  uno  de  los  litigantes, 
juzgando  de  todos  los  incidentes  posteriores ,  big'o  el  punto  de 
vista  de  la  defensa  de  aquel  á  ^uien  sin  saberlo,  quizá  ha  toma- 
do bajo  sus  auspicios. 

Pero  aunque  esto  no  fuera  así ,  aunque  el  ejercicio  de  la  abo- 
gacía fuese  una  escelente  preparación  para  la  judicatura,  toda- 
vía se  ofrece  para  tomarla  por  tal  un  grave  inconveniente.  Si 
el  tiempo  de  ejercicio  que  se  requiere  es  muy  breve,  no  es  prue* 
ba  suficiente  de  aptitud;  si  es  largo  como  cuatro  ó  seis  años,  al 
cabo  de  él  sucederá  una  de  estas  dos  cosas :  ó  el  abogado  ha- 
brá reunido  una  clientela  que  le  baste  para  vivir  decorosamente, 
ó  habrá  procurado  inútilmente  acreditarse  en  el  ejercicio  de  su 
profesión.  En  el  primer  caso  no  le  convendrá  probablemente 
abandonar  los  medios  de  subsistencia  que  posee ,  por  la  mez- 
quina retribución  que  se  ofrece  á  los  que  desempeñan  la  judi- 
catura en  sus  grados  mas  inferiores :  en  el  segundo  caso ,  esto  es, 
si  al  cabo  de  cuatro  ó  seis  años  no  ha  conseguido  el  abogado 
hacerse  de  una  clientela  suficiente ,  habrá  dado  una  prueba  de 
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SU  ineptitud ,  así  para  la  abogacía ,  como  para  el  1)iieD  desempe* 
ño  de  las  fanciones  judiciales.  Por  consiguiente ,  exigiendo  el 
ejercicio  de  la  abogacía  como  prueba  de  capacidad  para  el  des- 
empeño de  dichas  funciones,  no  se  traerán  probablemente  á  ellas 
á  los  letrados  de  nota ,  y  se  llamará  sin  escepcion  á  todos  los 
Ineptos  ó  los  ignorantes. 

No  por  eso  desecharíamos ,  sin  embargo ,  de  una  manera  ab- 
soluta esta  prueba  de  aptitud ,  porque  si  bien  no  es  presumible 
que  los  buenos  letrados  pasen  por  ella,  todavía  es  posible  que 
haya  alguno  que  la  acepte ,  y  no  sería  justo  negársela.  Pero  aun 
en  este  caso  no  debe  considerarse  esta  garantía  como  la  ordina- 
ria que  ofrezcan  de  su  suficiencia  los  que  aspiren  á  la  judicatu- 
ra, sino  como  un  medio  estraordlnario  que  alguna  vez  puede 
dar  el  resultado  que  se  apetece.  Tampoco  se  puede  aceptar  este 
medio  de  prueba  en  la  forma  que  hoy  se  acostumbra ;  porque  el 
hecho  de  haber  tenido  estudio  abierto  por  espacio  de  dos  ó  cua- 
tro años ,  no  prueba  nada  mas  que  paciencia ;  lo  que  puede  pro- 
bar algo  es  haber  defendido  en  este  tiempo  un  número  suficien- 
te de  causas  que  no  sean  de  repartimiento.  De  manera  que  el 
ejercicio  durante  cierto  tiempo  de  la  abogacía,  podría  quedar 
como  un  medio  supletorio  del  ordinario  que  se  adopte  para  ga- 
rantizar la  aptitud  de  los  aspirantes  á  la  judicatura ;  pero  no  de- 
bería servir^  sino  en  tanto  que  se  probase  también  con  certifi- 
caciones de  los  juzgados  y  de  las  audiencias,  haber  defendido  un 
número  proporcionado  de  causas  que  fueran  de  repartimiento. 

El  ejercicio  del  ministerio  fiscal  es  mucho  mas  adecuado  que 
el  de  la  abogacía  para  preparar  al  buen  desempeño  de  las  fun- 
ciones judiciales,  pero  este  mini&terio  constituye  ya  por  sí  mis- 
mo una  carrera  independiente  de  la  judicatura,  donde  hay  gra- 
dos, ascensos  y  premios  para  todos  sus  funcionarios.  Para  elevar 
la  institución  de  este  ministerio  al  grado  de  ilustración  y  de  es- 
plendor que  le  corresponde,  no  sería  buen  medio  el  pasar  á  sus 
individuos  á  la  carrera  judicial,  cuando  tienen  en  la  suya  pro- 
pia los  ascensos  naturales  y  mas  convenientes.  No  queremos  de- 
cir con  esto  que  se  cierren  enteramente  á  los  fiscales  las  puer- 
tas de  la  judicatura,  pero  sí  que  no  es  en  el  minbterio  fiscal 
donde  hallará  el  gobierno  el  mejor  plantel  de  jueces ;  y  que  por 
lo  tanto  el  ejercicio  de  este  ministerio  no  debe  ser  la  prueba  or- 
dinaria de  aptitud  que  ofrezcan  los  aspirantes  á  la  judicatura. 
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El  haber  regenteado  cátedra  de  derecho  es  una  garantía  in- 
suficiente  é  inadecuada  de  aptitud  para  el  desempeao  de  las 
funciones  jadiciaíes.  Es  insuficiente,  porque  cada  profesor  se  ocu- 
pa  exclusivamente  de  la  enseñanza  de  una  asignatura,  y  la  ju- 
dicatura exije  el  cabal  conocimiento  de  todas  las  de  la  facultad. 
Ua  excelente  profesor  de  derecho  romano  no  ha  de  ser  por  eso 
buen  juez,  ni  el  enseñar  bien  la  práctica  forense  supone  un  co- 
nocimiento profundo  del  derecho  patrio.  No  es  tampoco  adecua- 
da esta  prueba  de  aptitud,  porque  él  profesorado  constituye  ya 
ho'y  por  sí  solo  una  carrera  independiente,  en  Ja  cíial  hallan  los 
que  se  dedican  á  ella  los  premios  y  ascensos  á  que  son  acreedo- 
res. Fot  consiguiente  no  debe  buscarse  en  el  profesorado  el 
plantel  ordinario,  ni  aun  el  extraordinario  de  la  Judicatura. 

Últimamente ,  el  haber  dado  una  prueba  no  común  de  suQ- 
ciencia  para  el  desempeño  de  las  funciones  judiciales,  bien  sea 
escribiendo  alguna  obra  notable  de  derecho,  ó  bien  desempeñando 
algún  trabajo  importante  de  codificación ,  puede  ser  una  de  las 
garantías  que  se  buscan,  pero  de  seguro  no  es  la  ordinaria,  ni 
coma  tal  la  ha  considerado  nunca  el  gobierno.  Debe  aceptarse 
por,  lo  tanto  pero  como  medio  supletorio. 

Es  pues  evidente  que  nuestra  organización  judicial  no  ofre- 
ce medios  adecuados  para  formar  un  plantel  de  jueces,  y,,quj) 
sería  necesario  modificarla  para  que  contribuyera  á  satisfacer 
por  su  parte  esta  urgente  necesidad.  Ahora  bien,  ¿es  posible  de- 
terminar con  acierto  las  condiciones  de.  los  aspirantes  k  la  JMdN 
catura  prescindiendo  absolutamente  de  la  organización  judicial? 
¿Puede  hacerse  lo  primero  conservando  la  organización  judicial 
vigente  en  España? 

Dos  condiciones  mas  que  las  comunes  á  ios  letrados  necjesi- 
tan  tener  ios  jueces  para  garantizar  su  suficiencia:  1.*  estudios 
teóricos  mas  detenidos  de  lo  que  ordinariamente  se  hacen  en 
las  aulas  de  ciertos  ramos  de  la  jurisprudencia:  2.»  estudio^  prác- 
ticos de  los  juicios,  bajo  el  punto  de  vista  des  la  decisión.  La 
primera  ciase  de  estos  estudios  puede  hacerse  bien  cualquiera 
que  sea  la  organización  de  ios  tribunales,  porqpe  basta  para  ello  es- 
Uiblecer  una  cátedra  de  ciertas  enseñanzas  especiales ,  como  ló- 
gica judicial ,  ó  tratado  de  pruebas  judiciales,  y  concordapcia 
de  las  leyes.  Pero  lo  que  tiene  íntimas  relaciones  con  la  qrganiza- 
clon  judicial,  son  los  estudios  prácticos  de  los  juicios.  Ebtos  no 
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86  pueden  hacer  sino  en  el  bufete  de  algún  abogado ,  en  alguna 
academia  especial,  en  los  mismos  tribunales  al  lado  de  los  Jue. 
cesj  ó  desempeñando  ciertas  funcioues  judiciales  de  orden  in- 
ferior. 

Ya  hemos  demostrado  anteriormente,  que  la  práctica  de  abo- 
gado no  es  la  mas  adecuada  preparación  para  la  Judicatura.  Con 
ella  aprenden  ios  alumnos  á  defender  los  pleitos,  pero  no  á  jnz. 
garlos.  Por  lo  tanto  debe  desecharse  este  medio  de  haeer  los  es- 
tudios prácticos  á  que  aludimos.  Las  academias  de  práctica  son 
sin  duda  muy  útiles,  pero  insuficientes  para  garantizar  de  que 
los  que  han  asistido  á  ellas  tienen  las  dotes  indispensables  para 
ejercer  con  acierto  las  altas  funciones  de  la  magistratura.  Quedan 
pues  los  estudios  prácticos  que  pueden  hacerse  en  los  tribunales 
al  lado  de  los  jueces,  ó  desempeñando  ciertas  funciones  judicia. 
les  de  orden  inferior,  por  cuyos  medios  sí  pnede  lograrse  lo 
que  se  desea,  pero  no  sin  que  corresponda  con  ellos  la  organi- 
zación judicial.  Vamos  á  dar  una  idea  de  estas  do3  maneras  de 
adquirir  la  suficiencia  necesaria  para  entrar  en  la  judicatura. 

La  primera ,  esto  es  ,  la  práctica  de  los  tribunales  al  lado  de 
los  jueces  estuvo  en  uso  en  Francia  desde  poco  después  de  la  re* 
Yolucion  hasta  1830.  Después  que  la  magistratura  dejó  de  ser 
allí  hereditaria,  dispuso  el  jefe  del  Estado  que  los  que  se  dedicaran 
á  eila  pasaran  cierto  tiempo  asistiendo  sin  interrupción  á  todas 
las  audiencias  de  los  tribunales  de  apelación  y  de  los  de  primera 
instancia,  bajo  el  título  de  oyentes  (auditeurs).  Suprimida  esta 
Institución»  no  por  eso  dejó  de  cumplirse  el  objeto  que  ella  se 
proponía,  pues  muchos  abogados  jóvenes ,  deseando  dedicarse 
exclusivamente  á  la  magistratura,  se  introdujeron  en  los  tribu- 
nales de  primera  instancia  con  el  carácter  de  suplentes;  el  go- 
bierno se  apresuró  á  acogerlos,  y  de  este  modo  se  ha  formado  on 
nuevo  plantel  de  jueces^  si  bien  desnaturalizando  hasta  cierto  pun- 
to la  institución  de  ios  suplentes.  La  anterior  de  ios  jueces  oyentes 
fué  abolida  por  los  abusos  á  que  dio  lugar,  pero  estos  abusos  pro- 
venían  no  de  la  institución,  siao  de  la  forma  de  su  estableci- 
miento. Así  por  ejemplo,  se  exigían  pocas  pruebas  de  aptitud  de 
los  que  solicitaban  ser  admitidos  entre  los  jueces  oyentes;  logra- 
ban este  puesto  muchos  letrados  incapaces  para  la  magistratura, 
y  aunque  no  fuesen  colocados  desde  luego,  al  cabo  de  tiempo  ale- 
gando su  antigüedad,  implorando  la  clemencia  de  los  ministros 
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lograban  la  iovestidufa  que  apetecían.  Así  es  que  habiéndose  re« 
novado  en  Francia  poeo  tiempo  hace  la  cuestión  del  noviciado 
judicial,  y  habiendo  mandado  el  ministro  de  Justicia  á  todos  los 
tribunales  superiores  y  al  de  casación  que  informasen  sobre  las 
condiciones  do  aptitud  que  hablan  de  exigirse  en  los  aspirantes 
á  la  Judicatura,  este  último  tribunal^  á  propuesta  de  Mr.  Beran- 
ger,  uno  de  sus  mas  ilustres  miembros,  si  bien  no  opinó  por  e] 
restablecimiento  de  los  antiguos  oyentes ,  aconsejó  al  gobierno 
qoe  creara  una  institución  muy  parecida,  cuyas  bases  principales 
eran  las  siguientes : 

1  •*  Que  después  de  recibido  el  grado  de  licencia  pase  el  as- 
pirante á  judicatura  dos  años  de  práctica  {stage)  (i),  los  cuales 
deben  emplearse  en  profundizar  en  el  estudio  del  derecho  asis- 
tiendo á  ciertas  enseñanzas  especiales  que  deben  ser  obligatorias 
para  ellos. 

2.*  Que  concluido  este  tiempo  se  presente  el  aspirante  ante 
un  jurado  compuesto  de  profesores,  de  magistrados  y  del  de- 
cano del  colegio  de  abogados,  ante  el  cual  sufra  un  examen  du- 
rante varios  dias  de  todas  las  partes  del  derecho,  recibiendo  por 
ello  si  es  aprobado  un  certiñcado  de  aptitud. 

s.'^  Que  se  forme  en  cada  capital  donde  haya  tribunal  de  ape- 
lación un  colegio  de  oyentes  cuyo  número  se  calcule  con  arre- 
glo al  de  las  vacantes  que  por  término  medio  ocurran  anualmen- 
Xe,  y  de  modo  que  tenga  probabilidad  cada  oyente  de  ser  colo- 
cado en  calidad  de  juez  titular  al  tercer  año  de  su  admisión  en 
esta  especie  de  noviciado. 

4.^  Que  el  nombramiento  de  estos  oyentes  se  haga  entr6  los 
jóvenes  que  hayan  obtenido  el  certificado  de  aptitud  á  propues- 
ta del  ministro  de  Justicia  y  por  presentación  de  los  presidentes 
y  fiscales  de  los  tribunales  superiores. 

5.*    Qoe  dichos  oyentes  asistan  puntualmente  á  las  audiencias 


(t)  Ks  de  advertir  que  lo  que  se  llama  ttage  en  Francia ,  difiere  macho  de 
Iq  qae  aqai  llamamos  práctica.  £1  siage  coosisle  en  asistir  conBlaDtemeoteá 
las  audiencias  de  los  tribunales,  á  las  conferencias  que  se  celebran  para  la  ins- 
troccioQ  de  los  estudiantes  de  práctica  y  á  las  reuniones  de  la  comisión  de  con- 
sultas gratuitas  qae  existe  en  cada  colegio  de  abogados.  Dorante  el  ttagé  pue- 
de el  practicante  defender  pleitos  y  dar  dictámenefl ,  pero  no  asistir  á  U 
elección  del  decano  del  colegio  ni  k  la  de  los  Indiyiduos  del  consejo  dedrdef 
del  mismo. 
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de  los  tribunales  á  qiie  respectivamente  sean  asignados,  teniendo 
en  ellos  votó  consultiyo  j  el  desempeño  de  ciertas  comisiones  de 
orden  inferior,  como  practicar  algunas  de  las  diligencias  nece. 
sartas  para  la  instrucción  de  los  espedientes,  ó  bien  las  de  roa^ 
importancia  que  suelen  encargarse  á  los  individuos  titulares  del 
tribunal  siempre  que  procedan  bajo  la  dirección  de  I09  mismos. 
6.*  Que  éstos  oyentes  puedan  ser  destituidos,  previo  infor- 
me del  tribunal  á  que  est^n  adscritos  y  no  gocen  sueldo. 

Sabemos  bien  que  este  sistema  no  es  aplicable  á  nosotros  en 
todas  sus  partes;  «/pero  por  qué  no  habia  de  serlo  el  principio 
en  que  se  funda?  El  exigir  estudios  especiales  de  los  letrados  que 
se  dedican  á  la  judicatura  no  es  cosa  nueva  en  el  mundo.  En 
algunos  estados  de  Alemania  bastan  tres  años  de  práctica  para 
el  ejercicio  de  la  abjogacía,  y  para  el  de  la  judicatura  se  necesi- 
tan siete,  después  de  los  cuales  sufre  el  aspirante  delante  de  un 
Jnrado  especial  un  examen  rigorosísimo  que  dura  ocho  días.  Por 
otra  parte,,  nada  puede  contribuir  tanto  á  formar  buenos  jueces 
como  el  asignar  á  los  tribunales  aquellos  jóvenes  que  aspirandp 
á  la  judicatura,  manifiesten  poseer  todos  los  conocimientos  teó- 
ricos indispensables.  Asistiendo  constartemente  á  un  tribunal  de 
justicia ,  enterándose  de  todas  las  cuestiones  que  se  ventilan  en 
él ,  escuchando  y  tomando  parte  si  es  menester  en  las  delibe- 
raciones secretas  de  los  jueces  acerca  de  sus  fallos ,  es  como  se 
puede  adquirir^el  conocimiento  práctico  indispensable  para  lan- 
zarse solo  y  sinf  guia  en  la  difícil  carrera  de  la  administración  de 
justicia. 

4 Y  puede  hacerse  todo  esto  de  una  manera  conveniente  con 
nuestra  organización  judicial?  Creémoslo  imposible.  ¿Se  exi- 
giría de  los  jóvenes  que  hubiesen  de  formar  el  plantel  de  la  ju- 
dicatura que  asistiesen  diariamente  á  los  estrados  de  las  audien. 
cias  para  oir  las  defensas  de  los  abogados  y  los  extractos  de  los 
relatores?  Poco  ó  ningún  fruto  sacarían  de  este  ejercicio  los  as- 
pirantes. Si  la  práctica  de  los  tribunales  ha  de  ser  provechosa 
68  necesario  que  los  que  la  ejercitan  se  enteren  bien  de  los  negó- 
cios ,  tomen  parte  en  las  deliberaciones  que  sobre  ellos  se  susci- 
ten y  tengan  conocimiento  de  las  providencias  que  los  terminen. 
Es  indú|pens9Jl>le.  además ,  que  mezclándose  en  los  negocios  ja- 
diciates ,  y  acostumbrándose  al  trato  del  foro  adquieran  la  expe- 
ikAa/a  7  tacto  que  se  necesita  para  fijarse  desde  luego  en  las  di: 
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ñcultades  de  cada  litigio  y  para  descubrir  los  puntos  importantes 
de  las  cuestiones  que  se  ventilan.  El  simple  sentido  común  basta 
para  conocer  que  nuestros  tribunales  no  están  organizados  de 
manera  que  puedan  servir  para  este  objeto,  porque  para  conse- 
guirlo  sería  menester  que  los  juicios  fuesen  públicos,  que  siendo 
colegiados  los  juzgados  de  primera  instancia  bnbiera  un  número 
de  tribunales  suficiente  en  que  pudieran  bacer  sus  pruebas  los 
aspirantes  á  la  judicatura ,  y  de  cualquier  modo  ;5ería  necesario 
modificar  la  organización  de  los  tribunales  á  fin  de^  que  admitie- 
sen en  su  seno  en  la  forma  que  se  determinara  el  .nuevo  plantel 
de  la  judicatura.  Luego  para  establecer  entre  nosotros  una  de  las 
instituciones  que  mas  eficazmente  pueden  contribuir  á  crear 
buenos  funcionarios  de  justicia,  se  necesitarfa  modificar  la  orga- 
nización de  los  tribunales. 

También  es  imposible  entre  nosotros  exigir  como'  prueba  de 
aptitud  el  desempeño  de  ciertas  funciones  judiciales  d'iO  orden  in-' 
ferior^  porque  en  nuestra  organización  judicial  nobaj  mas  jue- 
ces letrados  que  los  de  primera  instancia  y  los  supe<riores.  Si 
hubiera  jueces  de  paz  ó  de  instrucción  amovibles,  como  nece- 
sariamente babrán  de  establecerse  luego  que  varíe  la  organiza- 
ción de  los  tribunales ,  hallaríamos  en  el  desempeño  de  sus  fun- 
ciones por  espacio  de  cierto  tiempo  una  garantía  de  aiptitnd  para 
ejercer  los  cargos  inamovibles  de  la  judicatura.  Luq;o  tampoco 
es  posible  hacer  uso  de  este  medio  de  probar  la  suficiencia ,  mien- 
tras no  se  modifique  nuestra  organización  judicial. 

Y  si  ni  de  la  práctica  de  los  tribunales ,  ni  del  ejercicio  de 
ciertasfuucionesjudiciafesdeórdeninferior  puede  valerse  el  go- 
bierno para  probar  la  aptitud  de  los  aspirantes  á  la  judicatura  ¿de 
qué  medios  echará  mano  ?  ¿De  las  enseñanzas  especiales  y  poste- 
riores al  grado  de  licenciado?  Con  ellas  no  se  satisface  mas  que 
una  de  las  condiciones  necesarias  en  los  que  siendo  .letrados  as- 
pirad á  los  cargos  judiciales,  á  saber,  los  conocimientos  teóri- 
cos de  ciertos  ramos  de  la  jurisprudencia.  ¿Pero  dónde  se  ad- 
quirirán los  conocimientos  prácticos?  ¿Por  ventura  ante  la  barra 
de  los  estrados  de  las  audiencias?  ¿En  los  bufetes  de  los  abogados? 
¿Ejerciendo  el  profesorado  en  las  universidades?  Ya  hemos  de- 
mostrado la  insuficiencia  de  todos  estos  medios:  luego  lo  que  el. 
gobierno  puede  hacer  es  elevar  á  ley  el  decreto  de  29  de  diciem*. 
bre'de  ISSO^  qi|e  aunque  dictado  con  las  rac^r^  injtencione8>Do> 
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ha  satisfecho  Dunca  el  objeto  que  se  propusiera.  Y  para  hacer 
esto  ¿no  valdría  mas  presentar  desde  iuego  á  las  cortes  la  ley 
orgánica  de  los  tribunales  y  de  la  cual  debe  ser  parte  el  señalar 
las  condiciones  de  aptitud  que  necesiten  reunir  los  aspirantes  á 
la  judicatura? 

Segunda  cuestión. 

Desde  que  hay  en  España  gobierno  representativo  se  está  ha- 
blando de  la  responsabilidad  judicial  sin  que  hasta  ahora  haya 
sido  posible  dar  una  ley  que  determine  los  casos  en  que  deberá 
exigirse.  Y  no  ha  sucedido  esto  por  descuido  ni  abandono  del 
gobierno,  sino  por  la  dificultad  de  determinar  con  acierto  los  ca- 
sos en  que  deben  ser  responsables  los  jueces  de  sus  sentencias 
en  el  estado  de  desorden  de  nuestra  legislación.  Hay  como  es 
sabido  en  nuestros  códigos  muchas  leyes  que  sin  haber  sido  nun- 
ca derogadas  expresamente  han  dejado  de  estar  en  uso ;  las  hay 
eontradictórias  y  se  nótala  falta  de  algunas  queá  veces  suplen 
los  tribunales  con  la  jurisprudencia.  £1  decidir  cuáles  leyes  es- 
tán vigentes  y  cuáles  no  están  ya  en  uso ,  es  empresa  muy  ar- 
dua y  en  que  pueden  errar  mucho  los  mas  entendidos  juriscon- 
sultos. Determinar  los  casos  en  que  son  responsables  los  jueces 
euando  ignoran  ó  infringen  algunos  de  los  preceptos  escondidos 
en  este  laberinto  de  la  legislación,  sería  cosa  imposible.  La  res- 
ponsabilidad judicial  tendrá  pues  que  limitarse  á  la  penal  cuando 
los  jueces  se  hagan  reos  de  algún  delito  en  el  ejercicio  de  sus 
fiíDciones ,  y  á  la  civil  cuando  cometan  alguna  falta  de  menor 
importancia ;  es  decir ,  que  la  nueva  ley  de  responsabilidad  ju- 
dicial ,  DO  pudiendo  decidir  los  puntos  que  son  insolubles  aten- 
dido el  estado  de  nuestra  legislación ,  tendrá  que  limitarse  á  re- 
petir lo  mismo  que  disponen  las  leyes  actuales  y  que  se  ejecuta 
en  la  práctica.  Hoy  también  se  procede  criminalmente  contra  los 
Jueces  que  cometen  algún  delito  en  el  ejercido  de  sus  funciones, 
y  se  multa ,  reprende  y  condena  en  costas  á  los  que  se  hacen 
reos  de  faltas  menos  graves. 

Han  creído  algunos  publicistas  que  la  responsabilidad  de  los 
Jueces  y  magistrados  era  la  garantía  mas  segura  del  acierto  en 
la  administración  de  justicia.  Estoes  verdad,  pero  nada  masque 
hasta  cierto  punto.  No  puede  exigirse  la  responsabilidad  á  los 
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jaeces,  sino  por  aquellas  de  sus  decisiones  que  revelan  clara- 
mente malicia,  ó  ignorancia  culpable.  Con  cualquier  legislación 
por  sencilla  y  ordenada  que  sea »  es  muy  difícil  probar  estas  cir- 
cunstancias tratándose  de  actos  judiciales  que  no  contegan  evi- 
dentemente un  delito :  con  una  legislación  complicada  y  confusa 
es  ponto  menos  que  imposible.  Hé  aquí  por  qué  se  ban  ideado 
otros  medios  de  conseguir  el  acierto  en  los  fallos  judiciales,  me- 
dios que  aunque  indirectos,  llenan  completamente  el  vacío  que 
deja  la  responsabilidad  Judicial.  El  mas  eñcaz  de  ellos  con- ^ 
siste  en  obligar  á  los  jueces  á  que  funden  las  sentencias.  Es- 
ta obligación  sirve  de  garantfa  á  un  tiempo  contra  la  mala  fé 
de  los  jueces  y  contra  su  ignorancia.  Contra  la  mala  fé,  porque 
debiendo  decir  los  jueces  las  razones  de  hecho  y  derecho  en  que 
fundan  su  decisión,  cuando  pretendan  mandar  algo  injusto  ten- 
drán que  poner  en  descubierto  su  malicia :  contra  la  ignorancia, 
porque  debiendo  reasumir  en  los  fundamentos  de  la  sentencia 
la  cuestión  en  que  consiste  el  pleito ,  las  razones  en  que  se  fun- 
da cada  pretensión  y  las  leyes  en  que  va  á  apoyarse  el  fallo ,  no 
puede  menos  el  juez  de  estudiar  atentamente  todos  los  negocios 
que  decida.  Por  lo  tanto,  nosotros  en  vez  de  presentar  á  las  cor- 
tes ana  ley  de  responsabilidad  judicial  en  que  no  podrá  estable- 
cerse nada  nuevo  mientras  no  se  reforme  la  legislación  actual, 
dispondríamos  desde  luego  que  los  jueces  y  tribunales  fundasen 
todas  las  sentencias  definitivas,  y  las  interlocutorias  que  conce- 
dieran ó  negaran  reposición  de  otra.  Hasta  iüconsecuencia  y  ab- 
surdo parece  pedir  á  los  jueces  una  cuenta  estrecha  de  todo  lo 
que  mandan  sin  pedirles  antes  razón  del  motivo  porque  lo  hacen. 

TBTCEflA  CUESTIÓN. 

Ha  de  resolverse  por  último  en  la  ley  que  se  presente  á  las 
cortes  la  cuestión  de  la  inamovilidad  constitucional  de  los  jueces. 
Se  entiende  que  lo  que  el  gobierno  desea,  es  confirmar  en  la 
práctica  la  declaración  de  inamovilidad  que  hace  la  constitución. 
Para  ello  habrá  de  tenerse  en  cuenta  la  organización  actual  de 
los  tribunales ,  y  como  está  habrá  de  variarse  profundamente 
luego  que  salga  á  luz  la  reforma  que  se  prepara,  es  de  presumir 
que  los  jueces  actuales  al  formar  parte  de  la  nueva  organización 
DO  permanezcan  todos  en  la  misma  categoría  que  boy  tienen  >  ó 
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eo  laqoe  se  Decesita  para  tener  opción  á  la  inamovilidad.  Si  por 
ejemplo ,  se  establecen  jueces  de  instrucción ,  y  pasan  á  serlo 
algunos  de  los  que  lo  son  hoy  de  primera  instancia ,  resultará 
que  no  debiendo  ser  inamovibles  los  jueces  instructores ,  ten- 
drán que  dejar  de  serlo  los  que  ya  ha}an  sido  declarados  tales. 

Por  otra  parte,  antes  de  traer  á  la  práctica  el  principio  de  la 
inamovilidad ,  sería  preciso  hacer  un  examen  escrupuloso  de 
todo  el  personal  de  la  judicatura  y  de  la  magistratura ,  y  muy 
conveniente  hacer,  en  el  mismo  con  previo  conocimiento  de 
causa ,  las  mudanzas  indispensables.  Es  menester  que  no  se  re* 
pita  el  ejemplo  que  dio  hace  pocos  años  un  ministro  de  la  coro- 
na, declarando  inamovible  en  un  dia  á  toda  la  magistratura,  y 
contradiciendo  él  mismo  poco  después  con  sus  actos  su  propia 
declaración.  Si  alguna  vez  puede  ser  una  verdad  práctica  el  prin- 
cipio constitucional  de  la  inamovilidad,  será  cuando  establecidos 
bajo  otra  forma  nuestros  tribunales ,  y  hecha  una  elección  acer- 
tada de  los  individuos  que  han  de  componerlos ,  no  haya  temor 
de  infringirlo  en  una  reforma  inmediata.  ¿Qué  será  de  este  de- 
cantado principio  el  día  en  que  se  varíe  la  planta  de  los  tri- 
bunales, se  establezcan  otros  nuevos,  ó  se  supriman  algunos  de 
los  actuales.^ 

Estas  diftcoltades  se  nos  ocurre  que  puede  ofrecer  la  acerta* 
da  ejecución  del  proyecto  de  ley  mandado  presentar  á  las  cor- 
tes por  el  decreto  de  8  de  octubre.  La  ilustrada  comisión  de  có- 
digos sabrá  quizá  vencerlos ;  pero  son  ellos  de  tal  naturaleza, 
que  ó  nos  engañamos  mucho ,  ó  pueden  poco  contra  las  mis- 
mas el  saber  y  el  talento.  Otras  muchas  reformas  hay  qqe  hacer 
en  la  administración  de  justicia  de  mas  fácil  ejecución  y  no  me- 
nos urgentes. 

UX. 

El  motivo  de  haber  dado  nueva  forma  al  consejo  de  agricalr 
tura  y  comercio ,  ha  sido  que  después  de  su  creación ,  y  por 
real  decreto  de  1 1  de  agosto  último  se  atribuyeron  al  ministerio 
de  Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas  los  asuntos  relativos* 
á  la  industria  fabril  y  la  ganadería.  Siendo ,  pues ,  mayor  el 
número  de  negocios  en  que  ha  de  entender  este  ministerio,  pa- 
rfic.e  conveol^pt^  aumentar  también  las  del.conjtejo,  con  quien 
4¡5be  .cqDí^uíHíiü  y  de,ifq«í  Ja  pec^ldad  d^  dotai  ^st^per^w  coa 
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OD  número  de  indiyiclnos,  mayor  que  el  que  tenia  anteriormen- 
te. La  misma  variedad  de  asuntos  en  que  debe  entender  ya  el 
consejo  de  agricultura ,  ha  obligado  á  dividirlo  en  secciones^  á 
fio  de  facilitar  sus  trabajos.  Y  por  último ,  para  centralizar  mas 
la  administración  de  los  ramos  de  industria^  agricultura  y  co- 
mercio, se  suprime  la  dirección  unipersonal  que  antes  existia  de 
la  cria  caballar ;  pero  como  este  ramo  necesita  conocimiento^ 
especiales,  se  refunde  la  junta  consultiva  del  mismo  en  el  con- 
sejo de  agricultura ,  industria  y  comercio. 


IV 


Del  carácter  y  naturaleza  de  las  juntas  de  comercio  consideradas 
como  cuerpos  auxiliares  de  la  administración. 

El  de&iarroIlQ  que  de  algunos  años  á  esta. parte  ba  tomado  en* 
tro  nosotros  la  riqueza  mercantil^  y  las  nuevas  forni^s  que  ha 
recibido  la  administración,  requerían  que  las  juntas  de  comercio 
institoidas  en  otro  tiempo ,  y  cuando  los  intereses  mercantiles 
eran  menos  considerables,  se  modificasen  en  el  mismo  sentido 
y  se  acomodasen  á  tales  progresos.  Tal  ha  sido  el  pensamiento 
que  ha  dictado  el  real  decreto  de  7  de  octubre. 

Sobre  el  objeto  de  esta  reforma  y  los  fundamentos  de  las  dis- 
posiciones del  decreto  á  que  nos  referimos,  debe  tenerse  presen- 
te  la  esposicion  de  motivos  que  le  precede*  Todo  cuanto  la  cien- 
cia de  la  administración ,  y  el  conocimiento  de  nuestras  nece- 
sidades comerciales  enseñan  sobre  esta  materia^  se  encuentra 
reasumido  en  este  importante  documento.  Por  eso  en  vez  de 
nuestras  observaciones  insertamos  á  continuación  dicha  esposi*^ 
eion  de  motivos  que  dice  así: 

Creado  el  ministerio  de  Comercio  como  una  necesidad  de  la 
época  y  como  un  medio  de  desarrollar  y  proteger  mas  eficazmen- 
te los  intereses  mercantiles,  preciso  es,  para  que  mejor  cumpla  su 
misión ,  dotarle  de  instituciones  subalternas  conveoieutemente  or- 
ganizadas, de  modo  que  con  su  esperieacia  y  con  la  discusión  na- 
cida de  la  contrariedad  de  sus  miras  y  opiniones,  le  avuden  á  re- 
solver las  graves  cuestiones  económicas  que  tan  de  cerca  influyen 
en  el  desenvolvimiento  y  prosperidad  del  comercio. 

Los  intereses  mercantiles  por  su  propio  carácter  tiendan  al  egoit- 
mp  de  localidad,  y  de  aquí  la  necesidad  de  dotarlos  en  todas.par- 
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tes  de  corporaciones  que  por  la  diversidad  de  ideas  pongan  al  ge 
bierno  ea  situación  de  coDocer  todos  estos  intereses ,  para  que  apre. 
ciándoios  y  combinándolos,  pueda  satisfacer  las  verdaderas  nece- 
sidades mercantiles  del  reino,  y  al  efecto  nada  mas  á  propósito 
que  aumentar  el  número  de  las  jautas  de  comercio. 

El  hecho  solo  de  no  existir  en  España  mas  que  veinte  juntas* 
las  cuales  ni  por  su  posición  ni  por  sus  intereses  bastan  á  ilustrar 
completa  é  imparcialmente  al  gobierno,  reclama  una  reforma,  no 
solo  precisa  bajo  el  aspecto  administrativo,  sino  bajo  el  económi- 
co, ya  que  todo  el  pais  contribuye  hoy  á  sostener  estas  corpora- 
ciones, que  puede  asegurarse  solo  sirven  y  procuran  por  los  inte* 
resesile  su  localidad  sin  consideración  á  los  generales.  La  necesi- 
dad, pues,  y  la  conveniencia  aconsejan  que,  á  mas  de  dichas 
veinte  juntas,  las  haya  en  otros  varios  puertos  habilitados  qne  son 
de  bastante  importancia  y  hoy  carecen  de  ellas ,  y  también  en 
cualesquiera  otros  puntos  en  que  los  intereses  mercantiles  las  re- 
clamen. Su  instalación  en  estos  puntos  se  verificará  por  disposición 
del  gobierno^  á  instancias  de  los  principales  comerciantes  del  dis- 
trito ,  apoyada  por  el  jefe  político ,  y  siempre  que  llegue  á  SO  el 
número  de  los  que  en  el  mismo  distrito  aparezcan  matriculados. 

Pero  si  no  puede  desconocerse  que  las  actuales  juntas  de  co- 
mercio han  hecho  al  pais  muy  notables  servicios ,  los  tiempos  y  las 
nuevas  ideas  exigen  una  reforma  ,  de  modo  que  las  juntas  se  cons- 
tituyan con  organización  y  atribuciones  propias ;  de  manera  que  al 
llamamiento  del  gobierno ,  no  solo  respondan  los  intereses  esclusi- 
vos  de  estos  centros  comerciales,  sino  que  todos  los  del  reino  ten- 
gan un  órgano  legal ,  para  que  trasmitiendo  á  la  administración 
suprema  sus  opiniones  y  necesidades,  pueda  apreciar  las  unas  y 
remediar  las  otros.  Desde  luego  se  alcanza  que  las  juntas  deben 
ser  completamente  estrañas  á  la  acción  administrativa ,  porque  esta, 
en  aauntos  de  interés  general  ,  y  sobre  todo  en  materias  tan  im- 
portantes como  las  comerciales,  tan  estrechamente  enlazadas  con 
el  sistema  económico  general  del  reino ,  no  puede  en  un  buen  sis* 
tema  ser  confiada  á  corporaciones  cuyo  origen  é  intereses  son  pu- 
ramente locales.  Establecido  que  las  juntas  de  comercio  no  ^eben 
tener  parte  alguna  de  la  acción  administrativa ,  sus  propias  y  pe- 
culiares obligaciones  vienen  á  quedar  reducidas  6  las  de  cuerpos 
auxiliares  de  la  administración  para  trasmitir  á  esta  sus  opiniones 
cuando  se  las  pida  y  para  reclamar  las  mejoras  que  los  intereses 
y  necesidades  comerciales  exijan:  en  una  palabra,  lasjuntas  de  co- 
mercio no  deben  ser  otra  cosa  que  meros  cuerpos  de  consulta  é 
ilustración  para  la  acción  administrativa ,  y  un  conducto  por  el 
que  lleguen  i  noticia  del  gobierno  las  trabas  y  entorpecimientos 
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qae  el  comercio  sufre  y  paralizan  su  desarrollo.  Estas  son  las  atri- 
buciones á  que  según  los  buenos  principios  de  la  ciencia  de  la  ad- 
ministración deben  estar  reducidas  las  juntas  de  comercio;  y  de 
aquí ,  una  vez  resuelta  la  cuestión  administrativa ,  pueden  deducir- 
se  los  datos  para  resol rer  la  económica. 

Claro  es  que  con  estas  atribuciones ,  las  juntas  de  comercio  no 
son  cuerpos  dedicado?  constantemente  al  trabajo,  pues  que  solo 
habrán  de  reunirse  cuando  tengan  que  evacuar  los  informes  que 
el  gobierno  ó  los  jefes  políticos  Íes  pidan ,  6  cuando  crean  conte- 
niente estender  alguna  espotieion  sobre  los  intereses  ó  necesida- 
des comerciales  de  su  territorio;  trabajos  que  no  exigen  una  ofi- 
cina permanente ,  ni  por  lo  tantt  un  presupuesto  cuantioso. 

Fijado  lo  que  deben  ser  adiainistratlva  y  económicamente  con- 
sideradas las  juntas  de  comcreio,  corresponde  tratar  de  su  orga- 
nización. Esta  es  fhcW  tomando  por  base  los  verdaderos  principios 
d(>l  derecho  filosófico ,  y  copiando  para  organizar  las  juntas  las  mis* 
mas  bases  que  para  nuestra  organización  política ,  porque  la  ver- 
dad no  es  mas  que  una,  y  así  las  mismas  reglas  que  se  adopten 
como  buenas  para  la  organización  política  de  un  Estado ,  no  pue- 
den menos  de  serlo  para  la  de  las  instituciones  administrativas.  El 
objeto  que  han  de  desempeñar  las  juntas  de  comercio  es  una  obra 
de  inteligencia  y  capacidad  como  la  del  gobierno,  porque  sin  es« 
tas  cualidades  no  podrían  satisfacer  ni  llenar  su  misión  de  aconse- 
jar y  proponer  las  mejoras  que  el  comercio  reclamase,  y  preciso 
es  que  la  organización  de  las  juntas  tenga  por  base  la  capacidad,  no* 
solo  de  sus  individuos,  sino  de  los  que  concurran  á  elegirlos. 

Los  mas  capaces ,  siguiendo  en  esto  también  nuestra  forma  po- 
lítica, son  en  general  los  que  reúnen  ciertas  condiciones  de  rique- 
za, y  con  arreglo  á  este  principio  precisamente  y  con  mayor  se- 
guridad se  hallará  la  verdadera  capacidad  mercantil  en  aquellos  que 
se  encuentran ,  por  el  tráfico  á  que  están  dedicados ,  en  las  prime- 
ras gradas  de  la  gerarquía  comercial ,  y  cuyos  intereses  están  en 
una  verdadera  armonía  con  los  de  las  clases  subalternas ;  porque  no 
es  posible  que  el  comercio  en  grande  i e  desarrolle  y  prospere  sin 
que  al  del  pormenor  alcance  esta  misma  prosperidad  y  desarrollo.  Por 
lo  tanto  lo  mas  lógico ,  lo  mas  acomodado  al  principio  de  nuestro 
gobierno  y  lo  mas  eficaz  para  que  las  juntas  de  comercio  llenen  su 
objeto ,  es  que  sean  elegidas  por  los  comerciantes  y  de  entre  aque- 
llos que  ocupen  las  primeras  clases  de  las  tarifas  del  subsidio  de  co- 
mercio en  la  matrícula  formada  para  la  racaudacion  de  esta  contri- 
bución en  el  pueblo  donde  la  junta  se  organice.  Si  en  general  es 
la  riqueza  el  signo  de  la  capacidad ,  tratándose  aquí  de  buscar  una 
capacidad  especial ,  especial  debe  ser  también  la  riqueza  que  se  to- 
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me  como  sigoo  presunto  de  aquella,  y  así  los  mas  capaces,  los  más 
inteligentes  de  los  intereses  mercantiles,  asunto  peculiar  de  las  jun- 
tas de  comercio ,  han  de  ser  aquellos  que  por  la  cuota  de  contribu- 
ción de  subsidio  que  satisfacen  son  sin  duda  los  mas  ricos  mercan- 
tilmente considerados. 

De  aouerdo  con  estos  principios ,  los  individuos  de  las  juntas  de 
comercio  deben  ser  elegidos  de  entre  el  número  de  comerciantes 
mayores  contribuyentes  que  según  la  categoría  del  pueblo  deban  con- 
currir á  la  elección  de  los  que  hayan  de  componer  la  junta. 

Cuanto  mas  importante  es  el  centro  mercantil ,  mayor  suma  de 
intereses  y  mayor  suma  de  opiniones  diversas  deben  existir  en  él, 
y  por  consiguiente  mayor  debe  ser  también  el  número  de  electores 
y  mayor  el  de  los  elegidos  para  que  las  juntas  representen  mejor 
la  masa  total  de  intereses  y  opiniones  mercantiles.  Según  la  dife- 
rente importancia  de  las  mismas,  y  respetando  la  clasiGcacion  que 
por  real  orden  de  7  de  febrero  de  1831  se  ha  hecho  de  los  tribuna* 
les  de  comercio ,  parece  conveniente  dividirlas  en  tres  clases ,  colo- 
cando en  la  primera  las  de  las  plazas  cuyo  tribunal  fué  declarado 
de  primera  clase,  en  la  segunda  aquellas  cuyo  tribunal  fué  conside- 
rado de  segunda,  y  en  la  tercera  todas  las  restantes.  Siguiendo  es- 
ta división,  el  número  de  electores  y  elegibles  en  las  de  primera  cla- 
se debe  ser  mayor  que  en  las  de  segunda ,  y  en  las  de  esta  mayor 
que  en  las  de  tercera. 

Para  las  de  primera  clase  deben  concurrir  80  comerciantes  ma- 
tricu1ad09  que  sean  los  primeros  contribuyentes  por  el  subsidio,  y 
elegirán  de  entre  ellos  11  individuos  que  deben  componer  la  junta; 
para  las  de  segunda ,  40  de  las  mismas  condiciones  que  elegirán  t, 
y  para  las  de  tercera ,  80  que  elegirán  7.  De  esta  manera  los  elec- 
tores y  ios  elegidos  están  en  razón  direota  de  la  importancia  comer- 
cial, y  la  junta  reunirá  en  su  seno  en  la  misma  proporción  la  ca- 
pacidad é  inteligencia  mercantil  del  pueblo. 

La&juntas  así  organizadas  no  deben  ser  perpetuas  ni  demasiado 
amovibles :  debe  darse  lugar  á  que  puedan  penetrar  en  ellas  los  nue- 
vos intereses  y  las  nuevas  opiniones,  pero  reteniendo  siempre  un 
principio  conservador  tan  útil  y  conveniente  ú  la  marcha  segura  de\ 
verdadero  progreso.  Así  pues ,  las  juntas  de  comercio  vendrán  á  ser 
renovadas  en  su  totalidad  cada  cuatro  años ,  saliendo  eñ  los  dos  pri- 
meros la  mayoría,  en  los  dos  siguientes  la  minoría,  y  así  sucesiva- 
mente, pudiendo  ser  Reelegidos  los  individuos  salientes. 

De  la  naturaleza  de  las  atribuciones  que  ahora  se  dan  á  las  jun- 
tas, asi  como  de  su  organización,  se  inGere  que  ha  de  ser  poco  cuan- 
tioso el  presupuesto.de  sus  obh'gaciones :  el  secretario  debe  nombrar- 
se de  entre  sus  mismos  individuos ,  y  las  sesiones  pueden  tener 
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lugar  en  el  salón  del  tribunal  del  comercio  donde  le  haya,  en  el 
de  la  diputación  provincial  6  en  las  casas  consistoriales:  por  lo  tan- 
to un  oGcial  decentemente  dotado  y  una  cantidad  proporcionada 
para  gastos  de  oficina  son  suficientes  para  que  dichos  cuerpos  cum- 
plan con  el  encargo  a  que  quedan  reducidos. 

Bajo  estos  principios ,  y  con  arregló  á  la  clastficaciOM  que  se  de- 
ja hecha  de  las  juntas  de  comercio,  el  importe  de  sus  presupuestos 
podía  ser  como  sigue: 

Diez  ifTittas  existentes  en  plazas  donde  hay  tribu- 
nal ñe  comercio  de  primera  clase. 

Diez  oficiales  á  8,000  rs.  anuales ^^i^^Iíwaaaa 

Gastos  de  oficina  á  4,000  rs 40,oOO  I  •  '^i^w 

Diez  juntas  existentes  en  plazas  donde  hay  tribu- 
nal de  segunda  clase. 

Diez  oficiales  á  6,000  rs 60,000^  hn  Ann 

Gastos  de  oficina  á  8,000  rs .    80,000/^"»""" 

Cuatro  juntas  que  han  de  establecerse  desde  lue- 
go donde  no  hay  tribunal  de  comercio. 

Cuatro  oficiales  á  5,000  rs 20,000 1 

Gastos  de  oficina  a  2,000  rs 8^000  i  '^'^^^ 

238,000 


iXi 


Comparando  esta  suma  con  la  comprendida  en  el  último  presu- 
puesto aprobado  por  las  cortes ,  en  que  se  señalan  para  obligacio- 
nes particulares  de  las  19  juntas  para  el  Estado  las  cantidades  de 

Personal 894,896 1  ^^^  ..^ 

Material 211,514/^^'^'^'^ 

se  observa  por  resultado  una  economía  de  868,410  rs.  Pero  del  ca- 
rácter de  las  atribuciones  qtie  se  confieren  á  las  juntas ,  no  solo  se 
deduce  que  su  presupuesto  ha  de  ser  poco  costoso,  sino  que  debe 
cargar  sobre  los  fondos  provinciales.  Este  método  es  análogo  á  la 
nueva  forma  que  ahora  toman  las  juntas;  es  de  absoluta  necesidad, 
porque  el  Tesoro  público  con  el  equivalente  de  los  antiguos  arbi- 
trios de  los  consulados  apenas  puede  satisfacer  roas  que  los  gastos 
de  los  tribunales  de  comercio ,  los  de  las  escuelas  y  las  cargas  de 
justicia,  y  ademas  es  conforme  á  la  verdad  administrativa  y  econó- 
mica, pues  que  en  cada  provincia  los  intereses  mercantiles,  y  con 
estos  como  íntimamente  unidos  los  agrícolas  é  industríales,  deben 
contribuir  al  sostenimiento  do  sus  juntas  de  comercio  encargadas  par- 
ticularmente de  velar  porque  aquellos  tengan  la  protección  y  fo- 
mento que  necesitan. 

Determinada  la  constitución  de  las  nuevas  juntas ,  conviene  acor* 
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dar  cuál  debe  ser  la  suerte  de  las  escuelas  que  hoy  dependen  de 
las  juntas  actuales.  Siendo  el  principal  objeto  de  dichas  escuelas 
propagar  los  conocimientos  científicos  ¿uas  estrechamente  unidos  con 
el  comercio,  y  considerando  que  á  estos  estudios,  y  con  especia- 
lidad al  de  la  náutica ,  se  dedican ,  generalmente  hablando ,  suge- 
tps  de  escasa  ó  ninguna  fortuna ,  y  que  por  lo  mismo  no  pueden 
recibir  otra  instrucción  que  la  gratuita ,  parece  ser/a  acertado  dejar- 
las continuar  tal  como  hoy  se  encuentran  ,  y  aun  extenderlas  i  los 
puntos  marítimos  donde  se  creyere  conveniente.  Consultando  á  la 
debida  uniformidad,  estas  escuelas  dependerán  de  la  dirección  gene- 
ral de  Instrucción  pública ;  tendrán  por  director  inmediato  al  vice- 
presidente de  la  junta  de  comercio,  y  por  consejo  de  disciplina  á 
la  junta  misma.  Resta  solo  dejar  consignado  que  los  gastos  de  las 
referidas  escuelas,  así  como  los  de  los  tribunales  de  comercio  y  car- 
gas de  justicia  de  los  consulados»  deben  satisfacerse  por  el  Estado 
de  la  partida  de  2.400,000  rs.  que  figuran  en  el  último  presupuesto 
de  ingresos  por  el  producto  de  los  antiguos  arbitrios  refundidos  boy 
en  el  6  por  100  sobre  los  derechos  de  importación  que  con  tal  objeto 
se  cobran  cq  todas  las  aduanas  del  reino.  Con  arreglo  á  cuanto  que- 
da expuesto ,  oido  el  dictamen  del  consejo  de  agricultura  y  comer- 
cio ,  el  ministro  que  suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á  la  apro- 
bación de  y.  M.  el  adjunto  proyecto  de  decreto. 
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QUE  DEBEN  En&IBSE 


EN  LOS  ASPIRANTES  A  LA  JUDICATURA, 


Y  M  LA  EBSPOilSABILIDAl»  E  IR AMOTI LIBAD 


SB   XiOS    JUEGBS    T   MAGISTRADOS. 


JL/BSPiiES  de  escrito  naestro  último  «rtícolo  sobre  los  incoBva- 
Dientes  qoe  ofrece  la  organización  actual  de  los  tribunales  para 
hacer  una  buena  ley  qne  determine  las  cualidades  que  han  de 
tener  los  aspirantes  á  la  judicatura ,  y  dé  reglas  para  la  ejecneion 
de  los  artículos  constitucionales  que  declaran  la  responsabilidad 
é  inamovilidad  de  los  jueces  y  magistrados^  ha  llegado  á  nuestrai 
manos  el  proyecto  de  ley  que  hizo  sobre  la  misma  materia  la  comi- 
sión nombrada  por  el  gobierno  para  este  efecto ,  por  real  iráea 
de  14  de  marzo  de  ]  888.  Debemos  este  excelente  trabijo  á  la  amis- 
tad de  uno  de  los  mas  distinguidos  miembros  de  aquella  comisión, 
y  nos  complacemos  en  pnblicarlo  por  dos  razones ;  una  la  per- 
suasión en  que  estamos  de  que  este  proyecto  es  uno  de  los  roo« 
jores  qoe  pueden  formarse  sobre  la  materia  >  si  ha  de  tenerse  en 
cuenta  la  organización  judicial  YigentCi  según  lo  requiere  la  real 
orden  de  8  de  octubre  último :  otra  porque  aun  siendo  así ,  dista 
mucho  de  satisfacer  todas  las  necesidades  propias  del  asunto  de 
que  trata.  Nuestros  lectores  se  convencerán  por  sí  mismos  de  es- 
tas dos  verdades,  y  además  apuntaremos  ligeramente  algunas  de 
sus  pruebas. 

Es  acertada  la  escala  de  ascensos  en  la  Judicatura  y  la  ma- 
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gistratura  que  se  establece  en  esté  proyecto ,  y  sobre  todo  cree* 
mos  conveniente,  como  dice  la  comisión,  qoe  dichas  clases  no  se 
nutran  esclusivameDte  por  el  escalafón ,  sino  que  admitan  tam- 
bién en  su  seno  á  los  hombres  ilustrados  de  la  ciencia  qoe  por 
circunstancias  particulares  ó  por  otras  causas,  no  han  querido  ó 
no  han  podido  entrar  ep  la  carrera  judicial  por  el  último  esca- 
lón. ¿  Pero  qué  especie  de  preparación  especial  es  la  que  se  exi- 
ge de  los  que  aspiran  á  entrar  por  este  primer  escalón  en  la  ju- 
dicatura? Ninguna,  pues  según  el  proyecto,  para  ser  juez  de 
entrada  basta  ser  español ,  tener  25  años  cumplidos  y  el  título 
de  abogado  y  ser  de  buena  conducta.  ¿  Es  esto  suficiente  para 
demostrar  que  se  tiene  tod^  la  aptitud  necesaria  para  el  buen 
desempeño  de  las  funciones  judiciales?  ¿Debe  confiarse  la  vida, 
la  fortuna  y  el  honor  de  las  personas  á  un  joven  que  acaba  de 
salir  de  las  aulas  con  algunos  conocimientos  teóricos  del  derecho, 
pero  sin  ninguna  experiencia  de  los  negocios  del  foro?  {(adié  lo 
cree  ciertamente:  todos  reconocen  la  conveniencia  de  una  espe- 
cie de  noviciado  judicial  en  que  se  preparen  especialmente  los 
jóvenes  qoe  aspiran  á  la  judicatura.  Los  autores  de  este  proyec- 
to no  podian  menos  de  pensarlo  así,  y  sin  embargo,. es  tal  lalii- 
snficfeBcia  de  medios  que  nuestra  organización  judicial  ofrece 
para  la  realización  de  tal  propósito ,  que  dejaron  este  inmenso 
vacío  en  so  obra:  con  cuya  falta  no  es  posible  una  buena  ley  so- 
bre las  coalidades  de  los  jaeces  y  ma^strados,  ni  asegurarse  de 
la  capacidad  y  rectitud  de  estos  funcionarios. 

Los  medios  que  se  proponen  para  declarar  la  inamovilidad  de 
ios  jueces  y  magistrados  actuales  ó  lo  que  es  lo  mismo  para  pa- 
sar del  estada  de  amovilidad  al  de  inamovilidad ,  son  sin  duda 
adecuados  y  pero  suponen  que  no  ha  de  hacerse  por  ahora  ni  da* 
rante  algún  tiempo  variación  ninguna  en  la  organización  de  los 
tribunales.  De  otro  modo,  esto  es,  si  dentro  de  poco  ha  de  ha- 
ber tribunales  de  primera  instancia  colegiados,  ó  jaeces  de  paz 
é  instrucción ,  ó  ha  de  hacerse  otra  alteración  cualquiera  en 
la  organización  judicial  vigente,  ¿para  qué  declarar  la  ina- 
movilidad de  nuos  funcionarios  que  á  consecuencia  de  dicha 
"variaolon  habrán  de  ser  trasladados  >  removidos ,  ascendidos 
é  regradadosT  Por  otra  parte ,  si  al  hacer  esta  declaración  han 
de  descartarse  del  orden  judicial  vigente  todos  aquellos  de  tm 
Individuos  que  no  sean  dignos  y  aptos  para  continuar  en  él  ^  M- 
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to  habrá  de  hacerse  comparando  su  capacidad  con  la  qne  exigen 
hoy  ios  diferentes  puestos  de  la  carrera.  Como  estos  puestos  no 
han  de  ser  muy  pronto  los  de  hoy,  y  habrán  de  variar  la  natu- 
raleza y  extensión  de  sus  funciones  á  consecuencia  de  la  refor* 
ma  que  se  haga  en  la  organización  de  los  tribunales,  resultará 
que  la  clasificación  de  los  funcionarios  de  justicia  que  ho)^ 
puede  ser  acertada  teniendo  en  cuenta  los  deberes  actúales  d^ 
caddBno,  no  lo  será  tan  pronto  como  estos  deberes  se  modiíi- 
queo  ó  varíen.  Así  por  ejemplo,  el  que  hoy  no  sirve  para  juez 
d^  primera  instancia  y  queda  cesante  al  declararse  la  inamovili- 
á9tá\  tal  vez  sería  apto  para  Juez  de  instrucción  ó  ^e  paz.  El 
tránaile  de  un  sistema  á' otro  en  los  tribuoales  de  J.ustlcia  no  se 
hace  nunca  sin  graves  inconvenientes  por  los  intereses  que  co(i 
él  se  perjudican ,  y  por  el  trastorno  que,  al  principio  por  lo  me- 
nos,  causan  siempre  estas  mudanzas  en  la  administración  do 
fasticia«  Si  ahora  lleva  el  gobierno  á  cabo  su  propósito  de  refor- 
mar  en  la  parte  á  que  nos  referimos  la  organización  de  los  tribu- 
nales, aun  no  habrán  pasado  los  primeros  inconveniexitcs  de  es- 
ta mudanza ,  cuando  vendrán  á  acumularse  á  ellos  los  que  pro- 
docfa-á  la  próxima  y  mas  completa  reforma  en  la  misma  orga: 
nizaeion  Judicial  y  en  el  enjuiciamiento.  Cuánto  mas  breve  y 
senelHo  sería  hacerlo  todo  á  un  tiempo! 

Como  la  inamovilidad  sin  la  responsabilidad  sería  una  ga- 
rantía monstruosa,  no  es  extraño  que  habiendo  de  declararsj^ 
la  primera ,  se  fijen  también  los  casos  en  qut  se  haya  de  exígi^ 
la  segunda.  El  proyecto  que  insertamos  á  continuación  lo  hac^ 
asi,  determinando  en  cada  uno  la  pena  correspoi^díente.  Ti^rc^ 
difícil  por  cierto  en  cualquier  legislación ,  dificilísima  en  lanuesr 
tra  tan  embrollada  y  contradictoria  de  suyo^  pero  que.  los  ilus- 
trados individuos  de  la  comisión  desempeñaron  quisca  cpn  tpdp 
el  acierto  posible  dado  estos  inconvenientes.  Sin  emb^r^o,  exi? 
glr  la  responsabilidad  de  los  jueces  antes  de  obligarlos  á  fuod^ 
las  sentencias,  es  una  especie  de  contrac|icclon ,  ó  roas  bien  e^ 
olvidarse  de  una  garantía  indirecta  pero  eficaz,  de  acierto,  al 
mismo  tiempo  que  se  reclama  otra  directa ,  pero  de  realización 
difícil,  y  tal  vez  menos  eficaz  según  creemos  haber  demostrado 
en  nuestro  último  artículo  sobre  esta  materia.  Pero  no  es  á  la 
^omisión  autora  del  proyecto  á  quien  debemos  culpar  de  esta 
falta ,  sino  al  gobierno  que  habiéndole  fijado  loa  puntos  que 


1 


88S  IL  DEBBCHO  MODBBRO. 

habla  de  comprender  sa  trabajo,  omitió  esta  tan  importante* 
Así ,  pues  9  el  proyecto  que  hoy  ofrecemos  al  público  es  la 
prueba  mas  coucluyente  de  que  no  nos  hablamos  eogañado  al 
considerar  y  sostener  que  el  estado  actual  de  nuestra  legislacioo 
ofrece  inconvenientes  gravísimos  para  hacer  una  buena  ley  so- 
bre las  cualidades  que  deben  exigirse  de  los  aspirantes  á  la  ja« 
dicatura,  y  sobre  la  inamoviüdad  y  responsabilidad  de  los  jue- 
ces y  magistrados.  Estos  inconvenientes  los  tocó  ya  la  eomiston 
nombrada  en  1838  cuando  dijo  en  su  exposición  al  gobierno: 
«Hubiera  deseado  la  comisión  que  las  diferentes  disposiciones 
que  van  á  formar  esta  ley  estuviesen  colocadas  en  sus  respecti- 
vos lugares  de  la  orgánica  del  orden  judicial,  del  código  penal  y 
del  de  procedimientos.  Pero  excitada  por  Y.  E.  para  qne  pre* 
sentase  este  trabajo  que  tan  diversas  materias  abraza,  lo  ha  he- 
cho esperando  que  cuando  se  formen  aquellos  códigos,  podrán 
colocarse  con  ellos  las  disposiciones  que  están  aquí  como  dislo- 
cadas y  provisionalmente. »  Hubiera  debido  añadir  la  comisión 
que  esperaba  se  insertasen  en  los  nuevos  códigos  las  disposicio- 
nes de  su  proyecto  modificadas  considerablemente  según  el  espf- 
tu  y  sistema  que  en  ellos  predominara,  porque  no  hay  buena  le- 
gislación sin  que  todos  sus  puntos  no  tengan  entre  sí  la  corres* 
pondencia  y  consonancia  necesarias.  A  tal  sistema  en  el  código 
penal ,  corresponde  tal  otro  en  el  procedimiento ,  y  á  este  tal 
otro  en  la  organización  de  los  tribunales.  Así  es  que  supuesta  la 
legislación  y  el  enjuiciamiento  actual,  el  proyecto  de  la  comisión 
de  1838  nos  parece  excelente  con  algunas  modificaciones  que 
sería  preciso  hacer  en  él  á  causa  de  las  variacioLCs  introducidas 
por  el  tiempo  en  otras  materias :  pero  con  la  legislación  y  el  pro- 
cedimiento que  habrán  de  suceder  muy  pronto  al  actual ,  el  pro** 
yecto  en  cuestión  debería  sufrir  enmiendas.  Y  porque  nosotros 
creemos  que  en  cosas  tan  graves  no  se  deben  hacer  mudanzas  con 
frecuencia ,  hubiéramos  preferido  que  de  una  vez  se  hiciesen  to- 
das las  que  necesiten  la  organización  Judicial  y  el  procedimiento. 
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PROYECTO  DE  LEY 

SOBRE   LA   mAMOVILIDAD  Y  RESPONSABILIDAD  DE  LOS 
JUECES  y  MAGISTRADOS  DEL  REINO. 


fiXPOSXCIOV  AI.  GOBISBVO. 


SXCHO.  Sr. 


La  comisión  nombrada  por  la  real  orden  de  1 4  de  marzo  de 
este  año  para  proponer  una  ley  aeerca  de  la  inamovilidad  y  res- 
ponsabilidad de  los  magistrados  y  Jaeces,  tiene  el  bonor  de 
poner  en  manos  de  V.  E.  el  adjunto /7/t>r^<;/o  que  ba  formado, 
teniendo  á  la  vista  los  anteriores  y  las  observaciones  qne  los 
tribunales  sopremos ,  andienclas  y  colegios  de  abogados  del  rei- 
no bao  hecbo  sobre  el  circalado  en  13  de  Jnnio  de  1888 ,  por  el 
ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

Hubiera  deseado  la  comisión ,  que  las  diferentes  disposición 
nes  que  van  ¿  formar  esta  ley ,  estuviesen  colocadas  en  sus  res- 
pectivos lugares  de  la  orgánica  del-órden  judicial,  del  código  pe- 
nal, y  del  de  procedlmieotos.  Pero  escltada  por  V.  E.  para  que 
presentase  este  trabajo  que  tan  diversas  materias  abraza,  lo 
ba  hecho  esperando,  que  cuando  se  formen  aquellos  códigos, 
podrán  colocarse  en  ellos  las  disposiciones  que  están  aquí  como 
dislocadas  y  provisionalmente. 

No  habecbo  la  comisión  sino  seguir  en  su  trabajo  el  orden 
que  le  marcó  la  instrucción  del  gobierno,  ni  ba  abrazado  mas 
puntos  que  ios  sometidos  á  su  examen ,  sin  embargo  de  que  pa- 
ra  completar  la  obra  quizás  bubíera  sido  conveniente  dar  mas 
extensión  y  abrazar  otros  de  íntimo  contacto  con  los  objetos  de 
esta  ley. 

En  cuanto  al  orden ,  verá  Y.  E.  que  comprende  el  proyecto 
cinco  títulos :  destinado  el  primero  á  tratar  de  las  cualidades  de 
los  magistrados  y  Jueces  y  modo  de  probar  las  circunstancias  que 
para  grado  del  orden  Judicial  se  exigen.  £1  segundo  destinado  á 
fijar  la  inamoviiidad  y  sos  efectos.  El  tercero  de  la  responsabili- 
dad, sus  casos  y  penas,  y  sustanciacion  del  Juicio  competente 
para  imponerlas.  El  coarto  de  la  disciplina  judicial,  ó  sea  cor- 
recciones á  los  Jueces  que  en  leves  faltas  incurran  y  modo  de  im- 
ponerlas. Y  por  fin  en  el  quinto  se  ban  fijado  las  reglas  para  la 
transición  del  estado  actual  de  la  magistratura  al  estado  de  ina«- 
moviildad* 
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Orares  cnestiéofes  kaa  oéorhSd  en  \m  tUféáes  aeerea  de  al- 
gUDOS  pantos  de  los  que  este  proyerto  abraza ;  mas  la  comisión 
DO  liace  sino  una  ligera  indicación  de  las  razones  principales  que 
ha  lenfdb  ^a  resolver  en  la  fórftia  qué  lo  ha  hecho  las  maft 
complicadas.         ;      . 

£d  la  escala  jadicial  ha  llamado  á  la  magistratura  superior  á 
los  abogados,  relatores,  catedréticos  y  escritores,  porque  ha 
creído  conveniente  que  los  tribunales  soperiores  se  nutran ,  no 
solo  por  la  escala ,  sino  también  qué  reciban  en  su  seno  á  los 
hombres  ilustrados  de  la  ciencia,  que  ó  por  sus  circunstancias 
particulares  é  por  qjras  causas  no  han  podido,  ó  no  han  queri- 
do entrar  en  la  carrera  Judicial  por  el  último  escalón.  Mas  la 
magistratura  ganará  y  la  administración  dejusticia  también  atra- 
yendo á  sf  esas  ilustraciones. 

La  t^mfsion  ba  AJhdó  los  cdsos  de  retfpOQsabltidad  para  no 
di!|ar  ifteferta  la  suerte  de  los  jueces  y  á  merced  de  cualquiera 
qdeja ,  aunque  por  no  tacair  en  el  extremo  opuesto  ha  señalado 
ba6tante&  oaéos  para  que  los  litigantes  quejosos  puedan  ejercitar 
nvfiícbas  aeetoáes,  guardatído  en  lo  posible  un  térm tofo  medio  en- 
tre la  vaguedad  y  la  escasez. 

Ha  querido  tanibion  eoneíHar  la  comisión  en  los  procedimÍeD« 
tos  estos  dos  principios  opuestos :  protección  á  los  jueces  para  que 
no  s^Q,  cbntl&uamente  molestados  con  impertinentes  querellas 
de  responsabilidad,  poniendo  en  duda  el  prestigio  de  que  deben 
estar  rodesdds ,  y  distrayéndolos  de  sus  tinciones  por  atender  á 
su  ilefensa ;  y  el  otro  principio  de  no  ahogar  al  nacer  las  qoé^ 
lias ,  pritrando  de  sus  derechos  á  los  ciudadanos  y  protegiendo 
la  impunidad  de  los  Jueces. 

€k)b  el  fin  pnes  de  no  mostrarse  mas  inclinados  á  ano  qde  i 
otro  principio  siendo  ambos  tan  estimables,  ha  propuesto:  l.^qae 
á  la  querella  acompañe  los  documentos  que  la  justifiquen  en  lo 
posible:  3.^  en  cualquiera  estado  del  juicio,  aan  en  ei  sumado; 
si  aparece  que  la  queja  es  infundada  pueda  sobreseerse.  8.®  Qaa 
no  se  entietadá  suspenso  eijueii^  sino  que  para  la  suspensión  aun 
inoment&neahayade  preceder  auto  del  tribunal  competente.  Mas 
al  propio  tiempo  propende  el  dictamen  á  dejar  abiertos  á  iasfSU^ 
tes  agraviadas  todos  los  caminos  legales  para  pedir  contra  losjoe- 
ties  responsables )  no  admitiendo  por  eso  el  Juicio  previo  de  si  iia 
6  no  logar  á  decretar  la  formación  de  cansa  al  juez  agraviante^ 
escepto  en  el  caso  de  haber  decidido  el  senado^  con  respecto  á 
los  magistrados  del  sapremo  tribunal. 

También  ha  discutido  mucho  la  comisión  antes  de  aprobar 
el  pensamiento  de  hacer  al  senado  juez  competente  en  Juicios 
de  respobsabitldad  contra  los  individuos  del  tribunal  sopremo. 
Habiera  querido  atenerse  estrictamente  ai  principio  de  sepaia- 
clon  absoluta  de  los  poderes,  dejando  al  le^siativo,  ó  sea  ond 
de  sus  brazos,  solo  con  la  atribución  de  dar  leyes.  PlarO  no  ha 
encontrado  otro  medio  por  ahora  de  conciliar  el  decoro  debido 
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al  supremo  tribtiDal  y  con  la  necesidad  de  qoe  ana  miembros  no 
sean  inviolables  é  irresponsables. 

i-  Quizás  si  hubiera  existido  un  consejo  de  Estado  ú  otro  cuer- 
po superior  consultivo  habría  dado  á  este  la  preferencia  sobre 
el  senado  para  juzgar  los  casos  de  responsabilidad  de  los  iodivi- 
dúos  del  tribunal;  mas  no  existiendo  y  teniendo  en  mientes  el 
^emplo  de  algún  caso  en  que  en  otros  paises  la  cámara  alta  ha 
sido  llamada  á  Juzgar,  no  ha  dudado  en  proponer  este  medio 
como  único  practicable  por  ahora. 

Finalmente,  la  comisión  ha  examinado  eon  mnchísimo  dete- 
nimiento la  cuestión  acerca  de  la  transición  del  estado  actual  de 
la  magistratura  al  de  iuamovUidad.  Mal  os  y  grave  (lo  conoce 
la  comisión)  exigir  la  confirmación  en  sus  destinos  de  todos  los 
magistrados  y  jueces  que  hoy  existen ;  dejando  así  en  incierto, 
aunque  no  sea  sino  por  seis  meses,  la  suerte  de  machas  íioimilias, 
y  sujetando  á  todos  los  individuos  del  orden  Judiciai  á  un  exa- 
men de  su  conducta  como  jueces.  Doloroso  le  ha  sido  adoptar 
este -partido :  pero  no  tenia  opción  entre  la  confirmación  ó.  la 
decfaracion  de  la  inamovilidad  para  todos  en  el  estado  actual. 
Este  ultimo  era  en  concepto  de  la  comisión  un  ipal  mayor.  Per- 
petuar la  actual  magistratura  y  Judicatura;  no  dejar  sino  la  es- 
trecha y  única  salida  de  causa  legalmente  sustanciada  y  ejecu- 
toriada á  tantos  individuos  que  cuando  fueron  nombrados  no 
eran  responsables  ni  pensaban  ser  inamovibles,  para,  cuyo  nom- 
bramiento ninguna  precaución  se  tomó,  ninguna  consulta  prece- 
dió, le  ha  parecido  á  la  comisión  que  era  causar  fin  gravísimo 
perjuicio  á  la  nación,  á  los  ciudadanos ,  cuya  suerte  está  en  rna- 
nos  de  jueces  así  nombrados.  Entre  causar  una  Incertidumbre 
momentánea  á  muchas  familias,  ó  causar  un  daño  probable  y 
perpetuo  á  la  soeiedad  entera,  para  cuyo  bien  y  no  para  el  de 
los  empleados  son  los  empleos,  ha  preferido  escoger  el  primero 
de  los  males. 

I  Ojala  hubiera  tenido  la  comisión  el  convencimiento  de  que 
las  revueltas  políticas,  los  partidos ,  las  amistades,  las  animosi- 
dades indispensables  en  estos  períodos,  no  hablan  entrado  para 
nada  en  el  nombramiento  de  ios  jueces  y  ip&gistrados  que  hoy 
ocupan  los  juzgados  y  tribunales  I  Ojala  hubiere  podido  persua- 
dirse de  que  el  orden  joicial  se  componía  solo  de  hombres  de 
ciencia  y  probidad  ¿con  cuánto  placer  habría  firmado  su  dicta- 
men para  que  se  declarara  á  todos  inamovibles» 

Pero  no  teniendo  ese  convencimiento  hubiera  faltado  á  su 
deber  sino  aconsejase  la  revisión  de  los  nombramientos  hechos 
antes  de  dar  una  prerogativa  importantísima  á  los  individuos 
del  orden  judicial  que  antes  no  tenían. 

En  esta  paKe  han  sido  uniformes  los  pareceres  de  todos  los 
individuos  de  la  comisión.  No  así  en  otros  puntos,  en  los  cualffl 
han  discutido  entre  sí  cediendo  sin  embargo  algo  de  sus  propias 
opiniones  y  transigiendo  por  decirlo  así  con  las  de  sus  compane- 
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ros ,  á  dn  de  no  entorpecer  la  finalización  j  preseoiacion  del  pro- 
yecto que  con  urgencia  pedia  Y.  E. 

Sería  largo  eaponer  todos  los  puntos  de  disidencia  y  esplanar 
las  razones  que  cada  uno  alegó  en  las  discusiones  á  favor  de  su 
opinión ;  sin  embargo  la  comisión  indicará  alguno  que  otro  pa* 
ra  que  se  saWe  así  Ib  conciencia  do  sus  individuos. 

Los  señores  Landero  y  Pérez  de  Rivas  sostuvieron  que  en- 
tre los  requisitos  indispensables  para  ser  juez  de  primera  instan- 
cia de  entrada  debe  ser  uno  haber  ejercido  la  abogacía  por  lo  me- 
nos dos  años. 

El  señor  Monreal  cree  que  los  abogados  á  los  doce  años  de 
fjercicio  de  sn  profesión  en  los  tribunales  supremos  ó  superio- 
res; los  catedráticos  y  los  escritores  célebres  de  jurisprudencia, 
pueden  optar  á  las  plazas  de  las  audiencias  de  ascenso,  á  las  re- 
gencias y  á  las  del  tribunal  supremo ,  sin  haber  de  pasar  pre- 
cisamente por  las  audiencias  de  provincia. 

El  señor  Pidal  no  está  conforme  con  el  sistema  de  declara- 
ción de  casos  de  responsabilidad  contenido  en  el  cap.  i .®  del 
tít.  8.^,  y  cree  necesario  en  cuanto  á  procedimientos  que  haya 
en  todos  los  casos  un  juicio  previo  para  declarar  si  ha  ó  no  lu- 
gar á  la  formación  de  causa. 

También  los  señores  Calderón  y  Olañeta  discreparon  en  al- 
gunos puntos  menos  esenciales  del  proyecto  en  general.  Pero  to- 
dos han  hecho  el  sacrificio  de  sus  sistemas  al  común  de  la  co- 
misión ;'  reserYándose  empero  en  sus  respectivas  posiciones  el  de 
recho  de  ampliar  sus  propios  pensamientos. 

Tal  os  el  plan  y  las  observaciones  que  la  comisión  sujeta 
á  la  ilustración  del  gobierno ,  y  que  desea  merezca  su  aprobación. 

Dios  guarde  á  Y.  £.  muchos  años.  Madrid  24  de  agosto 
de  1 88». 

PROYECTO  DE  LEY 

SOBRE  LA  INAMOYILIDAD   Y  RESPONSABILIDAD  DE  LOS 
JUECES  Y  MAGISTRADOS  DEL  REINO. 


TITUZíO 

DB  las  CUALIDADES  DB  LOS  JUECES  Y  MAGISTRADOS  EN  LOS 
mVBIISOS  GRADOS  DB  LA  ESCALA  JUDICIAL,  1  DEL  UODO  DB 
PROBARLAS. 

CAPITULO  PRIMERO. 

« 
De  las  cualidades  de  los  jueces  y  magistrados. 

Art.  1 .®  Por  ahora ,  y  hasta  que  se  forme  la  ley  de  orga- 
nisacion  del  orden  Judicial,  la  escala  para  los  efectos  de  esta  ley 
será  la  siguiente : 
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Jaeces  de  primera  instancia  de  entrada. 

Jaeces  de  primera  instancia  de  ascenso. 

Jueces  de  primera  instancia  de  término. 

Ministros  de  las  audiencias  de  provincia. 

Ministros  de  la  audiencia  de  la  corte  ó  sea  de  ascenso. 

Regentes  de  las  audiencias. 

Regente  de  la  audiencia  de  ascenso. 

Ministros  del  supremo  tribunal  de  justicia. 

Presidente  del  supremo  tribunal  de  Justicia. 
Abt.  2.''    Para  ser  Juez  de  primera  instancia  de  entrada  se 
necesita  ser  español ,  de  veinte  y  cinco  años  cumplidos,  tener 
título  de  abogado,  ser  de  conducta  irreprensible  y  de  conocida 
adhesión  al  trono  constitucional  de  la  reina  Doña  Isabel  11. 

Abt.  8.^  Para  ser  Juez  de  primera  instancia  do  ascenso  se 
necesita  haber  sido  juez  de  primera  instancia  de  entrada  por  es* 
pació  de  dos  años,  habiendo  dado  pruebas  de  aptitud  y  capa- 
cidad. 

Abt.  4. o  Para  ser  Juez  de  primera  instancia  de  término  ,  se 
requiere  haber  servido  dos  años  en  losjuzgados  de  ascenso  ó  cua- 
tro en  los  de  entrada,  acreditando  en  ellos  probidad  y  ciencia. 
Abt.  5.°  Podrán  ser  también  nombrados  Jueces  de  térmi- 
no á  los  seis  años  de  ejercicio  los  abogados  de  los  tribunales 
superiores  y  supremos,  los  relatores^  los  catedráticos  en  pro- 
piedad  de  Jurisprudencia  civil  y  los  asesores  con  real  nombra- 
miento de  los  tribunales  y  Juzgados  especiales ,  habiéndose  acre- 
ditado unos  y  otros  en  el  cumplimiento  de  sus  respectivos  en- 
carj^os. 

Abt.  6.^  Las  clases  que  según  el  precedente  artículo  pueden 
optar  á  los  Juzgados  de  término  sin  haber  servido  antes  en  los 
de  entrada  ó  ascenso,  nunca  podrán  ocupar  mas  que  la  tercera 
parte  de  los  del  reino;  debiéndose  proveer  las  otras  dos  partes 
esclosivaroente  en  los  jaeces  de  los  grados  inferiores  y  en  los 
promotores  fiscales  en  la  manera  que  se  dirá  cuando  se  organice 
este  ministerio. 

Abt.  7.^  Para  ser  magistrado  de  las  audiencias  de  provin- 
cia ,  se  requiere  haber  servido  dos  años  en  juzgados  de  término 
ú  ocho  en  los  de  entrada  ó  ascenso,  contando  dos  al  menos  en 
el  último  grado.  Solamente  en  los  Jueces  que  tengan  estos  re- 
quisitos se  proveerán  las  dos  terceras  partes  de  las  plazas  de 
magistrados  de  las  audiencias  de  provincia. 

Abt.  8.«  A  la  otra  tercera  parte  de  plazas  podrán  optar  los 
auditores  de  guerra  y  los  de  guerra  y  marina  á  los  seis  años 
de  ejercicio,  ó  á  los  cuatro  habiendo  servido  dos  en  juzgado 
de  primera  instancia  y  á  los  ocho  de  ejercicio  de  su  profesión 
ó  encargo  los  abogados  de  los  tribunales  superiores  y  supre- 
mos, los  relatores  y  los  catedráticos  en  propiedad  de  jurispru- 
dencia civil,  concurriendo  en  todos  las  circunstancias  espresa- 
das en  el  art*  2.®  También  podráa  optar  á  esta  tercera  parte  de 
Tomo  .11.  60 
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plazas  de  magistrados  ios  oficiales  de  la  decretaría  ie  Crrada  y 
Justicia  que  lleven  cuatro  años  de  servicio  en  ella ,  si  reúnen 
las  otras  cualidades  qde  se  exijen  para  ser  Juez. 

Abt.  9.*  A  los  jueces  y  magistrados  que  pasen  á  desem- 
peñar las  veces  de  oficiales  de  fa  secretaría  de  uracib  y  Justicia 
ó  de  jefes  políticos,  se  les  contará  todo  el  tiempo  que  sirvah  es* 
tos  empleos  para  sus  ascensos  en  la  carrera  Judicial. 

Abt.  10.  Serán  asimismo  admitidos  á  optar  á  la  inagistra- 
tura  los  escritores  de  obras  de  legislación  y  jurisprudencia  de 
\xú  mérito  reconocido  %i  tienen  las  cualidades  pedidas  para  ser 
juez. 

Abt.  ií  1  •  Para  ser  ministro  de  la  audiencia  de  ascenso ,  se 
necesita  haber  servido  dos  años  por  lo  menos  en  alguna  de  las 
de  provincia. 

Abt.  12.  Pueden  ser  nombrados  regentes  de  las  audiencias 
de  provincia  los  ministros  de  las  mismas  que  cuenten  tres  años 
de  servicio  en  cualquiera  de  ellas. 

Abt.  13.  El  regente  de  la  audiencia  de  ascenso  será  hom- 
brado de  entre  los  ministros  del  propio  tribunal  que  lleven  dos 
años  en  él ;  de  entre  ios  regentes  de  las  otras  audiencias  que  cuen- 
ten un  año  en  este  destino ,  y  de  entre  los  magistrados  de  las 
mismas  con  cuatro  años  de  servicio. 

Abt.  14.  Podrán  optar  á  las  plazas  del  supremo  tribunal 
de  Justicia  los  que  hayan  sido  ministros  del  ramo,  si  reúnen 
las  circunstancias  requeridas  por  esta  íey  para  ser  magistrados: 
los  ministros  togados  de  tos  tribunales  supremos  especiales,  los 
regentes  de  todas  las  audiencias  del  reino  y  ios  magistrados  con 
cuatro  años  de  servicio  en  ellas.  Los  magistrados  cesantes  de  los 
consejos  suprimidos  podrán  ser  también  nombrados   para  las 

E lazas  del  trfbunál  supremo,  teniendo  la  circunstancia  dead- 
esion  que  se  exije  en  el  art.  2.<>  de  esta  ley  para  todos  los  Jue- 
ces y  magistrados. 

Abt.  15.  El  presidente  del  tribunal  supremo  será  elegido 
de  entre  los  individuos  del  mismo  tribunal,  ó  de  entre  los  qué 
están  llamados  en  el  artículo  para  las  plazas  de  él. 

Abt.  16.  El  gobierno  podrá  conceder  ios  honores  de  los  di^ 
ferentes  grados  de  la  magistratura  á  quien  tenga  por  convenien- 
te ;  pero  es  preciso  que  el  agraciado  reúna  las  cualidades  y  cir- 
cunstancias que  se  exijcu  para  la  plaza  efectiva  cuyos  honores 
obtiene. 

Abt.  17.  Los  jpromotores  fiscales  de  los  juzgados  de  prime- 
ra instancia  y  los  fiscales  de  los  tribunales  superiores  y  supre- 
mos tendrán  igual  consideración  que  los  jueces  y  magistrados  de 
sus  respectivos  tribunales  para  obtener  ascensos  cuando  tengan 
los  años  de  servicio  y  circunstancias  requeridas  por  esta  ley. 
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CAPITULO  IL 

Del  modo  de  probar  las  cuaHdadet  en  lot  diferentes  grados  de 

la  escala  judiciüU 

Art.  ]|8.  Habrá  una  júDta  de  calificación  compuesta  de  nue- 
Ve  magistrados  nombrados  por  S.  M.  y  escogidos  de  íostribn* 
náTés  supremos  de  la  corte,  nopudiendo  por  ésth  comisión  fal- 
tar al  tribunal ,  ó  de  la  clase  de  jubilados  y  cesantes  de  conocí- 
¿A. adhesión  al  trono  constitucional. 

ÁaT.  19.  Esta  junta  examinará  y  apreciará  las  circunstan- 
cias de  todas  las  personas  que  aispiren  á  obtener  plazas  en  la  c)B^r- 
rera  á  ascender  en  la  misma ,  ó  á  ser  trasladados  de  un  punto  á 
otro  ó  Jubilados. 

Abt.  20.  Cuando  va€[ue  cualquiera  plaza  de  juez  ó  magistra- 
do, se  anunciará  la  vacante  en  la  Gaceta  del  gobierno,  dando 
treinta  dias  de  término  para  que  los  ^pirantes  á  ellas  puedan 
solicitailas  y  acreditar  sus  méritos  y  servicios. 

Abt.  21.  Las  solicitudes  se  presenlarán  en  la  junta  de  cali- 
ficación, la  cual  pedirá  á  ta  secretaría  de  Gracia  y  Justicia  los 
antecedentes  y  noticias  que  existan  en  ella  relativos  á  los  pre« 
tendientes. 

Abt.  22.  La  jonta  después  de  examinar  y  comprobar  las 
solicitudes  y  antecedentes,  y  oir  si  lo  cree  conveniente ,  los  in- 
formes de  las  autoridades ,  corporaciones  y  aun  personas  parti- 
culares, que  tendrán  obligación  de  evacuar,  califfcffirá  los  méri- 
tos de  los  pretendientes,  y  pasará  los  espedientes  al  ministerio 
de  Gracia  y  Justicia,  con  su  dictamen  rbzouado  sobre  todos  y 
cada  uno  de  los  aspirantes  á  !á  vateante,  y  S.  M.  elegirá  el  que 
sesi  de  su  real  agrado. 

Abt.  23.  Nadie  podrá  obtener  destino  en  la  carrera  judltíal 
sin  qub  la  Junta  de  calificación  le  haya  reconocido  y  declaradé 
previamente  apto ,  según  esta  ley,  para  ios  respectivos  grados 
de  ella. 

Se  exceptúan  de  esta  regla  los  comprendidos  en  el  árt.  14. 

ñtULO  SCGÜNDO. 

D^     LA     1)«AM0VÍLIDAD. 

CAPITULO  ÚNICO. 

De  la  inamovilidad  de  los  jueces  y  magistrados. 

kws.  24,  Ninguno  die  los  jueces  ó  magistrados  nomWadds 
¿  confirmados  con  árregfo  á  esta  ley ,  podrá  ser  separado  de  su 
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destino ,  sino  por  sentencia  ejecutoriada ,  ni  ascendido ,  ni  tras- 
ladado, n!  jnbilado  contra  su  voluntad. 

Guando  el  interés  público  ó  la  conveniencia  de  algún  tribu- 
nal  exija  la  traslación  de  al^un  juez  ó  magistrado ,  y  este  lo  re- 
mita,  el  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  pasará  los  antecedentes 
á  la  junta  de  calificación ,  la  cual  oirá  al  interesado  y  devotve* 
rá  el  espediente  con  su  dictamen  fundado  al  ministro.  Si  este 
se  conformase  con  el  dictamen  de  la  junta ,  se  llevará  á  efecto; 
mas  si  contra  el  dictamen  de  la  junta  insistiera  el  ministro  en 
la  conveniencia  de  la  traslación,  se  decidirá  en  consejo  de  mi- 
nistros y  se  llevará  á  efecto. 

Las  mismas  formalidades  prescritas  en  el  artículo  anterior 
se  observarán  para  decidir  la  jubilación  por  impedimento  físico 
ó  intelectual  ó  achaques  que  padezca  algún  juez  ó  magistrado, 
cuando  este  resistiere  el  ser  jubilado. 

TZTUIíO  TERCERO 

DE  LA  EESPONSABILIDAD  DE  LOS  JUECES  Y  MAGISTEADOS. 

CAPITULO  PRIMERO. 
De  los  casos  de  responsabilidad* 

Abt.  2I>,  Se  incurre  en  responsabilidad  en  los  casos  si- 
gnientes : 

l.o  Guando  algún  juez  ó  tribunal  contraviene  á  las  leyes 
qoe  arreglan  la  sustanciacion  de  los  juicios  en  términos  de  pro- 
ducir nulidad  en  todo  ó  en  parte  sustancial. 

2.0    Cuando  falle  contra  ley  espresa  y  vigente. 

3.^  Cuando  niegue ,  rehuse  ó  retarde  la  administración  de  jus- 
ticia y  el  auxilio  ó  protección  que  legalmente  se  le  pida. 

4.*^  Guando  omita  decretar  ¡a  prisión  de  alguna  persona  ha- 
biendo motivo  legal  para  ella ,  ó  no  lleve  á  efecto  la  decretada, 
pudicndo  hacerlo ,  ó  la  decrete  y  realice  sin  causa  bastante  se- 
gún las  leyes. 

5.<*  Cuando  ejerciendo  las  funciones  de  su  empleo  ó  valién- 
dose del  poder  que  este  le  da ,  algún  juez  ó  magistrado  seduce 
ó  solicita  á  mujer  procesada  ó  que  litiga  ante  él. 

6.**  Cuando  maltrata  ó  injuria  gravemente  á  alguno  de  sus 
sulmlternos  ú  otra  persona  que  tenga  que  tratar  con  él  por  ra- 
zón de  su  oficio. 

7.*  Cuando  por  si  ó  por  interpuesta  persona  admite  ó  se 
conviene  en  admitir  dádiva  ó  regalo  por  hacer  ó  dejar  de  hacer 
algún  acto  de  su  cargo. 

8.^  Cuando  exija  de  los  litigantes  otras  cantidades  que  las 
que  por  araneel  deban  satisfacer. 

9.®    Cuando  revele  los  secretos  del  juicio,  haga  de  agente  y 
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dé  auxilio  o  consejo  á  cualquiera  de  las  personas  interesadas  en 
el  pleito  en  perjuicio  de  la  contraria ;  y  cuando  irrogue  daño 
grave  á  la  causa  pública  ó  á  tercero,  ya  sea  haciendo  lo  que  las 
leyes  prohiben,  ó  dejando  de  hacer  lo  que  ordenan. 

10.  Guando  el  juez  ó  tribunal  no  cumpla  las  órdenes  que  le- 
galmente  se  les  comuniquen  por  las  autoridades  superiores  com- 
petentes. Solamente  podrá  dejar  de  cumplir  aquellas  que  sean 
evidentemente  contrarias  á  la  Constitución  ó  á  las  leyes,  ó  se 
dude  prudentemente  de  su  autenticidad ,  ó  aparezca  que  se  han 
obtenido  con  engaños,  ó  se  tema  con  fundamento  que  de  su  eje- 
cución pueden  resultar  graves  males,  que  el  superior  no  pudo 
proveer.  En  cuyos  casos  el  juez  ó  tribunal  suspendiendo  el  cum- 
plimiento de  la  orden  representará  á  la  autoridad  de  donde 
dimana,  esponiendo  las  razones  delasuspensian,  mas  si  el  su- 
perior insistiese,  llevará  á  efecto  la  orden,  libertándose  de  la 
responsabilidad  que  recaerá  sobre  el  que  la  mandó  cumplir. 

Art.  26.  Por  cualquiera  de  los  motivos  referidos  anterior* 
mente  se  exigirá  la  responsabilidad  á  los  jueces  y  magistrados, 
declarados  inamovibles;  ya  sea  que  incurran  en  falta  por  s(  mis- 
mos, ó  confirmando  con  fallos  las  cometidas  por  los  jueces  in« 
feriores,  pudiendo  los  magistrados  de  los  tribunales  colegiados 
salvar  sus  votos  conforme  á  las  ordenanzas,  para  no  ser  res- 
ponsables con  la  mayoría. 

Los  otros  tribunales  y  jueces,  ya  sea  de  letrados  ó  legos  y 
los  asesores  de  algunos  tribunales  especiales  no  están  compren- 
didos en  esta  ley,  ni  para  declararles  Ja inamovilídad ,  ni  para 
imponerles  la  pena  de  responsabilidad^  debiendo  regirse  por  las 
leyes  comunes  que  hay  ó  se  dieren  en  lo  sucesivo. 

Abt.  27.  Para  que  pueda  exigirse  la  responsabilidad  en  cual- 
quiera de  los  casos  señalados  en  este  capítulo,  es  necesario  que 
la  infracción  de  ley  sea  clara  y  manifiesta ,  y  que  se  haya  co- 
metido libre  y  voluntariamente;  sin  que  pueda  exigirse  ai  juez 
ó  tribunal  quede  oficio  ó  en  virtud  de  reclamación  de  parte  sub- 
sane el  defecto  cometido  por  el  mismo. 

CAPITULO  IL 

De  las  penas  que  han  de  imponerse  en  ios  casos  de  responsable 

iidad» 

Abt.  28.  Al  juez  ó  magistrado  que  incurra  en  el  caso  1.®  del 
capítulo  anterior ,  se  le  impondrá  por  la  primera  vez  una  multa 
de  500  á  2000  reales,  ó  bien  la  suspensión  de  empleo  de  un 
mes  á  seis ,  según  la  gravedad  de  la  causa.  Por  la  segunda ,  la 
suspensión  de  empleo,  de  tres  meses  á  un  año.  Y  por  la  tercera, 
la  suspensión  de  un  año  á  tres ,  pudiéndose  además  imponer  en 
algnn  easo  estraordinario  la  pérdida  del  empleo  oon  incapacidad 
de  volver  á  ejercer  otro  de  Judicatura* 
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Art.  29.  Ei  juez  que  iocurra  en  el  caso  2.^  de  reéponsabili- 
dad ,  9ufrir4  poc  \a  prhnera  y^z  ^  pena  de  suspen^V^a  d^  en^- 
pl^o  d,esde  $eU  me$9s  á  qq  c|tto.  Por  la  aegaada  de  ub  a¿9  ^ 
d(M.  Y  por  Ift  tercera  la  de  privaci(00  del.  Qftrgo  de  juez  ^  íaha* 
biíitacioD  perpetua  d^  serlo. 

Si  la  iofrajecioD  de  ley  piara  y  term|i\aQte  t^iriese  lugar  en 
cau^a  erimi^al.  eu  que  por  la  seutencia  defiaítiva  se  hubiese  hj9^ 
cbo  sufrir  á  alg^ua  persona  pena  corporal  grave ,  e(  Juez  ^xqe*> 
ees  coptrav^ntoreí^  quedarán  priv.ac|os  de  su  destio^p  é  ineapf^c^^ 
para  todo,  ótico  públUso ,  dejando  ^  Sialvo  ^L  de^e^a  de  ^s  pu- 
teis ,  para  quf}  U9CQ  de  sift  accioQ  si  ccey^rqjQ  pouYCDirl^s  pa^fi  Id^ 
imposteion  de  m^yor  p^a  con  ^rrf gío  á  \¡^  lej(es  900^009,. 

A^T.  30.,  Al  juez  4  qaagifitra^o  que  incu^r^  cq  ipe^pons^M- 
Udadipor  e!  ca;;o  ^.9,  se  lu  impondrá  por  ^  (jr(miei%  vez  ía  p^^^ 
di9  5pjO  é  20Q0  realeo  de  multa,  ó  la  4^  un  mes  á  sets  de  ^fifí^- 
liou  de  empleo.  Por  la  segunda  de  lopo  á  4000  re^es  1  ó  la  f\is- 
pension  de  se¡i|  meses  á  un  año.  Y  por  la  tercera  1  la  4§  ití^' 
biUtacion  para  ejercer  cargo  judiciaL 

Aar.  3K  El  Juez  ó  n^agistrado  que  incuria  ^n  el  4.^  cw» 
sufrirá  por  primera  vez  la  pena  de  suspensión  de  empleo  desde 
QQ  mes  á  QQ  aQo.  Por  la  segunda,  suspeusiou  de  seis  mes^  k 
dos  años.  Y  por  la  tercera « la  de  inhabUitaclon  para  servir  ^r* 
go  judicial. 

Abt.  32.  El  juez  ó  magistrado  que  iucurrii  en  el  caso  S.^  de 
responsabilidad  sufrirá  la  pen^  de  inhahlUtacjipD  perpetúa  para 
ejerqer  cargos  públicos ;  quedando  á  las  partes  salyo  su  aerechQ 
para  reclamar  mayores  penas  corporales ,  coq  furf eglo  á  (as  Iqr^ 
Gomunes. 

Abt.  33.  Al  que  cometa  la  falta  prevista  en  el  caso  6.^  49 
responsabilidad  se  le  impondrá  por  la  primera  vez  la  pena  de  600 
á  2000  reales  de  multa  ó  la  suspensión  de  empleo  de  upo  á  9(i9 
meses.  Por  la  segunda 9  la  de  1000  á  40Q0  reales,  ó  la  su^ppn? 
sioQ  de  tres  meses  á  un  ano..  Y  por  la  tercera,  la  de  ^uspeosipQ 
de  un  año  á  tres,  con  apercibimiento  de  inhabilitación  para  ejer- 
cer destinos  en  la  carrera  judicial. 

Abt.  34.  Al  que  incurra  en  el  caso  sétimo  de  responsabili^ 
dad  se  le  impondrá  la  pena  de  privación  perpetua  de  empleo  ó 
inhabilitación  para  ejercer  todo  otro  público  \  y  pagará  además 
e)  valor  doble  de  la  cantidad  ^  cosa  recibida  ó  pro.metida  con 
aplicación  ai  fondo  de  penas  pecuniarias.  Esta  pena  se  Impondrá 
en  todos  los  casos  que  medie  dádiva  ó  promesa ,  hayase  ó  no  fal- 
tado á  la  justicie.  Pero  si  resultase  que  el  J^ez  ó  mag^tra40|  P^^ 
efecto  de  la  corropclou  bubiese  trecho  sufrir  indebi4ao(íefiite  á  4^- 
guaa  persona  pena  corporal  grave ,  queida  espeditá  l^  (lo^ion  ^ 
las  partes  agraviabais  ó  del  miqiajberio  fiscal  pf^ra  pedir  ^pn^tr^  #1 
Jaez  ó  naagisIradQ  (wrompidu  k  pma  oofp9¿|iA  quft  Aro<¿|^  m 
arce§lo  á  las  leyes  commm* 

Ais.  34.    Ai  qpie  incuria  en  el  casp  8,^  d«  tf§gmiéb¡lUfiA 
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se  le  iinpoDdrá  por  pdmera  vez  la  inuHa  de  500  á  2,000  es.  ó 
la  suspensión  de  empleo  de  uo  mes  á  seis.  Por  la  segunda  la 
de  l,obo  á  4,000  rs.  ó  la  suspensión  de  empleo  de  tres  meses  á 
un  año.  Y  por  la  tercera  la  de  snspensiop  de  un  año  á  tres. 

Art.  3$.  Al  que  incurra  en  el  caso  O.»  se  le  impondrá  la 
pena  por  primera  vez  de  ¿lOO  á  2,000  rs.  de  multa  ó  la  de  sus- 
pensión de  empleo  de  un  mes  á  seis.  Por  la  segunda  la  de  1,000 
á  4,000  rs.  9  ó  la  de  suspensión  de  tres  meses  á  un  año ,  y  por 
lá  tercera  la  de  suspensión  de  un  año  á  tres. 

Abt.  37.  El  tribunal  ó  juez  que  falte  á  k)  previsto  en  el  ca- 
so 10,  sufrirá  por  la  primera  vez  la  pena  de  600  á  2^000  rs. ,  <^ 
la  de  suspensión  de  empleo  de  uno  á  seis  meses.  Por  la  segunda 
la  de  1,000  á  4,000  rs. ,  ó  la  de  su&pension  de  tres  meses  á  un 
año ,  y  por  la  tercera  la  de  suspensión  de  un  año  á  tres. 

AÍÉiT.  38.  En  todas  las  causas  de  responsabilidad  se  impon- 
drá al  Juez  declarado  responsable  además  de  las  penas  señala- 
das á  cada  caso,  la  de  pago  de  costas  y  resarcimiento  de  daños 
y  perjuicios ;  debiendo  empero  la  parte  perjudicada  h,aber  recia* 
mado  la  enmienda  del  agravio,  cuando  e^tá  consista  en  infrac- 
ción de  las  leyes  dé  enjuiciamiento  en  la  instancia  que  se  causó. 

CAPITULO  ni. 


De  ¡os  trikuAí$hss  competentes  para  conocer  de  las  causas  de  res* 

ponsabilidad, 

Art.  89.  Las  audiencias  conocerán  de  las  causas  de  respon- 
sabilidad que  se  formen  contra  los  jueces  de  primera  instancia 
de  su  respectivo  territorio. 

Abt.  46.  De  las  que  se  instruyan  contra  las  audiencias,  ya 
en  tribunal  pleno,  ya  formando  sala,  ya  contra  algún  magistra- 
do individuatmete,  conocerá  el  tribunal  supremo  de  justicia. 

Abt.  41.  De  las  causas  para  exigir  la  responsabilidad  al  tri- 
bunal supremo ,  á  cualquiera  de  sus  salas  á  alguno  ó  algunos  de 
sus  individuos,  conocerá  un  tribunal  especial  compuesto  de  se- 
nadores nombrados  por  el  senado  al  principio  de  cada  legislatu- 
ra, en  la  forma  prescripta  por  su  reglamento. 

Abt.  42.  De  las  causas  de  responsabilidad  en  que  incurran  los 
tribunales  supremos  especiales  que  existen  hoy  ó  existan  en  lo 
sucesivo,  y  cuyos  individuos  tengan  la  cualidad  de  inamovibles, 
conocerá  el  mismo  tribunal  de  senadores. 

Abt.  43.  Este  tribunal  de  senadores  se  formará  al  principio 
de  cada  legislatura,  luego  que  se  hallen  reunidos  75  individuos 
del  senado,  y  sustanciará  y  decidirá  las  causas  que  ocurran  des- 
pués áe  su  instalación ,  continuándolas  en  todas  sus  instancias, 
aun  cuando  se  cierre  el  senadoi  en  la  forma  que  se  dirá  en  el  8i- 
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Art.  44.  Si  alguno  ó  algunos  individaos  del  tribunal  deja- 
sen de  ser  senadores  (1)  por  haber  cumplido  el  tiempo  de  su 
encargo,  ó  por  otra  cualquiera  causa,  el  senado  procederá  asa 
reemplazo  en  la  manera  aplicada  en  su  reglamento ,  y  si  estuvie- 
se cerrado  el  senado  y  no  hubiese  bastante  número  de  senado- 
res jueces  para  fallar,  el  gobierno  de  S.  M.  podrá  nombrar  Inte- 
rinamente sustitutos  de  entre  los  senadores  que  quedan. 

Abt.  45.  Será  presidente  del  tribunal  especial  el  que  elija  el 
mismo  tribunal  de  entre  los  senadores  que  lo  componen. 

Abt.  46.  El  tribunal  de  senadores  nombrará  también  un  re- 
lator^ un  escribano  de  cámara  y  los  demás  dependientes  que  ne- 
cesite. 

CAPITULO  IV. 

Del  modo  de  sustanciar  los  juicios  de  responsabilidad, 

Abt.  47.  Se  procede  en  las  causas  de  responsabilidad  de 
los  jueces  y  magistrados ,  ó  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte. 

Abt.  48.    Se  procede  de  oficio  en  estos  casos : 

1.^    Cuando  el  rey  lo  manda  en  uso  de  las  facultades  que  le 
concede  el  art.  66  de  la  Constitución  por  alguno  de  los  motivos 
'  expresados  en  esta  ley. 

3.°  Cuando  un  tribunal  superior  conociendo  legalmente  de 
algún  pleito  ó  causa,  halla  que  el  tribunal  ó  juez  inferior  ha  in- 
currido en  responsabilidad  y  ordena  la  formación  de  causa. 

3.°    Cuando  lo  pide  el  ministerio  fiscal. 

Abt.  4a.  Se  procederá  á  instancia  de  parte  cuando  algún 
particular  ó  corporación  quejándose  de  algún  juez  ó  tribunal  pi- 
de se  le  exija  la  responsabilidad. 

Abt.  50.  Siempre  que  se  proceda  de  oficio  será  el  fiscal  <iuiea 
prepare  y  sostenga  la  acusación. 

Abt.  61.  Tanto  al  fiscal  como  á  la  parte  se  les  franquearán 
todos  los  antecedentes  y  aclaraciones  que  convengan  para  for- 
malizar su  queja,  bien  sean  originales,  bien  en  testimonio  y  se 
les  admitirán  las  justificaciones  de  aquellos  hechos  que  sean  con- 
ducentes á  la  causa  que  se  ha  de  formar. 

Abt.  52.  Todas  las  actuaciones  y  diligencias  de  la  Instruc- 
ción del  juicio ,  ya  en  sumario ,  ya  en  plenario ,  las  desempeña- 
rá uno  de  los  magistrados  de  la  respectiva  sala,  pndlendo  come- 
ter la  ejecución  de  las  diligencias  que  deban  practicarse  fuera  del 
lugar  de  la  residencia  del  juez  de  instrucción  á  la  autoridad  que 
crea  mas  conveniente  en  el  partido  ó  pueblo  en  que  hayan  de  ve- 
rificarse. 

Abt.  53.  Cuando  las  causas  se  principien  á  instancia  de  par- 
te, esta  deberá  prestar  antes  de  principiar  el  sumario  la  corres- 

(I)  Téngase  presente  que  cuando  este  proyecto  se  redaetd ,  el  senado  era 
electivo  coD  arreglo  á  la  Gonsülaclon  de  1837. 
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pondiente  fianza  de  estar  á  las  resultas  del  Juicio  por  la  cantidad 
que  considere  bastante  el  tribunal;  si  la  contravención  de  que  se 
queja  la  parte  es  á  las  leyes  que  arreglan  la  sustanciacion,  habrá 
también  de  acreditar  previamente  que  la  reclamó  en  tiempo  y 
DO  obtuvo  la  enmienda. 

Art.  54.  La  acción  de  exigir  la  responsabilidad  á  instancia 
de  parte ,  se  prescribe  por  un  año  j  por  dos  la  acción  de  exi- 
giila  de  oGcío. 

Aet.  hS,  La  suspensión  del  juez  ó  magistrado  contra  quien 
se  entable  la  queja ,  no  podrá  tener  lugar  sino  en  virtud  de  pro- 
videncia del  tribunal  competente  fundada  en  los  méritos  de  la 
causa  y  cuando  se  trate  de  delito  que  tenga  pena  de  privación 
de  empleo.  La  prisión  no  podrá  decretarse  si  no  se  tratare  de  de- 
lito sujeto  á  pena  corporal. 

Abt.  56.     £d  la  sustanciacion  de  estas  causas  después  de  pre- 
sentada la  querella,  se  observarán  los  trámites  y  formalidades 
prevenidas  para  los  criminales  ordinarios.  £n  todas  ellas  ^  aun  ' 
en  las  seguidas  á  instancia  de  parte,  será  oido  el  fiscal. 

Abt.  57.  En  cualquiera  estado  del  juicio  en  que  aparezca 
que  la  queja  es  infundada,  ó  que  aun  probados  los  hechos  en 
que  se  funda,  no  se  ba  de  imponer  al  juez  por  lo  menos  la  pe- 
na de  suspensión  de  empleo ,  se  sobreseerá  en  los  procedimien- 
tos, pudiendo  imponerse  eu  el  mismo  auto  de  sobreseimiento 
alguna  pena  menor  que  la  citada  de  suspensión. 

Abt.  58..  A  la  vista  y  decisión  de  estas  causas  asistirán  seis 
ministros  del  tribunal  respectivo,  cuando  se  trate  de  exigir  la 
responsabilidad  á  un  juez  de  primera  instancia,  ó  de  alguno  ó  al- 
gunos magistrados,  no  formando  sala;  y  nueve  ministros  cuando 
se  trate  de  exigir  la  responsabilidad  a  un  tribunal  superior  ó  á 
alguna  de  sus  salas.  Si  el  número  de  magistrados  juzgados  fuese 
mayor,  asistirán  á  la  vista  tantos  jueces  como  son  los  procesados, 
mas  uno. 

Abt.  59.  Si  la  sentencia  es  absolutoria,  do  podrán  imponer- 
se al  juez  ó  magistrado  las  costas ,  las  cuales  se  impondrán  siem- 
pre á  la  parte  que  promovió  la  acusación.  También  podrá  ser  con- 
denado en  ellas  el  fiscal,  si  considera  el  tribunal  que  su  acusa^ 
clon  carecia  de  apoyo  legal. 

Abt.  60.  En  las  ícntencias  ha  de  expresarse  el  caso  de  res- 
ponsabilidad en  que  ha  incurrido,  citar  el  artículo  en  que  se  se- 
ñala la  pena  que  se  impone  y  dar  razón  de  la  decisión  judicial. 

Abt.  61.  La  sentencia  de  primera  instancia  es  suplicable 
en  el  término  de  diez  dias  para  ante  el  mismo  tribunal,  y  se  ad- 
mitirá sin  mas  trámites  la  súplica  remitiendo  los  autos  á  la  sala 
que  haya  de  conocer  en  segunda  instancia. 

Abt.  62.  En  ella  alegará  de  agravios  el  suplicante  en  el 
término  de  diez  dias  contados  desde  que  se  le  entreguen  los  au- 
tos, y  oido  su  adversario  á  quien  se  concederá  igual  término,  y 
el  fiscal,  se  procederá  á  la  vista  y  determinación  de  la  causa. 

Tomo  n.  61 
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Si  en  la  segunda  Instancia  pretendiese  el  suplicante  hacer 
prueba,  16  pedirá  por  un  otrosí  de  su  escrito  de  alegación  de  agra- 
vios de  la  sentencia,  y  el  tribonal,  teniendo  presente  lo  que  de* 
terminan  las  leyes,  concederá  ó  negará  la  prueba.  El  término  pa- 
ra esta  será  el  de  la  ley  recopilada. 

Aat.  63.  Para  la  decisión  de  las  causas  de  responsabilidad 
en  grado  de  súplica  concurrirán  tres  jueces  mas  que  los  que  con- 
corrieron á  la  vista  en  primera  instancia,  debiendo  ser  por  lo 
rtienos  tas  dos  terceras  partes  distintos  de  ios  que  concurrieron  é 
ÍA  vista  en  primera  instancia. 

Art.  64.  Si  no  hubiese  suficiente  número  de  ministros  en 
una  andiencia »  serán  llamados  á  suplir  los  magistrados  jubila- 
dos,  los  cesantes,  los  honoiarios,  tos  jueces  de  primera  instan- 
eia  del  distrito  y  los  abogados  del  colegio  que  compongan  la 
junta  de  gobierno  del  mismo  ó  hayan  sido  de  ella. 

En'  el  tribunal  supremo  de  justicia  serán  llamados  á  suplir 
los  ministros  togados  de  los  otros  tribunales  supremos  especiales 
de  laicorte,  y  no  bastando,  los  jubilados  y  cesantes  de  los  su~ 

Íriñ&idos  consejos,  los  honorarios  y  los  demás  por  el  orden  qu^ 
)  citan  en  el  artículo  anterior. 

Aet.  65,  La  sentencia  de  revista,  sea  ó  no  conforme  con  la 
d^  vistiiy  causará  ejecutoria  y  se  llevará  á  efecto  por  el  mismo 
tribunal  que  la  dictó.  Queda  empero  salvo  á  la  parte  agraviada 
el  recorso  de  responsabilidad  con  arreglo  á  esta  ley  contra  los 
que  dictaron  la  sentencia  en  causas  de  responsabilidad,  excepto 
éontira  el  tribunal  de  senadores. 

AaT.  66.  Cuando  se  trate  de  exigir  la  responsabilidad  al  tri- 
l>unál  supremo  de  Justicia,  bien  sea  de  oficio,  bien  á  instancia 
de  parte ,  se  pasarán  al  senado  los  antecedentes  que  motivan  la 
queja,  teniendo  la  parte  agraviada  ó  el  fiscal  del  tribunal  dese« 
iiadores  el  derecho  de  pedir  ante  el  mismo  tribunal  y  este  man- 
dar la  remisión  de  los  que  falten  y  practicar  las  demás  diligen- 
cias que  se  han  indicado  en  el  art.  51* 

Abt.  67.  Heunidos  los  antecedentes  y  hechas  las  lnforma<- 
ciones,  se  dará  cuenta  en  sesión  pública  del  senado  (á  menos  qjxt 
la  denuncia  exija  que  sea  en  sesión  secreta) ;  el  senado  nombra* 
rá  upa  eoiqisioq  del  modo  acostumbrado  para  que  los  examine 
y  dé  su  dlctáoaen  sobra  si  hay  ó  no  motivos  flmdados  para  pro* 
ceder  á  formar  causa  de  responsabilidad  contra  el  tribunal  ple- 
no, sala  ó  ministros  del  supremo  de  justicia  objeto  de  k  queja: 
teniendo  esta  comisión  fticultades  de  pedir  al  gobierno^  éc  las 
autoridades  ó  al  agraviado,  los  documentos  y  esplicaciones  que 
tenga  por  convenientes  para  fundar  su  dictamen. 

Abt.  68.  Si  el  senado,  oído  y  discutido  el  parecer  de  la 
comisión  en  sesión  ordinaria,  y  con  las  formalidades  del  regla- 
mento, declarase  no  haber  lugar  á  la  formación  de  causa,  se  ten« 
drá  por  fenecido  y  acabjado  el  asunto;  y  si  declarase  haber  lu- 
gar a  ella ,  pasarán  todos  tos  antecedentes  al  tribunal  especial 


d^  teifadores  de  qae  trata  el  art.  41 ,  sigQfénéoáe*  de^ptres  Íoi 
trámites  mareados  en  esta  ley. 

Abt.  69.  A  la  vista  eti  primera  fnstaficia  ásisliráftf  séils  Jae- 
ets  senadores  cuando  se  trate  de  exigir  la  respofisab^tldad  dé  al^ 
gnno  ó  algunos  de  los  magistrados  del  tribunal  supremo  nó 
fiormanda  sala.  Si  él  número  de  mogistrados  procesados  fáese 
más  de  nuevC)  asistirán  tantos  jueces  cnantos  sean  los  encausados; 
mas  uno.  A  la  vi3ta  y  decisión  en  segunda  instaacia,  asistirán 
tres  jueces  mas  que  los  que  aslstie(on  á  la  primera  ^  debiendo 
ser  distintos  en  las  dos  terceras  partes  por  lo  menos  de  los  quft 
Joz^ron  eo  aquella. 

Aat.  70»  La  «entonóla  de  revista  seHcrará  á  efecto  por  ei 
misino  tribunal  áé  senadores* 

ttTUliÓ  GtfÁBtO. 

DB    LA    DISCIPLINA    JUDÍClÁt. 

CAPITULO  UlilGO. 

Facultades  del  tribunal  supremo  y  de  las,  audiencias  para  cor* 
regir  los  vicios  jr  /altas  de  los  magistrados  jr  jueces, 

Abt.  71.  Las  audiencia^  velarán  sobr«  loi  jueces  de  prime- 
ra instancia  de  sus  respectivos  distritos  para  que  administren 
pronta  y  debidamente  la  jaistiéfa ,  cuidando  muy  particularmen- 
te de  que  su  conducta  sea  conforme  á  los  principios  de  buena 
moral  y  é  propositó  para  conelHff^ftes  e^  respeto  ñAiáó  íi  súa 
importantes  funciones;  á  cuyoíln  tendrán  la  facultad  las  audien- 
cias en  tribunal  pleno  de  amonestar ,  reprender,  apercibir  y 
maltar  háita  en  cantidAd  de  500  reales  á  eatalquiera  loez  ^  se 
baga  notar  por  eoakfoiiera  de  los  deíéotois  siguientes  i      • 

1  .^    Omisión  ó  descaído^  en  el  cumplimiento  de  sns  úehétüsi  * 

.2.^  ApasDcift  6  abandono  de-  su  pueüfo^  '4h»  prérvta  NcMhcia 
competente,  ó  falta  de  presentación  á  ijefCtf  sn  cargó  dés>pucfá 
de  eiimplitfa  la  licencia  que  ol^urvlere.  • 

a.?  Guaddo  negocie  ó  tmflqoa  dentro^  M  ttrritorié  tTé  su  jti* 
rIsdiceioB  en  frutos  é  efectos  qiMi  no  sean  áe  más  propios  i^nes, 

4.<^  Si  contrae  obilga«ione»  peebniarias  oon  sua  subalternoa) 
constituyéndose  deudor  de  ellos. 

5.^  Si  su  conducta  es  relajada  por  incotttínencia  ó  embrta->> 
gaez,  per  ser  dado  á  juegos  prohibida»,  ó  eanae  eséá'ndaK>  en 
cualq^ieVa  otro  coBcejio. 

6. o  Si  trata  con  asperesa  y  malos  modales*  á  los  litantes  6 
á  los  dependientes  del  juzgado. 

Abt.  72.  Llegando  á  noticia  de  la  audiencia  que  alguno  de 
les  jueces  de  primera  instancia  de  s»  distrito,  se  ha  bíeeho  re-^ 
pitensible  per  <aialquíera  de  estos  defeotnis ,  se  formará  espedien- 
te instreetivo  pata  la  avoti^eacioh  ée  la^pei'dffd,  itmpoeleiide  ÍN 
juez  las  correcciones  que  quedan  referidas  eit>elarf(edl0attter!dt^ 
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y  la  eorreecioD  se  anotará  en  el  libro  de  la  andienda  desuñado 
al  efecto. 

Si  el  Interesado  reclamase  contra  la  corrección  qne  se  le  im- 
ponga ,  se  suspenderá  su  ejecncion ,  y  se  le  oirá  en  Justicia  en  la 
misma  audiencia. 

Aet.  73.  Podrá  acordar  la  audiencia  plena  la  formación  de 
causa ,  si  lo  cree  conveniente ,  contra  el  juez  que  amonestado, 
apercibido  ó  multado  no  se  enmienda ;  en  cuyo  caso  pasará  los 
antecedentes  á  la  sala  correspondiente  para  que  sea  juzgado  y 
sentenciado  con  arreglo  á  las  leyes. 

AñT.  74.  Todas  Jas  atribuciones  y  facultades  declaradas  á 
las  audiencias  en  los  precedentes  artículos  respecto  á  los  jueces 
de  primera  instancia,  corresponden  igualmente  al  supremo  tri« 
bunal  de  justicia  respecto  á  los  ministros  de  las  audiencias. 

Abt.  76.  El  presidente  del  supremo  tribunal  de  Justicia  y 
los  regentes  continuarán  ejerciendo  las  atribuciones  que  por  las 
ordenanzas  y  reglamentos  tienen  para  mantener  el  drdeo  y  re* 
gularidad  de  trabajos  en  sus  respectivos  tribunales. 

TITÜIiO  QUINTO. 

DispoaiaoNSs  trahsitoeias. 

CAPITULO  ÚNICO. 

líe  la  eonjírmaeion  iU  los  actuales  magistrados  y  jueces  y  modo 

de  verificarla. 

Amt.  70.  Para  pasar  del  estado  de  amovilidad  al  de  inamo» 
▼ilidad,  todos  los  actuales  magistrados  y  Jueces  están  sujetos  á 
la  coQflrmaelon  de  S.  M.  en  sus  destinos. 

Se  esceptúan  de  esta  regla  los  que  se  bailen  ocupando  las 
mismas  plazas  para  que  fueron  nombrados  á  propuesta  del  con- 
sejo de  Estado  en  las  anteriores  épocas  constitucionales;  á  no  ser 
que  por  su  conducta  posterior  bayan  desmerecido  dicbas  plazas. 

AñT*  77.  La  confirmación  ha  de  concederse  ó  negarse  en  el 
término  de  seis  meses ,  contados  desde  la  publicación  de  esta 
ley.  El  Juez  ó  magistrado  que  dentro  de  este  plazo  no  sea  sepa- 
rado, se  entiende  confirmado. 

An.  78.  Los  jueces  y  magistrados  actuales  que  á  la  aptitud 
legal  reúnan  las  cualidades  de  ciencia ,  probidad  y  adhesión  á 
la  causa  constitucional  y  al  trono  legitimo ,  por  regla  general  se- 
fin  confirmados  en  sus  respectivos  destinos. 

Aat.  79.  Para  confirmar  ó  negar  la  confirmación  de  los  jue- 
ces ó  magistrados,  el  gobierno  oirá  necesariamente  á  la  Junta  de 
calificación ,  de  que  se  ha  hablado  en  el  art.  1 7 ,  espresando  en 
al  decreto  si  es  ó  no  conforme  la  resolución  de  S.  M.  con  el  pe- 
de dicha  Junta. 
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Asr.  80.  Los  magistrados  y  jueces  aeloales  qae  no  tengan 
los  años  de  servicio  requeridos  por  esta  ley  para  los  destinos  que 
ocupan 9  los  conservarán  sin  embargo,  sisón  confirmados;  pero 
no  podrán  ascender  á  ios  grados  inmediatos  liasta  reunir  los  re- 
quisitos que  por  ella  se  exijeo  para  aquellos. 

Aet.  81.  Los  cesantes  en  cualquiera  de  los  grados  de  la  es- 
cala Judicial,  podrán  ser  también  repuestos  en  los  destinos  que 
obtenían ,  aunque  no  tengan  ios  años  de  servicio  requeridos  por 
esta  ley :  quedando  sujetos  para  los  ascensos  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior. 


áÚ€     .  •  •  fi£  DERECHO  IMrOEftlkA. 


ESTADO  ACTUAL 


DE  LOS 


EN  LOS  PRINCIPALES  ESTADOS  DE  EUROPA  Y  AMÉRICA. 


PROORfiSOS   DfiX.  SISTEBEA   PiWITEMGXABXO. 


E 


N  el  mes  de  setiembre  último  se  ha  reuDido  en  Bruselas  el 
eongreso  llamado  penitenciario  para  dar  á  conocer  el  estado  de 
la  cuestión  de  las  prisiones  en  los  diversos  países  del  mando. 
Han  acudido  á  este  congreso  personas  de  casi  todas  las  naciones, 
7  entre  ellas  casi  todos  los  hombres  especiales  y  que  además  se 
han  distinguido  pOr  sus  obras  ó  por  sus  escritos  en  el  ramo  de 
que  debía  tratarse.  Allf  ha  dado  cuenta  cada  uno  del  estado  en 
que  se  hállala  cuestión  penitenciaria  en  su  respectivo  pais,  y 
como  estos  informes  son  precisamente  de  los  hombres  mas  peri- 
tos en  la  materia^  el  conjunto  de  ellos  es  lo  que  puede  dar  una 
idea  mas  completa  del  estado  de  la  reforma  penitenciaria. 

Francia  ha  estado  representada  allf  por  31  individuos  perte- 
necientes al  congreso:  Bélgica  por  104:  Alemania  por  19:  In- 
giaterra  por  18:  Los  Países  Bajos  por  13:  Suecia  por  4:  Italia 
por  3 :  Polonia  por  3 :  El  Gran  Ducado  de  Luxemburgo  por  3: 
Suiza  por  2 :  Dinamarca  por  l :  España  por  l :  Portugal  por  i: 
Ansia  por  1 ,  y  los  Estados  Unidos  de  América  por  i .  Hallábanse 
entre  estos  miembros  Haussi ,  ministro  de  Justicia  de  Bélgica; 
Gustavo  de  Beaumont,  diputado  francés  y  autor  de  varias  obras 


I 

I 


fiStABÓ  M  LOS  tl8TABliteilll&f«tOS  PBNiT&NCUBtOfl.     407 

notables;  el  eoronel  Jebb  ^  inspector  general  de  las  prisiones  de 
Inglaterra ;  Chevalier ,  el  eeonomista  femoso ;  Rotch ,  magistrado 
inglés ;  Moreaa  Chrístophe ,  inspector  general  de  las  prisiones 
de  Francia;  Suringar,  presidente  de  la  sociedad  neerli^ndesa  pa» 
ra  mejorar  la  saerte  de  los  presos ,  David,  director  de  las  pri- 
siones de  Copenague,  y  profesor  de  derecho  en  sn  nniversidad; 
Netezel ,  gran  refrendatario  del  tribunal  de  casación  de  Suecia; 
Zehe»  consejero  del  emperador  de  Rnsia,  y  nuestro  D.  RamoA 
Lasagra,  uno  de  los  pocos  españoles  qae  se  han  dedicado  al  .es- 
tadio de  las  cuestiones  penitenciarias.  Los  informes  de  personas 
tan  competentes  son  los  mas  fidedignos  que  pueden  desearse) 
así  como  sus  opiniones  en  la  materia  deben  considerarse  cobm 
ios  últimos  progresos  de  la  doctrina  penitenciaria.  Hé  aqui  el  re* 
sultado  de  sus  informes  y  de  sus  discusiones. 

pbÚsia. 

El  dotor  Julias^  de  Berlín. 

Antes  de  coiivocarse  el  año  pasado  este  congreso  en  Frltnclbrtí 
se  habia  decretado  en  Prusia  la  construcción  de  cinco  prisionaf 
celulares.  Poco  tiempo  después  se  comenzó  en  Breslau  9  cápitd 
de  Silesia»  una  prisión  celular  capaz  de  contener  400  presos.  Ade» 
más  se  han  concluido  otras  dos  cárceles  ^  una  en  Bricg,  que  ser^ 
▼irá  de  modelo  de  prisión  para  acusados  y  condenados  á  penas 
correccionales,  y  otra  en  Colonia. 

También  se  ha  concluido  la  gran  prisión  celular  del  gran  du- 
cado de  Badén,  que  puede  contener  400  condenados  á  prisión  y 
se  pondrá  en  uso  el  año  próximo. 

Por  último,  otros  dos  Estados  alemanes  se  proponen  entrar 
en  el  camino  de  estas  reformas,  y  al  efecto  han  enviado  comisio- 
nados que  visiten  las  cárceles  extranjeras:  tales  son  el  gran  du- 
cado ,  y  el  electorado  de  Hesse. 
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El  coronel  Jehh^  inspector  general  de  construcción  de  prisiones  en 

dicho  pais. 

El  número  de  las  prisiones  celulares  se  ha  aumentado  consi- 
derablemente en  Ipglaterra  durante  el  año  último ,  pues  se  han 
construido  40  que  pueden  contener  5,500  presos,  y  hay  t2  mas 
en  obra  que  contienen  4,250  celdas.  Se  proyectó  además  la  eje- 
cncion  de  otras  muchas ,  y  cuando  estén  concluidas  podrá  de*- 
drse  que  Inglaterra  en  tres  ó  cuatro  años  se  ha  proporcionado 
medios  de  aplicar  el  sistema  celular  á  10  ó  13,000  presos,  ó 
condenados  á  prisión  por  corto  tiempo ,  porque  en  aquel  país  las 
penas  de  larga  duración  se  conmutan  en  ia  deportación  • 

Gracias  á  estas  s^iludables  experiencias,  el  sistema  celular 
gana  allí  partidarios  entre  las  personas  que  lo  consideraban  an- 
tes pernicioso.  El  gobierno  se  propone  modificar  considerable- 
mente el  sistema  de  deportación  tal  como  hoy  existe,  y  aunque 
DO  ha  determinado  definitivamente  todavía  el  que  deberá  reem- 
plazarlo, se  inclina  á  la  prisión  separada  durante  cierto  perío- 
do, la  reunión  de  un  número  determinado  de  presos  en  locales 
eomunes ,  y  por  último,  un  sistema  de  emigración  forzada  y  de 
de  deportación  mitigada.  En  Portlaud  se  está  construyendo  ana 
cárcel  donde  debe  ensayarse  la  reunión  de  los  presos  después 
de  cierto  período  de  aislamiento. 

FRANCIA, 

Jlíoreau  Christophe^  inspector  general  de  las  prisiones. 

La  Francia  en  el  año  último  ha  dado  un  solo  paso  en  el  ca- 
mino de  la  reforma  penitenciaria ,  pero  inmenso.  Tal  es  el  nue- 
vo proyecto  de  ley  de  prisiones  presentado  á  la  cámara  de  los 
pares  en  sustitución  del  antiguo ,  y  que  contiene  casi  todas  las 
resoíuciones  votadas  por  este  congreso  penitenciario  en  su  última 
sesión  de  Francfort.  En  él  se  admite  como  principio  general  que 
el  sistema  penitenciario  es  aplicable  á  todas  las  clases  de  presos, 
así  los  meramente  detenidos  como  los  procesados  y  los  condena- 
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dos  á  prisión,  cualquiera  que  sea  la  durf^cion  de  ésta ,  y  así  á  las 
mujeres  como  á  los  hombres,  y  á  los  muchachos  como  á  los  adul- 
tos. La  única  excepción  que  se  hace  es  respecto  á  los  jóvenes 
detenidos,  á  los  cuales  se  puede  aplicar  en  ciertos  casos  un  sis- 
tema distinto  del  de  la  prisión  individual.  E^te  sistema  esencial- 
mente preservador  y  moralizador  no  podia  dejar  de  aplicarse  á 
los  delincuentes  jóvenes  como  se  aplica  á  íns  condenados  adultos, 
pero  hay  cierta  clase  de  detenidos ,  como  los  jóvenes  que  perte- 
necen á  poblaciones  rurales  á  quienes  puede  convenir  otro  sistema, 
tal  es  por  ejemplo  el  aprendizage  con  los  labradores. 

Pero  lo  que  mas  importa  hacer  notar  es  que  el  gobierno  fran- 
cés adopta  el  régimen  de  la  prisión  Individual  en  toda  su  latitud. 
T^  cámara  de  los  pares  ha  sometido  este  proyecto  al  informe  de 
ana  comisión  compuesta  de  hombres  eminentes,  la  cual  ha  pre- 
sentado un  dictamen  luminoso  conforme  con  la  opinión  del  go- 
bierno. 

SI  este  proyecto  llega  á  ser  ley  según  es  de  esperar,  los  con- 
denados á  trabajos  forzados  perpetua  ó  temporalmente,  sufrirán 
la  pena  en  una  prisión  celular.  Estos  trabajos  conservarán  su 
distintivo  particular,  es  decir,  la  argolla  al  pie  en  lugar  de  la 
cadena  que  sirve  hoy  para  unir  de  dos  en  dos  á  los  condenados 
á  esta  pena.  Pero  se  diferenciarán  estos  de  los  sentenciados  á 
prisión  menos  grave  por  la  cantidad  que  percibirán  del  produc- 
to de  su  trabajo.  Así  es,  que  lo$  condenados  á  trabajos  forzados 
DO  recibirán  mas  que  los  tres  décimos  de  sus  productos,  los  con- 
denados á  reclusión  los  cuatro  décimos,  y  los  condenados  á  pri-* 
sion  simple  los  cinco  décimos.  El  régimen  disciplinar  es  por  úl- 
timo, mas  ó  menos  severo  según  la  clase  del  condenado  á  quien 
86  aplica. 

En  cuanto  á  la  construcción  de  nuevas  cárceles ,  hé  aquí  lo 
que  ha  sucedido.  En  Francia  se  fabrican  las  cárceles  provincia- 
les á  expensas  de  las  provincias.  Muchos  consejos  generales  im<» 
pacientes  por  ver  en  práctica  el  sistema  de  prisión  individual, 
han  votado  fondos  para  el  establecimiento  de  casas  de  detención 
celulares.  Así  es  como  en  pocos  años  se  han  edificado  20  ó  30 
de  estas  cárceles ;  pero  después  de  presentado  el  proyecto  de  que 
hemos  hecho  mérito ,  se  ha  entibiado  el  celo  de  los  consejos, 
porque  se§un  aquel  no  serán  las  provincias  las  que  costearán  las 
eáreeles  celulares  sino  el  gobierno,  el  cual  paga  hoy  solamente  los 
Tomo  ii.  h¡% 
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gastos  de  las  prisiones  centrales.  Este  sistema  es  el  único  racio- 
nal, porque  siendo  la  prisión  una  pena  pública,  que  no  se  su- 
fre en  beneficio  de  ninguna  proi^incia  determinada,  nadie  debe 
costearla  sino  el  Estado. 

Gustavo  de  Beaumont, 

La  causa  de  haberse  paralizado  en  Francia  la  construcción  de 
penitenciarías  provinciales ,  es  que  previendo  los  departamentos 
que  el  gobierno  habrá  de  edificarlas  á  su  costa  con  arreglo  al 
nuevo  proyecto  de  ley,  no  quieren  ya  hacerlas  á  la  suya.  Esta 
variación  era  sin  embargo  necesaria ,  porque  la  Justicia  es  una  dé 
las  atribuciones  del  poder  central,  y  la.  ejecución  de  las  penas  ha- 
ce p^rte  de  ella. 

I^ero  aunque  el  progreso  material  en  punto  á  la  reforma  pe- 
nitenciaria se  halla  detenido  por  esta  circunstancia,  no  sucede  lo 
mismo  respecto  al  progreso  moral.  Así  es  que  la  repugnancia  con 
qué  habla  acogido  la  opinión  pública  el  sistema  celular,  ha  cesa* 
do  por  completo:  los  mismos  que  hablan  combatido  este  sistema 
como  Beaumont  y  otros,  confiesan  ya  superioridad  sobre  los  de* 
más  conocidos.  La  prensa  no  ío  ataca  como  otras  veces. 

Hay  todavía  sin  embargo  algunas  diflculíades ,  y  dos  de  ellas 
sobre  todo  ocupan  mucho  la  atención  publica.  La  primera  es  la 
aplicación  del  sistema  celular  á  las  penas  de  larga  duración.  Di- 
cese  que  el  aislamiento  por  largo  tiempo  ofrece  peligros  para  la 
razón  y  para  la  vida.  Pero  cuando  se  reflexione  sobre  la  materia, 
y  se  conozcan  bien  los  hechos  que  ocurren  en  otros  países ,  sé 
conocerá  qiie  estos  temores  son  quiméricos,  y  que  eí  sistema  pe- 
nitenciario se  puede  aplicar  con  eficacia  á  la  prisión  mas  durade' 
ra.  La  segunda  dificultad  consiste  en  el  temor  que  manifiestan 
muchos  magistrados  y  jurisconsultos  de  que  el  sistema  celular 
conduzca  á  una  funesta  uniformidad  en  las  penas;  que  haga  des- 
aparecer los  grados  de  la  escala  penal,  y  debilite  los  medios  d6 
represión  establecidos  para  castigar  á  los  criminales  é  intimidar 
á  los  perversos.  Pero  estos  temores  carecen  también  de  funda- 
mento. La  pena  de  prisión,  aunque  tiene  hoy  los  varios  nombres 
de  prisión  simple,  reclusión,  trabajos  forzados,  se  padece  de 
una  manera  uniforme,  y  sin  embargo,  no  se  puede  decir  que 


Mías  diversas  penas  eoBstitay^  Qoa  sola.  Lo  ttlIsiAo  sucederá 
eoando  se  aplique  ia  prisión  individual  en  todos  sos  grados. 

PAISBfl  BAJOS. 

Suríngar^  presidente  de  la  sociedad  neerlandesa  para  mejorar  la 

suerte  de  los  presos. 

La  Holanda  ha  adoptado  el  sistema  penitenciario  por  comple- 
to j  con  arreglo  á  las  bases  establecidas  en  el  congreso  de  Frarié- 
forl.  (ii  las  mujeres  se  han  exceptuado  de  él,  realizando  con  éílóel 
pr6pésUd  ét  ta  célebre  Isabel  Fry,  qne,  ebfiociénd^  el  ciivazob  dé 
las  oH^eres  depravadas,  era  de  oplDlon  que  se  les  apllease  erte  sts« 
tema,  fiíjo  lai'  (iirfeelon  de  dos  arqiiiteetos  entendidos  se  fabirtcá 
en  Amstardam  oaa  eáreai  eeiobr  paVa  3 1  %  ifidlvidoosr  qoi  eslap- 
rá  conclaida  dentro  de  nn  año.  Los  dos  primeros  libros  de  un 
nuevo  código  penal  han  sido  ya  aprobados  por  ambas  cámaras. 

BIICMtDO  INB  ZimCBUBlIBOe. 

Guillou. 

El  g:obierno  de  este  pais  ha  decidido  la  aplicación  del  sistema 
celular  en  toda  sq  extendon  y  en  tocios  sus  porqoenores,  á  cuyo 
efeetQ  se  pide  una  suma  considerabfa  en  el  presupuesto  de  1848. 
£n  ei  año  próumo  empezarán  las  obras.  Una  dificultad  se  pre- 
senta sin  embargo,  y  es  que  en  un  paiíi  tan  poco  extenso  es  im- 
posible tener  una  prisión  para  cada  clase  de  presos,  y  aun  para 
cadfi  sexo.  Esta  dificultad  es  común  á  esté  estado  con  los  24  de 
la  confederación  germánica  que  tienen  menos  de  300.000  habi- 
tantes. Se  espera  que  el  congreso  penitenciario  la  torneen  cuenta 
j  proponga  ios  medios  de  zanjarla. 

DINAICJLtiCÁ. 

a 

B^id^  profesor  de  derecho  en  la  universiihd  de  Copenhague  ydir 

rector  de  prisiones. 

En  esté  pais  se  habia  decidido  que  todas  las  cáfcelesr  para 
aemadoB  y  dmdcnadds  á  penas  de  corta  duración  ^  se  constra- 
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yesen  con  arreglo  al  sistema  celalar.  En  su  coosecneoela ,  eaal 
todos  los  pueblos  han  votado  fondos  para  estas  obras ,  y  es  de 
esperar  que  dentro  de  tres  ó  cuatro  años  no  habrá  mas  eárceles 
que  las  construidas  por  dicho  sistema.  El  número  de  celdas  que 
habrá  en  Dlnainarca  no  pasará  de  1200  á  1500;  pero  los  votos 
de  las  municipalidades  prueban  que  la  opinión  se  ha  pronuncia- 
do por  el  régimen  celular.  En  cuanto  á  las  cárceles  destinadas 
para  la  prisión  perpetua  ó  de  larga  duración ,  ha  decidido  el  go- 
bierno que  se  construyan  de  modo  que  haya  separación  por  la 
noche  y  trabi^o  en  común  durante  ei  dia.  Para  las  casas  de  oor- 
reocion,  admite  el  gobierno  el  sistema  celular;  pero  la  ley  de* 
berá  determinar  el  límite  donde  empieza  la  condena  de  larga  da- 
ración  y  concluye  la  de  corto  tiempo.  Bfientras  esta  ley  se  po- 
blica ,  construyese  una  cárcel  para  la  prisión  perpetua  que  eon- 
tendrá  400  presos  y  otra  celular  de  correodon  parm  920* 

SVECSA. 

Netxel,  refrendatario  general  del  tribunal  deeasaeion  de^Sueeia. 


Este  pais  dio  el  primer  paso  en  la  reforma  peniteneiaria 
dactando  un  nuevo  código  que  establece  penas  inbmantes  cor> 
perales  y  aflictivas ,  y  promulgando  una  ley  especial  sobre  el 
régimen  de  las  prisiones  en  perfecta  armonía  con  el  que  adop- 
taba el  sistema  celular  conforme  al  método  de  Pensilvania.  Los 
principios  de  estas  dos  leyes  fueron  adoptados  por  los  estados 
generales ;  pero  la  discusión  de  los  artículos  no  pudo  concluir- 
se en  la  misma  dieta,  y  quedó  aplazada  para  la  inmediata. 

Hay  en  Suecla  cuatro  clases  de  cárceles :  las  destinadas  á  los 
condenados  perpetuamente  y  las  de  los  sentenciados  á  una  pri- 
sión limitada,  las  cárceles  provinciales  y  las  cárceles  de  distri- 
to. Las  dos  primeras  clases  han  debido  conservar  la  prisión  en 
común ;  pero  se  ha  decretado  la  vigilancia  de  día  y  de  noche, 
y  el  silencio  absoluto.  Existen  ya  diez  nuevas  cárceles  provin- 
cíales^  cinco  de  ellas  construidas  en  los  dos  últimos  años,  que 
contienen  los  acusados  y  procesados  y  los  condenados  á  pan  y 
agua.  Estas  cárceles  contienen  426  celdas:  las  otras  cinco  están 
en  curso  de  ejecución,  tres  de  las  cuales  ya  casi  acabadas  con- 
tendrán 246  celdas  y  dos  empezadas  en  el  año  úitimo ,  que  eon- 
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tendrán  169.  Gonclnidas  estas  obras>  habrá,  pues,  en  Saecia 
1033  celdas :  2000  necesitarán  las  cárceles  provinciales ,  de  modo 
qne  dentro  de  seis  años  estará  completo  este  número.  La  admi- 
nistración de  cada  cárcel  está  confiada  á  nn  director ,  un  cape- 
llán, nn  médico,  «eis  ó  siete  carceleros  y  nna  ó  dos  carce- 
leras. 

Las  cárceles  de  distrito  destinadas  eselusivamente  á  los  pro- 
cesados están  casi  siempre  llenas,  porque  como  la  Justiciase  liace 
por  jueces  ambulantes,  sufren  las  cansas  grandes  dilaciones.  Para 
remediar  estos  males ,  se  va  á  presentar  un  proyecto  á  la  dieta, 
en  qne  se  reduzca  á  1 34  el  número  de  Jurisdicciones ,  teniendo 
cada  una  su  asiento  donde  estuviere  la  cárcel  correspondiente,  y 
«n  solo  juez  para  qne  haga  Justicia.  Todas  estas  cárceles  con- 
ttttdrán  en  Janto  1600  ceMas,  y  podrán  estar  concluidas  al  mis- 
mo  tiempo  que  las  provinciales.  Así  que  se  eonvierta  en  ley  la 
reforma  del  código  penal ,  y  que  se  acaben  las  nuevas  cárceles, 
se  empezará  á  aplicar  el  régimen  celular  á  los  condenados  á  pri- 
sión poco  duradera.  Las  cárceles  de  distrito  recibirán  á  los  in- 
dividoos  sentenciados  á  dos  meses  ó  menos:  las  provinciales  á 
los  sentenciados  desde  dos  meses  á  dos  años :  las  penas  mas  lar- 
gas se  sufrirán  en  otras  cárceles ,  respecto  á  las  cuales  no  ha 
podido  aun  ser  admitida  la  reforma.  Sin  duda  se  tratará  de  ella 
cuando  una  esperiencia  mas  larga  dé  mejores  garantías  de 
acierto. 

RUSIA. 

Zehe^  consejero  del  emperador. 

Las  eárceles  no  tienen  en  Busia  el  carácter  penal  que  en  otros 
países ,  pues  son  mas  bien  lugares  de  detención  preventiva  don- 
de se  reúnen  los  acusados  y  los  procesados  antes  de  sn  senten- 
cia. Pero  ahora,  con  arreglo  al  nuevo  código  penal  de  1845,  la 
prisión  debe  ser  como  en  otras  partes  una  pena.  £1  emperador 
conoce  perfectamente  los  inconvenientes  del  sistema  actual,  y 
para  Introducir  el  sistema  penitenciario  ha  hecho  en  la  legisla- 
ción penal  una  mudanza  completa.  Se  ha  comenzado  suprimien- 
do el  Anoui^  pena  terrible,  cuyo  solo  nombre  llenaba  de  ter- 
ror á  los  criminales.  Era  el  knout  un  instrumento  de  suplicio 
que  ai  primer  golpe  hacia  saltar  la  sangre  y  al  segundo  arran- 
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cabo,  f edazos  40  carne.  Verdad  es  que  este  casfYgo  hd  sido  sqi- 
titui(io  por  el  liamado  pleite  que  ee  un  azote  mucho  mas  suave. 
Ei  destierro  á  la  Siberia  no  produce  ya  en  el  pueblo  él  terror 
que  otras  veces;  pues  loa  recursos  de  este  país  virgen  son  ioago* 
tables,  y  el  beuefício  de  las  arenas  auríferas  ba  hecho  subir  la 
mauo  de  obra  á  precio  mucho  mas  alto  que  en  Rusia;  de  modo 
que  los  obreros  están  allí  mejor  pagados ,  y  hay  muchos  que  des- 
pués de  haber  residido  algún  tiempo  ea  aquellos  paises  no  quie- 
ren volver.  Asi  es  que  las  nuevas  cárceles  deben  sustituir  al  dcs-^ 
tierra  en  la  Siberia  9  y  dospues  á  ios  calabozos  y  atin  á  la  prl* 
vacioo  de  ciertos  derechos  civiles.  Al  volver  ei  emperador  á% 
Inglaterra  nombró  una  comisión  especial  para  la  reforma  de  las 
cárceles,   y   o/ds^nó  la  fOQ^tniceton  da  uoa  nodelct,  seme* 
Jante  á  la  de  PeUmville.  £»ta  comisión  hia  adoptado  por  bMO 
el  e:itab)ecimiento  ^n  San  Petershurgo  <ie  una  cárcel  capflz  á% 
conte^er.  aislados  b^  detenidos.  Pero  como  aun  se  temen  ma* 
cho  en  Rusia  los  efectos  de  la  prisipn  ai&lada  por  largo  tiempoi 
se  ha  dividido  la  duración  de  la  detención  en  cuatro  partes: 
1.*  detención  aislada  sin  trabajo:  2.*  detención  aislada  coa  tnh 
bajo:  3.*  detención  aislaba  con  trabajo  en  oomun  y'stlenci«: 
'I.'*  dotepicl<^n.  aislaba  con  trabajo  en  común  y  permiso  de  hablar. 
Este  sistema  es  aplicable  á  loa  l^ombres  desde  los  20  ó  tos  ¿ó 
años  y  á  las  mujeres  desde  los  18  á  los  40, 

FI.OILBNQIA. 

El  cabali^ro  Peruzzi, 

La  Italia  fué  una  de  las  primeras  naciones  que  ai(}optaroii  la 
reforma  penitenciaria  y  pero  no  todos  sus  estados  han  hecho  pro* 
gresos  en  este  camino.  Así  es,  que  en  Mápoles  y  Módena  se  ha^ 
lian  las  cárceles  en  un  estado  deplorable.  Hay  en  Mantua  unn 
cárcel  central  donde  viven  los  presos  poco  tiempo  á  causa  dd 
aire  mefítico  que  respiran.  En  el  Píamente  se  han  construido  dos 
grandes  cárceles  para  500  detenidos,  según  eisistsma  de  Aubum* 
La  cárcel  de  Jóvenes  de  la  Generala  que  marchaba  bien  al  prin- 
cipio, ha  comenzado  á  viciarse  últimamente.  En  los  estados  de 
la  Iglesia  no  solameute  no  se  ha  adelantado  nada  >  sino  que  la 
cárcel  de  jóvenes,  construida  por  Uementc  XI  uo  si^ve  hoy  mas 
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qoe  para  la  reclusión  de  alganas  mujeres  deteDidas  preventiva- 
mente.  Pero  el  Papa  acaba  do  nombrar  una  comisión  que  se  ocu- 
pa en  redactar  un  proyecto  para  la  reforma  de  las  cárceles ,  y  el 
mismo  Pío  IX  es  partidario  hasta  cierto  punto  del  sistema  peni- 
tenciario. 

En  Toscana  ha  adelantado  mucho  esta  cnestion ,  después  que 
un  hombre  distinguido  que  ha  visitado  todas  las  cárceles  de  Eu- 
ropa, el  abogado  Carlos  Peri,  se  ocupa  en  poner  en  práctica  Iq9 
conocimientos  que  ha  adquirido.  Son  también  favorables  á  esta 
reforma  el  director  de  las  prisiones  de  Toscana  y  la  comisión 
nombrada  pt^ra  revisar  el  código  penal.  Hay  en  este  país  cuatro 
grados  de  prisiones,  y  por  consiguiente  cuatro  clases  de  cárce- 
les :  una  easa  correccional  situada  en  Florencia,  una  cárcel  de  de- 
tención,  una  cárcel  donde  se  sufre  la  prisión  de  largo  tiempo,  y 
im  presidio.  La  cárcel  de  detención  es  un  término  medio  éntrela 
que  sirve  para  la  prisión  de  largo  tiempo  y  la  casa  correccional. 
Este  es  un  género  de  pena ,  que  según  se  cree ,  desaparecerá  del 
nuevo  código  por  innecesaria.  Las  casas  de  corrección  de  Flo- 
rencia se  dividen  en  dos  grandes  secciones^  la  penal  y  la  cor- 
reccional. La  primera  es  semejante  á  las  cárceles  correccionales 
de  Francia,  porque  se  encierra  en  ella  á  los  que  han  sido  con- 
denados á  prisión  por  mas  de  dos  meses  y  menos  de  un  año, 
en  virtud  de  sentencia  de  un  tribunal  de  primera  instancia.  La 
sección  correccional  es  consecuencia  de  una  anomaHa  que  exis- 
te en  la  legislación  de  Toscana,  en  virtud  de  la  cual  el  direc- 
tor general  de  la  policía  tiene  facultad  para  condenar  á  cualquie- 
ra á  tres  años  de  prisión  sio  dar  cuenta  á  nadie  de  ello,  si  b\et\ 
que  el  así  condenado  puede  apelar  al  ministerio  de  Gracia  y 
Jnsticia.  La  sección  correccional  sirve  para  esta  especie  de  sen- 
teiit  ados. 

^  a  'jsa  de  corrección  de  Florencia  se  divide  en  otras  gran^ 
des  secciones  para  dos  clases  de  individuos ,  á  saber ,  los  mayo- 
res y  menores  de  18  años.  En  la  sección  penal  no  hay  casi  nun- 
ca jóvenes  de  menos  de  esta  edad,  porque  aquellos  que  no  te- 
niéndola cometen  alguo  delito,  son  castigados  por  la  policía  y  en- 
cerrados en  la  sección  correccional.  Todos  los  detenidos  en  los 
establecimientos  penitenciarios  se  dividen  en  dos  grandes  seccio- 
nes, la  de  ios  relncidentes  y  la  de  los  que  van  á  la  cárcel  por 
primera  vez.  En  ia  primera  se  aplica  el  sistema  celular  contí-- 
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nao :  en  la  segunda  solo  durante  la  noche ,  estando  reunidos  los 
presos  por  el  día.  Sin  embargo,  recientemente  se  han  dado  ins- 
tracciones  para  que  en  las  casas  de  corrección  se  construyan 
celdas  bastante  grandes,  á  fin  de  que  se  puedan  aplicar  ambos 
métodos  simultáneamente,  según  las  circunstancias.  Hay  en  me- 
dio de  los  corredores  altares  dispuestos  de  manera  que  puedan 
los  presos  asistir  desde  sus  celdas  á  las  ceremonias  religiosas  en- 
treabriendo solamente  las  puertas.  En  fin ,  los  detenidos  se  pue- 
den pasear  aisladamente  en  patios,  dispuestos  de  manera  que 
un  solo  celador  puede  vigilarlos. 

No  se  reúnen  muchos  detenidos  en  las  cárceles  celulares,  si- 
no en  las  clases  y  los  talleres;  pero  guardando  todo  el  silencio 
que  es  posible.  Pronto,  sin  embargo,  se  suprimirán  también 
estas  reuniones^  adoptando  el  método  de  instrucción  en  las  cel- 
das inventado  por  Poutignac  de  Yillars. 

'  Hay  en  Toscana  una  sola  cárcel  de  mujeres,  dirigida  por 
hermanas  de  caridad.  Esta  se  divide  en  cuatro  cuarteles  distin- 
tos completamente  separados ,  cada  uno  de  los  cuales  correspon- 
de á  una  de  las  cuatro  clases  de  casas  de  corrección  de  hombres 
de  que  se  ha  hecho  mérito.  La  reunión  de  estas  diversas  sec- 
ciones en  un  solo  establecimiento  ,  es  indispensable  en  un  pais 
en  que  no  hay  mas  que  seis  mujeres  condenadas  á  prisión.  Dé- 
bese esta  circunstancia  notable  á  la  severidad  de  la  legislación. 
Asi  es ,  que  uno  de  los  crímenes  mas  frecuentes  entie  las  mujeres 
es  el  infanticidio,  y  como  la  legislación  lo  considera  como  homici- 
dio, y  lo  castiga  con  la  pena  de  muerte,  los  jueces  en  vez  de 
aplicar  este  castigo ,  declaran  cu  la  mayor  parte  de  los  casos  de 
infanticidio  que  no  ha  habido  sino  homicidio  por  imprudencia, 
y  condenan  á  la  culpable  á  uno  ó  dos  meses  de  prisión. 

Todos  los  detenidos  están  clasificados  en  nueve  especies  en 
cuanto  á  la  parte  del  producto  de  su  trabajo  que  deben  percibir. 
Los  de  la  clase  novena  no  ganan  nada;  los  de  h  primera  tres 
ó  cuatro  sueldos  de  Francia,  de  los  cuales  pueden  disponer  cada 
semana  para  comprar  pan  y  cierta  cantidad  de  vino  ó  de  queso: 
lo  restante  sirve  para  aumentar  la  masita  que  se  forma  á  cada 
preso,  y  que  se  le  entrega  al  quedar  en  libertad. 

En  cuanto  á  las  cárceles  de  procesados  no  se  ha  podido  es- 
tablecer todavía  un  buen  sistema.  Aplícaseles,  sin  embargo,  la 
prisión  aislada,  aunque  respecto  á  los  sentenciados  á  menos  de 


SST4D0  DE  LOS  BSfrABI.BC1M1«NT0S  rPUflTElCClABIOS.      417 

dos  meses  se  conserva  la  vida  coman ,  si  bien  dividiéndolos  en 
clases,  seganel  sexo,  la  edfd  y.el  go^o  de  corrupción. 

En  las  cárceles  donde  existe  el  aislamiento  hay  una  comi- 
sión de  vigilancia,  cooip^estax en  .parte.:de  eclesiásticos,  y  en 
parte  de  legos,  los  cuales  deben  visitar  á  los  presos,  repartirles 
los  socorros  que  ia.caridad  les  dispensa,  ,y  dar  laforiTH^,  aL  go- 
bierno sobre  el  estado:  de  eslo»  Qstdbtecimienios%  La  sociedivl  de 
patronazgo  en  faVor>  de.  los.  cumplidos  delaa  cárceles,  b9  obteirt-) 
do  permiso  para  nombrar  doce  visitadores  de  Ja  casa  eoereeclQr 
nal  de  Florencia.  E$ta  es  aoa  buena  institución ,  porque  siendo, 
independiente  del  gobierno  tiene,  sin  embargo ,  una  gran  influen-*. 
eia  dentro  de  las.  cárceles.  £1  primer  dia  de  cada  mes  debQ  enviar 
el  director  de  Uicárcet  á  la  secretai^ía  de  la  sociedad  de  patro-» 
nazgo  un  estado  de  las  pefionas  admitidas  en  el  estableeipiiento 
durante  el  pnes  anterior  ,•  con  todas  las  noticias  que  puedan  in- 
teresar relativas  á  sus  peraosaií  y  ouaUdade^.  .fl  secretario  sepa-, 
ra  las  noticias  relativas  á  los  presos  qu^  sufren  prisión  celular 
continua, de  las^queáe.reQeren  á. lasque. hacen  vida; común  du-, 
rant6  el  dia.  Hace  doce  copias  de  la  lista  de  ios  primeros,  y  en^. 
vía  una  á  cada  uno  de' ios  visitadores. .  Estos '  pasan  .enV)nces  á; 
iri^itarlos  y  puedan- m^s  fácilmente  influir  sotufe  ellos,  poique  tie- 
nen ya  las  noticias  que  necesitan  de  su  carácter  y  circiinstáncias.] 

Los  presidios  e$tán<2d9i  suprimidos, en  Toscana,  Pnridecreto 
deKgran  duque  de  ,30  dO'  julio  último ^  pi)e4e  entenderse  abo^ 
Ma  esta  ^^ena^jujAtamentecon  la  de  muerte.  En  efectA,  flgr^a. 
duque  ha  nombcado  una.  comisión  que  redaqte  up  nuevo .  cédigp. 
penal ,  y  le  encarga  que  tome  por  ba^  la ,  supresión  de  la  peni^ 
de  muerte^,  y  que  proponga  los  medios  de  .l^a^er  lo,  mismo. jres^ 
pecto  i  lo»  presidios  y  á  jios  trabajo/i  for^ado^, .  utilizando,  jpara. 
e^te  efecto  los  establecimientos  celulares  qpe  ya  existen.  En  cpn% 
secuencia  de  esto,  los  Individuos  de  la^eomisiop  se  ocupan  en  rc;-. 
daetar  una  ley  Interina  que  determii^e  lai  escala,  dé  pea^s,  su- 
primiendo la  de  presidio  /  y  proponiendo,  que  desde  l.<^  de  enert 
fo  próximo. lossenleociados  á  trabajos  forzados  syufrap  las, coa*-, 
denasen  las  cárceles  celulares.  A$í  pued^copaiderarse  que Qlgo% 
bierno  toscaoo  ha  realizado  el  sistema  penitenciario. 
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Hfc  a^(  bMalmeíAe  lis  ptkbrM  d«  wMíié  mofttaMtu 

«B«8  griv4  MdlIlFM  VM  hAfi  keéto  éodkr  ti  toiuMa  la  ps« 
taAfMI  t  «1  f  rimero  #i  4ite  bo  ^édié  «otear  m  el  taáoMO  de  la^ 
BMÍiMi  4dé  i«fcllfaiii  d  téffltíkm  pttfIleMMrio  «n  gefieiál  abi  m^ 
patínm  %l  ViMe  e(i«<r9  dn  lan  o«rc«teli  te  Csj^^kái  ^  ttgiiult 
€á  Hvíi  é  éMiáé  le  iA  Mina  iie  me  pMMé  dtto^iht  1t  dlieiislea 
GttpottáiÚe,  para  la  cdaíl  96  ha  reanido  tti»  «mgréfo.  Sla  eni^ 
bargb,  atguoa»  pálafcrui  de  úá  digóo  teaiigo  Mr*  SKirIftgar  mb 
ifbttgM  i  tomar  im  ftiiHatite  la  paHAva» 

M^.  8iMD)sar  ká  MipMkdo  tfMeada :  HMiai|iie  repitseiile  i 
uta  aáMoB  pequefta-,  Umg^  muehai  eaaas  916  deéiroe.»  Pae# 
Méá ,  f(^  «eftáves,  dihe  deoir  pri0ibaaleate  lo  tentrarle ;  arautoa 
peiMiéiM  i  ntik  f  im  oaeioii  bo  teogo  aafta  «pe  daéicoa*  JPüra 
no,  alga  letigo  ^é  deielr,  tf  por  lo  mtMilifago  fue  bacer  001» 
Éur  ttt)l  tMk  tññf  et&áxM  bi^o  el  pQütt  d(i\Ma  dé  la  hawani^ 
dliS ,  i^\9í  tnareha  reirégradíi  de  Sepáia  m  la  Mkle  eaiMa  de 
la  wjMi  de  hft  piMoaes» 

ireüfaíM  hqr  ettitre  teeelroa^ee  eoMeeii  ka^prliaeras  teata- 
tttUá  qpe  ee  Melera  m  EspUfia  ea  I83»f  «840  fwga  iaijerar  él 
rfbtetak  ptenItébéMrie.  8tt  eM  dpoea  se  eMMeeió  ena  séeiedal 
^áfÉitfiMfa  de  baetreeiéa  7  la  furnia ttel^Mfge  peaal.  Bsia 
áMtttád  amputó  pbfefeaMMer  «aa  eárM  |MM}d?eitfii|  tm^ 
ÍKÁáa  91  i^to  Ide  ^h  peáRMdhria ,  plaü  dfgao  de  ser  eHad* 
<MM  dto  é}étí^  de  lo  faejor  «ittiB  se  liá  káldie  éa  Blpaia^  Peaq 
dMí  ^Mtedfcd  áé  fa&la  disaella.  Les  Irialeí  aeoblMaiiealos  pollu 
fieos  ^de  déspita  ^  ih^tiella  époea  oearrietM  ea  til  país,  taa^ 
tú  mas  4e|loráblés  clraálo  que  ao  bñ  resultare  áe  ellas  ulogoé 
Metí  ^á-é  progrese  taéral  y  matariol  del  yaello^  káa  dlspép» 
ottó  á  1^  MáMdilos  dis  eaú  soeteiad  t  loa  Inea  esM  destef- 
fiflOKk,  M  Mfos  deMKiiieMoi  dé  su  péslélaa  «a  Imoi  Uoiado  «A 
la  carrera  polítiéa. 

Pero  lo  mas  grate  7  deseonsolador  aao  en  la  situación  a€«* 
toal  de  España  es  el  aniquilamiento ,  permítaseoM  esta  espre* 
sloQ ,  del  movimieolo  moral  1  enérgloo  7  activo  qne  Mr.  Beaa* 


SSTADO  J>B  LOS  1MtX0l/BtI«rtfi!»tM  MVITBNCIARKW.     Itl 

de  Uráér  ^pM  úttiií<m.t  éSM  «Itátiero^  dé  Bsiyitfia ,  lpA(ftbn<  á(  W« 
Sitó  Idaititífi^ii»  itpié  él  «¿j^rltü  ^úMlcb  é  ^  d^  j^bll^M^  élrblM 
esettadoK  |»oi*  «le  roóVtfnie&td  móml ,  sería  tütiy  ütdioáb.  ^ki'é 
teáio  4iie  Dé  se  realicen  ntitt^a  tas  bfeltas  ésb^Hübza^  qút  tfá  hk 
maüillieiáM  «I  dell^dd  de  Italia,  á  íA^ms  ée  ^tré  toliáyá  gr'áii 
Ttriaclen  en  lá  «ihiaiM  ée  pedHatr  del  gtofiKhíb  lá^áéf. 

¿Qué  tengo,  {Me»,  4\ie  decir?  tiie  p^ég^iátinrefá.  Ntfdk,  si^üó'^ 
res,  pena  efuAteho  'q«ié  ^edir.  Eo  íel  cóbgheio  4é  r6)í  e(fofao'rMJt'ak 
se  lia  Hfclio  iM«ai*  éi  tíétádo  dé  ^dadcfnclá  db  Ssj^añ^  bájtt  él  ^átii 
to  ^  vista  ée  tas  MTeas  éedndüíiéás.  Séfrfh  «HÍf ,  á  lo  ^UK  üi'eii^ 
f«e  dil  sedo  de  efttá  afiratabtéb  paHiésá  bnb  v(^  díétim^  66  Í8 
nfa  paré  cobdeéar  mñ  especie  de  !ndt>leittdá  ^é  E^pkfia  m  ¿rifad- 
lo á  4as  mejoras  qoe  ^eelaAia  el  f é^ithbn  pébUKnblai^ft;  CttbdtiB 
Eftpaña  tea  ^tie  es  «rttilÉada  en  tbdM'^^rKeé  Íí  <:¿fu)$a  dé^^  knáíj- 
hnaaU  res^scto  á  las  tnedldtts  hids  HbpoH'aDltes  qtié  HiMah^k 
Ka  Imaattiddd ,  tal  rea  Saldrá  «e  tfa  ábátfft  y  rectbfrá  el  ^jeA^pM 
foe  le4aii  lasdeikés  naeíodes.Tal  e^,  í«ñdre^,Ml  úéáto\téXmeí¿ 
po  de  que  España  piense  en  entrar  ett  lá  Tia  dfe  lis  h&efoi^  átfftsi 
j  dnraderas,  y  st  infere  secundar  idls  «éftieriió^^  ptfhrK  dééiros 
so  ü  m^pbso  idél  aio  pt^llMo:  I!»i^flá  hk  biéchb^  ^l^düá 
eosa.  (Apiauaes).  '  ' 

Esos  aplanaos  w*l4^  IneretfBé ,  aéltorcíé ,  pero  'sóú  ti  éHéjtik 
h  espiesion  MI  del  4e6éb  ({de  mánitéstsfs  de  Ver  Centra»-  km^a^ 
ia  oa  «I  oamléo  dsl  progreso.  Pldbf  ál  cotftráHd;  ^óféb;  tí 
bajar  de  esta  tribuna  un  profundo  silencio  de  viíéstrá  *i^¿t\xti 
qo»  aaneloiie  el  pesar  ^u6  he  venido  á  iñddlftMVái^. » 


n    ' 


ts±Alaos 


Jorge  Sumner ,  de  Boston, 

91  el  sistema  oelolar  no  ha  becbo  grande^  progresos  en  éété 
pais  durante  el  dltimo  a&o ,  en  cambio  el  sistema  optie^o  de" 
AnlMirtí  ha  perdido  terretiOy  puesto  que  mochad  cárcblés'  HHñf^* 
tMas  á  eKte"éégÍm^ ,  se  hab  modfflcaAo  ¿MñlfdéfaftléteénVe.  lá 
teérca  de  los  bSK^és  ha  oMIgadd  ¿  ^¿íMét  lá  ^titiíci^rtifa  üé  dtíi' 
Aaa  pristonasyábmiiMitaidef  M  réginien  del  «lleñcM  a^ÓÍütó; 


'X 


490  IL  MBVCHO  MODBBNO. 

• 

Eo  NiWTt  York|  el  primer  eslado  en  que  se  aplicó  el  sistema  de 
Aobarn »  se  ha  establecido  hace  dos  anos  nna  nneva  penitencia- 
fia,  donde  no  se  obsenra  el  régimen  del  silencio  abaolnto.  Otra 
existe  en  Wethersfleld  que  es  citada  como  una  de  las  metlores, 
donde  si  bien  no  se  permite  del  todo  la  comunicación  entre  los 
presos,  no  se  guarda  tampoco  silencio  absoluto.  En  Baltimore  se 
permite  esta  comunicación  bajo  la  vigilancia  de  ios  directores; 
peto  existe  una  confusión  imposible  de  definir.  En  las  cárceles 
de  Gharlestown  cerca  de  Boston ,  se  permite  la  conversación  en- 
tre los  presos,  y  aun  se  ha  organizado  una  sociedad  para  las 
discusiones.  En  PensUvania  se  han  establecido  casas  de  deten-- 
clon  celulares  f  j  se  trabaja  en  la  construcción  de  otras.  Según 
el  último  informe  de  los  inspeetore)  de  las  cárceles  de  Pensiiva- 
nia  que  son  las  primeras  en  que  se  estableció  el  sistema  cela- 
lar,  los  abetos  (isicos  y  morales  de  este  nuevo  régimen  son  cada 
dia  mas  satisbctorios.  Estos  informes  merecen  gran  confiania^ 
porque  proceden  de  ciudadanos  honrados  é  independientes  nom« 
brados  por  la  asamblea  legislativa  para  inspeccionar  las  prlslo* 
Bes  y  darle  cuenta  de  su  estado. 

Segnn  los  documentos  presentados  en  este  congreso,  el  nú- 
mero de  reincidencias  va  disminuyendo  desde  hace  algunos  aftoS| 
á  medida  que  se  extiende  el  sistema  penitenciario.  Así  es  que 
en  1841  habla  1 1  reincidentes  por  cada  143  condenados;  en  íUZ 
y  44  ha  habido  solamente  10;  en  1845  9 ,  y  en  1846  4 ;  es  de* 
eir^  que  las  reincidencias  han  disminuido  en  un  tercio  en  el  es- 
pado de  5  años. 

Otro  hecho  digno  de  notarse  es  que  la  sociedad  penitencia* 
ria  de  Nueva- York ,  compuesta  de  hombres  ilustrados^  muchos 
de  los  cuales  han  sido  miembros  de  la  comisión  que  estableció  en 
esta  ciudad  el  sistema  penitenciario ,  ha  dado  últimamente  un 
informe,  en  que  si  bien  no  dice  que  el  sistema  de  PensUvania  es 
superior  al  de  Auburn ,  ataca  fuertemente  este  último.  El  mas 
flierte  argumento  qne  se  ha  hecho  contra  el  sistema  de  Pensil- 
venia,  es  suponer  que  predii^pone  á  los  presos  á  la  eoagenacion 
mental.  Se  han  hecho  en  los  Estados-Unidos  comparaciones  en- 
tre los  casos  de  demencia  ocurridos  en  las  prisiones  de  Auburn, 
y  los  que  se  han  osanifestado  en  otras  cárceles ,  y  los  números 
que  han  servido  de  base  á  los  cálcalos  por  lo  respectivo  al  sisle<* 
ma  de  Aubom ,  son  de  todo  punto  inexactos»  Hé  aquí  come  se 
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expresan  los  indlTidnos  de  la  comIsfoD  de  iaspeoeliHi  encarga-* 
da  de  presentar  on  informe  sobre  este  asnnto. 

«  Al  inspeccionar  la  prisión  de  Aabnm ,  nos  llamó  la  aten« 
cion  el  gran  número  de  dementes  en  qae  no  hablan  reparado  loe 
médicos  al  parecer^  puesto  qae  solo  alguno  que  otro  cuya  demen* 
ela  era  mas  pronunciada,  babia  sido  puesto  en  cora.» 

Y  sobre  la  cuestión  general  del  sistema  penitenciarlo  dieen: 
«La  experiencia  del  afio  pasado  así  como  la  de  los  precedentes^ 
y  los  hechos  observados  en  todas  nuestras  cárceles ,  tienden  i 
confirmarnos  en  la  opinión  que  hemos  ya  emitido  de  que  los  ca«*. 
sos  de  enagenacion  mental  son  mucho  mas  frecuentes  en  las  pri* 
sienes  de  Auborn  de  lo  que  se  habla  creído  hasta  ahora  según  los 
anteriores  informes.  Ha  habido  caso  de  azotar  á  un  loco  tan  bru« 
talmente  que  ha  muerto  pocos  días  después.» 

Y  mas  adelante: 

«  Toda  tentativa  para  aislar  á  los  presos  entre  sí  obligándo- 
les al  silencio  absoluto  está  en  oposición  con  uno  de  los  princi- 
pios roas  activos  de  nuestra  naturaleza,  y  es  de  hecho  impracti- 
cable. La  experiencia  ha  demostrado  que  la  imposibilidad  de  do*- 
minarse  y  guardar  silencio  absoluto  en  sociedad  es  tal,  que  el 
efecto  seguro  de  la  ley  del  silencio  es  estimular  la  hipocresía  y 
enseñar  el  fraude ,  de  manera  que  la  prisión  no  viene  á  ser  una 
escuela  de  obediencia  á  la  ley,  sino  de  estratagemas  y  de  planes 
para  violarla  y  sustraerse  á  su  vigilancia.» 

Muchas  causas  han  podido  contribuir  á  que  el  sistema  de  se- 
paración no  haya  hecho  sin  embargo  mas  progresos  en  Améri* 
ca.  Una  de  ellas  es  que  muchas  personas  muy  Ilustradas  creen 
que  son  malos  los  ensayos  hechos  en  Pensilvania ,  es  decir ,  que 
en  lugar  de  establecer  cárceles  celulares,  se  hubiera  debido  em- 
pezar construyendo  casas  de  prisión  para  los  procesados.  Pero 
aquí  como  en  Inglaterra  se  construyen  estas  casas  á  expensas  de 
los  condados  y  no^á  las  del  gobierno  supremo,  lo  cual  sería  pre- 
ferible. Cerca  de  los  gobiernos  centrales  de  los  diversos  Estados, 
hay  personas  que  se  ocupan  en  estudiar  las  reformas  que  se  pue- 
den introducir  en  las  cárceles ,  en  tanto  que  mochos  magistrados 
de  los  condados  no  se  ocupan  en  semejantes  estudios. 

Otra  de  las  causas  que  han  impedido  en  América  el  progre* 
so  del  sistema  celular  y  es  que  en  la  ciudad  de  Boston  existe  una' 
sociedad  que  teniendo  la  pretensión  de  ocuparse  en  las  cnestlo- 
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años.  Sucede  esto,,  f^^e  qo  esta  soelodad  hay  4og}  6  tres  par- 
síMMí^  que  ptop^BD  asi )[  iconjoaa  á  lo$  deaiaa  miambntt  fiie  no 
Blkima  «^  Uito»  (3iKiairicax«3  y  tomaado  «i  im  para  taijk». 

^ody^i  admiflif^rador  de  lasprisipnes  d^  JSr^selas, 

Eá  ¿I  últirpo  aoo  se  han  puerto  los  cimientos  de  la  cárcel  de 
Lie^'a  q^i^e  contendrá  360  celdas.  La  parte  interior  de  esta  cárcel 
es  semejante  en  un  todo  á  la  de  Petonville ,  con  su  capilla  ex- 
tensa j  adecuada  pi^ra  todas  las  práctica  del  coito  católico* 
Greián  muchos  que  este  régimen  era  inconciliable  con  last  nece- 
sidades de  dicho  cuito ^  pero  cuando  se  vea  ésta  capiHa  en  Lie- 
Ja ,  todo3  se  conyencerán  en  que  la  religión  no.  tieoQ  nada  que 
pedir,  á  este  sistema. 

La  cárcel,  de  Dinant  que  contendrá  48  celdas,  será  construida 
sobré  un  níano  circular.  Go  este  momento.se  ponen  los  cimien- 
tfs  en  Bruselas  de  una  cárcel  para  mujeres»  No  habiendo  térre* 
no  suficiente  ha  sido  preciso  admitir  en  ciertas  safas  comunes, 
pero  donde  no  habrá  ninguna  comunicación  entre  las  presas^ 
puesto  qqe  para  cada  una  se  establecerán  separaciones  por  me- 
díio  de  planchas  de  hierro^  La  casa  de  arresto  de  Courtrsiy  podrá 
contener  180  presos.  Existe  en  Brujsis  una  mala  cárcel  que  ^ho- 
ra se  ^á  procurado  mejorar  colocando  a)  lado  un  edificio  cela- 
lar  qué  contendrá  168  detenidos.  En  Gharleroy  se  edificará  pron- 
to una  cárcel  celular  que  pueda  contener  200  presos.  La  cárcel 
de  seguridad  de  Gante  es  muy  estrecha  y  defectuosa,  por  lo  cual 
él  gobierno  acaba  de  comprar  un  terreno  donde  pueda  construir 
ótrá  de  600  celdas  como  la  de  Petonville.  Por  último,  está  á 
punto  de  enipezar  lá  construcción  de  otra  cárcel  eh  Lovalna. 


í 


,  'Tai«i|  e)  e^^dode  la  reforopa  penitenciar^  9€tgan  itpareca 
de  loa  inforrue^  por  los  diferept^s  miern|^rqs  que  iical^a^tos  i» 
nofob^^.fi^  oUpo  aú/nero  nos  haremos  ca¡rgo  df  las  disensiones 
qmi9  h^n  l^ldo  (nfgv  ^n  ^te  coi^reso* 
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Itovienií^rt,  tMI. 


ÍDlltmUCIOÍ  Di  mVSik  Um  Y  |Í))iltÍ^TlUllU. 


Real  dscbbto  dé  t  oe  notismks,  creando  Qtfá  ¡útí^  4)|- 
jMtW^é6l0sardilvofrd«pe«4lailM  M  minMerto  te  ftriidla  7 
Jortt^a  (1). 

«teoiendd  en  ccnraideraeiafi  lasfazonéif  qtie  meKé  et|fQ<}áfot  titi 
niiDistra  do  GracU  ]f  JMSticia  8Q|)re  lai  beee^ldád  dé  d^t  9^19  ^r|^fif- 
xaeíon  oomua  y  uniforoiQ  á  Iqs  ^ucchivqs  f^iíeiáU4  jf  mticuiar^ 
dependíeotes  del  ministenode  éü  cac^»,  ha  vanídaén  respWer  lo  «i« 
guíente^ 
4>rt.  !.•   Para  ei  arregVai,  difeediov  y  crasarvaeíoii  d*  tai  a»- 


jefiora: 
tai  archivos 


}4  e|p<M|lclQii  á  ^  1|.  qi^  precede  ji^  e;te  decreta^. 


lameai 


j, ^^  Je  éatada  eii  qde  por  panto  gj^eráf  á<^  (^íidiMrim 

lel  reino,  a»f  lol  conpddoí  l^i>)!?  <^1  licimlrre  óé  ifmnfít  fmt 

iudiciaks,  como  los  del  aoUriádb  ó  dé  la  re  péibllcá,  qdi  ái^n  núññmwi  da 

olverto 

coman 

clon  de'V.  Mí 

La  Mta  de  celo  ^  diliaencia  con  que  m  bá  ¿(itrad<rea  B^atia  dáffi 


indoTe  t  natorateifá »  pueden  i  debed  <n|etanéá  ihti  ^rÍ4hmc\(í¡n 
f  k  reglas  liairormes,  merece  llaniár  prdrond^niiiétfie  la  snMrlar  |(U^- 

-.  Mta  de  celo  ^  diliaencia  con  que  se  bá  ¿(itrad<ren  feípatia  d^ffij 
sjgtos  entetQS  an  panto  de  láterés  tan^rafe  p/iéá  ra  finená  |(olyern^i<9l'  i 
^\s,  pira  fa  firo^eza  de  U  propiedad  }  el  reposo  r  quicttíd  wli^  ^^tí^k 
I  para  U^s  xkios  literarios  y  cléntífleos ,  ná  producida  por  desgráctv  réaliltád<}s 
aiay  aiiíargós  qae  ta  raaao  protectora  del  gobierno  deli^  dédicrfrié  iesárpar 
CompJetiinente.  .        t 

Algunas  éi>ocás  ofrece  nuestra  historia  en  las  cMtá  sé  han  ensiytítí  áfi- 
ladaiqaate  esfuerzos  ilustrados  7  ^udahle^,  pero  diQ  ^scasa  doracion  7  coas- 
tinciá,  t  por  lo  ibisáia  t;ási  itémpre  t^ansltdtf^  T  itocO  attlt)Ye¿hadDs,  «& 
00  del  todo  udAUI^I. 

HQa  fué  de  agüeUof  eáfueraos  la  idea  de  creat  a^  ^rtiñfú  ÉMfjfí  d^U 
aatíom,  anaclUd4  ih  dlfersás  ocásidnés ,  lin^íiéfad^sd  ea  ót^ajefjD^Qbdsftba 
fue  sé  reuiiieuiñ  ea  tta  saio  Ibcal  f  Md  una  ihlsiná  ói[aao  iém  %é  qm 
existen  en  iftádfTd ,  de  fb  MX  bastaíi  h  dar  afguiía  lá^  ahá  It&r/lséiléVf  Sa 
las  rej(er«dai  proYÍdéñclas  adoptadas  sobré  el  particalat  ppi*.  M^wiitda  pn* 
diipesorfs  de  Y.  H-  en  los  periodos  mais  fl^^ra^ietiieá  mrá  Est^ahaT 

Expuesta  é  fnst'gára  fué  la  súeirie  de  los  páptlél  f  aocumévtos  def  &- 

9  Bii^tras  coM  1^  ^poc^  'Bflvívt^^  y  azarosa  e^qaá  rü^ljrqa  ^09  de^ddae 
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éMVos  dependientes  del  'ministerio  de  Grada  f  Jtntíefo ,  tfentrry 
fuera  de  la  corte,  vengo  en  crear  uua  junta  superior  directiva  de 
los  archivos  del  mismo. 

Art.  2.0  Con  el  |)rop¡o  fin ,  y  del  modo  <iue  mi  mioistro  de 
Gracia  y  Justicia  estime  conveniente ,  se  formarán  juntas  subalter- 
nas en  las  cabezas  de  partido  judicial,  de  provincia  y  de  distrito, 
y  en  cualesquiera  otros  puntos  en  c[ne  lajimta  superior  las  propu* 
siere  como  neoesáriasi  •    •*       >  -  .■ 


tar  sa  corte  en  lagar  determinado »  ni  establecer  un  depósito  general  donde 
se  reunieran  j  custodiasen  los  papeles;  viniendo  á  suceder  de  aqui  que  las 
papeleras  de  los  secretarios  á  quienes  estaba  encomeadada  la  direccioo  de  los 
negocios  eran,  en  aquellos  tiempos  de  agitación  y  de  desorden,  los  únicos  ar- 
chivos del  Estado. 

Algún  coto  se  puso  á  mal  tan  grave  en  los  reinados  de  D.  Joan  II  y 
B.  Enrique  IV.  Convencidos  estos  principes  de  los  trascendentales  perjuicios 
que  inrerlan  &  los  derechos  de  los  particulares  y  á  sus  propios  derechos  la 
negligencia  y  el  abandono  con  que  se  habian  tratado  anteriormente  los  pa- 
peles de  la  corona,  mandaron  depositaren  el  castillo  de  la  Mata  de  Medi- 
na, y. en.  el  Alcázar  de  Segpvia  cuantos  existían  á  la  sazón  y  pudieran  reco* 
'brarse. 

Don  femando  y  doíiaTsabel,  sus  sucesores,  que  diñaron  aellada  su  do- 
minación con  grandes  y  gloriosos  hechos ,  no  podían  olvidar  tampoco  uo  ob- 
jeto tan  útil  y  fecundo.  Ilicieron  reconocer  prolijamente  los  papeles  reunidos 
en  las  fortalezas  expresadas ,  y  expidieron  nuevas  providencias  encaminadas 
á  reunir  y  asegurar  los  documentos  que  retenian  como  de  propiedad  particu- 
lar los  secretarios  de  los  reinados  precedentes  ó  sus  familias  y  todos  los  pro- 
tocolos de  los  escribanos  públicos  y  reales. 

No  dio  menos  atención  á  tan  prÍTílegiado  objeto  el  emperador  y  rey  don 
Carlos  I  de  España,  haciendo  cumplir  las  anteriores  providencias  y  allegan- 
do á  los  ya  depositados  los  pertenecientes  al  reinado  de  sus  gloriosos  abue- 
los ,  de  grande  estimación  é  importancia  en  todos  los  ramos  del  Estado. 
Pograciauameote  perecieron  muchos  de  ellos  dorante  la  guerra  de  las  comu- 
nidades» corriendo  los  años  15S0  á  f522,  sin  que  algunos,  entre  los  masiaT 
Jeresanles^  hayau  podido  después  recuperarfic. 

Gran  parte  de  los  que  se  salvaron  de  esta  calamidad  irreparable  fueron 
depositados  en  la  fortaleza  de  SI  mancas  j^  siendo  este  el  punió  de  partida  y 
primer  origen  de  su  actual  destino. 

Pero  penetrado  el  señor  rey  D.  Felipe  TI  de  la  conveniencia  de  rennirlos 
todos  en  un  cuerpo  y  bajo  una  sola  dirección ,  &  fin  de  proveer  mas  fácil- 
mente á  su  seguridad,  conservación  y  buen  ordenamiento ,  determinó  coas* 
'  truir  al  efecto  un  archivo  general  en  la  mencionada  fortaleza  ,  nombrando 
.  para  desempeñar  este  encargo  á  su  inteligente  y  celoso  secretario  D.  Diego 
de  AyaIa,eo  cuya  familia,  hace  poces  años  extinguida,  bc  conservó  como 
.hereditario. y  vinculado,  no  sin  ventaja  del  servicio,   el   empleo  de  ar- 
^chirero. 
¡      Mandó  asimismo  este  monarca  á  los  consejos,  tribunales,  ministros  y 

Íérsonas  particulares,  en  cuyo  poder  hubiese  documentos  del  Estado,  que 
)8  f<acilitaran  sin  excusa ,  j  d!cló  al  propio  tiempo  el  método  y  reglas  que 
^debían  observarse  para  el  régimen  y  gobierno  del  archivo. 
,  .    Por  desgracia  estas  disposiciones  acertadas  quedaron  desatendidas  y  en 
.  completa  Inobservancia  durante  los  reinados  de  D.  Felipe  III,  D.  Felipe  IT, 
,D^  Carlos  11 ,  y  hasta  en  los  primeros  años  déla  domioaclon  de  D.  Felipe  V 
'  por  las  saijgricnlas  y  prolongadas  guerras  que  en  esta  última  época  afligie- 
ron á  la  monarquía,  desaparpclen»n  á  favor  de  tanta  negligencia  Innúmera- 
^  bles  papeles  y  documentos  de  todos  los  ramos  y  materias. 

Pero  sosegadas  las  turbulencias  de  los  tiempos ,  y  afirmado  el  cetro  espa- 
ñol en  su  real  mano,  proveyó  el  mismo  Sr.  D.  Felipe  V  con  laudaMeftío 
ala  fcguri^ad  v  custodia, de  los  papeles  existentes  en  los  consejos  y  s^re- 


iM  JtMrti«  d»  fartido  estarán  subordinadas  i  las  de  provincia, 
Jas  de  provincia  del  distrito  de  cada  audiencia  á  la  de  la  capital 
donde  esta  radicare,  y  todas  á  la  superior,  bajo  cuyas  inmediatas 
órdenes  quedan  también  para  los  efectos  del  presente  decreto  los 
^empleados  da  los  arcbívos  generales  ó  particulares  á  que  el  mismo 
se  refiere. 

Art.  3.°  Por  ahora,  y  hasta  que  se  verifique  el  arreglo  eeneral 
de  los  archivos,  será  indefinido  el  número  de  individuos  de  las  jun- 
tarías, maodasdo  qae  se  llevasen  todos  los  no  pendientes  á  Simancas,  có- 
mese cjeca  toen  1718. 

Coiiiir.uó  este  precioso  depósito,  regularmente  atendido  y  conservado 
desde  entonces ,  hasta  principios  del  siglo  actual,  en  cuya  época  sufrió,  á 
impulsos  de  la  guerra»  pérdidas  no  escasas,  y  quedó  en  un  coropleto  dea- 
arreeio ,  el  cual  pudo  reir.ediar  con  perseverante  y  celosa  asiduidad,  man- 
tenida  sin  desalíenlo  en  ei  espacio  de  muchos  a&os,  D.  Tomis  González, 
prebendado  de  la  santa  iglesia  de  Plasencia ,  destinado  al  efecto  de  real 
orden. 

Además  de  este  tan  célebre  y  anlígao  de  Simancas  baj  otros  archivos 
públicos,  también  de  muv  señalada  importancia ,  y  algunos  con  la  denonri  • 
nación  die  generales  del  reino,  aun  cuando  ninguno  en  realidad  lo  sea.  Eo 
Sevilla  se  acumularan,  segrega ndolof^  en  gran  parle  del  anterior  y  de  loa 
archivos  de  la  corte ,  los  honoríficos  y  preciosoa  documentos  perleoecienles 
k  la  vaslísima  gotiernacion  de  la^  Améiiías,  que  se  hallan  cuidadosa  y  con< 
Yeoientemenle  custodiados :  reuniéronse  en  Bucelona  los  no  menos  impor- 
tantes ,  respectivos  k  la  corona  de  Aragón ,  haciendo  honor  al  celoso  encar- 
gado de  este  archivo  el  empeño  y  vigilancia  con  que  atiende  á  su  arreglo 
y  conservación  mas  esmerada :  co  Pamp'ooa  existen  los  documentos  relativos 
al  antiguo  reino  de  Navarra;  y  sun  taaibicu  uoiablcs.  entre  los  públicos, 
los  archivos  de  Valencia  y  la  Coruña. 

No  tienen  menos  importancia,  en  especial  refiriéodost  á  épocas  antiguas, 
ios  archivos  eclesiásticos  que  en  España,  como  en  todas  partes ,  han  sido 
guardados  con  mayor  dtligem-ta  y  respetados  por  todos  como  constituidos  en 
•tilos  Inviolables  y  sagrados.  Gran  parle  de  ellos  han  pasado  á  manos  del  po- 
der público,  una  vez  suprimidas  las  comunidades  religiosas  á  que  pertene- 
cieron, aunque  no  sin  bastantes  pérdidas,  hijas  las  unas  de  negligencia  y 
algunas  tal  vez  de  malicia.  Los  demás  se  conservan  en  las  catedrales  y  cole- 
giatas, y  encierran  documentos  escogidos. 

Atendida  la  embarazosa  circunstancia  de  bailarse  diseminados  y  disper- 
sos en  los  enunciados  archivos  públicos,  que  ninguna  relación  ni  enlace  tie- 
nen entre  sí,  y  en  Innumerables  archivos  particulares,  una  Inmensidad  de 
papeles,  escritoras  y  documentos  propios  del  Estado  ó  muy  conducentes  pa- 
ra so  mejor  servicio ,  no  es  obra  fácil  ni  del  momento  la  de  crear  y  estable- 
cer un  archivo  nacional  donde  se  reúnan  ,  parte  originales,  parte  en  copias 
fehacientes  y  exactísimas,  cuantos  dalos  de  interés  general  sea  posible  ate- 
sorar; pero  tal  es  sin  embargo  el  último  lérniino  qce  conviene  tener  siempre 
presente,  y  el  objeto  altamente  beneficioso  á  que  es  preciso  encaminar ,  an- 
tes ó  después,  cuantos  trabajos  y  reformas  se  efectúen  en  todos  los  archivos 
que  dependan  del  gobierno,  bajo  cualquier  titulo  6  concepto ,  haciendo  de 
•esta  su*rle  mas  U  :il  y  practicable  la  definitiva  y  mas  cabal  reforma «  prin- 
cipio que  tendrá  n  jy  presente  el  ministro  que  suscribe  al  proponer  á  V.  M. 
la  coordinación  y  irreí^lo  de  los  que  se  hallan  sometidos  mas  ó  menos  in- 
medialamente  al  nJnislerio  de  su  cargo. 

Ya  en  tiempo  del  Sr.  rey  D.  Carlos  IV,  y  bajo  la  fugaz  é  ilegitima  do- 
minación de  Bonaparle,  se  inlenló  realizar  este  plan  beneficioso  y  fecundo, 
que  no  permitieron  llevar  á  catio  las  circunstancias  do  los  tiempos ,  quedan- 
do reservado  á  V.  M.  dispensar  6  la  nación  tan  señalado  beneficio. 

También  se  extendió  ^n  algunas  épocas  la  previsión  de  los  augustos  pre- 
decesores de  V.  M.  á  crear  «o  esta  corle  y  en  las  capitales  de  provincia  y 
poeblos  de  numeroso  vecindario  un  oficio  con  título  de  archivo,  donde  per- 
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iA9-  é}Xp4hti&t  y  ^ubaKefiras ,  cu  atcneton  á  I09  pfoMkif  tf^UrtUs  que 
6ié  propongo  eticomeQdaríes,  y  a  la  especialidad  def  corioeanientet 
q[ue  dlgonoide  éll¿il^  reauteren, 

El  fiscal  áe\  tributíal  supremo  de  jostícfa ,  el  del  tribunal  espe^ 
ciai  de  las  drdene^,  fbs  de  las  audiencias  y  los  promotores  Asoms 
serán  individuos  natoa  de  las  juntas  respectifas.  Ponde  hará  imls  de 
hn  promotor,  será  iadtvidno  déla  junta  el  que  designe  éi  fiscal  da 
la  audiencia. 


iliaDeciesen  en  bnena  eottodia  los  protocolos  de  los  eserttanü  f«e  fenecía* 
ran » f  cuyos  ofldos  no  hiTlesen  paradero  tjo  v  señalado « dlipóiieleo  acer- 
tada, que  no  alcanzó  en  su  generalidad  él  debido  cnaipHniiento,p#adaciea^ 
do  in  loobserTancia  pemicioáos  resaltados,  á  qoe  es  Indispensable  oeorrir 
nrgenlefoehle. 

Bn  efecto,  seflora,  bi  arcbtros  déla  fé  pública»  que  aseguran  los  det- 
recfaos  de  las  familias ,  y  fVecaentemente  los  de  fisUoo ,  se  encoentran  en 
completo  desorden  7  abandono. 

Procede  este  desorden  en  gran  parte  de  las  vicisitudes  qoe  vienen  aflialen- 
do  al  país  ^aeie  mas  de  medio  siglo,  cojfo  Influjo  Ira  trasoiMiido  i  todas  lee 
fnstUocione^  por  ta  fuerza  natnrat  «Je  los  sucesos*;  pero  nace  con  mas  espe^ 
x;landad  áe  dos  ead^as  que  ei  preciso  corregir  radicalmente  si  los  arcblros 
del  notanado  ban  dé  corresponder  k  so  tmportanfe  objeto.  Consiste  la  pri- 
mera en  no  balfarse  sometidos  los  eipresados  eslsbtedmientos  &  un  stalctoui 
general  y  uniforme  en  cnartto  á  su  formación ,  coosorvacioo ,  seguridad  7  ar^ 
rbglo;  f  se  refiere  lá  segunda  h  la  circunstancia  de  ser  ronsidfradoel  pro»- 
téODlq  de  un  escribano  como  una  propiedad  particular  7  trasmlsíble  á  loSsti- 
cesorés  en  el  oficio,  sin  mas  garantía  qoe  el  celo  ó  la  negligencia  privada 
del  eipresado  funcfonarto.  De  aqoi  proviene  que  este  importante  depésttose 
baila  sujeto  k  todos  los  riesgos  7  descuidos  de  la  familia,  7  confiado  rn  los 
casos  de  def^Hicion  6  incapacidad  del  escribano  k  la  débil  vigilancia  del  aU 
caMe.  distraída  con  otras  ocupaciones,  falta  de  celo  por  lo  común  en  está 
parte,  7  sin  responsabilidad  inmediata  7  ejecutiva  que  la  excite. 

Sin  descender  d  ministro  que  suscribe  al  cstmen  de  otras  causas  ni  4 
la  enuraeraMofi  de'FM  irtfinltos  y  notorios  abusos*  «oe  oonstitnyen  los  pro«> 
toColds  de  Isf  fé-pftbiíca  en  el  estado  poco  satisfartono  qoe  acaba  de  exponer 
1  y.  m.,  nó  puede  dispensarse  de  elevará  su  soberana  consideración  qoe  lot 
motivos  que  Influyen  mas  ó  menos  directamente  en  la  Inseguridad  do  k» 
arcWvos  ael  notariado  mieden  ser  ocasión,  7  tal  vez  lo  bao  sido  por  des- 
grácfii ,  dé  fraudes  7  B Optan taeiones ,  con  gravísimo  perjuicio  de  los  derechos 
mas  respetables  7  sagrados. 

V.a circunstancia ,  facunda  en  abusos ,  de  taabersa  oonsidesidool  pvOHo^ 
le  como  de  propiedad  particular ,  podía  tener  alguna  e^^aetencnando' se 
adquiría  7  trasmitía  por  tílolo  oneroso  como  otra'p^Apiedad  cnáCífuterai;  yc^ 
to  no'  puede  sostenerse  ni  alegarse  cuando  á  ese  sisteoia*,'  qoe  ba 'ttesipird> 
Me  en  parte  7  d^ye  cessr  del  todo,  se  sustitn7e'0ti^('  á 'céaisecuencta  del 
cual  los  notarfos  dejan  de  ser  doefios  de  16s  oficios ,  7Se  convierten  en  me« 
ros  fdncionstios  deprotisien  7  nombramiento  r#al:  afondo  per  aira  parle 
Indudable  que  aun  en  el'  coso  contrario  00  sería  difícil  ccAaibinar  las  pre- 
mociones de  regularidad  7  Seguridad  del  protocolo  con  la  debida  protección 
7  rc!S(^to  al  deserbo  de  propllfdad  de  un  modO  estable  7  oi^forme. 

Si  bán  de  conjurarse  éficatmen le  los  iOcodven lentes  indicados,  los  nota- 
rios 7  escribanos  deben  conservar  solo  bajo  su  castodiu  el  protocolo  Corrien- 
te ;  7  esto  con  mayores  precauciones  7  rest>onsaíbltidad  mas  efectiva  que  bas- 
ta el  día ,  7  debe  ademes  precederse  al  establecimiento  de  archivos  locales 
de  partido  7  de  distrito  jod¡cf.ll .  en  los  coales  se  conserve  el  nrotocolo  ter- 
minado bajo  Ia  garantía  7  protección  inmediata  de  lá  autoridad ,  estable- 
ciéndose un  doMe  registro  en  forma  competente ,  y  encomendando  la  ins- 
pección. dirercKMi  7  conservación  de  los  arebivoodelvn  p6bUt*a,  adopta- 
dula  base  de  un  sisliismt  ^beral  7  unifOme,  1^  una  ontoridad  especial  ins- 


Art  4.^  6iii  ti  «IfetQ  de  tapolsar  los  tmpMlnitei  tr«lmjM  dé 
i|08  ha  de  ocupavse  la  jaala  superior  directiva  é  ipapftitiir  á  soé  de* 
iermÍDacioDea  la  fuerza  j  autoridad  necesartes  para  yepcer  las  dífi- 
eultades  que  puedan  opouerse  á  que  se  lleve  á  calx)  el  proyectado 
«nreglo,  será  f^resideiite  de  ella  hasta  nueva  detefmi Dación  mi  mió 
■ietre  de  Graeia  y  Justicia,  y  vicepresidentes  U>s  dos  vocales  que  yé 
nombrare  á  virtud  de  propuesta  hecha  en  teroa  por  la  junta  de  en% 
tie  sus  propios  individuoi. 

Art.  &.^  La  justa  superior  se  df  dieavíi  siu  levantad  mano  al  re« 
conocimiento  y  arreglo  ae  ios  archivos  sometidos  á  au  dirección ,  ex- 

tiloida  ál  efecto ,  y  encargada  de  prercnir ,  no  solo  los  foconveníentcs  de  la 
mrorroalidad  é  ip^egüridad  de  los  protocolos ,  sino  también  los  de  sustrac- 
ción ,  saplanlaclén  y  cualqüfer  otro  género  de  ftviide. 

Es  (Amblen  de  Isnentar,  con  pocas  eicepcioaes,  el  estado  de  los  arcbt- 
vos  jadicísles  en  qne  se  reúnen  j  cusiodian  asimismo  los  derechos  ^jeeot** 
risdos ,  laolo  de  las  ramiliaa  corno  del  Estado. 

Hacinados  mas  bien  que  colocados  con  algún  método  y  rfgu*arldad  los 
nvmerosos  eipedientes  qu^  ha  ido  allegando  el  trascurso  de  los  siglos  en  los 
archivos  de  los  consejos  y  tribunales  supremos  extinguidos  ó  vftgeaies«  eo  lof 
de  las  cl^ancllleríss  y  audiencias  j  rn  las  escriban Us  de  césMca  y  gobierno, 
no  solo  están  expuestos  k  Dftuchosde  ios.  inconvieni^ntes  ys;  notados  respec* 
lo  d^  los  depósitos- de  U  fé  p6bUc4 1  sino  que  la  ¡orneóse  rmoeaa^oe  encier<i» 
ran  no  puede  ser  oonocidA»  u(iliza<la  ni  aun  medíanamoAto  conservada  coan** 
do  se  hallan  confiados  á  la  custodia  y  diligeoícU  do  sscacos  empleados,  y 
tal  vez  de  uno  solo»  sin  categoría ^  sin  estimulo,  sin  porvenir «  y  con  na 
sueldo  reducido. 

Y  ha  Uegaüo  va,  señora,  en  otras  ¿pocas,  como  esa  de. temer  de  asme* 
Janle  estado  ,  el  desorden  y  abandono  de  éstos  archivos  importantes  al  depkw 
rabie  extremo  deque  ,  y<|  para  dcsemba  rasarse  del  kiaUímiio  de  papeles,  ya 
qpmo  medio  de  ocurrir  k  gastos  y  atenciones  4cl  monente »  se  hs  dispuesto 
la  véala  al  peso  del  papel  é  U  quema  de  eipedienles.  Sin  mas  dato,  sís&a* 
ma  ni  precaucionas  que  el  de  contar  po£  años ,  con^  sí  la  aaUgQedail  no 
aumentase  c^isi  siempre  la  estimación  y  aprecio  de  láa  doroaneiitos ,  ó  lo  me* 
r^  desi^oaciop  y  clegp  arbitrio  de  personas  sin  foersaa  ni  estimtílo  bastan- 
tes piM-a  conocer'racullallva  y  disiintameole  su  utilidad  y  trascendencia. 

KeMa ,  señora  ,  enunciar  como  de  paso  las  pérdidas  que  ban  sofrido  los 
archivos  que  pueden  llamarse  de  Bstado,  acerca  do  cuya  historia  y  Ticisiln<* 
des  quedan  hechas  algunas  indicaciones  de  antemano. 

Las  altas  FuDcioues  qne  estuvieron  liamadosé  el^Q9,asi  en  el  Orden  jo* 
dicial  como  en  el  gubernativo  y  poíitico,  el  consejo  y  la  cámara  de  €asti* 
Ua,  la  de  Aragón,  el  cops^o  de  Indins  y  otros aUos  cuerpos  suprimidos^  y 
su  Intervención  y  autoridad  casi  suprema  en  los  mas  arduos  negocias  del  Es^ 
tado,  atestisuan  la  inmensa  riqueza  que  debe  atesorarse  en  el  r6mulo  de  do- 
fumeotos  relativos  á  los  periodos  hUlóricos  mas  giariosoa  4  importantes  de 
un  pueblo  que  se  hizo  respetar  en  todo  el  mundo  por  sus  grandes  hechos. 

rara  poner  en  cobro  eata  riqueza  se  dispusieron  de  Aiempp  en  tiempo,  se* 
gnu  ya  queda  e]^presadQ  •  numerosas  traslaciones  á  los  archivos  genéraleiv 
pero  sin  el  método  y  la  diligencia  necesarios,  como,  lo  ompcuehsn  la  eii^ 
tencia  de  no  pocos  papelea »  anteriores  de  muchos  siglos  k  dichss  traslacionesv 
§n  lo(|  archívQS  de  esta  corte ,  y  la  círcunsl  mcja  de  íallarso  en  los  generalas 
colecciones  do  mucha  importancia  descabaladas  é  interruippidas  en  sii  serie 
y  progresión. 

No  obstante  Iss  mencionadas  traslaciones,  se  cuentan  por  mochos  milla- 
re^  las  colecciones ,  registros  y  expedientes  que.  eucievronrios  archivos  de  eS* 
ta  corle ,  aun  compreniiieotW  solo  eo  f^sle  cálculo  ios  qoo,dependen  del  minisr 
leri^  de  mi  cargq,  tsk«  como  el  particular  del  mismo,  los  muy  importantes 
¿ala^  antiguas  y  ya €ÍtadaA.cám«ras  de  Castilla  y  Aragón «  el  aOÜgoo  r  mo« 
derno  del  Concejo  y  de  la  prcsideofiia  do  Qkstillft,  «Lde  lm(káKm$,  el  de  la 


498  SI  MBSCBO  KODBMOt 

poniéadomé  el  resultado  de  sus  trabajos  j  proponiendo  la  or|;aid'- 

zacion  y  mejoras  que  creyere  mas  convenientes  para  conseguir  los 
fines  indicados  en  la  exposición  que  precede  á  este  decreto ,  oon% 
forme  ¿  las  instrucciones  que  ai  electo  se  dictaren. 

Art.  6.°  £1  cargo  de  vocal  de  las  juntas  superior  y  particular  de 
archivos  es  gratuito ,  pero  servirá  de  mérito  positivo  a  las  personas 
que  le  desempeñaren  para  obtener  los  ascensos  y  ventajas  que  lea 
corresponda  en  sus  respectivas  carreras,  reservándome  ademas  reoou- 
nerar  en  otra  forma  los  trabajos  y  servicios  especiales  que  prestafen, 
según  la  importancia  de  los  mismos. 

Real  oaden  de  6  de  NovuHfifiB  que  contiene  las  disposi- 
ciones necesarias  para  llevar  a  efecto  el  decreto  anterior. 

«Para  llevar  á  cumplido  efecto  el  real  decreto  de  S  del  actual 
sobre  conservación  y  arreglo  de  los  archivos  del  reino  dependien*» 
tes  del  ministerio  de.  mi  cargo ,  ha  tenido  á  bien  resolver  S.  M.  que 
la  junta  superior  directiva  de  los  mismos  observe  las  r^las  si* 
guíentes : 

contencioso  de  Indias  j  los  demai  pertenecientes  á  oirás  dependencias  dd 
propio  ministerio. 

Pero  estos  arebivoSySefiora  y  se  hallan  diseminados  en  varias  localidades, 
algunas  de  dominio  particular»  por  las  cuales  paga  renta  el  Estado,  y  sin 
organización  ni  dependencia  entre  el  personal  de  los  mismos ;  los  documentos 
de  ajgunos  de  ellos  aparecen  sin  rlasifl^'acion ,  índices  y  registros ;  los  de  otros 
están  materialmente  hacinados  en  parajes  oscuros ,  húmedos  y  hasta  ruino* 
sos.  ofreciendo  á  la  vista  lastimada  la  mayor  confusión  y  deterioro,  y  casi 
todos  en  logares  inconvenientes  para  que  las  personas  entendidas » y  las  que 
hayan  menester  datos  y  testimonios  para  la  defensa  de  sus  respectivos  intere- 
ses f  puedan  reconocer  ni  disfrutar  de  las  riquezas  que  custodian. 

Preciso  es  decir  sin  embargo  que  en  algunos  de  ellos  se  han  hecho  mejo- 
ras y  reformas  debidas  al  celo ,  inteligencia  y  lalMriosidad  de  los  empleados 
en  su  custodia  y  de  las  personas  k  quienes  de  tiempo  en  tiempo  se  ha  enco- 
mendado su  inspección ;  pero  el  arreglo  y  reforma  general  que  necesitan  son 
muy  superiores  á  estos  esfuerzos  aislados ,  siempre  meritorios  y  laadablet. 

£1  ministro  que  suscribe  se  propone,  señora,  emprender  y  llevar  i  cabo 
sin  levantar  mano,  y  con  toda  'a  decisión  y  perseverancia  que  la  gravedad 
del  asunto  requiere ,  y  que  dificultades  de  mil  géneros  han  de  hacer  indispen- 
sable ,  la  organización  y  arreglo  de  los  archivos  que  est&n  k  su  cargo  dentro 
y  fuera  de  la  corte,  asi  los  de  la  fé  pública  como  los  judiciales  y  los  que  pue- 
den llamarse  de  Estado,  sa'.vando  a  los  primeros  de  ta  inseguridad  y  el  firao- 
de  •  poniendo  en  cobro  la  riqueza  de  los  segundos ,  y  en  disposición  de  ser  co^ 
nocida  y  utilizada  la  que  todos  encierran ,  cada  uno  en  su  género ,  por  el  pú- 
blico y  ¡os  sabios. 

Para  conseguirlo,  sefiora,  no  bastan  reformas  aisladas  y  pasageras , que 
en  breve  son  reemplazadas ,  como  una  larga  experiencia  lo  acredita,  por  el 
abandono  y  el  olvido.  Los  archivos  de  Espafia  no  corresponderán  en  general 
á  este  nombre ,  y  serin  siempre  objeto  de  una  acosacioo  coando  menos  de 
Incuria  respecto  de  los  gobiernos,  y  de  imprevisión  é  indiferencia  respecto 
de  la  nación ,  mientras  no  se  los  subordine  k  una  organización  común ,  mien- 
tras no  se  rijan  por  un  sistema  gpneral ,  bajo  la  inspección  y  dirección  de 
una  autoridad  especial  protectora ,  activa  y  permanente ,  que  no  pueda  ser 
distraída  de  su  objeto  por  las  alteraciones  y  vicisitudes  qce  ocurrieren ,  como 
necesariamente  sucede  á  los  gobiernos. 

A  este  fin ,  y  con  el  de  allanar  y  preparar  por  so  parte  el  camino  para  el 
definitivo  resultado  que  debe  apetecerse ,  el  ministro  que  suscrit>e  tendrú  el 
honor  de  proponer  á  T.  M.  laS  medidas  y  determinaciones  sucesivas  que  es- 
time convenientes  i  sujetándolas  todas  á  la  seveía  economía  que  eligen  las 
urg''nclas  del  erario ,  y  desde  luego  somete  á  la  aprobacfon  de  Y.  U.  el  real 
decreto  adjunto  á  esta  reverente  exposición. 


Art.  t.<*  Instalada  (|Ue  sea  la  junta  superior  directiva,  elevará 
á  S.  M.  propuesta  en  terna  para  la  elección  de  dos  vicepresidentes 
de  entre  sus  propios  individuos. 

Art.  3.0  Se  dividirá  la  junta  en  las  secciones  oue  estime  nece- 
sarias á  ñu  de  dar  mayor  facilidad  y  espedicion  á  los  trabajos;  pero 
las  resoluciones  definitivas  que  se  liayan  de  consultar  con  el  go* 
bierno  6  elevar  á  su  aprobación  se  adoptarán  por  la  junta  plena  ,  y 
86  trasmitirán  como  todas  las  demás  comunicaciones  por  medio  del 
vicepresidente  á  quien  corresponda. 

Art  Z^  La  junta  propondrá  y  pedirá  desde  luego  los  efectos  y 
manos  auxiliares  que  creyere  necesarios,  y  siempre  la  cooperación 

3tte  necesitare  de  parte  del  gobierno  para  vencer  cualquier  género 
e  diGcultades  que  se  opongan  al  desempeño  de  so  cometido. 
Art  4.^    Propondrá  asimismo  desde  luego  á   la  'aprobación  de 
S.  M.  la  forma  provisional  y  la  definitiva,  en  su  tiempo  y  easo, 
que  hubiere  de  darse  á  las  juntas  de  partido  y  de  provmcia. 

Art.  6.®  Organizadas  estas,  se  dedicará  la  junta  superior  á 
eonocer  el  estado  en  gue  se  encuentra  el  protocolo  general ,  ó  sean 
los  archivos  del  notariado  y  de  la  fé  pública ,  los  judiciales  de  las 
audiencias ,  cbancillerías ,  consejo  de  Navarra ,  tribunal  especial  de 
las  órdenes ,  supremo  de  justicia ,  los  generales  de  la  cámara,  con* 
sejoy  presidencia  de  Castilla,  el  particular  de  la  secretaría  de  Gra* 
cía  y  Justicia  y  todos  los  demás  civiles  y  eclesiásticos  que  bajo 
cualquiera  denominación  hayan  dependido  ó  depend&n  dentro  o 
fuera  de  la  corte  de  este  ministerio,  dirigiendo  respecto  de  todos 
ellos  al  gobierno  los  informes  correspondientes. 

Art  6.<>  Los  trabajos  á  que  ha  de  consagrarse  la  junta  para 
llenar  cumplidamente  el  fin  que  se  propuso  S.  M.  al  dictar  el  real 
decreto  de  5  del  achual ,  han  de  abarcar  pw  lo  menos  los  siguien* 
tPS  puntos: 

l.<*  Arreglo  y  organización  de  los  archivos  de  la  fé  pública  del 
modo  mas  eficaz ,  á  juicio  de  la  juuta ,  para  ocurrir  á  los  incoo* 
venientes  y  eventualidades  de  la  inseguridad  y  el  fraude  de  loe 
protocolos  sobre  las  bases  do  un  doble  registro  y  de  que  no  ha  de 
continuar  en  poder  del  escribano  el  protocolo  general,  y  sí  solo  el 
corriente,  concillando  esta  determinación  con  el  derecho  del  m\^ 
IDO  í  testimoniar  los  instrumentos  autorizados  por  él  6  correspon- 
dientes á  su  oficio  entre  los  archivados. 

3.<>  Clasificación  general  de  todos  los  papeles  y  documentos  aoe 
encierran  los  mencionados  archivos  judiciales  y  generales  con  do- 
bles índices  cronológico  y  alfabético,  proponieoao  loe  que  deban 
ser  trasladados  a  los  archivos  de  Simancast  Sevilla  ó  Barcelona,  á 
fia  de  couipletar  las  re>pectivas  colecciones  que  en  ellos  existan ,  y 
los  que  ha}an  de  quedar  en  ia  corte  para  la  formación  de  un  ar» 
chivo  general  en  la  misma. 

Z.^  Planta  y  presupuesto  de  este  archivo  general ,  ordenándole 
por  secciones  á  las  cuales  hayan  de  dirigirse  los  papeles  y  docu- 
mentos del  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  y  de  los  tribunales  es- 
tablecidos en  Madrid  y  los  que  por  su  singularidad  ó  importancia 
convenga  reclamar  de  los  de  provincia ,  no  permaneciendo  nunca 
en  unos  ni  en  otros  sino  lo  pendiente  é  indispensable. 

4.<*  Dictamen  6  juicio  razonado  acerca  de  las  colecciones ,  cd* 
dices  6  doeomentos  importantes  que  convenga  dar  á  la  l»z  pú« 
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klíca ,  bien  por  M  miaño  gobierno « 16  bten  for  oarporabiones  ipc^r^ 

tksulares  con  su  HMldrisacToa. 

Ei  juicio  ó  dictamen  espresado  yenara  fK>r  lo  n^noi: 

Sobre  legislaeioD ;  con  el  objeto  de  dar  á  la  prensa  eoliícdoÉiea 

Sneraies  ó  especiales  de  leyes,  fueros,  cartas  poeblas,  reales  eé^ 
lias,  decretos «  órdenes,  providencias  6  resoluetones  no  conocidas 
6  no  recopiladas  todavía: 

Sobre  inrisprudencia ;  á  fin  de  reunir  y  dar  á  conocer  las  Míe- 
ñas  prácticas  de  los  consejos ,  eámara  y  altos  tríbnnales  suprimid 
4os,  ordenando  en  su  caso  colecciones  de  causas  terebres  f  de  re* 
soluaiones  ootablcn  acerca  de  los  graves  y  especiales  o^gooios  que 
tuvieron  i  su  cargo : 

Sobre  doctrina;  formando  asimismo  <K>loccione8  escogidas  de 
te  diotámenf^  fiscales ,  informes  y  consaUas  mas  únt^rtantés  de 
las  altas  corporaciones  espresadas : 

.  Sobre  extrani¿ría;  recopilando  datos  y  noticias  aoence  de  ln 
materia  de  estradicíbnes  y  otros  puntos  de  derecho  internacional  de 
nec^proco  interese 

Sobre  regalías  y  prerogativas  de  la  corona;  derechos  del  real 
^IronatOf  concordfeitos,  negocios  eclesiásticos,  cuestiones  ó  con« 
tfoveraias  ocurrida^  sabré  el  particular  y  prácticas  observadas  por 
tal  suprimida  eámara  en  el  despacho  y  resolución  de  los  graves  y 
delicados  asuntos  sometidos  á  su  examen: 
'•  Sobre  formación  de  un  bulano  seoeral  relativo  á  los  domíoios 
iqiañoles ,  y  de  los  especiales  que  la  junta  creyere  oportuno. 

Y  finalmente  sobre  asuntos  cienttlicos,  históricos  y  literarios, 
acerca  de  los  caato  tantos  y  tan  iniportantes  datos  encierran  los 
archivos ,  y  iobte  oualesi^uiera  otros  cuya  noticia  y  publicación  pue- 
da importar  a  la  prosperidad  ó  á  la  gloria  del  pais ,  á  juicio  de  la 
junta. 

Art.  7.<>  Las  series  ó  colecciones  ya  íbrmadas  de  doenmeatos 
importantes  que  se  hallen  incompletas,  bien  sea  por  el  modo  con 
qaé  as  han  eftetuado  las  remesas  de  papeles  a  los  archivos  gáne- 
nles, bien  por  austraeeipn  ó  ^or  las  calamidades  y  perturbaciones 
da  IOS  tiempos,  se  eomiiletarán,  reclamando  ó  remitiendo  respec- 
lívamenle  las  píezat  descabaladas,  ó  supliéndolas  por  medio  de 
testimonies  iFeteadentea  y  sacados  con  prolija  exactitud. 

Art.  8.0  La  junta  informará  por  último  acerca  de  la  pérdida, 
sustracción  ó  estravio  de  documentos  que  notare  en  todos  loa  ar« 
chivos  V  á  fin  de  que  el  gobierno  adopte  para  su  reclamación  las  me- 
didas'«fieaees  á  qae  fanbiere  lugar  en  la  forma  conveniente.» 

RsAL  oiDBN  DÉ  13  DH  ifOTifiíiBín  mandando  entregar  á  las 
autoridades  portuguesas  los  reos  de  la  misma  nación  que  se  ha* 
Ifen  en  las  cárceles  de  la  Península.  (Dirigida  á  los  regentes  de 
las  audiencias). 

«No  permiti^do  las  leyes  portuguesas  juzgar  á  ios  reos  ausentes, 
ni  dictar  por  consiguiente  los  sentencias  ^ue  para  la  estradicion  re« 
c/proca  exige  el  convenio  de  1823 ;  y  siendo  necesario,  á  la  vea 
d^e  equitativo  y  justo  ,  poner  término  á  las  prisiones  que  sufren 
fh.  las  cárceles  de  la  Península  varios  subditos  de  aquel  reino»  há 
tenido  a  bien  mandar  S.  M. ,  de  acuerdo  con  el  gobierno  de  la  rei- 
na Fidelfsfflia,  que  sean  entregados  los  mismos  k  las  cespectivaí) 
ibtoridades  legítimas  siempre  qoe  así  lo  soliciten  1  renunciando  es» 


pr98am#i{le  «l^dfur^dii^  de  aailo  que  les  coq^ce4p  dieho  ^ata$)a,  y 
aoinetiénaqscí  ja  sus  jiiece^  ¿áturafés,  en  cuyo  casa  uVtóaráM  (hte« 
re^ada  ^1  oportuno  apcúmeaio,  del  cual  íomairá  esf^  tribuBal  la 
nota  correspondiente,  sin  perjuicio  de  rewiUr  él  original  á  «sté 
ministerio. 

Lo  que  de  rea)  orden  drge  á  V.  S.  para  ti«  e^nüos  bportunos, 
f  de  coniformidad  con  K>  disouesto  en  la  de  i  t  de  io(io  último» 
comunicada  á  las  audiencias  ae  Cabetes,  $evi)la  y  Valfadolid.» 

Hbal  ps:cB£TO  0É  19  DE  HoviSMBafi,  ^béedietirdo  indolio 
á  los  reos  ^é  en  él  S0  espresan  con  motivo  dé  (os  días  deS.'  M> 
fQuerieádo  señalar  este  diin  t;on  un  acto  dé  «lementiía  á  feVdr 
de  Tos  reos  que  no  dstán  incapacitados  por  tai  leyes  de  obtenerla; 
en  uso  de  la  prerogütiyá  que  uie  compete  por  lü  ConütlPcrcióli  de) 
Estado ,  y  conformándome  con  el  dictamen  de  bi  eonaf^  de  mi^* 
Bistros ,  vepgo  en  decretar  lo  siguiedte : 

Art  1.^  (Concedo  indulto  á  todos  los  feos  comprendidos  en 
caúü|s  feneciclas  co^a  pena  no  ésceda  de  dos  años  4^  ,conBnaniienj« 
lo,  prisión,  reclusloki  d  presidio,  cualquiera  titie  sea  la  jurísdic*- 
cion  por  1^  cual  hay^n  sido  coodeDadus. 

P^ra  disfri^tar  djB  esta  gracia  los  rebeldes  y  ausentes  habrán  dé 
presentarse  á  Jos  tribunales  cuya  sentencia  cairsé  lá  ejecutoria  ek 
el  término  dé  tr^s  meses,  si  se  hallaren  en  la  Pi^nhisota  é  istaii 
adyacentes ;  en  el  de  áeis  si  Residieren  en  las  Antillas  6  en  paiá 
eztJrai\}ero,  y  en  el  de  un  año  si  se  hallaren  en  Filipinas. 

Árt.  3.<»  Respecto  de  los  que  hubieren  sfdo  condenadas  pol^ 
causfis  puramente  políticas,  el  tíen^po  prefijado  en  el  artículo  an* 
terlcur  será  de  cuatro  anos,  y  esto^  misn^ps  se  les  rebajarán  ái  la 
condena  éscediesÍB  dé  aquel  número. 

Art.  8.<>  £1  presente  indulto  es  aplicable  ademas  en  lo^  easoií 
que  menciona  á  los  reos  cuyas  causas  penden  actualmente  en  jos 
tribunales,  luego  que  dqneRas  sean  fenecidas. 

Arl.  4.^'    Ito  se  coinprenden  en  esté  indorltb: 

í.^  Los  reinciden  tes ,  y  los  que  sin  serlo  hubieren  sido  otra 
▼ez  induliados  d  amnistiados.^ 

!2.o  Los  reos  principales  '6  cómplices  en  los  4elitt»  signieotes: 
parricidio ,  homicidio  alevoso  ó  proditorio,  incea^lo  ,  sacrÁegio; 
nJaifémia,  sodomía,  «phecho,  bai'^tería^  falsifltficion  de  moi^a^ 
de  documeflijtos  públicos  y  de  los  de  giro,  aunque  ^ean  privados; 
falsedad  cometida  por  escribano,  resistencia  á  Ta  justida  y  á  1^ 
fuerza  armada,  amaj^t^ebáiníento ,  ^Icahdeteí'íá,  rap«o ,  fuerza,  ro^^ 
bo.  estafa,  nurto  calificado,  malversación  |iiécba  póir  empleadoi 
púJ^licps , y. abusqs  graves  en  el  desempeño  de  tu  eargo,  insulto  ásn^ 
periores  é  insuborainacion  en  los  militares. 

Art.  i.**  En  ios  casos  en  que  mediare  parte  agrariada  á  ofendida 
no  se  aplicará  el  indútto  sin  que  preceda  el  perdón  ó  remisión  de 
la  misma. 

Art.  e.^"  Ed  los  juicios  y  denuncias  pendisntés  de  oficio  por  de* 
IHos  de  ímpjrenla,  me  rcsetvo  proveer,  según  las  cítieunstanolas de 
e^da  caso,  si  los  editores  ó  interesados  lo  solicitarían. 

Art.^7.<>    La  aplicación  de  este  indulto  se  verificará  por  los  tri 
bunales  ouy^  sentencia  haya  f^u$ado  6  cáuj^  la  ^outbria. 

Árt.  3'^  Cana  ministerio  comuñlccrá  las  6rdene§  oportunas  para 
<^e  «I  presenté  íeeréio  ién^a  cutnpíida  ^ecutlon.* 
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Real  obden  de  25  de  noviembqb,  declarando  lo  qae  debe 
entenderse  por  terrenos  cerrados  y  acotados  para  )a  aplicación 
de  las  leyes  de  caza  y  pesca.  (Dirigida  al  jefe  político  de  las  is- 
las Baleares). 

«Vista  la  fsposicion  de  V.  S.  de  16  de  setiembre  del  curriente 
año )  en  que  solicita  se  declaren  los  términos  del  decreto  de  las 
cortes  de  13  de  setiembre  de  1837  sobre  caza  y  pesca ,  en  el  cual  se 
previene  que  el  disfrute  de  ellas  en  los  montes  y  terrenos,  de  q<je 
trata  el  artículo  3.**  del  decreto  de  14  de  enero  de  1812  sobre  abo- 
lición  de  ordenanzas  de  montes  y  plantíos, ({ en  otros  que  estuvie- 
sen cerrados  ó  acolados  ^  corresponde  privativamente  á  los  dúeño<%, 
y  que  nadie  podrá  cazar  ni  pescar  en  ellos  sin  sú  previo  permiso, 
ó  de  quien  sus  veces  hiciere;  conwiltnndo  Y.  S.  5i  las  cualídadfs 
Je  cerradoi  6  acotados  han  de  ¡nterprelarse  por  el  art.  80  de  la 
ley  sobre  caza  y  pesca,  dada  en  3  de  mayo  de  1834,  &  por  el 
primero  de  la  ley  de  8  de  junio  de  1813,  restablecido  por  real 
oecreto  de  S.  M.  de  6  de  setiembre  de  1836,  pues  de  so  diversa 
inteligencia  resulta  que  los  cazadores  se  crean  con  derecho  á  en- 
trar en  los  terrenos  de  propiedad  particular  que  no  están  cerrados 
de  pared  continua,  al  paso  que  los  propietarios  deGenden  la  en- 
traoa  de  los  que  se  hallan  amojonados,  sosteniendo  que  e<ta  es  la 
significación  de  la  paiabra  acotados;  que  de  ello  se  originan  fre- 
cuentes disensiones,  y  recientemente  una,  en  que  un  cazador  ha 
dado  muerte  á  un  criado  de  labranza  que  se  oponia  á  su  invasión 
en  las  tierras  de  su  amo: 

Considerando,  1.^  Que  el  restablecimiento  en  6  de  setiembre 
de  1836  de  la  ley  de  8  de  junio  de  18i3  es  posterior  á  la  pro- 
mulgación de  la  ue  3  de  ma>o  de  |834. 

2.°  Que  el  decreto  de  las  cortes  de  13  de  setiembre  de  1837 
habla  de  terrenos  cerrados  6  acotados,  que  son  los  que  usa  y  de- 
fine la  citada  ley  restablecida  en  6  de  setiembre  de  1836 ,  al  paso 
que  el  artículo  36  de  la  de  3  de  mayo  de  1834  emplea  y  decía* 
ra  la  palabra  cercados^  diferente  de  aquellas  en  su  uso  y  significa* 
cíon,  á  que  se  añade  aue  la  ley  de  14  de  enero  de  1812,  resta; 
blecida  por  decreto  de  fas  cortes  de  23  de  noviembre  de  1836,  i 
la  cual  hace  referencia  el  decreto  de  13  de  setiembre  de  1837,  de 
cuyo  sentido  se  duda,  estendiendo  este  la  misma  calificación  que 
aquella  hace  de  los  terrenos  destinados  á  montes  y  plantíos  á  cua- 
lesquiera terrenos;  cuya  dicha  ley  establece  que  aquellos  se  de- 
claran cerrados  y  acolados^  pudiendo  su  dueño  cercarlos;  donde 
por  una  parte  se  ve  la  diferencia  que  hay  entre  ambas  palabras, 
y  que  la  ley  reconoce  por  cerrados  y  acotados  terrenos  que  no  es- 
tán materialmente  cerrados: 

Z,^  Que  las  palabras  cerrados  y  acotados  son  diversas ,  y  que 
la  ley  las  reconoce  tales  cuando  por  medio  de  la  conjuncíou  dis- 
yuntiva las  une  dentro  de  una  misma  calificación,  á  saber:  la 
de  asegurar  al  dueño  su  esclusívo  uso: 

4.<*  Que  Motar  tanto  quiere  decir  como  poner  cotos  ó  mojo^ 
nes^  esto  es,  cualquiera  señal  material  y  visible  que  indique  el 
hecho  de  la  propiedad  y  la  voluntad  del  dueño  de  disfrutarla  es* 
elusivamente;  S.  M.  la  reina  (Q.  D.  G.},  oido  el  consejo  real  de 
agricultura,  industria  y  comercio,  me  ordena  que  manifieste  á  V.  S. 
que  no  bay  logar  en  el  presente  caso  ni  á  duda,  ni  por  consjb 
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goiente  h  declaración  alguna:  que  la  ley  prohibe  la  ¡ayasíon  ea 
todo  terreno  de  propiedad  particular  que  esié  cerrado  ó  acotado^ 
sin' exigir  que  esté  cercado  de  pared  continua. 

Por  tanto,  que  así  lo  haga  Y.  S.  guardar  y  cumplir  sin  escu- 
sa dI  pretexto  alguno  conüra  los  cazadores ,  pescadores  y  contra  cual- 
quiera otra  persona  que  intente  semejantes  invasiones  contrarias  al 
testo  de  las  leyes  y  al  respeto  del  sagrado  derecho  de  propiedad^ 
que  las  ha  inspirado;  y  en  el  caso  sensible  que  V.  S.  denuncia, 
el  gobierno  de  S.  M.  cuenta  con  que  el  presunto  reo  de  esa  in- 
trusión, que  lo  es  asimismo  de  homicidio,  se  halhirá  sujeto  á  la 
caiifif;acion  y  fallo  de  los  tribunales  para  recibir,  sí  resultase  cul- 
pable ,  el  condigno  castigo  de  ambos  delitos. 

De  real  orden  lo  comunico  a  Y.  S.  para  su  cumplimiento,  pu«' 
blfcándose  en  la  Gacela  para  su  general  observancia.  Dios  guarde 
á  Y.  S.  muchos  años.* 

ÁDHINISTRAGIOR  D8  LA  HACIEIDA  POBUCA. 

R£AL  ORDEN  DE  9  DE  NOTiBMBRB,  aprobando  el  convenio 
celebrado  entre  el  gobierno  y  ei  Banco  de  S.  Fernando,  para  que 
este  sirva  de  cajero  á  aquel. 

«Enterada  S.  M.  la  reina  del  convenio  celebrado  entre  este  minis- 
terio y  el  Banco  español  de  S.  Fernando,  con  objeto  de  que  este 
sea  el  cajero  general  del  gobierno  durante  los  meses  de  noviembre 
y  diciembre  de  este  año,  y  enero,  febrero  y  marzo  del  inmedia- 
to, se  ha  dignado  aprobarlo  en  los  términos  que  aparecen  de  las 
condiciones  siguientes : 

1.*  El  Banco  español  de  S.  Fernando  será  el  cajero  general  del 
gobierno  durante  los  cinco  metes  de  noviembre  y  diciembre  del  pre* 
senté  año,  y  enero,  febrero  y  marzo  del  inmediato;  debiendo  por 
consecuencia  ingresar  en  las  cajas  del  mismo  establecimiento  los 
productos  íntegros  de  todas  las  rentas,  arbitrios  y  contribuciones 
del  Estado,  inclusas  las  que  no  se  recaudan  por  el  ministerio  de 
Hacienda ,  y  con  las  únicas  excepciones  de  los  procedentes  de  GrQ« 
zada,  bines  nacionales  y  sobrantes  de  las  cajas  de  Ultramar.  Estos 
últimos  continuarán  aplicándose  al  Banco  hasta  el  completo  pago 
de  las  libranzas  giradas  á  su  favor  sobre  aquellas  cajas. 

Los  productos  íntegros  de  las  rentas  y  contribuciones  qoe  en 
los  cinco  meses  expresados  ha  de  percibir  ei  Banco ,  se  .presupone, 
con  arreglo  i  los  datos  facilitados  por  las  respectivas  dependeneias 
generales ,  que  ascenderán  en  cada  mes  á  las  cantidades  siguientes: 

100.000,000  en  noviembre. 

100.000,000  en  diciembre. 
«^    -.^  )  80.000,000  en  enero. 

^*  ^" ^  80  000,000  en  febrero. 

90.000,000  en  marzo. 


Total 450.000,000 

9.»   El  Banco  se  obliga  á  entregar  al  gobierno  ea  los  eiiieo  m«< 
Tono  n,  66 
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ses  referidos ,  con  destino  al  pago  de  las  obligaciones  del  EMdo, 

las  eantidádes  siguiiéntés : 

■.  '-      ^  • 

80.000,000  en  noviembre. 

90.000,000  «n  diciembre. 
u  /  65.000,000  en  enero. 

'^'  ^^ ^   65.000,000  en  febrero. 

65.000,000  en  marzo. 


Total 865.000,000 

También  se  obliga  á  satisfacer  ios  intereses  de  la  deuda  del  S 
por  100  que  vencen  en  81  de  diciembre  del  presente  año  á  medi- 
da que  los  reclame  la  dirección  de  la  deuda  pública  ,  y  en  los  mis- 
mos términos  que  se  estipuló  con  dicbo  establecimiento  para  les 
semestres  anteriores  por  el  art.  1.»  del  contrato  de  2  de  enero 
de  1845. 

S.«  £1  sobrante  que  resulte  en  fin  de  marzo  entre  las  cantida- 
des que  deben  ingresar  en  las  cajas  del  Banco  por  productos  de 
las  rentas  y  contribuciones,  con  arreglo  á  la  condición  primera, 
y  las  que  debe  facilitar  el  Banco  al  gobierno  según  la  anterior,  se 
aplicará  al  pago  de  sus  descubiertos  por  los  servicios  anteriores.  Y' 
SI  por  la  inversa  hubiese  déficit,  el  gobierno  se  obliga  á  cubrirle  con 
los  primeros  productos  de  las  rentas  y  contribuciones  del  siguien- 
te mes  de  abril  de  1848,  ó  con  otro  recurso  efectivo  de  que  pue- 
da díáponer,  á  cuyo  fin  continuará  el  Banco  siendo  cajero  del  go- 
bierno durante  el  mes  de  abril  de  1848  y  siguientes,  en  los  térmi- 
nos establecidos  en  el  art.  1 .« ,  hasta  reembolsarse  de  la  suma  á  que 
ascienda  el  descubierto. 

'4.*  "^1  Banco  entregará  á  la  dirección  general  del  Tesoro  públi- 
co dentro  de  cada  mes  las  dos  terceras  partes  de  las  sumas  estipu- 
ladas en  la  forma  siguiente:  la  primera  en  los  15  dias  primeros  del 
mes  y  la  segunda  en  los  otros  15  últimos  dias  del  mes.  La  tercera 
parte  restante  la  entregará  en  los  diez  primeros  dias  del  siguiente,' 
yérificándose  por  este  drden  en  las  cantidades ,  dias  y  puntos  que' 
lá' misma  dirección  designe  por  medio  de  nota  que  pasará  al  Banco, 
siempre  con  cuatro  dias  de  anticipación ,  excepto  en  casos  de  suma 
urgencia. 

5.'  Con  arreglo  á  la  designación  y  nota  de  que  trata  el  artículo 
anterior,  la  dirección  del  Tesoro  expedirá  las  correspondientes  libran- 
zas á  cargo  del  Banco,  con  expresión  de  su  importe  en  plata  y  cal- 
derilla, día »  época  y  punto  de  su  pago,  y  persona  á  cuyo  favor  se 
expida. 

£1  gobierno  procurará  aplicar  en  los  giros  que  baga  el  Tesoro 
la  mayor  cantidad,  posible  de  la  calderilla  que  se  recauoe  en  las  pro- 
Tíncias. 

Los  intendentes  y  subdelegados  de  partido  que  libren  á  cargo 
de  los  comisionados  del  Banco  para  los  objetos  que  se  expresarán,  lo 
harán  con  expresión  de  la  parte  de  calderilla  que  cprreeponda  se- 
gún la  tarifa  gue  se  hallaba  vigente  á  la  rescisión  cñ  2  de  julio  úl- 
timo  del  anterior  contrato. 


^,^:  La^ic^ioQ  general  delTespro  pííbli^  do^  go^S^^líllfpaf :  can- 
tidad alguna  sobre  tas  admioistracipnes ,  direccioiies- e^p^iplc^  is^i 
cor^iAfaaioQfs  n  cargo  de  las  personas  que  ipaqejeq  caudales  púl)li- 
eos  [jqr  las  rentas,  arbitrio^  y  comribucíojies  coflápr)BDdí49s.  eq.  el 
presente  contrato,  bien  sean  antiguas  ó  modernas,  corir^enjles  ó  atra" 
sadiast,  ordinarias  ó  extraordinarias. 

7.^  Coniínuárá  durante  los  cinco  meses,  de  este  coQtratci  lapro* 
bibicion  de  hacer  pago  alguno  en  las  dependencias  de  1^  hpciendá 
por  libranzias ,  pagarés ,  billetes  ú  otro  efecto  ó  giro  algqno.  atrasada 
y  eij^i^dido  sobre  rentas  y  contribuciones,  de  c.ualquier, clase  y  na*^ 
turafeza  quesean,  como  también  su  admisión  en  pago  de  ías.expre- 
sadfMS  reatas  y  contribuciones. 

8.^  Los  directores  generales,  intendentes,  adm¡nistf¡adof:es,  re^ 
eai;dadf^es  y  demás  personas  que  manejan  y  recau^^^o  qáu4#les,  de 
la  b^cíi^dá  {pública,  de  cualquier  condicioq  que  estos  i^ai),,  o^  po* 
drafi  bácér  p!ago  alguno  con  ios  fondos  aplicados  al  Qfinco  ^  q}: 
pipés.e;nt^  coqyejDÍQ.  £1  importe  del  que  ejecittaren ,  pjq.muei^a,  á  pa-r 
ea  cantidad,  se  rebajará  de  la  suma  que  deba  entregfir. é^  BaoQo  m. 
el  mes.eA  que  lo  TeríGquen. 

%«  No  obstante  lo  dispuesto  en  la  condición,  anterior »  la.  direc- 
ción general  del  Tesoro  y  el  intendente  de  Madrid  podría  librar,  4, 
cargo  del  Banco  en  esta  corte,  y  los  intendeotes.de,  las,  provincíag 
al  (fe. sus  comisionados  en  ellas,  avisándoselo  con  dos  dias  d0  aiili«; 
cipaciQü  al  menos,  las  cantidades  que  mesualmeate  se  deterji^iuea 
en  nota  formada  por  la  dirección  general  de  contabilidad  y  aprobar 
da  por,  el  ministro  de  Haciehda,  que  comunicará  al  Bpi^sf  la  dirisc- 
cioií  general  del  Tesoro  con  destino  á  gastos  repcoductjyos  d^  cad^- 
dependencia,  cargas  de  justicia  y  devoluciones,  y  a  las.  n^esada^^de: 
las,  clases,  activas  y  pasivas  cuando  se  determine  su  pago. 

Tainblea  podran  librar  en  la  misma  forma  las  cantea  des  que  sft 
recauden  de  la  pertenencia  de  los  partícipes,  las  cuales  ing're&aráa< 
igualmente  en  el  Banco'y  en  sus  comisionados  con  aplicación  a. los 
mismos,  pariícipes. 

Las  cantidades  pertenecientes  á  estos  no^  se  comprenden.  cjuJaa^ 
que  debc|  entregar  el  Banco  al  gobierno ,  según  lá  condición  2.^.,  pg^^ 
no  estarlo  tampoco  en  el  presupuesto  general  de  íngresps  d^l  ÉstadQ» 
Los  subdelegados  de  partido  podran  también  librí^  ¿  cargq  dt 
los  respectivos  comisionados  el  importé  de  los  g^stois.  neproductivog^ 
y  de  las  cantidades  correspondientes  á  participen  qi^e  bayan  de-sa*! 
tisfacerse  en  el  mismo  partido ,  siempre  con  sujeción  al  senaJamien* 
to  que  paca  ambos  objetos  se  haga  á  la  provincia  o  al  ^partido  en  la  _ 
nota  de.  lá.  dirección  general  antes  citada ,  y  previa  órdfñ  del  tn* 
tendente  cuando  no  se  haya  hecho  señalamiento  especial  al  partido^ 
y  la  cantidad  que  se  libre  esté  dentro  de  la  fijada  á  I9.  provincia,  ea, 
cuyo  caso  el  intendente  deberá  dar  aviso  al  cQmisiooado  respeotb». 
al  tiempo  de  comunicar  dicíia  órd^n. 

10.  t,\  gobierno  se  compromete  á  hacer  efectivos,  los  ingre^oa.dei 
las  rentas  y  contribuciones  (lue  ha  de  percibir  el  Banco ,  y  á  emplear 
8u  eficaz  autoridad  por  medio  de  las  direcciones  generales  é  iñten* 
dentéis ,  para  que  no  se  demoren  mas  allá  de  lOs  períodos  que  están 
señalados  las  entregas  al  Banco  y  á  sos  comisionados  de  los  fondoft 
que  se:  recaiiden  procedentes  de  aquellas. 

It.    Segoirán  rigiendo  las  reglas  estebleoidas  á. eonseeoepeia  del* 
cmrmmetfa  el  Banco  de  80  de  diqeoitee  di  i  846  para  la  entrada 
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y  salida  de  caudales  por  cuenta  del  Tesoro  en  las  cajas  del  Banco 
y  de  sus  comisiouados  eu  las  provincias. 

12.  Con  objeto  de  simplificar  las  operaciones  de  cuenta  y  razón 
se  abonará  al  Banco,  sobre  las  cantidades  que  entregue  6  aplique 
en  cada  mes  por  cuenta  de  este  conveuio  en  Madrid  y  en  las  pron 
vincias,  uno  y  medio  por  ^100  por  razón  de  cambio,  traslación  de 
fondos  de  unas  provincias  á  otras ,  comisiones  de  cobranzas  y  pagos 
en  eila«,  quebrantos  de  calderilla  de  que  no  dtspooga  el  Tesoro, 
intereses  de  los  suplementos  en  el  mes  del  servicio  hechos  por  el 
Banco,  comisión  de  este,  correo  y  demás  gastos  que  se  originen 
en  tan  vasta  operación ,  excepto  eu  los  pagos  que  verifique  por  de- 
volución de  depósitos,  sobre  los  cuales  se  abonorá  solo  tres  cuarti- 
llos por  ciento. 

13.  £1  saldo  qne  resulte^ en  favor  del  Tesoro  público,  éntrelas 
entregas  hechas  al  Banco  y'los  giros  de  la  dirección  del  Tesoro  é 
intendentes  que  el  mismo  Banco  haya  aceptado  hasta  el  último  día 
inclusive  de  cada  mes ,  cuyo  plazo  no  exceda  de  los  ocho  primeros 
dias  del  inmediato,  gozará  desde  el  primer  dia  del  mes  siguiente 
en  adelante  del  interés  de  6  por  100  anual  hasta  su  reintegro. 

£1  gobierno  abonará  al  Banco  el  premio  de  tres  cuartillos  por  100 
sobre  el  importe  de  los  pagarés  y  letras  que  se  admitan  del  comer- 
cio en  pago  de  derechos  de  aduanas  y  lian  de  entregarse  desde 
luego,  ú  otro  valor  que  se  le  entres;ue  igualmente  por  la  hacienda, 
por  razón  d(>  intereses  de  demora  hasta  el  día  del  vencimiento  de 
estos  efectos. 

14.  £1  Banco  presentará  mensual  mente  á  estilo  de  comercio  las 
cuentas  de  esta  negociación  en  el  término  de  los  dos  meses  siguien  • 
tes  al  de  cada  uno  de  los  servicios,  acompanadas.de  los  documen* 
tos  de  justificación,  con  absoluta  independencia  drl  crédito  de  ca- 
da mes,  y  no  se  admitirá  cargo  por  interpretación  ni  inducción, 
sino  que  se  deberá  estar  únicamente  al  sentido  literal  de  lo  esti- 
pulado. 

15*  £1  gobierno  expedirá  las  órdenes  mas  enérgicas  y  eficaces 
para  que  se  cumplan  en  todas  sus  partes  las  condiciones  del  pre- 
sente convenio ,  y  especialmente  para  que  se  entreguen  al  Banco  y 
sus  comisionados  en  las  capitales  de  provincia  ,  en  Ins  depositarías  de 
partido  hoy  establecidas,  y  en  las  demás  que  el  Banco  solicitare, 
todos  los  productos  que  se  recauden  conforme  á  las  condiciones  que 
anteceden,  haciendo  responsables  á  los  que  dilaten  las  eutregas  ó 
descuiden  la  recaudación  de  las  rentas  y  contribuciones. 

£K)  real  orden  lo  comunico  á  Y.  S.  para  su  inteligencia  y  cum- 
pHmiento  en  la  parte  que  le  corresponde,  cuidando  de  proponer  á 
este  ministerio  las  medidas  necesarias  al  efecto  que  no  estén  den- 
tro de  sus  facultades;  en  la  inteligencia  de  que  deben  entregarse 
desde  luego  al  Banco  las  sumas  que  por  todos  conceptos  resulte  del 

Srimer  arqueo  de  este  mes  haber  Ingresado  eu  las  cajas  del  Estado 
wde  \,*>áe\  mismo.» 

Rb4l  obdeii  j>b  6  DB  ifOViBiiBBB,  mandando  reunir  las  ho- 
jas de  servicios  de  todos  los  empleados  de  hacienda ,  á  fin  de 
formar  el  escalafón  general  de  todos  ellos. 

«Deseando  S.  M.  sentar  las  bases  de  una  buena  organización  del 
personal  necesario  para  los  destinos  de  los  diferentes  ramos  de  ha« 
cienda  pública,  y  considerando  que  una  de  las  mas  acertadas  sería 


CBÓNICA  LEGISLATIVA*  4S7 

establecer  od  escalafón  general  en  que,  según  sns  clases  y  porsa 
respectiva  antigüedad  se  comprendiesen  los  empleados  de  ella,  ba 
tenido  á  4>ien  mandar  que  al  efecto  se  formen  y  reúnan  las  hojas 
de  servicio  de  todos  los  existentes «  expresivas  de  sus  años  de  car- 
«rera,  empleos  obtenidos,  merecimientos  y  demás  circunstancias  re* 
lativas  á  los  uiismos ,  disponiendo  en  su  consecuencia  lo  siguiente: 

1.<>  Los  directores  y  jf  fes  de  las  dependencias  generales  de  ha- 
cienda en  la  corte,  así  como  los  intendentes  de  rentas  en  las  pro- 
Yineias,  harán  formar  respectivamente  en  el  término  preciso  de  un 
mes,  contado  desde  el  recibo  He  esta  real  orden,  sus  hojas  de  ser- 
vicio y  las  de  todos  tos  empleados  que  sirven  en  las  oficinas  cen- 
trales y  provinciales  de  su  jurisdicción,  arregladas  al  adjunto 
modelo. 

2.^  Para  facilitar  esta  operación  dichos  empleados  cuidarán  de 
presentarles  en  el  plazo  oue  les  señalen  las  hojas  de  que  se  trata, 
iformadas  ya  al  tenor  del  indicado  modelo,  acompañando  á  ellas 
los  documentos  justífíeativos  de  los  servicios  v  niéritos  en  las  mis* 
mas  relacionados,  y  una  copia  exacta  de  dlcnos  documentos. 

3.^  A  medida  que  se  vayan  presentando  bs  mencionadas  hojas^ 
el  director,  jefe  ó  intendente  respectivo  las  examinará  y  compro* 
hará  detenidamente ,  y  encontrándolas  arregladas  y  conformes  con 
los  referidos  documentos,  estampara  en  ellas  la  nota  de  esta  confor- 
midad y  las  de  calificación  del  empleado,  oyendo  sobre  e!  particu- 
lar la  opinión  de  sus  inmediatos  superiores,  y  tomando  las  demás 
noticias  que  estime  oportunas. 

4.<>  Las  hojas  de  servicio  que  no  cslen  en  regla  ó  no  guarden 
conformidad  con  los  comprobantes,  se  devolverán  á  los  interesados 
para  su  rectificación  en  el  mns  breve  término  posible ,  no  precedién- 
dose á  autorizarlas  hastn  después  de  hechas  las  que  correspondan. 

5.<^  A  fin  de  que  la  presentación  de  las  hojas  se  haga  con  la  de- 
bida fcrinalidad ,  se  vcrífícaríí  en  doble  carpeta  expresiva  de  los  do- 
cumentos unidos,  devolviéndose  una  rubricada  al  interesado  para  su 
resguardo. 

6.»  Bajo  las  mismas  reglas  se  procederá  á  la  formación  de  Ins  ho« 
ja^  de  servicio  de  los  empleados  cesantes  residentes  en  las  provincias 
basta  la  clase  de  oficial  primero  de  hacienda  6  Jefe  de  administra- 
ción de  primera  clase  inclusive,  estén  6  no  clasiucados,  y  tengan  6 
no  derecho  á  cesantía.  Los  jefes  de  las  dependencias  centrales  en- 
tenderán en  la  de  las  hojas  de  los  cesantes  agregados  á  ellas  con 
7a  debida  autorización ,  y  los  intendentes  en  la  de  las  hojas  de  los 
demás  residentes  en  el  territorio  de  su  mando. 

7,^  Formadas  que  sean  las  hojas  deservicio,  los  directores ,  jefes 
ó  intendentes  las  remitirán  sin  dilación  a  este  ministerio  con  rela- 
ciones expresivas  de  \o%  empleados  á  que  se  refieren,  comprendiendo 
en  una  sola  y  por  separado,  I."  los  de  planta  de  cada  oficina  por  su 
¿rden  respectivo:  2.®  los  cesantes  agregados  á  cada  cual  de  ellas;  y 
3.°  los  cesantes  no  a£;rcga(los  por  fus  corri'spnndlentes  clases. 

8.^  Cada  una  de  los  hojas  de  stTvicio  deberá  mandarse  acompa- 
ñada de  copias  competentemente  autori7adasde  los  documentos  jus- 
tífíiMiivos,  cuyos  originales  serán  devueltos  oportunamente  á  los  in- 
teresados, recogiéndoles  la  carpeta  conservada  en  su  poder. 

9."*  Los  directores,  intendentes  y  demás  jefes  superiores  de  ha- 
cienda cesantes,  sea  cualquiera  su  situación  pasiva,  enviarán  directa- 
mente á  este  ministerio ,  en  igual  plazo  de  un  mes,  sus  hojas  desee- 
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'Vldfb  )iitej|{[ldfí^  jñ  modelo  indicado  con  las  copias  tést'ilbdntiAsis  éo 

fO.  Go^fcnrtne  sq  vayan  reuniendo  las  hojas  de  servlclb,  secom- 
l»rob{irén  6ofi  los  expedfie)i¥és  que  puedan  radicar  en  la  junta  de  cá- 
'fíicadon  de  empleados  civiles,  y  en  caso  necesario  con  las  notíeitt 
'y  anteeedisntes  que  oonyenga  reclamar  de  las  oficinas  y  'dependen- 
cias ikl  Rstado,  ó  por  los  demás  medios  que  parezcan  convenientes. 

f  1.  IM  éitipffeados  de  hacienda ,  de  cualquiera  clase  ó  categoría, 
^úe  no  pílresettteih  sus  hojas  de  servicio  de  conformidad  coü  las  dik- 
^posiciones  míe  preceden,  se  considerarán  como  habiendo  renuncia- 
üb  h  hsn  derechos  que  pudieran  correspooderles  á  su  ulterior  coloca* 
%toñ  ^h  Ih  caitá^s  <eíi^  viMud  de  las  bases  que  lleguen  á  estable* 
cerse. 

)>ídhM  dispoficíones  no  se  entienden  con  la  clase  de  ¿ubalteiiios- 
•át  hacienda. 

í'^,  ÍÁ%  díireetores  y  jefes  de  las  oficinas  generales ,  nií  como  lok 
intlindéntei  y  deínas  á  quienes  incumbe  entender  en  la  formfacTon  de 
las  hojas  de  senicfo,  adoptarán  con  tiempo  todas  las  nfiedidas  ogor- 
fuftas  para  qué  este  Irabigo  quede  terminado  sin  falta  en  'el  término 
líeñaládb.» 

Rkjll  óaVBÑ  ms  29  bb  ivovibvbbv,  derogando  Tb  de  10  de 
niayo  tttUm'o,  y  restableciendo  el  art.  184  de  instrucción  de 
ádúanda. 

«áe  dado  cuenta  á  la  reina  (Q.  D.  G.)  del  expediente  instruido 
en  este  ministerio  de  mí  cargo  h  consecuencia  de  exposiciones  di* 
rígidas  á  S.  M.  por  las  juntas  de  comercio  de  Bilbao,  San  Sebas- 
tian, €oruña,  Cádiz,  Alicante  y  Cartagena,  pidiendo  que  se  de- 
roggiB  La  real  orden  de  10  de  mayo  último,  por  la  cual  se  dispuso 
se  adicionase  el  art.  184  de  la  instrucción,  con  la  cláusula  expresa 

Je  quf  el  pago  de  las  Fibranzas  que  las  aduanas  reciben  y  entregan 
^  espues.eon  Tos  productos  de  la  recaudación  en  metálico  á  los  co- 
misionados del  Banco  español  de  S.  Fernando ,  se  domiciliase  preci- 
sain^iite  en  esta  corte,  sin  cuya  circunstancia  no  serían  admitidos 
por  los  respectivos  admmistradores,  á  causa  de  los  perjuicios  que  en 
su  ejecución  se  siguen  al  comercio  en  general  y  quebranto  que  ex- 
perimentan los  intereses  del  Estado.  También  ae  ha  enterado  S.  M. 
die  una  oonsunicacíon  del  Banco  español  de  S.  Fernando  en  su  ca- 
ndad 4e  cajero  del  gobierno,  en  :gue  se  pide  asimismo  lá  deroga- 
jpíon  de  la  misma  real  orden  ,  fundándose  en  razones  generales  se- 
mejantes a  las  que  aquellas  juntas  expusieron  y  otras  de  aplicación 
.(^ecial  á  Madrid,  cuya  plaza  d^ce  que  atraviesa  por  tal  motivo  cri- 
sis monetarias  que  es  un  deber  del  gobierno  evitar;  y  conformando 
se  con  e)  parecer  de  esa  dirección ,  se  ha  dignado  derogar  la  expre- 
sada real  orden  de  lO  de  mayo  último,  y  restablecer  en  toda  su 
fuerza  y  .vigor  el  art.  134  de  la  real  instrucción  de  aduanas  de  8  de 
abril  de  1843.» 

BbAL  OBOBZf   DB  30   DB  OCTUBBB. 

Dtopane  qie  se  admitan  á  comercio  las  mechas  ó  espoletas 
ét  negúñéhá  pamias  minas,  sin  mas  adeudo  ()ne  4|  rs.  por 
libra  (üatetay  núm.  4806). 

BbaI,   OBDkn   DB   LA.  MISMA  FECHA.. 

Permite  la  introducción  del  arsénico  blanco  pagando  16  por 
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tBOi  tercio  dfíbrenclal  y  tercio  de  concomo  sobre  et  taloV  he  2 
reales  libra  (Gaceta^  id.) 

Real  oadbn  db  Lk  misma  fecha.. 

Permite  la  entrada  del  plomo  de  ensayos  para  minat ,  lia-» 
mado  de  Villaeh,  pagando  15  por  lOO  en  bandera  nacional,  y 
nn  tercio  mas  en  bandera  extranjera  sobre  el  avalúo  de  60  rea- 
les quintal  (Gaceta^  id.) 

RBAL  OBBEK   de  4   DE   NOYIEMBBE. 

Dispone  qne  la  aduana  de  cuarta  clase  establecida  en  Gue« 
tarla  se  traslade  á  Zumaya  (Gaceta ,  id). 

Bbal  obd'bn  de  16  de  noyiembbb. 

Dispone  que  siempre  que  se  verifique  alguna  Introducción 
de  las  telas  de  lana  á  que  se  refieren  las  elases  8.*  y  4.*  del  aran- 
cel, en  sus  partidas  1294  y  1395,  como  son;  casimiras^  cas- 
torcillos, cueros^  medios  cueros,  paños,  patencures,  royales  y 
bicuñas  de  todas  clases  y  colores,  se  reduzcan  para  el  adeudo 
á  varas  cuadradas  superficiales,  y  pague  cada  una  dé  e)Ias  un 
30  por  100  sobre  el  valor  de  50  rs.  con  el  recargo  de  una  cuar- 
ta parte  por  derecho  de  consumo  y  una  mitad  mais  en  bandera 
extranjera  ó  por  Uerra  (Gaceta ,  núm.  4613). 
'   Beal  obdbn  de  16  de  noviembbb. 

Prohibe  la  introducción  de  todos  los  tegidos  con  mezcla  de 
algodón  en  que  esta  materia  esceda  de  la  tercera  parte  de  las 
que  entren  en  su  composición ,  admitiéndose  únicamente  aque- 
llas en  que  la  ^árte  de  algodón  no  esceda  de  dicho  límite,  ádeu* 
dando  el  derecho  que  según  el  arancel  corresponde  á  la  mate- 
ria de  mayor  valor  que  en  ellos  predomiqe.  Esta  disposición  em- 
pezará á  regir  el  18  de  diciembre  (Gaceta^  id.) 

OBRAS  PUBLICAS. 

Real  obi^n  de  24  db  novibmbbb. 

Dispone  que  de  los  fondos  asignados  al  ministerio  de  Comer- 
cio en  los  presupuestos  se  apliquen  en  las  distribuciones  de  jii* 
ciembre  y  enero  próximo  800.000  rs.  á  la  recomposición  de  los 
pasos  peores  de  la  carretera  geperal  de  Madrid  á  Vpíeucia.,  J 
que  en  lo  sucesivo  se  destinen  é  la  reparación  de  los  trozos  res- 
tantes de  la  misma  carretera  las  cantidades  que  permitan  las 
atenciones  del  ramo  (Gaceta ,  núm.  4821). 

ORGAIiZAGION  ADMIIISTRATIVA. 

IEIbal  decbbto  de  8  DE  noviEMBBB,  determinando  la  4i8- 
tri^^eion  que  se  ha  de  dar  á  los  negocios  en  el  ministerio  de  la 
GobmiacioD. 

«Para  llevar  á  efecto  lo  dispuesto  en  los  artículos  5."*  y  6.«  del 
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decreto  orgánico  iel  míoisterio  de  la  Gobernación  del  Rcinode  1# 

de  octabre  último,  veogo  en  decretar  lo  siguiente: 

Art.  1.»    Se  reservan  al  despacho  del  ministro: 

Primero.    Los  negocios  que  hayan  de  presentarse  á  mi  redil  re- 
solución. 

Segundo.    Todo  lo  relatiro  á  elecciones  de  diputados  á  cortes. 

Tercero.  Todo  lo  relativo  á  elecciones  de  diputaciones  provin* 
ciales  y  ayuntamientos  y  al  personal  de  estas  corporaciones. 

Cuarto.    El  personal  del  ministerio  y  de  todas  sus -dependencias. 

Quinto.  Todo  lo  que  tensa  relación  con  la  política ,  con  el  or- 
den público,  seguridad  pública  y  persoual,  estados  escepcionaleí 
y  fuerza  armada  dependiente  del  ministerio  de  la  Gobernación. 

Sesto.  Lo  relativo  á  la  libertad  de  imprenta  con  todas  sus  in- 
cidencias. 

Sétimo.    Todo  lo  correspondiente  á  la  gobernación  de  Ultramar. 

Octavo*  Los  demás  asuntos  que  por  circunstancias  particulares 
tenga  á  bien  designar  el  ministro. 

Art.  3.0  De  los  asuntos  no  comprendidos  en  el  artículo  anterior 
se  dará  cuenta  al  ministro  en  un  índice  después  de  despachados 
por  el  subsecretario.  Las  resolucione^i  de  este  no  se  llevaran  á  eje- 
cución hasta  que  recaiga  la  aprobación  del  ministro. 

Art.  S.o    Corresponde  á  la  firma  del  ministro: 

Primero.  Las  órdenes  y  comunicaciones  relativas  á  los  negocios 
de  que  trata  el  art.  I.» 

Segundo.  Toda  la  correspondencia  con  los  cuerpos  colegisla* 
dores. 

Tercero.  La  correspondencia  con  los  demás  ministerios,  conse* 
jo  real,  ultramar  y  autoridades  y  corporaciones  no  dependientes 
del  ministerio  de  la  Gobernación,  siempre  que  no  se  trate  de  sim- 
ples traslados  ó  avisos. 

Art.  4.»    Corresponde  al  subsecretario: 

Primero.  El  despacho  de  todos  los  negocios  no  comprendidos 
en  el  art.  i.» 

Segundo.  £1  despacho  de  los  negocios  comprendidos  en  el  ar- 
ticulo !.<>  que  por  su  escasa  importancia  te  delegue  el  ministro. 

Tercero.    La  inspección  y  dirección  de  la  secretaría. 

Art.  5.0    Corresponde  a  la  firma  del  subsecretario: 

Primero.  Todos  los  negocios  que  despache  por  sí  con  arreglo  á 
las  facultades  que  se  le  confieren  en  el  art.  4.° 

Segundo.    Los  traslados  de  reales  órdenes.^ 

Tercero.  Los  avisos  que  vayan  dirigidos  á  los  demás  ministe- 
rios, consejo  real  y  autoridades  y  corporaciones  no  dependientes 
del  ministerio  de  la  Gobernación. 

Cuarto.  Toda  comunicación  para  Ultramar  que  no  haya  de  fir- 
mar el  ministro. 

Art.  6.<*    Corresponde  á  los  directores : 

Primero.  Dictar  las  resoluciones  necesarias  para  la  instrucción 
de  toda  clase  de  espedientes  hasta  ponerlos  en  estado  de  resolu- 
ción definitiva. 

Segundo.  Decretar  definitivamente  cuando  la  resolución  que 
corresponda  sea  ua  visto  6  un  eoterado. 

Tercero.  Pedir  á  las  autoridades  y  corporaciones  dependientes 
del  ministerio  de  la  Gobernación  cuantos  datos ,  estados  y  noticias 
estimen  necesarias. 


<   t  » 
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'  CtfSftt^'  Resolver  fas  dudas  y  remover  los  obstículos  que  se  opoor 
gan  al  cumplimiento  de  las  disposiciones  del  gobierno  cuando  por 
su  Ddtoraleza  do  exijan  real  resolución. 

Quinto.  Cuidar  del  exacto  cumplimiento  de  las  disposiciones 
del  gobierno,  recordando  aquellas  cuya  observancia  es  periódica. 

Sesto.  Vigilar  y  disponer  lo  conveniente  para  el  buen  régimen 
de  los  ramos  y  establecimientos  que  están  á  su  cargo  con  suje* 
cion  á  las  órdenes  vigentes. 

Sétimo.  Proponer  las  mejoras  que  estimen  oportunas  y  las  va«i 
naciones  que  la  esperiencía  acredite  ser  necesarias  en  las  dísposi- 
eiones  y  reglamentos  vigentes. 

Octavo.  Formar  la  estadística  de  los  ramos  y  establecimientos 
puestos  á  su  cargo. 

Noveno.  Nombrar  los  empleados  que  no  son  de  real  nombra- 
miento. 

Décimo.  Proponer  para  los  destinos  de  real  nombramiento  cuan- 
do lo  disponga  el  ministro. 

Undécimo.  Desempeñar  cualquiera  otra  atribución  que  el  minis- 
tro les  delegare. 

Art.  7.0  Corresponde  á  la  firma  de  los  directores  todo  lo  que 
resolvieren  en  uso  de  las  atribuciones  que  les  competen  por  el  ar- 
tículo anterior,  saWa  la  limitación  contenida  en  el  párrafo  4. <^,  ar- 
tículo S/" 

Art.  8.0  Los  directores  despacharán  inmediatamente  con  el  mi- 
nistro los  negocios  reservados  á  este,  y  le  darán  cuenta  de  los 
que  resuelva  el  subsecretorio  por  medio  de  índice  en  los  términos 
prevenidos  en  el  art.  2.<* 

Art.  9.<>  Darán  cuenta  al  subsecretario  de  los  negocios  cuyo  des- 
pacho corresponde  á  este. 

Art.  10.  Los  directores  se  comunicarán  entre  sí,  ya  de  pala- 
bra, bien  por  escrito,  pidiéndole  mutuamente  los  informes,  da- 
tos y  cuantas  noticias  y  anteredente^  conceptúeti  necesarios. 

Art.  II.  El  ministró  de  la  Gobernación  resolverá  cualquiera 
duda  que  ocurra  para  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  ante- 
riores. 

Art.  13.  En  el  reglamento  para  el  gobierno  interior  de  la  se- 
cretaría se  harán  las  alteraciones  consiguientes  á  la  nueva  organi- 
zación del  ministerio. « 

MARIHA. 

Beal  dbcbeto  de  10  de  ifoviEiiBfiE,  prohlbieodo  dar  gra- 
dos y  honores  de  los  empleos  do  los  cuerpos  militares,  admi- 
nistrativo y  Judicial  de  la  armada  á  los  que  no  sean  Individuos 
de  los  mismos. 

«Atend'endo  á  las  razones  que  me  ha  espuesto  el  ministro  de  Ma- 
rina, vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  i.<*  En  adelante  no  se  concederán  grados  ni  honores 
de  ninguno  de  los  empleos  de  los  diversos  cuerpos  militares ,  ad- 
ministrativo y  judicial  de  la  armada  sino  á  individuos  de  los  mis* 
DIOS  que  por  sos  ascensos  naturales  y  sucrsivos  puedan  llegar  h 
obtener  dichos  empleos  efectivos  con  arreglo  á  la  ordenanza  y  re- 
glamentos vigentes. 

Tomo  ii.  56 
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Jttes  ovátrtítíed^  m  marJDa  mercai^tQ^  quf,  itam^ndo  JDecbo 
i^iVíéíbs  m  Yetevante  ntérito ,  cal¡G(^4Qs ^así  por  )a.  jij(Dta,directi- 
ra  y  consultiva  de  la  armada,  sean  propuestos  por  )a  misma  para 
ilgün'á  (testas.» 
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DE  LA 


KVIWIi'UMMIKS   BE 


eoBiPBTinrQiA  emtmb  m»a 


¿La  facultad  que  áan  las  leyes  á  los  jueces  de  primera  instancia 
para  conocer  de  los  delitos  y  contravenciones  de  monees  ífer 
autoriza  á  procesar  á  los  ayuntamientos  cuando  tienen  motivas 
para  suponerlos  reos  ó  cómplices  de  tales  delitos  ? 


JuAS  ordenanzas  de  montes  de  22  de  diciembre  de  18^3  y  el 
real  decreto  de  2  de  abril  de  1835 ,  atribuyeron  á  la  jurisdicción 
ordinaria  la  represión  de  los  delitos  y  contravenciones  de  mon- 
tes,  cesando  por  consiguiente  los  juzgados  especiales  que  antes 
conocían  de  ellos.  En  virtud  de  estas  disposiciones,  toca  ¿  íós 
jueces  de  primera  instancia  castigar  á  los  que  cortan  árboles,  ar« 
irancañ  frutos,  ó  ejecutan  en  los  montes  cualquier  otro  acto  próí- 
bibido.  Sabido  es  que  los  ayuntamientos,  con  arreglo  al  artícu- 
lo di  de  la  ley  de  h  de  enero  de  184&  pueden  delibérari  cÓQJTor- 
mándose  con  las  leyes  y  reglamentos,  entre  btrai^  cosas,  sobre 
la  corta ,  poda  y  beneficio  de  las  leñas  y  maderas  dé  los  mon- 
tes y  bosques  del  común ,  debiendo  someter  sus  acuerdos  á  la 
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aprobación  del  jefe  político  ó  á  la  del  gobierno  en  su  caso.  Su- 
pongamos que  un  ayuntamiento  abusando  de  esta  facultad  man- 
da hacer  una  corta  en  los  montes  de  su  Jurisdicción  sin  sujetar- 
se á  las  leyes  y  reglamentos :  ¿  puede  proceder  contra  él  la  auto- 
ridad judicial  como  lo  haría  contra  un  individuo  cualquiera  que 
hubiese  cometido  la  misma  infracción?  Parece  que  sí  si  no  aten- 
demos mas  que  á  las  ordenanzas  de  1833  y  al  decreto  de  1835; 
pero  esta  resolución  no  sería  conforme  con  el  art.  8.°  de  la  ley 
de  2  de  abril  de  1845 ,  según  el  cual  se  necesita  autorización  de! 
jefe  político  para  procesar  á  las  corporaciones  dependientes  de  su 
autoridad  por  hechos  relativos  al  ejercicio  de  sus  funciones. 
Tampoco  sería  conforme  este  procedimiento  con  la  independen- 
cia que  corresponde  á  la  autoridad  administrativa  respecto  á 
la  judicial)  en  todo  lo  que  concierna  al  ejercicio  de  sus  atribu- 
ciones, y  en  cuya  virtud  no  puede  la  última  inmiscuirse  en  los 
actos  de  la  primera ,  sino  en  tarto  que  constituyan  un  delito 
oomun.  Por  lo  tanto ,  cuando  por  orden  de  un  ayuntamiento  se 
verifica  en  el  monte  del  común  alguna  corta ,  poda  ú  otro  acto, 
que  ejecutado  por  un  particular  sería  un  delito,  no  puede  de- 
cirse por  este  mero  hecho  que  se  comete  un  delito ,  porque  los 
ayuntamientos  están  autorizados  para  decretar  tales  cortas ,  y 
antes  bien  debe  suponerse  que  no  hay  infracción  legal ,  puesto 
que  todo  cuerpo  y  todo  funcionario  que  ejercen  una  atribución 
propia  y  conocida ,  tienen  á  su  favor  la  presunción  de  que  lo 
hacen  con  arreglo  á  la  ley ,  mientras  no  resulté  lo  contrario. 
De  esta  suposición  se  deduce  que  la  denuncia  que  se  hace  á  un 
juez  de  cualquier  acto  que  se  supone  ilícito,  ejecutado  en  los 
montes  por  orden  de  un  ayuntamiento,  no  le  autoriza  para  abrir 
una  pesquisa  formal^  ni  proceder  judicialmente  contra  dicha 
corporación;  porque  esto  exije  siempre  la  noticia  de  un  deli- 
to y  el  acto  denunciado  no  lo  es  por  su  propia  naturaleza ,  y 
sí  por  la  circunstancia  que  necesita  probarse,  de  haberse  verifi* 
cado  contra  lo  dispuesto  en  las  leyes.  La  jurisdicción  ordinaria 
debe  conocer  de  los  delitos  de  montes  y  proceder  judicialmente 
así  que  tenga  noticia  de  alguno ;  pero  como  en  la  corta  ó  poda 
que  manda  hacer  un  ayuntamiento  en  los  bosques  del  común, 
no  hay  delito ,  mientras  no  se  pruebe  que  esto  se  ha  hecho  con 
infracción  de  las  leyes ;  como  por  otra  parte  no  corresponde  á 
la  autoridad  judicial,  y  sí  al  jefe  político  decidir  cuándo  se  pue- 
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de  ^igtr  ó  DO  la  reepoBsabiliklad  peoal  at  ayuntamiento ,  dieha 
autoridad  no  puede  proceder  por  falta  de  dos  condiciones,  únala 
existencia  del  delito,  otra  la  autorización  previa  para  la  forma- 
ción de  causa  que  requiere  la  ley  en  este  caso. 

Lo  que  procede,  pues,  cuando  se  verifica  alguna  corta  ú 
otro  acto  prohibido  á  los  particulares  en  ios  montes  del  común, 
por  orden  de  un  ayuntamiento,  es  que  el  juez  pregunte  á  este 
si  la  corta  ó  acto  denunciado  se  ha  verificado  ó  no  con  su  acuer- 
do. Si  el  ayuntamiento  contesta  negativamente ,  debe  proceder 
el  juez  contra  quien  corresponda ,  porque  entonces  el  hecho  se 
présenla  ya  como  delito.  Si  el  ayuntamiento  responde  que  se 
ha  ejecutado  con  su  autorización  el  hecho  de  que  se  trata,  ó  con- 
curren en  él  circunstancias  particulares,  que  induzcan  á  supo- 
ner eseeso  por  parte  de  dicha  autoridad  ó  no :  en  el  primer  caso 
debe  el  juez  dirigir  la  comunicación  oportuna  al  jefe  político  para 
qne^somo  único  superior  inmediato  del  ayuntamiento,  averigüe 
lo  eierto  y  le  autorice  con  arreglo  al  art.  8.°  citado  de  la  ley  de 
2  de  abril  de  1845  para  proceder  contra  dicha  corporación  si  re- 
sulta culpable ,  ó  se  dé  en  caso  contrario  el  correspondiente  avi- 
so para  sobreseer.  No  habiendo  motivo  para  tales  sospechas ,  so- 
breseerá el  juez  desdé  luego.  Estas  son  las  reglas  que  legítima  y 
neeesariamentese  deducen  de  las  atribuciones  de  los  cuerpos  mu- 
nicipales y  de  su  independencia  respecto  á  la  autoridad  judicial^ 
y. las  que  ha  consignado  el  consejo  en  los  fundamentos  de  una 
consulta  ocasionada  con  motivo  de  la  competencia  siguiente. 

En  19  de  marzo  de  18^16  ,  Manuel  Yelasco,  vecino  de  Ver- 
dico  y  ayuntamiento  de  Gartes,  denunció  ante  el  juez  de  prime- 
ra  instancia  de  Torrelavega  una  corta  de  mas  de  200  árboles 
y  daños  causados  á  mas  de  otros  500  en  los  montes  de  aquella 
feligresía  y  jurisdicción.  Admitida  la  denuncia,  manifestó  el  mis- 
mo Yelasco  al  ratificarla ,  que  la  habia  hecho  á  escitacion  de  so 
convecino  D.  José  Pelayo  Calderón  en  el  concepto  de  que  se  tra- 
taba de  otra  de  dos  carros  de  leña  que  se  formó  el  año  ante- 
rior, sin  resultado,  ante  aquel  ayuntamiento ;  pero  que  bien  In- 
formado insistía  en  que  los  montes  insinuados  se  hallaban  sin  ce- 
ladores y  en  total  abandono ,  añadiendo  saber  de  público  que 
dicho  cuerpo  habia  dispuesto  cortas  en  el  año  precedente,  sin 
constarle  en  qué  terrenos ,  ni  á  quién  las  habia  concedido.  Ta- 
sados-los  daños  por  peritos,  y  resultando  ascender  á  la  suma 
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de  t2*3S«  reates  y  mandó  elj«ec  que  tos  alcaldes  de\  los>  aiot- 
de  1840  y  siguientes  remitiesen  Üestimonios  de  laa  lioenciaa.Goo- 
eedidas  para  cortas  en  aquei  período,  y  de  los  aeoerdM  tomadla 
sobre  el  particular.  Habiéndose  negado  áetto  los  alcaldes,  fundos 
dos  en  que  los  espedientes  sobre  cortas  obcaban  en  la  snperiori- 
dady  y  en  que  no  reconocían  facultad  en  el  juzgada  pa^a  seme- 
jante exigencia,  insistió  este,  y  en  tal  estado  promovió  el  jefe  po- 
lítico la  competencia. 

De  los  hechos  referidos  aparece  que  las  eortas^  hecha»  por 
los  alcaldes  posteriores  á  1840  e^a{l  hechos  que  podían  seno  i|o 
ilícitos,  según  la  forma  en  que  se  verificaran*;  peraqu<;  de  se- 
guro no  lo  eran  por  su  propia  naturaleza.  Resalla  también  que. 
el  juez  de  Torrela^ega  convirtió  la  pesquisa  que  podía  serlo 
lícita  en  tina  verdadera  residencia  del  ayuntamiento  de  Garles, 
y  esto  sin  estar  averiguado  si  habla  ó  no  delito ,  y  sin  quo  ao» 
torizára  tales  diligencias  el  jefe  poKtleo,  que  como  autoridad 
sopeelor  de  los  cuerpos  municipales ,  era  el  áoieo  á  q^ion  cor* 
respondía  permitir  este  procedimiento.  Por,  estas  rozones  el 
consejo  real  decidió  la  competencia  á  favor  del  Jefe  poHUeo,  man- 
dando decirle  que  previa  la  correspondiente  I ndisgacion,  remitiera 
los  autos  al  juez  dé  primera  instancia  de  Torreiav^a,  manifaa- 
tándole  si  las  cortas  que  se  le  denunciaron  fueron  heobas^ó  no 
en  virtud  de  acuerdo  del  mencionado  ayuntamiento,  y  eala. 
afirmativa,  si  incurrió  ó  no  en  e¿cesOj  autorizando,  si4o  bubo^ 
desde  luego  al  juez  para  que  en  uso  de  la  jurisdiecion  qoele  com« 
pete  por  el  título  5.^  de  las  ordenanzas  de  montes  y  reales  de- 
cretos citados,  procediera  contra  aquella  eorporaeioaá  lo  qpe  ha* 
blere  lugar.  (Ck>nsultade  16  de  abril  de  1847,  Gaceta^  núok  460S}. 


¿La  real  orden  de  8  de  mayo  de  1889  que  prohibe  á  los  jueces, 
admitir  interdictos  posesorios  de  manutención  y  restitución  con* 
tra  las  providenciéis  que  dictan  en  el  uso  de  sus  facultade$  las 
diputaciones  provinciales  y  los  ayuntamientos ,  es  aplicable  tatfi' 
bien  d  los  interdictos  de  adquirirla  posesión  y  á  laf  prot^id^fi' 
das  dictadas  por  el  gobierno  supremo  y  por  losjrfes  politiQos? 

Segw  dicha  real  orden  espedida  de  conformidad  con  el  pa- 
recer del  tribunal  supremo  de  justicia,  la^l  disposiciones  y  pro- 
videncias qué  dicten  los  ayuntamientos ,  y  en  sú  casó  las  d^« 
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« 

taetones  provinciales  en  los  negocios  qae  pertenecen  á  sus  atri- 
kuelobes,  con  arreglo  á  las  leyes,  forAnan  estado  y  d^eñ  ne- 
varse á  efecto  sin  qae  los  tribunales  admitan  contra  ellas  los  in- 
terdictos  posesorios  de  manutención  ó  restitocion ,  annqqe  4c- 
ban  administrar  josticia  á  las  partes  cuando  entablep  las  otras 
aedones  que  legalmente  les  competan.  En  esta  real  drd^n  no  se. 
hace,  pues,  mención  de  las  providencias  dictada^  por  el  go- 
bierno supremo,  ni  de  los  interdictos  de  adquirí^  la  posesión; 
por  lo  tanto  <  si  liubiera  de  atenderse  únicaipenté  á  la  letra  de 
la  disposición  ya  citada,  eran  admisibles  los  interdictos  de  ma-. 
nnteacion  y  restitución  contra  las  providencias  de  todas  tas  au; 
toridades  administrativas,  cualquiera  que  fuese  sü  categoría^  y. 
respeeld  á  los  Interdictos  de  adquirir,  débia  seguir  en  práctica 
ta  Jorlsprudeneiá  antigua  que  los  admitía  contra  los  acuerdos 
de  km  apuntamientos  y  de  las  diputaciones  provinciOtles.  Pero 
atendiendo  al  espíritu  de  la  mencionada  real  orden  no  es  esta 
SH  terdadera  interpretación  por  muchas  razone^.  La  primera, 
porqne  bebiendo  stdo  su  objeto  hacer  cumj>lir  las  providenciáis^ 
administrativas  ó  que  tienen  un  fin  4e  utilidad  publica,  sin  qqe 
idcáneen  á  impedir  su  ejecución  los  procedimientos  brevísimos, 
é  Insuficientes  para  descubrir  la  verdad  que  bastan  para  admi- 
tir los  interdictos,  seria  una  contradicción  absurda,  y  una  in- 
consecuencia peligrosa  el  suponer  que  se  pueden  suspender  sin. 
inconveniente  por  via  de  interdicto  tales  providencias  cuando 
emanan  directamente  del  gobierno  supremo ,  y  no  cuando  pro- 
ceden de  una  diputación  provincial  ó  de  un  ayuntamiento*  Si 
hay  razón  en  esté  último  caso  para  suponer  que  es  de  interés 
público  el  llevar  á  efecto  la  providencia  administrativa  sin  que 
baste  á  suspenderla  los  interdictos  posesorios,  con  mucho  mas, 
fundamento  se  puede  suponer  qu(^  es. también  de,  interés. públi- 
co la  ejecución  de  los  mandatos  del  gobierno  supremo,  ó  de  Iq^ 
Jefes  políticos;  y  que  no  se  deben  adn)itir  procedimientos  atrpr 
pellados  que  los  suspendan.  ¿Por  qué  habla  de  creerse  qu^ cuan- 
do la  administración  local  ó  provincial  dispone  algo  en  el  uso 
de  sos  facultades  debe  respetairsie  su  decisión ,  al  menos  npjen*», 
tras  no  se  demuestre  su  injusticia  djs  la  manera  segjorji  y  cabf^- 
que  relcoñoced  las  leyes,  y  no  ha  de  pensarse  lo  n^isopto  cu^^- 
dl^  es  la  administración  central,  y^  supifcnjia.  1^  qi^.t^jp^^  i^^ 
protidenda  eu  el  ejercicio  de  sos  atribuciones? 
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No  sería  meóos  absurdo  y  contradictorio  el  descebar  los  to- 
terdictos  posesorios  de  manutención  y  restitución ,  admitiendo 
los  de  adquirir  que  goza  en  el  derecbo  de  roenos  favor  que  los 
otros  dos.  Si  el  que  va  á  ser  turbado  en  su  posesión  por  una  pro- 
videncia  administrativa  no  puede  retenerla  por  el  interdicto,  ni  el 
que  la  pierde  por  la  misma  causa»  no  puede  tampoco  recuperar- 
la por  el  mismo  medio,  mucbo  menos  debe  poder  adquirirla ,  va-' 
liéndose  del  interdicto  el  que  no  la  ba  tenido  nunca,  dejando 
para  ello  sin  efecto  una  disposición  del  gobierno.  Si  el  derecbo 
del  poseedor  no  es  bastante  para  producir  este  resultado  ¿cómo 
ba  de  serlo  el  derecbo  de  quien  no  poseyó  jamás?  Por  todas  estas 
razones  la  real  orden  de  8  de  mayo  de  1 839 ,  necesitaba  una  lo*" 
terpretacion  extensiva  para  los  casos  supuestos ;  necesitábase  de- 
clarar lo  que  el  gobierno  no  declaró  al  dictarla,  sin  duda  por 
no  baber  previsto  los  casos  que  ocurrieron  después ;  pero  lo  que 
ciertamente  babria  declarado  si  bubiera  previsto  la  posibilidad 
de  que  sucedieran.  Mas  esta  interpretación  debia  emanar  de  una 
autoridad  respetable ,  cuando  no  del  mismo  gobierno ;  y  nadie, 
escepto  este  último,  tenia  mas  derecbo  á  darla  que  el  consejo 
real.  Este  la  ba  dado ,  en  efecto ,  declarando  que  la  real  orden 
citada  es  aplicable  á  los  interdictos  posesorios  de  adquirir  y  álaa 
providencias  emanadas  del  gobierno  en  el  uso  de  sus  facultades, 
así  como  lo  babia  sido  basta  abora  á  los  interdictos  de  manuten- 
don  y  restitución  y  á  las  providencias  de  los  ayuntamientos  y 
de  las  diputaciones  provinciales.  Hé  aquí  los  casos  que  ban  dado 
lugar  á  esta  interpretación. 

Primer  caso.  £1  doctor  D.  Manuel  de  Robles  Vives  otorgó 
en  4  de  octubre  de  1810,  poder  para  testar  á  su  capellán  Don 
Luis  Fuen  mayor  con  sujeción  á  la  notas  c  instrucciones  que  le 
tenia  dadas,  y  nombró  albaceas ,  designando  por  beredero  de 
sus  bienes  al  colegio  de  la  Purísima  Goocepcfou  de  Lorca ,  auto- 
rizando á  la  junta  de  temporalidades  del  mismo  para  dar  á  sus 
rentas  la  inversión  que  al  expresado  comisario  declararía  en  el 
testamento  que  babia  de  otorgar  á  su  nombre.  Habiendo  falleci- 
do Bobles  Vives,  tomó  dícba  junta  posesión  judicial  de  su  beren- 
cla,  que  conservó  sin  embargo  de  baber  solicitado  con  posterio- 
ridad D.  Antonio  de  Robles  Moñíno,  sobrino  del  difunto,  que  se 
secuestrasen  los  bienes  comprendidos  en  ella  basta  que  se  deci- 
diera si  este  babia  muerto  con  testamento  o  sin  él ,  por  no  ha- 


BSrmA  DB  LA  JtniISPBODBNCIA  ADMIíatTlATiTiU      440 

ber  CBinplido  sa  encargo  D.  Lois  Fuenmayor.  Por  muerte  dees* 
le  se  hallaron  sobre  el  particular  anos  papeles  simples ,  extendí^ 
dos  al  parecer  por  el  mencionado  doctor  Robles ,  llenos  de  en- 
miendas y  testadoras ,  y  en  los  qae  el  autor  tnstltnia  por  here- 
dero de  sus  bienes  al  indicada  colegio  de  la  Concepción  para  que 
con  sos  productos  se  creara  una  cátedra  de  teología  escofástica 
y  el  número  de  becas  posible ,  y  nombraba  por  patronos  á  su  re* 
ferido  sobrino  D.  Antonio  Robles  y  sus  descendientes ,  y  en  de- 
fecto de  los  mismos  y  de  otros  parientes  llamados  expresamente, 
al  mas  cercano  que  viviera  en  Lorca ,  debiendo  en  el  caso  de  ex- 
tlngoirse  el  colegio,  repartirse  de  limosna  entre  estos  parientes 
pobres  la  mitad  de  los  productos  de  los  bienes  é  invertirse  la 
otra  mitad  en  el  reparo  y  mejora  de  las  fincas.  Por  real  orden 
de  5  de  octubre  de  1837,  se  destinaron  á  la  dotación  de  Institu- 
to de  segunda  enseñanza  de  IMurcia  estos  bienes  con  los  demás 
que  hablan  pertenecido  hasta  entonces  al  expresado  colegio  de 
la  Concepción ,  y  habiendo  reclamado  la  Junta  de  temporalida- 
des contra  esta  medida,  fué  confirmada  por  otra  real  orden' 
de  30  de  enero  de  1838.  En  1844,  D.  Ginés  Aragón,  sobrino 
del  doctor  Robles ,  presentó  escrito  al  Juzgado  de  Lorca ,  expo- 
niendo que  so  difunto  tio,  para  el  caso  qae  se  habla  verificado 
á  consecuencia  de  la  citada  real  orden  de  1837  de  suprimirse  el 
colegio  de  aquella  ciudad,  habia  fundado  en  sus  apantes  testamen* 
tartos  UQ  fideicomiso  familiar,  y  debiendo  decidirse  sobre  él  con 
arreglo  á  las  leyes  de  desvinculacion ,  pidió  se  le  pusiese  en  po- 
sesión de  los  bienes  que  lo  constituían  como  á  pariente  mas  cer- 
cano del  fundador.  Suministrada  la  Justiflcaelon  correspondien- 
te ^  mandó  el  Juez  darle  la  posesión  que  solicitaba ,  con  citación 
del  que  en  su  escrito  indicaba  Aragón  estar  detentando  dichos 
bienes,  y  que  después  resultó  ser  el  representante  del  Instituto. 
Habiendo  este  salido  á  los  autos  y  solicitado  que  se  dejase  sin 
efecto  la  posesión  mandada  dar,  ó  que  á  lo  menos  se  pusiesen 
en  secuestro  los  bienes,  proveyó  esto  último  el  Juez,  y  recibidos 
los  autos  á  prueba  por  vía  de  Justificación,  dejó  nuevamente  tn 
su  vista  á  disposición  de  Aragón  los  bienes  secuestrados.  Entre 
tanto  el  director  del  instituto  elevó  varias  reclamaciones  al  go- 
bierno quejándose  de  los  procedimientos  del  juez  de  Lorca,  y  so- 
licitando que  se  reiterase  la  real  orden  en  cuya  virtud  se  agie- 
garon  al  instituto  los  bienes  en  cuestión,  y  se  amparase  al  mis- 
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mo  en  \^  p^iesfoq  4e  ellos  por  este  meclio ,  sin  perjuicio  del  á^ 
tfct^  jil^  propiedad  que  «  B.  Ginés  Aragoo  ó  á  otro  interesado 
Cpr.re|»pQndtese.  A  coosecnencia  de  estas  quejas,  dictó  el  go|)ier- 
DQ  ana  resolución  en  virtud 4e  la  cual  formó. expediente  sobre 
el  asifipto  el  Jefe  pdftico  de  Murcia  y  provocó  la  competencia. 

Gp^io  se  vé  por  este  relato,  D.  Gioés  Aragón  propuso  uníQ- 
teráffto  posesorio  de  adquirir  para  dejar  sin  efecto  dos  reales  ór- 
denes,  y  por  lo  tanto  la  cuestión  que  babia  que  decidir,  era  s\ 
la  rea(  orden  de  8  de  mayo  de  1839,  era  aplicable  á  este  caso^ 
^r^gon  sostenía  que  no  lo  era ,  pero  el  jefe  político  fu^  4e 
41otáme^  contrario,  y  el  consejo  real  decidió  á  su  favor,  fundan- 
dose  en  todas  las  razones  que  dejamos  expuestas,  Aragón  debió 
hacer  valer  su  pretendido  derecho^  bien  recurriendo  al  gobierno 
por  la  via  guberna^ya  para  que  revocara  las  reales  órdenes  que 
1^  perjudicaban ,  ó  bieo  entablando  desde  luego  el  correspo^^- 
diente  juicio  plenario  de  posesión  ó  propiedad  atte  la  autoridad 
judicial  y  única  competente  para  decidir  las  cuestiones  sobre  la 
inteligencia,  el  valor  y  los  efectos  de  la  última  voluntad  del  doc- 
tor Robles ,  por  ser  conocidamente  cuestiones  ordinarias ,  con  lo 
cual  el  instituto  de  Murcia  hubiera  evitado  el  despojo  que  sufrió 
4e  unos  bienes  que  habla  poseído  por  espacio  de  siete  años.  Así 
<|S,  que  el  consejo  real  no  se  limitó  á  decidir  este  punto  á  favor 
de  la  admlnistraeidn ,  sino  que  ipaodó  al  jefe  político  remitictse 
los  autos  al  Juez  de  primera  instancia  después  de  restituir  al 
instituto  de  segunda  enseñanza  de  Murcia  la  posesión  de  los  lle- 
nes ocupados  por  D.  Ginés  Aragón.  (Consulta  de  21  de  abril 

de  1847.  Gaceta,  núm.  4606). 

Segundo  caso,  £1  colegio  de  nuestra  señora  de  Torrejon  en 
I^ragoza»  es  un  establecimiento  fundado  en  la  universidad  de 
la  misma  ciudad  en  1606  >  á  cuyas  cátedras  debían  asistir  los 
colegiales ,  dándose  estas  plazas  por  oposición  á  les  parientes  del 
fundador  y  á  los  extraños.  Habla  en  él  un  capellán  de  nombramien- 
to del  rector  y  de  los  colegiales  y  aprobación  del  patrono,  pudiendo 
ser  removido  libremente  de  su  encargo.  Desde  hace  mucho  tiempo 
no  habla  colegiales  en  este  establecimieoto ,  por  lo  cual  habiii 
percibido  sqs  rentas  el  administrador  D.  Tibuicío  Jimeno.  Par- 
tiendo de  estos  antecedentes  el  jefe  político >  creyó  deber  aplicar 
á  (^ta  fundación  la  real  orden  de  15  de  octubre  de  1845,  expe-. 
dida  para  llevar  á  effaeto  el  art,  60  d^l  real  decreto  de  1 7  de  »e« 
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liembre  del  mismo  año ,  por  el  cual  se  pre?ioo  entre  otras  eoi> 
sas  éi  dichos  íoDcionarios  nombrastQ  uaa  comisión  oompfiebla  de 
Ka^edrátitíos  j  vecinos  de  su  cooíiaoza,  que  sin  lé?aiit«r  maii^ 
b»  opupase  en  iadagar  las  memorias»  fuadacioaes,  oiiras  ¡^  é 
cualquiera  otra  clase  de  reutas  que  hubiereo  estado  ó  esletieren 
destioadas  á  la  in^^tf  uccioo  pública»  y  couocida qa^ foesq  la  exisr 
tencia  de  cualquiera  de  dichas  institucloaeS)  tomare  pOiMoj»  de 
ellas  el  jefe  político  á  nombre  del  Estado,  sio  perjuieiodff  ios  le* 
gftimos  derechos  de  sus  patrooos,  admipistradores  ó  ntw^yord^ 
qios.  ejecutada  esta  di^posieíon  coa  respedo  al  ejuprfsado  «o^ 
Leglo  mediante  la  posesión  que  toin6  de  su  edificio  f  tUeees  d 
jefe  político  de  la  provincial  en  3  de  enero  de  18)6,  el  tosloiNido 
p.  Tibui'cio  que  protestó  contra  c&te  acto ,  acudió  á  una  de  Jof^ 
jueces  de  primera  In^itancia  de  Zaragoza»  soUcIteodo  ^qe  ptéylk 
la  correspondiente  información ,  se  le  mantuviera  en  le  po«^oe 
eQ  que  estaba  de  los  bienes  de  la  fundación.  A  todo  ACoedió  ^ 
Jaez,  y  el  jefe  político  de  Zaragoza  promovió  entoncre^leconi^ 
pietencia.  Según  la  doctrina  antes  establecida^  si  Jiipeop  se  bu* 
l>iera  reducido  á  reclamar  gubernativamente  eootre  la  posesión 
tomada  por  el  jefe  político  del  colegio  y  sus  bieqes,  ó  bien  á  eB« 
tablar  desde  luego  la  acción  ordinaria »  babria  estado  qh  em  de« 
rech.o.  Pero  no  lo  estaba  val  éudosc  del  interdijcl^,  segUii  les  ra- 
bones alegadas  y  el  precedente  en  el  caso  anterior  estaUeoido, 
por  lo  que  el  con  ejo  real  decidió  la  competencia  en  bvor  de  If 
administración.  (Consulta  de  31  de  julio). 


m. 


^Cuándo  dehcn  considerarse  como  contencioso  administrativas^ 
y  cuándo  como  judiciales  las  cuestiones  que  se  suscitan  sobre  la 
administración  y  disfrute  de  los  patronatos  de  legos? 

Por  real  orden  de  2  de  jolio  da  ISSd,  se  suprinió  el  Jiiigft* 
do  privativo  de  patronatos  de  legos  con  régimen  adminMtreliy^ 
anejo,  creado  en  el  antiguo  reino  de  Sevilla,  por  real  ^nla  del 
de  abril  de  1829^  mandándose  al  mismo  tiempo  que  lOe  ex^^ 
dientes  gubernativos  pendientes  pasa&en  al  gobierno  eivtt,  bojr 
gobierno  político,  y  los  puramente litlgiofloe  á  lee  jo^^^o*  '•^Ui* 


[ 
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les  de  la  sltMcloo  de  cada  patronato.  Dispuso  también  esta  real 
orden  qoe  los  gobernadores  civiles  dejasen  á  los  patronos  rea-* 
peetivos  en  el  Ubre  oso  de  los  derechos  que  por  fundación  lea 
eorapitíeseOy  según  el  estado  de  posesión  en  que  se  hallasen ,  sin 
mexelarse  eo  la  administración  de  sus  flacas  ni  en  cosas  come- 
tidas á  personas,  cuerpos  ó  autoridades  existentes,  si  bien  en- 
cargándoles qoe  tomaran  acerca  de  cada  uno  de  dichos  estable- 
doileotos  todos  los  datos  y  noticias  necesarias  para  el  cumpli- 
miento de  los  deberes  qoe  les  impone  el  cap.  9.'^  de  la  instruc- 
eiOQ  de  ao  de  noviembre  de  lass,  y  señaladamente  en  su  artf- 
cqIo44.  Como  esta  real  orden  se  dirigió  únicamente  al  gobernador 
civil  de  SeviUa ,  y  tenia  por  objeto  principal  la  extinción  de  un 
Juzgado  privativo  que  no  existia  sino  en  aquel  antiguo  reino, 
dudaban  algunos  si  sos  ¡disposiciones  alcanzaban  también  á  loa 
patronatos  da  otras  provincias.  Pero  esta  duda  cesó  en  virtud  d» 
una  eonsalta  del  consajo  real ,  publicada  en  i  .•  de  octubre 
de  1846,  la  cual»  resolviendo  un  caso  de  competencia  ,  hizo  ex- 
tensiva la  doctrina  da  dicha  real  orden  á  todos  los  patronatoa 
del  relao*  Esta  doctrina  es  pues  terminante:  á  saber,  los  ne- 
gocios gobernativos  concernientes  á  los  patronatoa  de  legos ,  son 
de  la  competencia  de  la  administración :  los  negocios  litigiosos 
de  la  misaia  especie  coresponden  á  los  juzgados  ordinarios. 

Pero  sentada  esta  regla  faltan  aun  otras  para  su  aplicación, 
pues  ahora  es  preciso  decidir  cuándo  deben  ser  gubernativas  y 
cuándo  cooteneiosas  las  cuestiones  sobre  patronatos.  La  misma 
real  érdco  que  hemos  citado  establece  el  principio  cuyas  conse- 
cuencias resuelven  esta  dificultad.  Según  ella,  no  solamente 
corresponden  á  los  tribunales  ordinarios  los  asuntos  contencio- 
sos de  esta  especie,  sino  que  los  gobernadoi-es  civiles  del)en 
dejar  á  los  patronos  en  el  libre  uso  de  los  dereclios  que  por  fun- 
dación  les  correspondan  según  el  estado  de  poses  ion  en  que  se 
haUen,  sin  mezclarse  en  la  administración  de  sus  fincas,  siendo 
únicamente  de  su  obligación  tomar  de  cada  patronato  las  no- 
ticias necesarias  para  procurar  la  observancia  de  lo  que  dis* 
pona  la  real  instrucción  de  1833,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  para 
vigilar  el  cumplimiento  de  la  voluntad  de  los  fundadores.  Por 
conaigoieote  deban  ser  contenciosas  todas  las  cuestiones  qoe  sa 
sasdteo  sobre  el  uso,  sobre  el  derecho  de  ios  patronos  en  pose- 
sloD  é  propiedad ,  sobra  la  ioleligencia  é  interpretación  da  iaa 
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Merltnras  de  fundacloors,  y  en  suma,  todas  las  qaa  no  tengan 
por  objeto  directo  é  inmediato  el  coroplimiento  d«  la  Tolontad 
eipUcita  y  no  eont  radicha  de  los  fandadores:  y  son  gnbernatl* 
Tas  todas  las  qne  versan  sobre  este  úitf  mo  panto.  SI  se  trata  do 
disputar  el  derecho  de  patronato ,  ó  sobre  la  inteliReneia  de  al* 
ganas  de  sos  ciáosulas  j  ó  sobre  su  admiolstraeion,  la  Jorlsdle- 
clon  ordinaria  es  quien  puede  dirimir  la  controTersIa ;  pero  si  se 
litiga  sobre  el  cumplimiento  de  los  fines  para  los  coates  M  loa* 
tltoido  el  patronato  y  la  autoridad  administrativa  es  la  única  com- 
petente. El  fundamento  de  esta  deelslon  es  obvio:  en  el  primar 
easo  hay  que  decidir  sobre  derechos  privados  y  peramiales  por 
leyes  de  la  misma  especie :  en  el  segundo  easo  hay  que  deeldir 
sobre  ana  cosa  de  interés  público »  como  lo  es  siempre  el  coah 
plimiento  de  los  fines  para  los  coales  se  han  tnstltoldo  los  pa« 
trooatos. 

Así  es  que  la  administración  no  puede  en  uso  de  las  ftcoHo- 
des  que  por  esta  especie  de  pretectohido  se  le  eoteeden ,  dejar 
sin  efecto  lo  que  dentro  del  límite  de  las  suyas  disponen  los  tri- 
bonales ,  porque  de  otro  modo  serian  estas  ilusorias.  Pero  al  mis- 
mo tiempo  puede  tomar  todas  las  providenciaa  necesarias  para 
asegurar  el  cumplimiento  de  ia  voluntad  del  Aindador  proenran- 
do  que  sean  conciliables  con  las  atribaelones  de  la  JoriadicelOD 
ordinaria.  Asi  es  que  el  Jefe  político  no  puede  meidarse  en  la 
administración  de  los  patronatos,  scgon  la  real  orden  citada 
de  1885,  pero  si  por  ejerapio,  hay  un  adminislrador  qoo  oo  dá 
cuentas  ó  no  cumple  la  voluntad  del  fundador,  poede  dicha 
autoridad  tomar  la  medida  extrema  de  suspenderlo,  promovien- 
do so  separación  absolota  ante  los  tribunales ,  porque  realmen* 
te  no  necesita  mas  para  llenar  el  indicado  objeto  del  protee-* 
torado. 

Tal  es  la  doctrina  establecida  por  el  consejo  real  al  decidir 
una  competeocia  entre  el  jefe  político  y  la  audiencia  territorial 
de  Sevilla. 

p.  Rafael  López  Barrios  tomó  posesión  desde  el  afto  de  íñts 
basta  el  de  1838 ,  en  virtud  de  providencias  del  Jues  de  prime- 
ra instancia  de  Lora  del  Rio,  de  cuatro  patronatos  de- legos 
fondados  por  distintas  personas  y  en  diferentes  épocas  en  el  pue* 
blo  de  Tociba.  En  1840 ,  por  las  quejas  á  que  el  eomportaoriento 
de  López  Barrios  dio  lugar,  y  por  las  sospeebas  que  iusplró 
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centra  lu  dereeho  Ta  indicación  de  ser  suplantados  los  doctfméttos 
ifiB.qtie  {Mira  bei^ditarle  sé  vaüé ,  «I  jefe  político  le  exigió  flaneas  y 
laB  cmeittas,  y  le  separó  después  par  no  haber  dado  una  fii 
olraa.  Qo«tnft  esta  proTiééneia  acudió  López  Barrios  á  átpietid 
ailtovldad  •freéiendo  fianzas,  y  habiéodosele  dicho  que  omiciesa 
tolid&rteliraiai^iones,  eñ  atcmcion  á  haberse  dispuesto  pasaran  tó^ 
do8ÍO0iMiteeedeDt«s  al  regente  dé  la  audiencia  con  la  instroccioo 
oponnnli)'  áendlé  én  el  concepto  de  despojado  al  juez  de  Lora^ 
y  «Muyo  de  él  un  átito  réstUatório  en  4  dé  setiembre  de  íSií. 
Beio  «fitéi  é%  llevarse  á  efecto,  para  dar  mas  valor  á  lo  qée  d« 
n  ^nMa  haMa  expfhatd  y  pedido  el  nuevo  administrador  en  tos 
aÉtét^  dirigió  et  jefls  poHtleo  nna  eomvnieaeian  ^1  Jvez  díciéndoie 
4)neáílttéB<fire  snipásdltse  sos  i^rovideoeias  y  se  precaviese  de 
la»«ogd8lií9taf6  de  Lopiz  Barrios,  debía  advertirle  qne  la  separáelan 
de  este  habla  sido  aprobada  por  el  gobierno,  y  que  conociéndola 
n€0teMlrd  de  que  od  \ás  Juzgados  de  primera  instancia  de  la 
prdvlnclfl'  de  SeviHá,  se  procediese  con  la  mayor  eíreonspeccioii 
al  dividir  los  bienes  de  pafronatos,  habla  hecho  presente  lo  opor- 
toÉftdl  IriMñal  seprénao  de  justicia  donde  obraba  el  expedienté 
l«eom|plll» y  Heno  de  enmiendas,  instruido  á  instancia  de  aquel 
krtereaade.  Mandada  ^or  él  juez  la  suspensión  de  lo  proveído 
Iwfta  (|ate  se  doniprobase  eate  extremo,  apeló  López  Barrios»  y 
káUÉDéusé  en  virted  de  esta  apelación  los  autos  en  la  audiencia, 
phHkiovii^ln*cotepetKkicia  el  jefe  político. 

Para  asegurar  el  cnmpiimiento  de  la  voiantad  de  los  Amda- 
ddnéé  db  las  patréoatos  de  que  se  ha  hecbo  mención ,  era  nece- 
sarfo  SMfMpdei*  eoaift^o  menos  á  ub  administrador  tan  sospecho- 
so eohM  López  Barrios.  No  se  trataba  tanipoco  de  declarar  nin- 
güft'  d«f  cHis  pilvádo  de  posesión  ni  de  propiedad .  ei  jefa  poh'ti  • 
eo  de  Sevitfa  obró  en  el  círculo  de  sus  atribuciones  decretando  y 
IMvftsIlo^á  efecto  su  renbodoD,  puesto  que  de  hecho  dio  á  esta 
miedlda  el  cáTáctér  de  sospen>ion,  como  lo  demue^ra  el  haber 
remitido  los  antecedentes  al  regente  do  la  audiencia ,  y  dispues- 
ta que  saliera  d  nuevo  administrador,  como  salió,  álos  mitos 
en  él  joigaáo  dls  prldlrera  instancih,  por  lo  cu&l,  según  la  leal 
.ónddnde  »  de  mayo  de  i^^ft,  qife  prohibe  adnhitir  int<>rdictos 
eenlfti  \bi^.  isroj^deftcias  de  los  aynntamiemoá,  f.  coy  o  éspkitú 
h  Él  teáa»  las*  «|ftériéM«li  admlni^tnrativas ,  no  podo  dicAá 
Sfr  eoMvsrittda  pm  el  interdicto  #estttliteiíio  á  qie  él , 
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Jtféií  dié  lagar.  Fot  toñái  estás  razoníes  decidió  el  tiom^  real*  I 
&Tór  de  ia  ndminfstrácíon ,  declarando  qu^  deAIa  entendéis 
simple  suspensión  la  remoción  de  López  íftai^Hos,  hasta  ^Q^  diei'á' 
al  Jefe  político  de  Sevilla  las  enéntas  y  Disneas  ^tié  se  la  exigMiH^ 
por  el  mismo  (€onsti2ta  de  16  de  abrlt).  > 

Ni  cefa  tampoco  la  facultad  de  los  Jefes  políticos  para  <Hí1^r 
las  euenlas  de  los  administradores  de  patronatos ,  y  corregir  ífií 
abusos  que  e.>tos  cometan  cuando  consistiendo  dtehos  pa^fdMti^ 
ea  capelianfas  de  familia  se  declare  don  arreglo  á  h  ley  de  ib  M 
tfgósto  de  1 84  f  >  qae  se  deben  dividir  stts  bienes  éntréFlos-ptüfett^i- 
tía  rason  és,  tijbé  Mñ  f<M?nltád  dir  exlffr  etf#btap  eonápi^ndhM 
eyi&éntemeticé  «ñ  4a  qñe'  eóltt^ñ^^A  IM  fefSB^poHtleoá  iirf^tt  él«¿^ 
tfmi  de  3  dé  Jhm  de  í97is.  ^iM  «siiihr  «0br«  erfda  pMrOntfCtf* 
las  'notlefas'y  ü^toi  nreeüStfrios  iá  ftrf*dd*atf%tirar  el  eii»pirnifétfi> 
to  de  la  vdlQÜtad'der  téli^tador ,  fió  Ifenai^ítíitt  objete ,  si  w  «N 
esibáfa  á  há'c^  qdb  qn^da^^  e«Mipirdtfá''Mltt»  las  aféeAeloaes  M 
^trdDftftd  hastfii  éi  i«6íwenfO  etl  qtMrtfébéb  ^lUnNr  «res  faíteiM  á  M* 
pernotas  á  qbldrfeb  corrt*spdtidiíti.  BnYocfee^es  ene&de  eesa  él  M^ 
de  utilidad  pública  del  patronato ,  y  entonces  es  tanlbfeti  diBti-' 
do  eoncluye  el  protectorado  de  la  admMstraeioe ;  feto  esta  de^ '' 
be  asegurarse  de  que  se  han  cnmpRdo  hasta  diehn  éjkiea  loé  ft^' 
oes  de  la  fundación ,  y  hasta  saberlo  puede  fmpledir  qeé'Sé  tlé^ 
ve  á  efecto  la  repartición  de  los  bienes. 

Esta  doctrina  se  deduce  de  hi  decisión  del  eotasejo  red  sobre 
Una  eompetebcia  entré  el  Jefe  polftiéb  de  fleelva  y  él  Jticjs  de  ^ri^' 
meira  instancia  de  Mogner. 

En  la  villa  de  la  Rosian:)  existe  un  {^atroniíto^'llattHldb  del  So*' 
eorro,  fondado  en  w  de  diciembre  de  15M  por  el  Ifeénciddé 
Pedro  Martin  Calvo ,  el  cttal  en  la  úlMrtia  parte  dé  ra  die-  * 
posición  testamentarla ,  fnndó  dos  eapellabías  para  sos  phrléta^'^ 
tes ,  previniendo  que  sucediesen  en  ellas  segub  su  máyói'  p^o^ ' 
xlmidad»  con  obligación  de  decir  por  sí  los  qeé  las  obtuvie- 
sen 20  misas  cada  mes  eñ  la  iglesia  de'miei^tra  senfo^  del  S<^or- 
ro,  y  de  residir  para  servir  las  capellanías  per^ouiilmente,  de 
manera  que  faltando  á  este  servicio  por  dbs  meses la^s  perdiesen. 
Óisptíso  adtímáá  el  foodadbr ,  que  sé  dlstHMyese  eu  detiss>  píarír 
dotieeHas  pobres v  prefiriéndose  á  las  dé  ;u  fádtté,  el i^tauodi)' 
las  fe^btaft  después  de  Stctisfecha  ia  limosna  cjuef  séülldr  ^áté^M^ 
misas,  saltfriodtolils^riscáu  y'gaftM  déf  fSpdratléñ  dte'laí  lipéeitf* 
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y  easa.  Habiéedose  declarado  de  libre  dUposIcioD  los  U^nes  eom« 
prendidos  eo  este  patronato ,  con  arreglo  i  la  legislación  vlgen « 
te,  y  adjudicado  á  D.  Francisco  Qointanilla  y  otro^  previno  el 
Jefe  polilico  al  ayuntamiento  de  Moguer ,  hiélese  salier  al  admi- 
nistrador del  patronato  que  á  nadie  entregase  cantidad  alguna 
sin  eu  érdeo ,  por  corresponder  á  su  autoridad  el  tomarle  las 
eueotas  que  debia  dar  de  su  administración ,  dejando  cumplida 
la  Tolontad  del  fundador  hasta  la  declaración  Judicial  obtenida 
por  los  parientes.  Dirigida  orden  á  petición  de  estos  por  el  Joei 
ai  mismo  administrador  para  que  les  entregase  el  importe  de  los 
gaslotde  toma  de  posesión  y  demás  ocurridos  á  los  mismos  6  á 
iOS  representantes ,  entraron  en  contestaciones  ambas  autorida- 
des ,  resultando  de  aquí  la  competencia.  Los  parientes  y  el  Juez 
flindándose  en  la  ley  citada  de  19  de  agosto  de  1S41 ,  alegaban 
p^ra  evitar  la  presentación  de  cuentas  que  la  capellanía  era  co- 
lativa »  siendo  asi  que  esta  caiifieacion  era  equivocada ,  por  ha- 
berse aqudia  fundado  sin  intervenir  la  antoridad  pontificia ,  ni 
la  del  ordinario  dioeesano ,  y  poseído  siempre  sin  colación  y  ea- 
Bónicd  institución  previa.  El  Jefe  político  soitavo  su  autoridad» 
fundándose  en  la  insinuada  reai  orden  de  2  de  Julio  de  ÍSZS ,  y 
en  las  demás  razones  que  hemos  alegado ,  y  por  ellas  decidió  el 
consejo  real  la  competencia  á  favor  de  ia  admioistracion.  (Con- 
sulta de  26  de  mars^).. 

Otra  de  las  facultades  comprendidas  en  el  protectorado  de 
los  jefes  políticos  sobre  ios  patronatos  de  legos ,  es  la  de  corregir 
los  abasos  que  cometan  sus  administradores  eo  perjaicio  del 
eomplimiento  de  la  voluntad  del  fundador.  Esta  facultad  no 
cesa  tampoco  hasta  que  los  bienes  de. los  mismos  patronatos  pa« 
sen  ai  dominio  particular ,  en  virtud  de  ejecutoria  del  tribunal 
eooftpetente.  Prueba  de  ello  es  ia  decisión  del  eoniiéjo  real  en  el 
caso  que  vamos  á  referir. 

D.  Manuel  Isaías  Sancliez,  como  heredcio  de  los  bienes  del 
patronato  laical,  faoflado  eo  la  villa  de  Castaño  por  Diego  Mar- 
tin de  Tovar»  licudió  al  joes  de  primera  instancia  de  Aracena, 
roaoifesta|ido  que  el  administrador  de  dichos  bienes ,  asi  que  se 
fijaron  los  edictos  llamando  á  los  que  se  creyeren  con  derecho  á 
ellMy  habla  repartido  algunas  de  sus  tierras,  que  se  disponían 
á  foiar.los  que  las  hablan  recibido,  cansando  uñ  gran  perjuicio 
ai  patronato  con  esta  operación ,  y  pidió  se  mandase  al  mismo 
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adaiiatilnulor  que  no  lo  oonsiotlera  bajo  sa  rwpowabtltdad.  Ha- 
biéndolo el  juca  mandado  así ,  promovió  el  jefe  político  la  com- 
poteneia»  £1  consejo  real,  considerando  que  en  el  proteotorado 
qne  corresponde  á  la  admioistraclon  sobre  ios  patronatos»  se  com- 
prende la  facultad  de  corregir  los  abusos  que  en  so  gestión  co- 
metan los  administradores:  que  esta  facultad  no  puede  llenar  su 
objeto,  sino  dura  basta  que  los  bienes  pasan  al  dominio  partieo- 
lar,  y  qne  el  acto  denunciado  por  Isaías  Sancbes,  si  en  efectos 
perjudica  á  dicbos  bienes ,  no  es  mas  que  un  abuso  de  su  admi- 
nistrador qne  toca  corregir  al  Jefe  politice  de  la  provincia ,  deci- 
dió la  competencia  á  fiívor  de  la  administración,  (Consulta  de  1 4 
de  Julio). 

Según  la  real  orden  de  a  de  Jollo  de  isaft  antes  citada  y  no 
pueden  mezclarse  los  jefes  políticos  en  la  administración  de  los 
patronatos,  y  por  consiguiente  las  cuestiones  que  se  susciten  en- 
tre los  patronos  y  los  administradores ,  velaUvas  á  la  misma  ad- 
ministración ,  á  ios  derecbos  respectivos  de  cada  uno  y  otras 
análogas,  se  deben  decidir  Judicialmente.  Pero  debeluicerse  una 
escepcion ,  respecto  á  aquellos  patronatos  que  se  ejercen  solare 
los  establecimientos  de  beneficencia;  y  son  de  los  que  con  ar« 
rjBglo  á  la  ley  de  6  de  febrero  de  1833 ,  se  ilaanm  eitabiedmien- 
tos  de  patronato  pábiico,  real  ó  edesiástico.  Son  tales  todos  aque- 
llos cuyo  patrono  es  un  funcionario  público ,  eclesiástico  ó  clvlK 
Sobre  estos  establecimientos  ejerce  el  gobierno  su  protectorado 
en  toda  su  plenitod ,  á  diferencia  del  que  tiene  sobre  los  llama* 
dos  de  patronato  particular ,  que  se  limita  con  arregle  á  la  real 
orden  de  7$  de  marzo  de  1846 ,  á  la  vigilancia  ó  intervención 
necesaria  para  que  la  voluntad  del  testador  tonga  su  debido 
cnmpliroiento.  Esta  distinción  se  deduce  de  batwrse  referido  úni- 
camento  la  real  orden  que  acaimmos  de  citar  á  los  establecimien- 
tos de  patronato  particular,  sin  hacer  mención  de  loa  de  patro- 
nato péMico,  real  ó  eclesiástico ,  respecto  á  los  cuales  debe  en- 
tenderse subsistente  por  la  misma  razón  el  orden  de  pollda  y 
administración,  prescrito  por  la  ley  citada  de  6  de  febrero  de  1 833, 
á  todos  los  establecimientos  de  iMneflcenda.  Y  como  en  esto  pro* 
teetorado  en  toda  su  amplitud  cabe  la  decisión  de  las  cuestiones  á 
que  aludimos  al  principio,  es  evidente  que  se  debe  liacer  una  escep- 
don  respecto  á  ellas,  de  la  regla  establecida  por  la  real  orden  de  3 
de  Julio  de  1886.  Hé  aquí  el  caso  que  confirma  esta  doctrina. 

Tomo  ii.  a8 
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"Ehh  v^na  út  Poébto  del  Ariíobiíí^'o  ext^e  úñ  hX^ÉpmtSn^ 
áláá&phr  él  éardetíai  Tenorio,  cfáten  segan  parece,  conceAA  'él! 
^trdimto  á  séfl  SDCíesórés  en  la  dignidad  del  anEólispado  dfe 
-  Tcflédo,  dirndo  afgtma  fotervencion  al  aynntámfentb.  En  5  ée 
juHo  de  1817,  por  unacoticordia^ntre  e$té  cuerpo  y  el  arzobispo 
qae  era  ¿olonces  de  dicha  diócesis,  se  fijaron  los  resfpectivos  de- 
recho» dfr  cada  too,  que  el  transcurso  del  tiempo  hub(yde  alterar, 
^eddndo  reservado  él  patrdnato  al  arzobispo  pero  éon  iá  obligA- 
eioitde  poiíer  en  conocMlientd  del  (!onee|o  ld§  ndrabrafaifentos  dé" 
adminíAlr&dores ,  y  someter  á  sü  exánien  fós  cuentas  que  estáis 
deberían  dar  cada  dos  años  atrtes  de  str  aprcfcacion  por  la  con- 
taduría mavor  de  hacienda.  Agregados  los  bienes  de  esta  íhtí* 
dación  en  1 8S7  por  la  df^utacibo  provincial  á  los  airNtrios  da 
goérrá  del  partido,  y  recfainmdos  después  por  la  J^iita  de  bené^ 
ficencia  como  correspondleMes  ám  instituto,  se  l^éntiregaron 
por  disposición  de  la  misma  dtpotaeíiott  proviécta!.  En  1844  ét 
gobérnicdor  eclesiástico  de  Toledo,  ofda  previaníenteá  dicha  Jun- 
ta, trimibró  administrador  á  D»  JOdé  Isla ,  coando  iba  este  á  ce- 
sar en  so  empleo  de  alcalde ,  y  baMéndóise  cdnfbrmátto  él  ayúa- 
tattlento  entrante,  ^e  pasaron  al  nuevo  ad'mlnifiltrador  los  ]^a}>e* 
les  y  documentos  relativos  á  ítí  fnndáctob;  Él  ayuhtámiéhtb  éh- 
trante  se  ocupó  en  este  asunto  á  instancia  del  síMIco,  ^tíién 
eónB^dorabff  abusivo  el  nombramiento  y  perjudicial  á  tos  iht^Bre  - 
aes  del  eMabledniletito  la  aftnfiBistrtfetou  de  Isla ;  y  dé  aéuerdó 
con  el  jefe  político  y  la  diputación  provincial,  ofició  á  <3í<iho 
fidmiotstrador,  previniéndóie  su^ndiese  él  remhte  en  que  es- 
taba entendiendo  de  oaa  dehíesa  pertétiectetite  al  hosjprftal.  I>ea- 
pues  de  varias  <5ontéstaci6nfe9,  acudió  el  a8mlniBtradDr,  en  el 
concepto  de  despojado ,  al  joez  de  Purnte  del  Ar^btépo ,  inter- 
ponleiiáo  interdicto  restftotorio,  el  cual  adniittdéí;'prbvóc6  la 
competencia  él  Jefe  político  de  Toledo.  Genio  el  híAípilAI  fonda- 
do por  el  cardenal  TenoHo  era  de  patronato  públloo  eeiésIástMo, 
y.  sobre  k>s  de  eiAa' especie  ejerce  la  admlfíistracion  i^  protecto- 
i|h1o  en  toda  sttpiléiittiíd ,'  elconéBjb*  real  lo  declaró  comprendi- 
do en  laeseopeion  á  que  faróAsostliMido,  decidiendo  la  compid- 
tencia  á  favor  del  Jefe  político.  (Consulta  de  18  do'ngoslo). 

Pero  cuando  se  disputa,  lio  ya  de  la'  iidlMlnfetra<*ldn  del  pft* 
tvonato,  sIdü  sobi'e  bi  aU}ud1b»ctotfde's«As  biettfÉtí  ii'loÉr^ttíClMll^ 
res  ó  «MirfonioiaaestqQetlettnrdlireéboí  1^  éUdi ,  ¿éiK  hf^lb  8  la 
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leglritelbn  vtgmW,  la  eafctioB  «s  inearameiife  ^ jMfbM ,  y  eoiW 
TS&pmét  coooeer  de  ella  á  los  trtbfinaltode  Jtestioia.  El  pr6tec- 
toldado  qae  eorrespmide  á  toal  Jefes  pofitidos  sottre  tedas  las  ftfii"> 
diBioiolies  piadosas  lateales ,  segtin  las  iFealé^  órdaiíes  de  96  de> 
marzo  de  1834  y  SS  dé  abril  de  1843,  no  puede tuner  oiro  ob* 
jeto>  relatlvanyente  é  los  establéoiraiéntos  de'  patronato  ptartfeo- 
lar  9  slBo  as^orar  en  beBeflclo*  póbtido  el  evoktNiflbleiito  de.  Iá> 
YolutttAd  de  los  fundadores,  quedando  ed  eoasécoeDOia  llmitli'- 
do  é  los  acto»  qae  para  Henar  este  objeté  son  ImHsptfnsal^ea :  ;^ 
bastando  para  esto  Inspeeeloaar  y  residenciar  á  los  adtolÉistra- 
dores,  es  daré  qne  no  ae  puede  eómtpFsnder  en  tlil  proteotora-: 
áo  la  laetiltwd  de  resolver  las  duestiones  de  qiie  bebíamos  aáteé. 
ni  se  puede  alegar  tampoco  contra  esta  decisión  la  real  orden* 
de  $é  de  dlclembife  de  laaa ,  4^  probibe  á  las  Jntttas  lÉoiilclpa* 
lea  do  beáeflcencia  entaiblar  ante  lostrtbUMto  ordinarios,  re^ 
elalaaclones  de  obrai^  pfes ,  memorias  6  faddaeloiies ,  cayo  dis- 
frute corresponde  á  los  establedmieDtas  que  administrad ,  s&n' 
que  los  reclamantes  acrediten  previamente  qbe  baik  aéndldo  á 
S'.  M.  por  la  via  gabernaliva.  Esta  prohibieían  se  podria  tal  vea 
bascar  por  pretesto  en  el  caso  dé  coestiooMr  i|na  junta  de  bisne* 
ficencia  coa  los  patronos  de  algún  e&tabüsclmienfto  piáddso  ad^re* 
la  incorporación  de  los  bienes  de  este  en  toa  ds  la  prioséra»  Pero 
aun  asi  no  tendria  fuerza  tal  argivntoaUv;  piaeftlo  qae  en  dicha 
real  orden  se  establece »  ea  una  forinatidpd,  «iqra  omisiMi.  vi- 
ciaría el  procedimiento ,  ^roqufrno'antmjaaría  ala  administra-^ 
éion^para  Uamar  los  autos  y  Mar  el  litigio.  En  conirmocion  d» 
esta  dioetritta  podemos  citar  el  éaso  sigolttile* 

£n  conformidad  de  lo  ordenado  pnr  el  arcediano  de  Pédnte 
B.  Damián  Alonso  Beirrocal ,  en  su  última  dlsporidoli  otprgadtf 
en  1602 ,  se  fundó  de  una  parte  deaus  Uenes  en  la  capilUt  dé 
San  C!osme  y  San  l^amian  de  la  catedral  de  Segovia,  una  cs^* 
HAlifa  á  favor  de  los  parientes  del  mismo ,  éon  prévenéibn  dé 
que  se  impetrase  la  aprobaoldii  poAtifleia,  ^e  tfo  consta  se  He* 
ga<e  á  obtener,  y  se  desliad  el  resto,  dividido  éo  pordehes  de^ 
terminadas «  para  sosteuér  á  jóveáMs  de  aü  naal^e  én  la  daMra 
de  las  letras  y  dotar  doncellas,  que  á  su  pobreza  reuniesen  esta 
misma  cualidad.  D.  Joan  Oiasco  y  Berrocal ,  hijo  del  último 
poseedor  de  la  mendoaada  capeHania,  considerándola  compren- 
dida en  la  ley  de  19  de  aguato  de  I84l ,  pldié  al  juez  de  Segó- 
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Yla  en  7  de  jonto  de  1S49  muidase  adjudiearle  oono  ilbreí  lo- 
dos los  bienes  á  ella  pertenecientes ,  con  los  fratos  y  rentas  qoe 
existiesen  en  poder  del  administrador,  á  quien  se  exigieran  las 
cnentas  oportunas.  Deddida  esta  pretensión  favorablemente,  y 
pasada  la  sentencia  en  autoridad  de  cosa  Juzgada,  se  libró  exor« 
to  al  intendente  y  al  Juez  eclesiástico,  ¿  fln  de  que  pusiesen  á 
disposición  de  Olaso  los  libros,  papeles  y  documentos  de  la  ca- 
pellanía, y  se  diesen  las  cuentas  relativas  á  la  misma.  Habién- 
dose opuesto  el  cabildo  de  Segó  vía  como  administrador  á  la  en* 
Irega  de  dichos  documentos,  por  creerse  con  derecho  i  retener- 
los f  á  causa  de  estar  embebidos  en  ios  pertenecientes  á  la  obra 
pfa  de  su  cargo ,  sin  mas  obligación  que  ia  de  dar  á  Olaso  loa 
testimonios  que  oeoesitase ,  proveyó  en  su  contra  el  Juez.  En 
este  estado  pidió  Olaso  se  hiciese  la  correspondleote  capitaliza- 
ción de  los  bienes  qoe  tocaban  á  la  capellanía ,  y  pendiente  aun 
esta  cuestión ,  presentó  una  comunicación  de  la  junta  inspecto* 
ra  de  bienes  oacioQales,  y  uoa  real  orden  espedida  por  el  mi- 
nisterio de  Hacienda,  de  las  cuales  resultaba  hallarse  esceptua- 
da  la  obra  pía  en  cuestión  de  la  incorporación  al  Estado ,  y  en 
su  virtud  pidió  la  posesión  de  los  bienes  correspondientes  á  la 
misma.  El  Juez  lo  mandó  asi ,  declarando  ó  Olaso  patrono  y  ad- 
ministrador, y  antes  de  llevarse  á  efecto  esta  resolución,  pro- 
movió oompeteneia  el  Jefe  político  de  Segovia. 

Gomo  se  ve  por  el  precedente  relato ,  se  trataba  de  una  fon- 
dación  de  patronal  particular ,  sobre  la  cual  no  ejerce  la  admi- 
nistración su  protedorado,  sino  en  cuanto  basta  para  asegurar  el 
eumplimieolode  la  voluntad  del  fundador:  la  disputa  versaba,  no 
sobre  la  administración ,  sino  sobre  los  derechos  respectivos  de 
Olaso  y  del  cabildo  de  Segó  vía ;  no  se  trataba  de  la  reclamación 
de  obras  pías  por  una.  junta  de  beneficencia ,  sino  por  un  parti- 
cnlar;  en  cuyo  easo  no  puede  ser  de  ningún  modo  aplicable  la 
Ibrmalidad  de.  que  trata  la  real  orden  de  80  de  diciembre  de  l8Sa 
á  que  hemos  aludido.  Por  estas  razones  y  las  que  antes  espusi- 
mos ,  decidió  el  consejo  real  la  competencia  á  favor  de  la  auto- 
ridad jndieiai.  (Consulta  de  le  de  abril). 
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Cuando  la  autoridad  judicial  procede  contra  algún  alcalde  ó 
ayuntamiento  y  sin  obtener  antes  autorización  necesaria  del  je* 
fe  poUtico  ¿puede  este  avocar  d  si  el  conocimiento  del  negocio 
entablando  la  competencia? 

SegQD  el  párrafo  8.* ,  art.  4.*  de  la  ley  para  d  gobierno  de 
las  provlDclas  de  2  de  abril  de  1845,  los  jefes  polltieos  deben 
conceder  ó  negar  con  arreglo  á  las  leyes  ó  Instraeéiones  la  aotd- 
rizacion  competente  para  procesar  á  los  empleados  y  corpora- 
ciones dependientes  de  sn  autoridad  por  hechos  relativos  al  ejer- 
cicio de  sus  fondones.  Be  aqnf  se  signe,  qne  si  no  Juez  proce- 
sa á  algnna  de  dichas  corporaciones  ó  autoridades ,  sin  haber 
obtenido  la  referida  autorización ,  será  nulo  el  procedimien- 
to, por  haberlo  instruido  quien  carecía  de  Jurisdicción  com-» 
pétente.  ¿Pero  se  infiere  también  del  mencionado  párrafo,  que 
el  Jefe  político  pueda  corregir  este  abuso  de  la  autoridad  Ju- 
dicial, por  medio  déla  competencia?  De  ningún  modo:  este 
recorso  no  puede  tener  mas  ob|eto  que  el  decidir  cuál  de  las  dos 
autoridades  contendientes  debe  conocer  del  fondo  del  litigio,  y 
por  consiguleute  no  puede  ser  aplicable  á  una  cuestión  en  que 
se  disputa,  no  sobre  cuál  es  lá  autoridad  eompelenle,  sino  so- 
bre si  el  que  está  cooocieodo  se  sujeta  ó  noá  les  trámites  y  for- 
mas de  la  ley.  Si  un  Juez  de  primera  instancia  forma  causa  á  na 
alcalde ,  será,  ó  porque  falte  á  sus  deberes  como  agente  de  la  ad- 
ministración ,  ó  como  auxiliar  suyo  para  la  administración  da  Jus- 
ticia: en  el  primer  caso  necesita  autorización  del  Jefe  político  y 
enel  segundo  no,  pero  en  ninguno  hay  cuestión  de  competencia. 

Y  no  se  alegue  contra  esta  doctrina  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 67  y  68  de  la  ley  de  ayuntamientos  de  8  de  enero  de  1846, 
según  los  cuales  el  Jefe  político  puede ,  en  caso  de  ialta  gra?e, 
suspender  á  un  alcalde ,  dando  en  seguida  cuenta  al  gobierno, 
el  cual  puede  sustituir  al  suspenso ,  pasando  seguidamente,  si  lo 
Creyere  necesario ,  noticia  de  los  hechos  al  tribunal  competente, 
para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho,  á  la  aYeriguaeion  y  cas- 
tigo de  su  delito.  Lo  que  de  esta  disposición  se  infiere  es  que  el 
gobierno  puede  mandar  cuando  lo  estime  Justo,  la  formadoq 


de  causa  á  loB  aleatdes;  pero  esto  debe  entenderse  sin  perjoi- 
cío  de  la  facultad  de  los  jueces  pai>a  formarla  también  ,  previa 
la  competente  autorización;  pues  de  otro  modo,  para  nada  ser- 
viría. «1  articulo,  citado  deji^  ley  de  2  4(9  ^^Ht  qu9  a^rUitVJ^  i 
los  Jefes  poiitlees  d  derecho  de  autorizar  la  formación  d9  causa 
á  I04.  empleados  y  corporaciones  depen()lientes  49  su  autoridad, 
y  en  ningún  caso  puede  ser  esta  tampocp  una  cuestión  de  CPQi*- 
petencia. 

Jtaipuei  de  ealaUecida  esta  r<^gIa.  ep  dlfer^t^  cpnsitltas 

•      •  • 

del  conato.  refiL/Jb^  venido.  4  cppf^rinarla  el  pirrafo  4*%  ar^r 
cMto  8.,?  del  rmltdocrptD  de^  de;  juuip  Wmoj,  d  cu^lpr^Jii^.A 
loa  j^lespplftlcos.  provocar  competencia» ,  for  no  bati^f  pr8PíHl.i* 
do  la  autorizadon  cornespondiente  para  perseguir  ^q  jAif^o  á  loa 
empi^dos  en  concepto  de  lales.  De. modo.,  que  ya  no  4ete  ae^ 
citiurse  dudas  ni  noestiones  ^bre  el. panto  e&MhMQ  en  la  t^ais 
de  este  numero*  Hé  aqui  abora  los  diferentes  casos  re^ueü^  por 
el  consejo  real  en  el  sentido  de  e$t4  doctrina. 

Primer  c^tso.  Anundada  poj?  el  regente  de  la  audiencia  de 
Vi^lladolld  al  Juez  de  primera  instancia  de  VlUafranoa  del  Vibr- 
io la  próxima  €|jeencion  de  una  senteiicia  de  pona  capjital  en  di^* 
eba  villa ,  ofició  este  al  akalde  de  la  misma ,  cotnisionándole 
para  que  dispusiese  lo  necesario  á  dicbo  fio.  Ei  alcalde  rebusó 
esta  comisión ,  por  entender  que  era  estrena  á  los  deberes  y  atri- 
buci<Hies  de  su  empleo ;  y  babiéndole  formado  causa  el  mismo 
JueZ)  por  sup<mer  que  babia  incurrido  en  desobediencia. 7  des- 
acato á  BU  autoridad ,  como  auxiliar  de  ella  en  la  administración 
de  justtola^  ei  Jefe  politice  fundándose  en  que  para  entablar  este 
proceso  no  se  le  babia  pedido  aut<NrizacioB ,  promovió  la  oompe- 
üpnda.  La  cuestión  venia  á  reducirse ,  pues  9  4  si  oinitida  dicba 
solemnidad  en  la  causa  contra  el  alcalde  de  Viilafranca  del  Vierzo, 
sin  embargode  inferirse  de  la  naturaleza  misma  de  la  eomisioQ  que 
sé  le  confirió,  que  solo  tuvo  respecto  á  ella,  y  en  las  contestacio- 
nes i  que  dio  lugar,  el  carácter  de  ial  alcaide  y  no  eíde  auxi- 
liar del  Juez,  procedía  este  ó  no  con  arreglo  á  derecho  y  babia 
ó  no  incurrido  en  responsabilidad.  Y  como  ni  en  uno  ni  en  otro 
caso  habla  cuestión  decompetendia,  el  consigo  real  decidió  A 
fisvor  de  la  autoridad  Judicial.  (Consulta  de  26  de  mar;^o). 

Segundo  cato.    Formada  causa  per  d.  Juez  de  primera  ina* 
tancia  de  Piidra4»QeBa  ai  alcalde  de  Lusiana  ^r  no  ^uA^r  ina« 
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dfi^^p  4(m^f  yfUa,  y  b^ef  {^t^to  pr«?p  a|  píD^p.<tftUyun- 
Ui|g9ÍQnta  de  la  mjsma  por  suj^oofr  1^  ^)))a  falUdpyal  (fffp^fo..  ^n 
cierta  reunión,  rejcarrtó  al  j^fe  pplíticp  de  GUida.d-&Qai,  elcii^l 
Ifondado  en  (|uenp  se  le  habia  pedido  autorización  para  pntabJbir 
t|Lle^  procedimientos^  con  arregif  al  pájrrafo  8.^,  art.  4.^  de  lalfiy 
djp  2  de  abril  de  184¿,  promoyió  |^&te  competencia»  £1  consi^io 
real,  fuodfndose  en  las  mismas  raspes  alegadas,  di^mó  á  ffi* 
Tor  de  la  autoridad  judicial.  (ConfuUfi  de  ip  de  mayo). 

Tercer  cqso.  Hablendp  forma^ot  diligencias  el  alc^|4^  ^  74'* 
benes  contra  algunos  individuos  del  ayuntamiento  de  la  mismn 
T^jta ,  que  desairados  efx  upa  empañada  vA)taci9)P  sobre  elección 
de  médico  y  ciri^ano »  tuvieron  algunas  reuniones  por  la  noche 
^  4cs^9f ^  9  }^  reaiiti()  al  jefe  político  de  To|^.  M  neciblr  4a* 
dlaraciqn  á  los  sumarjades  los  detuvo  el  alfaide  ppr  espacio  de 
cuatro  horas  en  su  casa,  por  lo  cual  acu4ieron  coiitra  él  ^r  oje* 
dio  de  qu^r^fia^  fd  jiie^z  de  primera  instaiuiia  de  Orgi^z.  DifigU 
da  órdep  pojf  este  ^  alcaide  para  le  rexpision  dc[  las  dj|igencias, 
y  después  ep  vista  de  su  contestación  un  exhorto  con  ig9ai  ob- 
jeto al  jefe  político,  creyc^  esta  autoridad  deber  negarse  á  |o  que 
f^  le  pe^ia ,  por  considerar  que  np  resi|ltaba  de  las  f)i^igepQif« 
delito  alguno  de  que  el  jpez  pudier^i  coifp^^er  conUa  el  alcalde* 
Este  entre  tanto  se  mostró  par);a  ^  la  causa ;  y  en  virtud  de 
una  orden  f[ue  exhibió  del  jefe  poiít|co,  protestó  epp^aj^ac- 
tnaciopes  como  nulas,  pc^i^  pa  h^r,  pre^j^lfíp  A  allap^  ja  9#\'^\\r 
zacioA  del  mifmo  que  la  ley  tf¡(^\\ifx^^.  j^er<i!jdggesÚqianfUi|  If^io^^, 
el  juez  esta  protesta,  é  in^^s^jj^ndc)  e^  |p  rp<;itufVUdop  0(|  las  diljk. 
geocias  p/acticadas  p^jr  eji  ^c^f]^,.  BfpfH^YÍ^  ^1*  ¡^W^}^9  h^ 
^mpetenciat  :  -       * 

En  este  caso>  el  Juez  de  Org^«  pjrpfj^^ió  fspntra,  e^i^qalde.^p, 
Yébenea  por.l^e^hos  fel^tlvos  ^  ft|^rí?ÍS»<>  .^e  w?ifMW»9fl^5  ^^  ' 
tp  que  el  ^rt.  73  >  párrafo  2.»  de  ^ey  d^  eypnt^i^f}if|i^^pfi^.4e  f , 
4e  enefo  4e  1845,  autoriza  á  estos  fiindon^ios  para  adoptar, 
donde  no  hubiere  4elegajdos  d.f  I  gpbiecpo.,  medidas  protectoras, 
de  la  tranquilidad  pública,  y.^e  ¡tratajb^.de  ifA  fcto  practieada 
en  el  ejercicio  4^  ^^ta  atribjüpi^^  Be. lo  c^al  s^  Sfgnp  qfie  era 
in4ispeosable  para  la  vaiid^«  dfl.  Qjcqq^diffiipq^  9 '^  ^R^^^c^ 
del  jefe  político.  Y  coKf^o  tacppp<^.|dp,ii^t^  ca^p  hab^t  ^J^l^R  4f 
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favor  de  la  autoridad  Jodlcial.  (CkHisiiHa  da  10  de  najo). 
Cuarto  cato.  El  Joez  de  primera  instancia  de  Oaocin  eneaa- 
90  á  D.  José  García  Sevilla  y  D.  Diego  de  la  Rosa  por  la  ra- 
plantaeioD  de  una  hoja  del  libro  copiador  de  la  correspondenda 
pública  del  ayontaroiento  de  Benarrabe,  hecha  cuando  ya  el  pri- 
mero habla  cesado  en  sn  empleo  de  alcalde  de  este  pueblo ,  y 
quedando  el  segundo  separado  6  suspenso  del  cargo  que  dcs« 
empeñaba  de  secretario  de  dicho  ayuntamiento.  Dirigida  por  el 
Juez  al  Jefe  político  de  Málaga  una  comunicación  relativa  á  la 
instrucción  del  sumario,  creyó  dicho  Jefe  en  su  vista,  y  por  lo 
que  informó  el  consejo  provincial,  que  et  negocio  era  de  su  co- 
nocimiento; lo  uno  porque  se  trataba  de  un  abuso,  que,  ana 
cuando  fuese  delito,  solo  podía  ser  objeto  de  una  cansa  criminal, 
precediendo  su  autorización ,  por  dirigirse  contra  un  fnocioDario 
dependiente  de  su  autoridad  por  un  hecho  relativo  al  ejercido  de 
sus  atribuciones;  y  lo  otro^  porque  según  se  deduce  de  los  pár- 
rafos 1  .o  y  8.® ,  art.  6.o  de  la  ley  de  2  de  abril  de  1845  ^  corres- 
ponde á  los>Jefes  políticos  entender  en  todo  cuanto  ocurra  en  los 
establecimientos  y  dependencias  de  la  administración ,  que  afee« 
to  de  cualquier  modo  á  su  orden  interior ,  y  pueda  perjudicar  el 
servicio  público ,  ó  para  corregir  guiíemativamente  los  abuios»  d 
para  someter  los  culpables  á  la  acción  de  los  tribunales  si  el  he- 
cho resultase  criminal.  En  estas  razones  se  fondo  el  Jefe  políti- 
co para  entablar  la  competencia;  pero  ni  una  ni  otra  eran  con- 
cluyentes:  no  la  primera,  porque  rigiendo  ya  el  decreto  de  4  de 
Junio  de  esto  año,  no  procedía  dicho  recurso  por  la  falto  de  auto- 
rización en  los  Jueces  para  proceder  contra  los  empleados  y  corpo^ 
raciones  de  la  administración,  con  arreglo  al  art.  s.®  arriba  d- 
todo :  no  la  segunda ,  porque  el  párrafo  l  .^  del  artículo  6.^  de 
la  citoda  ley  de  2  de  abril  de  1845,  se  limita  á  atribuirá  los  Je- 
fes políticos  fondones  de  policía  Judicial ,  y  el  párrafo  Z.^  dd 
mismo  artículo,  no  hace  mas  que  poner  en  su  mano  un  medio 
gubernativo  para  hacer  respetar  su  autoridad ,  y  ni  de  lo  uno 
y  de  lo  otro  se  deduce  que  el  Jefe  político  de  Málaga  debiera 
conocer  del  negocio  de  que  aquí  se  trato.  Por  todo  lo  cual  el  con- 
sejo deddió  á  favor  del  Juez.  (Consulto  de  ai  de  Julio). 

Quinto  cato.  Habiendo  formado  causa  el  Juez.de  primera  inston* 
da  deDaimiely  sobre  un  cambio  hecho  fortivamento  de  algunos 
efectos  embargados  aún  preso  por  otros  ^iaetoa  demenor  valor  con* 
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traD.  Magtn  Peral » te&leote  alcalde  de  Fneiíte  dd  Fresno,  eomo 
responsable  por  eotoDces,  segon  el  resollado  do  las  diiigonelaa 
practicadas ,  mandó  en  9  de  Jnnto  último  la  prisión  de  este ,  sir- 
viéndole de  cárce(  la  villa  y  sos  arralwles:  al  mismo  tiempo  le 
suspendió  de  sus  fondones  de  tai  teniente  de  alcalde ,  dando  co- 
nocimiento de  esta  providencia  el  jefe  político ,  el  cual  promovió 
con  este  motivo  la  competencia.  Se  fundaba  paradlo:  l.^  en  que 
d  art.  67  de  la  ley  de  ayuntamientos  de  8  de  enero  de  1846, 
atriboye  al  jefe  poUticó  en  caso  de  falta  grave  suspender  á  un 
ayuntamiento,  al  alcalde  ó  á  cualquiera  de  los  concejales  dando 
cuenta  al  gobierno:  2.®  en  que  el  art.  5.^,  párrafo  5."*  de  la  ley 
de  2  de  abril  de  1815 ,  encarga  á  dichos  jefes  que  hagan  esto 
mismo  en  casos  urgentes  poniéndolo  en  conocimiento  del  gobier- 
no con  respecto  á  cualquier  funcionario  dependiente  dd  minis* 
teiio  de  la  Gobernación.  Lo  primero  no  es  fundamento  suficien* 
te  para  sostener  que  d  juez  de  Daimiel  no  podo  suspender  al 
teniente  de  akalde  de  Fuente  del  FresnOi  porque  do  eoncederse  es- 
ta fticultad  á  los  jefes  políticos,  no  se  signe  que  sea  privativa  en 
dios:  lo  segundo  es  aun  menos  conoluyente,  porque  el  dtado 
párrafo  5.^^  art.  5.^,  de  la  ley  de  2  de  abril  i  sin  delarar  que 
la  suspensión  toca  exclusivamente  á  los  jefes  políticos,  se  contrae 
á  los  casos  urgentes  y  d  presente  no  lo  es.  Por  estas  razones  de* 
eidió  la  competencia  el  consejo  real  á  fiívor  de  la  autoridad  judi- 
cial. (Consulta  de  18  de  agosto). 

Sexto  caso.  En  29  de  diciembre  último  compareció  José  Nie- 
to Barragan  ante  el  juez  de  primera  instancia  de  Gaocin ,  que- 
jándose de  que  el  alcalde  de  aquella  villa  habla  arrestado  á  Ma- 
ría Nieto,  su  hija,  casada  con  José  Rodríguez,  ausente  á  la  sazón, 
por  no  haber  satisfecho  la  multa  que  le  impuso  en  castigo  de  cier* 
tas  contestadones  que  tuvo  con  algunas  convednas  suyas.  Ins-* 
truidas  por  el  juez  las  diligencias  correspondieotei,  y  reclamadas 
por  el  mismo  las  que  habla  formado  d  alcalde,  contestó  éste^ 
que  habiendo  dicha  mujer  desobedecido  á  so  llamamiento  para 
cierto  asunto  gubernativo,  le  había  impuesto  tres  dias  de  arres- 
to. En  su  vista,  el  juez  mandando  poner  en  libertad  á  la  arrea- 
tada, multó  al  alcalde  en  160  rs. ,  y  le  condenó  en  las  cortas 
por  haber  invadido  la  jurisdicción  ordinaria  con  infracción  del 
reglamento  de  juzgados.  Desestimada  por  el  juez  la  apelación 
que  el  alcalde4nterpuso,  recurrió  este  al  jefe  político  de  Málaga, 

Tomo  ii.  *• 
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el  cual  promovió  la  conápetencia  fondado  eo  que  no  se  le  habla 
pedido  la  competente  antorizacion.  Pero  en  ningún  caso  podia 
conocer  de  este  negocio  el  jefe  político ,  pues  si  se  suponia  que 
el  alcalde  de  Gaoein  habla  faltado  como  funcionario  judicial ,  es* 
taba  sujeto  á  la  jurisdicción  del  juez  de  primera  Instancia :  si  co* 
mo  agente  de  la  autoridad  admiuiütrativa ,  la  falta  de  la  autorl» 
Kaeiou  para  entablar  el  proceso  no  es  motivo  para  suscitar  compe* 
tencla  .con  enrola  ai  decreto  citado  de  4  de  junio  último ,  y  al 
supone  que  el  alcalde*  no  incurrió  en  falta  alguna,  debía  hacer 
patente  su  Inocencia  ante  el  tribunal  á  quien  privativamente  cor- 
respondía juzgarle.  Por  estas  razones  el  consejo  real  decidió  co- 
mo en  los  casos  anteriores  á  favor  de  la  autoridad  judicial.  (Goa« 
sultade  27  de  octubre). 

Séptimo  caso,  .  El  juez  de  primera  instancia  de  Denla,  en  vir- 
tud dedenuncla  de  JoséGabrera,  vecino  de  Vergel ,  formó  causa 
al  alcalde  de  Seola  y  Mirarosa,  por  ocultación  de  algunas  mul« 
tas  por  él  impuestas,  en  la  suma  de  1784  rs.  £i  jefe  poHti- 
co  reclamó  las  ditigenolas  ^  fundándose  en  que  las  multas  las  ha 
Impuesto  el  alcalde  como  tal,  y  no  en  uso  de  facultades  judicia- 
les, y  también  en  quese[  requería  para  procesarle  por  ello  la  au- 
torización que  no  se  había  pedido.  £1  juez,  sin  negar  lo  prime- 
ro ni  desconocer  lo  aeguindo ,  opuso  á  eotramktos  razones  qoc  la 
causa  no  versaba  sobre  la  Imposición  de  las  multas,  ¿ino  sobre 
su  ocultación  que  constituía  un  delito  coman.  Resultó  de  aquí  la 
competencia,  y  el  consto,  real,  fundándose  mi  que  la  cue&tíoo 
versaba ,  no  sobre  Aa  apUeacion  que  debía  darse  al  producto  de 
las  ipultas  en  cuestioo ,  stno  sobre  si  el  alcalde  de  Seola  habla  ó 
no  defraudado  á  los  fondos  públicos,  y  en  que  la  falta  de  auto* 
rizacion  para  procesar  á  dicho  funcionario  no  puede  dar  logar  á 
tal  recurso,  deeidió  á  fovor  de  la  autoridad  judicial.  (Consulta 
de  27  de  octubre). 


SOBRE   EL  PROYECTO 

DE  LEY   DE  ENJUICIAMIENTO 


PARA  LOS  GASCS 


EN  QUE  EL  SENADO  SE  CONSTITUYA  EN  TRIBUNAL , 

ronforme  á  lo  dispuesto  en  la  Constitución. 


Dto  en  el  cods<|o  real.  Un  suceto:  ocBflrid»>  mco  Ueiiito  hacl 
dio  raoUvo  sin  dad*  é  qua  el  gobierno  p-iJii  en  I.XÍS5 
t  "«a  ey  ie.  esta  especie.  El  atentodo  cometido  eont«i  ta^ 
de  s.  M.  en  la  noche  del  4  de  mayo  último ,  y  por  «I  dual  J» 
E.do  acosado  D.  Aogel  La  Riva,  era  íodadablí¿n,te  JdelS 
de  los  que  seg»a  la  Constitución  eorrespondw  á  la  Jorisdlccfon 
f„«  /•? ''***i-  ^  ^  '*  i«»t«rp«o.la  e8oep<te»vde  ínoonieíeiicirde 
los  tnl>unale8  ordinarios;  pero'  para  rwolverla  fiívonhiemeate 
se  ofrecía  «na  inmensa  dificultad  ,  y  era  qoe  el  senado  na  m! 
<J!a  conocer  de  este  negocio,  sino  con  arreglo  á  las  leyes  de aL 
jiUciaimento  ofrecidas  en  el  mismo  artícote  que  re  InvocSa  ní» 
que  prosperase  el  reouwo,  y  tales  leyes  bo  existían.  Así  es,  ob« 
la  audiencia  de  Madrid  declaró  la  eonf peMncla  d«l  taezde  SS! 
mera  instancia ,  y  lo  dispuesto  «n  la  Constitución  Mra  los  ea. 
«os  de  esta  especie,  quedó  sin  efecto.  Por  eso  una  de  las  ori 
meraj  leyes  que  se  han  presentado  á  las  cortea  en  esta  leeislaC 
tura,  e.s  la  que  arregla  el  procedimiento  que.debe  seguir  el  «ena- 
do  cuan  lo  se  constituya  en  tribonai  de  josUda. 

Los  fundamentos  de  sus  principales  disposiciones  se  hallan 
en  la  escelente  exposición  de  motivos  que  le  precede,  trabaiada 
taoibien,  según  tenemos  entendido,  por  el  consejo  real;  ñor  iñ 
que  defraudaríamos;  á  nuestros  lectores,  si  «  UM-obra  tan  com . 
plpta  susUtH^'iérAmqs  nuestras  ohservacioae»  pr«fia»¿<     ,.,r  . . 

Pero  aunque  nos  parecen  acertadas  casi  todas  las  disoosi 
clones  de  este  proyecto,  hay  algunas  que  se  deberían  modificar. 
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Tal  68  entre  otras  la  que  establece  que  caando  por  cualquiera 
causa  cese  de  ejercer  sus  funciones  el  congreso  de  diputados,  ¡a 
comisión  nombrada  por  este  para  sostener  la  acusación  contra 
los  ministros ,  continúe  desempeñando  las  suyas  hasta  la  teroiU 
nación  del  Juicio.  Así  deberla  ser  cuando  las  cortes  no  Aieren 
mas  que  cerradas  ó  suspendidas;  pero  no  cuando  fuesen  disuel- 
tas ó  concluyen  su  última  legislatura.  En  estos  dos  últimos  ca$u8 
hay  muchas  razones  que  aconsejan  la  suspensión  del  procedi- 
miento contra  los  ministros ,  hasta  que  las  nuevas  cortes  deci- 
dan sobredio,  nombrando  otros  dipotados  que  sustenten  la  acu- 
sacion,  para  las  bien  tenues  que  puede  inducir  á  la  continuación 
de  este,  fin  efecto,  cuando  se  disuelven  las  cortes  ó  concluyen 
su  última  legislatura,  los  diputados  nombrados  para  sostener  la 
acusación  pierden  el  carácter ,  en  virtud  del  cual  ejercían  este 
alto  y  delicado  encargo;  si  continúan  desempeñándolo  sin  em* 
bargo,  tendremos  de  acusadores  de  los  ministros  á  unos  particu- 
lares sin  la  categoría  que  requiere  la  Jey  en  los  que  hayan  de 
desempeñar  tales  funciones.  Y  no  se  crea  que  cuando  se  exije 
para  desempeñar  encargos  de  esta  especie  cierto  carácter  y  re- 
presentación ,  se  hace  esto  únicamente  por  razones  de  conveolen- 
cia  social ,  sino  que  la  ley  supone,  y  con  razón,  que  el  ocq* 
par  un  puesto  distinguido,  es  una  garantía  de  buen  compor- 
tamiento en  el  desempeño  de  las  funciones  públicas  que  van 
unidas  á  él.  Según  el  art.  39  de  la  Constitución,  correspon- 
de á  las  cortes  haeer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  minis- 
tros, acusándolos  el  congreso  y  Juzgándolos  el  senado.  Por  con- 
siguiente ,  esta  facultad  de  acusar  á  los  ministros  es  privativa 
del  congreso ,  el  cual  no  puede  ejercerla ,  sino  representado  por 
comisarios  de  su  seno  que  él  mismo  elige  al  efecto.  De  aquí  se 
sigue  que  disuelto  el  congreso  acaba  de  derecho  el  encargo 
de  los  comisarios,  porque  no  se  concibe  que  faltando  el  man- 
dante no  cese  el  mandatario  también.  Por  lo  tanto,  mientras 
no  se  reúna  el  nuevo  congreso  y  elija  comisarios  que  sosten- 
gan en  su  nombre  la  acusación ,  no  es  posible  legalmente  que 
prosiga  la  causa,  porque  en  un  juicio  contradictorio  son  cor- 
relativos el  actor  y  el  reo,  de  tal  manera,  que  fiíltando  el  uno  de 
ellos  >  falta  el  supuesto  necesario  para  que  haya  juicio ,  y  qoeda 
éste  suspenso  de  derecho  hasta  que  se  nombre  quien  represente 
á  la  parte  que  no  estuviere  representada  en  el  proceso. 

¿Y  qué  sucederá  si  el  congreso  nuevo  estimare  injusta  la  acu- 
sación ó  perjudicial  el  continuarla  ?  Gomo  según  .el  art.  39  de 
la  Constitución  citado ,  se  necesita  el  concurso  de  ambos  cuer- 
pos colegisladores  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los 
ministros ,  podría  el  congreso  nuevamente  elegido  separarse  de 
la  acusación  dirigiendo  el  mensage  correspondiente  al  senado, 
en  cuyo  caso  todo  lo  que  este  hubiere  hecho  desde  la  disolución 
del  anterior  congreso ,  sería  completamente  inútil.  Por  otra  par- 
te ,  es  manifiestamente  contrario  al  espíritu  de  la  Constitución 
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que  e)  senado  vitalicio  juzgue  á  los  ministros  á  despecho  del 
congreso  electivo ,  después  que  este  se  haya  desistido  de  la  acu- 
sación pendiente;  porque  no  se  compadece  con  un  sistema  polí- 
tico en  que  no  puede  hacerse  ley  alguna  por  poco  importante 
que  aea ,  sin  el  concurso  simultáneo  de  ambos  cuerpos  colegisla- 
dores^  que  uno  de  estos  juzgue  y  condene  contra  la  voluntad 
del  otro  como  criminales  á  los  ministros  de  la  corona,, que  el  se- 
nado pueda  imponer  hasta  la  pena  de  muerte  por  su  conducta 
oficial  á  un  ministro  que  el  congreso  proclama  por  esa  misma 
conducta  benemérito  de  la  patria;  ó  aunque  el  ministro  sea  cul- 
pable^ que  el  senado  prosiga  de  oficio  una  causa  contra  el  pa- 
recer del  congreso,  que  entiende  debe  sobreseerse  en  ella  por 
convenir  así  á  la  pública  tranquilidad  ó  independencia  de  la 
nación. 

Alégase  contra  estas  razones  y  que  siendo  facultad  privativa 
del  senado  el  juzgar  á  los  ministros,  si  el  congreso  pudiera  de- 
sistirse  de  su  acusación ,  ó  se  suspendiera  esta  por  la  disolución 
de  las  cortes,  se  trasladaría  dicha  facultad  á  solo  el  congreso,  lo 
cual  sería  contrarío  á  la  naturaleza  peculiar  é  independiente  de 
la  jurisdicción  del  senado,  contrario  á  so  dignidad  ,  é  incompa- 
tible con  el  art.  39  de  la  Constitución ,  que  al  establecer  la  ne- 
cesidad de  la  reunión  simultánea  de  ambos  cuerpos  colegislado- 
res, para  que  sea  constitucional  ia  reunión  de  cada  uno,  y  al 
esceptoar  de  esta  necesidad  al  senado ,  en  el  caso  en  que  este  ejer- 
za funciooes  judiciales ,  le  atribuye  en  el  mismo  caso  una  exis- 
tencia propia  é  independiente  de  la  existencia  del  congreso ;  y 
que  por  lo  tanto  no  puede  ser  modificada  bajo  ningún  aspecto, 
por  ninguna  de  las  vicisitudes  y  modificaciones  por  donde  pue- 
da pasar  la  cámara  electiva*  Pero  ninguna  de  estas  razones  tie- 
nen fuerza ,  ni  prueban  lo  que  se  proponen.  No  es  exacto  que 
la  suspensión  del  juicio  contra  los  ministros  por  la  disolución 
del  congreso,  equivalga  á  trasladar  á  este  cuerpo  la  facultad  de 
Juzgarlos;  pues  siendo  así,  también  tendría  la  misma  equivalen- 
cia la  facultad  de  acusarlos  ó  no.  Si  el  senado  es  independiente 
jnzgando  á  los  ministros,  también  lo  es  el  congreso  acusándo- 
los ó  no ,  y  si  no  se  puede  procesar  á  un  ministro  sin  que  el 
congreso  lo  acuse  y  sostenga  la  acusación  por  medio  de  sus  co- 
misarios ,  es  claro  que  no  se  le  puede  juzgar  coando  falta  un 
congreso  que  persista  en  la  actuación.  Ni  se  pueden  aplicar  á 
estos  procesos  los  principios  del  derecho  común ;  porque  si  en  los 
tribunales  ordinarios  el  desistimiento  ó  la  falta  del  acusador  no 
es  motivo  suficiente  para  que  la  causa  se  suspenda ,  es  porque 
hay  un  fiscal  que  acuse,  porque  los  jueces  pueden  proceder  de 
oficio ,  y  porque  se  trata  de  delitos  comunes,  los  cuales  son  pu- 
nibles en  todos  tiempos ,  y  sin  que  puedan  influir  en  su  castigo 
las  circunstancias.  Pero  en  las  causas  de  los  ministros  no  suce- 
de nada  de  esto ;  pues  ni  el  senado  puede  proceder  de  oficio, 
ni  hay  fiscal  que  sostenga  la  acusación ,  ni  se  puede  prescindir 


470  EL   DKRBGHO'MODBRlfO. 

para  entablarla,  seguirla  y  fallarla  de  las  razones  de  conve- 
niencia púiilíéá.  Kl  exigir  la  Constitución  qiie  elcongreso  acuse 
#iIosr.flírí»liftHi»s  j  sostcÉiga  la  acusaefon ,'  j«zgábdofo$  el  senado, 
iH)-<iíede)inMti^jeto  sínoiasegararse  de  que  no  se- lleven  adelan- 
te talescalMiasy  sin  el  «oncurso  de  ambos  eoierpos  colegislado- 
res; porqoe  si  hubiera  queiido  que  la  segunda  cámara  ejercie- 
se en  o&tos  casoj» -fundones  semejantes  á  las  de  los  tribunales 
^dinaríos,  les  habría  autorizado  para  proceder  de  oficio.  ¿M 
coma  se  cumpliría  el  artículo  constitucional ,  que  cxije  que  ti 
congreso  sostenga  por  medio  de  sos  comisarios  la  acusación  con- 
tra los  raimsfcros ,  siguiendo  en  el  desempeño  de  estas  funciones 
ios  diputados  nombrados  por  un  congreso  que  ya  no  existe?  Es- 
tos (tlputados  no  representan  al  congreso  disoelto ;  porque  mal 
poade  ser  representado  un  cuerpo  que  ha  dejado  de  ser;  y  tam- 
poco, representan  aJ  congreso  nuevo,  porque  no  les  ha  nombra- 
do :  luego  $i  á  pesar  de  esto  la  causa  siguiera  ,  no  sería  ponao 
previene,  la  Constitución ,  esto  es ,  sosteniéndola  acusación  el 
congreso  por  medio  de  sus  comisarios. 
•  Por  todas  estas- razones,  en  vez  del  artículo  que  Impugnanoos 
debería  ootoearse  otro  en  que  se  estableciera,  que  s\  presentado 
al  s«nado  el  tnensale  de  ^icusaclon ,  y  antes  de  fallarse  el  proce- 
so en  definitiva  se  disolviera  el  congreso ,  se  suspendiera  la  cau- 
sa,  hasta  que  el  nuevo  congreso  nombre  la  comisión  de  sie- 
te individuos  que  ha  de  formular  y  sostener  la  acusación  ante 
el  senado.  Y  que  si  el  nuevo  congreso  estimare  injusta  la  acusa- 
cioa  pendiente  9  remita  ai  senado  un  mensaje  de  desistimiento, 
debiendo  sobreseer  en  su  vista  el  tribunal  en  la  causa,  y  ponien- 
dp  en  libertad  á  los  acusados.  Estas  disposiciones  serían  mas 
conforme»  con  el  espíritu  y  letra  de  la  Constitución ,  y  con  el  ca- 
rácter  eminentemente  político  de  una  ley  de  esta  especie. 

lié  aqoí  abora  la  esposicion  do  motivos  y  el  texto  del  pro^ 
yecto. 

A  LAS  CORTES. 

Hallándose  establecido  por  la  Constitución  que  ei  congreso  ba- 
ya de  acusar  á  tos  ministros  cuando  creyere  que  han  incurrido  en 
responsabilidad,  y  que  el  senado  se  constituya  en  tribunal ,  tanteen 
este  caso  como  en  loi?.  demás  desigüados  por  el  art.  I9  de  la  mis 
ma,  pre(!Íso  es  fijar  por  medio  de  una  ley  la  aplicación  de  este 
principio»  y  hacerle  realizable  a  favor  del  oportuno  procidin  iento, 
en  el  cual  se  consiguen  á  la  vez  los  derechos  de  los  acusados  y  la 
defensa  de  la  socifclad  encomendada  en  sus  respectivos  ca.^os  a  'os 
cuerpos  mas  eminentes  del  £stado. 

Es  sin  embargo  mas  fácil  conocer  la  necesidad  de  esta  ley  que 
superar  las  graves  dificultades  inherentes  á  su  formación ;  pero  do 
por  eso  es  menos  cierto  que  cuando  la  legislación  no  alcanza  á  des- 
envolver tos  principios  consignados  en  la  carta  poh'tica ,  ó  aquella  es 
imperfecta ,  ó  estos  son  irrealizables. 

£sta  es  la  razón  que  ha  tenido  el  gobierno  de  S.  M.  para  some* 
ler  al  examen  de  las  cortes  el  presente  proyecto  de  ley,  que  de 
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todos  modos  podrá  recibir  su  perfeedon  de  la  experiencia  y  alta  sa* 
biduria  de  ias  mismas,  ludicáadola  sa  cree  4tspien9adQ  <|l  miqiatro  qu^, 
suscribe  de  entrar  eulás  muchas  y  delicadas  cuestiopesá  qk^e.el  mis** 
mo  da  lu^^ár^  cuestiones  que  sólo  put^den  explanarle  conipeteDte<t. 
ment¿  en  la  amplia  discusión  que  se  suscite,  pero  no  le  es  dado 
prescindir  de  indicar  por  lo  menos  las  razones  que  (la  tenido  pror--. 
sentes  al  consignar  aquellas  que  pueden  considerarse  como  sus  ba- 
ses cardinales. 

Eedóceose  estas  principalmente  á  cuatro:  competencia  del  tri- 
buBal  d«^I  senado ;  organizacioa  del  mismo ;  furnia  del  procedimien- 
to y  disposiciones  excepcionales  que  habrán  de  observarse  cuando 
sobrevenga  la  fatal  necesidad  de  acusar  á  los  ministros  de  la  coro- 
na. Innumerables  son  ios  puntos  de  controversia  á  que  todavía  dá 
lugar  este  reducido  número  de  cuestiones,  y  por  lo  mismo  el  gobier- 
no se  ocupará  solamente  de  las  que  cree  de  todo  punto  necesarias 
para  establecer  la  teoría  en  que  descansa  el  proyecto  que  presento. 

En  cuanto  á  la  primera  de  las  cuestiones  expresadas ,  la  Cons- 
tituciou  se  limitó  á  establecer  un  principio  y  á  tratar  en  el  art.  19. 
y  en  otros  el  cimiento  del  poder  jurisdiccional  de  la  cimara  vita- 
licia, señalando  en  general  las  causas  que  han, de  ser  ventiladas  ai^* 
te  efía,  ora  por  razón  de  la  materia,  ora  en  atención  á  las  persor 
ñas.  Los  autores  de  la  Constitución ,  sin  embargo  not>od/an  dejar 
de  preveer  que  ni  Iqs  delitos  ni  las  personas  privilegiadas  á  que  se  re-í 
fiere  debian  ser  sometidas  en  todas  ocasiones  al  fuero  del  senado  ,  y 
que  era  mas  conveniente  dejar  al  cuidado  de  los  poderes  públicos  la 
discreta  demarcación  de  los  límites ,  dentro  de  los  cuales  habia  de 
quedar  circunscrita  la  esfera  jurisdiccional  de  aquella  asamblea.  As( 
la  Constitución,  q"e  no  podía  ni  debía  descender  á  disposiciones 
de  un  cirden  secundario ,  na  confiado  al  poder  legislativo  el  encargo,, 
de  resolver  cuándo  deberán  ser  juzgados  por  el  senado ,  así  los  de- 
litos coDtra  la  persona  del  rey  6  la  segundad  del  Estado,  como 
aquellos  por  los  cuates  hayan  de  ser  procesados  los  senadores. 

El  gobierno  por  otra  parte  hubiera  deseado  definir  con  precisión 
los  delitos  que  pudieran  ser  considerados  como  graves  para  los  efec- 
tos de  esta  ley;  pero  nuestra  legislación,  aunque  próxir^ia  a  recibir 
importantes  reformas ,  no  permite ,  mientras  estas  no  se  verifiquen, 
que  se  detallen  Jos  delitos  específica  y  determinadamente,  ni  con- 
siente tampoco  la  índole  de  esta  Uv  que  se  incluya  en  eUa  una  cla- 
stílcacion  propia  del  código  penal.  £1  gobierno,  por  lo  tanto,  ha 
creido  conveniente  dejar  para  este  código  la  definición  de  las  faltas, 
di^lltos  ó  crímenes  que  deben  ser  objeto  de  la  jurisdicción  del  se^ 
liado. 

Pero  estos  delitos  pueden  ser  de  muy  diversa  y  desigual  iras- 
cendencia ,  no  siendo  dado  apreciarla  sino  por  la  calidad  de  los  cul- 
pables, la  naturaleza  de  sus  designios,  el  momento  de  la  ejecución» 
laf!  ramificaciones,  los  medios  auxiliares  y  demás  circunstancias  del 
hecho  criminal.  ¿Y  quién  ha  dd  estimar  cuándo  será  oportuno  que 
el  senado  deba  conocer  de  esta  clase  privilegiada  de  procesos?  £1 
consejo  real  ha  sido  de  dictamen ,  y  el  ministro  que  suscrU>e  opina 
como  él,  que  al  gobierno  corresponde  la  calificación  de  los  delito^,, 
de  que  debe  conocer  el  alto  cuerpo.  £1  gobierno  es  en  efecto  el  úni- 
co poder  que  puede  reunir  mas  datos  y  noticias  acerca  del  aten- . 
tado  cometido  y  de  las  circunstancias  que  contribuyan  ¿  disminuir 
ó  aumentar  su  trascendencia,  Si  el  senado  goxa ,  9fí  virtud  de  la 
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Constitución,  de  atribuciones  jurisdiccionales,  es  porque  este  cuer- 
po político  ofrece  mejor  que  ninguna  otra  institución  las  condicio- 
nes de  independencia  ,  amor  al  orden ,  tacto  delicado  y  elevada  ca- 
pacidad ,  que  son  indííipensables  para  calificar  ciertos  delitos  de  una 
manera  conveniente.  Nadie  tampoco  como  el  gobierno  puede  sab^r 
si  la  caliOcaciou  del  delito  exige  ia  reunión  de  las  distíosuidas  eir« 
cunstancias^  del  imponente  aparato  del  juicio  que  se  celebre  ante 
el  senado,  o  si  son  suficientes  para  reprimir  al  culpable  las  luces 
de  los  tribunales  comunes ,  sín  salir  del  modesto  círculo  de  las  for- 
malidades ordinarias.  £1  gobierno  en  fin ,  sobre  el  cual  pesa ,  co- 
mo el  mas  grave  y  constante  de  sus  deberes ,  i  a  defensa  de  la  per^ 
aona  del  monarca,  y  de  la  seguridad  interior  é  independiente  del 
Estado,  es  el  poder  público  que  mayor  interés  puede  tener  en  no 
•ludir  ni  esquivar  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  del  senado,  siempre 
que  el  brazo  de  esta  pueda  dar  mas  vigor  á  la  autoridad  de  las  leyes 
contra  los  delincuentes  que  hayan  ofendido  á  los  objetos  mas  alios 
y  preciosos. 

Pero  si  al  (gobierno  incumbe  decidir  cuando  ha  de  conocer  el  sena- 
do de  ios  delitos  cootra  el  re^  6  contra  el  Estado,  no  consienten 
los  sanos  principios  que  sea  arbitro  de  la  misma  manera  para  so- 
meter al  juicio  de  este  cuerpo  á  los  senadores  que  aparezcan  res- 
ponsables de  algún  delito.  Aunque  la  Constitución  no  admita  insti- 
tucion  alguna  heriditaria ,  excepto  el  trono ,  q^uiere  no  obstante  que 
el  senado  reúna  todas  las  prendas  da  estabilidad  é  independencia, 
sin  las  cuales  sería  imposible  que  llenara  su  principal  misión  de 
mantener  intacta  la  Constitución  misma,  y  custodiar  los  intereses 
permanentes  del  país,  así  contra  las  invasiones  inmoderadas  de  la 
opinión  pública ,  como  contra  los  atentados  que  pudieran  veuT  de 
mas  alta  re£Íon. 

Tal  es  el  motivo  de  que  la  digniJad  del  senado  sea  vitalicia ,  y 
se  halle  á  cubierto  de  las  eventualidades  y  vicisitudes  que  iufluyen 
en  ia  duración  del  cargo  de  los  diputados.  Pero  ¿de  qué  serviría 
la  inmovilidad  del  senado  si  no  se  le  resguardase  de  los  ataqut>s 
^ue  pudieran  dirigirse  contra  su  persona  a  la  sombra  de  una  perse- 
cución jodiciat?  Si  el  delito  que  se  imputa  al  senador  es  positivo, 
y  su  gravedad  indisputable,  no  es  de  temer  que  el  senado  estime 
en  poco  su  dignidad ,  y  deje  de  aplicar  las  leyes  penales ,  único  mo- 
do de  mantener  ilesos  su  booor  y  su  prestigio. 

Cuando  ocurran  por  desgracia  casos  de  esta  especie,  deberá  el 
gobierno  expedir  real  convocatoria ,  á  fin  de  que  el  senado  se  cons- 
tituya en  tribunal,  y  someta  á  juicio  al  senador  contra  quien  apa- 
rezca la  presunción  de  ser  culpable.  Tal  vez  podría  dudarse  si  es 
indispensable  en  semejantes  ocasiones  que  el  senado  no  pueda  cons- 
tituirse en  tribunal  sm  que  preceda  ia  real  convocatoria ;  pero  no 
se  podría  omitir  esta  formalidad  sin  desentenderse  de  todos  los  prin- 
cipios. Tratándose  de  la  aplicación  de  las  leyes,  sería  un  contra- 
sentido que  se  desempeñasen  funciones  ejecutivas  por  un  cuerpo  po- 
lítico irresponsable  sin  intervención  del  único  poder  ^oe  se  conoce 
en  nuestras  instituciones.  Por  otra  parte,  la  turbación  del  Estado 
podría  exigir  que  se  adoptasen  medidas  y  precauciones  para  mante- 
ner el  ¿rden  público  y  afianzar  la  seguridad  del  senado  y  el  decoro 
de  sus  deliberaciones;  y  atendida  esta  circunstancia,  solo  al  gobier; 
no,  qas  tiene  á  su  disposición  la  fuerza  pública  y  sus.  agentes ,  es  i 
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quien  incumbe  determinar  la  ocasión  oportuna  de  que  le  reúna  es- 
te alto  cuerpo  para  proceder  contra  alguno  de  sus  individuos.  Ade- 
inas ,  hallándose  cerradas  las  cortes ,  el  senado  carece  de  existen- 
cia, nada  puede  saber,  nada  puede  mandar,  y  solo  á  la  ?oz  y  lia» 
mamiento  del  rey  paede  congregarse  y  adquirir  el  carácter  pon  tico 
que  como  institución  le  pertenece.  Por  último «  si  el  rey  es  la  fuen- 
te y  el  ofígen  de  la  justicia,  y  si  esta  debe  administrarse  en  su  nom- 
bre conforme  á  la  Constitución ,  únicamente  al  rey  puede  corres- 
ponder la  facultad  de  convocar  y  reunir  el  tribunal  de  los  senadores, 
que,  no  por  ser  el  mas  elevado,  dcia  de  constituir  una  parte  de\ 
orden  judicial.  Basta  aue  corresponda  á  este  orden  la  ¡nrisdiccion 
del  senado ,  para  que  aeba  estar  subordinado  en  cuanto  quepa  á  la 
regularidad  de  las  formas ,  sin  las  cuales  es  de  todo  punto  imposi- 
ble la  justicia. 

£1  tribunal  de  los  senadores  se  distingue  principalmente  de  los 
demás  tribunales  del  reino,  en  que ,  soore  ser  un  cuerpo  político 
numeroso ,  se  halla  á  tal  altura  en  la  esfera  constitucional ,  que  sus 
juicios  no  pueden  ser  modificados  ni  en  el  fondo  ni  en  el  ¿rden  de 
proceder  por  la  revisión  que  de  ellos  hagan  otros  tribunales  supe- 
riores. Esta  alloma  lía  hace  de  la  jurisdicción  de  los  senadores  una  es- 
pecie de  dictadura ,  cuyos  efectos  pueden  ser  aUer¿dos  6  suprimidos 
únicamente  por  la  prerogativa  de  la  corona ,  que  perdona  á  los  de« 
lincuentes.  Es  por  tanto  indispensable  suplir  el  defecto  de  las  formas, 
fa  omisión  de  las  garantías  admitidas  por  el  derecho  común,  rodeando  á 
los  que  son  acusados  ante  el  senado  de  otras  salvaguardias  que  pongan 
su  suerte  al  abrigo  de  un  procedimiento  atropellado  ó  de  una  sentencia 
concebida  en  las  tinieblas  y  dictada  bajo  el  influjo  de  malas  pasiones. 
Este  es  el  motivo  por  qué ,  separándose  este  proyecto  de  ley  de  la 
ritualidad  ordinaria  del  proceso  criminal,  organiza  el  juicio  público 
resppcto  de  las  causas  de  que  ha  de  conocer  el  senadlo,  de  tal  mo- 
do, oue  sobre  este  elevado  tribunal  pueda  ejercer  su  poderoso  impe- 
rio el  respetable  de  la  opinión  pública. 

La  necesidad  de  una  mayoría  mas  ó  menos  considerable  que  la 
ordinaria  para  declarar  la  culpabilidad  y  aplicar  la  pena  de  muerte 
á  los  procesados;  la  ra^nable  latitud  con  qiie  se  permite  usar  del 
remedio  de  la  recusación  ;  el  voto  secreto  de  los  jueces  y  la  condi- 
ción de  motivar  d  razonar  la  sentencia  que  se  pronuncie ,  son  todas 
saludables  precauciones ,  que  si  no  afianzan  de  una  manera  in- 
falible el  triunfo  de  la  verdad  y  de  la  justicia ,  constituyen  las  úni- 
cas prendas  de  acierto  que  aconsejan  la  prudencia  y  el  conocimien^ 
to  del  corazón  humano. 

Contándose  también  entre  las  atribuciones  del  senado  la  de 
juzgar  á  los  ministros  de  la  corona  cuando  sean  acusados  por  el 
congreso  de  los  diputados,  se  estiende  naturalmente  este  proyec- 
to á  establecer  las  formas  que  deben  guardarse  para  hacer  efectiva 
la  responsabilidad  ministerial. 

En  algunas  constituciones  extranjeras  se  ha  limitado  la  respon- 
sabilidad de  los  ministros  á  los  delitos  de  traición  y  concusión.  La 
nuestra  no  ha  determinado  nada  de  un  modo  espreso  sobre  el  par- 
tictlar;  y  pareciendo  someter  los  casos  de  acusación  únicamente 
a  la  prudencia  del  congreso ,  será  siempre  una  dificíl  tarea  la  de 
prefijar  pena  á  delitos  determinados.  La  prefijación  de  esta  seria 
obra  en  todo  caso  de  una  ley  penal «  si  ya  no  ha  de  recorrirse  á 

ToKO  n«  60 


474  KL  DERECHO  líODBBIüOt, 

los  códigos  eenecales.  Sea  lo  que  quiera-  de  esU  dificultad,  de  lo 
que  no  puede  dudiurse  e^  de  la  necesidad  de  una  ley  de  procedí- 
mi^ntó  qüe'forrtiulé  'a>r  los  atribuciones 'dé  uno  y  otro  cuerpo  co< 
legislador  ^  iottíb  los  dcrevhcs  y  nudios  de  defensa  de  los  acusa^ 
dos,  objeto  al  cual'se' encamina  la  úitiroa  parte  del  presente  pro* 
yecto.    ^*        '    •       •-  • 

Por  estas  consideraciones,  habiendo  tomado  la  venia  de  S.  M., 
y  previo  acuerdo  del  consejo  de  miiiístros,  tengo  el  honor  de  so* 
meter  al  examen  y  aprobación  de  las  cortes  el  adjunto  proyecto 
de  ley. 

Madrid  21  de  noviembre  de  1847.— Lorenzo  Arrazola. 

PROYECTO  DE  LEY 


DE  ENjmCUMlENTO  PARA  LOS  CASOS  EN  QUE  EL  SENADO  SE  CONSirTÜTE 
EN  TRIBUNAL,  CONFÓRMELO  DISPUESTO  EN  LA  CONSTlTUaON. 


TITULO  FBIMSRO. 

DE  LA  JUBISDfCGION  DEL    SENADO  ,  DE    SU   OKOANIZACION  ^  Y    DB 
LA  FORMA  DE  CONSTITUIRSE  EN  TRIBUNAL. 

SECCIÓN  PRIMERA. 
De  la  jurisdicción  del  senado. 

Art.  1.0    Corresponde  al  senado  como  tribunal: 

i.^  Juzgar  á  los  ministros  cuando,  para  hacer  efectiva  su  res- 
ponsabilidad ,  sean  acusados  por  el  congreso  de  los  diputados. 

2. o  Conocer*,  en  virtud  de  real  decreto  acordado  en  consejo  de 
ministros,  d^  las  causas  sobre  delitos  graves  contra  la  persona  á 
dÍ£QÍdad  del  rey ,  ó  contra  la  seguridad  interior  ó  exterior  del  Es- 
tado. ; 

3.^  Juzgar  á  los  senadores  sobre  delitos  por  los  cuales  pueda 
decretarse  mandamiento  de  arresto  durante  el  proceso  ó  imponerles 
en  deGnillva, cualquiera  peua  que  impida  al  acusado  el  libre  ejer* 
cicío  de  su  c^argo  de  sjenador. 

Art.  '2.®  El  senado  conocerá  ,  así  del  delito  principal ,  como  de 
los  que  con  él  tengan  conexión  que  aparezcan  durante  el  proceso. 

Art.  3.^    E&tímause  conexos  entre  sí  los  delitos: 

\^*  Que  cometan  á  un  mismo  tiempo  dos  ó  mas  personse  re- 
unidas. 

2.<>  Que  cometan  varias  personas ,  aunque  estuviesen  separadas, 
en  lugar  ó  tiempo  diferentes ,  si  para  ejecutarlos  se  hubieran  con- 
certado previamente. 

3  <>  Los  accesorios  que  cometan  con  otro  delito  principal  una  ó 
muchas  personas  de  consuno ,  á  fin  de  adquirir  los  medios  de  con- 
servarlo ,  facilitar  su  ejecución  ó  asegurar  su  impunidad. 

Art.  4.0   No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3.»  del  art.  l.«, 
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cuando,  eo  virtud  de-ló  q'ue  ordena  e!  art.  41  de  la  Constitución 
del  reino,  se  pidiese  autorización  para  procesar  á  un  senador,  si 
este  fuese  militar  y  hubiese  delinquido  en  campaña  ,  podrá  el  senado 
permitir,  si  lo  estimase  conducente  al  bien  del  Estaao:  que  conoz- 
ca  de  la  causa  el  tribunal  que  sea  competente  ron  arreglo  á  lo  pres- 
crito, ó  que  en  adelante  prescribiesen  las  leyes  y  ordenanzas  mi* 
litares. 

igualmente  los  senadores  eclesiásticos ,   por  las  faltas  y  delitos 

ÍmrameiUe   eclesiásticos ,  serán  juz^^ados   por  los  tribunales  de  su 
üero ,  con  arreglo  á  ios  cánones  de  la  iglesia  y  á  las  leyes  del  reino. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

De  la  organización  del  ienado  como  tribunal, 

Art.  5.<*  El  senado ,  como  tribunal ,  se  compone  de  los  senado* 
res  efectivos  del  estado  seglar ;  y  será  su  pr<  sidente  el  que  lo  fue* 
TjS  del  senado;  y  hallándose  las  cortes  cerrada^,  el  que  hubiese 
tenido  este  cargo  en  la  última  legislatura. 

Art.  6.0    Incumbe  al  presidente  del  tribunal: 

1.^    Mantener  el  orden  y  decoro  en  los  estrados. 

2.<>    Dirigir  la  actuación  del  proceso. 

Z/*  Tomar  la  declaración  indagatoria  al  procesado  én  el  término 
prescrito  por  las  le^^es  ,  y  decretar  las  diligencias  que  estime  condu* 
centes  para  la  averiguación  de  la  verdad. 

4.0  Proponer  á  la  deliberación  del  tribunal  los  puntos  del  hecho 
y  del  derecho  que  deba  votar. 

S.°  Fimiar  las  sentencias  definitivas  é  interlocatorias  que  dictare 
el  tribunal. 

Art.  7.0  El  presidente  será  auxiliado  en  el  ejercicio  de  su  cargo 
por  tres  comisarios  letrados  que  elegirá  de  su  seno  el  tribonal  bnf 
cada  causa ,  los  cuales  ó  cada  uno  de  ellos  desempeñará  las  atribu* 
ciones  que  el   presidente  delegare. 

Art.  S.o  liará  de  secretario  del  tribunal  el  oficial  mayor  de  la 
secretaría  del  senado ,  6  quien  en  su  defecto  debiera  haeer  sus 
veces. 

Art.  9.<>  Desempeñará  el  cargo  de  fiscal  el  ^e  lo  fuere  de  la 
audiencia  de  Madrid ,  asistido  en  caso  necesario  de  sus  abogados 
fiscales. 

Art.  10.  Los  porteros  del  senado  ejercerán  el  oficio  de  porteros. 
de  estrados  del  tribunal  á  las  órdenes  del  presidente. 

SECCIÓN   TERCERA. 

Df"  la  forma  de  consliluirse  el  senado  en  tribunal, 

Art.  II.  Para  constituirse  el  senado,  y  celebrar  sus  sesiones 
como  tribunal ,  es  menester  que  concurra  la  mitad  mas  uno  de  los 
senadores  que  le  componen ,  conforme  al  art.  5.<»  de  esta  te^,  y  que 
preceda  real  convocatoria  refrendada  por  el  ministro  de  Gracia  y 
Justicia 

Art.  12.  Los  senadores  solo  se  podrán  escusar  de  concurrir  en 
el  caso  de  gue  se  lo  impida  algún  motivo  de  imposibilidad  bastante 
grave  á  Juicio  del  senado. 
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TITVIiO  SBGUNDO. 

DEL  ORDBIf  BB  PROCEDER  EN   SUMARIO  Y  EN   EL   JUICIO  PUBLICO. 

SECCIÓN  PRIMERA. 
Del  orden  dt  proceder  en  el  sumario, 

Art.  13.  Uno  mas  de  los  comisarios,  á  elección  del  presidente» 
dispondrá  la  instrucción  en  sumario  de  las  diligencias  conducentes 
para  comprobar  la  perpetración  del  delito  y  descubrir  los  culpables, 
naciendo  para  ello  el  uso  debido  de  la  sumaria  que  sobre  el  hecbose 
hubiese  formado,  ó  en  su  defecto  de  los  datos  y  noticias  intere- 
santes que  acerca  de  él  hubiere  adquirido  el  gobierno :  todo  lo  que 
comunicará  oportunamente  el  ministro  de  Gracia  y  Justicia  al  pre- 
sidente del  senado. 

Art.  14.  En  el  sumario  podrán  emplearse  todos  los  medios  de 
investigación  admitidos  en  el  derecho  común ,  escepto  la  declara- 
ción con  cargos  y  la  confesión ,  las  cuales  no  se  podrán  exigir  á 
los  que  sean  procesados  ante  el  senado. 

Art.  15.  A  excepción  de  las  personas  de  la  real  familia ,  ningu- 
na otra ,  por  privilegiada  que  sea ,  podrá  escusarse  de  comparecer 
á  prestar  decldracion  como  testigo ;  y  podrá  ser  á  ello  competida 
por  todos  los  medios  legítimos  de  apremio ,  y  hasta  el  de  hacerle 
conducir  por  la  fuerza  pública. 

Art.  16.  Cuando  el  comisario  ó  comisarios  no  pudiesen,  por  la 
distancia  ú  otro  motívo  igualmente  fundado ,  instruir  por  si  alguna 
diligencia,  delegará  el  encargo  en  el  juez  local  que  le  parezca  mas 
á  propósito. 

Art.  17.  El  arresto  de  los  culpables,  el  embargo  de  bienes  y  la 
eoncesion  de  libertad  confor<ne  á  derecho  se  acordarán  por  el  pre- 
sidente V  los  comisarios  á  pluralidad  de  votos.  En  caso  de  empate 
el  voto  del   presidente  será  decisivo. 

Art.  18.  Dentro  de  seis  dias ,  contados  desde  aquel  en  gue  á 
juicio  del  presidente  estuviese  completo  el  sumario ,  el  comisario 
que  aquel  designe  dará  cuenta  al  senado  por  medio  de  informe  del 
resultado  de  las  actuaciones. 

En  los  tres  dias  siguientes  el  tribunal  declarará   concluido   el 
sumario ,  ó  decretará  las  diligencias  que  estime  indispensables. 

Art.  19.  Luego  que  se  declare  concluido  el  sumario,  se  requerirá 
al  procesado  para  que  nombre  uno  ó  dos  abogados  que  le  asistan  y 
defiendan  en  el  progreso  de  la  causa;  y  si  no  le  nombrare,  el  pre- 
sidente designará  de  oficio  el  defensor. 

Art.  20  Instruida  información  sumaria  ante  cualquiera  otro 
juzgado  i  tribunal ,  si  resultase  que^  el  delito  es  por  su  naturaleza 
de  aquellos  que  están  reservados  á  la  jurisdicción  del  senado,  el 
juez  remitirá  el  proceso  al  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que 
el  gobierno ,  si  procediere,  someta  la  causa  al  tribunal  de  los  se- 
nadores. 
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SECCIÓN  SEGUNDA. 
Del  irden  d$  proceder  en  el  juicio  público. 

Art.  21.  Cuaodo  se  diere  cuenta  del  resultado  del  sumario,  si 
se  dudase  de  la  competencia  del  tribunal ,  el  presidente  someterá  á 
la  decisión  de  este  la  cuestión  preliminar  de  competencia ,  aunque 
no  lo  hubieren  solicitado  las  partes. 

Art.  22.  £1  tribunal  resolverá  en  el  término  de  tercero  dia  la 
cuestión  de  competencia  á  pluralidad  absoluta  de  votos. 

Art.  23.  En  el  término  ae  tres  á  ocho  dias  de  concluido  el  su* 
mano,  ó  de  resuelta  en  su  caso  la  cuestión  de  competencia  del  tri- 
bunal de  los  senadores ,  este  ,  á  puerta  cerrada  y  por  votación  se- 
creta ,  declarará  si  hay  6  no  lugar  á  la  acusación. 

Art.  24.  Para  que  se  declare  haber  lugar  á  la  acusación  es  me* 
nester  la  conformidad  de  las  dos  terceras  partes  de  ios  senadores 
presentes. 

Art.  25.  En  el  término  mas  breve  posible ,  contado  desde  el  pres- 
crito en  el  art.  24,  entregará  el  secretario  una  copia  del  sumario  al 
fiscal  y  otra  al  acusado  ó  acusados. 

Art.  26.  £1  fiscal ,  dentro  de  un  término  que  no  excederá  de  20 
dias  desde  que  haya  recibido  la  copia  del  sumario ,  presentará  el 
escrito  de  acusación  y  lista  de  los  testigos  de  cargo  que  hayan  de 
ser  á  su  instancia  examinados. 

Art.  27.  Al  fin  del^  escrito  de  acusación  ,  y  antes  de  la  petición 
correspondiente,  hará  el  fiscal  un  resumen  en  párrafos  numerados 
en  que  se  exprese: 

t.**  £1  delito  cometido  y  sus  circunstancias  agravantes  ó  ate- 
nuantes. 

2.<»  La  participación  que  en  él  hubieren  tenido  los  acusados  como 
autores ,  cómplices  ó  encubridores. 

8.**    La  pena  legal  que  debe  aplicárseles. 

Art.  28.  Para  que  prepare  su  defensa  se  le  concederá  al  acu- 
sado el  término ^que  el  tribunal  estime  bastante^  no  pudiendo  ba- 
jar de  10  dias ,  i  cuyo  fin  se  le  comunicará  copia  del  escrito  de 
acusación ,  y  lista  de  los  testigos  de  cargo  y  de  los  senadores  que  han 
de  juzgarle. 

Dentro  de  este  término  presentará  el  acusado  la  listado  los  tes- 
tigos de  descargo ,  la  cual  se  comunicará  al  acusador  24  horas  an- 
tes por  lo  menos  del  dia  en  que  se  señale  para  la  audiencia  pú- 
blica. 

Art.  29.  No  podrá  ser  examinado  en  el  juicio  público  ningún 
testigo  cuyo  nomnre  no  haya  sido  comunicadlo  al  acusador  6  al  acu- 
sado con  la  anticipación  prevenida  en  el  artículo  anterior. 

Art.  30.  Sin  necesidad  de  manifestar  la  causa  podrán  respecti- 
vamente el  acusador  y  el  acusado  recusar  hasta  la  décima  parte  da 
los  senadores. 

Art.  31.  Trascurridos  los  términos  de  que  habla  el  art.  29,  el 
presidente  señalará  día  para  la  vista  pública.  A  esta  concurrirán  el 
acusado  y  sus  defensores,  y  en  ella  leerá  el  secretario  todo  el  pro- 
ceso ,  el  escrito  de  acusación ,  y  la  lista  de  los  testigos  de  cargo  y 
descargo. 
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Art.  8).  LOfl  testigoji'seréd  oolocados  «n  sala  separada  de  la  au* 
dieneia  y  entrarán  en  esta  cuando  sean  llamados  á  declarar. 

Adoptará  el  presidente  las  demás  precaucioaeS'^ue  le  aconseje 
su  prudencia  para  evitar  confabulaciou  entre  los  testigos. 

Art.  83.  En  cada  uno  de  los  días  de  la  audiencia  pública  se 
leercí  por  el  secretario  del  tribunal  la  líbta  de  los  senadores  pre- 
sentes ,  haciéndose  constar  asi  en  el  proceso ,  y  no  podrá  tomar 
parte  en  las  votaciones  ulteriores  ef  senador  que  deje  de  asistir  á 
cualquiera  de. laa  sesiones  de  la  vista  pública. 

Art.  34.  £1  testigo  no  podrá  ser  interrumpido  mientras  no  eon- 
ctuya  su  declarncioo. 

Art.  35.  Teripináda  cue  sea  la  declaración  del  testigo ,  las  par- 
les podrán  dirigirle  preguntas  y  rt^prejiunlas  acerca  de  ella  por  iii^- 
dio  del  presidente,  á  menos  que  esteno  las  deseche  por  importunas. 

Art.  86.  Así  et  presidente  como  los  senadores  harán  b\  acusa- 
do y  á  los  testigos  las  preguntas  que  se  les  ofre7cnn,  en  vista  de 
las  declairaciones  dadas  en  la  audiencia  pública ,  de  los  documen* 
tos  que  se  produzcan ,  ó  de  los  otros  medios  de  cargo  y  descar- 
go que',  se  náyan  funiiniitrado. 

-  Art.  ST.  El  secretario  extenderá  por  diligencia  la  declaración 
^e  los  testigos  y  de  los  procesados,  así  como  las  preguntas  que 
las  hubiesen  motivado. 

Art.  88,  Empezada  la  vista  en  audiencia  pública ,  se  continua- 
rá diariamente  y  sin  otras  interrupciones  que  las  que  á  juicio  del 
senado  se  crean  necesarias.  ^ 

Art  $9.'  Concluido  el  examen  de  los  >tei*tigos ,  el  acusador  sos- 
tendrá dé 'palabra  la  acusación ,  y  le  contentara  el  defensor  del  8cii« 
sado,  replicando  el  primero  y  contrareplicando  el  segundo  si  lo 
estimaren  conveniente. 

Art.  40.  ^  £1  presidente ,  6  en  su  defecto  el  comisario  que  él  de- 
signe, hará  el  resumen  de  la  discusión,  esponiendo  antes  los  mé* 
ritos  de  la  causa ,  y  se  levantará  en  seguida  la  sesión  pública. 

Art.,  41.  En  sesión  secreta,  el  que  hubiere  hecho  el  resumen  de 
la  eausa  bropobdrá  la  cuestión  en  e^ta  forma:  «¿£s  culpable  el 
acusado  del  delito  que  se  ie  imputa  ?«> 

Art.  42.  En  el  ca?o  de  resolverse  afirmativamente  esta  pregun- 
ta, se  liará  la  siguiente:  «¿Ks  culpable  el  acusado  con  las  circuns- 
tancias espresadas,  en  el  resumen  del  escrito  de  acusación?» 

Art.' 4^.:  .$i  de  la  vi<;ta  pública  hubiere  aparecido  alguna  eir- 
cttnstañcia  agravante  omitida  en  el  escrito  de  acusación ,  se  pre- 
notará af  tribunal  si  el  acusado  ha  cometido  el  delito  con  seme^ 
jante  circunstancia. 

Art..  44.  Si  él  acusado  hubiere  alegado  en  su  defensa  alguna  de 
aquellas  circtm^tamias  que  se^uu  las  leyes  escusan  de  responsa- 
bilidad ,  la  pregunta  qué  se  haga  á  los  jueces  será  si  tal  circuns- 
tancia eMá  probada. 

Art.  45.  En  las  votabiooes  sobre  la  calíñcacion  del  hecho  se 
atendrán  los  senadores  á  las  reglas  de  sana  crítica,  sin  necesidad 
de  sujetarse  á  las  prescitas  por  el  derecho  común  del  reino. 

Art.  46.  Lá  declaración  de  culpabilidad  se  votará  siempre  se- 
paradamente de  la  aplicación  de  la  pena. 

Art.  '47.  Para  la  aplicación  de  la  pena  de  muerte  serán  nece- 
sarias tas  dos  terceras  partes  de  votos ,  y  para  la  aplicación  de  las 
demás  la  mayoría  absoluta. 
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Art.  48.  Declarada  la  culpabilidad «  se  pondrá  a  discusión  la  peoa 
que  haya  pedido  el  a^^usador. 

Art.  49.  La  votación  se  hará  por  papeletas  eú  qué  cada  sena- 
dor escribirá  la  pena  que  considere  aplicable. 

Art  50.  Si  no  resultare  sentencia  se  pondrán  á  Totacion  l|i8 
dos  penas  que  hubieren  reunido  mayor  número  de  votos  ^  y  la  que 
obtenga  mayoría  conforme  al  art.  48  sera  la  que  se  aplique.  Sí 
no  la  obtiene  ninguna  de  las  dos ,  se  aplicará  la  meaos  grave, 

Art.  51.  Las  votaciones  de  que  se  trata  en  esta  sección,  serán 
por  escrutinio  secreto. 

Art.  52     La  sentencia  será  siempre  motivada. 
No  podrán  imponerse  en  ella  mas  penas  qué  Jas  señaladas  por 
la  ley,  graduándola  según  ella  previene. 

Art.  53.  En  sesión  pública,  y  sin  estar  presente' el  prceesado^ 
publicará  el  presidente  la  senteccia,  la  cual  será  ingiediatamente 
notificada  al  acusado,  y  se  pasará  copia  de  ella  al  gobierno  para 
8u  ejecución.  ^     "  '.       . 

Art.  54.  £h  tribunal  de  Jos  senadores  observará  las  leyes  del  de- 
recho común  del  reino  en  lo  que  no  se  oponga  á  la  presente. 

TITUIiO  TEBGSRO. 

BSGL18    ESPECIALES  QUB  DEBEN  0BSEBTAB8B  BN  BL  PB0CB80  CON- 

TBA  LOS  MINISTBOS. 

Art.  55.  En  las  causas  que  se  formen  á  ios  ministros  para  exi* 
girles  la  responsabilidad,  se  guardarán  las  disposiciones  anteriores, 
balvo  las  modificaciones  que  se  prescriben  en  los  artículos  si-* 
g'j  lentes. 

Art.  56.  Para  la  acusación  de  los  ministros  se  formulará  una 
proposición  que  pasará  á  las  secciones ,  siguiendo  los  trámites  de 
una  proposición  de  ley,  hasta  que  recaiga  resolución  del  con- 
greso. 

Art.  57.  Si  el  congreso  en  votación  por  bolas  acordase  haber 
lugar  á  la  acusación,  las  secciones  en  votación  por  cédulas  nom- 
brarán una  comisión  de  siete  individuos ,  que  formulará  y  sosten- 
drá  la  acusación  ante  el  senado. 

Art.  58.  Para  decidir  sobre  la  proposición  de  acusación,  se  ne- 
cesita el  mismo  número  de  diputados  que  para  votar  las  leyes ,  y 
ha  de  hallarse  el  congreso  definitivamente  constituido. 

Art.  59.  La  discusión  para  declarar  haber  6  no  lugar  á  la  acu- 
sación será  pública  y  siempre  ordinaria. 

Art.  60.  Si  los  individuos  de  cuya  responsabilidad  se  trata  pre- 
tendieren  concurrir  á  defenderse,  podrán  verificarlo,  ocupando  el 
lugar  que  á  este  fin  les  señale  el  presidente ,  si  no  tuvieren  asien- 
to en  el  congreso. 

Art.  61.  Los  discursos  que  los  mismos  pronuncien  en  su  defen- 
sa no  consumen  turno. 

Pueden  asimismo  pedir  la  lectura  6  exhibición  de  cuantos  docu- 
mentos les  convinieren. 

i^t.  ^^2.  Si  en  vez  de  concurrir  personalmente  remitieren  es- 
eritos  ó  documentos  en  su  defensa ,  les  serán  admitidos  y  leidos 
en  la  sesión. 
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.  ArU  6S.    Lot  interesados  estén  en  todos  estos  casos  bijo  la  sal- 
vaguardia del  congreso. 

Art.  64.  Sin  necesidad  de  real  convocatoria  se  oonstitairá  en 
tribunal  el  senado  luego  que  reciba  el  mensaje  de  acusación  que  le 
dirija  f  1  congreso  de  los  di{)utados. 

Art.  65.  Kn  el  proceso  instaurado  contra  los  ministros  no  po- 
drán ser  jueces  los  senadores  que  hubiereu  sido  nombrados  des- 
pués de  hecha  en  ei  congreso  óe  los  diputados  la  primera  moción 
proponiendo  que  sea  acusado  alguno  de  los  ministros. 

Art.  66.  La  comisión  nombrada  por  el  congreso  sostendrá  la 
acusación  ante  el  senado ,  y  e\  ministro  acusado  podrá  nombrar  un 
número  de  defensores,  bcan  ó  no  abogados,  igual  al  de  los  dipu- 
tados nombrados  por  el  congreso ,  guardando  unos  y  otros  lo  pres- 
crito en  el  art.  40  de  esta  ley. 

Art.  67«  £n  las  causas  contra  los  ministros  co  se  procederá  á 
la  declaración  de  si  há  6  no  lugar  á  la  acusación. 

Art.  68.  Cuando  por  cualquiera  causa  cese  de  ejercer  sus  ñm- 
ctones  el  congreso ,  la  comisión  nombrada  por  este  para  sostener 
la  acusación  continuará  desempeñando  las  suyas  hasta  la  termi- 
nación del  juicio. 

Madrid  21  de  noviembre  de  1847.— El  ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia ,  Lorenzo  Arrazola. 


»    • 


461 


SOMI  JLOi  OBMini 


DEL  DERECHO  ESPAÑOL. 


raOGBESOS  DE  LA  LEGISLACIÓN  DESDE  REGAREDO  HASTA  CHINDAS VM- 

DO^-CONCILIOS  IV,  V,  Y  VI  DE  TOLEDO. 


Artfcalo  5/ 


b 


E8PUES  de  las  InnoTaciones  de  Becaredo  siguió  aDmentásdose 
!a  legislación  con  las  leyes  de  los  monarcas  sus  sneesores,  y 
con  las  disposiciones  de  los  concilios.  Es  Imposible  ayerigaar 
con  la  escasez  de  documentos  qne  poseemos  de  aquella  época, 
todas  las  leyes  que  establecieron  los  principes  que  reinaron  des^ 
^ues  de  aquel  soberano ,  y  particularmente  hasta  Ghindasvindo; 
fMro  se  conocen  al  menos  las  dadas  en  los  concilios,  y  algunas 
^e  las  que  por  su  propia  autoridad  promulgaron  aquellos  reyes. 
Daremos  de  unas  y  de  otras  la  noticia  que  baste  para  formar  Jui- 
íeio  de  los  aumentos  que  recibió  la  legislación  en  el  período  de 
i^ue  tratamos.  • 

^  Liuva  y  Wicterico,  sucesores  inmediatos  de  Becaredo,  hicie- 
ron quizá  algunas  leyes >  pero  ni  las  colecciones  legales,  ni  los 
escritores  del  tiempo  hacen  mención  de  ellas.  A  Gundemaro,  SQ- 
Isesor  de  Wlctericoi  le  atribuyen  muchos  escritores  la  ley  que 

Tomo  u.  61 
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(establece  la  ínmQDidád  de  íos  te¿Dpío8  y  otrak  ^Vólníbltti  1l  1|i 
Iglesia.  ¿Serán  de  él  las  caatro  leyes  sin  nota  de  autor  que  se 
hallan  en  el  Fuero  Juzgo,  y  tratan  del  asilo  eclesiástico?  El 
señor  Lardizabal  lo  niega,  así  como  el  que  Gundemaro  hiciese 
leyes  sobre  la  inmunidad ,  pero  fundado  en  razones  de  poco  peso. 
Dice  este  erudito  escritor,  que  «la  disposición  mas  antigua  sobre 
asilos  que  se  encoentraen  Españaes  la  del  concillo  VI  de  Toie« 
do,  el  cual  reserva  á  í<3¡ñ  prnui^plés  con  la  intercesión  de  los  obis- 
pos, el  perdón  de  los  que  se  refugiaran  á  las  iglesias;  de  esta 
canon  se  deduce  que  antes  no  gozaban  los  templos  inmunidad, 
porque  si  la  gozaran ,  pw'a  tiWdá  líéftieíMtarían  los  que  se  acogie- 
ran á  ella  de  la  intercesión  de  los  obispos :  y  como  Gundemaro 
murió  30  años  antes  déla  celebración  de  dicho  concilio,  saca  déla 
consecuencia  ¡A  referió  éutor  j^e'iio  i^|0  ^B¿er  las  ft^mioe  se  le 
atribuyeá;»  Pero  toáo'e^  argüiúéntó  se  fonda  sobré 'uñ  ¿echo  bU 
90,  á  saber,  que  en  España  antes  del  concilio  VI  de  Toledo,  que  se 
celebró  en  el  año  638,  no  habla  ninguna  ley  ó  canon  que  estable- 
ciera la  inmunidad  local  eclesiástica.  Si  el  señor  Lardizabal  hu- 
biera consultado  lá  cófeecipn  de  cánones  de  lá  I^lesfiei  española, 
vigente  ya  en  él  reinado  de  Gund'emarOy  no  habría  incurrido  en 
tal  error.  Por  ella  se  sabe  que  hablan  sido  admitidos  en  Espa- 
ña  los  cánones  de  los  concisos  de  ,Orange  y  de  Orleans  I  cele- 
brado el  uno  á  mediados  del  siglo  V,  y  el  otro  á  principios  áú 
YI.  Sus  cánones  por  consiguiente  fueron  comprendidos  entra 
4ig[l|()Ups:qi|U9.eonfirmó  y  sancionó  con  penas  temporales  R^cafe^ 
4o  ctt  el  coi^cili^  III  Toledano  de  £»S9 ,  y  np.podiao  menos  df 
eJBtar  vigent|)f ,  ep  tien^pp  de  Gundemaro.  P^es  bien ,  el  canon  V 
del  cppqlio  de  Qranga  ó  Arausicano  disponift  que  qo  se  entre- 
garan, á  la  justicia  los  quo  ^  refugiaban  á  la  iglesia  (i).  El  cooei* 
lio  de  QrlfsajBrs,  ^oyápdosé  en  Jos  cánones  antiguos  y  en  las 
i^ye^  rpng^nas^  dispyso  qqe  no  fueran  extraídos  los  reos  del  atrio 
d^  M  igjiesia,  ni  de  la  casa  del  obispo,  sino  despnei  que  sos  per* 
SjQ^idores;  joraraa  po  castigarlos  con  ningún  género  de  p«M ,  y 
se  cqmpu&ieiran  con  los  mismos  reos  sus  acusadores.  S^i  estas  ieyea 
estaban  vigentes  en  Españ;,  no  fué  el  concilio  VI  Toj^ano  el 
primero  que  esM^l^leció  Ifi  inmunidad  eclesiástica;  ^xisUa  y|i  en 
tiempo  de  Gondemaro ,  y  este  monarca  la  oonfirmó  sUi  ^da  é 

tí)  IfM  iiQi  ^^B¥l»il«m.»pft¥jtol ^^m ^P??^»»  f^  ^  •W^ 
refmntia  e(  interoewione  deCendi.  Can;  Y. 
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for  ^ffi««i«8bñ^  «A  81  Fiier6'7«figb  «DÜre  «Mildlhi^V'* 
«i^na  -di»  lis  -^Ids  e^liíhtés  «alfikMnyB  '^  liiftl^A.  iQiaáá  Kb 

piíKi  a^dlr  4ae'lflclae'6tra»>«irieddáii ,  conBimíiaiDdó'ldfS'ySKlt)- 
nes  citados  de  los  concilios  Arausicano  y  Aoirlianeose?  itílt^ 
Ift^léti  j  mferio  asíVTadhéatistiih'cia  ASgérlKi  féf^  'Aft'Fae- 
íó'Wzgb i ífi9liltílM'^miáb  mill1íe»tí¥ñi  8ú 'iit9m ¿t inf- 
lo teüs  biéft  ^b  ibH^dtorals.  túas'W  ^íé^ñbit los  t(m'MnWii"l 
ift'^éSt^  pr¿xÍtinÁ:'otrá^l  fds  ^é  tni'lás  f^ie»»  S()  m 
maén  ci»%  áVitaás  ilesir^és  áé  rélá'^ms ;  V  «tras  h  fó^  Aníil^ 
k^s.  '¿M>  pí<ae6l  'éstd  ^tfh  femAnláad  éciésillMék  'ex^  «i 
fle  nia^  a^g&o,  ¡lüi  se  áÜüabá  4<r  áft'^'y  iifiírliÁ'  fiJ^M^ 
«eVWán'pWcfeádob  ktamftáfiár  '"       '         '' 

édHHneike  ro^ti-'á  Iím  Judíos ,  Íii(^'odiath>áIVfU(A  <  ^a  iá»n  ¿b 

tfüirité  a  W  4áe  fá  Üégüiañ  l^éQo  graVÁírmás  i>'(ffeS.  A1|Vnift-tóL 
jes  se  conservan  en  el  Fnero  Juzgo  sobre  esta  materia,  qfó"smi 
^'d6'ablem^ñté  líoyas;  sbbré  todé  han  j  ^Wímb  "T*,  li- 

m  i3  (1);  la  i  m  miirb  3>  m  mftibo  itfirb,  fK'ib^'^ 

naá  ^  dec¿lvyoii>  Wotes«1b8)íra(M'(^¿ñd  '#<ffín'niMsíí» 
ik>\i^,  y  oWas  del  iá^mé  tftalo  l>,'-sl-fia  áé  '&4éM'Íií^1}fih 
éo  dé  i^rales  tji).  1»r'¿]ba61émenib  nó  ifíiertá  ÜOkm  mm  Üi. 
^es  dé  ^tseVutó  ^  í>ér6  como  %ó  iibá  '^eda  áíyéhíSft'ro  ofn», 
nofiós&lfcitóairibDlrfeínáü. 

^áiofííámb  éocesór  'tli»ar«dd  1!;  cónid  n6  réAd^^  HHfy 

óteos  dtak;  üb  íñvó  tikíap'o  pro6afiiéfii&^-|^  óéi^#lAS- 
[orar  iá  jfeglíáEblon.  matm,  |iíe  riÜiió  ^iilÍ6  por  fij|liii((^dk 

[efe  aíips,  (és  proliáble  qiie  hiciera  alganái  Wfés,  ^o  fó  A^ 

.  (l>„«ftM  U9P«M0i|tnM«l»  «ai««9im4|d9fNiH  ««niMt^-fltliWfl*  i^ 
«iii|íÍq99^le|máo4^|a4f,SM|ía(Q,.T  l«ii.d(Mitiepei»ie»nd«i«Í!iUoM..i« 
lBwÍ^ÍPB4««teiÍioi¡írc«.,.      ,.,,,..,.    ,.    >.  t  cjta/i  > «« 

(fl)  Q  Sr.  urdlzabal  creé  con  ictérltt  qtMéiU  fty  ét  daBiASnu,  lial& 
qne  ea  «IganM  cMicet  Uene  la  inMripeioa  i«  Ervigio.  Se  M||,,i)ige  agael 
esertior,  que  Slitboto  eoominó  con  gnrw  ptow  I  hw  ]adÍM{|w^|Mq|Ple« 
na  bwuinne:  «■  «ti  qw  ota  m  la  taiea  ley  qoa  ,^yfgM||e  M^fjlyot^ie- 
go  et  da  aqnel  priudiM  y  no  da  otro.  Sito  aa  kt  oMi  pfonwS,  fam  no 

avidanie.  - 
(»)  Grfoica  laMral  da  BipaAa.,,!»,  XI|,,ca|,  11^ 
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bieron  ser  moy  importantes  eaando  ningún  historiador  hace  me- 
moria de  ellas.  Por  otra  parte,  sns  guerras  con  los  vascones  y 
con  los  romanos  le  aficionaron  mas  á  los  triunfos  y  á  las  con- 
quistas que  á  la  gloria  de  los  legisladores ,  y  por  eso  no  es  de 
estrañar  que  dejase  el  trono  sin  haber  tocado  alas  leyes  estable- 
cidas. 

Apoderóse  luego  de  la  corona  Sisenando,  el  cual  contribuyó 
notablemente  á  aumentar  la  legislación.  Necesitando  este  prínci- 
pe asegurar  su  autoridad ,  que  tal  vez  le  disputaban  muchos, 
por  la  manera  con  que  habla  sido  adquirida;  y  deseando  por 
otra  parte  asegurar  los  derechos  de  la  Iglesia  y  corregir  las  cos^ 
lumbres,  convocó  el  concilio  IV  de  Toledo  en  el  año  683.  En 
él  se  establecieron  muchas  leyes  civiles ,  que  por  haber  sido  san- 
cionadas y  publicadas  por  Slsenando,  deben  ser  atribuidas  á 
este  príncipe.  Asistieron  al  sínodo  68  obispos^  San  Isidoro  en- 
tre ellos  f  y  ningún  oficial  palatino ,  procer  ni  lego.  La  mayor 
parte  de  sus  75  cánones  tratan  de  asuntos  puramente  eclesiás*- 
ticos;  pero  los  que  se  refieren  á  cosas  profanas  son  harto  no- 
tables. 

Este  concilio  estendió  la  jurisdicción  de  los  obispos ,  facul- 
tándolos para  amonestar  y  reprender  á  los  Jueces  y  á  los  pode- 
rosos que  oprimieran  á  las  personas  desvalidas  (1).  Aumentó  los 
privilegios  del  clero ,  eximiéndole  de  toda  especie  de  contribu- 
ciones y  cargas  páblicas  (3).  Derogó  la  ley  que  obligaba  á  los  Ju- 
díos á  bautizarse ;  pero  castigando  á  los  que  una  vez  bautizados 
abandonaban  la  fé,  compeliéndolos  á  que  siguieran  en  ella^  y 
mandando  ^e  se  les  arrancasen  sus  hijos  para  educarlos  en  el 
cristianismo  (3).  Prohibió  á  los  cristianos  toda  comunicaeion  con 
los  Judíos,  Inhabilitando  á  estos  últimos  para  testificar  en  los  trí- 
bunales  (4).  También  les  privó  de  todo  cargo  público  y  de 
la  facultad  de  tener  esclavos  cristianos  (5).  Estableció  las  obil- 
gaelones  r^íprocas  entre  la  Iglesia  y  sns  siervos  (6).  Después  el 
eoncilio,  teniendo  presentes  los  deseos  de  Sisenando,  acudió  á 
su  defensa  y  á  la  de  la  monarquía ,  declarando  sacrilegio  todo 


Can. 

3S. 

Can.  i7. 

Can. 

57, 

59  y  60. 

Can. 

58, 

6a,63j 

'64. 

Can. 

65: 

r66. 

Can. 

«, 

66.66, 

w, 

n 

i»yTf8. 
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aeto  de  deslealtad,  condenando  á  los  qne  aspiraran  al  trono  >  i 
los  sediciosos ,  y  á  los  que  meditaran  matar  al  príncipe  i  perpé- 
tna  eseomnoion,  estableciendo  la  manera  de  elegir  el  soberano 
por  los  nobles  y  los  sacerdotes ,  y  escitando  al  pneblo  á  obede* 
cer  fielmente  al  que  entonces  reinaba  (l).  Por  último  >  el  conci- 
lio haciendo  ostentación  de  so  inmensa  antoridad ,  aconsejó  al 
rey  la  moderación ,  la  humildad ,  la  tolerancia ,  la  misericordia, 
el  abstenerse  de  dictar  sentencias  por  sí  solo  sin  el  acuerdo  de 
Ids  magistrados,  y  sin  plena  prueba  del  delito,  en  las  causas 
capitales,  declarándole  anatematizado  si  á  alguno  de  estos  pre- 
ceptos contraviniere  (2),  Y  por  si  alguna  esperanza  quedaba  aun 
á  Suintlla  de  yolver  á  ceñir  la  corona,  Sisenando  tuvo  buen  cuida- 
do de  quitársela  ,  haciendo  que  el  concilio  le  privase  de  sus  hono- 
res y  bienes,  aprobando  así  esplícitamente  el  acto  de  su  destitu- 
ción (3).  Tales  fueron  las  leyes  de  Sisenando  en  el  concilio  IV 
Toledano.  Adviértese  por  ellas  cómo  iba  desenvolviéndose  con 
la  ayuda  de  las  circunstancias,  el  carácter  teocrático  que  habla 
dado  Recaredo  á  la  legislación  civil ,  cómo  iba  haciéndose  cada 
día  mas  estrecha  la  alianza  del  Estado  con  la  Iglesia ,  que  ha- 
bla de  producir  mas  adelante,  según  veremos  en  su  lagar,  otra 
alianza  no  menos  importante,  la  fdsion,  si  puede  decirse  así, 
de  dos  grandes  pueblos. 

Creyóse  en  otro  tiempo  que  en  este  concilio  se  habla  forma- 
do el  código  que  hoy  -conocemos  con  el  nombre  de  Fuero  Juz- 
go, porque  así  lo  dice  una  nota  que  se  halla  en  sus  copias  cas- 
tellanas (4).  Pero  como  no  solamente  carecen  de  ella  todos  los 
códices  latinos ,  sino  que  dos  de  las  tres  noticias  que  dá  son  evi- 
dentemente falsas,  á  saber,  la  del  número  de  obispos  que  asis- 
tieron al  concilio,  y  la  fecha  de  su  celebración;  como  por  otra 
parte  en  las  actas  de  dicho  sínodo  no  se  haee  la  alusión  mas  li- 
gera á  la  formación  de  semejante  código ,  es  indudable  que  el 
hecho  á  que  nos  referimos  es  una  suposición  manifiesta  de  al- 
gún copiante.  De  otro  modo ,  ¿cómo  era  posible  que  ninguno  da 

(1)    Can.  75 ,  párrafo  1.* 

(9)    Id.  párrafo  t.« 

(S)    Id.  párrafo  3.* 

(i)  Diceagf  la  Inscripción.  aEslt  libro  fo  fecbo  de  UYI  obispog  eano 
qaarto  concello  de  Toledo  ante  la  presencia  del  rey  Sisenando  enno  tercero 
anno  qoe  regno.  Erado  DGetLXXXI  anno.»  No  asistieron  á  este  conci- 
lio 66  obispos ,  tino  61.  Tampoco  se  celebró  en  ia  era  661 ,  sino  en  la  6Tt. 


^  ,¥í?»*i  ^  i<««w>J»  ^^^\  m^^Mis^  m/f!^  ¿ftM«iPí 

5V<*8Jfbí«»'ttí»  'e«»li«»«?M»<ÍÍ  «?M»»*fnw?«»tft 4e íshpü<f§^^I^ 

no,  Bo  siendo  de  I*  ran  goda  ó  no  habiemc|94Í4o  li^iMw  Uvh 
V(  Qil»!%rili:flli'9i9m9«SC9BiidiBd0|Iw.qu»i 


(I)i  AubtnlK  4«>  Mmlctv  «l'pkdM  Burridi  LaidiaM  r  cMator  ha 

Mi|||il,(Íj  U.iitfjri|M!ioii  cUf4f(,  pwo  exitlicándolf.á^M  Bui^era..ll9f«l«^<lj^ 
ce  qae  el  error  ael  copiante  debí¿  provenir  de  que  la  primera  lejf  del  Fao- 
it^ñi^el^e^pWncttíAr  dM  eoneilio'^Tr  di  tóleab,'  eif  el  túaf  «é  diie  qué 
•I  rer  SiieniMla  le  Juntó  en  Toledo  ron  kM  obispo*,  y  aefioreí  jiara  proveer 
al  gobieiiio ,  etc. ,  ki  qne  tal  Tei  dio  lagar  i  creer  qué  la'.JúlBU  f¿  céiebUlic 
con  este  ol^eto.'  Burriel  premne  qne  aeaio  pablicó  S.  liidorp.  .en'  (•(«  ¿oá- 
dlio  f a  eoleteiOB.  d^  c4noaa.  y.eiio  dló  nMlirii>«B.jl9*f1g\M  JMkterioiw.á 
conYúndl^  dicha'coléectoii  coii  eC  F'ó'ero  lunq.  iQt^én'púede  aTcrigiiaV  el 
oHgéb'd^únalmpoilorá  toando  tánloa  diilUrea  do'(itw-M  lórja'roó  en  ^ 


kf  mcreedés  quo  estos  hubieran  recibido  de  sus  antecesorep||  pipi; 

f»"^  Qaei  ea  Ipdps  loa  tonpillo^  qv  a  en  (idela^te  ^  (^eb^aaeiu 
se^nArnidiía.el  ea|^U(k>  4fd  mo^q  IV  qfift  ^r?t^  4fi  ^  fi4Qlidaa 
dotiidA  a|  reit  y.  de  su  eleceioa  cuando,  yaca  la  corona^ 

r..^-  9^  cmcjcdiéal  moBAP^  Xa  fiBuealtiul  de  io^uítac; ci|an4o 
l9t-4il4M^'^l)l0B  á  loi(r  9^  infringiesieii  algnna  de  las  leyes  an- 

.  AfA  reeoqip^iiMba  la  Iglesia  los  seryiffof.qjae  reci^üft  dfl  £fhj 
ta^r Cfffndis foepin  sin  da4a If^fiierza  y  eaplendojr, qu^. la  Igle- 
sia recibid  de  la-monarqnia  deadé.  la  coÁyersipn  dj9  AjMuiredo;^  jpch 
ijsl^^irwa. mejores  acaso  la  antotidad  y  firojí^  qjftgie^qiiii^  la 
Bippai^ía  por  el  inflojo  y  co^f^raeioi^  de  ^. aliaba?  Loarej^ej^ 
<|ll%i|4iem  <^la  IglfN^acoo  su  espada:  la  Iglesia  A|yQrec|<l!;  i 
tal  ngriK  con,  el  9»jf>  ppdcffjMp  de.su  antpc^dad.qiori^^  íí.g%í 
Uernojcscp  to4a|  Pd^un  coppfu^V)  de  esíps  dqs  pfioigpios: 
él.de  la  asforidaá  racional  qft»  inflaye.«a^  4íI^  I^I^  ^j^ffll  P^* 
fBii)^te.i9prates,  y  el  ,de,  ú  íuerza  qop  niaterialinente.  cohif|K«. 
Ciiandp  ojtios^osiprlaclpios  sf  ^rennen  liay.  gobierno  jusV)!  ly^^ 
ble;  cnandií  sé  separaAi  cji;  el.gobiipjo  ó  ttránifp  ó  ,inp^|ltf e^ 
Entre  las  naeiopea.bárjiifuras  ^  la  aut^ridfd  nipral  residía  ^  Ifi 
Iglesia ,  la  fuerza  .materta^  en  los  jeJTes.  del  gobierno  cijvii^  W'^ 
kM,  afiKrtlaty  éilos  yivierpn.  reparados  i ,  es  decir ,  iqientras  ía 
mayorif.  de  |a  nacl9p.no, fiíé  católica»  a^i^.hnbQ  gp^jieinp:  la^^ 
mmY^  ?'»Wevafíoi^es^al)sor^^^^^^  la 

mmPfíi^  De  die^  y  seis  moi^ajP^fiB^^ia^  des^f  ^^í^  ¿asta 
^y^^^.^m"^^ mfS'^'^^  aseslnadps^  d.o^.en  lij^l^upjrja  {^^^ois, 
n^te.i(^f09  de  muen^. natural:  y  téi)|;i^e. presente  que.ca^a  tp^ 

y  el  de  la  inerEa  se  nermanaron  y  por  eso  bubo  gobierno.  Des- 
de entonces  fueron  menos  las  rebeliones ;  mas  estable  y  regular 
la  monarquía;  mejor  concertadas  y  mas  enarihSñía'Iaf'^íbeí^'as 
TáHia'dííYi'nárátii'ii^  HobóWdavfa  desórdeni^V  révbluáb- 

nes,  pero  de  los  diea  y  siete  monarcas  que  reinaron  desfiuf^^  I^* 
yigildoi  cinco  solamente  perdieron  el  trono  Tcncidos^ofila  r^^ 
llon.  Este  notable  progreso  filé  obra  de  la  Iglesia  attáds^oní^la 
monarquía :  lo  prepararon  los  concilios ,  lo  ImpulsaMn-Ifli^  f^- 

.  t         «    '  I        ^ 
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cipes ,  y  los  cánones  arriba  citados  no  contribnyeron  poco  á  rea- 
lizarlo. 

Con  el  mismo  objeto  que  el  anterior,  y  para  decidir  otros 
pantos  de  derecho  eclesiástico  y  profano ,  convocó  dos  años 
después  el  mismo  Ghintila  el  concilio  VI  de  Toledo.  En  nna  mo* 
narquía  electiva  amenazada  siempre  de  regicidios  y  de  rebelionesi 
no  era  extraño  que  pareciesen  insuñcientes  todas  las  medidas  que 
se  tomaban  para  asegurar  la  vida  dei  rey  y  la  de  su  familia.  Por 
eso  en  este  concillo  se  renovóla  prohibición  de  tratar  de  la  elec* 
¿ion  del  príncipe  futuro  durante  la  vida  del  presente,  y  el  de- 
creto amparando  la  vida  y  propiedad  del  soberano  y  su  fami- 
lia (1)  de  que  dimos  noticia  ai  hablar  del  concilio  anterior. 

Era  también  necesario  realzar  el  prestigio  de  la  monarquía, 
declararla  inaccesible  á  las  personas  indignas  de  aspirar  á  ella, 
y  á  los  conspiradores  oscuros  que  la  codiciaban.  Con  este  objeto 
ftaeron  excluidos  de  la  sucesión  á  la  corona  ios  que  se  hubiesen 
cortado  el  pelo  y  vestido  el  hábito  monástico  (2)  los  que  hubie- 
ran sufrido  la  pena  de  la  decaivaclon  ,  los  descendientes  de  es- 
clavos,  los  notados  por  sus  malas  costumbres ,  y  los  que  no  fúe^ 
sen  de  la  raza  goda  (8).  Se  mandó  que  fuesen  respetados  y  obe- 
decidos los  señores  y  proceres  de  la  casa  real  (4) :  y  faeren  con- 
minados con  graves  penas  los  que  por  haber  cometido  algún  de- 
Uto  de  inñdencia  se  refugiasen  á  país  enemigo  (6).  *  ' 

Pero  como  al  mismo  tiempo  que  la  salud  y  existencia  de  la 
monarquía  necesitaban  medidas  de  protección  las  reclamaba  la 
seguridad  de  los  vasallos,  el  concilio  atendiendo  á  ella,  mandó 
que  ninguno  fuese  condenado  en  Juicio,  sino  á  instancia  de  le- 
gítimo acusador,  excepto  por  delito  de  Infidelidad  (6):  que  los 
condes  y  magnates  tratasen  con  humanidad  á  sus  inferiores  (7), 
y  que  se  observara  lo  dispuesto  en  el  sínodo  anterior  sobre  con- 
servar á  los  subditos  las  mercedes  recibidas  del  soberano  excep- 


(1)  Can.  16,  17  y  18. 

(S)  Nalloi  sob  religiODis  habilcu  detonsus....  (yranloe  prssompsIoDe  reg- 
num  ammat... 

'  (8)  Can.  Í1, 

(4)  CaD.t8. 

(5)  Canil. 

(6)  Can.  11. 

(7)  Can.  18. 
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to  cuando  se  hicieren  fndlgfios  de  poseerlas  por  Ingratitud  ó  des- 
teaitad  (I). 

Con  objeto  de  promover  la  unidad  religiosa  tan  deseada  por 
todos  los  concilios  como  dificii  de  realizar  por  completo,  mandé 
el  de  que  tratamos ,  que  los  reyes  al  subir  al  trono  jurasen  no 
iávorecer  á  los  judíos ,  ni  consentir  en  su  reino  á  ninguno  que 
no  fuese  católico,  confirmando  todo  lo  dispuesto  en  el  conci-^ 
lio  IV,  respecto  á  aquella  secta  (2).  Providencia  inhumana ,  im- 
política, y  que  no  llegó  á  observarse  porque  era  irrealizable  en 
tm  tiempo  en  que  una  parte  grandísima  de  la  nación  no  profe-* 
saba  el  culto  católico. 

Era  asimismo  necesario  fijar  y  determinar  las  relaciones  en*- 
tre  el  Estado  y  la  Iglesia  sobre  varios  puntos  que  tocaban  á  la 
legislación  civil,  entre  ellos  el  dececho  de  asilo  y  el  estado  de 
los  esclavos  de  las  iglesias.  Respecto  á  lo  primero  ordenó  el  con- 
eiiio  que  los  príncipes  indultaran  á  ios  refugiados  en  los  temn 
píos  medíante  la  intercesión  de  los  obispos ,  siendo  esto  compa- 
tible con  la  justicia  (3).  £o  cuanto  al  segundo  punto,  dispuso  el 
sínodo  que  los  libertos  de  las  iglesias  presentasen  ¿  los  nuevos 
obispos  sus  cartas  de  libertad ,  so  pena  si  no  lo  hacían  dentro  de 
un  año,  de  volver  á  la  esclavitud,  y  que  sus  descendientes  que- 
dasen bajo  el  patrocinio  de  la  misma  Iglesia,  la  cual  podia  exi- 
gir de  ellos  ciertos  servicios ,  mediante  la  obligación  que  toma- 
ba de  educarlos  y  protegerlos  (4).  Últimamente ,  para  poner  á 
cobierto  los  bienes  de  las  iglesias  de  las  revueltas  y  trastornos 
políticos,  se  dictaron  entre  otras  disposiciones  favorables  al  clero, 
la  de  que  fuesen  siempre  firmes  é  irrevocables  las  donaciones  que 
se  hicieran  á  los  templos  (5). 

A  Ghintila  sucedió  Tulga  en  el  trono,  pero  so  reinado  fué  de 
tan  corta  duración ,  que  sin  duda  no  tuvo  tiempo  para  aumentar 

(1)   Can.  14. 

(a)    Can.  3. 

(3)  Así  iodiceclúlliai)  períji)  del  cjit)í  u!i)  12.  rajj  priacipai  asuDlo  no 
ea  el  asilo  ,  sino  castigar  á  los  que  pasan  á  tierra  enemiga  huyendo  de  las 
persecueiones  de  la  justicia.  Esta  circunstancia  prueba  que  el  canon  no  esta- 
bléelo el  derecho  de  asilo ,  sino  que  modificó  el  que  ya  existía  respecto  á 
loa  qoe  lo  imploran  deapues  de  haberse  refugiado  en  país  enemigo  por  algún 
crimen  que  hubiesen  cometido. 

(i)    Can.  9  y  10. 

(5)    Can.  15. 

Tomo  u.  C3 


go ,  le  atribuyen  haber  confirmado  todas  la*  dlsposIcioBM  4ft)|gK 

4»«eto8  OTÍÍÍÍ!»l«P«  Pudao  mnehot)  deIa,Ter4ad,dAea^i  ^pti^., 
ftindindioM  ein  que  ha  sido  tomada  de  la.cootlnaacioo  de  la  CKé> 
nic9  deS,  JUUoro^  qpe  es  iadadáblemeiite  Cilsa.  Paro  nadatlQo 

ti$^oneS;d^.lo8  ooñcilios,,  siendo  e^ta.iMia  qostnií^n»  ifa)r;  a)|f 
l$drtM(^.  entre  ios  g^os,  según  veremos  mas  «delante,  Pfl^jeü 
Wrt*.  «n«»«»«.l%  cflP^BttMÍpí^  de  Ja  CTÓn}eái.d.e,Sj,^d9ro  n*. 
de  este  santo,  de  aqui  no  se  sigue  que  sean,  irisas  t»^_  la^  BfH' 
Ueias. que  en  ella  se  contienen.  E|,q{|e  Ja  escribió, .affpgne,  Tifrie» 
•»  «»W5l»M«^,deseu^^el.atz9bI?Bff.de,SeyH^  V^^f'my  Mí», 
i«^  «BKíBrifdo  del  liecl^e  i  qae  alad^mos,t  au/ como,  lo  esUiyojdfi 
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m  LA  LE(iISMefi»l. 
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MoracTO  jmi2Bt  w  orbbü  pottJid^. 


íIlpjuiai  se  dij^ió  la  actual  legislatura,  presentó  el  gobierno  ^ 
las^  cóctes  uiji  proyecto  de  Icjy  de  órdén  públjc^.  Ifo  ftiltaQ*á  la. 
iréfdadeD  nuestros  código^  antiguos  y 'modernos  leyes' sobre 
eáa;  materia :  pero  hechas  pam  otros  tiempos  y  en  cbcunstanr 
cias  diferentes  de  las  actuales»  era  natural  eue  se  sintiese  hoy 
suínsuflciencia',  Ei^  el  período  de  ^nerra  y  revolución  qpe  he« 
mps  at^^ye^ádo  desde  1834^  ha  sido  preciso  enmúchias  ocasión^ 
que  las  autoridades  acudiesen  á  la  ari>itrariedad  per^.mantenefr 
la  paz  en  1(^  pueblos*  Pero  la  arbitrariedad,  es  casi  slemjMr^^pj^ 
cursora  de  laiDjustieia.  y  una  y  otra  se  han  hecho  sentir  en 
Epj^na^  dejando  tras  sí  buenos  y  malos  efectos.  Por  los  unos  s|^ 
ha  comprendido  que  las  leyes  comunes  no  suelen  ser  .suíQcien;* 
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ütnite  á  la  arbitrariedad  á  fin  de  impedirle  que  degenere  en  in- 
jasticia.  Hé  aquí  el  problema  que  se  pretende  resolver  por  la 
ley  de  orden  público. 

Este  problema  sin  embargo ,  no  tiene ,  no  puede  tener  una 
solución  completa ,  porque  es  imposible  establecer  ¿  priori  el  lí- 
mite entre  el  uso  y  el  abuso  de  la  arbitrariedad  en  circunstan* 
olas  estraordinarias.  Si  por  temor  del  abuso  se  limitan  las  facal* 
tades  de  las  autoridades ,  de  modo  que  no  puedan  cometer  im- 
punemente ninguna  injusticia,  se  les  priva  de  las  atribuciones 
necesarias  ^  para  mantener  en  ciertos  casos  la  tranquilidad  pú- 
blica: si  al  contrario,  por  evitar  este  mal  se  da  á  su  Jurisdic- 
ción toda  la  amplitud  necesaria  para  que  llene  su  objeto  en  ta- 
les circunstancias,  es  imposible  precaver  el  abuso.  Las  leyes  co- 
munes pueden  ser  eficaces  y  convenientes,  porque  se  conocea 
los  tiempos  y  las  cosas  para  los  coales  se  hacen.  £1  legislador 
supone  ciertos  hechos  que  ocurren  de  tal  ó  cual  manera  con  roas 
ó  menos  frecuencia,  y  con  arregla  ¿jsUns  da  sus  leyes.  Guando 
estos  hechos  cambian  ó  se  modifican ,  y  no  son  ya  los  rolamos 
que  conocía  el  legislador,  las  leyes  hechas  en  consecuencia  de 
ellos,  ó  son  inútiles  ó  inconvenientes.  Pues  bien,  dar  leyes  para 
tiempos  estraordioarios,  es  legislar  sobre  hechos  no  conocidos, 
y  para  circunstancias ,(  cuya  gravedad, se. ignora,  y  es  por  lo 
tanto  hacer  leyes ,  desconociendo  uno  de  los  elementos  indispen- 
sables para  hacerlas  buenas  y  adecuadas.  Sabemos  cómo  pasan 
los  sucesos  en  los  tiempos  normales;  pero  Ignoramos  cómo  pue- 
den pasar  en  los  motines,  que  pueden  ser  de  tan  diversas  espe« 
ciés,  que  pueden  tener  causas  tan  distintas  >  que  pueden  propo- 
nerse fines  tan  varios.  En  la  imposibilidad  de  proveer  todas  es- 
tas circunstancias  diferentes,  es  preciso  ó  confiar  en  el  arbitrio 
de  las  autoridades  locales  y  autorizarlas  para  que  ellas  hagaa 
la  ley  con  arreglo  á  los  hechos  que  la  exijan ,  ó  dejar  este  cui- 
dado al  parlamento.  Así,  pues,  los  dos  sistemas  conocidos  para 
hacer  leyes  de  orden  público,  son,  Ubo,  darlas  cuando  las 
circunstancias  las  requieran,  y  nada  mas  que  para  ellas,  según 
los  trámites  constitucionales:  otro,  establecerlas  permanentes ,  á 
fin  de  que  las  autoridades  locales  puedan  servirse  de  ellas  cuan- 
do lo  crean  necesario. 

El  primero  de  estos  sistemas  es  el  establecido  en  nuestra 
Constitución  ,  según  la  interpretación  natural  de  su  artícalo  8.® 


^ 
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Dice  este  asi:  «Si  la  seguridad  del  Estado  exigiere  en  eircunstan- 
cias  extraordinarias  la  suspensión  temporal  en  toda  la  roonarqnia 
ó  en  una,  parte  de  ella,  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  se 
determinará  por  una  ley.»  Y  el  artículo  anterior  que  es  el  7.^, 
dice  así:  «No  puede  ser  detenido  ni  preso,  ni  separado  dflLSU 
domicilio  ningún  español ,  ni  allanada  su  casa ,  sino  en  los  casoís 
7  en  la  forma  que  las  leyes  prescriban.»  Be  modo  que  cuando 
ocurren  circunstancias  estraordinarias ,  es  cuando  pueden  las 
cortes  hacer  una  ley  suspendiendo  las  garantías  constituciona- 
les, declaradas  en  este  último  artículo ,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
cuando  ocurren  tales  circunstancias,  es  cuando  se  debe  hacer, 
según  la  Constitución,  una  ley  de  orden  público,  que  menos- 
cabe los  derechos  establecidos  en  ella.  No  desconocemos  los  in- 
convenientes de  este  sistema.  Puede  suceder  >  por  ejemplo ,  que 
mientras  la  ley,  suspendiendo  las  garantías  constitucionales  pasa 
por  todos  sus  trámites,  triunfe  la  insurrección  contra  las  autori- 
dades, por  haber  carecido  estas  de  los  medios  indispensables  para 
resistirla ;  pero  esta  es  una  dificultad  inherente  del  problema  que 
se  quiere  resolver  como  hemos  dicho  antes :  esto  quiere  decir 
que  el  artículo  de  la  €!onstitucion  citado  por  limitar  el  arbitrio 
de  las  autoridades ,  es  insuficiente  en  algunos  casos  para  lograr 
su  objeto. 

El  sistema  del  gobierno ,  según  el  proyecto  presentado  á  las 
corles,  consiste  en  establecer  una  ley  de  orden  público  perma- 
nente, de  la  cual  se  puedan  servir  las  autoridades  locales,  siem- 
pre que  lo  crean  indispensable.  De  modo ,  que  si  las  cortes  aprue- 
ban este  proyecto,  no  determinan  por  una  ley  «en  circunstan- 
cias estraordinarias»  la  suspensión  de  las  garantías  constitucio- 
nales, sino  que  autorizan  previamente  á  las  autoridades  locales, 
para  que  ellas  por  si  hagan  esta  declaración,  siempre  que  crean 
exigirla  las  circunstancias.  Según  la  Constitución ,  al  poder  le- 
gislativo toca  decidir  cuándo  es  llegado  el  caso  de  suspender  las 
garantías  de  que  trata  el  art.  7.^  de  la  misma;  según  el  proyec- 
to del  gobierno ,  esta  decisión  corresponde  á  las  autoridades.  La 
ley  que  va  á  hacerse,  pues ,  no  es  la  que  indica  el  art.  s,*>  de 
la  Constitución ,  esto  es,  la  que  puede  exigir  la  seguridad  del 
Estado  en  circunstancias  estraordinarias,  sino  otra  en  virtud 
de  la  cual  quede  autorizado  el  gobierno  para  suspender  ciertas 
garantías  constítudonaies.  El  poder  legislativo  puede  ciertameñ- 
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fes ,  sio  fijar  panto  determioado.  Pero  aun  sapoDieDdo  q¡se 
convenga  autorizar  á  los  jefes  militares  para  tomar  estas  proví* 
dencias  gubernativamente  habiendo  un  consejo  de  guerra,  lo 
cual  no  deja  de  ser  disputable ,  la  ley  no  debe  llamarlas  penas, 
porque  la  pena  es  consecuencia  del  delito,  y  no  hay  delito  sin 
que  un  tribunal  lo  declare.  El  objeto  de  esta  autorización  es  que 
si  hay  en  el  territorio  declarado  en  estado  excepcional  alguna 
persona  sospechosa,  y  que  sin  embargo  no  ha  dado  motivo  al- 
guno para  que  se  le  procese,  pueda  la  autoridad  quitarle  los 
medios  de  hacer  mal^  aleándola  del  lugar  del  peligro.  Obran- 
do asi  la  autoridad  no  impone  una  peoa^  sino  que  toma  una 
precaución  transitoria;  la  cual  si  bien  pueda  ceder  en  daño  de 
un  individuo ,  es  en  beneficio  del  interés  público.  Esta  es  en  tal 
caso  una  medida  semejante  á  la  de  la  expropiación  por  causa  de 
utilidad  publica.  Pena  gubernativa  es  un  contra  sentido,  es  an 
absurdo. 

Es,  por  último ,  de  la  mayor  importaocia  otra  limitación  de 
las  facultades  concedidas  á  los  consejos  de  guerra ,  durante  el  esta* 
do  escepcional ,  y  consiste  en  que  sus  sentencias  de  muerte  no  se 
puedan  ejecutar  sin  ponerlas  antes  en  conocimiento  del  gobierno, 
á  fin  de  que  S.  M.  pueda  ejercer  cuando  loteoga  por«conyeoiente 
su  real  clemencia.  { Cuántos  asesioatos  jurídicos  se  han  cometido 
en  España  por  sentencias  de  los  consejos  de  guerra  durante  los 
llamados  estados  de  sitio  1  En  estos  momentos  de  peligro  y  de 
alarma  el  temor  suele  sobreponerse  al  sentimiento  de  la  josticia, 
las  pasiones  escitadas  ofuscan  la  razón  oscurecida ,  los  acusados 
apenas  hallan  testigos  que  depongan  de  su  Inocencia ,  porque 
bástala  verdad  que  les  es  favorable  se  hace  sospechosa;  las  cau- 
sas se  instruyen  qon  precipitación  y  hasta  con  aturdimientos 
horroriza  la  idea  de  que  sobre  un  juicio  recaiga  una  pena  irreme- 
diable como  la  de  muerte. 

Cabe,  sin  embargo,  mucha  reforma  en  todo  este  proyecto: 
la  necesita  en  nuestro  concepto ,  y  es  de  esperar  que  el  congre- 
so la  haga  ai  examínalo. — üé  aquí,  pues,  sus  términos. 

Artículo  í.^  «La conservación dol  orden  y  la  tranquilidad  corres- 
ponde especialmente  al  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino  y  i 
sus  delegados  en  las  provincias. 

Art.  2.<»  No  se  podrá  veríGcar  ninguna  reunión  política  sin  pre- 
via autorización  del  jefe  político  ó  del  alcalde  respectivos ,  según 
que  la  reunión  haya  de  ceíebrarse  dentro  ó  áiera  de  la  residencia  de 
aquella  autoridad. 
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Cite  permiso  no  podrí  negarse  eoando  la  rennion  tenga  por  único 
objeto  el  tratar  de  alguna^  cuestión  electoral ,  y  se  celeore  en  el 
período  de  las  elecciones  ó  de  la  rectificación  de  las  listas  de  elec- 
tores. 

Art.  8.<»  Los  que  soliciten  el  permiso ,  que  deberán  hacerlo  por 
escrito,  y  el  dueño  del  edificio  donde  la  reunión  se  celebre,  serán, 
inmediata  y  especiaimente  responsables ,  ya  del  cumplimiento  de 
las  condiciones  en  virtud  de  las  cuales  otorgue  el  permiso  la  auto* 
ridad ,  ya  también  de  cualquier  infracción  de  ley  6  de  cualquier 
desorden  que  en  la  reunión  se  cometa. 

En  el  caso  de  que  los  actos  á  que  se  refiere  el  anterior  párrafo 
sean  graves  i  tanto  los  inmediatamente  responsables  como  todos  los 
demás  infractores ,  serán  entregados  á  los  tribunales  para  les  efee* 
tos  que  haya  lugar  con  arreglo  a  las  leyes.  En  el  caso  contrario,  el 
jefe  político  podrá  castigar  subemativamente  la  infracción  6  la  falta 
eon  una  multa  que  no  podrá  exceder  de  5,000  n« 

Art.  4.»  Todo  grupo  sedicioso ,  o  que  ¡de  algún  modo  pneda 
alterar  el  orden  publico ,  será  disuelto  en  la  forma  siguiente: 

Si  los  sediciosos  se  presentan  desarmados  se  les  hará  por  la  au- 
toridad una  intimación  pacífica  que  se  repetirá  tres  veees  á  fin  ¿e 
evitar  en  lo  posible  el  uso  de  medio  coactivo,  debiendo  marear  bioi, 
á  la  vista  de  todos ,  el  ^término  de  cada  una  de  las  intimaciones.  Si 
no  obedecieren  á  ellas,  6  durante  las  mismas  se  propasasen  á  cualquier 
acto  de  violencia  ú  hostilidad ,  como  también  si  desde  luego  se  pre- 
sentasen armados ,  se  procederá  á  retener  como  culpables  de  ma* 
bediencia  y  sedición  á  los  que  permanezcan  en  el  sitio  del  desor- 
den ,  y  á  repeler  inmediatamente ,  caso  de  ser  necesario ,  la  fuerza 
eon  la  fuerza. 

Art.  5.<>  Todo  punto  déla  monarquía  donde  peligre  la  conser- 
vación del  orden  y  de  la  tranqoidad  podrá  ser  draarado  en  estado 
excepcional. 

Art.  6.<»  Esta  declaración  se  hará  por  el  jefe  político  de  la  pror 
vincia  6  quien  haga  sus  veces ,  oyendo  previamente  á  la  autoridad 
militar ,  que  consignará  su  opinión  por  escrito.  Corresponde  tam- 
bién al  jefe  político  declarar  con  igual  consulta  el  momento  en  que 
haya  de  restablecerse  el  estado  normal*  En  ambos  casos  podrá  lle- 
vará efecto  su  resolución  dando  cuenta  inmediatamente  al  gobierno 
é  incluyendo  copia  de  la  opinión  manifestada  por  la  autoridad  mi- 
litar. 

Esta  autorización  de  los  jefes  políticos  no  altera  el  carácter  de 
Relegados  con  que  obran  siempre,  según  el  artículo  de  la  ley  de  abril 
áe  1846 ,  de  modo  que  el  gobierno  podrá  modificar  6  revocar  toda 
medida  de  esta  naturaleza,  ó  ejercer  por  sí  direotamenteesta  misma 
facultad. 

7.^  Durante  el  estado  excepcional  reasumirá  la  autoridad  supe- 
rior militar ,  bien  del  distrito ,  hiende  la  provincia ,  según  la  nece- 
sidad lo  exija  ,  todas  las  atribuciones  gubernativas  que  fuesen  nece- 
sarias para  conservar  el  ($rden  y  la  tranquilidad. 

Las  penas  que  la  autoridad  militar  podrá  imponer  gubernativa- 
mente son  la  de  detención  y  la  de  destierro  del  territorio  de  la  jnris* 
dicción  de  la  misma  autoridad  y  de  las  provincias  h'mítrofes  en  ca- 
so necesario,  pero  sin  fijar  ponto  determmado  de  residencia. 

Art.  8.«  Los  delitos  políticos ,  y  cualesquiera  otros  que  la  auto* 
ridad  militar  comprendiese  en  sus  bandos  como  atentatorios  al  orden 
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iniblico  Y  serán  ¡uzeados  por  un  consejo  de  guerra  ordinario  eonia- 
j^éiótt  á  ñ>  prérefiTifé  sobre  esté  puntó  por  I?  ¿rdenáhxa  aél  effrmo^ 
y  á  Fós  hiéncl^nadoá  bairidos  que,  con  arregló  á  hi  íitreuhstánei'airi 
y  con  antéríoiridad  al  deifto ,  dicte  la  aotoridlid  superior  árilitar. 

Art.  9.^  No  se  podrá  ejecutar  en  ningún  caso,  ni  por  ningún 
motivo ,  sentencia  alcana  dé  pena  capital  sfn  poner  anteé  él  mllo 
del  tHbcm'al  éii  conocimiento  del  eobíemo,  á  On  áeqvte  S.  M.  pueda 
ejercer  libre  f  eficazmente ,  cuando  lo  tenga  á  bien ,  au  real  clemen- 
cia,'conforme  alo  prescrito  en  la  Gonstitncion  del  Estado! 

'Áiít.  lo.  Levantado  el  estado  excepetonal  aepasarán^á  loa  trl* 
banales  ordinarios  las  causas  pendientes  contra  láa  persoüas  no  mí* 
litares. 

'  Madqd  17  de  noriembrede  1B47.-~E1  ministro  de  la  Goberna- 
ción^ del  T^no ,  Latt  .Tose  Sartorhis. 


PnOTECtO  DB  LEf  DEL  ÑOTAWADO. 

Utia  á%  las  inatünetonaa  qaa  aiaa  vrgenle  referma  nacwltap  en- 
tre nosotros ,  ek  la  del  notariado  públieo.  Según  está  hoy  constt* 
t^4|ií  i  ^U  claae  no  ofreoe  todas  las  garantíais  de  moralidad  y 
deia^toeeton  que  ba  «léiieilef  para  el  bóen  deaempeño  ée  laa 
altas  IcinOlotiea  soqialés  que  ié  eétán  confiadas,  ni  tiene  la  nni* 
fiMrmIÁad  QM  eorrespoBde  á  itoa  iaatUaeloñ  bien  organlaada.  A 
estas  dos  necesidades  ha  oenrrido  el  gobierno  preaentando  á  laa 
edftes  ni^  proyectó  4®  ley  del  notariado. 

Ya  antes  de  ahora  se  habla  hecho  alguna  reforma  en  esta 
parf^,'  e]if¿li0iido  en  les  qoe  se  dedieari  á  ésta  noble  profesión  es- 
tiidlos  a49jeiia4Q4  ¿  ^j^  ^^P^  desempeño ;  pero  no  loa  bástan|c;s 
pava  dar  á  la  elasie  de  nelarios  y  esoribaoof  la  importanola  qna 
le  ebitéíspánde ,  ñt  se  liá^iK  adoptado  las  j^i*óvidei!ict9s  nece- 
sarias tpai»  garallzar  su  i^oriUdad  i  y  h^er  sleaupre  «a  respoB- 
sablltdad  efectiva.  Por  otra  parte ,  las  disposiciones  qne  asegti» 
raíúí  el  l^ueq  desempaño  de  füncjioni^  ([úbncas  de  tanta  importan* 
etal  y  tnweodtoela^oomo  las  de  tos  ¿otatrioa,  dabén  ser  iibjeta 
dé  nhá  léjr  y  hb  éé  nn  mero  déerétd,  eayá  düractíní  esté  á  mer- 
ced de  tpa  ministros  opDo^o  SQoede  hoy.  Por  lo  to^t^,  ni  las  r^ 
foMHB  heehas  en  d-aotariada  de  algoaos  años  é  asIá  parta  eran 
safieiéiltes ,  ni  ábnqúe  tó  túé^éú  dejaría  de  i^er  íiécesário  eT  oon- 

sivurliif  09'  ona  ley. 

'  El  proyeeto  qae  Insertanfos  á  eootlnaadon,  satisffaee  estas* 
aecesldai^ef»  Í^ig\ísuio  ipj^or  ^striiccíoiti  ^ii  los  que  aspicen  a 
antear  en  la  eanrasa  del  notariado  ^  ascjgaraado  su  ifesponaafalU* 
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dad  cqn  sólidas  gafantfas ,  y  uniformaBdo  eá  tpdb  «I  reino  la  tía- 
se  de  notarios ,  comq  oficiales  públicos  destiíiádos  á  doMbj^ar 
eo  toda9  partea  las  mismas  fanciones  y  é  prestar  el  mfsmd  ser- 
vicio ,  deterii^iD^do  so  número  con  aneglo  á  las  eircitflltaíticlai 
espaciales  de  ca<to  pueblo  ó  partído  judicial  9  y  fijando  ^llaHI'^ 
yamente  la  suerte  que  ha  de  caber  á  los  escríbanos  áetUálSB. 

La  instrocoion  que  hoy  se  exige  en  los  aspirantes  al  notadla- 
do  es  insuficiente,  porque  no  basta  Saber  gpaniátiea  cas^llana, 
aiitmétíca  y  los  primeros  rudimentos  del  derecho  cítíI  ^ará  re- 
dactf^r  acertadamente  instrumentos  públicos*  Los  estudios  que 
consti^iiyen  la  segunda  enseñanza  son  indispíensiiMes  pn^ra  ené^ 
quier  hombre  ilustrado  como  deben  serlo  los  nqtarios,  f  poír  eso 
ae  exigen  de  ios  que  se  matriculan  en  M  cursos  espédtf  ss  de  nd'* 
tariado.  Pero  como  ni  es  posible  ni  necesario  tampoco  qte  todcAí 
los  notarios  tengan  el  mismo  grado  de  iDÉtrueoion)  seeadgeii  mas 
estudios  para  ser  notarlo  en  la  corteó  en  las  capitales  de  provlti^ 
cia  que  para  serlo  en  ios  demás  pueblos  del  relio.  A  los  {írims- 
ros  suele  confiársetos  intereses  de  mas  onantla  que  á  los  segun- 
dos >  y  deb^n  tener  forzosamente  mas  importancia  y  eátegorta 
que  e§tos.  Además  seria  imposible  hallar  para  todas  las  escriba- 
nÍ9í&  4e  pi|e1»los,  poco  lucrativas  por  lo  genenl^  y  cS^á. Impor- 
tancia será  siempre  mediaba ,  personas  qfe  para  desempeñarlas. 
Iniciaran  en  los  establecimientos  públicos  de  enseiamEa  los  estu' 
dios  de  filosofía  con  el  tiempo  y  dispendios  qiie  necesitan. 

La  úqica  ^iyision  racional  y  conveniente  en  la  clfisa  de  ei  ^ 
tosoflcic^les  p]^bÍicos  de  que  tratamos «  es  la  de  nolaslos  y  éseirí* 
baños ,  ^.q^^^oif para  redactar  instrumentos ,  y  éstos  fnra  aduar: 
eu  los  procesos.  La  multitud  de  ojídos  públicos  y  de  denomina* 
clones  que  la  ley  y  la  costumbre  hablan  hitiroducido  en  la  Mtl* 
.  tucion  del  notariado,  era  causa  de  confusión  y  de  btegtilairt- 
da^ )  reblaba  el  prestigio  de  la  clase ,  y  éifteultidia  sn  respon- 
sabilidad. ¿Qué  eosa  mas  abe^urda  que  los  escribanos  llamados 
refUes  y  de  provincia?  ¿Qué  cosa  mas  contraria  al  eqrfrltn  de 
es(a  ins^tu.^on  que  esos  oficiales,  ambulantes  que  se  dadomto- 
han  escribanos  de  diiigendas  í  Para  enalteoer  la  clase'  era  fa<- 
dispensfibl^  r^olai;isar  y  enaltecer  s6s  funciones  prof^danan* 
do  á  ía  impor^incia  djs  estas  la  instraociott  y  garantías  de  sui^  In» 
divifluos. 

La  ^aqii^  ¿el  númerode  notarlos  ofrece  una  difledlad  par* 
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tteularmente  ea  España  donde  la  población  está  dtftriboida  con 
desigualdad  suma.  Si  se  deja  exclusivamente  al  arbitrio  del  go« 
biérao ,  puede  este  hacer  el  uso  que  quiera  de  tai  Üatcultad,  y  au- 
mentar las  notarías  por  consideraciones  agenas  á  su  instituto,  de 
manera  que  su  abundancia  perjudique  á  su  prestigio  6  disminuir- 
las en  ciertas  localidades  con  daño  del  serYicio  público,  por  &- 
vorecer  intereses  privados.  Si  por  el  contrario,  se  establece  eo-* 
mo  en  Francia  un  número  de  notarios  proporcionado  á  la  pobla« 
clon  de  cada  distrito»  como  esta  se  halla  distribuida  en  España 
con  tanta  desigualdad »  resaltaría,  que  si  un  partido  de  30,000 
almas  aglomeradas  en  una  extensión  de  5  leguas  estaríiT  bien 
servido  por  ejemplo  con  tres  notarios,  otro  partido  de  la  misina 
población  podría  no  estarlo  si  las  so«ooo  almas  estaban  esparcidas 
en  un  espacio  de  lo  leguas.  £1  gobierno  ha  optado  por  el  primero 
de  estos  sistemas  no  obstante  sus  dificultades ,  pero  creemoe 
que  en  esto  no  ha  acertado,  porque  los  inconvenientee  del 
segundo  podrían  fácilmente  obviarse  sin  dejar  por  eso  al  eom-> 
píelo  arbitrio  del  gobierno  la  creación  y  sopresion  de  las  notarlas* 
£1  medio  de  conseguirlo  aería  fijar  desde  luego  el  númeiü  de 
notarios  con  arreglo  á  la  población ,  porque  esta  base  es  inmuta- 
ble#  10,000  almas  necesitan  el  mismo  número  de  instramentoe 
públicos  aglomeradas  que  esparcidas ,  pero  estos  instrumentoe 
requieren  mas  ó  menos  notarios ,  según  que  ios  que  los  otorgan 
ocupan  una  potdon  mayor  ó  mtsnor  de  territorio.  Pero  se  po« 
dria  tomar  por  base  el  término  medio  de  la  proporción  en  que 
se  halla  la  extensión  del  territorio  con  el  número  de  habitantes, 
y  con  arreglo  á  él  fijar  el  número  de  notarios ,  facultando  des* 
pues  al  gobierno  para  distribuirlos,  teniendo  en  cuenta  la  dea- 
igualdad  de  las  provincias.  Así  es ,  que  si  por  término  de  medio, 
cada  10,000  habitantes  ocupan  en  España  una  porción  del  ter- 
rttorio  para  la  cual  puede  bastar  un  notario ,  podría  la  ley  ea- 
tablecer  esta  proporción  á  fin  de  que  hubiese  un  número  fijo  de 
estos  funcionarios,  numero  que  sería  siempre  suficiente,  porqoo 
si  bien  habrá  localidades  donde  en  igual  extensión  haya  menor 
número  de  almu  y  sea  menester  un  notario ,  sera  porque  baya 
otras  en  que  estando  la  población  mas  aglomerada  contenga  en 
igual  porción  de  territorio  un  número  mayor  de  habitantes ,  al 
cual  basta  también  un  solo  notarlo.  Por  consiguiente ,  dando  al 
gobierno  la  fiícuitad  de  distribuirlos  con  arriólo  á  las  neoesida* 
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Íes  década  territorio»  aeertta  la  dlfleultad  qae  tendría  en  Espafta 
el  tomar  la  población  como  base  exclusiva  para  fljar  el  número 
de  estos  faneionarios. 

*  Otra  de  las  novedades  mas  importantes  que  introduce  ^  este 
proyecto  de  ley,  consiste  en  el  depósito  que  por  licitación  habrá 
de  exigirse  á  los  notarios.  Dos  grandes  ventajas  ofrece  esta  dispo- 
sición: una  as^nrar  la  responsabilidad  pecuniaria  de  estos  fun- 
cionarios, y  otra,  la  de  buscar  entre  loa  igualmente  idóneos  los 
que  por  ofrecer  mayor  cantidad  en  depósito  representan  mas  rU 
queza  ó  mayor  crédito ,  que  son  por  otra  parte  las  garantías  de 
capacidad  que  admite  la  Constitución ,  y  son  de  la  índole  del 
g(Aiemo  representativo.  Sin  embargo,  el  mínimun  de  la  fianza 
que  establece  el  proyecto  para  las  capitales  donde  residen  las 
audiencias,  nos  parece  insuficiente.  1,500  duros  pueden  ser  bas- 
tantes para  asegurar  el  reintegro  de  las  multas  que  se  impongan 
á  los  notarios ,  P^ro  no  significan  lo  que  debieran ,  esto  es,  cier« 
ta  posición  de  fortuna  ó  de  crédito  que  garantice  hasta  cierto 
punto  la  rectitud  y  moralidad  del  aspirante.  En  Francia,  de 
donde  sin  duda  se  ha  tomado  la  idea,  se  exige  á  los  notarios 
una  fianza  mucho  mayor. 

Sirven  también  de  garantía  al  buen  comportamiento  de  es« 
tos  oficiales  públicos,  las  incompatibilidades  que  establece  el  pro- 
yecto entre  el  ejercicio  del  notariado  y  otros  cargos  públicos, 
ó  el  desempeño  de  ciertas  profesiones  ó  actos  que  podrían  dar 
ocasión  para  que  los  notarios  abusaran  de  su  carácter.  Por  esta 
razón  se  les  prohibe  tomar  parte  en  las  especulaciones  de  coraer- 
eio,  administrar  compañías  mercantiles,  constituirse  en  fiadores 
de  otros  por  préstamos  en  cuya  estipulación  hubieren  mediado 
é  dado  fé  del  contrato,  así  como  desempeñar  otros  cargos  Judi* 
dales  ó  en  la  recaudación  de  contribuciones.  Si  el  notario  ha 
de  ser  una  autoridad  respetable  en  los  negocios  de  sus  conveci- 
nos,  es  necesario  que  se  mantenga  en  una  alta  posición  de  Im- 
pardalidad ,  y  para  eso  que  se  eviten  las  ocasiones  que  su  deber 
pueda  no  estar  de  acuerdo  con  su  obitgadon. 

La  transición  del  antiguo  al  nuevo  sistema  ofircce  graves  di- 
ficultades. La  mayor  de  todas  consiste  en  la  existencia  de  una 
multitud  de  oficios  enagenados  de  la  corona  que  se  poseen  y 
trasmiten  como  otra  propiedad  cualquiera,  y  que  por  lo  tanto  son 
Incondliables  con  la  naturaleza  del  cargo  del  notario,  que  es 


W^^i^  0ia9  YttatfelOb  Bl  DotaHádo  es  an  oflcid  páblieo  cuya  pró- 
^isipo  is^rreflpooda  á  ki  corona  según  las  reglas  fiel  déreebo  pú- 
blico, 7  que  no  puede  pertenecer  á  ningún,  párticolar  sin  lá  sob- 
yersiOBt  mas  completa  de  los  principios  ádnstnlstratlvos  y  políti- 
CQ9.  Solamente  en  aqiiellojK  tiempos  en  qde  se  miraban  los  car- 
gos públicos  como  patrimonio  personal  del  soberano  sé  bia  podf* 
■do  creer  lídta  so  enagenacion  perpetua.  Pero  lo  cierto  es  que  la 
mayor  parte  de  dlbhos  oficios  se  enageóaren'á  título  oneroso,  y 
que  99ria  una  iniquidad  despojar  á  sus  actuales  poseedores  sin  in- 
enrollizarlos  previamente.  La  Indemnización  sin  embargo  ofrece 
limibleo  911  grate  obst^ulo,  y  es  lafiílta  de  recursos  en  el  erario. 
Por  f|3Q  sin  duda  se  pri^pone  el  temperamento  de  ir  consumien* 
do  poco  A  po6o  y  po)r  suerte  dicbos  oficios  enageoados  con  los 
fo«dosqoe  prodúzcala  venta  vitalicia  de  los  actuales  oficios  de  no* 
torios  t  y  los  que  se  crearen  nuevamente  de  libre  provisión  dé  lá 
corona.  Asi  se  condoirá  con  él  tiempo  la  chocante  anomalía  de 
los  oficios  enageoados  sin  perjudicar  por  eso  los  derechos  adqui« 
rfdps.    . 

,  Xambieo  decide  este  proyecto  la  grave  cuestión  de  si  los  no* 
tarios  deben  estar  sujetos  á  arancel ,  ó  bao  de  cobrar  sos  hono- 
rarios como  los  abogatlos  sin  mas  r^la  que  la  cóstuinbre ,  pero 
aalvQ  en  cAo  de  queja  la  regulación  del  Juez.  El  primero  de 
estoa  stafemas  tiene  sin  duda  la  ventaja  de  impedir  radicalmente 
los  ahuaOB  que  se  pudieran  cometer  en  esta  parte;  pero  eñ  cam- 
blQ  I  cuántos  inconvenientes  I  El  arancel  no  puede  menos  de  to- 
mar por  base  el  número  de  pliegos,  esto  eá,  la  extensión  de  los 
docHaíéntos,  y  como  alendo  esto  así  el  interés  de  los  notarios 
«botfatee  en  exténder  cuirnto  sea  posible  sus  instrumentos ,  se  les 
•ofrepa  un  aliciente  poderoso  para  abusar  de  las  fórmulas,  intro- 
diciendo  en  ellas  el  firrago  indigesto  que  por  desgracia  está  hoy 
en  UBO¿  Tarde  ó  nunca  se  mejorará  la  redacción  de  las  escrituras 
públites,  mientras  el  interés  de  los  escribanos  esté  en  razón  direc* 
ia]d6  laexfeéo^loi^  de  aquellas.  Mas  si  por  el  contrario,  el  interés 
del  notario  y  el  de  la  parte  fuesen  uno  mismo,  esté  es,  redactar  con 
claridad  y  precisión  lai  condiciones  del  acto  que  celebran,  ÍSácil- 
monte  se  lograría  desterrar  de  la  práctica  el  tarrago  ¡nútH  de  los 
Instrumentos  públicos.  Por  otra  pa'rte,  la  redacción  de  estos  do- 
cnnentos  ho  es  un  trabajo  material  sino  de  totéligencla ,  que  en 
este  concento  no  sé  poiode  valuar  por  lá  extensión  del  escrito.  A 
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vééeé  la  red&cdbnl  dd  uü  íuiXtúmenXo  breve  eií^  fúm  liieáltá^ 
clon  y  sábéir  qué  Itt  de  otro  muy  extenso^  de  liiodb  (¡tie  lá  Í)a)i6 
^el  aráiicel  de  los  notarios  pó  puede  manos  de  ser  támbie'ú  des- 
igual é  fñjuáa.  Y  por  úUlnüo,  es  contraria  al  espíritu  y  léfidéií^ 
cía  de  la  reforma  que  sé  intenta  hacer  en  el  boiariadó,  púiik  A 
ésta  tiene  por  objeto  enaheeer  y  dar  prestigio  ¿Ja  clase  de  no- 
tarlos^ no  es  buen  modo  de  conseguirlo  el  considerar  sus  obra¿ 
^omo  ¿aécáfüicás  y  sujetas  á  la  base  material  de  tin  arancel.  SÍ 
los  letrado^  no  estáfi  sujetos  al  mismo  por  considerarse  que  |á 
base  que  sería  preciso  tomar  para  valuar  feus  obras>  i»eria  desígúsl 
y  falsa,  la  misma  razón  milita  respecto  á  los  úotárlos  públicos; 

jSih  embargo,  las  cot>ías  y  testiinonips  que  dan  los  escribanos 
de  ios  registros ,  no  úe  hallan  en  el  mismo  caso  que  1^  instru- 
mentos de  {)rimera  redacción ,  no  son  trabemos  de  inteligencia  %  y 
pueden  ser  apreciados  por  la  estensioa  de  su  cohtenldó.  1f  como 
esta  difereociá  es  importante ,  se  podrían  sujetar  á  árancc;l  estos 
trabajos  ^  sbi  perjuicio  de  eximir  de  la  misma  regla  á  los  instru- 
mentos de  primera  redacción. 

Pero  se  dice  «no  hay  paridad  entre  los  escribanps  y  los  abo- 
gados. £1  litigante  pu^de  escoger  entre  muchos  de  estos  últimos 
y  naturalmente  desecharán  á  los  que  lleven  derechos  mas  al- 
tos, al  paso  que  el  que  quiere  otorgar  un  instrumento  público 
no  tiene  la  misma  libertad  de  elección ,  pues  debe  acudijr  é  uii 
escribano  de  su  distrito^  que  en  la  mayor  parte  de  ellos  no  tie- 
ne rival  ni  competencia,  y  puede  imponer  1|a  ley  ¿sus  coi[ive- 
cinos.»  ^(aseste  argumento  sería  incontestable,  si  lo^  notarios 
hubiesen  de  ser  arbitros  esélusivos  de  sus.  propios  dere^^hos,  Ja 
cual  nunca  propondríamos.  £o  prímer  lu|;ar  el  áqtb  ajenos  li- 
bre de  los  que  tienen  que  servirse  del  otfciQ  del  notario,  ^  la 
saca  de  copias  ó  testimonios  de  los  instrumentos  que  obran  éQ 
SU  archivo,  y  este  acto,  según  hemos  diehp.,  ningqn  jp^oavé- 
niente  ofrece  el  sujetarlo  á  arancel.  En  segundo  lugar  se,  Cf¡4rí| 
poner  coto  ¿  cualquier  abuso  que  intentaran  cometpr  iqs  notarios 
éstabíeciendo  que  cuando  ios  interesados  noBfi  conformaren. J9e¿ 
la  regulación  de  derechos  hecba  por  aqiiel  f^nclqqarip  ^  acudap 
en  queja  al  juez  del  partido,  el  cual,  oyendo  inj^truc^vap^e^tf 
á  los  quejosos  y  al  notario^  y  previo  dictamen  ^el  e^ jegip  ^t 
ncf^aríos  det  distrito,  decida  lo  que  sea  Ji|sto  sin  ulterior  ré- 
curso.  Y  si  aun  todavía  pareciere  insuficiente  esta  manera  de 
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prooeder  respecto  i  los  excesos  de  mayor  coantía ,  se  podría  aSa* 
dir  que  en  el  caso  propuesto  acudiera  el  quejoso  á  la  sala  de  go- 
bierno de  la  audiencia  del  territorio ,  la  cual  determinaría  en  la 
misma  forma  lo  que  estimara  Justo.  Con  tales  precauciones  pare» 
ce  imposible  que  puedan  abusar  los  notarios  de  la  libertad  en  que 
se  les  deje  de  regular  sus  derechos ,  y  se  consiguen  todas  las 
ventajas  que  ofrece  este  sistema.  £1  gobierno  ha  sido  sin  duda 
de  parecer  enteramente  contrario ,  puesto  que  quiere  sujetar  á 
arancel  todos  ios  actos  del  notariado,  pero  tal  vez  varíe  de  opi- 
nión si  oye  todas  las  razones  que  militan  contra  su  sistema ,  y 
pesa  sus  graves  inconyenientes. 

No  es  menos  digno  de  reforma  el  proyecto  de  que  tratamos  en 
el  orden  y  distribución  de  sus  disposiciones.  El  primer  título  de  la 
ley  trata  de  los  requisitos  indispensables  para  ser  notario,  y  entre 
ellos  pone,  además  de  los  estudios  que  deben  hacer  los  aspirantes, 
ciertas  formalidades  con  que  deben  cumplir,  como  el  Juramento 
ante  el  Juez  del  partido,  el  depósito  de  un  ejemplar  de  su  Arma  y 
rúbrica  en  la  alcaldía  del  pueblo  y  otras  semejantes.  La  lógica  exigía 
que  en  este  mismo  título  ó  en  el  inmediato  se  tratase  de  la  fianza 
como  requisito  indispensable  también  para  ser  notario;  pero  no 
sucede  así,  pues  el  título  segundo  trata  de  las  formalidades  con 
que  deben  llevarse  los  registros  y  protocolos,  y  el  tercero  es 
el  que  contiene  las  disposiciones  relativas  á  las  fianzas.  Empie- 
za el  título  primero  definiendo  lo  que  son  notarios:  parecía  na- 
tural que  en  seguida  digese  cuál  habla  de  ser  su  número  y  cuál 
su  residencia;  pero  no  sucede  así,  pues  el  proyecto  no  trata  de 
esta  materia  hasta  el  titulo  3.^ ,  esto  es ,  después  de  las  forma- 
lidades con  que  se  deben  llevar  los  registros  públicos  y  hacer  las 
escritoras.  Esta  es  también  una  falta  grave  contra  la  lógica. 

El  art.  55  9  primero  del  título  5.^  que  contiene  «disposicio- 
nes transitorias »  empieza  asi :  «  Las  disposiciones  de  este  título 
se  observarán  sin  perjuicio  de  los  derechos  adquiridos  por  los 
escribanos  y  notarlos  ó  los  propietarios  de  oficios ,  etc.  •  Esto 
quiere  decir  que  las  disposiciones  transitorias  del  título  5.®  se 
observarán  sin  perjuicio^  etc.,  lo  cual  es  absurdo»  pues  el  títu- 
lo 5.^  es  precisamente  el  que  contiene  disposiciones  obligatorias 
eselosivamente  para  los  propietarios  de  oficios  enagenados.  Lo 
que  sin  duda  han  querido  decir  los  autores  del  proyecto  es  que 
las  disposiciones  que  tratan  del  número  y  residencia  de  los  no- 
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UatlWy  y  otras  deben  llevarse  á  efecto  síd  perjuielo  de  los  der^ 
ehos  adquiridos,  pero  estas  disposiclooes  no  están  én  el  títalo  5. 
á  qae  se  refiere  el  art.  55,  sino  en  otros.  Por  lo  tanto  el  referi- 
do art.  55  es  completamente  Ininteligible. 

Otros  defectos  de  la  misma  especie  pudiéramos  notar,  pero 
bastan  los  dichos  para  hacer  ver  que  el  proyecto  en  cuestión ,  ó 
se  ha  redactado  con  harta  ligereza,  ó  ha  sufrido  algún  trastorno 
considerable  el  órdén  de  su  redacción ,  y  por  lo  tanto  se  necesi^- 
ta  además  de  las  reformas  parciales  en  cnanto  ai  fondo  que  he* 
mos  indicado,  una  nueva  refundición  de  sus  artículos. 

Hé  aquí  ahora  su  texto. 

TITUIíO   PBIMEBO, 

DEL  OFICIO  DB   NOTA&IO  Y  BEQUISITOS  PABA  BJBBGBBLO. 

Art.  1.0  Habrá  en  todo  el  reioo  una  sola  clase  de  funcionarios 
de  real  nombramiento ,  autorizados  para  dar  fé  y  testimonio  de  to- 
dos los  actos  y  contratos  Ínter  vivas  6  mortis  eausa  que  ante  ellos 
pasaren. 

Estos  funcionarios  se  denominarán  notarios  pMieos  6  escriba- 
nos  escriturarios. 

Art.  2. o  Para  obtener  y  desempeñar  el  cargo  de  notario  público 
se  requiere: 

l.<>    Ser  mayor  de  edad  y  del  estado  seeiar. 

%**  Hallarse  en  actual  ejercicio  de  los  derechos  polítieos  y  civi- 
les de  español. 

8.»    Estar  exento  del  serTii  io  militar ,  ó  hal>erle  cumplido. 

4.0  No  haber  sido  nunca  condenado  criminalmente  por  delitos 
comunes;  y  aun  cuando  se  haya  obtenido  rehabilitación,  que  nun- 
ca se  entenderá  concedida  por  este  caso  si  no  se  expresase  en  la 
ley. 

Art.  3.^  Para  desempeñar  el  oficio  de  notario  en  la  corte  y  ca* 
pítales  de  provincia  se  reouiere  ademas: 

l.<»    £1  grado  de  bachiller  en  filosofía. 

3.<^  Tres  años  de  estudios  teóricos  relativos  á  su  facultad ,  y  tres 
de  práctica  de  notario  ganados  y  probados  en  la  forma  que  se  esta- 
blezca por  un  reglamento  especial. 

£1  primer  año  de  práctica  podrá  simultanearse  con  el  tercero 
teórico. 

Haber  estudiado  un  año  de  paleograiTa  española,  st  se  estable- 
cieren estas  cátedras,  y  entretanto  acr'^ditar  en  el  examen  de  re« 
cepeion  hallarse  instruido  en  esta  materia. 

Este  curso  podrá  estudiarse  con  anterioridad  a  los  de  teórica  6 

e etica ,  ó  simuitineamente  con  ellos ,  salvo  el  caso  prevenido  al 
\\  del  párrafo  segundo  del  artículo  anterior. 
Art.  4.^    Los  que  hubieren  de  ejercer  el  oficio  de  notarios  en  los 
demás  pueblos  de  la  monarquía  acreditarán: 
i.^   Haber  estudiado  en  universidad  ó  instituto  dos  cursos  de  gra- 
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mática  castellana ,  principios  de  moral  y  religión  é  historia  9é  Es^jia* 
Háf  combinadas  éstas  enseñanzas  en  la  foririaque  se  determine  piar 
i|D  Teglam^pto  especial. 

2.<>  Haber  estudiado  asin^ismo  tres  años  de  tedrica  y  tres  de  prác- 
tica en  los  términos  prevenidos  en  los  artículos  anteriores. 

Art.  5.0  Los  que  tiubieren  de  servir  el  oficio  en  loa  paeblos  de 
Aragón,  Valencia,  Cataluña  é  islas  Baleares  serán  ademas  exami» 
nados  en  lengua  latina. 

Art.  6.<>  Ademas  del  examen  de  prueba  de  cada  ano  de  los  cur- 
sos indicados ,  los  ^ue  aspiren  á  título  de  notario  sufrirán  el  examen 
geper^l  de  recepciqn  ante  la  sala  *de  gobierno  de  la  audiencia  del 
distrito  en  que  hubieren  de  ejercer,  en  la  forma  que  determinen  \6s 
reglamentos. 

Art.  7.»  Exceptóanse  de  las  disposiciones  contenidas  en  loa  ar- 
tículos anteriores : 

!.<>  Los  abogados  v  licenciados  en  jurisprudencia ,  á  quienes  bas- 
tará la  presentación  ae  sus  tftuios. 

2.<^  Los  que  á  la  promulgación  de  esta  ley  se  hallaren  ya  exa- 
minados de  cacribanos:eB  ia  íonna  hasta  ahora  acostumbrada. 

Art.  8.<>    No  se  exigirán  nuevos  estudios  6  años  de  cátedra  á  loa 

1MQi,bolMAr<in  coBoliiido  la  carrera «  cdnforme  se  estableció  por  real 
OcrAtQ  da  l3>de  abtiil  de  (ai5;  pero  en,  el  examen  de  recepción  ae- 
ran jpregunia4t>9  en -lasi  materias  eoptenídas  en  el  párrafo  primada 
del  art.  4.°,  que  podrán  haber  estudiado  privadamente. 
':.MKkfi^  AiÁiri^^  A^wm  de  recep^ioD  loa  aspiran  tea  presentarán 
necesariamente  certificación  de  conducta  dada  por  la  junta  de  nota- 

Antes  de  expedirla  al  interesado,  la  junta  remitirá  al  fiscal  deS.  M. 
en  la  audiencia  del  territorio  copia  del  a(Ju6rdo  en  que  hubiere  de- 
teiB^ips^Q.  ftapquewrla* 

Art^  10.  Si  la  junta  de  gobierno  rehusare  la  certifieadon^  y  el 
interes%Ai9  rqfAiim4«%«.remiticá.  á.  aquella  su  dictamen  motivado  al 
fiseal  4^^.\ñli^  y.e^tfi :JOipq$dfá  al  gobierno  con  tía  informe  por 
el  ministierio  dé  Qraeia  y  Justicia. 

Árt.  li.  La  sala  de  gobierno  remitirá  el  expediente  de  recepción 
con  su  informe  al  indicado  ministerio ,  por  el  cual  se  expedirán  lol 
títulos  de  notario. 

Los  títulos  irán  dirigido?  al  juez  del  partido  en  cuya  demarca* 
cion  hubiere  de  residir  el  nombrado. 

Art.  12,  Dentro  de  dpa  me^es,  contados  desde  el  nombramiento, 
pena  de  destitución ,  deberá  prestar  el  nombrado  en  audiencia  pú* 
blica,  ante  el  juez  de  partido,  juramento  de  ser  fiel  al  rey  y  á  ka 
(Constitución  del  Estado ,  y  llenar  cumplidamente  las  oblii^eionea 
de  su  oficio.  Al  juramento  precederá  necesariamente  la  preseüláetoft 
del  título*  De  la  certificación  del  juramento  se  tomará  .razón  en  la 
alcaidía  del  pueblo  en  que  hubiese  de  residir  el  nombrado  y  em 
las  secretarías  del  juzgado  y  audiencia  respectiva  en  cuyo  terríta« 
rio  hubiere  de  actuar. 

Art.  la.  Ningún  notario  puede  ejercer  su  ofkio  antes  de  pneatar 
el  juramento  prescrito  en  el  artículo  anterior,  pena  de  falsedad^ 

Art.  14.  En  la  misipa  pena  incurrirá  el  notario  que  continuase 
ejerciendo  despueít  de  hacerle  saber  en  forma  provindencia  judieial 
de  sui^pension  ó  privación  de  oOcú). 

Estas  notificaciones  se  harán  por  medio  de  un  notario  6  escriba- 
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itío  judicial  djB  mandato  del  jqez  de  primera  ipstiancta  (leí  j)árti(f(),  al 
cual  se  remitirá  par  fa  andieQcia  la  cprtiGcacíojí  6  eje^.ütoriá  Qf[  ja 
sentencia.  De  lá  certiQoacion  y  requeriiiiíeato  se  remitirá  testimo- 
nio á  la  junta  de  gobierno  del  distrito. 

A.rt.  i 5  Antes  de  ejercer  su  ofíolo  deberá  caHa  notario  d^eppsitar 
mi  ejemplar  de  la  firma  y  rubrica  dé  ta  alcaidía  del  |)uebío  de  su  re- 
sidencia en  la  secretaría  de  los  juzgados  de  la  tirovincia.  ]^q$  óp- 
tanos de  capitales  donde  bubiese  reales  audiencias  harán  ademas 
iguat  depósito  en  la  sp^rctaría  de  dicho  tribunal. 

Art.  16.    El  oficio  de  notario  será  vitalicio. 

Art.  17.  Los  notarios  no  podrán,  sin  causa  legítima ,  rehusar  sa 
ministerio  á  quien  lo  reclame. 

Art.  18.  ITirignn  notario  podrá  ejercer  simultáneamente  con  su 
ofieib  el  de  jitez,  escribano  de  cámara  ó  de  juzgado,  relator .,  pro- 
curador, alguacil ,  ni  otro  afguoo  de  la  policía  ú  orden  judicial  o  de 
recaudación  de  contribuciones. 

Tampoco  podrá  ejercer  encargos,  oficios  ni  graogéría  que  rebaje 
el  pj*estigio  de  que  aeh<*  gozar  el  cargo  de  notarip,  sóbrelo  cual  las 
jonjas  de  gobierno  vigilarán  y  reclamarán  Ío  conveniente. 

Art.  19.  No  podt-á  acumularse  én  lo  sucesivo  en  una  misma  per- 
sona Ip3  oficios  de  notario  público  y  escribano  de  juzgado  ó  triou- 
nal ,  salvo  el  caso  en  qtie  así  lo  creyese  indispensabiie  el  gobierno 
por  circunstancias  especiales ,  ¿  á  fin  de  atender  al  mejor  servicio  y 
á  los  derechos  adquiridos. 

Art.  20.  Los  dueños  de  oficios  «nagenados  perpetuamente  6  por 
juro  de  heredad,  que  en  virtud  del  título  de  egresión  pudieran  ejer- 
cer al  propio  tiempo  las  atribuciones  incompatibles  de  ambos  cargqfi, 
desempeñarán  las  del  que  eligieron  por  si  mismos ,  y  las  det  otro 
por  medio  de  un  teniente  que  reúna  para  serlo  los  requisitos  \e^ 
gales. 

• 

TZTUXiO  SEOUMDO. 

]>B  LAS  KSGBITUAÁ8  PUBLICAS,    BEGISTROS  Y  PROTOCOLOS.'      , 

Art  2t.  Para  que  sean  fehacientes  las  escrituras  sobre  actos  y 
contratos  entre  vivos,  deberán  otorgarse  ante  dos  notarios,  6  ánffi 
uno ,'  asistido  de  dos  testigos ,  que  sean  españoles ,  sepan  leer  y  Úr- 
ttííir ,  y  estén  domiciliados  en  el  término  municipal  del  pueblo  del 
otorgamiento. 

A  los  actos  de  última  voluntad  concurrirá  el  numero  de  testigos 
qne  determinan  las  leyes. 

Art.  22.  Los  notarios  darán  fe  en  todo  instrumentp  que  autori- 
zaren del  conocimiento  de  las  partes,  de  su  profesión  y  vecindad,  6 
deberán  asegurarse  de  estas  circunstancias  por  dos  testigos  que  ellos 
conozcan  y  reúnan  las  requeridas  para  serlo  del  acto,  expresándo- 
te así. 

Art.  23.  En  todo  instrumento  público  expresará  el  notario  su 
l^Ombre  y  vecindad  bajo  la  multa  de  500  rs.  También  e}¿presará  bajo 
las  penas  del  art.  y  aun  las  de  falsario,  si  procediere ,  el  lugar,  ano 
y  día  del  otorgamiento. 

Art.  24  Los' notarios  extenderán  las  escrituras  en  tetra  l^^ible, 
sin  abreviaturas  ni  guarismos ,  y  sin  dejar  huecos  ni  blancos ,  dé- 
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clarando  en  ellas  el  nombre,  apellido,  profesión  y  veeindad  de  las 
partes  y  testigos  instrumentales,  y  de  los  de  conocioiientos  en  el  ca- 
so del  art.  22 ,  y  asimismo  de  haber  leido  el  acto  6  contrato  á  las 
partes,  bajo  la  pena^  de  500  rs.  vn.  al  que  contraviniere. 

Art.  25.  Firmarán  las  escrituras  los  otorgantes ,  los  testigos  y  los 
notarios  o  el  notario ,  expresándolo  este  así  al  fin  de  ellas. 

Si  las  partes  no  firmaren  por  no  saber  ó  no  poder ,  lo  expre* 
sará  también  el  actuario. 

Art.  26.  Serán  nulas  las  adiciones  marginales «  apostillas  entre 
renglones  y  testados  de  los  instrumentos  que  no  se  salven  al  fin  de 
ellos,  d  a  su  margen,  con  aprobación  expresa  de  las  partes  y  firma 
de  los  que  deban  firmar  la  escritura. 

Art.  27.  £1  notario  que  intercalare  en  el  cuerpo  de  la  escritora 
adiciones ,  entrerrenglonaduras  ó  sestaduras ,  incurrirá  en  la  multa 
de  200  rs.,  en  el  pago  de  daños  y  perjuicios,  y  hasta  en  perdimien- 
to de  oficio,  si  hubiere  obrado  con  malicia. 

Art.  28.  £1  notario  que  expresare  en  las  escrituras  nombres,  dic- 
tados ,  pesos  y  medidas  ó  moneda  con  infracción  de  las  leves  6  re- 
f [lamentos ,  incurrirá  por  la  primera  vez  en  500  rs.  de  multa «  y  en 
a  de  1,000  si  reincidiere,  sin  perjuicio  en  su  caso  de  mayor  res- 
ponsabilidad. 

Art.  29.  Los  notarios  pondrán  de  manifiesto  en  sus  escritorios 
ú  oficios  un  estado  que  contenga  el  nombre,  apellido,  profesión  y 
vecindad  de  las  personas  que  en  su  demarcación  estuvieren  impedi- 
das de  administrar  sus  bienes,  en  virtud  de  providencia  judicial  que 
le  sea  .comunicada ,  y  serán  responsables  si  no  lo  hicieren  de  loa 
daños  y  perjuicios  que  por  su  descuido  experimenten  los  partiea* 
lares. 

Art.  80.  Las  escrituras  que  pasaren  ante  notario  harán  fé  en 
la  provincia  en  que  resida  con  arreglo  á  las  leyes. 

Para  que  la  hagan  en  las  otras  provincias  del  reino ,  deberán 
ademas  estar  legalizadas  por  dos  notarios  con  el  Y.®  B.°  del  jaez 
del  partido  de  la  residencia  del  notario  que  las  autorizase. 

Art.  81.  Los  notarios  públicos  asentarán  literalmente  los  actos 
y  contratos  que  pasaren  ante  ellos  en  su  re^stro  ó  protocolo  dis- 
tribuido en  cuaaemos  de  á  10  pliegos  metidos  del  papel  sellado 
correspondiente. 

Art.  33.  Los  notarios  no  podrán  desapoderarse  de  su  registro 
en  todo  ni  en  parte  sino  en  los  casos  determinados  por  las  leyes 
y  en  virtud  de  mandato  Judicial.  Antes  de  desapoderarse  del  re- 
gistro en  los  casos  permitidos,  sacarán  de  él  copia  liter^l^.  que  fir« 
mará  el  Juez  y  promotor  del  partido,  y  dos  testigos  idóneos  pre- 
via citación  de  las  partes  interesadas,  y  hará  las  veces  de  protoco- 
lo mientras  no  le  sea  devuelto. 

Art.  88.  Los  notarios  no  darán  noticia  ni  copias  de  las  escri- 
turas ante  ellos  otorgadas  sin  previo  mandamiento  judicial  en  los 
casos  prohibidos  por  las  leyes,  é  incurrirán,  si  contravinieren,  ea 
pago  de  daños  y  perjuicios,  multa  de  400  rs.  por  primera  vez,  y 
suspensión  de  oficio  si  reincidiesen. 

Anotarán  en  el  registro  las  copias  que  dieren  y  á  quién ,  y  es- 
tenderán  en  su  caso  la  diligencia  de  cumplimiento  de  las  compul- 
sorias, á  no  ser  ^ue  en  estos  mismos  se  cometa.su  cumplimiento 
y  ejecución  á  un  juez  6  á  otro  notario  que  no  tuviese  á  su  cargo 
el  protocolo. 
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Arl.  84.  Podrá  dar  eopia  de  las  escritoras  únicameate  el  nota* 
rio  que  hubiere  autorizado  el  acto  á  que  se  refiere ,  ó  el  que  tuvie- 
re á  su  cargo  el  registro  6  protocolo  de  ellas. 

También  podrá  dar  eopia  de  otra  copia  el  notario  en  cuyo  ofi- 
do  se  hubiese  depositado  esta,  bien  sea  la  original,  bien  un  tras- 
lado  para  que  sirva  de  registro,  en  virtud  de  mandato  judicial,  en 
vista  de  una  causa  grave  y' fundada,  como  incendio  del  archivo 
ú  otra  semejante.  La  protocolización  en  este  caso  se  verificará  con 
citación  de  las  partes  mteresadas  en  la  escritura. 

Art.  35.  Ningún  notario  podrá  autorizar  con  su  testimonio  ac- 
tos ni  contratos  que  contengan  alguna  disposición  en  su  favor ,  6 
en  que  alguno  de  los  otorgantes  sea  pariente  6  afin  suyo  en  línea 
recta,  en  cualquier  grado,  ni  en  la  colateral  hasta  el  de  tío  6  80« 
brino  carnal  inclusive. 

Art.  80.  Ningún  acto  ni  contrato  podrá  otorgarse  entre  dos  no- 
tarios que  sean  parientes  entre  sí  en  el  grado  prohibido  por  el  ar- 
ticulo anterior. 

Tampoco  podrán  asistir  á  dichos  actos  y  contratos  como  testi- 
gos los  oficiales,  criados  6  dependientes  del  notario  ante  quien  pa- 
sen, ni  los  parientes  de  este  ó  de  las  partes  en  el  grado  prohibido 
por  dicho  artículo. 

Art.  37.  Los  notarios  usarán  de  un  sello  particular,  pero  uni- 
forme en  todo  el  reino, con  las  armas  reales,  y  su  nombre  y  ape- 
llido, oficio  y  pueblo  de  su  vecindad.  En  cada  escritura  que  entre* 
garen  6  estendíeren  en  el  registro  estamparán  dicho  sello. 

Art.  88.  Los  notarios  llevarán  un  índice  6  repertorio  alfabético 
anual  de  los  actos  y  contratos  que  pasaron  ante  ellos  en  un  cua- 
derBO  de  á  pliego  entero  de  papel  del  sello  4.^  rubricado  en  todas 
sus  hojas  por  el  juez  del  partido,  el  cual  anotará  en  la  primera  6 
última  hoja  el  número  de  las  que  compongan  el  cuaderno. 

£l  !.<>  de  enero  de  cada^año  remitirán  á  dicho  juez  un  dupli- 
eado  del  repertorio ,  y  otro  á  la  audiencia  territorial ,  para  que  se 
archiven  en  sus  respectivas  secretarías.  En  los  asientos  relativos  á 
testamentos  cerrados  no  se  espresará  en  el  duplicado  del  reperto* 
rio  mas  que  la  fecha  del  otorgamiento  y  el  nombre  de  los  testigoi 
faistrumentales. 

Arl.  89.  Los  notarios  asentarán  en  el  repertorio  la  fecha  y  ob- 
jeto de  cada  una  de  las  escrituras  contenidas  en  el  registro  y  el 
nombre  de  los  otorgantes,  observando  las  reglas  prescritas  en  los 
artículos  anteriores  respecto  á  la  manera  de  estender  las  escritoras. 

Art  40.  Serán  nulas  las  escrituras  estendidas  con  infracción  de 
los  artículos  citados.  SI  no  hubieren  sido  firmadas  por  los  otorgan- 
tes, y  concurriendo  esta  circunstancia,  solo  valdrán  como  docu« 
mentó  privado. 

ITi'UJLO  TERCERO. 

BEL  NUMBRO,  BBSIDBNCIA  Y  FIAltZA  BB  LOS  ROTABIOS. 

Art.  41.  ^Cada  notario  deberá  residir  en  el  pueblo  que  le  e&tu« 
viere  asignado  en  su  título.  Contraviniendo  alguno  á  esta  disposi- 
ción ,  después  de  haber  sido  requerido  una  vez ,  se  estimará  que 
renuncia  su  oficio ,  y  se  podrá  declarar  vacante  y  proveerse  de  nue- 
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vo  oyendo  previamente  á  la  sala  de  gobierno  de  la  audiencia  del 
férrfrofio. 

Art.  43.  El  gobierno  determinará  el  número  y  residencia  de  los 
notarios  de  cada  distrito  como  mejor  le  convenga. 

Art.  43.  Cada  oficio  de  notario  se  proveerá  en  uno  de  los  tres 
pretendientes  que  siendo  idóneos  hubieran  ofrecido  en  ticitacion 
piibUca  por  medio  de  pliegos  cerrados «  fianza  mas  cuantiosa  de  He« 
nar  fielmente  sus  obligaciones. 

Art.  44.  Antes  dé  recibir  el  título  depositará  el  pretendiente  en 
alguno  de  los  bancos  públicos  el  imfiorte  de  la  fianza  en  metálico 
6  efectos  equivalentes  de  la  deuda  púbüca  consolidada,  de  la  cual 
ptresentatá  cehfficacipn  en  forma  al  juez  de  primera  instancia. 

Nunca  podrá  Wiir  la  fianza  de  t,.500  duros  en  las  capitales  don- 
de resídiereá  ías  di)dien(;i3s  territoriales,  ui  de  500  en  los  demás 
pueblos. 

Art;  45.  Del  importe  de  la  fianza  se  satisfará  el  de  las  multas  ^ 
condenas  pecúiiiarias  en  que  incurriere  el  notario,  el  cual  estará 
suspenso  en  su  oficio  mientras  no  repusiere  los  desfalco^ ,  y  será  pri- 
vado de  él  si  no  lo  cubriese  dentro  de  seis  meses. 

TITUI.0  CUARTO. 

CVSTOniA  Y  TBASIIISION  DB  LOS  BSGTSTBOS  Y  COBEO  BB  HONOBA- 

BIOI»  DBVBNGADOS  Y  NO  SATISFECHOS. 

Art.  46.    Luego  que  fallesca  tin  notario  ú  otro  poseedor  del  re- 

Sistro  y  papeies  de  sn  oficio ,  dispondrá  el  alcalde  del  pueblo  él 
epósito  y  custodia  interina  de  dichos  papeles ,  mientra^  no  se  ha- 
ga cargo  de  ellos  el  notario  que  designe  provisionalmente  el  jues 
del  partido. 

'  Art.  47i*  £1  registro  y  repertorio  de  un  notario  suspenso,  6 
enyo  oficio  estuviere  vacante  o  suprimido ,  se  entregaren  por  él  6 
MIS  herederos  respectivamente  á  uno  de  los  notarios  del  pueblo ,  y 
en  su  defecto  al  alcalde  ó  á  quien  hiciese  sus  veces ,  los  cuales  aás^ 
tiran  tdinbien  en  el  primer  caso  al  acto  de  la  entrega ,  y  pondrán 
su  V.°  B.o  en  la  diligencia  que  ha  de  esteuderse. 

Art.  48.  Si  dentro  de  un  mes,  contado  desde  el  día  en  que 
hubiere  jurado  el  sucesor  en  el  oficio,  no  se^  hubiere  verificado  la 
entrega  prescrita  en  el  artículo  anterior,  se  hará  esta  á  dicho  su- 
cesor en  la  forma  determinada  por  la  ley. 

Art.  49.  Cuando^se  suprima  un  oficio  de  notario ,  el  titular  ó 
sus  herederos  debei*án  entregar  dentro  de  los  dos*  meses  siguien- 
tes el  registro  y  repertorio  á  uuo  de  los  notarlos  del  pueblo,  coH 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  47. 

Art.  50.  £1  promotor  fiscal  respectivo  cuidará  de  que  tenga  efee 
to  la  entrega  prescrita  del  registro,  v  de  que  el  juez  del  partido 
designe  el  notario  á  quien  liubieré  d,e  hacerse,  cuando  en  el  caso 
de  suspensión  ó  vacante  del  oficio  no  lo  hubieren  elegido  el  titu- 
lar cesante  ó  sus  herederos  en  el  término  señalado. 

£1  notarla  o  sus  herederos  que  demoraren  el  cMmplimJento  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  47  ^  49  ipcurrir^  eh  la  multa  de  509. 
reales  por  cada  mes  en  la  demora ,  contado  desde  el  diá  que  fuereÁ 
requeridos  paira  verificar  la  entrega. 
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Art.  51.  Antes  de  verifíoar  la  entrega  se^  formará  un  inventarió 
de  las  escrituras  que  aquella  contenga ,  y  á  su  pie  firmará  el  re- 
cibo del  redstro  el  uotario  que  se  hiciere  cargo  de  él ,  remitiendo 
un  duplicado  á  la  junta  de  gobierno  y  disciplina  de  los  notarios 
del  distrito. 

Art.  52.  £1  titular  cesante  6  sus  herederos ,  y  el  notario  que 
recibiere  el  registro ,  determinará  amigablemeote  la  forma  en  que 
haya  de  hacerse  la  recaudación  de  los  honorarios  deveng^ídos  y  no 
satisfechos. 

Si  no  &e  aTinieren  al  efecto ,  estarán  y  pasarán  los  discordes 
por  lo  que  determinen  tres  notarios  del  pueblo ,  ó  del  inmediato 
en  su  defecto,  nombrados  de  común  acuerdo  por  ellos,  y  en  0^*0 
caso  de  oficio. 

Art.  63.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores  se  entenderá 
sin  periuicio  de  lo  mandado  respecto  al  archivo  de  escrituras  pii- 
blicasde  Madrid  ú  otro  establecimiento  semejante,  los  cuáles  esta- 
rán bajo  la  dependencia  del  ministerio  de  Gracia  y  Justiciar. 

Art.  54.  Los  notarios  do  podrán  en  ningún  caso  llevar  mas  de* 
rechos  que  los^  señalados  por  el  arancel.  La  primera  vez  que  con- 
travinieren serán  castigados  correccional  mente ;  la  segunda  por  me^ 
dio  de  formación  de  causa;  á  la  tercera  incurrirán  en  la  pérdida 
del  oficio. 

TITUIíO  QUINTO. 

DISPOSICIONES  TBANSITOBUS. 

Art.  55.  Las  disposiciones  de  este  título  se  observarás  sin  per- 
joicio  de  los  derechos  adquiridos  por  los  escribanos  y  notarios,  ¿ 
los  propietarios  de  oficios  enagenados  que  á  su  pnblieacion  estuvie* 
séii  en  actuát  ejercicio  ó  posesión  de  ellos. 

Art.  56.  Dentro  del  término  que  el  gobierno  señale ,  los  due- 
ños de  oficios  públicos  de  notarios  enagenados  de  la  corona  exhi- 
bnrán  los  títulos  de  pertenencia  de  ellos  en  el  ministerio  de  Gracia 
y  Justicia. 

Art.  57.  Reconocidos  que  fuesen  dichos  títulos,  y  tomada  ra- 
zonado todos  ellos,  se  celebrará  un  sorléo  para  determinar  por  él 
el  orden  sucesivo  en  que  hayan  de  ser  consumidos,  previa  devo- 
lución á  sus  dueños  del  preeio  de  egresión,  el  cual  se  estimará 
eon  sujeción  á  las  reglas  prescritas  eu  ta  real  cédula  de  6  de  no- 
viembre de  1799. 

Art.  58.  Los  oficios  de  notarios  existentes  á  la  publicación  de 
esta  ley,  y  los  que  se  crearen  de  libre  nombramiente  de  la  coro- 
na ,  continuará  provevéndose ,  mientras  no  se  consuman  los  ena- 
genados de  eíi^ ,  en  el  m^or  postor  á  venta  vitalicia. 

Art.  59.  El  producto  anual  de  las  ventas  vitalicias  de  los  oficios 
de  notftrios  se  invertirá ,  hasta  donde  alcance ,  en  el  consumo  de 
los  enagenados  perpetuamente,  por  el  orden  que  les  hubiese  ca- 
bido en  el  sorteo  ^e  qu^  trata  e.l  art.  57. 

Art.  fio.  Los  notarios  que  lo  fueren  ¿^  oficios  enagenadof  p^- 
pétuameate  óde  por  vida,  no  estarán  obligados  á  prestar  la  naii- 
se  que. prescribe  el  art.  44. 
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TITÜIiO  8EST0* 

DE  LAS  CUNTAS  BB  GOBIERNO  DE  LOE  COLEGIOS  DE  NOTiBIOS. 

Art.  61.  Los  notarios  se  reunirán  en  colegios,  que  estaran  re- 
gidos por  juntas  de  gobierno. 

Las  juntas  de  gobierno  estarán  encargadas  de  mantener  entre 
aquellos  el  orden  y  la  mas  rigorosa  disciplina,  velando  por  el  me» 
jor  servicio  y  por  el  prestigio  y  decoro  de  la  clase. 

Art.  62.    Será  además  atribución  de  cada  junta : 

l.<»  Dictar  y  promover  ante  el  juzgado  respectivo  de  partido, 
según  los  casos ,  las  providencias  correccionales  ó  represivas  eo 
que  incurrieren  por  infracciones  de  disciplina  los  notarios  de  su 
oistríto. 

9.<>  Prevenir  6  conciliar  las  diferencias  y  cuestiones  que  se  sus- 
citen entre  notarios  en  razón  á  su  oficio,  y  señaladamente  sóbrela 
entrega,  depósito  y  retención  de  documentos,  caudales  ó  cuales- 
.  quiera  otros  bienes ,  custodia  de  protocolos  y  otorgamiento  de  es- 
crituras ,  preferencia  en  la  forniacion  de  inventario  y  particiones, 
y  dar  su  dictamen  acerca  de  los  mismos  pantos  coando  no  logra- 
ren que  se  avengan  las  partes. 

3.<>  Prevenir  o  conciliar  asimismo  las  quejis  y  reclamaciones 
de  terceros  interesados  contra  los  notarios  sobre  el  desempeño  de 
su  oficio,  evacuar  su  informe  sobre  daños  y  perjuicios  que  estos 
deban  resarcir,  y  corresir  por  medio  de  la  censura  y  demás  pro- 
videncias diseiplinarias  las  infracciones  que  lo  merezcan ,  sin  per- 
juicio de  la  acción  que  corresponda  ejercer  á  las  partes  ante  los 
jueces  y  tribunales  si  procediese. 

4.<>  Recibir  en  de|)osito  el  estado  ó  inventario  de  los  protocolos 
de  los  oficios  suprimidos. 

5.<>  Representar  en  juicio  y  fuera  de  él  colectivamente  en  cuan- 
to á  sus  aerechos  é  intereses  comunes  á  los  notarios  de  su  dis- 
trito. 

La  organización  y  atribuciones  de  las  juntas  aquí  no  espresa« 
das  se  fijarán  en  un  reglamento. 

TlTUIíO  SÉTIMO. 

DE  LA  0I6GIPLIKA. 

Art.  63.  Los  notarios  no  podrán  por  sí  ni  por  interpuesta  per- 
sona tomar  parte  directa  ni  ioairectamenteen  el  distrito  de  su  nom- 
iN^aroiento: 

1.0  En  ninguna  especulación  ú  operación  del  comercio,  Basco, 
descuento  ó  corretaje. 

1,^  En  Ja  administración  de  ninguna  compañía  mercantil  ó  in- 
dustrial ,  ó  empresa  de  arriendo  de  rentas  públicas. 

3.0  Hacer  especulaciones  concernientes  a  la  adquisición  y  re- 
venta de  bienes  raices,  cesión  de  créditos,  derechos  de  sucesión 
testada  ó  intestada ,  acciones  industriales  ú  otros  derechos  incor- 
porales. 
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4.0  £d  los  contratos  j  negocios  en  que  prestaren  su  minis- 
terio. 

S.^  Tampoco  podrán  colocar  i  nombre  propio  fondos  que  hnbie- 
ren  recibido  de  otro,  aunque  esto  baya  sido  con  la  condición  de 
pagar  pot  ellos  intereses. 

6**  (Constituirse  fiadores  de  préstamos ,  en  coya  estipulación  bu- 
bieren  .mediado ,  ó  de  cuyo  otorgamiento  debieren  dar  fé  y  testi- 
monio. 

7.0  Preslar  su  nombre  en  ningún  caso  para  que  sueñe .  por  el 
de  otro  en  ninguna  escritora  ni  contrato,  aunque  no  sean  dfi  \o% 
espresados  en  los  párrafos  anteriores. 

Art.  64.    Los  acuerdos  de  las  juntas  en  que  se  imponcan  las 

Senas  señaladas  en  este  título  serán  ejecutivos»  y  contra  ellos  no 
abrá  otro  recurso  que  el  de  queja  al  gobierno  supremo  por  el  mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia  y  conducto  del  fiscal  de  la  audiencia 
respectiva.  «< 

Art.  65.  Las  infracciones  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior ,  y  cualesquiera  otras  de  disciplina ,  se  averiguarán  de  oficio 
y  castigarán  con  arreglo  a  esta  ley,  aunque  no  huniere  parte  que- 
rellante, 

Art.  66.  Cada  junta  podrá  imponer  á  los  notarios  de  so  distri- 
to q^ue  lo  merezcan ,  scgua  la  gravedad  de  la  infracción ,  las  penas, 
disciplinarias  siguientes: 

1.*    Censurar  su  conducta  por  escrito. 

2.»  Censurarla  de  palabra ,  haciéndole  comparecer  en  persona 
ante  la  junta  para  oir  de  boca  del  presidente  la  reprensión  acorr. 
dada.  . 

3.*  La  pérdida  de  voto  activo  6  pasivo  en  las  elecciones  por. 
un  térnúno  que  no  esceda  de  dos  años  la  primera  vez^,  y  que  po- 
drá estenderse  hasta  cuatro  en  caso  de  reincidencia. 

4.*  Imposición  de  multas  que  no  esccHan  de  300  rs.  per  la  prí* 
mera  vez,  500  por  la  segunda  y  1,000  por  la  tercera  en  las  ca- 

Sítales  de  provincia,  y  de  200  rs.,  400  y  600  en  los  demás  pue- 
los  del  reino. 
La  reincidencia  por  cuarta  vez  da  lugar  i,  formación  de  causa. 
Art.  67.  Si  la  falta  imputada  fuere  tan  ^ave  que  el  culpado 
mereciere  ser  suspenso  ó  privado  de  oGcio,  la  junta  respectiva  adop- 
tará el  acuerdo  conveniente,  asociándose  al  efecto  por  medio  de 
un  sorteo  un  número  de  notarios  del  distrito  que  no  sean  de  su 
seno ,  igual  al  de  sus  vocales ,  menos  uno. 

La  junta  así  compuesta  manifestará  su  opinión  acerca  de  la  sus- 
pensión ó  destitución  del  culpado  en  forma  de  dictamen  por  es- 
crutinio secreto  y  mayoría  de  dos  tercios  por  lo  menos  de  votos 
de  los  citados  que  se  hallaren  presentes. 

Art.  68.  Cuando  la  junta ,  compuesta  en  la  forma  que  deter- 
mina el  artículo  anterior ,  fuere  de  dictamen  de  que  se  promueva 
la  suspensión  6  destitución  del  culpado,  remitirá  una  certificación 
del  acta  y  dictamen  motivado  a  la  secretaría  del  juzgado  respec- 
tivo de  partido  donde  residiere ,  y  otra  al  promotor  del  mismo. 
.  Art.  69.  £1  síndico  dará  cuenta  á  la  juntando  toda  .infracción 
de  disciplina  que  supiere ,  y  estará  obligado  a  denunciársela  da 
oficio  I  cpmo  asimismo  á  escitacion  del  promotor  fiscal»  de  un 
vocal  de  la  junta  6  de  parte  interesada. 

El  notario  inenlpado  aera  citado  a  compaateer  ante  la  jnnta  n 
Tono  u.  61 
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ua  plazo  suficiente ,  según  las  distancias  y  el  estado  ,de  Jaa  eo- 

el  nresidente  |os  cargos  que  el  síqdico  oropusiere.  *^ 

''^  erpBt^rít)'na"S)tiipareele8e  éh'vírttfd  d^  r^uerimiénto,  será 

citado 'dé  éuevb  (^  é^^ftiiiBái^  téfiteiáo  rj^i' cédula  de  é^cHbiiib;: 

que  cooipi^eBderá  los  cargos.  Si  aun  asi  n^  éí0iii()áréperéV  por'n- 


Sue  compreBaera  ios  cargos,  oi  auu   m\  vm  c^mparecre 
miS^itM^  átítoríz)d<^  «^  prociMÜnafienlo  de  ofieio'p^í'i  ^  tfue  con- 
V^étt^  /  pndlendó  entt{^ezafir  ^r  inüpiíñskui  pi^^tifá  ^  pSovi^s&Kii 
de  ejercer.  r.^  ^  i 

^'^lAr  767  Respecto  á  las  cuestiones  que  se  SQScüea  entre  nota? 
líóVy  dlficulü^eÉ  aobfe  ka*  cuáles  éabdn*  {(ifórjMr  .His  j^tas  dhí 
cobierno,  los.  discordes  podrán  iSdMtraíbeoe^'áAlél  maí  TÓtuntíurtf- 
J^fe  y'WiieéésflM  déVnIíéíba  pt^^^  '^^     *»    ^^ 

'  'Ñó  toiiíbái^ciendd  serán  ioitüdOB  ante  tas  mismas  por  nqoctas 
de  keWáh^  y  ^*^ki'de  escribano,^ch  k  ^^6,^€n%\it^ik\ai 
4h|tíeíi  simitfríaménte  los  hé<Jhbs  qiie  motiven 'la icdmpárédác|ii  eoii 
señalamiento  de  término  pre.^crito  por  el  art.  69>  *''       "* 

^J^H/n:  IKo^poidta  tomar  p^He  0ki  ol  irfcuertf^  de  Ja  funta  el 
vockP  de  efla^  q»íe  fuere  pariente  ósfin  ep  líñeá  recta  en  ctiá^crafér 
gí^do,>  in  láxolaterálhasta  el  de  tio  6  sobi^hio i^árnál  ¡Bclnsl^e 
de  la  parte  querellosa  ¿del  notario  inculpado.  '*^ 

* '  Cti  ér  éa^o  l^reyísto  en  éste  artffcofo  nombrará  la  Junta  un  to- 
edk  <]^e'aupla  por  el  impediao  de  deliberar.       '    "  ■''        '    '  '' 

Art.  72.  Cuando  las  juntas  hubieren  d^  tomar  acuerdo,  en  y^ 
tud  de  queja  ó  reclamación  d^  tercero ,  será  epn  ^^ítación'  del  gne- 
i^flífe,  ^ue  poifrá  máPlfesta^  sus  razones  p(>r*esefit6'd'c»mpare- 
c^r^réónálmeW      '^  ^       '^'^        '       ^^  ^ 

Art.  78.  I^os  acuerdos  de  las  ¡untas  sobre  non^  de  di^ipjipa, 
aerln  siempre  motividoi,  y1lo>  Aricarán  ^á  Ta  sesión  ^eti  q^ue  se 
pfoiréañ  ei  presi4^Bte  i  el  secretario.  ^     '^^  '*^ 

Art..  74.  Loé  aíeuerdo^  se  'harán  saber  por  cjédilhi ,  obserrándo- 
se  "btt  lá  fastr(j(!bc{on''láiB  formalidades  dfspuéstáÜ  poé  \ú  leies'pan 
Itti  ribt¡flca^a€á  Juéiclártes:  ^   '  ^  ^'  *^ '^ 

'Ait.^  fS.    tm  iíoiai^  de  cada  distrito  se  congregarán  dos  ye* 


Kt\,  ^^6. '  1.0S  rel^lamentos  mteríores  que  formasen  los  notarios 
en  jvñtá 'general  ¿en  junta  de  gobierno  se  sonieteran  a^  fá  apro- 
bación del  ministerio  de  Graerá  V  Justicia  ,>ém1tíéndi[)sé'á  este  pof 
cóhdiíctía^déf  fiscal  de  S.  M[.  en  ra  audiencia  respectiva. 

"^Arl.  ir7.'  Para  que  Sean  válidas  l^s  jáeccionés  y  cualesqufefa 
otiids' acuerdo^  Oelebrados  en  Junta  general,  será  necesario  qiie  c¿í^- 
currap  la  tercera  parte,  por  16  menos,  de  los  notarías  del  dimito, 
süi  contar  en  este  síámero  los  vocales  de  la  junta  de  soÜerno. 

Art.  '78.  Los  pasantes  ú  oficiales  d^  notario  que  aspiren  á  ejer* 
oer  este  o^cio  deberán  obtener  certificación  de  su  mae^itro,  en  que 
consté  íel  ¿rado  de  éfieíal  primero,  segundo,  etc.,  qué  ocupen  'ea 
su  estudio*         -'         .    t       •    /    r  -n 

**  Aíhtl  79.  La  matrfeula  Indispensable  para  ser  pasante  OOctál  di 
notario  présetela  se'verifteBM'pM^^ía  prteenttidbtt  dté:  Ij'pírtKla  9 
MfátiÉttio^detlnteiMkdo:  y  ^  la'  éerfHfcaéion  Ai  otie  'toitii  ef '  ilF^ 

tículo  78  •-'     «    '*' •   •••»•-'  /.     r  ,^  T     rT*í     »•  >.  V 


Art  80.  El  secretario  de  cada  junta  llevará  al  efecto  un  libro 
ca>as  hojas  tubricari  fIyjVtf jtP^|i  J¥PWV4P  ^^  '^  primera  ó  úl- 
tima uoa  nota  que  'eVprae lastre  qtre W écmipooga  dfeho  libro. 

-  Las  partidas  de  dicho  libro  serán  firmadas  por  el  secretario  y 
por  los  pasantes  a  ^Tiíéiiw'AínéfcmMr.     '*'^'  :^  * 

Lo  estenderá D  dentrp  de  tres  meses,  contados  desde  la  fecha 

#Bf  1^  éertiSiáicfoB'  otftélíldé  «b  fá  fó^ma  ^etermí^adtt^por'cd  «fucú- 

Ib:  dlcbfÍ'^ertífléaeibá'V''le  porttda  de  baniisiiio  det  pasante -fñíl- 

darán  depositadas  en  el  aroloib  de  cidajuiiuí.    .  ^   v  :        ^>:   *, 

Art.  8i.    No  podré  inscribirse  en  la  matrícula  de  pasante  el  que 

fuese  menor  de  17  aáok  oeaiflides.    '     /  ^ 

Art.  83.  No  se  permitirán  inscripción  íes  de  matrícula  para  un 
*4fí^óamSmbíi  ^l',do  ídkM  ¿  paMikIe  m&^  sjn  €8|ífcia^|iu)9p|za« 
clon  de  la  junfa  Ide.^ebiemo,  to  ou^a  4«lbera^  i^ii^^|)a  m^^Wfi 
^«e  ei  .núoMffO  dé  ofiqiaiea  que  aufijQn^a  ji«  pi^iieíon  §|^  nvjtrdie 
4»iiporoion  eonia  ÍBkpi)ffl«RCia  dfil  eifi^Q  o  e|^^  M\  mmU9> 
'  1  tto  fodiá  ceiifariitse^  MqntíHaomne^^  el.  mv^  Wfm  4^  ^9m^ 
á.  dos!  ó  aua  (Mrienas  fti  nú  misiDQ  ^flsHidvo  ^  potaie^p. 

Art.  89.  SfeBijpré  cpie  aaeienilii  ea  :giff^  ifQ.q(^«9ÍA^  p  inu<top  4^ 
estudio,  )»  pacticipaeá  dentro  do»  tr.ee  m^ke»  Al  ll^^^t9ir)o4f  Hlj^%* 
ta,  y  se  pondrá  dé  cUé  )m  Aoia  cefnmi^di^  e|^'4ri  Mbro  ^^ 
^aHíoniá  en  is:fom|B  fumaetíta  pDr  to  irtiemlj^  Anfefi^^^ 

La  aatorizacion  se  hará  presentado  el  interesado  prévi.]|m^i|(e 
ecltificMson  éa  gue  ¿ofiaie  s(i  saeen^  frilli  inil4fflm.de.^ti|4j^. 
:  ^t.  84.  Las  fttUftafl  é&  gofamoo  iiígiJaiÁ»  Ifi  (y>i^i^  0e,  Mp 
pasantes  de  su  distrito, y  podran  corregirlos ^g^y^ Ifn  #|P4y,WÍ99- 
cibiéndolos  sobre  su  aplicación  y  conducta ,  censurándoles  por  es- 
crito ,  reprendiéndola  yi  ^c^^qjkf  R^r  Al  fíempo  de  pasantía 
por  un  período  determinado  que  no  escedá  de  un  año. 
.  Vm^  ia  aplit^e^  4f)  dj<íi¥  Renas  d^scjf  Iuns^^s  nrocederán  las 
gi*n»s  j?<»|*a.  oa  ¡ffWW  P^  ^  fftF^  prwr||^  ^  Ks  íf^PT?*- 
pe<t^  Áe  los  li^^íípe-        . 

£q  tpd<^  Ofiap  ^era  oi^o  a  cil^dp  gr^vi^^^^^  ^1  jiaa^St^O  fl9  cpjo 

Arl*rj^»    Ca^a  colfgtQ  tendrá  uiui pja.par^  ^  |?f^^f  ^)F^' 

vms  np  nj^e-  ápre- 
.bado  por  el  láialstejrip 

no  d9  ÜM  reaie^^  audiei^l 

jnqr  itecnrsQ  fpbre  i'^»  q^ja^  y  agrayiM  qu^  íps  Uj^Wjps  oe  su  »;{- 
.fMíWO  .r^ibiesen  en  el  reff^^o  ÍAfMvKlf^^  ^  m  ^úmaj  deí^^dñ 

por  las  juntas  de  goh^n(>i 
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Art.  86.  Los  qae  aspiren  al  nombramieato  de  notarios  aciesias- 
lieos «  en  cuanto  ¿  ^os  cuaiidadesi  estudio  y  garantiaSi  ^«edaa 
sujetos  á  las  disposiciones  de  esta  ley. 

IHipoiieionei  generales. 

Art.  87.  El  isobierno  dictará  las  instrucciones  y  reglamentos  que 
son  necesarios  para  el  mejor  cumplimiento  de  la  presoite  ley« 

Art.  88.  El  eobierno  queda  autorizado  por  la  misma  para  rt% 
solver  cuantas  dudas  y  dificultades  ocuineren  en  su  ejecttctoo, 
eonciliando  hasta  donde  sea  dable  el  principio  de  uniformidad  y 
garantías  del  notariado  en  todo  el  reino ,  con  el  respeto  á  ios  do- 
Techos  adquiridos,  ya  por  los  actuales  poseedores  de  estos  ofietoi 
6  por  los  propietarios  de  ellos,  ya  en  cuanto  á  los  quñ  se  halla- 
ren nombrados  6  examinados  ó  tuvieren  incoadas  sus  pretensiones 
6  espedientes  conforme  a  las  disposiciones  que  han  regido  faastti 
el  dia. 

Art.  89.  Desde  la  promulgación  de  esta  ley  queda  por  el  be- 
'cho  derogada  toda  otra  disposición  y  costumbre  general  6  local 
contraria  á  su  tenor. 

DUposieUmet  proniHímales. 

Art.  00.  Hasta  la  total  estiocion  de  las  notarías  y  escribanías 
enajenadas  de  la  corona,  los  notarios  eclesiásticos  pagarán  por  va- 
Jimiento  ó  media  anata  600  rs.  si  el  oficio  hubiera  de  ejercerse  en 
las  capitales  de  provincia,  y  800  en  ios  demás  pueblos,  cuyo  pro» 
ducto  se  aplicará  precisa  y  esclusivamente  al  tanteo  y  consunción 
de  dichos  oficios ,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art;  67. 

Art.  91.    En  cada  legislatura  el  ministro  de  Hacienda  presenta- 
rá á  las  cortes  un  estado  de  los  oficios  de  escribanos  ó  notario  ena- 
Í penados  de  la  corona  todavía  no  tanteados  6  consumidos,  y  do 
^  os  que  lo  hubieren  sido  desde  la  legislatura  anterior. 

Art  92.    Las  juntas  6  colegios  actuales  de  notarios  harán  for- 
mal entrega  de  sus  papeles  y  documentos  á  las  nuevas  juntas  de 
gobierno  tan  luego  como  se  hallaren  constituidas. 
Art.  03.    Lo  dispuesto  en  la  presente  ley  sobre  archivos  del  no- 


á  ^ecto  sin  levantar  mano,  proponiendo  á  las  cdrtes  las  nedidi 
y  disposieiones  gue  sean  objeto  de  esta  ley. 

Madrid  y  ¿ciembre  9  de  1847.— Loreoso  Arraiola. 
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PROTECTO  DE  LEY  ALZANDO  LA  PROHIBiaON  DE  CONFERIR  PREVINDAft 

EGLESUSTICAS. 

Hé  aqaf  las  rasones  en  que  se  fiínda  el  gebieroo  para  propo- 
ner á  las  cortes  esta  grave  medida. 

A  LAS  CORTES. 

Por  real  decreto  de  O  de  marzo  de  18S4  se  declara  suspensa  la 
provisión  de  prebendas ,  canongias  y  beneficios  eclesiásticos ,  excep- 
tuando las  que  llevan  anejo  la  cura  de  almas ,  las  prebendas  lia- 
madas  de  oficio  y  las  dignidades  con  presidencia  de  los  cabildos, 
eon  la  reserva  de  premiar ,  no  obstante  esta  disposición ,  á  los  eclo- 
aiásticos  celosos  que  hiciesen  6  hubieren  hecho  'servicios  eminentes 
en  favor  de  la  Iglesia  y  del  Estado. 

Esta  suspensión  parcial  pasó  á  ser  completa  á  consecuencia  de' 
lo  prevenido  en  la  real  ¿rden  del  10  de  enero  de  I8S7 ,  reproduci- 
da con  fuerza  de  ley  en  el  decreto  de  las  cortes  ctrcuUdo  en  21 
de  febrero  del  mismo  año.  Por  ambas  disposiciones  se  mandó  sus- 
pender en  la  península  é  islas  adyacentes  la  provisión  de  todas  las 
piezas  eclesiásticas  sin  distinción  alguna ,  cuya  medida  se  reiteró 
con  posterioridad  en  el  art.  l.<»  de  la  \ey  provisional  de  dotación 
del  culto  y  clero,  publicada  en  21  de  julio  de  1838,  si  bien  exclu- 
yendo entre  otras  fa  provisión  de  los  arzobispados  y  obispados. 

£1  natural  trascurso  del  tiempo  produjo «  como  consecuencia  in« 
dispensable ,  una  disminución  sucesiva  de  prebendados  en  los  ca- 
bildos catedrales,  que  ya  en  el  año  1840  se  estimó  por  el  gobierno 
como  perjudicial  al  decoro  y  esplendor  del  culto  divmo ,  presentan^ 
dose  a  su  virtud  en  el  senado  un  proyecto  de  ley  dirí^ioo  á  evitar 
inconvenientes  de  tanta  gravedad  |  el  cual  no  llego  á  discutirse  me- 
diante la  disolución  de  aquellas  cortes. 

£1  nuevo  plazo  de  siete  años  que  ha  trascurrido  desde  aquella 
época  ha-  aumentado  muy  considerablemente  las  graves  necesidades 
que  se  hallaron  entonces  dignas  de  atención  y  remedio ,  y  la  nece* 
sidad  de  este  es  ya  tan  urgente  y  perentoria  ,  como  sagrada  la  oblH 
gacion  de  atender  al  coito  divino  en  las  iglesias  catedrales. 

Con  este  objeto ,  sin  perder  de  vista  el  definitivo  arreglo  ecle« 
siastico  de  que  se  ocupa  el  gobierno  con  especial  solicitud ,  respe- 
tando la  actual  legislación  eclesiástica  y  civil  v  las  prácticas  y  cos- 
tumbres l^íiimamente  autorizadas  sobre  la  materia  ^  conforme  S.  M. 
con  el  parecer  de  su  consejo  de  ministros ,  se  ha  dignado  autorizar* 
me  para  presentar  á  las  cortes  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artfculo  l.«   Ifo  obstante  lo  dispuesto  por  los  Srts.  6.»  del  deere* 
to  de  las  cortes,  circulado  en  21  de  febrero  de  1847»  j  !••  de  la 


ley  proTi'síoDal  de  dotación  del  caito  y  clero ,  con  el  fin  d^  atender 
al  mavor  decoro  y  á  las  necesid^iÉ^^perentorias  del  culto  divino  en 
las  iglesias  catedrales,  se  procederá  á  la  provisión  : 
1.«    De  todas  las  dignidades  cod  presidencia  de  los  cabildos  que 

tanas  y  sufragáneas. 

2,^  De  todas  las  prebendas  de  oficio  que  se  hallen  asimismo  Ta* 
ca^^s  é  TjBt^en:  en  Jas  misaaasjglesiaf*  ^. 

3.^  De  las  oigniáadí^s  y  canongiss  áiíe  fueren  necesarias ,  vérifl- 
cada  la  provisión  de  las  primeras'  afilas  f  dé  \M  {JréB^ddas  Á&  ofií>^ 
cío,  para  completar  respectivamente  en  cada  iglesia  el  número  si« 
guíente  de  prebendados  de  tp,(\^s^  ^^^^  j 

En  las  iglesias  metropolitana^ ,  á^ae  un  presidente  y  23  pr»- 

.  ^  la^  Iglesia^  ^uJraigaD^as,^sjtüada;s  en  poDiaciones  cujo  ve- 
(jmdaho'  exceda  de  2Ó»Ó0Ó  álnias^  ^  ae  ud  presidente  y  Í0  pre- 

bend^bs.    a  ^ ,  .  ;¿  -  >•       »  -  ¿.     ' 

.  ,:i^n  J^i  aeibaái  iglesias  iucrágineas»  el  ae  un  presidente  y  tñ 

jireCendacfoá.  ,^  m»    •  •  u     .  ,       i 

Árt.  Ú.*^  Las  primeras  éíués  ^fost  poniifical^iñ  ^  con  presidencia 
4i*9*>5afe»|íí>?.;.s«  PríV^e^rán  por  S:  M.  én  virtud  del  derecho  que 
cpt^pete  ^la^coroufi,  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  art»  5.<>  del 
cbhcóf  datp  "4)9  17^3»  ^   .  ^        ,^^  j,     i 

'^s.'AriL  3>.  IM  prelíenaás'aé  ofiiéio  por  medio.de  oposición  en  los 
l^^ni^óa  ^igctícados  anieriormeate ,  y  conforme  a  los  estatutos  de 


^.  Ar£°  4>'  Respectó  dé,  lás  demás  prebendas  „  détérminádb  por 
9oora  el  nui 
[>  jijreven^ 

'Ui  ^<r.   m  i  <^*;  t^<?Kf^r«s  Jbartés  jlq  las'  dignidades, y  cañoogías  ne- 

^e^aitaa  liVta^  irei&ár  a4uel  numero,  siempre  que  las  haya  vacantea 

asuj^é^tncichi..  ,    _    ^  ,    ,  ,.  . 

.^^Jüf^  ¿.0|^  Piiijfi  Jas  próvistohés  expresadas  ejí  éf  artículo  anterior 

Ij»,  tendrá, e^j^ecial;^cqnsi<leraciqñ'e^^  de  circunstancias ,  y  eá. 

cúáhtb'^  eV  bieo  de  la  Iglesia  y  del  Estado  io  permitan, 

ei't,*^.  A.  los  j)r(^Ddados  que  pretendan  con  justa  causa  ser  tras- 

Sdadns^de.unasm  á  otras.  ,. 

.^2./>,  iJL  losjpórrac^s.  q.  ecónomos  que  hayan  desempeñado  loablé- 

Qejpte  la  ^líra  de  aliqas. 


tados  jsdbre^ materias, religiosas,  y 
qwer^  otro  modo  hayan  pre&tadb 


éclesfasti^as,  y,á. |6s  ^ue  de  cual- 
servicios  importiaotes  a  la  iglesia  i 

i» y  A  los  rndivr<]fuos  diíe  con  l^s^  mismas  ¡  cjrcuDstaDclas  pef^^^ 
neeieron  á  las  comunidaaés  religiosas ,  supuesta  siempre  Ik  corkipe  - 
tente  habilitación  de  la  Santa  Sede. 

Art.  6.«>    Con.éf  l|i  de ^ifd  tra^íáf aV  J4ái  j|)$6fe  límites  estableci- 
dos por  las  legislnciones  civil  y  cánonW,  antes  bien  acatándolas,  la 


IBVOBlCiJ  QUl!  a  MMHtf  iéi  á  LEenULCION.     IH 

mÜfof  oMMHnói't  Má  átTé^o*  S  loi  rénwnWob  INreHHi  06  !pie  nt 
eediendo  en  las  profiriones  a  que  naya  lugar  por  laa  facantea  mu 

Jfaié^  a»  jívrífietain  fm  ^aieii  eorMapotcUf  «cfiiü  el  mife  ^  ^os 

"I^A^fl^r  1^"^ 4ÍiÜ>  ii  t¿  kaW  vsl«a&t¿i¿  á  tí  ¡MtíáU  §.üf. 
fiór  ííí«Pd  titilé  étt  álMita  igiMa  ¿«iMMt,  to*.  |(rtfl«4ioi  I»  «abfiL 


«mMuM  fN>r  ittrte  de  8:  M.  v  m'  el  oaao  éé  no  üiber  Monaái  i  \k 

pr«yJ9iop  áe  ton  ca^ijdoa.,,         .   ., .  ,  ,,,  . .,.   ,    ^  .        ,, 

.»Art«  9.<>  Hasta  otra  determiDacion  conttnustra  suspensa  la  pn)vi- 
m  ÚJi  rJbiotfM  7  mm  n^ú^ ,  :^  |iái«  ¿I  Niiéf^  ^fae  Mbillfe  p^ 
Wiefta;^  á9óiQ8«  d  salida  Ae.ios  tñÜmUw.^j.  medips-^  Me  froTMni 
i|Q%^lÍQiiigí§,ppr^l  que  esté  en  turno,  según  él  mes  en  que  baja 
ocurrido  la  va^anfe. 

Art.  i«.    H»aír  dU^ofi^MtiNÍ  »d|iMÉÍ  M^ 
dNbHtiffOidd .tfejK^ > .,tA^}.  ;..   v.i . . -*j  ti   -i    .  :.v.. 
Madría  O  de  diciembre  de  1847.— Lorenzo  Arrazola. 

XV. 

PROYECTO  DE  LET  SOBRE  SOCIEDADES  POR  AGQOMES. 

Éln  iá  légisfafurá  pdsada  qüií^d  áísdutidd  ^  apr6liáa¿  iiK  ¿I 
eongre^o  tin  proyecto  de  ley  presentado  por  él  goDierno,  soore 


lijamente  este  proyecto  y  notamos  las  faltas  de  que;  en  nuestro 
juicio  adolecía*  y  propusimos  aTgünas  ebmVenflas  que  creíamos 


pues  auúqué  mucbas  de  ellas  no  se  ban  tenido  en  cuenta  ai  refor 


iiTa  rouacciuu  ^  que  5C  vuDCcuerin  la  auiuri^aviuu  i;urr«;8|iuuuioii« 

te  á  las  sociedad^  que  se  estaDlécieran  «para  el  lómenlo  airee* 
»  oe  aigufa  ramo  de  la  riqueza.»  Esto  era  díemasiado  vago,  por* 
que  ninguna  sociedad  dejaría  de  alegar  un  pretesto  semejante 
para  constituirse  ^  y  el  congreso  lía  réfórmadci  e^a  pane  ¿(él 
proyecto»  iro  imponiendo. al  gobierno  mas  umltaciofa  para  per- 
mltir  el  btaDlecfmiento  dé  sociedades  que  la  de  que  estas  na- 


yaa  de,  prop^iwrie  algnn  objeto  de  utilidad  públtee ,  y  dlitiii* 
gaieodo  bien  ios  easos  en  qoe  do  se  puede  dar  esta  ontoriíacieD» 
sino  por  medio  de  aoa  ley. 

Otra  diferencia  eapital  entre  el  proyecto  tal  como  se  hallaba 
cuando  le  examinamos ,  y  como  este  a)  salir  del  congreso  tatr 
siste  en  haberse  í^ado  y  aumentado  los  casos  en  qne  ha  de  ser 
necesaria  una  ley  para  autorizar  ciertas  sociedades »  y  son  las  de 
banco  y  cajas  subalternas  de  estos,  y  las  que  se  forman  para 
construir  caminos,  canales  y  cualquier  empresa,  que  siendo  de 
Jnteréa  páblico  pida  algún  privilegio  escloslYo.  Por  consiguien- 
te ,  en  todos  los  demás  casos  b^sta  que  el  gobierno  dé  su  autorl* 
zacion  por  medio  de  un  real  decreto,  incluso  aquel  en  que  una 
compaftía  se  proponga  beneficiar  alguno  de  los  privilegios  lar 
dustrlales  de  inyencion  ó  introducción  que  el  gobierno  puede 
eoBcederi  pues  este  caso  está  esceptuado  espresamente. 

No  se  permite  la  formación  de  ninguna  compañia  por  aceio* 
nes  que  no  se  proponga  algún  objeto  determinado.  Y  para  ase* 
gurar  mas  este  objeto  y  evitar  todo  engaño,  se  manda  que  á  la 
solicltod  que  se  presente  pidiendo  la  real  autorisacíon ,  aoom  - 
pane  la  lista -de  Jos  suscritores  que  se  propusieran  formar  la 
compañía,  con  sus  estatutos  y  reglamentos  que  deben  haber  sido 
discutidos  y  aprobados  previamente  en  Junta  general  de  dichos 
suscritores.  Esta  era  tsmUen  una  de  las  enmiendas  que  habla* 
moa  propuesto  al  proyecto  primitivo,  á  fin  de  evitar  el  aboso 
muy  frecuente  de  que  los  fundadores  de  las  compañías  hagan 
los  reglamentos  en  su  esclusivo  provecho,  obligando  después á 
Iqs  accionistas  á  pasar  por  ellos. 

Para  evitar  las  cuestiones  que  pudieran  suscitarse  sobre  la 
Aierza  obligatoria  de  los  pedidos  de  acciones,  se  declara  su  efec- 
to legal,  y  ademas  se  determina  como  en  el  primer  proyecto  que 
no  se  dé  curso  á  ninguna  solicitud  para  formar  compañía  cuan- 
do no  esté  suscrita  la  mitad  de  sus  acciones.  Ck>n  esta  precau- 
ción se  evitará  el  qoe  se  formen  sociedades  sin  el  capital  sufi- 
ciente para  cumplir  su  objeto ,  el  cual  se  asegurará  aun  más  de- 
terminando en  el  real  decreto  de  su  autorización  la  parte  de  las 
acciones  que  debe  hacerse  efectiva  al  tiempo  de  su  constitución, 
la  cual  no  puede  exceder  nunca  de  2S  por  lOO. 

Cómo  podría  ofrecer  dudas  el  decidir  desde  luego  si  una  so* 
dedad  que  pretende  formarse  corresponde  autorizarla  por  un  de- 


ereto  d  por  ana  lej,  dispone  el  projecto ,  4|iie  el  gobierno  con- 
sulte al  consejo  real  sobre  sf  la  aotorlzaclon  qne  se  le  pide  es* 
tá  ó  no  en  sus  atribaciones,  debiéndoselo  reservar  en  el  primer 
caso  para  presentarlo  á  las  corles  si  merece  sa  aprobación ,  ó  de« 
Tolvléndolo  á  los  interesados  en  caso  contrario. 

Para  qne  en  ninguno  dejen  de  cumplirse  las  condiciones 
bajo  las  cuales  se  aotorisa  la  formación  de  las  eompañias,  det>e 
d  gobierno  fijarles  un  plazo,  dentro  del  cual  bayan  de  comenzar 
sus  operaciones 9  y  trascurrido  este  sin  dar  principio  á  ella),  ca« 
dnea  la  antorlaaclon.  Con  el  mismo  objeto  se  dedare  ilegal  loda 
reforma  qne  se  baga  en  16s  estatutos  y  reglamentos  de  las  eom* 
pañiiis,  sin  la  aprobación  del  gobierno,  prodoclendo  el  efecto  de 
a&nlar  la  antorizaeion  en  coya  vlrtnd  eilstan* 

Con  objeto  de  impedir  el  abuso  que  las  sociedades  poeden 
bacer  del  crédito»  se  les  proUbe  emitir  titnlos  de  aoelones  ba»- 
ta  que  estén  constituidas ,  previniendo  qne  dicbas  acciones  e^ 
ten  numeradas  /  que  sean  nominales  en  sus  dos  terceras  partes 
por  lo  menos,  y  que  no  las  emitan  ai  portador  9  sirque  previa* 
mente  se  haya  entregado  so  importe.  La  responsabilidad  de  los 
gerentes  se  asegura  obligándoles  á  tener  en  depósito  mientras 
ejerzan  sos  cargos ,  nn  número  fijo  de  acciones  s  cuyos  títulos  st 
calendan  en  papel  y  forma  especiales.  Se  conmina  con  la  multa 
de  60.000  rs.  á  la  compañía  que  emita,  sin  estar  eipresamente 
autorizada  para  ello ,  billetes  al  portador.  Los  que  contraten  á 
nombre  de  compañías  no  establecidas  legalmente ,  se  declaran 
responsables  solidariamente  de  todos  los  perjuicios  qne  por  la 
nulidad  de  los  contratos  se  irroguen  á  los  interesados,  é  incur* 
sos  en  una  multa  que  no  esceda  de  lOO.ooo  rs.  En  esta  mísina 
responsabilidad  incurren  los  que  obrando  á  nombre  de  ona  com- 
pañía legal ,  contratan  sobre  objetos  que  no  sdn  de  su  Instituto. 
Últimamente  el  gobierno  se  reserva  ejercer  sobre  las  compañías 
la  inspeeckm  que  es  conveniente,  sin  gravar  por  eso  sus  fondos 
ni  entorpecer  sus  operaciones. 

Respecto  á  las  compañías  existentes  dispone  este  proyecto  io 
qne  se  ve  en  los  siguientes  artículos. 

Art.  18.  Las  compañías  por  acciones  formadas  en  la  actualidad 
y  que  no  existan  eo  virtua.de  autorízacíoo  real,  solieitarán  esta 
autorización  dentro  de  dos  meses,  condados  desde  la  publicación  de 
esta  ley  ,  presentando  al  efecto  sus  escrituras ,  estatutos  y  reglamen- 
tos. Antes  de  pedir  la  autorización  loa  gerentes  ó  directores  eo&vo- 

ToMO  nu  M 


Í33  A  ifittAIA'  WSStMóí 

mnfpí^  A  ntM  |  qué  jm  jooilipat4ril  coa  «T<t9Nr  á  íMtt  «itMoMl  f 

re^ii^ntos,  acuerde  Ja  itutori<acioii  de  la  oomyaoíá,  ^  podrá  ha^ 

eer  $6ncituá. 

A^.  í9.    1^  átítdf fealeiofi  f éál  Éé  úiíf^gBtk  préel^MMift  i  lf(i  é&ñfi^ 

añías  qae  bubie sed  eumplido  \^B  eoadfciaiíaf  e^  <|Qa  liciM  9pr^ 

«4^8  ppr  io8  tríbunalas  de  .cotnereio ,  y  i  las  oomaoditaríaa  per  ae- 

fóbeá  qué  hiibieréo  i\á6  éátflbledidáír  cotí  BMÍ\&i  \Ú  dftpUiei<K 

iréá  «el  eoéigé  dé  M^tifercfO;    . 
.  Art.  M. ,  Lw  60|npftt(a8  por  acdonm^  aue.  d^tro  del  jrtm  m 

aeñalad/p  dq  solicitaren  la  real  autorización,  se  tendfaa  por  dilbd* 

tás\  Hdfilétlddse  ^  Ñíqtriúáciih  fed  lül  forma  qfde  ptmmUA  sWs  ttf- 

láiüdi  f  ^estaiaeiitot. 

LvcbnfisMl  nombrada  pordteavdb  paraextualimr  «tte|^ 
fMtt»  Ha  iegr  ná  bli  bocho  o&  él  altéraeién  tügona)  f  au  iklA 
men  ae  pondrá  en  éüdMott  asliy  en  brava» 

PROTBGia  DB  Ür  80B1IB  NATIMLUAGK»  Dfi  BXTMÉOTMSi 

H  projnMa  praaeotadd  ea  kt  teglsMiira  paaada  aebre-  «ale 
nlaiM  Asunta  9  acaba  da  aer  reproducido  por  ai  gobierno  an  la 
•eUMA«  Hé  aquí  laa  iMti?os  qae  seg^n  el  mismo  jgoblerno  bac^n 
neoaaaria  eala  ley ,  y  los  prlnclptoa  en  qne  se  Andan  ana  dU* 
poaMuMa  capllalea. 

Í^  «IHio  da  loa  abjal^sqiie  oen  mas  vivo  interifr  y  maa4eeidHÍ|iptg|* 
erencia  han  atráido  desde  luego  la  atención  a^l  gobierno  de  S.  M. 
\i  %\(íó  la  itecieridáü  dé  njai^ ,  énablecer  y  dfstfttüái'  de  oiia  AstieM 
•lanr^.jdiiO  y  «Mtíiiiocmoal  lokáisraMiaa  einlés  y  politieoirqinrlNia 
yan4íf  gozar  ios  extmjetos  avecindados  en  estos  m  ^ 

Inaicaí'  éste  objeto,  es  anunciar  una  necesidad  áttámente  pb1i« 
tt^é,  rinéí  óblf^citja  Mttétthkcióé^I ,  ñna  i^ádrdV  dé  éttnVMiHs8l  ^ 
bKcn  y  dejAstioitr  privada:  ea  ^ñalar  nii  vacéDttfoe  Malsín éir noascm 
Ifg'siacicNa^actiuil,  y. (|U9 perturba  considerablemente  las  celaciónea 
que  median  entre  nuestra  nación  y  las  demás  potencias',  filtre  él  eo« 
Viéftio  i  Éívmok  ñe  m  qú¿  son  de  heclM  su»  sébdilM:  éS'  ^  flñ 
aoinel^r  é^laiOonsidiBPacioa  de  las  eérfees  ihm  imporlafite  euesMen  4^ 
derecho  público  y  de  conveniencia  nacional,  como  que  su  resólucioB 
está  enlazada  con  la  independencia'  y  ^1  decoró  del  phiá,  íí  misúib 
«lelHpo  qfu^  ea  para  la  sociedad  oma  eoMidfvaefion  dé  $Mm9i  j  ci* 
vilizacion,  y  para  el  poder  una  naoasldad  y  an  medía  afioaa  de  go* 
bierno. 

T  tjé  etf  cfArfifihettCtt  tfisé  no  Ikdya'  éti  t^íéám  lé^slalR)n  y^  en 
«hiesttá  |éVlsípf\idéiif^a  OÍis)DQf^elofte«  y  )M%gtnftficai^  ^«atfvlts  i  éstl 
t^lMK^ob^ y  régtf ladera»  dé  IMIos  éMéhoa:  éti  éil^^líiéñít\6ém 
^  félrm  (at^r  ú^  estíi  tftétiy  én  la  fettü  á^  l^y^  éofilblén  Itf  ntté^ 
flfiiffM  éotÉmMieeibO  qtfé  mué  tnm  m  tífUéhéi  fféé  Sé  éim»  en«P- 
ferentas  eircunauncfof ,  en  distintas  y  separadas  époc^,  l^yf  el 


tnoBMAfl  <tm  iV  HIVaíIiF  ill^  íá  UGitLÁCim< 

1^  ifi»'é\ám;  vk  mhfifw^vtiimé  masáis  ^  > 

tt  y  adrrti^iRb/el'Wñfu  ^' ñeScódñatíú' m\^m\\i  i 
RóS  ilfíAáds  eh  éué  lá  iñAt^brihl^rfff  era  é\  wi^^mmiii;  f  ^f^'é^ 
t»id  hhmM  d«  IM  ^wMdi  lá  hc«tilldáü;'  VMHé  «MiMrcí^  JHíiiff- 

f  dítífiltíMís'    , ,._._. 

faMíT%Í«(|<fi»{  j^WHflcifs  ^  dtftt  áé  \tiñ  hM\i6Á  dé  AMm^^^  «Uv 

favor  y  de  la  protección  mas  amplia  ¿  los  que  venían  ae'  iMH8Í^ 
Tainas  ó  aija^pa  ^  buscar  en.Kapañc  jio^ieldn  y  (inier.  jPor  •tfwi.yar- 
te  sucedió  á  vecea  que  ^n  aieupas  (^marcas  trabajadas  ^e  guecra, 
ó  dsobdas  de  varias  csílámidádes ,  tai  iicesiñti  bifsíer  éffhlmíéi' 
te  de  franqnicias  y  libertades  á  nuevos  poblaiore»^  y  mi  éptieaf  mti 
recientes,  por  motivos  de  adalaotamieiito  ipcii^  jr  en  toin^q  de fqN, 
mentar  artes  é  industrias  qué  hablan  venido  á  menos  éátre  nosotros, 
áe  ofrééíéroii  é^Mulos  de  privilegios  y  de  dí«tinéiofiés^  á  nif  ^Mf  Vi' 
Hieran  á  fijiir  to  rasideaeib  y  á  ejehn^  wi  froéMkmdi  f  eiete  éáir 
península. 

Un  estado  tal  de  confiision  y  de  desconcierto ,  resultado'  forzos<( 
dé  situaciones  t^t  varías  j  ádtnfn^stracion^S  fofa  dlktratá^  ¡  éMi  lin 
mal  grave  y  de  perniciosas  coBÉfcuenerus  bajo  cuaiqui^sa  rfigiuiatfp 
^ero  su  trascendencia  quedaba  sin  embargo  muy  reaucída  en  tiem- 
pos eri  que  solamente  sus  consecuencias  podían  embafazdr  la  admN 
sistracion  de  justicia  y  afectar  6t  gobierno  civil  á«  Ibs  ]|MClÍtbl.  P0-' 
r9  establecido  ern.  toda  su  amplitud  el.  ^biernoopiistiUiiiiopal^y  llpf 
inados  los  ciudadanos  á  ejercer  por  varios  rDodos  iina  parucipacioñ 
constante  v  activa  en  et  gobierno  del  Estado,  ló  quéérá  áfal^k  títfa 
Bece^idad  legislativa ,  ha  venido  á'  ser  dé  tal  mdnerar  n'na  i»fleaiilrt 
política^  que  la  Constitución  vigente ,  así  como  las  oteaa^qe  li)  baa 

Srecedioo,  han  empezado  por  declarar  qué  oéi'sonas  aeben  ehtenaejr- 
5  p&[  españoles ,  índre anao  además  que  esta  cátif  éai^ión  ilo  éi  palV 
todos  los  que  la  reciben  la  misma  anlplitnd  de  éerrchoa.  Eti  el  ar^ 
tículo  l.o  de  la  Constitución  de  la  monarquía  se  dice  a^e  una  Imt 
especial  determinará  los  derechos  que  hayan  de  gózái*  )oS  é^tránjí^ 
ñ^  natfi¥sllli¿ad^os;  y  dungue  no  fuera  siáo  por  las  odttsectílint(iál im- 
portantes de  esta  indieacipn^  era  UQ,éebfr  «lalgobiiPAD  li^mtmtí^ 
▼a,eío  y  poner  eii  armohía  et  dereclio  común  con  la  ley  constitu- 
cldditf. 

Én  esta  sitMettm  sdarada  por  las  oircnifstaircMa  sístiaaliií#  aa# 
^pmo  por  las  cons^cueneias  <|e  Jps.  prii^sipips  dal  deraebo  púMeA,jK 
de  gentes  reconocidos  en  todas  lasnatíones'  europeas,  i/o  eirá  aincn 
aiteontí'ah'  bn$es  mnitíi,  (^óndléfónes  áateríles  á  fó  ley  qué  sé  nécTé^ 
taba.  El  ministro  fttil  suscribe  áa  deéeen'dtfá  i  espeétnearM  títam 

£se^  encuentran  determinadas  en  la  que  somete  á  la  ¿elibecacioii 
íás  cortes. 

Ao  vnlnei<af  fá  dignidad  dáieioMI^  fk  ihétfié  dé  Mía'  ^umM 
fiB^rquiea;  no  menoseabar' con  uoa  lasitud  d«|rf8ivaál.éée0ro  3r.la 
radependencia  de  una  nación  celosa  de  su  jadvidualUlad  «.era  un  áh 
bér  cfer  gobiél'bó  qu%  pi'e^de  á  los  negohióK  dé  tín  Estado  qué  tan 
aftor  se  reipew.  m  éarrái!  Ms  fú^n»  éíé  ufiaí  ^m  WM^Éfá  i  \m 
que  manifiesten  con  indudables  hachos  lu  definitivo  iatcnto  da  ton* 


tribuir  exeluthrameote  á  la  prosperidad  del  pala ;  no  escatimar  ka 
beneflcios  de  ooa  acogida  beDévola,  de  una  protección  generosa  A  loi 
hombres  Ferdaderamente  útiles,  a  los  que  se  presenten  con  el  tíutr 
lo  de  servicios  eminentes ,  á  los  que  traigan  al  país  los  conocimien- 
tos Y  adelantos ,  las  artes  y  las  industrias ,  á  veces  los  capitales  j 
los  medios  de  producciou  de  otras  naciones ,  es  también  una  neea- 
sidad  de  civilización;  por  úUimo,  no  privarse  el  poder  de  los  me^ 
^8  de  acción  sobre  multitud  de  personas  que  no  teniendo  la  coa-* 
lidad  de  subditos,  al  mismo  tiempo  que  disfrutaran  las  ventajas  de 
ciudadanos  constituyeran  una  clase  influyente  y  poderosa  sin  vaneó- 
los de  dependencia  con  el  Estado,  era  una  condición  necesaria  de 
gobierno,» 

*  Con  arreglo  á  estos  principios  se  divide  en  dos  títulos  el  pro- 
yecto de  ley;  el  primero  trata  de  los  modos  de  obtener  los  eiLtran- 
Jerosnataraleasa, vecindad  ó  domicilio,  y  el  segundo  délos  dere- 
elios  qne  adquieren  los  extranjeros  naturalizados,  avecindados  y 
transeúntes.  Las  cartas  de  naturaleza  no  pueden  concederse,  sino 
mediante  real  decreto  refrendado  por  el  ministro  de  la  Goberna- 
ción, oyendo  al  consejo  real,  y  en  virtud  de  espediente  instrui- 
do por  el  Jefe  político  del  domicilio  del  interesado,  con  audien- 
cia al  consejo  provincial.  Para  poder  aspirar  á  esta  concesión, 
se  necesita  ó  estar  domiciliado  en  el  reino  por  ocho  años,  ó  cua- 
tro habiendo  casado  con  española ,  ó  haber  ejercido  en  el  rei« 
no  uiktL  profesión  útil  por  seis  años ,  ó  tener  establecida  una  ia- 
dustria  útil  que  requiera  su  permanencia  en  el  reino ,  ó  haber 
eoroprado  para  sí  bienes  inmuebles  de  alguna  consideración,  é 
haber  intk*oducldo  ó  afianzado  la  introducción  de  alguna  indus- 
tria útil  y  nueva ,  ó  haber  obtenido  empleo  superior  en  algona 
de  las  diferentes  carreras  del  Estado ,  ó  prestado  al  mismo  ser- 
vidos singulares. 

Hay  en  algunas  de  estas  condiciones  cierta  vaguedad  qoe 
«Ofivendría  desapareciese.  Por  ejemplo ,  ¿  qué  quiere  decir  ha- 
ber comprado  bienes  Inmuebles  de  alguna  consideración  ?  ¿Guan- 
eo debe  entenderse  que  son  ó  no  de  consideración  los  muebles 
que  ha  adquirido  un  extranjero  en  España  para  que  pueda  as- 
pirar por  este  concepto  á  obtener  carta  de  naturaleza  7  No  cree- 
mos debe  quedar  al  arbitrio  del  gobierno  el  fijar  una  circunstan- 
cia qne  ha  de  decidir  de  los  derechos  civiles  de  una  persona ,  J 
como  por  otra  parte  sería  muy  diflcil  determinar  con  acierto  el 
valor  délos  bienes  que  hablan  de  dar  derecho  ¿  la  naturalización 
atendida  la  variedad  de  riqueza  de  nuestras  provincias,  cree- 
mos mas  conveniente  establecer  qne  todo  extranjero  que  reside 
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en  España  TÍ?1endo  con  el  prodoeto  de  los  bienes  ininnebles  que 
eompreen  ella^  tenga  dereeho  á  la  naturalisacíon*  ¿Qnéqoié* 
re  decir  también  haber  obtenido  empleo  superior  en  algnna  de 
las  diferentes  carreras  del  Estado?  ¿Cuáles  se  deben  entender 
para  este  objeto  empleos  superiores?  Esto  necesita  una  aclaración 
porque  loa  extranjeros  no  deben  obtener  empleos  superiores  ni 
inferiores  en  ciertas  carreras  del  Estado ,  y  para  concedérselos 
en  ellas  debería  preceder  la  naturalización. 

La  vecindad  deberá  declararse  según  este  proyecto  por  el 
rey  á  propuesto  del  Jefe  político  respectivo  y  previo  espediente, 
con  la  circunstancia  de  que  declarada  la  vecindad  se  debe  espe- 
dir simultáneamente  la  carta  de  naturaleza.  Los  extranjeros  ad- 
quieren este  derecho  residiendo  con  casa  abierta  y  carta  de  do* 
micilio  ocho  años  en  España  ó  cuatro .  casado  con  española ,  é 
sirviendo  en  la  milicia  ó  en  cualquiera  otra  carrera  del  Estado 
dorante  el  mismo  tiempo.  Pero  ademas  de  las  condiciones  di- 
chas se  exije  otra,  tanto  para  conceder  la  vecindad  cono  lanalii" 
raleza,  y  sobre  ella  no  podemos  menos  do  llamar  la  atención 
de  nuestros  lectores.  Tal  es  la  de  que  el  aspirante  declare  pro- 
fesar la  religión  católica.  Esto  es  muy  conforme  con  nuestras 
antiguas  leyes;  pero  no  lo  es  seguro  con  las  costumbres  actua- 
les. ¿Cuál  puede  ser  el  motivo  de  esta  restricción  ?  ¿  Cuáles  iaa 
consecuencias  de  que  se  omitiera  ?  En  España  no  hay  ni  debe 
haber  libertad  de  cultos ,  pero  de  aquí  no  se  sigue  que  debe  ne- 
garse la  naturalización  y  la  vecindad  á  los  extranjeros  que  no 
profesen  el  culto  católico.  La  consecnencia  de  no  haber  libertad 
de  coitos  y  será  que  los  extranjeros  naturalizados  ó  avecindado! 
no  podrán  entregarse  públicamente  á  las  prácticas  de  sa  ereen« 
eia;  lo  cual  es  precisamente  lo  que  hoy  se  verifica.  {Se  quiera 
con  esta  medida  impedir  que  se  establezcan  entre  nosotros  ex- 
tranjeros que  siembren  malas  doctrinas  religiosas?  Su  yenida  no 
se  puede  impedir  de  ningún  modo  porque  si  no  permanecen  en- 
tre nosotros  como  naturalizados  ni  como  vedaos  lo  iiacen  como 
residentes ,  lo  cual  puede  tener  los  mismos  resoltados.  Y  por 
otra  parte  esos  extranjeros  coya  presencia  parece  que  se  teme,  no 
pueden  inficionarnos  con  el  ejemplo  porque  no  pueden  ejercer 
púbiieamente  las  prácticas  de  su  culto;  tampoco  con  los  escritos 
porque  para  las  obras  de  religión  y  moral  no  hay  en  ^paña 
HberUd  de  imprenta  y  menos  con  las  predleaelones ,  porqne. 


J«»^  ^*  PMtóW  flfi  V4|f»Ci4(ií ,  iHWptlrjÉi  U9m4l^4i^o  9«^tro  wrtr 
lUgliWi^jf  4  imeiMo  de  »^  ^pencl^i^ría  i?9»I4U4  ei^tr^  qoiffr 

árOft.  y  fMM  to  (||ie  úqkMMit»  10  J0  ^\jfi  OOQ  fimglo  id  ilff«9Wh 
to  de  que  tratamos  ea  ^tt  ÍQ^rftQlo9  j  ifiMwkk  it  OoltnrUii 
lyaüT:  w  toflp^faw  por  fjlft,  «WBiHl  4«^  ia»Aa  prfmu0loD  vendrá 
Jk  mAntífM^  A  ttA%  %Qiato  r(4ieq|a  lusq/leieate  pt^m  »o  objeto  y 
•rpk^^teta  ie  la  ^np^^el^erto  j.itdl  i^og^jÍQ-  Óe  Im  omMon  de  esta 
4l»Bf]MU4c4  i0  s»  $igj)0  par  k  eoptr^rlp  oiagqo  too^nTtoleDtCi 
Los  ea^trai^r|»a  no  CHittli/so^  ro^idi?(an  oaoio  nhora  entre  oma* 
(ti;c»eti)  paraMlirie«.el  ejerció  pq])lk;Q  d<  sa culto.  Se  comprende 
Mm  4UP  iCarte3^  Ui  a)  foapflar  tra^r  i  Espa&a  end  «íglo  pasado 
Ias  Mlonfaie  do^xli»ii|ierQS  que  baMvi  de  poblar  6  Sienca  Abunna 
MMogaae^oe  fftisoD  toiios  cat<Mieoai  taüiftbien  sinneetrogobierju» 
.tu/iiNa  el  derecho  de  escoger  los  extranjero»  q«e  huhieraii  4e  y«»ir 
á  ü^piffa,  ifaborfa  preferir  i  ios  católicos,,  peco  ea  estos  tiempos 
-rnUB  peDÉamioDtQ  i^eoo  ^  noeslra  eixilizactoi)  y  tutu»  4e  noestris 
«ostainbfea  el  de  negar  ka  natir^rfizacion  y  la  v^iodad  i  los  ei* 
<ftras^oa  gao  no  hagan  ante  el  Jefe  pol/tieo  la  fonfeston  4al  si- 
nodo  dn  (iioea. 

Las^arl^s  de^domlclllo,  segnn  él  proyecto,  deberán  concédelas 
tanibién  por  4  rey  y  á  propuesta  del  Jefe  político,  pero  para  eh* 
^tenerlas  se  requieren  menos  condiciones.  Basta  para  eHo  hab^ 
adquirido  en  Eapafia  bienes  ralee»  ^  haber  estafileeldonlgnaa  lo- 
linstria'  «til  á  e}eroer  una  profesión ,  á  baber  stde  admitido  al 
gertkio  die  la  milicia,  6  de  ciyalquier  otra  carrera  del  Estado, 
7  con  la  cireonslancia-  en  este  caso  fie  entenderse  por  el  roero 
hecho  de  la  admisión  en  el  servicio  público  concedido  al  do^ 
raicillo  por  el  tiempo  qae  dure  aquel.  Los  extranjeros  que  no 
obtienen  naturaleza,  vecindad  ni  domicilio  se  tienen  por  Iraa- 
aeuntes. 

Los  derechos  i  que  cada  upa  de  esta^  condiciones  da  lugar, 
son  diferentes^  Así  los  extrat^eroa  nainralisados  y  «vaciodad^ 
deberán  gozar  ios  miamos  derechos  olvflw-  que  loa  eopaielH, 
eón  arregfo  al  arl.  i¿^  de  la  Ooni^itaoloo^  podrán  4)blipnei  tü- 
doa  loa  emptooa  y  digtWndaa  del  8ila4o>  db^  4»^  Iglesia  j  énk 
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cargas.  Pero  como  hay  ciertos  cargos  tan  elevados  qae  do  áé- 
bea  confiarse  á  una  persona  qae  no  baya  dado  machas  proebaa 
de  amor  á  la  patria ,  establece  el  proyecto  qae  el  extranjero 
*  naturalizado  no  puede  ejercer  sin  estar  especialmente  habilitado 
por  una  ley,  los  cargos  de  ministro  de  la  corona ,  senador»  di- 
putado i  corteja ,  e«4|akdpr,  ministro  j^kvii||0|^i|tiiyio,  arzobis* 
po,  obispo,  general  oá  J«fe  do  ejéirciiá  ¿^liíaáa^  magistrado 
del  tribunal  supremo,  comandante  general  de  apostadero  ó  de- 
partamento y  comisario  general  de  Cruzada. 

Respecto  á  los  hijos  de  extranjeros  se  dispone ,  que  si  han 
nacido  en  España  de  padres  naturalizados  ó  avecindados  se  re- 
puten en  no  todo  como  españoles,  y  si  han  nacido  en  el  extran- 
jero sigan  la  condición  do  sua  padres,  mianlras  fueren  menores^ 
7  cuando  lleguen  á  la  mayor  edad ,  obtengan  naturaleza  ó  ve- 
cijDLdad  como  ciMÜqjaier  otro  extranjero^  aunque  aprovechado- 
les  ei  tiempo  de  dofQÍQiUo  ^^e  hqlp.ipf<^  iS9Wl4^  $Hj?  JÍ9^Í\^^^ 

Los  extráctenos  «feooRiciUiaj^oft  m  gi^wrte  mas  i^^e^iiqi  que 
tos  clviíes,  quedando  sujetos  á  las  disposfcioiies  que  ado|^  iel 
g4|{b|§rP4r«3jnc|Ai^  «Wpsi:C«§n4p  Ifi  r^i^^  Ja  ft^uxi^a^  ^é 
EéMo,  P^ra  ú  el  extranjero  que  ha  ohtonúlo  cadade  dooricíUA 
se  ausenta  det  reino  sin  licencia  del  re^.,  y  |HBri|ttane^ce  fuera  tres 

a^oniílÉP  natura^teaelon  6  veolndaé.  Ifómbien  es  requisito  indls^ 
Pfií«afejfar(i.fiil?íe¿f¡runay  el  j^^racjij^^p  p^c^^jp  ^i^i^ 

el  jefe  poUtieo  Dei^eetWe  jnranento  de  fidelidad  al  rey  j  4ü 
obediencia  á  las  leyes  reauaciando  todp  pabellón  extranjero,  v 
poniendo  nota  de  este  acto  en  las  mismas  (;{|i;^f, 

Fara  llevari  e|ecQcion  esle  pcejre^to  se  dúpoM  qne  hyi  enr- 
ías de  naturaleza  expj^diO^?  cí>p  a5a^ri(?r(,d^^^  $e  $(>n4l(l55:ei^eiit§n- 
s&ves. i.  lodo;»  Imt  derjwh^a  qA«ipreiMli4o9  $ft  (sf  %^ñ  A^^^ew^M 
dieren:  qoe  Hi^Te  el  gobierno  un  registro  j^eneral'  de  extmojerosí 

^Í<»  ^m^  ?fic??íMrip8  Pifa  n^xf^r  i.^t^tf^  jp  ^Sí?^!fl7 
dde  ea  esta  iey,  y  que  en  los  ptoffincias  .d^UH^^sMsr  eoottetti 
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Real  dscbbto  de  l.<>  de  bicibubre,  estableciendo  los  je« 
fes  de  distrito  y  designando  sus  atribacioncs. 

«En  vista  de  las  consideraciones  que  me  ha  hecho  presente  el 
ministro  de  la  Gobernación  del  reino ,  vengo  en  decretar  lo  si- 
guiente: 

Art.  I.«  Con  arreglo  al  art.  10  de  la  ley  para  el  gobiereo  de 
las  provincias  se  establecen  en  los  pontos  mas  abajo  expresados 
jefes  políticos  subalternos  del  distrito  que  se  les  marque ,  y  se  de- 
nominarán jfe/e«  de  distrito, 

Art.  3.®  Los  jefes  de  distrito^  serán  alcaldes-corregidores  en  los 
pueblos  de  su  residencia:  tendrán  en  este  concepto  las  atribucio- 
nes que  la  ley  de  ayuntamientos  señala  á  aquellos  funcionarios.  En 
los  mismos  pueblos  y  en  los  denias  de  su  deraarcncion  ejercerán  co- 
mo jefes  políticos  subaLiernos  las  atribuciones  siguientes : 

l.«  Ejecutar  y  hacer ^que  se  ejecuten  en  el  distrito  de  su  man* 
do  las  leyes,  decretos,  ordenes  y  disposiciones  que  les  comunique 
el  jefe  político  superior. 

2.*  Mantener  biyo  su  responsabilidad  el  orden  y  el  sosiego  pú- 
blico. 

8.*    Proteger  las  personas  y  las  propiedades. 

4.*  Reprimir  y  rastigar  todo  desacato  á  la  religión ,  á  la  moral 
y  a  la  decencia  pública ,  y  cualquiera  falta  de  obediencia  ó  respeto, 
imponiendo  correccional nunte  hasta  100  rs.  de  multa  eu  los  pue- 
blos que  no  lleguen  á  500  vecinos:  hasla  300  en  los  que  no  lle- 
guen á  5,000;  y  basta  500  en  los  restant  s.  En  caso  de  insolven- 
cia de  los  multados,  suplirá  la  pena  de  detención  á  la  pecuniaria, 
no  podiendo  exceder  en  el  primer  easo  de  dos  días ;  de  seis  en  el 
segundo,  y  de  dies  en  el  tercero.  Cuando  los  excesos  sean  mere- 
eedores  de  mayor  castigo,  dará  parte  el  jefe  He  distrito  ai  superior 
de  la  provincia  para  que  determine  lo  couveniente. 

6.*  Cuidar  de  todo  lo  relativo  á  la  sanidad  en  la  forma  que  pro» 
▼tngan  las  leyes  y  reglamentos,  y  dictar,  en  casos  imprevistos  y 
urgentes  da  epidemia  o  enfermedad  contagiosa  t  laa  medidas  qne  la 
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neeetidad  reelamarai  dando  inmediatamente  cuenta  al  Jefe  político 
superior. 

6.«  Proponer  al  jefe  político  superior  todo  lo  que  pueda  contri- 
buir al  adelantamiento  v  desarrollo  iutelectual  y  moral  del  territo* 
rio  de  su  mando,  y  al  fomento  de  sus  intereses  materiales. 

7.*  Vigilar  é  inspeccionar  todos  los  ramos  de  la  administración 
comprendidos  en  el  territorio  de  su  mando,  y  los  establecimientos 
que  de  ellos  dependan. 

8>    Refrendar  en  el  pueblo  de  su  residencia  los  pasaportes  á  los 

aue  viajan  por  el  interior,  y  expedir  en  rodo  el  distrito  de  su  man* 
o  las  licencias  para  uso  de  armas ,  puestos  ambulantes ,  posadas, 
carruajes  y  demás  permisos  y  documentos  del  ramo  de  protección 
y  ses^uridad  pública. 

Art.  3.»  Para  el  buen  desempeño  de  su  autoridad  deberá  el  ;>- 
fe  de  dUirito: 

t.o  Instruir  por  sí  mismo  6  por  sus  delegados  la  sumaria  infor- 
mación de  los  delitos  cuya  averipruaeion  se  deba  á  sus  disposiciones 
d  agentes ,  entregando  al  tribunal  competente  los  detenidos  ó  pre* 
sos  con  las  diligencias  practicadas  en  el  término  señalado  por  las 
leyes, 

2.°  Aplicar  gubernativamente  las  penas  determinadas  en  las  Ie« 
yes  y  disposiciones  de  policía ,  y  en  ios  bandos  de  buen  gobierno. 

3.<>  Reclamar  la  fuerza  armada  que  necesite  de  la  autoridad 
mi'itar. 

4.**  Suspender  en  caso  necesario,  según  lo  exijan  las  circuns- 
tancias ,  y  con  tal  que  no  se  opongan  á  ello  las  leyes  ó  los  decretos 
Ír  las  ¿rdenes  del  gobierno  ó  del  jefe  político  superior,  los  actos  de 
as  autoridades,  corporaciones  y  agentes  que  de  él  dependen,  dando 
inmediatamente  cuenta  al  jefe  político  superior. 

i.^  Presidir  cuando  lo  juzgue,  oportuno  todas  las  corporaciones 
dependientes  del  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino  que  haya 
en  el  distrito  de  su  mando,  siempre  que  no  lo  haga  el  jeít)  político 
superior. 

C.^  Dictar  las  disposiciones  que  estime  convenientes  dentro  del 
círculo  de  su  autoridad  para  el  cumplimiento  de  las  órdenes  supe« 
riores,  ó  para  la  buena  administración  y  gobierno  de  los  pueblos 
encomendados  á  su  autoridad. 

Art.  4.°  hos  Je/es  de  dislrilo  ejereeráa  sus  funciones  bajo  la  de- 
pendencia del  jefe  político  superior  respectivo.  En  su  consecuencia 
DO  podrán  corresponder  con  el  gobierno  sino  en  el  único  y  exclu- 
sivo caso  de  comunicar  alguna  noticia  importante  y  urgente,  euyo 
conocimiento  se  retrasaría  de  esperar  al  conducto  ordinario. 

Art.  6.^  Los  alcaldes  de  los  pueblos  comprendidos  en  la  demar- 
cación de  un  je/e  de  dUíriío  funcionarán  bajo  la  inmediata  inspec* 
cíon  de  este,  y  se  comunicarán  por  su  conducto  con  el  jefe  supe- 
rior  de  la  provincia. 

Art.  6.°  Los  jefee  de  distrito  serán  de  primera ,  segunda  y  ter- 
cera clase ,  según  la  importancia  de  las  poblaciones  y  demás  cir- 
cunstancias de  las  mismas.  Los  da  primera  clase  disfrutarán  34,000 
reales  de  sueldo,  los  de  segunda  20,000  y  los  de  tercera  16,000, 
siendo  de  su  cargo  el  pago  de  alquiler  de  la  casa  en  que  esté  si- 
tuada la  oficina  y  todo$  los  gastos  de  esta.^ 

Art.  7.0  La  mitad  del  sueldo  señalado  á  los  Jefe»  de  ditirito  en 
el  artículo  anterior  la  disfrutarán  en  el  concepto  de  alcaldes  oorregH 
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dorH .  y  l«i  Mrk  latUfecho ,  cotf  arreglo  á  la  ley ,  da.  loj  fcfldoi 
municlpalas  de  los  pueblos  de  su  residencia.  La  otra  mitad  la  pcr- 
ciWrán  de  los  fondos  del  Estado ,  con  cargo  por  ahora ,  y  mientras 
se  aprueben  por  las  cortes  los  nuevos  presupuestos,  al  articulo  de 
protección  y  seguridad  pública.  -  .  ,  j. 

Art.  8.<»  Los  jefe»  de  distrito  tendrán  a  sus  ordenes  un  oncia!  de 
los  de  la  dotación  del  gobierno  político  superior  respectivo,  el  cobI 
hará  las  veces  de  secretario,  sin  que  por  esta  circunstancia  te  al* 
tere  en  nada  su  sueldo  y  cstegorfa.  ,     *         j 

Art.  9®  Por  ahora,  v  sin  perjuicio  de  aumentar  el  numero  de 
relés  de  dUtrito  según  fuere  necesario,  se  establecerán  cincuí'nta, 
á saber:  nuflve  de  primera  clase,  dieciseis  de  segunda  y  veioticin- 
co  de  tercera  en  los  puntos  siguientes :  ..      ^^  j  j 

De  primera  clase:— Jerez,  en  la  provincia  de  Cádiz.— Cmdad 
de  las  Palmas,  en  Canarias.— Santiago,  en  la  Coruña.— Autcqueraí 
en  Málaga.— Cartagena ,  en  Murcia.— Ecija  y  Osuna,  en  Sevilla.— 
Rtus,  en  Tarragona.— Játiva ,  en  Valencia. 

De  segunda  clase:— Alcoy,  en  Alicante.— Vera ,  en  Almería.— 
Don  Benito,  en  Badajoz.— Mahon ,  en  las  Baleares.— Manresa ,  en 
Barcelona.— Lucena ,  en  Co'rdoba.— Ferrol,  en  la  Coruña.— Requc* 
na ,  en  Cuenca.— Motril ,  en  Granada.— Snin  Sebastian,  en  Guipúz- 
coa  Barbastro,  en  Huesca.— Andújar  y  Ubeda,  en  Jaén.— Ronda, 

en  Malaga.— Vigo,  en  Pontevedra.— Calatayud ,  en  Zaragoza. 

De  tercera  clase :— Bonillo ,  en  Albacete.— Ibíza,  en  las  Balea- 
res.—Igualada ,  en  Barcelona.— Aranda,  en  Burgos.— Plasencia,  en 
Cáceres.— Segorve ,  en  Castellón -Figueras,  en  Gerona.— Baza ,  en 
Granada.— Jaca,  en  Huesca.- Astorfja  y  Valencia  de  D.  Juan ,  en 
León.— Tremp  y  Seo  de  ürgel,  en  í.érida,— Arnedo,  en  Logroño. 
— Monforte ,  en  Lugo.— Alcalá  de  Henares  y  Valdemoro ,  en  Ma- 
drid.—Val  d  corras  ,  en  Orense.— Gijon,  en  Oviedo.— Estel la,  en  Na- 
varra.-Ciu  da  d-Rodrijro  ,  en  Salamanca. — Talavera  de  la  Reina  y 
Lilio,  en  To'edo.- Rioseco,  en  Valladolid.- Belchite ,  en  Zara- 
goza. *  *      .  1 

Art.  10.  Los  jefes  de  distrito  ejercerán  sus  funciones  en  todos 
los  pueblos  de  que  son  cabeza  de  distrito  electoral  las  poblaciones 
de  su  residencia  ordinaria. 

Art.  1 1 .    Ademas  rjercerán  las  mismas  funciones: 

El  jefe  de  dUtrito  de  Alcoy ,   en  todo  el  distrito  erectoral  de 

Pego, 

El  de  Vera ,  en  los  de  Velez-Rubio  y  Sorbas. 

£1  de  D.  Benito,  en  lo3  de  Siruela,  Cistuera  y  Llerena. 

El  de  Manresa,  en  los  de  Berga  y  Vich. 

El  de  Aranda ,  en  el  de  Lerma. 

El  de  Plasencia,  en  los  de  Navalmoral ,  Cora  y  Gata. 

El  de  Jerez  de  la  Frontera ,  en  los  de  Sanlúear  y  el  Puerto  de 
Santa  María. 

El  de  Segorve ,  en  el  de  Nuíes. 

El  de  Lucena,  en  los  de  Cabra  y  Priego. 

Él  del  Ferrol ,  en  el  de  Santa  Marta  y  Puentedeume. 

Kl  de  Santigo ,  en  los  de  Padrón  y  Arzua. 

Kl  de  Requena ,  en  el  de  Motilla  del  Palancar. 

El  de  Baza ,  en  el  de  Guadix. 

El  de  Motril,  en  el  de  Orgiva. 

Bl  df  Barbastro,  en  loa  de  Fraga  y  Benabarra. 


tt  d«  tnédflf,  IB  toi  de  Vütaearrílio  y  GáiDrU. 

£t  de  Astorga ,  en  las  dePonferrada  y  Yillafranca. 

£1  de  VaKneía  de  D.  Juan,  en  el  de  la  Bañeza. 

El  de  Monforte ,  en  los  de  Guantada  y  San  Martin  de  Quírog». 

Kl  de  Alcalá  de  llenares ,  en  el  de  Chinchón. 

£1  de  Valdemoro,  en  el  de  ^'aval^arnf^o. 

El  de  Antequera,  en  los  de  Archidona  y  Campillos 

El  de  Ronda ,  en  el  de  Gaucio. 

Kl  de  Estella,  en  el  de  Santisteban  de  Lerin. 

Kl  de  Valdeorras ,  en  el  de  Puebla  de  Tribes. 

Kl  de  Jijón,  en  los  de  Aviles  y  Víllavidosa. 

El  de  Vigo,  en  el  de  Tuy. 

Kl  de  Osuna,  en  et  de  Morón. 

El  de  Reus,  en  I03  de  Falcet  y  Montblanch. 

El  de  Taiavera,  en  el  de  Puente  del  Arzobi.^po. 

El  de  Litio  y  en  el  de  Madridejos. 

El  de  Játiva,  en  los  de  Onteniente  y  Gandía. 

£1  de  Celataftié ,  en  el  de  Daroca. 

El  de  Belchite,  en  rl  de  Caspe. 

Art.  \2,  La  designación  de  territorio,  que  por  este  decreto  se 
hace  á'  \0sfefe9  cíe  distrito^  podrá  modificarse  siempre  que  la  ex* 
perieneia  acredite  ser  conveniente.» 

Orno  DE  2  DB  DfciEMBBE,  s»p.imiendo  los  comisarios  de 
protección  y  seguridad  pública  en  los  partidos. 

En  vista  de  las  consideraciones  que  me  ha  hecho  presenteel  mi« 
nistro  de  la  Gobernación  del  reino,  y  sin  perjuicio  de  lo  que  se 
establezca  en  la  ley  de  presupuestos,  vengo  en  decretar  lo  si- 
guiente : 

Art.  1.0  El  servicio  de  protección  y  seguridad  publica  conser- 
tara  en  las  capitales  de  provincia  su  actual  organzacion,  salvas 
las  alteraciones  que  lu  esperiencia  acredite  ser  necesarias. 

Art.  2.<>  Se  supnmen  desde  1.°  de  enero  de  1818  los  comisa- 
rios y  celadores  de  protección  y  seguridad  pública  que  hoy  existen 
en  los  partidos. 

Art.  3.<>  Se  suprime  asimismo  d¿sd6  igual  fecha  la  snbde'ctga* 
clon  de  Irun.» 

Rbal  OBDE!f  DB  9  DB  DiciEiLBBB  dando  reglas  para  la  eje« 
cucioD  del  decreto  de  creación  de  los  Jefes  de  distrito. 

«Para  el  debido  eufnplimíento  de  lo  mandado  en  el  real  decre- 
to de  l.o  del  actuaíl,  por  el  que  »e  dispone  el  e5tflbiecimiento  de 
jefes  de  distrito,  la  reina  (Q.  D.  G)  se  ha  Servido  dictar  las  dis- 
posiciones siguientes: 

1.*  Los  jefes  de  distrUo  prestarán  el  juramento  de  fídeüdad  á 
la  reina  y  a  la  Constitución  del  Estado  en  manos  del  jefe  políti- 
co superior  respectivo ,  sin  cuyo  requisito  no  podrán  tomar  pose- 
sión de  sus  destinos. 

2.*  El  jefe  poHttco  superior  y  el  de  distrito  se  pondrán  de 
acuerdo  para  la  designación  del  oficial  de  los  de  la  dotación  del 
gobierno  político  6  del  consejo  provincial  que  haya  de  hacer  las 
veces  de  secretario  del  jefe  de  distrito  según  lo  prevenido  en  el 
art.  S,*>  del  citado  real  decreto. 

3.*  Suprimidoe  los  comisarios  de  partido  por  real  decreto  de  3 
del  aetual ,  los  jefes  políticos  dietario  ^ai  dis^iciones  convenien- 
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lea  para  qoe  los  alealdes  de  los  pueblos ,  no  eomoreodidos  es  lai 
demarcaciones  de  los  jefes  de  distrito ,  reasuman  aesde  laego  las 
facultades  que  correspondían  á  los  suprimidos  comisarios  en  todo 
lo  relativo  ¿  los  ramos  de  policía  y  protección  y  seguridad  públi* 
ca,  con  arreglo  á  lo  mandado  en  el  párrafo  2.^,  art.  73  de  la  ley 
de  ayuntamientos. 

4.^  Igualmeúte  dispondrán  los  jefes  po!íticos  qne  por  los  de 
distrito  se  provea  á  los  alcaldes  de  los  pueblos  comprendidos  en 
sus  respectivas  demarcaciones  de  los  pasaportes,  pases  y  demás 
documentos  de  protección  y  seguridad  pública  en  número  sofi* 
cíente  para  el  servicio ,  en  el  modo  y  forma  como  lo  practicaban 
los  suprimidos  comisarios  de  los  partidos. 

5.*  Por  lo  tocante  á  los  alcaldes  de  los  pueblos  de  que  se  bace 
mérito  en  la  disposición  3/,  los  jefes  políticos  cuidarán  de  surti^ 
los  directamente  de  los  espresados  documentos. 

6.<^  Los  jefes  de  distrito  no  percibirán  el  tanto  por  ciento  que 
en  la  espedicion  de  documentes  de  protección  j  seguridad  públi- 
ca  corresponde  á  los  alcaldes ,  y  correspondía  a  los  suprimidos  co- 
misarios de  los  partidos. 

7.*  Los  jefes  de  distrito  no  podran  espedir  pasaportes  para  el 
extranjero  ni  para  las  provincias  de  Ultramar.  La  espedicion  de  es- 
tos documentos  corresponde  esclusivamente ,  en  el  orden  civil)  á 
los  jefes  políticos  superiores  fuera  de  la  capital. 

8.*  £n  ausencias  y  enfermedades  del  jefe  de  distrito  hará  sus 
veces  la  persona  que  designe  el  jefe  superior  político,  y  en  su  de- 
fecto los  tenientes  de  alcaldes ,  por  su  orden ,  del  pueblo  cabeza 
de  distrito. 

9.*  Los  jefes  de  distrito,  en  el  concepto  de  tales,  usarán  el 
uniforme  y  tendrán  la  categoría  de  segundos  jefes  de  la  adminis- 
tración civil ,  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  tuviesen  adquiridos 
antes  de  su  nombramiento.  Dentro  del  térmmo  de  su  demarcacioo 
podrán  usar,  con  traje  de  paisano,  como  distintivo  de  su  autori-* 
dad ,  bastón  con  puño  de  oro  y  boria  de  seda  azul ,  y  un  ceñidor 
de  lo  mismo,  sin  ningún  bordado. 

10.  El  sello  de  que  usarán  los  jefes  de  distrito  llevará  por  lema 
— Provincia  de....  Distrito  civil  de....—,  sin  armas  ni  otro  distin- 
tivo alguno. 

11.  Para  gastos  de  instalación  de  las  oficinas  de  los  jefes  de  dis- 
trito se  les  señalan  por  una  vez 

Rs.  VN. 


A  los  de  1.»  clase.    •    .    .    2,000 

A  los  de  a "" 1,500 

A  los  de  S.*" 1,000 

enyo  importe  será  satisfecho  por  mitades  Je  los  fondos  munieipales 
de  los  pueblos  de  su  residencia  y  de  los  del  Estado,  con  carfo 
por  ahora ,  y  mientras  se  aprueben  por  las  cortes  los  nuevos  pre- 
supuestos, al  artícuk)  de  protección  y  seguridad  pública. 

12.  De  la  inversión  de  estas  cantidades  presentarán  los  jefes  de 
distrito  cuenta  justiGcada  al  jefe  superior  políiico  para  su  aproba- 
ción, con  un  inventario  de  los  efectos  con  ellas  adquiridos,  para 
que  en  el  concepto  de  propiedad  del  Estado  sirvan  para  el  uso  de 
sus  sucesores  eo  el  mismo  destino.» 
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Beal  OBBBif  DE  16  DE  DICIEMBRE  fijando  la  suerle  de  los 
comisarios  de  protección  y  seguridad  pública  qae  quedan  cesantes 
á  consecuencia  del  nueyo  arreglo  administrativo. 

«Suprimidas  las  comisarías  de  protección  y  seguridad  pública 
de  los  partidos  por  el  real  decreto  de  2  del  actual ,  que  solo  con- 
serva las  de  las  capitales  de  proviocia ,  ha  llamado  muy  particu- 
larmente la  atención  de  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  la  suerte  de 
uoos  empleados  que  en  su  mayor  parte  se  nan  hecho  a«^reedores  á 
la  consideración  del  gobierno  por  sus  importantes  servicios  en  la 
conservación  del  orden  publico.  Y  deseando,  no  solo  recompensar 
estos  servicios,  sino  utilizar  los  que  todavía  pueden  prestar  en 
los  diversos  ramos  de  la  administración  y  demás  carreras  del  Es- 
tado, h  que  muchos  de  ellos  han  pertenecido  anteriormente ,  se 
ha  servido  ordeüar  que  se  los  tenga  presentes  con  toda  preferencia 
para  las  vacantes  que  ocurran  en  las  dependencias  de  este  minis- 
terio,  y  sean  análogas  á  los  conocimientos  y  circunstancias  de  loe 
interesados. 

Pero  como  aun  así  no  todos  podrían  ser  colocados  tan  inmedia- 
tamente como  se  interesa  en  ello  la  maternal  solicitud  con  que 
S.  M.  desea  ver  premiados  los  méritos  de  sus  leales  servidores,  se 
ba  dignado  disponer  igualmente  que  por  este  ministerio  se  reco- 
mienden con  toda  efícacia  á  las  demás  secretarías  de!  despacho 
los  que  hubiesen  contraído  dichos  funcionarios  para  que  sean  aten- 
didos con  la  misma  prefert^ncia  en  las  respectivas  carreras  á  que 
pertenecían  antes  de  naber  ingresado  en  el  ramo  de  protección  y 
seguridad  pública. 

Con  este  objeto,  y  á  fin  de  que  el  gobierno  pueda  proceder  con 
el  debido  conocimiento  de  los  méritos  y  circunstancias  de  cada  ¡n« 
teresado ,  es  también  la  voluntad  soberana  que  Y.  S.  forme ,  con 
la  posible  brevedad ,  las  hojas  da  servicio  de  todos  los  de  esa  pro* 
vincia ,  si  aun  do  lo  estuviesen ,  conforme  á  lo^  prevenido  por  pun- 
to general  para  los  demás  empleados  >  completándolas  con  los  que 
presten  hasta  fin  de  año,  en  que  deben  cesar  en  ei  cargo  que  les 
está  confiado ,  y  debiendo  remitirlas  en  todo  el  mes  de  enero  próxi- 
mo á  esU  secretaría  de  mi  cargo.» 

Bbal  obdbn  ds  9  DB  DiciBMBBE,  encargando  al  ministerio 
de  Comercio  la  resolución  de  los  negocios  relativos  á  la  minería* 

«Encomendado  el  conocimiento  y  resolución  de  todos  los  nego- 
cios relativos  á  la  industria  general  al  nuevo  ministerio  de  Comer- 
cio ,  lostruccion  y  Obras  públicas ;  siendo  uno  de  sus  ramos  mas 
interesantes  y  productivos  el  de  la  minería ,  que  hasta  aquí  ha  cor- 
rido al  cargo  del  de  la  Gobernación ,  y  tomando  en  consideración 
las  razones  que  me  han  espue&to  mis  secretarios  del  despacho  de 
la  Gobernación  del  reino  y  de  Comercio ,  Instrucción  y  Obras  pú- 
blicas sobre  la  conveniencia  de  incorporar  éste  negociado  á  los  de- 
mas  de  la  industria  general  para  su  acertada  dirección  y  fomento; 
oido  mi  consejo  de  ministros ,  he  venido  en  decretar  que  en  lo  su- 
cesivo el  conocimiento  y  resolución  de  los  negocios  de  la  minería 
en  todas  sus  partes  corresponda  al  espresado  ministerio  ile  Comér- 
melo» Instrucción  y  Obras  públicas,  quedando  los  respectivos  mí* 
nistros  encargados  de  la  «yecucion  de  este  decreto.* 


^t4  «L  Dct«»o  saDBsAe. 

ADMIBISTRACION  DE  JUSTICIA  'CIVIL  Y  ADMIÍlSTRATIYi. 

Real  orden  de  30  on  hoyieubrb,  publicada  en  5  de  di- 
ciembre, encargando  á  los  tribunales  de  justicia  se  entiendan  coft 
los  Jefes  políticos  en  toda  lo  coocerniente  á  exbortos. 

Con  fecba  13  del  corriente  dijo  i  este  miniát'^rio  el  de  la  Gober« 
nación  del  re'uo  lo  que  sigue : 

o  A  fin  de  que  haya  alamor  rapidez  en  el  servicio  administrativo^ 

Ír  se  facilite  por  este  medio  la  pronta  aduiinistracioa  de  justicia,  se 
la  servido  mandar  S.  M.  sígulíique  a  Y.  E.,  como  de  su  real  ¿rdea 
lo  ejecuto,  que  será  oportuno  prevenga  ese  ministerio  h  las  audien- 
cias y  juzgados  de  él  dependientes  se  entiendan  directamente  en  io 
sucesivo  con  los  jefes  políticos  respectivos  para  todo  lo  concemente 
á  exbortos,  existencia  de  conGnados,  noticias  bistórico-penales  de 
los  r^iismos  y  de  i.as  datos  que  antes  remitían  ó  reelanaaban  de  Is  su* 
primída  dirección  de  presidios. » 

Lo  que  dñ  real  orden  traslado  á  Y.  S.  I  Ga  de  que  ese  tribunal 
facilite  á  los  jeies  políticos  las  noticias  y  demás  datos  que  antes  H 
daban  al  director  de  presidies. 

Beal  oaDSN  DE  13  DE  01CIEMBRB,  sobie  los  hoQorarlos  ds 
los  promotorea  fiscales. 

«Habiendo  ocurrido  algunas  dudas  sobre  la  inteligencia  del  ar; 
tícalo  831  de  los  aranceles  judiciales  en  razón  de  los  honorarios  i 
que  tengan  derecho  los  promotores  Gscales  y  la  c'ase  de  negocios  en 
que  hayan  de  devengarlos,  pretendiendo  algunos  pod^r  exigirlos  de 
ambas  partes  en  las  competencias  y  pleitos  civiles,  aun  cuando  no 
hubiese  condenación  de  costas,  visto  lo  informado  sobre  el  parti- 
cular por  la  audiencia  territorial  de  Madrid ,  tt^niendo  presente  el 
espíritu  dA  los  aranceles  y  conformándose  S.  M  con  el  dictamen 
del  tribunal  supremo  de  justicia ,  se  ha  dignado  de«  larar  ^oe  los 
promotores  Aséales  devengan  honorarios  en  todo  negocio  civil  6  cr> 
mlnal  en  que  h^ya  condi>nacion  de  costas,  pero  de  ninguna  manera 
eoando  esta  no  recayese.» 

Otra  db  16  de  diciembre,  dando  á  loa  Jefes  políticos  las 
mismas  atribuciones  sobre  las  casas  de  corrección  de  mujeres 
que  sobre  los  presidios. 

«Para  que  la  organización  administrativa  de  las  casas  correccio- 
nales de  mujeres  esté  en  armonía  con  la  d^'l  ramo  de  pre5Íd^o^,al 
que  han  de  quedar  tan  íntimamente  unidos  ar^uellos  estabfecTmien- 
tos ,  y  á  fln  de  que  pueda  procederse  á  su  roforma  en  los  términos 
que  prescribe  el  reglamento  de  9  de  junio  último,  la  reina  (Q.  D.  G.) 
se  ha  servido  disponer : 

!.•  Que  los  jefes  políticos  ejerzan  en  las  casas  de  corrección  da 
mujeres  las  mismas  atribuciones  que  les  están  delegadas  respecto 
de  los  presidios ,  siendo  por  regla  general  el  conducto  para  ta  cor- 
respondencia del  gobernó  v  del  director  de  corrección ,  instruyen- 
do lo3  expedientes  para  indultos,  rebnj'^sy  alzamiento  de  retencio- 
nes ,  y  expidiendo  en  fln  las  licencias  de  cumplidas  con  arreglo  si 
modelo  que  se  circulará  por  separado. 

2.^  Que  los  jefes  políticos  de  Barcelona,  Burgos ,  Granada*  Ha. 
drid,  Sevilla,  Yaleneia,  Yaiiadolid,  Zaragoza  y  Baleares  nombren 

lurf ultfctoi  df  m  mi4ftiiM  para  qua  ^ptinan  al  «mdo  4a  lai  idi« 
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flek>t.qu#  OQ^Mttfi  actoalroente  Ids  casas  correceionjilei,  y  tn  unioo 
eoQ  los  eomattdaates  de  los  presidios  formen  el  presupuesto  de  laa 
obras  necesarias  para  distribuir  el  local  eu  los  termioos  que  pres« 
cribeo  los  artículos  44  y  45  del  reglamento ,  teaieodo  en  cueota 
que  las  obras  bao  de  ejecutarse  por  confinados ,  y  que  deberán  ela» 
Dorarse  en  los  presidios  los  útiles  que  sea  posible. 

3.^  Que  formados  los  presupuestos  los  remitan  los  jefes  polítl* 
4*os  sin  demora  al  director  de  corrección ,  y  también  nota  de  los  gas- 
tos  que  ha  de  originar  la  traslación  provisional  de  las  red  usas  á  otro 
edificio ,  dado  caso  de  qufí  no  puedan  permanecer  en  -el  que  ocupan 
actualmente  ínterin  se  ejecuten  las  obras. 

4.0  Que  los  jefes  políticos  de  la  Coruña,  Badajoz,  Canarias  y 
el  de  Murcia,  por  lo  respectivo  á  la  casa  de  corrección  que  ha  de 
establecerse  en  Cartagena ,  designen  al  director  del  ramo  el  edifi- 
cio del  Estado  que  5ea  en  su  concepto  mr^s  susceptible  de  habilitar* 
se  para^casa  correc'ional;  y  á  falta  de  est"*,  el  del  ayuntamiento  mas 
i  propósito  para  apHcirse  á  semejante  objeto ,  ó  en  su  defecto  por 
último  el  terreno  de  propios  en  aue  podrá  construirse  un  edificio 
de  nueva  planta,  excitando  en  tal  raso  al  ayuntamiento  para  que 
haga  la  cesioO ,  mandando  que  se  levante  el  plano  y  se  forme  el 
presupuesto  correspondiente,  remitiéndose  ambos  documentos  al  di- 
rector de  eorreooion  para  que  pueda  oirse  sobre  ellos  á  la  acade- 
mia de  San  Fernando. 

6.^  Que  para  dir  impulso  á  las  obras  en  la' península,  hacer 
i^onstruir  en  los  talleres  de  los  presidios  los  utensilios  necesario*^ 
facilitar  la  traslación  de  las  reclusos  desde  los  establecimientos  que 
se  extingupu,  y  p'antear  definitivamente  el  nuevo  régimen,  quedes 
comisionados  los  coroneles  visitadores  del  ramo  de  presidios,  encar- 
gando á  D.  Manuel  Montesinos>  previo  acuerdo  con  los  respectivof 
jefes  políticos ,  lo  concerniente  á  Valencia ,  Barcelona ,  Cartagena^ 
Granada  y  Sevilla,  y  á  D.  Jacinto  de  Guyon,  barón  de  Guyou,  U 
que  corresponda  á  Zaragoza ,  Vallad(^lid ,  Burgos ,  Coruña ,  Badajois 
y  Madrid ,  empezando  por  este  punto  a  fm  de  que  se  verifique  la  re- 
Ibrma  bajo  la  inspección  inmediata  del  director  de  corrección. 

6.®  Que  conforme  fe  vayan  habilitando  edificios  se  proceda  al 
liontbramirnto  del  personal  en  los  términos  que  el  reglamento  pres- 
cribe y  á  la  trasiaoion  de  reclusas  desde  los  establecimientos  qini 
te  suprimen. 

7.0  Que  una  vez  completada  la  reforma,  se  provea  de  suministro 
i  los  establecimientos  por  medio  de  una  contrata  general ,  que  po- 
dra en  su  dia  ir  unida  á  la  de  los  presidios»  haciendo  entretanto, 
fÁ  fuere  necesario ,  y  según  se  vayan  planteando  las  casas  de  correc- 
eion,  ajustes  parciales  con  el  contratista  de  los  miamos. 

8.**  Y  por  último,  que  conforme  quede.i  planteadas  las  casps  cor- 
reccionales de  Burgos,  Granada,  Zaragoza  y  Madrid,  y  se  cierren 
Jas  de  C()rdoba ,  Tarragona ,  Málaga  y  Murcia,  se  recauden  las  ren- 
tas propias  que  tienen  estos  establecimientos  en  los  mismos  térmi- 
nos que  con  arreglo  á  la  real  orden  expedida  por  ?1  ministerio  de 
Hacienda  en  80  de  noviembre  último  han  de  recaudarse  los  ingresos 
de  los  demás  ramos  correspondientes  al  mioiiterio  de  la  Qob?rMqcxi 
del  raino.» 


&M  BI.  DSAECEO  UOIMBBIIO* 

LEGISLACIÓN  COMERCIAL .  INDUSTRIAL  T  AGRÍCOLA. 

Beal  begbeto  db  7  DB  DiciBUBBB ,  proTcyeodo  al  acopio 
de  cereales  en  la  capital  del  reino. 

««Para  facilitar  el  surt'do  público  del  trigo  eo  la  villa  de  Madrid 
y  evitar  la  subida  excesiva  de  su  precio,  de  acuerdo  con  mi  conspjo 
de  ministros ,  y  atendienJo  á  las  razones  que  me  han  expuesto  los  de 
la  Gobernación  del  reino  y  de  Comercio ,  Instrucción  y  Obras  públi« 
cas,  be  vepido  en  decretar  lo  siguiente: 

Art.  l.o  Se  establecerá  en  Madrid  por  cuenta  del  gobierno  un 
deposito  permanente  de  70,000  fanegas  de  trigo ,  que  podrá  aumen* 
tar&e  progresivamente  conforme  las  necesidades  públicas  lo  exijan. 
-  Art.  2. o  £1  importe  del  trigo  acopiado  se  satisfará  por  el  gobier« 
no,  y  el  ayuntamiento  de  Madrid  le  proporcionará  los  almacenes 
suficientes  para  este  acopio,  y  en  caso  necesario  las  tahonas  de  que 
puede  disponer. 

Art.  3.<»  Los  acopios  serán  contratados  en  pública  licitación,  ia 
cual  se  verificará  siempre  por  pUegos  cerrados. 

Art.  4.0  Una  junta  directiva  inspeccionará  el  depósito  y  los  aco« 
pios,  intervendrá  en  las  ventas,  y  verificará  las  subastas  después  de 
someter  el  pliego  de  condiciones  al  examen  y  aprobación  del  go- 
bierno. 

Art.  5.0  Será  igualmente  de  sus  atribuciones  determinar  el  nú- 
mero de  fanegas  que  hayan  de  acopiarse  sucesivamente,  el  precio  de 
la  fanega ,  las  épocas  de  las  compras  y  ventas ,  la  calidad  del  trigo 
y  la  duración  de  las  contratas. 

Art.  6.0  Compondrán  la  junta  directiva  el  jefe  político  de  Ma* 
drid  ,  que  será  su  presidente ;  el  alcalde-corregidor  de  la  misma ;  el 
director  general  de  comercio  y  agricultura ;  el  de  gobierno  del  mi- 
nisterio cíe  la  Gobernación  del  remo;  el  vicepresidente  del  consejo 
provincial;  un  individuo  de  la  diputación  provincial,  nombrado  por 
esta  corporación, y  el  síndico  del  ayuntamiento. 

Art.  7.0  Para  fijar  las  condiciones  de  la  licitación,  la  junta  se 
atendrá  á  las  reglas  siguientes : 

1.*  Que  el  rematante  quedará  obligado  á  verificar  los  acopAs  y 
ias  ventas  en  el  precio  y  el  tiempo  determinado ,  adelantando  al 
efecto  las  sumas  necesarias,  y  tomando  á  su  cargo  la  conservación 
y  cxpendicion  del  trigo. 

2.«  Que  el  gobierno  satisfará  al  rematante  por  las  cantidades  ade« 
lantadas  uti  interés  anual  de  6  por  100 ,  y  además  un  premio  que 
no  excederá  nunca  del  4  por  100  por  I  a  compra,  conservación  y 
venta  del  trigo. 

3.*  Que  &]  se  suscitase  cuestión  sobre  la  calidad  del  trigo  al  tiem- 
po de  la  venta,  la  decidirán  dos  peritos  nombrados,  uno  por  la  jun- 
ta y  otro  por  el  rematante;  y  en  caso  de  hallarse  discordes,  un  ter- 
cero elegido  por  las  partes. 

'    4.*    Que  las  mermas  6  creces  del  trigo  serán  de  cuenta  del  re- 
matante. 
•  6.*    Que  la  junta  determinará  el  precio  de  compra  por  el  que  tea- 

fa  el  trigo  en  Madrid ;  y  si  el  empresario  pudiese  adquirirle  mas 
arato,  quedará  la  diferencia  á  beneficio  suyo  cuando  el  trigo  sea 
de  la  calidad  designada  y  se  haya  verificado  el  acopio  en  el  térmj« 
PQ  preíy&do, 
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6.*  Que  mientras  el  trigo  perroanezea  en  poder  del  empresario, 
antes  o  después  de  almacenado ,  los  daños  y  perjuicios  que  sobre- 
rengan  serán  de  su  cuenta  y  riesgo ,  exceptuando  solo  los  casos  de 
fuerza  mayor. 

7.*  Que  el  ayuntamiento  estará  obligado  á  proporcionar  al  em- 
presario los  almacenes  necesarios  para  los  acopios,  entregándolos 
como  contiene  para  la  custodia  y  buena  conservación  del  trigo. 

8.*  Que  todo  el  que  pretenda  presentarse  como  postor  ha  de  de- 
positar en  el  Banco  de  San  Fernando,  ya  sea  en  metálico,  ó  ya  en 
papel  del  3  por  lOO  ai  precio  corriente,  el  dia  del  depósito,  ía  dé- 
cima parte  del  valor  del  trigo  que  se  compre,  y  según  d  precio  ¿ 
que  se  pague. 

Y  9.*  Que  el  rematante  á  quien  el  gobierno  adjudicase  el  rema? 
te  no  podra  levantar  la  suma  depositada  hasta  que  acredite  ante 
la  junta  tener  acopiada  una  cantidad  de  trigo  de  igual  valor  al  de- 
pósito  del  Banco. 

Art.  8.^  Los  pliegos  cerrados,  con  las  proposiciones  de  los  lici- 
tadores,  mejorando  el  tanto  por  ciento,  según  indica  la  regla  2.^ 
del  artículo  anterior,  se  abrirán  y  leerán  en  público  ante  la  junta^ 
la  cual  los  pasará  al  ministerio  de  la  Gobernación  del  reino  con  sn 
informe  razonado,  manifestando  cuáles  sean  los  mas  aceptables, 
para  que  sobre  ellos  recaiga  la  resolución  oportuna. 

Art.  9.<>  La  junta  procurará  que  el  contratista  observe  exacta- 
mente las  obligaciones  de  la  contrata ,  de  cuyo  cumplimiento  res- 
ponderán ,  bien  sea  las  sumas  depositadas  en  el  Banco ,  ó  bien  loa 
trigos  almacenados. 

Art.  10.  Siendo  el  objeto  del  gobierno  que  el  trigo  acopiado  se 
venda  solamente  para  procurar  á  precios  módicos  el  público  consumo, 
la  junta  determinará  el  método  que  ha  de  seguirse  en  su  expendicion, 
de  tal  manera  que  esta  sea  siempre  mas  barata  que  la  del  mercado 
público,  procurando  satisfacer  así  una  necesidad  real ,  y  no  desni- 
velar sin  ella  los  precios  corrientes.» 
Real  cüden  db  14  de  digibiibre. 
Nombra  una  comisión  que  redacte  un  proyecto  de  ley  sobro 
el  comercio  de  cereales.  {Gacela^  núm.  4840). 

Rbai.  obdeh  de  3  de  dicieiibbe  ,  sobre  el  despacho  en  las 
aduanas  de  las  mercancías  extranjeras. 

«Enterada  la  reina  (Q.  D.  G.)  del  espediente  formado  con  mo- 
tivo de  varias  consultas,  dudas  y  reclamactoues  elevadas  al  gobier- 
no por  algunas  intendencias,  juntas  de  comercio  ^  varios  particu- 
lares acerca  de  la  inteligencia  y  aplicación  dada  o  que  dena  dar- 
se al  real  decreto  de  I.»  de  agosto  anterior  é  inslniccion  de  t8 
del .  mismo  sobre  el  despacho  de  las  mercaderías  extranjeras  y  co- 
loniales en  las  aduanas  para  lo  interior  del  reiuo ,  su  tránsito  y 
cireulacion,  y  propouiendo  algunos  casos  que  no  babian  sido  pre- 
vistos en  las  mismas,  se  ha  servido  S.  M.  mandar,  de  conformi- 
dad con  lo  propuesto  por  V.  S. ,  que  para  regularizar  y  comple- 
tar este  servicio  tan  importante  y  perentorio  se  observen  las  ai* 
guientes 

ñegUu  adicionalei  á  la  real  imtrueeion  de  \S  de  0go$éo  último. 

í ,»   Se  Boprimirán  loi  lellM  y  ploanos  en  las  pieua  de  meioi* 
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itrita  ftti  H  4e9padieii  en  Uui  a4ttan«9  para  Utigtu  ¿mAb  Iwgo 
á  io  interior  del  reino,  y  que  salivan  de  las  mismas  aduanas  eo 
toillos  cerrados ,  precintados  y  sellados  para  su  destino ,  y  ^  coo^ 
tinuarán  sellando  y  ploniando  respectivamente  con  la  mayor  aseru* 

Íulosidad  los  géneros  (|úe  se  despache^  para  los  pueblos  donJe  se 
alien  establecidas  las  aduanas ,  ó  para  otros  puntos  situados  dea* 
tro  de  la  zona  ^contenida  entre  aquellas  y  los  contraregistros  ó  púa* 
los  de  confroQtacion. 

P^ra  conducir  ¿  ¡o  interior  del  reino  ó  á  otro  punto  de  la  zona 
los  géneros ,  frutos  y  efectos  despachados  en  el  segundo  oaso ,  se 
presentaríin  estos  en  las  aduanas  con  la  oportuna  solicitud  de  gaia« 
y  los  administradores  la  espedirán  examinando  escrupulosamente 
d  se  ba'laa  revestidos  de  los  sellos,  plomos  ó  marcas  que  prue% 
ben  su  legítima  introducción ,  y  si  corresponden  realmente  al  sdeo* 
^t  gQta  I  registro  o  procedencia  que  se  les  atribuya  en  la  soli* 
eitud. 

3.^  Podran  los  administradores  ampliar  basta  tres  ó  n^as  horas 
por  legua  el  término  que  se  fijó  para  atravesar  la  segunda  línea 
j^n  los  casos  en  que  asi  lo  reclame  la  naturaleza  ó  estado  de  los 
leaminos,  la  clase  de  ganado  en  que  se  haga  el  trasporte  ú  otras 
pausas  que  lo  rootiveo ,  esprpsaodo  en  la  guia  las  que  fueren. 

Asimismo  esprestráo  por  nota  á  continuación  de  las  guias  la 
hora  en  que  los  conductores  de  mercaderías  salgan  de  la  primera 
línea.. 

8.*  Se  esceptnan  del  precinto  en  Jas  aduanas  y  de  la  compro- 
bación material  del  peso  en  la  segunda  línea  los  efectos  volumino* 
ios  V  sueltos ,  que  sin  venir  en  cajas ,  pacas  ó  bultos  cerrados, 
pueden  fácilmente  comprobarse  con  la  guia  á  la  simple  inspeccioa 
ocular. 

4.*  Podrán  circular  libremente  y  sin  guia  ni  otro  documento 
dentro  de  la  zona  las  pequeñas  cantidades  de  géneros ,  frutos  y 
efectos  extranjeros  y  coloniales  destinados  al  uso  y  eonsumo  de  los 
particulares  dentro  de  la  mi^ma  zona. 

Los  jefes  é  individuos  del  resguardo  aplicarán  la  mayor  dis* 
crecton  en  la  ejecución  de  esta  regla  para  no  causar  periuicios 
indebidos  á  los  habitantes  de  la  zona  y  víajf'ros ,  cuyos  eauipajes 
no  vengan  precintados ,  ni  consentir  ebusos  en  daño  de  la  tiaciea- 
da  pública. 

6.*  Las  manufactnrss,  frutos  y  efectos  nacionales  no  produci- 
dos  dentro  de  la  zona ,  v  que  puedan  confundirse  con  los  extrain 

Í'eros  que  se  conduzcan  a  lo  interior  dd  reino,  se  eneaminaráa  á 
a  segunda  línea  con  un  atestado  de  la  aduana  por  donde  se  bu* 
«blesen  introdoeldo:  ó  si  esta  se  haüare  muv  distante,  de  la  ad- 
ministración de  rentas  mas  próxima;  y  á  falta  de  esta  dependen- 
cía ,  del  jefe  de  carabineros  del  punto  ó  destacamento  mas  inme- 
"diato.  Se  comprende  en  esta  formalidad  el  ganado  vacuno,  oaba- 
-llar  y  motar  que  atraviese  la  frontera  de  tierra. 

6  *  Las  mercaderías  que  para  ilegar  á  su  destino  necesiten  ora- 
tar  la  segunda  línea  dos  ó  mas  veces,  serán  comprobadas  en  al 
primer  contraregistro ,  anotándolo  en  la  guia ;  pero  continuorán  ees 
el  precinto  y  la  guia  hasta  el  último  punto  de  confrontación ,  don- 
ada se  recogerá  eata  documento ,  que  también  debe  aar  aüotaúto  aa 
loa  damas  cpntraregístros  qua  hubieia  atravesado. 
.  7^  Casa  áa  .^a  .to  mímti  mpraainfü  m  iftaüif  imtíifM 


•M  fiunlo  d%  k  .«asta  y  frootera  donde  baya  tdaaní  hoAríKliida 
pira  guiar  géneros  extranjeros  y  coloniales  i  lo  interior,  continua^ 
tan  también  con  la  guia  y^iref^nto  bastasu  destíno  ,^donáe  se  eom* 
probarán  loa  géneros  y  sus  sellos  con  la  guia ,  eusíadiándose  en  la 
administración  este  documento  para  referirse  á  él  en  las  ancaftnraa 
giiias  ó  iregistros  que  loo  interesados  pueden  necesitar  si  desde  altf 
quieren  darles  otro  destino. 

6.*  Los  géofros  y  efectos  que  se  destinen  á  Madrid  y  otros 
pueblos  donde  baya  estab'ecidos  derecbos  de  puertas  podran  con* 
línuar ,  f>i  a^í  lo  solicitasen  los  interesados ,  con  el  precinto  y  ta 
fCuia,  ¿  fía  de  que  bedia  la  confrontación  en  el  punto  de  sude» 
tino ,  se  evite  el  exdioen  interior  de  los  mismos  cultos ,  como  en 
otro  caso  es  indispensable  practicar  para  asegurarse  de  que  sos 
efectivamente  géneros  extrañaros  qufeno  adeudan  puertas.  Las  res* 
pectivas  administraciones  de  impuestos  recogerán  las  guias  míe  ea 
estos  casos  se  presenten  ,  cuidando  de  remitirlas  en  fin  de  cada  mea 
á  la  dirección  de  aduanas. 

9.*  Lo9  géneros ,  frutos  y  efectos  extranjeros  y  coloniales  de  1/^ 
cito  comercio ,  conducidos  en  bultos  cerradot  con  preeinio  y  guk 
que  se  dirijan  á  lo  interior  del  reino  por  camino  que  deban  tocar 
en  los  puntos  que  ocupa  el  resguardo  en  la  l^oea  del  rio  Ebro^ 
podrán  fleg-^rcon  su  precinto  y  guia,  y  en  este  caso  el  mismo  res- 

fuardo  ejercerá  las  funcioues  de  contraregistro  ó  confrontación.  Loa 
ultos  de  efectos  y  equipajes  procedentes  de  puntos  interiorrs  maá 
acá  de  la  zona  en  las  provincias  exentas  de  rentas  estancadas  po- 
drán á  voluntad  de  los  dueños  preclutarse  en  Vitoria  del  modo 
3ue  dispondrá  aquel  intendente,  con  aprobación  de  la  dirección 
e  aduanas^  sin  aumentnr  empleados. 
Lo  contenido  en  esta  disposición ,  dirigido  á  evitar  registros  y 
detecciones  á  lo3  viajeros  y  al  comercio,  regirá  mientras  subslsca 
fe  línea  de  resguardo  en  el  Ebro. 

10.  Las  mercaderías  extranjeras  y  coloniales  que  desde  las  aduft- 
•ñas  de  la  primera  línea  se  dirijan  ¿  cualquier  otro  punto  de  la  2ona 
de  la  misma  provincia ,  ó  de  otra  para  su  consumo  ep  el  distrito 
interlinead  deben  caminar  selladas  6  plomadas  las  que  son  sosrep»^ 
tibies  de  ello,  y  acompañadas  todas  de  la  competente  guia,  y  cora- 
•probarse  con  este  doetimento  en  la  admkiistracnen  de  su  destino  si 
ítí  bubiese,  pudiendo  practicar  en  otro  casocsta  formalidad  los  jé- 
fes  de  carabineros.  Si  para  llegar  estas  mercadi^as  al  paraje  á  que 
.▼ayan  destinadas  dentro  de  la  zora  necesitasen  atravesar  la  segun- 
da línea,  eetxmces  quedan  además  sujetas  á  lo  dt>pBesto  en  la 
regla  6.* 

1  f .  Se  prohibe  dar  duplicados  de  guias  ni  eertiflcadoa  de  las 
mismas  pS'^a  la  circulacim  de  mercaderíss  por  la  K«>na,  que  solo 
podrá  veriGcarse  con  pula  y  las  formalidades  pr^aeritas. 

13.  L*^s  muestras  de  géieros  extranjeros  con  que  suelen  viajar 
los  comisionados  del  comercio  no  tecdnin  obstáculo  alguno  en  pa- 
sar y  repasar  cualquier  punto  de  comprobación  de  la  segunda  If* 
nea,  ni  en  circular  dentro  de  la  zona,  con  tal  de  aue  drcbas 
muestras  consten ,  ú  $aber ,  en  las  piezas  de  tejidos ,  oe  un  retal 
de  cada  elase  suficiente  para  ver  el  dibujo ,  cobio  también  un  pd- 
nuelo  de  cada  elase;  y  en  los  arilculM  de  binütriarqarítteflila'y 
simaría ,  jin  ejempinr  de  cÉda  tespesia,  deUeod»  édeniáa  ^camiiiar 
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con  referencia  á  la  declaración  del  despacho  de  adeudo  6  documento 
qae  aeredite  el  pago  de  derechos  á  su  entrada  en  el  reino  y  de  la 
administración  de  rentas  aue  corresponda  cuando  dichas  muestras 
8e  dirijan  de  lo  interior  del  reiuo  á  la  zona  resguardada. 

13.  Los  géneros  extranjeros  y  coloniales  que  se  hallaban  exis- 
tentes el  l.**  de  octubre  último,  introducidos  legítimamente  en  los 
pueblos  de  la  zona ,  aunque  en  ella  no  haya  aduana ,  pueden  di- 
rij^rse  al  paso  de  la  segunda  línea ,  acompañados  de  la  correspon- 
diente  guia,  sellados  ó  plomados  como  deben  estar,  y  d  jefe  del 

fmnto  contra  registro  correspondiente  comprobará  con  los  efectos  que 
a  misnia  guia  debe  espresar  detallada  y  circunstanciadamente,  así 
como  la  legitimidad  de  sus  sellos  en  los  géneros  susceptibles  de 
68te  signo. 

14.^  Los  jefes  de  puntos  de  confrontación  en  la  segunda  Hnea 
asparán^  con  dos  rayas  de  tinta  todas  las  guias  que  se  les  presen* 
ten  inmediatamente  después  de  haber  reconocido  si  ios  bultos  es- 
tan  conformes  con  ellas  y  á  prescHcia  de  los  portadores ,  y  las  re- 
mitirán en  este  estado  a  la  dirección  general  de  aduanas  segua 
es(tá  prevenido.' Igua^  operación  se  practicará  en  su  caso  por  las  ad- 
ministraciones de  derechos  de  puertas  y  por  el  resguardo  situado  en 
la  línea  del  Ebro.» 

Otea  de  13  de  diciembbe  dando  reglas  para  quelospar- 
ticnlares  puedan  establecer  paradas  de  caballos  padres  y  gara- 
ñones. 

l.A  Cualquier  particular  podrá  plantear  un  establecimiento  de 
parada  con  caballos  padres  ó  garañones,  con  tal  dé  que  obtenga 
para  eüo  permiso  del  jefe  político,  que  lo  concederá,  previos  los 
trámites,  y  con  las  circunstancias  que  se  espresarán  á  continua* 
clon. 

2.*  Los  sementales  no  han  de  tener,  si  -son  caballos ,  menos  de 
cinco  años,  ni  pasar  de  catorce:  su  alzada  no  ha  de  bajar  de  sie- 
te cuartas  y  dos  dedos  para  las  yeguadas  del  Mediodia,  ni  de  sie- 
te cuartas  y  cuatro  dedos  en  las  del  Norte,  y  siempre  con  las  an- 
churas correspondientes.  Los  garañones  han  de  tener  seis  cuartas 
y  media  á  lo  menos. 

3.*  Unos  y  otros  han  de  estar  sanos,  v  no  tener  ningún  alifa- 
fe ,  ni  victo  hereditario  ni  contagioso ,  así  como  tampoco  ningún 
defecto  esencial  de  conformación.  El  que  estuviere  gastado  por  el 
trabajo,  ó  con  señales  de  haberle  hecno  escesivo,  será  desecliado* 

4.^  El  jefe  tolíUco,  recibida  la  solicitud  del  que  pretende  es- 
tablecer la  parada^  para  asegurarse  de  si  en  efecto  poseen  los  ca- 
ballos o  garañones  las  circunstancias  requeridas,  comisionará  al 
delegado  de  la  cria  caballar,  donde  lo  hubiere,  ó  á  la  persona 
que  tenga  por  mas  conveniente,  y  á  dos  criadores  y  dos  labrado- 
res de  conocido  crédito ,  donde  el  gobierno  no  le  haya  designado 
las  personas  con  quienes  haya  de  consultar  en  lo  relativo  á  este 
ramo  de  ganadería^.  Nombrará  asimismo,  informado  por  estas ,  dos 
veterinarios,  que  á  vista  de  la  comisión  procederán  al  examen  y 
reconocimiento  de  los  sementrles,  y  estende¡án  bajo  su  responsa- 
bilidad una  reseña  bien  especificada  de  cada  uno  de  ellos,  la  cual 
se  firmará  por  todos  los  individuos  de  la  comisión. 

5.»  Dicha  reseña  se  «nviará  al  Jelé  polític4>,  el  eual,  quedtnde 
,011  Amplia  íiaottltid  de  erntorm*  de  lo  exaetitad,  ii  lo  tuvina  pM 
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oonvttiieiite ,  eoaeed^rá  6  neganí  e)  permiso  ségtm  firoeefla*  La  au« 

torizacioQ  sera  por  escrito,  y  contendrá  \fk  reseña  de  cada  uno  de 
los  sementales  ,  ia  cual  se  insertará  en  el  Boletín  oficial  de  la  pro* 
vincia ,  escitando  á  los  ganaderos  á  llevar  á  la  parada  sus  yeguas* 

6.*^  Se  espresará  también  en  la  patente,  y  se  anunciara  al  pú- 
blico, que  el  servicio  se  dará  en  estas  paradas  con  arreglo  á  lo 
que  prescriban  los  reglamentos  que  rigen  en  las  del  Estado. 

7.'^  No  se  podrá  establecer  parada  que  no  tenga  tres  caballos 
padres,  ó  cuando  menos  dos  y  un  garañón.  Las  que  consten  de 
seis  á  lo  menos,  con  las  cualidades  requeridas,  además  del  esU< 
pendió  que  cobren  de  los  ganaderos,  recibirán  del  gobierno  una 
recompensa  proporcionada  a  la  estension  de  sus  servicios. 

8.A  £1  dueño  de  la  yegua  podrá,  entre  los  caballos  del  depó- 
sito, ora  sea  del  Estado,  ora  particular,  elegir  el  que  tenga  por 
conveniente. 

9^  No  se  permitirán  paradas  dentro  de  las  capitales  y  pobla- 
ciones grandes,  pero  sí  á  sus  inmediaciones;  ni  que  se  aglomeren 
varias  en  un  punto,  á  menos  que  lo  exija  la  cantidad  del  ganado 
yeguar.  Fuera  de  este  caso  se  establecerán  á  cuatro  6  cinco  leguas 
unas  de  otras. 

10.  Para  cumplir  con  el  artículo  anterior,  el  jefe  político,  oyen- 
do á  la  comisión ,  determinará  la  situación  que  deban  tener  las  pa« 
radas,  atendiendo  á  la  cualidad  del  servicio  aue  ofrezcan,  á  las  ne- 
cesidades de  la  localidad ,  y  en  caso  de  igualdad  en  estas  circuns* 
tancias,  á  la  antigüedad  dé  las  solicitudes. 

11.  £1  jefe  político  dirigjrá  traslado  de  la  patente  al  delegado  de 
la  provincia,  y  elevará  otra  á  la  dirección  general  de  agricultura, 
inoustria  y  comercio. 

1 2.  Los  gastos  de  reconocimiento  y  demás  que  se  originen  se* 
rán  de  cuenta  del  interesado. 

13.  El  jefe  pqlítico  velará  sobre  la  observación  de  cuanto  queda 
prevenido,  y  lo  mismo  el  delegado,  donde  le  hubiere,  reclamando 
este  de  la  autoridad  de  aquel  cuanto  creyere  necesario.  Se  giraráa 
visitas  á  los  depósitos  y  casas  de  parada,  las  cuales  tendrán  tam- 
bién un  visitador  residente  en  el  pueblo  inmediato  adonde  se  ha« 
lien  establecidas,  nombrado  por  la  comisión  referida.  , 
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Nombra  una  comisión ,  que  exantinando  el  espediente  qne 
existe  en  el  gobierno  sobre  el  arreglo  de  pesos  y  medidas  pro* 
ponga  la  unidad  ponderal  que  deba  adoptarse  en  todo  el  reino, 
j  formule  sobre  ello  un  proyecto  de  ley,  comprendiendo  además 
en  su  informe  los  medios  de  plantear  y  de  introducir  esta  re- 
forma ,  con  todo  lo  demás  que  sobre  la  materia  le  sugieran  sa 
ilustración  y  celo.  {Gaceta ,  núm.  4S37). 

LSGISLACIOK  SAIITARIA. 

Beal  obdbn  DB  17  ns  DiGiBMBBB  reformando  las  Juntas  de 
sanidad  establecidas  por  el  decreto  de  17  de  marzo  último. 

«Organizada  la  dirección  suprema  de  sanidad  del  reino  por  rea! 
deereto  de  17  de  marzo  último ,  era  de  necesidad  enlazar  el  servi- 
eio  sanitario  del  interior  con  el  marítimo  de  ios  puertos ,  estable- 
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iitDdtf  éRire  amtot  ti  eonreitfeiite  armoate  para  qti^,  eoiKliiii8ft<M 
las  jttiitas  de  sanidad  marítimas  en  la  forma  y  con  las  atiibucioneá 
§ue  les  corresponden  por  sus  reglamentos  actuales ,  pudieran  ser* 
vir  a}  mismo  tiemfK)  de  cuerpos  consultivos  á  los  jefes  políticos  en 
la  dirección  superior  del  ^e^vicío  s:if)itario  que  se  les  encargó  por 
•I  art  13  del  mismo  real' decreto.  Para  cooseguir  este  objeto  se  a¡^ 
nó  S.  M.  mandar  en  el  art.  17  que  las  juntas  provincial  y  munící* 
Bal  existentes  en  el  dia  en  los  puertos  capitales  de  provincia  se  re* 
fundieran  en  una  sola  con  el  título  de  provincial ,  conservándose 
en  ella  los  vocales  de  ambas.  Las  diversas  dudas  c|ue  para  la  ejecu-* 
eion  de  este  artículo  ocurrieron  á  varios  jefes  poíticos,  ya  respecto 
al  número  de  voealps  de  que  dichas  juntas  habian  de  componerse, 

Sa  sobre  la  clase  de  empleados  que  d^  ambas  corporaciones  hablan 
te  conservarse  en  la  secretaría  de  las  nuevas  Juntas  ^  complicadas 
aquellas  ademas  con  las  que  ofrecía  el  servicio  particular  que  está 
eon&ado  á  laá  jnntas  de  los  lazaretos  de  Mahon  y  Vigo,  y  coir  el 
que  prestan  las  de  Algeciras  y  C<»uta ,  decidieron  a  S.  M.  á  resolver 
que  se  suspendiese  la  proyectada  unión  hasta  que  se  acordase  lo  con  - 
veniente  acerca  de  los  particulares  indicados  y  de  otros  de  menor 
importancia,  que  también  habian  dado  lupr  á  consultas.  Oido sobre 
toaos  ellos  el  parecer  del  consejo  de  sanidad,  y  de  conformidad  con 
lo  que  ha  expuesto,  se  ha  dignado  S.  M.  dictar  las  disposiciones 
siguientes : 

t.«  Las  juntas  de  sanidad  de  que  trata  el  art.  14  del  rea(  decre- 
to de  17  de  marzo  último  se  dividirán  en  juntas  maritima»  y  en 
junta»  del  interior. 

2.*  Las  juntas  marítimas,  que  son  á  las  que  hace  referencia  el 
art.  17  del  mismo  real  decreto,  se  dividirán  en  provinciales^  de 
parUdo  y  mtmicipnleÉ. 

a.*  Ademas  del  servicio  sanitario  marítimo  corresponderá  á  estas 
el  servicio  sanitario  del  interior. 

.  4.^  Las  juntas  provisionales  marítimas  se  dividirán  en  juntas  pro- 
visionales de  puerto  y  juntas  provisionales  litora'es.  Corresponderán 
á  la  primera  clase  las  de  puertos  de  mar  ó  ríos  navegables  que  sean 
capitales  de  provincia ;  y  á  la  segunda  las  de  capitales  de  provincia 
que  no  fuesen  puercos  ^  siempre  que  los  hubiese  en  el  distrito  de  la 
misma  provincia. 

5.*  Las  juntas  provinciales  de  puertos  se  compondrán  por  re^la 
general  del  jefe  político «  presidente;  del  inteodente,  vicepressdeD- 
te,  y  de  1 1  mdividuos,  de  los  cuales  serán  vocales  natoa  ei  alcalde, 
el  capitán  del  puerto ,  el  comandante  del  resguardo ,  el  cura  párro- 
co mas  antiguo  y  el  médico  de  visita  de  naves  que  se  halle  en  el 
mismo  caso  en  los  puertos,  donde  haya  mas  de  uno. 
.  6.^  Los  jefes  políticos  propondrán  al  gobierno  para  su  nombra- 
mieiito  los  otros  seis  vocales ,  de  los  cuales  el  uno  será  profesor  de 
medicina  y  cirujía ,  y  el  otro  de  farmacia  6  química;  los  cuatro  res- 
tantes será  a  elegidos  de  las  clases  de  propietarios ,  diputados  pro- 
vinciales ó  concejales ,  prefiriéndose  entre  estos  á  los  que  hubiesen 
seguido  la  carrera  consular,  ó  conociesen  Ja  navegación. 

7^  Cuando  por  ser  puertos  de  primera  clase,  o  por  circunstan- 
cias particulares ,  conviniese  que  fuera  mayor  el  número  de  vocales, 
lo  harán  presente  los  jefes  políticos  proponiendo  en  tal  ca«o  desde 
luego  dos  vocales,  mas  de  las  últimas  clases  señaladas  ca  la  dispo- 
cision  anterior. 


ft>  lasjtint&s  proviDcialeí  litorales  te  eompmidrin  M  Mé  pa* 
Htíco  9  presidente .  del  intendeate ,  Tieepresidente ,  j  de  siete  tih 
cales ,  de  los  coales  serán  natos  el  alealdd  constftuciODal  y  el  e6ri^ 
párroco  mas  antiguo ;  de  los  otros  cinco ,  dos  serán  prof^sdres  de 
medicina  y  ctru  ¡fa ,  uno  de  farmacia  6  química ,  y  los  dos  restaiu 
tes  de  la  clase  designada  en  la  disposición  6.* ,  haciéndose  fa  pro- 
puesta de  estos  cinco  al  gobierno  con  la  preferencia  allí  expresada: 
pero  conservando  por  ahora  los  que  están  nombrados  con  arreglo  ai 
arr.  15  del  citado  real  decreto  de  17  de  mano. 

9.*  En  atención  al  servicio  especial  puesta  á  cargo  de  las  jun- 
tas de  sanidad  de  Mahon ,  Vigo  y  Algeciras ,  tendrán  pbr  ahora, 
y  hasta  el  arreglo  del  servicio  de  f anioad  marítima ,  el  carácter  de 
provinciales,  subsistiendo  con  la  misma  organización  que  les  está 
marcada  en  sus  reglamentos  y  disposteionesr  vigente»,  y  conservan- 
dose  Inmediatamente  subordinada  á  ellas ,  en  cuanto  á  sanidad  ma- 
rítima ,  las  juntas  marítimas  de  partido  y  routHcipales  que  lo  han 
estado  hasta  el  día.  Presidirán  sin  embargo  las  jontas  de  Mahon  y 
Vigo  los  jefes  de  distrito  creados  por  real  decreto  de  l.°  del  actnaf; 
y  tanto  estas  dos  juntas  como  la  de  Algeciras  se  entenderán  con  el 
gobierno  por  conducto  de  los  respectivos  jefes  políticos.  Éstos  pro- 
pondrán fas  variaciones  que  en  las  disposiciones  porque  se  ngen 
fmedan  hacerse  sin  perjuicio  del  servicio.  La  junta  de  sanidad  de 
a  plaza  de  Ceuta  subsistirá  igualmente  con  la  organización  y  régi- 
men especial  qne  por  reales  ordenes  la  está  señalado; 

10.  De  conformidad  con  lo  dispuesto  en' el  art.  17  del  real  de* 
creto  de  17  de  marzo  ya  citado,  las  juntas  marítimas  de  partido  y 
las  municipales  continuarán  con  su  actual  organización  y  atribución 
nes;  pero  los  jefes  políticos,  oyendo  el  parecer  de  las  provinciales, 
podrán  proponer  las  alteraciones  que  para  el  mejor  servicio  consi- 
deren indispensables ,  por  razón  de  las  circunstancias  especiales  de 
algunos  puntos.  Y  como  dichas  juntas  han  de  estar  encargadas  tam- 
bién del  servicio  sanitario  Interior,  deberán  ser  vocales  nato»  de 
ellas ,  además  del  médico  de  visita  de  naves,  los  actuales  aubdele* 
gados  de  medicina  y  farmacia  del  partido. 

11.  Las  juntas  municipales  del  sanidad  que  se  hallaban  estable- 
cidas en  los  pueblos  fronterizos  al  publicarse  el  real  decreto  de  17 
de  marzo  último,  se  consideran  también  comprendidas  en  el  art.  17 
del  mismo ;  y  por  lo  tanto  continuarán  con  la  organización  y  atribu- 
ciones que  entonces  tenían.  Los  jefes  políticos,  de  acuerdo  coil  las 
juntas  provinciales,  podrán  proponer  las  variaciones  q«M  estimen 
oportunas « tanto  en  los  pueblos  fronterizos ,  como  en  los  qae  se  ha** 
lian  á  orillas  de  rios  navegables. 

12.  Las  juntas  de  sanidad  del  interior  del  reino  tendrán  la  or- 
ganización y  atribuciones  que  les  están  señaladas  por  el  decreto  de  17 
úe  marzo  y  reglamento  dado  para  su  ejecución  ^  el  cual  rig^e  pro- 
visionalmente en  virtud  de  real  orden  circular  de  6  de  abrü  úl>- 
timo. 

13.  Sin  embarco  de  lo  prevenido  en  las  disposiciones  6.^  y  BJ^ 
respecto  á  la  elección  de  vocales  facultativos  de  las  juntas  provisio- 
nales de  puerto  y  lltorátes,  los  jefes  políticos  propondrán  para  vo- 
cales electivos  á  los  profesores  de  mas  crédito  que  reúnan  las  cir- 
cunstancias de  ser  individuos  de  las  ar*ademias  de  ciencias  y  de 
medicina,  y  á  los  que  sirvan  el  cargo  da  subdelegados  de  sus  res- 
pectiva* profeeiones,  ó  la  hubieren  servido  con  dmtíneiM.  A  falta 
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de  estas  dos  clases  serán  preferidos  en  la  propuesta  los  doetores  á 
los  que  solo  sean  lícenciaaos. 

^  14.  Los  vocales  facultativos  de  las  juntas  de  partido,  tanto  ma« 
rítimas  como  del  ¡uterior,  tendrán  el  carácter  de  subdelegados  de 
sus  respectivas  profesiones,  según  se  establece  en  la  disposición  10 
de  esta  circular  y  en  el  art.  25  del  real  decreto  de  17  de  marzo. 
Estos  vocales  podrán  U5ar  en  aquellas  juntas  de  las  facultades  que 
les  conceden  los  artículos  50  y  51  del  reglamento  citado  en  la  dis- 
posición 13,  y  podrán  ademas  entenderse  con  las  autoridades  supe- 
riores, y  en  los  términos  que  determina  el  art.  24  del  decreto  citado. 
Para  reunir  el  cargo  de  vocal  de  la  junta  y  de  subdelegado  de  par* 
tido,  deberán  los  racultativos  tener  residencia  fija  en  la  capital  del 
mismo  partido. 

15.  De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  art.  20  del  real  de- 
creto de  17  de  marzo,  en  los  puertos  donde  solo  existia  entonces 
una  junta,  conUnuarán  ios  secretarios,  médicos  v  demás  empleados 
que  había  con  los  sueldos  que  gozaban;  pero  los  jefes  políticos, 
oyendo  á  las  juntas,  propondrán  al  gobierno  la  alteración  que  creaa 
precisa  para  mejorar  el  servicio.  Donde  había  juntas  provisional  y 
municipal  se  formará  una  escala  de  los  empleados  subalternos  de 
ambas,  y  bajo  la  base  de  los  de  la  municipal  se  propondrá  por  el 
jefe  político ,  oyendo  á  la  nueva  junta ,  después  de  instalada  la 
plantilla  de  los  que  se  consideren  indispensables  con  los  sueldos 
que  hayan  de  gozar,  enviándola  á  ia  aprobación  del  gobiernOt 
acompañada  de  una  nota  nominal  de  todos  los  empleados  actuales 
con  sus  clases,  sueldos,  años  de  edad  y  de  servicios  y  calificacioa 
de  sus  cualidades. 

Real  DECBBTO  DE  22  DE  DiciEUBBE,  mandando  admitir  á 
libre  plática  en  los  puertos  de  £spaña  los  buques  procedentes  de 
Argel  con  patente  limpia. 

Art.  l.^  Serán  admitidos  en  nuestros  puertos  á  libre  plática  los 
buques,  traigan  ó  no  géneros  y  efectos  procedentes  de  la  colonia 
francesa  de  Argel,  que  vengan  con  patente  limpia  de  las  autori- 
dades sanitarias,  visada  por  el  cónsul  español,  en  los  términos  que 
previene  la  circular  espedida  por  la  estinguida  junta  suprema  de  sa- 
nidad en  18  de  julio  de  1817. 

Art.  2.<*  Se  esceptuan  de  la  regla  anterior  los  buques  que  des- 
de aquella  colonia  conduzcan  á  su  bordo  trapos  de  desecho,  los 
cuales,  aun  cuando  traigan  patente  limpia,  sufrirán  una  cuaren- 
tena de  purificación  y  expurgo  en  uno  de  los  lazaretos  sucios,  á 
saber:  de  ocho  días  los  trapos  indicados;  de  seis  el  buque  y  demás 
géneros  y  efectos  que  conduzca  á  su  bordo ,  y  de  cuatro  los  pasa- 
jeros ^  empezando  todos  á  contarse  en  sus  casos  respectivos  desde 
el  día  de  su  descarga  ó  ingreso  en  el  lazareto. 

Art.  3.°  Las  procedencias  de  otras  escalas  de  Levante  y  costas 
sctentrionales  de  África  seguirán  por  ahora  sujetas  á  las  disposi- 
ciones que  contiene  el  reglamento  interino  del  lazareto  de  Mahon 
de  3  de  junio  de  1817  y  aclaraciones  posteriores. 

LEGISLACIOI  SOBRE  DIGHIDADBS  Y  COHÜECORACIONES  CIVILES. 

Real  decbeto  de  13  de  diciehbbe. 

Dispone  que  solamente  los  caballeros  profesos  de  la  orden 
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de  S.  Juan  d6  Jerttsaien  puedan  usar  el  trapo  blafieo  ó  la  placa 
en  el  costado  izquierdo.  (Gaceta^  núm.  4843). 

Real  ohdkn  db  11  db  digiembab. 

Declara  caducadas  las  concesiones  hechas  de  las  órdenes  de 
Carlos  III  é  Isabel  la  Católica  >  si  los  agraciados  no  sacan  sus 
títulos  dentro  de  los  seis  meses  de  haber  obtenido  la  concesión 
si  residen  en  Europa >  ocho  si  en  América,  y  año  y  medio  si  en 
Filipinas.  Dispone  también  que  los  que  hayan  obtenido  cruces 
de  las  referidas  órdenes  con  anterioridad  al  decreto  de  26  deja- 
lío  úitimo  queden  sujetos  á  lo  que  se  previene  en  ios  artículos  19 
y  20  del  mismo.  {Gaceta,  núm.  484S). 

LEGISUCIOH  MILITAR  Y  BE  HARIM. 

Rbal  decreto  de  1  .^  DB  DiGiEMBEB ,  prohibiendo  en  los 
cuerpos  de  la  armada  la  concesión  de  empleos  en  clase  de  su* 
pernumerarios. 

Art.  i.o  Queda  prohibida  en  todos  los  cuerpos  de  la  armada  la 
concesión  de  empleos  en  clase  de  supernumerarios,  y  también  la 
que  se  ha  hecho  en  algunas  ocasiones  con  la  circunstancia  de  sin 
sueldo  ni  antigüedad. 

Art.  2.°  Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  no  altera  la  situa- 
ción de  los  individuos  que  hasta  la  fecha  han  obtenido  aquellas 
gracias. 

BsAL  DECEETO  DE  27  DB  DiciEUBBB ,  ampliando  el  indulto 
de  19  de  noviembre  anterior  á  los  reos  de  la  jurisdiccitn  mi* 
litar. 

«Para  que  el  indulto  general  que  he  venido  en  conceder  por  mi 
real  decreto  de  19  de  noviembre  anterior  se  aplique  á  todos  los 
reos  de  la  jurisdicción  militar ,  susceptibles  de  esta  gracia ,  he  te* 
nido  á  bien ,  después  de  haber  oido  al  tribunal  supremo  de  guer* 
ra  y  marina ,  decretar  lo  siguiente : 

Art.  l.o  Serán  comprenaidos  en  el  expresado  indulto  los  Indi* 
viduos  del  fuero  militar  de  guerra  y  marina  de  estos  dominios  que 
se  hallen  presos  ó  procesados,  ó  rematados  á  presidio,  ó  cumplien* 
do  sus  condenas  en  los  establecimientos  penales  ó  cualquier  otro 
punto,  cuya  pena,  siendo  la  de  presidio,  coniiuamiento ,  prisión 
ó  reclusión ,  o  servicio  de  campañas  extraordinarias  en  los  buques 
de  guerra,  no  exceda  del  tiempo  de  dos  años  en  los  delitos  co« 
muñes. 

Art.  2.<»  Respecto  de  los  reos  procedentes  de  causas  puramen- 
te políticas,  el  tiempo  preGjado  en  el  artículo  anterior  será  de  cua- 
tro años,  y  estos  mismos  se  les  rebajarán  si  la  condena  excediese 
de  aquel  número. 

Art.  S.^  Se  comprenderán  también  en  este  indulto  los  reos  de 
delitos  cuyas  penas  fuesen  distintas  de  las  expresadas  en  el  artícu- 
lo l.o,  y  menos  graves  por  su  calidad,  aunque  mayores  por  su 
duración,  como  la  de  recargo  en  el  servicio,  destino  al  correccio- 
nal de  Ceuta  ú  otra ,  aunque  su  tiempo  exceda  de  los  dos  años 
referidos. 

Para  este  fln  no  debe  entenderse  eomo  pena  el  destino  á  ler^ 
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Tir  en  el  oorreoeional  de  Ceuta  que  han  tenido  para  extinguir  el 
tiempo  de  su  empeño  los  comprendidos  en  el  anterior  indulto ,  segoa 
la  disposición  del  art.  6.0  del  real  decreto  de  30  de  octubre  de  1846. 

Art.  4,^    No  se  comprenderán  en  este  indulto : 

l.o  Los  reos  de  delitos  cometidos  con  posterioridad  á  la  citada 
fecha  de  19  de  noviembre. 

2,^  Los  reiocidentes  y  los  que  sin  serlo  hayan  sido  otra  vezin* 
dultados  ó  amnistiados. 

Z.^  Los  reos  principales  ó  cómplices  en  los  delitos  que  siguen: 
parricidio,  homicidio  alevoso  ó  prodictorio,  incendio,  sacruegio, 
blasfemia,  sodomía,  cohecho,  baratería,  falsiGcacion  de  moneda, 
de  documentos  públicos  y  de  los  de  giro,  aunque  sean  privados, 
falsedad  cometida  por  escribano ,  resistencia  á  la  justicia  y  á  la 
fuerza  armada,  amancebamiento,  alcahuetería,  rapto,  fuerza,  ro* 
bo,  estafa,  hurto  calificado,  malversación  hecha  por  empleados 
públicos  y  oficiales  del  ejército  ó  armada ,  y  abusos  graves  en  el 
desempeño  de  su  encargo,  insulto  á  superiores  é  insubordinación. 

Art.  S,^  En  los  delitos  en  que  haya  parte  agraviada,  aunque 
el  procedimiento  fuere  de  oficio ,  no  se  aplicará  indulto  sin  que  pre- 
ceda el  perdón  ó  satisfacción  de  la  misma. 

Art.  6.0  Los  sargentos ,  cabos  y  soldados  ó  gente  de  mar  que 
hubieren  incurrido  en  el  delito  de  deserción  gozarán  de  los  bene- 
ficios de  este  indulto,  quedando  los  sargentos  y  cabos  privadosdel 
empleo  que  abandonaron,  y  obligados  todos  á  servir  el  tiempo  que 
restaba  cuando  desertaron ,  aunque  con  opción  á  los  premios  á  que 
se  hagan  acreedores  por  los  servicios  que  presten  después  de  la  apli- 
cación de  la  real  gracia.  Pero  se  exceptuarán  de  la  misma  los  de- 
sertores reincidentes  que  hubieren  merecido  pena  de  presidio  i)e- 
ninsular,  ó  de  servicio  por  mas  de  tres  campañas  extraordinarias 
en  los  buques  de  guerra. 

Art.  7,^  Los  sargentos,  cabos  y  soldados  que  se  hallen  en  los 
depósitos  ó  en  cualquier  punto  para  pasar  á  Ultramar  como  deser- 
tores condenados  á  esta  pena ,  y  los  demás  que  se  le  presenten  aco- 
giéndose á  esta  gracia ,  serán  destinados  por  los  capitanes  y  co- 
mandante general  de  las  provincias  ó  deparlamentos  á  sus  propias 
compañías ,  sin  excepción  de  cuerpos.  Cuando  estos  no  estuvieren 
en  la  demarcación  del  mando  de  aquellas  autoridades ,  destinarán 
estas  los  desertores  á  ios  cuerpos  que  tengan  por  couTeoiente,  sien- 
do en  su  propia  arma. 

Art.  S°  No  pudiendo  volver  á  ingresar  en  las  filas  del  ejército 
los  que  estén  cumpliendo  sus  condenas  en  los  presidios,  serán  des- 
tinados al  batallón  correccional  de  Ceuta  á  cumplir  en  este  cuerpo 
el  tiempo  que  les  restaba  de  su  empeño  al  tiempo  de  cometer  el 
delito,  abonándoles  el  que  hayan  permanecido  en  ios  expresados 
establecimientos. 

Art.  9°  Los  oficiales  que  hubieren  cometido  el  delito  de  aban* 
dono  de  guardia  en  guarnición ,  exceso  de  licencia  temporal  ú  oUroi 
comunas  que  no  causan  nota  fmfamante  á  la  persona ,  gozarán  tam- 
bién de  este  indulto,  y  continuarán  además  en  sus  empleas;  pero 
los  encausados  por  corbardía ,  por  abandono  de  guardia  en  campa- 
ña, inobediencia,  reincidencia  en  la  embriaguez  ú  otros  delitos 
eonocidamente  indecorosos  á  la  distinguida  clase  de  oficiales  6  pert 
judiciales  en  sumo  grado  al  servicio  y  disciplina  del  ejército ,  que* 

duran  ittjetoe  á  la  determinacioo  de]  tribimal  «upreino  de  goeiri 
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y  marina ,  el  que  en  vista  de  sus  causas  con  los  méritos  que  resul- 
ten á  la  sazón  de  las  actuaciones ,  ó  determinando  su  ampliación 
6  terminación  del  proceso ,  según  conviniere ,  declarará  los  que  de- 
ban conservar  el  empleo  ó  perderlo ,  gozando  solo  del  indulto  de 
la  pena. 

Art.  10.  Los  oGciales  que  se  hubieren  casado  sin  real  licencia 
desde  el  último  indulto  hasta  el  19  de  noviembre  próximo  pasado, 
gozarán  de  él  siempre  que  se  delaten  en  el  término  marcado  en 
el  art.  T.» ,  y  acrediten  concurrir  en  sus  mujeres  las  circunstancias 
que  están  prevenidas ,  optando  á  los  beneficios  del  monte  pió  mili' 
tar  si  por  su  edad,  graduación  ó  sueldo  les  hubiere  correspondido 
esta  ventaja  en  el  caso  de  haber  impetrado  la  real  licencia.  Las 
viudas  y  nimilias  de  los  aforados  de  guerra  y  marina  que  se  hu- 
biesen casado  en  este  intermedio  sin  real  licencia ,  tendrán  opción 
á  los  beneticíos  del  monte  pió  militar ,  siempre  que  les  correspon- 
diese  á  sus  causantes  al  tiempo  de  contraer  su  enlace ,  previas  las 
jastifíeaciones  correspondientes. 

Art.  11.  Será  extensivo  este  indulto  á  los  reos  ausentes  6  re* 
beldes  de  delitos  no  exceptuados  que  se  presenten  ó  sean  aprehen- 
didos en  el  término  de  tres  meses  si  se  hallan  en  la  península  6 
islas  adyacentes ,  de  seis  si  estuvieren  en  la  América  ó  pais  ex- 
tranjero, V  de  un  año  si  se  hallaren  en  los  dominios  de  Asia ,  con- 
tados desde  el  dia  de  la  publicación' del  indulto;  y  luego  que  en 
uno  ú  otro  caso  estén  á  disposición  de  cualquiera  autoridaa  mili^ 
tar  o  civil,' darán  estos  inmediatamente  cuenta  al  jefe  superior  mi- 
litar de  la  provincia. 

Art.  12.  Los  jueces  ante  quienes  pendan  causas  por  delitos  in- 
dultables ,  en  cualquier  estado  en  que  se  hallen ,  harán  saber  per- 
sonalmente á  los  reos  si  quieren  acogerse  á  los  beneficios  de  esta 
real  gracia,  haciendo  constar  sus  respuestas;  y  los  comandantes 
de  los  presidios  ó  jefes  de  cualquier  otro  punto  donde  existan  reos 
rematados  ó  sentenciados,  cuyos  delitos  fueren  de  los  comprendidos 
en  este  indulto ,  ademas  de  cuidar  de  su  publicación  de  modo  que 
llegue  8  noticia  de  cuantos  existan  en  los  respectivos  puntos  6  es- 
tablecimientos ,  lo  harán  saber  especialmente  á  aquellos  reos ,  y 
cuidarán  de  que  conste  así,  y  la  respuesta  que  dieren  por  medio 
de  las  oportunas  diligencias. 

Art.  18.  En  las  causas  cuya  sustanciacion  se  halle  pendiente, 
el  iuez  que  conoce  de  ellas  hará  desde  luego  la  aplicación  del  in- 
dulto, SI  estimase  que  resultan  méritos  bastantes,  aun  en  el  esta- 
do en  que  se  encuentren  para  e^ta  calificación ,  con  arreglo  i  las 
disposiciones  anteriores ,  y  remitirá  el  proceso  directamente  ó  por 
su  inmediato  superior  (acompañado  en  tal  caso  de  informe  de  este 
mismo)  al  tribunal  supremo  de  guerra  y  marina.  Si  por  el  contra- 
rio creyese  que  no  procede  la  aplicación  del  indulto,  lo  declarará 
así,  sin  perjuicio  de  lo  que  últimamente  resulte  y  se  resuelva  en 
definitiva  por  el  mismo  juzga.'o  ó  el  superior  inmediato ,  y  en  el 
último  término  por  el  tribunal  supremo  de  {guerra  y  marina,  á 
qnien  dará  cuenta  de  esta  resolución  con  testimonio  de  la  provi- 
dencia y  dictamen  fiscal. 

Art.  14.  Respecto  de  todas  las  demás  causas  ya  fenecidas,- -el' 
tribunal  supremo  de  guerra  y  marina  en  la  sala  respectiva  decla- 
rará y  aplicará  el  indulto  á  los  reos  comprendidos  en  aquella  cuya 
terminación  de&aitiya  exija  la  ejecutoria  del  tribunal,  m^omo  taiQ« 
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bien  respecto  4o  aquellos  que  habiendo  sido  juzgados  en  eoniejo  de 
guerra  de  oficiales  generales ,  sus  causas  se  consultan  á  S.  M.  A  los 
reos  comprendidos  en  aquellas  causas ,  en  las  que  no  concurran 
estas  circunstancias ,  les  aplicará  la  gracia  del  indulto  el  capitán 
general  de  la  provincia,  comandante  general  del  departamento  de 
marina  ó  comandante  general ,  según  en  cada  una  de  ellas  baya 
recaído  la  ejecutoria  por  cualquiera  de  estas  autoridades. 

Art.  15.  En  cuanto  ^á  los  reos  que  están  cumpliendo  sns  con* 
denas  en  los  presidios  o  en  cualquier  otro  punto  o  establecimiento, 
los  respectivos  comandantes  remitirán  las  hojas  penales  de  ios  in- 
teresaoos  con  sus  reclamaciones  á  los  juzgados  6  tribunal  en  que 
recayo  la  ejecutoria. 

Art.  16.  Si  algún  individuo  creyere  que  se  le  niega  indebida- 
mente el  indulto  por  su  jefe  superior,  podrá  recurrir,  dentro  de 
los  términos  prefijados,  al  tribunal  supremo  de  guerra  y  marinai 
que  dictará  en  tales  casos  la  providencia  que  estime  oportuna. 

Art.  17.  También  podrán  acudir  al  tribunal,  con  el  propio  ob* 
jeto ,  las  personas  que  crean  que  en  la  aplicación  del  ínaulto  no  se 
les  guarda  los  derechos  que  en  el  art.  a.»  se  reconocen  a  las  par- 
tes agraviadas. 

Art.  18.  Terminada  la  aplicación  de  esta  real  gracia,  se  for- 
mará por  el  tribunal  supremo  de  guerra  y  marina  un  estado  nomi- 
nal de  todos  los  indultados,  con  expresión  de  todas  las  circunstan- 
cias convenientes ,  a  cuyo  fin  los  capitanes  generales  de  provincia 
y  de  departamento  y  demás  jefes  por  cuvos  juzgados  se  haya  pro- 
cedido a  la  aplicación  de  la  expresada  real  gracia ,  remitirán  al  mis- 
mo tribunal  listas  nominales  de  los  indultados,  con  expresión  de 
sus  clases  y  delitos. 

Por  tanto  mando  al  tribunal  supremo  de  guerra  y  marina ,  ca- 
pitanes generales  de  ejército  y  armada  y  comandantes  generales  de 
estos  dominios  que  hagan  publicar  este  indulto  al  frente  de  las  ban- 
deras y  estandartes  en  la  forma  acostumbrada ,  y  lo  comuniquen  j 
circulen  á  los  gobernadores  y  deroas  jefes  militares  en  sus  respecti- 
vos distritos  para  su  observancia  y  en  la  parte  que  á  cada  uno  to- 
aue,  y  á  fin  de  que  llegue  á  noticia  de  todos.  Tendréislo  entendí- 
o  f  y  dispondréis  lo  necesario  á  su  cumplimiento. 

RbaL  OBDBN  DB   7  BB  DICIEMBRE. 

Previene  á  todas  las  autoridades  dependientes  del  ministerio 
de  la  Guerra  que  no  den  curso  á  solicitud  alguna  que  se  dirija 
fuera  del  conducto  regular  escepto  en  los  casos  que  previene  la 
ordenanza.  (Gaceta  núm.  4839). 

Rbáldbcbbto  db  18  de  digibmbbb,  creando  una  capitanía  ge- 
neral en  las  posesiones  de  África  sobre  las  costas  del  Mediter- 
ráneo. 

«Queriendo  reunir  en  una  sola  mano  el  mando  militar  de  las  po- 
sesiones de  África  sobre  la  costa  del  Mediterráneo,  y  oido  el  pare- 
cer de  mi  consejo  de  ministros ,  be  venido  en  disponer  la  creación 
de  una  nueva  capitanía  general  en  dichas  posesiones,  con  las  mis- 
mas preeeminencias ,  facultades  y  consideraciones  que  las  demás 

del  reino.». 
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iBIlBISTMCIOH  DK  U  HACISISA  PDBLIU. 

BeáL  ORDBN  DB   17  de  mCIBHBBS. 

Declara  qae  las  trasrolsioDes  de  las  máquíDas  de  vapor  no 
constituyen  parte  Integrante  de  las  mismas»  y  por  consigQien« 
te  deben  adeudar  por  la  partida  998  del  arancel  jcomo  piezas 
sueltas,  y  no  por  la  partida  800,  ó  libres  de  derechos  como  habla 
solicitado  la  sociedad  titulada  La  España  Industrial.  [Gaceta  nú- 
mero 4847). 

Ley  DE  3  i    DB  DICIBHBBB. 

Autoriza  al  gobierno  para  seguir  cobrando  las  rentas  y 
contribuciones  hasta  la  misma  fecha»  y  para  invertir  sus 
productos  con  arreglo  á  la  ley  de  23  de  mayo  de  1845  y  re- 
bajas posteriores.  {Gaceta  núm.  4857). 

WSTRÜCCION  PUBLICA. 

Beil  oBDBir  DB  3  DiGiBMBBB,  aclaraudo  algunas  dudas  so« 
bre  la  diferencia  que  existe  entreoí  pian  de  estudios  vigente  en 
la  Península  y  el  que  se  observa  en  las  Islas  de  Cuba  y  Puerto 
Bico  respecto  á  la  carrera  de  jurisprudencia. 

1.*  Los  cursantes  de  ia  universidad  de  la  Habana  que  vengan  á 
continuar  su  carrera  en  la  Península  quedarán  sujetos  al  plan  y  dis- 
posiciones universitarias  vigentes  en  la  misma,  y  se  les  admitirá  á 
matrícula  en  el  año  escolar  que  por  orden  numérico  les  corresponda, 
según  los  que  traigan  legítimamente  acreditados  con  arreglo  á  la  so- 
berana resolución  de  14  de  enero  de  1843.  Si  fuesen  simples  licen^ 
ciados  deberán  matricularse  y  probar  el  sétimo  año  de  jurispruden* 
cia  para  ser  considerados  como  tales,  y  recibirse  de  al)ogados. 

3.*  Loa  abobados  que  vengan  de  las  Antillas  con  títulos  limita* 
dos  al  distrito  de  la  autoridad,  por  la  cual  hayan  sido  expedidos,  po- 
drán ejercer  su  profesión  en  todos  los  tribiviales  de  la  Península  é 
islas  adyacentes,  siempre  que  acrediten-  dos  años  de  práctica,  y  ob^ 
tengan  en  su  virtud  la  habilitación  correspondiente  oel  cobierno  de 
S.  M.  Esta  habilitación  será  concedida  por  el  miDísterlo  de  Gracia  y 
Justicia  á  instancia  de  los  interesados,  y  previos  los  trámites  que  el 
mismo  estime  oportunos. 

3.A  A  los  cursantes ,  licenciados  6  abogados  de  la  Península  que 
pasen  á  continuar  su  carrera,  6  á  ejercer  su  profesión  en  los  domi- 
nios de  Ultramar,  se  les  abonarán  los  cursos  que  hubieren  ganado, 
?r  se  les  reconocerán  los  grados  que  hubieren  obtenido,  siempre  que 
os  acrediten  iegalmente,  asi  como  también  los  títulos  que  aparecie- 
ren comprobados  por  la  competente  ac(Nrdada  del  tribunal  supremo  de 
justicia  o  del  ministerio  de  Instrucción  pública,  según  su  origen  6 
procedencia. 

4.*  Los  tribunales  de  las  Antillas  y  Filipinas  continuarán  obser- 
vando la  práctica  vigente  de  no  admitir  al  ejercicio  de  la  abogacía 
á  ningún  letrado  peninsular,  sin  que  realice  primero  ante  las  reales 
audiencias  respectivas  la  presentación  de  sus  títulos;  pero  al  cum* 
plir  este  requisito  legal  no  se  entenderán  facultados  los  acuerdos 
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para  someter  al  interesado  á  ejercicio  ni  examen  alcuno  con  el  ob< 
jeto  de  asegurarse  de  su  suficiencia,  sino  que  por  ei  contrario  con« 
siderarán  limitada  su  intervención  á  declarar  la  legitimidad  del 
título,  una  vez  comprobado,  según  se  prescribe  en  la  disposición 
anterior,  y  á  mandar  que  sea  reconocido  y  respetado  en  todo  so 
territorio. 

5.^  Si  por  la  distancia  ó  contratiempos  de  la  navegación  hubieren 
de  seguir  perjucios  considerables  á  los  licenciados  que  pasado  de  la 
Península  hubieren  perdido  sus  títulos  y  documentos^  La  audiencia, 
^abriendo  ex()ediente  mtbrraativo,  podrá  habilitarles  para  el  ejercicio 
de  la  profesión  por  un  tiempo  determinado  hasta  la  presentación  de 
aquellos  en  forma  competente. 

Real  orden  de  18  de  diciembre. 

Dispone  que  los  practicantes  que  fueron  de  los  hospitales  mi- 
litares por  todo  el  tiempo  qiie  duró  la  guerra  de  la  independen - 
cía  puedan  obtener  el  título  de  cirujanos  de  4.'  clase,  sin  exi- 
girles  estadios  ni  exámenes,  ni  otro  depósito  qve  el  de  100  rea- 
les por  razón  de  gastos  de  expedición  del  mencionado  título ,  siem- 
pre que  justifiquen  haber  sido  comprendidos  en  ia  real  orden  de 
19  de  Junio  de  1815,  y  que  en  su  virtud  fueren  declarados  se- 
gundos ayudantes  honorarios  de  eirujía  por  haber  cedido  el  suel- 
do que  les  correspondía  con  arreglo  al  art,  7.*^  de  la  citada  real 
orden.  (Gaceta  núm.  4856). 

Otra  de  24  de  diciembre  organizando  las  Juntas  inspecto- 
ras de  los  colegios  de  segunda  enseñanza ,  y  deslindando  las  atri- 
buciones de  los  directores  de  los  institutos  no  agregados  á  las 
universidades. 

Arl.  f.<>  Las  juntas  inspectores  de  los  institutos  se  compondrán 
en  las  capitales  de  provincia  de  un  individuo  de  la  diputación  pro- 
vincial ,  ae  otro  del  ayuntamiento  ^  de  un  eclesiástico  y  de  un  ve- 
cino de  conocida  instrucción  y  arraigo ,  bajo  la  presidencia  de  otro 
individuo  nombrado ,  como  los  demás ,  por  el  gobierno.  £n  los 
pueblos  que  no  sean  capitales  dfi  provincia»  siempre  que  no  resi- 
da en  ellos  ningún  djputado  provincial ,  le  reemplazará  otro  indi- 
viduo del  ayuntamiento.  Cuando  el  todo  ó  parte  de  las  rentas  de 
un  instituto  consistiere  en  fundaciones  piadosas  agregadas  al  es- 
tablecimiento por  convenios  del  gobierno  con  los  patronos,  uno 
de  estos  será  vocal  de  la  junta  en  lu^ar  del  vecino  del  pueblo  de- 
signado anteriormente,  siempre  que  dicho  patrono  no  reúna  la  cua- 
lidad de  director  del  instituto.  £1  cargo  de  vocal  de  estas  juntas  es 
honorífico,  gratuito  y  voluntario. 

Art.  2.^  £n  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior, y  conforme  al  I16  del  plan  de  estudios,  los  jefes  políticos 
de  las  provincias  elevarán  al  gobierno  las  propuestas  en  terna  de 
las  personas  que  por  su  probidad ,  arraigo  y  celo  en  favor  de  ia 
instrucción  pública  juzguen  á  propósito  para  desempeñar  dignamen- 
te los  cargos  de  presiaente  y  vocales  de  cada  una  de  las  Juntas 
que  hubieren  de  crearse  en  su  respectiva  provincia  en  razón  de  los 
institutos  que  en  ella  existan.  En  ausencias  y  enfermedades  del  pre- 
sidente hará  sus  veces  el  vocal  de  mas  edad. 

Art.  3.°  Los  jefes  políticos ,  como  delegados  del  gobierno ,  as's* 
t'rán»  cuando  lo  crean  oportuno,  á  las  sesiones  de  las  juntas  ini- 
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{lectoras  de  tos  Institutos  existentes  en  sus  provincias,  así  como 
08  Jefes  de  distrito  á  las  de  los  establecimientos  aitnados  en  su 
respectiva  demarcación.  En  estos  casos,  los  presidentas  de  las  jun- 
tas cfderán  su  asiento  á  dichas  autoridades,  pasando  á  ocupar  la 
derecha  de  las  mismas. 

Art.  4.<>  Las  juntas  inspectoras  se  reunirán  dos  veces  al  mes, 
▼  por  estraordinario  cuando  lo  juzgue  indispensable  su  presidente, 
^ara  que  baya  acuerdo  se  necesita  que  se  hallen  reunidos  la  mi- 
tad por  lo  menos  de  los  vocales  y  el  presidente. 

Art.  5.0  Hará  de  secretario  el  individuo  de  la  junta  que  la  mis- 
ma elija ;  y  en  el  presupuesto  de  cada  instituto  figurara  una  par- 
tida ,  que  no  pasará  de  2S0OO  reales,  para  gastos  de  secretaría.  Ha« 
brá  un  libro  de  actas  en  uue  consten  todos  los  acuerdos  de  las 
jantes  inspectoras ,  debiendo  estar  autorizado  el  extracto  de  cada 
sesión  con  la  firma  del  secretario. 

Art.  6.<»  Las  atribuciones  de  las  juntas  inspectoras,  fuera  de  las 
económicas  que  luego  se  detallarán ,  son  puramente  de  vigilancia 
y  protección:  por  lo  tanto  se  limitarán  á  las  siguientes: 

t.A  Cuidar  de  que  en  el  instituto  se  cumpla  cuanto  disponen 
el  plan  de  estudios  y  reglamento  vigentes. 

2."^  Vigilar  sobre  el  orden,  disciplina  y  policía  del  establecí- 
mfento;  sobre  la  buena  enseñanza  literaria  y  religiosa;  sobre  el 
trato  que  se  dé  á  los  alumnos ,  y  sobre  la  conducta  y  moralidad 
del  director ,  profesores  y  dependientes. 

8.<*  Hacer  al  director,  verbalmente  6  por  escrito,  aquellas  ad- 
vertencias que  juzguen  oportunas  en  bien  del  establecimiento,  tan- 
to en  la  parte  gubernativa ,  como  en  la  literaria  y  económica ,  dan- 
do cuenta  al  gobierno  de  las  faltas  ó  abuses  que  notaren,  cuando 
en  virtud  de  sus  indicaciones  no  se  pusiere  el  conveniente  re- 
medio. 

4.^  Promover  por  cuantos  medios  estén  á  su  alcance  la  pros- 
peridad del  establecimiento ,  y  elevar  al  gobierno  las  consultas  que 
con  este  objeto  estimen  oportunas. 

Art.  7.^  Para  cumplir  con  estos  encargos,  las  jtmtas,  ya  en 
cuerpo ,  ya  por  medio  de  uno  ó  mas  de  sus  individuos  autorizados 
en  virtud  de  acuerdo  espreso  de  las  mismas ,  por  escrito  y  no  de 
otro  modo,  podrán  inspeccionar  el  estado  de  los  institutos  recla- 
mando al  efecto  de  los  directores  cuantos  datos  y  noticias  creye- 
ren convenientes ,  y  asistiendo  á  las  lecciones  y  demás  actos  que 
se  verifiquen  dentro  del  establecimiento. 

Art.  8.<>    Los  jefes  políticos  y  los  do  distrito  podrán  verificar 

Í)ersonalmente  el  mismo  acto  de  inspección  sin  la  concurrencia  de 
88  espresadas  juntas,  teniendo  obligación  de  fomentar  por  todos  los 
medios  que  estén  á  su  alcance,  la  prosperidad  de  estos  estableci- 
mientos. 

Art.  0,^  Bajo  ningún  protesto  podrán  las  juntas  inspectoras  va- 
riar ni  interrumpir  el  régimen  interior  de  los  institutos ,  los  juicios 
!r  decisiones  de  los  consejos  de  disciplina ,  ni  las  disposiciones  aue 
os  directores  hubieren  adoptado  para  la  mejor  observancia  del  plan 
y  reglamento  vigentes ,  limitándose  á  lo  prevenido  en  el  párrafo  a.® 
del  artículo  6.<> 

Art.  10.  No  podrán  las  mismas  juntas  abrogarse  las  atribucio- 
nes propias  de  los  directores  de  los  institutos ,  especificadas  en  el 
articulo  14  del  reglamento  de  estudios ,  ni  alterar  el  personal  de 
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^rt.  ^'^-    Todos  los  actos  académicos  de  los  institutos  serán pre- 

tídidos  poT  los  directores ,  sean  ó  no  propietarios ;  pero  en  el  caso 
^  que  asistiere  á  ellos  la  junta  inspectora  en  cuerpo  con  su  pre- 
fíjente á  la  cabeza  y  no  de  otro  modo,  este  último  presidirá  el 
acto:  no  podrá  presidir  sin  embargo  si  se  presentare  sm  ir  acom* 
panado  de  loa  demás  individuos  de  la  junta. 

Art.  15.  Los  jefes  políticos  y  los  de  distrito  podrán  presidir  los 
referidos  actos  en  los  institutos  de  su  demarcación ,  en  cuyo  caso 
cederán  la  presidencia  á  estas  autoridades  ,  tanto  los  directores 
como  los  presidentes  de  las  juntas. 

Art.  16.  Cuando  el  presidente  de  la  junta  lo  sea  de  un  acto 
académico,  el  director  del  instituto  ocupará  el  inmediato  asiento 
a  su  derecha ;  y  si  presidiere  el  jefe  político  ó  el  de  distrito,  asis- 
tiendo al  acto  la  junta  inspectora,  el  presidente  de  esta  ocupará 
el  lado  derecho  díe  la  autoridad,  y  el  director  el  izquierdo. 

Art.  17.  Las  juntas  inspectoras*  tendrán  en  la  parte  econdmica 
las  atribuciones  siguientes : 

1.^  Cuidar  del  exacto  cumplimiento  de  todas  las  obligaciones 
del  instituto  asi  respecto  del  personal  de  catedráticos  y  dependien* 
tes ,  como  del  material  necesario  para  la  enseñanza ,  haciendo  cuan* 
tas  gestiones  sean  precisas  para  que  dichas  obligaciones  no  que- 
den nunca  desatendidas. 

2.*  Velar  sobre  la  buena  administración  de  los  bienes  que  po- 
sea el  establecimiento ,  y  sobre  la  recaudación  é  inversión  de  sus 
rentas,  para  que  se  ha|;an  con  la  exactitud  y  pureza  debidas. 

3.<^  Proponer  al  gobierno  los  administradores  de  dichos  bienes 
y  ios  depositarios  de  los  institutos,  debiendo,  después  de  nom- 
orados,  formar  los  espedientes  de  sus  respectivas  nansas,  y  ele- 
varlos al  gobierno  para  la  aprobación  correspondiente. 

4.*  Celebrar  los  contratos  de  arriendo,  las  subastas  y  demás 
actos  de  esta  naturaleza  que  exija  la  administración  de  los  respec- 
tivos bienes ,  elevándolo  todo  igualmente  al  gobierno  para  la  mis- 
ma aprobación ,  y  cuidar  del  exacto  cumplimiento  de  semejantes 
transnccionos,  haciendo  que  se  lleven  á  etecto  por  los  medios  que 
ei^tabiecen  las  leyes. 
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6.*  Aatorisar  la  renta  de  granos  y  demát  frates  procedentes  de 
los  bienes  del  instituto ,  para  que  se  baga  en  el  tiempo  y  forma 
que  roas  convenga. 

6.*  Visitar  las  Gncas  pertenecientes  al  establecimiento  para  ase> 
curarse  de  su  acertada  administración  y  buen  estado,  adoptando 
o  proponiendo  las  medidas  que  juzguen  oportunas  para  la  mas  per* 
fécta  conservación  de  las  mismas. 

7.*  Procurar  recursos  al  instituto,  indagando  las  memorias,  fun- 
daciones y  obras  pías  ouc  con  arreglo  á  las  órdenes  vif^entcs,  de* 
ban  6  puedan  aplicársele ,  y  acudiendo  á  la  autoridad  o  al  gobier- 
no para  que  esta  aplicación  se  realice. 

8.*  Apoyar  y  auxiliar  personalmente  á  los  directores  en  cuan^ 
tas  diligencias  practiquen  estos  para  hacer  efectivo  en  poder  de  los 
depositarios  el  pronto  y  puntual  ingreso  de  los  fondos  señalados  en 
los  presupuestos  provinciales  ó  municipales  i  los  institutos ,  como 
igualmente  el  de  las  rentas  procedentes  de  fundaciones  y  obras 

pías. 

9.*  Examinar  y  censurar  las  cuentas  de  los  administradores, 
remitiéndolas  con  su  informe  al  gobierno  prá  la  aprobación. 

Art  18.  En  los  institutos  cuya  administración  económica  sea 
privativa  de  los  mismos  por  convenio  con  el  gobierno ,  las  juntas 
inspectoras  vigilarán  úricamente  sobre  la  observancia  de  la  parte 
literaria  y  académica  prevenida  por  reglamento;  sobre  el  régimen 
moral  y  religioso;  las  necesidades  de  la  enseñanza,  y  el  puntual 
pago  de  los  sueldos. 

Art.  19.  Los  depositarios  de  los  institutos  llevarán  un  libro  en 
el  que  anotarán  toaos  los  fondos  que  hayan  de  ingresar  en  su  po- 
der, sea  cual  fuere  su  procedencia,  y  las  épocas  en  que  deban  ve- 
riñcarse  los  ingresos ,  para  que  al  vencimiento  de  estas  puedan  ha- 
cer las  reclamaciones  oportunas  á  quien  corresponda,  si  hubiere 
morosidad  por  parte  de  los  deudores. 

Art.  20.  Todos  los  años ,  en  el  mes  de  mayo ,  formarán  los 
directores  de  los  institutos ,  de  acuerdo  con  los  catedráticos  y  depío- 
sitario ,  el  presupuesto  de  ingeses  y  gastos  de  su  respectivo  esta- 
blecimiento para  el  año  siguiente,  procurando  conciliar  el  mejor 
servicio  de  la  enseñanza  con  la  mas  severa  economía.  Las  juntas 
inspectoras  examinarán  estos  presupuestos ,  y  con  su  dictamen  los 
remitirán  al  gobierno  antes  del  mes  de  julio,  para  que  oidos  los 
directores,  y  previos  los  demás  trámites  que  exijan  las  leyes,  re- 
caiga la  real  aprobación ,  y  puedan  ser  incluidos  oportunamente  en 
los  presupuestos  generales  ae  las  provincias ,  ó  en  los  municipales 
en  su  caso. 

Art.  21.  Si  aisun  instituto  se  mantuviere  con  rentas  propias,  y 
estas  00  fueren  ae  administración  privativa  por  convenio  con  el  go- 
bierno, el  presupuesto  de  ingresos  y  gastos  se  remitirá  también 
al  mismo ,  formado  del  modo  anteriormente  dicho ,  para  la  apro- 
bación corre8p|ondiente;  mas  en  este  caso  bastará  que  se  baile  en 
poder  del  gobierno  en  todo  el  mes  de  setiembre. 

Art.  22*  Ni  las  juntas  inspectoras  ni  los  directores  de  los  ins« 
titutos  podrán  autorizar  gasto  alguno  ó  mandar  suspender  el  pago 
de  las  obligaciones  del  personal  y  material  de  dichos  establecimien- 
tos.  Las.jitenciones  de  estos  se  cubrirán  por  los  depositarios  con 
sujeción  al  presupuesto ,  y  con  la  autorización  espresa  de  los  di- 
rectores. 

Tomo  ii.  70 
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Art.  2S.  Eq  el  caso  de  ocurrir  gastos  erentoales  y  de  orgeii« 
eia ,  no  consignados  en  los  presupuestos  ,  quedan  autortzadoa  los 
directores  para  emplear  hasta  la  cantidad  de  800  rs.  vn.  por  una 
vez,  con  car^o  al  artículo  de  imprevistos' del  presupnesto  del  ins- 
tituto respectivo;  pero  darán  parte  inmediatamente  á  la  dirección 
general  ae  la  suma  invertida  y  del  objeto  á  que  hubiere  sido  des- 
tinada á  Gn  de  (^ue  recaiga  la  aprobación  correspondiente,  sin  cuyo 
requisito  no  sera  de  abono  en  las  cuentas.  Para  gastos  de  mayor 
cuantía  necesitan  los  directores  una  autorización  especial  del  go- 
bierno 6  de  la  dirección  fseneral  en  sus  respectivos  casos. 

Art.  2-1.  Ningún  depositario  podrá  veriGcar  pago  alguno  sin  an« 
torizacion  espresa  del  director  respectivo.  Tampoco  podrá  entregar 
i  este  para  los  gastos  urgentes  y  eventuales  de  que  habla  el  artí- 
culo anterior,  mayor  suma  por  una  vez  que  la  designada  en  el 
'  mismo,  á  no  ser  que  medie  autorización  de  la  superioridad:  de  lo 
contrario  incurrirá  en  responsabilidad  efectiva  raancorounadamente 
con  el  director. 

Art.  25.  Todos  los  meses,  antes  del  día  10,  se  remitirá  i  la 
dirección  general  de  Instrucción  pública  un  estado  demostrativo  del 
ingreso  v  salida  de  caudales  durante  el  mes  anterior ,  con  arreglo 
al  modelo  circulado  por  la  misma  dirección  en  6  de  Julio  último,  ó 
ol  que  en  lo  sucesivo  dispusiere. 

Art.  26.  Los  depositarios  de  los  institutos  formalizarán  en  los 
meses  de  enero,  abril,  julio  y  octubre  las  cuentas  del  trimestre  an- 
terior en  la  forma  siguiente:  En  un  extracto  de  cuenta  se  expresa- 
rán clara  y  circunstanciadamente  los  ingresos  y  gastos  que  hubieren 
ocurrido  en  el  respectivo  trimestre ,  con  referencia ,  por  medio  de 
numeración  correlativa ,  á  los  correspondientes  recibos.  Este  docu- 
mento se  I  emitirá  duplicado  con  el  V.<*  B.^  del  director.  La  junta 
inspectora,  cotejando  los  recibos  con  las  respectivas  partidas  del 
extracto  de  cuenta,  certifícará  hallarse  conforme;  y  aquellos  per- 
manecerán en  el  establecimiento ,  ya  para  que  se  archiven  en  él,  ya 
para  que  se  unan  en  la  época  oportuna  á  las  cuentas  provincialea^ó 
municipales ,  en  sus  diversos  casos.  La  misma  junta  examinará  j 
glosará  las  cuentas ,  poniéndoles  los  reparos  ^ue  juzgue  oportunos, 
exigiendo  satisfacción  de  ellos;  y  uniendo  su  informe  al  extracto  de 
cuenta ,  lo  remitirá  todo  á  la  dirección  general  de  Instrucción  pú- 
blica. 

Art.  27.  La  dirección  general  examinará  y  censin*ará  las  cuen- 
tas, exigiendo  satisfacción  á  los  reparos  que  encuentre  hasta  que 
merezcan  su  aprobación. 

Art.  28.  Los  institutos  que  por  su  naturaleza  especial  y  por  con- 
venios hechos  con  el  gobierno  se  hallen  dispensados  de  la  rendición 
de  cuentas  al  mismo ,  quedan  sin  embargo  obligados  á  la  remisión 
dé  los  estados  mensuales  de  que  habla  el  art.  25 ,  como  los  demás 
•establecimientos ,  sin  excusa  ni  pretexto  alguno. 

Art.  29.  Quedan  derogadas  todas  las  ordenes  anteriores  en  la 
parte  que  este  en  contradicción  con  lo  dispuesto  en  la  presente.» 

OBRAS  PUBLICAS. 

'Rkíl  oedbndb  28  DB  DiciEHBABí  mandando  que  desde  el  año 
próximo  se  haga  la  inspección  ordinaria  de  todas  las  obras  pubU- 
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cas  6D  cuanto  abraza  el  servicio  propio  del  lostítoto  del  cuerpo 
de  iDgenleros,  considerándose  para  esto  distribuido  el  territorio 
de  la  Península  en  las  3eis  divisiones  que  demuestra  el  estado 
adjunto,  y  observándose  las  disposiciones  siguientes. 

I  .<^  Por  una  orden  especial  ^e  designará,  á  propuesta  de  la  di- 
rección general  de  obras  públicas»  el  inspector  .del  cuerpo  que  haya 
de  pasar  á  cada  división;  y  al  coinunicar.'e  su  nombramienlo,  le  dará 
la  misma  .direccioa  las  instrucciones  que  juzgue  convenientes  para 
el  desempeño  de  su  cometido. 

2.^  £1  servicio  de  estas  inspecciones  no  interrumpirá  en  manera 
alguna  el  perteneciente  á  los  distritos,  que  seguirá  como  se  en- 
cuentra en  la  actualidad, 

3.^  No  podrán  sf  r  visitadas  simultáneamente  mas  de  tres  divi- 
siones» á  fin  de  que  no  se  interrumpan  las  interesantes  tareas  de  la 
junta  consultiva  del  ramo  de  obras  públicas,  de  la  cual  son  va* 
cales  los  mencionados  inspectores. 

4.<^  Considerando  suficiente  el  tiempo  de  tres  ó  cuatro  meses 
para  la  duración  de  cada  visita,  se  verificará  precisamente  la  de  las 
seis  divisiones  establecidas,  sin  perjuicio  de  lo  que  se  previene  en 
la  disposición  anterior,  durante  la  campaila  de  trabajos  de  pada 
año,  ósea  desde  !.<>  de  marzo  al  31  de  octubre. 

5.*  La  inspección  ordinaria  de  las  obras  que  se  ejecuten  en  las 
islas  Baleares  y  en  las  Canarias  será  ob¡eto  de  una  disposición  es- 
pecial, cuando  se  crea  oportuno  realizarla. 

6.^  £q  cualquiera  época  en  que  se  considere  conveniente  la 
inspección  extraordinrria  de  una  obra ,  se  verificará  por  una  real 
orden ,  en  la  cual  se  determinará  al  propio  tiempo  si  ha  de  ser 
desempeñada  por  el  director  ¿general  de  obras  públicas,  6  por  alga- 
no  ds  los  inspectores  ^enera!es  ó  de  distrito  del  cuerpo. 

7.*  Sin  mas  requinto  que  la  exhibición  por  parte  del  inspector 
de  ía  órdeu  de  su  nombramiento,  se  le  facilitaran  por  los  ingenie- 
ros jefes  de  los  distritos,  por  los  subaUernos  destinados  en  ellos, 
y' por  cualquiera  otro  que  se  halle  desempeñando  al i^una  comisión 
especial  dentro  de  la  respe«u¡va  división,  cuantas  noticias  y  datos 
pidiere,  ya  sean  verbales  ó  por  escrito. 

8.*  Los  inspectores  disfrutarán  sobre  su  sueldo  de  reglamento 
la  cantidad  de  2,¿>00  rs.  mensuales  por  indemnización  de  gastos  de 
viaje  durante  el  tiempo  que  estuvieren  ausentes  para  desempeñar 
la  mspeccion  ordinaria. 

9.*  £n  los  casos  de  inspección  extraordinaria  se  abonarán  al 
encargado  de  verificarla  los  gastos  que  le  ocaaioncí  según  cuenta 
que  deberá  presentar. 
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Estado  de  Un  divUionet  en  que  se  considera  distribuido  el  terri- 
torio de  la  Península  para  la  inspección  ordinaria  de  las  obras 
pÁbUcaSj  prevenida  por  real  orden  de  esta  fecha, 

DlfislMMt.         DittrilM.  .  PrortDcltt  qu  ^úmsnnSn, 


«M 


^  .     (Madrid {*tU,S"/í„SS'  ^"•'"•^•"'  "•'^' 

I  ii/ii.«A«       /  Álava,  Burgos,  Guipúzcoa ,  Logroño ,  Nayar- 
(  """^«os- \     ra  ^  Santander ,  Soria  y  Vizeaya. 

*  ^     /  Zaragoza ...  Huesca ,  Teruel ,  Zaragoza. 

I  Barcelona..   Barcelona ,  Gerona ,  Lérida  y  Tarragona. 

2  .     t  Valencia....   Castellón  de  la  Plana ,  Cuenca  y  Valencia. 
I  Murcia Albacete ,  Alicante  y  Murcia. 

.^     t  Granada....  Almería,  Granada,  Jaén  y  Málaga. 

^*       (Sevilla Cádiz,  Córdoba,  Huelva  y  Sevilla. 

.i^     fCáceres Badajoz  y  Cáceres. 

i  Valladolid .  Falencia ,  Salamanca ,  Valladolid  y  Zamora. 

n  ^     t  León León  y  Oviedo. 

I  Orense La  Coruña ,  Lugo ,  Orense  y  Pontevedra. 
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innDiCE 

DE  US  LE1ES  T  DECRETOS 


PUBUGA908  EH  1847. 


OlSMSraONBS  RBLATITAS  k  LA  ADMINISTRACIÓN  DE  JUSTICIA 
EN  LOS  TRIBUNALES  ORDINARIOS  T  EN  LOS  AI»fINlSTRA* 
TIVOS. 

Real  4Írden  de  1 1  de  febrero  declarando  la  fberza  de  ha  eon« 
saltas  del  consejo  real.  (Tomo  II,  pág.  78). 

Otra  de  6  de  marzo  mandando  á  nn  ofldal  del  ministerio 
de  la  Gobernación  qae  renna  en  Inglaterra ,  Francia ,  Bélgica  y 
Sniasa  los  datos  necesarios  para  proceder  á  la  reforma  de  los  es- 
tablecimientos  penales»  (Id.  pág.  id.) 

Eeal  decreto  de  19  de  marzo  sobre  el  modo  de  hacer  efec« 
Uvas  las  dendasde  los  pneblos.  (Tomo  I,  pág.  197). 

Beal  drden  de  la  misma  fecha,  ^mandando  formar  la  colee* 
don  legislatiira  de  que  trata  el  real  decreto  de  6  de  marzo 
de  1846 ,  sin  qne  interfenga  la  secdon  de  Grada  y  Jnstida  dd 
oonsfjlo  real.  (Tomo  H,  pág.  78). 

Real  decreto  de  4  de  Jnnio,  dando  reglas  para  dirimir  las 
competencias  entre  las  autoridades  Jndidales  y  las  administra- 
tiyas.  (Tomo  II,  pág.  8S,  texto  y  comentarios). 

Id.  de  9  de  Jnnio,  declarando  el  uniforme  qne  deben  nsar 
los  consejeros  reales.  (Id.  pág.  70). 

Real  decreto  de  la  misma  flocha ,  aprobando  nn  reglamento 
para  las  casas  de  corredon  de  mujeres.  (Id.  pág.  id.) 

Real  &tim  de  18  de  JdHo ,  mandando  dennndar  los  impro- 
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ses  en  qoé  se  pongan  eo  cuestión  los  derechos  ni  trono  de  h  In- 
fanta Dona  Lnisa  Fernanda.  (Id.  pág.  Id.) 

Circular  de  20  de  jolio,  ananciando  haberse  abierto  el  trl- 
banal  de  la  Rota  de  la  Nanclatara.  (Id.  pág.  id.) 

Real  decreto  de  8  de  agosto,  declarando  la  inteligencia  de 
los  artículos  18 ,  19  y  iO  del  decreto  de  4  de  junio  último  sobre 
competencias.  (Id.  pág.  185). 

Circular  de  31  de  julio,  mandando  no  dar  curso  á  ningún 
expediente  para  obtener  título  de  ejercicio  de  las  escribanías  de 
propiedad  particular.  (Id*  pág.  id.) 

Real  orden  de  27  de  julio  sobre  la  jurisdicción  de  la  audien- 
cia  de  Cuba  en  las  causas  de  vagos.  (Id.  pág.  id.) 

Circular  de  22  de  agosto,  disponiendo  que  se  oiga  á  los  pro- 
motores fiscales  en  los  expedientes  sobre  adjudicación  de  cape- 
llanías de  sangre.  (Id.  pág.  18G). 

Real  45r4en  de  24  de  agoste,  sobre  la  obligación  de  los  abo- 
gados á  pagar  las  cuotas  que  les  señale  la  junta  del  respectifo 
colegio.  (Id.  pág.  id.) 

Real  decreto  de  25  de  agosto.,  reformando  el  sistema  carce- 
lario j  aprobando  un  reglamento  para  las  cárceles  de  las  capi- 
tales de  proYincia.  (Id.  pág.  id.) 

Otro  de  2  de  setiembrC]^  amnistiando  á  los  emigrados  políti- 
cos. (Id.  pág.  198). 

Real  orden  de  8  de  setiembre ,  modificando  la  ley  de  liber- 
tad de  imprenta.  (Id.  pág.  id.) 

Real  decreto  de  10  de  setiembre,  sobre  ia  antigüedad  de  los 
magistrados  del  tribunal  eupremo.  (Id.  pág.  id.) 

Otro  de  30  de  setiembre,  dando  fuerza  obligatoria  á  las  ope- 
raciones á  plazo  hechas  en  la  Bolsa.  (Id.  pág.  199). 

Real  orden  de  15  de  setiembre,  recordando  otras  anteriores 
para  que  no  se  dé  curso  á  las  instancias  que  no  vayan  al  mlida^ 
terio  de  Gracia  y  Justicia  por  conducto  de  ias  audiencias.  (Id. 
pág.  id.) 

Real  decreto  de  8  de  octubre,  .mandando  presentar  á  las  eor^ 
tes  un  proyecto  de  ley  sobre  responsabittdad  é  inamoviHdad  jo- 
diciai.  (Id.  pág.  3^3). 

Real  orden  de  la  misma  fecba,  encarganda  ala  eomlsion  de 
códigos  la  redacción  de  dicho  proyecto.  (Id.  pág.  idi) 

Otra  dá  9  de  octabire ,  pombrantf^.  «na  eombioo  que  ^o- 
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ponga  an  proyecto  de  decreto  mejorando  la  organlsaeion  del 
ministerio  fiscal.  (Id.  pág.  854). 

Otra  de  la  misma  fecha ,  estableciendo  en  la  corte  nn  fiscal 
de  imprenta.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  14  de  octubre,  mandando  sobreseer  en  las  causas 
pendientes  por  delito  de  imprenta.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  16  de  octubre ,  encargando  al  tribunal  supremo  que 
consulte  sobre  si  debe  alzarse  la  prohibición  que  hoy  existe  de 
dar  los  honores  de  la  toga.  (Id.  pág.  id). 

Otra  de  la  misma  fecha ,  mandando  publicar  los  tomos  de 
decretos  correspondientes  á  los  años  de  1 846  y  47.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  20  de  octubre,  mandando  á  la  sala  de  Indias  del 
tribunal  supremo  que  consulte  sobre  la  conveniencia  de  aplicar 
en  América  la  ley  sobre  propiedad  literaria.  (Id.  pág.  356). 

Otra  de  25  de  octubre ,  aclarando  las  dudas  de  algunos  in- 
tendentes sobre  si  la  legislación  penal  vigente  de  hacienda  ha 
sufrido  alguna  vez  variación  por  el  real  decreto  de  l.®  de  agos- 
to último  (Id.  pág.  id.) 

Real  decreto  de  5  de  noviembre ,  creando  una  Junta  directi- 
va de  los  archivos  dependientes  del  ministerio  de  Gracia  y  Jus* 
ticia.  (Id.  pág.  423). 

Real  orden  de  6  de  noviembre ,  dando  reglas  para  llevar  á 
efecto  el  decreto  anterior.  (Id.  pág.  428). 

Otra  de  13  de  noviembre,  mandando  entregar  á  las  autori- 
dades portuguesas  los  reos  de  la  misma  nación  que  se  hallen  ea 
las  cárceles  de  España.  (Id.  pág.  4S0). 

Real  decreto  de  19  de  noviembre,  concediendo  indulto  á  lo| 
reos  que  en  él  se  expresan  con  motivo  de  los  dias  de  S.  H«  (Id. 

póg-43i). 

Real  orden  de  25  de  noviembre ,  declarando  lo  que  debe  en* 
tenderse  por  terrenos  cerrados  y  acotados  para  la  aplicación  de 
1^8  leyes  de  caza  y  pesca.  (Id.  pág.  432). 

Real  orden  de  30  de  noviembre,  encargando  á  los  tribuna*- 
les  de  Justicia  se  entiendan  con  los  Jefes  poltüoosen  todo  lo  con* 
cerniente  á  exhortos.  (Id.  pág.  534). 

Otra  de  13  de  diciembre ,  sobre  los  honorarios  de  los  pro** 
motores  fiscales»  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  15  de  diciembre ,  sobre  las  atribuciones  delosjefei 
políticos  en  las  casas  de  corrección  de  mqjereí»  (Id.  páf;*  id.). 
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Gireular  de  6  de  eúero,  sobre  la  distribución  del  prodoeto 
del  empréstito  para  caminos.  (Tomo  II ,  pág.  65). 

Real  orden  de  11  de  febrero,  mandando  hacer  las  obras  pre- 
cisas en  las  carreteras  por  las  cuales  se  comunican  las  proTin- 
das  con  la  corte.  (Id.  pág.  67). 

Otra  de  6  de  febrero ,  nombrando  una  comisión  que  Informe 
sobre  la  protección  que  debe  dar  el  gobierno  á  las  empresas  de 
caminos  de  hierro.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  la  misma  fecha,  nombrando  una  comisión  que  pro- 
ponga un  plan  general  de  puertos.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  5  de  marzo,  pidiendo  varias  noticias  á  los  Jefes  po- 
líticos sobre  las  tierras  de  regadío.  (Id.  pág.  id.) 
'    Otra  de  9  de  junio /excitando  el  celo  de  los  Ingenieros  para 
que  activen  las  obras  puestas  á  su  cuidado.  (Id.  pág.  68). 

Beal  decreto  de  1.®  de  Julio,  organlsando  elcaerpo  de  in- 
genieros  de  caminos ,  canales  y  puertos.  (Id.  pág.  id.) 

Otro  de  la  misma  fecha ,  estableciendo  una  nueva  división 
del  territorio  de  la  Península  respecto  á  las  obras  púMieas.  (Id. 
pág.  69). 

Beal  orden  de  8  de  julio,  dictando  varias  disposiciones  para 
llevar  á  efecto  el  decreto  anterior.  (Id.  pág.  id.) 

Beal  decreto  de  10  de  Junio,  disolviendo  la  empresa  de  Lot- 
ea. (Id.  pág.  70). 

Beal  decreto  de  1 5  de  Julio ,  mandando  sacar  á  subasta  el 
canal  de  Manzanares.  (Id.  pág.  id.) 

•  Beal  orden  de  8  de  Junio ,  aprobando  el  programa  con  arre- 
glo al  cual  deben  ser  admitidos  los  alumnos  en  la  escuela  de 
Ingenieros.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  18  de  Junio,  tomando  varias  disposiciones  para  lie* 
var  á  efecto  el  canal  y  habilitación  del  Guadalquivir.  (Id.  pá- 
gina id.) 

Otra  de  14  de  agosto,  declarando  la  subordinación  que  deba 
haber  entre  los  ingenieros  empleados  en  las  provincias.  (To* 
mo  II,  pág.  195). 

Beal  decreto  de  1 8  de  setiembre ,  estableciendo  un  plan  ge* 
ñeral  de  alumbrado  marítimo  en  las  costas  y  puertos  de  Espa- 
ña. (Id.  pág.  319). 
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Real  órdra  de  24  de  noyiembre ,  mandando  aplicar  dOO,000 
reates  á  la  reparación  de  la  carretera  general  de  Madrid  á  Va«- 
leneia.  (Id.  pág.  4S9). 

Otra  de  28  de  diciembre,  mandando  que  desde  el  año  pró- 
ximo 80  haga  la  inspección  ordinaria  de  todas  las  obras  públicas 
considerándose  distribuido  el  territorio  de  la  península  en  iasseis. 
divisiones  que  demuestra  el  estado  adjunto  y  con  arreglo  á  las- 
diftposiciones  que  se  refieren.  (Id.  pá^.  155). 

LEGISLACIÓN  COMERCIAL ,  INDUSTRIAL  Y  AGRÍCOLA. 

]\eal  decreto  de  25  de  diciembre  de  1816  publicado  en  ene- 
ro del  año  siguiente,  estableciendo  en  Cádiz  un  Banco  de  des- 
cuento. (Tomo  II,  pág.  70). 

Real  orden  de  11  de  febrero,  encargando  al  Jefe  político  de 
Madrid  que  informe  sobre  la  escasez  de  subsistencias  que  se 
experimentaba  á  la  sazón.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  9  de  febrc^o ,  encargando  á  los  tribunales  de  comer- 
cio que  suspendan  el  autorizar  la  formación  de  nuevas  sbcieda-» 
des  anónimas.  (Id.  pág.  71). 

Otra  de  8  de  febrero,  nombran(3o  un  agente  industrial  en  las 
capitales  de  Inglaterra ,  Francia  y  Bélgica.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  11  de  febrero ,  pidiendo  noticias  á  los  jefes  políticos 
sobre  el  estado  de  la  cosecha.  (Id.  pág.  id.) 

Real  decreto  de  18  de  febrero,  organizando  el  ministerio  de 
Comercio,  Instrucción  y  Obras  públicas.  (Tomo  I,  pág»  287). 

Otro  de  la  misma  flecha ,  estableciendo  uu  nuevo  sistema  de 
cambios  de  las  especies  amonedadas  con  el  extranjero.  (Tomo  U, 

pág.  71). 

Otro  de  25  de  febrero,  para  la  reunión  de  los  Bancos  de  San 

Fernando  é  Isabel  II.  (Id.  pág.  72). 

Otro  de  3  de  marzo,  organizando  el  ramo  de  la  cria  caba- 
llar. (Id.  pág.  id.) 

Otro  de  4  de  marzo,  nombrando  una  junta  numerosa  que 
informe  sobra  varias  cuestiones  económicas  que  la  someterá  el 
gobierno.  (Id.  pág.  74). 

Real  orden  de  8  de  marzo  >. sobre  la  venta  de  estampas  y  li« 
bros  contrarios  á  la  religión  y  las  costumbres.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  14  de  marzo,  prohibiendo  la  extracción  de  cerea-> 

les.  (Id.  pág.  id.) 
Tomo  11.  71 
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Otrfi  úe  23  de  marzo ,  modificando  aigonas  dlspittfeioiía  de 
la  anterior.  (Id.  pág.  75). 

Real  decreto  de  25  de  marzo ,  completando  la  orgaUxadoa 
del  ramo  de  la  cria  caballar.  (Id.  pág.  id.) 

Real  orden  de  27  de  marzo ,  sobre  los  fratos  coloniales  y 
mercancías  extranjeras  que  se  llevan  á  la  Habana  y  Puerto-Rieo 
en  boques  extranjeros.  (Id  pág.  76). 

Real  decreto  de  9  de  abrü ,  estableciendo  el  consejo  dé  agri- 
caltara  y  comercio.  (Id.  pág.  id.) 

Real  orden  de  12  de  febrero,  permitiendo  la  introducción  de 
loa  útiles  para  el  alumbrado  de  gas.  (Id.  pág.  7i). 

Otra  de  l  o  de  mayo ,  permitiendo  la  del  azufre  extranjero. 
(Id.  pág.  76). 

Otra  de  Id  misma  fecha ,  sobre  el  pago  de  las  libranzas  de 
los  adeudantes  de  los  derechos  de  aduanas»  (Id.  pág.  id.) 

Real  decreto  de  8!  de  mayo ,  sobre  el  arreglo  de  la  mone- 
da, suspendida  posteriormente. 

Real  orden  de  4  de  Junio ,  sobre  la  libertad  de  la  Toadimia. 
(Id.  pág.  76). 

Real  decreto  de  í 6  de  Junio,  sobre  el  cambio  de  España  eon 
Hamburgo.  (Id.  pág.  77). 

Real  orden  de  30  de  Junio ,  sobre  el  conocimiento  de  los  ne- 
gocios mercantiles  en  Santiago  de  Cuba.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  10  de  Julio,  sobre  el  precinto  y  sello  de  los  efectos 
que  se  dirigen  á  lo  interior  del  reino.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  14  de  Julio ,  admitiendo  á  comercio  el  mástico  as- 
filtico.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  19  de  Julio ,  prohibiendo  la  extracción  del  numera- 
rte. (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  21  de  JqHo,  aclarando  la  anteiior.  (Id.  pág.  Id.) 

Otra  de  20  de  Julio,  adicionando  el  art.  Í03  de  la  instrae* 
clon  de  aduanas.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  23  de  Julio,  volviendo  á  permitir  la  exportación  de 
cereales.  (Id.  pág.  78). 

Real  decreto  de  i.®  de  agosto,  suprimiendo  las  aduanas  to- 
lerares. (Id.  pág.  17S). 

Real  orden  de  30  de  Julio,  aprobando  los  estatutos  del  Ban- 
cd  de  O^áiz.  (Id.  pág.  179)« 
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Beal  decreto  de  8  de  agosto ,  modifiéaodo  loft  dereiehos  de 
poertat.  (Id.  pá¿.  id.) 

Real  orden  de  7  de  agosto ,  sobre  el  adeudo  de  las  bayetas 
estampadas.  (Id.  pág.  180}. 

Real  decreto  do  18  de  agosto,  aprobando  el  reglamento  or-* 
gteico  de  la  esenela  de  ingenieros  de  montes  y  plantíos.  (Id, 

pág-  id-) 

Otra  de  28  de  agosto,  permitiendo  la  introduecion  de  las  he- 
billas de  hierro  para  earruajes.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  15  de  setiembre ,  permitiendo  la  del  papel  de  alfi- 
leres. (Id.  pág.  199). 

Otra  de  la  misma  fefcha»  permitiendo  la  del  hongo  de  haya* 

(M.  pág.  id.) 

Otra  de  la  misma  fecha ,  permitiendo  la  de  una  docena  dé 
mechas  por  cada  qoinqné.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  16  de  setiembre ,  aclarando  la  qae  permite  introin- 
cir  útiles  para  el  alambrado  de  gas.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  15  de  setiembre,  permitiendo  la  introducción  de  la 
madera  labrada  coa  adornos  de  terciopelo.  (Id.  pág,  id.) 

Real  decreto  de  7  octubre,  completando  la  organizaeton  del 
eoBseJo  de  agricultura.  (Id.  pág.  356). 

Otro  de  la  misma  fecha >  aumentando  el  número  y  fijando 
las  atribuciones  de  las  Juntas  de  comercio.  (Id.  pág.  357). 

Real  orden  de  28  de  setiembre,  permitiendo  la  introducción 
de  las  cortezas  de  alcornoque.  (Id.  pág.  361). 

Real  decreto  de  19  de  octubre,  restableciendo  los  derechos 
de  puertas.  (Id.  pág.  id.) 

Real  orden  de  30  de  octubre  ^  admitiendo  á  comercio  las  me- 
chas de  seguridad  para  las  minas.  (Id.  pág.  438). 

Otra  de  la  misma  fecha,  permitiendo  la  introduecion  dil 
arsénico  blanco.  (Id.  pág.  id.) 

Otra  de  la  misma  fecha ,  permitiendo  la  introducción  del  plo- 
mo de  ensayos  para  minas.  (Id.  pág.  430). 

Otra  de  16  de  noviembre,  sobre  el  adeudo  que  deben  pagar 
los  géneros  comprendidos  en  las  clases  3.»»  y  4.",  partidas  1294 
y  1295  del  arancel.  (Id.  pág.  id.) 

Oira  de  bi  misma  fecha  ^  prohibiendo  la  entrada  de  los  te- 
jidos con  piezcla  de  algodón  en  que  esta  materia  entre  por  mas 
de  la  tercera  patte.  (Id.  pág.  id.) 
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Otra  da  1 1  de  diciembre,  nombrando  ona  comUlon  qae  pro* 
ponga  nn  proyecto  de  ley  para  el  arreglo  de  los  pesos  y  medi*^ 
daa.  (Id.  pág.54i). 

Otra  de  17  de  diciembre  ^  sobre  el  derecho  qne  deben  pagar 
las  trasmisiones  de  máquinas  de  vapor.  (Id.  pág.  £49). 

Real  decreto  de  7  de  diciembre,  proveyendo  el  acopie  de 
cereales  en  la  capital  del  reino.  (Id.,  pág.  5S6). 

Otro  de  14  de  diciembre,  nombrando  nna  comisión  qne  re- 
dacte  nn  proyecto  de  ley  sobre  el  comerdo  de  cereales.  (Id«, 
pég.  637). 

Otra  de  2  de  diciembre  sobre  el  despacho  en  las  aduanas  de 
las  mercancías  extranjeras.  (Id. ,  pág.  id.) 

Otra  de  1 8  de  diciembre ,  dando  reglas  para  que  los  parti- 
düares  puedan  establecer  paradas  de  caballos  padres.  (Id. ,  pá- 
gina 540). 

DISPOSICIONES  HEUTIYAS  A  U  INSTRUCCIÓN  PUBLia. 

Beal  orden  de  11  de  febrero ,  nombrando  una  comisión  qoe 
proponga  las  mejoras  de  que  sea  susceptible  el  plan  de  estadios. 
(Tomo  II,  pág.  79). 

Beal  decreto  de  25  de  febrero ,  reorganizando  la  Academia 
Española  y  la  de  la  Historia.  (Id.,  pág.  id.) 

Otro  de  la  misma  fecha ,  creando  la  real  Academia  de  cieo- 
elas  exactas^  físicas  y  naturales.  (Id.,  pág.  80). 

Real  orden  de  l  .^  de  marzo  sobre  los  cirujanos  que  enseñan- 
prlvadamenteá  los  que  estudian  para  sangradores.  (Id.,  pág.  id.) 

Otra  de  2  de  marzo  aprobando  el  escalafón  de  antigüedad  de 
varios  profesores.  (Id.,  pág.  81). 

Real  decreto  de  7  de  abril ,  suprimiendo  la  Junta  de  centra- 
lización de  fondos  de  Instrucción  pública.  (Id.,  pág.  id.) 

Real  orden  de  1 1  do  abril ,  mandando  á  los  colegios  priva- 
dos de  segunda  enseñanza  que  cumplan  con  ciertas  formalidades 
del  plan  de  estudios.  (Id.,  pág.  id.) 

Otra  de  24  de  Junio ,  estableciendo  reglas  para  la  distriba- 
clon  entre  los  profesores  de  las  categorías  de  entrada,  ascenso  y 
término.  (Id. ,  pág.  id.) 

Otra  de  1.®  de  Julio,  sobre  los  ejemplares  que  deben  dar  al 
Jefe  político  los  editores  de  todas  las  obras  que  publiquen.  (Id.,  pá- 
lina  id.) 
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Real  dfCfeto  de  8  de  JqUo  ,  e&tabteelendo  un  naevo  plan  da 
eitndios.  (Id. ,  pág.  id.) 

Real  orden  de  1 5  de  julio ,  sobre  los  derechos  que  deben  pa- 
gar los  qoe  aspiren  al  litólo  de  agrimensor.  (Id.,  pág.sa). 

Real  decreto  de  19  de  agosto  y  estableciendo  un  nnevo  regla- 
mento para  la  ejecución  del  plan  de  estadios.  (Id««  pág.  t95). 

Otro  de  1 3  de  setiembre ,  estableciendo  nn  archivo  general 
del  ministerio  de  Comercio.  (Id.,  pág.  213). 

Otro  de  33  de  setiembre ,  reorganizando  la  iostroceion  pri- 
marla. (Id.,  pág.  id.) 

Real  orden  de  20  de  octubre,  mandando  establecer  bibliote- 
cas militares.  (Id.,  pág.  362). 

Otra  de  2S  de  octubre ,  sobre  la  admisión  á  examen  de  los 
albéitares  y  herradores.  (Id. ,  pág.  363)» 

Otra  de  2  de  diciembre,  aclarando  algunas  dudas  sobra  las 
diferencias  que  existen  entre  el  plan  de  estadios  vigente  en  la 
Península ,  y  el  que  rige  en  América  respecto  á  la  carrera  de  Ja- 
risprudencia.  (Id.,  pág.  549). 

Otra  de  18  de  diciembre,  concediendo  el  título  de  ciruja- 
nos de  cuarta  clase  á  Jos  practicantes  de  los  hospitales  milita- 
res del  tiempo  déla  guerra  de  la  independencia.  (Id.^  pág.  550). 

Otra  de  24  de  diciembre,  organizando  las  juntas  inspecto- 
ras de  los  colegios  de  segunda  enseñanza.  (Id.,  pág.  id.) 

DISPOSICIONES  REtATIVAS  A  LA  ADMINISTRACIÓN  DE  LA  UA* 

CIENDA  PÜBUCA. 

Real  decreto  de  12  de  marzo,  poniendo  á  cargo  de  una  80« 
la  administración  la  de  contribuciones  directas ,  los  ramos  de 
indirectas  j  estancadas.  (Tomo  II,  pág.  97). 

Circular  de  22  de  marzo,  sobre  ios  medios  de  comprobación 
para  el  reconocimiento  é  indemnización  de  los  partícipes  legos. 
(Id.,  pég.  id.) 

Real  decreto  de  l¿  de  abril,  creando  una  comisión  que  for- 
me un  proyecto  de  ley  para  el  arreglo  de  la  deuda.  (Id.  pág.  99). 

Otro  de  3  de  mayo ,  mandando  llevar  á  efecto  la  centraliza- 
clon  de  todos  los  fondos  del  Estado.  (Id.,  pág.  id.) 

Circular  de  1 1  de  mayo^  sobre  las  rentas  que  deben  perci- 
bir los  tenientes  de  párrocos,  (le). ,  pág.  id). 
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otro  de  la  misma  fecha  ^  reformando  el  derecho  de  Mpote* 
ca«.  (Id.,  pág.  10C). 

Otro  de  la  misma  fecha ,  ordenando  h  venta  de  los  hienes  de 
maestrazgos  y  encomiendan  de  San  Juan.  (Id ,  pág.  108). 

Real  orden  de  26  de  jonio ,  dando  reglas  para  llevar  la  enea* 
ta  y  Vazon  á  los  comisionados  del  Tesoro.  (Id.,  pág.  109). 

Real  decreto  de  3  de  setiembre,  mandando  qoe  rija  desde 
I  .o  de  enero  de  1S43  para  la  cobranza  de  la  contribución  1n- 
dostdal  y  "de  comercio,  el  proyecto  de  ley  presentado  á  \t% 
cortes  en  17  de  marzo  último.  (Id.,  pág.  199). 

Real  decreto  de  32  de  setiembre ,  rebajando  el  precio  del  ta- 
baco. (Id.  y  pág.  200). 

Otro  de  24  de  setiembre ,  aplicando  ciertos  valores  al  pago 
de  los  intereses  de  la*deuda  del  3  por  100.  (Id.^  pág.  201). 

Otro  de  10  de  octubre,  suspendiendo  la  ejecución  del  de 
23  de  setiembre  >  sobre  la  venta  de  los  bienes  de'ermitas  j  co- 
fradías. (Id.,  pág.  301). 

Otro  de  20  de  octubre,  suspendiendo  á  los  directores  de 
rentas  la  facultad  de  nombrar  oficiales  de  hacienda  basta  lacla- 
se de  cuartos.  (Id.,  pág.  S62). 

Real  orden  de  9  de  noviembre ,  aprobando  el  convenio  cele- 
brado entre  el  gobierno  y  el  Banco  de  San  Femé ndo,  para  qae 
este  sirva  de  cajero  á  aquel.  (Id.,  pág,  433). 

Otra  de  G  de  noviembre,  mandando  reunir  las  hojas  de  ser- 
vicio de  todos  los  empleados  de  hacienda,  á  fin  de  formar  el 
escalafón  general  de  los  mismos.  (Id.,  pág.  436). 

Otra  de  29  de  noviembre,  derogando  la  de  lo  de  mayo  ólti- 
mo ,  y  reiitableciendo  el  art.  1 34  de  la  Instrucción  de  aduanas. 
(Id.,  pág.  438). 

Otra  de  4  de  noviembre,  para  que  la  aduana  establecida  en 
Guetarla,  se  traslade  á  Zumaya.  (Id.^  pág.  489). 

Ley  de  31  xie  diciembre,  autorizando  al  gobierno  pare  seguir 
cobrando  las  contribuciones.  (Id.,  pág.  549). 

DISPOSICIONES  RELATIVAS  AL  SERVICIO  DE  SANIDAD  PUBLia. 

Real  decreto  de  17  de  marzo,  reorganizando  la  administra- 
clon  del  ramo  do  sanidad.  (Tomo  11,  pág.  109). 

Real  orden  de  15  de  abril,  dando  reglas  para  llevar  á  eje- 
cución el  decreto  anterior.  (Id.,  pág.  ii2). 


í 
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Otra  de  1 7  de  diciembre ,  reformando  las  Janlae  de  f anidad 
eelabieeldat  por  el  de  17  de  marzo  último.  (Id.,  pág.  SU)* 

Heal  decreto  de  33  de  diciembre,  sobre  los  baques  proc^* 
dentes  de  Argel  con  pateóte  limpia.  (Id. ,  pág.  bi4). 

DISPOSICIONES  RELATIVAS  AL  SERVICIO  DE  CORREOS. 

Real  orden  de  30  de  marzo,  reduciendo  á  50  rs.  por  arroba 
la  franquicia  de  los  periódicos.  (Tomo  II  ^  pág.  113). 

Otra  de  18  de  agosto,  mandando  á  los  inspectores  de  cor- 
reos qne  hagao  una  visita  á  las*  postas  de  las  líneas  genérale! • 

(Id.,  pág.  195). 

Otra  de  10  de  octubre,  adoptando  medidas  para  evitar  el 
ijitrasode  los  correos.  (Id.^  pág.  363). 

ORGANIZACIÓN  ADMINISTRATIVA. 

Reales  decretos  de  38  de  enero ,  18  de  febrero  y  10  demer- 
ao ,  sobre  la  creación  y  organización  de  los  mlnásterloe  dp  CkH 
mercio ,  Instrucción  y  Obras  públicas  y  de  Gobornacioa  del  r/4^ 
no.  (Tomo.  I,  pág.  369). 

Otro  de  1 1  de  Junio ,  dando  nueva  planta  á  ia  secretaría  it 
Hacienda.  (Tomo  II,  pág.  100). 

Otro  de  1.°  de  mayo,  dando  nueva  planta  á  la  secretaría  de 
Estado.  (Id.,  pág.  113). 

Otro  de  3 1  de  marzo ,  dando  nueva  planta  al  roinlsteilo  de 
Marina.  (Id. ,  pág.  139). 

Otro  de  30  de  octubre,  dando  nueva  planta  al  mlnisteijo 
de  la  Gobernación.  (Id.,  pág.  359). 

Otro  de  38  de  octubre,  estableciendo  el  cargo  de  goberna*- 
dor  de  palacio.  (Id.,  pág.  861). 

Otro  de  8  de  noviembre,  determinando  la  distribución  que 
se  ba  de  dar  á  los  negocios  en  el  ministerio  de  la  Gobernación. 
(Id.,  pág.  489). 

Real  decreto  de  1  .<>  de  diciembre,  estableciendo  Jefes  de  dis«* 
trito  y  designando  sus  atribuciones.  (Id.,  pág.  538). 

Otro  de  3  de  diciembre  >  suprimiendo  los  comisarios  de  pijp* 
teedon  y  seguridad  pública  de  los  partidos.  (Id.,  pág.  631). 

'Real  drden  de  9  de  diciembre,  dando  reglas  para  la  ejeeu- 
cion  del  decreto  de  afición  délos  Jefes  dedlsirito  (id.,  pág*  }4*) 
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Otra  de  i  6  de  diciembre ,  fijando  la  saerte  do  los  eomba- 
rios  de  protección  y  seguridad  pública,  cesantes  á  consecuencia 
-del  nuevo  arreglo  administrativo.  (Id.,  pág.  538). 

Real  decreto  de  9  de  diciembre,  eorargando  al  ministerio 
de  Comercio  los  negocios  de  minería.  (Id.,  pág.  id.) 

DISPOSICIONES  REUTIVAS  A  LOS  ARBITRIOS  Y  CARGAS  MUNI- 
CIPALES. 

Real  instrucción  de  8  de  Junio,  dando  reglas  para  la  repar- 
•ticion  y  cobranza  de  los  arbitrios  municipales. 

LEGISLACIÓN  DEL  EJERCITO  Y  ARMADA. 

Real  decreto  de  l5dejuDio,  fijando  el  número  que  debe 
haber  de  oflciaks  generales  del  ejército.  (Tomo  II,  pág.  129). 

Otro  de  31  de  mayo,  dando  nueva  organización  al  cuerpo 
lie  estado  mayor  del  ejército.  (Id. ,  pág.  id.) 

Otro  de  33  de  junio  organizando  el  cuerpo  administrativo  de 
'  la  armada  (Id.,  pág.  id.) 

Otro  de  30  de  Junio,  poniendo  á  cargo  del  ministerio  de  Co- 
inei:cio  los  colegios  de  San  Teimo  de  Málaga  y  Sevilla.  (Id.,  pá- 
gina id.) 

Otro  de  5  de  Julio ,  determinando  el  sueldo  que  han  de  dis- 
frutar los  oficiales  del  ejército  que  se  hayan  retirado  del  servi- 
cio sin  solicitarlo.  (Id.,  pág.  id.) 

Real  orden  de  9  de  setiembre  sobre  las  licencias  de  los  sol- 
dados procedentes  de  la  quinta  de  1841.  (Id.,  pág.  220). 

Real  decreto  de  15  de  setiembre  suprimiendo  la  dirección  y 
mayoría  generales  de  la  armada.  (Id.,  pág.  id.) 

Otro  de  16  de  setiembre,  estableciendo  la  organización  del 
regimiento  fijo  de  Ceuta.  (Id.,  pág.  id.) 

Real  orden  de  20  de  setiembre ,  determinando  el  destino  que 
ha  de  darse  á  los  quintos  del  actual,  y  rezagos  de  los  anterlo* 
^  res  reemplazos.  (Id., pág.  id.) 

Real  decreto  de  21  de  setiembre  dando  nueva  organización 
"  al  arma  de  caballería.  (Id. ,  pág.  id.) 
•    Real  orden  de  28  de  octubre,  encargando  á  los  Jefes  mili* 
tares  que  castiguen  á  aquellos  de  sus  subordinados  que  cometan 
escesos  con  los  guardias  civiles.  (Id. ,  pág.  363). 
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Beal  decreto  de  10  de  noviembre,  prohibiendo  dar  grados  y 
honores  de  los  empleos  de  los  cuerpos  militares ,  adroinistratito 
y  Jodicial  de  la  armada  á  los  que  no  sean  iudividuos  de  los  mis* 
reos.  (Id.,  pág.  44 1). 

Otro  de  18  de  diciembre,  creando  una  capitanía  general  en 
nuestras  posesiones  de  África.  (Id.,  pág.  548).       ^ 

Otro  de  27  de  diciembre,  ampliando  el  indulto  de  19  de  no« 
viembre  anteriora  los  reos  de  la  Jurisdicción  militar.  (Id.,  pági* 
na  545.) 

Beal  decreto  de  I  .^  de  diciembre ,  prohibiendo  en  los  cuer- 
pos de  la  armada  la  concesión  de  empleos  supernumerarios. 
(Id. ,  pág.  id.) 

Otro  de  7  de  diciembre,  para  que  no  se  dé  curso  á  las  ili- 
citudes que  no  yeogan  al  ministerio  de  la  Guerra  por  el  conduc- 
to ordinario.  (Id.,  p¿g.  id.) 

LEGISLACIÓN  SOBRE  DIGNIDADES  Y  CONDECOBAaONES  CIVILES. 

Real  decreto  de  26  de  julio ,  organizando  las  reales  órdenes 
civiles.  (Tomo  II,  pág.  195). 

Otro  de  13  de  diciembre,  sobre  el  uso  del  trapo  blanco  por 
los  caballeros  de  S.  Juau.  (Id. ,  pág.  544). 

Beal  orden  de  1 1  de  diciembre ,  mandando  sacar  los  títulos 
á  los  que  hubieren  obtenido  cruces  de  Carlos  III  é  Isabel  lá  Ga« 
tólica.  (Id.,  pág.  545). 

LEGISLACIÓN  DB  TEATROS. 

Beal  decreto  de  30  de  agosto ,  orgenlzardo  los  teatros  de 
reino.  (Tomo  II,  pág.  201)* 


índice  de  LOS  PUNTOS  DE  JURISPRUDENCIA  CIVIL ,  RESUELTOS 
POR  SENTENCIAS  DEL  TRIBUNAL  SUPREMO  DB  JUSTICIA  EN  RE- 
CURSOS DE  NUUDAD. 

I.  I  El  que  por  medio  de  testigos  prueba  ser  bljo  natcial 
da  una  mujer  que  le  ba  preterido  en  su  testamento  nombrando 
otfa  beredero^  y  declarando  que  no  lo  tiene  forzoso,  pnede  ro-» 
clamar  la  nulidad  de  dicha  institución  y  considerarse  con  dere- 
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jCho  á  la  herencia?  (Sentencia  de  10  de  Julio  de  1846),  pág  SS« 
IL  i  Se  consideran  como  Indecisos  los  derechos  que  se  titl- 
gan  ante  nn  tribunal ,  coando  este  no  los  decide  por  bita  de 
Iey,es  generales ,  y  hay  por  otra  parte  leyes  especiales  para  de« 
cidlrlos?  (Sentencia  de  G  de  octubre  de  1845) ,  pág.  6í. 

IIL  ¿Las  corporaciones  ó  particulares  que  percibían  una  por- 
ción del  diezmo  ó  disfrutaban  bienes  declarados  hoy  nacionales 
con  objeto  de  atender  á  ciertas  obligaciones,  pueden  ser  apre« 
miados  fi\  camplimiento  de  estas  no  gozando  ya  las  rentas  qae 
les  estaban  destinadas?  (Sentencia  de  8  de  febrero  de  1847), 
pág.  239. 

lY.  ¿Los  bienes  desmembrados  de  los  mayorazgos  en  ta  épo- 
ca constitucional  do  1820  á  1823  sin  la  correspondiente  tasa* 
elon  y  en  virtud  de  contrato,  por  ei  caal  se  obligara  el  vinca* 
lista  á  indemnizar  de  uña  manera  lícita  á  aquel  á  quien  trasla- 
idaba  4lchos  b^es  desmembrados  si  mas  adelante  se  anulaba 
•u  enagenacion ,  deben  hoy  restituirse  en  virtud  de  la  legisla- 
floa  vigente,  al  que  los  adquirió  en  la  citada  época  do  1830  al 
3S  y  los  perdió  después  de  este  tiempo  á  consecuencia  de  las 
nuevas  leyes,  habiéndosele  indemnizado  su  pérdida  con  arreglo  á 
la  escritura  de  enagenacion?  (Sentencia  de  17  de  Junio  de  1847], 

Y»  ¿Corcevonde  á  la  Jurisdicción  ordinaria  el  eonocimien- 
to  de  los  asuntos  sobre  fondos  no  pertenecientes  á  las  cajas  4e 
la  hacienda  púbüca,  y  sf  á  otras  dependencias  del  Estado?  (Sen- 
tencia de  4  de  Junio  da  íB47)  pág.  244. 

VL  ¿Há  lugar  á  la  restitución  in  integrutn  contra  las  sen- 
tendu  prammeiadas  {M>r  el  antiguo  eons^o  de  Gaaltitta?  (Senten- 
cia de  38  de  Junio  de  1847),  pág.  247. 

VIL  ¿El  decreto  de  las  cortes  de  8  de  Junio  de  1813  resta- 
Mecido  en  6  de  setiembre  de  1836  ,  por  el  cual  se  declaró  á  los 
4ufio8  da  tiocras  el  derecho  de  disfrotarlas  libre  y  esdoslva-* 
fiiepte  ha  abolido  ia  servidumbre  que  de  tiempo  lam^ morlal  pesa 
sobre  algunos  terren.M ,  mediante  la  c«al  pertenece  la  propiedad 
de  los  mismos  á  un  individuo ,  y  su  arbolado  y  aprovechamien- 
to al  común  de  vecinos?  (Sentencia  de  1647),  pég.  S49. 

VII L  ¿Qué  número  de  magistrados  debe  decidir  en  tareera 
InstantHt  cuando  estase  Interponga  de  dos  sienlcneias  cenfor- 
tBvi?  (Sententia  del  mismo  «ño) ,  página  961. 


I]IMCS  M  US  Um  t  DtCBROt.  571 

INDíGB  hE  IOS  FUKT03M  JUBÍSPBUDEKCIA  JLDHINISTftATTVA 
DECIDIDOS  POR  EL  CONSEJO  REAL  EN  RECÜRSC^  DE  COlfrErtK* 

OA  T GONTENIDOIÍ  ^ESIE  TOH0« 

f .  ¿Las  «oe^fones  que  se  soscttftn  sobre  el  uso  ^e  háee  |in 
partUmlar  de  sus  bienes  con  perfoiofo  de  tos  aproTechami^iitos 
coroanes  de  los  ¡meblos,  corresponden  á  la  Jarisdlcctón  adial* 
nistratlYa  ó  á  la  ordinaria  ?  (Consolta  de  SO  de  enero  de  1947), 
pág.  3S7. 

TL  ¿Guando  el  consejo  real  es  Instado  á  decidir  sobre  ma 
competencia  qne  no  ha  sido  promoirida  por  el  jefe  pofMco.ten 
calidad  de  tal ,  y  sí  como  presidente  del  emisejo  protlncial^  de- 
be deeiálr  sobre  e)la  ?  (Consnita  de  la  misma  feeba  en  coímpe* 
teneia  entre  el  Jefe  polftico  de  Granada  y  el  Jve2  de  0oadix}, 
pig.  318. 

IIL  ¿  A  qnién  corresjpopde  el  conocimiento  de  la^  ciMtioaee 
que  se  susciten  entre  los  empresarios  de  otffi'as  publ^as  y  lea 
dueños  de  las  propiedades  perjadlcadas  por  la  co.nst^occiop  de 
aquellas ,  nospbre  la  expropiación  sino  sobre  la  cantidad  4e1  |re« 
sarcimiepto  y  modo  de  liacerlo?  (Consnita  de  la  misma  feclia 
en  competencia  entre  el  jefe  político  d^  V|scaya  j  el  jnet  de 
H^rqoioa)|  pég.  824.  ... 

)V.  ¿Pueden  proceder  los  alcaldes  gnbernatlTcme^te  y  por 
embargo  y  venta  de  blenei  á  la  exacción  de  las  deudas  á  flivor 
de  los  fondos  comunes  de  los  pueblos  con  arreglo  á  loe  ártico- 
los  317  y  218  de  la  ley  de  S  de  febrero  de  182S  ?  En  ensope 
que  no  deban  proceder  y  procedan  de  este  mote»  ¿puede  el 
juez  de  primera  instancia  respectivo  apercibirlos  y  muitai^os  ^a 
arreglo  á  los  aitícuios  106  y  108  de)  reglamento  de  los  Jusgadoef 
(Consulta  de  15  de  marzo)|  pág.  822. 

V.  ¿Cuándo  deben  considerarse  como  contendoso-admiola» 
trativas  y  no  sujetas  á  InterActos  posesorios  las  eoestlones  qne 
sé  suscitan  sobre  el  ^umpNmiento  y  rescisión  die  4os  oontratot 
celebrados  eoü  la  administración?  (Consultas  de  38  de  febrero, 
14 ,  24  y  26  de  marzo^deio  dema}*oy  ts  de  agosto  de  1847)» 
Wg.824. 

"VI*  ¿Procede  el  itfterMeto  restttntorio  cbntra  las  protiden* 
das  de  loa  ayuntamientos  que  ttencn  por  objeto  remover  loa 
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obstáeutos  que  se  oponen  al  arreglo  de  los  pastos  ó  aprovecha* 
mientos  comooes?  (Consoltas  de  33  y  25  de  febrero  y  de  9  de 
marzo  id.),  pág.  329. 

VII.  i  Procede  ei  interdicto  de  despojo  la  via  ordinaria  ó  la 
gnbematlta,  contra  las  procidencias  qae  toman  los  ayantarnten- 
tos  en  perjuicio  de  la  propiedad  particular  para  restablecer  los 
linderos  de  los  caminos  públicos?  (Consultas,  de  23  deiebrerO| 
4  de  abril  I  10  de  mayo  y  3  i  de  Julio  de  id.)»  pág.  882. 

YIIL  ¿Deben  conocer  los  consejos  proTlnciales  de  laseues- 
tlones  que  se  susciten  entre  los  empresarios  de  obras  públicas 
y  los  particulares  que  concorran  á  su  ejecución  con  motivo  de 
Jos  contratos  que  para  las  mismas  celebren  entre  sí  7  (Consalta 
de  4  de  marzo  id.),  pág.  335. 

IX.  ¿  A  qué  autoridad  corresponde  conocer  de  las  cuestiones 
que  se  suscitan  entre  los  pueblos  sobre  mancomunidad  de  pastos? 
(Consultas  de  23  de  febrero ,  26  de  marzo,  18  de  agosto  id.), 
pág.  337. 

X.  ¿  Deben  considerarse  como  judiciales  ó  como  contencioso- 
administrativas  las  cuestiones  que  se  suscitan  sobre  el  cumpli« 
miento  de  los  contratos  celebrados  con  los  administradores  de 
los  bienes  que ,  en  virtud  de  leyes  posteriores ,  han  pasado  á  es- 
tar bajo  el  cuidado  y  vigilancia  de  la  administración  ?  (Consulta 
de  23  de  febrero  de  id.)^  pág.  342. 

XI.  ¿  Cuándo  son  contencioso-adminlstrati  vas,  y  cuándo  judi- 
ciales las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  el  cumplimiento  de  las 
leyes  protectoras  de  la  ganadería?  (Consulta  de  la  misma  fecha), 
pág.  343. 

XII.  ¿Cuándo  deben  considerarse  como  judiciales,  y  cuáodo 
como  contencioso-administrativas  las  cuestiones  que  se  susciten 
sobre  las  indemnizaciones  que  se  hicieron  en  virtud  del  real  de- 
creto de  24  de  setiembre  de  1836  con  los  bienes  propios  de  los 
facciosos,  á  favor  de  los  que  recibieron  daños  de  estos?  (Con- 
sulta de  26  de  marzo  de  id»),  pág.  34S. 

XIII.  ¿Qué  autoridad  debe  conocer  de  las  causas  que  se  for- 
,  men  aobre  daños  causados  en  los  n^ontes  de  los  pueblos?  (Con- 

anlta  de  24  de  marzo  de  id.),  pág,  348. 
XIY.    ¿  Corresponde  á  ios  ayuntamientos  por  la  facultad  qae 
.  lienen  de  eowervar ,las  fincas  pertenecientes ,a^I  común,  ei/dere- 
^  .c\¡ode  decjidif.ifscjy^stiones  (|tte  se  susciten  sctbi;e  ^otlgnas.  osar- 
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paciones  de  terrenos  que  se  soponeo  de  la  misma  procedencia? 
(Consultas  de  24  y  26  de  marzo  de  Id.))  pág.  S48. 

XV.  ^La  facultad  que  dan  las  leyes  á  los  joeees  de  prt-- 
mera  instancia  para  eonocer  de  los  delitos  y  eontravenciones  do 
montes ,  les  autoriza  á  procesar  á  los  ayuntamientos  cuando  tie-* 
nen  motivos  para  suponerles  reos  ó  cómplices  de  tales  delitos? 
(Consulta  de  16  de  abril  id.))  pág.  443, 
.  XVL  ¿La  real  orden  de  8  de  mayo  de  1839 ,  que  proiiilM 
á  los  Jueces  admitir  interdictos  posesorios  de  manutención  y  res- 
titución contra  las  providencias  que  dictan  en  el  uso  de  sus  fa- 
cultades las  diputaciones  provinciales  y  los  ayuntamientos ,  «s 
aplleabie  también  á  ios  interdictos  de  adquirir  la  posesión  y  á 
las  providencias  diotadas  por  el  gobierno  supremo  ó  por  los  je- 
fes políticos?  (Consultas  de  21  de  abril  y  81  de  Julio  id.)}  pá- 
gina 446. 

XVn.  i  Cuándo  deben  considerarse  como  contencioso-adml- 
nistrativas,  y  cuándo  como  Judiciales  las  cuestiones  que  se  sus- 
citan sobre  la  administración  y  disfrute  de  los  patronatos  de  le- 
gos? (Consultas  de  16  de  abril,  26  de  marzo»  14  de  Julio ,  18  do 
agosto  y  otra  de  16  de  abril  id.)  pág.  461. 
>  XVIII.  ¿Cuando  la  autoridad  Judicial  procede  eontra  algún 
alcalde  ó  ayuntaml^to  sin  obtener  antes  la  autorización  necesa- 
ria del  Jefe  político,  puede  este  avocar  así  el  conocimiento  del 
negocio  entablando  la  competeocia?  (Consultas  de  26  de  marzo, 
dos  de  JO  de  mayo,  31  de  Julio,  18  de  agosto  y  27  de  octu- 
bre id.),  pág.  461. 
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